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PROTOCOLO 

DB 

Gouiproiiso  entre  los  E.  II.  de  América )  k  República  de  Mélico 


Para  la  decisión  de  ciertas  cuestiones 
suscitadas  con  respecto  al  llamado  "Fondo  Piadoso  de  las  Californias" 


Por  cuanto,  en  virtud  de  las  disposiciones  de  una  GoQTención  aj  usta* 
da  entre  las  Altas  Partes  Contratantes  arriba  mencionadas,  con  fecha 

A  de  Julio  de  1868,  y  siguientes  convenciones  suplementarias  de  ella, 
fué  sometida  ála  Comisión  Mixta  establecida  por  dicha  Convención 
una  reclamación  presentada  por  parte  y  en  favor  de  los  prelados  de  la 
Iglesia  Católica  Romana  de  California  contra  la  República  de  México, 
por  réditos  anuales  de  cierto  fondo  llamado  el  «Fondo  Piadoso  de  las 
G-.ilifornias,»  los  cuales  réditos  se  consideraron  devengados  desde  el  2 
(le  Fei)rero  de  I8i8, fecha  déla  firma  delTratado  de  Guadalupe  Hidalgo, 
hasta  el  1°.  de  Febrero  de  18B9,  fecha  del  canje  de  las  ratificaciones 
de  la  Convención  arriha  rcíerida;  y 

Por  cuanto  la  indicada  Comisión  Mixta,  después  de  examinar  dicha 
reclani;ií  i»')n,  que  fué  señalada  en  el  libro  de  Registro  con  el  núni.  U)3 
é  intitulada  «Thaddeiis  Ainat,  Obispo  Católico  Romano  de  IMonterrey, 
por  la  corporacir>ii  unitaria  que  representa,  y  .loseph  S.  Alemany,  Obis- 
po Católico  Romano  di^San  Francisco,  por  la  corporación  unitaria  que 
representa,  contra  la  Uepúhlioa  de  Mt'xii^o  >  decidió  lu  reclamación 
contra  la  República  de  MiHico,  y  en  favor  de  dichos  reclamantes,  dan- 
do un  laudo  por  novecientos  cuatro  mil  seterienlos  pesos  noventa  y 
nueve  ceatavos  (§904,700.99);  |los  cuales,  como  se  expresaen  la  ex- 
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posición  de  ütcho  tribunal,  fueron  el  importe  de  réditos  vencidos  en 
veintiún  años,  á  razón  de  cuarenta  y  tres  mil  ochenta  pesos  noventa 
y  nueve  centavos  ($43,080.99 )  anuales,  sobre  la  suma  de  setecientos 
diez  y  ocho  mil  diez  y  seis  pesos  cincuenta  centavos  ($718,016.50)  y 
habían  de  i)a*,'arse  en  oro  mexicano;  y  dicha  suma  de  novecientos  cua- 
tro mil  setecientos  pesos  noventa  y  naeve  centavos  ($  901,700.99) 
fué  completamente  pagada  y  finiquitada  en  conformidad  con  los  tér- 
minos de  dicha  Convención;  y 

Por  cuanto  Jos  Estados  Unidos  de  América,  por  los  Obispos  Católi- 
cos Romanos  arriba  nombrados,  y  sus  sucesores  con  el  mismo  título 
é  interés  han  reclamado  á  México  después  de  dicho  laudo  los  sucesi- 
vos vencíinieiitos  de  dichos  réditos  y  han  in.^istido  en  que  la  expresa- 
da reclamación  fué  definil¡vaincni.c  juzi¡;acl:i,  y  su  monto  lijado  en  con- 
tra de  México  y  á  favor  de  los  primitivos  reclamantes  y  de  sus  suce- 
sores con  ol  mismo  título  é  interés,  conronno  ;i  In  priiiiora  (lonvciu-ión 
mí'ticioiiuthi  de  1868,  en  virtud  de  dicho  laudo  cdíuo  rrs  Jiclicafa :  x 
liaii  :-ostpiiiflo  ademiís,  que  indepcudieulcmonlc  de  tal  laudo  su  rccl:i- 
macioii  contra  México  era  justa:  aserciones  unibus  que  lian  si'lu  con- 
trovertidas é  impugnadas  pur  la  ííppúldirü  de  Mcxico;  y  las  Altas  Par- 
tes signularias  de  este  Cotnpi-ouii.so,  uainiaUa.s  de  un  vivo  deseo  de 
que  la  controversia  así  susi  itada  sea  amif^able,  satisliK  loria  y  jus- 
tamente resuelta,  han  convenido  en  soinelcr  dicha  controversia  á  la 
decisión  de  árbilros,  (|uienos  se  ajuslanui  en  todo  loque  no  se  dis- 
pOM^^a  de  otro  modo  i^or  (d  [)i'esente  iustniniento.  á  las  prevenciones 
do  la  Convención  niternaeionnl  \):\vd  ol  arreglo  pacítico  de  controver- 
sias internacionales,  común  mente  denominada  «Convención  de  La  Ha- 
ya,* y  estarán  facultados  para  resolver: 

1°  Si  dicha*  reelamación,  como  consecuencia  del  laudo  anterior,  está 
regida  peu-  el  principio  de  res  jtidicata ;  y 

2°  De  no  estarlo,  si  es  justa  la  misma  rcHamación. 

Y  para  pronunciar  im  fallo  ó  lando  tal  que  sea  adecuado  y  conve- 
niente á  todas  las  circunstancias  del  caso: 

Por  tanto,  se  conviene  entre  la  República  de  México,  representada 
por  M-iniic!  de  Azpíroz,  I^Iinbajador  Extraordinario  y  Plenipotenciario 
de  la  República  de  Mé.xico  en  los  Estados  Unidos  de  América,  y  los 
Estados  r indos  de  América,  representados  por  John  Hay,  Secretario 
de  Estado  de  los  lilstados  Unidos  de  América,  en  lo  siguiente: 
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I 

Las  referidas  cuestiones  serán  sometidas  al  tribunal  especial  que 
en  seguida  se  autoriza  para  examinarlas,  determinarlas  y  fallarlas. 

11 

El  tribunal  especial  constituido  por  e^^te  instrumento  se  compon- 
drá de  cuatro  árbitros,  debiendo  ser  dos  nombrados  por  cada  una  de 
las  Altas  Partes  Contratantes  y  un  árbitro  superior  que  será  elegido 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  Convención  de  La  Haya.  Los  ár- 
bitros  nombrados,  coinn  se  ha  dicho,  por  cada  una  de  las  Altas  Par- 
tes Contratantes.  .<erán  dudos  á  conocer  por  la  parle  que  ios  nombró 
á  la  otra  parte  dentro  ilo  sesenta  días  (pie  correrán  desde  la  fecha  de 
este  protocolo.  Ninguno  de  ios  árbilros  nombrados,  como  se  ha  di- 
cho, será  oriundo  ó  ciudadano  de  \-a<  Partos  Contratantes.  El  laudo 
podrá  ser  pronunciado  por  iniiyuría  de  voios  de  dicho  tribunal.  To- 
das las  vacantes  (¡iic  nf  irtMii  cutre  lo^  mietnbi-os  do  dicho  tribunal, 
por  causa  de  uiuoi'tc,  <í'p:if;ici<Hi  ñ  iiilmbilidiid  ijiic  provenga  de  «'ansa 
antcriDrai  proiiunciamir'iitu  del  huid»),  .scráu  rubioiia.s  del  inistno  mo- 
do (|iio  fih'  noiiiluMiiu  el  miembro  cesante,  como  se  dispone  on  l;i  Con- 
vención (!•'  La  Haya,  y  si  ocurrieren  despur-  (lue  dicho  tribiiiial  se  lia- 
ya  ¡nsi;il:itio.  p-idrán  justiiic.ir,  á  juicio  del  liÜHinal,  una  prórroga  del 
término  s»  ñ.ilado  p:ii  ;i  la  audiencia  ó  rosolución,  según  sea  el  caso, 
con  tal  que  ella  no  pase  de  treinta  días. 

in 

Todas  las  alegaciones,  testimonios,  pruebas,  informes  en  derecho  y 
conclusiones  ó  laudos  de  los  Comisionados  ó  del  tercero  en  discordia, 
presentados  ante  la  Comisión  Mixta  arriba  referida,  ó  acordiidos  por 
ella,  son  de  aducirse  como  pruebas  ante  el  tribunal  que  ahora  se  nom* 
bra,  juntamente  con  toda  la  correspondencia  habida  entre  los  dos  países 
concerniente  á  los  puntos  comprendidos  en  esle  arbitramento;  exhi- 
biéndose al  nuevo  tribuna!  dichos  documentos  originales  ó  copias  de 
ellos  debidamente  certificadas  por  los  Departamentos  de  Estado  respec* 
tÍTOs  de  las  Altas  Partes  Contratantes.  Cuando  cualquiera  de  las  dos 
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partos  cito  libros  iniprosos  por  ví;i  de  prueba,  \ii  quo  (»fi"ozca  tal  prueba 
especificará  el  volumen,  edición  y  página  de  la  parte  que  quiera  se  lea, 
y  proporcionará  al  tribunal  impresos  los  pasajes  que  deseare  hacer  va- 
ler, cuya  exactitud  será  comprobada  con  testimonio  legal;  y  si  la  obra 
original  no  está  ya  formando  parte  del  archivo  de  la  primera  Comisión 
Mixta,  el  libro  mismo  será  puesto  á  disposición  de  ia  parte  contraria 
en  los  despachos  respectiyos  del  BmiMyador  Mexicano  en  Washington 
ó  del  Secretario  de  Estado,  según  sea  el  caso,  treinta  días  antes  de  la 
reunión  del  tribunal  que  aquí  se  nombra, 

IV 

Cada  parte  podrá  pedir  á  la  otra  que  dé  á  conocer  cualquier  hecho 
ó  documento  considerado  como  prueba  ó  que  contenga  materia  de  prue- 
ba interesante  á  la  parte  que  la  solicita;  debiendo  ser  descrito  el  docu* 
mentó  deseado  con  suficiente  exactitud  para  su  identificación;  y  sedará 
la  noticia,  ó  se  hará  la  exhibición  pedida,  mediante  una  relación  del 
hecho  ó  el  depósito  de  una  copia  de  dicho  documento  (ccrtiíicada  por 
quien  lo  tenga  legalmente  en  guarda  si  es  un  documento  público,  y  auto- 
rizada por  su  poseedor  si  el  dociiinento  fuero  i)rivado)  y  á  la  purte 
contraria  se  deberá  dar  la  oportunidad  de  examinar  el  ori-rinal  en  la 
ciudad  de  Washington  en  el  des|>acho  del  Embajador  de  México  ó  en 
el  Departamento  de  lisiado,  según  fuere  el  caso.  Si  la  noticia  ó  exhi- 
bición deseada  se  obtuviere  demasiado  Uirde  pai  a  (pie  ¡Mieda  ser  con- 
testada diez  días  antes  ipie  el  tribunal  atpií  establecido  abra  la  audien- 
cia, en  ta!  caso  la  contestación  que  se  de  al  pedimento,  ó  el  documenta 
(pie  se  produ/ca,  se  presentará  al  tribunal  aquí  establecido,  tan  pronto 
como  íuere  posible. 

V 

Todo  testimonio  oral  que  no  conste  en  el  archivo  del  primer  arbi- 
tramento podrá  rendirse  por  cualquiera  de  las  partes  ante  algún  juez  ó 
secretario  de  juzgado  de  letras  ó  notario  público,  de  la  manera,  con  las 
precauciones  y  bajo  las  condiciones  prescritas  para  tal  caso  en  las  re- 
glas de  la  Comisión  Mixta  de  Móxico  y  los  Estados  Unidos  de  América, 
y  adoptadas  por  dicho  tribunal  el  10  de  Agosto  de  1869,  en  todo  lo  que 
sean  aplicables.  Cuando  el  testimonio  se  extienda  por  escrito,  firmiulo 
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que  í^eu  por  el  tcvtigo  y  lejíalizinlo  por  el  funcionario  arito  cpiien  so  lia- 
yu  rendido,  deberá  ser  sellado,  dirigido  al  tribunal  que  aquí  se  estable- 
ce., y  asi  sellado  se  entregará  en  depósito  en  el  Despaclio  de  Kelaciones 
Exteriores  de  México  ó  en  el  Departamento  de  Estado  de  los  Estados 
Unidos,  á  fíu  de  quesea  remitido  al  tribunal  que  aquí  se  establece  cuan* 
dü  el  ixnamo  se  reúna. 

VI 

Dentro  de  sesenta  días  desde  la  fecha  de  este  instrumento  la  parte 

de  los  Estados  Unidos  do  América,  por  medio  de  su  agente  ó  ahondado, 
deberá  preparar  y  enlro^^u;  al  Deparlanionto  de  Estado,  arriba  dicho, 
un  memorial  impreso  d»  1  orlaren  y  monto  do  la  roclamación,  acompa- 
ñado de  Uls  citas  de  libros  iiiijírosos  y  do  aquellas  partes  de  las  pniohas 
ó  piezas  del  arohivo  dol  primor  arbiiranionto.  en  que  quiera  íundar 
su  roclainaciiMi.  damlo  copias  ih»  los  mismos  documentos  á  la  Embaja- 
da de  la  Uepública  Mexicana  en  Washington  pura  uso  del  agente  ó  abo- 
gado de  México. 

VII 

Dentro  de  cuarenta  días  después  de  la  entrega  dol  memorial  á  la 
Embajada  Mexicana,  el  agente  ó  abogado  do  la  fíopública  de  México 
entregará  al  Departamento  de  Estado  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica, de  la  misma  manera  y  con  iguales  referencias,  un  memorial  de 
sus  alegaciones  y  razones  de  oposición  á  la  reclamación  dicha. 

Vill 

Las  prevenciones  de  los  párrafos  VI  y  Vít  no  impedirán  á  los  agentes 
ó  abogados  de  las  Partes  Contratantes  reforzar  oralmente  ó  por  escri- 
to sus  argumentos  citando  cualesquiera  documentos  probatorios  ú 
otras  pruebas  que  consideren  útiles  y  les  baya  sido  dado  conocer  y 
examinar  en  un  periodo  subsiguiente  á  los  términos  señalados  para 
el  translado  del  memorial  y  la  contestación. 

iX 

La  primera  reunión  del  tribunal  arbitral  arriba  nombrado  se  yeri- 
fícará  con  objeto  de  elegir  un  árbitro  superior  el  l'^de  Septiembre  de 
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1902  en  Lti  Haya  ou  el  local  (jueai  efoclo  ilesinic  la  ofu  itia  luterua- 
cional  do  La  Maya  coii.stiliiídH  ou  virtud  de  la  (  j'iivcncn'Mi  de  I.n  íl^ya. 
aillos  reíerida.  y  ¡para  d:ir  principio  á  las  MuduMi'-ia^  drl  triljimal  >o 
desi;,Mia  el  ío  dp  Sojitioinliro  do  1902,  ó  si  cu  c-a  fccíia  no  t'stuvuM-^ 
ya  elo(  lo  ol  ái  í)¡lru  sui)erior,  las  audiencias  citauaizaráu  tan  pronto 
como  soa  posiiile  y  no  después  del  i5  de  Orhiliic  de  1902,  en  cuyo 
tiempo  y  lujíar  ó  en  otras  fechas  que  el  tribunal  disporvju  ^ y  en  Uru- 
solas,  si  el  tribunal  determinare  no  tener  sus  sesiones  en  La  Haya)  se 
oirán  las  explicaciones  y  alegatos  que  se  presenten  según  lo  determi- 
ne el  tribunal,  y  el  caso  le  quedará  sometido.  Esta  sumisión  con  to- 
dos los  alegatos.  rclarKm  de  liechos  y  prescntaci<)n  (le  documentos  es- 
tará concluida  dentro  de  troitita  diiis  siguientes  al  tónnino  señalado 
para  las  audiencias  del  tribunal  (á  no  ser  que  éste  acuerde  una  pró- 
rroga que  no  excederá  de  treinta  días)  y  el  laudo  se  pronunciará  den- 
tro de  treinta  días  después  de  cerradas  Ins  audiencias.  Copias  certifi- 
cadas del  laudo  si-  (larrui  á  los  agentes  ó  abogados  de  las  respectivas 
parles  y  se  enviarán  al  Lnibnjador  de  México  en  Washington  y  al  Se- 
cretario de  Kstadode  los  Estados  Unidos,  así  conio  al  Ministro  do  Ne- 
gocios Extranjeros  de  los  Países  Bajos  para  su  archivo. 

fe 

X 

Si  el  lando  (it'l  Irihiiual' íuero  adverso  á  la  Kepi'iiili'*;i  Mexicana,  sus 
ooiichisioiuis  expresarán  la  suma,  la  especie  de  moneda  en  que  ha  de 
ser  pagada,  y  la  suma  será  la  qiio  so  considero  ju'^ta,  conforme  á  lo 
probado  y  alegado.  La  suma  si  alguna  lucre  delimtivamenle  tallada, 
será  pagada  al  Secretario  de  listado  de  los  Estados  Unidos  de  América 
dentro  de  ocho  meses  desde  la  lecha  del  laudo. 

XI 

Los  agentes  y  abogados  de  las  respectivas  partes  podrán  convenir 
en  la  admisión  de  cualesquiera  hechos,  y  tal  convenio  debidamente 
lirmado  será  admitido  como  prueba  de  los  mismos  hechos. 

xn 

Cada  una  de  las  Partes  Contnitantcí^  pagará  sus  propios  gastos  y  la 
mitad  de  los  comunes  del  arbitnge,  inehiyendo  la  remuneración  de 
losárbitros;  más  estas  costas  no  constituirán  parle  de  la  Huma  fallada. 
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XIII 

Habrá  liiírar  á  revisión  ooníonno  ;í  lo  prevoniilo  ¡^n  el  nrl.  55  de  la 
Coiivenciúji  tlf  T.M  Haya,  si  fuere  pruiiiovida  dentro  do  oeho  días  des- 
de la  notilie;M  Íi')ii  de!  laudo.  Las  pruebas  adniisü)l<v  oii  este  rí^ciirso 
se  presentarán  donlro  de  diez  fiías  desde  la  fer-ha  en  (pie  se  conecdie- 
rc  t  el  cnul  snhiniente  se  (iturgará,  si  nsí  so  ai'^i'daro.  dentro  de  cineo 
(lías  después  de  su  promoción  )  y  las  pniolKts  de  la  |)arto  contraria  den- 
tro de  los  dioz  días  sitruientes  á  no  ser  que  se  conroda  mayor  plazo 
por  el  tribunal.  Los  ale^^alos  se  producirán  dentro  de  diez  días  des- 
pués de  la  presentación  de  todas  las  pruebas,  y  el  fallo  ó  laudo  se  da- 
rá dentro  de  los  diez  días  siguientes.  Todas  las  disposiciones  aplica- 
bles ni  fallo  ó  laudo  recurrido  se  aplicarán  en  lo  posible  al  fallo  ó  laudo 
de  revisión;  bien  entendido  que  en  los  procedimientos  de  este  recurso 
se  empleará  la  lengua  francesa. 

XIV 

KI  hiudo  últinu)  dado  conforme  á  esle  coniprnini-o  será  definitivo 
y  (!i)ii(diiyento  ea  todos  los  puntos  propuestos  á  la  consideración  del 
triluinal. 

IIe(  ho  por  duplicado  en  español  y  en  ingles  en  Washington  boy  día 
22  de  Mayo,  A.  D.  1902. 

M.  DE  AzriROz  (L.  S.J  John  Hay  (L.  S.) 


Secretaría  oc  la  Cámara  dg  Süinadores  del  Congreso  db  los  Es« 
TADos  UNmos  Mexicanos. 

La  Cámara  de  Senadores  del  ílonírreso  de  los  Kstadí)s  Unidos  Me- 
xicanos, en  ejercicio  de  la  {acuitad  (pie  le  concede  el  inciso  I.  letra 
P».  del  art.  ~'2  do  la  ( '.onstiUu.auii  FoiiiM-;d.  decreta: 

Arliuuju  único.  .Sé  uiH'ueba  el  coni[irouii.-.<»  celebrado  entre  la  Re- 
pública Mexi«^nna  y  los  Kstado-^  !  ni  i(»s  de  Anu'ri<  a  tiara  la  decisión 
por  medio  *U;  Arbitros,  do  l.iscuesli«uies  siisriladas  rospiícto  del  '  Fon- 
do Piadoso  de  las  Caliíoruias  >.  y  (pie  fuó  ü^niado  por  ios  respectivos 
Plenipotenciarios  en  lu  ciudad  de  VVasbington.  el  22  del  mes  y  año 
corrientes. 
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Dado  en  el  S;i!(hi  de  Sesiones,  en  México,  á  veintinueve  de  Mayo  de 
mil  novecientos  dos. 

Firmados.  ítptart'o  Pomho,  Soii:idor  Prosidonlo.  -  Cházdro  So- 
ler, Senador  Secretario. — Á.  CasiauareSi  Senador  Secretario. 


MEMORIAL  PRESENTADO  AL  TRIBUNAL  OE  ARBITRAJE 

EL  liODlKltNO  DE  LOS  ESTADOS  ÜMüüS  DE  AllElilCA 

EN  SU  RECLAMACION  CONTRA  EL  DE  MÉXICO. 

(TUAMfGClÓN.) 

Los  Estados  Unidos  de  América  entablan  esta  demanda,  en  nombre 
de  la  Iglesia  Católica  Romana,  de  la  región  que  fué  conocida  antes 
como  la  Alta  California,  representada  por  el  Arzobispo  Católico  Ro- 
mano  de  San  Francisco  Cal.,  y  el  Obispo  Católico  Romano  de  Monte- 
rrey, Cal.,  como  los  sucesores  del  Obispo  anterior  de  las  Californias, 

I.  Los  oxi)resados  demandantes  maniliestan  á  este  Honorable  Tri- 
bunal, que  el  mencionado  Arzobispo  Católico  Romano  de  San  Fran- 
cisco os  una  corporación  constituida  y  autorizada  por  las  leyes  del 
Ivstado  de  California,  y  que  el  citado  Obispo  Católico  Romano  de  Mon- 
terrey también  es  una  corporación  constituida  y  autorizada  .según  las 
misuKis  leyes;  que  el  Más  Reverendo  Patrick  \V.  Riordan  es  la  per- 
sona á  .?uyo  cai'^ro  osla  acpiella  corporación  sobrodn  li  i.  v  que  el  Muy 
Reverendo  Ceor<íe  Moiilgomery  está  árar«ro  d.  la  ^('_'nii>l;i  <'orporaci<>n 
referida :  y  (pie  son.  el  primero  oom  r.iiát  ler  de  Aizobis[»u  y  el  sejíun- 
do  con  el  do  (  »i)is|i(>  los  mic,'-oios  dfi  Muy  Reverendo  D.  Francisco 
García  iJie^o,  ()1.)Í.s[h>  anterior  dt;  la-;  Californias,  ya  difunto. 

F>n  consecuenc  ia  de  lo  anterior.  dn;lu»s  denuuidiuites  prehMKlen  que 
la  Repúl'liea  M«'Xii-:iii;i  i*-  (Irddura  á  l'^desia  ( !''frí!ií-'n  Romana,  do 
esa  región  de  los  listados  Unidos  que  antes  se  designaba  y  se  conocía 
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( onio  la  Alta  California,  representada  por  ol  Arzobispo  y  Obispo  arriba 
citados-,  de  una  gran  suma  de  dinero.  A  snbor:  $1.420,680.07  on  mo- 
neda de  oro  mexicano,  por  la  porción  de  los  intereses  ó  rtkiitos  do- 
rengados  desde  el  2  de  Febrero  de  1869,  sobre  el  capital  del  Fondo 
Piadoso  de  las  Californias^  correspondiente  y  perteneciente  propiamen- 
te, á  lo  qae  era  conocido  antes  como  la  Alta  California,  que  hoy  forma 
parle  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

IL  El  Fondo  Piadoso  de  las  Californias  fué  una  gran  obra  de  cari- 
dad, fundada  y  dotada  á  fines  del  siglo  XVII  y  principios  del  XVIII, 
para  la  propagación  de  la  fe  católica  en  aquellas  regiones  españolas 
déla  América  Septentrional  aun  no  pobladas,  llamadas  las  Californias, 
é  incluía,  como  tenia  por  lin  toda  la  política  de  la  conquista  española 
en  América,  la  conversión  de  los  indios  á  la  fe  católica,  así  como  la 
erección  de  iglesias,  sostenimiento  del  clero  y  el  mantenimiento  del 
culto  divino,  según  la  fe  y  el  rito  de  la  Iglesia  Católica.' 

Este  fm  fué  conferido  á  la  Compañía  de  Jesús.  Consta  entre  los 
documentos  (¡ue  van  á  ser  presentados  ante  el  Tribunal,  copia  del  ins- 
trumento de  su  constitución,  con  la  traducción  relativa,  y  lo  que  si- 
gue es  un  extracto  de  aquel  instrumento. 

''Esta  donación  hacemos  á  dichas  misiones  fundadas  y  por  fundar 
de  las  Californias,  asi  para  la  manutención  de  sus  religiosos,  ornato  y 
decencia  del  culto  divino,  como  para  socorro  de  alimentos  y  vestuario 
á  los  naturales  catecúmenos  ya  convertidos,  según  la  cosluiubre  del 
puís,  de  tal  suerte,  que  si  en  los  venideros  tiempos,  con  el  favor  de  Dios, 
en  la  reducción  y  misiones  mandadas,  Imbiere  providencia  de  inanteni- 
niienlos.  ciiltivada.s  sus  tierras,  sin  que  so  necosifeii  llevar  de  éstas, 
vosluario  y  demás  necesarios,  han  do  aplicarse  los  frnlos  y  esquilmos 
(Ití  dii'lias  haciendas  á  n novas  nn'sidnos  que  deberán  establecerse  más 
larde  on  las  regiones  aun  iii''\pl(ii:i(las  do  las  Caliíurnias  reíV'ri<l;is,  :il 
arhitrii,»  del  Reveionilo  i'adit;  l'i oviii'  ifd  de  diolias  misiones,  y  (pío  las 
hariondns  expros-idas  sean  per|n_luanioii(o  iiialií  n  iblos  y  mmoa  ven- 
dibles, di:  lál  líiaiK'ia  fpio.  lloarado  el  raso  de  qut;  Utdu  la  ( "..ilifornia 
fuese  civilizada  y  eonvortaiu  á  nuestra  santa  fe  católica,  han  deapli- 

1  Nachrichtott  von  der  Ainorikanischon  lliilbinsol  rAtifomien ;  Goscliroiben  voti 

«•iiioiii  Prii'-;t<T  (id  (ií-^.  H-i  Irill  .li-^ii,  <  tr.  .\I;ninli(  iiii  1772  pp.  t98-lÍ)0.  (Doaquí 
en  adelanto  se  ciUmí,  dicuMido  solaniunbt:  *  .Nuciinctilen." 

Knlícia  de  la  California  y  Ai>  «u  Oniqnisin  temporal  y  espiritual  hasta  ol  liotnpo 
prí»sfii1o.  Siu'.idri  (l(>  l;i  lli-tuiia  iii.i iiii-<  iiln.  I'unii;i(ia  en  Mt  vico.  ¡ino  (l<«  J7"{I).  p«n- 
ci  l'adre  Ahguc<I  Voliogas,  do  la  ilompaiiia  de  Josú.s,  etc.  Mntlriti  17.")7.  V«l.  II,  p,  11 
et.«eq.  (Do  aquí  en  adolaiitc.  al  dtarso.  so  dirá  Aolamcnlo:  "  Venoga.-..") 
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carse  \oa  frutos  de  difluís  hucieiiilas  á  las  ueceaiduiles  y  sostenuniento 
de  dichas  misiones,  elo." 

IIL  Pura  la  existencia  do  dicho  fondo  contribuyeron  )>nr!i«'ulares  y 
asociaciones  religiosas  y  ello  fué  entroj^ado  á  la  Coinpaíiia  de  Jesús 
en  Nueva  Kspaña  para  los  fines  ya  «Miados,  es  decir,  para  que  dicha 
Compañía  lo  administrara  con  el  carácter  de  conusario.  Los  intere- 
ses devengados  por  cada  diez  mil  pes(»s  eran  considerados  como  su- 
ficientes para  el  sostenimiento  de  una  misión.  Cada  contrihnyeute 
por  esa  suma  fué  considerado  al  priíK^ipio.  í>orno  el  fundador  de  una 
misión  particular  y  se  le  concedía  el  derecho  de  darle  nombre.' 

Mas  no  había  una  separacióíi  efectiva  de  los  fondos,  y  su  inversión 
y  administración,  habiendo  estado  siempre  en  unas  mismas  manos,  la 
suma  total  de  las  cantidades  y  propiedades  con  que  se  contribuyó 
á  formarlo,  por  su  imi^irtíini  ¡;i.  pronto  vino  á  ser  conocido  con  el 
nombre  de  «Fondo  Piadoso  de  las  Californias.»  Formóse  en  el  año 
de  1697,*  cuando  el  Reverendo  Juan  María  Salvatierra  y  el  Reveren- 
do Juan  ligarte,  de  la  Compañía,  príncii>iaron  á  hacerse  de  recursos 
para  la  empresa  proyectada,  denominados  limosnas  ó  caridades,  de 
personas  filantrópicas  para  ayudarlos  en  la  obra  de  cristianizar  á  los 
indígenas  de  las  Californias,  pura  el  cual  fln  habían  obtenido  ya  el 
permiso  de  la  Corona  Española,  con  tal  que  ptira  dicha  empresa  no 
se  ocurriese  á  la  Hacienda  Pública  por  cantidad  alguna  de  dinero. 
Hállase  una  lístii  de  los  primeros  contribuyentes  en  una  obrita  pu- 
blicada en  Valencia  en  el  año  de  1794,  intitulada:  <  Noticias  de  la 
Provincia  de  Californias,  en  tres  cartas,  de  un  sacerdote  religioso  del 
real  convento  de  predicadores  de  Valencia,  á  un  amigo  suyo.»  (  Car- 
ta II.  págs.  -18  y  49.) 

En  1735  D.  José  de  la  Puente  y  Peña,  Marqués  de  Víllapuente*  y 
su  esposa  Doña  Gertrudis  de  la  Peña,  Marquesa  de  las  Torres  de 
Rada,  |)or  escritura  de  donación  inter  vivoSt  transfirieron  á  la  Com* 
pañía  de  Jesús  en  Nuera  Españü.  para  el  sostenimiento  de  sus  mi- 
siones en  las  Californias,  bienes  raíces  de  gran  extensión  c  importan- 
cia, valuados  en  más  de  S  W>0,OD0.  Al  Fondo  así  aumentado,  fueron 
ajírejiadas  las  contribuciones  enumeradas  en  «Las  Tres  Cartas.»  y 
otras.  (|U(»  ascendían  á  más  de  S  130,000.  Como  los  fines  propuestos 
por  los  contribuyentes  habían  sido  claramente  expresados  en  el  ins- 

1  \  onetra^.  Vnl.  II,  pp.  12  y  líJ;  ¿M,  3Hó-2íi6,  M:u.hrichton,  pp.  214,  222.  Tres 
Vnrta.s,  \ún  infra. 

2.  VcM.-  K.  Vol.  II.  p.  11-14.  XaHirichlon.  p.  109. 
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truinento  otorgado  p  »r  ol  Marqués  y  Marquesa  arriba  rit.idos,  ese 
documento  vino  á  ner  visto  y  conocido  como  oí  in-tniinonto  decons* 
tilnc¡(>n  (lo  la  obra  pí.i.  á  ])csar  do  que  había  sido  precedido  con  an- 
terioridad por  conlribncíones  consirienililes.  Siguió  otra  contribu- 
ción criantiosa  al  Fondo,  como  de  $120,0!  tn.  drenada  por  la  Duquesa 
de  (iandía.'  y  todavía  otra  más.  de  ?ran  valor,  de  Doña  Josefa  l'^aula 
de  Arguelles,  f^eñora  rica  de  Guadalajara,  quien  dejó  en  su  testamen- 
to la  cuarta  parle  de  sus  bieneít  al  Colegio  Jesuíta  de  Santo  'J'omás 
de  Guadalajara.  y  la^  otras  tres  cuartas,  por  partes  iguales,  á  las  Mi- 
siones de  los  jesuítas  en  Nueva  España  y  en  las  Islas  Filipinas.  La 
parte  dejada  al  Colegio  fué  reonnciada  por  los  legatarios.  Sobrevino 
un  litigio  con  respecto  á  los  bienes  de  la  testadora,  por  lo  que  vino 
á  resultar  que  se  expidiese  un  decreto  ó  sentencia,  el  cual  fué  ape- 
lado ante  la  Real  Au<liencia  de  Nueva  España,  y  después  ante  el  Con- 
sejo de  Indias.  Cuando  este  Tribunal  llegó  á  fallar  eu  el  asunto,  los 
jesuítas  habían  KÍdo  expulsados  do  los  dominios  españoles  y  aun  su- 
primida la  Compañía  por  la  Santa  Sede;  la  admistración  de  los  bie- 
nes había  pasado  á  ta  Corona;  y  por  decreto  se  ordenó  entonces  que 
las  tres  cuartas  partos  de  los  bienes  donados  para  las  misiones  se  in- 
virtieran por  mitad  en  aquellas  que  hubiera  en  Nueva  España  y  en 
las  líilas  Filipinas,  bajo  la  dirección  del  Monarca.  Por  lo  tanto,  la 
mitad  de  dichos  bienes  fué  designada  para  el  Fondo  Piadoso  de  las 
Californias,  y  con  la  otra  mitad  formóse  el  fondo  para  el  sostenimien- 
to de  las  misiones  en  las  Ulas  Filipinas,  el  interés  del  cual  y  para  el 
fin  indicado,  fué  periódicamente  remitido  á  dichas  Islas. 

IV.  El  texto  de  la  Pragmática  Sanción,  en  virtud  de  la  cual  los 
jesuítas  fueron  expulsados  de  los  dominios  españoles,  se  encuentra  en 
la  Novísima  Recopilación,  Lib.  1,  tít.  26,  ley  S*",  edición  de  Salva,  Pa- 
rís, 184B,  {>:ígs.  183, 184  y  185.  Cuando  la  Corona  tomó  posesión  de 
los  bienes  que  habían  tenido  en  fideicomiso,  los  tomó  ctim  omre^  ó 
según  se  lee  en  la  Sección  3':  *HÍn  perjuicio  de  bus  cargas,  mente 
fie  HtíS  fuívhtfhreSj*  y  así  la  administración  de  todo  el  Fondo  Pia- 
doso de  las  Californins  (por  falta  de  comimirios),  careciendo  de  re- 
presentación jurídica,  vino  á  ser  asumida  por  la  Corona,  y  aquélla 
ííoiitinuú  bajo  su  cuidado  y  adfninistración,  en  calidad  de  fideicomi- 
sario del  Fondo,  en  beneficio  y  ¡)ara  el  sostenimiento  de  las  misio- 
nes, por  medio  (Je  una  líeal  i '.omisión,  hasta  la  consumación  de  la  la- 

1  SUji  ia  (Irlla  C.alil'onüa.  Opera  pnítíumn  tlnl  Siif.  Abale  l).  Fmttcesco 
Saverio  Clnvig'iro,  2  vols.  Vonocia.  17Mi).  Vol.  II,  pp.  l;)9-t-(0. 
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dependencia  de  México.  £nlonces  pasó  á  poder  del  nuevo  (Gobierno, 
que  lo  administró  hasta  el  afto  de  1830.  Kn  esle  año  las  California» 
se  erigieron  en  una  diócesis,  y  el  Reverendo  Francisco  García  Diego 
fué  nombrado  y  consagrado  Obispo  de  la  misma.  Con  tal  carácter 
D.  Francisco  Gttrcia  Diego  tu\'0  á  su  cargo  el  cuidado  y  administración 
del  Fondo  Piadoso,  en  virtud  del  decreto  expedido  el  19  de  Agosto  de 
1836  por  el  Congreso  mexicano.  El  General  Santa- A nna.  entonces  Pre- 
sidente interino  de  dicha  República,  con  facultades  extraordinarias, 
expidió  el  8  de  Febrero  de  1842  un  decreto  en  virtud  del  cual  se  devol- 
vía al  Gobierno  mexicano  la  administración  del  Fondo  Piadoso,  y  exigía 
que  todos  los  bienes  fueran  entregados  al  General  D.  Gabriel  Valencia, 
comisionado  al  efecto  por  aquél,  y  á quien  D.  Pedro  Ramírez,  apoderado 
del  Obispo,  hizo  entrega  de  los  bienes,  acompañado  de  un  inventario  ó 
<  instrucción  circunstanciada,»  de  la  cual,  una  copia  formó  parte  de 
la  prueba  en  el  arbitraje  anterior.  Por  otro  decreto  del  mismo  Pre- 
sidente, fechado  el  22  de  Octubre  de  1843,  los  bienes  del  Fondo  Pia- 
doso Ingresaron  al  Tesoro  Nacional  de  la  República  Mexicana  y  se 
ordenó  que  se  vendieran,  comprometiéndose  )a  República  al  pago  de 
un  censo  al  6  por  100  anual,  del  producto  de  la  venta  de  dichos  bie- 
nes. En  1846  estalló  la  guerra  entre  los  Kstados  Unidos  y  México,  que 
terminó  con  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  firmado  el  2  de  Febre- 
ro de  1848,  y  la  Alta  California,  comprendiendo  todo  el  territorio  re- 
damado originariamente  por  España,  y  desimés  de  m  independencia 
por  México,  situado  al  Norte  del  Río  Gila,  y  en  una  línea  desde  la 
embocadura  de  este  río  hasta  el  Océano  Pacífico  en  un  ])imto  situa- 
do á  una  icttua  del  Sur  de  la  Hahía  de  San  IJierro.  fué  cediila  por  Mé- 
xico  á  los  Kstados  l'nidos,  por  la  cantidad  de  quince  millones  de  pe- 
íaos, y  de  otras  í-onsideracionos  que  asccíulieroii  á  otros  millones  más. 

I.os  acontecimiíMitos.  respecto  de  los  cuales  lo  que  antecede  es  un 
corlo  exlracto.  se  encuentran  con  más  exieusión  en  la  <  lireve  Histo- 
ria del  Fondo  Piadoso  de  las  (".aliltti  iiias,  •  y  am|t]i;unente  corrobora- 
dos en  los  cxtraelo.s  iicpre-sos  de  vari;is  obras  históricas  y  d»»cuinentos 
públicos  que  forman  pai  lo  de  la  {>imj!>  i  del  arbitraje  anterior,  al  cual 
va  en  seguida  á  aludirse.  Kn  consecuenciaj  aquí  se  liace  muy  suciu- 
tameiitc  referencia  de  ellos. 

V.  Durante  los  veinte  un.)-  iiitnediatos  á  !a  celebración  del  Tratado 
de  (luadalujie  llidaltio,  se  [ucseularou  luurlias  rcolamaciones  de  o\u- 
d.idaiio-^  i!--  f'ííila  llopnblira  <'<»nira  el  (iobierno  de  la  oten,  pm-  pr  ritii- 
cios  pruvcuicnles  de  daiiDs  de  diversas  clases.  Ajustóse  entre  ambas 
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naciones  Tina  Corivonción  p;»ra  f\  arro^rlí»  de  Lóelas  ellas,  ol  4- de  Julio 
(le  [HiiR  i;]  la  Olía!,  ooaio  asuiiti»  de  Dí^recho  Públioo  Internacional  se 
fiace  reforeiicia  sin  e:<pf''iii'':ir  sns  e-^t i[>iil;iei()nosj.  en  virtud  dt:  lu  (jue 
íiié  rr.'.ido  un  Tribunal  lntenia<  h mal  para  la  «leterníinaeion  (ie  todas 
<*<as  rechunaciones.  y  se  provrv")  al  pago  de  las  mismas.  Ese  TribiHinl 
«  nrrienzó  sus  sesiones  en  la  eni(iad  de  \Vashingb>n  el  '.W  de  .Inlio  de 
I'S()U.  El  Arzobispo  Calólieo  líomano  ile  San  Fraiicisct)  y  el  Obispo  C.a- 
tólir-o  fionjano  de  Monterrey,  que  en  aquella  feeba  estaban  en  el  ejer- 
cicio de  sus  luneiones,  como  sucesores  del  Muy  líeverendo  D.  Fran- 
cisco (Tareía  Diego,  Obispo  de  las  Caliíornias,  presentaron  ante  dicho 
Tribunal  una  reclamación  en  nombre  de  la  Ijílesia  (Católica  Romana 
expresada  por  todos  los  réditos  sobre  el  capital  del  Fondo  Piadoso, 
devengados  desde  la  feclia  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  á  saber. 

el  2  de  Febrero  de  181-8,  cuando  pertenecía  propiamente  á  la 
Alia  California.  Kl  plazo  para  fallar,  según  la  Convención  menciona- 
tla  de  1868,  limitábase  al  princliuo  á  dos  años  y  medio,  contados  des- 
do la  primera  reunión  de  la  Comisión,  esto  es,  desde  el  31  de  Julio  de 
IHi'ú).  Mas  fué  prorrogado  dicbo  plazo,  por  diversas  convenciones  adi- 
cionales entre  los  dos  países,  fechadas  el  19  de  Abril  de  1871,  el  27  de 
Noviembre  de  1872  y  el  20  de  NoYÍembre  de  1874- ;  de  tal  manera,  que 
feneció  defmitivamente  el  plazo  el  31  de  Enero  de  1876,  con  seis  me- 
ses más  después  de  esta  fecha,  dentro  de  los  cuales  facultóse  al  Arbi- 
tro para  rendir  sus  laudos  en  los  casos  en  que  los  Comisionados  no 
estuvieren  de  acuerdo  on  sus  dictámenes. 

Entre  tanto,  después  de  una  moción  del  Agente  de  Mé.^ico  para  que 
se  desechara  la  reclamación  citada  ya  del  Arzobispo  y  Obispo  mencio- 
nados, fundada  en  que  la  Comisión  carecía  de  jurisdicción  para  este 
caso,  exhibiéronse  las  pruebas  y  fueron  presentados  los  alegatos  de 
ambas  partes. 

En  19  de  Mayo  de  1875,  los  Comisionados  de  México  y  de  los  Esta- 
dos Unidos  rindieron  sus  dictámenes  sobre  la  misma.  Se  vió  que  os- 
laban enteramente  en  desacuerdo;  este  último  Comisionado  opinaba 
que  debería  pronunciarse  un  fallo  á  favor  de  los  reclamantes,  por  la 
mitad  de  los  réditos  al  6  por  100  anual  sobre  el  capital  del  Pondo  Pia- 
doso, el  cual  monto  determinó  ser  de  $  1.436.033;  y  el  Comisionado 
de  México  opinaba  que  no  se  les  debería  otorgar  cantidad  alguna.  En 
consecuencia,  y  de  conformidad  con  las  estipulaciones  de  la  referida 
Convención  primitiva  de  Julio  4  de  1868,  y  de  las  otras  diversas  adicio- 
nales arriba  citadas,  la  reclamación  referida  fué  sometida  á  SirFdward 
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Thni  iiton,  Ministro  Plonipotenoijirio  entonces  ante  el  (in1)i<'rno  de  los 
Kstados  1  nidos,  de  la  Soberana  del  Koino  Unido  de  la  (irán  l^rotafm 
é  irlanda,  qnien  había  sido  elofridoy  estaba  fnncionando  eonio  arbitro, 
á  fin  de  decidir  precisamente  sobre  las  reclamaciones  en  que  los  Co- 
misionados no  estuviesni  de  acuerdo  en  sus  dictámenes.  No  liabicn- 
do.se  pronunciado  el  lando  en  la  reclamacíóo  exprenada,  por  el  arbi- 
tro, deatro  del  plazo  lijado  por  la  ílonvención  adicional  de  2()  de  No- 
viembre de  1874,  es  decir,  el  31  de  Julio  de  187G,  se  íirmó  entre  ambos 
Gobiernos  otra  Convención  adicional  el  líí)  de  Abril  de  1«S70.  por  la 
que  fué  prorrof^ado  hasta  el  20  de  Noviembre  «leí  mismo  año,  el  plazo 
dentro  del  cual  se  concedía  al  árbitro  la  facultad  de  pronunciar  sus 
landos. 

VI.  Kn  2í)  de  N(>viembre  <le  187ó  dicho  árbitro  tirmósu  sentencia 
á  favor  de  los  reclamantes.  Ei;ta  fué  comunicada  al  Agente  de  la  lie- 
pública  Mexicana,  quien  en  Enero  2\)  de  1876  presentó' ante  el  mismo 
árbitro  un  ocurso,  en  nombre  de  México,  para  que  el  asunto  fuese  to- 
mado nuevamente  en  consideración;  y  apoyó  su  petición  en  Septiein- 
bre  19  del  mismo  año,  cuando  presentó  tm  alegato  extenso  en  el  que 
indicaba  un  error  de  mil  pesos  en  la  suma  de  las  partidas  que  com- 
prendía  el  capital  del  fondo  aludido;  el  cual  error  fué  corregido  por 
el  árbitro  el  18  de  Noviembre  de  1876.  En  ese  misino  día,  el  árbitro 
rindió  su  laudo  deQnitivo  en  el  asunto,  á  favor  dejos  reclamantes,  por 
la  suma  de  $904,070.79,  en  moneda  de  oro  mexicano;  siendo  dicha 
suma  el  rédito  por  reintiún  años  al  6  por  100  anual  sobre  la  mitad 
del  capital  del  Fondo  Piadoso  susodicho;  sea,  la  suma  principal  de 
$717,516.50;  laudo  que  fué  puntual  y  debidamente  cumplido  por  la 
expresada  Repiiblí(;a  Mexicana,  de  conformidad  con  las  estipulaciones 
de  la  conYencíón  referida,  fechada  el  4  de  Julio  de  1868. 

VII.  Sin  embargo,  la  mencionada  República  volvió  á  dejar  de  pagar 
Ion  réditos  devengados  del  Fondo  Piadoso.  Por  este  motivo,  y  á  ins- 
tancia de  los  actuales  encargados  ( piies,  entre  tanto,  el  referido  Josepb 
S.  Alemán  y  pasó  á  otra  diócesis  y  dospitós  falleció,  y  fué  reemplazado, 
como  Arzobispo  de  San  Francisco,  por  el  Más  Reverendo  Patrick  \V, 
Riordan ;  y  el  referido  Thaddeus  Amat,  antecesor  del  Reverendo  Fran- 
cisco Mora,  fué  á  sa  vez  reemplazado  en  el  Obispado  de  Monterrey 
por  el  Reverendo  George  Montgo  nery  :  y  en  la  actualidad,  este  último 
es  el  encar;iado  de  dicha  diócesis  y  el  expresado  Reverendo  Patrick  W. 
Riordíin,  de  la  de  8:in  Franei.seo).  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
exige  el  pago  al  de  México,  quien  se  lia  rehusado  á  hacerlo,  y  de  hecho 
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permanece  sin  pagar  el  rédito  anual  de  $43,050.99  por  cada  año,  á 
partir  desde  el  ano  de  1868  h'ista  el  presente.  Los  Estados  Unidos,  en 
nombre  de  dichos  prelados,  han  insistido  eii  que  el  laudo  del  árbitro 
eo  la  Ck>misión  Mixta  creada  por  la  ConYención  citada  de  1868,  de^ 
terminó  de  una  manera  concluyente  el  monto  de  a({acl  rédito  anual, 
así  como  la  obligación  de  México  de  pagarlo  en  moneda  de  oro  mexi« 
cano,  en  Octubre  24  de  cada  año,  y  todos  los  siguientes,  á  partir  de 
1868,  como  autoridad  de  cosa  Juzgada,  Por  otra  parte,  México  niega 
tener  tal  obligación  y  rehusa  considerar  tal  laudo  como  rea  judicato» 

Esta  cuestión,  por  acuerdo  de  las  Altas  Partes  Contratantes,  ha  si- 
do sometida  á  la  decisión  de  este  Honorable  Tribunal  en  el  Protocolo 
firmado  el  22  de  Mayo  de  1902. 

VIH,  Segundo. — Los  expresados  listados  Unidos  insisten  en  que, 
si  la  oblij^aoitSn  mencionada  y  su  monto  no  son  considerados  por  este 
Honorable  Tribunal  como  determinadas  doíinitivamente  por  el  lau- 
do referido  y  de  conformidad  con  la  Convención  de  Julio  4  de  1868, 
entonces  adeuda  México  con  justicia  á  los  prelados  citados,  como  re- 
presentantes de  su  Igl  \<^ia,  sejíim  se  ha  dicho  ya,  por  rcditos  de  aque- 
ll;i  porción  del  l  'ondo  Piadoso  cxpi  rsado.  correspondiente  ú  lo  que  an- 
tes era  con*  le  ido  como  la  Alta  '  ".al  i  I",  «i-iiia,  una  cantidad  que  es  en  verdad 
mucho  mayor  que  la  suma  arriba  demandada.  V,  en  apoyo  de  la  úl- 
tima aseveración,  manifiestan  los  demandantes  que  los  errores  y  omi- 
siones siífiiicntí^s.  aí  aocidos  al  pronuneiarsc  dielio  laudo  y  ocasiona- 
dos tanlo  por  i^Miorar  el  aljoj^rado  los  liedlos  materiales  relalivos  á  la 
iiiisuui  como  por  no  haberse  exliitudo  al  tiempo  de  la  prueba  y  por 
h  pqui vocación  del  Comisionado  y  del  árbitro. 

Ksios  son : 

1.  La  reclamación  por  el  monto  recibido  por  el  (robierno  mexieano 
de  las  ventas,  y  por  otras  cansas,  de  los  bienes  donados  ó  legados  [)or 
í)'*  Josefa  de  Ar^rüeüe^.  díjo^e  en  el  anexo  presentado  con  el  memorial 
ante  la  r.oinisKui  Mixta  anterior,  que  ascendía  ;i  hi  suma  de  1,946. 
Unn  parle  de  él.  (pie  asciende  á  $8íH).iií91.U9.  fué  demandada  errónea- 
mente, pues  se  había  ya  incluido  en  In  einnueraci-ín  del  activo  del 
Kondo  Piadoso  en  el  mismo  anexo.  l)cl  remanente  de  $  185,()54-,9t 
fué  desechada  indebidamente  la  suma  de  ílO'i.OÍ'ó,  como  se  demos- 
trará en  la  prueba.  Por  lo  tanto,  el  capital  del  Fondo  Piadaso  debe- 
ría ser  aumentado  con  la  última  cantidad  expresada. 

n.  Al  pronunciarse  el  laudo  referido,  los  réílitos  de  la  hacienda  de- 
nominada «Ciénega  del  Fuslor»  fueron  excluidos  cuando  se  verifioó 
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el  cómpuLu  del  principal,  debido  á  que  se  iifirnmba  en  el  inventario  ó 
Mn'ítrnceión  circunstanciada,  >  redaclada  por  I).  Pedro  Ramírez,  que 
dicha  hacienda  estaba  embarn;ada.  y  los  rociainantes  carecían  de  no- 
ticias ó  modo  de  conocer  el  resultado  final  de  ese  embargo  ó  el  monto 
a4iu<lieado  por  México  á  consecuencia  de  la  venta  expresada.  Los  su- 
sodichos reclamantes  después  han  sabido,  y  ahora  lo  tnaniíieslan,  que 
las  tres  cuartas  partes  de  la  hacienda  citada  arriba  y  perteneciente  al 
FondoPiadoso,  fueron  vendidas  por  el  Gobierno  mexicano  en  $218,750. 
suma  que  debe  ser  agregada,  por  lo  tanto,  al  capital  del  Fond<»  IMa- 
doso  referido,  por  do  haber  cesado  de  pertenecerles  ni  el  capital  ni  los 
réditos  que  éste  produzca. 

lU.  Consta  en  el  fallo  ú  opinión  del  Comisionado  W.  H.  Wadsworth, 
adoptado  por  el  árbitro  como  base  para  su  determinación  en  el  arbi- 
traje anterior,  que  al  calcular  el  monto  del  capital  del  Fondo  Piadoso, 
dedujo  de  ese  monto  reclamado  al  Gobierno  mexicano,  la  suma  de 
$7,000 por  ser  una  dewla  mala,  la  cual  suma  llevaba  la  fecha  de  Oc- 
tubre 20  de  1829.  Esta  deducción  fué  errónea,  y  debe  aumentarse  al 
capital  adjudicado  de  dicho  Fondo  la  última  cantidad  citada^  y  á  los 
productos  del  Fondo,  el  interés  de  dicha  cantidad  que  asciende  anual- 
mente á  9420.  El  Comisionado  y  árbitro  expresados  liaron  que  esa 
cantidad  era  una  deuda  mala  porque  tuvieron  en  cuenta  la  «instruc- 
ción circunstanciada*  de  D.  Pedro  Ramírez,  de  donde  se  tomó  esa  par- 
tida; pero  el  texto  de  dicho  documento  demuestra  que  se  incurrió  en 
un  error,  proveniente  de  una  mala  interpretación  de  su  lenguaje. 

IV.  Los  demandantes  tienen  informes  para  creer  y  afirmar  que  el 
Gobierno  mexicano  í<e  pi  estó  del  Fondo  Piadoso,  allá  por  el  mes  de 
Julio  de  18B4,  diversas  cantidades  cuyo  total  ascendió  á  $22,763.15. 
Ni  uno  solo  de  estos  préstamos  ha  sido  satisfecho,  y,  por  lo  mismo, 
demandan  que  la  suma  expresada  de  $22,763.15,  que  fué  omitida  en 
la  reclamación  presentada  ante  la  susodicha  Comisión  Mixta  á  conse- 
cuencia de  haber  ignorado  el  abogado  los  hechos,  sea  agregada  al  ca- 
pital mencionado  del  Fondo  Píado.so. 

V.  Manifiestan  también  que  en  la  venta  de  la  referida  hacienda 
♦  Cicnciía  del  Pastor»  fueron  incluidos  aljrunos  bienes  denominados 
'  llenos»  que  había  en  ella,  por  la  suma  de  $¡  i.OiX),  de  la  cual  tres  cuar- 
tas partes  pertenecían  al  Fondo  Piadoso  susodicho,  Kn  consecuencia, 
el  capital  debe  aumentarse  con  la  suma  tte  §3.í)()0. 

VI.  Si  la  adjudicación  resuelta  por  el  Tributial  <m  o:ii1«i  \mv  la  Coii- 
veatiún  do  Julio  t  de  18ü8  no  fuese  cousidei  iulu  como  decisiva  tocan- 
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te  á  la  suma  adeudada  á  lus  demandantes  por  la  Hepública  Mexicana 
con  motivo  del  Fondo  Piadoso,  tampoco  será  decisiva  en  cuanlo  á  la 
propordón  en  que  el  mismo  debe  ser  dividido  entre  la  Alta  y  Baja 
California,  pues  una  división  igual  entre  las  dos  antiguas  provincias, 
cualquiera  que  fuese  el  motivo  que  pudo  existir  en  1875,  en  la  actua- 
lidad es  del  todo  injusta,  y,  en  verdad,  un  absurdo,  l^a  población  ac- 
tual de  la  región  que  bígo  el  dominio  español  y  cuando  formó  parte 
déla  República  Mexicana  se  conocía  como  la  Alta  California,  según 
puede  verse  en  el  censo  de  los  Estados  Unidos  de  1900,  demuestra  ser 
de  más  de  3.000,000  de  almas  y  vasin  cesar  en  aumento;  el  número  de 
sacerdotes  en  el  ejercicio  de  su  ministerio  dentro  de  sus  límites,  era 
entonces  de  284.  Por  otro  lado,  la  Baja  California  ha  disminuido  de 

sn  antigua  importancia.  Toda  su  población  es  de  poco  más  de  

42,000  habitantes,  según  aparece  en  el  Siaieaman's  Year  Bookf  que 
se  funda  en  el  censo  tomado  en  México  el  año  de  1895.  El  número  de 
clérigos,  según  puede  computarse  por  el  informe  de  D.  Ulises  Urba- 
no Lascepas,  compilado  por  orden  del  Gobierno  mexicano  en  1859,  no 
pudo  pasar  entonces  de  24.  Naturalmente  que  México  puede  decir 
ahora  el  número  exacto.  Una  división  igual  del  Fondo  para  el  objeto 
de  las  misiones  entre  dos  poblaciones  totalmente  fuera  de  proporción 
como  aparecen  ser  éstas,  sería  un  absuMo  magno. 

Los  Estados  Unidos  tienen  razón  para  creer  que  en  las  pruebas 
que  van  á  ser  presentadas  ante  este  Honorable  Tribunal  en  el  curso 
del  arbitraje,  se  pondrán  de  manifiesto  otras  sumas  adicionales  que 
también  debe  México,  y  que  aumentarían  el  capital  de  dicho  Fondo 
Piadoso  en  el  Tesoro  Nacional  de  dicha  República,  sobre  el  cual  de- 
be admitirse  el  rédito  correspondiente.  Y  los  reclamantes  expresados 
alegan  é  insisten  en  que  la  base  verdadera  de  una  división  de  los  ré* 
ditos  del  Fondo  Piadoso  entre  la  Alta  y  Baja  California  esté  en  pro- 
porción con  la  población,  que  da,  del  total,  85  por  100  á  aijuélia  y  15 
por  100  á  ésta. 

CONCLUSIÓN. 

Ahora  fijaremos  el  capital  del  Fondo  Piadoso  y  el  monto  debido  por 
México,  bajo  cada  una  de  las  dos  alternativas  arriba  dichas,  á  saber: 

I.  Si  la  cantidad  y  prorrata  de  división  se  consideran  como  ya  de- 
terminadas por  el  principio  de  res  jwUmta. 

II.  O  en  el  supuesto  contrario,  si  está  el  asunto  á  discusión. 
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Sí  la  cantidad  del  Foudo  Piadoso  y  la  prorrata  de  división  entre  la 
Alta  y  Haja  California  han  de  ser  fijadas  según  el  principio  de  resjn- 
dhcUa,  entonces  la  cantidad  se  descompondrá  asi : 
Prínci[)al,  cómese  ha  demostrado  (deducidos  $1,000, 

por  el  error  hecho  al  efectuar  la  suma)  $  1.135,033  00 

L3.  mitad  de  eMñ  suma  correspondiente  á  la  Alta  Ca- 

lifomia   717,510  00 

Kl  rédito  al  ti  por  100   43,050  00 

Kl  total  efi  esto  supuesto (83 amialidados  á  $  13,050 

por  anualidad  J   l.430,G8í)  00 


11 

Si  dicha  cantidad  y  prorrata  de  división  no  se  las  ha  de  juzgar  ba- 
jo el  principio  de  res  ju(licat<if  el  capital  del  Fondo  Piadoso  deberá 
ser  como  sigue: 

Bienes  raíces. 

Casas  en  la  calle  de  Vergara,  tres  cuartos  de  la  ren- 
ta anual,  á  saber :  $  2,625  pertenecientes  al  Fondo 
Piadoso,  que,  capitalizado  al  6  por  100,  corres- 
ponde á  un  capital  de  (según  la  instrucción  de 
Ramírez,  p.  28i )  t     43,750  00 

Hacienda  «Ciénega  del  Pastor.»  tres  cuartos  de  la 
renta  anual,  á  saber,  $12,825.  pertenecientes  al 
Fondo  Piadoso,  que  capitalissado  al  6  por  tOO,  re- 
presenta  un  capital  de  (ídem  p.  30)   213,750  00 

Llenos  .vendidos  con  lo  anterior  «   3,(KX)  00 

Haciendas  *  San  Agustín  de  Amóles,  >  <  El  Custo- 
dio,» «San  Ignacio  del  Buey  y  la  Baya,»  renta 
anual  de  $  12,705,  perteneciente  al  Fondo  Pia- 
doso, que.  capitalizado  al  6  por  100,  representa 
un  capital  de  (ídem  p.p.  30  y  31)   211,750  00 

Hacienda  ^  San  Podro  de  Ibarra »  renta  anual  de. . 
$2.0()()  pcrtouocionte  al  Fondo  Piadoso,  que,  al 
ü  por  1(K),  representa  un  capital  de  (ídem  p.  30  )       33,333  33 
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Ié2f000  .^ol)!  o  la  hacienda  de  « Sania  Lugarda,»  al 
ó  por  100  %      4-i,0(X>  00 

Sobre  la  harionda  de  «Arroyozarco»  $40,000  al  6 
por  I(X),  más  los  intereses  devengados  que  as- 
cienden á  $26,770.75   66.770  75 

Sobre  la  hacienda  de  «San  José  Minyo,»  Í3.000al 
5  por  100,  más  réditos  devengados  qae  suman 
$2,275   5,275  00 

Deudas  contra/das  por  el  Tesoro  Xacional. 

$20,000,  cantidad  que  se  tomó  en  préstamo  duran- 
te la  época  de  la  dominación  española,  más  la 
de  $29.1íjn.r)i  por  \o<  intereses  al  5  por  100  de- 
veíigados  hasta  el  30  de  Abril  de  181-2  í  ídem  p.32  )$      49,16S  63 

$201,856.75  y  los  ititeresos  al  5  por  100  sobre  dicha 
cantidad,  devengados  desde  1812  á  30  de  Abril 
de  1842  y  que  ascienden  á  $  294,434.25  ( ídem 
p.30)   496,291  00 

$162,618.37^,  cantidad  tomada  en  préstamo  en 
18 10  y  la  del  in  terés  al  6  por  100  devengados  des- 
de 1820  hasta  Abril  30  de  1842,  que  es  

$206.525.25  (ídem  p.  33)   ! . .      369  148  75 

$38,500,  suma  que  antiguamente  debía  el  Colegio 
de  San  Gregorio,  más  la  de  $34,842.50  por  los  in- 
tereses  devengados  al  3  por  100  desde  181 1  ( idera 
p.  33)   73,342  50 

$  68,160.37  ^,  suma  depositada  en  la  casa  de  Mone- 
da en  1825,  sobre  la  cual  no  se  menciona  interés 
(ídem  p.  34)   68,160  37}4 

$7,000,  cantidad  pagada  por  orden  y  á  cuenta  del 
Gobierno  en  Octubre  20  de  1 825,  sobre  la  cual  no 
se  hizo  mención  respecto  al  intéres   7,000  00 

$22,763,15,  cantidad  prestada  al  Gobierno  en  1834 
(ídem  p.  3}   22,763  15 

$3.000,  cantidad  prestada  al  Gobierno  para  el  pa- 
^ro  á<>i  las  Bnlas  del  Obispo  Diego  en  1836  (ídem 
p.   3,000  00 
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liónos  dei  Gobierno  $      15,973  37}^ 

Prodiiftos  do  la  succ-ión  do  l;i  Sia.  Arguelles  entre- 
gados por  sentencia  judicial  al  Tesoro  Nacional, 
de  tiempo  en  tiempo,  según  consta  en  el  informe 
oficial  de  D.  Manuel  Fayno,  los  ijue,  después  de 
hacerse  el  pago  de  $  10,000  para  una  obra  de  ca- 
ridad en  las  Islas  Filipinas,  deberán  sor  divididos: 
la  cuarta  parte  á  los  herederos  de  la  Sra.  Argue- 
lles, tres  octavos  á  las  Misiones  en  las  Filipinaíi  y 
tres  octavos  al  Fondo  Piadoso.  Para  este  último 
objeto  se  había  entreiüido  al  Tesoro  Nacional,  has- 
ta el  dos  de  Agcislo  de  1803,  la  cantidad  de ... . 
$504,ÍK)1.10delacualporconvcniencia,desdelue- 
go  deduciremos  los  S  lo.(KK)  citados  arriba,  para 
Ía  obra  de  candad  en  las  Islas  Filipinas.  Las  tres 
octavas  partes  restantes  pertenecerán  al  Fondo 
Piadoso,  ó  sea  la  cantidad  de   200,606  64 

En  Febrero  9  de  1804  se  depositaron  $  lS,0()Ode  los 
que  eran  del  Fondo  Piadoso   6,750  00 

En  Enero  20  de  1809  se  depositaron  $80,000,  de  los 
que  eran  del  Fondo  Piadoso   30,000  00 

En  Febrero  V  de  1809  se  depositaron  130,000,  de 
los  que  eran  del  Fondo  Piadoso   11 ,250  00 

En  Octubre  25  de  1809  se  depositaron  $25,000,  de 
los  que  eran  del  Fondo  Piadoso   9,375  00 

En  Octubre  25  de  1809  se  de|K)8Ítaron  1 75,000,  de 
los  que  eran  del  Fondo  Piadoso   28,125  00 

En  Julio  26  y  29  de  1812  se  depositaron  «8,000,  de 
los  que  eran  del  Fondo  Piadoso   3,000  00 

En  Julio  29  de  1812  se  depositaron  i  19,000,  de  los 
que  eran  del  Fondo  Piadoso   7,125  00 

En  Mayo  7  de  1814  se  depositaron  $28,453.63,  de 
los  que  eran  del  Fondo  Piadoso   10,670  00  _ 

ToTAf  i    30ü,U0l  64 

De  esta  suma  so  h.i  doducido  la  de  $201,856.70  ú 
la  que  ya  nos  hemo.-;  referido   201.856  75 

Total  de  lo  recibido  de  la  sucesión  de  la  Sra  ArgQe- 
lies,  que  no  se  ha  tomado  en  cuenta  anteriormente.  $    105,044  89 
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ih  ndus  vonlnt/'lufi  //o/"  ¡un  ffcnlares. 

Sucesión  <le  Dolores  Reyes  (Inst.  p.  34)              $  9,850  00 

D.  Ramón  Vértíz  (idem.  p.  35)   13,997  00 

(No  tómame»  en  cuenta  lasdeudas  de  particulares  que 
s$e  consideraron  inalas  en  el  arbitraje  anterior.) 

Total  $  l.tíoa.oül  75 

El  interés  al  6  por  100  anual,  es   $    11 1.201  70 

85  por  100  de  la  suma  últimamente  nombrada,  es  94  521  44 
33  annalidades  de  1 94,621.44,  que  ascienden  á . . .    3.108,207  52 

l'ropaiado  ytor  Jolm  t\  JJoyh  y  \V.  F.  Siwriimii  Doyle,  Abofrados 
de  los  fardados. —  Jackson  II.  liahion.  Agento  de  los  Estados  Unidos. 
—  W'iUiam  H,  Siewart,  Abogado  de  los  Prelados, 
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RECUSACION  PRESENTADA  l'üR  El  m\m  HE  LOS  ESTADOS  KIOOS  DE  AilERICA 

eOUTlIA  EL  DE  MÉXICO 

RELATIVA  AL  LLAMADO   FONDO  PIADOSO  DE  CALIFORNIAS. ' 


A  reserva  de  prodn«iir  á  favor  de  la  República  Mexicana,  en  uso  del 
derecho  que  la  asisto  conforme  al  protocolo  ajustado  en  Washington  el 
22  de  Mayo  último,  para  el  arbitrainento  de  la  presente  redamación» 
las  pruebas  de  las  excepciones  que  en  se^rnida  se  expresan  y  de  otras 
que  sean  oportunas,  así  comrj  las  defensas  y  alegaciones  convenientes, 
el  infrascrito,  órgano  autorizado  del  Gobierno  de  México,  pide  que  La 
<iORTE  Fbrmanente  DE  ARBITRAJE  DB  La  Haya  dcscche  Ir  reclamación, 
por  las  razones  siguientes: 

Primera.  Falta  de  titulo  en  el  Arzobispo  de  San  Francisco  y  en  el 
Obispo  de  Monlerrev'  para  presentarse  como  l^ítimos  comisarios  del 
Fondo  Piadoso  de  Californias. 
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Segunda.  Carencia  de  derecho  <ie  la  Iglesia  Cnt/iiica  ilo  l;i  Alta  Ca- 
lifornia para  exi^jir  n'ditos  provenientes  del  su|>iio-t()  Fundo. 

Tercera.  Ineptitud  ó  oxtinoióu  de  los  títulos  en  que  el  Arzobispo  y 
Obispo  mencionados  íund.in  su  roclamación. 

( aiaria.  Insnbsisfnncia  dol  objeto  atribuido  á  la  itislitucióa  del  Fon- 
do, en  lo  que  respecta  á  la  Alia  California. 

Quinta.  Facultad  exclusiva  del  (iobierno  mexicano  |)ara  el  empleo 
del  fondo  y  disposición  de  sus  productos  sin  la  inlervención  de  la  Igie* 
sia  Católica  de  la  Alta  Califortíia. 

Sexta.  Uso  que  el  Gobierno  hizo  de  dicha  facultad,  y 

Séptima.  Exageración  de  la  demanda. 

I 

\.o>  reclamantes  convioiioti  con  el  Gobierno  mexicano  oii  ici  o- 
nocer  ios  hechos  siguicntcsi  comprobados  con  irrclutubles  docu- 
mentos. 

Primero.  Los  jesuítas  fueron  los  coinisarios  ó  administradores  ort- 
fíiiiai  ios  de  los  bienes  (pie  íonuaban  el  F(mdo  Piadoso  de  Californias 
hasta  el  aAo  1768,  en  que  íueron  expulsados  de  los  dominios  espa- 
ñoles. 

Segundo.  I^a  Corona  española  ocupó  los  bienes  que  constituían  el 
citado  Fondo  Piadoso,  en  substitución  de  los  jesuítas,  y  lo  adminis- 
tró por  medio  de  una  Keal  Comisión  hasta  que  se  consumó  la  Inde- 
pendencia de  México. 

Tercero.  El  Gobierno  mexicano  que  sucedió  al  Gobierno  español, 
fué,  como  éste  lo  había  sido,  cotaisario  del  Foiulo  y,  en  este  concep- 
to, flucesor  de  los  jesuítas  misioneros,  con  todas  las  facultades  con- 
cedidas i  éstos  por  los  fundadores. 

Para  que  el  Arz(^b¡spo  y  Obispo  reclamantes  pudieran  ser  conside- 
rados como  comisarios  ( tt'usiees,  en  inglés),  por  sucesión,  según  ellos 
lo  pretenden,  tendrían  que  justiñcar  su  actual  calidad  de  eausaha- 
bientes  del  Gobierno  mexicano,  á  título  perpetuo,  universal  ó  singu- 
lar. De  otro  modo  no  se  podría  explicar  la  actitud  de  acreedores  con 
que  se  han  presentado  contra  su  pretendido  causante. 

En  efecto,  inrocan  como  titulo  de  sucesión  que  les  concedió  la  re- 
presentación inmediata  del  Gobierno,  y  la  mediata  de  los  jesuítas,  el 
decreto  del  Congreso  mexicano  expedido  en  10  de  Septiembre  de  1836, 
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el  cual  mandó  [)oner  á  disposición  del  Obispo  de  las  California»  y  de 
su^  sucesores  loa  bienes  pertenecientes  al  Fondo  Piadoso  de  las  Califor- 
aiaa,  para  que  !o  adininistrason  v  invirtiesen  en  sus  objetos  ú  otros 
análogos,  respetando  siempre  la  voluntad  de  los  fundadores.  Pero  los 
mismos  reclamantes  reconocen  que  el  citado  decreto  fué  derogado  en 
8  do  Ft'brero  de  1842,  por  el  General  Sanla-Anna,  Presidente  provi- 
sional de  la  Hepública,  investido  de  facultades  extraordinarias,  y  que 
devolvió  al  Gobierno  mexicano  la  administración  é  inversión  del  pro- 
ducto de  esos  bienes  en  el  modo  y  términos  que  él  dispusiera,  para  lie* 
nar  el  objeto  que  los  fundadores  se  propusieron ;  ía  dviHgadány  con- 
versión de  ¡08  bárbaros.  Pa<}teriormente,  en  24  de  Octubre  del  mismo 
año»  se  mandó  vender  esos  bienes  y  que  su  producto  entrara  en  el  Te- 
soro Nacional  para  constituir  con  él  un  censo  consignativo  al  6  por 
lÓO  anual,  aplicable  al  objeto  de  la  primitiva  fundación. 

Ninguna  ley  posterior  otorgó  á  los  Obispos  de  las  Californias  la  fa- 
cultad de  recibir  y  aplicar  á  su  objeto  los  réditos  del  indicado  censo. 
Verdades  que  el  Gobierno  mexicano  expidió  otro  decreto,  en  3  de  Abril 
de  1845,  ordenando  que  todos  los  bienes  del  Fondo  Piadoso  de  las  Ca- 
lifornias que  existieran  invendidoSy  se  devolviesen  al  Obispo  de  Cali- 
fornias y  á  sus  sucesores,  para  los  objetos  expresados  en  el  art.  6^  de 
la  ley  del  19  de  Septiembre  de  1836,  sin  perjuicio  (se  decía),  <de  lo  que 
el  Congreso  resolviera  después  acerca  de  los  bienes  ya  ensgenados.» 
Auaqueel  tenorde  este  decreto  dió  pretexto  al  árbitro  tercero  en  discor- 
dia de  la  Comisión  Mixta,  en  1875,  para  afirmar  que  en  él  estaba  re- 
conocida la  obligación  de  remitir  al  Obispo  los  productos  del  fondo, 
no  ha  parecido  oportuno  á  los  abogados  de  los  reclamantes  alegarlo 
en  apoyo  de  su  actual  demanda,  seguramente  porque  ese  decreto  se 
refiere  á  los  bienes  invendidos^  cuyo  importe  es  claro  que  no  babía 
ingresado  en  el  Tesoro  Nacional,  y  no  á  los  réditos  ó  intereses  sobre 
ei  producto  de  los  enajenados,  respecto  de  los  cuales  el  ('ongreso  s") 
reservó  expresamente  la  facultad  de  resolver.  VMa  resolución  no  lle- 
?ó  á  darse,  y  por  lo  mismo,  el  último  decreto  no  ha  podido  mejorar  la 
situación  en  que  el  del  8  de  Febrero  do  lHÍ-2  colocó  al  Obispo  de  las 
Ciilifornias,  destituyéndolo  del  carino  deajilicar  á  las  Misiones  los  ré- 
ditos del  6  por  [00  anual  sobre  el  pro  lucto  de  lo  enajenado :  réditos 
que  son  precisamente  la  única  mulet  ia  de  ia  actual  reclamación. 
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II 

h'\  \<^\oMn  r,:it«>!ifm  do  la  Alia  (lalifiirnin  jnrtK'ts  pudo,  pi>r  liorpoho 
|)roi)i(t.  administrar  el  Fondo  Piadoso  do  las  (.alifornias  ni  reclamar 
sus  producdos.  por  la  soricilla  razón  de  (pío  los  fiindadoros  no  lo  die- 
ron ni  s3  lo  dieron  tampoco  los  jesuítas,  que  fueron  los  primitivos  co- 
misarios, ni  el  Gobierno  español  que  sucedió  á  ellos,  ni  el  (Jobicrno 
mexicano  que  sucedió  al  español  y  que,  lo  mismo  que  éste  y  los  jesuí- 
tas, adquirió  la  fa(*ultad  de  aplicar  los  bienes  del  Fondo  en  cuestión  á 
las  Misiones  de  la^  Californias  6  á  cualesquiera  otras  dentro  de  sus 
dominíos,ásu  sólo  arbitrio  y  discreción.  Esta  facultad  discrecional  no 
tolera  la  coacción,  que  es  atributo  del  derecíio  perfecto.  Por  lo  mismo, 
aunque  en  gracia  del  argumento  se  concediera  á  la  Iglesia  Católica  de 
la  Alta  California  la  representación  de  las  Misiones  de  los  jesuítas 
(suprimidas  expresamente  por  el  Papa  Clemente  XIV  desde  el  año  de 
1 773),  esa  Iglesia  no  tendría  el  derecho  de  exigir  los  réditos  del  Fondo 
P¡a<ioso. 

£1  decreto  del  19  de  Septie:nbrc  de  183i6  arriba  citado,  en  que  los 
reclamantes  pretenden  fundar  sus  derechos,  solamente  confirió  al  pri« 
raer  Obispo  de  Californias  y  á  sus  sucesores  la  adroistración  del  Fon* 
do,  durante  la  voluntad  del  Gobierno,  con  la  obligación  de  invertir  sus 
productos  en  el  objeto  que  les  señalaron  los  fundadores  6  en  otros 
análogos;  pero  no  les  dió  un  derecho  irrevocable,  ni  á  ellos  ni  á  la 
Iglesia  que  representaban,  y  además  fué  derogado  por  el  do  8  de  Fe- 
brero de  1842  qne  retiró  á  los  Obispos  de  Californias  la  administra' 
ción  del  Fondo  y  la  devolvió  al  Gobierno. 

III 

No  pudíendo  servir  de  título  para  esta  reclamación  ley  alguna  vi- 
gente,  quieren  los  reclamantes  suplirlo  con  el  que  llaman  instrumen*, 
to  de  constitución  (foundalion  deedj  de  la  obra  pía,  ó  con  el  laudo 
pronunciado  por  la  Comisión  Mixta  de  Reclamaciones  establecida  en 
Washington  conforme  á  la  Convención  ajustada  entre  México  y  los 
Estados  Unidos  á  4  de  Julio  de  1868,  pronunciado  en  11  de  Octubre 
de  1875,  considerándolo  como  generador  de  re$  Judieata, 
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(A) 

En  cuanto  al  primer  título,  bastará*  para  demostrar  que  él  no  favo- 
rece las  intenciones  de  los  reclamantes,  copiar  las  siguientes  c1áusa> 
las  del  instramento  que  ellos  toman  como  un  modelo  de  las  donacio- 
nes que  se  hicieron  al  Fondo: 

**Gsta  donación  hacemos  á  dichas  Misiones  fundadas 

y  por  fundar  de  las  Californias,  así  para  la  manutención  de  sus  reli- 
giosos, omnto  y  decencia  del  culto  divino,  como  para  socorro  que  acoa- 
tumbran  á  los  naturales  catecúmenos  y  convertidos  por  la  mistna 
(probablemente  miseria)  de  aquel  país:  de  tal  suerte,  que  si  en  los 
venideros  tiempos  con  el  favbr  de  Dios  en  la  reducción  y  Misiones 
mandadas,  hubiere  providencia  de  mantenimientos,  cultivadas  sus  tie* 
rras  sin  qm  se  necesiten  llevar  de  estas  tierras,  vestuario  y  demás 
necesarios,  se  han  de  aplicar  los  frutos  y  esquilmos  de  dichas  ha- 
ciendas de  (se^raroente  á)  nuevas  misiones  y  en  el  caso  de 

que  la  Compañía  de  Jesús  volunfaria$nente  ó  precisada  dejare  di' 
dtas  misiones  de  Californias,  ó,  lo  que  Dios  no  permita,  se  rebelen 
aquellos  naturales  apostatando  de  nuestra  santa  fe,  ó  por  otro  contin- 
gente,  en  ese  caso  ha  de  ser  á  arbitrio  del  reverendo  Padre  Pro- 
vincial que  á  la  sazón  fuere  de  la  Compañía  de  Jesús  de  esta  Nm- 
va  España,  el  aplicar  los  frutos  de  dichas  tiaciendas.  sus  esquilmos 
Y  aprovechiimíentos.  para  otras  misiones  de  lo  que  falla  fie  descu- 
brir de  esta  Septentrional  América  á  para  otrasdel  Universo  Mun- 
do, según  le  pareciere  ser  más  del  agrado  de  Dios  Nueslro  Sefior; 
y  en  tal  manera  que  siempre  y  pcrpeluamente  se  conlinúe  el  r/o- 
bierno  fie  flicha.s  haciewlas  en  la  sagrada  Compañía  de  Jesús  y 
prelados,  sin  que  lueces  algunos,  eclesiásHcos  ni  seculareH  (cugan 

la  más  miniiHU  inlervención  queremos  que  on  tiempo  aljiuno 

<e  inculque,  ni  por  ningún  juez  eclesiáslico  ó  serfihir  sr  cuh  ontela 
á  salmr  si  se  cumple  la  condición  de  esta  dinuiciúu,  pues  uueslra 
voluntad  es  que  en  esta  razón  ¡taya  lagar  ninguna  pretensión  y 
que  cumpla  ó  no  cumpla  la  Sagrada  Compañía  con  el  fin  de  las 
misiones,  en  esta  materia  sólo  á  Dios  Nueslro  Señor  tendrá  que 
dar  cuenta.  > 
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(B) 

VA  laudo  niifr's  rof»^i-i«lo.  qno  fué  prommeiado  eii  Washinfrton  el  il 
do  Nüvicmliro  do  IST.').  im  ¡nido  prejiizjíar  la  presento  recluinaeión.  la 
ciml.  por  1(1  tanto,  ik»  dolio  (^unsiderarse  cosa  Jtizírndn.  Hoy  so  trata 
ác  una  doiiianda  de  nuevos  rédito'í,  y  aun  cuando  los  reclauiaiitos  ale- 
guen que  al  condenar  á  México  á  pagar  los  vencidos  hasta  cierta  fe- 
cha, se  declaró  itnplícitaniente  que  existía  el  capital  y  que  seguiría 
produciendo  réditos,  estas  serán  consideraciones  ó  motivos  para  la  de- 
claración que  se  hizo  de  que  la  República  Mexicana  dobía  pagar  cier- 
ta cantidad  de  intereses  vencidos, á  lo  cual  se  limitaba  la  reclaniación. 
La  inmutabilidad  de  una  sentencia  y^su  fuerza  de  cosa  juzgada  per* 
tonecen  solamente  á  su  conclusión,  esto  es,  á  la  parto  que  pronuncia 
absolución,  ó  bien  condena,  quod  Jussit  vduiiüe.  Esta  proposición 
apenas  es  discutible,  y  por  eso  la  generalidad  de  los  autores,  al  expo- 
ner la  teoría  de  la  cosa  juzgada,  la  atribuyen  á  la  parte  resolutiva  de 
la  sentencia,  al  paso  que  su  extensión  á  la  expositiva  (motivos)  es 
nsnnto  de  controversia  sólo  para  algunos. 

£ntre  los  que  favorecen  esa  extensión,  se  hallan  ciertamente  auto* 
ridades  tan  famosas  como  la  de  Savigny;  pero  no  son  menos  respeta* 
bles  y  se  cuentan  en  mayor  número  los  que  profesan  la  opinión  con* 
traria.  El  mismo  insigne  maestro  que  acabo  de  nombrar,  declara  tex- 
tualmente que:  <  es  doctrina  muy  antigua,  sostenida  por  gran  núme* 
ro  de  autores,  que  la  verdad  legal  de  la  cosa  juzgada  pertenece  ex- 
dusimmmie  á  la  resolución  y  no  participan  de  ella  los  motivos,  re- 
sumiendo su  doctrina  en  estos  términos :  <  La  autoridad  de  la  cosa 
juzgada  no  existe  sino  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  >  (Sa- 
vigny. Droit  Romaín  §  291  T.  6  p.  347).  La  mayor  parte  de  los  au* 
tores,  añade,  rehusan  absolutamente  á  los  motivos  la  autoridad  de  cosa 
juzgada,  sin  exceptuar  el  cano  en  que  los  motivos  son  parte  de  la 
seniettcia.  (§  293.  T.  6  p.  382.) 

Griolet  se  expresa  así:  <  La  decisión  supone  siempre  diversas  pro- 
posiciones que  el  juez  ha  debido  admitir  para  hacer  una  declaración 
sobre  los  derechos  controvertidos  y  que  comunmente  en  nuestro  de- 
recho (el  francés),  expresa  la  setencia;  estos  son  los  considerandos. 
(motives,)  Ya  hemos  manifestado  que,  contra  la  opinión  de  Savigny, 
ni  los  motivos  subjetivos  ni  los  objetivos  deben  participar  de  la  auto- 
ridad de  la  sentencia,  poriiuc  el  Juez  no  tiene  la  misión  de  decidir  so- 
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bre  los  principios  jurídicos  ni  sobre  la  existencia  de  los  hechos  

Hemos,  pues,  demostrado  ya,  en  todos  los  casos  qae  puedan  presen- 
tarse, que  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  no  comprende  los  motivos 
de  la  sentencia  ni  aun  la  afirmación  ó  negación  de  la  causa  de  los 
derechos  juzgados,  > 

El  mismo  escritor  añade:  <  Ninguno  de  nuestros  autores,  en  efecto 
ha  enseñado  un  sistema  análogo  al  de  M .  Savígny  sobre  la  autoridad 
de  los  motiroa,  y  la  jurisprudencia  francesa  reconoce  el  principio  de 
que  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  no  se  extiende  á  ninguno  de  los 
motivos  de  la  decisión.»  (Gríolet.  De  la  aut.  de  la  cosa  juzgada  p.  p. 
135,  168, 169  y  173.) 

£n  cuanto  al  derecho  prusiano,  el  mismo  Savigny  dice:  <  Respecto 
á  la  autoridad  de  loe  motivos,  existe  un  texto  que  desde  luego  parece 
excluirla  absolutamente,  dando  la  mayor  importancia  á  la  parte  que 
contiene  la  decisión  jü  licial.  ( Ailg  Gerichte  Ordnung  1. 13  13  p.  38.) 
Los  colegios  de  Jueces  y  los  ponentes  de  las  sentencias  deben  cuida- 
dosamente  distinguir  de  sus  motivos  la  decisión  real,  y  asignarles  un 
lugar  distinto  y  jamás  confundirlos,  porque  simples  motivos  no  dé>en 
nunca  tener  la  autoridad  de  cosa  Juzgada.  >  (D.  R.  §  294í  T.  6  p.  p. 
389  y  390.) 

Los  tribunales  españoles  constantemente  han  desechado  el  recurso 
de  casación  intentado  contra  los  fundamentos  de  la  sentencia  definiti- 
va, por  no  reconocer  en  ellos,  sino  solamente  en  la  parte  dispositiva, 
ia  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  única  materia  del  recurso.  (Pantoja, 
tiep.  p.  p.  491,  955,  960,  970  y  979. ) 

En  f'l  eaüo  especial  (que  es  el  nuestro ).  de  una  demada  de  intereses 
fundada  en  seiitoiK'ia  (pie  los  declaró  debidus,  después  de  li;it)er  oído 
las  excepciones  del  denmiidado  roidra  el  derecho  qiio  alcgt)  al  capital 
ó  á  la  renta,  Savigny  os  de  opinión  que  e.ste  derecho  licno  á  su  íavor 
la  autoridad  de  la  cosa  juz^rada :  pero  al  iiii<rno  liemitu  advierte  que 
Buchka  resuelve  la  cuestión  en  sentido  (^nitrario  cim  arreglo  al  De- 
recho ííomnno;  que  en  el  mismo  .sentido  la  han  resuelto  los  tribuna- 
les prusianos  por  razón  de  (]ue  el  reconocimiento  de  un  dererlio  en 
los  motivos  df»  la  dei  isión  no  |)ertoiict'f;  verdaderamente  á  la  seuten- 
cin.  cuya  sola  parte  resolutiva  constituye  la  cosa  jii/^^adn:  y  agrega 
Savigny:  No  tenemos  solne  este  punto  la  decisión  del  l)erecho  Ro- 
mano y  los  textos  que  suelen  citarse  soíi  extrañosa  la  materia. »  (í). 
R.,  §  294  núms.  H  y  4,  nota  (r)  del  núm.  7,  y  §  299  núm.  4  T.  VI, 
p.  p.  397,  401  y  440.; 
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Sin  embargo,  lo  cierto  es  qae  Ulpiano  dice:  Si  injudicio  aclum  sH 
«mraique  aáks  pelitm  sinf^  non  est  verendum  ne  nocecU  rei  judi- 
catcB  excepth  circa  swiis  petitionem:  quia  enim  non  gompbtit  nbc 
opposiTA  NocsT.  Tal  es  el  principio  de  la  ley  23  D,  de  Exc,  rei  Jud.; 
y  aun  cuando  parece  estar  en  contradicción  con  lo  que  en  ella  sigue, 
esa  aparente  antimonía  se  halla  explicada  de  un  modo  satisfaclorio 
por  Griolet  (p.  p.  46  y  47 ),  á  quien  me  refiero,  para  evitar  extender- 
me en  esta  materia.  He  aducido  sobre  ella  todas  las  citas  preceden- 
tes, por  no  haberse  tratado  hasta  aliora  el  punto  sino  muy  liiíeranien- 
te  en  la  correspondencia  diplomática  seguida  con  iiiulivo  de  la  presen- 
te reclamación. 

Aun  <iebt)  añadir,  (jue  si  lo  anterior  es  cierto  respecto  de  las  senten- 
cias pronunciadas  por  jueces  investidos  de  auLuri Jad  pública  para  de- 
cidir sobre  el  caso,  sus  motivos,  y  consecuencias,  lo  es  mucho  más 
con  respecto  á  decisiones  pronunciadas  pm-  árliitros  que  no  tienen 
verdadera  jurisdicción,  ni  más  facultades  que  las  (pie  se  les  concede 
en  el  coiupromisu.  Así  es  que  si  todo  lo  relativo  á  la  excepción  y  ac- 
ción reí  Jndicatcv,  es  de  estricta  interpretación.  (Griolet.  De  la  aut. 
de  cosa  juzjr.,  p.  G8),  mucho  más  debe  serlo  cuando  se  aplica  á  senten- 
cias arbitrales. 

De  estas  ha  dicho  una  ley  romana:  T)p  his  rehua  ei  r((fi()iuhHs  r( 
conirorersifÑ  ¡ubicare  nrbiier  potcM,  <[iifir  ah  inífio  fnissenl  ialer 
eos  qni  comproim'sfiprfniL  non  qnae  poslca  suporreneriini  {\,.  1(> 
D,  de  reccpt.  qni  arh  ,  T.  Ti..  j>.  25).  y  tan  limitado  electo  atribuía  el 
Derecho  Civil  á  los  laudos.  (|iio  do  les  roncedín  (pie  produ  jeran  la  uc- 
ción  do  cosa  jíizgada.  i. a  loy  itrimoi'a  del  (  '.('(difro  de  rea  /if.  sp  expre- 
sa en  e-lo^  términos:  *E,r  scidentia  arbiiri  ''■>'  rompromisHO  jure 
perfpcfo  mbitri  npplhtri  uou  possc  saepe  rec4^i)tum  est;  (¿üia  nec 

JUnir.ATI  ACTIO  INDK  PUAKSTAi;!  I'OTKST.» 

I>a  ¡neücaciade  los  landos  .irbit ralos,  on  Derecho  Internacional,  para 
decidir  casos  futuros,  aunque  sean  análojros  á  los  (pie  aquéllos  resol- 
vieron, ha  sido  expresamente  reconocida  i)or  el  (íobierno  de  los  Insta- 
dos Unidos,  sejíún  puede  verse  en  Moore,  *  International  Arbitrations,» 
con  motivo  de  la  comisión  mixta  reunida  en  Halifax  á  consecuencia 
del  tratado  de  Wasliington  que  condenó  á  los  Kstados  Tnidosá  pagar 
al  Gobierno  Británico  la  suma  de  cinco  millones  y  medio  de  pesos  por 
daños  y  perjuicios  causados  por  pes<\adores  americanos,  y  en  el  caso 
de  una  reclamación  presentada  por  el  Ministro  de  España,  Sr.  Murua- 
ga,  procedente  de  oonliscación  do  alíj^odón,  considerado  como  contra- 
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bando  de  ^riu'^rpa.  ((Hf  sufrieron  los  súl)ilit()s  r^¡);inole<  Morn  y  Larra- 
che,  Kl  Secretario  de  Kstado  T.  F.  Hayard,  de<  í:i  'mui  este  motivo,  en 
nota  de  3  de  Dieioiiibre  de  1886:  ^Los  fallos  de  (  VkiiÍ'^íoiips  Itderna- 
cionales  ....  no  se  considera  í|uo  teñirán  autoridad  sino  en  el  '  aso 
píirticnlar  decidido  .  ....  en  ninguna  manera  ligan  (d  Goftifnio 
lie  los  Enfados  Unidos,  excepto  en  aquellos  casos  en  (¿uc  fnrii  ron 
(tplicacióu.*  (Papera  relating  to  the  For.  Kel.  of  the  ü.  S.,  year  1687, 
p.  l,021.j 

l'l  mismo  Honorable  Seerelario,  en  r  l  docuiueato  citado,  decía:  «Ta- 
!p-í  decisiones  se  acomodan  á  la  naturaleza  y  términos  del  tratado  de 
arbitraje  »  teniendo  en  coenta,  mn  dnda,  que:  ^  Omne  traclatum  ex 
comprom  isso  .viinendíMH :  nee  enim  aliud  ¿U¿  ( arbitro)  licebif,  q  itam 
(¡itod  ihi  ut  afflcere  p<mU  caulum  est:  non  ergo  quodlibet  aUUwsre 
arbiter  poferit,  neo  in  qtta  re  libei^  Nisi  de  qua  re  compromissum  est.» 

Consultando  las  estipulaciones  contenidas  en  la  citada  Convención 
del  4r  de  Julio  de  1808.  se  ve  (|ue  las  reclamaciones  de  ciudadanos  ame* 
rioanos  contra  México,  y  de  ciudadanos  mexicanos  contra  los  Estados 
Unidos,  (fue  fué  permitido  someter  á  la  Comisión  Mixta  creada  por 
aquella  Convención,  debían  indispensableménte  reunir  estas  tres  con- 
diciones: 

Primera.  Haberse  originado  en  acontecimientos  posteriores  al  2  de 
Febrero  de  184a,  y  anteriores  al  I"*  de  Febrero  de  1869  (fecha  del 
canje  de  ratificaciones  de  la  Convención.) 

Segunda.  Tener  por  objeto  petjuicios  estimables  en  dinero,  causa- 
dos  en  las  personas  ó  bienes  de  los  redamantes  de  cualquiera  de  los  dos 
países,  por  autoridades  del  otro. 

Tercera.  Haber  sido  presentadas  al  Gobierno  de  los  reclamantes  y 
por  éste  ó  en  su  nombre  á  la  Comisión  Mixta  dentro  de  ocho  meses, 
prorrogables  hasta  once  meses,  contados  desde  la  primera  reunión  de 
los  irbitros. 

Desde  luego  se  nota  que  la  reclamación  de  los  réditos  cuyo  pago  hoy 
se  solicita,  no  podía  considerarse  con  la  primera  ni  con  la  tercera  de 
dichas  condiciones.  Inútil  parece  detenerse  en  demostrarlo,  ó  seguir 
discutiendo  sobre  la  falta  de  fundamento  con  que  se  alega  la  cosa  juz* 
gada  en  la  nueva  reclamación  que  ahora  se  presenta  contra  el  Go- 
bierno mexicano.  El  fallo  que  pronunció  el  árbitro  en  1875  quedó 
completa  y  absolutamente  cumplido  con  el  pai^o  que  hizo  México  de 
los  1904,070.79  oro  mexicano  á  que  fué  condenado,  y  ese  fallo  no  pue- 
de aplicarse  á  nueva  reclamación. 
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Dando  por  supuesto,  en  virtud  de  lo  alegado,  que  no  se  declare  re- 
suella ya  la  actual  redaínación  por  el  laudo  pronunciado  en  1875.  la 
primera  obircíón,  la  excepción  más  clara  (|ue  oponemos  á  la  demanda, 
es  que  el  derecho  que  pudiemn  haber  tenido  los  rociamantes  al  prin- 
cipio del  año  1848,  quedó  complelamenle  extinpjuido  por  el  'J'ralado  de 
paz  y  de  amistad  que  el  2  de  Febrero  de  ese  an<  >  fu*'"  celebrado  entre 
México  y  los  Estados  Uaidos,  porque  en  mi  art.  14  se  declaró  que  todos 
los  créditos  y  roí  Lunaciones  no  resueltos  hasta  entonces  y  que  pudie- 
ran tener  los  ciudadanos  de  la  segunda  de  esas  naciones  contra  elgo- 
biemo  de  la  primera,  se  considerarían  fenecidos  y  cancelados  para 
siempre.  El  texto  del  artículo  de  ese  Tratado  que  así  lo  dispone,  es  co- 
mo signe,  y  lo  cito  en  inglés  para  que  sea  mejor  comprendido  por  la 
parte  demandante.  Dice  así: 

Article  WV. 

The  United  Siafr^  do  furih(  t  more  flischarfje  the  Mexícan  livjyub- 
lie  from  all  claims  of  ifée  ümled  States  nol  herelofcra  decided 
against  (he  Mexican  Governmenfy  which  may  ha  ve  avisen  pre- 
viotisly  iúihedcde  ofthe  signature  of  this  freaty,  which  discharge 
íhall  he  final  mid  perpetual^  tvhether  Ute  said  claims  be  rejecied 
or  he  alhtved  hy  ike  hoard  of  conimissioners  provided  for  in  ihe 
follotving  arlide  and  tvhalever  skall  he  Üie  iolal  atnount  of  Oioae 
allotved. 

La  contestación  que  los  reclamantes  han  dado  á  esta  excepción  pe* 
rentería,  se  reduce  á  decir  que  ellos  no  demandan  los  réditos  causa- 
dos antes  de  la  fecha  del  Tratado,  sino  los  devengados  después  de  esa 
fecha,  y  no  han  demandado  el  capital  porque  no  se  creen  con  derecho 
á  ello,  pudiendo  conservarlo  México  indefinidamente.  Al  dar  esta  res- 
puesta  no  reflexionan  que  el  artículo  XIV  antes  citado,  no  exonera  á 
México  únicamente  de  las  reclamaciones  ó  demandas  que  puedan  des- 
de luego  presentarse,  sino  de  todos  los  créditos  (all  claims)  no  deci- 
didos anteriormente  (not  heretofore  decided)  contra  su  gobierno,  y 
en  este  caso  se  encontraba  el  crédito  del  Fondo  Piadoso,  compren- 
diéndose en  él  tanto  el  capital  como  sus  réditos.  Todo  ello,  en  efecto, 
se  comprende  en  la  palabra  inglesa  claiiUt  que  tanto  significa  la  re- 
clamación ó  demanda  que  se  hace  de  algo  á  que  nos  creemos  con  de- 
rocho,  como  la  causa,  origen  ó  fundamento  de  esa  demanda :  «a  righl 
to  ctaim  or  {Jetnattd  something :  a  litle  (o  any  deht.  ¡n-ivilef/e  or 
ollicr  thing  in  pomsBion  of  anofher;  also  a  (¿lie  of  any  thing 
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which  (inother  shonhl  ffivc  or  conce'fe  (o,  or  confer  on,  thc  claimant,  * 
scfrmi  lo  cIípo  Wobslfr  on  su  Diecioiinrio,  que  es  la  mojor  autoridad 
lin{!üístina  en  los  Estn<los  I'uidos  y  tal  vez  dcmdo  quiera  que  se  hable 
la  lengua  inglesa.  ( W'ase  el  Diccionariu  inglés  de  Weiiüter,  artículo 
daim,  acepción  segunda. ) 

Ksla  inteligencia  del  artículo  XIV  se  corrobora  leyendo  el  comien- 
zo del  artículo  siguiente,  el  XV,  cuyo  texto  es  comosigue: « The  United 
Siaies  eoroncratínfj  México  from  all  fírmuads  on  accoiini  of  the 
daiins  of  their  cUizetis  meniioned  in  (he  precediiuj  arficle  and 
considerinr/  Ihem  cntirclif  and  for  ever  eancelhd,*  Aqui  se  ye  la 
distinción  hecha  entre  dcimuids  y  rlniniR  y  que  esta  úllima  palabra 
se  ha  tomado  en  el  sentido  de  título  ó  derecho  que  da  origen  á  una 
reclamación. 

Ni  podía  ser  de  otra  manera,  cuimdo  el  espíritu  bien  claro  de  ese 
coQTenio  fué  no  dejar  nada  pendiente  que  pudiese  alterar  ó  perturbar 
las  relaciones  pacíficas  y  de  amistad  que  se  renovaban  en  aquel  Tra- 
tado. Por  esto  se  bizo  en  él  lo  que  se  hace  con  frecuencia  en  tratados 
de  igual  especie:  se  pactó  la  extinción  completa  de  las  reclamaciones 
y  motivos  de  reclamación  pendientes  ó  que  por  hechos  pasados  pudie- 
ran ocurrir  entre  ambos  Gobiernos,  sin  dejar  de  atender  al  interés  de 
los  particulares.  A  este  último  se  proveyó  en  el  mismo  artículo  XV, 
cuyo  principio  he  copiado,  previniendo  que  se  reservaran  tres  y  un 
cuarto  millones  de  pesos  para  satisfacer  á  los  reclamantes  hasta  don- 
de sus  demandas  fueran  aprobada«i  por  una  Comisión  Americana  que 
al  efecto  se  mandaba  establecer  y  se  estableció  por  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos;  Comisiini  ante  la  cual,  si  tenían  conciencia  de  su  de- 
recho, pudieron  haberse  presentado  los  representantes  de  la  Iglesia 
Católica  dé  California.  Si  no  lo  hicieron,  no  por  eso  pueden  reclamar 
ahora  contra  México,  el  cual  quedó  exonerado  de  toda  responsabili> 
dad  frwn  aü detmnds  on  accomU  of  tlte  daims  of  (hcir  (of  United 
States)  cüizem. 

Parece  inconcebible  que  en  presencia  de  esos  artículos  del  Tratado 
de  Guadalupe  Hidalgo,  el  más  soleinne  de  cuantos  hemos  celebrado 
con  la  nación  vecina,  y  que  está  vigente  porque  es  de  carácter  perpe- 
tuo, se  haya  sostenido  que  no  se  extinj^uíó  en  virtud  de  sus  estipula- 
ciones el  crtMilo  del  llamado  Fondo  Piadoso.  ¿<Jué  privilegio  tenía  ese 
Fondo  para  no  estar  comprendido  en  la  absoluta  declaración  del  Tra- 
tado? No  es  do  extrañarse»  que  los  abogados  de  los  reclamantes,  en 
su  apuro  para  contestar  esta  excepción,  hayan  querido  limitar  lo.s  efec- 
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tos  del  Tratado  en  este  [)iiriln  á  extinfruir  los  mlitos  (id  Fondo,  an- 
terioros  ;i  Fí'hrerode  l^íS;  lo  quo  aponas  se  expli'*a  os  (jno  1m  senten- 
cia arbitral  subscrita  por  Sir  I'dwnrd  Tliornlon  haya  adioitniu  .senie- 
Jaiito  interpríítnoión.  Por  oso,  oiitr»"»  (dro.s  motivos,  coiir-ideramos dicha 
senleíicia  como  iioloriaíinMito  injusta,  no  habiendo  injusticia  más  cla- 
ra qnc  hi  de  un  laudo  quo  doi  ido  una  cuestión  ontro  cindadauov-  d(»  un 
país  y  ol  Gobierno  do  otro,  oonirariando  lo  csli|>ii!a(h>  |»or  ios  dos  j»ai- 
ses  en  un  TraUdo  solemne  y  cuyo  vi^jor  nadie  disputa. 


En  caso  de  que  se  resuelva,  (contra  toda  probabilidad)  que  el  Tra- 
t!tdo  de  Guadalupe  Hidalgo  dejó  vigente  ol  crédito  ( tbe  claitn)  de  ciu- 
dadanos americanos  contra  México,  relativamente  al  Fondo  Piadoso 
y  existente,  »egún  se  alega,  al  celebrarse  el  Tratado,  aun  hay  otro  mo- 
tivo por  el  cual  se  habría  extinguido  ese  crédito,  y  de  consiguiente  el 
derecho  de  cobrar  los  réditos  del  capital.  Sabido  es  que  la  República 
Mexicana,  en  uso  de  su  soberanía  y  por  razones  de  alta  política,  que 
explicó  el  (^misionado  mexicano  en  su  dictamen  de  1875,  decretó  en 
los  años  t856  y  1859,  primero,  la  desamortización  y  en  seguida  la  lla- 
mada nacionalización  de  los  bienes  eclesiásticos,  que  no  fué,  propiamen- 
te hablando,  sino  la  prohibición  al  Clero  de  seguir  administrando  aque- 
llo««  bienes  nacionales.  Si,  como  justamente  se  ha  dicho,  la  validez  f 
fundamentos  de  esta  providencia  se  pueden  disputar  á  la  luz  del  de^ 
recho  canónico,  son  incuestionables  bajo  el  aspecto  político  y  social, 
y  no  menos,  en  vista  de  los  favorables  resultados  quo  esa  determina- 
ción ha  producido  para  consolidar  la  paz  y  promover  el  progreso  de 
la  República. 

I  Bajo  el  aspecto  del  derecho  común  y  el  internacional  privado,  pa- 
rece claro  que  el  capital  cuyos  réditos  se  demandan,  en  su  carácter 
de  censo  consignativo  ó  de  censo  en  general,  y  dobtendo  ser  úonside- 
rado  como  bien  inmueble  (Sala.  Dro.  Real  de  España,  toni.  1,  líb.  3. 
til,  14  y  autores  que  cita,)  estaba  sujeto  á  la  legislación  del  país  donde 
se  hallal)a  constituido,  á  la  Jurisdicciiui  y  fuero  rei  siloCf  cualquiera 
que  fueae  la  nacionalidad  de  los  censualistas. 
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Por  otra  p;irtc.  debe  tenerse  en  cuenta  que  la  falta  de  cobro  por  lar- 
tros  años  de  los  réditos  que  aliora  se  demandan,  los  ha  sujetado  á  las 
leyes  del  país  .sobre  prescripción  y  que  es  de  aplicarse  al  caso  el  artícu- 
lo 1.103  de  ruiostro  Código  Civil,  que  dice  así:  «Las  pensiones  enfitéu- 
ih^as  ó  censuales,  las  rentas,  los  alquileres  y  cualesquiera  otras  pres- 
taciones no  cobradas  á  su  vencinüento,  qurtlarátí  prescriptas  en  cinco 
anos  contados  denle  el  venciniiciilo  de  cada  una  de  ollas,  ya  se  haga 
el  cobro  en  virtud  de  acción  real  ó  de  acción  personal.* 


Si  llef^amos  á  suponer  cpie  el  cr«Mito  de  los  reclainanlcs  no  se  ex- 
lingiiió  ni  por  el  tennuiuiite  url.  XIV  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidal- 
;:o.  ni  por  los  otros  tnolivos  que  acabamos  do  (waminar.  aun  queda 
otro  miis  que  lo  habría  hecho  perecer  confurnje  á  la  legislación  me- 
xicana, á  la  cual,  sin  duda  alguna,  está  sujelo  un  censo  constituido  por 
su  Gobierno  en  el  año  1842.  Dicho  Gobierno,  con  el  fin  de  arreglar  la 
(leuda  pública,  dió,  con  fecha  22  de  Junio  de  ISHo.  un  decreto  convo- 
'  indo  á  lodos  sus  acreedores  para  el  examoii  y  conveisión  de  sus 
iiíditos  originiidos  de  nuiuslraciones,  ocupaciones,  préstamos,  ó  de 
•iialquiera  otro  acto  ó  neíiíício  del  que  resultara  un  caijzo  al  Krano 
i-iijlifo;  y  al  cierto  lin')  mi  pia/o  rotivciiicntc.  cjuc  inc  prorrogado  en 
varias  o^nsiono-.  para  la  pr>'-('iilación  de  dichtis  créditos.  \\\  art.  15 
'ie  la  ley  de  tj  de  Scplic:id»rc  de  1891-  era  del  tenor  siguiente:  «Quedan 
|>ara  sietnin-e  prcscnplos.  sni  <pie  i^ucdan  . jamás  constituir  un  derecho 
m  liacersc  valer  en  manera  alguna,  los  créditos,  títulos  de  deuda  pú- 
Itlica  y  reclamaciones  siguientes  .  . .  >  «Todos  los  créditos  coniprcn- 
■ ''los  Ptí  los  arls.  \°  y  2^.  cpic  no  iucieii  prosi'utado-  a  esta  fonvcrsión 
'i»"nlro  dei  plazo  lijado  en  el  artículo  aniei  ior  ó  (pie.  aun  cuando.se 
;>iv-^enten,  no  lleguen  los  interesados  á  satisfacer  los  requisitos  que 
t'>líiblece  este  decreto. » 

Ks  incuestionable  que  los  supuestos  créditos  por  capital  é  intereses 
I  lamíHh)s  al  Gobierno  de  México  por  el  Arzobispo  y  Obispos  de  la 
i::k"*ia  de  la  Alta  Calif  M  ni:i,  no  fueron  presentados  pura  su  conversión 
♦  n  »l>edienc¡a  á  la  ley  de  1885,  ni  se  aprovecharon  los  pretendidos 
iKTeedores  del  nuevo  plazo  (pie  en  calidad  de  último  y  fatal  les  con* 
'^ó  el  citado  decreto  de  189-^  en  sa  art.  XIY.  La  caducidad  ó  prcs- 
'  npción  de  acción  Ó  excepción  superveniente,  dejaría  sin  efecto  aún 
li  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada :  principio  de  explo^ 
riuio  derecho,  reconocido  hasta  por  ios  actuales  reclamantes. 
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IV 

Dicen  los  reclamantes  que  el  objeto  de)  Fondo  Piadoso  de  lasCnli- 
fornias  fué  proveer  á  la  conversión  de  los  indios  y  al  sostenimiento  de 
la  Iglesia  Católica  en  las  Californias. 

Siendo  este  objeto  doble,  hay  que  distíngair  entre  las  dos  partes 
que  lo  constituyen. 

La  primera  parte,  conversión  de  los  indios  paganos  á  la  fe  católica 
y  á  la  obediencia  del  soberano  español,  es  incuestionable  y  hay  que 
considerarla  como  el  fin  principal  y  directo  de  las  misiones  encomeda- 
das  á  la  Compañía  de  Jesús  por  el  \\e\  Católico,  dotadas  por  los  cons- 
tituyentes del  Fondo  (Madoso  y  subvencionadas  por  el  Tesoro  público 
de  México.  La  otra  parte  del  objeto,  esto  es,  el  sostenimiento  de  la 
Iglesia  en  las  Californias,  no  fué  el  liii  prificipal  ni  directo  de  la  insti- 
tución del  Fondo,  sino  el  medio  de  llevar  á  cihn  la  conquista  espiritual 
de  los  indios  salvajes  por  los  relijjioso-^  ini<ionerí)s. 

Hedía  esta,  distinción,  se  r'iim]>icn(l«j  (jue  el  ciilto  cHt/ilico  fiit'  iin  ob- 
jeto (lo  midiónos.  siihorilnKulo  al  íiu  de  la  coinjuisla  cspirilual  lie 
los  imlios  iKirlcti'i)-;.  I  )(•  lo  (-ual  se  sij^nn'.  iiiic  la  iio  existencia  do  lo^iiidios 
bárbaros  (■  niolaliMs  en  una  regi''»n  tietorniinada.  (')  la  supresión  ea  «'Ha 
de  las  luisiunes  i';tli')h(  as  inslüní'las  pai  a  -ojuzgarlos  ó  cristianizarlos. 
del)eria  traer  consigo  el  retiro  de  la.-?  snl>venciones  ofrecidas  á  los  nii- 
siunerus:  uu  sn  aplicación  exíílusiva  al  fomento  del  culto  católico,  á 
no  ser  violando  ahiortamente  la  intención  do  los  bienhechores  que  fun- 
daron tal  obra  pía. 

A  la  expulsión  de  los  jesuítas,  ordenada  i^or  el  Rey  Carlos  lli,  y  con- 
siguiente cesación  de  las  Misiones  de  la  iNueva  Kspaña,  sijruió  la  su- 
presión de  la  Orden,  (pie  drolani  r.lcment»^  XÍV  en  su  Breve,  expedido 
el  día  21  de  .lulio  de  1773,  |)árraío82.  en  que  se  lee:  <  l'or  lo  tornó- 
te á  las  sagrada^  Misiones,  las  cuales  queremos  que  se  entiendan  laiii- 
bu'U  comprendidas  cu  todo  lo  que  va  ílispuesto  acerca  <le  la  sn¡)t'Fsióii 
de  la  Compañía,  nos  rcservanu).s  establecer  los  medio-  con  los  cuales 
se  pueda  conscj:uir  y  lograr  c(ui  mayor  facilidad  y  estabilidad,  así  Í!i 
conversión  de  los  indios  conio  la  pacificación  de  Iíis  disensiones.» 

Y  os  de  advertir,  (pie  la<  misiones  fundsidas  por  los  jesuítas  janiús 
traspasaron  los  límitesde  la  HaJaCalifornia.  La  más  avanzada  al  N(u*- 
te.  qtie  dejaron,  fué  la  de  Santa  .María,  debajo  del  31  grado  de  latitud. 
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y  por  lo  mismo  fuera  de  la  demarcacitm  de  la  Alta  California  hecha 
en  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo. 

Las  misiones  de  la  Alta  California  comenzaron,  después  de  la  ex- 
pulsión de  los  jesuftaSf  por  meras  disposiciones,  no  de  la  Compañía  de 
Jesús,  ni  de  la  Santa  Sede  ni  de  alguna  otra  autoridad  eclesiástica,  sino 
del  Virrey  de  Nueva  España,  aprobadas  por  el  Rey  en  17B9  y  1772. 

Como  empresas  nacionales,  las  misiones  de  la  Alta  California  fue- 
ron naturalmente  abandonadas  por  el  Gobierno  mexicano  cuando  los 
Estados  Unidos  adquirieron  aquella  región.  Este  abandono  fué  exigi- 
do por  el  cambio  de  autoridad  y  de  jurisdicción  sobre  el  territorio  ena- 
jenado á  los  Estados  Unidos,  y  correspondió,  además,  á  la  facultad 
privatiTa  que  tenfa  el  Gobierno  mexicano,  heredada  del  Gobierno  es- 
pañol, de  suprimir  misiones  y  fundar  otras  nusvas  para  la  cotí' 
m'sion  (U  infieles  deniro  de  sus  dominios. 

No  solamente  cesaron  en  la  Alta  California  las  misiones  desde  el  7- 
de  Julio  de  1846  como  empresas  nacionales  á  cargo  del  Gobierno  me- 
úcano,  sino  que  cesó  como  entidad  legal  la  misma  Iglesia  católica, 
puesto  que  su  restablecimiento  como  corporación  no  tuvo  efecto  sino 
en  22  de  Abril  de  Id&O  á  virtud  del  estatuto  de  aquella  fecha  del  Esta- 
do de  California. 

Por  último,  hay  qu©  tener  en  cuenta  que  en  la  Alia  California  no 
existen  tribus  de  indios  bárbaros,  cuya  sujeción  al  poder  secular  de  la 
Niirva  España  y  conversión  á  la  fe  cal()lica  fué  el  objeto  principal  ó 
fin  directo  de  las  misiones  de  los  jesuítas  dotudas  con  los  bienes  del 
Fondíí  Piadoso  de  California. 

V 

La  facultad  de  aplicar  el  Fondo  é  invertir  sus  productos  conforme  á 
la  intención  de  los  donadores  de  los  bienes  que  lo  formaron,  fué  ejer- 
cida legítimamente  sin  la  intervención  de  los  ordinal  ios  eclesiásticos, 
primeramente  por  los  jesuítas,  en  s(  n^;iiila  por  la  Corona  de  España  y 
últimamente  por  el  (fobierno  de  la  liejuiblica  Mexicana.  í.os  recla- 
mantes jamás  probarán  (jue  una  autoridad  leírttini,i  imya  dado  ley  ó 
disposición  alguna  (}ue  restriña i*'ra  esa  facultad,  l'-ii  ejercicio  de  ella, 
el  (lobierno  mcxicanu  urden*'»,  por  decreto  del  \9  de  Sí  ptiembre  de 
1830,  que  se  diera  la  administraci<'»ii  del  l^tiido  al  Obi-po  tie  Califor- 
nia y  sus  sucesores,  como  dependif  tifo-^  de  (lichu  (ioliioi  no;  retiró  la 
misma  comisión  id  Obispo  y  sus  sucesores  por  decreto  de  18  de  Ke- 
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brero  de  1842;  ordenó  la  venta  de  los  bienes  de  qae  se  componía  el 
Fondo  y  su  capitalización  ó  censo  consignatíTo  sobre  el  Tesoro  nacio- 
nal por  decreto  del  24  de  Octubre  de  1842;  y  dos  años  y  medio  más 
tarde,  por  decreto  del  3  de  Abril  de  1845,  mandó  derolrer  al  enton- 
ces Obispo  de  California  y  á  sus  sucesores  los  créditos  y  demás  bienes 
que  no  se  hubieran  rendido,  reservándose  expresamente,  la  facultad 
de  disponer  del  producto  de  loa  bienes  vendidos,  cuyos  réditos  son  pre- 
cisamente la  materia  de  esta  reclamación. 

Esta  facultad  privativa  del  Gobierno  mexicano  está  reconocida  por 
parte  de  los  reclamantes.  En  su  réplica  dirigida  el  21  de  Febrero  de 
1901  al  Hon.  John  Hay,  Secretario  de  Estado  de  los  Estados  Unidos 
por  los  Sres.  Jackson  H.  Ralston  y  Frederíck  L.  Siddons,  abogados  de 
los  Obispos  católicos  romanos  de  California,  se  encuentran  las  pala- 
bras siguientes:  *No  dispute  has  ever  been  raised  as  U)  íhe  right 
of  (he  Uexkan  Qommmeni  to  administer  Íhe  properiy  íh  ques' 

(ion*  México  musí  continué  (he  trust  relation  which  she  htis 

herself  assuftied,  ,It  should  he  horm  in  mindíhat  we  never  have 
had  or  made  any  clainis  lo  the  prindpal.  From  its  oriyin  ií  has 
heen  in  the  hands  oftrusiees;first  the  JesuUs,  then  in  the  Spanisüt^ 
Crotvn;  then  in  the  Ooverttínewt  of  México,  then  in  the  Binhop  under 
Ufe  law  of  1836,  ihen  from  Fehruari/  8,  1842  again  in  (he  Mex' 
ican  República  All  of  these  cltanffps  itfere  accompUshed  by  latv. 
(ite  acl  of  the  Sovercign.* 

VI 

El  uso  e[ito  el  Gobierno  mexicano  hizo  del  derecho  soberano  de  rea- 
sumir la  facultad  de  administrar  el  Fondo  é  invertir  sus  productos  con 
exclusión  de  la  Iglesia  de  California  en  1842,  no  puede  considerarse  en 
derecho,  perjudicial  á  taparte  reclamante:  * Qiti  jure suo  utiturus' 
minem  laedit.» 

Por  la  misma  razón  tampoco  puede  juslifícar  la  demanda  contra  la 
Hepública  Mexicana  el  hecho  de  que  su  Gobierno,  desde  que  dejó  de 
tener  autoridad  sobre  la  Alia  California,  hubiese  concentrado  todo  su 
ouidiulo  y  protección  en  la  Kaja  California,  tanto  en  el  orden  civil  co- 
mo en  el  eclesiástico,  y  cesado,  en  consecuencia,  de  aplicar  á  la  Alta 
Califoniiíi  las  rentas  de-^linadas  á  fomentar  las  misiones  católicas. 

Huhíiiii  ces;id(>  his  misiones  de  los  jesuitiis  en  jupiel  territorio,  no 
Ijubi.i  ya  necesidad  do  que  .sus  tiubilantcs  recibieran  de  Mé.\ico  mi- 
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Tiieslras,  vestaarío  y  demás  recursos  de  subsistencia;  sos  tierras  iban 
á  ser  cuIUvadns,  como  lo  fueron  en  efecto  y  se  hicieron  maravillosa^ 
mente  productivas ;  y  en  tales  circunstancias  quedó  al  arbitrio  del  Go- 
bierno, como  comisario,  substituto  de  los  jesuítas,  destinar  los  produc- 
los  del  Fondo  á  otras  misiones,  sin  dar  lugar  á  censura,  queja  ó  recla- 
mación de  nadie,  conforme  en  todo  á  la  voluntad  de  los  fundadores, 
expresada  en  el  instrumento  <Jc  constitución  del  Fondo,  según  las  pa- 
labras textuales  arriba  citadas. 

Vil 

■ 

\.n  exnfToranón  de  la  demanda  ó  pfus  prfición  se  demueslr;i  de 
varias  riiitiicras.  y  á  reserva  de  presentar  en  ci  curveo  dol  jui<;io  una 
liqiiidaciiH).  qno  hasta  ahora  no  ha  sido  posible  (H)nt'luir,  haré  las  si- 
guientes reílexiunes: 

Kn  priiner  hi^ar,  es  de  toda  ex  idom  ia  (jue  pretender  aliora.  en  mo- 
neda 'Ir  oro  )H('X¡C(r }in,  el  pago  do  los  róflitos  que  se  dciiiaiidan.  por* 
ipie  otros  réditos  dt>l  mismo  capital  fueron  mandados  pri^rar  oii  esa  mo 
iit  da  por  la  «oiitt^m  ia  pronunciada  en  Nov¡emI)re  de  ISTo^  es  pedir 
más  del  doMe  de  lo  que  importaría  el  interés  al  seis  por  ciento  á  (|ue 

aio;:a  tener  derecho,  i.a  ra/.'Hi  «  onsisto  en  que  —  nadie  lo  ignora  — 
m  líS/o  era  casi  exrieta  la  proporri('»ii  de  IB  á  1  entre  el  valor  del  oro 
y  el  de  la  plata,  habiéndose  ni;'is  <pie  duplicado  |)osleriormente  el  va- 
lor de!  oro  resj)er'to  al  del  metal  blanco.  Ahora  bien,  en  pesos  de  pla- 
ta V  no  en  otra  cosa  fueron  valuados  los  bione'í  del  Fondo  f*iadnso.  en 
el  valor  (pse  representa  esa  moneda  fueron  vendidos  y  el  producto  de 
la  venta  reconocido  por  el  (robierno  mexicano  a  favor  de  dicho  Kon- 
do.  México  ni  ha  tenido  nunca  ni  tiene  ahora  otro  tipo  para  su  mone- 
da que  el  peso  do  plata;  su  moneda  de  oro  se  acuña  en  muy  corta 
cantidad  y  no  sirve  para  regular  ningún  valor  mercantil.  Cuando  los 
reclamantes  piden  por  réditos  tantos  dollars^  hablan  de  pesos  de  su 
país  que  así  se  llaman,  entendiéndose  que  son  de  oro.  Kl  oro  mexica- 
no de  que  hablan,  tiene  un  ligerísimo  descuento  respecto  del  ameri- 
cano: pero  en  lodo  caso  los  ftollars  de  oro  mexicano  valen  más  del 
doble  de  los  pesos  de  plata  en  los  que  únicamente  se  podrían  cobrar 
los  réditos  del  Fondo  Piadoso,  si  les  correspondieran  á  los  reclamantes. 

Por  lo  mismo  la  pretensión  de  los  obispos  californios  viene  á  ser 
usuraria,  al  pedir,  no  el  6  por  100  de  capital  sino  mucho  más  del  12 
por  too  al  año. 
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Otro  de  los  excesos  de  la  demanda  es  cobrar,  no  la  mitad  (que«s 
ya  una  demasía)  del  rédito  del  caiútal,  en  consideración  á  que  ten- 
dría que  aplicarse  la  otra  mitad  a  misiones  en  la  Baja  California,  si- 
no que  ahora  se  pide  el  8d  por  100,  porque  es  la  proporción — se  diee 
— entre  las  poblaciones  de  la  Alta  California  de  los  Estados  Unidos 
y  la  Baja  California  de  México.  Así  se  discurre  como  si  el  Fondo  se 
hubiera  destinado  á  toda  la  población  y  no  á  los  indios  bárbaros  pa- 
ra su  conversión  y  mejora.  Semejante  razonamiento  sólo  tendría  ca- 
bida si  toda  la  población  de  una  y  otra  California  fuera  de  indios  bár- 
baros. Es,  pues,  insostenible  tal  pretensión,  que  revela  únicamente  el 
celo,  desproporcionado  en  este  caso,  de  los  abogados  y  consejeros  de 
los  reclamantes.  La  proporción  á  que  debiera  atenderse,  para  cumplir 
en  su  espíritu  la  voluntad  de  los  fundadores,  sería  la  que  hubiese  en- 
tre los  indios  no  convertidos  y  cíTÍlizados  de  una  de  las  Californias  en 
comparación  con  los  de  la  otra;  y  ya  se  sabe  que  en  la  perteneciente 
á  los  Estiados  Unidos  no  hay  muchos,  tal  vez  ni  un  solo  indio  en  ese 
caso. 

Otro  exceso  de  la  demanda,  consiste  en  incluir  en  el  valor  de  lo  de- 
mandado el  de  los  bienes  que  fueron  del  Marqués  de  las  Torres  de  Ra- 
da. El  importe  de  esos  bienes  forma,  indudablemente,  la  mayur  parte 
de  lo  que  se  reclama,  y  sin  embargo  no  hay  fundamento  legal  para 
reclamarlo.  Esta  aserción  escandalizará,  sin  duda,  á  los  reelamanles, 
quo  han  hecho  un  estudio  prolijo  de  lo  relativo  á  la  donación  de  dichos 
bienes  hecha  al  Pondo  Piadoso;  pero  es  de  advertir  que  muy  recien- 
Icinriite  se  han  descubierto  en  el  Archivo  General  de  la  Kepúbli  a  da- 
tos iiuporlaatísimos  que  comprueban  lo  que  acabo  de  asonlar.  l>sos 
datos  se  contienen  en  el  libro  impreso  en  el  sijilo  .W'Ill  (jiie  :n  i>üipa- 
ño  á  la  presente  demanda  y  cuya  autciiticidail  sor.i  dclnla  y  oportu- 
namente coiuprobatia.  Kn  él  se  advierto  qiio  hiilio  un  lariro  liti^no  a<^er- 
ca  de  la  sucesión  del  Marqués  de  las  Torres  de  iíada  y  que  al  íiual  del 
pleito  el  Supremo  Consejo  de  Indias  en  Kspaña,  último  tribunal  com- 
petente para  el  caso  en  aquella  época,  declaró  nulos  y  de  ningún  va- 
lor ni  r  íe -to  los  inventarios  y  ai)re>  ii)s  de  los  bienes  que  quedaron 
por  muortc  (Ifl  rctcrido  Mniwiin'-^.  y  nula  también  la  adiiidifacióii  «juc 
i\o  olios  <o  !ii/.n  ;'i  la  .Maf(|iio.s;i  su  viuda.  Ksta  sentencia  de  última  ins- 
tancia, dejo  sin  electo  alguno  las  (lolíM  inina<'iono<  do  la  Mar«(ui^sa  viu- 
da de  las  Torres  de  Rada,  y  pop  lo  niisuio  las  del  Manpiés  de  Villa 
Puente  en  el  testamento  (juo  óstc  di/o  con  ¡lodor  para  testar  de  supri- 
ma la  Marquesa.  Ahora  bien,  dicho  teslinnento  i  ué  la  base  de  la  do- 
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□arión  que  hirioron  ambos  al  FoikIo  Piadoso  de  unos  bienes  que  no 
pertenecían  legalmente  á  nin;^uiio  do  los  dos. 

No  me  extenderé  en  explicaciones  sobre  esta  matoria  y  me  refiero 
al  libro  adjunto,  principalmente  á  la  sentencia  con  la  cual  concluye 
y  cuyo  original,  según  se  prc^rá  á  su  tiempo,  existe  en  el  archivo  es- 
pañol del  Supremo  Consejo  de  Indias.  No  cabe  duda  en  que  fué  nula 
la  donación  que  de  bienes  ajenos  hizo  la  Marquesa  al  Fondo  Piadoso, 
por  el  conocido  principio  de  Ketno  plus  juris  transferre  polest  quam 
ipw  haberet  Debe,  pues,  descontarse  de  la  suma  que  demandan  los 
reclamantes,  cuando  menos  el  valor  de  los  bienes  á  que  me  contraigo. 


En  conclusión,  me  parece  quedar  demostrado: 

r  Que  los  reclamantes  carecen  de  título  para  presentarse  como 
¡egítiinos  comisarios  del  t'ondo  Piadoso  de  Californias, 

2"  Que  la  It^lesia  Católica  de  la  Alta  California  no  Uene  derecho  pa* 
r;i  exigir  del  Gobierno  mexicano  el  pago  de  réditos  por  el  supuesto  ca- 
pital ó  fondo. 

S**  Que  los  títulos  alegados  por  el  Arzobispo  y  el  Obispo  reclaman- 
tes, ó  adolecen  de  ineptitud  para  el  caso,  ó  se  han  extinguido*  princí* 
pálmente  por  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  que  extinguió  <  todos 
los  créditos  de  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  contra  la  República 
Mexicana,  >  exonerando  á  ésta  de  todas  las  demandas  por  razón  de 
I-réditos  contra  ella,  que  existieran  el  2  de  Febrero  de  1848,  á  favor 
de  dichos  ciudadanos,  como  se  ve  en  los  artículos  XIV  y  XV  del  Tra- 
tado. A  falta  de  esa  Convención,  el  derecho  de  los  reclamantes  se  ha- 
bría extinguido  por  varias  de  las  leyes  generales  que  sucesivamente 
He  han  expedido  en  esta  República,  á  las  cuales  estaba,  sin  duda,  su- 
jeto el  censo  que  constituía  el  Fondo  Piadoso. 

4*  Que  el  verdadero  objeto  de  ese  Fondo,  el  fin  á  que  estaba  desti- 
nado, era  la  conversión  de  los  indios  bárbaros  al  cristianismo  y  su 
cÍTilizacíón.  siendo  asi  que  ya  no  hay  indios  bárbaros  á  quienes  se 
aplique  en  California. 

6**  Que  al  Gobierno  mexicano,  y  sólo  á  él,  le  corrcspruide  dar,  en 
sa  territorio  ó  fuera  de  él,  esa  ú  otra  aplicación  al  Fondo,  sin  que  ten- 
ga que  dar  cuenta  do  lo  que  hiciere  en  el  particular  á  los  Obispos  do 
California. 


FoKoo  Piadoso  de  las  Caufokmias. 


7*^  Que  si  algún  dcreclio  á  cobrar  réditos  tuvieran  los  reclatnantes, 
no  sería  á  la  cantidad  que  piden,  la  cual  es  excesiva,  desde  luego,  por 
haberse  calculado  en  pesos  de  oro.  otmndo  las  sumas  que  toman  por 
base  han  sido  en  pesos  de  plata,  y  hoy  la  diforcncia  entre  ambas  mo- 
nedas no  es  la  misma  que  en  1875.  cuando  México  fué  condéna  lo  á 
pagar  otros  réditos  en  oro.  Además,  so  computa  la  porción  de  rédi- 
tr)s  que  corresponden  á  la  Alta  California  por  la  población  y  no  por 
el  número  de  indios  en  cuya  conversión  hriy.ui  de  emplearse;  y  por  úl- 
timo, se  incluyen  en  el  valor  del  Fondo  Piadoso  los  bienes  donados 
por  la  Marque.sa  <lc  las  borres  de  Hada,  cuando  nuevos  documentos 
comprueban  la  nulidad  de  esa  donación. 

Por  estas  razones  y  las  demás  que  se  alegaren  en  su  oportunidad, 
á  nombre  del  Gobierno  mexicano  suplico  respetuosamente  al  Tribunal 
se  sirva  desechar  la  demanda  interpuesta  contra  este  Gobierno  por  loe 
representantes  de  la  Iglesia  Católica  de  California,  demanda  contraría 
en  general  á  la  Justicia  y  en  particular  al  Tratado  de  paz  y  amistad  vi- 
gente entre  la  República  Mexicana  y  los  Eijtados  Unidos  de  América. 

iMcxico,  6  de  Agosto  de  1902. 

4 

El  Míní»lfo  de  R«)iictuncs  Exleriuie»» 

Ignacio  Mariscal. 
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RÉPLICA  D£  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE  AMÉRICA 

A  LA 

«UPUCSTA  «E  LA  REPUSUCA  DE  MÉXICO 

i  CONTESTACION  AL  MUIO&IAL  RELATIVO  AL  tONOO  PIADOSO  IIE  US  CALlFOaNIAS 


Habiendo  presentado  el  Sr.  I).  Ij^^nacio  Mariscal,  Ministro  do  Hela- 
clones  Kxterioros  do  !;i  í'i«'[)úl)li(:a  do  ^íóxifi).  una  respuesta  al  Menio- 
liai  de  los  Estado.-?  Unidos  ante  esta  Honorable  Corte,  ha  juzgado  de 
sa  incumbencia  el  infrascrito  ofrecer  al  examen  de  este  Tribunal,  lo 
que  puede  considerarse  como  réplica  á  aquélla,  y,  al  hacerlo,  se  se- 
guirán por  su  orden  los  párrafos  de  la  respuesta  en  cuestión. 

I 

Bajo  el  enoabe/.;ulü  Ue  «í'árralb  I.>  arguye  el  disl ¡ii^uido  Secrelarií» 
de  Estado  que  nin^rnna  ley  posterior  á  la  de  24  de  (i(  tul)ro  de  18Í-2, 
olor<ró  ú.  Ins  Califoi  nias  el  derecho  do  percibir  y  aplicar  á  su  objeto 
laí  anualidaiios  del  Fondo  Piadoso. 

iNo  ora  iio('o?arin  la  existencia  de  una  ley  po-tmor.  pues,  además 
del  derecho  justo  y  I^m;,]  fip|  Obispo  para  administrar  ei  Fondo  en  cues- 
tión, el  Acta  de  á  do  Abril  do  líSi5  le  reconoce  como  legítimo  bene- 
fieiario,  y  aun  antes  de  esa  fecha,  durante  la  vigencia  del  decreto  de  24- 
de  Octubre  de  1842,  en  23  de  Abril  de  1844,  y,  según  parece,  enotra:j 
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fochas,  so  ordi  iKi  quo  se  hioioran  al  mencionado  Obispo  jiajios  áctiftila 
de  la  mita  ptM  l'-ncciente  al  Fondo  l'iado.sode  las  Californias  (Traiis- 
cript,  página  1  iO).  Esto  explica  siilicientoniente  por  qué.  habiéndose 
re-ci  vado  el  Congreso  mexicano,  por  el  dr'i  ¡  cto  de  3  ile  .\bril  de  184ó.  el 
derecho  de  disponer  de  los  productos  de  las  propiedades  vendidas,  no 
fué  el  Obispo  quien  recibió  los  fondos  en  cuestión,  paesála  ley  de  Oc- 
tubre de  1842.  se  di(')  una  inlerpretación  práctica  de  los  a.suntos  con- 
tenidos por  la  ley  de  Abril  de  1845,  no  siendo  ya  necesaria  disposición 
alguna  del  Congreso,  que  ninguna  otra  dictó. 

II 

Aun  cuando  no  hubiera  asistido  á  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  Ca- 
Hfornin  derecho  perfecto  alguno  {wira  administrar  el  Fondo  Piadoso 
de  las  Californias,  ó  exigir  el  interés  perpetuo  proveniente  de  acjuél  y 
previsto  por  los  decretos  mexicanos  (proposición  que  negamos),  no 
obstante,  á  los  ojos  de  una  corte  de  equidad  (pie  tratara  el  asunto  so- 
bre amplios  principios  de  derecho,  la  Iglesia  Católica,  por  medio  de 
sus  representantes  acreditados,  debería  haber  sido  el  recipiente  /c//r(/ 
de  ios  intereses  de  dicho  FdihIh.  V  esle  equitativo  y.  ooino  sostene- 
mos, legal  derecho,  íuó  icriuiiiauLciuciiUí  i'r.'.Minci«io  ik>r  el  («obiciiio 
mexicano,  como  ha  sido  plenamente  discutniu  cii  el  extra<-fo  del  A'/en- 
te  y  Abogado  de  los  listados  l  nidos,  p.-c/inas  '^'-i  y  ói).  Tura  iiui.s  cx- 
ten'^n<  <■  nisideraciones  respecto  á  la  <  iiolión  de  <lorecho  1c<í;iI.  nos 
relorimos  también  á  los  argumentos  de  U>h  .SS.  Slewart  y  Kappicr. 

IH 
(A) 

Bajo  este  encabezado,  y  siguiendo  la  respuesta  de  México,  llamamos 
desde  luego  la  atención  sobre  el  hecho  de  que  el  Sr.  Mariscal,  en  su 
declaración  respecto  ú  los  letrados  que  constituían  el  Fondo  Piadoso, 
sólo  les  considera  dcí^de  el  punto  de  vista  en  que  juzga  pueden  ayu- 
darle á  sostener  su  argumento.  No  creemos  que  el  Tribunal  pueda  ser 
ilustrado  ó  llevado  á  una  conclusión  ader^uadu  por  este  sistema  de 
razonamiento,  y  en  el  extracto  original  hemos  considerado  extensa- 
inente  los  legados  en  cuestión,  y  para  comodidad  del  mismo  Tribunal, 
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los  hemos  repetido  en  una  nota  al  calce  de  la  copia  en  inglés  de  la 
rer^puosta.  ('Véase  el  Kxhibit  A,  anexo  á  ésta.)  Según  el  concepto  de 
los  Estados  Unidos  .sol)i<>  ti  .i^unfo.  sólo  se  puede  llegará  unaconclu' 
sión  adecuada  respecto  alsentido  del  instrumento  en  cuestión,  por  me- 
dio de  la  lectura  de  sus  partes  esenciales,  y  todo  argamento  basado 
sobre  una  cita  parcial  é  imperfecta,  debe  ser  erróneo  por  sí  mismo  é 
incidentalmente  tenderá  á  extraviar  al  Tribuna!. 

Posteriormente  se  hará  nueva  referencia  al  punto  discutido  en  este 
párrafo. 

(B) 

Renueva  el  Sr.  Mariscal,  bajo  esto  encabezado,  los  alegatos  conté- 
nidos  en  su  carta  al  Secretario  Hay,  feclia  28  de  Noviembre  de  1900 
(Correspondencia  Diplouiálít  n.  páginas  27  etseq.),  insistiendo  en  que 
biD  sólo  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  puede  considerarse  como 
res  jwlkatn.  Hay  que  observar,  sin  embargo,  que  en  la  carta  á  que 
antes  se  ha  be(;ho  referencia,  invoca  á  Laurent  para  sostener  sus 
argumentas.  I'na  amplia  referencia  á  la  carta  de  los  Señores  Rals- 
ton y  Sidduns  (Correspondencia  Diplomática,  })ágínas  5t  etseq.),  de- 
moHlrará  claramente,  según  creemos,  que  el  Sr.  Mariscal  incurrió 
en  un  error  respecto  al  efecto  de  la  cita  jurídica  que  invoca,  pues  en 
la  mencionada  carta  se  demuestra  que  la  cita  en  cuestión  (de  Lau* 
rent)*  se  basa  en  nn  caso  que  no  incluye  de  una  manera  apropiada 
el  principio  desarrollado  por  él,  mientras  que  en  la  misma  página  de 
que  se  tomó  la  mencionada  cita,  Laurent  demuestra  que  si  los  moti- 
vos que  deben  concurrir  para  producir  una  sentencia  han  sido  deba- 
tidos entre  las  partes  contendientes,  la  sentencia,  necesaria  en  este 
respecto,  tiene  la  autoridad  de  rea  juákaia»  Debe  tenerse  presente 
que  antes  de  que  pudiera  pronunciarse  un  laudo  en  la  controversia 
anterior,  en  favor  de  los  Obispos  de  California,  fué  necesario  que  la 
Comisión  encontrara  la  existencia  de  un  fondo,  la  posesión  en  que 
México  estabn  de  él.  su  olilig:ieión  do  pagar  á  los  Obispos  Católicos  in- 
tereses sobre  dicho  fondo,  la  cantidad  anual  que  debía  á  cuenta  de  tal 
oblignción  y  el  número  de  años  en  que  no  había  cubierto  dicho  pago. 
Sobre  todos  estos  asuntos  surgieron  cuestiones,  que  fueron  objeto  de 
evidencia  y  ampliamente  debatidas  entro  las  partes;  y  como  lo  indica 
Lauhbnt,  habiendo  sido  de  tal  manera  debatidas,  la  autoridad  de  res 
judieata  de  las  conclusiones  obtenidas  <  n*e}t  point  douteuse.» 


Toam  Piadoso  de  las  Caufoiikias. 


Habiendo,  por  lo  tanto,  abaiulonado  á  Laurent,  el  Sr.  Mariscal  in- 
voca ahora  á  Savicny,  j  traducción  de  la  respuei^ta  anexa  (pá« 
«íina  2B),  le  cita  como  si  enunciara  su  propia  opinión  (lade  Satigny) 
á  efecto  de  que  '« la  autoridad  de  cosa  juzgada  no  existe  sino  en  la 
parte  resolutiva  de  la  sentencia.» 

Al  hacer  esta  declaración,  el  Sr.  Mariscal  incurre  en  un  error  ma- 
nifiesto. No  intentamos  atribuirle  descuido  en  la  lectura  de  Savigny, 
pero  la  verdad  es  que  el  texto  exacto  del  mencionado  autor  es  el  si- 
guiente: 

«G'est  une  doctrine  fort  ancienne  et  soutenue  par  un  grandnom" 
bre  d^autenrs  que  1  'autorité  de  la  ehose  jugée  appartient  au  jugement 
seul,  et  non  á  ses  motifs,  et  cette  doctrine  se  résume  en  ees  termes: 

autorité  de  la  chose  jugée  n* existe  que  pour  le  dispositif  du  juge- 
ment» (Dr.  Rom.,  tome  6,  page  357.) 

(Es  doctrina  muy  antigua  y  sostenida  por  gran  número  de  autores, 
la  de  que  la  autoridad  de  cosa  juzgada  pertenece  á  la  sentencia  sola- 
mente y  no  á  sus  motivos;  doctrina  que  se  resume  en  estos  términos: 
La  autoridad  do  cosa  jugada  no  existe  sino  en  cuanto  á  la  parte  dis- 
positiva de  lii  sentencia.) 

Puede  verse  que  la  declaración  hecha  por  Savicíny,  no  fué  la  expre- 
sión de  sus  propias  ideas^  como  se  desprende  de  la  lectura  de  la  res- 
puesta de  México,  sino  una  deducción  de  la  opinión  de  otros,  sacada 
de  sus  textos. 

Después  de  esta  declaración  como  base  de  discusión,  Savigny  pro- 
cede á  desenmarañar  lo  que  Uama  las  «confusas  y  erróneas  ideas»  de 
los  partidarios  de  la  doctrina  citada,  con  el  objeto  de  descubrir  su  fun- 
damento. 

En  el  curso  de  esta  interesante  é  instructiva  discusión.  llega  á  la 
conclusión  lógica  é  irrefutable  de  que: 

<  Les  éléments  du  jugement  ont  r autorité  de  la  chose  jugée.»  (Pá- 
gina 

(Los  elementos  de  la  sentencia  tienen  autoridad  de  cosa  Juzgada ). 

Prosiguiendo  el  asunto.  Savigny  divide  los  motivos  en  dos  cla.ses: 
ohjeiivos.  ó  que  constituyen  los  elementos  que  es  necesario  concu- 
rran para  producir  una  sentencia,  y  subjetivos,  ó  que  inlluyen  eii 
el  criterio  del  juez,  para  nc;;:ir  ó  atirinar  la  existcfioia  de  dichos  ele- 
mentos (  página  'Mu  !.  Kii  soizuida.  eslabloficndu  cn  otras  palabras  el 
principio  arriba  enuncionado,  declara  que: 
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<  Les  motifs  objetifs  (les  élnnenls)  adoptes  par  le  jii^e,  ont  Tauto- 
rité  de  la  chose  jugée;  les  motifs  subjectifs  n*ont  raatorilé  de  la  chose 
jugée.» 

(Los  tnotíTOs  objetivos  (elementos)  adoptados  pór  el  juez,  tienen 
autoridad  de  eosa  juzgada;  los  motivos  subjetivos  no  tienen  autoridad 
de  cosa  juzgada). 

Teniendo  en  cuenta  esta  distinción^  no  encuentra  Sátigny  dificul* 
tad  para  reconciliar  las  divergencias  de  opinión  y  explicar  la  mala 
inteligencia  que  ocurre  entre  alj^nnos  autores. 

Las  conclusiones  de  Savjgny  se  resumen  en  estas  palabras  (pá- 
gina 376): 

<  Les  motifs  (tomando  esta  palabra  en  el  sentido  arriba  indicado) 
font  partie  intégrante  du  jugeroent,  et  Tautorité  de  la  chose  jugée  a 
ponr  limites  le  contena  da  jugement  y  compris  ses  motifs.» 

'  (Los  motivos  forman  parte  integrante  de  la  sentencia,  y  la  autoridad 
de  cosa  juzgada  tiene  por  límite  el  contenido  de  la  sentencia  inclu- 
ios sus  motivos). 
•En  seguida  añade: 

«Ce  principe  ímportant,  conforme  á  la  mission  du  juge,  a  óté  for- 
mellement  reconnu  par  le  droit  romaín  et  apliqué  dans  tonte  son  ex- 
tensión.» 

(Este  importante  principio,  conforme  á  la  misión  del  juez,  ha  sido 
formalmente  reconocido  por  el  Derecho  Romano  y  aplicado  en  toda 
su  extensión.) 

0>ntinuando  el  examen  de  las  citas  de  Savigny  hechas  por  el  Sr. 
Mariscal,  nos  permitimos  llamar  la  atención  sobre  que,  en  la  página 
2&  (Elzhibít  A)  de  la  respuesta  de  México,  anexa  á  este  documento, 
se  emplean  los  si^ruientes  términos: 

*En  el  caso  especial  (  que  es  el  nuestro)  de  una  demanda  de  inte- 
reses fundada  en  sentencia  fjiie  los  declaró  debidos,  después  de  liaJjcr 
oído  l;ts  excepciones  del  demandado  contra  ol  derecho  que  alejró  al 
capital  ó  ú  la  loiita,  Savic.ny  es  de  opinión  que  este  derecho  tiene  á 
su  favor  la  auUii  idud  de  la  cosa  jiiz^^ada;  pero  al  mismo  tiempo  ad- 
vierte que  Buchka  resuelve  la  cuestión  en  senUiio  contrario  con  arre- 
al  Derecho  Romano:  que  en  el  mismo  sentido  la  han  resuello  los 
Iribunales  prusianos  poi-  ra/iMi  de  que  el  reconocimiento  de  un  dore- 
«:lio  en  los  motivos  de  ia  dei  isi('»ii  no  ¡>ei"lonece  verda(loraiiieul.tí  á  la 
sentencia,  cuya  sola  parto  resolutiva  conslituye  la  cosa  juzgada;  y 
agrega  Savíüny;  *No  tenemos  sobre  este  punto  la  decisión  del  Dere- 
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dio  RomnTío.  y  los  texto*;  (¡ue  suelen  citarse  son  extraños  á  la  mate- 
ria.»  (D.  H.  2í)í  núins.  3  y  4,  nota  (r)  del  núm.  7,  y  §  299  núm.4 
T.  VI,  p.  |).  :J97,  401  y  44t>.} 

En  los  anteriores  sumario  y  cita,  hay  dos  errores,  enteramente  inex- 
plicables para  nosotros.  Para  comprender  su  naturaleza,  permítase- 
nos citar  los  (érniinos  exactos  empleados  por  Savign y,  tomándolos  de 
las  páginas  458  y  4ñ9: 

«II  en  es!  du  nu'me  quand  le  defendeiir  a  été  condaniué  á  payerles 
intérets  d'une  eréanee  ou  los  arréragts  d  una  rente  aprés  avoir  con- 
testé le  droil  du  demandeur  au  capital  ou  á  la  rente;  ce  droit  se  Inm- 
ve  investi  de  l  autorité  de  la  chose  jugée  par  la  condauination.  (q) 

«leí  encoré  Buchka  a  bien  résola  la  questíon  pour  le  droit  actuel, 
mais  par  le  droit  romain  il  la  resont  á  tort  en  sens  inverse.  Vol  I,  p, 
307,  308:  vol.  II,  p,  148,  191.  J'aí  déjá  sígnale  §  294,  notes  n  etr, 
quelqties  décissions  erronées  des  tribunaux  prussiens  sur  cette  ques- 
tion. » 

«Nous  n'avons  pas  sur  ce  point  de  dccission  du  droil  roinain,  et  les 
textes  que  Ton  a  coutume  de  cíter  sont  étrangers  á  la  matiére.»  . 

(Lo  mismo  í^ucede  cuando  el  demandado  ha  sido  condenado  á  pa- 
gar  los  réditos  de  un  crédito  ó  los  saldos  de  una  renta,  después  de  ha- 
ber refutado  el  derecho  del  demandante  al  capital  ó  á  la  renta;  el  men- 
Clonado  derecho  se  halla  invertido  de  autoridad  de  cosa  juzgada  por 
la  sentencia  condenatoria,  (q) 

(Aquí  también  ha  resuelto  Buchka  la  cuestión  acertadamente  por  lo 
que  hace  al  derecho  moderno:  pero  en  cuanto  al  Derecho  Romano 
la  resuelve  erróneamente  en  sentido  inverso.  He  señalado  ya  (§394, 
notas  n  y  rj  algunas  decisiones  erróneas  de  los  tribunales  prusianos 
sobre  esta  cuestión.) 

(No  tenemos  decisión  alguna  de)  Derecho  Romano  sobre  este  pnn- 
to,  y  los  textos  que  se  acostumbra  citar,  son  extraños  á  la  materia.) 

Una  comparación  entre  la  respuesta  de  México  y  el  texto  de  8a« 
YiGNY,  que  intenta  resumir,  demostrará  que  Buchka  e.staba  de  nmer- 
do  con  Saviony  en  cuanto  al  Derecho  moderno  (circunstancia  que  [»- 
sa  por  alto  el  Sr.  Mariscal ),  pero  al  intentar  resolver  en  otro  sentido 
el  Derecho  Romano,  llega,  en  opinión  de  Savigny,  á  una  conclusión 
errónea  (a  tort);  comentario  igualmente  omitido. 

Contiene  la  respuesta  de  México  tres  citas  de  Griolk  i ,  que  ha  sido 
correctamente  interpretado  al  suponúrsele  en  ojiosición  con  la  opinión 
de  Savigny,  respecto  á  que  ni  los  motivos  .subjetivos  ni  los  objetivos 
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pueden  tener  participación  en  la  autoridad  de  la  sentencia,  y  que  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada  no  abarca  dichos  motivos  (motifs.)*  Sus 
posícicmes  (las  de  Griolbt)»  sin  embargo,  no  aon  del  todo  claras,  y  no 
es  ezagerado  decir  que  son  contradictorias.  Por  ejemplo,  después  de 
referirse  á  las  distinciones  hechas  por  Saticny  entre  los  motivos  sub- 
jetivos y  lo6  objetivos,  dice:  (págs.  8  y  9) 

« Cette  théorie  est  ezacte  dans  sa  plus  grande  partie,  parce  qu'on 
voit  que  M.  Savigny  consídére  comme  motlfs  objectifs  de  la  sentence 
les  rapports  de  droit  en  vertu  desquels  la  condamnation  est  deman- 
dée,  et  les  rapports  de  droit  que  le  défendeur  oppose  au  demandeur 
pour  neutraliser  en  quelque  sorte  Teflet  des  rapports  de  droit  qa*on 
invoque  contre  luí,  et  eviter  ou  amoindrir  la  condamnation.» 

(Esta  teoría  es  exacta  en  su  mayor  parte,  porque  se  ve  que  Savi- 
gny  considera  como  motivos  objetivos  de  la  sentencia  las  razones  de 
derecho  en  virtud  de  las  cuales  se  pide  veredicto  condenatono,  y  las 
lazones  de  derecho  que  el  demandado  opone  al  demandante  para  neu- 
tralizar de  alguna  manera  el  efecto  de  las  razones  de  derecho  que  se 
invocan  contra  él,  y  evitar  ó  disminuir  la  sentencia). 

Más  aún,  en  la  aplicación  de  las  reglas  que  rigen  el  asunto,  Gaio* 
LET  nos  prf)porciona  referencias  que  apoyan  directamente  los  argu- 
mentos de  los  Estados  Unidos.  Pára  hacer  más  claro  el  concepto  de 
Griolet,  respecto  á  lo  que  se  ha  llamado  su  regla,  y  producir  aplica- 
ciones adecuadas  á  nuestra  actual  consideración  del  asunto,  copiamos 
los  extractos  siguientes: 

^I.  Conflamnaliondndéfendeur. — II  est facile de  reconnaítrcíiuels 
8onl  les  droits  sur  lesqueis  la  condafnuation  supposc  une  dóclaralion 
du  jiige  le  plus  souvent  aflirmativo,  (pielque  fois  négative.  Ce  sont  tous 
lesdroits  dont  l'existence,  dans  lo  |iremior  cas,  ou  rinexistencc,  dans 
lesecond  cas,  était  nécessaire  pour  justilier  rordre  sanctionnateur.  * 
(Pág.  120.) 

(I.  Condeiiación  (leí  (li'})mnfhti{(>.  —  Viw\\  os  comuíor  otiále.s  .son 
los  derechos  sobre  los  cuales  supone  la  oondoiiarnjii  una  declaración 
ilel  juez,  las  inás  vr'<'Os  Mtiriualiva,  alguna  ve/  negativa:  son  todos  los 
dereehos  cuya  existenciu,  en  el  primer  ca.-fí,  »'»  la  no  existoncia  en  el 
ísí*gunílo.  era  necesaria  para  justificar  el  orden  de  sanción. j 
De  la  página  \()\  tomamos  los  siguientes  párrafos: 
•Un  rapport  de  droit  peutavoirde nombrciises  conséípienees  etétre 
lobjelde-anctions  diYerses.  Bien  qu'on  n'ait  invoqué  qu'une  seule  de 
cea  consóqucnces  ou  qu'on  n'ait  poursuivi  qu'une  seule  de  ees  sane- 
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tioüs,  la  déclaratioii  que  ie  jugo  a  rondii  s'attache  ¡ui  droit  li!i-m»'nne. 
en  Rort  qii'plle  sfirait  ((pposablesi  oii  iiivoqiuiil  (iiielqiieautredessaii'^- 
tions  (jiie  ce  droit  poiit  rocevoir.  CoUe  (^oiinlusioii  est  conforme  aux 
décissiüns  de  la  juriniprudence  el  sps  fuileut  s. 

«N'est-ellfí  pourtant  pas  contraire  ú  la  ttiéorie  qui  exige  i  ideatilé 
de  I'objcl  do  la  demande? 

'Sans  abaiidoiiner  eette  lliéorie,  oii  reconnait  que  le  juge  saisi  de 
la  revindication  á  titre  héréditaire  prouonce  sur  le  droit  héréditaire; 
que  In  juge  qui  admet  un  enfant  á  la  suocession  de  son  prre  le  décla- 
re  enfant  legitime  (cas.  25  pluv.  an  II.  D.  ch,  j.  Itiü);  que  le  juge  qui 
ne  condamne  qu'au  paíementda  quarl  d'une  créance,  »les  inlérétsdu 
capital,  afUrme,  dans  le  premier  cas,  toute  la  crénnr  o,  et,  dans  le  se- 
cond,  la  créance  du  capital  (req.  20 décembre  ISiiO.  Ü.  ch.  j.  112.ToU' 
louse,  2é  décembre  1,840,  ibid  118).» 

(Una  razón  de  derecho  paede  tener  numerosas  consecaencias  y  ser 
objeto  de  sanciones  diversas.  Ya  sea  que  no  se  haya  invocado  sino 
una  sola  de  estas  consecuencias  ó  que  no  se  haya  perseguido  sino  una 
sola  de  estas  sanciones^  la  declaración  que  el  juez  lia  hecho  se  adhiere 
al  derecho  mismo,  de  manera  que  sería  opuesta  si  se  invocara  alguna 
otra  de  las  sanciones  que  este  derecho  puede  tener.  Esta  conclusión 
está  de  acuerdo  con  las  decisiones  de  la  jurisprudencia  y  sus  autores. 

'  ¿No  será,  sin  embargo,  contraria  á  la  teoría  que  exige  la  identidad 
del  objeto  de  la  demanda? 

Sin  abandonar  esa  teoría,  se  reconoce  que  el  juez,  amparado  por  la 
reiTÍndicación  á  título  hereditario,  sentencie  sobre  el  derecho  heredi- 
tario; que  el  juez  que  admite  un  hijo  á  la  sucesión  de  su  padre,  le  de> 
clare  hijo  legítimo;  que  el  juez  que  no  condena  sino  al  pago  de  un 
cuarto  de  crédito,  ó  de  los  intereses  de  un  capital,  afírma,  en  el  pri- 
mer  caso,  todo  el  crédito,  f,  en  el  segundo,  el  crédito  del  capital.) 

Tomamos  de  la  página  105: 

«II  est  done  bien  admis  daña  notre  droit  que  la  déclaralion  du  ju- 
gement  porte  sur  le  droit  contesté  tout  entier,  et  non  pas  seulment 
sur  le  droit  contesté  relativament  á  la  condamnatíon  qui  était  de- 
roandée.  > 

(£stá,  pues,  admitido  en  nuestro  derecho  que  la  declaraciórj  de  In 
sentencia  alcanza  á  todo  el  derecho  disputado,  y  no  sólo  al  derecho 
disputado  relativamente  á  la  condena  que  se  demanda.) 

Vemos  en  la  página  131: 

«Quelquefois  Texistence  de  plusieurs  droits  est  nécessaire  pour  jus- 
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tifier  la  condamnatíon  poursuimparledemandeur.  Qaan  dcette  eoQ* 
damnation  est  prononcée,  elle  implique  evidenient  Texiateace  de  toas 
ees  droits.  Mais  on  voit  non  moins  aisément  que  l'abeolation  peut  ne 
pas  ayoir  toajours  le  méme  sen».  U  sufBt,  en  effet,  pour  qu'elle  soit 
juslifíée}  qu*an  seui  des  droits  nécessaires  ait  faít  défaiiL  Ainsi  une 
demande  d'intérét  snppose  qu' un  capital  est  duet  que  ce  capital  pro* 
duit  des  intéréts  quí  sont  encoré  dus: » 

(Algunas  veces  es  necesaria  la  existencia  de  yarios  derechos  para 
justificar  la  condenación  perseguida  por  el  demandante.  Cuando  esta 
condenación  se  ha  pronunciado,  implica  eyidentemente  la  existencia 
de  todos  estos  derechos.  Pero  se  ve  no  menos  claramente  que  la  ab- 
solución puede  no  tener  siempre  el  mismo  sentido.  Basta,  en  efecto, 
para  que  esté  justíGcada,  que  haya  faltado  uno  solo  de  los  derechos 
oecesarios.  Asi,  una  demanda  de  intereses  supone  que  ae  debe  unca* 
pital,  y  que  este  capital  produce  intereses  que  también  se  deben.) 

Agregamos  en  una  nota  algunas  referencias  á  decisiones  recientes  de 
los  Países  Bajos  y  á  autoridades  que  apoyan  nuestras  proposíeiones.(*) 

(*)  En  apoyo  de  los  argamento.s  quo  hemo»  aducido  sobre  osle  puiUo,  podemos 
citar  el  •Dmirmuurder's  Maandbkuí,»  Parte  16,Marzo8  de  1900,  deroostnuido  que 
en  el  caso  de  no  juicio  por  renta,  puede  probarse  la  existeocia  del  arrendamiento 
por  referencias  á  ana  sentencia  anterior  en  la  que  el  arrendatario  haya  sido  conde- 
nado á  prttfar  ofro  VPncirninnto. 

Más  aún.  como  se  de-^pn  iulo  do  In  !f«tura  dol  «i'a/ííw  van  Justitie,»  corrospoii- 
diento  al  ailo  do  1901,  página  'ó'¿,  una  d(>cisiúu  do  la  Corte  do  Justicia  do  Leouwar- 
den,  de  ^  de  Mayo  de  1900,  demuestra  que  deben  considerarsecomo  incluidas  den- 
tro  del  alcance  de  ana  sentencia,  las  cuestiones  de  derecho  qoe  el  jaeac  haya  tenido 
que  decidir,  para  llegar  á  la  di'cisi«jn  final. 

Kn  oí  Wi't'kblad  van  fcf  lífchi.  del  7  do  Marzo  de  1900,  número  7,397,  encoii- 
lramo>í  uiin  dfM'isión  ño  la  SiipiPin.i  Oirtf  de  Justicia  de  lo8  Países  Raje*,  en  la  quo 
el  Procurador  General  opuiu  quo  tmia  sentencja  quo  oí  juez,  por  razón  de  ion  argu- 
mentos de  las  partos,  pueda  dar  ó  haya  dado  rot^pecto  a  sug  dorechog,  está  incluida 
en  el  asunto  objeto  de  su  sentenda,  sea  cual  fuere  el  lofar  de  aquélla  en  que  la  de- 
cisión pueda  encontrarse.  El  Teredicto  de  la  Corte,  fué  en  e^te  caso  en  armonía  con 
1<><  anteriores  argumentos,  sosteniendo  que  el  asunto  objeto  de  la  sentencia  no 
fk'be  limitarse  ex<*lu>-ivf? mente  al  rfirftnn  real  puesto  ni  fin.  sino  que  ineluye  las 
decisiones  dictadas  {K>r  el  juez  respecto  á  los  puntds  di>  difeip-nria  surgidos  entre 
ks  partes  en  cuanto  á  sus  derechos,  con  tal  que  si?  iiayan  cumplido  lus  requisitos 
de  la  «efunda  cláusula  del  art.  19M.  (  Kste  articulo  requiere  qae  Ja  demanda,  pa- 
ra eonstitair  cosa  juagada,  se  base  sobre  la  misma  causa  y  haya  sido  hecha  por  y 
contra  las  mismas  partes  en  la  misma  extensión.)  En  el  caso  en  cuestión,  se  sos- 
tuvo que,  aunque  se  siguieron  dos  pleitos  entro  las  mismas  partes,  con  relación  al 
ini»mo  asunto,  en  realidad  el  juicio  «eguido  era  uno  y  sólo,  dependiente  de  \»  mii»- 
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Hasta  ahora  nos  hemos  referido  á  los  elemeuios  que  entran  en  la 
sentencia  y  para  los  que  pedimos  la  autoridad  de  cosa  juzgada.  Negar 
á  dichos  elementos,  tan  ligados  en  el  conjunto  sobre  el  que  fina! mente 
se  dictó  una  sentencia,  la  autoridad  de  cosa  juzgada  y  aceptar  la  po- 
sición tomada  por  el  Gobierno  mexicano,  seria  adoptar  la  conclosíón 
de  que  es  correcto  consífier^ir  el  cociente  como  cosa  justada,  pero  no 
podemos  dividir  el  mencionado  cociente  en  sus  dos  elementos  de  mul- 
tiplicando y  multiplicador  y  considerar  la  sentencia  como  determinan- 
te del  monto  del  multiplicando. 

Podríamos  admitir  de  buen  grado  que,  en  el  sentido  subjetivo,  tan 
bien  definido  por  Savigmy,  no  deben  considerarse  los  motivos  como 
integrantes  de  la  cosa  juzgada,  y  aplicando  esta  doctrina,  decir  sim- 
plemente que  tas  razones  que  influyeron  en  el  criterio  de  la  Gomistdn 
Mixta  para  determinar  que  la  suma  de  $43,080.79  y  no  otra,  fué  el 
multiplicando,  asi  como  que  los  Obispos  Católicos  Romanos  de  Cali- 
ma causa,  que  era  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato,  y  por  oso  la,  primer  sen- 
tencia m  recibió  como  evidencia  condayente  respecto  á  los  hecho9  que  afectal>an 
á  tal  contrato. 

En  la»  «Observacionee  respecto  á  los  artículos  del  Código  Civil,*  por  C  W.  Op* 
aoomer,  tercera  edición,  págs.  879  á  281,  so  encaentni  una  disensión  del  asunto  que 

ocupa  nuestra  alpnci»'»n.  El  expresado  autor  jiiz^a  que: 

«Todo  aquello  (jue  una  vez  hrn'.i  )>;isriíln  pm-  lodos  los  rprjui-ilo--  do  nn  juicio  y 
haya  sido  legalmente  decidido  por  <.*!  juez,  no  debe  jwnerse  en  duda  posteriormente.* 

Prosiguiendo  la  discusión,  agrega: 

•De  lo  que  aquí  se  ha  discutido  se  desprende  que,  como  las  bases  legales  son  en 

realidad  partes  Tundamentales  de  la  sentencia  del  juez,  deben  ser  completamente 

independientes  del  lugar  on  qne  figuran  en  tal  sentencia.  Es  indiferente  que  estén 
en  !n  llam;uln  -dispositiva-  ó  on  cualquier  otro  !ii<rí»r.  Son  autoridad,  no  por  el  lu- 
gar en  que  apareztuiii,  sino  por  la  inseparable  conexión  que  tienen  con  la  decisión 
inmediata.  Los  que  soparan  la  ba.<>e  legal  de  la  decisión,  siguen  el  abstracto  sistema 
que  en  la  naturaleza  de  las  cosas  considera  como  dividido  lo  que  nuestra  £scultad 
divide.» 

Las  opiniones  del  Dr.  Opzoomer  están  ampliamente  incluidas  en  la  Ley  Civil  de 
los  Países  Rhío«,  pnrtp  torcern.  i  (1¡<  i('in  de  1874,  pág,  '¿Üi  y  siguientes.  Sin  citarlas 
eu  toda  su  extensión,  djci-  ;inl(ir; 

«bus  (las  del  Dr.  Opzoomer;  opiniones  son  á  mi  juicio,  las  correctas,  (p.  2^.) 
Una  sentencia  t^p.  256  )  que  decide  la  ezistenda  ó  no  existencia  de  una  demanda 
por  deuda  que  produce  intereses,  debe  considerarse  como  sosteniendo  ó  refutando 
una  demanda  relativa  á  intereses  no  pagados,y  poró  contra  una  demanda  por  pago 
de  deuda,  puede  apelarse  de  una  sentencia  en  que  se  ha  dictado  una  decisión  res- 
pecto á  una  demanda  de  intereses  basada  en  la  existencia  ó  no  existencia  de  la 
deuda.  * 
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fornia  eran  los  acreedores  légralos  y  tenían  derecho  á  demandar  anual- 
mente la  suma  arriba  indicada,  deben  desecharse  por  no  entrar  en  la 
cosa  juzgada,  limitándonos  simplemente  á  demandar  los  elementos 
substanciales  de  la  sentencia. 

Si  no  es  correcto  nuestro  argumento,  y  el  beneficiariot  el  número  de 
abonos  por  los  que  se  ha  pronunciado  sentencia  v  oí  monto  anual 
decadaabono  no  forman  parte  de  la  dispositiva  del  laudo;  si  no  puede 
examinarse  la  sentencia  con  objeto  de  determinar  estos  varios  ele- 
mentos, para  informamos  de  cuáles  créditos  anuales  deben  satisfa- 
cerse con  pago,  entonces,  bien  podrían  los  Estados  Unidos  declarar  en 
lo  de  adelante  que  aunque  se  ha  obtenido  contra  México  sentencia  por 
una  gruesa  suma,  tal  sentencia  no  puede  constituir  impedimento  pa- 
ra acción  posterior  por  uno  de  los  factores  de  la  anterior  sentencia, 
tal  como  un  pago  anual  especia).  Por  supuesto  que  semejante  conclu- 
sión se  consideraría  absurda.  ' 

Hemos  aceptado,  hasta  ahora,  de  una  manera  argumentativa,  la  po- 
sibilidad de  que  la  determinación  del  monto  de  las  anualidades  y  el 
número  de  años  que  calculó  no  cubiertos  la  Comisión  Mixta,  pudieran 
clasificarse  entre  los  moUfs  del  laudo.  Exi  realidad,  creemos  que  estos 
elementos  están  exactamente  incluidos  en  su  parte  resolutiva,  no  sien- 
do los  motivos  sino  el  razonamiento  que  conduce  al  resultado.  Res- 
pecto al  laudo  en  sí  mismo,  leemos  lo  que  sigue:  (Transcript,  pági- 
na 609). 

«Asi  pues,  el  monto  anual  de  intereses  que  corresponde  á  la  Iglesia 
Católica  Romana  de  la  Alta  California,  es  de  1 43,080.79,  y  la  suma 
tota!  por  21  años  será  de  $904,700.79.» 

Este  el  es  laudo  del  árbitro,  quien,  después  de  algunas  observacio- 
nes, añade: 

«El  ái'bitro,  por  lo  tanto,  resuelve  que  el  (robierno  mexirario  pague, 
por  cuenta  del  crédito  arriba  omiiiciado,  la  suma  de  novecientos  cua- 
tro mil  setecientos  pesos  setenta  y  nueve  centavos  ($904,700.79)  con 
intereses. > 

Estas  dos  cláusulas,  por  lo  menos,  constituyen  parto  de  la  rcsoluti- 
Ta  ó  disjiosiiif  áe\  laudo,  y  al  considerarlas  así,  la  autoridad  do  cosa 
juzgada  de  la  cuestión  relativa  A  los  pajíos  anuales  está  fuera  aun  de 
lada<la  que  hñ  intentado  haeor  suPiiir  iMóxieo,  bajo  la  supuesta  auto- 
ridad de  Lai  ki:nt,  invocada  prinieraniente  por  el  Sr.  Mariscal  y  aban- 
donada después,  y  ünalmente,  bajo  la  autoridad  de  (triolet,  arriba  ana- 
lizada y  que  hemos  demostrado  ser  improcedente  en  el  sentido  en  que 
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fué  invocada  por  el  .Seflor  Ministro  de  Kelaciones  para  sostener  su  po* 

sirióii. 

l'rosijjniendo  la  discusión  relativa  al  asunto  de  res  jicHcata.  el  So- 
ñor  Mariscal  so  reílerf»  á  una  carta  del  Secretario  do  üsíado  de  los  Es- 
til  os  Tnidos  al  Ministro  español,  Sr.  Muruaga,  sobre  los  fallos  délas 
Curtes  internacionales. 

«No  deben  consirlorarse  como  autoritarios,  í^ino  en  el  cn<  >  ^-i^ocial 
que  se  decide.  No  obligan  en  manera  alguna  al  Gobierno  de  los  dista- 
dos Unidos,  sino  en  los  casos  sobre  que  se  han  dictado.  > 

En  una  nota  puesta  al  calce  del  Apéndice  de  esta  réplica,  hemos 
agregado  en  el  lugar  correspondiente,  todo  el  párrafo  contenido  en  la 
carta  de  Mr.  Bayard,  Secretario  de  Kstado,  y  citado  parcial  é  impe^ 
fectamente  por  el  Sr.  Mariscal. 

Al  hacer  las  referencias  arriba  indicadas,  el  Sr.  Mariscal  (lo  hace- 
mos observar  respetuosamente),  ha  cometido  el  mismo  error  señala- 
do en  la  página  55  de  nuestro  primer  alegato,  bajo  el  encabezado  de 
«The  Doctrine  of  Orerruled  Cases».  Una  vez  más  ha  confundido  el 
Señor  Ministro,  el « stare  dectsia  >con  rea  ptdieaia.  En  la  alusión  que 
ahora  hace,  el  Sr.  Üayard,  Secretario  de  Estado,  rehusó  reconocerla 
autoridad  de  una  decisión  adoptada  por  ciertas  partes  con  relación 
á  determinado  asunto,  por  haber  sido  invocada  á  efecto  de  normar  su 
conducta  en  una  controversia  relativa  á  una  dificultad  surgida  entre 
otras  partes  sobre  un  asunto  diferente.  En  otras  palabras:  como  era 
natural,  el  Sr.  Bayard  rehusó  reconocer  la  doctrina,  no  de  res  judi- 
coto,  sino  de  «stare  decisis.* 

No  habiéndose  invocado  en  favor  del  Gobierno  de  México  otra  re- 
ferencia encaminada  á  demostrar  que  la  doctrina  de  resjudicala  no 
se  aplica  á  los  tribunales  arbitrales,  sino  la  ya  citada,  podemos  llegar 
á  la  conclusión  de  que  ninguna  otra  existe. 

En  oposición  á  los  argumentos  del  Sr.  Mariscal  respecto  á  que  las 
decisiones  de  los  tribunales  arbitrales  no  tienen  la  autoridad  de  cosa 
juzgada,  lent'inosja  fortuna  de  poder  citar  al  mismo  Sr  .Mariscal,  que 
dirigiéndose  al  íSr.  Clayton,  con  fecha  28  de  Noviembre  de  190()  (Co- 
rrespondencia Diplomática,  padrina  31  ),  escribe  lo  si«ruiente: 

«  Nadie  ncfrará,  por  cierto,  (pie  el  de  res  judicala  pí  o  vertíate  (ic-^ 
ci¿j¿íétr  es  LUI  pi  iijijii'iu  adiuituio  en  todas  las  legislaciones  y  perlene- 
cieiite  al  Derecíío  f\otn;ino,  Xi  os  do  rie<:.irse  tampDoo.  que  un  tribu- 
nal <')jiiez  uislituidos  piir  el  Arbilrajeluleruacioual,  á  sus  decisiones 
^dictadas  ileulro  de  los  Umíiea  de  m  jurisdicción*   se;;ún  1ü.s  tur- 
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roíaos  empleados  por  la  autoridad  citada  por  el  Si\  ¡McCreery)  la  au- 
toridad de  cosa  juzgada;  pero  dar  en  la  práctica  la  misma  autoridad 
directamente  encaminada  en  la  decisión  á  terminar  un  litigio,  á  los 
considerandos  ó  premisas  no  expresados  precisamente  como  {)iintos 
decididos  por  el  juez^síno  simplemente  mencionados  por  él  en  los  fun- 
danientos  de  su  decisión,  ó  invocados  como  antecedentes  necesarios 
en  interés  de  la  parte  que  interpreta  la  decisión,  es  cosa  muy  diferen- 
te y  no  puede  considerarse  de  la  misma  manera.» 

Ahora  bien,  en  el  curso  de  la  actual  respuesta  á  que  esta  réplica  se 
refiere,  el  Sr.  Mariscal  ha  negado  claramente  la  jurisdicción  de  la 
Comisión  Mixta.  Según  las  citas  arriba  hechas,  si  no  hubiera  nega- 
do tai  jurisdicción,  las  decisiones  de  la  Comisión  mencionada  tendrían 
«la  autoridad  de  cosa  juzgada.  > 

Que  el  Comisionado  mexicano  (Miembro  de  la  Comisión  Mixta  de 
1868),  creyó  que  el  laudo  constituiría  rea  judicata,  puede  verse  en 
las  págs.  44  y  45  del  alegato  del  Agente  y  Abogado  de  los  Estados  Uni* 
dos:  y  que  el  primer  Abogado  de  México  convino  en  dicha  suposición, 
está  ampliamente  demostrado  en  la  página  14  del  alegato  de  los  Se- 
Dores  Doyle. 

Nos  es  grato  poder  añadir  á  esta  réplica,  una  referencia  á  la  Ley 
íüríl  de  los  Países  Bajos,  edición  de  1874,  parte  III,  página  242,  á  efec- 
to de  que.  con  relación  á  la  co.sa  juz^^ada  «aun  las  sentencias  de  los 
arbitros  están  precisamente  en  las  mismas  condiciones  que  la3  deci- 
siones judiciales*  > 

No  nos  parece  inadecuado  en  estos  momentos  congratular  al  pre- 
sente Tribunal,  por  el  hecho  de  que  la  primer  controversia  sometida 
á  arbitraje,  bajo  las  disposiciones  de  la  CouvenciiSn  de  La  Haya,  pon- 
drá á  esta  Corte  en  situación  de  declarar  una  vez  por  todas,  si,  á  su 
juicio,  os  conforme  á  derecho,  que  á  los  fallos  de  los  tribunales  arbi- 
trales debe  atribuirse  por  lo  menos  el  mi.suio  carácter  solenme  y  con- 
«'Uiyeiile  que  tienen  las  sentencias  de  las  cortes  memis  iinp  triantes, 
'licladas  sobre  las  disputas  más  baiadíes  que  pueden  surgir  entre  hom- 
bre y  hombre. 

Si  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje  no  puede  dar  á  sn.s  íallos  ma- 
yor duración  y  ti  nulidad  (¡ur'  lo  que  puede  infeiir.se  de  la  piesenle  res- 
IHieslii  de  Méxicü,  íornniladu  por  el  Sr.  Mariseri],  entonce*:  en  verdad 
l>Klría  considerarse  como  .sombría  y  desalentadora  toda  esiiuran/a  de 
¡irbiUitje  <o!oinne  y  conchiyeiile.  Los  Estados  l'nuios  se  adhieren  á 
una  institución  que  creemos  hablará  en  el  porvenir  muy  alto  en  favor 
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de  la  paz  y  bienestar  del  mundo,  en  cuanto  tienda,  sí  se  sostiene}  á  ase- 
gurar  en  absoluto  el  arreglo  pacífico  de  muchas  dificultades. 

Bajo  un  encabezado  adicional  del  presente  párrafo,  el  Sr.  Mariscal 
alega  que  cualquier  derecho  que  hayan  podido  tener  los  reclamantes 
á  principios  del  año  de  1848,  fué  extinguido  completamente  por  el 
Tratado  de  Paz  y  Amistad  que  se  celebró  en  el  2  de  Febrero  del  mis- 
mo año  entre  México  y  los  Estados  Unidos;  y  todo  ésto,  por  razón  de 
que  el  articulo  XIV  del  mencionado  Tratado,  declara  que  todas  las 
deudas  y  créditos  que  los  ciudadanos  del  segundo  de  dichos  países  pu- 
dieran tener  contra  el  primero  y  que  no  hubieran  sido  decididos  hasta 
aquella  fecha,  deberían  considerarse  como  terminados  y  cancelados 
para  siempre. 

La  causa  verdadera  de  la  inserción  de  este  artículo  en  el  mencio- 
nado Tratado,  se  encuentra  en  el  hecho  de  que  algunos  años  antes  y 
con  anterioridad  al  rompimiento  de  hostilidades  entre  los  dos  países, 
había  estado  en  sesiones  una  Comisión  formada  para  el  arreglo  de  cié- 
ditoe  existentes  entre  los  ciudadanos  de  un  país  y  el  Gobierno  del  olro 
respectivamente;  que  muchos  de  dichos  créditos  habían  permaneci- 
do insolutos  legalmente,  y  que  ambos  Gobiernos  deseaban  poner  tér- 
mino á  los  antiguos  litigios.  Este  artículo  no  podía  tener  la  menor 
relación  con  los  créditos  de  aquellos  que  se  hicieron  ciudadanos  de 
uno  de  ambos  países  después  de  la  fecha  del  Tratado.  El  argumento 
que  sobre  este  punto  aduce  ahora  el  Sr.  Mariscal,  fué  foiumlado  por 
el  riolíieriiü  inexioano  on  el  litigio  soinelido  á  la  considoraeión  de  la 
primera  Comisión  Mixta,  y  resuelto  dr-favMi-ihleiiKMilc  pani  Móxico, 
pues  en  verdad  que  no  podía  liabor  sido  la  iutoiiciiMi  do  diclio  pai^i  la 
de  cancelar,  por  un  tratado  rdehrado  entre  si  y  los  K-latlos  I  nidos, 
demandas  formuladas  por  a([nollos  que,  hasta  la  focha  do  la  lirmadel 
mencionado  Tratado,  habían  sido  sus  prí»pios  ciudadanos. 

Alo<rn  tarubión  México  que  el  cródito  en  cuostiún  se  ha  extinguido 
porque,  siendo  de  naturaleza  de  auuaiidatl,  de  una  ú  otra  espec?o.  de- 
be considerarse  como  propiedad  real,  sujeta  á  la  legislarión  dei  país 
en  que  está  constituida,  y  limitada  por  la  prescripción.  (Statule  of 
Limitations.) 

Hasta  ahora  no  se  ha  so-tenido  ante  los  tribunales  arbitrales  que 
una  demanda  sometida  á  ellos  pueda  desecharle  por  raz/ui  de  la  exis- 
tencia de  una  ley  de  este  género;  tal  ley  no  puede  tener  autoridad  al- 
guna en  las  Cortes  Internacionales.  Como  es  bien  .sabido,  el  objeto  y 
efecto  de  esta  clase  de  leyes,  es,  no  el  de  extinguir  el  derecho,  sino  den- 
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echar  la  acción  que  pudiera  entablarse.  Por  eso  los  demandantes  pue- 
den desistirse  de  su  ejercicio,  y  el  solo  acuerdo  de  someter  una  deman- 
da  ai  Arbitrtge,  es  un  desistimiento. 

Por  los  términos  del  Protocoio,  se  ha  convenido  entre  los  dos  paí- 
ses litigantes  que  se  procure  especialmente  determinar  si  la  deman- 
da está  dentro  del  principio  esencial  de  res  jttdicaiaf  y  de  no  estarlo 
se  determine  si  dicha  demanda  « es  justa, » y  que  sí  se  dicta  sentencia 
contra  la  República  de  México,  sea  « por  la  cantidad  que  resulte  justa, 
según  los  argumentos  y  pruebas.»  Aun  sin  estas  cláusulas  especificas 
qae  por  si  mismas  impiden  toda  apelación  á  un  estatuto  de  limitaciones 
y  ofrecen  una  consideración  absolutamente  determinante  de  la  defensa 
qae  ahora  hace  México,  los  tribunales  internacionales  son  guiados  en 
808  procedimientos  por  aiaplíos  principios  de  derecho  y  justicia,  y  eS' 
te  Tribunal  no  puede,  por  lo  tanto,  reconocer  que  una  injusticia  se 
convierta  eñ  justicia,  por  el  simple  transcurso  del  tiempu,  y  sin  una 
calpable  negligencia  de  parte  del  acreedor  ó  por  el  simple  heoho  del 
deador  en  declarar  que  se  deseche  la  demanda. 

Después  de  las  razones  arriba  apunUidas,  podemos  desechar  sin  más 
discusión  las  referencias  hechas  á  Sala,  («Derecho  Real  de  Kspañu,» 
Tom.  1,  Lib.  2*,  tít.  14,  art.  1,10:J.  Códi^ro  Civil:  el  decreto  de  22  de 
Junio  de  1885,  y  el  articulo  XV  del  de  ü  de  Seplienjbre  de  1894),  aun 
cuando  no  fuere  cierto  que  la  demanda  de  que  se  trata,  en  la  propor- 
ción que  entonces  deven^ruba,  fué  presentada  á  México  antes  de  que  la 
mrnciuuada  ley  .surtiera  sus  efectos,  ó  sea  cu  17  de  Ajaoslo  de  18131. 
( Corresponden*  ia  I )ipl(Mnáti(  a.  prí*;.  8.)  Precisamente  en  esa  lecha 

« 

pagó  México  el  úilinio  abono  de  la  primera  seulencia. 

IV 

Los  Sres.  Stewart  y  Kappler  han  demostrado  de  tal  manera,  en  el 
alegato  presentado  por  ellos,  que  el  objeto  del  Fondo  Piadoso  era  el  de 
sostener  ta  Iglesia  Católica  y  sus  misiones,  así  como  el  de  civilizar  y 
convertir  á  los  indios?  que  no  es  necesario  consagrar  mucho  tiempo 
al  punto  discutido  por  México  bajo  el  encabezado  de  este  párrafo.  De- 
bemos, sin  embargo,  hacer  notar  que  la  actitud  de  México  se  basa  en 
gran  parte  sobre  el  dominio  ejercido  por  el  Gobierno  mexicano  sobre 
lodos  los  bienes  de  la  I^^lesia,  y  el  hc(;ho  de  que  desde  la  separación  de 
California,  ha^ía  ejeicido  legalmente  este  dominio  aun  con  perjuicio 
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de  los  Obispos  de  California.  Al  considerar  ente  argumento,  no  hay 
que  {)erder  de  TÍsla  el  hecho  de  que,  en  la  época  de  la  cesión  de  la 
Alta  California  á  los  Estados  Unidos,  México  estaba  bajo  la  obligaciÓD 
reconocida  de  pagar  cierta  renta  á  los  Obispos  de  California  para  obje- 
tos del  culto,  renta  basada  en  el  valor  calculado  de  las  propiedades 
del  Fondo  Piadoso.  Muy  poco  después  de  la  cesión  se  conTirtió  el  Obis- 
pado de  la  Alta  California  en  corporación  amparada  exclusivamente 
por  la  ley  de  los  Estados  Unidos.  Quedaba,  pues,  á  México  la  obliga- 
cidn  de  pagar  dicha  renta,  ó,  por  lo  menos,  una  proporción  adecuada, 
al  Obispo  de  California,  por  encontrarse  el  mencionada  territorio  en 
los  Estados  Unidos,  y  cualquiera  que  haya  sido  la  autoridad  de  México 
para  confiscar  las  propiedades  déla  Iglesia  Católica  Romana  de  dicho 
territorio,  esta  autoridad  no  podía  extenderse  á  propiedades  ó  rentas 
pagaderas  á  una  Corporación  reli^osa  que  se  había  nacionalizado  en 
otro  país  cuyas  leyes  no  reconocieron  ni  en  sí  ni  en  otro  Estado  extran- 
jero, el  derecho  de  secuestrar  his  propiedades  de  la  Iglesia  sin  una 
justa  compensación.  En  otras  palabras,  aun  concediendo  (y  no  hace- 
mos tal  concesión)  que  México  luvieia  el  flerecbo  de  secuestrarlas 
propiedades  de  sus  propias  corporaciones  roliíiiosas,  este  derecho  no 
podía  ejercitarse  contra  las  toiporaciones  ó  personas  morales  délos 
Estados  l'nidos.  Sostener  lo  ct>ntrario.  sería  d;ir  nn  efecto  extraterri- 
torial al  supuesto  derecho  de  secuestro  ()  conli-iMruín. 

Para  oxjilicar  .sobre  este  punto  la  artiind  ic;ral  del  Obispo  de  Cali- 
fornia, bajo  las  leyes  mexicanas,  nos  reíet  irotnos  al  argumento  del  Se- 
ñor Aspiro/.  p;'tu.  395,  §  12()  del  Transcript.  que  declara  lo  siguiente: 

« 126,  La  erección  meramente  e;uii')iiica  do  la  bjlesia  de  las  Cali- 
fornias le  habría  dado  título  dentiode  la  Ijilesia  universal  en  el  orden 
religioso:  mas  no  habría  bastado  para  que  ella  obtuvie-e  el  reconici- 
miento  del  soberano  del  país.  Por  eso  se  instituyó  (iieba  Iirle^ia  en 
virtud  de  un  deereto  del  Ctmgreso  mexicano.  Y  esto  (|uc  so  verüiea- 
bu  en  una  naeiiui  oíieialmente  entóüea.  es  lo  mismo  que  esta!)leeon 
las  leyes  de  los  Kstado-  ruidos  ¡íara  el  rceonneimiento  de  una  ror- 
poraeióii  poi-  la  ley  iHibliea.  se^jún  se  ha  declarado  por  repelidas  eje- 
cutoria--, de  acuerdo  con  el  derei-bo  público  de  lorias  las  naciones.  ^ 

Teniendo.  pne«,  la  í^jlesia  nna  existencia  b'^^al  reconocida  y  estan- 
do en  posesión  de  eierlos  derechos  idoi-^rados  por  las  leyes  de  México 
en  la  época  de  la  cesión  de  ('alifornia  ;i  los  Kstados  Tiddos,  tenía  de- 
recho» segúu  los  principios  de  la  Ley  Inlernacional,  á  conservar  su 
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existencia  legal  bi^o  la  nueva  soberanía,  como  fué  establecido  en  el 
laudo  del  árbitro.  (Transcript,  pág.  606.) 

Al  argumento  invocado  en  favor  de  México,  de  que  la  no  existen- 
eia  de  indios  bárbaros  é  idólatras  debería  traer  consigo  el  retiro  de 
las  subvenciones  ofrecidas  á  los  misioneros,  contestaremos  con  nues- 
tra primera  observación  respecto  á  que  México  ha  olvidado  aparente- 
mente  el  primero  y  principal  objeto  de  la  institución  del  Fondo,  que 
fué  el  de  sostener  la  Iglesia  Católica  y  sus  misiones,  «de  manera  que 
ftiin  en  el  caso  de  que  toda  la  Calirornia  estuviera  civilizada  y  con- 
vertida á  nuestra  «anta  fe  católica,  el  producto  de  dichas  propiedades 
será  aplicado  á  las  necosidades  de  las  expresadas  misiones  y  su  soste- 
nimiento. >  Por  esta  razón,  la  observación  contenida  en  la  página  13 
de  la  respne>ta  de  México,  respecto  á  que  «hay  que  tener  en  cuenta 
que  en  la  Alia  California  no  existen  trihue  de  indios  báibaios  cuya 
sujeción  al  poder  secular  de  la  Nueva  K.spafia  y  convcrsiiMi  á  la  feca- 
lólica  fué  el  t>l>jcU)  princijial  ó  lin  directo  de  las  misiones  de  los  jesuí- 
tas dotadas  con  los  bienes  del  Pondo  l-  iadoso  de  (^^allíornia, '  resulta 
inmaterial,  é  incompetente  y  fuera  de  propósito  todo  argumento  que 
tienda  á  sostener  osle  punto. 

Deseamos,  sin  embarco,  hacer  tonstar  torm¡n;intemente  que  nega- 
mos la  de  laración  del  hecho  arriba  citado,  sea  cual  fuere  la  forma 
011  que  liiíure  en  la  respuesta  de  México,  Hay  en  l:i  Alta  (lalifornia, 
c  uno  estamos  preparados  á  demostrar  si  necesario  fuere,  muchos  mi- 
llares de  indios  bárbaros  al  misiiu)  tiíMnpo  que  toda  la  lírlesia  flató- 
lica  Romana  del  mencionado  lerritorioestá  reconocida  canónicamente 
mn  rarácter  de  misionera.  Asimismo  la  desaparición  de  la  población 
iiidí,:t  na  de  la  Baja  California  está  gráíicamente  demostrada  en  el 
Enhibit  C. 

V 

En  el  párrafo  correspondiente  á  este  encabezado  de  la  respuesta  de 
México  se  alega  (pie  el  Gobierno  mexicano  poseía  el  derecho  exclusivo 
(Je  invertir  el  Fondo  y  aplicar  sus  productos,  según  el  deseo  de  los  do- 
nantes, y  que  este  derecho  ha  sido  reconocido  por  parte  de  losdemaní- 
daotes.  Negamos  ambas  proposiciones. 

El  mismo  f  lobierno  mexicano  ha  admitido  en  su  legislación,  como 
iohemos  indicado  en  éste  y  en  otro  alegato,  bajo  el  encabezado  de  pá- 
rrafo 1,  (p  p.  1  y  2)  que  el  Obispo  de  California  era  la  persona  indica- 
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da  para  aplicar  los  productos  del  Fondo,  según  la  intención  de  los  do- 
nan tes.  Negamos,  además,  como  cuestión  de  derecho,  que  alguna  otra 
persona  que  no  fuere  el  Obispo  de  California  pudiera  haber  adminis* 
trado  legalmente  los  fondos  instituidos  en  beneficio  de  la  Iglesia,  de 
acuerdo  con  tos  deseos  de  los  constituyentes  del  Fondo  Piadoso,  y  es- 
te argumento  fué  ampliamente  reconocido  por  México  en  las  distinbis 
leyes  á  que  hemos  hecho  referencia  en  el  curso  de  este  alegato^  así 
como  sostenido  por  su  regla  de  conducta  establecida. 

El  distinguido  Seftor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  México,  in- 
curre nuevamente  en  error,  como  lo  hemos  dicho,  al  declarar  haber  sido 
reconocido  p!>r  el  reclamante  el  derecho  exclusivo  del  Gobierno  mexi- 
cano para  invertir  el  Fondo  y  aplicar  sus  productos.  Para  llegar  á  esta 
conclusión,  hace  (como  puede  verse  en  la  nota  de  traducción  de  la 
respuesta  adjunta)  una  cita  parcial  y  del  todo  imperfecta  del  alegato 
presentado  en  favor  de  los  Obispos  Católico  Romanos  de  California, 
omitiendo  algunas  sentencias  enteras  y  parte  de  otra  que  explica  y 
define  la  defensa  invocada  por  los  Obispos.  Corrigiendo  los  errores  y  su- 
pliendo las  omisiones,  es  manifiesto  que  el  argumento  de  las  partes  inte- 
resadas fué  el  de  que  México,  como  comisario,  se  habia  gravado  con 
el  pago  de  una  cantidad  determinada,  fijada  por  el  Gobierno  mexicano 
en  una  suma  igual  al  6  por  100  sobre  la  capitalización  total  del  Fon- 
do Piadoso;  que  el  mismcí  país  había  reconocido  el  carácter  definiti- 
vo del  crédito  que  se  le  demanda,  por  el  pago  de  cierta  cantidad  anual: 
que  habiendo  asumido  una  administración  y  dctcniiinrido  pairar  una 
anualidad  al  Obispo  de  California,  no  estaba  en  libertad  de  faltar  á  di- 
cho compromiso.  No  puede,  pues,  decirse  (ni  pueden  los  términos  em- 
pipados 01!  favor  de  los  Obispos  for/.ar.se  hasta  darles  ese  sentido),  que 
se  haya  rer^ononido  á  México  el  derecho  de  administrar  el  Fondo  y 
aplicar  sus  i)roductos  de  otra  manera  que  entregándolo»  á  loa  Obispos 
de  California. 

VI 

Ksto  párrafo  do  la  respuesta  de  México  conduciría  á  la  inferencia 
( para  vo  M])  ivo  o  <'ontradp-('¡<m  han  podido  ¡nforinc  los  l'.stados  l'ni- 
dos)  de  i\nc,  dosdo  l<Sí-8,  Móxi<.:o  ha  cnnconlrado  su  cuidado  v  protec- 
ción p!>r  lo  que  toca  al  Fondo  Piado-^o,  oii  la  Baja  (lalifornia.  Ku 
verdad,  no  consideramos  <ie  importancia  este  hecho.  El  punto  más  im- 
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portante  es  el  de  que  los  príncipalee  beneftcíaríos,  (la  Iglesia  Católica 
de  la  Alta  California  y  las  Misiones  sabordinadas  á  ella),  no  han  reci- 
bido ayuda  protreniente  del  Fondo,  de  cuya  renta  eran  los  principales 
acreedores  desde  1848,  excepto  como  resaltado  del  laudo  de  la  Comi- 
aióo  Mixta.  Para  demostrar  la  desaparición  de  los  Indios  de  la  Baja 
CBlifomia,  referimos  de  nuevo  á  la  Corte  al  anexo  adjunto. 

VII 

Quedamos  en  una  posición  desventajosa  para  contestar  á  este  pá- 
rrafo de  la  respuesta  de  México,  por  reservarse  dicho  país  el  derecho 
de  presentar  en  el  curso  de  los  procedimientos  una  base  de  arreglo, 
qtie,  seíTun  dice,  no  le  ha  sido  posible  terminar  aún.  Tenemos  sin  em* 
bnrgo  algunas  consideraciones  que  hacer. 

Cn  lugar  del  argumento  que  invoca  en  seguida  México»  re^wcto  á 
que  la  justicia  pide  el  privilegio  de  pagar  en  plata  toda  sentencia  que 
recaiga  contra  dicho  país,  insistimos  en  que  la  justicia  demandaría 
mis  naturalmente  que  se  cargara  á  México  un  interés  sobre  cada  pago 
anual  omitido  desde  el  24  de  Octubre  de  cada  año  anterior  hasta  la 
fecha  del  Protocolo  formulado  para  el  presente  Tribunal. 

México  ocupa  el  puesto  de  un  cüiiiis;ir¡o.  El  incuestionable  deber 
de  un  comisario  es  el  de  hacer  pagos  al  boneficiario  á  medida  que  los 
plazos  se  vencen.  Un  coaiisariü  íjue  retenga  los  pagos  en  cuestión,  es, 
y  en  derecho  debe  ser^  responsable  de  intereses  desde  la  fecha  de  su 
falla  de  pago. 

Hace  México  á  los  Kstados  Unidos,  adeínás,  el  cargo  de  haber  exa- 
gerado el  crédito  por  el  hecho  de  que  en  el  primer  laudo  se  incluyó  en 
las  bases  de  cálculo  de  la  Coini.sióu  la  propiedad  que  perteneció  á  la 
Marquesa  de  las  Torres  de  Rada,  y  dice  que  su.-  aserciones  á  ese  res- 
pecto «.sorprenderán,  .sin  duda,  á  Ion  reclamantes,  que  han  hecho  un 
estudio  prolijo  do  lo  relativo  á  la  donación  de  dichos  biono^;  hechaal 
B'üiidoPiado.so;  pero  es  do  ad^'ertir  que  muy  recienleinonto  se  han  des- 
cubierto en  el  Archivo  (¡oneral  de  la  Nación  datos  itnportantísinios 
que  compruobnn  lo  anterior^  (la  declaración  anterior  es  la  de  que  el 
valor  de  las  jiropicdades  de  la  Marquesa  de  las  lorres  de  Hada  forma 
la  mayor  parte  de  la  cantidad  reclamada,  y  sin  embargo,  no  hay  funda- 
mento legal  para  reclamarlo.) 

Las  reclamantes  están  sorprendidos,  en  efecto,  por  esta  aserción, 
pero  DO  en  ei  sentido  que  México  supone.  Los  hechos  contenidos  en 
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el  volumen  de  lo^  antiguos  litigios  (pleito  de  Hada)  y  presentado  por 
México,  eran  Hubstancíaimente  familiares  ¿  los  reclamantes  en  el  juicio 
seguido  por  Alemán  contra  México,  como  se  comprueba  al  hacer  re* 
ferencia  á  las  págs.  518  á  521  del  Transcript.  Ahí  puede  encontrarse 
una  reseña  preparada  por  Pedro  Ramírez,  Agente  del  Obispo  de  Ca- 
lifornia, completa  en  todos  respectos,  y  de  acuerdo,  en  lo  general,  con 
el  volumen  que  ahora  presenta  México.  Para  mayor  inteligencia  del 
presente  Tribunal,  hemos  añadido  á  esta  réplica,  en  forma  de  Apéndi- 
ce, un  extracto  del  contenido  del  volumen  en  cuestión,  junto  con  una 
copia  del  decreto  que  cierra  el  volumen,  traducida  al  inglés,  habiendo 
podido  suplirse  algunos  detalles  por  medio  de  citas  hechas  á  la  rese- 
ña del  litigio  formulada  por  Ramírez  y  á  la  que  antes  nos  hemos  re* 
ferído. 

Por  ahora,  llamaremos  la  atención  del  Tribunal  sobre  uno  ó  dos  he- 
chos. £1  decreto  que  cierra  eí  volumen  de  que  se  trata,  no  fué  un  de- 
creto final  estableciendo  el  título  de  la  propiedad,  como  podría  des- 
prenderse  de  la  respuesta  de  México.  Por  el  contrario,  al  mismo  tiempo 
que  determinaba  el  título  en  ciertos  recursos,  remitía  la  causa  á  un 
tribunal  inferior  para  decidir  la  cuestión  de  los  derechos  sobre  la  otra 
propiedad  de  la  Marquesa  y  sus  sucesores,  así  como  de  los  oíros  lití* 
gantes,  «con  el  objeto  de  que  pudieran  hacer  de  ella  el  uso  que  cre- 
yeran conveniente,  según  los  derechos  respectivos  deducidos  ante 
aquella  audiencia,  donde  tendrían  que  ejecutarse.»  Resulta,  pues,  que 
el  expodiente  que  México  ha  proporcionado  al  Tribunal,  es  incompleto 
é  imperfecto,  y  para  mayor  información  res|)eclo  al  curso  posterior  del 
litigio,  referimos  al  Ti  ibunal  á  las  declaraciones  hechas  por  iLuiiírez. 
Eá,  siü  embargo,  aparento,  tomando  en  conjunto  el  expediente  y  las 
declaraciones  de  Kainírez,  (pie  no  se  llegó  ú  pronunciar  sentencia  al- 
guna declarando  á  la  Marquesa  y  sus  sucesores  sin  dereciio  á  las  tie- 
rras reclamadas  por  ellos,  sino  que  al  íin  se  dictó  .sinipleniente  una 
sentencia  pecuniaria.  No  jíarcce  haber.se  hecho  jamás  tentativa  aljiu- 
na  para  disputar  el  título  det  Fondo  Piadoso  á  las  propiedades  ile  lía- 
da.  y  el  último  recurso  promovido  en  el  liti<^no,  fué  un  cfiibargo  decre- 
tado, no  contra  las  propiedades  de  liada  y  \'illapuente,  sino  contra  la 
«Ciénega  del  Pastor*  y  la  casa  de  la  calle  de  Ve^'^^^^a  ('Transcr¡iil.  pá- 
gina 020),  las  cuales  nigresarun  al  Fondo  Piadijso  c(tn  las  pn)[)iedades 
leiiadas  por  la  Sra.  Arguelles,  Resulta,  pues,  no  ser  cierta  la  aseve- 
ración de  México,  de  que  el  Fondo  Piadoso  no  tenia  liase  le^jal  para 
reclamar  las  propiedades  que  pertenecieron  á  la  Marquesa  de  la¿  To- 
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rren  de  Rada,  sobre  todo  en  vista  de  qae  nunca  se  díspuló  al  mencio- 
nado Fondo  aquella  posesión  hasta  que  fué  vendida  por  México. 

En  cuanto  á  la  sentencia  pecuniaria  dictada  en  favor  de  los  here- 
deros de  Rada,  á  que  antes  nos  hemos  referido,  pudo  haber  sido  .sa- 
tisfecha, antes  de  que  México  reasumiera  su  dominio,  por  la  suma  de 
1210,000  (Transcript,  pág.  621).  México  Tendió  después  esta  pro- 
piedad, á  pesar  del  embargo,  por  un  precio  que  devengaría  al  Fondo 
Piadoso  una  renta  de  $  213,750  (véase  la  copia  de  la  Escritura  de 
Venta,  Exhíbit  D,  anexo  á  éste),  y  tanto  como  puede  desprenderse  del 
expediente,  no  se  llegó  á  distraer  parte  alguna  de  esta  suma,  en  el  pa- 
go de  ninguna  demanda  supuesta  contra  el  Fondo,  sino  que  México 
recibió  el  exclusivo  beneficio  de  ella;  y  como  este  hecho  fué  omitido, 
se  excluyó  de  los  cálculos  de  la  primera  comisión  (Transcript,  opi- 
nión del  Comisionado  Wadsworth,  pág.  526,  seguido  por  el  Arbitro,  pá- 
gina 609)  una  suma  de  cercado  $200,000.  Si  México  hubiera  expuesto 
á  la  Comisión  Mixta  todos  los  hechos  relativos  á  la  mencionada  tran^ 
saeción,  no  hay  duda  que  se  habría  dictado  contra  dicho  país  una  sen- 
tencia mucho  mayor;  pero,  en  vista  de  todos  los  hechos  adicionales  que 
ahora  se  presentan  ante  este  Tribunal,  y  en  el  caso  de  una  revisión  de 
la  primera  sentencia,  los  Estados  Unidos  insistirán  enérgicamente  en 
que  se  determine  una  anualidad  en  favor  del  Fondo  Piadoso,  sobre 
la  suma  adicional  de  $  2l3.75t),  desde  el  año  de  1848  y  derivada  de  la 
venia  do  la  ♦Cit'íne{j;a  del  Pastor»  fia  propiedad  excluida). 

Kii  nombre  de  los  Kstados  Tnidos,  expoiiíjo  respetuosanicnle  ante 
ol  Tribunal,  <juc  los  ar{2:uincnto.s  y  díMnandas  del  Memorial  de  los  E.s- 
tado.s  l 'nidos,  no  han  sido  destruidos  j)or  la  respuesta  de  México. — 
Jiiciiüon  IL  Ralslott,  Agenlc  y  Abugado  de  los  Estados  L  indos. 
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CONCLUSIONES 

i 

ritRSBNTADAS 

EN  NüMliJlE  DE  LA  KEPUBLICA  MEXICAJiA 

CONTRA  88.  II.  EL  ARZ0BI8P0  DE  SAN  FRANCISCO 
Y  EL  OBISPO  DE  MONTERREY. 

Considerando  que  la  reclamación  tiene  por  objeto  el  pago  de  33 
anualidades  de  intereses  (de  1870  á  1902]  del  «Fondo  Piadoso  de  Ca- 
ifornia,»  en  la  proporcionen  que  los  réditos  de  este  Fondo  pertenS' 
cerían  á  los  Obispos  de  la  Alta  California; 

Los  demandantes  sostienen: 

En  lo  principal,  que  el  litigio  relativo  á  la  aplicación  en  favor  de 
los  Obispos  de  la  Alta  Califoroia,  de  los  intereses  del  Pondo  Piadoso, 
ha  tenido  solución  completa  y  deQnitiva  el  29  de  Noviembre  de  187&t 
por  la  aplicación  que  hizo  en  provecho  de  ellos  una  primera  senten- 
cia arbitral,  de  la  mitad  de  dichos  intereses,  y  por  la  determinación  de 
esa  mitad  en  48,060.99  dollars  por  año;  que  ha  habido,  por  lo  mismo, 
cosa  juzgada,  en  consecuencia  de  lo  cual  reclaman  los  demandantes 
por  los  33  aflos  transcurridos,  la  suma  total  de  1.420.689.67  doUars 
en  oro; 

subsidiariamente,  y  j^ara  el  caso  en  que  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da no  fuere  admitida  por  el  Tribunal  arbitral,  y  tuvieran,  por  lo  mismo, 
que  fundar  de  nuevo  sus  derechos,  los  demandantes  reclaman  el  85 
por  100  de  la  renta  del  Fondo,  y  alegan  que  dicha  parte  representa 
anualmente  94,521.44  dollars;  en  consecuencia  y  para  tal  hipótesis, 
solicitan  que  México  sea  condenado  á  pai^'ar,  por  los  33  años  trans' 
curridos  do  1870  á  1Ü02,  una  suma  de  3.108,207.62  dollars; 
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Considerando  que  es  notorio,  desde  luego,  que  no  se  trata  propia* 
mente  hablando  de  un  arbitraje  internacional,  el  cual  supone  necesa- 
flamen  te  un  conflicto  entre  doe  Estados;  que  el  Gobierno  de  loe  Es- 
tados Unidos  no  es  parte  en  la  cansa;  que  no  reclama  nada  para  s(  y 
se  limita  á  apoyar  á  dos  de  sus  ciudadanos,  Prelados  de  California; 

Considerando  en  consecaeneía  que  se  trata  de  on  litigio  de  derecho 
prirado,  que  debe  resolverse  conforme  á  las  reglas  del  derecho  posi- 
tiro; 

Considerando  que  la  cuestión  sometida  á  lus  ftrbilros  es  saber  si  loa 
demandantes  tienen  derecho  á  una  parte  del  producto  de  los  bienes 
dé  los  jesuitas  de  Californiíi,  bienes  confiscados  por  el  Estado  en  17»)8; 
que  es  éííta  una  cuestión  de  Derecho  Civil  que.  á  no  haberse  ronsli- 
tüído  uii  ínbunal  arbitral,  liubiera  debido  llevarse,  de  un  jiiodt>  nur- 
!iud,  ante  los  tribunales  mexicanos  como  todas  las  reclamaciones  di- 
rigidas contra  el  (robierno  de  dicho  país;  que  las  leyes  civiles  mexi- 
caiuis  son,  pues,  las  que  deben  ser  aplicadíis  por  el  Tribunal  arbitral 
como  lo  hubieran  hecho  los  jueces  substituidos  por  él; 

Considerando  que  los  demandantes  pretenden  sin  razón  que  la  Cor- 
te deberla  hacer  abstracción  de  toda  regla  de  Derecho  y  sólo  tener  en 
caenta  lo  qne  ellos  llaman  arbitrariamente  <la  equidad;»  que  no  es 
tal  el  sentido  ni  el  alcance  del  compromiso;  qne  la  justicia  procede 
del  derecho; 

Considerando  qne  importa  desde  Inego  earaeterizar  claramente  la 
reclamación; 

Que,  en  realidad,  los  demandantes  pretenden  qne  el  Gobierno  mexi- 
cano tiene  la  obligación  de  entregarles  parte  de  todas  las  propiedades, 
aereencias  y  valores  qne  antigaamente  hubieran  pertenecido  ¿  los  je- 
sQitas  de  California  para  sus  misiones,  y  que  habiendo  enajenado  el 
Gobierno  todas  esas  propiedades  y  valores  qne  se  había  apropiadó, 
debe  á  los  Prelados  recUmantes  el  interés  de  6  por  100  sobre  el  monto 
de  dichas  realizaciones ; 

Que,  según  los  demandantes,  esta  obligación  del  Gobierno  mexica* 
no  para  con  ellos  es  perpetua^  absoluta^  irrevocable  ;  y  no  tiene  si- 
quiera como  corolario  un  derecho  de  revisión  en  su  provecho;  que  el 
derecho  implícitamente  reclamado  equivale,  pues,  al  derecho  de  pro- 
piedad; 

Considerando  que  los  demandantes  calilit  an,  sin  embargo,  el  derecho 
reclamado  de  /rw*/,  y  consicieran  ai  UobiernQ  mexicauQ  como  Irustee; 
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pero  que  ellrtffi^  supone  eyidentdTnente  un  tercer  propietario,  por  quien 
el  ^fM^ee  obra  como  mandatario  ó  depositario,  y  que,  no  obstante  no 
redamar  sino  cierto  número  de  anualidades,  á  lo  que  realmente  aspi* 
ran  los  demandantes  es  á  la  propiedad; 

Considerando  que  hay  lugar  á  investigar  cuál  e^  el  título  en  que 
apoyan  los  demandantes  su  reivindicación; 

Que  este  título  no  se  podría  encontrar  sino  en  las  actas  de  dona- 
ción prímitivast  tales  como  la  del  Marqués  db  Villa  Puente,  conside- 
rada por  los  demandantes  como  el  acta  modelo  en  el  punto  de  vista 
de  la  discusión,  ó  en  los  decretos  de  19  de  Septiembre  de  1836  7  de 
3  de  Abril  de  18i5,  que  confiaron  al  Obispo  de  California  la  adminis- 
tración y  el  empleo  del  «l'^ondo  Piadoso.» 

En  cuanto  á  las  actas  de  donacián  prinUHvaa. 

Considerando  que  los  jesuítas  fueron  encargados  j^or  el  Rey  de  \¿£r 
pafta  de  la  conquista  espiritual  y  temporal  de  la  California,  y  que,  en 
vista  de  este  doble  objeto,  los  autorizó,  independien tetnonte  de  pres- 
taciones del  Real  Tesoro,  á, colectar  limosnas  y  á  recibir  donatiTos. 

Considerando  que  el  Fondo  así  formado,  medíante  la  autorización 
del  Rey,  no  constituía  de  ningún  modo  una  propiedad  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica, y  qué,  salvos  los  derechos  de  la  Corona,  pertenecía  exclusira- 
mente  á  los  jesuítas,  para  sus  misiones  de  California;  que  la  Iglesia 
no  intervino  ni  en  la  constitución  ni  en  la  administración  de  dicho 
Fondo,  que  aun  las  actas  de  donación  excluyen  toda  intervención  del 
Ordinario,  aun  cuando  fuese  en  el  sentido  de  simple  examen,  pues  los 
jesuítas  «sólo  á  Dios  tenían  que  dar  cuenta.  •> 

Considerando  que.  aun  en  Derecho  Canónico,  no  se  ha  confundido 
jamás  los  bienes  de  la  Iglesia  con  los  pertenecientes  ya  á  Comunida- 
des ilcli^íiosas,  ya  á  las  Ordenes,  á  la  ve/,  religiosas  y  militares,  tales 
como  la  Orden  de  Malta,  la  de  lus  Caballeros  Tentones,  la  Orden  *le 
Nuestra  Señora  del  Monte  Carmelo,  ote:  que  ni  sujuiera  hay,  pues,  que 
examinar  si  en  las  nii-^juncs  de  Cnliloinia  el  objet<í  n  li^Moso  era  su- 
perior al  (>l»joln  político  ó  recíprocatiienlc:  iiue  en  toila  rpofa  loslío- 
bieriios  se  han  nuinlcnido  coiiin  iiivc-lidDs  de  mi  (lPi-ct:ho  ili"'  (ioimiiiti 
einineiile  sobre  los  Im<'iics  ile  las  Corpormaones  lieligiosa-^.  ('iMt>aie- 
ráiidosc  aulurizados  á  siijirimirlas  corno  las  habían  autorizado  para 
crearse:  (|ne  en  uiueluis  otiusiones  en  Inglaterra,  en  Alemania,  en  Ks- 
paña.  en  Kruiicia,  etc..  se  han  atribuido  el  mismo  derecho  en  cuanto 
á  los  bienes  eclesiásticos  propiamente  dichos; 
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Considerando  que  cuando  la  supresión  de  la  Orden  de  los  Jesuítas 
en  España  en  17t)7,  el  Rey  les  confiscó  sus  bienes,  apoderándose  no- 
toriamente de  los  que  se  hallaban  afectos  á  las  Misiones  de  Califor* 
nia;  que  en  la  misma  época  el  Soberano  Pontífice  Clembntb  XIV,  no 
hizo  ni  protestas  ni  excepciones,  ya  fuese  contra  el  Decreto  del  27  de 
Febrero  de  1767,  que  concernía  á  todos  los  Estados  de  la  Corona  de 
España,  ni  contra  el  Decreto  especial  del  Virrey  de  México  en  1768. 

Considerando  que  del  dominio  de  la  Corona  de  España,  dicbos  bie- 
nes pasaron  al  de  la  República  Mexicana,  que  después  los  Tendió  y 
desimortizó. 

Coiisidoi-aiulo  so:_niraiiitíiilo  «'stos  diversos  actos,  r'jpoiUados  hace 
largo  tt»Mii|>o  011  virtud  del  dorpf-lin  do  soImtiiiií  i.  puodoii  ser  apreciados 
doilivorsi»  iiKiilo.  poro  quo  iio  piiodon  prestarse  á  iiiiiijuníi  orifica  pro- 
vechosa: (pío  la  demitiida.  sin  ombar^^n.  tioiido  implíoitaiiieiite  á  hacer 
qno  sean  do'  larrtdos  ntilos  en  lo  concerniente  á  la  Alta  California,  en 
tanto  (|iie  oon>orv;u*ían  todos  sus  efectos  en  cuanto  á  la  Haja  California; 
que  (le  lo  p  re  oe  de  rite  se  deduce  que  la  pretensión  carece  de  todo  fun- 
damento jurídico, 

a.  porque  no  se  trata  de  bienes  que  hayan  pertenecido  nunca  á  la 
Iglesia  Católica. 

6.  porque  los  jesuítas,  á  quienes  pertenecían,  quedaron  despojados 
de  todo  derecho. 

c.  porque  en  ningún  caso  habrían  pasado  estos  derechos,  por  nin- 
gÚD  título,  á  los  Obispos  do  la  Alta  California,  y 

d.  porque,  en  (ín,  la  iglesia  misma  había  sido  despojada  de  ellos 
en  TÍrtnd  de  actos  soberanos; 

Considerando,  por  otra  parte,  que  los  demandantes  no  pueden  tn- 
Tocar  la  pretendida  intención  de  los  donantes:  1**,  porque  éstos,  que 
entendían  revestir  á  los  jesuítas  de  derechos  absolutos,  no  habían  pre- 
Tísto  ciertamente  la  supresión  de  la  Orden;  2",  porque  al  fundar  una 
obra  á  la  vez  religiosa  y  nacional,  de  evangelización  y  de  «reducción* 
política,  en  provecho  de  poblaciones  desheredadas,  no  podían  referirse 
al  presupuesto  para  el  culto  de  una  región  que  es  ya  toda  cristiana, 
rica  y  extranjera  en  lo  sucesivo  para  la  raza  española;  que  semejan- 
tes hipótesis,  inadmisibles  en  Derecho,  carecerían  de  todo  fundamento 
de  hecho. 

Considerando  que  es  también  (ie  notar  que  los  jesuítas  dirigieron 
exciusÍTamente  su  esfuerzo  á  la  Uaja  California,  que  las  misiones  que 
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fundaron  se  eocontraban  todas  ea  su  territorio,  que  aun  el  nombre 
mismo  de  California  no  se  aplieaba  entonces  «no  á  la  península,  res- 
pecto de  la  cual  se  estaba  generalmente  en  la  creencia  de  que  era  una 
isla:  que  las  donaciones  hechas  al  Fondo  Piadoso  no  realizaron,  pues, 
el  objeto  de  los  fundadores  sino  en  cuanto  al  territorio  que  ha  eooti- 
nuado  siendo  mexicano,  y  que  si  ciertas  eventualidades  permitían  ex- 
tender el  efecto  de  dicho  objeto  á  otros  territorios,  aun  fuera  de  la  Amé- 
rica, no  era  sino  en  tanto  que  tal  fuese  la  voluntad  soberana  de  la 
Orden  de  los  Jesuítas,  y  que  sem^ante  voluntad,  que  no  fué  emitida 
nunca,  no  podía  serlo  ya  después  de  su  supresión  en  1768. 

Considerando  que  se  replica  que  el  decreto  de  confiscación  dado 
entonces  contra  la  orden,  anuncia  la  intención  del  Rey  de  que  fuese 
sin  perjuicio  de  las  carga.'^  impuestas  por  los  donantes,  pero  que  esta 
unutiriíición  de  una  voluntad  unilateral  no  disminuye  en  nada  los  de- 
rechos absolutos  que  se  atribuye  el  Key  y  que  ejercita  en  la  conlisca- 
ción : — que  ella,  en  efecto,  no  podía  crear  derecho  en  beneücio  de  na- 
die —  ni  para  los  jesuítas  que  hubieran  sido  los  únicos  en  aptitud  para 
protestar,  pero  cuya  existencia  se  suprimía,  y  que  ni  después  de  su  reá- 
tablecimiento  han  formulado  ninguna  reclamación. — ni  para  la  Igle- 
sia Católica,  de  que  no  se  trata  en  el  decreto  de  conliscación,  ni  si- 
quiera en  lo  relativo  á  derechos  de  administraci*ín  (')  de  inspección, — 
ni  |mra  los  indios  de  California  ó  de  otra  parte,  que  no  tenían  ninjfuna 
existencia  corno  corporación  ó  persona  Ierra],  puesto  que  con  tal  título 
líe  confundían  con  la  Nación,  entonces  personificada  en  el  iley; 

(^)ue  de  esto  se  deduce  que  los  derechos  absolutos  que  se  atribuía 
el  Rey,  ne  han  conservado  absolutos,  y  que,  en  efecto,  sólo  un  cotnpro- 
íniso  bilateral  habría  podido  restringirlos;  que  así,  pues,  nadie  Ies  ha 
disputado  este  carácter  antes  que  unos  prelados,  á  quienes  se  confirió 
personalidad  civil  dos  siglos  más  tarde,  en  virtud  de  instituciones  de 
un  (  robierno  extranjero,  hayan  pretendido  encontrar  su  derecho  ea  la 
enunciación  de  las  intenciones  reales. 

Bn  cuanto  á  los  derechos  de  1886,  dé  1842  y  de  1845. 

Con-'iderando  que  por  decreto  de  19  de  Septiembre  de  1836,  el  Go- 
bierno mexicano  encargó  al  Übispo  de  California,  á  quien  deseaba  ins- 
tituirlo, de  la  administración  é  inversión  de  las  misi  ones;  que  dich;i 
medida  fué  derogada  por  un  decreto  de  24  de  Octubre  de  1842,  que  de- 
claraba la  nacionalización  del  Fondo  de  las  ini-^iones  y  su  incorporación 
al  dominio  nacional,  y  ordenaba  la  venta  de  los  bienes  que  lo  compo- 
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DÍan;  qae  ud  tercer  decreto  de  S  de  Abril  de  1845  devolvió  al  Obispo 
de  California  la  administración  de  los  bienes  no  vendidos  en  virtud  del 
decreto  precedente,  reservando  al  Congreso  nacional  el  derecho  de 
disponer  en  cuanto  á  los  bienes  ya  enigenados. 

Cunsidoi'uüLlü  que  dichas  diversas  disposiciones  no  eran  sino  expre- 
siones suces'ivaniente  diferentes  de  una  voimilad  siempre  soberana,  y 
que  ea  imposible  ver  en  ellas  contratos  sinalagmáticos,  implicando  de 
parte  del  Gobierno  alguna  enajenación  de  propiedad  ó  reconocimiento 
de  acreencia,  y  que  aun  encomendando  al  Obispo  la  {bestión  de  los  bie- 
nes afectos  á  las  misiones,  no  hacía  el  Kstado  mas  que  encargarlo  de 
un  oficio  público,  en  vista  de  un  interés  público:  que  en  efecto,  no 
intervino  á  este  respecto  ningún  convenio  ni  concordato,  ya  fuese  con 
la  autoridad  pontificia,  ya  con  el  primado  de  la  Iglesia  moxirana,  ya 
cou  el  Obispo  de  California:  que  unos  bienes  que  pertenecían  sin  dispu- 
ta al  dominio  del  Gobierno  mexir-nno,  no  habrían  podiiN»  salir  de  dicho 
dominio  suio  en  virtud  de  dispusiciunes  legislativas  fonuaies,  y  de  una 
aceptación  no  menos  positiva  y  regular,  de  la  igle^ila  Tatnlica:  que 
tampoco  en  1842  las  nuevas  medidas  del  Gobierno  fueron  oi)jelo  de 
ninguna  protesta  de  parte  de  ninguna  autoridad  *;<  lesiástica,  y  que, 
al  efectuarse  la  entrega  de  los  bienes,  el  mandatario  del  Obispo,  sin 
dejar  de  alegar  el  interés  de  la  Iglesia  y  de  los  ñeles,  reconoció  que  no 
había  derecho  que  invocar. 

Considerando  que  se  invoca  también  la  intención  expresada  por  el 
Gobierno  mexicano,  de  afectar  á  las  misiones  de  Califoma  una  suma 
equivalente  al  interés  de  6  por  100  del  producto  de  la  venta  de  los 
bienes,  pero  que,  no  menos  que  en  1768,  la  enunciación  de  tal  volun- 
laden  un  acto  soberano  no  podia  constituir  derechos' privados  en  pro- 
Techo  de  nadie;  que  para  esto  hubiera  sido  necesaria  una  obligación 
bilateral  que  jamás  ha  existido;  que  asi  pues,  ni  la  Iglesia  mexicana  ni 
espeeialmento  el  Obispo  de  la  B^ja  California,  han  reivindicado  nin- 
gún derecho,  ya  sea  en  fuerza  del  decreto  de  184r2,  ya  después  de  1848, 
casado  la  Alta  California  fué  anexada  á  los  Estados  Unidos,  ya,  sobre 
todo,  desde  la  expedición  de  las  leyes  mexicanas  de  1857, 1859  y  1874, 
qoehan  nacionalizado  completamente  los  bienes  déla  Iglesia  mexicana. 

Considerando  que  no  fue  sino  hasta  1859  cuando  los  Prelados  ame- 
ncuaos  de  la  Alta  California,  cuya  personalidad  legal  no  dataí^inode 
1B50,  por  primera  vez  adujeron  derectios  á  una  parte  del  Fondo  Pia- 
doso de  la  California  y  que  no  invocaban  ni  invocan  más  titulo  que 
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el  que  tendría  la  misma  Iglesia  Mexicana  on  virtud  de  las  intenciones 
expresadas  en  1768  y  1842 :  que  su  demanda  debe  declararse»  pues»  sio 
fundamento. 

Considerando  que  los  demandantes  invocan  también,  pero  sin  razón, 
el  arreglo  ejecutwlo  con  motivo  de  las  misiones  de  lits  Islas  Filipinas. 
Que  ciertos  bienes  donados  por  Doña  Josefa  ArgCellbs  estaban 

destinados  por  mitad  á  las  Misiones  de  las  Islas  Filipinas,  que  despoés 
de  proclamada  la  Independencia  de  México,  los  dominicos  de  las  Islas 
Filipinas  especialmente  representados  por  el  P.  Moran,  reclamaron 

con  el  apoyo  de  la  corona  de  l^jiaña.  su  parte  en  dichos  bienes  y  que 
se  tuvo  á  este  respecto  una  transacción  en  virtud  de  la  cual  pagó  Mé- 
xico 145,(KK)  dollars; 

Pero  que  no  ,es  admisible  que  se  tome  como  arj^dmonto  una  tnu- 
sacción,  puesto  que  el  carácter  esencial  desemejante  .leti»  está  en  no 
implicar  recoDociniiento  de  un  derecho;  que  la  sitnarjiMi  era,  aih  nias, 
en  este  caso  enleramenle  diversa,  ponpie  el  Rey  de  ilspaña,  al  ceder 
a  México  el  Fondo  de  las  misiones,  se  basaba  cierlamente  en  retener 
la  parte  de  dicho  Fondo  que  afectaba  á  las  misiones  de  las  islas  Fili- 
pinas, la  cual  conservaba  á  su  cargo,  y  porque  otras  consideracioues 
de  orden  político  exigían  dicho  arreglo. 

Considerando  que  los  defensores,  por  el  contrario,  tienen  derecho 
á  invocar  diversos  precedentes  y  principalmente: 

1**  Una  resolución  del  Consejo  Superior  de  Indias,  del  4  de  Junio 
de  1*^83,  con  motivo  de  la  sucesión  de  Doña  Josefa  AroOblles,  reco* 
nociendo  el  derecho  absoluto  del  Revá  los  bienes  donados  á  las  misio- 

« 

nes,  después  de  saprimida  la  Orden  de  los  jesuítas,  y  aun  antes,  en  vír* 
tud  del  derecho  eminente  de  la  Corona;' 

2**  Diversas  resoluciones  de  los  tribunales  americanos,  en  lo  con» 
cerniente  á  los  bienes  que  antiguamente  pertenecían  á  las  misiones  de 
la  Alta  California,  en  que  los  franciscanos  habían  ocupado  el  lugar 
de  los  jesuítas;  habiendo  reclamado  la  Iglesia  Católica  la  propiedad  de 
dichos  bienes,  como  sujetos  á  los  derechos  de  las  misiones,  se  declaró 
no  haber  ningún  título  para  ello.  En  la  causa  de  Nobilb  contra  Red- 
MAN,*  se  resolvió  que  «las  misiones  establecidas  en  California  ante- 
riormente á  anexión  á  los  Estados  Unidos,  eran  establecimientos  po- 

1  Véa.se  el  volnmnn  ptil>licaclo  por  li>ü  demandantes,  pe  íbtí, 

2  Vcasíj  i»!  mismo  voluiiuüi,  p«i.  <i43. 
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líticos  y  no  tenían  ninguna  relación  con  la  Iglesia.  El  hecho  de  haber 
habido  monjes  ó  sacerdotes  á  la  cabeza  de  esas  instituciones  no  prue- 
ba nada  en  favor  de  la  pretensión  de  la  Iglesia  á  la  propiedad  de  las 
mismas.» 

Ck>nsiderando:  qae  aun  haciendo  abstracción  de  todo  lo  preceden- 
te, la  reclamación  de  los  demandantes  debe  todavía  desecharse  por 
estar  en  oposición  formal  con  los  términos  y  el  espíritu  del  Tratado 
de  Guadalupe  Hidalgo,  de  2  de  Febrero  de  1848: 

Considerando:  que  dicho  Tratado  estipula  en  provecho  del  (lobier- 
110  mexicano  el  doscarjío  absululu.  tanto  en  Id  que  concierne: 

al  Gobierno  de  los  Kstados  L'uidos  -que,  lejos  de  reservarse  alíru- 
uí\  rcciumacióií  pecuniaria,  abonó  ú  México  una  suma  de  1")  niillu- 
nes  de  dollars.  en  virtud  do  hi  oe-íión  de  una  parte  de  sn  territorio, 
— '-ñino  en  <Mi:iiiti)  á  las  rcdanuicioiies  (jue  pudieran  formular  ciuda- 
tianos  de  los  Kstados  Unidos  contra  el  (lobierno  inexicant»  cu  razón 
(le  hechos  anteriores  al  Tratado:  nrin  suma  de  3.25(),0(K)  dollars  era. 
pntrp<rRda  á  ío^  listados  I'nidos.  quienes,  mediante  la  eual,  se  encar- 
ifaban  de  de-^int(  rcs;ir  á  tixios  Uts  ciudíidanos  aiiícrK-atios  (pie  pudie- 
ren ser  acreedores  de  Méxuío  y  se  instituía  una  comisión  exclusiva- 
¡iienle  americana  para  apreciar  sus  pretensiones; 

Considerando  que  la  intención  de  las  partes  era,  pues»  suprimir  en* 
tre  ellas  todo  motivo  de  conflicto  y  que  parece  evidente  que  si  los  Ks- 
lados  Unidos  hubiesen  creído  en  una  obligación  de  México  hacia  al- 
';iina  corporación  reli<,'iosa  nacionalizada  americana,  la  hubieran  dC' 
dacido  de  la  indemnización  que  abonaban,  ó  hecho,  al  menos,  á  dicho 
respecto,  alguna  reserva: 

Considerando  que  sí  los  jefes  do  la  iglesia  católica  en  la  Alta  Gali- 
fomiu  se  hubieran  creído  con  fuiulameiito  para  t>romover  alguna  re- 
clamación en  pimto  al  Fondo  Piadoso,  hubieran  encargado  de  ello  á 
la  susodicha  comisión  americana,  y  que  no  habiéndolo  hecho,  por  esta 
sola  circunstfincia  no  es  de  admitírseles: 

CiiDsiderundo  que  á  esta  recusación  de  la  deaianda.  i»¡)oueii  los  de- 
inaudaiites  una  dt>bie  olijeción:  a.  no  hatiiendo  estado  investidos  de 
wrsonalidad  civil  sino  hasta  185o,  no  podían  pioiuover  acción  an- 
tes di-  l'ei-lia  y  su  cirdit  »  no  puede  ser,  pues,  de  los  que  quedaron 
(le>i'i  had(»>:  h.  no  teniendo  derecho  sino  á  los  intereses  y  no  á  un  capi- 
t;il.  su  ílererho  no  [)"üdía  proceder  más  que  de  la  falta  de  pago  y  no 
estaba,  por  lauto,  en  ejercicio  cu  líí 48. 
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Considerando : 

a.  que  por  el  laudo  arbitral  de  1875,  los  demandantes  se  han  he- 
cho  abonar  intereses  desde  1848,  y  que,  desde  luego,  apenas  se  con- 
cibe que  aleguen  como  argumento  su  no  existencia  en  esa  época,  pero 
que  es  efectivaniente  cierto  que  en  1848,  á  partir  del  Tratado  de  Gua- 
dalupe,  no  existía  ya  en  la  Alta  California  iglesia  católica  reconocida, 
ni  mexicana  ni  americana,  y  que  una  incorporación  obtenida  después 
hubiera  podido  hacer  renacer  derechos  fenecidos,  de  donde  resulta  una 
nueva  recusación  de  la  demanda; 

b,  que  el  derecho  á  los  intereses  presupone  una  acreencia,  y  qoe 
ésta,  cuyo  principio  se  remontaría  A  largos  años  antes,  babria  existido 
cuando  la  separación  de  las  dos  Californias;  de  donde  se  deduce  que 
quedaba  incluida  en  las  estipulaciones  de  Guadalupe  ó  que  no  existía; 
que  la  reclamación  de  los  demandantes,  además,  pretendió  primera- 
mente el  fondo  que  los  Prelados  Alemany  y  Amat,  en  su  carta  de  30de 
Marzo  de  1870  al  Secretario  de  los  Estados  Unidos,  valuaban  en  3 
millones  de  dollar9;  que  si  más  tarde,  y  todavía  hoy,  no  se  ha  reclama* 
do  más  que  el  pago  de  cierto  número  de  intereses  anuales,  no  ha  sido 
sino  para  eludir  la  prescripción  decretada  por  el  referido  Tratado  de 
Guadalupe. 


Considerando  que  es  igualnionie  inadmisible  la  demanda  en  razón 
del  art.  27,  fracción  II,  de  la  Constitución  Federal  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos  del  5  de  Febrero  de  1857,  de  la  ley  del  12  de  Julio  de 
1869  y  del  art.  14  de  la  Reforma  Constitucional  del  14  de  Diciembre 
de  1874; 

Considerando  que  las  leyes  que  acaban  de  citarse  niegan  á  toda  cor- 
poración eclesiástica  la  personalidad  civil^  y  por  ende,  el  derecho  de 
poseer  y  administrar  cualquiera  clase  de  bienes;  que  el  art.  1 3  del  Có- 
digo Civil  Federal  declara  aplicables  las  leyes  mexicanas  á  los  bienes 
poseídos  por  extrai^eros  y  especialmente  á  los  créditos  con  garantía 
hipotecaria,  como  lo  ha  sido  la  renta  del  tabaco: 

Considerando  que  sin  necesidad  de  discutir  ó  apreciar  dichas  leyes 
en  sí  mismas,  ó  en  su  alcance  político  ó  social,  no  es  posible  descono- 
cer su  fuerza  obligatoria  ni  su  aplicación  al  Fondo  Piadoso  de  Califor- 
nia que,  en  la  tesis  misma  de  los  demandantes,  continuaría,  como  fun- 
do pcrtonecieiulü  á  México,  y  permanecería  noineUdo  ;i  la  l^íslación 
mexicana,  que  una  ley  extranjera  uo  podria  paralizar. 
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por  el  laudo  de  la  Comisión  Mixta  de  'Ji)  de  N  oviembre  de  Idlo. 

Gonaiderando  que  de  lo  precedente  resulta  ya  que  este  argumento, 
ÍDTocado  principalmente  por  los  demandantes,  carece  de  fundamen- 
tos; que  no  pueden  á  la  vez  los  demandantes  invocar  la  cosa  juzgada, 
en  cuanto  á  la  perpetuidad  del  derecho  que  reclaman,  y  eludir  las  es- 
lipulaciones  del  Tratado  de  Guadalupe,  alegando  que  no  tienen  más 
que  derechos  anuales,  provenientes  de  cada  vencimiento; 

Considerando  que  la  presunción  de  verdad  que  acompaña  á  la  cosa 
jiiz¡rada  es  una  ñcción  necesaria  y  admitida  por  todas  las  legislaciones, 
pero  que  se  reduce  á  los  límites  que  científicamente  le  sédala  el  Código 
deNapoleón,  en  oonforniidad  con  el  dorcclio  anterior.  No  hay  cosa  juz- 
gada sino  en  cuanto  á  lo  ((ue  ha  constituido  el  objeto  de  la  demanda  y 
del  juicio,  y  se  requiere  que  sea  la  niisin.t  la  cosa  demandada,  que  la 
demanda  tenga  la  mi.snia  causa  y  se  veuíilo  entre  las  niisiuas  partes, 
obrando  con  el  mismo  carácter.  V  la  cosa  juzgada  no  <  (insiste  sino 
en  la  resolución  del  juez,  es  decir,  cii  la  parte  resolutiva  de  la  senlon- 
i'ia;  no  se  extiende  á  los  motivos,  que  f(U*man  sólo  la  explicación  de 
ella  y  únicamente  pueden  servir  para  interpretarla,  si  es  necesario: 
que  la  r('solii<"i('»ii  misma  no  entraña  |)!T'suiici''iii  de  verdad  sino  por  sus 
resohi.  iones  ciertas,  no  por  sus  simples  erumciacioaes  ( senteiUia  de- 
kí  üíiíjic  certa). 

Tal  es  la  disposición  expresa  de  la  '  Alljjemeine  (iericlits-Ürdnung> 
dp  Alpinaiiia,  y  lo  qiic  enseñan  la  doctrina  y  la  juris|)rudoncia,  en 
hüiiri.i.  Bélgica.  Ilolaiida  v  l'.spañii,  lo  mismo  iiiie  cu  M<'\icii.  Así 
piieü.  lo.-  simples  motivos  no  [mcilfii  coii.sliUiir  un  objeto  de  reeurso 
ante  las  Corte*^-  Supremas  de  .justicia,  cuya  competencia  se  concreta 
á  la  verificacKiii  de  la  exacta  aplicaeitjii  de  las  leyes. 

No  sólo  no  pueden  los  niotivus  ligar  á  olio  jiipz,  ni  inlluir  en  la  re- 
solución de  hechos  |>osteriores.  sino  (pie  no  ligan  ni  al  juez  de  quo 
emanan:  de  él  depende  desechar  los  que  antes  ha  admitido,  y  jior  es- 
to tío  obliga  al  juez  su  sentencia  interlocutoria.  Cuando  lia  expresado 
un  parecer  contorine  al  cual  había  lugar  para  ordenar  algo  en  la  ins- 
trucción, y  aun  cuando  la  prueba  ordenada  se  haya  rendido,  puede 
re^lver  m  sentido  absolutamente  opuesto; 

Considerando  que  para  apreciar  si  hay  cosa  juzgada,  es  preciso, 
pues,  ver  lo  que  se  ha  demandado,  puesto  que  el  juez  no  puede  nun* 
4^  exceder  la  demanda. 
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Considerando  en  el  asunto  en  cueslión  que  las  conclusiones  sobre 
que  los  árbitros  han  tenido  que  resolver,  no  se  referian  más  que  á21 
años  de  intereses  y  no  al  pretendido  derecho  de  crédito  de  que  den* 
van  los  intereses;  que  la  sentencia  pronunciada  se  ha  limitado  estric- 
tamente á  estos  plazos,  sin  tomar  siquiera  en  cuenta  los  intereses  ven- 
cidos en  el  curso  de  la  instancia;  que  fué  plenamente  ejecutada,  y 
hubiera  sido  imposible  á  los  demandantes  exigir,  fundándose  en  ella, 
el  pago  de  intereses  ulteriores,  y  que,  por  lo  tanto,  la  demanda  actual 
que  reclama  otros  33  años  de  intereses,  es  nueva  é  independiente  de 
la  demanda  anteriormente  admitida. 

Considerando  que  en  realidad  no  so  alofra.  i>roj)iampiito  lialilaiido. 
la  cosa  jnzjíada.  sino  una  t-imple  |irosiiní'ir)ii.  la  domaiida  soriu  aiiá- 
lojía  á  la  ya  admitida  y  los  misinos  motivos  deberían  hacerla  aceplíir 
ahora. 

Pero  (Mniio  ~o  ha  dicho  ya,  aun  onr^tnlo  la  presunción  fuese  formal, 
no  es  la  cosa  jiiziia  ia.  y  nada  de  obligatorio  tiene  ni  para  el  juez  de 
que  emana.  AdtMnás: 

A.  toda  presinicion  sería  itiijMísih'c  cu  cl  caso,  puesto  (|uc  la  deci- 
sión pronunciada  provenía  de  una  ( ioinisii'm  á  la  cual  no  so  lo  puedo 
reconocer  sino  aiiloridad  arbitral,  v  que  el  poder  de  los  arbitros,  pur 
sólo  [iroccdcr  fiel  consentimiento  de  las  partes,  se  halla  siempre  ns- 
Irictamentc  liniilado  por  el  mandato  privad» >  de  que  emana,  y  no  pue- 
de constituir  prcsiuición  de  niníiún  <rénero: 

H.  si  la  Comisión  Mixta  hubiera  fallado  sobre  una  reclamación  do 
capital  en  razón  de  derechos  anteriores  á  I8i8,  se  hubiera  extralimi- 
tado de  su  comi)etencia  y.  c(mforme  á  la  opinión  de  todos  los  juriscon- 
suUü.s,  .se  hubiera  considerado  como  tuda; 

C.  conforme  á  la  tesis  misma  do  la  parte  contraria,  no  habría  iden- 
tidad de  ol)jeto  ni  de  causa,  y  los  medios  de  defen.sa  podían  ser  muy 
diferentes,  lo  cual  excluye  ¡íiualmente  toda  idea  de  cosa  juzgada: 

1"  La  reclamación  de  J87(>,  conforme  á  la  Convención  de  i  do  Ju- 
lio de  isas,  fue  .somelida  á  la  Comisión  Mixta,  y  habiendo  expirado 
los  poderes  de  ésta,  ya  no  podía  sometérsele  la  de  1902; 

2"  Si  los  intereses  reclamados  alcanzan  ¡•j:ual  cifra  anual,  el  objeto 
de  ia^leuKinda  no  so  refiere  seguramente  á  las  mismas  sumas  que  ]as 
pagadas.  Además,  el  pago  en  oro,  antes  indiferente,  hoy  sería  ruinoso 
para  México  y  no  se  podría  justificar; 

3^  Los  demandan  tes,  al  invocar  un  derecho  que  no  nuceríi  para  ellos 
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SIDO  cada  año,  tendrían  que  jastificar  en  cada  reclamación,  no  sólo 
la  existencia  de  la  Iglesia  Católica  en  Calirornia  y  la  conservación  de 
su  personalidad  civil,  sino  también  el  carácter  de  los  que  ejercitan 
aodón  en  nombre  de  ella,  la  posibilidad  en  que  estén  de  cumplir  Ion 
deseos  de  los  donantes,  la  parte  proporcional  que  de  la  suma  total 
correspondería  á  la  AlLi  California,  atendiendo  á  dalos  actuales,  y  que 
la  demanda  se  intenta  en  tiempo  oportuno,  puesto  que  la  prescripción 
extintiva  podría  oponerse  para  algunos  años  y  no  para  otros. 


SUB5ID1AIUAMÜNTE. 

Kii  ciianfo  (i  1(1  Vi  t.scriin  ión. 

Considerando  que  la  demanda  implica  en  realidad  la  reivindicación 
de  una  parte  de  los  bienes  donados  á  los  jesuítas  para  las  misiones  de 
California,  bienes  confiscados  por  el  Rey  de  España  en  1768  y  que  más 
tarde  tomó  á  su  cargo  el  Gobierno  mexicano,  nacionalizándolos  des- 
pués; 

Que  en  estos  términos,  hecha  la  reclamación,  debería  desecharse 
desde  tres  puntos  de  vista: 

1'  Por  los  términos  de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1885  y  del  decreto 
de  6  de  Septiembre  de  1894,  todos  los  créditos  contra  el  Gobierno 
mexicano  debían  presentarse  dentro  de  un  plazo  de  ocho  y  de  once 
meses,  ante  una  comisión  constituida  para  juzíjar  de  la  realidad  tle 
ellas,  so  pena  de  prescripción  definitiva:  siendo  concerniente  la  ley 
así  á  las  acreencias  de  extranjeros  como  ú  lus  alegada.s  por  ciudada- 
nos mexicanos; 

No  liahit'ndose  producido  así  Ui  reclamación  de  los  deinandantcs, 
resultarÍM  ¡'rescripta  por  lo  n)ismo. 

2"  Había  prescripto  adcin.'is.  [um>  los  términos  del  art.  i,Oi)l  del  Có- 
digo Civil  mexicano,  (pie  dice: 

'  La  prescripci'Mi  negativa  se  veriíi'  a.  haya  ó  no  buena  fe,  por  el 
sólo  lapso  de  veinte  años  contados  desde  que  la  obligación  puede  exi- 
girse í-ofjfornie  .á  derecho.  ' 

3"  Por  los  términos  del  arl.  1.103  del  Códij^o  Civil  mexicano,  las 
rentas  y  todas  las  prestaciones  periódicas  prescriben  en  cinco  años,  y 
sobre  el  piirtunUar  no  so  ha  fonimludü  ninguna^  reclamación,  ni  siquie- 
ra oñcioíia,  de  1870  á  18Ü1; 


Vüsno  Piadoso  ob  las  Californias. 


En  cuafifo  á  fa  cantidad  demandada. 

a.  Considr  iarHlo  ([tío  oí  capital  oiiyo.s  inleresos  se  reclaman  está 
formado  noloriiiincnle  ]Mjr  aciiiniilación  de  réditos  capitalizados,  que 
es  como  producirían  intereses;  y  que  la  ley  mexicana,  como  casi  to- 
das las  lo«TÍslaf'iones,  prescribe  el  aDatocísmo; 

h.  (Jue  hasta  184-8,  el  Gobierno  mexicano  y,  antes  que  él,  el  Go- 
bierno español,  disponían  soberanamente  del  Pondo  Piadoso,  sin  tener 
que  dar  cuenta  de  su  inFersión,  y  que  por  lo  tanto  carece  de  funda- 
mento toda  reclamación  que  derive  de  esto; 

c.  Que  no  existen  escrituras  sino  de  las  donaciones  hechas  por  el 
Marqués  db  Villa  Puente  y  la  Marqui:sa  dk  las  Torres  de  Rada  y  por 
DoxA  Josefa  ARní  ELLEs.  y  para  todo  lo  demás,  no  hay  título  alguno: 

d.  (^)ue  existen  en  la  Alta  California  tres  diócesis,  y  que  el  Obispo 
de  Grass  Val  ley,  que  anteriormente  intervino  en  el  debate,  ya  no  fi- 
gura en  él  ahora;  por  lo  que  no  podría  asignarse  á  los  demandantes 
la  cantidad  que  correspondería  á  esta  diócesis; 

6.  Que  üi  repartición  eventual  del  Fondo  Piadoso  entre  la  Alta  y  la 
Biya  California  debería  determinarse  conforme  al  número  de  las  mi- 
siones y  de  los  indios  que  estén  en  California  por  convertir,  á  cuyo 
respecto  no  presentan  los  demandantes  ninguna  justíGcación,  creyén* 
dose  poder  aGrmar  que  ya  no  queda  en  la  Alta  California  ni  un  sólo 
indígena  pagano;  que  en  ningún  caso  podría  darse  ú  la  repartición  co- 
mo base  la  población  existente,  es  decir,  el  número  de  fíeles  aptos  para 
subvenir  á  las  necesidades  del  culto,  y  no  serían,  por  consecuencia, 
de  admitirse  ni  k  base  de  la  mitad,  establecida  por  el  fallo  de  1875, 
ni  mucho  menos  la  de  85  por  100  y  15  por  100  que  ahora  se  propone: 

/.  Que  los  bienes  del  Fondo  Piadoso  fueron  enajenados  por  el  Go- 
bierno mexicano  antes  de  1848,  empleándose  su  producto  en  benefi- 
ció  de  todas  las  porciones  del  Estado;  que,  en  consecuencia,  la  resti- 
tución que  habría  que  operar  estaría  á  cargo  del  conjunto  de  las  pro* 
vincias  que  constituían  entonces  á  México,  y  cpie  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  Mexicanos  sólo  debería  una  parte  proporcional  á  la  im- 
portancia de  las  provincias  conservadas. 

Que,  por  otra  parte,  se  tendría  que  reclamar  parte  del  producto  de 
los  bienes  de  las  misiones  situadas  en  la  Alta  Calí  furnia. 

g.  Que  en  ningún  caso  se  podría  condenar  al  Cfobíerno  mexicano  á 
efectuar  el  pa^ío  en  oro;  que  el  talón  mexicano  es  exclusivamente  de 
plata;  que  cu  esta  moneda  recibió  el  listado  el  producto  de  1;ls  rentas 
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y  que  FIO  debería  devolver  >:ino  parlo  de  lo  que  recibió,  como  la  recibió. 

h.  Qur.  por  i'iltírno,  habría  que  deducir  todo  lo  concerniente  á  los 
bienes  donados  por  el  Marqués  de  Villa  Puente  y  1m  Marquesa  de  las 
Torres  de  Rada.  puc»«to  que  á  este  rcsitecto  Imbo  juicio  seguido  y  sen- 
tenciado. 

Tengan  á  bien  los  señores  árbitros: 

admitir  las  excepciones  y  argumentos  arriba  indicados  y  denegar, 
en  consecuencia,  la  petición  de  los  demandantes. — A.  BeernaerL 
E.  Paráo.^  L.  Delaeroijr. 


INSTITUIDO  PARA  CONOCER  Y  FALLAR  EN  EL  ASUNTO 


(TTtAllirCliÍN.) 

OSCURSO  DEL  PRESIDENTE  DEL  CONSEJO  AOM  iMSTRATi  /o  OE  LA  CORTE  PERMANENTE. 

AL  INAUGURARSE  EL  TRiBUNAL. 

Señores  Miemhuo'í  del  Primeu  Tíuüunal  de  Arbitraje: 

Con  un  verdadero  interés  y  enn  un  ^enlimiento  (pie  ca'^i  podría  de- 
cir de  júbilo  os  aciíjíenios,  en  nombre  del  ('(m>t  ju  Administrativo,  en 
estos  locales  destinados  al  funciona mietilo  de  la  Corle  Permanente  do 
Ari)!  traje. 

Dicha  Corle,  de  la  (pie  sois  representantes,  ha  sido  instituida  por  el 
acuerdo  común  de  las  Potencias  (pie  se  han  reuniilu  por  la  «renerosa 
iniciativa  dol  An;¿uslo  Soberano.  F.inperador  de  l(»das  las  Rusias,  para 
•iisiiuauir  cu  Id  posible  los  horrofs-.s  de  la  liuerray  priinMiialiinMitcinipe- 
dirlos,  olri'ciciidi)  al  mundo  otra  manor.i  de  rf-oivcr  las  dilirulUules  y 
la.sciie-iti(>iics  (pie  pudieran  siu'írir  entre  la-^  iiacionos.  Kste  acuerdo  ha 
ouiRÍu('ido  á  la  con'^!n:^h'ni  df  la  C,(mi\ riu  iiHi  de  í^a  Haya  para  ol  arrc- 
j-'lo  pacíílcjde  In^  rdntli  tu-,  lulernachUialti.s  por  la  oual  se  eslablc  i»'). 
nutre  otros  mcd.o--  un  ^i-^M^a  de  arbitraje  fundado  en  d  principio  do 
•pie  la  decisi()u  de  las  ^ai^'>tionl•-^  ¡üfenKK'ionalo-;  -o  ciicoineiidaría  á 
los  hombres  má^  competente-.  de>iynados  al  elecl»»  por  los  (lulijernos 
sigiialíirios  y  que  í^ozan  de  independencia  completa.  Los  hombres  pro- 
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minen  tes  designados  de  este  modo,  formarían  la  Corte  Permanente  de 
Arbitraje,  de  cuyo  seno  »erfan  escogidos  los  jarisconsuUos  que  eom* 
pondrían  el  Tribunal  de  Arbitraje  para  cada  caso.  La  Corte  nanease 
reúne  en  su  totalidad;  pero  cada  Tribunal  de  Arbitraje  la  representa 
de  cierto  modo  como  en  el  procedimiento  ordinario  cada  Sala  de  una 
Corte  pronuncia  su  íiúlo  en  nombre  de  esa  Corte. 

Después  de  la  conclusión  de  la  Convención  se  procedió  en  seguida 
á  tomar  las  medidas  necesarias  para  llevarla  á  cabo,  de  suerte  que  el 
1^  de  Enero  de  1901  ya  estaba  todo  listo  para  poner  en  rigor  el  siste- 
ma de  Arbitraje.  Los  locales  estaban  preparados,  los  funcionarios  de 
la  Oficina  Internacional  estaban  ya  nombrados,  los  servicios  organiza- 
dos, un  número  suficiente  de  miembros  de  la  Corte  estaban  designados 
y  ya  no  se  esperaba  más  que  el  caso  que  debía  Juzgar;  pero  cornos! 
no  abundasen  los  motivos,  los  casos  no  se  presentaban.  Nadie  quería 
ínagurar  un  nuevo  procedimiento  que  todos  habían  j  uz^adoserel  mejor 

Al  Nuevo  Mundo  oslaba  reservado  dar  el  cjetnplo  y  despertará  la 
Vieja  Europa  que  parecía  adormecida,  ó  por  lo  menos  indíferenteieste 
respecto.  La  gran  República  de  la  América  del  Norte  y  su  vecina  la  de 
México,  viendo  que  nadie  se  movía  y  que  había  el  riesgo  de  que  caye- 
ra en  el  olvido  por  falta  de  uso,  una  institución  que  ellas  también  ha* 
bían  contribuido  á  formar,  se  han  puesto  de  acuerdo  para  hacer  ver  al 
mundo  civilizado  que  no  era  vana  quimera  n  la  que  se  habían  adhe- 
rido al  constituir  esta  Corte,  sino  que  tenían  la  mira  de  hacer  de  ella 
un  instrumento  vivo  de  paz  y  de  concordia  encomendándole  la  solu- 
ción de  las  diferencias  de  opiniones  que  existían  entre  ellas  desde  hace 
mucho  tiempo. 

Y  bien  Señores:  el  Consejo  AdiuiuisUutiv  u,  (jue  lu)  licué  ni  el  dere- 
clio  ni  el  deseo  de  inmiscuirse  en  la  jurispradoncia  de  la  Corle,  ha  sen- 
tido, sin  eud)argo,  la  necesidad  de  expresaros  la  viva  satisface  uin  que 
experiineula  por  osle  noble  ejemplo  dado  por  las  dos  Hopúblif-as  de 
Ultramar,  y  de  dar  á  vosotros,  primeros  Arbitros  (pie  ímicionáis  de  la 
manera  prevista  por  la  Coiivencioa  do  l.a  Haya,  la  bien  ven  ida  cu  p-t(^•^ 
bicales  con  niulivu  de  vuestra  primera  sesión.  l\)ne  á  voe-tra  ¡«lona  y 
entera  «lisposición  el  personal  y  los  lomles  de  la  Oficina  InteriKuúuiial. 
y  exprc-a  el  voto  de  que  una  vez  enlabiada  la  acciiui  do  la  Corte  I'er- 
nianoiilo  de  Arbiirajc.  no  cesará  en  lanío  continúen  o\is[ioiido  entre 
las  nacitmcs  causas  do  discntnnicnto.  y  (pie  sn  irdervonciiMi  pedida  por 
éstas,  por  su  voluntad  y  sni  imponerse  por  la  fuerza  á  nadie,  contribuirá 
poderosamente  al  inanteniinienlo  de  lu  paz  del  mundo. 
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ACTAS  DK  LAS  Sb:SlONES  DEL  TIUUUNAL  DE  AUblTlUJE 

cotisfiliiHh  en  virtud  ticl  Traiado  de  22  de  Mayo  de  1002. 
firuMdocn  W'ashiuffhn  entre  ton  Gobiernos  de  los  Estados  Unidos 
de  Aiíiérica  y  los  Estados  Unidos  Mexica  nos^ 

ACTA  1. 

Sesián  del  lunes  16  de  Septiembre  de  1902, 

VA  Tribunal  se  reunió  á  l;is  once  y  inedia      la  rnafiana  en  el  l*ala- 
oin  (le  la  Corle  Permanciito  de  Arbitraje,  71  l'rinscgrachl,  en  La  Haya. 
Los  Arbitros  presentes  oiun: 

El  Señor  Profesor  H  Matzen,  Doctoren  Doieidio,  l'r(»resorde la  llni- 
Yer>i(Ja(i  de  ( !(i[>riilin<:iie,  Consejero  !'\traiH-dinar¡o  en  la  Curie  Siipre- 
nia.  Presidente  del  Landsthimf,  Miombro  de  la  Corle  i*cruiaaente  de 
Arbitraje.  Snperfirbi tro  y  i *r.'si(lenf e  del  Tribiuial. 

El  Muy  Ilouuraliie  S¡i'  L'Alvvard  l-Vy.  Doctor  en  Derecho.  ex-Miembro 
de  la  Corle  de  Apelación.  Miembro  del  Con.sejo  Privado  do  S.  M.  Dri- 
tánica.  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje,  uno  de  los  ar- 
bitros designados  por  ln*¡  Fstado-  I "nidos  de  América: 

S.  E.  el  Sr,  de  Martens.  ( '.onsejero  Privado,  Mieud)ro  ibd  Consejo  del 
Ministerio  Imperial  de  X(';:orios  Kxtranjcro-  en  San  I  'c!er>bur<ío.  Micni- 
Itmdc  la  Corte  í*ernianente  de  A:  bit  ra  je,  uno  de  ios  árbitroi>  designá- 
is- |u>r  los  Estados  Cnid(>s  de  Auiérica: 

Ki  T.  M.  C.  Asser,  Doctor  en  Drrecb^n  Miembro  del  Consejo  de 
Rstailude  lo?  Países  Rajos.  cx-Proíesor  en  la  Pniversidad  de  Aínsler- 
(lan,  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje,  uno  de  los  arbi- 
tros designados  por  los  Estados  Unidos  Mexicanos: 

El  8r.  .lonkeor  A.  F.  de  Savornin  Lohman,  Doctor  en  Derecho,  ex- 
Mini.stro  del  Interior  de  los  I*aíses  Dajos,  ex-ProIcsor  en  la  l'niversi- 
tlad  libre  de  Amsterdam.  Miembro  de  la  Segunda  Cámara  de  los  Es- 
tados Gen.  rales,  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje,  uno 
(ie  los  árbitros  designados  por  los  Estados  Unidos  Mexicanos. 

El  Sr.  Matzen  toma  asiento  en  el  sillón  de  la  Presidencia  y  pronun- 
cia el  simiente  discurso: 

«Excelencias.  Señores: 

Gomo  Presidente  del  Tribiíual  cié  Arbitraje  iiistUiii4o  en  virtud  del 


so  VoKúü  PiAuo»o  ne  la»  CIaufornus. 


Tratado  coueliiído  on  WíishÍM;i(on  el  22  do  Mayo  de  1902  ciilro  los 
Estados  Unidos  de  América  y  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  declaro 
abierta  la  primera  sesión  del  Tribunal. 

Es  la  jirimera  vez  qiie  se  ha  constituido  un  Trihunal  do  Arbitraje 
funcionando  bajo  el  régimen  de  la  Convención  de  La  Haya  sobre  elAr* 
bilraje  Internarional,  y  compu(;>!o  do  miembros  de  la  Corle  hermá- 
nenle de  Arbitraje  creíida  por  la  Convención,  y  doy  las  ♦•racias  á 
VV.  EE.  aquí  presentes,  Presidente  y  Miembros  del  Congojo  Admi- 
nistrativo de  líí  Corte  Permanente,  por  liaberse  diírrmdo  hacernos  el 
honor  dr  nsistir  á  la  primera  sesión  del  primer  Tribunal  de  Arbitraje 
emanado  de  la  Corte  Permanente.  Este  primer  Tribunal  está  consti' 
tutdo,  gracias  á  la  iniciativa  de  dos  grandes  Potencias  del  Nuevo  Mun- 
do, que,  animadas  del  mismo  sincero  deseo  de  arreglar  amigablemente 
y  de  manera  satisfactoria  y  justa  una  diferencia  surgida  entre  ellas,  se 
han  puesto  de  acuerdo  para  someterla  á  un  Arbitraje  conforme  en  su 
esencia  á  las  reglas  de  la  Convención  de  La  Haya. 

Todas  las  estipulaciones  del  Tratado  antes  mencionado  relativas  á 
la  consUtncíón  de  este  Tribunal,  han  sido  debidamente  cumplidas. 

Los  miembro»  del  Tribunal  aqui  presentes,  se  hallan  Ibtos  lUira  cum* 
pHr  concienzudamente  la  importante  y  honorable  tarea  que  les  ha  sí- 
do  confiada. 

Los  arbitros  escogidos  por  las  Potencias  brillan  en  el  primer  rango 
de  los  jurisconsultos  del  mundo  y  están  muy  por  encima  de  mis  elogios. 

Considero  el  hecho  de  haber  sido  llatnado  por  su  voto  para  presi- 
dir sus  sesiones  como  un  gran  honor  que  ilustra  toda  mi  existencia, 
pero  me  amedrentaría  si  no  tuviera  la  firme  certeza  de  poder  contar 
con  su  constante  y  benévola  colaboración. 

En  nombre  del  Tribunal,  doy  respetuosa  y  cordial  bienvenida  á  los 
ilustres  personsyes  representantes  de  las  Potencias  ante  el  Tribunal, 
y  á  los  eminentes  Abogados  que  los  ayudan  con  sus  luces,  y  cuyos 
sabios  discursos  dilucidarán  los  hechos  y  lijarán  las  bases  para  nues- 
tras deliberaciones. 

Kn  el  momento  de  la  apertura  de  las  sesiones  del  Tribunal,  emito 
el  voto  de  «pie  nos  sea  dado,  gracias  al  activo  concurso  y  á  la  colabo- 
ración de  las  Altas  Partes,  iuau^nnar  los  trabajos  de  los  Tribunales 
lie  Arbitraje  de  la  Convención  de  La  Haya,  de  acuerdo  con  el  pensa- 
nHciito  sublime  que  la  lia  inspirado  y  con  el  objeto  glorioso  que  está 
llamada  á  facilitar:  el  arredilo  pacífico  de  los  liti{;ios  entre  los  Estados, 
fundado  en  lu  única  base  .sólida,  la  base  del  rcs¡)eto  al  derecho.» 
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Daeni^uida,  fiueesivamente,  lectura  á  los;  nombres  de  los  Arbi- 
tros ya  mencionados  y  los  de  los  Agentes  y  Abogados  de  las  dos  Par- 
leí»,  á  saber: 

El  Sr.  Jackson  Ilarvey  Ivaiston,  Ajíeiite  áo  Untados  Unidos  de 
América,  y  S.  E  el  Sr.  Kmiüo  Pardo,  Enviado  Rxlraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenciario  de  Mélico  cerca  de  S.  M.  la  Reina  d(^  los  l*ai- 
ses  Bajos,  Agente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos ;  Señores  William 
Uwrence  Penfield,  Jaez,  Senador  W.  M.  Stewart,  Caballero  Descaro ps, 
Senador  del  Reino  de  Bélgica,  Secretario  (xeneral  del  «Instituto  de 
Derecho  Internacional,»  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitra- 
je; Charles  L  Kappler;  W.  T.  S.  Doyle;  Garrelt  W.  McEnemey,  Abo> 
gados  de  los  Estados  Unidos  de  América,  y  S.  E.  el  Sr.  Beernaert,  Mi* 
Dtstro  de  Estado,  Miembro  de  la  Cámara  de  Representantes  de  Bélgica, 
Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje,  y  el  Sr.  León  Déla- 
croix,  Abogado  ante  la  Corte  de  Apelación  de  Bruselas,  Abogados  de 
los  Estados  Unidos  Mexicanos. 

Ed  seguida  invita  al  Sr.  L.  H.  Rayssenaers,  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  la  Reina  de  los  Países  Bajos,  Se* 
cretarío  General  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje,  para  que  desem- 
peñe las  funciones  de  Secretario  General  del  Tribunal,  y  nombra  co- 
mo Secretarios  del  Tribunal: 

Al  Sr.  Walter  S.  Penfleld,  al  Sr.  Luis  Pardo,  Primer  Secretario  de 
la  Legación  de  México  en  La  Haya,  y  al  Sr.  Jonkheer  W.  Roel,  Primer 
Seeretario  de  la  Oficina  Internacional  de  la  Corte  Permanente  de  Ar- 
bitraje. 

El  Providente  declara  que  en  lo  relativo  á  idiomas,  el  Tribunal  ha 
decidido  que  el  francés  será  el  del  Tribunal,  salvo  el  derecho  de  las 
partes  para  hablar  también  en  inglés. 

La  Secretaria  está  encargada  de  la  formación  de  las  actas,  que  serán 
redactadas  en  francés  y  de  una  manera  concisa. 

Las  partes  que  deseen  lomar  nota  estenográfica  do  las  actas,  podrán 
adoptar  las  medidas  necesarias  al  efecto. 

El  Presidente  afrregaque  el  Iribunal  ha  decidido,  con  consentimiento 
de  las  partes,  que  los  dnlKiLes  sean  públicos,  pero  (jiie  en  vista  do  lo 
reducido  del  local  que  pudiera  ser  destinarlo  al  públi'-o.  éste  no  será 
iulinilido  sino  con  la  presentación  de  t;ii  ¡cías  especiales,  (jue  serán  da- 
das por  el  Secretario  (íenctal  de  lalan  to  l'epnianeiile  de  Arbitraje. 

El  Sr.  Jacksofi  Harvey  Kalsíon.  A«¡:ontc  de  loa  Eatadcs  ünido.s  de 
América,  pronuncia  el  siguiente  di.scurso: 
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*Eu  nombre  »lt^  los  Kstados  Unidos  fen<ro  la  lionra  y  el  placer  di*  Har 
las  gracias  por  las  cúrteles  frases  del  distinguido  Presidente  do  fóta 
Corle. 

Permitidme  011  (  sta  uiíasión  que  expresp  mi  aí^radecimiento  {>or  la 
conduf  ta  dol  l  ioljiorin)  df;  los  Países  Bajos  al  prodigar  lanías  cortesías 
con  motivo  del  eslabloriniioiUo  del  Tribunal  de  Arbitraje,  y  al  faci- 
litar el  trabajo  de  los  primeros  litiíiantes,  y  más  aún,  <|ue  reconozca 
muy  sinceramente  la  cortesíji  mostrada  con  la  presencia  ea  esta  oca- 
sión de  los  miem!)rn<  del  Consejo  Administrativo. 

Nosotros,  los  qíie  representamos  á  los  Estados  Unidos,  eslimanins 
altamente  la  oportunidad  de  presentar  ante  este  ilustrado  Cuerpo,  una 
controversia  que  envuelve  las  dos  naciones  más  adelantadas  .del  Con- 
tinente Americano. 

Es  probablemente  natural  que  nos  felicitemos  del  heeho  de  que  las 
primeras  naciones  que  hayan  acudido  á  este  Tribunal  pertenezcan  al 
hemisferio  occidental,  y  que  sean  naciones  que  puedan  sentirse  orgo- 
llosas  do  ser  descendientes  l^ítimas  de  pueblos  de  Europa,  y  como  ta* 
les,  herederas  por  siglos  de  una  común  civilización,  la  más  adelantadi 
que  el  mundo  haya  conocido. 

Nosotros,  los  do  los  Estados  Unidos,  nos  sen  timos  satisfechos  de  que 
la  primera  idea  de  Arbitraje  en  1 1  cuestión  ahora  sometida  áTueslro 
estudio  fué  del  Secretario  de  los  Estados  Unidos,  Sr.  Hay,  cuya  fama 
como  diplomático  y  como  estadista  no  reconoce  límites  nacionales.  Fe- 
licitamos á  nuestros  vecinos  del  Sur  por  que  después  de  esta  invita- 
ción, el  Sr.  Hay  y  el  distinguido  Secretario  de  Relaciones  Exteriores 
de  México,  el  Sr.  Mariscal,  hayan  llegado  á  un  pronto  acuerdo  en  la 
proposición  de  someter  el  arbitraje  propuesto,  para  su  arreglo,  á  las 
disposiciones  de  la  Convención  de  la  Paz  de  La  Haya. 

El  22  de  Mayo  de  1902  se  firmó  en  Washington  el  protocolo,  y  sin 
pérdida  de  tiempo  el  Senado  mexicano  cumplió  sus  requisitos,  ratifi- 
cándolo el  30  de  Mayo. 

Me  aventuro  á  decir  que  el  hecho  de  que  las  dos  naciones  hayan  que- 
rido someter  á  arbitraje  ante  cinco  miembros  de  la  Corte  Permanente 
de  Arbitraje,  sus  diferencias,  es  una  prueba  evidente  de  la  fe  en  la  im- 
parcialidad y  habilidad  que  habrán  de  demostrar  los  que  sean  elegidos 
por  los  signatarios  de  la  Convención  de  La  Haya,  de  entre  sus  emi- 
nentes jurisconsultos  y  publicistas. 

Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros :  Puedo  aseguraros  que  al 
inaugurar  nuestras  tareas  bajo  tales  circunstancias,  cualesquiera  que 
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sean  laa  resoluciones  de  este  Tribunal,  serán  una  orden  y  materia  de 
respeto  y  de  incuestíonable  aquiescencia  de  los  Estados  Unidos.  Des- 
pués de  que  vuestra  sentencia  haya  sido  pronunciada,  sin  tener  en 
cuenta  anteriores  opiniones  nuestras,  recordaremos  las  palabras  de 
un  distinguido  jurisconsulto  inglés,  quien  con  motivo  de  un  famoso 
arbitraje  internacional,  dgo:  <  Espero  que  el  pueblo  inglés  obedecerá 
las  decisiones  de  los  jueces  con  la  sumisión  y  el  respeto  debidos  á  la 
decisión  de  un  Tribunal  cuyas  resoluciones  han  convenido  libremente 
en  aceptar.* 

Antes  de  sentarme,  deseo  expresar  la  esperanza  que  tiene  mi  país 
de  que  el  procedimiento  de  apelar  á  los  jueces  que  forman  parte  de 
la  Corte  Permanente  de  Arbitr^e  sea  seguido  con  gran  frecuencia  en 
el  transcurso  del  tiempo,  mientras  que  el  único  honor  de  haber  sido 
los  primeros  en  someter  voluntariamente  sus  diferencias  á  la  Corte, 
pertenece  á  los  Estados  Unidos  de  América  y  á  los  Estados  Unidos 
Mexicanos;  será  al  mismo  tiempo  una  gran  satis&cción  para  mi  Go- 
bierno que  estos  actos  tracen  el  camino  para  arreglos  semejantes  en 
lo  futuro,  con  lo  cual  en  casos  posteriores,  desavenencias  que  de  otro 
nodo  hubieran  tenido  por  resultado  conflictos  entre  Estados,  tendrán 
on  arreglo  pacífico;  creyendo  como  cree,  que  la  más  feliz  competen- 
cia que  puede  existir  entre  dos  naciones  debe  consistir  en  un  esfuerzo 
común  para  sobresalir  en  lodo  lo  (juc  |)uedu  procurarla  felicidad  y  el 
bienestar  de  la  especie  humana.  El  bien  de  la  humanidad  en  el  fin  por 
el  que  constante  y  conscietitenienfe  luchan  los  Kslados  Unidos,  y  cree- 
mos que  hacia  el  misnío  tiu  dehe  cierLaiiienle  cuiUi  ibuir  en  mucho  la 
formación  y  la  propagación  del  ejercicio  de  la  Corle  Permanente  de 
Arbitraje. 

Señor  Presidente:  Al  volvor  á  daios  las  gracias  por  vuestras  expre- 
siones de  cortesía  y  Imena  vuliiiitail,  perinilidtiit»  (jue  exprese  una  vez 
más  la  esperanza  de  que  nueslros  trabajos  conduzcan  á  la  época  en 
que,  parafraseando  al  gran  poeta  inglés: 

The  war  rlrum  Utrofjs  ¡(o  ¡oiKjei-, 
Aicf  fhf  hditli'  /lnf/<i  ftvp  fiirlcd 
In  lite.  parUarnent  of  nnm. 
The  federalion  of  thc  ivorkl, 

S.  K.  o!  Sr.  Kinilio  Pardo.  A'^'omIc  de  los  K.-tados  l  nidos  .Mexicanos, 
proQuncia  el  siguiente  discurso : 
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«Señores 

Aprovecho  esta  solemne  ocasión  para  expresar,  en  nombre  dol  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  sns  muv  sinceros  v  cordiales 
agradecimientos  á  los  eminentes  publicistas  que  forman  el  Tribunal 
Permanente  do  Arl)¡lrnje,  convocado  para  pronunciar  la  última  pala- 
bra sobiTi  la  dit'oroncia  suscitada  entre  ios  represen laiito>  (!»•  la  I;il¿>ia 
caif'ilira  de  la  Alta  (lalifornia  y  mi  país,  con  molivo  de  la  ya  célebre 
reclamación  del  i-'undo  Piadoso  de  la  ( ".alifornia. 

Ks  para  mí  un  deber  dar  las  ^íracias  i^^iialmcnte  al  tiohicrnn  de  Ins 
Países  Bajos,  por  la  hospitalidad  tan  franca  y  tan  generosa  que  áe  ha 
di«rnar]o  concedernos  y  que  se  coaipaflcre  taa  bien  con  las  tradición*»^ 
del  pudíio  neerlandés,  y  ino  permito  cxvircsar  b)s  agradecimienlo.s  de 
mi  país  y  sn  (lobierno  á  los  muy  (i¡>l ÍM;.niidos  miembros  del  Cuerpo 
Diplomático  que  se  han  dignado  honrar  con  íju  presencia  esta  impo- 
nente ceremonia. 

La  {rnifi  institución  creada  por  el  ('on;:res-o  de  la  Paz,  es  llaumtla 
por  primera  vez  y>ara  prestar  sus  iniina  laiitos  servicios  á  la  causa  del 
Dereidio  y  de  la  .)u-li -ia.  y  me  apri'<uro  á  íiacer  patente  la  fe  dol  Go- 
bierno mexicano  cu  la  s:ihidtn*ía.  en  la  ciencia  y  en  la  imparcialidad 
del  Tribunal  (pie  acaba  de  instalarse. 

Sea  cual  hiere  para  nosotros  el  resultado  did  juicio  del  Trihaiutl. 
[)odemos  decir  con  el  más  Ic^n'tinio  oi-;,oillo.  que  corno  lo  prueba  la  co- 
rrespondencia diplomática  cambiada  entre  los  dos  Cfobiernos  intere- 
sados para  preparar  la  tirma  del  protocolo  del  '21  de  Mayo  último,  .Mé- 
xico fué  el  primero  en  proponer  la  aplicación  del  Arbitraje  Internacio- 
nal establecido  por  la  Convención  de  29  de  Julio  de  1899. 

Kstov  seguro  de  (jue  el  acontecimiento  de  que  somos  testigos  seña- 
lará una  fecha  inolvidable  en  los  fashís  de  la  historia  del  Arbitraje  hi- 
lernacional.  por  modoslo  que  sea  ellitlgioque  ha  motivado  la  convo- 
catoria del  Tribunal;  y  todos,  poderosos  y  débiles,  todos  ijjnales  ante 
la  justicia,  debemos  esperar  que  el  ejemplo  dado  por  las  dos  Kepúblicas 
de  la  América  del  Norte,  no  quedará  infecundo  y  aislado.» 

Se  suspendi(')  la  cesión  á  mediodía  y  se  volvió  á  abrir  á  las  dos  y 
cuarto. 

KlSr.  Iluyssenaers,  Secretario  (íeneral  del  Tribunal,  da  lectura  álas 
connuocaciones  <pie  le  han  sido  dirigidas  por  los  /Agentes  de  Ainériea 
y  de  -Mcxici).  con  el  objeto  de  ser  sometidas  al  Tribunal  de  Arhilnije. 

Habiendo  pregunttuio  el  i 'residente  á  las  partes  si  tienen  todavía 
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más  actas  6  documentos  que  comunicar  al  Tribunal,  el  Sr.  Delacroix 
declara  que  el  Agente  de  México  tiene  efectivamente  esa  intención, 
pero  que  no  podrá  yeriñcar  esa  entrega  antes  de  la  próxima  sesión. 

Ei  Señor  Agente  de  América  deposita  algunas  nueras  publicaciones 
relativas  á  la  causa  en  litigio. 

El  Presidente  declara  en  seguida  que  queda  entendido  que  el  expe- 
diente depasitado  por  el  Agente  de  América  está  por  su  consentimien- 
to á  la  disposición  de  la  parte  defensora. 

Después  de  un  cambio  de  observaciones  entre  los  Señores  Agentes 
de  América  y  de  México,  relativo  al  procedimiento  y  notoriamente  á 
la  cuestión  de  saber  cuál  de  las  dos  partes  hablará  al  último,  el  Pre- 
sidente declara  que  el  Tribunal  deliberará  sobre  las  reglas  de  proce- 
dimiento que  habrá  que  fijar  en  lo  relativo  á  las  cuestiones  suscitadas. 

En  seguida  el  Sr.  Ralston  declara  que  acepta  como  auténtico  el 
anexo  de  la  contestación  del  Gobierno  mexicano,  titulado  «Pleito  de 
Rada:» 

Eq  seguida  se  concede  la  palabra  al  Señor  Senador  Stewart,  quien 
comienza  su  discurso. 

A  las  4  se  levanta  la  sesión  y  se  aplaza  la  reunión  del  Tribunal  para 
el  Í7  de  Septiembre  á  las  nueve  y  media  de  la  mañuua. 

Hecho  en  La  Hayn,  el  15  de  Sepl¡em])re  de  1902. 

El  IVesiileiilo.  //.  Matzcn. —  El  Agento  de  los  FstaclDs  l  iiifló^  do 
América.  Jacks(»i  H.  Ralsfon. —  Kl  Agente  de  los  Eshulos  rnidüs  .Me- 
xicanos, E.  Pardo. —  Kl  Secretario  General,  L,  IL  Ruyaseiiaení, 

ACTA  II. 

Sesiéft  del  miércoles  17  de  Septiembre  de  1902, 

El  Tribunal  se  reunió  ú  las  diez  ilo  la  mañana,  estando  presentes 
todoá  los  Arbitros. 

El  Señor  SocicLario  Oeneral  da  lecttn*;L  ;i  pedinieiilo  del  Presidenle, 
á  líi  siguicüie  decisión  del  Ti  ibimul  quts  ha  sido  notificada  á  los  Se- 
ñores Agentes  de  las  dos  partes,  el  lo  de  Septiembre: 

«Kii  vista  de  qtt»;  la  I'arte  domaii;l;i(l;i  (Kstados  l  nidos  .Mcxi(;aiius) 
iia  roiisonliclo  en  que  la  ri'¡)li<  a  o<«  rita  d.'  la  Parte  artorn  ÍKstados 
l  indos  de  América  )  sea  uni<l:i  al  oxix'diciite  con  la  f  indicit'm  de  que 
la  ['arle  deniandatla  tonga  d  di;recho  de  coiileslar  \mv  csci-ito.  ol  Tri- 
luinal  ha  (ie<MditIí)  quo  !a  moncionada  réplica  será  acoplada  pi)r  el 
Tribunal,  y  que  la  i 'arte  dcniand  ida  tendrá  el  derecho  de  contestarla 
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por  escrito,  siempre  que  esta  contestación  sea  depositada  en  el  archi- 
To  del  Tribunal  en  manuscrito  cuando  más  tarde  el  25  de  este  mes, 
y  que  cuando  más  tarde  el  mismo  día  se  remita  una  copia  de  ella  á 
la  Parte  demandante;» 

.y,  en  seguida,  á  unas  reglas  de  procedimiento  establecidas  por  ei 
Tribunal  de  Arbitraje: 

«Vista  la  necesidad  de  fijar  el  orden  de  los  alegatos,  y  de  coDfo^ 
midad  con  el  reglamento  del  procedimiento  arbitral  consignado  en  la 
Convención  para  el  arreglo  pacifico  de  los  conflictos  internacionales, 
subscrita  en  La  Haya  el  29  de  Julio  de  1899  (art.  30  y  siguientes),  el 
Tribunal  ha  decidido  lo  que  sigue:  l^rirnero.  Considerando  que  los  Re- 
presentantes de  los  Kstados  Unidos  de  América  son  los  (jue  han  abierto 
ios  debates  en  su  calidad  de  í'arte  demandante,  tan  pronto  como  és- 
tos hayan  terminado  aloírato.  se  concederá  la  palabra  á  los  Repre- 
sentantes de  los  Estados  l  nido^^  Mexicanos  como  Parte  demandaua. 
En  seguida  las  dos  Partes,  si  lo  desearen,  alleniatán  una  vez  en  el 
mismo  orden.  Heginido.  Las  [*arles  tienen  el  dereelio  de  hacer  hablar 
á  todos  sus  Abogados  tanto  para  el  primer  alegaio  conin  para  la  res- 
puesta: para  Ja  réplica  y  [lara  la  duplica,  cada  Parte  (iesignará  uno 
solo  de  sns  Ahogados  para  tomar  la  palabra,  salvo  e!  derecho  de  los 
otros  Abogados  de  intervenir  para  contestar  á  las  objeciones  que  con- 
ciernan especialmente  á  los  discursos  que  hayan  pronunciado.» 

El  Señor  Agentede  América  entrega  al  Tribunal  algunos  documentos. 

El  Sefior  Agente  de  México  entrega  al  Tribunal  la  contestación  de 
su  Gobierno  con  sus  anexos. 

El  Señor  Senador  Stewart  continua  su  discurso  comenzado  en  la 
sesión  del  15  de  Septiembre  y  concluye  á  las  once  y  cuarto. 

£1  Presidente  declara  que  el  Tribunal  tiene  la  intención  de  aplazar 
sus  sesiones  hasla  el  lunes  próximo  22  de  Septiembre  y  de  reunirse 
después  diariamente. 

£1  Sr.  Beernaert,  Abogado  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  suplí* 
ca  al  Tribunal  se  sirva  reunirse  también  esta  tarde  si  es  posible. 

El  Tribunal  se  retira  para  deliberar. 

Al  reanudarse  la  sesión,  el  Presidente  declara  que  el  Tribunal  se- 
guirá en  sesión  hasta  el  mediodía,  y  que  á  esa  hora  se  suspenderá 
para  reanudarla  á  las  dos  y  media  de  la  tarde. 

El  Sr.  Garrett  W.  McEnerney»  Abogado  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  dirige  la  palabra  al  Tribunal. 

La  sesión  se  suspende  al  mediodía. 
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Al  reanudarse  la  sesión  á  las  dos  y  inedia^  el  Sr.  Mc.Enerney  con- 
tinúa sa  discurso  hasta  ias  cuatro  y  inedia. 

Se  levanta  la  sesión  y  se  aplaza  la  reuníim  del  Tribunal  para  el  lu* 
aes  22  de  Septiembre  á  las  10. 

Hecho  en  La  Haya,  el  17  de  Septiembre  de  1902. 

El  Presidente:  H.  Mateen, — El  Agente  de  los  listados  Unidos  de 

América:  Jackson  H.  Ralston. — Kl  Agente  de  los  Estados  Unidos  Me- 
xicanos: E.  Pardo. — El  Secretario  General:  L,  IL  IlnijsseiHiers.  , 

ACTA  in. 

¿iesióu  del  lunes  22  d*i  Septiembre  de  1902, 

A  las  diez  se  reunió  el  Tribunal,  estando  presentes  todos  los  Ar- 
bitros, 

El  Secretario  General  da  lectura  ú  las  actas  de  ias  sesiones  del  15 
y  del  17  de  Septiembre. 

El  Sr.  líeernaerl  hace  una  (observación  relativa  al  expediente  depo- 
siUdu  por  el  Agente  de  los  Estados  Unido--,  y  expresa  la  opinión  de 
que  debe  ser  consi(ler:i(lo  como  un  expediente  común. 

El  Sr.  Garrett  Me.  Enerney  reanuda  su  argumentación  del  17  de 
Septiembre. 

La  se^iiHi  se  suspende  al  medio  día  hasfn  las  dos. 

Al  reimudarse  la  sesión,  los  Sre-.  f'wilsfon  y  Pardo  hacen  algunas 
'  b-ervaciones  referentes  ;'i  la  cuestión  iniciada  en  la  sesión  de  la  ma- 
ñana por  el  Sr.  IJeernaert. 

El  Agente  de  América  dice  que  su  tiobierno  se  consideraba  obliga- 
do á  depositar  el  antiguo  expediente,  pero  que  las  dos  Partes  debían 
{iresenlar  todos  los  documentos  ó  memorias  que  juzgasen  necesarias 
y  que  constituirían  un  nuevo  expediente.  El  Gobierno  Americano  ha 
sometido  el  antiguo  expediente  porque  de  hecho  se  encontraba  en  sú 
poder. 

Ed  cnanto  á  la  correspondencia  diplomática,  considera  que  la  obli- 
gación de  hacer  las  comunicaciones  necesarias  es  absolutamente  la 
misma  para  ambos  Gobiernos.  Agrega  que  todo  lo  que  está  sometido 
al  Tribunal  por  la  Parte  demandante  se  halla,  sin  ninguna  reserva»  á 
la  disposición  de  la  Parte  contraria. 

El  Señor  Agente  de  México  contesta  que  este  debate  no  tiene  más 
que  una  importancia  secundaria,  supuesto  que  todos  los  documentos 
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se  encueiilran  ya  en  poder  del  Tribunal.  En  cuanto  á  la  responsabi- 
lidad que  incumbí rfa  á  su  Gobierno,  hace  observar  que  la  respuesta 
de  México, acompañada  del  importante  anexo  tituladó  ^Pleito  de  Ra- 
da,» ha  sido  remitida  directamente  al  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos de  América,  conforme  al  artículo  Vil  del  Protocolo  de  22  de  Mayo 
de  1902,  y  le  extraña  que  este  anexo  haya  sido  unido  al  expediente 
en  tanto  que  la  respuesta  de  México  no  se  encontraba. 

El  Presidente  dice  que  se  tomará  nota  de  las  declaraciones  de  las 
dos  Partes  y  que  serán  mencionadas  en  las  actas. 

El  Sr.  Pardo  hace  observar  todavía  que  existe  una  mala  inteligeo- 
cía  con  relación  á  su  situación  personal  Desea  hacer  constar  que  él 
está  aquf  únicamente  en  su  calidad  de  Agente  de  los  Estados  Unidos 
Mexicanos,  y  de  ninguna  manera  debe  considerársele  como  Represen- 
tante diplomático  de  México  en  La  Haya. 

El  Sr.  Garret  W.  McEnerney  continúa  su  discurso,  que  termina  á 
las  tres  y  tres  coartos. 

El  Sr.  Ralston,  Agente  de  América,  toma  la  palabra. 

La  sesión  se  levanta  á  las  cinco,  .y  la  reunión  del  Tribunal  se  apla- 
za para  el  día  siguiente  á  las  diez. 

Hecho  en  La  Haya,  el  22  de  Septiembre  de  1902. 

El  Presidente,  //.  Mafzen. —  El  Agento  do  los  E-tados  l'nidosde 
Ainéi'i<';i.  JacksoH  //.  Jialsfon. — -El  Aconte  de  los  Estados  Tnidíts  Me- 
xicanos,    Fardo, — El  Secretario  General,  L.  H,  liutfssenaers, 

ACTA  IV. 

Sesión  del  inartes  23  de  Septiembre  de  1902. 

Ea  sesión  so  abro  ;1  las  diez  y  cuarto  de  la  mañana,  estando  prcseu- 
te?  todos  los  Arl)ilros. 

El  Sr.  Rnyssonaors.  Secretario  General  del  Tribunal,  da  lectura  á 
las  dos  siguientes  docisioiin?;  del  7>ibuii;il. 

*<^!on  objeto  de  garantizar  la  marcha  regular  y  continua  de  los  de- 
bates, el  Tribunal  decide  lo  que  sigue: 

Primero.  Las  sesiones  del  Tribunal  se  verificarán  todos  los  días  de 
diez  á  done  de  la  mañana  y  de  dos  y  media  á  cinco  de  ia  tarde,  hasta 
el  üii  de  los  do1)ates. 

Segundo.  Toda  proposición  ó  demanda  de  las  Parles  en  litigio,  re- 
ferentes á  la  marcha  del  procedimiento  arbitral  ó  á  la  interpretación 
de  las  reglas  establecidas,  debe  formularse  por  escrito.» 
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Gstas  decisiones  serán  comunicadas  por  escrito  á  las  dos  Partes. 

Ei  Sr.  Ralston  dice  que  acaba  de  recibir  del  Caballero  Descamps,' 
aAfaogado  délos  Estados  Unidos  de  América,  que  se  encuentra  en  Bru- 
^las^  un  telegrama  pidiendo  la  autorización  de  posponer  su  discurso 
[nm  el  Iones  29  de  Septiembre,  con  et  objeto  de  pennitirle  asistir  á 
]»$  ceremonias  de  los  funerales  de  S.  M.  la  Reina  de  los  Belgas. 

El  Sr.  Beernaert  hace  una  solicitud  que  tiene  por  objeto  el  aplaza- 
mienlo  del  Tribunal  los  díjis  25  y  26  de  Septiembre,  manifestando  que 
e-itará  listo  para  volver  á  tiempo  de  asistir  á  la  ¡sesión  del  27  del  co- 
rriente. 

VA  Presidente  contesta  (jiif^  el  Tril)iinal  h;i  «Jeoididn  rcuiiii-.-e  todo8 
los  días:  se  .suplica  al  Sr.  llaULon  punga  esto  eti  conocimiento  por  la 
vía  lelegráüca,  del  Caballero  Descamp--. 

F^l  Sr.  Ralston  continúa  su  discui\-?u  de  la  víspera  y  termina  á  me- 
dio día. 

Se  «lispeiiiio  la  ^íosiófi  hasta  las  á<)<  y  media. 

Al  reanudarse  la  sesión  el  Sr.  Ralston  remite  al  Tribunal  de  .Arbi- 
traje una  solicitud  f escrita j  que  tiene  por  objeto  permitir  al  Caballe- 
ro Descamps  que  tome  la  palabra  el  lunes  próiimo  29  de  Septiembre 
en  vez  de  hoy. 

£1  Presidente  contesta  que  el  Tribunal  no  puede  admitir  esta  soli- 
citud. 

Ei  Sr.  Delacroix,  Abogado  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  toma 
la  palabra. 

Se  levanta  la  sesión  á  las  cinco  y  se  aplaza  la  reunión  del  Tribu- 
nal para  el  día  siguiente  á  las  diez  de  la  mañana. 
Hecho  en  La  Haya,  et  23  de  Septiembre  de  1902. 

El  Presidente,  II.  Mafzfíu. — 111  Ajenle  de  los  Kstados  Tnidos  de 
América.  Jftrkson  H.  Ualsfon. — Kl  Afrente  de  los  Rstados  l' indo-  Me- 
xicanos, E.  Fardo. — Kl  Secretaru»  (ieiieral,  L. //.  Huysseimers, 

ACTA  V. 

Sesión  del  miércoles  24  de  Septiembre  de  Í902. 

Se  abre  la  sesión  a  las  diez  de  la  mañana,  estando  presen  les  todos 
los  Arbitros. 

El  Sr.  Delacroix  reanuda  su  arííuiufMitacióü  de  la  víspera. 
Se  suspende  la  sesión  á  medio  dia  hasta  las  dos  y  media. 
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Al  reanudarse  la  sesión,  el  Sr.  Ralston,  Agente  de  lo»  Estados  Unidos 
de  América,  da,  con  el  consentimiento  de  la  Parte  demandada,  al- 
gunas explicaciones  relativas  á  las  antiguas  fronteras  de  la  Galifoniia. 
Y  entrega  al  Tribunal  copias  certificadas  de  acuerdo  con  mapas  oficia- 
les anexos  al  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  de  3  de  Febrwo  de  1SI8. 
en  donde  se  hallan  fijados  estos  limites. 

El  Sr.  Beerriaerl  deposita  impresas  algunas  conclusiones  de  la  Parte 
demandada,  y  pregunta  al  Tribunal  si  sería  posible  no  reunirse  el  vier- 
nes 2()  de  Septiembre  por  la  luauana,  á  viuiaa  de  la  ceremonia  délos 
funerales  de  S.  M.  la  Reina  de  los  Belgas. 

Kl  Presifieiilo  contesta  que  el  Tribunal,  accediendo  á  esta  solicitud, 
no  se  reunirá  en  la  mañana  del  viernes  próximo. 

Kl  Sr.  Üalacroix  continúa  su  discurso  hasta  las  eii:itro  y  medui.  v 
se  aplaza  la  reunión  del  Tribunal  para  el  viernes  á  las  dos  y  media  de 
la  tan  le. 

Hecho  en  La  Haya,  el  24  de  Septiembre  de  1902. 

El  Presidente,  if.  MaUen, — El  Agente  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  Jackson  H.  Ralston, — El  Agente  de  los  Estados  Unidos  Me- 
xicanos, E,  Pardo. Secretario  General,  L.  K  Ru^aaenaerB, 


ACTA  TI. 

Sesión  del  viernes  26  de  Septiembre  de  1902. 

El  Tribunal  se  reunió  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  estando  pre- 
sentes todos  los  Arbitros. 

Al  abrirse  la  sesión,  el  Sr.  Ralston,  Agente  de  los  Estados  Unidos 
de  América,  entrega  al  Tribunal,  con  consentimiento  de  la  Parte  de- 
mandada, una  Memoria  del  Gobierno  americano,  suministrando  algo- 
nos  dalos  sobre  el  número  de  catecómenos  indios,  educados  en  los  es- 
tablecimientos católicos  de  California,  y  sobre  el  número  de  indios 
que  se  encuentran  en  la  Alta  California,  por  una  parte,  tal  como  esta 
región  ha  sido  limitada  por  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  y,  por 
otra,  tal  como  estaba  limitada  antaño,  según  las  pretensiones  del  Go- 
bierno español. 

El  Presidente  suplica  al  Secretario  General  transmita  al  Agente  de 
los  Estados  Luidos  iMexicanos  un  ejemplar  de  la  antedicha  Me  nona 
impresa. 
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El  Sr.  Deiacroix  reanuda  m  argumentación  del  24  de  Septiembre; 
termina  ¿  las  cinco. 

Se  levanta  la  sesión  á  las  cinco,  y  se  aplaza  la  reunión  del  Tribu- 
nal para  el  siguiente  día  á  las  diez. 

Hecho  en  La  Haya,  el  26  de  Septiembre  de  1902. 

Kl  Fresidento.  H.  Matzen.—  Va  Agente  de  los  Kstados  l'nidos  de 
América,  Jiukson  H.  Ralston. —  Kl  A<renlede  los  Kstados  l  nidos  de 
México,  E.  Paiv/o.  — El  Secreturiu  General,  L.  11.  Huyatimacrs, 

ACTA  Til. 

Sesión  del  sábado  27  de  Septiembre  de  1902, 

El  Tribunal  se  reunió  á  las  diez,  estando  presentes  todos  los  Ar- 
bitros. 

Kl  Sr.  ik'oniaort,  Abogado  de  los  Kstu.ius  Ünidos  Mexicanos,  dice  que 
el  Sr.  Paiilí»  tomará  la  |):ilabra  di'S¡iiit's  de  él,  y  (|ne  cuii  anterioridad 
hahecho  imprimir  sus  alptratos.  délos  ((iie  se  propone  remitir  ua  ejeni- 
[iliir¡irada  miombrodel  Tribuna!,  así  conioal  Señor  Agento  de  América. 

R¡  Sr.  Kalston  contesta  que  se  apresurará  á  tomar  conocimiento  de 
ellus. 

Kn  ^f^írtiida  el  Sr.  Heeniaerl  comienza  su  argunieiitacion. 

Se  .suspende  la  .sesión  á  mediodía,  hasta  las  dos  y  media. 

Al  reanudarse  la  sesión,  el  8r.  lieeruaert  continúa  su  discurso,  que 
termina  á  las  tres  y  media. 

£1  Sr.  Pardo,  Agente  de  ios  Estados  l'nidos  IVlexicanos,  comienza  su 
argumentación  después  de  haber  explicado  al  Tribunal  que  deseaba 
ieer  su  alegato,  y  que  con  tal  objeto  lo  había  hecho  imprimir  con  an- 
terioridad. 

A  las  cuatro  y  cuarto  el  Agente  de  los  ICstadot»  Unidos  Mexicanos, 
sintiéndose  fatigado,  pide  permiso  para  descansar. 

Después  de  un  cambio  de  observaciones  entre  el  Presidente  y  los 
Agentes  de  América  y  de  México,  el  Tribunal  decide,  de  acuerdo  con 
)a.<s dos  Partes,  que  se  remitirá  al  Tribunal  y  á  la  Parte  actora  un  ejem- 
plar impreso  del  alegato  del  Sr.  Pardo,  antes  de  que  el  Sr.  Descampa 
lüine  la  palabra  el  lunes  próximo,  y  que  esta  comunicación  dispensa- 
rá ni  Agente  de  México  de  terminar  la  lectura  de  esa  parte  de  su  ale- 
gato que  no  ha  podido  concluir  en  la  sesión  de  hoy. 

El  Caballero  Descamps,  Abogado  de  los  Atados  Unidos  de  Améri* 
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ca,  quien  por  rnzón  do  sa  ausencia  en  íjruselas,  no  pudo  asistir  á  la 
sesión  de  23  de  Septienii)ro  en  que  debió  lomar  la  palabra  después  del 
8r.  Ralston,  solicita  del  Tribunal  autorización  para  que  se  le  admita 
á  hacerlo  el  lunes  próximo. 

£1  Presidente  declara  que  deben  ser  considerados  como  concluidos 
el  primer  alegato  y  su  respuesta;  pero  que,  con  consentimiento  de  la 
Parte  demandada,  el  Tribunal,  accediendo  á  la  solicitud  del  Caballero 
Descámps,  ha  decidido  que  para  la  réplica  y  la  duplica,  cada  Parte 
podrá  designar  á  dos  de  sus  Abogados  para  tomar  la  palabra  en  lagar 
de  uno  «a/o,  de  acuerdo  con  lo  que  había  sido  ordenado  por  el  Tribu- 
nal  y  de  acuerdo  con  lo  que  ha  sido  notificado  á  las  Partes  el  15  de 
Septiembre. 

En  consecuencia,  será  admitido  el  Caballero  Descampa  pura  que 
pronuncie  su  discurso  en  la  próxima  reunión  del  Tribunal. 

Se  levanta  la  sesión  á  las  cuatro  y  niedia,  y  se  aplaza  la  reunión 
del  Tribunal  para  el  lunes  29  de  Septiembre  á  las  diez  de  la  inaüuiia. 
Hecho  en  L:i  Haya,  el  27  de  Septiembre  de  1902. 

\\\  Presidente.  lí.  Mafzni.  -FA  Afrente  de  los  Kstados  l 'nidos  dt^ 
América.  Jackson  II.  Ralston. —  Kl  Agente  de  l()s  K>lados  Tnidos 
MexicanoH,     Pardo.— El  Secretario  General,  L.  JL  Muyssenaers. 

ACTA  VIII. 

Sesióu  del  lunes  29  de  Septiembre  de  1902. 

El  Tribunal  .se  reunió  á  las  diez,  esluiiUo  presentes  todos  los  Ar- 
bitros. 

El  Adrente  los  Ivstadus  I  tiidos  Mexicanos,  Sr.  Pardo,  (Uiiituiúala 
lectura  de  su  alro^ato  escrito,  no  fialñcndose  podido  hacer  en  lieinj"» 
útil  la  itiiprt\sión  de  este  documento  para  ser  comunicado  al  Tribunal 
y  á  la  Parte  actora  antes  de  la  apertura  de  la  sesión. 

A  In>  once  y  media,  después  de  que  el  Sr,  Pardo  lia  terminado  su 
alegato,  el  Sr.  Hals^ui  ofrece  al  Tribunal  y  á  la  Parte  demand;id:i  un 
ejemplar  tmprpso  de  la  deposición  hecha  bajo  jnrameiilo,  el  2(i 
Agosto  de  1902,  por  Mr.  John  T.  Doy  le,  ante  el  ^'otarioJa.s.  T.O'Keefü. 
de  San  Erancisco. 

Kl  Sr.  Beernaert  pregunta  .si  se  trata  áe  nu  nuevo  documento,  y  ex- 
presa el  deseo  de  que  en  este  caso,  se  conceda  á  la  Parte  demandada 
el  tiempo  necesario  para  examinar  este  nuevo  documento. 
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Ei  Secretario  General  hace  observar  qae  no  se  trata  de  ningana 
manera  de  un  documento  nuevo,  sino  únicamente  de  una  pieza  que 
figura  ya  en  el  expediente^  y  de  la  cual  la  Parte  demandada  ha  podi- 
do tomar  conocimiento,  puesto  que  él  mismo  dirigió  el  id  de  So[>t¡cm- 
bre  al  Señor  Agente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  una  carta  ofi- 
cial haciéndole  saber  que  el  expediente  americano  depositado  en  el 
archivo  del  Tribunal  e««taba  sin  excepción  alguna,  á  m  disposición. 

El  Caballero  Descamps,  Abogado  de  los  Estados  Unidos  de  Améri- 
ca, toma  la  palabra. 

A  las  dofre  menos  cuarto  solicita  so  sus})onda  la  sesión  y  que  con- 
tinúe sn  discurso  al  reanudarse  la  mism.i.  Antes  de  suspender  la  se- 
sión, el  Secretario  (xcncral  la  lectura  á  l;i  supradiclia  carta  oíicial  que 
duigiü  rl  15  do  Septiembre  ei  Señor  Agento  de  México,  y  cuyo  tenor 
es  el  siguiente: 

^Señor:  Teii;ro  el  honoi-  de  haceros  saber  que  ei  e.\[)ediente  que  lia 
sido  prf'^ciita'lo  ]>t)v  el  Agiente  de  los  K<tado'^  Tuidos  de  América  ai 
Trilninai  Arbitral,  coiisliluído  en  virtud  del  Tratado,  susbcripto  en 
Wasliinírton  el  22  de  .Mayo  de  1002,  entre  los  Estados  1* nidos  de  Amé- 
rica y  los  Estados  l' indos  Mexicanos,  se  encuentra  depositado  en  el 
Archivo  de  dicho  Tribunal,  71  Prinsegraclit,  en  donde  podrán  impo- 
nerse de  é).  Vuestra  Excelencia  ó  la  persona  que  designe  al  efecto. 

Debo  agregar  que  todos  los  documentos,  sin  excepción  alguna,  es- 
tán incluidos  en  ese  expediente,  y  que  pueden  ser  examinados  maña- 
na 16  de  Septicnd)re,  así  como  los  subsecuentes  días,  de  dos  á  cinco 
de  la  tarde.  Quedo  de  Ud.,  etc.,  etc.* 

Se  suspende  la  sesión  á  mediodía,  hasta  las  dos  y  media  de  Ja  tarde. 

Al  reanudante  la  sesión,  el  Agente  de  los  Estados  Unidos  Mexica- 
nos deposita  sobre  la  mesa  del  Tribunal  un  ejemplar  del  tomo  XI  de 
La  Colección  de  Leyes  Mexicanas,  titulado:  «Legislación  Mexicana  ó 
Colección  completa  de  las  disposiciones  legislativas,  expedidas  desde 
la  Independencia  de  la  Kepública,  ordenada  por  los  Licenciados  Ma- 
nuel Dubláii  y  José  María  Lozano.  Edición  oficial  1879.» 

En  seguida  el  Caballera  Descamps  continúa  su  argumentación  has- 
ta las  cuatro. 

En  este  momento  se  declara  demasiado  cansado  para  continuar,  y 
pide  se  aplace  para  mañana  la  terminación  de  su  alegato. 

Se  difiere  la  reunión  del  Tribunal  para  el  martes  30  de  Septiembre, 
á  las  nueve  y  tres  cuartos  de  la  n>añana. 

Hecliü  en  La  Haya  el  2U  de  .Septiembre  de  1902. 


Fundo  1*iai>os»o     las  (^auku  imias. 


Kl  Presidente.//.  Matzen.^  K\  Agente  de  los  Kslados  Uiiidoí?  de 
América,  Jackson  Jf  Jialslon. —  Hl  Agento  de  los  Estndos  Unidos  Me' 
xicano».  E,  Par<h.  -  fcll  Secretario  General,  L.  H,  Bntfssenaers. 

ACIA  IX. 

Sesión  del  maríes  30  de  Sepiiembre  de  1902. 

El  Tribunal  se  reunió  á  las  nueve  y  tres  cuartos  de  la  mañana,  es' 
tando  presentes  todos  los  Arbitros. 

El  Presidente  pronuncia  algunas  palabras,  [)ara  recomendar  á  los 
Señores  Abogados  que  eviten  en  lo  pasible  toda  repetición  que  ooaea 
de  absoluta  necesidad. 

En  seguida  el  Caballero  Descamps  continúa  su  ar^ru mentación,  que 
termina  á  las  diez  y  mediii,  d.^spiiés  de  haber  depositado  sobre  la  me* 
sa  del  Tribunal  un  ejemplar  de  un  Diecionario  Kranco- Ks|)añol,  titu- 
lado: *.\uevo  Dieeionarií»  rratirés-espanul  y  o^tiaíiul-lrancés  con  la 
proniui*  i;ici<)n  lij:tirada  en  audjas  lenguas,  arreglado  con  preseneiu  de 
los  materiales  reiutulos  para  o^iii  oljra,  pui'  I).  V'ieente  Salvá.  y  con 
otros  siieados  de  los  tliecionai h>>  antÍL'(H>s  y  modernos  fuás  acredila- 
(!()-.  coiiipiicsii »  con  iiifjiir  inótndo.  más  exacto,  correeto  y  completo 
quo  to  los  los  puUlicadois  huála  el  día,  por  D.  J.  B.  Guiin.  Duodéciraa 
ediciíMi.  París  \mh 

VA  Juez  Penlield,  Aíiogado  de  los  Iv-tados  llnidusde  America.  toiii;i 
la  [)alahra  y  pronuncia  un  di:5curH0  que  termina  á  las  doce  y  treinta 
y  cítKM)  minutos  de  la  tarde. 

Kl  Sr.  Beernaert  Abogado  de  los  Estados  Cuidos  Mexicanos,  pide  al 
Tribunal  se  aplace  la  sesión  p  ira  mañana,  con  objeto  de  permitir  áÍ06 
Abogatlos  de  !;i  Marte  demandada  que  no  han  jKjdidi»  seguir  más  qup 
únperfecbtmenlo  la  argumentación  inglesa  del  Señor  Juez  Penüeld, 
que  estudien  atentamente  el  resultado  tatpngrálico  de  este  discurso. 

Agrega  que  el  Sr.  Delacroix  y  él  mismo,  barán  lo  posible  para  presen- 
tar sus  observaciones  lo  más  pronto  que  les  sea  dado,  con  el  objeto  de 
ganar  da  esta  manera  el  tiempo  perdido  por  la  suspensión  de  la  sesión 
que  solicitan,  y  no  pone  en  duda  que  les  será  posible  terminar  sus  dis- 
cursos do  duplica  en  la  sesión  de  mañana. 

Después  de  haberse  retirado  i)ara  deliberar,  el  Tribunal  decide  lo 
que  sigue: 

«En  vista  de  la  promesa  formal  de  los  Abogados  de  México  paraaca- 
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bar  su  dúplíca  mañana  miércoles,  se  aplaza  la  reunión  del  Tribunal 
para  mafiana  á  las  diez.» 
Hecho  en  La  Haya,  el  30  de  Septiembre  de  1902. 

El  Presidente,  //.  Maheu. — El  Ajíentede  los  Estados  l'nidos  de  Amé- 
rica, Jackson  H.  RaUlon.  El  Ajrente  de  los  Estados  Luidos  Mexica- 
nos, £.  l'arrfo. —  El  Secretario  General,  L.  JL  liuysscnaers. 

ACTA  X. 

Sesión  del  miércoles  V  de  Octubre  de  1902. 

El  Tribunal  se  reúne  á  las  diez  de  la  mañana,  eslaiuio  [)reseiite.s  to- 
dos los  Arltitros. 

El  Sr.  Ralston  pre{,nn)la  al  Sr.  Pardo  si  puedo  darle  los  ¡nfoi  int's  ([ue 
le  ha  pedido  on  una  f?irtr»  do!  do  Ajrosto  do  t9(>2.  r«-¡.t  «jIu  á  Kis  pa- 
gus  hechos  por  el  i  lohici  iio  moxiraao  á  la  Iglesia  de  Calilornia  en  suma 
de  dinero  [iroveniontos  del  Fondo  Piadoso. 

El  Agente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  se  reserva  contestar  esta 
larde. 

El  Sr.  Delacroix,  Abogado  de  ios  Estados  Unidos  Mexicanos,  comienza 
su  argumentación  á  las  diez  y  cuarto  y  termina  á  la.s  doce. 

Se  suspende  la  sesión  hasta  las  dos  y  media. 

Al  reanudarse  la  sesión  el  Sr.  Balston  da  lectura  á  do^  tolegramas 
del  (jobiorno  americano,  dando  las  fechas  y  las  cantidades  do  pago  que 
han  sido  hechos  en  el  negocio  Weil  y  La  Abra,  y  de  los  úllimos  pagos 
hechos  por  el  Gobierno  mexicano  al  Clero  de  Oilifornia,  como  conse- 
cuencia de  la  decisión  de  la  Comisión  Mixta,  y  entrega  eñ  seguida  al 
Tribunal  los  siguientes  documentos: 

L  Bulas  Papales  relativas  á  los  Obispados  de  California. 

n.  Poderes  de  los  Obispos  de  Sacramento  y  Monterrey  al  Arzobis- 
po de  San  Francisco. 

III.  Convocatoria  mexicana  para  descubrimientos,  con  declaración 
supletoria  del  Muy  Reverendo  Patrick  William  Riordan,  Arzobispo  de 
San  Francisco. 

IV.  (^arta  de  la  Lofración  Mexicana  en  Roma  á  la  Santa  Sede,  fe- 
chada el  í)  de  Abril  de  IHíO.  y  declaración  del  Muy  Reverendo  Pa- 
trick W'illiatn  Riordan,  Arzobispo  de  Snii  Fiarh  isco. 

V.  Mapa  que  iudu-a  los  territorios  indio>  tipntro  de  los  límite-»  de 
los  Estados  Unidos,  compilado  bajo  la  dirección  del  Honorable  \V.  A. 
Jones,  Coiinsionado  de  Negocios  de  indios,  1901. 


S)K  Fondo  Piadoso  de  las  CiiijroRKiAs. 


El  Sr.  Pardo  dice  que  no  hace  ninguna  objeción  al  depósito  de  es- 
tas piezas,  las  que  supone  estar  destinadas  á  esclarecer  al  Tribunal, 
y  hace  salvedades  á  este  respecto. 

Agrega  que  todavía  no  recibe  los  informes  pedidos  por  el  Señor 
Ralston  en  su  carta  de  28  de  Agosto  último.  En  cuanto  á  las  cifras  j 
datos  proporcionados  por  el  Sr.  Ralston,  no  puede  dar  ninguna  opinión 
por  falta  de  datos. 

El  Sr.  Beernaert  comienza  su  discurso  á  la»  tres  y  lo  termina  á  las 
cuatro  y  coarto. 

El  Presidente  declara  ce*Tados  los  debates,  y  que  el  Tribunal  deli- 
berará sobre  el  negocio  en  litigio.  La  sentencia  será  leída  en  sesión 
publica,  para  la  cual  serán  debidamente  llamados  los  Agentes  y  loti 

Abogados  de  las  dos  Parles. 

A  las  cuatro  y  media  se  levanta  la  sesión  y  se  aplaza  la  reunión 
tiel  Tribunal  irideíinidamente. 

Hecho  en  La  Haya,  el  I**  de  Oetubro  dr»  1902. 

El  Presidente,  //.  Matzen. —  El  Afronte  de  los  Estados  l'nidosde 
América,  Jackson  H.  lialsfon.—  El  Agenle  de  los  Estados  Unidos  Me- 
xicanos, E,  Pardo. — Kl  Secretario  General,     H,  Euyssenaers, 

ACTA  XI. 

Sesión  áei  maries  14  de  Octubre  de  1902, 

El  Tribunal  se  reunió  á  las  cuatro  de  ta  tarde  en  sesión  secreta, 
estando  presentes  todos  los  Arbitros. 

Los  cinco  Arbitros  han  firmado  la  sentencia  definitiva  del  Tribunal 
en  tres  ejemplares,  de  los  que  será  remitido  uno  á  cada  una  de  las 
Partes,  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  del  Tratado,  y  el  tercero 
está  destinado  á  ser  depositado  en  los  Archivos  de  la  Oficina  Interna- 
cional de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje. 

A  las  cinco  termina  la  sesión  secreta  y  se  abre  en  seguida  la  sesiÓ! 
pública,  estando  presentes  todos  los  Arbitros,  así  como  los  Agentes d ' 
los  Estados  Unidos  de  .Vmérica  y  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos. 

El  Presidente  concede  la  palabra  al  Sr.  Ruyssenaers,  Secretario  (V 
neral  de  la  Curte  PcniiaiiotUe  de  Arbitraje,  para  que  lea  la  seiileiici. 
arbitral,  cuyo  teip  r  es  el  siguiente: 
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«El  Tribunal  de  Arbitraje,  constituido  en  virlad  del  Tratado  firma- 
do en  Washington  el  22  de  Mayo  de  1902  entre  los  Estados  Unidos  de 
América  y  los  Estados  Unidos  Mexicanos: 

Rksiii-tant>o:  que.  por  un  Conijíromiso.  redactado  en  fonnu  de  Pro- 
tocolo entre  los  Estados  Unidos  de  Arnérica  y  los  Estados  Unidos  Mo- 
xicanos,  firmado  en  Washinjiton  el  22  de  Mayo  de  1902,  se  ha  conve- 
nido y  arreglado  que  la  diferencia  surgida  entre  los  Estados  Unidos 
de  América  y  los  Estjidos  Unidos  Mexicanos  con  motivo  del  «Fondo 
i^iadoso  de  las  Californias.  »  cuyas  anualiilu  los  se  habían  reclamado 
por  los  Estados  Unidos  de  América  á  favor  del  Arzobispo  de  San  Fran- 
cisco y  del  Obispo  de  Monterrey  al  Gobierno  de  la  República  Mexica- 
na, sería  sometido  á  un  Tribunal  de  Arbitraje  que,  constituido  sobre 
las  bases  de  la  Convención  para  el  arreglo  pacifico  de  los  conflictos  ín- 
temaeionales,  firmada  en  La  Haya  el  29  de  Julio  de  1899,  se  compon* 
dria  de  la  siguiente  manera: 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América  designaría  dos  Ar- 
bitros no  nacionales,  y  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos 
igualmente  dos  Arbitros  no  nacionales.  Estos  cuatro  Arbitros  debe- 
rían reunirse  el  1^  de  Septiembre  de  1902  en  La  Haya  con  el  objeto 
de  nombrar  un  Superárbítro,  quien  seria  al  mismo  tiempo,  y  de  dere- 
cho, el  Presidente  del  Tribunal  de  Arbitraje; 

REsur.  rANDi  :  (}iié  ol  I'it  sidenle  de  los  Estados  Unidos  de  América 
ha  nombrado  «"nmo  Ai-hitiMs: 

Al  muy  }ii>ii(>r;il»lo  Sir  l-Mward  Fry,  Doctor  on  Dorecho,  ex-Miem- 
bro  de  la  ("orto  de  Apelación,  Miembro  del  Coiisojo  Privado  de  Su 
Majestad  Británica,  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje;  y 
á  Su  Excel oncia  el  Sr.  De  Martens,  Doctor  en  Derecho,  Consejero  Pri- 
vado, Miembro  del  Consejo  del  Ministerio  Imperial  de  Negocios  Extran- 
jeros de  Husia,  Miembro  del  instituto  de  i^Vancia,  Miembro  de  la  Cor- 
te Permanente  de  Arbitraje; 

Resultando:  qae  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  ha 
nombrado  como  Arbitros: 

Al  Sr.  T.  M.  C.  Asser,  Doctor  en  Dereclio,  Miembro  del  Consejo  de 
F.stado  de  los  Países  linjos,  ex-Profesor  en  la  Universidad  do  Ams- 
terdam.  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje:  y  al  Señor 
.Vinklioer  A.  F.  de  Savorniii  Loliinan,  Doctor  en  Derecho,  ex -Minis- 
tro del  Interior  de  los  lauses  Hmjos,  ex-Profcsor  en  la  Universidad  Li- 
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bre  de  Amsterdam,  Miembro  de  la  Seganda  Cámara  de  los  Estados 
Generales,  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje; 

Los  cuales  Arbitros,  eligieron  en  su  reunión  del  1*  de  Septiembre, 
conforme  á  los  artículos  XXXII  v  XXXI V  de  la  Convención  de  LaHava 
de  29  de  Julio  de  1899,  como  Superárbítro  y  Presidente  de  derecho 
del  Tribunal  de  Arbitraje; 

Al  Sr.  Henning  Matzen,  Doctor  en  Dereclio,  Profesor  en  la  Ilnim- 
sidad  de  Copenhajfue.  Consejero  Kxlraordinnrio  on  la  Siiproma  C.orU'. 
Presidente  del  Lauflsflilng,  Micmbit)  »ie  la  Ct)rle  Permanente  de  Ar- 
bi truje:  y 

llEsui/rAN'Do:  que  en  virtud  del  iVotocolo  de  Washinjílon  del  22  de 
Mayo  de  1902,  los  mencionados  Arbitros  reunidos  en  Tribunal  de  Ar- 
bitraje deberían  decidir: 

1"  Si  la  mencionada  recl;itnnrión  de  los  Kstados  Unidos  de  Ainé^ 
rica  á  favor  del  Arzobispo  do  San  Francisco  y  del  Ohi'-po  de  Monte- 
rrey está  rejíida  por  el  principio  de  rrn  jiidícnfa,  en  virtud  de  la  Sen* 
tencia  arbitral  pronunciada  por  Sir  Edward  Thornton  el  11  de  No- 
viembre de  1875  en  su  calidad  de  Superárbitro; 

2^  De  no  estarlo,  si  la  mencionada  reclamación  es  justa;  conpo' 
der  para  pronunciar  la  decisión  que  les  parezca  ju$;ta  y  equitativa; 

Resultando:  que,  habiendo  los  mencionados  Arbitros  examinado 
con  imparcialidad  y  cuidado  todos  los  documentos  y  actas  |>rosen(a- 
dos  al  Tribunal  de  Arbitraje  por  los  Agentes  de  los  Estados  Unidos  de 
América  y  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  habiendo  escuchado  coo 
la  mayor  atención  los  alegatos  orales  presentados  ante  el  Tribunal  por 
los  Agentes  y  Consejeros  de  las  dos  parles  litigantes; 

CoNSH)F.RANr>r>:  ífuo  el  litigio  sometido  á  la  decisión  del  Ti  il)iinal  lic 
Arbitraje  consisle  en  un  coniliclo  riilio  Ids  Kstados  I  nitlos  do  Ani«^- 
rica  y  los  Ks(ndn<^  l'nidos  INloxicanos,  que  uo  podría  ser  decidido  nia- 
(pie  sobre  la  base  de  los  Tratados  lutcrnacionules  y  de  los  Principiiw 
de  Derecho  Internacional: 

CoNsmERANDo:  que  los  Tratados  internacionales  concluidos  des<io 
el  año  de  1848  hasta  el  Compromiso  del  22  de  Mayo  de  19(J2  entre  la$ 
dos  Potencias  litigantes,  dan  carácter  eminentemente  internacional  á 
este  conflicto; 

Considerando:  (]ue  todas  las  partes  de  un  juicio  ó  de  un  auto  reía' 
ttvo  á  los  puntos  debatidos  en  el  litigio,  se  esclarecen  y  se  completjiD 
mutuamente,  y  cpie  todos  sirven  para  precisar  el  sentido  y  alcance d« 
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la  resolución  y  para  determinar  los  pantos  respecto  de  lo»  cuales  hay 
cosa  juzgada,  y  que  por  tanto  no  puede  ya  haber  cuestión; 

CoNsiDKRANnotqiic  eslaro^'la  so  aplica  fin  solaiiTonto  ála.s  docisionos 
de  los  Tribuuales  instituidos  por  el  Kstado.  sino  también  á  las  senten- 
cias arbitrales  pronum  iaday  dentro  de  los  liuiites  de  competencia  fi- 
jados por  el  Compromiso; 

Considerando:  que  este  mismo  prin(M|)i()  debe  aplicarse  con  mucha 
mayor  razón  á  los  arbitrajes  internacionales; 

Considerando:  que  la  (Convención  del  4  de  Julio  de  1868,  celebrada 
ealre  los  dos  Estados  litigantes,  había  concedido  tanto  á  las  Comisiones 
Mixtas  nombradas  por  estos  Estados,  como  al  Superárbitro  designado 

eTcntualmente,  el  derecho  de  decidir  sobre  m  propia  competencia; 

CoNsiDK.RANMo:  ((110  oii  (>!  litiLxio  soim'ti'lo  ¡i  la  docisión  del  Tribu- 
n.il  de  Arbil!-;i,ie  eii  virdid  Mol  C.otniíroniisd  del  22  de  Mayo  de  1902, 
hay  no  solamente  ideiilidadde  p  irtes  litigantes,  sino  también  identi- 
dad de  materia,  Jnzííada  por  la  senLonoia  arbitral  de  Sir  Kdward  Thorn- 
ton  como  Superárbitro  en  1875.  y  corregida  por  él  el  24  de  Octubre 
..de  1876; 

Considerando:  que  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  ha 
acatado  concienzudamente  la  sentencia  arbitral  de  1875  y  1876  pa- 
gando las  anualidades  asignadas  por  el  Superárbitro; 

Cu.N^ii'KHANiH):  ijiie  desdo  181)9  no  so  hnn  p;i;:a'lo  por  el  (íobierno  de 
los  Estados  Unidos  Mexicanos  al  Gobierno  de  los  Kstados  Kiiido.'^  de 
América  treinta  y  tros  anualidades,  y  qnc  siendo  la--  roj/las  de  la  pres- 
'•ripeión  del  dotninio  exclusivo  del  Derecho  Oivil.  no  podrían  ser  apli- 
cadas al  preseute  conílicto  entre  ion  dos  Estados  litigantes; 

Considerando:  que,  en  lo  que  concierne  á  la  moneda  en  la  cual  de- 
I  be  hacerse  el  pago  de  la  renta  anual,  como  en  México  tiene  curso  le- 
gal el  peso  de  plata,  no  puede  exigirse  el  pago  en  oro  mas  que  en  vir* 
tudde  estipulación  expresa;  que,  en  el  presente  caso,  no  existiendo 
tal  estipulación,  la  Parte  demandada  tiene  el  derecho  de  pagaren  plata; 
qae,  con  relación  á  este  pnnto,  la  sentencia  de  Sir  Edward  Thornton 
no  tiene  por  otra  parte  autoridad  de  cosa  juzgada  mas  que  para  las 
veintiuna  anualidades  respecto  de  las  cuales  el  Superárbitro  decidió 
que  el  pago  debería  verificarse  en  pesos  de  oro  mexicano,  supuesto  que 
j  la  cuestión  de  la  forma  de  p.igo  no  concierne  al  fondo  del  derecho, 
?ioo  únicamente  á  la  ejecución  de  la  sentencia; 
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Considerando:  que  seírún  el  artículo  X  del  Protocolo  de  Washing- 
ton del  22  de  Mayo  de  1902,  el  presente  Tribunal  de  Arbitraje  tendrá 
que  decidir,  en  casojde  condena  en  contra  de  la  República  de  México, 
en  qué  moneda  deberá  hacerse  el  pago;  ¡ 

Por  estos  fundamentos,  el  Tribunal  de  Arbitraje  decide  y  pronao- 
cía  unánimente  lo  que  sigue:  | 

1^  Que  la  mencionada  reclamación  de  los  Estados  Unidos  de  Amé*  j 
rica  á  favor  del  Ansobispo  de  San  Francisco  y  del  Obispo  de  Monte* 
rrey  se  rige  por  el  principio  de  resjtidieata,  en  virtad  de  la  seaten- 
cia  arbitral  de  Sir  Edward  Thornton  de  11  de  Noviembre  de  1875  y 
corregida  por  él  el  24  de  Octubre  de  1876. 

2^  Que  conforme  á  esta  sentencia  arbitral,  el  Gobierno  de  la  Repú- 
blica de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  deberá  pagar  al  Gobierno  de 
los  Estados  Unidos  de  América  la  cantidad  de  un  millón  cuatrocientos 
veinte  mil  seiscientos  óchenla  y  das  pesos  de  México  y  sesenta  y  siete 
centavos  (l.42().68"i.67  pesos  mexicanos)  en  mone*l;i  del  curso  lega' 
en  México,  dentro  del  lérnnuo  lijíido  por  el  artículo  X  del  Protocolo  de 
Washington  de  2-1  Mayo  de  1902. 

Esta  cantidad  de  un  millóncuatrocientos  veinte  mil  sciscienlos  ochen-  . 
tay  dos  pesos  sesenta  y  siete cpnt;ivos  (\A2i  MiSiMu  pesos)  constituirá 
el  monto  total  de  la>  anual idadr-s  vcn<;idasyno  pagadas  por  el  Gobierno 
de  la  Hepúblira  Mexicana,  e^to  os-  la  renta  anual  de  cuarenta  y  tres 
mil  cincuenta  pesos  de  México  noventa  y  nuevo  r>en  ta  vos  (415,050.99 j, 
desde  el  2  do  Febrero  de  1869  hasta  el  2  de  Kebrero  de  1902. 

8  '  Kl  Crobiernode  la  Kepública  de  los  Kstados  Unidos  .Mexi(  ano- 
pagará  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  América  el  2  de  Febrero 
de  1903,  y  cada  año  siguiente  en  la  misma  fecha  del  2  de  Febrero,  á  { 
perpetuidad,  la  renta  anual  de  cuarenta  y  tres  mil  cincuenta  pesos  de  | 
México  y  noventa  y  nueve  centavos  (43,050.99  pesos  mexicanos)  en  | 
moneda  del  curso  legal  de  México. 

iiecbo  en  La  Haya,  en  el  Palacio  de  la  Corle  Permanente  de  Ar- 
bitraje, por  triplicado,  el  14  de  Octubre  de  1902. 

Heuuing  Mafzen.-^Edw.  Fry» — Marlem, — T.  M.  C.  Asser.^A.  | 
F,  de  Savornin  Lohtttan.* 
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El  PresiUeale  pronuncia,  acto  continuo,  el  discurso  que  sigue: 
«Señores: 

El  Tribunal  de  Arbitraje  lavo  su  primera  sesión  el  15  de  Septiem- 
bre, y  el  1*  de  Octubre  se  declararon  clausurados  los  debates;  hoy,  14 
de  Oclubre,  hemos  pronunciado  la  sentencia  que  el  Sefior  Secretario 
General  acaba  de  leer,  y  de  la  cual  se  dará  un  ejemplar  á  cada  una  de 
las  Potencias  en  litiprio.  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  del  Tra- 
tado, y  el  tercero  será  depositado  en  los  archivos  de  la  OQcina  Inter- 
nacional  de  la  Corte  l'erinatienlo  de  Arbitraje. 

El  Tribunal,  jMio>,  ha  terminado  su  tutea;  á  menos  que  las  Partes 
pidan  la  revisión  <!•'  la  sontencia  ;ii  l)ilral,  haciondo  uso  de  la  facultad 
<|iie  les  conrede  el  art.  13  del  {'roltícolo  do  Wasliin<¡:ton.  confornift  al 
art.  55  de  la  Convenr-lón  do  í,a  Maya.  Esta  revisión  no  puede  verifi- 
e;ir-o  -ino  por  el  descubniiuenlo  de  un  nuovo  ho^'ho.  cuya  natundcza 
pae  la  »'|crcor  una  influencia  do*"i<ivíi  cu  la  -íi'ulfMn  i-i  y  quo  liaya  sido 
dcsf'otiocido  al  <'laiisui';ii'sc  los  dcl);itcs.  hiiito  del  Tribunal  mismo  co- 
mo de  la  l'ai-to  que  pide  la  revisión.  Kl  pnircdiinionto  do  revisión  no 
podrá  efectuarse  sino  ]inr  dor-isión  do!  Tribunal  que  declare  expresa- 
mente la  existencia  del  nuevo  hedío.  reconocicndole  el  carácter  pre- 
visto por  el  párrafo  precedente,  y  «(ue  declaro  con  este  motivo  admi- 
sible la  revisión,  l'ero  desde  ahora,  y  hasta  que  tal  demanda  de  revisión 
no  sea  diriírida  al  Tribunal  y  declarada  ad ni i.sible,  las  Altas  Parles  han 
dejado  de  estar  en  litigio  y  se  considera  como  terminada  la  misión  que 
ie  ha  sido  conferida. 

Deseo,  Señores,  dirigiros  todavía  algunas  palabras.  Si  no  es  dado  á 
ningún  tribunal  humano  saber  que  sus  sentencias  son  infalibles,  nos 
llevaremos  al  menos  de  aquí  la  firme  convicción  de  haber  buscado  con 
todo  nuestro  ahinco  la  verdad,  consciente  é  im  parcial  mente;  y  me  per- 
mito agregar  que  la  unanimidad  por  la  cual  todos  los  Miembros  del 
Tribunal,  pertenecientes  á  diferentes  países,  reunidos  aquí  han  llegado 
á  las  mismas  conclusiones,  cada  uno  por  si  y  todos  en  conjunto,  me 
parece  constituir  una  garantía  más  de  que  en  nuestra  afanotm  inves- 
tigación de  la  verdad  no  hemos  equivocado  el  camino. 

Al  repasar  en  la  memoria  el  curso  de  nuestros  trabajes,  debemos 
desde  luego  expresar  nuestro  sincero  agradecimiento  á  los  Señores 
Agentes  intermediarios  entre  las  Partes  y  el  Tribunal. 

Señores:  marcadas  con  el  sello  de  vuestra  alta  distinción  las  rela- 
ciones con  el  Tribunal,  establecidas  y  mantenidas  por  vosotros,  huti  sido 
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excelentes  y  de  las  más  cordiales  desde  el  primero  ha$ila  el  último  dk. 

Damos  también  calurosamente  las  gracias  á  los  Señores  Abogados 
de  las  dos  Partes,  quienes  nos  han  secundado  y  han  revestido  los  de- 
bates con  las  formas  más  corteses  y  con  incesante  y  buena  voluntad. 

La  más  perfecta  urbanidad  en  las  relaciones  mutuns  ha  hecho  la 
tarea  del  Presidente  tan  fácil  como  agradable.  En  nuestra  primera  reu* 
nión  dije  que  los  Abogados  estíiblecerían  las  bases  para  las  delibera- 
ciones del  Tribunal:  se  ha  realizado  y  aun  superado  esta  prediccíóo; 
han  guiado  al  Tribunal,  haciendo  brillar  sobre  todos  los  puntos  en 
litigio,  la  luz  de  mi  alta  erudición  y  del  más  profundo  trabaja. 

Os  darnos  las  gracias,  Sofior  Secretario  General.  [)orque  con  vuestro 
infalio;al)le  empeño  nos  liabéis  prestado  precioso  apoyo,  así  como  á  los 
Señores  Secretarios  por  el  esmero  con  qne  han  cumplido  su  tarea. 

También  debemos  ti  ihutar  nuestro  agradecimiento  á  los  I^li(j:iibrn.< 
del  Consejo  Administrativi»  tic  la  Coi  te  INuinaiieiile  que  han  puesto 
á  luiostra  (li<iH)-i(;ióii,  con  -^u  coiiioditlad  y  elegancia,  los  henno.sos sa- 
lones en  los  ciialos  nos  hemos  reunido. 

Bajo  la  ini|M-esi(')ii  de  la  acogida  tan  hospitalaria  que  se  le  ha  lirdn» 
en  psic  |uiis  tan  rico  en  rcjuerdos  do  grandes  hechos  y  bencficius  ei» 
la  hisloria  del  Derecho  y  de  la  Humanidad,  el  Tribunal,  reunido  b.ijii 
los  auspicios  lio  S.  M.  la  Keina  de  los  Países  Hajos,  deposita  á  los  pic.< 
de  la  graciosa  Soberana  el  homenaje  respetuoso  de  su  profunda  gra- 
titud y  sus  mejores  votos  por  su  íelicidad  y  por  la  prosperidad  de  su 
pueblo.» 

El  Sr.  Ralston,  Agente  de  los  Estados  Unidos  de  América,  pide  la 
palabra  y  se  expresa  en  los  siguientes  términos: 

«  Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitro.'s: 

Hoy  que  se  apro.xima  la  hora  final,  parece  conveniente  demostrar 
por  parte  de  los  Estados  Unidos  y  sus  representantes,  la  gratitud  qne 
experimentan  tanto  por  las  cortesías  de  que  han  sido  objeto,  cuanto 
por  las  que  se  han  significado  en  el  discurso  que  acaba  de  pronuii* 
ciarse. 

Llegamos  extranjeros,  y  hemos  encontrado  la  más  amistosa  aco- 
gida de  parte  de  todos.  A  vos,  Señor  Presidente,  y  á  todos  los  otros 
Miembros  del  Tribunal,  damos  las  más  sinceras  gracias  por  la  bon- 
dad y  paciencia  con  que  constantemente  se  nos  ha  escuchado.  Ha* 
béis  reconocido  el  hecho  de  que  se  debía  dar  satisfacción  á  todos  las 
litigantes  con  éxito  ó  sin  él,  cuando  todos  tuviesen  conciencia  de  qne 
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SOS  argumentos,  buenos  ó  malos,  concisos  ó  difusos»  hubieran  reci- 
bido toda  la  atención  posible. 

Mi  deber  en  este  punto  sería  incompleto  si  descuidara  hacer  pa- 
tente roí  gratitud  por  la  incesante  cortesía  y  amistad  demostrada  á 
las  Partes  litigantes  por  los  empleados  de  la  Corte.  Sin  su  constante 
asistencia,  nuestros  procedimientos  hubieran  sido  mucho  menos  rá- 
pidos y  efectivos. 

Deseo  reconocer  la  buena  fe  y  la  buena  voluntad  demostrada  en 
todo  tiempo  por  nuestros  amigos  de  la  Parte  contraría  en  este  litigio. 
Aunque  ellos  han  mantenido  la  causa  de  México  leal  y  hábilmente, 
y  han  procurado  defender  sus  intereses,  jamás  se  ha  presentado  nin- 

ffuna  dificultad  de  carácter  personal  ni  ninguna  controversia  que  hu- 
biera podido  dejar  recuerdos  desnjíradablcs  de  hechos  surgidos  entre 
nosotros.  También  ino  uno  á  vos.  Señor  Presidente,  al  dar  las  gracias 
de  parte  de  mi  país  al  Con.sejo  l'onuanente  Administrativo  por  ha- 
bernos pr()(nii"ul(j  lan  hermoso  local,  en  el  que  nos  hemos  reunido  y 
en  el  que  hemos  arreglado  nuestras  dificultades. 

Ketornamos  los  cumplimientos  apropiados  al  tiempo  y  á  Ins  cir- 
cunsiaTi'-ins:  y  nuiupicya  in»  hubiera  más  que  decir,  fuieslras  palabras 
pudieran  tiieii  tenerse  nwno  sonoro  bronce  ó  el  -oiiido  de  los  tiíu- 
bales. '  y  nuestra  reunión  aquí  como  teniendo  solamente  un  valor 
efímero. 

Se  acaba  de  decidir  en  La  íliya  una  <T)!itrovei-sia  solire  dinero,  cosa 
que  se  dice  ha  hecho  esclavos  á  millares  y  cuyo  amor  se  describo 
como  el  origen  de  todo  mal.  Si  una  decisión  ahora  no  significara  ma.s 
que  la  transmisión  ó  no  transmisión  de  dinero  de  una  parte  á  otra, 
por  más  interesante  que  esto  fuera  á  las  Partes,  el  mundo  en  lo  ge- 
neral lo  vería  con  indiferencia. 

Creemos,  sin  embargo,  que  se  ha  díido  el  primer  paso  que  signi- 
ficará mucho  para  el  bien  de  las  generar-iono-;  futuras:  que  siguiendo 
este  primer  reconocimiento  de  la  existencia  de  una  Corte  Permanen- 
te para  arreglar  las  diferencias  entre  las  naciones,  se  recurrirá  á  ella 
no  sólo  en  diferencias  semejantes  á  la  presente,  síno  en  otras  que  en* 
raeWan  cuestiones  más  amplias  de  derechos  individuales  y  de  pri- 
vilegios nacionales.  Debemos  esperar  que,  así  como  cuestiones  que 
anteriormente  se  creía  que  envolvían  el  honor  individual  han  cesado 
enteramente  de  ser  arregladas  por  el  ejercicio  de  la  fuerza  en  unas 
naciones  y  están  en  vías  de  serlo  en  otras,  ta  misma  resolución  se 
opere  gradualmente  en  las  cne^tiones  de  los  Estados.  La  Corte  Per- 
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manente  de  Arbitriye,  contribuyendo á  este  fin,  debe  procurar  la  rea- 
lización del  deseo  cristiano  de  « Paz  en  la  tierra  á  los  hombres  de  bue- 
na voluntad.  > 

Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros:  Para  bien  ó  para  mal, 
nuestra  tarea  está  terminada,  Al  perdonársenos  que  expresemos  la 
esperanza  de  que,  aparte  del  efecto  inmediato  de  vuestra  decisión, 
algún  bien  han  de  producir  nuestros  trabajos,  debemos,  sin  embar- 
go, aceptar  lo  que  traiga  el  porvenir,  cualquiera  que  ésto  sea.  Todos 
hemos  hecho  según  nuestro  saber  y  entender  todo  lo  que  podíamos 
hacer,  y  aceptamos  los  resultados  tranquila  y  filosóficamente  sin  exal- 
tación ni  depresión. 

Debo,  por  consiguiente,  recordar  al  concluir,  la  promesa  del  ví^o 
Niebelungen  Lied, 

«  U7//  fJtou  fio  ihe  (leed  (íh<¡  í  rf/fct  ¿l? 
Thoii  J/nffsf  ¡H'tfi'r  uevcr  hecn  hortt 
Wiff  tlioii  do  tlir  flcetl  and  provlaim  U? 
Then  thy  fa¡nr  símil  he  ouhroni 
Thou  shaU  do  Ote  dcnl  and  fddd^i  //, 
And  fnnii  fhff  tlironc  on  iiif/h, 

Look  on  to  ta-day  and  to^morraw  as  tímse  üiat  never  die,* 

El  Sr.  Pardo,  Agente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos*  pronuncia 
las  siguientes  palabras: 

« Señores: 

Cuando  tuve  el  honor  de  dirigir  In  palrtbra  por  la  iM'iinera  voz  al  Ti  i- 
buna],  el  día  en  que  ?p  insfnló,  ronuMin''  por  pxpre«íir  en  nomljre  do 
mi  nobioriin,  ?n  (lotoi-minacióii  de  somcItM-^e  liel  y  ItMlmciito  á  la  do- 
cisión  de  este  Tribunal.  Ksl<»y  absolutamente  seguro  de  que  euandu 
mi  Gobierno  conozca  la  sentencia  (pie  el  Tribunal  acaba  de  pronun- 
ciar, la  aceptará  como  la  expresión  del  juicio  y  de  la  sabiduría  de  cinco 
jurisconsultos  distinguidos,  do  cinco  hombres  honrados:  per»)  naliiral- 
menledebo  reservar  ámi  Gobierno  el  derecho  de  hacer  valer  todos 
los  recursosqueel  Protocolo  de  '  i  Mayo  último  conrcdo  á  las  Par- 
tes; no  quiero  abusar  de  la  pa<!Íoncia  y  de  la  atención  del  Tribunal 
Reitero  la  manifestación  de  gratitud  que  liice  el  dia  de  la  instalación 
del  Tribunal  por  la  buena  voluntad  con  que  los  Señores  Arbitros  han 
tenido  la  bondad  de  asumir  una  tarea  pesada  y  penosa  que  ha  sido  cum- 
plida con  tan  buena  voluntad  y  con  un  espíritu  de  imparcialidad  que 
me  complazco  en  reconocer. 
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Me  aprorecho  de  esta  oportanidad,  para  uninne  de  todo  corazón  á 
la  manifestación  que  acaba  de  hacer  el  Agente  de  los  Estados  Unidos, 
y  á  la  expresión  de  gracias  que  ha  dirigido  álos  Miembros  del  Consejo 
Administratiro  de  la  Corte  l^ermanente  de  Arbitraje,  por  so  benévola 
hospitalidad.  No  me  qaeda  más  que  daros  de  nuevo  las  gracias  por 
vuestro  trabajo,  por  vuestra  buena  voluntad,  por  vuestra  sabiduría  y 
por  vuestra  imparcialidad.  > 

El  Presidente  da  las  gracias  á  los  Señores  Agentes  por  sus  corteses 
l>alabras,  y  declara  que  el  Tribunal  ha  terminado  sus  trabajos. 

Se  levanta  la  sesión  á  las  cinco  y  media. 

Hecho  en  í.a  Haya,  el  14  de  Octubre  de  1902. 

F>1  Ppi'skK  iiin.  //.  Mafzen  —VA  Afronte  do  los  Kstados  I  nidos  de 
América,  Jackson  //.  Ralston.  —  Kl  Agente  de  los  listados  Mexicanos, 
E.  Parilo,  —El  Secretario  General,  L.  H.  Ruyssenaers, 
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LAUDO  PRONUNCIADO 

rOR  EL 

TRIBUNAL  PERMANi: .NTK  DK  AlÜilTIIAJK  DE  LA  ILAYA 

£L  14  Oe  QCTU8R£  Oí  1902. 


Tuiiii;i\Ai.  l'i.iiMAM.Mi!;  üi,  AulUTiiAJi;  üii  La  Haya. 

«El  Tribunal  de  Arbitraje,  constituido  en  virtud  del  Tratado  firma- 
do en  Washington  el  22  de  Mayo  de  1902  entre  los  Estados  Unidos  de 
América  y  los  Estados  Unidos  Mexicanos; 

Iírsi  l  tanuo:  que,  por  un  Compromiso,  redactado  en  forma  de  i^nt- 
tocolo  entre  los  Estados  lltiidos  de  América  y  los  Kstados  Unidos  Me- 
xicanos, firmado  en  Washinfrton  el  22  de  Mayo  do  l'.)<)2.  se  ha  conve- 
nido y  arreglado  que  la  diferencia  surgida  entre  los  Estados  Unidos 
de  América  y  los  Estados  Unidos  Mexicanos  con  motivo  del  «Fondo 
Piadoso  de  las  Californias,»  cuyas  anualidades  se  habían  rcclaniadu 
por  los  Estados  Unidos  de  América  á  favor  del  Arzobispo  de  SanFran* 
cisco  Y  del  Obispo  de  Monterrey  al  Gobierno  de  la  República  Mexica- 
na, seria  sometido  á  un  Tribunal  de  Arbitraje  que,  constituido  sobre 
las  bases  déla  Convención  para  el  arreglo  pacífico  de  los  conilictos  in- 
ternacionales, firmada  en  La  Hnya  el  29  de  Julio  de  t899,  se  compon- 
dría de  la  siguiente  manera: 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América  designaría  dos  Ar- 
bitros no  nacionales,  y  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanoü 
ignalmente  dos  Arbitros  no  nacionales.  Estos  cuatro  Arbitros  debe- 
rian  reunirse  el  1^  de  Septiembre  de  1902  en  La  Haya  con  el  objeto 
de  nombrar  un  Supera rbi tro,  quien  seria  al  mismo  tiempo,  y  de  dere- 
cho, el  Presidente  del  Tribunal  de  Arbitraje: 
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HfisuLTAND»:  que  el  PresideQte  de  los  Estados  Unidos  de  América 
ha  nombrado  como  Arbitros: 

Al  muy  honorable  Str  Edward  Fry«  Doctor  en  Derecho,  ez-Miem* 
bro  de  la  Corte  de  Apelación,  Miembro  del  Consejo  Privado  de  Su 
Majestad  Británica,  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje;  y 
á  Su  Excelencia  el  Sr.  De  Martens,  Doctor  en  Derecho,  Consejero  Pri- 
vado, Miembro  del  Consejo  del  Ministerio  Imperial  de  Negocios  Extran- 
jeros de  Rusia,  Miembro  del  Instituto  de  Francia,  Miembro  de  la  Cor- 
te Permanente  de  Arbitraje; 

Resli  TANDo:  que  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  ha 
nombrado  como  Arbitros: 

Al  Sr.  T.  M.  C.  Asser,  iiuolor  en  Dereclio,  Miembro  de!  Consejo  de 
Lstado  de  los  Países  ünjos,  ox-Pro^sor  en  la  Universidad  de  Ams- 
terdam.  Miembro  de  la  Corte  l^ermanente  de  Arbitraje;  y  al  Señor 
jonkbecr  A.  F.  de  Savornin  Lobman,  Doctor  en  Derecho,  ex-Minis- 
tro  del  Interior  de  los  Países  Bajos,  ex-Proíesor  en  la  Universidad  Li- 
bre de  Atnslerdam.  Miembro  de  la  Segunda  Cámara  de  los  Estados 
Generales.  Miembro  do  la  Corle  Permanente  de  Arbitraje; 

,Los  cuales  Arbitros,  cIi;:¡croii  en  sti  reiuiión  del  V  de  Septiembre, 
conforme  cá  los  artículos  XXXU  y  XXXIV  de  la  Convención  de  La  Haya 
de  29  de  Julio  de  1899,  como  Superárbitro  y  Presidente  de  derecho 
del  Tribunal  de  Arbitraje; 

Al  Sr.  Henning  Matzen,  Doctor  en  Derecho,  Profesor  en  la  Univer- 
sidad de  Copenhague,  Consejero  Extraordinario  en  ta  Suprema  Corte, 
Presidente  del  Lanásthing,  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Ar- 
bitraje; y 

RRsrrr.TANDo:  que  en  virliid  del  i'roliKíoio  de  Wn^hiaglon  del  22  de 
May  )  do  Í9f)'2.  In«  tnencionados  Arbitros  reunidos  en  Tribunal  de  Ar- 
bitraje (leí)ci'ían  decidir: 

r  Si  la  inoncionada  reelainaiión  de  los  Kstados  Unidos  de  Amé- 
rica á  favor  del  Arzobispo  de  San  Prancism  v  dfd  Obispo  de  Monte- 
rrey está  regida  por  el  principio  de  reajudimia,  en  virtud  de  la  Sen- 
tencia arbitral  pronunciada  por  Sir  Kdward  Thornton  el  11  de  No- 
viembre de  1875  en  su  calidad  de  Superárbitro; 

2**  De  no  estarlo,  si  la  mencionada  reclamación  es  justa;  con  po- 
der para  pronunciar  ta  decisión  que  les  parezca  justa  y  equitativa; 

Rhsitltando:  que,  habiendo  los  mencionados  Arbitros  examinado 
con  iinixircíalídad  y  cuidado  todos  los  documenta»  y  actas  presenta- 
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dos  al  'rribunal  de  Arbitmjfi  por  los  Afrentes  de  los  Estados  Unidas  de 
América  y  los  Estados  lí nidos  Mexicanos,  y  habiendo  osruchado  con 
In  nuiyor  atención  los  alegatos  orales  presentados  ante  el  Tribunal  por 
los  Agentes  y  Consejeros  de  las  dos  partes  litigantes; 

CoNsiDEBANno:  que  el  litigio  sometido  á  la  decisión  del  Tribunal  de 
Arbitraje  consiste  en  un  conflicto  entre  los  Kstados  Unídfis  de  Amé- 
rica y  los  Kstndos  Unidos  Mexicanos,  (¡iio  m»  i><)dria  ser  decidido  mas 
que  sobre  la  base  de  los  Tratados  Internacionales  y  de  los  Principios 
de  Üerecho  Internacional: 

Considerando:  que  los  Tratados  Internufiidialos  concUií'lds  dcsile 
el  año  de  1818  hasta  el  Compromiso  del  2'2  de  Mayo  do  1  DOi^  en  tic  l:ts 
dos  Potencias  litigantes,  dan  carácter  eminentemente  internacional  á 
este  conilicto; 

Considerando:  que  todas  las  partes  de  un  juicio  6  de  un  auto  rela- 
tivo á  los  puntos  debatidos  en  el  litigio,  se  esclarecen  y  se  completan 
mutuamente,  y  que  todos  sirven  para  precisar  el  aoi|tido  y  alcance  de 
la  resolución  y  para  determinar  los  puntos  respecto  de  los  cuales  hay 
cosa  juzgada,  y  que  por  tanto  no  puede  ya  haber  cuestión; 

CoNsiDiiUANDotque  estarcirla  se  aplica  no  solamente  álas  de(íisit)nes 
de  los  Tril)unal(\'^  iiistiluídos  por  ol  listado,  sino  t:Mnli)úu  á  las  senten- 
cias arbitrales  pronunciada."  dentro  de  los  línultís  de  competencia  li- 
jados por  el  Compromiso  ; 

CoMSiDRRANDo:  qiic  este  mismo  principio  debe  aplicarse  con  mucha 
mayor  razón  á  los  arbitrajes  internacionales; 

Considerando:  que  la  Convención  del  4  de  Julio  de  1868,  celebrada 
entre  los  dos  Estados  litigantes,  había  concedido  tanto  á  las  Comisiones 
Mixtas  nombradas  por  estos  Estados,  como  al  Superárbitro  designado 

eventualmenle,  el  derecho  de  decidir  sobre  su  propia  competencia; 

CoNsiDKRANDo:  (pic  CU  c!  Htijíio  sotiK'tido  á  la  decisión  <icl  Tribu- 
nal de  Arbitraje  en  virtud  del  Compromiso  del  22  de  Mayo  de  1902. 
hay  no  solamente  identidad  de  p  ¡rtcs  litiírantes,  sino  también  idonti- 
dad  de  materia,  jir/'jada  [)i<i' la  senloneia  arbitral  de  Sir  Kdward  i  liorn- 
ton  como  Superárbitro  eii  1875.  y  corregida  por  el  el  24  de  Octubre 
de  1876; 

CoNsmERANDo:  que  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  ha 
acatado  concienzudamente  la  sentencia  arbitral  de  1875  y  1876  pa- 
gando las  anualidades  asignadas  por  el  Superárbitro; 
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Considerando:  que  desde  1869  no  se  han  pagado  por  el  Gobierno  de 
los  Estados  Unidos  Mexicanos  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de 
América  treinta  y  tres  anualidades,  y  que  siendo  las  reglas  de  la  pres- 
cripción  del  dominio  exclusivo  del  Derecho  Civil,  no  podrían  .ser  apli- 
cadas al  presente  conflicto  entre  los  dos  Estados  litigantes; 

( '.oNsiDKUANDo:  qiio,  (MI  lo  quo  i ■oMciorne  í'i  la  inonfdii  eti  la  cual  de- 
be hacerse  el  pa^^o  de  la  renta  anual,  como  en  México  tiene  curso  le- 
ga! el  peso  rio  plata,  no  puede  exigirse  el  pago  en  oro  nuus  que  en  vir- 
tud de  estipulación  expresa;  que,  cti  el  presente  caso,  no  existiendo 
tal  estipulación,  la  Parto  demandada  tiene  el  derecho  de  pagaren  plata; 
que,  con  relación  á  este  pnnto,  la  sentencia  de  Sir  Edward  Thomlon 
no  tiene  por  otra  parte  autoridad  de  cosa  juzjrada  mas  que  para  las 
veintiuna  anualidades  respecto  de  las  cuales  el  Superárbitro  decidió 
que  el  pago  debería  veriñcarse  en  posos  de  oro  mexicano,  supuesto  que 
la  cuestión  de  la  forma  de  pago  no  concierne  al  fondo  del  derecho» 
sino  únicamente  á  la  ejecución  de  la  sentencia; 

Cox.sibKBANDo:  que  sesión  el  artículo  X  del  Protocolo  de  Washinjí- 
ton  del  22  de  Mayo  de  P.H)2.  e!  presente  Trilmnal  -ie  Arbitrnje  tendrá 
(inc  decidir,  en  caso  dr  condcníi  en  (Hnilra  de  la  República  de  México, 
en  qué  moneda  deberá  hacerse  e!  |>:iji(i: 

Por  estos  fundamentos,  el  Tribunal  de  Arbitraje  decide  y  pronun- 
<  i;i  nnánimente  lo  que  sigue: 

1^  Que  ia  mencionada  reclamación  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica á  favor  del  Arzobis[)o  de  San  Francisco  y  del  Obispo  de  Monte- 
rrey se  rige  por  el  priticipio  de  rrs  JicHcuta,  en  virtud  de  la  senten- 
cia arbitral  de  Sir  Edward  Thornton  de  11  de  Noviembre  de  1876  y 
corregida  por  él  el  2i  de  Octubre  de  187ó. 

2*  Que  conforme  á  esta  sentencia  arbitral,  el  Gobierno  de  ia  Repú* 
blica  de  los  Estados  ITnido»  Mexicanos  deberá  pagar  al  Gobierno  de 
los  Estados  Unidos  de  América  la  cantidad  de  un  millón  cuatrocientos 
veinte  mil  seiscientos  ochenta  y  dos  pesos  de  México  y  sesenta  y  siete 
centavos  (1.420,682.67  pesos  mexicanos)  en  moneda  del  curso  legal 
en  México,  dentro  del  término  fijado  por  el  artículo  X  del  Protocolo  de 
Washington  de  22  Mayo  de  1902. 

E<}ta  cantidad  de  un  millón  cuatrocientos  veinte  mil  seiscientos  ochen- 
ta y  dos  pesos  sesenta  y  siete  centavos  (1.420,682.67  pesos)  constituirá 

monto  total  de  las  anualidades  vencidas  y  no  pagadas  por  el  Gobierno 
de  la  República  Mexicana,  esto  es:  la  renta  anual  de  cuarenta  y  tres 
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mil  cincuenta  pesos  de  México  noventa  y  nueve  centavos  (43.050.99), 
dasde  el  2  de  Febrero  de  1869  hasta  el  2  de  Febrero  de  1902. 

3"  El  Gobierno  de  la  República  de  los  listados  Unidos  Mexicanos 
pagará  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  América  el  2  de  Febrero 
de  1908,  y  cada  año  siguiente  en  la  misma  fecha  del  2  de  Febrero,  á 
perpetuidad,  la  renta  anual  de  cuarenta  y  tres  mil  cincuenta  pesos  de 
México  y  noventa  y  nueve  centavos  (48,050.99  pesos  mexicanos)  en 
moneda  del  curso  legal  de  México. 

Hecho  en  La  Haya,  en  ei  i 'alucio  de  la  Corle  Permanente  de  Ar- 
bitraje, por  triplicado,  el  14  de  Octubre  de  1902. 

Heuning  MoUgen.-^Edw,  Fry, — Martms. — 7.  Jtf.  C,  Asser. — A. 
F.  áe  Savormn  Lohman.* 
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INFORMES 

D8  LOS 

AGüNTES  Y  ABOGADOS)  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  MEXICANOS 
Y  DE  LOS  ESTADOS  UNIDOS  DE  AMERICA 

ANTE  EL  TRIBUNAL  &R  AnBITRAJE. 
(TRADirGCIÚiC.) 


Informe  del  Sen<idor  W,  M,  Sietvart, 
(Sesiones  de  los  días  15  y  17  de  Septiembre.) 

El  Sr.  Presidente.  —  . . .  .Concedo  la  palabra  al  Sr.  Stewart,  Abo- 
gado de  los  Estados  Unidos  de  América. 

Mr.  Stewaht. — «Sr.  Presidente: — Honorables  Arbitros; 

El  origen  de  esta  coAtrorersia  surge  de  las  donaciones  que  alganas 
personas  piadosas  hicieron  en  el  siglo  XVUI,  con  el  objeto  de  crear 
un  Fondo  que  sirviera  para  cÍTilizar  y  convertir  á  los  nativos  de  las 
Californias,  y  cimentar  y  sostener  la  religión  católica  en  aquella  re- 
gión. El  Fondo  oreado  por  dichas  donaciones  se  incorporó  en  el  Erario 
de  México,  por  decreto  de  Octubre  24  de  1842,  oblígáado»e  dicho  país, 
por  su  parte,  á  pagar  los  intereses  correspondientes,  los  que  debían 
emplearse  en  designios  indicados  por  los  donantes.  Después  de  verifi- 
cada la  renta  de  la  California  á  los  Estados  Unidos,  el  Gobierno  mexi- 
cano dejó  de  pagar  el  interés  convenido  á  la  parte  del  capital  que  per- 
tenecía á  las  misiones  He  la  Alta  California.  Los  puntos  referentes  al 
monto  del  capital  y  al  de  los  intereses  devengados,  con  todas  las  cues- 
tiones incidentales  que  se  necesitaban  para  la  terminación  de  estos 
pontos,  se  sometieron  á  arbitramento  por  los  Estados  Unidos  y  Méxi- 
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co,  so'rúií  Convención  de  Julio  é  de  18()8.  Como  los  Comisionados  de 
los  Estado-s  l Tniiios  y  México,  no  pudieron  ponersn  de  acuerdo  en  la 
cuestión,  Sil-  l/lward  Thornton,  Ministro  británico  en  W'jishingtdti, 
como  árbitro,  dió  su  fallo,  en  el  que  asentó  que  el  capital  principal, 
que  era  un  fondo  permanente,  ascendía  á  $  1.435,053;  que  la  parte 
que  correspondía  á  la  Alta  California  era  de  1 717,516.50,  y  que  los 
intereses  que  entonces  debían  pagarse  ascendían  á  9904,070.79.  Asd 
pues,  dió  su  fallo  por  dichos  intereses  contra  México,  y  á  favor  de  los 
Obispos  de  California.  México  pagó  lo  fallado,  pero  no  ha  pagado  los  in- 
tereses sobre  el  capital  desde  Octubre  24  de  1868.  Los  procedimientos 
actuales  tienden  á  determinar  qué  interés,  si  lo  hay,  se  ha  vencido 
y  debe  pagarse  ¿  los  Obispos  de  California. 

I.  Los  Estados  Unidos  sostienen  que  todas  las  cuestiones  referentes 
al  Fondo  principal  y  réditos  anuales  correspondientes,  así  como  los  de* 
rechos  de  los  Obispos  de  California,  se  determinaron  )  pasaron  á  ser  i 
res  judicutd^  por  la  decisión  que  emanó  del  fallo  anterior. 

No  discutiré  ahora  lu  cuestión  de  res  jwlicata,  porque  de  ella  tratará 
extPiisamcnle  el  Agente  y  Abogado  de  los  Estados  Unidos.  Me  aven 
tur*),  sin  embargo,  ;i  ¡ilirmar  que  ningún  tribunal  de  reconocida  au- 
loi  i(!;t(l,  ya  sea  niK.-mnal  <)  iíitern.icinl,  con  jnrisdicrión  sobre  las  par- 
tes y  el  asunto  en  litigio,  ha  .sostmido  nunca  <!ii<'  ninguna  cuestión  ! 
do  hf»*-hn  ó  de  dercciiu,  que  sei  imlispensable  resolver  para  llegará 
la  soiileuein  íinnl  no  son  res  juditata.  y  iio  li-juo  á  los  contendientes 
y  n  sus  ]inriic*ipes  en  todos  los  siibso(  ii(Milo.>  procedimientos  que  c^nw 
prefidan  ios  puntos  do  ose  moilu  i>i  i»piicst'»<  y  docidirlu^-.  \\A<'  [tiifici' 
pió  os  do  especial  importancia  en  tribunales  do  arbitraje,  ponpie  si  las 
cuestiones  que  ellos  detcrniiucn  no  quedan  üuulmciilo  re.suellai$,  ya 
no  se  ajíolaría  ji  ellos. 

1!.  Los  listados  Unidos  tienen  ahora  que  luchar  contra  la  declara* 
ción  dol  Rcpresentanto  !<  M'  •  »,  de  que  México  no  considera  re» 
y tc^//ca/a ninguna  |)arte  dol  íallo  anterior,  con  e.\coi)o¡ón  do  laque  .^e 
refiere  al  pago  decretado  de  la  cantidad  <lo  >t.070.7'J,  y  taiubiéa 
contra  su  declaración  de  que  todo  punto  de  iiecho  y  de  derecho  con' 
tenido  en  dicho  fallo  y  que  tuvo  que  resolverse  para  llegar  á  la  conclu- 
sión final,  pueda  todavía  discutirse  y  resolverse. 

Confieso  mi  sorpresa  ante  la  actitud  asumida  por  el  Representante  de 
México;  pero  sin  abandonar  la  cuestión  de  res  jndicaitt^  y  deseoso  de 
tratar  respetuosamente  cualquier  argumento  que  dicho  Representante 
de  México  promueva,  haré  del  caso  que  se  debate,  la  siguiente  exposición: 
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Los  Californias  consistían  en  la  Península  de  California  y  la  parte 
occidental  de  los  dominios  esiiañole»  en  Norte-América  (indicando  en 
el  mapa).  Los  puertos  de  San  Diego,  Monterrey,  San  Francisco  y  olro« 
namerosQs,  así  como  los  desembarcaderos,  eran  visitados  por  los  na- 
vegantes y  aventureros  españoles,  quienes  también  exploraban  una 
distancia  considerable  tiorni  adentro  de  los  ríoí<  y  sus  corrientes  COn 
ellos  relaeioníido.s.  I,os  exuluradore^*  se  habían  iiilernado  y  hecho  la 
(le.scrijK-ión  «leí  país,  lo  siiíicienle  para  demos! rat  ((110  la  Alta  (lalit'or- 
nia  era  una  vasta  región  á  la  i\üe  la  iíatiiral«-za  lialtía  pr()(li;¿adu  sus 
l)endiciones.  en  la  forma  de  un  clinm  salrniahle  y  recursos  ina<rotables. 
Ka  0''iip;il)an  íunnerosas  trilms  lU^  in<li<is  (jiio  [iruporcioniihaii  un  campo 
ilifiiit  ido  á  la  obra  «le  li.-^  misioneros  cristianos,  para  convertir  á  los 
nalivus  á  la  !lrli;.M(')ti  C.atiilica. 

Vn.  de<  le  h>ií7,  el  pueblo  cristiano  de  E-]>:ina  hizo  donaciones,  y 
desde  enlonces  se«ruía  liaciéndol;»'^  al  l'oiidt»  conocido  ahora  por  el 
«Fondo  l'iadoso  de  las  (".alifornias.  >  el  cual  d(djía  emplearse  en  civi- 
lizar y  convertir  á  los  nativos  de  las  í lalifornias.  Kstas  donaciones  se 
hicieron  ron  el  propósito  manifiesto  de  civilizar  y  convertir  al  cris- 
tianismo A  los  nativos,  así  <  omo  con  el  do  cimentar  y  mantener  las  mi- 
siones católicas  en  las  ( lalifornias.  Kn  1735  la  Marquesado  las  Torres 
(le  Hada  y  el  Marques  de  Villapuente  hicieron  una  gran  donación.  El 
objeto  y  deseo  de  los  díuiantes  fueron  entonces  expuestos  plenamente 
ydescritos  en  particular.  Kl  hahendtnn  de  su  escritura  ó  instrumento, 
que  se  denomina  escritura  de  fundación,  dice  eomo  sigue: 

I>c'  lodo  liíK  i'iiios  (loii.'M'ión  romo  eontrtlo  liriiH'  entre  viv<»¡-  tie  lioy  para 

'íh'tnpre  á  íiic.lia.s  iiii>¡<»nes  fuiidadufi  y  ¡lor  iumiar  011  his  Californias,  nsi  para  la 
memt/ínciútt  tle  sus  retigioms,  órnala  ¡f  decMcia  del  cuHo  divinOt  eomo  para  $0- 
rorro  qtte  arosfumbran  d  los  naíurale,s  caterámenofi  y  eoHveriitlos,  fie  áiimwiM 
ifWtUiarios  ¡Kn  a  !fi  misma  aquffi  tMis:  do  lal  suurlc,  <|ue  si  en  los  vetdderos 
lieiiipos.  Con  el  favor  de  l)io-;.  rii  las  roduccioiic-^  y  misiones  fundadas  liubiero  pro- 
vidfinMa  do  !tinitriiii;iicnlos,  <nillivaii,t-  sii<  ti.>nns  sin  «jne  >e  necesiten  llevar  de 
'  -tns  liorras  mitiiol ras.  v»  sl iiai  ii»s  y  domas  ni'cesario.  se  lian  de  aplicar  los  frutos 
y  isí^uilums  tle  dichas  haciendas  á  nuevas  misiones  ijue  >e  plaulueii  (>n  lo  que  fallo 
por  deiHjubrir  á  h»  diclias  Caliroriiiaií,  ú  discreción  del  Padro  Rupertor  de  dichas 
nÍBÍoneii,  y  tas  haciendas  han  dttaer  pnriteittanMtntñ  inalitítaües  que  jamás  han 
d"  t-^mlprsn,  ptt«$  annenéleaso  de  qne  tmln  la  Cafifornia  /  '  ¡xidfíca'la  y  con- 
ri-rfitln  ((  ituosfra  scDifa  f<-  rafñlícn.  tos  frutos  th-  dirlias  hariemlas  han  tle  npli- 
(arsp  á  lo  ffu"  ii"r"slfnrpn  <f¡í'¡uis  misünifs  jtara  su  ronserr(ici<'ni;  y  en  «d  caso  de 
<|ue  la  Sagrada  '.ompatiia  de  Jr^ús.  volunl:i  rianu-nl>>  ó  precisada,  dejase  diclias  mi- 
siones de  ixs  Californias,  ó  lo  iju<>  Dios  110  jHjnnila,  se  n;bclon  aíjuellos  ualurales 
apostatando  de  nuestra  santa  fe,  ó  p(>r  otro  ooiitingeiitf^;  on  ente  caso  ha  de  aer  4  ar- 
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J)llrÍo  fli'l  |{f%'Or«»nilo  PíhIic  l't  nviin:i:il  (|il<'  á  l:i  -'I  '  ''tí  fnr'-r  il<'  l:i  í  liiiiip.iMia  (le  JíSÍlA 
r>|:i  >>'ucva  l'.<|nh;i.  <>1  Miili<  :ir  Itx  l'nilos  <l«"  (iirii;is  liacioml.'ts.  .-us  i'ní|UÍ1iii4»>  v 
a  j>i  DViM-liainioiilu»  p:tia  olías  hi:-hiih<  ili'  lo  qiio  l'.ill.i  (¡lic  (ic^riilnir  df  i'>la  N'p- 
li'iilrioiial  Auu  rica,  u  para  olías  <li  l  universo  üuuhIo.  <<'<;riii  !<■  pariTicrc  -cr  iiiás 
del  A«crac1o  d(»  Dios  >úifíslro  Scilor;  y  en  lal  miincra,  (|uc  sioiopro  y  pt  r  p<>tiiaincn(« 
so  cotiLinúe  el  «iotniiito  y  gobierno  üo  dirlus  haciendas  en  fa  Saffratia  fWpoAio 
fie  Jesús  »/  sm  prelmhts.  sin  que  jnoce!<  algunos,  oclei^iásticot;  ni  -»■(  til  in  >  longan 
a  luán  miniiiia  iutí'rveiición.  y  fo'fn  lo  (¡w  ¡n  irfiiji'i  r  sra  para  el  rf orto  ¡f  fines  f\r- 
¡n  i-sítilos  ilf  ¡tro/taifar  niirxlra  sanio  fi'  rafúlira.  V  iin  diaiilf  c-la  donru  ii  u.  niu- 
oloi  jíaiili's  nos  ap.irtriirins  v  (ic-i-l i ii;o-  i\>'  !a  projti'  il  itl.  (loiiiinio,  -<  ilorH).  ;'•> 
(  KHirs  y  (Ici et  lio.-i  r<'  il<'>  y  per>oiia!i«s^  ilii  L-ct(>>  y  cjeculivu-,  y  otros  <  nal»-><ju¡era 
qne  nos  ]>orlene2CRn,  ó  por  cualquiora  olra  causa,  titulo  ó  razón  no>>  puedan  tocar 
y  portonecor ;  y  loilo^  los  cixiemos,  ronunciatnos  y  iriispnsainos  on  dicha  Sagrada 
Corapailía  do  Jesú».  .vh.s  miximies  deCnHfortna.  sus  prelnths  jf  n'liiiiosos.d  ruim 
fnrya  fvcrc  fí  íjnftieriw  >tf  ilirhas  tiu'sioiifs  ij  csfa  ¡n  tn  inritt  ih-  Xnrra  F.'^jiniia 
<l'>  pi  r-«  iilc  ^on  y  rn  ;iii(  I:m¡c  riK  Ti  II.  p,i  r;i  <pi<>  «lí-  lo,>  frutos  di-  dirliris  lir;i:i«  ii- 
(l:is.  producios  di-  ;;iii;ido>  m  ivon--  \  ni<'iior<»<.  aprovcclianiifiilos  i'Uil.v. 
inliiraics  ó  pur  iiu!ii-t  ri.t.  maitliunfan  la'<  rcfri  iilas  uu'.siout's  i'it  la  forma  <¡uc  va 
jtnipmutn.  atJrerfiilo  >f  ¡aoveuúla  jtoi  fif^ttmMPnf**. 

Siií  l!i)\v.\m>  Kkv.—  ¿ruedo  li;t('er  uua  pro^íuntaV 
Mu,  Sri:\VAitT.     l*od»'¡s  hacorla. 

Siii  Kdwahi)  FiiY.  -Si  Ioiiimís  l;i  o-<*ritiira  ciK'oiilrar.'Ms  <|iio  en  li 
pág.  106  previene  la  e.KpuM  mi  y  abandono  de  las  mi.siones  por  los 
jesuítas,  y  se  expresa  en  esttw  términos: 

Yon  <•!  r,i<<idc  tpic  la  <;"irada  r,oti)p:irii;i  do  .I-'-ñs,  v«»luntariamonle  f'  precisada. 
di')as(>  (lich  is  ini>ioiic^  di*  l  is  Crilifornias.  ó  |o  que  l)io<  no  p"rinil;i.  se  rclM-Lin  aipi'»- 
llos  naturales  aposhil  indo  de  nucst  i  ;i  sania  fe.  ó  por  o|  ro  conlinfrerilo ;  oii  c<te  crtsti 
In  <lí>  ser  á arbitrio  <!e|  üeveronilo  l'adi'o  Prtjvincial  (pie  á  la  sa/.óii  fuese  de  la  Coin- 
pauia  do  Joí«íi.>«  de  esta  >¡ucva  Ivspaaaj  el  aplicar  los  irulos  do  dichas  tiacieada.«,  sos 
osqaiimos  y  aprovevliamiontos  para  otra«  misiones  de  loque  falta  que  doscutiir  de 
esta  Soplonlrional  América. 

Aliora  bií^n.  o!  heolio  se  ha  realizado.  S^^  oblijíado  á  io.s;  jesuítas 
á  ab:mdoiiai'  las  misiono-^.  De  (;oiisi'jiiii  ¡ilc.  ha  veriíi<  ado  hi  con- 
lin^enoia.  laie^'o  se  ha  dejado  á  la  .S<k;ío  Ind  de  .lesiis  que  obre  eoiU'» 
b»  |):ire/«'a:  ¿<)/jiiio  t»uede  eutonees  servirnu»  íle  ayuda  ose  isislru- 

nienlii';'' 

Si;.  >  ri  \\  au  i  . — ( irande  será  la  ayuda  (Hío  nos  ¡mp.irla  si  se  le  enn- 
Hidei'U  todo  entero.  Kl  Kondo  lení:i  que  apliear-se  á  bis  ('alibirnia';.  á 
noser<pieel  líeveremlo  l'adre  rrovineiai  ordenara  emiílrarl.i  en  <dr:i 
parle,  .lamás  lo  ordenó.  Al  contrario,  se  usó  el  Fondo  en  las  (¿ilifor- 
nia<,  desde  el  tiiMiipo  d«'  la  r\|Milsi<)n  de  los  ¡i'-^iiítas  hasta  l;i  ceSM*»" 

de  la  Alta  (california  á  los  Kstados  Unidos.  Nada  tiene  qne  hacer  la 
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razón  que  haya  tenido  el  Reverendo  Padre  ProTinoinl  para  no  haber 
obrado  asií.  Nos  basta  saber,  para  el  objeto  de  este  caso,  qao  no  lo  hizo. 
El  Reverendo  Padre  y  todos  los  miembros  de  la  Orden  de  Jesús  fueron 
expulsados  por  el  Rey  de  España  de  sus  dominios,  y  suprimidos  por  ia 
bala  del  Papa.  El  Rey,  entonces,  asumió  el  manejo  del  Fondo,  conio 
Odeicomisario,  y  procedió  á  cumplir  los  designios  de  los  donantes. 
Primero  dividió  las  (Californias  en  dos  provincias,  la  Alta  y  la  Baja 
California.  Designó  á  los  dominicos  para  la  Baja  California,  y  á  los 
franciscanos  para  la  Alta  California,  á  fín  de  que  continuaran  la  obra 
de  convertir,  civilizar  y  educar  á  los  indios  en  las  misiones,  as!  como 
para  crear  nuevas  de  éstas.  Nombró  una  Comisión  Real  para  que  ma- 
nejara  las  propiedades  del  Pondo  Piadoso,  recogiera  )os  productos  y 
los  depositara  m  las  arcas  realces,  y  á  determinado.^  oficiales  de  éslas, 
a^iíjiió  la  obligación  de  Irunbmitir  los»  niisiiius  ú  la.s  misiones  de  las 
Californias. 

líl.  Lm  (  lia  ai  fiha  mencionada,  y  de  hecho,  toda  la  escritura,  mues- 
tra de  uti  incdo  iiitiy  claro  el  concepto,  pi>r  [tarte  de  ius  duuaulcs,  de 
la  magnituíl  tpu'  ilabau  á  la  empresa  do  convertir  á  los  nativos  de  las 
Californias.  Se  drs¡)rr-ii(l('  tjiie  deduuiu  lodo  el  l^'ondoá  la  civili/acií'ni 
y  con vci'sir<ii  «ir  \n>  ii.iliviis.  así  como  á  la  mantención  y  s;»stcn  de  la 
ll'-li^íKMi  r.;il«'jlh  u  (11  CSC  país,  y  previene  de  una  manera  clara  qiif  los 
productos  del  1'*<»im1m.  (lr-[m('"^  <lc  la  civilizacii'»n  y  conver'^ión.  apli- 
quen In  que  necesitaren  (hedías  misiones  para  su  conservación ♦  en 
litó  Califürnia.s,  como  lo  prueba  el  siguiente  contexto: 

Y  la«  haciondas  h»n  do  ser  perpcluainonlo  inalienables  qnc  jamás  han  do  ven- 
derse, pues  aun  en  el  caso  do  que  toda  h  Cilirornía  oMó  pacificada  y  convertida  á 
naestra  santa  fe  ratólíca,  Iw  frutos  do  dichas  hacieiidn;;  han  do  aplicarse  &  lo  que 
nocesitaron  dichas  misiones  para  su  conservación. 

Los  donantes  maniQestan  en  qué  eventas  podrá  distraerse  el  Fondo 
Piadoso  para  el  sostén  de  otras  misiones  que  no  sean  las  de  las  Ca- 
lifornias. Esta  excepción  en  tan  importante  al  ñn  de  fijar  las  Califor- 
nias como  el  lu;íar  en  (pie  tos  tlonantes  i)cnsaron  aplicar  los  produc- 
tos de  sus  donaciones,  que  me  veo  obligado  á  citar  el  siguiente  con- 
texto : 

Y  t'M  »'l  ca>o  do  qao  l.i  Sagtaila  (".oiiipania  lif  .Ii'>ii>.  voluiilai  iamciilc  ó  ¡irorisada. 
ii''j:i.Sf  ilidias  ini<i<>ii«'<  (ir  las  ílalifoi  iii  i-,  r»  lo  I  )i<)-  no  imla.  sf  i chclan  ;iquc- 
llus  uiilurales  ai>o.«liilaiMlo  do  uii»  >lra  .smla  í<;,  ó  jmu-  <»lro  oiaUngciilu;  eii  osk'  cílso 
Itade 5er  á  arbitrio  dol  Rcvereiulo  Papiro  Provincial  qiio  á  la  sn^ni  fuosf» di*  la  Com- 
paSia  de  Seifüs  do  esta  Nueva  Rsp^ula.  el  np]t<'.nr  his  FnitoK  de  liíchas  hncionda.<t,  ^iih 
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esquilmos  y  aprovoí^nmientos  para  oirn^  nii«!Í<>tio>  lo  <¡Mt^  fnlta  que  desoiibnr 
do  esta  Soplonlrional  AiiuTica,  ó  para  otras  del  uiiivr'r'^o  inumlu.  sogúii  lo  pariTii^n' 
sor  niils  del  agrado  de  iJios  luu'stro  Señor;  y  vii  lal  manera  que  siempre  y  pcrpe- 
tuamoiite  ho  continúeel  dominio  y  gobierno  do  diciiai;  hRciomias  on  la  Sagrada  Com- 
pañía do  Jesús  y  sus  prelado»*,  sin  que  jnccox  alguno}:,  o<tlc.<iil><licos  ni  «ecularoK  ten- 
gan la  más  mfninia  inlorvenctón,  y  todo  lo  qno  prodi^oro  mu  para  ol  ofocto  y  liiieit 
expresados  de  propagar  nuetstra  KantA  fe  católica. 

Los  nativos  no  se  rebelaruii  iii  apuslaliii  u!i.  y  no  liay  prelexlo  par;i 
alegar  osa  excepción  como  excusa  para  usar  el  l  'ondo  IMadoso  enolra 
parto  qiio  no  -oa  las  Caliíoniias.  La  reverenda  l'.t)iupañía  de  Jesús  m 
abaiiduiH)  esptuitáiicamente  las  niisiones,  sino  que  fué  expulsada  por 
el  Rey  de  Kspana.  K!  rov<;ren<lo  Pnilic  Pi  oviní'i  il  de  la  C-onvafiía  de 
Jesús  en  la  N  uova  l  l^paiVí.  tjo  Mnlrii*')  se  liii'iera  usí»  del  Fondo  en 
otra  parto,  poi-fjuo  tanihit'ii  fiir  expulsado  v  despojndo  de  sus  fini*-io- 
nes;  así  os  (jue  no  podía  ^ohernar  el  Fondo,  ni  ordenar  quo  soasara 
en  otra  parte.  I£l  real  decreto  de  Febrero  27  de  1767,  declaró  lo  si- 
guíente: 

Usando  de  la  Suprema  autoridad  económica  quo  el  todo  Poderoso  ha  depoKÍUdi» 
en  mis  manos  para  la  protección  de  mis  Vasallos,  y  respetos  do  mi  corona:  He  vi*- 
nido  on  matidar  cxlrauar  de  to(lo<  mis  Doininios  de  Kspaila.  i  indias,  é  1  si  a  í  Fili- 
pinas, y  demás  ailyacoiites  á  los  r.i'irulan's  de  hi  ('.oinpaiiía  así  sacerdotes  comn 
roadjutores.  ó  legos  (pie  hayan  IhtIio  In  priiiK-ra  profe-ion.  y  á  1t»-  novieios  ijiji' 
quisieron sej;uirl<is;y  que  s(í  oeiiptMi  l«nia-  la-;  tenipoialidadi-s ile  la  (.oiiipañi  i  en  mi;* 
Dominios:  y  para  la  oxocuciun  uniíoraiu  en  U>dos  ellos,  lio  dadt)  plena,  y  privativa 
comisión  y  autoridad,  por  otro  mi  Kual  Dncreto  do  27  do  Pobrero, al  (l(»ndc  do  Araii- 
da  Presidente  del  mi  consejo,  con  fa<;nltad  de  proceder  desdo  luego  á  tornar  las  pro- 
videncias correspondientes. 

Hl  Papa,  después  «le  ia  expulsión  de  los  jesiu'tas  por  el  Key,  supri- 
mió dit  lia  oi'ilen,  lo  que  l<»s  privi)  de  la  admin¡slraoi<'Mi  del  Fondo  Pia- 
doso y  de  las  misiones  para  las  que  se  estableció.  En  su  bula  del  21 
de  Julio  de  1773,  dijo: 

Vi'vii  por  lo  tocante  á  las  -  i.iada^  Mistiones,  Ins  qualcs  querettios  quo  se  eslien- 

daii  t.inihien  conipn-ndiilas  en  lod<>  lo  (¡n*'  va  di-pne^1o  aeerra  «le  la  >upre>ioii  ilf 
la  (Compañía,  nos  rescrvanio-  f'<!:d»lt't  rr  h»>  nn-dins,  con  los  cpiali's  se  pn'>da  con- 
seguir, y  lograr  coa  innyor  íacilitlad  y  eslabilulad  a-<i  lu  conversión  tle  los  inlieli>r 
como  la  pacificación  de  las  dÍ!<<*nci(Hios. 

Habiéndose  excluido  y  privatlo  así  á  los  jesuíl;is  de  lodu  participa- 
ción en  la  adminislracióu  do  las  propiedades  del  Fondo  l*iadoso  ó  di-- 
tribuciún  <le  sus  producios,  el  Koy  de  Kspaña  asmni<')para  sí  la  lidei' 
comisaría  de  diclio  Fondo  Piadoso  y  el  manejo  de  las  propiedades  que 
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le  correRpondfaii.  Los  padres  franciscanos  substituyeron  á  los  jesuí- 
tas  en  la  Alta  California^  para  continuar  la  obra  que  éstos  inaugura- 
ron, estableciendo  misiones,  educando  y  convirtiendo  á  los  nativos. 
El  Rey  nombró  agentes  que  manejaran  las  propiedades  del  Fondo  Pia< 
doso  y  recogieran  los  productos  de  este,  y  autorizó  á  los  oficiales  del 
tesoro  español  para  que  transmitieran  tos  mismos  á  los  padres  en  las 
Cálifornías. 

IV.  México,  al  lograr  su  independencia,  como  veremos  adelante,  si- 

,:níó  la  pulítica  de  K^paña  y  ae  hizo  cargo,  por  ley,  del  manejo  de  las 
propiedades  del  IVmtlo  IMadoso  y  la  nolecta  y  transmisión  de  sus  pro- 
ductos á  la.s  misiones  cii  las  Californias.  Kri  1836  hizo  un  cambio 
importante.  Kl  lí)  de  Septietnbre  de  ese  ano  dirijrió  una  petición  al 
l'ajíu  |)ar;i  ((ue  creara  hi-^  (  .;nilornias  en  tiii;i  dií^  esis  y  dosier iiara  jja- 
m  elia  lili  Obispo.  El  l*a|ia  noiubrú  ruiiiu  tal  Ubi.^po.  al  iiuiy  líevcren- 
do  Francisco  Oarcía  DiejK»  (|ue  fue  riuisarrrado  el  27  de  Abril  de  1840 
nVanscrip.  p.  18'2  ¡.a  re.-.idt!iu'ka  del  Obi.spo  se  lijó  en  Monterrey, 
Alfa  California,  á  r(»-a  do.  (piinieritas  millas  al  Norte  de  la  línea  Sep- 
'.♦^iiti  iunai  ti»'  la  !  ¡a  ja  ( 'alifornia,  y  donde  poraqnel  entonces, era  aproxi- 
tii idamente  el  centro  de  la  población  de  las  misiones  en  las  ('.ahí'or- 
uias.  Kl  Obispo  de  Monterrey  perinanecií)  en  ejen-ici"  (iuianle  su  vida. 

Kl  Obispo  de  una  íliócesis  tiene  á  su  carjío  la  I<,desiu  Católica  Ro- 
mana y  todas  las  niisiones.  raridades  y  establecimientos  cristianos 
de  m  diócesis,  así  romo  lo  los  Um  bienes  temporales,  y  la  recepción  é 
inversión  de  todo  el  dinero  «pie  se  emplea  ó  distribuye  dentro  de  su 
j!irisdi(;c¡ón.  La  creación  de  las  California^  m  una  diócesis,  y  el  nom^ 
brnniiento  del  muy  Reverendo  FrancisotiUarcíu  Diego  como  Obispo  de 
ella,  le  confirió,  tanto  á  cK  como  á  sus  sucenores  en  ejercicio,  el  po- 
der de  gobernar  los  bienes  temporales  de  la  Iglesia,  y  el  derecho  de 
colectar,  recibir  6  invertir  todo  el  dinero  perteneciente  á  la  Iglesia,  las 
misiones  y  todos  los  establecimientos  católicos  en  dicha  diócesis. 

V.  Entro  á  considerar  ahora  la  manera  de  proceder  de  México  con 
el  Pondo  Piado»»)  como  sucesor  de  Kspaña. 

El  25  de  Mayo  de  1832,  Méxieo  expidió  una  ley  relativa  al  arrenda* 
miento  y  manejos  de  las  propiedades  del  Fondo  Piadoso,  y  creó  una 
junta  para  ese  objeto.  El  articulo  Ht>x(o  dís|>one  qne: 

Los  prodnctoH  do  «sUis  bieno!*  so  il i  pn^itinán  en  la  (!asa  do  Moneda  do  la  ciudad 
federal,  pnra  dDMliiiarto.<  única  y  ]>r<n>.Maifiotili>  á  Ids  misíonrs  do  Calífornins.  (í^eyes 
México,  p.  2.1 

Y  por  el  artículo  décimo,  fraccióti  novena,  se  requería  á  la  junta: 
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Fondo  Piadoso  m  la?  'Iaijfohmas. 


Proponer  al  Goliierno  las  cantidadoü que  puodan  romilir>o  á  cmla  una  de  la<  Ca- 
lifuriiias,  sogún  sus  respectivos  gastos,  y  ta  existencia  quo  haya  de  caudales.  (Leyes 
de  México,  p.  H.) 

Pop  esto  puede  verso,  que  Móxico  comenzó  á  descargarse  de  sas  de- 
beres como  sucesor  de  K^pafia,  adoptando  un  sistema  enteramente 
semejante  al  establecido  cuando  los  jesuítas  fueron  expulsados. 

Como  heiiius  visto  ya.  México  adoptó  iiti  catiiljio  de  política  el  19 
de  Septiembre  de  I8;U),  ouMudo  rccuM-ió  al  i*apa  solicitando  el  nniu- 
bramieiilo  de  un  Obispo  paru  las  Californias.  ÍL.n  el  artículo  sexto  de 
esa  ley  se  previene  que:  • 

Se  pondrán  ¿  disposición  del  nncvo  Obispoy  de  sas  sncesoresjos  bienes  pertene- 
cientes al  Fondo  Piadoso  de  Californias,  para  ({uo  los  ailiiiiiii-lron  ú  inviertan  en  ^D-^ 
objolos  ú  otros  análogos,  respetando  siempre  la  voluntad  de  los  fundadores.  i^Leri^ 
de  México,  t.  ó,) 

Este  artículo  reconocía  la  auloridad  del  Obispo  de  las  California-í 
para  maiu  jai-  las  propiedades  j)ertenecieiitos  al  Fondo  Piadoso,  situa- 
das fuera  do  su  (Ibispado.  y  |)ara  usar  de  sus  producios  on  l^eneíirid 
de  las  misiones  en  las  California'^,  lo  (pie  de  conformidad  hizo,  y  nom- 
bró á  I).  Pedro  Kaniírez  su  A^eido  Ceneral  en  México,  quien  recild'.t 
las  rentas,  pairaba  los  «jaslos,  y  atendía  en  lo  «rcaeral  á  los  negí)OÍ<ir 
del  Fondo  Piadoso. 

El  8  de  Febrero  do  18 PJ  el  Pro-i  Iciile  Santn-Anna  derogó  el  arlíenló 
Vi  do  la  ley  de  \H'M),  arriba  citadíK  y  Mi'xico  asumió  el  manejo  ik 
las  pro[»iedades  del  F«)ndo  Piadoso  i  Leyes  de  México,  p.  5  r.  |)ero  üi» 
intentó  despojar  al  Obispo  del  derecho  de  manejar  los  bienes  tempo- 
rales de  la  Iglesia,  y  recibir  cuakpiicr  dinero  y  pro|>icdad  (pie  pudie- 
ra ser  para  el  uso  de  las  misiones  y  la  Iglesia  Católica  en  su  diócesi» 

VI.  Los  empleados  del  (Tobierno  mexicano  pidieron  entonces  á  lia- 
mírez,  Agente  General  del  Obispo  de  las  Californias,  una  nota  de  la« 
propiedades  que  pertenecían  al  Fondo  Piadoso,  y  dicho  Kamírez  bajo 
protesta  de  decir  vcrfbul,  las  suministró.  Las  propiedades  que  abraza 
el  inventario,  .según  cómputo  del  memorial  de  los  Estados  Unidos,  as- 
cienden á  1 1.8.58,861.75  (Memorial  p.  It).  Al  instante,  el  Gobiorn» 
mexicano,  por  decreto  de  24  de  Octubre  de  1812  (que  tenía  ta  fuem 
de  Ley)  ordenó  se  vendieran  los  mneble^j  raíces  y  otras  propiedades, 
y  se  incorporara  al  erario  todo  el  f<mdo  declarado  por  Haniírez.  I" 
que  de  consiguiente  se  hizo.  En  el  mismo  dot^rcto,  México  tomaba  á 
su  cargo  el  pagar  intereses  sobre  el  capital  incorporado  al  erario  á  ra- 
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zón  de  ti  por  lOU  anual,  y  etmjennbii  la  renta  del  tabaco  para  el  pago 
de  dichos  intereses. 
Jle  aquí  los  términos  del  decreto: 

La  renta  del  labren  qaeda  hipolocad»  ejipccialmenlp  «1  pngu  de  los  réditos  corre»- 
¡jMiidientcs  ai  c:tpital  del  roíerído  Koiidu  do  Uilifornitiri,  y  la  dirección  del  ramo  en- 
trpfnrá  las  cr.nlidadcs  iieccHaríai»  para  cumplir  los  objotoH  á  que  ef^tá  dei^linado  el 
mismo  Foiidt).  deducción  alguna  por  gastos  de  administración  ni  otro  alguno. 
,  Loyes  do  México,  p.  9.) 

La  renta  asi  enajenada  fué  muy  suñoíente  para  pagar  los  intereses. 
Kl  Sr.  D.  Juan  Rodríguez  de  San  Miguel  en  un  discurso  que  pronunció 
en  el  Congreso  de  Móxico  el  2K  de  Marzo  de  18ii«  dijo  que  esta  renta 
(la  del  tabaco)  era  meramente  nominal,  por  lo  que  concernía  á  las  mi- 
siones, sin  embargo  de  que  el  Gobierno  recibía  del  tabaco,  con  la  ma- 
yor puntualidad,  la  suma  de  $85.000  mensualmenle.  (Véanse  los 
optíscolos  de  México,  reniiecto  al  Fondo  Pia<loso  de  las  Californias, 
núms.  24.  25,  púg.  12.  ) 

La  falta  de  México  en  pagar  de  la  renta  del  tabaco,  al  Obispo  de  las 
('«ilifornia.s,  Iom  intereses  vencidos  á  fa ror  de  éslo.  no  fiu'  ponpie  igno- 
rara á  quién  debía  piig.'irloí^,  puesto  (pie  eoírontrarnos  en  los  Arehivos 
de  Mrxieo.  una  partida  onlenatido.se  envíen  al  Obispí»  de  las  Califor- 
nias §S,0<H)  de  dielia  renta.  L-i  partida  es  la  .siguiente: 

Mii!Í-!<TÍ(»  dr  ílaciotula.  —  >c«;.  —2U~.  —  Su  {•'.xrrlciuia  ol  l'rosidpiito,  so  ha 
■<rviíl«>  ordiMi.-n  iiio  iiiíornif  ;i  l  il.  (;(»in<»  lo  Uii^n,  úv  uiiii  <)rd»_'ii  sobn'  la  Aduana  Ma- 
rítima do  (Juay mas.  pafe.ídt  ra  al  Sr.  D.  Ju.iu  Küdr¡¿uez  de  Sau  .Miguel,  couio  repre- 
sentante del  muy  reverendo  Obí.*<po  de  las  Californias,  por  la  Hima  de  $8,000,  á 
cuenta  do  las  utilidades  (]ao  pertenecen  al  Fondo  Piadoso  do  California,  cuyas  pro- 
piedades se  inrx>rporaron  al  erario  nacional;  y  <ju<->  c-lo  He  verifique  con  la  mayor 
puntualidad,  autupio  sf  priguo  cu  sumas  pa reíalos.  V  quo  si>  obedoxca  esta  ordon 
irn)  toda  exactitud,  i\(t  ol»s(,it)l<-  mi  cumunicín  inrt  MÚni.  277  de  ayer,  á  su  Kxco- 
líiicia.  r(  iVrcule  á  que  la  orden  nnlurior  ile  lliino  .Ki  <)ued:ira  sin  efecto.  Asegu- 
rado |»ara  que  la  cantidad  mencionada  nqui,  se  jiagiif  por  la  dicha  Aduana,  y  sin 
perjuicio  de  In  asignación  de  $üOO  inon.<:ualeif  hecha  sobre  el  producto  del  tabaco 
dd  Bstado  de  Zacatecas.  (TrariKcrípt  pág.  1  tO.) 

Méxir'í)  tanibit'u  reconoci/»  ol  doretdio  d(d  Arzobispo  á  reeibir  la.s 
pnipiodades  tíel  l''<»nd(»  l'iado.so,  lieei'ctandu  el  o  de  Abril  de  1845  lo 
.>i;íuiente: 

Los  er^"iito>  y  h»- f|fMí.l<  |>iene-.  del  l'onito  l'iailoso  di- < '.alifornla.^  (|ue  existati  in- 
vetidido-,  «ievol  v<r;ui  iiiinediataiiiente  al  IJeverendo  (  hiispo  di'  aquflla  milr.i  y  <us 
succson'-.  |>;ira  lo.s  objelo^  ilr  ((ue  liabla  el  arl.  ti"  de  la  ley  de  2Ü  de  ¿eplicuibro  de 
18iK».  üiu  jiei juicio  de  io  qu<  .d  (ÁHi^n'sc)  re:jnelva  acerca  de  los  bienen  rfue  estin 
enajenados.  i^Loye»  de  México,  p.  7,  K.) 


1^  Fondo  Piadoso  de  las  Californias. 


No  se  hubiera  promulgado  esle  decrolo  si  el  Obispo,  como  tal,  no 
hubiera  tenido  títulos  para  recibir  las  propiedades  á  que  se  refiere.  K1 
hecho  de  que  no  se  haya  transferido  actualmente  ninguna  propiedad, 
no  afecta  en  nada  la  designación  del  Obispo,  como  el  debido  provisor 
para  recibir  cualesquier  propiedades  que  se  transfirieran. 

Llamo  la  atención  sobre  el  manejo  por  parte  de  México  de  un  fondo 
constituido  por  la  gente  piadosa  de  España,  para  el  establecimiento 
de  misiones  en  las  Filipinas,  que  es  un  precedente  para  la  redamaciÓQ 
de  los  Obispos  de  California. 

En  1844,  ocho  años  después  que  la  independencia  de  México  fué  re< 
conocida  por  España,  se  estableció  un  tratado  para  el  arreglo  de  nm 
reclamación  de  las  misiones  en  Filipinas,  contra  México.  Las  propie- 
dades de  las  cuales  surgió  la  Teclamaci<')ii,  consistían  en  dos  hacien- 
das, la  Chica  y  la  Grande,  ambas  situadlas  eii  México.  Por  la  última 
Convención.  Mcxico  convino  en  pairar,  y  de  hecho  lo  hizo,  $  1  ló,(HH} 
cuiiu»  piincipal  y  $80,000  demás,  coiau  ¡iilercs  ó  renta.  Kl  dinorose 
pagó  a!  l'adre  Morán,  representante  de  la.s  nn.sioncs  íuipinas.  (Trans- 
crip.  pñg.  25.  ) 

Kl  hchode  (jtie  iou  iHíruiiucierM  mI  <  )i>is|>o(h>  his  ('alilni-iiui^  '  oino 
el  debido  jmon  i-^or  para  recibir  los  produflos  del  Fondo  Piadosi),  prue- 
ba qne  no  convino  en  ptijíar  interese.-^,  siendo  su  intcnf^i<>n  al  mismo 
tiempo  evit.ii-  ili^-ho  (»a^^o  por  falta  de  una  porson*»  qiif  lo-  reiMÍticra. 

Los  l'',st;ido-:  I  nido-  tiortcu  o!i  ;jrinile  e-tiuia  la  hotiorii hi lid;id  de 
México  para  suponer,  ni  por  mi  rnom«Mil(»,  «pie  p'/oineliera  pa;í;ir  inte- 
•  reses  sobre  Fondo  Piadoso,  teniendo  la  con\  i('ci()ii  de  que  su  promesa 

sería  ilusoria,  por  \m  haher  á  tpiieu  pa;.'arlos:  y  abritrainos  la  esperan- 
za de  que  nadie  acusará  á  México  de  tal  falta  de  lealtad.  Pero  si  se. 
supone  que  México  tuvo  la  intención  de  conlisear  el  Fondo  que  in- 
corporó en  su  Erario,  y  de  neí^rar  que  al«?uien  tuviera  derecho  de  re- 
cibir los  intereses  ([iie  convino  en  pairar;  aniplias  reparaciones  ha  he- 
cho ahora  por  ilegitimo  proceder.  Ha  convenido  en  que  esle  Hono- 
rable Tribunal,  si  encuentra  (¡ue  el  juicio  anterior  no  es  rea  Judicafa, 
resuelva  ^si  la  reclamación  es  justa «  y  pronuncie  <un  fallo  ó  laudo 
tal,  que  sea  adecuado  y  conveniente  d  todas  las  circunstancias  del 
caso.»  (Protocol.  pág.  3.) 


Digitized  by  Google  ^ 


121 


Tercrra  Sbsion* 
17  de  Septiembre  (le  1902  t  eii  la  mañana). 

Kr,  Sknor  PRRctnFNTF:.— -F*'!  Trilmiial  (li"-i(le  nhora  oir  al  lu^prosfii- 
lanle  de  1^  América  del  ^Jorte.  El  íjefior  ¿Senador  íátewarl  tiene  la  pa- 
labra. 

Sr.  Stbwart. 
«Sr.  Presidente: 

flonorablos  Arbitros: 

Me  iiormilo  otra  vez  llamar  vuestra  nteii«^i'>n.  por  míos  cortos  ¡no- 
menlos,  sobre  lo  (¡iie  so  conoce  bajo  el  noinbrtí  ilo  (\scritura  de  fun- 
dación. >  Este  instrumento  de  nna  manera  tan  clara  especifica  los  pro- 
pósitos y  designios  de  los  donantes,  y  tan  ú  menudo  hncen  ambas  partes 
referencia  á  r!.  que  espero  me  concederéis  la  íiracia  de  leeros  una  pe- 
queña parte  del  mismo.  Fué  otorf^adoen  1735,aunqae  previamente  ae 
fnliíao  tiecho  otras  muchas  donacioneSi  que  no  conservamos  escritas. 
Ambas  partes  lo  consideran  como  ejemplo  de  donaciones  en  que  se 
Medican  los  fines  de  los  dcmantes.  Pido  perdón  al  Tribunal,  si  vuelvo 
á  leer  la  parte  del  instrumento  de  fundación  que  os  presenté  el  lunes 
pasado.  Dice  textualmente  lo  que  sigue: 

De  tütio  Itaccinus  donación  como  contrato  firme  cnlrc  vivos  de  hoy  para 

idempro  i  dichas  misionos  fiindAdas  y  por  fundar  oii  las  Californias,  aHpara  la 
tuánuteneién  tte  sus  rdigiosos,  ornato  y  tiecencia  del  culto  divinOj  como  para  so- 
torro  quB  acostumbran  á  los  naturales  eaiecúnutms  y  convertidos,  de  nlimonios 
1/  rtsUtarios  pnra  la  misma  de  a(¡ncl  país:  do  tal  suerte,  que  si  on  los  venideros 
lioiiipos.  c"ii  f'l  fnvnr  (le  hios,  «mi  las  reducciones  v  niisior!»-  rii'Hl'tdr»^  Itíihirrf  j>rf>- 
vi«i'>nria  de  niaiil<  iUMii*'ntos,  cultivadns  -us  titM  ias  sin  fjii»'  ni"(  rsili-n  llevar  dt; 
eiilas  Ucrraj»  uiinies^lnui,  vosluarioji  y  demás  necesario,  se  lian  de  aplicar  lu.s  frutos 
Y  esquilmos  de  diehas  hacienda»  á  nuoYas  misiones  que  so  planteen  on  lo  que  falte 
por  descubrir  &  las  dichas  Californias  ¿  discreción  del  Padre  superior  do  dichas 
raisioaes,  y  las  haciendas  han  do  ser  ¡mrpfiuameute  imliencMeit  qm  jamás  han 
ih  v*whrs''.  pups  aun  en  p1  cano  dr  (¡iie  toda  la  California  esl'' parifirada  jf  con- 
r'iü,!,,  ,¡  ;f  >f/»v/ra  santa  [>'  c/tfi'Jicu .  fus  f rufos  dr  ilirhas  hdi  ini'fas  Jiati  df  apli- 
y>u:<,ii  fi  hf  ffid'  HPCPsiffvtt  <l(i  ¡ms  ui  i ^  imir^.  ¡¡ara  su  ronsrrritrtini :  y  en  el  casod^ 
'juo  U  ¿agrada  Clump.iñia  do  Jesús,  voluntariamente  ó  precisada,,  dojasc'díchas  nu- 
sioBes  de  las  Califomías,  ó  lo  que  Dios  no  permita,  so  rebelan  aquellos  naturales 
apollando  de  nuestra  santa  fe,  ó  por  otro  coulingente ;  en  este  caso  ha  do  sor  á  ar> 
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bilrio  dol  HoviM  i^iulo  l'adro  Pn.viiici.il  qiio  á  In  sa7,<>n  fu(?so  de  la  (  '.(nnpañí.i  do  Jesús 
osl:r  Xii^va  i'.spaña,  el  aplicar  1«><  frutos  do  dicli'is  hnriondíi!*.  sus  os}UÍliiic»>  y 
a|)r<<'M  (  U  tiiiii  iilus  p;na  o\v;i<  misiones  do  lo  (juc  falta  ipu;  Jesrubrir  do  c>la  St'p- 
Iciilnuiial  Aiiiórica  ó  para  cdrasdcl  uiiivurso  inundo,  so^ún  lo  parocioro  íMsr  m» 
dol  agradtt  do  Dio»  Kuoslro  Señor;  y  on  tal  manera,  qae  siempre  y  porpotaamonte 
se  continúo  el  dominio  y  gobierno  do  dichas  hacienda»  eii  la  Sagrada  Compaiia 
fie  Jesús  !f  sus preiaihs,  sin  quo  jueces  algunos,  oclo>íiáslicop  ni  seculares  tengan 
)a  más  niíniina  intervención,  y  todo  lo       produjere  son  para  el  eferfo  »/  pMS  fx- 
prrsathis  ilr  jintpauar  iinosfra  sntifu  /"  'afólira.  Y  modianle  esln  donación,  am-  | 
í)i)s  otoricaiitcs  nos  afia  rtanios  y  dc-isiiinos  de  la  propiedad,  dominio,  j^cuorio,  ac-  | 
Clones  y  dcrecho.s  reales  y  personales,  diicclos  y  (>jeoutivos.  y  otros  cualesqtüen  ! 
quo  nos  pertenezcan,  ó  por  cualquiera  otra  causa,  titulo  ó  razón  nos  puedan  toar 
y  pertenecer;  y  lodos  los  cedemos,  renunciamos  y  traspasamos  en  dtclia  Sagndi 
Compañía  do  Jesiis,  .sh.v  tnisioncs-  (h  ''nlifornin.  sus  prelados  ji  reí if i iosos.  ácw^ 
earf¡0  fuere  el  {pbierm  de  divhayi  mis  'mnes  ij  de  esta  prorincia  de  Nuera  España 
que  de  prP'i-nlo  son  v  eti -ffl  I  nit  '  fijoron.  para  (}uc  do  lus  frutos  do  «lidias  hricion- 
das.  produi  tos  d<'  su-<  g;ula^lu■^  ni-iyoros  y  inonoros,  sus  aprovccliainionlus  ÚU1'>, 
nalurales  ó  por  industria,  manteniiati  las  referidas  misiones  e»  laformaqiuca 
propuesta,  aúoeriida  y  prevenida  perjietuautente. 

Sigo  creyendo  que  la  excepción  discutida  el  lunes»  reforzaba  la  in- 
tención de  los  donantes,  de  qne  el  Fondo,  «e  usara  en  la»  Californias. 
Esa  excepción  dice  á  la  letra  lo  que  signe:  i 

V  en  el  caso  de  ípie  la  Sa;rrada  Compañia  de  .ioiis,  volnnlarianionlo  ó  precis-idn, 
dejase  dielias  misiuncs  «le  las  Californias,  ó  lo  <jue  Dio.s  no  pertnila,  se  rebelan  aque- 
llos naturales  apostatando  de  nuestra  winta  fo,  ó  por  otro  contingente;  en  0*10  cmo 
ha  do  sor  ¿arbitrio  del  ílovei-cndo  Padre  Provincial  quo  á  la  sazón  fwosc  do  la  Cám- 
Islilla  do  Jesús  de  osta  Kueva  España,  oí  apilen  r  los  frutos  de  dichas  haeienda-:.  «;u> 
«'stjuilnios  V  aproveeliaiiiionlos  para  oirás  iiii>iol!es  de  1<»  que  faifa  (jue  descnltrir 
de  e-l,i  Seplentrionril  América,  ó  para  otras  del  nnivcrs».  inntido.  sejrúu  le  pareciiso 
ser  iná<  del  agrado  de  I )ii Miie-lro  .Scui'r ;  y  en  Ird  manera,  quo  sii-mpre  y  ptrfi- 
luanicnle  se  continúe  el  dominio  y  goLiei  node  dielias  liaciendas  en la.Sa;JradaC(^Tn- 
p:!  ñ  ía  de  Josíw  y  sus  prelado!*,  sin  quo  Jueces  a  u  nos  ccWiáKticos  ni  socularo*  ten- 
g;in  la  más  niininia  int«rvciición.,  y  todo  lo  qne  prodiyere  «oa  para  el  erecto  y  fiaes 
expresados  de  propagar  nuestra  santa  Te  católica.  (Transcrip.  p.  106.) 

No  se  pretende  que  los  jesuílns  abandonaran  voluntariamente  1:^ 
misiones,  ni  que  los  nativos  se  rebelaran  ó  apóstala  ran,  ni  que  surt^ier  i 
cualquiera  otra  contingencia  por  loíiue  los  lírodu^jtos  dol  Fondo  Pia- 
doso debieran  ufarse  fuora  do  las  Calilortuns.  ha  expulsión  do  los  ji*- 
sullas  indudablemente  implicaba  un  estado  docosas  que  los  imposibili- 
taba de  proseguir  su  obra  de  convertir  ¡í  los  nativos  délas  r'.alifornias. 
No  pudo  hacerse  refereii<;ía  á  la  expiilsión  ó  remoción  de  los  jesuítas  por 
el  Rey  y  á  la  stibr<tituclón,  en  su  lugar,  de  la  orden  de  los  frannscaiiotSi 
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ni  á  la  supresión  de  los  jesuítas  por  el  Papa.  Entonces,  como  ahora,  se 
sabía  bien  que  el  Rey  tenía  poder  para  expatriar  á  los  jesuítas,  y  el 
l'apa  para  suprimirlos;  pero  en  eso  caso  oirás  órdenes  eclesiásticas  to- 
marían su  lugar.  Los  Obbpo.s,  por  ejemplo,  en  la  mayor  parte  de  las 
organizaciones  religiosas  tienen  á  su  cargo  los  bienes  temporales  de 
h  Iglesia:  pero  no  tienen  derechos  de  proj)¡edad  sobre  ellos,  y  cuando 
dichos  Obispos  son  removidos,  se  les  substituye  con  otro  (lisrnalario 
eclesiástico.  Entonces  los  bienes  temporales  de  la  l}¡;lesia  esláii  ú  cargo 
de  este  nuevo  provi-^or.  \v-  muy  cierto  que  ol  b'ondo  Piadoso  no  se 
ha  distraído  de  las  ( iulironiias  ni  se  ha  usado  en  otra  parle,  en  virtud 
de  la  exro[u-i(')ii  que  ahora  so  cuiisiíh'^ra. 

La  translación  de  dominio  se  hizo  á  las  luisioues.  11c  aquí  las  pa- 
labrají: 

De  todo  hacernos  cioiiacióji  á  dichas  im-iuii»  -  luiMirnla.-;  y  p*ir  luinl.ir  rn  h\<  (la- 
lifomias,  asi  pariklft  maiiutoticióit  de  stts  roligiosds,  ornato  y  docencia  d(>l  culto  iJi- 
vino,  como  para  socorro  qao  acostumbran  &  los  nataralo!<  catecúmenos  y  conver- 
tidos, de  alimentos  y  vestuarios  para  la  misma  do  aquel  país. 

El  objeto  d.'  la  excepción  que  so  considera  ahora,  fnó  inain'ii  slaiiionte 
sostener  la  existencia  del  Fondo,  y  si  no  hubiera  )hh1i  lo  usarse  en  las 
California*. el  Keverendo  Padre  Provincial  de  laC.ompañía  dclesús  hu- 
biera ordenado  se  usara  en  olra  parle;  jiero  ni  ile<.M)  la  época  en  que 
QO  se  empleara  en  California,  ni  la  en  (pie  el  llevei  ondo  Pudre  Provin- 
cial ordenara  su  aplicación  en  otra  píirte.  Debe  tambu'iu  reconlarso  que 
laOrdende  los  jesuítas  estaba  bajo  la  autoridad  de  la  I^desia  Católica  y 
podía  ser  removida  de  las  Californias  y  ser  substituida  por  otra  orden, 
como  aconteció  en  este  caso. 

Sr.  Kalston. —  En  este  punteo,  ¿me  permitiréis  una  interrupción? 

Sr.  Stewart. — Sí,  señor. 

Sr.  Ralston. — Con  el  permiso  del  Tribunal. 

Después  de  consultar  con  otro  abogado  de  la  parte  demandante,  no 
insistiremos  en  la  objeción  sobre  la  cual  había  pensado  de  mí  deber 
llamar  la  atención  del  Tribunal^  referente  á  este  manifiesto;  i)oro  lo 
presentaremos  por  nuestra  propia  cuenta. 

En  tres  palabras  puedo  exponer  la  substancia  de  su  contenido,  ya 
que  tiene  una  referencia  importante  al  argumento  establecido  por  el 
Señor  Senador  Stewart,  y  al  punto  al  que  se  dirige  ahora.  Ho  manifes- 
tado el  objeto  de  la  demunda  por  parte  de  México.  Tengo  aquí,  para 
empezar,  el  affidavUáe\  Secretario  del  Arzobispo  Católico  Uomano  de 
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San  Francisco,  en  que  declara  que  tiene  en  su  poder  y  es  el  guardiáu 
de  «todos  los  libros,  memorias,  legajos,  papeles  y  documcnloa  del  Ar- 
zobispo Católico  Romano  de  San  Francisco. »  Kslo  consta  en  la  pá- 
gina 3.  Y  que  «el  documento  anexo  es  una  copia  coit)itlot;i,  fiel,  co- 
rrecta y  verbathn  (  al  pie  de  la  letra)  del  decreto  poutilicio  que  pres- 
cribe la  distribución  de  los  dineros  del  Fondo  Piadoso,  el  cual  decreto 
pijiililii'io  se  halla  entre  los  le^iajos,  papeles  y  documentos  de  dicho 
Arzobispo  Católico  Romano  de  S¡in  Francisco.» 

Tenemos  luego,  en  \)\v^.  5,  la  copi:i  latina  del  decrelí»  ponlificio 
y  en  la  pág.  5,  la  trudncriíHi  do  c-le  ai  iiiglc<.  en  la  qno  aparece  que 
por  el  decreto  se  asienta  Id  tpio  sigue:  'habiiudose  de<lii<;¡do  de  lasti- 
ma total  los  g^nstos  del  litigio  y  la  suma  de  paca  pa;zarse  á  la 
familia  de  Aguirre  (puesto  que  está  plenainenle  evidenciado  que  >r 
debe  tal  suma  á  la  dicha  familia)  y  habiéndose  hecho  el  pago  de  $  24,000 
al  muy  Heverendo  Arzobispo  de  Oregon,  por  las  misiones  de  la  provin- 
cia eclesiástica  de  ese  nombre  y  la  vicaría  apostólica  de  Idaho,  y  . . 
$40,000  á  los  padres  de  Ja  orden  de  San  Francisco  y  á  los  padres  de 
la  Compañía  de  Jesús,  para  ser  divididos  entre  ellos  por  partes  igua- 
les; se  tomarán  de  la  .suma  restante  si»  te  partos  iguales,  de  lascua!e< 
una  quedará  asignada  perpetuamente  á  las  misiones  del  Territorio  de 
Utah,  y  las  seis  restantes  se  dividirán  igualmente  entre  las  tres  supra- 
dichas  diócesis  de  la  provincia  eclesiástica  de  San  Francisco.»  Loque 
sigue  no  es  de  importancia  para  ese  punto.  A  esto  va  agregado  en  la 
página  primera,  el  affidavU  del  Arzobispo  mismo,  de  la  que  el  riltímo 
párrafo  es  particularmente  importante  á  vuestra  consideración: 

Toti'^'f)  conoriiiHfMifn  (|<<  Uxlos  los  Im'iKos  relativos  ;i  la  Ht^t rÜMjrióti  dti  Io-í  pro- 
ductos del  íailo  oiíiomito  cu  ol  ra-;o  do  Ain.it  rs.  México.  íil  quv  se  haco  roffTPiu-iu 
en  dicho  docuineiilu  pi>iUiíicio  y  persoiuilmcnte  stiy  conocedor  del  lioclio  do  que  la  • 
distribución  de  todoA  \m  diclio»  producto»  hixo  do  oslricta  conformidiid  cor  ! 
términos  d«  dicho  instrumento;  y  y»  niÍ!«mo  inspeccioné  la  distribución  de  sirte 
de  los  catorco  vonciinientos,  habiendo  rocabado  \oa  recibo»  correi^pondientes  de 
lodaa  laa  partes  interesadas. 

Manifestaré  brevemente  al  Tribunal,  que  ante  la  Comisión  anterior 
se  presentaron  reclamaciones  en  favor  de  ciudadanos  de  los  Estado^' 

Unidos  y  contra  Mcxico,  así  como  en  contra  de  los  primeros  y  á  favor 
de  este  i'iltimo:  y  que  cuando  se  terminaron  los  procedimientos  de  la 
('orle,  se  hizo  un  balance,  onconlráudosc  (jiie  había  un  exceso  consi- 
derable pajíaderoá  ciudadanos  de  los  Kstados  Unidos,  exceso  (pie  Mé- 
xico cubrió  en  diversas  parlid;^,  elecluándosc  el  iiltimopa;5oen  181)0. 
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Una  palabra  msis  antes  de  concluir.  Se  notará  ({uo  la  división  se  hi- 
zo entre  un  número  de  Estadas  se  consideraron  como  formando 
parte  de  loque  aiitifjuameiite  so  conocía  por  Alta  ('.¡ilifornia.  á  cuyo 
favor  rechuiKunos:  IVimoro  y  antes  que  lodo.  Caliíoniia  en  lora  entra 
en  la  tlivisi»)n:  después  Orejíím.  <\\\o  foniia  pwrte  de  la  anti'^niii  Calitur- 
iiia:  después  Idaho.  que  ascieii  líí  kasta  las  poscsioacs  britúnicas  en  el 
Norte:  y  Utali,  (pío  do  ¡«or  si  es  un  Kslado  muy  nfrande. 

Nevada  pertenecía  eiilou(!e.s  á  la  diócesis  de  Cal  ifurnia,  y  Washing- 
ton, Idaho  y  Montana  estaban  l¡;.'adas  á  la  diík  osis  de  Oretron. 

Así.  pues,  tenemos  en  todo  e'^te  extenso  pm's,  niiiohos  miles.  ('»  do  he- 
cho, vaiios  cientos  de  miles  de  nnllas  oii;idradas  de  extoiisióu,  con  una 
población  extremadamente  grande  y  muchos  miles  de  indios,  quizá  de 
cincuenta  á  cien  mil,  que  conq)arl¡eron  de  los  beneficios  de  la  prime- 
ra decisión,  contra  la  Baja  California,  faja  de  terreno  anj^osta  y  estéril 
á  la  que  adjudicó  Sir  Rdward  Tliornton,  á  título  de  derecho,  ia  mitad 
de  todo  el  interés  sobre  la  declaración  total. 

8r.  Stewart  —  Esa  evidencia  confirma  en  algo  mi  opinión  sohre  la 
cláusula  'precisada.»  (•) 

Se  refería  á  cualquiera  otra  circunstancia  que  no  fuera  el  cambio  re- 
gular que  la  Iglesia  tenía  el  poder  de  hacer  en  ta  Compañía  ó  provisor 
eclesiástico  que  se  encargara  de  las  misiones.  Se  verá  que  se  dieron 
140,000  álos  Jesuítas.  La  Orden  de  los  Jesuítas  no  se  suprimió  á  per- 
peltitdad.  Revivió  en  1814.  Está  prestando  sus  servicios  en  muchas 
partes  del  mundo,  y  particularmente  en  la  Alta  California*  La  recep- 
ción de  una  parte  del  Fondo  Piados»  recuperado  en  el  arbitramento  an- 
terior, después  de  un  siglo  de  silenciosa  sumisión,  borra  cualquiera  sos- 
pecha de  que  la  Orden  haya  tenido  alguna  ve;;  el  menor  deseo  de  que 
el  Fímdo  Piadoso  se  usara  fuera  de  las  Cali  furnias.  Aparece,  pues,  (pie  el 
Reverendo  Padre  Provincial  no  solamente  no  ordenó  el  que  se  usara 
el  Fondo  en  cualquiera  parte,  niño  que  toda  la  Compañía  permaneció 
en  silencio  respecto  á  ese  asunto,  por  muchos  años  después  de  restable* 
eida  la  Orden,  y  linalmente  recibió  y  emplci)  una  parto  del  Fondo  en  las 
Californias,  Se  verá  |)or  el  sijirtiiente  piu  raío  do  la  bula  que  suprimió 
la  Orden  de  los  .lesuílas.  <pio  el  l*a])a  intenb)  promover  y  no  destruir  la 
obra  del  establecimiento  de  las  .Misiones,  y  la  conversi<'>n  de  los  puga- 
iiu-s  en  las  Californias: 


cijtaf/a,  dejase  diclia.s  misioiius,»  ole. — 2vot\  [>bi>  Tuaduci  ou. 
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[Vro  en  lo  qiu^  n-siKvtn  ú  las  misiones  relígÍOí^.i>.  (If-cntnos  i'xl<>ii<k'r  ('  indiiir 
todo  lo  nur  so  ha  (li>(  n>t.iilo  coiircrtiiriilo  á  la  -iijin-suiii  tío  la  ('.oniparua  i  do  lv>  J'  - 
siiífa-  .  ri>-  i  v,'iii<loiio<  al  mi-dií»  li<'tii¡«>'i  el  privili-^íio  d<^  proveer  i'i  l'>s  incdin- p  i'- 
los  que  no  ■^•íLíiiií'iiI''  p\i(»<l.'i  obtonorso  v  a<i"^urnrsr«  más  (ácU  y  t-slablí  inoiili-  li 
coiivor.^ióiHlii  los  iiilioltí!;,ti¡íiolainbicucl  arrollo pacilico  doláis  dihCiisioMO».  (^Trajjs- 
crip.  p.  ííH').  pár.  82.) 

8iR  Edwaiu)  Fry. — ¿Dütidc  se  encuentra  esa  bula?  La  única  nula 
que  tengo  es  la  pág,  4()l. 

Sr.  Stkwart. — Kstá  en  español,  y  su  traducción  se  halla  en  el  pá- 
rrafo 32.  }>á'^^  IVóó. 

SiR  KüWAKD  Fry. — F'ero  ¿en  dónde  se  encuentra,  en  qué  libro? 

Sr.  Kalston. — Transcrita  en  la  pág.  .-^23,  en  español. 

Sr.  Stbwart» — Y  la  hemas  Ik'cIio  trailucir. 

Sni  Kdward  Fry, — Corriente,  tiescaba  Hohunente  adquirirla. 

Sr.  Stew a rt.— También  se  encuentra  traducida  en  la  respuesta  del 
Representante  de  México. 

En  todo  caso,  esta  parte  de  la  bula  dol  Papa,  demuestra  íju(?  la  in- 
tención fué  asegurar  la  administración  pacIHca  de  este  Fondo,  y  si  era 
necesario,  hacer  mayores  provisiones. 

VfL  Ahora  llamo  la  atención  sobre  el  instrumento  de  funda<^ión, 
con  el  objeto  de  mostrar  que  el  Representante  de  México  anduvo  des* 
carriado  en  su  contestación  al  memorial  de  los  Estadas  Unidos,  por  la 
omisión  que  hizo  en  su  extracto  citado,  de  ese  documento,  de  las  par- 
tes más  esenciales.  Su  extracto  es  ciertamente  de  lo  más  extravíadu. 

Las  parles  omitidas,  y  que  se  representan  con  asteriscos,  son  esen- 
cittles  para  determinar  la  intención  de  los  donantes.  Para  que  puedan 
juzgarse  materialmente  las  partes  omitidas,  cito  en  columnas  parale- 
las  un  extracto  verdadero  del  instrumento  de  fundación,  y  el  extracto 
usado  por  el  Representante  de  México.  Las  partes  que  dicho  señor 
omitió  se  encuentran  impresas  con  letra  bastardilla  ó  cursiva  en  ia 
verdadera  copia: 

Copia  verdadera.  Coyia  incompleta. 

Esta  donación  que  hacemos  es  Este  donativo  hacemos 
Intenat  pura,  perfecta  é  irrevo*  á  dichas  misión e.s  fuoda- 

cablecoíno  un  firme  contrato  in'    das  y  las  que  en  lo  de  adelántese 

(*  I  Kii  lodo  1m  ,iiif(>rior  s»>  Iri  '¿nb^^litiiido  ol  |c\!o  castellano  de  la  ••<criliirn  I- 
flindarii'in  á  la  tradin  rion  ii);;lc-a  :  jx-ro  l  omo  en  e-le  In^.ir  se  Irala  do  tijndai  iia 
argUiiKMilo  bílniulo  011  algiiua-i  .>upru.-kMio>  hoclia:^  oii  ol  toxlo  iiijilos.  lia  creidi» 
preturible  traducirlo  oii  voz  do  rociirrir  ú  la  rodaAcióii  priiniliva. 
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ter  vivos,  desde  este  día  en  lo  de 
adelante  p  para  siempre. 

Para  tpiior  y  retener  dichas  mi- 
siones fundadas,  y  las  que  en  lo 
de  adelante  se  funden  en  las  Cali- 
fornias, asi  para  el  sostenimiento 
de  suH  religiosos  y  para  proveer  al 
órnalo  y  decencia  del  culto  divi- 
no; como  para  socorrer  ¿  los  na- 
tivos conversos  y  catecúmenos 
con  aliweníos  y  ropaSf  conforme 
al  desamparo  de  ese  país,  de  suer- 
te que,  si  de  aquí  en  adelante,  con 
el  favor  de  Dios,  hubiera  medios 
de  sostenimiento  en  las  *  reduc- 
ciones* y  misiones  establecidas 
ahora,  corno  por  ejeniplo,  el  eiil- 
tivt)  (le  sus  propias  tierras,  ob- 
vuiíido  así  la  neccsiil^üd  de  itiaii- 
itar  de  est."*  país  ¡n  orisioncs,  ro- 
'las  y  otros  m.'cesarii)-.  sn  han  do 
aplicar  las  ron  tas  y  produrlus  de 
■iiciias  príjpiLnknics  á  nnev;is  nii- 
^i')nos  (ptc  se  csfablczcu u  de  (í<iíi¿ 
cu  adelante  en  las  jKirfrs  in- 
exploradas de  dichas  Cdlifut' 
niaSf  á  d i f^r roción  del  Fadre  su- 
¡terior  t/r  iii<  h(ismÍ8ÍomH;y  los 
susodid'os  faenes  serán  i>erpe- 
iuamenie  inalienables^  ff  nutica 
se  venderán^pues  aun  en  el  caso 
dequetoda  la  Califoruiaeslé  ¡la- 
cifieoda  y  convertida  á  nuesfra 
mnta  fe  calélicay  lasrendimien- 
iosde  dicJíOs  bienes  se  aplicarán 
n  las  necesidades  de  dichas  mi- 
siones y  á  su  conservación :  y 
en  caso  de  que  la  sagrada  Com- 


i'undeii  en  las  Californias,  asi  para 
el  sostenimiento  de  sus  religiosos 
y  para  proveer  al  sostén 
y  manejo  del  culto  divino,  como 
para  socorrer  á  los  nativos  con- 
versos  y  catecúmenos  de  la  mis- 
ma (probablemente  « de  la  mise- 
ria»), de  ese  país;  de  suerte,  que 
sí  de  aquí  en  adelante,  con  el  fa- 
vor de  Dios,  hubiera  medios  de 
sostenimiento  en  las  «redúcelo* 
nes>  y  misiones  establecidas  aho* 
ra, — como  por  ejetnplo,  el  cultivo 
de  sus  propias  tierras,  obviando 
así  la  necesidad  de  mandar  de  este 
país  ropas  y  otros  necesa- 

rios— las  rciilas  y  productos  de 
dirbas  propi<'da<lcs  se  aplicarán 
de  I  probablenionle  «  úl*)  nuevas 
uusiones. 

y  en  raso  cpie  la 
i^Mn|»añ¡a  de  .1< -ih.  volunta- 
riamente, ()  precrisada  deja-^e  di- 
clias  misiones,  ó  lo  rpic  no  f»ernii- 
ta  Dios.  Ion  nativos  de  ese  país  se 
rebelaran  apostalatandode  nues^ 
tra  Santa  Ko,  ó  en  cualquiera 
otra  contingencia,  entonces,  y  en 
ene  caso,  se  deja  á  la  discreción 
del  que  en  ese  tiempo  sea  el  re- 
verendo Padre  provincial  de  la 
Compañía  de  Jesús  en  esta  Nueva 
Espaífa,  el  aplicar  los  rendimien- 
tos de  dichos  bienes,  sus  produc- 
tos y  mejoras,  á  otras  misiones  en 
partes  no  descubiertas  de  esta 
Ñor  te- América,  ón  otras  de  cual- 
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pañííi  do  .Ipsih.  voliiiitanameiile, 
ó  precisada  «lojaso  dichas  misio- 
nes de  las  Caliíornias,  ó  lo  que 
Dios  no  permita  los  nativos  do  o- o 
país  se  rebelaran  apostatando  de 
nuestra  Santa  Fe,  ó  en  cualquiera 
otra  contingencia,  entonces,  y  en 
ese  caso,  se  deja  á  la  discreción 
del  que  en  ese  tiempo  sea  el  reve- 
rendo Padre  proyinclal  de  la  Com- 
pañía de  Jesús  en  esta  Nueva  Es- 
paña, el  aplicar  los  rendimientos 
de  dichos  bienes,  sus  productos  y 
mejoras,  á  otras  misiones  en  par- 
tes no  descubiertas  de  esta  Norte- 
América,  ó  á  otras  de  cualquiera 
parte  del  mundo,  según  él  juzgue 
más  ^mio  á  Dios  Todopoderoso; 
y  de  tal  manera,  que  el  domin  io  y 
gobierno  de  dichos  bienes  conti- 
núe siempre  y  pcrpeliiamoulc  en 
la  sa^^rada  Corupanía  de  Jesús  y 
sus  jM  olados,  de  suerte  que  ningún 
juez,  eclesiástico  ai  secular,  ejer- 
za ¡jobiernoó  inf<'rvf*nvi(hio\\  los 
mismo?:  //  se  (ifiJicayán  (!/r/i((s 
rentas  y  ulilidades  á  los  objetos 
y  propósitos  (tquí  es  per  i  fi  codos  f 
ea  decir:  lapropnffanfln  de  imes* 
tnt  ^niiffí  fr  católica.  Y  mcfliaU' 
te  esla  lionación^  itoaotros  los 
oiorgantesy  en  consecuencia  de 
eso,  nos  apartamos  y  desistimos 
de  la  propíetladt  dominio'  ueñO' 
río,  acciones  y  derechos  realas  y 
personales j  directos  y  ejeciilivos; 
y  oíros  cualesquiera  que  nas ¿)er- 
teneecanf  ó  por  cualqiúera  otra 
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quiera  parte  del  mundo,  según  él 
juzíTue  más  ^ruto  á  i>ios  I  udo|)0- 
deroso:  y  de  In!  manera  que  el 

•robierno  de  diclíos  bienes 
continúe  siempre  y  perpetuamen- 
te en  la  reverenda  Conq)aru'a  de 
Jesús  y  sus  prelados,  de  suerte 
que  ningún  juez  eclesiástico  ni  se- 
cular ejerza  gobierno  en 
los  mismos 

nosotros  quere- 
mos que  en  iiiiif^ún  tiempo  se  re- 
chace esta  donación,  ni  que  nin- 
gún juez  ecle^siástíeo  ó  secular, 
emprenda  iiivesligacitmes  ó  inter- 
venga para  asegurarse  si  .<c  han 
cumplido  Ins  condipifioes  de  esla 
donación;  pues  es  nuestra  volun- 
tad que  en  este  asunto  no  haya 
pretexto  para  diciia  intervención, 
y  que  cumpla  ó  no  cumpla  la  di- 
cha sagrada  Compañía,  con  los 
fideicomisos  aquí  contenidos,  eo 
favor  de  las  misiones,  dé  cuenta 
de  ello,  sólo  á  Dios  Nuestro  Señor. 
(Respuesta  al  Memorial  en  inglés. 
pág.4.) 
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causa f  liiulo  ó  razón  nos  puefJan 
tocar  y  perfenecer;pio(hs  íos  ce- 
demos, renunciamos  ff  traspa- 
samos en  dichn  sagrada  Coui- 
p( tilia  de  jesús^  sus  misiones  de 
tas  Californias^  sus  prelados  if 
religiosos,  á  cuyo  curga  fuero  rl 
ffobierno  de  dichas  misionrs  // 
fie  e^fa  provincia  fie  Xucva  Es- 
paña, ahora  y  vu  fo  de  adelante, 
para  que  de  los  fra/os  de  dichas 
haciendaR.  pro  lurfos  dr  .sus  f/a- 
iiiidúx  mayores  //  ii/t'tiores,  sus 
aprovecha m linios  ídiles.  nnfu- 
rales  ó  por  industria,  manten- 
(fiin  las  referidas  misio}ies  en 
la  forma  que  va  propuesta,  ad- 
vertida y  prevenida  perpetua- 
mente. 

Y  nosotros,  losdidios  otorgan' 
teí,q II eremos  que  en  ningún  tíem* 
po,  ningún  juez  eclesiástico  6  se- 
cular, emprenda  investigaciones  ó 
se  inmiscue  para  asegurarse  de  si 
se  han  cumplido  las  condiciones 
de  esta  donación;  pues  es  nuestra 
voluntad  que  en  efite  asunto  no 
haya  pretexto  para  dicha  inter- 
vención, y  que  cumpla  ó  no  cum- 
pla la  dicha  sagrada 
Compañía,  con  los  íideieomisos 
aqaí  contenidos  ou  favor  do  lus 
misiones,  dé  cuenta  do  ello,  sólo 
á  Dios  Nuestro  ÍSeñor.  (Transcrip. 
p.  100.) 

Compiirando  los  anteriores  extractos  se  advierten  desde  luego  las 
parles  (juc  omitió  el  Elepre:«entante  de  México. 
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VIIL  La  réplica  del  Representante  de  México  de  que  ioáoñ  los  na* 
turales  de  la  AUa  California  han  sido  convertidos,  y  que  por  conse- 
cuencia no  hay  necesidad  para  que  se  baga  uso  de  los  intereses  del 
Fondo  Piadoso  en  esa  localidad,  se  basa  en  dos  errores: 

1.  Aun  existen  en  la  AUa  California  muchos  miles  de  indios  sin 
convertir. 

2>  No  fué  la  intención  de  los  donantes,  como  ya  hemos  visto,  el  que 
cesara  el  uso  de  los  productos  del  Fondo  Piadoso,  una  vez  conseguida  la 
conversión  de  todos  los  naturales  de  las  Californias.  Al  contrario,  fué 
su  mente  que  el  empleo  de  tales  productos  continuara  indefinidamente 
en  beneficio  do  las  raisiones  cristianas  de  esa  loculidatl.  Con  el  objeto 
de  llamaros  inirlicularinoiite  la  atención  al  objeto  persf';,aiidoon  el  ios* 
trumento  de  fundación  de  i)orpelnar  el  empleo  del  Fondo  IMadosoen 
las  Cíilifornias.  cilainos  otra  vez  nna  de  las  partes  omitidas  en  el  ex- 
tracto de  ana  instrumento,  por  el  Hepreífcntante  de  México.  Dice  coma 
sigue: 

Y        li.icit  !i  )ii  (}.     i-r  |.f>t  |><  (ii'itíirMif i-  iii.ilioii.-ihlcs.  (¡no  jamás  li 'ii  <\f  vvmi- 

florsf.  iiini  <  >,  rYi.vo  tl>'  í/h»»  totia  ht  i'filifornift  vsii'  ¡mcificmln  //  anm'fti- 
(ia  ;i  mu'slia  .^,iiit;i  l  o  (alolicu,  los  liulus  iii*;lias  liaciouiias  lirui  ilc  apluvirsi^ á 
lo  que  nocesilaron  diclins  mi«<innoís  para  bu  conservación,  i  Transn  ip.  p.  lOf?.') 

La  untei  inr  disposición  dotime^tra  (pie  lt)s  donantes  se  anticiparon 
al  arjfumento  dd  Keprescntante  de  México,  de  que  no  hubiera  em- 
pleo posterior  para  el  l'^ondo  IMadoso  en  las  Calitornias  después  de  que 
todos  los  naturales  fueran  convertidos,  y  dieron  respuesta  categórica 
á  tal  argumente». 

IX,  La  réplicíi  dr  l  Iteprescntante  de  México,deqne  los  Fslados  l'm- 
dos,  por  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  pro '  laniado  el  í  de  Julio  de 
184-8,  (pie,  entre  otras  cosas,  cedía  un  gran  territorio,  inclusive  la  Alta 
California,, á  los  Kstados  Huidos  por  la  suma  de  S  15.0M0,(K)().  exone- 
raban á  México  de  todas  las  demandas  relativas  al  Fondo  Piadoso,  no 
puede  sostenerse.  El  articulo  XIV  del  Tratado  que  cita  el  Represen- 
tante de  México  para  hacer  una  defensa  plena  de  este  proceder,  dice 
á  la  letra  h>  siguiente: 

También  exoneran  los  IC<tadoH  línidott,  á  la  Kopúblici  Mexicana,  de  Ittdas  ka  re- 

cl.nnacinii.  N  de  ciuilatíawM  di-  los  Kstados  ITiiidos.  n«  deci<li(las  aún  contra  elGt>- 
bicrno  <!<•  México.  \  ipic  piic(hii  ha)>r*l's<>  orij^inndo  .•iiitt'-  ilr  la  focha  df  la  lirmn 
(lol  |)ri-<«'¡it<'  Tralailu;  esta  '  Xoririrtcióii  es  dclitiiliva  y  píM[)r(iia.  bicii  -oa  que  I:-- 
di*  lias  n  i  lainat  ioiH's  ->e  aiiinilaii.  Incii  -<  a  ipK'  se  (((•^••cIkmi  por  i-l  ti  ihuiial  (!»■ 
inii>ario8  do  <|uo  habla  al  arlicuUi  siyuieiilc,  y  cualquiera  quo  pueda  .«*cr  el  moiilo 
total  de  las  que  ({uodao  admitidas.  (Apéndice  al  protocnlo,  p.  16.) 
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Hay  varías  razones  concluyeiiies  por  las  que  el  artículo  que  pre* 
cede  no  exonera  á  México  de  la  obligación  que  asumió  para  pagar  in- 
tereses sobre  esa  parte  del  Fondo  Piadoso  dedicada  á  la  Alta  Califor- 
aia.  Loa  Estados  Unidos  no  trataron  de  exonerar  á México  de  sus  obli- 
gaciones para  con  los  que  eran^  entonces,  ciudadanos  mexicanos,  y 
que  después  podrían  haber  sido  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  en 
camplímíento  de  las  disposiciones  del  Tratado.  Las  gestiones  de  los 
Estados  Unidos  se  limitaron  A  los  enfonces  ciudadanos  de  los  Estados 
Unidos,  Ni  la  Iglesia  Cat«ílica  Koniana,  ni  sus  dijrnatarios  ó  fieles  fue- 
ron ciudadanos  de  los  Estados  Tnidos  al  canjearse  las  ratificaciones 
del  Tratado.  VA  quo  lleíiaran  á  sor  al<íLiiui  vez  ciudadanos  de  los  Esta- 
dos l  uidos  dc|)ciidía  ilc  una  eiección  ú  opción  ú  que  debían  recurrir 
después  de  tal  cainhio  de  ratificaciones. 

Kl  Eondo  Piadoso,  por  este  ht  i  ho  lir  Mt'xico.  ora  una  inversión  sobre 
la  que  convino  en  pa<rar  inítM  t'-cs  aiiualmcnte.  Los  í'^tados  Enidos 
no  han  hecho  nin«runa  rorlamación  á  lavor  do  los  Obispos  do  tlalií'or- 
nia  por  ningún  abuno  de  inloreses  vt  iici  lo'^  y  pajiadoros  antes  del  4 
de  Julio  de  184-8;  poro  los  intereses  producidos  después  de  osa  focha 
fueron  sometidos  a  arbitramento  por  la  (ionvencirm  del  4  de  .lulio  de 
1868  y  decididos  a  favor  de  los  Estados  ünido^.  [,a  reclamación  <le 
intereses  en  este  juicio  ha  suríiido  después  del  2  i  de  Octubre  de  18(')8. 
No  existe  nada  on  (1  Tratado  que  pueda  dar  el  más  ligero  pretexto 
pr\ra  aíii mar  qiic  los  Estados  I  nidos  liayan  convenido  ya  sea  en  ex- 
tinguir las  obligaciones  d^-  M-  xico  para  con  ciudadanos  mexicanos,  ó 
en  pagar  á  ciudadanos  de  los  Estados  l  uidos  las  deudns  de  México  que 
se  vencieran  después  de  la  ejecución  del  Tratado. 

X.  La  relación  del  Representante  de  México  de  varios  decretos  de 
su  Gobierno,  en  virtud  de  los  cuales  se  confiscaron  los  bienes  de  la 
Ij^lesia,  se  excluyeron  deudas  ya  prescritas,  y  se  estipularon  los  tér- 
minos dentro  de  los  cuales  podrían  entablarse  las  demandas  contra  el 
Gobierno  mexicano,  no  tiene  nada  que  hacer  con  este  juicio.  Cuales- 
quiera que  sean  los  esfuerzos  ({uo  México  haya  hecho  para  cerrar  sus 
propíos  tribunales  á  la  reclamación  de  los  Obispos  de  California,  no 
nos  conciernen.  Basta  para  el  objeto  de  este  proceso,  que  tanto  los 
Estados  Unidos  como  México  hayan  convenido  en  (pie  se  juz<;ue  ante 
este  Honorable  Tribunal  la  supuesta  obligación  de  México  de  pagar 
intereses  á  los  Obispos. 

Afortunadamente.  México  no  rechaza  ahora  las  varias  indicaciones 
que  hay  en  sus  decretos,  respecto  á  su  intención  de  conservar,  man- 
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tener  y  aplicar  ol  Fondo  Piadoso  á  la  conTersión  y  civilización  de  los 
nativos  de  las  Californias,  y  al  apoyo  y  sostenimiento  de  la  Religión 
Católica  en  esa  región,  sino  que  conviene,  por  el  contrario,  en  qae  este 
Honorable  Tribunal  resuelva,  en  el  caso  de  que  la  cuestión  no  se  ía- 
lle  como  reajuáUxUa^  si  los  beneficiarios  del  Fondo  Piadoso  tienen 
reclamación  justa  contra  México,  y  «pronuncie  un  fallo  ó  laudo  qoe 
sea  adecuado  y  conTeniente  á  todas  las  circunstancias  del  caso.» 

Esta  honrosa  conducta,  por  parte  de  México,  no  debe  amenguarse 
por  su  propio  Representante,  ni  por  ningún  otro,  con  la  prevención 
de  que  (México)  quiere  oponerse  á  que  se  pronuncie  un  fallo  que  será 
justo  y  equitativo.  Aun  en  el  caso  de  que  México  hubiera  confiscado 
el  Fondo  Piadoso  antes  que  California  formara  parte  de  los  Estados 
Unidos,  ¿por  qué  no  ha  de  tener  derecho  de  rehusar  cualquier  ventaja 
que  pudiera  ofrecerle  tal  confiscación  ó  cualquiera  otro  neto  arbitra- 
rio, y  someter  la  justicia  de  la  rechuiKiciúu,  como  ui  iumalmente  exis- 
tió, al  arbitramento?  Si  la  reclamación  es  justa,  ningún  ¡x-lo  de  Mé- 
xíct),  arbitrario  ó  imlobido.  se  interpone  en  un  juicio  encaminado  á 
ese  pairo,  poi  que  desde  el  momento  en  que  convino  en  el  arhitramtnito, 
ha  bpfiio  desaparecer  todas  las-  dofensns  á  !n  reclamación  do  lo.s  be- 
neficiarios del  Fondo  Piadoso,  quedándole  sólo  el  recurso  de  alegar 
que  es  injusto. 

¿Puede  haber  duda  sobre  la  justicia  de  la  reclama*  ¡('m?  Si  no  hu- 
bo Fondo  Piadoso  de  las  ( ".ulifornias,  ¿por  qué  México,  por  In  ley  dt^ 
2.Ó  de  Mayo  de  18.'J'2,  proveyó  al  arrendamiento  ó  posesión  del  mis- 
mo? Si  los  productos  de  dicha  propiedad,  cuando  se  arrendaron,  no 
pertenecían  á  las  misiones  de  las  Californias,  ¿por  qué  declaró  Méxieo, 
en  el  art.  6**  de  esa  ley,  que  <  los  productos  de  estos  bienes  se  deposi- 
tarán en  la  casa  de  moneda  de  la  ciudad  federal,  para  <lestínarIos  iini* 
ca  y  precisamente  á  las  rnisioties  de  Californias?  Si  lo.s  producto^ 
no  debían  remitirse  á  las  (  '.¡tlifornias,  ¿por  qué  México,  en  el  art,  10. 
frac.  9,  de  esa  ley,  requirió  á  los  administradores  del  Fondo  «propo* 
ner  al  Gobierno  las  cantidades  que  puedan  remitirse  á  cada  una  de 
las  Californias,  según  sus  respectivos  gastos  y  ta  existencia  que  haya 
de  caudales»? 

Todavía  más,  ¿por  qué  México  en  el  preámbulo  del  decreto  de  24 
de  Octubre  de  1842,  reglamentando  la  venta  del  Fondo  Piadoso,  dice 
que  el  decreto  de  8  de  Febrero  de  1842  «se  dirige  á  que  se  logren  con 
toda  exactitud  los  benéficos  y  nacionales  objetos  que  se  propuso  la  fao' 
dadora,  sin  la  menor  pérdida  de  los  bienes  destinados  al  intento?* 
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¿Por  qué  México,  por  el  art.  3**  de  ese  decreto  declara  hipotecada  la 
renta  del  tabaco  al  pago  de  ií.'oreses  del  Fondo  Piadoso,  «sin  dednc- 
ción  alguna  por  gastos  de  administración  ni  otro  alguno?*  ¿Por  qué 
México,  por  la  ley  de  3  de  Abril  de  1845  ordena  devolver  al  Obispo 
todas  las  propiedades  no  vendidas  del  Fondo  Piadoso,  sí  éstas  no  per- 
tenencían  á  las  misiones  y  á  la  Iglesia  Católica  de  las  Californias? 

En  suma,  ¿por  qué  todas  las  leyes  6  decretos  mandados  ó  promul- 
gados por  México  reconocían  la  existencia  del  Fondo  Piadoso,  asi 
como  que  éste  pertenecía  á  las  misiones  de  las  Californias  é  Iglesia 
Católica  de  esa  región?  ¿Por  qué  no  fueron  objeto  de  debate,  ni  la 
existencia  del  Fondo  Piadoso,  ni  los  designios  y  propósitos  de  sus  fun- 
dadores, hasta  después  que  los  beneficiarios  del  Fondo  llegaron  á  ser 
ciudadanos  de  los  Estados  Unidos?  ¿Por  qué  si  el  Fondo  Piadoso  no 
era  de  la  propiedad  de  las  misiones  é  Iglesia  Católica  de  las  Califor- 
nias, no  lo  reclamó  México  como  suyo?¿lV)r  qué  continuamente  de- 
claraba, en  efecto,  que  no  era  su  propiedad,  afirmando  que  pertenecía 
á  las  misiones  é  Iglesia  Católica  de  las  (lalifomias? 

XI.  A  oste  Tribunal  se  someten  cuestiones  muy  diferentes  ú  las  para 
que  fueron  llamados  á  decidir  los  arbitros,  por  la  (!oiiveiición  de  1868. 
Kn  esa  Convención  iio  so  ;iiitor¡/ó  á  los  áibilriis  [)ara  (|uc  de>(loñaran 
ninguna  det'eusa  que  pudiera  permitirse  bajo  las  reglas  de  [n-oeodi- 
inientos  en  los  tribunales  de  justicia.  La  conliscación  ó  cuakpiicr  otro 
aelo  arbitrario,  que  liul)¡(^ra  sido  un  ¡Uípedimento  en  México  para  la 
reciiperaí.-iún  del  Kondo  Tiado-o.  mientras  California  formaba  parle 
(le  e-e  país,  bubiera  suId  ar^iimonto  de  didoiisa  dentro  de  los  térmi- 
nos generales  del  arUculo  II  del  Protocolo  de  1868. 

Diclio  artículo  dice  lo  siguiente: 

F.II  seguida  proce<k'rdn  jiiiit.itneiile  lu>  ctiinisionadus  ú  la  iiivostigaciúii  y  deci- 
fiím  de  las  reclamncioiui»  quo  m  Ies  prosontoit,  ott  al  orden  y  do  la  manera  que  d« 
común  acuerdo  rroyoreii  convniiionto,  poro  recibiendo  sulameuto  la»  prnebas  é 

inforraosqno  so  los  miiii~lroii  por  liis  ro<po(  livos  |;ol)iornos  ñon  SQ  nombre.  Ten- 
drán obligación  <lo  rocilitr  y  loor  lorias  l:i<  iii:uiifos!:icioiios  ó  tlocumonlos  oscritos 
(juc  -o  los  pro<f"nf ''II  por  sus  gi)l)ioriii)s  to~pf'c,livos,  i»  oii  «^ij  nombre,  on  npovo  ó 
rí-piiostn  ii  (  n.ilqiíiorri  reclainnc.iioi.  y  do  oir.  si  so  los  pidi»  ir.  á  una  porsujia  por 
cad.i  gobierno,  en  lodas  y  en  cada  una  do  las  rceluniaoioties  soparadamenle.  (Apén- 
dice ftl  Protocolo,  p.  Hl.) 

Bajo  tal  cláasula  se  podría  haber  interpuesto  cualquiera  defensa 
qae  fuera  buena  en  los  procedimientos  comunes  de  derecho.  No  hubo 
revisión  de  contratos,  ni  reforma  de  instrumentos  autorizados. 
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Pero  la  cuestión  sometida  á  oste  Iribunal,  eu  el  caso  de  que  el  asunto 
no  se  considere  resjudica  fa,  es  diferente.  Somete  la  justicia  de  la  re- 
clamación sin  relación  á  las  defensas  técnicas:  Dice  el  protocolo: 

1  >i      lia  n>cl;un;iri«'»ii.  coiiiu  cuii>i'i;u</iu:ia  liol  laudo  aiileriur,  osla  regida  p*>r 
el  principio  de  res  jmlicata. 

Este  es  el  primer  punto  qu^  tiene  que  considerar  este  tribunal. 

Do  no  CíilarUij  si  e?;  jusl.i  la  misma  roclainaciún. 

Y  para  pronunciar  un  fallo  ó  laudo  tal,  (]uc  sea  adocundu  y  coüvonionlo  á  lotb-: 
las  cireánatanciaB  del  catM>.  ^Protocol,  p.  3.) 

Este  es  el  punto  más  general.  Ningún  tribunal  puede  tener  arttcu- , 
los  más  liberales  para  enmendar  errores  de  cualquier  naturaleza  que 
sean,  que  los  prescriptos  en  el  protocolo  actual.  Este  tribunal  tiene  ; 
la  misión,  en  pocas  palabras,  de  «pronunciar  un  fallo  ó  laudo  tal.  que 
sea  adecuado  y  conveniente  á  todas  las  circunstancias  del  caso.»  U 
cuestión  sometida  no  se  halla  interceptada  por  ningunas  reglas  de 
defensa  ó  práctica,  y  el  tribunal  tiene  que  fallar  esto:  ¿Esjvsta?  í 

No  estoy  familiarizado  con  las  defensas  y  reglas  prácticas  que  se 
usen  en  nin<;ún  pafs  donde  no  prevalezca  el  idioma  inglés;  pero  cua- 
lesquiera reglas  que  existan  en  parte  alguna,  quo  pudieran  impedirá 
este  Tribunal  decidir  este  caso  conforme  á  los  principios  de  justicia, 
deben  ser  desechadas. 

Los  tribunales  de  equidad  en  Inglaterra  y  América  enmiendan  mu- 1 
chos  errores  que  no  piiedon  serdeolarndos  en  los  tribunales  de  dere- 
cho. Me  pcnnitiró  loor  oonio  ilustración,  uno  ó  dos  pasajes  del  Di'*' 
cionario  deDeret  lio  de  liouvicr,  revisado  por  l'awle,  lomo  I,  pág.  ü8i.  | 

Tercero.  Cuando  los  tribunales  cío  equidad  admiten  rocuri^os  do  esta  Indole  |M>r  | 
la  infracción  de  <loro<;Ii»>s  lo;fal<'s.  eti  lt»>  caxis  eii  (pu'  Ids  Iribunalesde  jusÜcia.iv  ' 

conociendo  rl  tlon'cho,  \c  dan  <::il)i(la  conforinr  á  sus  priiicipius,  usos  y  rí>;;1ris, fe  | 
C«^ns¡dí^rai)i1f»  1  il  nfririii  ilo  oquiilad  itisi'^niilic  tilf  para  los  ro([ni<ifMs  tlr !  oa-c  A 
oslo  so  llania  al<i,iiiia>  veces:  jnrisiliffioii  concnn  i  iilo.  Ksta  clase  contjjK  iidc  friiv- 
de,  error,  accidente,  mandato,  leijaífus,  coutrihuciiin  y  ca*<»s  cu  que  la  justKÍ;M 
la  conciencia  reffuioren  ta  eanceheióH  ó  refwuia  fie  tttsimmwtoSf  ó  la  reseitiM  . 
ó  ta  ejeeueión  especifica  de  los  coulraios. 

Los  tribunales  de  derecho  amparan  las  acciones  contra  el  fraude,  el  error  y  «i 
accidente  ó  fuerza  mayor,  donde  so  da  cabida  á  tale»  acciones  sei>;ún  sus  usos  y  re- 
glas: poro  liay  muclios  casos  en  quo  el  toqvíko  legal  os  inadecuado  para  losliae!< 
(le  la  justicia. 

Los  inodus  de  in vesligaciún  y  1<js  rocur>os  propios  de  los  tribunales  de  equuu- 
son  á  menudo  de  la  mayor  iinp(»rtanr.ia  en  esta  clnso  de  casos,  | 
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Se\\o.  Cuando  por  raasonos  de  confiansa  ó  consanguinidad,  lo»  contratantes  no 

ii6  cncuontran  ojitre  sí  en  ij;ual(l;itl  de  circnn-l  uH  i  i  .  (  omo  por  ejemplo,  oí  ¡taáft 
K  A  hijo,  el  tutor  y  (ü  fuformdo,  d  npoitoi  <t<li)  y  el  rlit'ut  '.  > !  ¡irincipal  y  ©I  CkgCH- 
te,  el  albacea  y  lo»  legaiarios,  ei  fideicoínisario  y  ce/ut  (^ue  trust. 

Si  un  tribunal  de  justicia  tuviera  jurisdicción  plena  para  investigar 
todos  los  puntos  que  culminan  en  el  decreto  del  24  de  Octubre  de  1842, 
por  el  cual  se  vendieron  los  bienes  rafees  del  Fondo  Piadoso,  y  se  hi- 
zo ín^sar  todo  el  Fondo  al  Erario  nfiexicano,  se  podría  pronunciar 
<^tra  México,  un  fallo  tal  como  nunca  io  han  demandado  los  Estados 
Unidos. 

Este  tribunal  no  está  cohibido  de  ♦  pronunciar  «n  fallo  ó  laudo  tal 
(jiifí  «ea  adeciiadt)  y  convenioiile  á  todas  las  nirciuistancias  del  ca- 
so. >  por  cualquier  motivo  que  no  afecto  la  justiciado  la  reclamación 
orijrinal.  Ai  Señor  Presideute  Día/,  se  le  debe  todo  el  honor  por  las 
í-oíulii'iones  li!)er;ilt\s  <le  este  ;ii-l)itiamento.  lia  imitado  ampliaiucnlo 
<^1  ejemplo  de  los  lisiados  l ¡iodos  ipie  iK'volvieron  á  Mí'xico  el  dinero 
adjiidicaiio  por  el  arbitramento  anterior  á  W  ril  y  L;i  Abra,  lo  que 
mencionaré  dos!>ii<'~.  Su  conrornudad  rii  «pie  hará  plena  justicia  á 
las  Misiones  é  Ldo-^ia  ( '„it<'»lir:i  de  í  lalifi •riiia.  rehusando  todas*  las  ex- 
cusas y  objeciones  que  no  aspiren  á  la  Ju-sNcia  (ir.  la  reclamación,  es 
1111.1  (jordia!  y  amplia  respuesta  á  la  acíción  de  loa  Estados  Unidos  de 
proteger  ú  México  de  dolosiis  demandas. 

XII.  La  queja  del  Representan!*  ]•>  '\b  xico.  bajo  los  títulos  de  que 
ios  Estados  Unidos  están  presentando  á  México  reclamaciones  extra- 
Tagantes  r  injustas,  no  tiene  razón  de  ser.  Los  Kslados  Unidos  no  de- 
mandan á  México  nada  que  no  crean,  después  de  una  investigación 
cuidadosa,  que  sea  absolutamente  justo.  La  buena  fe  do  los  Estados 
I  nidos  está  manifiesta  con  su  manera  de  tratar  las  reclamaciones  de 
Weil  y  La  Abra.  Estas  redamaciones  se  sometieron  y  se  decidieron 
por  el  arbitramento,  bajo  la  Convención  del  4  de  Julio  de  1868  y  el 
conjunto  de  los  fallos  en  los  dos  casos  presentados  contra  México  as* 
cendia  á  $1.180,506.55.  Habiendo  sugerido  México  dios  Estados  Uní* 
dos  el  descubrimiento  de  falsas  pruebas  y  perjurio  para  obtener  dichos 
íallos,  no  obstante  que  México  había  pagado  el  dinero  á  la  Tesorería  de 
los  Estados  Unidos,  éstos  rehusaron  pagarlo  á  los  demandantes.  El  Con- 
greso, con  ese  motivo,  ai)robó  una  ley  dando  á  los  tribunales  de  los 
Estados  Unidos  jurisdicción  para  oir  y  resolver  esos  dos  casos,  y  des- 
pués de  una  audiencia  plena  y  leal,  dichos  tribunales  sostuvieron  que 
las  reclamaciones  eran  fraudulentas,  en  vista  de  lo  cual,  todo  el  diñe- 
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ro  depositado  en  la  Tesorería  |>ara  el  pago  de  las  reclamaciones  de 
Weíl  Y  La  Abra,  fué  devuelto  á  México  en  oro.  Fero  los  Estados  Uní' 
dos  han  continuado  insistiendo  sobre  la  solemne  obligación  de  México, 
de  pagar  á  los  Obispos  de  Californias  el  ínteres  sobre  el  Fondo  Piado- 
so dedicado  al  uso  de  las  Californias.  El  carácter  j  posición  social  de 
los  varios  Secretarios  de  los  Estados  Unidos  que  han  llamado  la  aten- 
ción á  México,  y  héchole  recordar  su  obligación  de  hacer  tal  pago, 
deben  aceptarse  en  parte  como  prueba  de  la  buena  fe  de  ese  Gobieroo. 

La  siguiente  es  una  lista  de  los  funcionarios  de  los  Estados  Unidas 
que  con  México  han  tratado  las  negociaciones  que  han  venido  á  te^ 
tntnar  en  los  procedimientos  actuales. 

Hon.  Wiiliam  F.  Wharton,  Subsecretario  de  Estado.  Agosto  3  de 
1891.  (Transcrip.  Correspondencia  diplomática,  p.  28.) 

Hon.  James  G.  Blaine,  Febrero  19  de  189:^.  (Idem,  pájr.  24-.) 

Hon.  John  W.  Koster,  Septiembre  15  de  Í892.  (Idem,  pág.  21.) 

Hon.  Wallor  n.  (hcHliam.  Junio  8  de  1893.  (Idem,  pág.  24.) 

Hoii.  John  Slieriiian,  Octubre  30  de  1897.  (Idem,  pág.  122.) 

Hon.  W.  R.  Day,  íSubsecrelario  de  Estado,  Julio  18  de  1897.  ^Idetu, 
pág.  22.) 

Hon.  John  Hay,  Diciembre  4  do  1899.  (IdtMii,  pág.  46.) 

Kstos  fuiicionarioíi  han  gozado  do  aiiiplia  reputación  internacional.  • 
Han  ligurado  jxtr  iiiiirlios  añospii  .asuntos  de  gran  interés  que  los  Es- 
tados Unidos  han  lonido  ron  el  resto  del  mmido. 

Xlll.  (k>nsideraré  ahora  brevemente  las  querellas  de  extravagantes 
demandas  y  mala  fe  hechas  por  iMf'xi<*o  contra  los  Kstados  Unidos. 

La  reclamación  de  los  Estados  Unidos  de  que  el  interés  debido  á 
Obispos  de  Calilurnia,  debía  pngarse  en  moneda  de  oro  mexicana  y  no 
en  moneda  depreciada,  lia  sido  causa  de  queja.  México  apenas  podrá 
insistir  en  pagar  á  los  Obispos  de  California  en  plata,  desde  el  mo- 
mento en  que  ha  reconocido  su  deber  de  pagar  sus  otras  obligaciones 
extranjeras  en  oro.  El  interés  de  su  deuda  consolidada  que  tiene  en 
el  extranjero,  se  paga  en  oro.  Su  reconocimiento  de  la  moneda  co- 
rriente de  las  naciones  comerciales  ha  robustecido  su  crédito  y  sfdole 
muy  benéfico,  tanto  en  el  interior  como  en  el  exterior.  El  pego  eo 
plata  á  los  Obispos  sería  groseramente  injusto. 

En  la  época  que  México  vendió  las  propiedades  que  pertenecían  al 
Fondo  Piadoso  y  con\'irtió  á  su  Tesorería  todos  los  bienes  pertene- 
cientes á  ese  Fondo,  y  se  determinó  á  pagar  los  intereses  de  él,  su 
moneda  de  plata  tenía  premio  sobre  la  moneda  de  oro  de  cnalquien 
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otro  país.  En  la  sección  2*  del  decreto  de  24  de  Octubre  de  lee- 
mos lo  siguiente: 

So  procederá  por  ol  Mini^tcrindo  Hacienda  á  la  Ví«nla  de  las  (uir.i-  y  tlt  inas  hiv~ 
jie«>  perlotiocienlceí  al  Fotido  I'iadnso  do  las  ('.iliíonuas,  por  el  i^apilal  que  repre- 
«enten  «1 6  por  100  de  sus  producios  anualo^.  ^I.oyofi  de  Méxicu,  púg.  7.) 

En  la  situación  inestable  y  revolucionaría  de  México,  las  vastas  ha- 
ciendas que  perlenecíati  al  Fondo  Pitidoso,  no  podían,  en  lo  posible, 
haber  producido  una  renta  uela  que  correspondiera  á  su  valor  actual. 
México  acababa  de  pa.sar  por  una  lucha  en  pro  de  su  independencia,  y 
se  encontraba  en  estado  de  revolución.  Es  muy  cierto  que  ninguna 
hacienda  en  ese  país  rendía  en  aquel  tiempo  producto  equivalente  al 
6  por  100  sobre  el  valor  de  la  propiedad.  Aun  hay  que  dudar  que  se 
obtuviera  entonces  un  2  por  100  sobre  cualquier  hacienda  de  la  Repd* 
blica.  Las  propiedades  que  se  vendieron  deben  haber  valido,  cuando 
menos,  tres  vores  lo  que  se  recibió  y  so  inrtorporó  al  Erario.  Los  pri- 
meros miembros  del  monopolÍD  del  tabaco,  á  síiber:  íSrcs.  D.  Fran- 
cisco de  Paula  fUibio  y  Hcnimiio,  D.  Mamicl  Fernández,  1).  Joaquín 
María  l>r;tzii.  I).  l-'elipc  Xeri  de  Han  io.  I).  Manuel  Kscandóti.  D.  l>e- 
nito  de  Magua  y  Muriel  lloruiauos  iíic  ii'run  una  oferta  de  compra  den- 
tro de  las  24  horas  de  aprobada  la  ley.  Rstos  eaballero.s  conocían  el 
v;ilt»r  de  la  pr(»piedad,  y  estaban  dispiic.-tus  á  i'ornpnu"  tan  [iroiilít  «-o- 
iii  t  .^f  aprobara  la  ley,  y  tal  vez  antes.  Su  aceión  rápida  iiuiica  (pie 
comprendían  que  la  compra  úe  la^i  haciendas  ul  precio  üjadu,  era  una 
oportunidad  para  íianar  dinero. 

Por  ejemplo:  Mé.xico  vendió  la  Hacienda  de  *  Kl  Pastor.  >  capitalizada 
iil  r>  por  loó,  en  $17,000  de  renta  anual.  Los  cotniiradnres,  inniodia- 
tamente  despué.s,  arrendaron  esta  hacienda  en  más  de  il24.()nn  anua- 
les, loque  viene  á  hacer  una  diferencia  en  el  precio  de  má.s  de  $  100,000. 
Véa.se  el  Instrumento,  documento  Ü,  á  la  ilúplica  en  favor  de  los  Es- 
tados Unidos.) 

Ya  que  México,  con  esa  venta  debe  haber  sacritícado  una  grandísima 
parle  de  las  propiedades  do!  Fundo  Piadoso,  sería  en  extremo  injusto 
permitirle  pagar  tal  obli{;ac¡ón  en  moneda  depreciada.  Kl  que  México 
tieii<i:a  en  circulación  moneda  depreciada,  no  afecta  la  reclamación 
de  los  Obispos.  Acuña  oro  así  como  plata,  y  su  moneda  de  oro  corres- 
ponde en  valor  al  dinero  del  Fondo  Piadoso  que  incorporó  á  su  Era- 
rio; pero  su  moneda  de  plata,  comparada  con  el  oro,  tiene  un  des- 
cuento de  cerca  de  60  por  100. 
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Aunque  México  pueda  obligar  &  sus  ciudadanos  á  recibir  cualquier 
clase  de  moneda  que  í^o.i  de  curso  legal,  es  {íroseramentc  injusto,  de  su 
parte,  en  su  calidad  de  fideiconiisario,  pagar  cii  uioaeda  depreciada  una 
obligación  que  contrajo  cuando  su  nujiieda  era  de  oro.  ó  su  equiva- 
lente, ^íin  ombar*To,  México,  como  ya  hemos  visto,  forzó  la  venta  de 
las  propiedades  del  Kondo  l^iado-d  sin  el  CDnsoiitiinionto  de  los  hene- 
liciarios.  y  no  ha  cumplido  con  su  olili;/:icióii,  como  íidoiromiNiriu. 
de  pívgar  lo.s  intereses.  La  priiuora  sentencia  redujo  la  parí  ida  anual  de 
inlcre^es  dpbidos  á  los  OhisjHis  á  $  í-3,()80.99,  lo  «pie  durante  33  año.s 
liaco  un  total  du  *l.í-20,()82.27,  la  cual  .suma debe aceptartie  üi el  asun- 
to es  )•<  s  jnilf('<il(i. 

SiK  KuwAnn  Fuy.— ¿Ks  el  total  $l.-i-20,r)82.r»7? 

Srxofi  Stkwakt.-  -  Sí,  Señor.  Kn  ese  caso  el  interés  simple  a!  fi  por 
1CK>  sobre  cada  uno  de  dichos  plazos  desde  el  tiempo  que  se  vencie- 
ron, sin  incluir  el  capital  principal,  monta  ú  $2,858,652,  lo  que  con- 
forme á  los  principios  de  equidad,  México  debe  pagar  en  oro.  «No  eü 
adecuado  y  conveniente  á  todas  las  circunstancias  del  caso  >  exonerar 
á  México  del  pago  de  los  inlereseí^y,  al  njismo  tiempo,  permitirle  qne 
pague  en  moneda  depreciada.  £1  artículo  X  del  Protocolo,  en  que  í^c 
somete  la  especie  de  moneda  en  que  hade  pagarse  ló  sentenciado,  debe 
considerarse  en  conexión  con  el  poder  conferido  á  este  Honorable  Trí* 
founal,  de  administrar  justicia  entre  las  Partes. 

XIV.  Hay  otra  consideración  que  ei  Representante  de  México  ba 
pasado  inadvertida,  y  es  la  liberalidad  que  con  México  mostró  el  Ar- 
bitro, Sir  Gdward  Thornton,  concediendo  á  la  Alta  California  solamen- 
te una  mitad  del  interés  vencido  sobre  el  Fondo  Piadoso  que  pertene 
cía  á  las  dos  Californias. 

El  Rey  de  España  ordenó  á  su  Consejo,  inmediatamente  después  de 
la  expulsión  de  los  jesuítas,  hiciera  una  división  de  las  California  pa- 
ra poner  á  los  franciscanos  en  una  parte,  y  á  los  dominicos  en  la  otra. 
Veréis  que  aquí  está  (señalando  en  el  mapa )  la  línea  divisoria.  Los  lími- 
tes por  et  Este  de  las  California.^  deben  de  haber  sido  por  aquel  tiempo 
algo  indelinidos.  Olifornía  eslaha  separada  de  México  por  el  Golfo  de 
Caliíornia,  y  en  scj^uida  venía  el  Kío  Colorado.  El  Obispo  Aleinany. 
en  su  testimonio  que  va  impreso  en  la  transcrripción,  limita  la  rejiión 
por  el  Colorado,  cuyo  brazo  superior  llamado  Kío  Verde,  termina  por 
al«íún  puinU»  d*^  aquí  arriba  (señalando).  TníK»  esto  pertenece  á  lii> 
vertientes  del  lado  del  l'acíiico:  áv.  consigaienle,  cuando  los  Obiííi)0> 
distribuyeron  el  Tondo  Piadoso,  .so dieron  partes  iguales  ú  Ütah,  Idahü, 
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OregOD,  Nevada  y  California.  El  Iley  asmuió  el  cargo  de  fidoiííoinisa- 
ríodel  Fondo,  y  designó  á  los  franrisranos  para  que  se  hicieran  cargo 
délas  misiones  y  usaran  una  jwirle  del  Fondo  en  la  Alta  California, 
designando  á  los  dominicos  para  que  hicieran  otro  tanto  en  la  Baja 
California.  Los  provisores  de  loflas  las  iglesias,  en  mayor  ó  menor 
extensión,  sean  sacerdotes,  predicadores  ú  obispos,  tient  n  :1  m  cargo 
los  bienes  temporales  de  la  Iglesia,  y  ejercen  donde  quiera,  dirigidos 
por  el  poder  gubernativo  de  la  Iglesia.  Cuando  los  jesuítas  fueron 
remoTtdos  y  suprimidos,  los  substituyeron  los  franciscanos  por  la  au- 
toridad del  Rey,  con  la  aprobación  de  la  Iglesia,  para  que  hicieran  el 
trabajo  de  las  misiones,  en  tanto  que  el  Rey  mismo  fungía  como  fidei- 
comisario de  las  propiedades  cuyos  productos  eran  enriados  á  las  mi- 
siones. 

Sr.  de  Martens. — ¿Podríais  señalar  los  límites  de  las  Californias 
como  estaban  á  ñnes  del  siglo  XVIII?  No  podemos,  desde  el  punto  de 
rísta  geográfico,  fijar  de  una  manera  precisa  sus  límites  en  ese  tiempo. 

Sr.  Stewart. — El  Estado  de  California  está  limitado  así  (indican- 
do el  mapa.)  Este  es  el  Estado  de  California  como  está  ahora.  Estn- 
ve  allí  antes  de  que  California  llegara  á  ser  Estado,  con  el  (  ícneral  Va- 
llejo  y  otros  residentes  (mexicanos).  Pretendían  entóneos  que  los  lí- 
iiiiles  llegaran  hasta  el  Río  Colorado,  á  Un  de  que  coiiipiendiese  ma- 
yor extensión:  pero  esos  fueron  los  límites  marcados  por  los  Kstadu.s 
Unidos.  Los  límites  por  el  E»to,  en  la  época  cu  que  se  hicieron  estas 
donaciones, en  IT.}'),  ])iobablcmonte  no  habían  sido  trazados.  Se{rnían 
hacia  arriba  el  llío  Colorado  por  el  Kslc.  y  la  cosía  del  Pacdico  por  el 
Oeste,  lo  que  era  todo  del  dominio  español,  hasta  el  Hío  Mississipi. 
La  parte  occidental  del  dominio  do  España  se  llamaba  Lns  Califor- 
nias. No  t(Miía  otro  nombre,  que  sepamos.  Los  ríos  y  los  puertos  á  lo 
largo  de  la  costa  liabian  sido  explorados,  y  sobre  esa  cxploraciiin  se 
basaba  el  título  do  España.  En  aíjHiel  tiempo  no  podía  baborse  cono- 
cido exactamente  hasta  dónde  se  extendían  las  Californias  por  el  Este; 
pero  llevaban  el  nombre  de  Iuü  costas  occidentales.  Posteriormente  la 
Iglesia  ha  tratado  este  punto  conforme  á  los  límites  sugeridos  por  ol 
Obispo  Alemany.  Indudablemente  que  él  estaba  en  lo  correcto,  desde 
el  momento  en  que  no  seguía  el  Este  de  las  vertientes  que  desaguan 
en  el  Océano  Facílieo.  l'>a  la  gran  costa  oceidenlal  una  vasta  región. 

Es  cierto  que  los  jesuítas  comenzaron  la  obra  en  la  Itoja  California, 
porque  aquella  localidad  estaba  más  al  alcance  do  México  que  la  gran 
extensión  del  país,  seilalada  por  los  donantes.  Relativamente  se  hizo 
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poco  en  la  Baja  California,  en  razón  del  estado  estéril  y  desolado  do 
la  región,  que  apenas  podía  sosloner  á  poquísimos  nativos,  y  iiuma 
llegar  á  ser  la  morada  de  una  poblafíión  muy  considerable.  Kl  Vaíxc 
R  ibio,  que  fué  testigo  ante  la  Comisión  Mixta  en  18()8,  declaró  .pip  fe- 
nía  sesenta  y  ocho  años  de  odivl  entonces,  que  había  l  osidido  ou  h  mi- 
si(')ii  de  San  José  durante  treinta  anos,  y  nueve  en  la  de  Santa  VÁi-h- 
ra;  que  la  mayor  parte  de  c^e  tiompd  había  sido  Vicario  fíeneral  dpla 
I{?lesia  Cnt(')li(\a,.  y  había  estado  dedicado  á  in-tniír  y  convertir  á  los 
nativos.  Alestigu('i  (jiie  el  nútnoro  de  misiones  <mi  la  AltaCaliloniii  em 
de  veintiuna,  y  trece  en  la  Baja  Calilornia,  dando  la  fecha  del  esta- 
blecimiento de  cada  una;  que  cnando  primeramente  fué  á  residir  en 
la  Alt:i  r.íiliftiriiia,  en  1832.  había  17,864  nativos  conversos  ijiio  vivínii 
en  las  varias  misiones;  qne  en  la  Haja  California  apenas  había  fílen- 
nos indios  en  las  misiones,  y  en  al^junas,  ninguno:  que  más  de  sielo 
décimas  partes  de  toda  la  población  do  las  Californias  sujeta  á  la.i 
misiones,  pertenecían  á  la  Alta  California.  (Copia,  p.  148.)  La  causa 
de  la  diminución  de  la  población  de  la  Baja  California  era  la  falta  de 
agua  y  de  terreno  fértil. 

En  1857,  México  nombró  un  comisionado  de  nombre  llliscs  Urbano 
Lassépas,  para  que  estudiara  los  recursos  y  la  población  de  la  Haja 
California,  y  rindiera  de  ello  un  informe.  El  examen  fué  muy  a(;abada  y 
el  informe  desconsolador.  Se  encontró  prácticamente  que  el  país  era 
un  desierto  estéril,  rocalloso,  casi  destituido  de  agua,  y  que  la  pobla- 
ción era  muy  pequeña  y  dísminuia  continuamente.  El  Informe  com- 
prueba plenamente  el  testimonio  del  Vicario  General  Rubio.  ( Véase 
«Déla  Colonización  de  la  Baja  Califtirnia,  por  Ultscs  Urbano  Las.s¿- 
pas.» — Primer  Memorial :  1859.) 

Yo  visité  las  misiones  de  la  Alta  California  en  1850.  En  aquel  tiem* 
po  conversé  con  muchas  personas  dignas  de  crédito,  muy  conocedo- 
ras de  la  Baja  California,  que  me  *de.<icribieron  esa  región  y  sus  habi- 
tantes. Se  me  dijo  cpie  carecía  en  lo  absoluto  de  aj^ua  para  la  irriga- 
ción y  ([ue  era  prácticamente  inhabitable.  Las  misiones  de  la  AlLn 
California  estaban  en  condiciones  más  prtVsperas.  Tenían  ínmensoit 
ganados,  caballos  y  ovejas,  y  cultivaban  .suficientes  campos  para  más 
que  surtirá  los  habitantes,  de  vegetales  y  cereales.  Susriñedos  y  huer- 
tas criui  especialmente  i mp. 'triantes.  Suministraban  uvas  y  frutíis  á 
una  población  de  muchos  miles  de  minero.s. 

Si  se  compararan  el  trabajo  ejecutado  y  los  nativos  conversos  dt^ 
las  dos  Caiilornias  cuando  visiu';  esa  región  en  1850,  no  sería  una  e.\a- 
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geraciÓQ  presumir  que  para  la  B^}a  California  se  necesitaba  una  déci- 
ma parte  de  los  productos  del  Fondo  Piadoso.  Ciertamente  los  resol- 
tadofl  producidos  por  el  desembolso  eran,  coando  menos»  de  diez  á  uno 
en  faYor  de  la  Alta  California.  La  aserción  del  Vicario  General  Ru- 
frió,  de  que  en  1832,  siete  décimas  partes  de  toda  la  población  de  las 
(Californias  sujetos  á  las  misiones  pertenecían  á  la  Alta  California,  es 
indudablemente  verídica.  No  obstante  estos  hechos  históricos,  el  ár- 
bitro,  en  el  caso  pasado,  para  favorecer  en  lo  posible  á  México,  dió 
solamente  una  mitad  de  los  intereses  sobre  el  Fondo  Piadoso,  á  la  Alta 
California.  Si  el  asunto  no  fuera  res  jndicala,  sino  que  estuviera  abier- 
to á  la  recoiisidoi  íicjón  respecto  á  todos  los  hechos,  los  Estados  Uni- 
dos reclamarían  cH)iiIiadamentG  o!  85  par  100  del  interés,  en  lugar  de 
una  mitad,  lo  que  sería  entonces  una  concesión  más  liberal  á  la  liaja 
California  que  á  la  Alta. 

XV.  La  aserción  del  Representante  de  México,  deque  no  hay  ba- 
se legal  yobre  quo  rodamar  al^iio  de  la  donación  de  las  propiedades 
hecha  por  la  Míír(|uo^a  do  las  Turrt;s  ilo  l\a(ia  y  el  ^h\rqués  de  Villa- 
puente  al  Kondo  l*i;idi>so.  no  está  sostonida  por  la  eviílenria.  Xo  ha 
puntualizado  do  nianorn  haya  ]>ordido  México  un  peso  pi>r  cual- 
quior  título  defectuoso  de  propiedad  dei  Akirqués,  ni  qué  reclamacio- 
nes tengan  los  herederos  de  éste,  contra  México,  á  consecuencia  de  la 
renta  de  la  propiedad  y  la  incorporación  de  sus  productos  al  Erario. 
Por  el  contrario,  el  valor  de  la  propiedad  quo  el  arbitro  rechazó  y  ex- 
cluyó  del  Fondo,  era  mayor  que  el  que  pidieron  los  demandantes,  por 
el  Marqués,  como  plena  satisfacción  de  su  preten<lidu  juicio.  ÍTrans- 
crip.  p.  520.)  En  adición  á  eso,  el  Representante  de  México  ha  dejado 
totalmente  de  mostrar  por  la  prueba  aducida,  ([ue  México  no  haya 
retenido  en  su  Erario  los  productos  enteros  de  la  venta  de  la  «Cié- 
nega del  Pastor,»  qne  montan  á  $213,750.  La  prneba,  sí  la  hay,  de 
tales  inversiones,  está  en  poder  de  México,  y  puesto  qne  ese  Gobierno 
no  la  ha  presentado,  es  justo  presumir  que  no  se  han  hecho  inversio- 
nes coasecutivas  al  alegado  erabarj^o. 

Hay  que  preítamir,  á  falta  de  prueba  en  contrario,  que  si  é^ta  exis- 
tiera, México  podría  exhibir  que  los  productos  totales  de  la  venta  de 
la  propiedad  del  Fondo  Piadoso  ingresaron  al  Erario  y  en  él  perma- 
necen. No  hay  prueba  níngana  en  el  Protocolo  para  garantizar  la  ex- 
clusión de  $213,750  en  que  se  vendió  la  «Ciénega  del  Pastor.» 

El  monto  del  Fondo,  si  el  asunto  no  es  ten  judicalat  como  ya  He- 
mos visto,  63  de  $  1.853,361.75;  pero  el  Comisionado  americano,  en 
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el  arbitramento,  bajo  la  Convención  de  1868,  dejando  fuera  varias 
partidas  pequeAas,  como  deudas  malas  ó  reclamaciones  no  probadas 
suficientemente,  y  también  el  valor  de  la  «Ciénega  del  Pastor,»  rediqo 
el  total  á  $1,436.038.  El  árbitro,  al  principio,  convino  en  este  total; 
pero  después  dedico  $  1,000  en  razón  de  un  error  de  cálculo.  Encon- 
tró que  el  principal  era  de  $  1,435.033,  y  de  ahí  acUudicó  una  mitad 
ó  sean  $717,516.50  á  la  Alta  California. 

En  una  operación  nueva,  si  el  asunto  no  es  reajudicaia,  los  de- 
mandantes pleitearían  que  la  «Ciénega  del  Pastor,»  valuada  en  

$213,750  con  el  6  por  100  sobre  éste,  desde  el  4  de  Julio  de  184a 
junto  con  las  otras  partidas  mencionadas  en  el  Memorial,  debían  agre- 
garse al  capital  del  Fondo  Piadoso,  y  qne  los  Obispos  tenían  dereclu) 
al  85  por  100  sobre  eso,  haciendo  un  conjunto  de  $3.108,207,52,  por 
lo  menoH,  que  se  deben,  como  lo  domuestran  las  siguientes  cifras: 

« 

Capital  total  $  1.853,3U1.7^ 

Intereses  sobre  éste,  al  6  por  100  anual   11 1,201.T<' 

85  por  100  sobre  esta  suma   91.ñí?l.ii 

33  vencimientos  de  $94,521.44  importan   3.1O8,207.ó;i 

El  cargo  de  exageración  en  las  cantidades  debe  desecharse,  porque 
México  tiene  el  Protocolo  para  probar  dichas  exageraciones,  si  existen, 
y  no  lo  ha  hecho.  En  el  arbitramento  anterior,  Sir  Edward  Thomton, 
no  obstante  que  se  sentía  restringido  para  adoptar  las  miras  del  Comi- 
sionado de  los  Estados  Unidos,  que  excluía  el  que  se  juzgara  una  gran 
parte  de  la  reclamación,  estuvo  manifiestamente  contrariado  porque 
el  Gobierno  mexicano  no  exhibió  en  su  defensa  el  Protocolo  que  tiene 
en  su  poder,  para  mostrar  el  monto  total  que  convirtió  á  su  Erario. 
Dijo  así: 

So  rorlrimn  nna  suma  mayor  por  parlo  ik-  los  (l(«inntnl:inf<»^:  por»»  ami  rí>>p«^<t 
á  c'^ia.  suma  mayor,  la  üefuiisa  no  ha  (lüiiio.HlruUü,iíiiiu  Uc  una  uiuuc'ru  uidir0ala,«{Ui' 
el  lolal  era  «'xagorailo. 

No  cabe  duda  que  ol  Gobierno  moxicano  debo  tenor  en  su  poder  todas  las  casn- 
tas  y  documontofi  relativos  á  la  venta  de  los  bienoR  raices,  pertenecientes  al  Foodi^ 
Piadoso,  y  productOM  consiguientes;  sin  embarfo  no  se  han  exhibido,  y  lo  único  (p 
se  puente  itifi  rir  sobro  ol  silencio  oii  csle  asunto,  es  que  el  importe  do  lo«  produc- 
tos rociltidos  hasta  aliora  oii  la  Tosoreria,  no  es,  por  lo  menos,  menor  que  el  quf 
se  reclama.  (Traiiiícrip,  pág.  tíOH.) 

No  obstante  que  Sir  Edward  Thornton,  hace  treinta  años,  llamóla 
atención  de  México,  sobre  el  asunto,  en  los  ñrmes  términos  mencio- 
nados, todavía  los  protocolos  y  cuentas  á  que  se  refiere,  están  eo  \of 
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archiros  de  México^  adonde  no  tienen  acceso  los  demandantes.  La  no 

exhibición  de  los  protocolos,  que  debían  mostrar  el  total  del  Fondo 
Piadoso  de  México,  no  dt  Ja  lugur  ;'i  inferir  sino  «que  el  importe  de  los 
productos  incorporados  hasta  ahora  en  el  Krario  no  es,  por  lo  menos, 
menor  que  el  que  se  reclama.  > 

La  presentación  de  un  libro  relativo  á  proceiliiiiioiitos  lejialns  que 
tuvieron  liiíjar  hace  tiempo,  sin  probar  que  afectaba  al  Fondo  iiieor- 
porado  al  Krario,  es  prii('l>a  indirorta  dv  que  en  los  archivas  mexica- 
no- no  hay  nada  que  deameslrc  que  ol  total  quese  reclama  es  excesivo, 
Kl  Inventario  de  Ramírez,  y  la<?  pnrtidas  particularmento  dofalladas  imi 
el  memorial,  no  pueden  tildai-o  do  nxoo^ivns.  por  la  delensa.  puesto 
(pío  no  hay  pruebas  para  sostriipr  dicho  r-.w^o.  Las  bases  i)ara  todo 
lo(|iie  se  reclama  en  el  memorial,  di  hcu  iiaber  liírurado  en  l<»s  archivos 
y  deben  estar  ahora  en  poder  de  la  defensa.  No  habiendo  exhibido  Mé- 
xico la  ninguna  prueba  para  contrariar  el  caso  del  demandante,  pre- 
valecerá la  presunción  de  que  el  total  asentado  es  correcto. 

XV!.  Me  entrado  en  pormenores  de  este  caso,  no  porque  .dude  yo 
qae  la  decisión  del  anterior  arbitramento  es  res  jwliaUa,  en  cnanto 
al  importe  de  intereses  debidos  anualmente  por  el  (i(»bierno  mexicano 
á  los  Obispos  de  California,  sino  para  contestar  á  los  car<^os  de  mala 
fe  contra  los  Estados  Unidos. 

Os  doy  las  gracias  por  vuestra  benévola  atención.» 


Inforfue  <¡el  Abogado  de  las  Estados  UnUtos  de  América, 

Sr.  McEnerneif. 

(sesiones  do  los  17  y  22  de  Soplieinbro.) 

El  Sr.  McEnerney: — Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros: 

El  Kstadode  California  pasó  á  ser  Estado  de  laHnión  Americana  el 
O  de  Septiembre  do  IHóíK  Con  anterioridad  á  su  admisión  en  la  Unión 
.\;iiei  it-ana  fué  o.xten.samenle  debatida  la  <'iicsti«'m  de  si,  r  omo  ICstado, 
it'loplaria  coino  base  do  su  jin  i<[»nidt:ncia  o\  derecho  civil  ó  el  derecho 
'  •nnúri.  Por  ima  pequeña  mayoría  se  doíddió  al  lin  adoptar  el  dere- 
i-ho  (*omÚM  coiiiu  ba.so  de  su  jiirisprudciu  ia. 

Rn  conscrucncia.  los  ahorrados  fueron  instruidos,  para  praclicai  on 
Iit-  írilMuiales  de  California,  casi  e\''Iusivainr'iiU^  con  la  jiu-is[>ruden- 
cia  que  tiene  su  origen  en  el  derecho  común  de  Inglaterra.  Yo  soy 
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UDO  de  aquéllos,  y  por  tanto,  he  estado  acofítumbrado  á  la  jurisprti- 
dencia  det  derecho  común  y  no  tengo  sino  escasos  conocimientos  eo 
el  derecho  civil.  Me  será  necesario,  por  consiguiente,  discutir  este 
caso  con  largueza,  fijándome  en  aquello  que  sólo  tenga  relación  con 
el  derecho  común  do  In{rlaterríi.  Me  consuelo,  sin  embargo,  con  el 
recuerdo  de  que  en  todas  parles  un  tribunal  es  tenido  como  el  lugar 
donde  judicialmente  ne  adiuinibtra  la  justicia.  F'l  objeto  de  todos  lo> 
tribunales,  el  objeto  de  todos  los  sistemas  de  jurisprudencia,  es  el  lo- 
gro de  la  justicia,  y  respecto  «le  lo  que  tiene  su  origen  eii  la  ley  mo- 
ral, todas  las  naciones  y  todos  los  pueblos  piensan  lo  misino.  Así  e- 
que,  si  loíjro  estahUn  er  en  esta  discusión  alguna  [iroposieión  que.  de 
acuerdo  con  la  jurispi  iuit'ucia  del  dereelio  común,  sea  considerada  ci.ii- 
f<u'!!)o  con  la  aplicaí^ión  de  la  justicia  y  como  resultado  de  ella,  eslu» 
se^niro  (le  (jue  los  luiemlu-o.s  (k-  este  Tribunal  eneonlraráii  al^ro  niuv 
anúlo«ro  ú  ella  en  el  >istenia  de  jurisprudencia  con  que  olios  mismos 
están  (\\u/Á  más  familiarizólos. 

Si  en  el  cur.so  de  esta  argumenlaciíSn  me  reliero  frecuentemente.il 
sistema  de  jurisprudencia  á  que  he  estado  acostumbrado,  no  será  á 
causa  de  creencia  alguna  por  mi  parle  deque  es  un  sistema  superior 
al  sistema  «'outineulal.  Kl  liecho  de  que  acuda  á  él  provendrá  de  la 
necesidad  del  caso,  es  decir,  que  estando  versado  sólo  en  un  sisteiim 
de  jurisprudencia,  únicamente  puedo  razonar  en  este  asunto  á  la  luz 
del  mismo. 

Kl  caso  que  nos  ocupa  es.  cotno  aparece  en  el  título,  el  del  Fondo 
Piadoso  de  \a»  Californias.  Es  el  asunto  sobre  el  cual  estáis  llamados 
aquí  á  deliberar.  Y  naturalmente  os  véís  impulsados  á  preguntar  des- 
de luego:  ¿Qué  es  el  Fondo  Piadoso?  ¿Dónde  tuvo  su  origen?  ¿Quién 
lo  creó?  ¿Cuál  es  su  historia?  ¿Dónde  vino  á  terminar?  ¿Qué  obras 
llevó  ácabo?  ¿Cuáles  fueron  sus  objetos?  ¿En  dónde  se  cambiaron  ó 
alteraron  por  la  corriente  del  tiempo?  Porque  Platón  ha  dicho:  •  Q 
tiempo  y  sólo  el  tiempo  es  el  que  hace  los  estados,»  é  igualmente  es 
una  verdad  que  el  tiempo  y  sólo  el  tiempo  es  el  hacedor  de  las  grandes 
instituciones  históricas;  y  el  Fondo  Piadoso  de  las  Californias  allá  eo 
el  Hemisferio  Occidental,  ha  sido  una  gran  in.<itjtución  histórica. 

Por  tanto,  en  la  exposición  de  este  caso,  y  en  consonancia  con  lo 
que  yo  creo  que  es  el  orden  lógico,  me  ocuparé  i>riniero  de  lo  que  era 
el  Fondo  Piadoso.  La  primera  proposición  á  la  cual  me  dirigiré  es 
que  ♦  el  Kí>nd<)  Piadoso  de  las  Cal¡foriiiíii<!t  ha  tenida  existencia  no  in- 
terrumpida y  generalmente  reconocida  desde  1097  hasta  la  cesión  de 
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la  Alta  California  á  los  Estados  Unidos^  en  virtud  del  Tratado  de  Gua- 
dalupe Hidalgo,  canjeado  el  2  de  Febrero  de  1848.  > 

En  el  anterior  arbitraje  fnó  sometida  ni  Tribunal,  en  apoyo  del  me* 
morial  del  Arzobispo  y  del  übispí»  de  California,  unii  breve  historia, 
;isí  llamada,  del  Fondo  Piadoso  de  las  Californias,  compilada  por  el 
Sr.  John  T.  l)o\le,  «juiL-n  lia  estado  ri lenizado  de  este  asunto  desde 
hace  ciiiciienta  años,  y  cuya  a»  :iii/.a>la  edad  y  enferniodades  le  impi- 
ilen'oinparecer  ante  este  rnbunai  ásoííteiicr  la  cauaii,  cüiao  con  tanto 
e.xilt)  lo  hizo  en  oí  anterior. 

La  bivvo  líistuí  iu  del  Fond'»  riadií^u  se  cnenentra  en  el  '¡'rtnisrriftl 
i|ue  tent'is,  págs.  17  á  22.  Ai-oruiMiKUHio  á  esa  breve  historia  del 
Fondo  Piadoso  lial)ia  una  prodiioi  loii  del  Sr.  I^oyle,  que  rononemos 
con  ei  nombre  ile  «  Kx  trac  los  de  varios  trabajos  liistóricos  relativos  al 
Fondo  Piadoso.»  Fstos  extracto.«,.  en  originales  francés,  italiano,  es- 
pañol y  alemán,  pero  no  tradHcidos,  se  encuentran  en  el  Transcripta 
págs.  187  á  221.  Los  Estados  l'nidos  han  preparado  y  presentado 
una  traduce iíSn  de  esos  extractos.  La  breve  historia  y  estos  extractos 
fueron  sometidos  al  anterior  Tribunal  de  Arbitraje,  al  principio  del  li- 
tiírio.  Nada  esencial  era  la  corrección  de  la  historia  ó  de  los  extrac- 
tos disputada  por  México,  y  podríamos  confiar  con  seguridad  en  esa 
breve  historia,  haciendo  una  completa,  razonada  é  irrecusable  rela- 
ción de  nuestro  caso,  si  fueni  necesario.  La  breve  historia  fué  muy 
ampliamente  confirmada  p(»r  subsecuentes  investigaciones  hechas  en 
&Tor  del  Arzobispo  y  del  Obisix),  cuyos  resultados  fueron  sometidos 
al  anterior  Tribunal.  Fué  también  confirmada  en  machos  puntos  por  el 
alegato  del  Sr.  D.  Manuel  de  Azpíroz,  Agente  de  México,  y  tendré  oca- 
sión de  tratar  de  este  asunto  para  hacer  frecuente  uso  de  su  argumen* 
lo  como  confirmación,  extensión  y  elucidación  de  nuestra  teoría  del 
caso,  teoría  de  la  cual  no  nos  hemos  desviado  desde  el  principio.  Y 

Yerá  que  la  mayor  parte  de  los  hechos  hacia  los  cuales  tendré  oca- 
sión de  llamar  hi  atención  de  este  Honorable  Tribunal,  pueden  encon- 
trane  expresa  ó  implícitamente  en  la  breve  historia. 

Habiendo  hecho  esta  inanifeslacitm  preliminar  eon  respecto  á  las 
fuentes  de  donde  vendrán  lu.s  pruebas,  recurriré  ahora  á  la  primera 
proposición,  que  me  prometo  sostener  y  ([ue  ya  lie  dado  á  conocer  á 
TOiSotros. 

Ella  consiste  en  que  el  Fondo  Piadoso  do  las  (lalifornia^^  ha  tenido 
una  iju  interrumpida  y  generalmente  reconocida  existencia  dtv-de  1 097 
hasta  la  cesión  de  la  Allu  California  á  los  Lslado.s  l:nuios  de  América, 
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hecha  por  México  en  virtud  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  el  2  de 
Febrero  de  1848.  Ha  llegado  á  ser  un  hecho  aceptado  que  el  Fondo 
Piadoso  de  las  Californias  turo  su  origen  en  1697,  en  dinero  colectado 
entre  gente  caritativa  con  objeto  de  que  ciertos  sacerdotes  jesuítas  pu- 
dieran comenzar  sutf  trabajos  misioneros  en  las  Californias.  A^janto 
al  alegato  del  Sr.  de  Azpíroz  se  encontrará  ol  permiso  del  Virrey,  fe- 
chado el  6  de  Febrero  de  UiOT,  por  el  eiiíil  los  misioneros  estaban  au- 
torizados (  lextiiaiinente)  «para  penetrar  oii  las  provincias  de  Califor- 
nia y  convertir  á  los  geiilüos  residentes  allí,  eii  los  lórminos  y  bajo 
condiciones  que  se  expresan  en  este  instrumento.»  Kl  ducunienlaaiKi- 
rece  en  la  pág.  iOl,  en  inj^iés,  anexo  nnin.  1. 

sil  aleííato,  el  8r.  de  Azpíro/  dijo.  pájí.  874  en  inglés,  y  226  en 
español.  (|iie  las  ('(»ii(jiiislas  de  ( ".aliforiiia  Itieroii  comeir/.adiis  por  ia 
(  iompañía  de  Jesús  con  las  coiilribur-ioues  caritativas  colectadas  por 
los  Padres  Salvatierra  y  Ligarte  á  principios  del  año  1697.  y  continua- 
das por  aljíiin  tiempo,  sin  Uejjar  á  ser  una  carera  para  el  Tesoro  real 
rpie  era  una  de  las  condiciones  contenidas  an  el  permiso  que  autoriza- 
ba e«a  etnpresa. 

El  .Sr.  Azpíroz  también  menciona,  en  la  pág.  874  en  inglés  y  227  en 
español,  un  número  de  contribuciones  hechas  desde  1708,  que  aumen- 
taron el  Fondo  en  cincuenta  y  cinco  mil  [le.sos.  Dice  también  en  la  {kí- 
gina  á  que  acabo  de  hacer  referencia,  que  «desdeesa  época> — esdecir,cl 
año  I71fi — «los  medios  pertenecientes  á  las  ya  establecidas»  —esto  es 
las  misiones — «no  habían  sido  entregados  á  la  r.ompaAía.  Los  funda- 
dores los  retuvieron  en  su  poder  y  pagaron  el  interés  anual,  que  compa- 
taron  para  cada  uno  de  ellos  desde  la  fecha  de  su  establecimiento.  *  V 
después  de  referir  que  uno  de  los  caballeros  que  habla  contribuido  á 
las  misiones  se  presentó  en  quiebra,  perdiendo,  en  consecuencia,  sa 
donativo  las  misiones,  llega  á  decir  que  «el  Padre  Salvatierra,  en  1717, 
pidió  y  obtuvo  permiso  para  recibir  los  capitales  é  invertirlos  en  bie- 
nes raíces,  lo  que  hizo  por  conducto  del  Padre  Romano,  abogado 
de  las  misionas.  Rste  permiso  era  indispensable,  porque  la  Compa- 
ñía de  Jesús  no  podía  adquirir  bienes  secutaren.  *  Aceptando  esta  ase- 
veración como  cierta,  porque  no  tenemos  ni  la  evidencia  ni  los  in- 
formes que  pudieran  ponernos  en  aptitud  de  afirmarla  ó  negarla.  »e 
verá  que  ha?ta  1716  los  principales  donativos  para  la  propagación 
y  el  mantenimiento  de  la  religión  católica  en  California  tuvierao  una 
completa  analogía  con  lo  que  es  conocido  en  las  jurisprudencias  in* 
glosa  y  americana  por  un  pacto  que  rija  para  uso  de  otro.  Los  donao* 
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tes  conTÍDieroQ  en  tener  la  propiedad  para  beneficio  de  las  misiones. 
Decían  ellos:  «contribaimos  con  diez  mil  pesos  y  les  pagamos  intereses 
sobre  esa  snma:»  el  interés  era  computado  á  razón  de  5  por  100  y  He- 
rraba á  la  suma  de  ó(K)  pesos  anuales.  En  la  primitiva  historia  de  este 
fondo  se  supon ín.  y  la  idea  prevalecía  en  México,  que  quinientos  pesos 
era  nna  cantidad  snlicienle  para  el  luauleiiiinionto  do  una  misión  por 
un  ano.  I.as  contribuciones  destinadas  á  fniidur  misiones  eran  podidas 
con  arreglo  á  la  suma  de  diez  mil  j»esos  para  cada  una:  cada  diez  mil 
pe?50.s  fundaba  una  misión  separada. 

He  traííld  ki  historia  dcíl  Fondo  Piadoso  desde  1B97  a  1716:  un  pe- 
ríodo de  vcinle  años.  Ksle  período  comprende  el  ori^ren  del  fondo,  la 
primera  obra  de  ios  iT<i^ioncros  y  el  [¡ritu-ipn!  sucoso  con  que  termina, 
;i  sabor;  el  traspaso  (b^l  capiiab  qno  do-do  enlotK'os  babía  sido  oonsor- 
vado  por  los  contribuyen  tos,  al  poder  de  los  jesuítas  para  su  admini.s- 
tración. 

El  período  siguiente,  sobro  el  que  me  propongo  tratar,  abarca  cin- 
cuenta años,  partiendo  de  1717,  en  que  .se  permitió  á  los  jesuítas.,  por 
ley,  asumir  la  posesión  material  del  capital,  y  terminando  en  1768,  en 
que  fueron  expulsados  de  México  en  virtud  de  un  real  decreto  expedí' 
do  el  año  anterior.  Durante  aquel  período,  los  jesuítas  tomaron  pose* 
síÓD  del  Fondo  y  lo  administraron.  íín  el  Transcripta  pág.  410,  se  en- 
contrará copia  del  real  decreto  de  Carlos  111,  fechado  el  27  de  Febrero 
de  1767,  desterrando  á  hi  Compañía  de  Jesús  y  tomando  posesión  de 
sus  bienes  seculares.  Durante  estos  cincuenta  años,  de  1717  á  1768, 
el  Fondo  llegó  á  alcanzar  por  aquella  época  enormes  proporciones.  Ve- 
mos históricamente  asentado  en  una  obra  dedicada  á  la  historia  de 
California,  que  las  contribuciones  mínimas  importaron  en  1731  ciento 
veinte  mil  pesos.  En  1735  vino  el  donativo  de  Villapnente,  evidencia- 
do por  un  traspaso  hecho  sin  duda  por  alguna  persona  versada  en  las 
leyes  de  México.  Examinando  aquel  instrumento,  notaréis  que  el  tras- 
paso es  á  las  misiones.  El  texto  dice:  «Para  que  lo  tengan  y  lo  con- 
serven dichas  misiones.»  Que  el  objeto  ó  mira  de  aquel  traspaso  era 
trasladar  el  titulo  á  las  Misiones  ó  á  la  Compañía  de  Jesút*,  es  cesa 
que  mi  poca  familiaridad  con  el  sistema  mexicano  de  jurisprudencia 
no  me  permite  asegurar;  pero  es  evídenleque  el  donativo  fué  destinado 
al  provecho  y  utilidad  de  las  misiones,  sujetas,  si  queréis,  al  ejercicio 
de  un  podor  (pie  más  adelante  tendré  ocasión  de  discutir.  El  donativo 
hecho  por  el  Marqués  de  V^illapuente  y  su  ¡n  ima  o  esposa,  la  Marquesa 
de  las  Torres  de  Rada,  traspasó  á  las  misiones  propiedades  de  gran  ex- 
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tensión  y  valor.  El  área  era  de  cuatrocientos  cincuenta  mil  acres,  y  el 
valor  estimativo  de  la  donación  era  de  cuatrocientos  ocho  mil  pesos.  El 
valor,  como  se  estimaba  en  aquella  fecha,  se  deriva  de  una  relación  que 
consta  en  el  documento,  al  fin  de  la  pág.  10^  del  Transcript,  que  dice: 

tY,  en  vist;i  de  que  dicho  Marqués  de  Villaouente,  mi  primo,  es  mi 
único  acreedor,  habiéndome  dado  de  sus  propíos  bienes  más  de  dos- 
cientos cuatro  mil  pesos,  que  él  me  ha  proporcionado,  por  U  presente 
queda  acusado  el  correspondiente  recibo  y  nuestros  derechos  en  el 
negocio  son  los  mismos  v  ij^dales. 

Kn  otras  palabras,  el  Marqiu's  de  Villapiieiüe  y  la  Marquesa  de  las 
'l'orros  (le  l¡;i<ia.  ;il  ha<!er  donación  á  las  nusioiios  de  nna  propiciiad 
pcrlcnuíúcntt'  ;i  la  Mai((iii'>a  do  liada,  pnh»  siijola  ;í  un  derecho  de  r(»- 
tención  por  parte  dol  Alartjurs  de  VillapiiiMili'.  coDviiurroii  ciitivelU)? 
mismos  en  qne  el  derecho  de  ella  á  la  propiedad,  después  de  (pío  fuera 
pajrada  la  denda.  Hería  i^uai  á  la  donda:  en  (  onsefiioiicia,  de  aíaierdo 
con  los  precios  (pie  cilos  pnsieron  e.n  \ii  tr:itisa('ia(Mi.  hace  ciento  cin- 
<aienta  y  cin<'<>  afins,  el  donativo  de  él  era  de  dcísoieiitos  fuatro  ini) 
pesos,  y  el  de  olla  do  do-cientos  íuiah-o  mil.  Kl  docuineiito  se  oncaoii- 
Ira,  en  iní!;lcs,  en  dos  lugares  del  Traiuscripl,  lo  mismo  qne  en  espa- 
ñol, lai  infles  se  verá  en  las  págs.  104  y  452,  y  en  español  en  las  p¿* 
ginas  99  y  309. 

Se  suspendió  la  audiencia  á  las  doce  del  día  y  se  reanudó  á  las  dos 
y  media  de  la  tarde. 

17  (fe  Sefífiembre  de  1902  (en  la  tarde). 

Se  abr¡<')  la  sesión  á  las  dos  y  media.  El  >Sr.  McEnerney  continuó  su 
discurso  hanta  las  cuatro  y  media. 

El  Sr.  Ralston. — Con  permiso  del  Sr.  McEnerney,  y  á  lin  de  evilar 
alguna  mala  inteligencia,  simplemente  deseo  anunciar  que,  en  vista  de 
los  términos  de  la  orden  expedida  por  el  Tribunal  y  leída  esta  mañana, 
en  la  cual  hemos  puesto  nuestra  cuidadosa  atención,  seguiré  al  Señor 
McEnerney  el  lunes,  con  su  permiso,  para  presentar  el  caso  de  los  Es* 
tados  Unidos,  y  atmqiie  desgraciadamente  no  he  tenido  oportunidad 
de  consultar  con  el  caballero  Sr.  I>escanq)s,  anticápo  (}ne  él  cerrará  ion 
alegatos  poi>  parte  de  los  Ksliidos  Unidos.  Para  responder  al  alegato 
(le  Méxif.'o.  (pie  será  presentado  más  adelante,  tendremos  el  placerde 
contar  con  la  cooperación  de!  Sr,  Pentield,  Abogado  oonsnltor  del  De- 
partamento de  Kstado. 
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El  Sr.  MaENCRNEY. 

Señor  TresidcDle  y  Honorables  Arhitri)»: 

En  el  momento  en  que  el  Tribunal  í^iispendió  In  audiencia  á  mediodía, 
nos  bailábamos  discutiendo  sobre  el  período  del  Fondo  Piadoso,  que  yo 
arbitrariamente  presumí  había  otnpozaílo  en  1717  y  ooutinuado  por  es- 
pacio deeinciienta  y  un  años,  e^ítoes.  hasta  la  expulsión  He  los  jesuítas', 
en  virtud  del  real  decreto  de  darlos  III  de  l'Lspaña.  llaln,tinosdiehof|i!o 
li:i>t;i  171-íl  losmciiop's  ilniiativos  aununitaron  el  Fondo  (u  $120.000 
vtjiu;  eu  17.).')  se  hizo  im.i  donaci<'»n  que  los  cesionarios  estimáis m  on 
í  íOH.OOO.  Kl  <loii;ilivo  siguienle.  hacia  el  cual  llamara  vucsl r;i  atcn- 
'•ión.  es  ei  licchu  por  la  Duquesa  de  nfnniía.  que  irnpix  tr').  sr;jiHi  la  au- 
toridad histórica  (pie  tioin-K  (•nnsiilt.ido.  corm  <|<'     I  I^O.OOO. 

Coin[>roiiilerr¡s  <pi<>  \\ir  iiiiposililc  cu  o!  antoi-ioi-  Arlntrajc  .-onalar 
[mrfiila  |>or  pariiila  y  donativo  por  donativo,  esta  ;^ran  tionjunón  que 
>;f'  nMiKnita  ;'i  mi  período  de  más  de  cien  años,  (luando  presentamos 
iiiiestrn  reclamac¡<'>n,  lo  hir-iuios  en  vi-;ta  de  las  condiciones  del  Fondo, 
tal  como  (íxistíu  en  18  í2.  I'ero  no<  íim'-  n- -  -ario,  en  vista  de  su  mag- 
oilod.  trazar  la  historia  de  este  Fondo,  demoblrar  que  sus  proporc¡one.s, 
como  hiH  ulegábamoK.  no  eranexngerada.s;y  porconsi^ruiente.  estuvimos 
autorizados  para  referirnos,  y  non  rcforitnos,  á  la  historia  de  las  pri- 
mitiv.'is  (Californias  para  demostrar  que  Ift  gente  piadosa  y  rica  había 
contribuido  ai  Fondo  con  donativos  de  gran  valor  y  extensión,  aproxi- 
mando las  proporciones  del  Fondo  como  alegamos  que  existía  en  1843. 

Ya  os  he  dado  á  conocer  donativos  que  importan  medio  millón  de 
pesos— más  de  $520^000.  La  referencia  histórica  por  la  cual  se  de- 
muestra que  la  Duquesa  de  Gandía  contribuyó  al  Fondo  con  $t20,000, 
es  uno  de  los  extractos  que  se  encuentran  en  el  original,  al  pie  de  la 
pág.  1Ü8  del  Trmhftcripi.  Está  tomada  de  la  «Historia  de  California,» 
impresa  en  Venecia  en  1789.  Deseo,  con  vuestro  permiso,  dar  lectu- 
ra á  ese  extracto  de  la  traducción  que  obra  en  la  i»  í  K  de  la  traduc- 
ción  de  los  extractos,  re[iarlida  enlre'vosolnxs  esta  niai^ana: 

«Dos  cosas  se  necesitaban  para  hacer  avanzar  ú  la.^  misiones  hacía 
el  norte  deseado  por  los  misioneros,  á  sal>er:  el  capital  para  fundarlas 
y  los  lugares  en  donde  establecerlas;  y  no  bahía  esperanza  de  una  ú 
otra  co«a  hflsta  que  Dios  movió  el  ahna  de  una  ilustre  y  nohilísima 
Ix^nefaclora.  Ksta  fue  la  Duquesa  de  (¡andía.  Doña  .María  l!<»i  ja.  ipiicii 
habiendo  oído  hablar  ú  un  antiguo  criado  suyo,  que  en  un  tiempo  ha- 
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bía  aido  soldado  en  California,  de  la  esterilidad  de  aquella  región,  de 
la  pobreza  de  los  indios  de  allá  y  de  las  labores  apostólicas  de  los  mi- 
sioneros, pensó  que  no  podía  hacer  nada  más  agradable  á  Dios  que  de- 
dicar su  fortuna  á  la  ayuda  de  dichas  misiones.  En  consecuencia,  or- 
denó en  su  testamento  que  se  proveyera  que  de  su  dinero  efectiTO  se 
asignaran  grandes  rentas  vitalicias  á  sus  sirvientes,  y  que  todo  el  resto 
de  sus  bienes  fuera  á  las  misiones  de  California,  junto  con  los  capita- 
les de  las  rentas  vitalicias  arriba  mencionadas,  después  de  la  moerte 
de  aquellos  qne  las  hubieran  disfrutado;  y  que  se  fundara  en  didia 
península  una  misión  consagrada  en  honor  de  su  amado  antecesor,  San 
Francisco  de  Borja.  La  suma  de  dinero  adquirida  de  este  legado  por 
las  misiones  llegaba  en  1 7ü7,  á.se.s( uta  niil  posos,  y  una  cantidadseme- 
janto  debía  obtenerse  después  do  la  niiierto  de  los  sirvientes  }>onsio- 
iiados,  además  do  aljíiiiios  «^raudos  en'ditos  que  se  tenía  esperanza  de 
cobrar.  Con  capital  tan  ;irand(\  muclias  misiones  podrían  liabersp 
fundado  en  California,  como  on  efecto  habrían  sido  fundadas,  gi  lo< 
jesuítas  no  se  hnl)ierau  visto  obligados,  en  el  mencionado  año,  á  aban- 
donar l;i  península.» 

Paso  ahora  á  lo  que  se  conoce  (mhi  el  nond)re  de  dunaci«)n  ArcrOe- 
lles.  en  virfnd  de  la  cual  el  Fondo  reeibii)  de  la  Sra.  Ar;:üellcs.  quien 
murió  antes  de  la  expulsión  de  los  jesuítas,  un  donativo  estiniado  on 
StíOO,(K)0.  Kste  donativo  pasó  á  las  misiones  de  California  por  las  si- 
guientes circunstancias.  La  Sra.  Argüelles  legó  una  cuarta  parte  de 
.sus  bienes  á  un  colegio  de  Guadalajara  perteneciente  á  los  jesuítas,  y 
tres  cuartas  partes  de  sus  bienes  los  logó  en  üdeicomiso  á  las  mísio* 
nes.  Los  jesuítas  renunciaron  á  esta  donación,  y  on  consecuencia,  un 
funcionario,  representando  al  Estado  y  alegando  que  la  donación  no 
alcanzaría  á  la  cuarta  ni  á  las  tres  cuartas  partes,  intervino  en  favor 
del  Gobierno.  El  caso  continuó  en  litigio  por  más  de  veinticinco  año' 
y  finalmente  se  decidió  que  el  donativo  de  la  cuarta  parte  no  tendría 
efecto,  me  presumo,  por  la  teoría  de  qne  el  legado  de  una  cuarta  parte 
á  los  jesuítas  en  su  carácter  personal,  fué  hecho  á  su  Colegio  como  ins- 
titución privada.  Pero  se  decidió,  respecto  á  las  otras  tres  cuartas  pa^ 
tes.  que  no  se  habían  perdido,  porque,  según  se  presumía,  era  ana  ca* 
ridad  pública,  y  es  ley  del  mundo  entero  que  las  caridades  públicas  no 
se  pierden  por  f:üta  de  un  fideicomisario:  la  falta  de  un  fídeicominrío 
á  quien  se  da  una  propiedad  ó  se  lega  para  asos  caritativos,  no  puedr 
hacer  que  se  pierda  la  administración  de  ella  ni  que  se  restrinjan  sus 
destinos,  ni  que  se  falte  á  su  ejecución.  En  el  tribunal  de  última  ios* 
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tancítt  en  Elspaña,  se  resolvió,  respecto  de  tas  tres  cuartas  partes  de  los 
bienes,  <nie  la  mitad  de  ellas  iría  á  las  misiones  do  Filipinas,  de  acaer* 
do  con  la  voluntad  de  la  Sni.  Arguelles,  y  que  la  otra  mitad  se  destina- 
ría al  objeto  que  después  señalarla  Su  Majestad  el  Rey  de  España.  Su 

Majestad  dispuso  que  el  donativo  se  desliiiura  al  Fondo  Piadoso  de  las 
üilifornias.  Ksta  disposición  tuó  liiiul  é  irrevocable;  jamás  se  iiiLenlÓ 
derojrarla  ó  alterarla. 

Deseo  que  los  Miembros  de  este  Tribunal  conserven  en  l¡i  memoria 
el  hecho  que  a(^ubo  de  expresar:  «jiie  la  milnd  del  donativo  Argüe- 
lies  p:is(')  á  1;ls  Misiones  de  Filipitius.  Ksto  tiene  relación  con  un  suceso 
iiiijiortaiiie  en  la  hi.sluria  de  España  y  M<'»xic(>.  en  ol  cual  oonfiauKts 
c<)\n>>  lui  precedente  para  establecer  los  derechos  por  los  cuales  esta- 
mi^  contendiendo  ante  este  'rribun  d.  l  os  bienes  de  Ai'i^ilelles  fueron 
posteriorf nenie  distribuidos  así:  $  h>.iM»i>  le;,Md(tsá  los  hijos  do  Carro: 
una  diaria  ¡lartede  los  bienes  á  los  herederos  legahv'^:  ponjuí^  resj)eeto 
de  la  cnarta  parte  sujeta  á  los  $  10,()iH)  se  deeidió  (pie  la  renuncia  de 
¡os  jesuítas  nubíicó  el  donativo;  las  otras  tres  cuartas  p:irles.  en  ijrna- 
les  proporciones,  á  las  Misiones  de  Filipinas  y  á  otras  Misiones  que  el 
lley  designaría  (siendo  las  Misiones  de  California  designadas  por  él  con 
posterioridad j. 

Con  relación  á  este  donativo  de  Arguelles,  llamo  la  atención  de  este 
Tribunal  hacia  un  informe  que  consta  en  el  registro,  pág.  22.  que  ha 
sido  llamado  durante  el  litigio  *  Inforuu-  de  Mannel  l'ayno. .  (  .o-mien 
zaen  la  mitad  de  hi  ;  i  j  -i^'  y  «-ontinúa  basta  el  principio  de  la  pág.  86. 
Sigue  la  declaración  del  Sr.  t'ayno  y  después  el  certilicado  del  Cónsul 
de  los  Estados  Unidos  en  México,  al  principio  de  la  pág.  87. 

Aparece  de  la  declaración  del  Sr.  Payno,  que  en  1862  fué  comisio- 
nado por  el  Gobierno  mexicano  para  preparar  unn  historia  de  sus  con- 
diciones financieras.  Dice  en  la  pág.  22: 

«Habiendo  sido  comisionado  por  el  Supremo  Gobierno  para  hacer 
UD  informe  y  ajustar  el  empréstito  contratado  en  Londres,  las  conven- 
eiones  diplomáticas — y  algunos  otros  asuntos  Rnancieros  que  se  arre- 
glarían por  medio  del  Tratado  que  estaban  para  celebrarse  entre  la 
República  y  los  comisionados  de  las  tres  potencias  aliadas — be  pro- 
cuadu.  en  el  corto  espacio  de  tiempo  que  tengo  á  mí  disposición,  exa- 
minar escrupulosamente  los  archivos  y  libros  de  las  oficinas  publicas, 
oon  objeto  de  tratar'cada  asunto  separadamente,  formando  un  conciso 
extracto  histórico  de  cada  uno  y  dando  al  ün  una  noticia  de  lo  que 
posee  el  Tesoro  hasta  la  fecha.» 
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Ea  interesante  determinar  cuáles  eran  las  tres  potencias  á  que  se 
hizo  referencia  en  el  informe  del  Sr.  Payno,  y  afortunadamente  pode* 
moa  hacerlo  recurriendo  al  segando  volumen  de  los  «Arbitrajes  lnte^ 
nacionales,»  por  Moore,  pág.  1,289. 

Dice  asi: 

*Ea  31  de  Octubre  de  1861,  Francia,  la  Gran  Hretaft»  y  Ksp;iña,  ce-  , 
lebraron  una  Convención  sobre  cierlaH  operaciones  combinadas  con-  ' 
ira  México  para  oxigirlo  el  pajro  do  reclainai-iimes. »  | 

Kl  Sr.  iMoore  coini*       lA  relato  do  esta  Con veiioi<')ti.  inanife.sfaii<io  j 
que  liJs  .-úbdilos  de  v;niaH  iiaeiories,  que  tenían  domicilio  en  México, 
se  habían  (juejado  ante  ellas  de  (jue  sus  reclanuieiones  eran  desconu- 
cida.s  y  i  cM  Íia/adas  por  el  liubierno  de  México. 

Volviendo  ahora  al  inlonne  del  Sr.  Payn»». 

Saberíui-^ (jiic  o!  inlonne  del  Sr.  Payno  fu*'  ¡u'i'icii'ado  purt'-l  i-«>u  gran 
euidadn  y  con  i'Videnlo  liostilitlad  ;i  las  n"-laiiiaciuiit^s  de  las  Misiones 
de  FdipinaH.  y  que  di«  !i(i  inlonnr  es  una  publicación  olicial  de  la  Re- 
pública de  México,  y  que  no  |)uede  ser  ni  ha  sido  jamás  controvertida. 

Llamo  vuestra  alencitin  hacia  una  parte  del  informe  del  Sr,  Payno, 
en  la  pájr.  2;\.  Notaréis  que  es  una  listado  las  cantidades,  de  aeaerdo 
coulusdiarios  de  la  Tesorería  (leneral,  que  fueron  reídbidas  en  la  mis- 
ma con  motivo  de  la  propiedad  legada  porD^  Josefa  de  V,  Argüelies 
á  los  Mi^ioíieros  de  las  Islas  Fih'pinas: 

«la  cual  lista  está  h>rmada  en  virtu<l  de  la  orden  suprema  del  V  del 
presente  mes  de  Mayo,  núm.  191,  y  de  conformidad  con  el  arrejjlo 
celebrado  entre  el  Supremo  Cndjierno  y  el  Adrente  de  aquellos  misio- 
neros; la  cual  fué  comunicada  á  la  Tesorería  (reneral  en  24c  de  Di- 
ciembre de  1815  (hemos  pedido  á  México  que  se  nos  exhiba  este  do- 
cumento); debiendo  observarse  que  la  presente  lista  no  servirá  para 
otro  objeto  que  como  prueba  para  la  Legación  de  España;  para  lo  cual 
se  remite  á  la  Secretaría  de  Hacienda  en  cumplimiento  de  dicha  an- 
prema  orden.» 
Obsérvese  ahora: 

« (^orno  aparece  por  la  entrada  del  ú  de  Agosto  de  1803,  hasta  aqiie- 
lia  fecha  había  sido  entregada,  con  relación  á  la  propiedad  de  Doña 
Josefa  do  Arguelles,  la  suma  de  $  544,951.10,  de  los  cuales  corres- 
pondían $  10,000  á  los  hijos  de  Carro,  y  del  rasto,  una  cuarta  parte  á 
los  herederos  y  lo  demás,  por  partes  iguale:^,  á  las  misiones  de  Califor- 
nia y  de  Filipinas,  eorresiiondiéndole».  en  consecuencia,  á  las  segun- 
das $2uo,iiuü.r)í.. 
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Y  así  sucesiramente,  partida  por  partida,  hasta  qtie  la  suma  total 
fué  de  1306,901.(32,  no  $ai6,iM)l.62,  porque  notaréis  que  el  ló  de 
Mayo  de  1804  se  asignaron  $  10,000 para  los  hijos  de  Carro.  Conserrad 
en  la  memoria  qae  de  los  bienes  fu  «ron  $  lOfCKK)  para  los  liijos  de  Ca- 
rro; una  cuarta  parte  para  los  herederos  naturales,  mitad  de  las  tres 
coartas,  ó  tres  octavas,  para  el  Fondo  Piadoso  do  las  Californias,  y  las 
otras  tres  octavaa,  mitad  de  ]as  tres  cuartas,  para  las  misiones  de  Fi- 
lipinas. 

Para  que  pueda  yo  poner  oslo  asunto  fuera  de  toda  duda,  me  per- 
mito llamar  vuostia  aleiu  iúii  li.n-i  i  ol  oxtraclo  de  uno  de  ios  nicmo- 
riiiles  del  Sr.  lo*  eh-ual  se  eii(  u»Mil ra  on  In  pá;i.  -iúl  del  Trans- 
(ripfj,  (londe  reíala  la  historia  do  Id-  d  nial  ¡vos  de  Arguelles.  Si  se 
me  [íerinile  leerlo,  esto  sim[>lilU*ar¡l  viioilras  labores: 

« Kl  29  de  Mayo  de  1765,  D«>ña  Josefa  Paula  de  Ar^niellos,  señora 
rica  de  (íundniajara,  hizo  su  teslamenfo,  por  el  ennl  lt  ;:ó  S  t<M)0()  á 
uim  ♦\asa  do  niños  expósitos  en  Manihi;  una  ruaría  partr' del  resto  de 
S  I  propiedad  al  Colo^íio  de  jesuítas  de  Santo  Tonuís  de  Aquino,  en  ííiia- 
d  thijai.t.  y  las  otras  tres  cuartas  partes  á  las  misiones  en  China  y  la 
Nueva  Kspana.  Dieha  señora  murió  como  un  año  y  medio  después,  de- 
jando un  capital  de  cosa  de  $  8(K),(MK).  Los  jesuíta.*,  obligados  en  aque- 
lla época  por  una  tempestad  de  maledicencia  en  Kspaña  y  Portugal, 
renunciaron  el  legado  que  se  hizo  en  su  favor,  y  los  hcred<M-os  d(>  la 
dífimta  señora  hicieron  gestiones  para  que  se  la  declarase  intestada 
<le  todos  sus  bienes,  ex(  opto  del  pequeño  legado  hecho  á  la  casa  de 
niños  expósitos.  La  Corona  intervino  en  el  asunto,  reclamando  la 
parte  legada  á  las  misiones.  Y  un  tal  Agustín  de  Mora,  igualmente  pre* 
sentó  reclamación  por  «substitución  vulgar,*  con  respecto  á  la  cuarta 
parte  legada  al  Colegio;  pero  no  he  podido  descubrir  en  favor  de  qué 
institución  ó  con  qué  derecho.  Se  recordará  que  en  aquella  época  las 
misiones  de  Nueva  £spaña  y  de  Filipinas  estaban  en  manos  de  los 
jesuítas:  asi  es  qtte  si  su  rfnttucia  afpcfabíí  á  los  lega(f4)8  hechos 
tn  fator  <h  las  mishtws  qm  esUtbfm  á  sn  car{jo,  los  hfirefffros  te- 
nian nainmlmeíUe  derecho  tanto  á  tas /rw martas intrles legadas 
rt  las  úllhnas  cmm  á  la  citarla  ¡mrft>.  Ipfjada  al  Colr(¡h.  Kl  asunto, 
después  de  haber  pasado  por  los  tribunales  inferiores,  vino  en  apela- 
ción ante  la  Audiencia  Real  de  Nueva  España,  la  cual,  en  Junio  de 
1783,  pronunció  su  fallo  rechazando  la  rei-lamacit'in  de  Mora,  por  la 
«substitución  vul^zar,  respecto  de  la  cuarta  parle  lejrada  al  Colegio, 
y  declaró  á  la  diíunla,  en  \irlud  lic  la  renuncia  de  lusje.suítas, /íí/cs- 
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t(vi(i  rn  cnaiih  >¡  aqffrf/fi  ntaHa  parfr.  Kospocto  de  las  otras  tres  I 
cuartas  parles,  decidió,  sin  ombarfío,  que  las  ¡nistonrs  rtUrahnn  ni 
el  tvsfamvnfo,  y  declaró  que  dichas  tres  cuartas  partes,  pur  tal  ra-  i 
z<')ii.  so  vincularan  en  la  Corona (*)  para  ser  empleadas  en  laconver-  ' 
siún  do  los  inlieles  en  este  Heitio  y  las  Filipinas  (mitad  para  cada  uua), 
bajo  las  órdenes  del  Key,  á  quien  especialmente  concierne,  y  que  se 
ñndíera  un  informe  á  Su  Majestad,  con  el  ün  de  que  se  sirviera  de- 
terminar cuál  era  su  soberana  voluntad  respecto  á  la  (lirccción,  es- 
liido  ¡f  seguridad  de  los  fondos  destinados  á  las  obras  piadosas  de  las  ' 
misiones.  Este  decreto  dio  á  la  Corona  facultad  de  designar  las  mi- 
siones particulares  que  debían  sostenerse  de  este  legado,  con  la  sola 
condición  de  que  una  mitad  se  destinaría  á  Asia  y  la  otra  á  América. 
La  Corona  ejerció  esta  facultad  ordenando  que  una  mitad  de  las  tres 
coartafc  partes  legadas  se  agregara  al  Pondo  Piadoso  de  California,  y 
la  otra  mitad  al  Fondo  de  misiones  de  las  Islas  Filipinas.» 

El  Sr.  Doyle  continúa,  pero  no  leeré  lo  demás. 

El  Sr.  de  Martcns. — Puedo  hacer  uua  pregunta?  En  la  pág.  467 
'  (del  Traítscrqd^  linea  14)  no  se  expresa  la  cantidad. 

El  Sr.  Mg.Enbrnby. — No  está,  Vuestra  Señoría,  y  no  puedo  decír^M  i 
cuál  es.  Podemos  proporcionaros  ese  dato  tomándolo  del  original;  pero  j 
por  ahora  no  puedo  darlo  con  exactitud.  i 

El  Sr.  W.  T.  S.  Doylb.— Es  de  1 600,000. 

£l  Sr.  Mc.ENBRNBY.-'Deben  ser  1 600,000. 

El  Sr.  McEneuney  (continuando).— ICste  testamento  de  la  Sra.  Ar- 
guelles fué  el  objeto  del  litigio  hasta  1793,  como  veinticinco  años  des* 
pués  de  la  expulsión  de  los  jesuítas,  cuando  su  donativo  fué  confir- 
Hiudu  y  pasó  á  foriuar  iiarte  del  Fondo  Tiadoso.  Dnraiiie  los  setenta 
años,  transcurridos  de  1  (»'.)"  á  ITllS,  los  jesuítas  fundaron  en  la  Baja 
Calirornia  trece  misiones,  como  veréis  por  la  referencia  que  se  hace 
de  la  flcclaracit')!!  dol  Padre  Rubiu,  pá}ís.  148  á  150.  Knrnntraréis 
que  allí  se  expresan  las  misiones  fundadas  en  la  Alta  Caiiíorn  ia  y  las 
misiones  fundadas  en  la  Ha  ja  f -alifornia.  FJ  Padre  Rubio  era  íA  vien- 
rio  general  del  pritnor  ( )|»i--po  de  las  Californias,  quien  fué  noiobradu 
en  IHíO,  « onio  tendré  ocasión  de  dtMTiosiráró*--|ii  dentro  de  pnoo.  El 
Obispo  murió  en  184()  y  el  Padre  Kubio  fué  vicario  general  desde 

(*)  Este  docroto  expidió  doKpués  do  la  expulsión ^4nAs  bion  despaés  de  lasa- 
presión  do  los  j(Haita.s ;  poresu,  la  adininistraciÓQ  d»  \oa  bienes  pasó  necenm- 
moiite  ¿  la  Corona,  como  pareas  patries. 
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hasta  1850,  en  cuyo  auu  el  sogundo  Obispo — el  Obispo  Aloinany,  que 
fué  uno  de  los  reuluiimnles  aute  el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje— fué 

coiísagrndo. 

líe  narrado  los  principales  sucesos  que  se  relacionan  con  el  Fondo 
Piadoso,  durante  el  período  que  he  tomado,  y  que  comprende  á  lósanos 
de  1717  n  17H8.  Paso  ahora  al  período  comprendido  desdo  la  expul- 
sión de  los  jesuítas  hasta  la  época  de  la  independencia  mexicana,  la 
cual,  según  el  Sr.  Moore  (segundo  volumen  de  «Arbitrajes  Interna- 
í'ionales,»  por  Moore ;  fué  consumada  en  1821,  aunque  el  Tratado  con 
España  reconociéndola  es  de  fecha  28  de  Diciembre  de  1836. 

Desde  la  expulsión  de  los  jesuítas  en  1768  hasta  que  México  con- 
stimó  su  independencia,  el  fondo  fué  administrado  por  la  (borona  de 
España,  por  conducto  do  funcionarios  nombrados  para  tal  objeto.  El 
Cftrácter  administrativo  del  Fondo  y  su  dedicación  al  establecimiento 
y  mantenimiento  de  la  religión  católica  en  las  Californias,  fueron  sietn- 
pre  reconocidos. 

En  el  real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1767,  pág.  410  del  Tratta- 
cripi,  relatíTo  al  destierro  de  los  miembro:!  de  la  Compañia  de  Jesús  y 
á  la  toma  de  posesión  de  sus  temporalidades,  encontramos  en  el  pá* 
rrafo  5,  que  se  halla  en  la  pág.  411  del  Transcripif  que  Su  Majestad 
declara: 

«Declaro  además  que  la  toma  de  posesión  de  las  temporalidades  per- 
tenecientes á  la  orden  incluye  su  propiedad,  real  y  personal,  así  como 
las  rentas  eclesiásticas  que  legalmente  le  pertenecen  dentro  del  Reino^ 
pero  sin  perj  uício  de  las  cargas  que  se  le  hayan  hecho  por  sus  donantes.  > 

Este  es  un  reconocimiento  expreso  de  la  obligación  asumida  por  la 
Corona,  cuando  tomó  bajo  su  administración  las  propiedades. 

Y  también  lo  tenemos  de  la  autoridad  del  Sr.  Azpíroz.  Aírente  de 
México,  en  su  alegato  aute  el  anterior  rribimal  de  Arbitraje,  párrafo 
33,  pág.  375. 

«Cuando  fueron  expulsados  dichos  miembros  el  Iley  toiiK)  posesión 
-lis  tcmjxíralidades  dentro  de  sus  dominios,  y  en f re  eila.s  ae  incluyó  el 
'Fóudo  l*iado<o  de  las  (lalifornias.  >  Ksle,  sin  embargo,  se  administró 
(•n  adelante  i)or  separado,  y  sus  productos  eíjntiniiaron  invirtiéndose 
en  los  objetos  de  su  institución,  pe,r  empleados  civiles  de  la  Corona. > 

En  otras  palabras,  euandoel  Iley  expidiósu  real  decreto,  dijo:  "Tomo 
estas  propiedades,  sujeto  á  estas  obli^raciones. »  Y  sabemos  por  el  en- 
tendido Agente  de  México,  actualmente  Ministro  Plenipotenciario  en 
Washington  (quien  celebró  el  protocolo  en  virtud  del  cual  se  organizó 
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éste  Tribuna I },  que  el  Rey  no  sol  imcnte  prometió,  en  el  decreto  [wrel 
que  expulsó  á  los  jesuítas,  y  tomó  posesión  de  sus  propiedades,  asiiiiur 
las  obliíracioncs  conexas  con  dicJuvs  propiedudes,  sino  que  en  realidad 
cumplió  esta  promesa. 

Al  final  de  una  )>iil»li.  ;ición  olicial  do  Nueva  Kspafia,  (pío  (n  o',  aiuno 
núm.  5  al  ale«ra(<>  dol  Sr.  A/,i»ír../,  y  se  encuentra  entro  l;is  pri^^s.  fliiá 
■Í-2Ó  de  este  dMi'uinr'iilo.  X  iic-ti  as  .Señorías  voc.iii  nllí  expro-ailo  *  véa^t- 
el  principio  de  la  p:^^^  í  "-^5  ;  que  <  lo  anterior  está  tomado  del  volüinen 
k'2  do  la  Se  'ciioi  do  Historia,  perteneciciilo  al  Arohivo  Geiioral  dclaNa- 
('i«)n.  >  Por  ahora,  todo  lo  que  yo  deseo  ilatnar  vuestra  atención,  csn! 
párrafo  19,  pág.  420  y  párrafo  38,  pág.  í  23.  Kl  párrafo  19,  pág.  i- 20,  dico 

'  Cada  misionero  recibe  un  estipendio  de  $350  anuales,  que  se  les 
paga  del  monto  del  Fondo  Piadoso  ad(|uirido  por  los  padres  jesuítas, 
y  hacia  el  cual  me  referiré  en  otro  lugar.»  , 

Y  se  dice  en  el  párrafo  38,  pág.  '^23:  ' 

«No  reciben  contribiicifmes  nidercciios:  pero  cada  misión  re<  ¡b  i  i 
estipendio  de  $100  ainiales,  que  se  toman  del  Fondo  Piadoso  dejad»* 
por  los  miembros  extinguidos.  Del  mismo  Fondo  se  ministran  1 1,000 
á  los  fernandinos  y  á  los  dominicanos,  respectivamente,  para  el  esta- 
blecimiento de  cada  nueva  misión.» 

SiR  Edwaro  Fry. — No  entiendo  bien  qué  cantidad  recibían,  cuál 
misión  ó  misionero  recibía  $BdO  y  cuál  $400. 

El  Sr.  McEnbrissy. — Ambos  párrafos  tratan  de  las  misiones  de  Ca- 
lifornia. Uno  dice  que  cada  misionero  recibe  $360  y  el  otro  dice  que 
cada  misión  recibe  $400. 

Los  arcbivoe  oficiales  fueron  guardados  por  España  y  conservados 
por  México,  conteniendo  una  historia  oficial  del  Pondo  Piadoso  de  C»- 
Ufornia  (véase  la  traducción  inglesa,  p.-'i^r.  425  del  Transcript  y  cm- 
tinnando  al  fin  de  la  pág.  4BH).  Observaréis  que  el  extracto  eslá  cf^ 
li lirado  por  el  Sr.  Azpíroz,  como  Oficial  Mayor,  probablemente  del  j 
Ministerio  de  Kelacioncs,  antes  do  que  fuera  Agente  de  México.  El  cer- 
tificado fcM-hado  en  México  el  27  de  Septiembre  do  1871,  dice: 

« í^a  anit'i  ior  es  copia  del  ori^dnal  (pie  obra  en  un  libro  llainadu  ¡ 
«Fondo  Piados.»  *ie  California. »  perlenecieiUe  al  Archivo  (ieneral.»  | 

'roiu'iuos  aquí  claramente  estableciólo  que  en  los  archivos  de  Mó.\ir<»  [ 
estai>a  guanlado  mi  documento  oficial  dcflicado  al  F(mdo  Piad<>?j,i  dr 
las  Californias.  Fsle  nt»nibre  —  Fl  Fondo  Piadoso  ile  las  Californins  [ 
uiciK'i  niado  en  di<'lio  ccrtilicado. — es  no  sulamente  la  desiguacit'ui  <'íi- 
múu  y  onliuaria  del  lontb),  sino  que,  como  se  verá.  lodo.s  los  docuineii- 
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toa  y  todos  los  reconocimientos  oficiales  hacen  uso  de  esta  designación 
como  el  título  oficial  de  estos  bienes.  Ellos  fueron,  desde  un  corto  pe- 
ríodo después  de  la  expulsión  de  los  jesuítas  basta  1842,  conocidos  ofl- 
ctalmente,  por  la  Corona  en  una  instancia  y  por  el  Gobierno  en  otra, 
con  el  nombre  de « Pondo  Piadoso  de  las  Californias,»  el  cual  nombre 
denota,  primero,  que  esos  bienes  estaban  destinados  á  obras  piadosas, 
y  soírundo,  á  obras  piadosas  en  las  Californias. 

Kslaba  hablando  de  la  liistoria  oíiíMal  del  Fondo  Tiadoso  do  las  CnW' 
íornias,  y  deseo  leer  dos  ó  tres  renglones  del  párrafo  3  de  la  piig.  í  25  del 
Tranücn'jit: 

'VA  SuprtMiio  ríobierno,  sin  perder  do  vista  los  ünes  piadosos  á  (|iie 
o-'lahandíMlirados,  i)or  disposición  de  12  do  Octubre  de  18i>H,  ordenó  á 
Kernando  Alaii^niio,  diroctop  de  las  temporalidades,  (pie  pusiera  espe- 
cial atfiiri(»ri  f'u  el  exaiiieti  do  los  bienes  destinados  á  la  propagación 
de  la  fe  en  aíjuolla  peiiíu-siila.  ■ 

Kn  osla  misína  histí>r¡a  oiicial  dol  Fondo  l'iadoso  enroiil ranios  i  pá- 
gina t'Ii'},  párrafo  9).  qun  oí  i?I  do  Marzo  tie  1772  se  celebró  un  arre- 
jrlo  entre  la  Junta  de  (iiierra  y  la  de  Hacienda  por  una  parte,  y  los 
•lorninicos  y  los  franciscanos  por  la  otra,  por  el  cual  se  convino  en  que 
ios  dominicos  se  harían  cargo  do  las  obras  misioneras  de  la  Haja  Cali- 
fornia, y  los  franciscanos  de  las  obras  mÍHÍonems  de  la  Alta  California. 

Kn  oi  rás  palabras,  se  ve  que  cuatro  añí)s  después  de  que  ios  jesuí- 
tas habían  sido  expnlsiidos,  esto  es,  en  1 772,  las  órdenes  religiosas  de 
la  Iglesia,  en  virtud  de  un  arregU>  celebrado  con  el  Gobierno,  y,  na- 
turalmente, con  la  necesaria  confirmación  de  sus  superiores  eclesiás- 
ticos^ conTÍnieron  en  bacer  una  división  do  sus  obra«*  misioneras— los 
dominicos  asumiendo  las  labores  en  la  Itnj»  California,  y  los  francis- 
canos asumiéndolas  en  la  Alta  California.  Pido  á  Vuestras  Señorías, 
se  fijen  en  aquel  becho,  porque  más  adelante  intenta ri>  exponer  un  ar- 
gumento sobre  una  parte  de  este  asunto,  afirmado  sobre  el  becho  de 
que  el  Gobierno  español  celebró  este  arreglo  y  que  de  él  dimanaron 
cuosecuencias  que  en  breve  se  considerarán. 

Pero  aun  antes  de  aquella  época — aun  antes  de  1772, — á  saber:  el 
Bde  Abril  de  1770,  Su  Majestad,  el  Rey  de  España,  en  virtud  de  una 
real  orden,  había  dispuesto  que  se  hiciera  una  división  de  las  misio- 
nes entre  tos  dominicos  y  los  franciscanos.  Esto  se  verá  en  el  Tram- 
cripta  traducción  inglesa,  pág.  426,  en  la  relación  de  los  hechos  que 
ocurrieron  en  1772.  Pero  anntpie  aquella  orden  bahía  sido  expedida 
eu  177o,  las  obras  misioneras  de  los  franciscanos  coracuisaron  aun 
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anteB  de  aquella  fecha;  porqae  vemos  que  en  1769  empreadieroo  un 
viaje  desde  la  Baja  hasta  la  Alta  California,  y  á  su  paso  por  allá  fon- 
daron  la  misión  de  San  Fernando  de  Villacate  en  1769,  la  cual  era 
entonces  la  misión  más  septentrional  en  la  Baja  California.  Por  el  ; 
año  de  1823  (de  1769  á  1823,  54  años)  fundaron  en  la  Alta  CaUfor-  ; 
nia  21  misiones,  haciendo,  con  la  que  establecieron  en  la  líaja  Calí*  j 
fornia,  un  lotul  de  22.  Las  21  misiones  que  fundaron  en  la  Alia  Cia- 
lifornia,  con  la  fecha  de  la  fundación  de  cada  una.  pueden  verse  en 
la  declaración  del  Padre  liubio,  pág.  150  del  Tramcripi.  Un  exa-  ' 
men  de  esa  li«ta  de  misiones  os  dará  el  principio  de  toda  la  hi>toria 
civil  y  social  de  California;  ponjiio  vemos  entre  estas  fundaciones  la 
misión  de  San  Francisco,  actualaieute  la  principal  ciudad  melroi'oli- 
tana  de  la  Cosía  del  l*aeílico,  fundada  en  1770:  encontrárnosla  misión 
de  San  Rafael,  ciudad  muy  conocida  en  California  :  la  de  Santa  Crn/^ 
otro  lugar  bien  conocido;  la  de  Santa  Bárbara:  la  deSnn  l'iieiiaveii- 
lura:  la  de  San  Ltiis  Obispo:  hi|fares  todos  muy  c<»noc¡<los.  y  linalmen- 
te  la  de  San  l)ie<ío.  también  muy  couocida,  latnitíióii  más  meridiunal 
de  la  Alta  California. 

En  el  informe  de  Hacienda  de  México,  hacia  el  cual  llamo  vuestra 
atención  (cuya  traducción  al  inglés  se  halla  en  las  págs.  135  á  14()<, 
se  verán  repetidos  reconocimientos  dellideicomiso  de  estos  bienes,  con 
posterioridad  ú  la  expulsión  de  los  jesuítas.  Por  ejemplo,  aparece  alli 
que  Su  Majestad  el  liey  de  España,  ordenó  que  '  la  administración  de 
dicho  Fondo  se  llevara  con  entera  separación»  ("pág.  1 43,  sección  20). 
También  aparece  allí  que  en  1*^  de  Octubre  de  1781  (ahora  solicito  ¡ 
vueslra  atención  hacia  la  Sección  22),  el  Key  ordenó  la  venta  de  las  | 
propiedades.  Escuchad  las  condiciones  anexas  á  la  orden  para  dicha  . 
ven  la :  « Vuestrn  Excelencia  procederá  inmediatamente  á  la  venta  de  ' 
las  del  Fondo  Piadoso» — esto  es,  las  propiedades  del  Pondo  Piado* 
so> —  y  hará  pasar  el  importe  de  ellas  á  favor  de  las  misiones,  dando 
debido  aviso  de  ello  por  conducto  del  Departamento  que  está  á  mi  €a^  • 
go,>  es  decir,  á  cargo  del  virrey,  quien  comunicó  la  orden  al  Director 
de  las  temporalidades,  que  era  quien  debía  verificar  la  venta.  , 

Sin  embargo,  habiéndose  llamado  la  atención  de  Su  Majestad,  sobro  , 
que  dicha  venta  era  contraria  al  deseo  expresado  por  el  Marqués  de  ! 
Villapuente  y  á  su  testamento,  se  expidió  otro  decreto  el  14  de  Di-  i 
ciembre  de  1715,  por  el  cual,  en  vista  de  estos  hechos,  Su  Majestad,  ! 
(véase  párrafo  26)  «ha  tenido  á  bien  ordenar  que  por  la  preséntese»  • 
suspendida  la  venta  y  continúe  la  administración,^  y  (párrafo  28}  Su 
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Majestad  recordando  las  instrucciones  del  Marqués  de  Villa- 
puente,  quien  dio  su.s  bienes  inira  ese  objeto,  se  ha  servido  ordenar  que 
el  dinero  sobrante  sea  inverliilo  en  seguros  bienes  raíces  para  el  au- 
mento de  los  fondos,  y  que  se  rindan  intoriiios  iimiediataniete,  etc.,  etc.» 

Esto  nos  trae  al  perío«lo  comprondiflo  desde  la  indepondcuciu  de 
Méxird  hasta  el  2  (1(^  Auv¡einl)ro  ile  ISÍO.  fecha  del  traspaso  de  las 
jti'»>(Hed;uIos  al  priujer  obispo  de  las  Californias. 

Kl  Sr.  dk  íMahtens. —  Habéis  hablado  acerca  de  las  difeientes  mi- 
siones en  San  b'rancisco  y  otros  luírares.  ¿Tenéis  algunos  dalos  reía* 
I  livos  á  la  situación  do  estas  niisiíjiics? 

I  El  Sr.  Mc.Knf.uxky.  -  l  lay  al<;iin<)s  iiitortnos  en  el  expediente.  Por 
ejemplo,  una  de  las  publicaciones  á  que  me  he  referido,  es  un  inlor- 
nie  sobre  la  condición  de  las  misiones.  La  prueba  sobre  tal  asunto  es 
sin  embargo,  muy  mediocre.  Pero  hay  un  informe  que  demuestra  cómo 
eütán  gobernadas  las  misiones,  cuál  es  la  fuente  de  sus  productos,  si 
hay  contribuciones  de  los  naturales,  y  cuáles  son  las  fuentes  de  las 
rentas  de  los  misioneros,  etc.  (Hay,  por  supuesto,  historias  fidedignas 
publicadas  en  California,  que  dnn  nna  historia  autéaticade  las  misio^ 
oes).  Aparece  de  uno  de  los  párrafos  que  leo,  que  no  tenían  rentas, 
á  no  ser  las  qae  se  derivaban  del  Pondo  Piadoso.  En  otras  palabras, 

I  Um  naturales  no  tenían  medios  de  ayudar  á  los  misioneros  y  éstos  de- 

I  pendían  de  las  rentas  del  Fondo  Piadoso. 

I     SiR  Edward  Fry. — Había  también  pagos  hechos  por  el  Gobierno? 

£1  Sr.  McEnernet. — ^Había  pagos  decretados,  pero  nunca  hechos. 
'  No  hay  un  rólo  hecho  que  demuestre  aquí  que  se  hubiera  pagado  jamás 
j  algo  pa  ra  las  misiones  como  se  hizo  para  el  servicio  militar  y  aun  para 
el  presidio,  cosas  tan  distintas  de  las  misiones. 

He  llegado  ahora  al  período  que  comienza  con  la  independencia  me- 
licana.  y  termina  el  2  de  Noviembre  de  1840. 

El  expediente  no  dice  en  qué  fecha  después  de  la  consamacidn  de 
su  independencia,  México  tomó  p(»sesión  de  estos  bienes.  Pero  sabe- 
mos que  el  25  de  Mayo  do  1H82,  se  expidió  una  ley  para  el  arrenda- 
iiiienlo  de  estos  bienes,  encargado  á  luia  ¡un la  de  direclores  creada 
en  vii  lud  de  esa  ley,  y  llamada  «junta,  vu  la  que  se  manifestó  de  una 
inanora  oxprosa  que  el  diner(>  proveniente  del  arrendamioiilu  de  di- 
chos bienos,  sería  oiitrc^iado  en  la  cflsa  de  moneda  ó  tesorería,  á cuenta 
de  la~  misiones,  á  las  cuales  estaban  los  fondos  ^  única  y  exclusivamen- 
te destmados.» 

No  hay  en  toda  la  historia  de  este  Fondo,  desde  el  año  en  que  Mé- 


Fondo  Piadoso  m  im  CAUPomius. 


zico  consumó 80  independencia,  hasta  1&  cesión  de  la  Alta  California á 
los  Estados  Unidos,  en  Febrero  2  de  1848,  una  sola  renuncia  de  la 
obligación  en  virtud  de  la  cual  México  obraba  con  respecto  á  este  fon- 
do. Ni  una  sola. 

Para  ilustrar  esto,  copio  del  Sr.  Azpiroz  lo  siguiente  i  párrafo  99, 

pág.  890): 

<  Por  lo  mismo,  tanto  el  derecho  civil  como  el  canónico,  equiitaran 
con  los  fíedicomisos  las  obras  pías  procedentes  de  actos  inkr  vim 
y  profesan  el  mismo  respeto  á  la  intención  do  los  fundadores  qne á 
la  de  los  tostadores.  A  la  verdad,  mnij^nui  (loiii>iniiiación  cuadra  me- 
jor qiio  l;i  de  lidcicomiso  á  la  especie  de  ()l>r;is  jiías  ú  la  qm  perteiie- 
rió  el  fundo  de  las  misiones,  para  señalar  los  oléelos  jurídicos  de  su 
iuíiti Ilición.  Nos  es  taiiio  nuis  cúinodo  considerarlo  así,  cuanto  conve- 
nimos en  ello  con  los  reclamantes. » 

Sm  FiDWARi»  Ki{V.  —  b^n  1772,  el  Re\%  después  de  tomí\rposesii»n  u 
estos  bieiK^s,  expidió  una  orden  (  ]rÁ*r.  15(3)  á  lodos  los  represan tuiUes 
de  los  josuílas,  ote.  Hijo  entonces  que  eslos  pro|M').-itos  ^serrín  lle- 
va» los  á  cabo  por  mis  referidos  virreyes  y  ¡lolxTiiailíjres,  on  mi  nom- 
bre como  parte  y  conjunto  de  mi  real  corona. »  ¿lis  esto  compatible 
con  su  carácler  de  lideiconjisario? 

Kl  Sh.  Mc.Knehnky.  —  Creo  que  debéis  inlerprelar  el  real  decrelo 
por  la  conducta  de  la  Corona.  iSe  verá  por  todos  los  documentos  que 
citamos  (jue  los  bienes  eran  administrados  por  él  en  su  carácter  de 
üdeicomisario.  i 

Y  dice  otra  vez  el  Sr.  Azpiroz  ( párrafo  92,  pág.  888  j :  | 

«Sin  embargo,  dueños  de  sus  bienes,  pudieron  contribuir  ó  no  ^oq 
ellos  á  la  fundación  de  las  misiones,  y  al  hacerlo  tuvieron  el  derecho 
de  poner  condiciones  para  la  administración  y  empleo  de  su  propie- , 
dad.  Usaron  efectivamente  de  este  poder  legal,  y  la  Compañía  de  Je- 
sús, al  aceptar  sus  oblaciones  con  el  titulo  de  mandataría  que  tenia, 
y  dentro  do  los  términos  de  su  autorización,  obligó  sin  duda  al  (lO- 
bierno,  sn  causante,  á  respetar  la  intención  de  los  donantes  en  \t» 
mismos  términos  que  ella  quedó  obligada.  Así  lo  reconocieron  siem- : 
pre  el  soberano  de  España  y  su  sucet^or  el  Gobierno  mexicano.  > 

Realmente  en  la  contestación  de  México  á  nuestro  Memorial  (Ré*  • 
plica,  pág.  20)  se  dice:  : 

« El  Gobierno  mexicano,  que  sucedió  al  (lobierno  español,  fué,  co-  ¡ 
mo  éste  lo  había  sido,  Comisario  del  Fondo  y,  en  este  concepto,  sa- ' 
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cesor  de  los  jesuítas  misíODeros,  con  todas  las  facultades  concedidas 
á  éstos  por  los  fundadores.» 

En  consecuencia,  se  verá  que  es  un  hecho  admitido  en  este  caso  que 
México  siempre  conservó  y  administró  el  Fondo,  como  un  fideicomiso. 
México  mismo  alega  en  la  contestación  mencionadii  que  turo  las  fa- 
cultades de  los  jesuítas.  Este  argumento  necesariamente  implica  que 
México  tuvo  todas  las  obligaciones  de  los  jesu  ítas  con  respecto  al  Fondo. 

Más  adelante  veremos  cuáles  eran  las  obligaciones  de  México  con 
respecto  ai  Fondo,  y  por  el  momento,  para  nuestro  objeto,  ponemos 
de  relieve  el  hecho  de  la  deliberada  aceptación  de  México  para  con- 
servar, como  fideicomisario,  el  Fondo  l^iadoso.  Entre  las  pruebas  de 
reconocimiento  de  sus  oblif^aciones  como  íideicomisario  eslá  la  que 
consta  en  el  decreto  legislativo  de  México,  fechado  el  25  de  Mayo  de 
1832,  disponiendo  (jue  se  ariendaran  las  propiedades  rú.stitíurf  porte- 
uecieules  al  Fondo  Piadoso  de  las  Californias, 

Puede  verse  esta  ley  en  hi  pi  iiaera  página  del  folleto  « Leyea  de  Mé- 
xico relativas  al  Fondo  I'iudosu. » 

.Se  decreta,  en  el  párrafo  G,  pág.  í .  i\\\c: 

*Los  productos  de  ilichas  propiedado-  <o  tiopositarán  en  ol  Tesoro 
Federal,  jxira  ser  única  y  exclusivamente  destinados  á  las  misiones  de 

las  Californias.  » 

También  se  di  rota  eii  la  fracción  iX  de  la  sección  10  (pág.  5, 
lerca  del  (¡nal  j,  que  esta  junta 

lará  cuenta  al  Gobierno  de  las  sumas  que  se  remitan  á  cada  una  de  las 
Californias,  de  acuerdo  con  sus  respectivos  gastos  y  fondos  d  isponibles. » 

y  no  hay  ninguna  disposición  en  esto  decreto  para  distribución  al- 
guna de  este  dinero  ó  para  la  desviación  de  una  parte  de  las  rentas, 
excepto  á  las  Californias,  de  acuerdo  con  el  estado  de  sus  fondos  y  con 
el  estado  de  sus  necesidades. 

El  título  de  esta  ley  es  «Decreto. — El  Cíobierno  procede  al'arren* 
damiento  de  las  propiedades  rústicas  pertenecientes  al  Fondo  Piado- 
so de  las  Californias,»  y  en  el  artículo  I  se  dispone  que  «El  Gobierno 
procederá  á  arrendar  las  propiedades  rústicas  pertenecientes  al  Fon- 
do Piadoso  de  las  Californias.  >  Debe  observarse  que  leo  estas  dos  cláu- 
sulas, porque  en  ellas  México  declara  que  estas  propiedades  pertem- 
tm  al  Fondo  Piadoso  de  las  Californias. 

He  llamado  ya  vuestra  atención  á  la  sección  tO,  fracción  lX,y  demos- 
tnulo  que  no  hay  disposición  alginia  para  la  inversión  de  esos  fondos 
en  otras  misiones  que  las  de  las  Californias.  Pero  hay  otras  pruebas 
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legislatÍTa»  de  que  México  reconoció  sos  obligaciones  como  fideicomi- 
sario durante  el  período  de  que  estamos  tratando.  Sin  embargo,  no 
hay  necesidad  de  citarlas.  £s  suficiente  para  la  presente  controrersia 
saber  que  es  una  incuestionable  proposición,  establecida  por  la  con- 
testación de  México,  que  esta  nación  nunca  alegó  tener  derecho  á  di- 
chas propiedades,  sino  como  administrador  de  ellas.  Debo  detenerme 
un  momento,  no  obstante,  para  hablar  de  una  ó  dos  de  estas  leyes.  La 
ley  de  19  de  Septiembre  de  18J^6,  relativa  ¿  la  erección  de  un  Obispa- 
do en  las  dos  Californias,  con  cuya  ley  estáis  ya  familiarizados,  es  otro 
reconocimiento  heclio  por  México,  de  esas  obligaciones  con  respecto 
al  Fondo  Piadoso.  En  ese  decreto  se  previene  que  los  bienes  pertene- 
cientes al  Fondo  t'iadoso  de  las  Californias  serán  puestos  á  disposi- 
ción del  nuevo  01)ispo  y  do  sus  sucesores,  pura  ser  aduiiiiistrados  pi)r 
ellos  y  empleados  en  sus  cíbjelo.-.  i'i  otros  semejantes,  respetando  siem- 
pre los  deseos  de  los  donantes  del  Kiaulo. 

Kn  virtud  de  lo  mandado  en  esa  ley.  y  do  l;i  siib^O'  iiontn  enti  ejíadelo? 
bienes  al  Obispo  do  California.  M<'xi<'u  ^iiiiplouienle  se  dcscarjíó  de  su- 
palmarias  obligacionos  nomo  íidrin unirario  en  posesión.  Kl  27  de 
Abril  de  1810,  Su  Santidad  (liegorio  XVI,  á  pe(ici(H)  de  México,  eripió 
la  Alta  y  la  Baja  Caiiíorfua  iinn  di«'>resi.  y  nombró  su  primer  Obispa 
ñ  Franfi^í'o  (¡arcía  Diejro,  que  era  en  aípiella  ('pora  y  alg;ún  tiempo 
antes  presidente  de  las  misiones  de  las  Californias.  Kncontraréis  es- 
tablecido ese  lieclio,  en  la  páj?,  182,  por  la  decoración  del  Arzobispit 
Alemany,  reelajnante  ajite  el  primer  Tribunal  de  Arbitraje. 

Kl  Obispo  Diego  fué  consa^^rado  el  í  de  Octubre  de  IB^O,  como  pue- 
de verse  en  la  pá{r.  01,  de  este  expediente.  Ki  2  de  Noviembre  do  lí^ 
los  bienes  del  Fondo  Piadoso  le  fueron  enlrejíados  por  México,  de  ron* 
formidad  con  sus  obligaciones  como  fideicomisario,  reconocido  por 
decreto  legislativo  de  19  de  Septiembre  de  1836— becho  demostrado 
por  alj^unas  piezas  de  la  correspondencia  de  Pedro  Ramírez,  que  se 
encuentra  en  la  pág.  520  en  el  ingles,  y  495  en  el  español.  Llegamos 
ahora  al  2  de  Noviembre  de  18  H). 

Dentro  del  período  comprendido  del  2  de  Noviembre  de  1840,  al  ¿ 
de  Febrero  de  1848, — desde  el  2  de  Noviembre  de  1840  hasta  la  ce- 
sión de  la  Alta  California  á  los  Estados  Unidos  en  virtud  del  Tratad» 
de  Guadalupe  Hidalgo  de  2  de  Febrero  de  1848  hecha  por  $  18.250.0(Ji) 
— México  no  tomó  medida  alguna  respecto  de  los  bienes  del  Fondu 
Piadoso,  excepto  las  que  ahora  se  expresarán.  La  primera  fué  el  de- 
creto de  8  de  Febrero  de  1842,  por  el  cual  se  previno: 
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Art.  1^  Qaeda  derogado  el  art.  6**  de  la  ley  de  19  de  Septiembre  de 
1836.  en  TÍrttid  del  cual  el  Gobierno  renunció  á  la  administración  del 
Fondo  Piadoso  de  las  Californias,  y  se  puso  el  mismo  á  la  disposición 
del  rony  reverendo  Obispo  de  la  nueva  diócesi. 

cArt.  2*^  La  administración  y  empleo  de  estos  bienes  quedará  de 
nuevo,  por  consiguiente,  á  cargo  del  Supremo  Gobierno,  en  las  con- 
díciones  en  que  después  se  dispondrá,  á  fin  de  cumplir  la  intención 
del  donante,  esto  es,  la  civilización  y  conversión  de  tos  salvajes.  > 

Este  decreto  de  8  de  Febrero  de  I8i2  está  precedido  de  una  corres- 
pondencia, á  la  cual  me  rcforiró  y  de  la  que  trataremos  después.  Esta 
correspon\ienc¡a  es  la  ll;itiia(l;i  curresi^ondencia  \'aIcn('i:i-Ramírez.> 
Abarca  áos  ó  tres  meses  del  año  1842.  Cuiiiienza  en  la  páj?.  499  con 
una  carta  de  26  de  Enero  de  1842.  on  que  el  Ministro  de  Justicia  or- 
dena al  Sr.  liaiiiírez.  romo  Afronte  del  Obispo  Diego,  que  pague  $2,fK)0 
que  se  debían  al  Cónsul  ifi;íl(''s  por  «UnrTo  (\[\o  prestó,  cuya  cantidad, 
según  alegó  ol  Gobierno  mexicano,  debía  ie^aUncate  cargarse  al  Fon- 
do Piadoso. 

La  contestaci"')ii  del  Sr.  Katnírnz  fur  dada  on  2S  do  Enero  de  1842 
ípá<r.  50(11  Dicha  coiitostación  dice  substancialnietüe  ((ue  las  condi- 
ciones del  fondo  oran  tales,  que  no  podía  pagar  K).«  $2,000,  ó  indicaba 
que,  como  en  virhid  <lo  la  ley  de  1836,  México  debía  más  de  Í 8,000 
al  Obispo  por  los  $  6,000  anuales  que  había  convenido  en  dar  para  el 
sostenimiento  del  Obispado,  era  justo  que  el  Gobierno  mexicano  pa- 
gara de  aquella  cantidad  los  S-,'MX).  A  esto  sigue  una  breve  carta  del 
Ministro  de  .Insticia  al  Sr.  Ramírez,  fecliada  el  5  de  Febrero,  y  la  res- 
puesta de  éste,  y  ti  nal  mente  viene  el  decreto  de  8  de  Febrero  de  1842, 
á  que  antes  he  hecho  referencia.  La  correspondencia  puede  verse  en 
las  página.s  de  la  499  al  final  de  la  502. 

El  21  de  Febrero  de  1842,  como  puede  verse  en  la  pág.  505,  el  Ge- 
oeral  Santa-Anna,  Presidente  de  la  República  de  México,  asumiendo 
el  poder  legislativo,  nombró  al  General  Gabriel  Valencia,  jefe  de  su 
Estado  Mayor,  «Administrador  general  de  dichos  bienes,  en  los  mismos 
términos  y  con  las  mismas  facultades  que  fueron  conferidas  á  la  jun- 
ta del  mismo  ramo,  por  decreto  de  25  de  Mayo  de  1832.» 

A  continuación  sigue  el  decreto  de  24  de  Octubre  de  1842.  Este 
decreto  dice  que  el  de  Febrero  8  de  1842,  «tenia  por  objeto  cumplir 
fielmente  los  benéficos  y  nacionales  fines  designados  por  la  fundado- 
re,  sin  la  más  leve  diminución  de  los  bienes  destinados  á  ese  objeto.» 
Por  tanto,  el  decreto  previene  que  todos  los  bienes  pertenecientes  al 
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Fondo  Piadoso  de  las  Californias,  sean  incorporados  al  tesoro  nació* 
nal,  f  dispone  además  qae  la  renta  del  tabaco  «está  especialmente 
destinada  al  pago  de  las  rentas  correspondientes  al  capital  de  dicbo 
Fondo  de  las  Californias.»  Previene  á  más  de  esto,  que  el  Departamen- 
to encargada  de  las  rentas  «dará  todas  las  sumas  necesarias  para  He- 
nar  los  Unes  á  que  están  destinados  dichos  fondos,  sin  deducción  al- 
guna de  costas,  ya  de  administraeidn  6  de  cualquiera  otra  dase.» 

Observaréis,  que  eete  decreto  previene  que  el  Departamento  del  ta- 
baco, dará  todas  las  cantidades  para  los  fines  á  que  está  destinado  el 
Fondo.  Notad  ((ue  pocos  ine-^es  antos  do  ([ue  fuera  expedido  este  de- 
creto, el  (leneral  Gabriel  Valenciri  íiu'  (losi<!:iia(l()  p:ira  adniinistiar  el 
b'ondo  eu  los  tcrminos  en  que  fuó  udmiui.slrado  pm*  la  junta  creada  en 
virtud  de  la  ley  de  2ñ  de  Mayo  de  1832,  y  observad  adoinás  que 
dice  en  la  ley  de  25  de  Mayo  de  1832  que  los  fondos  estaban  única  y 
exclusivamente  destinados  á  las  misionos  de  California. 

Ks  evidente,  cuando  .^e  leu  juiitíiiiUMile  el  (locrolo  do  25  de  Muyodc 
1832,  el  noMiliraiiiiento  del  General  Valencia  -if  21  do  Febrei-o  de  1H42 
y  el  decreto  'io  24  de  (>í"tiil>ro  do  1.sM2.  (pío  no  luicile  haber  dnda  tlt^ 
que  el  decreto  de  24  do  Octiiluí^  de  1842  tuvo  pur  objeto  roronocer 
los  derecbos  de  las  misiones  do  las  Californias  y  también  oxpresaruii 
reconc»eimienlo  del  hecho  de  que  los  bienes  del  Fondo  t*iadoso  esta- 
ban única  y  exclusivamente  de-stinados,  designados  y  dedicados  al  uso 
de  las  misiones  de  las  Cialifornias. 

í*aso  en  seguida  á  la  orden  del  Ministerio  de  Hacienda,  fechada  el  2.> 
de  Abril  de  18^44-,  que  se  encontrará,  en  la  pág.  149  del  expediente,  en  la 
declaración  del  Padre  íínbio.  Dicha  orden  en  español,  es  una  notial 
calce  de  la  pá<r.  88  del  expediente.  Kl  Padre  Rubio,  quien,  según  ro- 
Ci>rdaréis,  fué  primeramente  Secretario  y  después  Vicario  general  áel 
Obispo,  y  también  ejerció  facultades  de  Obispo  ad  iníerimáe  1846  á 
1850f  declara  que  yíó  por  el  año  de  1843  este  aviso  oficial  en  el  Diario 
de  México.  En  la  anterior  audiencia  no  se  negó  que  éste  es  nn  docu- 
mento auténtico  y  verdadero,  y  el  hecho  asentado  en  él  fué  igualmen- 
te incuestionable.  Fué  ello  una  orden  dada  por  el  Ministro  de  Hacienda 
de  México,  por  la  que  aparece  que  el  Presidente  de  México  había  dado 
una  orden  á  la  Aduana  de  Guaymas  para  hacer  un  pago  al  represen- 
tante del  Obispo  Diego.  El  texto  es  el  siguiente: 

<  Por  la  suma  de  $8,000,  á  cuenta  de  las  rentas  pertenecientes  «1 
Pondo  Piadoso  de  California,  cuyos  bienes  fueron  incorporados  al  Te- 
soro  Nacional.» 
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Este  documento  cuya  validez  y  autenticidad,  repito,  no  fueron  dis* 
patadas — no  habiendo  pruebas  de  que  el  documento  no  existió  ó  de 
({ue  no  se  dio  el  aviso nna  prueba  de  que  hasta  el  2B  de  Abril  de 

18W  el  Gobierno  mexicano  reconoció  afirmativamente  su»  obligacio- 

nes  con  respecto  á  las  misiones,  dimanadas  de  los  iiectios  ya  mencio- 
nados. 

I^aso  atiora  al  decreto  de  3  de  Abril  de  IS  í  ó,  qii(>  pnode  verse  tam- 
bién en  el  íolleto.  y  que  es  una  ley  ex|>edida  por  México  acerca  de  la 
restitución  de  adeudtís  y  propiedades  <lel  Fondo  Piadoso  de  las  Cali- 
fornias. Kn  este  decreto  se  dispone  que  los  adeudos  y  deinás  hioiies 
dol  Fondo  FMadoso  do  las  Californias  que  no  han  ^ido  víMididos  sean 
ii'  llos  ininediat.iinente  al  muy  Reverendo  ()bi<po  de  C/iIifornia  y  á 
-M  >uco'?or  *  pitra  l(»s-  fines  (pin  se  mencionan  ou  ol  art.  6  de  la  ley  de 
ii^  de  Septiembre  do  IHHb,  sin  perjuicio  de  lo  que  el  Con{rreso  rc- 
-^uelva  respecto  do  los  bienes  que  han  sido  onnjonados. »  Ningunos 
bienes  fueron  devueltos  en  acatarnionto  de  ese  decreto.  Lo  citamos 
aquí  solamente  por  sn  valor  probatorio.  De  los  anteriores  hechos,  co- 
mo los  he  detallado,  deduzco  la  proposición  que  anuncié  al  principio: 
que  desde  UYJl  hast:i  la  r'p^i»>n  de  California  á  los  Kslados  Cuidos 
lioclia  por  México  en  virtud  del  Tratado  de  Guadalupe  llidali^o,  elFon> 
(lo  Pkidoso  de  las  (Californias  tuvo  una  existencia  generalmente  reco- 
nocida  y  una  vida  continua. 

La  segunda  proposición  qao  deseo  formular,  es:  «que  en  ningnna 
época  durante  la  existencia  de  este  Fondo,  comenzando  en  1697  y 
continuando  hasta  Febrero  2  de  1848,  fue  considerado  el  Fondo  Pia- 
doso de  las  Calíformas  deotra  manera  que  como  fondo  en  fideicomiso. 
Tal  carácter  fué  continua  y  repetidamente  reconocido  por  EspaAa  y 
después  por  México. »  No  solamente  fué  reconocido  en  abstracto  co- 
mo fideicomiso,  sino  que  durante  todo  el  período  de  tiempo  desde  la 
expulsión  de  los  jesuítas  hasta  la  cesión  de  California  á  los  ICstados 
l'nidas  por  México,  fué  reconocido  como  tal  en  favor  de  las  misiones 
dela<}  Californias.  Esta  pr  «posición  fué  ¡nev¡tab1<^  pero  sólo  parcial- 
mente tratada  en  la  discusión  de  mi  primera  proposición.  Aparece 
<|iie  dorante  el  tiempo  comprendido  desde  la  expulsión  délos  jesuíta.*) 
basta  la  cesión  de  California  á  los  Estados  Unidos,  en  todos  los  do- 
cninentos  expedidos  por  la  Corona  de  Kspafia  y  el  Cobiernode  Méxi- 
co, este  Fondo,  consistente  en  los  bienes  que  ya  he  descrito,  llevó  el 
nombre  que,  según  alegamos,  le  designaron  los  üncs  ú  ijuo  estaba  des- 
Uiiíido  y  las  personas  pi»p  cuyo  bencíicio  existía.  Kn  otras  palabras, 
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en  todos  los  documentos  correspondientes  á  dicho  periodo  el  Fondo  es 
específicamente  llamado  « El  Fondo  Piadoso  de  las  CaUfomias.  >  & 
cierto  que  los  dos  decretos  de  8  de  Febrero  y  24  de  Octubre  de 
implican  que  en  aquellos  días  México  alegaba  tener  derecho  á  la  admi- 
nistración 7  posesión  de  estos  bienes  (esto  es,  conserTarlos  en  su  po- 
der); pero  no  hay  nada  en  esos  decretos  que  envuelra  una  negación 
hecha  por  México  de  la  idea  de  que  dichos  bienes  estaban  destinados 
á  llevar  á  cabo  la  intención  de  los  donantes,  esto  es,  la  conversión  ¿ 
la  fe  Católica  de  los  habitantes  del  territorio  conocido  por  las  Galifo^ 
nias,  y  después  de  su  conversión  el  mantenimiento  y  sostenimiento 
continuados  de  la  Religión  Católica  en  aquel  país. 

Como  adición  á  los  hechos  (|ue  he  demostrado  ya,  llamamos  de  nnevo 
vucstraatcneión  sobre  el  hecho  deque  está  expresamente  concedido  por 
México  en  su  contestación  il  nuestro  memorial,  que  lu.-j  biones  fueron 
dados  en  fideicomiso  y  (pío  su  carácter  de  fideicomisario  no  fué  uuu 
ca  descoiiorido.  Deseamos  poner  de  relieve  la  declaración  hecha  por 
el  Ministro  de  flelai  ionos  Exteriores  do  México  en  la  respuesta  que 
h:\  sido  enviada  afpií  para  la  eonsideraciiHi  de  los  miembros  de  este 
tribunal.  l)iee  que  el  Kondo  fué  uti  bien  en  lidcir'omiso,  y  que  Méxi<_M 
nunca  le  negó  este  carárler.  Permitidme  ([iie  lea  lo  siguiente,  toma- 
do de  la  tradtKTióii  inglesa  de  !a  ennteslación  de  México,  que  seeu- 
cuentra  en  la  iiéplica,  j)ágs.  li)  y  20: 

*  Los  reclamantes  convienen  con  el  (lobierno  mexicano  en  recono 
cer  ios  hechos  siguientes,  comprobados  con  irrefutables  documento^ 

«Primero.  Los  jesuítas  fueron  los  comisarios  ó  adini  ni  si  radones 
originarios  de  los  bienes  que  formaban  el  Fondo  Piadoso  de  Califor- 
nias hasta  el  año  1768,  en  que  fueron  expulsados  de  los  dominios 
pañoles. 

«Segundo.  La  Corona  española  ocupó  los  bienes  que  constituían  el 
citado  Fondo  Piadoso,  en  substitución  de  los  jesuítas,  y  lo  administró 
por  medio  de  una  Real  Comisión  hasta  que  se  consumó  la  Indepen- 
dencia de  México. 

«Tercero.  El  Gobierno  mexicano,  que  sucedió  al  Gobierno  español, 
fué,  como  éste  lo  había  sido,  comisario  del  Fondo,  y  en  este  concep* 
to,  sucesor  de  los  jesuítas  misioneros,  con  todas  las  facultades  conce* 
didas  ó  éstos  por  los  fundadores.  > 

El  alegato  hecho  por  México,  de  que  substituyó  á  los  jesuítas  eo 
esta  donación,  con  todos  los  derechos  otorgados  á  los  jesuítas  por  los 
fundadores,  lleva  consigo  la  consecuencia  de  que  también  asumió  Ia« 
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corralalivas  obligaciones.  Si  México  obtuvo,  por  razón  de  su  anbro* 
iiaciÓB,  por  decirlo  así,  todos  los  derecha?,  es  claro  que  cargó  con  to* 
dfls  las  obligaciones.  El  acto  de  asumir  todos  los  derechos,  llevó  ne- 
cesariamente consigo  la  aceptación  de  todas  las  obligaciones. 

Por  tanto,  paso  á  la  proposición  de  qae  el  Fondo  Piadoso  fué  reco- 
nocido como  un  fideicomiso  por  Espafia  y  por  México.  Tenemos  la  ad- 
misión deliberada  de  México  de  que  nuestra  reclamación  en  este  punto 
es  exacta.  Faso,  en  consecuencia,  al  punto  de  que  los  fines  administra- 
tivos do  la  misión  dol  Fondo  Piadoso  de  California  fueron  la  conver- 
sión de  los  natiiniles  de  las  dos  Californias,  la  Alta  y  hi  líuja,  y  el  es- 
tablccimietifo.  iiiauU;uiiiiirnto  y  extensión  tic  la  relijíión  Católica  y  su 
riilto  en  aíjiicl  país.  Kstá  cuiieciiKÍo  ¡mu-  Mcxieoquc  el  luí  ¡uiiuinistra- 
tiv.t  (ie!  K(»ii«l<)  Piadoso  de  las  Californias  ora  la  conversión  de  los  iia- 
luriiles  de  las  dos  Californias,  la  Alta  y  la  liaja.  Esto  está  expreso  en 
el  |>iirrafo  4  de  su  contostaci»')!).  I!('pli«^n.  pá?.  HO: 

'  Dteen  los  roclaniantt's  que  ei  objeto  ticl  l^indo  Piadoso  de  las  Ca- 
lifornias fué  |>roveor  á  la  conversión  de  los  indios  y  al  sostenitiiieiito 
<|p  la  líflcsia  Católica  en  las  (Californias.  Siendo  este  objeto  doble,  hay 
juo  distin<iuir  entre  las  dos  partos  que  lo  constituyen.  La  primera 
¡»!irte.  conversi<)n  de  los  indios  paganos  ála  fe  Católica  y  á  la  obedien- 
cia del  Soberano  español,  es  incuestionable  y  hay  que  considerarla 
M»mo  el  íin  principal  y  directo  do  las  misionas  encomendadas  á  la 
Compañía  de  Jesús  por  el  Rey  Católico,  dotadas  por  los  constituyen- 
tes del  Fondo  PiadO'^  »  V  subvencionadas  por  el  Tesoro  Público  <lo  Mé- 
xi< o.  La  otra  parte  del  objeto,  esto  os,  el  sostenimiento  de  la  iglesia 
eii  las  Californias,  no  fué  el  fin  principal  ni  directo  de  la  institución 
del  Fondo,  sino  el  medio  de  llevar  á  cabo  la  conquista  espiritual  de 
los  indios  salvajes  por  los  religiosos  misioneros.» 

No  concedemos,  como  alega  México  en  el  anterior  pasaje,  que  el 
Pondo  Piadoso  haya  tenido  por  objeto  la  conversión  de  los  indios  pa- 
ganos á  la  obediencia  de  las  autoridades  españolas,  ni  que  el  Fondo 
hubiera  recibido  para  su  extensión  un  solo  peso  del  «Tesoro  Público 
de  México». 

Estas  prop(»siciones  formuladas  por  México  en  otro  tíemix)  y  en  el 
presente,  fueron  consideradas  en  los  alegatos  presentados  en  el  ante- 
rior Arbitraje,  y  á  ellas  se  hace  referencia  en  otro»  alegatos  de  los  Es- 
tados Unidos  sometidos  ya  á  este  Tribunal,  y  no  hay  necesidad  de  de- 
tenerse á  considerarlas. 

Se  verá,  por  el  pasaje  que  acabo  de  tomar  de  la  contestación  do 


168  Fomo  PtAooio  DB  tjks  Calvorioai. 

México,  que  se  expresa  alli  que  uno  de  los  objetos  del  Fondo  Piadoso 
era  la  conversión  de  los  naturales  á  la  fe  Católica.  México  dice  que  esta 
proposición  es  incuestionable.  México  concede  asimismo  que  otro  de 
los  fines  del  Fondo  Piadoso  era  el  mantenimiento  de  la  Iglesia  en  Cali- 
fornia. Así  lo  dice,  aunque  también  alega  que  este  íin  estaba  subordi- 
nado á  la  conquista  espiritual  de  los  indios  no  civilizados.  Pero  México 
concede,  y  nosotros  lo  bemos  alegado  debidamentCf  que  uno  de  los  ob* 
jetos  de  los  donantes  del  Fondo  Piadoso  era  el  sostenimiento  de  la 
Iglesia  en  California ;  [)oro  aun>ín  esta  concesión,  la  prueba  sobre  es* 
te  punto  es  completa.  El  Fondo  Piadoso  de  las  Californias  era,  como 
su  nombre  lo  indica,  un  fondo  dedicado  á  obras  piadosas  en  las  Calí- 
furníns,  siendo  esas  obras  piadosas  de  carácter  católico  romano.  Poro, 
¿cómo  podéis  dedicar  bienes  á  obras  piadosas  de  carácter  católico  ro- 
mano en  California,  sin  dedicarlas  al  sostenimiento  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica Romana  y  á  la  extensión  do  sus  trabajos  relíanosos  alli?  El  ob- 
jeto de  todas  las  obras  misioneras  es  establecer  prinieríj  la  religión,  y 
una  vez  establecida,  mantenerla  despuén.  LsLablecerhi  y  luego  aban- 
donarla es  haber  disipado  y  malgastado  vuestros  bienes. 

Kl  nhjolo  (jie'  al  priutiino  tuvo  este  Fondo  en  las  Californias  está  de 
iiio-trado  en  el  testamento  dfl  .Marqués  de  Villapuente  y  la  Mnrquf^fí 
de  las  Torres  de  Hada,  oturgado  en  17ii5.  Conu)  ya  os  lo  lie  inanift,- 
tado.  las  eoiitrihiifiones  al  l'ondo,  en  1.781,  cuatro  años  antes  de  ?;i 
donairión  de  V'illapuente,  importaban  $120.000.  Deestasiuna  o  .<i 
habían  sido  da<los  por  el  Maniués  de  V^illapucnte,  así  es  que  todíts  las 
eooporaeiones  al  Fondo,  de  las  que  no  tenemos  prueba  alguna,  antes  • 
de  la  donación  do  liada,  importaban  cosa  de  $80,000. 

Las  cooperaciones  al  l'ondo  que  siguieron  al  muníficeote  dote  del 
MarquésdeVillapuente  y  laMarquesade  las  Torres  de  Rada,  fueron  nece* 
sa  riamen  te  hechas  para  los  mismos  objetos  á  que  estaba  destinada  la  do- 
nación de  Vitiapuente  y  de  Rada,  lüxauiíiiemos  el  testamento  de  éstos 
con  objeto  de  ver  (pié  Hnes  religiosos  persiguieron  al  hacer  su  donativo. 
Pa.saré  en  .seguida  y  bajo  el  título  separado  que  le  he  designado,  á  h 
cuestión  relatira  á  los  efectos  que  tiene  en  este  asunto  la  cláusula  de 
dicho  instrumento,  mencionada  ayer  por  Sir  Edward  Fry  durante  el 
cwBo  de  este  alegato;  pero  quiero  examinar  antes  ese  documento  eon 
el  Qn  de  establecer  para  qué  objetos  religío.HOs  en  las  Californias  hi- 
cieron su  gran  donación  el  Marqués  de  Víllapuente  y  la  Marquesa  de 
las  Torres  de  Hada.  Esta  mañana  llamé  vuestra  atención  sobre  que 
este  documento  está  hecho  en- favor  de  las  misiones.  Deseo  leeros  uo 
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pasaje  que  comienza  con  la  palabra  <y,*  hacia  lá  mitad  de  la  pági- 
na IQi,  en  un  renglón  que  contiene  las  palabras  <  de  todas  las  cosas 
risibles  é  invisibles.»  Et'que  está  antes  es  un  preámbulo  meramente 
religioso: 

<  Y  por  cuanto  la  venerable  Compañía  de  Jesús,  con  su  reconocido 
celo  religioso,  se  ha  editado  ocupando  é  invariablementje  se  dedica  á 
ia  conversión  de  los  indios  bárbaros  de  las  Californias,  y  que  sus  miem- 
broS|  por  medio  de  sus  sermones  7  de  su  instrucción,  han  hecho  en- 
trar al  redil  de  nuestra  santa  fe  Católica  gran  número  de  esos  bárba* 
TiOfá  los  cuales  se  han  dedicado  y  se  dedican  actualmente,  de  acuerdo 
con  sus  instituciones;  sacrificando  sus  vidas  y  exponiéndoee  á  los  ul- 
trajes de  los  bárbaros  solamente  para  mayor  gloria  de  Nuestro  Señor. 
Y  por  cuanto,  para  la  propagación  de  su  santa  fe  (la  que  han  estable- 
cido á  costa  de  niuohos  trabajoN ;  y  también  para  que  muchas  otras 
tribus  que  están  ahora  á  las  puertas  de  la  Iglesia,  así  como  aquellas 
que  iiu  iíuu  sido  aún  descubiertas  uo  queden  privadas  de  las  mismas 
ventajas,  necesitan  déla  ayuda  liumunacomn  un  medio  para  proscjjuir 
oonbuea  éxito  sus  trah.-ijos:  coasiderarido  todo  lo  cual,  y  (pie  ambos 
c^irecemos  de  heredero-  for/osos  (pie  tiMi;íaii  derecho  á  nuestra  heren- 
cia, y  (}iie  no  tenemos  hi  esperan/a  do  tenerlos.  > 

Deseo  se^Miiila  citar  das  renglones,  el  déciniotercero  y  décimo- 
cuarto  de  ¡a  ]yÁ>r.  di)b: 

'Damos  ú  las  misiones  fundadas  por  la  Compañía  de  Jesús  y  á  las 
que  en  lo  sucesivo  fundare  la  misma  Compañía  en  dichas  Caliíornias, 
ioü  bienes  arriba  expresados.» 

Signe  aquí  una  descripción  de  los  bienes  legados,  hasta  la  mitad  de 
ia  pág.  lOó,  donde  termina  dicha  descripción. 

ü^atonces  comienza  la  cláusula  habendum. 

Dice  asi: 

«Para  que  las  tengan  y  las  conserven,  á  dichas  misiones  fundadas 
y  tas  que  después  se  fundaren,  en  las  Californias,  así  como  para  el 
mantenimiento  de  sus  religiosos  y  para  proveer  al  ornato  y  digno  sos- 
tenimiento de  su  divino  culto,  y  también  para  ayudar  á  los  naturales 
vonrertidos  y  catecúmenos  con  alimentos  y  vestidos,  de  acuerdo  con 
las  costumbres  de  aquel  paí»»;  así  es  que  sí  en  lo  futuro,  por  la  bendi- 
ción de  Dios,  hubiere  medios  de  subsistencia  en  las  reducciones  y  mi- 
siones establecidas  ahora,  como  [)or  ejemplO;  por  medio  del  cultivo  de 
809  terrenos,  obviando  así  la  necesidad  de  enviar  de  este  país  prori- 
sioDes,  vestidos  y  otros  artículos  necesarios,  las  rentas  y  productos 
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de  dichos  bienes  sé  aplicarán  á  las  nuevas  misiones  quo  ?o  estable- 
cieren después  en  las  partes  inexploradas  de  las  Californias,  de  acuerdo 
coD  la  discreción  del  Padre  Superior  de  las  referidas  misiones;  y  loe 
mencionados  bienes  serán  perpetuamente  inalienables,  y  no  serán 
nunca  vendidos;  así  es  que  aun  en  caso  de  que  toda  la  California  en- 
tuTíese  civilizada  y  conyertida  á  nuestra  santa  fe  católica^  los  pro- 
ductos de  dichos  bienes  se  aplicarán  á  las  necesidades  de  las  repeti- 
das misiones  y  á  su  sostenimiento.» 

En  otras  palabras,  el  Pondo,  excepto  en  una  contingencia  dada,  qoe 
consideraré  bajo  otro  título  en  mi  alegato,  estaba  dedicado  primero 
al  soetenimiento  de  las  misiones  que  entonces  existían,  después  á  las 
misiones  subsecuentes,  y  finalmente,  en  el  caso  de  que  toda  la  Cali- 
lórnia  llegase  á  estar  cinlizada  y  convertida  á  la  santa  fe  Católica,  el 
Fondo  ó  los  productos  de  dichos  bienes  estaban  destinados  á  úis  nece< 
sidades  de  todas  las  misiones  de  las  Californias  y  á  su  sostenimiento. 
Así  es  que,  en  lo  que  concierne  á  esa  cláusula  del  testamento,  el  Fondo 
debía  ser  un  perpetuo  dote  para  el  sostenimiento  de  la  religión  en  aquél 
país. 

Fur  otni  i)arto  se  dice  en  Ui  juiiuera  línea  do  la  j>ág.  107:  «Nosotros, 
los  rcferuios  cesionarios»  (continúo  leyendo  en  el  quinto  renglón  do 
dicha  página): 

« Henunciamns  y  Irausfeririiuri  UnUi  lo  anterior  á  dicha  vr-nonh!.^ 
Compañía  dn  Jesús,  á  sus  misiones  de  Californias,  á  sus  proiado^  v  rt^- 
ligioHos.  ;i  cuyo  cnr;:ú  puoda  pasnr  el  ^oljierno  de  dichas  misiones  y 
de  esta  {iroviiicia  de  Nueva  K-;paña.  aliurn  y  en  todos  los  tiempos  vi"- 
nideios.  ])ara  (pie  de  los  prí*diietos  de  los  repetidos  bienes,  y  del  au- 
mento de  su  ganado,  grande  ó  pequeño,  de  sus  demás  ganancias  na- 
turales ó  de  otra  clase,  puedan  mantenerse  diclias  misiones  de  la  ma- 
nera antes  propuesta^  indicada  y  defínida,  y  lijada  para  siempre.» 

DoH  lineas  abajo  dice: 

«Y  damos  poder  y  autoridad,  como  en  derecho  se  requiera,  á  dichas 
misiones  y  á  la  venerable  Compañía  do  Jesús,  para  que  de  su  propio 
derecho  y  autoridad,  como  lo  consideren  propio,  tomen  posesiún  de 
dichos  bienes  » 

Y  por  el  estilo. 

Deseo  llamar  vuestra  atención  hacia  la  cláusula  que  comienza  en 
el  XV  renglón  de  la  pág.  108 : 

«Y  nosotros,  los  referidos  cesionarios,  deseamos  que  en  ningún  tiem- 
po juez  alguno,  eclesiástico  ó  secular,  trate  de  investigar  ó  se  tnetaá 
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averiguar  si  las  condiciones  de  esta  donación  se  han  cumplido,  porcjuc 
nuestra  voluntad  es  que  en  eí-te  asunto  no  haya  pretexto  para  tal  in- 
tervención, y  que  si  ilh-ha  venerable  (!omi>afiía  cunii)!»'  ó  iio  la  admi- 
nislración  ph  favor  (fe  las  níisiottes  que  aqui  sf  mencionan,  esto 
st'a  ju/;ia<lo  únirauir'iite  por  Dios  Nuestro  Señor,  pues  tenemos  oiitera 
coüliaüza  eii  (iii>'  (•(iinplirá  con  sus  itl)li;j-aciones  y  hará  todo  lo  (pie 
pueda  ser  más  grato  á  Hios,  Y  el  Padre  Juan  Francisco  de  Tompes, 
de  la  venerable  Conipafiía  do  Jesús,  abo^jado  de  hecho  para  tal  fm, 
instruido  y  noailH-ado  por  el  inuv  Hoveretido  Padre  Andrés  Nieto,  úl- 
timo Provincial  de  dicha  Compañía,  en  virtud  del  poder  notariado 
que  le  dio  en  esta  ciudad  el  3  de  Noviembre  de  1729,  ante  Juan  Al» 
rarez  de  la  Plata,  real  Notnrio  para  todo  lo  concerniente  a  lasmisio* 
nes  de  las  (Californias,  estando  también  presente,  declara:  Qaeeti  vir- 
tud de  dicho  poder,  aceijta  la  donación  en  la  forma  y  manera  antes 
hecha,  expresada  y  declarada,  y  de  hoy  en  adelante  reconoce,  entMM»- 
hre  de  didMS  misianeSy  liaber  recibido  los  mencionados  bienes.» 

En  consecuencia,  yo  digo  que  st  el  testamento  de  Villapaentef  con* 
siderado  técnicamente,  faé  una  translación  de  dominio  hecha  á  las 
misiones  de  las  Californias  fundadas  y  por  fundarse,  ó  un  traspaso  á 
la  Compañía  de  Jesús,  ó  al  menos  tuvo  ese  carácter  considerado  co- 
mo un  traspaso  técnico,  ciertamente  fué  una  donación  ¿  las  misiones 
TtuTo  por  objeto  la  propagación  de  la  religión  Católica  Romana  en  las 
Californias  y  el  mantenimiento  y  extensión  de  esa  religión  en  el  mis* 
mo  país. 

Es  verdad  que  hay  una  cláusula  en  el  testamento,  hacia  la  cual 
llamó  la  atención  Sir  Edward  Fry,  pcu*  la  que  se  autoriza  que  losbie* 
nes  sean  desviados  de  su  objeto  en  una  contigencia  dada.  Trataré  de 
esta  cláosula  brevemente;  pero  estaraos  ahora  tratando  del  testamen- 
to para  esclarecer  qué  motivos  religiosos  impulsaron  á  los  donantes 
á  hacerlo.  Dejando  á  un  lado  por  el  momento  su  efecto  técnico  legal 
aiíontamos  que  es  evidente  que  el  objeto  de  los  donantes  y  de  todos 
los  que,  después  de  ellos,  contrihiiycion  al  Fondo  Piadoso  de  las  Cali- 
furuias)  filé  establecer  un  Tundo  |»ara  la  fundación  y  sostenimiento  de 
obras  piadosas  de  carácter  ( 'a tiMiro  romano  eu  las  Californias. 

De  paso  diré  (|ue  ante  el  nntei  ior  Tribunal  de  Arlalraje  se  alcíi»'*  por 
parle  nuestra  que,  de  acuerdo  con  las  leyes  do  México,  cada  Obispo, 
(•ura,  monasterio,  liospitrd  é  institución  rrliuMosa  que  tenía  porsonali- 
dad  lejrnl.  era,  con  arrejilo  á  la  ley,  una  { k)rp*u'ar'i<Mi  y  tenía  derecho 
á  recibir  traspasos  de  bienes  raices.  La  misma  iornia  del  testamento 
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de  Vitlapuente  presta  apoyo  á  este  respecto.  La  cláusula  habendum 
dice:  «para  que  lo  tengnti  y  conserven  dichas  misiones.»  En  Tistade 
estos  hechos  puede  decirse  técnicamente  que  el  traspaso  fué  hecho  á 
las  misiones. 

Sin  embargo,  no  es  imporlantc  para  e\  presonte  caso  que  esto  swió 
no  cierto.  No  puííde  esperarso((no  eslomos  (mi  aptitiid  do  buscar  el  orijirii 
de  cada  porción  de  los  bienes  de  este  «/ra  ii  Fondo  bis  t(  ir  i  cu,  que  compren- 
de bienes  acumulados  de  la  tii.iiiei  a  ([uo  he  trntado  de  detallar,  con  el 
inisnu»  (íiicadotKuniento  prtM-i-^o  de  títulos  con  d  cual  los  dueños  de  los 
bienes  riunalau  o!  título  de  sus  propiodadcs.  j*!n  ol  antiM-ior  Tribunal  no 
procuramos  l)US'\areI  oripen  dolos  lílul.»s  «UmsIc  modo,  ni  ahorn  trata- 
mos do  hnnorlo  auto  este  Trib»ui;*l.  í  ;oni|)i'ol)anios  á  satisfaof'¡<')n  del  an- 
terior Tfibunal,  ol  inijiorte  y  valor  del  Fondo  en  24  de  Octubre  de  18-Í2. 
Sobro  esta  prueba,  complofadn  con  algunas  otrns  dofjpubiertas  desdo 
entonces  y  do^pué-;  de  todo  sujeta  al  efecto  concluyeute  del  Juicio  del 
anterior  t  ribunal  de  Arbitraje,  sometemos  este  punto  de  nuestro  caso 
al  presente  Tribunal. 

Llegamos  ahora  á  la  proposición  de  que  el  te-stamento  do  \' iUapuente 
es  el  fundamento  de  osle  Fondo.  Entiéndase  esto  en  sentido  puramen- 
te histórico,  no  técnico. 

Recordad  que  desde  la  expulsión  de  los  jesuítas  hasta  el  decreto  de 
24  de  Octubre  de  1842.  todos  los  bienes  comprendi<los  en  el  testaijien- 
lo  de  Viliapuente  j  de  Hada,  fueron  sin  interrupción  dedicados  á  ios 
fines  que  los  donantes  les  designaron  en  m  testamento,  así  es  que  la 
principal  intención  del  testamento  filé  cumplida. 

Sólo  una  cláusula  no  había  tenido  efecto. 

Los  jesuítas  no  ejercieron  el  poder  que  se  les  dió  en  el  documento, 
y  que  podían  ejercer  en  una  contingencia  dada. 

Permitidme  que  lea  la  cláusula. 

Se  previene  en  el  testamento,  Tramcrtjtf^  pág.  106,  que: 
«En  caso  de  que  la  venerable  Compañía  de  Jesús,  voluntariamente 
ó  por  compulsión,  abandonare  dichas  misiones  de  las  Californias,  ó 
(lo  que  Dios  no  permita)  los  naturales  de  aquel  país  se  rebelaren  ó  apos' 
tatasen  de  nuestra  santa  fe,  ó  en  cualquiera  otra  contingencia  seme- 
jan  le.  entonces,  y  en  tal  caso,  se  deja  á  la  discreción  del  Reverendo 
Padre  í  Vovincial  de  la  Compañía  de  Jchús  en  esta  Nueva  España,  quien 
lo  sea  en  ese  tiempo,  aplicar  los  productos  do  dichos  bienes,  sus  ren- 
tas y  aprovechamientos,  á  otras  misiones  en  las  partes  no  descubier- 
'ta.s  de  esta  América  del  Norte.» 
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La  cláusula  autoriza  para  que  los  bienes  previamente  dedicados  á 
las  misiones  de  California^  sean  inyertidos  en  cualquiera  otra,  de  tal 
manera  que  envolvió  la  continuada  existencia  del  Padre  Provincial  de 
!a  Compañía  de  Jesús  <en  esta  Nueva  Kspaña.»  En  otros  términos,  el 
retiro  obligatorio  por  el  cnal  dicho  fimcíonario  de  la  Compañía  de  Je- 
sús <eu  esta  Nueva  España»  debía  ejercer  estas  funciones,  no  impli- 
caba un  retiro  llevado  á  cabo  por  la  completa  supresión  de  la  orden 
y  la  consecuente  destrucción  de  todas  sus  funciones  eclesiásticas.  Por 
tanto,  stosdetenéis  á  considerar  sóbrela  simple  palabra  «compulsión», 

cierto  que  la  contingencia  tuvo  luí,'ar,  porque  podcis  dccip  que  ios 
jesuítas  abandonaron  Jas  misiones  por  compulsión,  pero  no  las  aban- 
'lonaron  jíor  la  compulsión  de  los  autores  del  testamento,  quienes  pre- 
sumieron el  abandono  de  las  misionas  y  la  existencia  de  la  Compañía 
como  un  hecho  cdoxistoiitc.  Sin  embargo,  desde  1773,  el  licverendo 
Padro  rruviiiciiil  *dc  esta  Xuova  Kspafia.»  no  podría  existir,  porque 
ia  orden  fué  desterrad  i  ile  í<m1i)>  los  iloüiiuios  españoles,  ni  podría 
existir  en  parte  alguna  del  globo,  porque  la  orden  misma  había  sido 
suprimida. 

Km  consecuencia,  el  pritiuM-  p:iiit«»  (pie  presento  con  respecto  á  la 
t'htiisula  (  ¡taílaes  que  la  <  (nitinííen«;ia  que  en  ella  se  menciona  jamás 
lüvo  lujrar,  ni  dentro  del  espíritu,  ni  dentro  de  la  letra  del  testamen- 
l't.  La  función  y  oficio  de  todas  las  cortes  y  tribunales  encargados  de 
establecer  el  verdadero  sentido  é  intención  de  un  instrumento,  es  tra* 
tar  de  colocarse  ellos  mismos  en  la  posición  de  los  dtmantes. 

Si  nos  colocamos  en  la  pcísición  ocupada  por  losotoi^antesdel  testa" 
mentó  Viliapuente  en  la  época  de  su  ejecución,  veremos  seguramente 
'  que  ellos  consideraron  el  abandono  do  las  misiones  por  ios  jesuítas, 
solamenle  en  virtud  de  aquellas  circunstancias  que  envolvierttn  ta 
continuada  existencia  de  la  orden  en  Nueva  España,  y  su  continuada 
existencia  como  orden  religiosa  de  la  Iglesia  Católica  Romana.  Esas 
circunstancias,  tales  como  actuni mente  se  traslucen,  envolvieron  el 
destierro  de  la  Compañía  de  Jesús  de  los  dominios  españoles,  en  virtud 
de  un  real  decreto,  y  la  supresión  de  la  orden  por  bula  del  Pnpa.  Es 
evidente,  por  tanto,  que  la  emergencia,  tal  como  era  considerada,  no 
(uto  lugar. 

Antes  de  pasará  tni  segundo  punto,  llamo  particularmente  Inaten- 
ción sobre  la  circunstancia  de  que,  por  el  testamento,  los  jesuítas 
sólo  estaban  autorizados  para  distraer  los  fondas  que  hubieran  esta* 
do  ya  dedicados»  á  las  misiones  de  las  Californias.  El  Fondo  había  sido 
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ya  dadoá  las  misiones.  El  poder  conferido  á  los  jesuítas  era  para  vol- 
ver á  tomar  la  donación.  Esto  se  desprende  de  las  palabras  del  iesU« 
mentó:  «Para  que  lo  tengan  y  conserven  dichas  misiones.»  Doy  par- 
tícular  importancia  á  estas  palabras,  en  nusón  de  que  ellas  demaestraa 
que  la  donación  fué  hecha  á  las  misiones  de  California.  La  cuestión 
de  si  el  traspaso  fué  ejecutado  técnicamente  como  una  cesión  ó  como 
un  traspaso,  carece  de  importancia.  Haciendo  á  un  lado  los  tecnicismos, 
es  evidente  que  la  donación  de  Villapuente  y  Rada  fué  hecha  á  bu* 
misiones  de  las  Gálífornias,  y  que  solamente  quedaría  abolida  por  el 
ejercicio  de  un  privilegio  dado  á  un  jesuíta  en  particular,  y  ejercitable 
este  privilegio  sólo  en  una  contingencia  dada '^contingencia  qae,p 
lo  he  argüido»  nunca  ocurrió  dentro  de  la  letra  ó  el  espíritu  del  iva- 
trámente. 

Supongamos,  sin  embargo,  que  la  contingencia  tuvo  lugar;  supoo^ 
gamos  que  las  circunstancias  fueron  como  el  Marqués  de  Villapuente 
las  tuvo  en  cuenta;  entonces  la  persona á cuya  discreción  se  encomen- 
dó que  los  foiulos  do  las  inisionos  de  California  t'iieraii  desviadas  pan 
otras  misiones,  debía  ser  evidciitemeiilccl  «Keverciido  Tadrc  Provin- 
cial de  la  Compañía  de  Jesús  en  Nueva  España.  Pero  ese  «Reverendo 
Padre  Prov¡n<'ial  de  Nueva  España  ^  no  existió.  No  ])odía  existir  en 
t-spafia  por  razón  del  real  decreto;  ni  podía  oxislir  nn  nin^nma  parto 
del  mundt),  porque  él  y  sn  orden  habían  sido  suprimidos  por  bul;i 
pontifical,  y  su  título.  podíM-es  y  <»ior(*irió  liabían  cesado  de  existir.  Kii 
suma:  El  primer  punto  (¡uo  he  fonnulnil.  i  <  -  que  la  contiü^^eiícia  nun- 
ca tuvo  lu^ar;  y  se^nmlu,  que  si  la  eoníiti^íencia  ocurrió,  el  poder  no 
pudo  haber  sido  ejercido,  porque  las  condiciones  lo  habían  hecho  im- 
posible. 

Mi  tercer  punto  es  que  si  la  contingencia  ocurrió,  y  si  el  poder 
pudo  haberse  ejercido,  los  jesuítas  habían  abandonado  el  derecho  ú 
ejercerlo  on  virtud  de  una  lar^^a,  no  interrumpida  é  inequívoca  regla 
de  conducta.  La  misma  doctrinada  prescripción,  que  se  obtiene  ene! 
derecho  civil  y  en  el  derecho  general,  ha  sido  sostenida  en  la  jaris- 
prudencia  de  algunas  naciones  por  la  licción,  que  se  deja  prevalecer 
aun  en  contra  de  los  hechos,  de  la  existencia  de  un  instrumento  ca* 
duco.  Un  individuo  que  ha  estado  largo  tiempo  en  posesión  no  mi^ 
rrumpida  de  una  propiedad,  tiene  derecho,  además  del  que  le  da  el 
título,  á  la  presunción  de  que  le  ha  sido  donada  por  el  ultimo  á  quien 
se  legó  el  título  legalmente. 

Mt  cuarta  proposición  es  que  la  facultad  para  distraer  el  Fondo  fué 
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conferida  personalmente  á  los  jesuilas;  que  debía  ser  ejercida  por  de- 
terminado religioso  y  autoridad  monástica,  y  que  debía  ser  ejercida 
por  una  persona  que,  por  razón  de  sus  oficios  religiosos,  hubiera  ob< 
tenido  en  alto  grado  la  confianza  del  Marqués  de  Villapuente.  Si  hu- 
bo en  el  siglo  dieciocho  algún  de>roto  religioso,  me  aventuro  ¿  decir 
que  éste  fué  el  Marqués  de  Villapuente.  Encontraréis  en  este  expe- 
diente, comenzando  al  principio  de  la  pág.  lOi),  un  bosquejo  histórico 
de  su  TÍda.  Veréis  allí  que  el  motiro  dominante  por  el  cual  su  vida 
pareció  animada,  fué  un  motivo  religioso.  Este  mismo  lo  alienta  en 
cada  línea  de  su  testamento.  Cuando  traspasó  sus  propiedades  con- 
lióon  la  honradez  de  los  donatarios,  y  estipuló  que  los  jesuítas  nunca 
serían  llamados  auto  ninguna  curio  ó  tribunal,  odesiásticos  ó  civiles, 
á  rondir  cuentas  hohro  la  debida  administración  do  estos  bienes.  Aca- 
so domostrt)  más  adelante  tjne  su  donación  ó  cesi(')n  á  los  jesuítas,  con 
facultades  para  desviar  osos  bienes,  fué  de  carácter  personal,  y  cuando 
olios,  inir  razón  de  la  supresiini  j)onliíical.  estuvieron  incapacitados 
para  •-jcicerla'*.  el  resultado  fué  que  estando  la  prupiedaddonada  ya 
á  las  misiones  de  California,  ó  para  ({ue  la  disfrntarnn  las  mismas,  no 
¡Hxlrírui  ser  ejercidas  esas  íacnllrnles,  según  las  rendas  que  el  derecbo 
•  ofiiún  exige  para  (|ue  vuelvan  á  su  destino  los  bienes  por  violación 
lie  las  cundiciones.  E\  doDalivo  hecbo  en  virtud  del  testamento  de 
Villapuente  no  requería  en  |)rimera  iaataocia  la  intervención  de  los 
io«<iiítas.  l'ué  un  donativo  hecho  en  primer  lugar  á  las  misiones,  con 
derecho  conferido  á  los  misioneros  para^ercer  una  facultad,  no  pata 
d  engrandecimiento  de  los  jesuítas,  ni  para  su  beneficio  y  provecho, 
^ino  que  era  un  derecho  que  debía  ejercerse  por  ellos  conforme  á  su 
discreción. 

Temo  que  estas  consideraciones  envuelvan  un  punto  demasiado 
técnico  para  este  caso  ante  este  Tribunal.  La  historia  de  este  Fondo 
se  hizo  por  haberse  tratado  acerca  del  mismo,  tres  cuartos  de  siglo, 
por  dos  Gobiernos,  y  confiamos  en  ese  hecho  por  el  convenio  de  1842. 
Según  entendemos,  no  es  necesario  que  nuestro  caso  sea  tratado  en 
una  forma  puramente  técnica.  Todas  estas  consideraciones,  sin  em- 
bargo, nos  conducen  á  ver  el  ^aso  á  la  luz  de  la  verdad,  y  siendo  es- 
to aát,  claramente  podremos  comprender  lo  que  la^justicía  reclama. 

Hemos  hablabo  ya  de  cuatro  i)roposiciones  en  relación  con  la  cláu- 
sula del  testamento,  por  la  cual  los  jesuítas  estaban  autorizados  á  dis- 
traer el  Fondo  en  otras  misiones.  La  quinta  es  sobre  si  la  contingen- 
cia tuvo  lugar,  ni  la  facultad  subsistió  pero  no  pudo  ser  ejercida  por 
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los  jesuitas)  j  si  dicha  facultad  fué  pasada  á  la  Corona  de  España, 
nunca  se  ejerció  para  desijpiar  á  otras  misiones.  AI  contrario,  ano  de 
los  primeros  reales  decretos  reconoció  y  confirmó  la  dedicaeiÓQ  dee:$> 
tas  propiedades  á  las  Californias,  y,  como  he  tenido  ocasión  de  repe- 
tir tres  ó  cuatro  veces»  en  todos  los  decretos  oficiales  y  actos  legisla- 
tiros  de  estos  dos  gobiernos,  desde  poco  después  de  la  expulsión  de 
los  jesuítas,  hasta  1848,  el  título  oficial  de  estos  bienes  fué  *  El  Fondu 
Piadoso  de  las  Californias.» 

El  Sr.  Asser. — Comprendo  muy  bion  vuestra  primera,  se<íunda. 
cuarta  y  quinta  proposiciones  eonceriiientes  á  este  punto:  j)oro  en 
cuanto  á  la  tercera,  me  sería  muy  iiialo  teiitT  algunos  informes  más. 
¿Oué  quert  is  tiecir  en  lo  relativo  al  tercer  punto? 

El  Sr.  Mc.Enerney. — lie  dicho  ya  que  se  rcíiero  á  que  los  jesuíta^ 
abandunaron  su  derecho. 

El  Sr.  Asser. — ¿l'or  (jur  medios? 

El  Su.  Mc.Enernijy. —  i^or  ufin  Inr^n.  ininterrumpida  é  inequivuc;» 
renuncia  á  rorlnmarlo,  í.os  jo-uítas  luci'ini  rcsl¡tiiído«  en  181i  p<>: 
Pío  Vil.  Drydc  áípiella  época  haii  constituido  una  orden  •  <'losiá«!h'"' 
Con  motivo  del  tallo  del  anterior  Tribuna!,  ellos  re^  ihieroit  "'(ir.ose 
(  oiiifirohó  por  la  declaración  presentada  ahoni  en  respue>La  a  una  in- 
terpelación de  México,  en  virtud  do  una  división  hecha  por  la  Santa 
.Sede,  para  ser  dedicada  rí  la  propagación  de  la  religión  en  las  Cali- 
fornias, la  mitad  de  $40,000,  esto  es,  ^  2U,(  >00. 

Los  jesuítas  sabían  que  tenían  e.sta  facultad  de  designación.  Su  alxv 
irado  recibió  de  lo»  donan  tr  s  el  le- (amento  (Tr.  108).  Desde  su  resti- 
tución corno  orden  reli<;iosa  de  la  l<;le:jia,  nunca  hicieron  reclamaciÓD 
alguna  al  Tondo  Piadoso.  A  más  de  esto:  no  es  necesario  probar  que 
la  iglesia  Católica  Homana,  como  existe  en  todo  el  mundo,  es  una  igle- 
sia pontifical.  La  Santa  Sede  es  la  cabeza  y  está  al  frente  de  ella.  £» 
el  poder  legislativo,  judicial  y  ejecutivo  de  la  Iglesia.  Todas  las  óide* 
nes  ecIesíAKticas  e^tán  subordinadas  á  ella.  Dichas  propiedades  lum 
pasado  á  la  administración  de  otras  órdenes  y  de  otros  funcionario» 
de  la  Iglesia,  con  permiso,  necesariamente,  de  la  Santa  Sede.  Cuando 
el  Papa  nombró  á  Francisco  García  D;ego,  primer  Obispo  de  Califor* 
nia,  lo  hizo  como  resultado  de  una  solicitud  del  Gobierno  niexic»no. 
El  Gobierno  entonces  entregó  al  Obispo  el  Fondo  Piadoso,  que  ante- 
riormente habían  administrado  los  jesuítas.  Se  consideró  que  los  je- 
suítas consentían  en  esta  disposición,  no  sólo  porque  no  hicieron  ftlh 
jeción  alguna, sino  tam  bién  por<  }ue  estaban  obligados,  por  la  constiiocióii 
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de  la  Iglesia  á  que  pertenecían ,  á  prestar  obediencia  á  la  cabeza  de 
dicha  Iglesia,  sa  superior  eclesiástico»  el  Obispo  de  Roma. 

(Se  levantó  la  sesión  y  se  citó  para  el  tunes  22  de  i^ptiembre  á  las 
diez  de  la  mañana.) 

Quinta  Sesión. 

Lunes  22  de  SepUembre  de  1902  (en  la  rnunana.j 

Kl Tribunal  se  reunió  á  las  diez,  enhuifio  presentes  todos  los  Arbitros. 

El  Skxor  IMiL.siULMK. — Tiene  la  palabra  el  Secretario  General  para 
leer  el  acta  de  las  sesiones  anleriiHes. 

El  Seno»  SEcru.TAitio  (Irnrkal. —  (Da  lectura  al  acia  de  las  sesio- 
nes del  IT)  y  17  do  Sei>lieüd>re  de  1902.) 

El  SpÑnR  Pki.^ídrnte. — Tiene  la  palabra  el  Abogado  de  los  Estados 
Inidüs  de  Améi  ira. 

El  Sr.  Hr^RRNAiiK t. — l'ido  ia  ¡lalabra  para  hacor  una  observación 
de  importancia  muy  secundaria:  poro  sobro  la  cual  creo  que  ostare- 
Mios  de  aonrrdo.  que  ol  expediente  depositado  por  los  K'^lados  Uni- 
dos es  en  realidad  un  expediente  común,  tal  como  liabía  sido  con- 
renido  en  Washington;  i>or  consiguiente,  son  piezas  comunes  reu- 
nidas por  una  de  las  partes,  pero  concerniente  á  las  dos.  l*arecía  que 
algunas  pidabras  de  lo  que  ba  leído  el  Señor  Secretario  General  ha- 
brían podido  despertar  sobre  esto  alguna.^  dudas,  y  este  es  el  motivo 
de  mi  observación. 

El  Sfij^OR  pREsinBNTE. — Se  tomará  nota  de  esta  declaración.  Tiene 
la  palabra  el  Sr.  Ralston. 

El  Sr.  Rai:.ston. — Quizá  no  be  entendido  bien  todo  lo  que  dijo  el 
Sr.  Beernaert. 

El  Sb^íor  Presidbnte. — (Explica  lo  que  dijo  el  Sr.  Beernaert*} 
El  Sr.  Ralston. — Seguramente,  seguramente. 
El  SbSor  Presidente.— Tiene  la  palabra  el  Abogado  de  los  Esta- 
dos Unidos. 

El  Sr^McEnerney. — Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros:  Con 
ias  consideraciones  que  tuve  la  honra  de  someter  á  vuestra  atención 
el  miércoles  último,  había  concluido  la  discusión  de  tres  de  mis  pro- 
posiciones. 

1.  «El  Fondo  Piadoso  de  las  Californias»  tuvo  una  ininterrumpida 
y  generalmente  reconocida  existencia  desde  1097  hasta  la  cesión  de 
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la  Alta  California  á  los  Estados  Unidos,  hecha  por  México  en  Tírtttd 
del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  de  2  de  Febrero  de  1848. 

2.  En  ningún  tiempo,  durante  su  existencia,  comenzando  en  1667 
y  continuando  hasta  et  2  de  Febrero  de  1848,  fué  considerado  <Q 
Fondo  Piadoso  de  las  Californias*  de  otra  manera  que  como  nn  fondo 
en  fideicomiso.  Con  este  carácter  fué  continua  y  repetidamente  reco- 
nocido, primero  por  España  y  después  por  México. 

3.  El  objeto  administrativo  del  «Fondo  Piadoso  de  las  Californias» 
fué  durante  su  existencia  la  conversión  de  los  naturales  de  las  dos  Ca- 
lifornias, la  Alta  y  la  Baja,  y  el  establecimiento,  mantenimiento  y  ex- 
tensión de  la  Iglesia  Ctitólica,  su  religión  y  culto  en  aquel  país.  Este 
objeto  fué  reconooido  de  conformidad  por  México. 

Después  do  haber  concluido  la  consideración  de  estas  tres  proposicio- 
nes, entré,  cuando  el  TiilMitMl  .suspendió  su  sesión  para  reunirse  el 
iinrM*('olo<  riltiiiio,  á  la  cou-idoración  relativa  al  roiitacto  y  relación 
que  la  ('.ünn);iñín  do  .íesús  tenía  cuii  el  Fomlo  (iosdo  la  expulsión  y  su- 
presión de  la  ( ".oiiipanía  y  después  de  esos  aconleciinientos.  prupo-^;- 
ción  que  ho  íoi  iuiihido  ya  desde  aquella  sesión  y  que  deseo  expresar 
de  la  manera  siiiuienlo: 

4.  í.a  r.otnpnñia  do  .lo^ú.s  tío  ha  estado  ou  posesión  de  las  propie- 
dades del  Fundo  l'iadíjso  dnsdc  177?^  ni  hn  tiMiido.  do-^do  aquella  épo- 
ca ninjjfún  interés  en  él.  de  manera  quo  lud>iera  intoi  vonido  en  el  de- 
recho le^al  ó  moral  de  los  Kstados  Unidos  de  América  para  demandar 
de  México  el  fallo  que  aquí  se  persi^rue. 

.  Traté,  en  el  curso  de  las  consideraciones  que  he  tenido  la  honra  de 
someteros,  de  establecer, con  relación  á  esta  proposición,  lo  siguiente: 

(a)  Lñ  contingencia  mencionada  en  la  citada  cláustda  del  testa- 
mento Villapuente  no  ocurrió,  ni  dentro  de  la  letra  ni  dentro  del  es- 
píritu de  ese  traspaso. 

(bj  La  facultad  otorgada  al  « Reverendo  Padre  Provincial  de  la 
Compañía  de  Jesús  en  eeta  Nuwa  Espaiki  *  para  distraer  los  ingre- 
sos de  los  bienes  en  favor  de  misiones  en  otras  partes  del  mundo,  no 
tuvo  efecto  desde  el  destierro  y  supresión  delosjesuíla8(1767yl77% 
por  faltadel  religioso  designado  para  ejercer  esa  facultad.  Desde  1773 
no  hubo  padre  provincial  en  España,  ni  en  ninguna  otra  parle,  ni  ha- 
bo  jesuítas  ni  misión  de  jesuítas  en  todo  el  mondo. 

C c)  La  Compañía  de  Jesás  renunció  á  su  derecho  en  virtud  de  no 
haber  presentado  nunca  reclamación  para  usar  de  él. 
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(d)  La.  facultad  era  religiosa  por  su  naturaleza  y  conferida  perso- 
nalmente á  los  jesuítas. 

Y,  en  el  momento  en  que  se  levantó  la  sesión  del  Tribunal,  había 
yo  llegado  al  quinto  punto  y  lo  había  puesto  á  discusión,  el  cual  es: 

( e)  Si  la  contingencia  prevista  en  el  testamento  no  ocurrió,  y  si  la 
facultad  para  distraer  los  fondos  no  fué  conferida  personalmente  á 
la  Compañía  de  Jesós»  sino  riue  subsistió  y  fué  pasada  de  nuevd  á  la 
Corona  de  España,  responderemos  entonces  que  la  facultad  para  dis- 
traer esos  fondos  de  las  misiones  délas  Californias  para  las  misiones 
de  otras  partes  del  mundo  no  fué  nunca  ejercida  por  Elspafia.  Alcon- 
trariOf  la  dedicación  de  los  bienes  como  un  fondo  para  el  manteni- 
miento de  las  mi«iones  en  las  Californias  fuó  repetidas  veces  conlir- 
madapor  Es|)aña,  y  lo  ¡a  fa<  iiltad  jiara  desviarlas  á  otras  partes  del 
mundo  fu»' renuiu^iada  y  ahaiidoiiada.  l^fotílivamente.  los  primeros  rea- 
les decretos  de  España  quo  siirnicrou  al  destierro  de  los  josnítas  roco- 
noeieron  y  afirmaron  In  dedicucion  de  los  bienes  ai  soslcninuenlo  de 
las  misiofics  de  las  Californias. 

La  misma  división  de  las  misionos  entro  los  Iranoisoano.s  y  los  do- 
ininif'os.  hacia  la  cual,  cuando  tuvo  m-asitui  df  relVi  irmo  á  ella,ro«rnó 
que  se  jm^iera  e-|)Orial  atención,  en  rw/.ñu  de  (jin;  trataba  de.sdw  eii- 
tüacos  de  fonmdar  !a  proposición á que  lie  lli'^ado.  K-a  proposición  e> 
que  la  rnisnia  división  de  las  misiones  t'iitre  los  franciscanos  y  los  do- 
minicos, heciia  con  el  consentimiento  y  aprobación  de  la  Corona  de 
f>paña,  y  por  orden  de  ella,  y  el  completo  tratamiento  del  problema 
ae  las  misiones  en  la  Alta  y  la  liaja  California  por  España,  estuvieron 
íiasados  en  la  idea  de  que  el  Fowlo  PícvIoho  pertenecía  á  las  misiO" 
W8  de  las  Californias.  Si  este  Kondo  no  hubiera  sido  considerado 
por  España  como  un  fondo  para  el  soslenimieuto  de  las  misiones  de 
las  Californias,  Alta  y  Baja,  esas  misiones  necesariamente  hubieran 
tenido  que  ser  almndonadas. 

Hubiera  sido  imposible,  sin  la  dedicación  de  estos  fondos  á  las  mi* 
siones  de  California  por  los  franciscanos  ó  los  dominicos,  haber  lie* 
Tado  á  cabo  esa  obra.  El  mismo  arreglo  de  España  para  la  división  de 
las  misiones  entre  los  franciscanos  y  los  dominicos  fué,  en  virtud  de 
estas  circunstancias,  una  reaftrmación,  por  aquel  país,  de  la  dedica- 
ción de  estos  bienes  á  las  misiones  de  las  Californias. 

Paso  ahora  al  sexto  punto,  que  es  el  siguiente: 

(f)  El  testamento  de  Villapuente,  en  el  cual  esta  facultad  se  reser- 
TÓ  á  los  jesuítas,  constituía  sólo  una  parte  del  Fondo  Piadoso,  y  por 
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el  curso  de  la  historia  y  con  la  intorvención  y  disposiciones  de  losdgs 
gobieraos»  el  de  España  y  el  de  México,  los  bienes  de  Villapuente  t 
de  Rada  fueron  mezclados  con  los  otros  bienes  del  Fondo,  y  portre^ 
cuartos  de  siglo  (desde  1768  á  1842)  todos  estas  bienes  fueron  eom- 
derados  como  consUtutiTOs  del  «Fondo  Piadoso  de  las  Californias.* 
fondo  dedicado,  como  su  nombre  lo  indica,  á  obras  piadosas,  que  df- 
bíarí  ser  llevadas  á  cabo  en  las  Californias. 

Paso  abora  al  séptimo  punto  que,  de  una  manera  vaga,  tuve  oca- 
sión de  esbozar  ante  el  Tribunal  el  miércoles  último.  ISa  el  siguiente: 

g.  Recordará  la  Corte  que  las  órdenes  religiosas  de  la  Iglesia  Cató- 
lica Romana  no  son  .simplemente  cuerpos  que  existen  por  sí  solos.  Cada 
una  de  ellas  está  adscrita  á  la  Santa  So«io  do  muí  manora  [lartieular 
y  esa  Sede  es  para  cada  una  do  ellas  el  su¡)Oi  ior  oxtreiiio.  Lan  levís 
de  la  Santa  Sede  «'on  rospooto  á  las  funciones  do  una  urden  particu- 
lar no  solamente  liciion  la  autoridad  general  reconocida  j'i  la  Sede 
llouia  por  l(»s  cah^licuá.  sino  {}uc  ti<»nen  tanibirn  au|i>rida  1  particular  ; 
y  pueden  sr^r  con.sideradas  como  h  yes  de  la  orden  misma,  por  lascoo*  j 
sideraciones  que  más  adelante  formulare,  j 

En  la  historia  general  de  las  órdenes  reli^iiosas,  in  luyendo  la  deli  | 
Compañía  de  Jesús,  no  «c  oncuenli-a  execpon'in  al;:iina  á  la  regla  de 
que  todas  ollas  roconoiícn  esta  autoridad  particular  de  la  Santa  Sode.  l 
y  su  consecuente  sumisión  á  los  mandatos  de  ésta,  como  condición  no-  ¡ 
ccsaria  para  su  propia  existencia.  V  no  necesitamos  detenernos  á  Ira-  i 
tai*  sobre  ésto  más  que  un  moTucnto,  ]>nrque  como  ellas  existen  en  | 
virtud  d<'l  permiso  expodido  por  la  Santa  Sede,  su  consecuente  sumi- 1 
sión  á  la  autoridad  de  ésta  es  una  condición  fundamental  para  la  ex^- ' 
tenciade  las  órdenes  religiosas  dentro  del  palio  de  la  Iglesia  Catóiira . 
Romana.  En  conclusión,  de  este  principio  universalmente  admitido  | 
se  deduce  que,  aunque  las  órdenes  ó  permisos  de  la  Santa  Sede  en  el ! 
caso  de  una  orden  religiosa,  se  presnma  que  son  dispoeiciones  de  aquf-  ¡ 
lia  misma  orden^  no  podría  aducirse  mejor  ejemplo  de  este  principio  | 
que  el  de  la  sumisión  de  los  jesuítas  á  la  bula  papal  de  1773,  por  el 
cual  esa  orden  fué  suprimida. 

Llegado  ya  el  momento  de  aplicar  esos  principios  establecidos  en 
abstracto  á  nuestro  caso  concreto,  diremos  que  los  franciscanos  y  \w 
dominicos  no  habrian  aceptado  la  administración  de  las  Misiones  de 
las  Californias  sin  el  consentimiento  de  la  Santa  Sede,  consentimien- 
to que  los  jesuítas  (no  suprimidos  todavía  cuando  las  Misiones  pasa- ' 
ron  á  aquellas  manos)  debieron  considerar,  en  virtud  del  principio arri* ' 
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ha  euuociaiio,  como  coíta  indispensable.  La  SunUi  Sede  permitió  ¡i  los 
franciscanos  y  á  los  dominicos  hacerse  c&rgo  de  las  Misione^'  di'  las 
('^liforuias.  La  .Santa  Sodo  permitió  ((uo  esto  se  hiciera  en  virtud  de 
la  misma  noción  fundamental  de  latidelidad  de  las  órdenes  religiosas 
;i  la  Santa  Sede,  debiendo  Uerar  consigo  ese  acto  el  consentimiento 
de  los  jesuítas* 

La  misma  idea  se  ve  en  todos  los  actos  subsecuentes  autorizados  ó 
permitidos  por  la  Santa  Sede  en  relación  con  la  administración  de  las 
misiones  y  la  aplicación  del  Fondo  Piadoso  de  las  Californias  á  su  ob- 
jeto. Es  asimismo  evidente  que  como  el  Arzobispo  y  el  Obispo  de  Ca- 
lifornia estuvieron  autorizados  para  presentar  la  reclamación  como  lo 
hicieron  ante  el  anterior  Tribunal  de  Arbitnge,  la  validez  de  esa  re- 
clamación estuvo  implícitamente  concedida  por  la  Compañía  de  Jesús, 
la  que  convino  en  ella.  Otra  prueba  de  esta  aquiescencia  es  la  acep- 
tación, por  la  Com[)aaía  de  Jesús,  de  la  suma  de  $20,000,  en  virtud 
de  la  división,  hecha  por  la  Santa  Sede  el  4  de  Marzo  de  1877,  de  la 
suma  recobrada  en  el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje. 

La  presente  reclamación  hecha  ante  este  Tribunal  por  los  Estados 
1  nidos  de  América  en  favor  del  Arzobispo  y  del  Obispo  de  California 
obrando  éstos  necesariamente  con  el  permiso  de  la  Santa  Sede)  debo 
presumirse  que  lia  sido  hecha  con  el  consentimiento  activo  y  [clsívu 
(le  la  Cunípaiiía  de  Jesús.  Y  debe  presumirse  además,  foino  parle  de 
esta  conclusión,  que  cualquier  aclu  de  esa  (lompania.  noces.'irio  j):ira 
perfeccionar  esta  i'eclainación.  lia  sido  ejecutado  pur  dicha  (^inipauía. 

En  otras  palabras.  debc«  presumirse,  cw  vista  de  esas  cireiuislaneias, 
que  si  cualquiera  acütud  dt'biera  tomarse  [)or  los  je-uítas  p:ira  hacer 
efectiva  la  reclauiacituj,  eso  ha  sido  ya  hecho  cu  lie!iii)()  oportuiiu  por 
la  referida  Compañía.  No  es  é-to  un  nuf  vo  principio  de  jui  isprudencia 
que  se  liaíia  valer  ante  un  tribunal  judicml,  porque  está  en  perfecta  an;i- 
logía  cnn  la  presiuición  de  un  naciente  privilegio  perdido,  establecido 
en  el  derecho  de  Inglaterra  en  ai^oyo  de  un  titulo  por  ocupación. 

Deseo  referirme  brevemente  á  la  Ley  de  Prescripción,  de  Herbert, 
ensayo  que  obtuvo  el  premio  de  Yorlc  en  la  Universidad  de  Cambridge, 
en  1890. 

Leeré  algunos  cortos  pa:^jes,  comenzando  en  la  pág.  12  y  terminan- 
do en  la  20. 

Aparece  que  para  substentar  un  título  por  prescripción,  de  acuerdo 
con  las  leyes  inglesas,  en  la  primitiva  historia  de  las  mismas,  era  ne- 
cesario al  reclamante  del  titulo  demostrar  la  ocupación  durante  el  pe- 
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ríodo  legal  lijado  en  la  jurisprudencia  inglesa,  esto  es,  desde  antes  de 
la  época  de  Ricardo  I  ó  sea  el  año  1189.  Vino  después,  con  la  evolu- 
ción de  la  ley  inglesa,  la  estipulación  de  que  esta  necesidad  estaba  sa< 
tisfecha  probando  la  ocupación  por  veinte  años,  de  lo  cual  debia  pre- 
sumirse, á  foltade  otro  testimonio,  que  la  ocupación  había  datado  desde 
antes  de  este  período  de  tiempo  representado  por  el  año  1189. 

SiR  Edward  FRy.--¿No  es  éste,  quizá»  un  punto  demasiado  técni- 
co para  nosotros? 

El  Sr.  McEnbrnby. — No  lo  habríamos  considerado  necesario  para 
argttir  este  punto,  á  no  ser  por  una  pregunta  dirigida  por  Sir  Edvard 
Fry  al  Senador  Stewart,  durante  el  curso  de  su  alegato. 

Sir  Edwaru  Fry. — Solamente  os  hago  ver  que  es  un  punto  dema- 
siado técnico  para  este  Tribunal. 

El  Sr.  McEnernry.  —  Creo  qne  es  muy  técnico  y,  como  antes  he 
tenido  ücasiiKi  de  decirlo,  no  creo  que  ol  asunto  se  afecte  en  manera 
alRuna  por  oslas  consideraciones.  Me  resolví  á  someterlas,  sin  embar- 
co, con  uiotivo  de  la  prc^riinta  hecha  por  Sir  Edward  Kry  al  Seuador 
Stewarl.  Tcrmitinn''  

Sir  l'-DWAiti)  Küv  — N«>  es  mi  dc^oo  deteneros. 

Kl  Sm.  Mc.I  Imíiíni.v. — Xo  tftiií»)  t(ue  así  sea.  Me  alegro  niueiio  do 
que  hayáis  heclio  esa  indicación.  Os  lo  n<rradezco. 

El  Su.  Mc.E.nkrnky  í  ronlimiaii-lo  ).  —  Kstabipcc.-r  ahora  dos  funda- 
mentos y  en  .seguid:)  (•onlimiart''.  Dichos  íiuiflaineiitos  son  é^los: 

(//)  Los  frnnci*?(':iii')s  y  Ids  (idiniiiicos.  y  (icspnós  de  el!o«  el  Obii^po 
Diego,  sus  su''i'S()res  en  titulo  v  iutcioscs,  adquirieron.  ]i<»r  prescri}>- 
ción,  el  dcrc'  lio  de  los  jesuítas  con  el  consentimiento,  dado  oportu- 
namente, tanto  de  España  como  de  México. 

Y  finalmente: 

( ¿ )  £1  título,  .^i  lo  hubo,  y  cualquiera  que  fuese  su  carácter,  fué  aban- 
donado por  los  jesuítas,  no  importa  si  compulsoriamente  ó  no.  Y  el 
abandono  es  uno  de  los  medios  por  el  cual  puedo  perderse  el  título. 

Paso,  por  consiguiente,  á  mi  quinta  proposición  en  el  asunto,  la 
cual  es: 

5.  La  cuestión  de  si  España  ó  México  hubieran  distraído  el  Fondo 
para  otras  misiones  no  está  comprendida  en  este  caso  y  es,  por  tan- 
to, puramente  académica.  Si  se  sostuviera  tal  proposición,  podría  eo 
conclusión  contestarse  con  el  hecho  de  que  ni  Espada  ni  México  hi- 
cieron esa  desviación  del  Pondo,  y  ninguna  de  las  dos  naciones  al^ 
el  derecho  de  hacerla. 
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Con  relación  á  ente  punto,  saplico  que  pongáis  atención  á  un  argu- 
mento hecho  ante  el  anterior  Tribunal,  que  se  halla  en  las  páginas 
75  á  76  del  Transcripta 

Dice  así: 

«Por  el  decreto  de  1842,  el  Gobierno  mexicano  había  tomado  para 
sí  los  bienes  particulares  dedicados  á  la  Iglesia  para  un  fin  especial, 
y  se  obligó  á  cumplirlo  pagando  ciertos  intereses  anuales.  ¿Puede 
haber  duda  de  que  la  Iglesia  en  California  tuvo  entonces  derecho  pa- 
ra recibir  del  Gobierno  este  pago  anual,  con  el  objeto  de  aplicarlo  á 
los  Unes  para  los  cuales  fué  creado  el  Fondo  on  su  origen?  No  encon- 
Iramos  nada  que  indique  en  aquella  época  la  iiitenci/m  do  repudiar 
esUi  obligación,  por  ningúr»  noto  directo,  ni  por  la  adopción  de  argu- 
mentos semejantes  á  los  encuniinadt».-»  abura  á  ese  (in. 

'Al  fonirario.  el  fiobierno  reconoció  so  adeudo  de  la  manera  más 
li'rrnal  y  solemne,  en  el  mismo  decreto  por  el  cual  colocó  en  sii  Tesó- 
la los  prodiiet(»s  de  estos  biíMies.  La  oblijxapión  asiunida  asíjior  México 
liácia  una  parte  de  sus  ciudadanos,  fué  tan  períeeta  y  válida  como 
-1  la  misma  hubiera  sido  (umtraí'ia  por  un  individuo.  No  se  altera  en 
liada  la  obli;iación  por  la  falta  de  pago  ni  por  el  hecho  de  que,  debido 
á  su  carácter  soberano,  no  había  manera  de  obligar  al  pago  por  me- 
liio  de  procedimientos  judiciales.  Ningún  juicio  puede  instituirse  en 
los  tribunales  del  pais  contra  los  Estados  Unidos,  y  sin  embargo,  su 
deuda  pública  constituye  una  obligación  tan  válida  como  si  pudieran 
invocarse  el  juicio  y  la  ejecución  para  obligar  su  pago.» 

Llamo  ahora  vur~tra  atención  hacia  la  respuesta  del  Sr.  Doyle,  que 
se  halla  en  la  pág.  47  del  Tranacript,  párrafo  VL,  dice: 

«En  vista  del  claro  reconocimiento  becfao  por  México,  en  el  decre- 
to de  Octubre  de  1842,  de  una  deuda  igual  á  los  productos  y  el  valor 
de  los  bienes  ingresados  al  Tesoro,  y  de  la  promesa  de  pagar  intere- 
ses de  los  mismos  al  6  por  100,  he  considerado  necesario  tomar  nota 
de  muchos  puntos  del  alegato  de  D.  Manuel  Azpíroz,  basado  en  datos 
muy  anteriores  á  aquella  fecha— tales  como  la  alegada  incapacidad 
de  la  Compañía  de  Jesús  para  adquirir  propiedades;  la  indicación  de 
que  sus  bienes  fueron  confiscados  á  su  expulsión  de  los  dominios  es- 
pañoles, y  (pie  el  Fondo  Piadoso  pasó  á  manos  del  monarca  como  una 
U  iuporalidad;  que  la  validez  de  la  constitución  del  Fondo  Piadoso 
requería  la  sanción  del  Papa;  que  parte  del  Fondo,  derivada  de  los  le- 
gados destinados  por  los  donantes  á  las  misiones  en  general,  no  era 
necesariamente  aplicable  á  las  misiones  de  Culiiornia  en  particular, 
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Yf  por  tanto;  fueron  incorporados  al  Fondo  Piadoso  de  Califomm;  las 
cuestiones  de  si  la  Iglesia  de  California  podría  haberse  quejado  fie 
que  los  fondos  destinados  á  la  propagación  del  Evangelio  habfan  sido 
(mientras  la  soberanía  de  México  se  extendía  por  todo  el  país)  dis- 
traídos para  las  misiones  en  otras  partes  de  la  República;  sobre  á el 
Fondo  Piadoso  hubiera  continuado  invertido  en  bienes  raíces  basta 
la  fecha  del  Tratado  de  Qtierétaro,  habría  sido  renlarmado  con  baen 
éxito  por  la  lírlesia  de  California,  quo,  en  virtud  del  Tratado,  perdió 
su  nacionalidad  mexicana,  etc..  etc., — porque  sosrún  me  parece,  nin- 
guna de  esas  cuestiones  puede  afectar  á  la  decisión  de  esia  reclatii-i- 
ción.  No  se  ha  disputado  que  los  jesuítas  recibieron,  de  hecho,  osta> 
donaciones  en  administración  i);tr;i  los  (ines  piadosos  (Icsi^iiados  por 
los  fiitHiadoios.  y  ni  la  fuerza  <)l)iiuMloria  de  la  adininistrn<'i<'»n  ni  \ú< 
derrcliMS  y  (>!)li;jariones  de  los  jesuítas  para  administrailas  íuetor 
nunca  discutidos  por  ]>paña  ó  por  México.  Tampoco  fué  discutida  la 
legalidad  do  las  adiciones  hechas  en  aquella  época,  y  hnn  permanecido 
así  df*sde  íMifonces  y  no  se  niejra  que  ¡Uí  IutIio  so  lii<'icron.  JjO  (nitfíf's- 
n'urin  (1(1  (iohhrno  if  la  de  iofios  los  tienUiH  ¿nffrcsaftos  tinranf» 
una  Idrtjn  serie  de  anos,  da  derecho  á  una  presunción,  <juris  ef 
fie  Jure,  >  de  qve  todo  eso  fué  hecho  c4>n  derecho  ff  conforme  á  ia  /rjf, 
sobre  io  que  m  hubo  duda  alguna.* 

Y  lo  que  ahora  os  decimos  es  que  la  aquiescencia  del  fíohierno  y  de 
liHt  demás  interesados,  por  una  larga  serie  le  n  ños,  nos  da  derecho  pa 
presumir  que  todo  aquello  fué  hecho  legalmente  y  con  dereclio,  dfl 
mismo  modo  como  la  fundación  do  gran  parle  del  territorio  de  t(»do€l 
mundo  ha  tenido  lugar  en  virtud  de  una  ocupación  no  discutida  doRm* 
te  una  larga  serie  de  años,  no  llegando  algunas  veces  más  que  á  seten- 
ta y  cinco  años  y  machas  veces  á  menos. 

SiR  Edward  Fry.— ¿El  Tratado  de  Querétaro? 

£1  Sr.  McEubrkby. — Ea  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo.  Las  ra- 
tificaciones tuvieron  lugar  en  Querétaro.  El  Tratado  fué  firmado  en 
Guadalupe  Hidalgo. 

StR  fiowARD  Fry. — Asi  lo  croí. 

El  Sr.  Mg.  Enbrnby. — Continúo  con  el  alegfito  del  Sr.  Doyle: 
«No  se  ha  disputado  que  la  Corona  recibió  los  fondos  después  de  la 
expulsión  de  loi  jesuítas,  y  asumió,  al  heredar  ese  título»  los  derechiH 
y  obligaciones  que  previamente  se  les  habían  conferido,  y  adminisiró 
los  bienes  hasta  la  época  de  la  independencia,  cuando  México  sucedió 
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de  la  misma  manera  á  España»  y  continuó  administrándolos  del  mis- 
mo modo  hasta  el  año  1836. 

«Ningún  poder  durante  enie  largo  período  de  más  de  cien  años,  sus* 
citó  ninguna  de  estas  cuestiones,  y  someto  con  entera  conGanza  el 
hecho  de  que  es  demasiado  tarde  para  tratar  de  ellas  en  estos  momen- 
tos y  en  este  sitio. 

•Asi  es  que  la  cuestión  de  si  I^spuila  ó  México  híibieran  distraído 
el  Fondo  para  otras  misiones,  es  contestada  en  conclusión  con  el  hecho 
de  que  nuttca  ¡o  hicieron  y  nunca  alegaron  el  derecho  de  hacerlo.* 

Eo  consecuencia,  decimos  que  ni  México  ni  España  reclamaron  ja- 
más  el  derecho  de  distraer  el  Fondo  Piadoso,  ni  intentaron  hacerlo* 
Nos  es  innesarío,  por  tnnlo,  debatir  el  punto  puramente  académico  de 
si  el  (íobienio  hizo  uso  alguna  vez  del  derecho  indicado.  * 

Esto  me  conduce  ú  la  sexta  cuestión  que  me  propongo  tratar,  y  la 
.•siguiente: 

ij.  Sobre  los  derechos  de  los  beiieliciarias  del  Fondo  Piadoso  do  las 
(lii  ifuriiias,  (jiio.  so  asegura,  provinieron  de  la  promesa  hecha  por  Mé- 
xico en  2Í-  de  Oi  tiil)ro  de  1H4*i.  y  <<)bio  las  ohli^faciones  de  México, 
como  administrador  del  Foiidi).  i-oti  respecto  á  dichos  benoliciarios. 

Cuando  México  expidió  su  «iecroto  de  2Í  do  Orlnlíre  de  1HÍ-2.  pro- 
metió dar  el  (>  por  100  sobre  el  capital  del  Fondo  Piadoso  para  los 
usos  y  objetos  á  que  el  Fondo  había  sido  dedicado  por  sus  donantes. 
Kste  compromiso  no  fué  puramente  gratuito.  Existía  una  no  sólo  su- 
lioienle,  sino  amplia  consideración  para  la  promesa.  México  incor- 
[Miró  lodo  el  Fondo  Piadoso  á  su  Tesoro  Nacional,  Lo  menos  que 
honradamente  podía  hacer  era  prometer  el  pago  de  intereses  sobre  el 
Fondo.  México  no  solamente  convino  en  pagar  los  intereses,  sino 
que  convino  en  da  rlos  para  los  objetos  religiosos  espcciücados  y  desíg- 
luidos  por  los  doiiaules  del  Fondo,  los  (niales  objetos,  como  lo  hemos 
dicho  va.  er'm  la  conversión  de  los  naturales  de  las  Caliíornias,  Alta 
y  liaja.  y  el  establecimiento,  mantenimiento  y  extensión  déla  Iglesia 
<któ)ica,  su  religión  y  culto,  en  aquel  paL«f. 

Al  mismo  tiempo  que  hizo  dicha  promesa,  México  sostuvo  la  rela- 
ción que  tenía  como  administrador  con  los  beneficiarios  y  con  el  Fon- 
do. £sto,  como  lo  hemos  demostrado,  está  concedido  en  su  respuesta 
á  nuestro  memorial.  Su  promesa,  por  consiguiente,  debe  verse  á  la 
luz  de  sus  deberes  como  administrador.  La  promesa  que  México  hizo 
fué  la  de  pagar  perpetuamente  una  anualidad.  También  fué  la  de  dar- 
la para  ciertos  fmes  religiosos  que  debían  llevarse  á  cabo  en  la  Al- 
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ta  y  la  Bi^a  California.  Después  de  la  cesión  de  la  Alta  Galfomiaá  los 
Estados  Unidos  por  México,  por  una  cantidad  de  $  18.250,000,  no  quedó 
anulada  su  obligación  de  pagar  la  parte  equitativa  que  debía  aplicar- 
se á  fines  religiosos  para  ser  llevados  á  cabo  en  la  Alta  California. 
Ella  subsistió  para  beneficio  y  provecho  de  los  habitantes  y  ciudada- 
nos del  territorio  cedido,  cuya  ciudadanía  americana,  que  era  la  qoe 
debían  tener  desde  entonces,  les  dtó  derecho  para  demandar  el  com- 
pl  i  miento  de  esa  obligación  por  la  mediación  de  los  Estados  Unidos. 
Esta  demanda  es  la  que  hicieron  con  buen  éxito  en  virtud  de  la  Con- 
vención de  18í)8,  y  la  que  tratan  de  hacer  ahora  con  el  mismo  éxito 
ante  este  I  rihunal. 

El  s(''i>tiin()  punto  es  que: 

7.  Tudo.s  los  sucesos  anteriores  al  24  de  Octubre  de  1842  tienen,  h 
naturaleza  de  inaterias  de  inducción,  y  este  trnuiiH»  ."^e  usa  en  las  ju- 
risprudencias inglr'«a  y  anici  K-ana.  La  obligación  del  21-  de  Ortnbre 
de  18i2.  debe  verse  ú  la  luz  «le  estos aoonlcpímientos,  para  que  pueda 
ser  (lobidatnontc  interprolada.  fia  o))li;,'n<Mt'»ii  de  Mrxico  proviene  dr 
su  decreto  le«íisiativn  do  iM  do  Octubre  du  164-2,  así  como  de  su  aií- 
tenor  carácter  de  adtnuiistrador. 

Imi  el  derecho  de  delensa.  como  está  establecido  en  las  jurispruden- 
cias americana  é  inglesa,  encontramos  lo  que  se  conoce  por  <  materias 
de  inducción. »  Estas  pueden  establecerse  propiamente  en  una  defensa, 
á  fin  de  que  el  Tribunal  ante  el  cual  se  somete  l.i  defensa  pueda  apre- 
ciar mejor  la  fuerza  de  la  transacción  particular,  de  la  que  proviene 
el  motivo  de  la  demanda  ó  el  punto  de  defensa.  l*.n  este  caso,  el  motiro 
del  acto  sobre  el  cual  se  funda  nuestra  reclamación,  es  el  compromiso 
visto  á  la  luz  de  las  circunstancias  históricas  que  lo  precedieron.  E:;- 
tas  circunstancias  nos  ponen  en  aptitud  de  apreciar  exactamente  la 
obligación  legal  y  moral  que  México  asumió  en  virtud  del  decreto  de 
24  de  Octubre  de  1842,  por  el  cual  México  incorporó  iodos  los  bienes 
del  Fondo  Piadoso  al  Tesoro  mexicano,  y  convino  en  pagar  el  6  por 
100  sobre  dicho  Pondo,  anual  y  perpetuamente. 

El  punto  siguiente,  hacia  el  cual  deseo  llamar  la  atención  del  Tri- 
bunal, es: 

8.  Que  la  obligación  de  México  durante  el  período  en  que  adniini:;- 
tró  el  «Fondo  Piadoso  de  las  Californias,»  antes  del  nombrarnieoto 

del  Obispo  de  las  Californias,  fué  la  de  dar  los  productos  del  mism 
Eondo  ;'i  los  misionaros  encargados  de  las  misiones,  para  los  lineá de- 
signados por  lo»  donantes. 
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Sostengo  esta  proposición  con  el  argumento  deque,  como  solamente 
los  misioneros  estuvieron  en  posesión  de  las  facultades  espirituales 
{ue  tenían  relación  con  las  mimones;  como  las  facultades  espiritua- 
les de  las  misiones  eran  su  proiiia  Tida  y  existencia;  como  ellas  no 
tenían  otra,  y  como  esn  Tida  espiritual,  su  fundación  y  sostenímientOf 
fueron  loa  objetos  desiíinados  por  los  donantes,  resulta  como  conse- 
cuencia que  las  únicas  personaj*  (jue,  on  virtutl  de  las  necesidades  del 
caso  y  do  las  circunstancias  de  las  misiones,  podían  adiniuislrar  estos 
fondos  dodicdadolos  á  las  obras  piadosas  especüicudas  por  los  donan- 
tes, eran  los  misioneros  mismos.  Así  es  que  por  la  misma  necesidad 
del  caso  tuvieron  c1lo«  el  derecho  de  reciiiir  los  londos,  y  como  la  in- 
uMiciiMi  d*  1  iduantüs  íuv  hacer  cttM-iiva  la  donación,  debe  presu- 
mirse en  deiniitiva  que  éstos  trntaroti  tle  que  los  fondos  sólo  fueran 
;i  [larar  á  manos  de  las  personas  ((ne  oran  capaces  de  administrarlos 
en  los  fines  que  los  donantes  se  propusieron. 

La  proposición  siíruienie  es  que: 

9.  Esta  obligación  fué  solemnemente  reconocida  por  México  y  nun- 
ca fué  repudiada. 

Fué  solemnemente  reconocida  por  México  en  18B2.  cuando  ordenó 
por  decreto  de  25  de  Mayo  el  arrendamiento  de  las  propiedades  rús- 
ticas j)erte)iec¿Bnie8  al  Fondo  Piadoso.  Notad  la  manera  con  que  re- 
calco la  palabra* « pertenecientes  *  al  Fondo  Piadoso.  Recalco  así  esta 
palabra,  porque  se  dice  en'  el  decreto  de  25  de  Mayo  de  1832  que  es- 
tas propiedades  « pertenecen  al  Pondo  Piadoso. »  Y  se  previene  que 
el  dinero  entrará  al  Tesoro  *  para  ser  única  y  exlusivamente  destina- 
do á  las  misiones  de  las  Californias.» 

Y  se  previene,  además,  que  la  junta  <  dará  cuenta  al  Gobierno  de  las 
sumas  que  se  remitan  á  cada  una  de  las  Californias,  de  acuerdo  con 
sos  rest)ect¡vos  gastos  y  fondos  disponibles.  > 

No  hay  otra  disposición  de  ninguna  clase  en  el  decreto  de  1832  que 
{)revenga  el  desembolso  de  al;;unos  de  estos  fondos,  sino  es  para  las 
Misiones  de  California. 

En  consecuencia,  sosten{?o  que,  como  se  previno  que  este  dinero  fue- 
ra remitido  á  las  Misiones,  y  como  se  dijo  en  el  decreto  qne  el  dinero 
estaba  única  y  exclusivamente  destinado»  á  esias  Misione-,  y  como  se 
d  io  también  que  las  f)ropiedades  in'rtptwrpii  al  Fondo  Piadoso  de  las 
'  .aliíornia^.  hemos  formulada)  dcbiilamente,  en  lo  que  concierne  al  de- 
creto de  1832,  la  proposición  que  ahora  sometetnos  á  vuestra  consi- 
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íieracíón,  á  saber,  que  la  obligación  de  enviar  el  dinero  á  loe  Misioae- 
ros,  antes  de  la  fundación  del  Obispado,  fué  reconocida  por  México. 

Por  otra  parte  su  obligación  de  enviar  dinero  á  los  Obispos  fué  recono* 
cidapor  el  decreto  de  19  de  Septiembre  de  1836— decreto  que  se  rela- 
ciona con  la  creación  de  un  Obispado — por  el  cual  México  solicítóde  la 
Santa  Sede  que  creara  un  Obispado  en  las  Californias,  y  se  comprometió 
á  dar  para  su  sostenimiento  $6,000  anuales.  En  este  decreto  se  preri' 
no  que  todas  las  propiedades  del  Fondo  Piadoso  pasaran  á  la  pose^iÓD 
del  Obispo  para  su  administración,  de  conformidad  con  la  voluntad  de 
los  donantes,  ó  para  objetos  análo^rus. 

Además,  después  de  la  parte  del  decreto  de  8  de  l'obroro  de  1H»2. 
011  que  se  afirma  el  carácter  administrativo  do  los  bienes,  el  General 
Santa-Anua,  Presidente  de  la  República  de  Méxieo,  nombró  adminis- 
trador treneral  de  los  fondos  á  I).  (iabnel  \  aloncia.  .lefe  de  su  E^tadíi 
Mayor.  Eslo  lo  en<*tMili  iréis  en  la  pág.  óüií  del  Trti tts(  riftf. 

En  una  carta  del  Ministro  de  Justicia  á  1).  i'cilro  llainirez,  fechada 
el  21  de  Febrero  de  1842,  se  (]i<'0  (jiie  el  (icnoral  Gabriel  Valencia  fin- 
nombrado  administrador  i^oiicial  de  dicbos  bienes  en  los  rnismos  lér- 
m{no<í  y  ron  las  mismas  facultades  (¡iie  fiier  i)ii  conferidas  A  la  Junta  en 
virtud  del  decreto  de  25  de  Mayo  de  lH:i2.  (  Trauscripf.  pág.  505.) 

¿Y  cuáles  eran  esas  facultades?  Las  de  conservar  los  bienes  y  re- 
mitir dinero  á  las  misiones  de  las  Californias  como  40  previno  dicho 
decreto,  el  cual  decía  que  los  fondos  estatmn  única  y  exclusivamen- 
te destinados  á  tal  objof  v 

Otro  reconocimiento  de  la  obligación  de  México  de  enviar  dinero 
á  las  misiones,  es  la  orden  dol  Presidente  de  la  República  Mexicana, 
de  S  de  Abril  de  1844,  hacia  el  cual  tuve  la  honra  de  llamar  vuestia 
atención  el  miércoles,  en  que  se  previno  á  la  aduana  de  Guaymasque 
entregara  $8,000  al  Obispo  de  las  Californias,  tomándolas  de  los  pro- 
ductos del  Fondo  Piadoso  que  había  sido  incorporado  al  Tesoro  Na- 
cional. 

Mi  siguiente  proposición  es  que: 

10.  Desde  la  consagración  de  Francisco  (Tarcía  Diego  como,  primer 
Obispo  de  las  Californias,  Alta  y  Hajn.  la  cual  tuvo  lugar  el  4  de  Oc- 
tubre de  1840,  las  personas  que  debían  recibir  los  productos  ó  réditos 
del  Fondo  Piadoso,  habían 'sído  el  Obispo  de  las  Californias  y  sussa- 

cesores  en  derecho  é  intereses. 

Como  ya  he  tenido  antes  ocasión  de  haceros  observar,  el  Obisp<« 
Diego  fué  nombrado  el  27  de  Abril  de  1810.  Fué  consagrado  (comü 
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podréis  ver  á  la  vuelta  de  la  pág.  91  del  TrattacriptJ  en  4  de  Octu- 
bre de  1840  y  murió  el  30  de  Abril  de  1846.  Su  sucesor,  José  Sadoc 
Alemany,  fué  nombrado  el  1'  de  Mayo  de  1850.  consagrado  en  30 
de  Junio  de  1850,  \  lleg(5  á  California  en  el  mismo  año.  (Véase  el 
TrafWCript.  págs.  182.  183  y  12.) 

Desde  la  muerte  del  Obispo  Diego  hasta  el  nombramiento  del  Obis- 
po Alemany,  el  obií^pado  fué  administrado  por  el  vicario  general,  el 
Padre  Rabio  (cuya  depo5?¡ción  fué  fM)motida  ante  el  anterior  Tribunal 
de  Arbitraje  y  se  encuentra  en  el  Tranficript.j,  quien  ejerció  ese  pues- 
to con  facultades  de  Obispo. 

Hemos  demontradu  ya  ((ue  por  la  necesidad  del  caso,  antes  del  nom- 
bramioiito  del  Obispo,  fué  preciso  adclanlar  fondos  para  aplicarlos  ú 
ülir.'is  piadosas,  para  lo  nial  fueron  designados  directamente  los  nii- 
^¡'•ncro??.  Después  del  iirunhramiento  fiel  Obispo  fué  nocosario.  por  la 
natiiralc/.a  de  las  c(i'<as,  que  él  tni-^iiio,  por  ??er  el  encargado  exclusivo 
fie  la^  ospiritualidades  v  tomporalidadcs  do  la  I{rlesia.  las  administra- 
ra. Rra  iiiiposildo  que  otras  personas  lo  hicieran,  en  raz«')n  de  la  na- 
lurale/.a  misma  y  constitución  de  la  Iglesia  Católica  Humana,  su  man- 
tenimiento y  extensión. 

Acerca  de  este  ptinto,  deseo  llamar  la  atenciim  del  Tribunal  hacia 
el  alefato  hecho  por  el  Sr.  Doyie  (comenzando  ai  principio  de  la  pá- 
gina H()  del  Tmnscrip.y  segunda  parte,  y  continuando  al  pie  de  la 
)tág.  9B,  ün  de  la  tercera  parle),  en  el  cual  discute  esta  cuestión. 

De  esta  discusión  tomaré  un  corto  pasaje: 

«Gsto  nos  conduce  á  la  consideración  de  la  siguiente  cuesüóa  suge- 
rida por  el  Agente  de  Mé.TÍc<»,  á  saber:  Si  los  Obispos  de  la  Iglesia  de 
California  son  las  personas  llamadas  á  demandar,  ante  la  Comisión,  el 
cumplimiento  de  estas  obligaciones.  Creo  que  esto  no  presenta  serias 
dificultades.  La  Iglesia  es  una  corporación  religiosa:  se  compone  de  los 
Obispos,  el  Clero  y  el  grupo  de  seglares  bajo  el  gobierno  de  aquéllos  y 
en  comunión  con  la  Sedo  de  Roma.  Como  tal  se  considera  una  cor- 
poración de  esa  naturaleza  en  todos  los  países  que  tienen  establecida 
Qna  religión.  En  todas  parles  de  los  Estados  Unidos,  la  absoluta  se* 
|)aracíón  de  la  Iglesia  y  el  Kstado  ha  traído  como  corolario  el  ignorar 
la  existencia  de  corporaciones  que  tengan  esa  denominación  (larticu- 
lar.  porque  no  teniendo  el  Estado  comunicación  con  ellas,  no  puede 
Imnar  ingerencia  en  sus  doctrinas,  disciplina  ú  organización.  Pero  las 
leyes  de  todos  los  Kstados,  creo  que  sin  excepción,  han  proveído  á  la 
íarmación  de  corporaciones  religiosas,  representantes  del  grupo  de 
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creyentes,  comunmente  en  la  forma  que  cada  denominación  parUcu- 
lar  lo  requiera. . , . 

El  Sr.  Doyle  continúa  al  fin  de  la  pág.  87. 

«En  vista  de  estas  consideraciones,  los  Obispos  de  la  Iglesia  (aun 
no  incorporada)  serían  las  personas  llamadas  á  demandar,  en  repre- 
sentación de  sos  respectivos  fieles,  ante  un  Tribunal  Internacional  co* 
mo  el  presente,  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  México  asu- 
mió en  virtud  del  decreto  de  1842.» 

Desde  que  fué  hecho  ese  alegato  y  desde  que  se  pronunció  la  ante- 
rior sentencia,  se  ha  formado  gran  acopio  de  jurisprudencia  en  Amé- 
rica relativa  á  controversias  sobro  bienes  eclesiásticas.  En  ausencia 
de  una  corporación  jurídica,  la  propiedad  es  considerada  como  perte- 
neciente á  un  número  de  personas  en  comunión  para  fínes  particula- 
res, como  sucede  con  las  sociedades  literarias,  de  beneficencia  ó  cien- 
tilicas.  Esta  es  la  condición  de  las  sectas  religioriu-s  en  los  Eátados 
Unidos,  que  no  están  incorporadas,  al  menos  en  lo  que  concierne  á 
sus  propiedades. 

El  ar^'iiint'iito  que  aliora  estamos  considonuido  de  (jiic  el  Üluspd  era 
la  por^nnn  llainnda  á  demandar  aquí  el  ciiiiipümioulo  de  aquellas  obli- 
{jaciiíiies,  es  un;i  reírla  establecida  en  la  inrispriulencia  de  los  Estadt^ 
Unidos  con  rohiciiHi  á  los  terrenos  cotirodid*)-^  por  M^xiro  para  diclia.s 
obras  misioneras,  con  anterioridad  á  la  cesión  de  la  Alta  Caliíornia  á 
los  Estados  T nidos. 

Poco  después  de  la  cesión  de  California  ú  los  Estados  tenidos  y  do 
SU  admisión  en  l;i  Tnión  Americana,  el  Congreso  délos  Estados  Uni- 
dos expidió  un  decreto  estableciendo  títulos  de  terrenos  particulares 
en  el  Estado  de  California.  Este  decreto,  que  fué  expedido  en  1851. 
instituyó  una  comisión  para  averiguar  si  !ns  concesiones  de  terreno«( 
que  se  alegaba  habían  sido  hechas  por  México,  eran  válidas.  Si  eran 
válidas,  para  ponerlas  en  vigor  y  para  que  fueran  reconocidas  en  vir- 
tud de  una  patente  expedida  por  los  Estados  Unidos.  Este  decreto  de 
1851  dispuso  de  la  creación  de  una  junta  de  comisionados  de  terre- 
nos, á  la  cual  debían  presentar  su  reclamación  todas  las  personas  que 
tuvieran  ó  alegaran  tener  títulos  concedidos  por  México.  Con  motiru 
de  la  adjudicación  de  los  terrenos,  hecha  por  la  Comisión,  el  caso  ptutó 
en  apelación  á  la  Corte  de  Distrito  de  los  Esleídos  Unidos  y,  en  casodf 
que  fuera  necesario,  pasarla  á  la  Suprema  Corte  del  mismo  país.  En 
virtud  de  ese  decreto,  el  Obispo  de  las  CaJifornias,  José  Sadoc  Alemanr. 
presentó  á  la  junta  de  comisionados  de  terrenos  una  reclamación  por 
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(odas  las  propiedades  de  la  Iglesia  que  habían  sido  otorgadas  á  alga- 
nos  religiosos  ó  que  habían  sido  dedicadas*  sin  ningún  traspaso  for- 
mal, para  obras  misioneras  ú  otras  de  carácter  religioso.  Se  suscitó 
entonces  la  caestión  de'  si  el  Obispo  era  la  persona  que  debía  obrar 
en  representación  de  la  indefinida  comunión  conocida  como  Iglesia 
Católica  Romana  en  California,  para  pedir  patentes,  y  si  dicho  Obis- 
po propiamente  representaba  á  la  Iglesia.  Nuestros  tribunales  falla- 
ron en  contra  de  su  propio  Gobierno,  porque  si  estas  concesiones 
no  eran  válidan,  las  propiedades  reclamadas  en  virtud  de  ellas,  per^ 
manecían  como  parte  dol  dominio  público  de  los  Kstados  Unid(W. 
Nuestros  tribunales,  digo,  sostuvieron  que  osas  concesiones  eran  efec- 
UvLtó  y  debían  ser  rocímocidas  por  los  Kstados  L'nidos  en  virtud  do  su 
obligación  de  con^idor.ir  como  válidas  y  efectivas  las  'concesiones  prc- 
waniente  hech;i>  [)or  el  (iobienio  «le  M('xí<m).  y  dori(li(>,  además,  de 
.Hcuerdu  con  oi  alojjato  fpie  el  Sr.  Doyle  íiiz«>  .inte  el  anterior  Tribu- 
nal de  Arbitraje  y  prcsent»!  ante  los  inmisión. idus  «le  terrenos, en  apoyo 
dt'l  ( )l)ispo,  que  csle  representa l>;i  (t('l»i«l;iinentc  á  la  iiilesia,  al  Clero  y 
á  In-;  lióles — á  los  primeros  de  lio<  ho  y  á  los  so^iundns  por  la  autori- 
dad quo  tonía  sobre  ello^^  —  y  se  le  autorizó  para  recibir  las  patentes 
de  los  terrenos  pertenecientes  á  la  Iglesia. 

Kse  principio  establecido  por  los  tribunales  de  ios  Instados  Unidos 
es  el  que  invocamos  para  que  sea  aplicado  aquí. 

£d  la  pág.  50 í-,  tercer  renjílón,  dice  el  Sr.  Doyle: 

♦  Cuando  el  Territorio  de  la  Alta  California  fué  cedido  por  México 
á  los  Estados  Unidos,  se  sostuvo  pttr  los  jueces,  en  un  litigio  entre  el 
Crobterno  y  la  Iglesia,  que  ésta  habia  llegado  á  ser  poseedora  de  estos 
bienes  así  en  virtud  de  la  dedicación  hecha  por  el  Gobierno.» 

No  olvidéis  que  algunas  de  estas  concesiones  fueron  confirmadas,  no 
por  razón  de  que  el  Gobierno  había  dado  un  instrumento  escrito  por  el 
cual  traspasaba  las  propiedades  á  la  Iglesia,  sino  porque  reconoció  que 
ésta  las  destinaba  á  obras  religiosas.  Había  dedicado  las  propiedades 
á  esos  fines  en  virtud  de  su  consentimiento  expreso  ó  por  una  regla  de 
conducta  que  equivalía  á  su  aquiescencia,  así  como  un  individuo  deja 
crecer  un  derecho  de  vía  por  el  uso,  si  permite  que  el  público  transite 
l>or  sos  dominios  por  un  espacio  de  tiempo  indefinido. 

Vuelvo  ahora  al  pasaje  que  estaba  lerendo  del  memorial  del  Sr.  Doy- 
le, en  la  pág.  5(>4  del  TrattscripL 

Dice  así: 

«Y  etíta  doctrina  recibió  la  sanción  de  la  Suprema  Corte  de  los  Es- 
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lados  Unidos,  en  el  caso  de  Beard  va*  Federy,  3  Wall,  47í)  (492).  L»>s 
Estados  Unidos  fó\o  piden  ea  este  caso  el  mismo  reconocí  miento  de 
los  dereclios  de  la  Iglesia  sobre  e  ^as  propiedades,  expresamente  dedi- 
cadas  ad  pim  uaust  por  individuos  contra  quienes  sus  jueces  faliaroo 
en  un  caso  de  dedicación  de  una  parte  de  territorio,  respecto  á  laciul 
heredaron  todos  loe  derechos  de  México  comprendidos  en  el  penoiso 
virreinal  que  se  está  examinando.» 

También  este  punto  ha  sido  tratado,  comenzando  con  las  palabras 
«hubo  otros  precedentes,»  etc.,  en  la  pág.  89  del  Tranaeript  y  cod- 
tínuando  con  las  '¿por  qué  tiiinpocoel  interés?»  en  la  pág.  92.  En  la 
pág.  89  pueden  verse  algunos  pasajes  del  fallo  de  la  Comisión  de  le* 
rrenos  de  loa  Estados  Unidos  sobre  la  petición  del  Obispo  católico  ro- 
mano de  Monterrey  de  una  patente  de  las  prupiedades  reclamadas  por 
la  Iglesia.  Va\  ale  caso  están  tratadíis  todas  las  cuestiones  que  ahora 
nos  Of'upan,  y  entonces  se  decidió  que  el  Obispo  era  la  persuuaque 
debía  recibir  la  palonle. 

Acorra  do  este  mismo  puiitu.  lit  soi»  (jiie  se  fije  el  Trilmnal  rn  eliú- 
rrafo  5  de  uno  «le  los  memoriale.'*  del  Sr  Doylc,  pág.  471.  \<>  i<>  ieerr. 

Hay  otro  precedente,  cu  el  que  no-  apoyamos,  el  establecido  por 
México  en  un  tralado  con  Mspana,  celebrado  en  Itíi  i.  iJe  este  prece- 
dente .«-e  (i ice  OH  la  pá;:.  1)2: 

«Clon  este  motivo,  y  para  presentar  todo  el  alegato  junio,  tengooca- 
sión  de  repetir  in  ainiso  lo  relativo  al  precedente  (citado  en  nues- 
tro memorial)  del  fondo  misionero  de  las  Islas  Filipinas.  Tor  su  ca- 
rácter general  y  por  los  objetos  á  que  estaba  dedicado,  era  análogo  ai 
Fondo  Piadoso  de  las  Californias.  Sas  productos  habían  sido,  desde 
la  se^iaración  de  México  del  dominio  español,  periódicamente  remili- 
dos  á  las  autoridades  eclesiásticas  de  aquellas  islas.  Foco  despu^(k 
la  declaración  de  la  independencia  mexicana,  las  propiedades  de  es^te 
Fondo  fueron  secuestradas  y  embargadas  por  el  Gobierno  mexicano, 
quien  prohibió  que  siguieran  haciéndose  más  remesas.  Después  fué 
levantado  este  embargo;  pero  México  se  había  apropiado  dos  hacieD* 
das  pertenecientes  al  Fondo;  así  es  que  su  valor,  con  el  resarcimien- 
to de  las  rentas  pasadas,  quedó  como  deuda  á  las  misiones  de  Filipi- 
nas, y  este  fué  el  objeto  de  las  representaciones  diplomáticas  hechas 
por  España  á  México,  después  del  rec(moei miento  de  su  independen- 
cia por  la  primera.  Estas  negociaciones  dieron  por  resultado  la  con* 
vención  de  7  de  Noviembre  de  18  i  í ,  por  la  cual  la  Kepública  de  Mé- 
xico se  comprometió  á  pagar  cU  PresidefUe  de  ¡as  mieiom^  iHq^i' 
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ww  la  suma  de  $115,000  en  que  fueron  valuadas  las  propiedades,  y 
$30,000  de  indemnización,  para  satisfacer  dicha  reclamación.  El  to- 
tal de  $145,000  debía  producir  réditos  al  6  por  100  anual  hasta  su 
extinción,  tomándolos  de  las  rentas  particulares  que  fueron  destina- 
das para  tal  objeto.» 

Sobre  el  mismo  incidente  se  habla  en  el  primer  memorial,  pág*  14, 
y  también  en  el  párrafo  XII.  pág.  474  del  TratiscHíd. 

Por  consiguiente,  llegamos  á  la  conclusión  de  que,  desde  la  época 
del  nombramiento  del  Obispo  hasta  la  cestón  de  California  á  los  Es- 
tados Unidos,  México  turo  la  obligación  de  remitir  el  dinero  de  que 
se  tmln  al  Obispo,  para  su  administración. 

Sostenemos  este  aríimnento  en  vista  de  dos  precedentes,  uno  deri- 
vado de  la  jurisprudencia  de  América  en  una  controversia  entre  la 
Iglesia  reclaniando  títulos  uiurgadas  pnp  Mrxico,  pur  muí  parto,  y  los 
Kstiidos  Unidos  pur  la  otra,  siendo  el  otro  precedente  el  establecido 
por  Mt'xico  en  una  Convención  con  España,  relacionada  con  las  mi- 
siones de  las  Filipinas. 

Desct»  llamar  la  atoiicióu  dül  Tril)iinal  sobre  los  asuntos  que  fueron 
ubjeli)  (lo  este  Tratado,  celebrado  por  Mrxiro  con  motivo  de  la  dona- 
ción de  Argüeiles,  que  es  el  tema  de!  informe  de  i'ayno.  pá;is.  28  y 
24-.  Tres  octavas  partes  de  los  bienes  pertenecían  á  las  misiones  do 
las  Filipinas  y  tres  octavas  partes  á  las  misiones  de  <  aliíornia.  La  ley 
í^tabiecida  para  las  misiones  de  las  Filipinas  en  aquel  caso,  debe  ser 
!a  misma  para  las  misiones  de  las  (.'alilornias  en  el  presente,  y  como 
México  daba  cuenta  á  España  de  los  productos  pertenecientes  á  las 
misiones  de  las  Filipinas,  podemos  decir  que  de  la  misma  manera  es  su 
obligación  hacerlo  con  los  Estados  Unidos  con  los  productos  perte- 
necientes á  las  misiones  de  la  Alta  California. 

Su  obligación,  en  cada  caso,  depende  precisamente  de  los  mismos 
hechos. 

11.  Mi  proposición  siguiente,  es  que  cualesquiera  que  fueran  los  de- 
rechos de  la  Iglesia  americana,  antes  de  la  cesión  del  territorio,  per- 
manecieron los  mismos  después  de  ella.  En  apoyo  de  esta  propoeicióo, 
aunque  las  circunstancias  rarían  ligeramente,  deseo  citaros  una  de- 
cisión á  que  se  hace  referencia  en  la  pág.  586  del  Trmiacripi,  Es  una 
deeisiÓD  de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos,  escrita  por  uno  de 
los  más  distinguidos  jueces  que  han  Ggurado  en  los  tribunales  america- 
DOS,  el  Señor  Magistrado  Joseph  .Story,  y  auxiliado  por  el  más  distingui- 
do juez  que  ha  producido  América,  el  Justicia  Mayor  John  MarahaU. 
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Estos  fueron  los  hechos: 

«Cuando  la  Virginia  era  una  colonia  de  la  (Irán  Bretaña,  y  la  igle- 
sia Rpiscopal  era  la  religión  establecida,  ciertos  terrenos  pasaron  á 
poder  de  la  Iglesia.  La  Virginia,  después  de  que  la  reroluci 'jii  e^tatilir 
ció  su  independencia,  trató  de  expedir  un  decreto  autorizando  i  lus 
administradores  (overseers)  de  los  pobres  de  cada  parroquia,  para 
Tender  estos  terrenos  y  apropiarse  los  productos  para  benelícío  de  los  > 
mismos  pobres.» 
Comentando  esto,  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  dijo: 
«Cualquiera  que  sea  el  poder  general  de  la  legislatura,  con  respecto 
al  asunto  de  la  religión,  se  requerirán  otros  argumentos  para  estable- 
cer el  hecho  de  que,  después  de  la  revolución,  todas  las  propiedad»; 
públicas  adquiridas  por  las  Iglesias  episcopales,  en  virtud  de  la  san- 
ción de  las  leyes,  pasaron  á  ser  propiedad  del  Estado.  Si  las  propie- 
dades adquiridas  de  esa  manera  hubieran  sido  originariamente  con- 
cedidas por  el  Estado  ó  por  el  [ley,  Imbiera  habido  algún  pretexto  ix 
no  habría  habido  más  que  uno  )  para  tan  extraordinaria  preten?iióií. 
Pero  las  propiedades  iuei  un,  de  hecho  y  de  derecho,  compradas  por  I05 
foligrcics  ó  adquiridas  en  virtud  de  las  (luna-'iones  de  los  pÍMdoso> 
nuntes.  El  dor(*i-hi>  para  elU>  lué  irr»'Vi)i';diltMiu;nUí  coiiíurido  á  luh  i;:!»- 
sias,  ó  más  hivn  ú  su^  agentes  leírah'>.  No  t  -taba  en  las  í"M<'iiitade^  il^^ 
la  Corona  embargarlo  ó  asumirlo,  ni  <mi  la-  «leí  ii;irUimeiil'»  ini-ni')  des- 
truir las  concesiones,  á  no  ser  por  el  cjci'  Íi  im  -li-  in  facultad  [ii;'ts  ar- 
bitraria, opresiva  v  injusta,  y  tolerada  solameiile  porque  110  p^dui  <er 
rcpeli<ia.  No  fueron  eonliscadas,  porquetas  iglesias  no  liahinn  coiiií" 
tido  ningún  delito.  La  disolución  del  (robierno  real  no  destruyó  el  de- 
recho de  poseer  esos  bienes  ó  gozar  de  ellos,  cduio  no  pi)día  hacerlo 
respecto  del  derecho  de  cualquiera  otra  corporación  ó  individuo,  sío- 
bre  sus  propios  bienes.  La  disMlución  do  la  forma  de  gobierno,  no 
vó  consigo  una  disolución  de  los  derechos  civiles  ó  una  a])olición  (le 
derecho  común,  iMgo  el  cual  se  regían  todas  las  herencias  de  los  lo- 
diriduos  pertenecientes  al  Estado.  Este  solamente  heredó  los  dere 
chos  de  la  Corona  y,  podemos  añadir,  arrancó  de  sus  manos  un  gnu 
número  de  prerrogativas.  Se  ha  establecido,  como  principio  del  dcr^ 
cho  común,  que  la  división  de  un  imperio  no  crea  la  decomisaciónd« 
los  derechos  de  propiedad  previamente  otorgados.  Kelly  vs.  Harrison.  t 
John  C.,29 ;  Jackson  va,  Lunn,  3  John  C,  t09 ;  caso  de  Calvin«  7  Co.,  :>7. 
Y  este  principio  está  igualmente  en  consonancia  con  el  sentido  couiúii 
de  la  humanidad  y  con  las  máximas  de  eterna  justicia.» 
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Este  principio  fué  reconocido  por  los  Estados  Unidos  con  respecto 
á  las  corporaciones  municipales,  conocidas  con  el  nombre  de  pueblos, 
que  existían  en  virtud  de  las  leyes  mexicanas.  Fueron  reconocidas 

coino  corporaciones  existentes  hasta  su  reorganización  por  las  leyes 
Tniinicipalos  decretadas  por  California  como  uno  de  los  Estados  de  la 

L'nióii  AmeriraiKi. 

12.  l'u.^aüios  alior.i  á  la  proposición  de  (|ue  el  importe  del  Fundo 
i'iadoso  y  de  las  propiedades  de  que  se  componía  en  24  de  Octubre  de 
1842.  tnl  (  otiio  k)  lijó  el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje,  fuédefmiliva- 
mente  fst;ii)ler'ido  por  las  prnelns  presentadas  ante  aquel  Tribunal. 
Si  til  €asu  no  se  rijío  por  el  principio  de  rrft  juflienia,  reclamamos  ([ue 
p|  total,  onmn  ínr  lijíido  por  el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje,  sea  au- 
mentado con  8o81,5l8. 15. 

El  importe  del  Fondo  Fiadoso,  antes  del  precedente  Tribunal  de  ar- 
bitraje, fué  establecido  y  lijado  con  auxilio  de  inventario  y  avalúo  de 
dichas  propiedades, preparados  por  Pedro  Ramírez^,  á  solicitud  del  Go- 
bierno mrxicnno,  y  al  que  siguió  la  entrega  del  Fondo  al  General 
Gabriel  Valencia,  nombrado,  como  lo  demostré  antes  al  Tribunal,  en 
21  de  Febrero  de  1842.  EL  inventario  puede  verse  en  inglés,  comen- 
acando  en  la  pág.  512  y  continuando  basta  la  518. 
Se  titula: 

«Noticia  detallada  del  estado  en  que  be  recibido,  como  abogado  del 
llostrisimo  Señor  Fray  Francisco  García  Diego,  Obispo  de  CaliforníaSi 
las  propiedades  que  constituyen  el  Fondo  Piadoso  de  sus  misiones,  y 
del  estado  que  guardan  basta  la  fecba,  como  consta  en  mí  carta  ofl* 
m\  de  28  de  Febrero  último.» 

El  inventarío  consta  asimismo  en  el  expediente,  en  español,  TVans- 
tripf,  488  á  493,  y  169  á  175. 

Si  los  miembros  del  Tribunal  desean  conocer  la  opinión  del  Comi- 
'ionado  americano,  que  fué  afirmada  ó  aprobada  por  el  Arbitro,  en- 
contrarán en  la  pA^.  .ó25  que  el  Sr.  Wadsworth  dijo: 

«Torno  el  iniorme  de  Pedro  Fiamíroz  de  28  de  Febrero  de  1842,  so- 
bre el  estado  del  Fondo,  rendido  á  Ignacio  de  Cubas,  (anexo  /l  á  la 
declara(*i(»n  de  Josó  María  de  Homo)  como  una  cuenta  aatisíactoria  y 
sulicieniénionte  exncta.  > 

Ignticio  de  Culi  i-  fnó  Secretario  del  (teneral  Valencia  en  la  admi- 
nislraci«>n  Hel  Fornlo  l*i;ifloso  (Tr.  ñ\0). 

Si  e9t4j  no  está  con\prcndido  en  el  anterior  tallo,  pedimos  que  so 
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agreguen  las  siguientes  partidas  al  capital  del  Fondo  Piadoso  iljado 
por  el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje: 

La  «Ciénega  del  Pastor,»  que  fué  vendida  el  29  de  Noviembre  de 
1842,  por  México,  en  $213,750.00 

SiR  Edward  Fry.— ¿$213,750.00? 

El  Sr.  McEnbrnby.—  $  213,750.00. 

£1  documento  por  el  cual  se  hÍ2o  esta  venta  se  encontrará  en  la  ré- 
plica, pág.  47.  En  virtud  del  mismo  instrumento  fueron  traspasados 
también  otros  bienes,  pero  esto  se  verá  en  un  memorial  formulado  por 
los  Sres.  Doyie  y  Doyle,  y  no  puede  negarse  que  el  precio  de  la  *Cié- 
nega  del  Pastor»  fué  de  $213,750.00.  Ksta  propiedad  no  fué  calcula- 
da como  parte  del  capital  en  el  anterior  arbitraje,  porque  aparecía  del 
informe  de  Pedro  Ramírez,  (juo  la  propiedad  estaba  hipotecada  en.. 
^  158,000,  y  no  lial)ía  nada  eii  el  expediento  que  demostrara  que  Mé- 
xico la  liabía  vendido  ni  que  hulnera  recibido  un  .solo  pe.so  por  ella. 
Kii  virtud  de  haberse  solicitado  do  México,  ha  remitido  la  escritura  de 
traspaso  que  puodo  verse  en  la  rp!>!i'^a.  páy;.  í-7,  por  la  que  nparí»<^-f 
que  México,  un  mo*^  y  sir  te  días  despiir-  del  decreto  de  24-  de  Octu- 
bre de  Í8i2,  veiidi*'»  osla  propiedad  en  * 2 tH.TóO.íX). 

Ntip--tra  «Pífunda  partida  es  de  ^8.000.  por  bioiio-^  personales  pcr- 
tenocienU's  al  Koiido  i '¡adoso,  vendidos  con  la  < Ciénega  del  Pastor,»  co* 
mo  puedo  verse  examinando  el  «citado  documento. 

La  tercera  partida  es  de  $7,000.  Este  es  un  débito  del  Goljierno 
mexicano  al  Fondo  Piadoso,  que  el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje  re- 
r-hazó,  por  una  mala  intolijTencia,  según  creemos,  del  informe  del  Se- 
Tior  (\amirez,  relativo  á  este^tsunto*  El  dinero  fué  proporcionado  por 
el  Fondo,  á  solicitud  del  Gobierno  inrxicano,  para  una  tercera  })erso- 
na.  Ksa  tercera  persona  aseguró  el  dinero  entregando  al  Administra- 
dor  del  Fondo  Piadoso  una  obligación  de  carácter  promisorio,  como 
colateral.  Ramírez  consideró  ésta  como  una  mala  deuda.  El  Comüti»* 
nado  americano,  al  rendir  su  informe,  supuso  que  la  obligación  original 
era  la  deuda  mala:  he  ahí  el  error. 

T..a  cuarta  partida  es  de  $22,763.15,  dinero  que  México  pidió  pres- 
tado al  Fondo. 

SiR  Edward  Fry. — ^¿Cuál  fué  el  importe? 

El  Sr.  McEnbrney. — $  22,763.15,  dinero  que  México  pidió  prestido 
al  Fondo  Piadoso  para  obras  de  colonización,  cuyos  detalles  pueden 
verse  en  la  correspondencia  Ramírez-Valencia,  en  inglés  en  la  página 
500,  en  español  en  las  págs.  478,  479  y  160. 
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La  qaiota  partida  es  de  $30)000.  Un  abono  hecho  |>or  el  Sr.  Raroi- 
rez,  que  consta  en  su  correspondencia,  p:ig.  500,  de  $30,000  á  cuenta 
de  iin  préstamo  de  $00,000,  hecho  al  Gobierno  mexicano,  asegurado 
con  una  hipoteca  del  Pondo  Piadoso. 

sexta  y  última  parliihi  os  de  $  lOó/MW.SO.  Aparece  del  informe 
iÍpI  Sr.  Payno.  Transcripf.  i)ágs.  28  y  24,  que  li;il>íuii  entrado  al  Te- 
soro «reneral  por  n  ion  ta  del  Fondo  l*iadoso  de  las  Californias  

$306,901. 6i  de  la  donarión  Ai*«füelles. 
KlSr.  Asser.— ¿No  fueron  $816,íKK)? 

El  8r.  Mc.B^nkrney. — No:  la  últiin-i  ¡virtida  de  $  10.010  para  ol 
a-iio  de  expósitos  en  Manila  ó  para  ios  niños  de  Carro,  dol)í:i  dedu- 
cirse, quedando  la  suma  de  $306.001 .04.  De  esta  suma,  probablemen- 
te por  falta  do  conocimiento,  ol  Sr.  I»amírez  reclamó  para  el  Fondo 
Piadoso,  en  su  invoiitario,  la  cantidad  de  $  201  .SDti.Tó  solanionte.  La 
diferoiK  ia  entro  estas  dos  sumas,  que  es  la  que  ahora  reclamamos,  es 
de  $  J05,(AJ  Í  .JS*).  Encontraréis  las  cifras  del  Sr.  Ramírez  en  las  pági- 
nas 517  y  526;  en  la  517  las  del  Sr.  Ramírez  y  en  la  bM  las  del  Co- 
misionado nmericano.  La  diferencia  entre  estas  sumas  es  de  

|lor),(m89.  El  total  fie  hxa  partidtis  anteriores  es  de  $381,518.15. 

Sm  FnwARD  Fry.— ¿$381.518.15? 

El  8r.  McEnernby. — $381,518.15. 

13.  La  siguiente  proposición  que  deseo  someter  á  la  consideración 
de  los  miembros  de  este  Tribunal,  es  que  está  bien  establecido  que 
en  la  tramitación  de  un  juicio  debe  juzgarse  á  un  litigante  por  las 
pruebas  qae  pueda  presentar,  comparadas  con  las  que  de  hecho  pro- 
duce. Es  un  principio  suplementario  en  la  decisión  de  los  juicios  que* 
se  presuma  que  la  prueba  no  exhibida,  sea  adversa  á  la  parte  que  la 
retenga,  si  fuere  producida  después.  InTocamos  estos  principios  para 
llegar  á  la  conclusión  de  <)ue,  como  México  está  en  plena  posesión  de 
todos  los  libros,  papeles,  comprobantes  y  cuentas  relativos  al  Fondo 
Piadoso,  puede  indicar  lo  que  recibió,  de  una  manera  exacta  y  deta- 
llada, y  en  consecuencia,  esto  daría  lugar  á  que  se  presumiera  que  si 
todas  las  cuentas  relativas  al  Fondo  Piadoso  fueran  exhibidas  por  Mé- 
xico, deiiiostrurían  niay(»r  responsabilidad  de  la  que  nosotros  hemos 
podido  [irobar.  No  íu^y  que  olvidar  (jue,  en  do-  artículos  del  decreto 
(le  25  de  Mayo  de  1832,  los  arts.  II  y  12.  se  ordenó  (jue  ios  libros  de 
cuentas  del  Fondo  Piado.'^o  fueran  pruardados.  así  como  el  (¡iio  ol  (te- 
neral  Valencia  fué  nombrado  Adtniinstrador  ^'onoral  del  l'ondo  l'iado- 
m  eu  18é2,  coa  las  mismas  íacu Iludes  y,  por  consiga ieu le,  con  las 
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mismas  obligaciones  qae  tenía  la  junta  creada  en  virtud  de  la  ley  de 
1832;  así  es  que  á  esas  dos  administraciones  instituidas  por  la  ley,  se 
les  ordenó  en  su  mismo  nombramiento  que  guardaran  las  cuentas  del 
Fondo  Piadoso.  Debe  presumirse  que  esas  cuentas  fueron  guardadas 
porque  es  una  presunción  establecida  en  todas  las  jurisprudencias <(ue 
todo  funcionario  público  cumple  con  sus  oljlijiaciones. 

14-.  He  llegado  ya,  quizá  con  alífuna  lentitud,  á  lo  que  creemos 
que  es  la  cuestión  principal  do  este  asunto,  y  qno  os  la  primera  ciie?- 
lión  propuesta  en  el  l^rotocoio  p;ir¡i  la  decisión  de  este  'I  ribunal  á 
saber:  si  esta  ct»utitt\ crsia,  en  virtuil  ilol  anterior  fallo,  debe  ser  no- 
cida por  la  res  jwUmüi^  excluida  de  ser  considerada  por  sus  propios 
méritos. 

Al  considerar  esta  cuestión,  me  proponcro  formular  brovemont" 
cuatro  proposiciones,  doiando  su  extensión  y  ampliación  ú  otro  alnt-  i 
gado,  partictilarrnenlo  ;il  ilustrado  A«rente  do  los  Estados  Tnidn^.  quiw 
ha  dedicado  á  este  asunto,  el  cuidadoso,  diligente  y  concienzudo  es- 
tudio que  su  importancia  requiere. 

Las  cuatro  proposiciones  que  me  propongo  iniciar  con  relacirá  á 
este  asunto,  son: 

I.  V.\  principio  de  res  jwiícfUa  se  aplica  á  los  arbitr^es  interna* 
cionales. 

II.  El  anterior  Tribunal  de  Arbitraje  turo  jurisdicción  para  pro- 
nunciar el  fallo  que  dictó. 

ni.  La  fuerza  del  principio  de  resjitdicata  se  extiende  á  todos  los 
asuntos  que  están  necesariamente  incluidos  en  la  parte  condenatoria 
de  un  juicio;  en  otras  palabras,  la  sentencia  de  cualquier  tribunal  del 
mundo,  incluye  no  solamente  la  cosa  tratada,  sino  todas  las  cosas  qae 
orgánicamente  forman  parte  de  ella. 

IV.  Que  todos  loe  puntos  necesarios  aqití  para  un  Callo  á  favor  de 
los  Estados  Unidos,  excepto  la  sola  cuestión  de  la  falta  de  pago  desde 
l*de  Febrero  de  t869,  fueron  fijados,  y  necosariamonte  debían  serlo, 
en  la  anterior  sentencia,  y  orgánicamente  formaron  parte  de  ella. 

Antes  de  proceder  á  demostrar  que  el  principio  de  res  jwUrntn  df* 
be  aplicarse  al  arbitraje  ¡nlernnci(mal.  es  conveniente  que  ns  liaj-tí 
observar  (jiu;  las  leyes  escritas  asientan  [lecnientomente  (pie  el  prin- 
cipio de  íV'6*  JurUcald  es  un  concepto  fundaitiental  de  toda  jurispru- 
dencia. 

Si  es-to  principio  es  un  r^oncopto  íuudamentnl  de  toda  jiiri-priuien-  ; 
cia,  debe  necesariamente  aplicarse  ú  las  cuestiones  internacioaaies. 
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Sin  embargo,  no  necesitamos  detenernos  largo  tiempo  para  argüir 
que  este  principio  se  aplica  al  arbitraje  interaacionali  porqae  México 
ha  declarado  y  concedido,  en  términos  inequívocos,  que  el  principio 
s»  aplica  á  los  arbitr^es  internacionales. 

En  su  nota  dirigida  al  Sr.  Powell  Clayton,  Ministro  Americano  en 
México,  con  fecha  28  de  Noviembre  de  1900,  el  Sr.  Mariscal,  Minis- 
tro de  Relaciones  £xteriores  de  México,  concede  que  el  principio  de 
res  judkaia  se  aplica  á  los  laudos  de  arbitt-aje.s  internacionales.  La 
parte  principal  de  esa  nota,  que  me  propougo  citar  ahora,  se  encuen- 
tra á  la  mitad  de  la  pág.  31.  * 

El  .Sr.  Mariscal,  aunque  admite  en  ;:r'iieral  la  existencia  de  la  res 
judicaia,  alega,  sin  embargo,  que  ella  no  debe  aplicarse  en  el  presen- 
te caso,  por  dos  razones: 

I.  El  aiileriur  íailo  no  fué  pronunciado  dentro  de  los  límites  de  la 
jurisdicción  del  Tribunal  de  Arbitraje  creado  en  virtud  de  laCk)Uven- 
ciún  de  t  de  Julio  de  ISiis, 

II.  La  ii's  ¡iitiictdx  cAíi  liiinlada  oii  su  aiiiic;i<'i<>n  á  lu  parlí^  con- 
denatoria de  las  seiileiiciad,  y  no  abraza  las  premisas  en  que  dicha 
parle  se  funda. 

Cito  ahora,  de  la  Correspondencia  Diplomática,  pájí.  Hí,  una  nota 
del  Sr.  Mariscal,  y,  aunque  los  miembros  de  Cí^te  Tribunal  la  han  leí* 
do,  esto  será  una  repetición. 

'  Que — dice  el  Sr.  Mariscal — es  un  principio  admitido  en  todas  las 
legislaciones  y  perteneciente  al  Derecho  Romano,  el  de  resjwlicata 
pro  veritaU  otccipUtir^  no  habrá  de  seguro  quien  lo  niegue.  Tampo- 
co se  disputa  que  un  Tribunal  ó  Juez  establecido  por  arbitraje  inter- 
nacional, comunica  á  sus  resoluciones,  prfnmmiadm  detUro  de  ¡os 
UmUes  de  8U  Jurmlhcián  (como  lo  expresa  la  cita  hecha  por  el  Se- 
ñor McCreery),  la  autoridad  de  cosa  juzgada;  pero  que  deba  darse 
en  la  práctica  la  misma  fuerza  que  á  lo  directamente  resuelto  en  la 
sentencia  para  terminar  el  litigio,  á  las  consideraciones  ó  premisas 
DO  enumeradas  expresamente  como  puntos  decididos  por  el  Juez,  sino 
simplemente  referidos  por  él  en  los  fundamentos  de  su  fallo,  ó  supues- 
tos como  antecedentes  necesarios  por  el  interesado  que  interpreta  la 
sentencia,  es  cosa  muy  diferente  y  sobre  la  cual  no  puede  haber  el 
mismo  acuerdo.  > 

Se  verá,  Cnmo  he  ale*rado,  ipie  el  Sr.  Mariscal  concede  que  la  res 
jwitmla  se  aplica  á  los^  lailos  internacionales.  Aparece,  además,  que 
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las  Únicas  objeciones  que  el  Sr.  Mariscal  puede  oponer  á  la  aplicación 
aquí  de  este  principio,  son  dos: 

[.  Que  ta  anterior  decisión  se  excedía  de  la  jurisdicción  del  prece- 
dente Tribunal;  y 

2.  Que  los  efectos  j  fuerza  de  la,  res  juiicata  no  se  extienden  más 
allá  de  la  parte  condenatoria  de  la  sentencia. 

Llegamos  ¿  esta  última  proposición  para  demostrar,  como  tenemos 
esperanza  de  hacerlo  quizá  más  adelante,  que  la  rea  jtídieata  no  so- 
lamente se  extiende  á  la  parte  condenatoria  de  la  sentencia,  sino  i 
lodo??  los  puntos  que  necesariamenté  forman  parte  de  ella,  á  aquellos 
puntos  sin  cuya  decisión  no  podría  llegarse  á  la  conclusión  alcanza- 
da. Por  lo  tanto,  aplicainos  a(|iií  el  principio  y  aleteamos  que  no  hay 
ninguna  cuestión  (-(jiiipreudida  on  el  presente  caso  y  necesaria  para 
una  decisión  en  favor  de  los  Kstatios  Ijnidos  (juo  in»  hubiera  sido  deci 
dida  Ci>utra  nuestra  presente  contienda  por  el  anterior  Tribunal  de 
Arbitraje  sin  habernos  dorrofado  en  a(}iiella  corte. 

Al  coiisidorar  la  admisu>ü  ¡xn-  México,  «lo  eso  pi'incipio,  os  iuii>or- 
tantc  liaror  una  breve  referencia  á  la  corrospoudeneia  diplomálicaqiie 
precedió  ú  la  Udta  del  Sr.  Mariscal.  Dicha  nota  cevvó  prácticamente 
la  discusión  respecto  del  punto  de  res  jwHmfa.  A  esto  si^ruió  uim  in- 
dicación hecha  por  parte  de  ios  Kstados  Unidos  y  aceptada  par  Méxi- 
co prontamente  y  con  «justo,  de  someter  esta  cuestión,  tal  como  está 
establecida  y  trazada  en  el  l^rotocolo,  á  la  decisión  de  un  tribunal  im- 
parcial. 

La  primera  nota  en  que  está  indicada  la  cuestión  de  la  re»  jwlimta 
se  encuentra  en  la  pág.  (í  de  la  Correspondencia  Diplomática,  nota  del 
del  Sr.  Clayton,  Ministro  de  los  Kstados  Unidos  en  México,  dirigida  al 
Sr.  Mariscal,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  con  fecha  1**  de  Sep* 
tiempre  de  181)7,  cinco  años  antes  del  día  en  que  tuTo  lugar  la  prime* 
ra  reunión  de  este  Tribunal. 

Después  de  referirse  á  la  reclamación,  el  Sr.  Clayton  dice: 
.  «Solamente  necesito  referirme  á  los  procedimientos  de  la  Com»íóo 
Mixta  creada  por  la  Convención  de  4  de  Julio  de  1868,  que  estableció 
las  siguientes  proposiciones: 

<  1 .  Que  la  Iglesia  Católica  Romana  de  la  Alta  California  es  una 
corporación  de  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos. 

<2.  La  obligación  del  Gobierno  mexicano  de  pagará  los  Obispos  de 
California  y  á  sus  sucesores  los  réditos  sobre  los  productos  de  los  bie* 
nes,  pertenecientes  al  Fondo,  siendo  éste  conservado  en  administra- 
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eiÓD  por  el  Tesoro  mexicano  con  el  fin  de  cumplir  la  voluntad  de  los 
fandadores  del  Fondo. 
<3.  Que  los  reclamantes  son  los  sucesores  directos  de  los  Obispos 

de  California,  y  por  consiguiente,  deben  recibir  la  parte  que  les  co- 
rresponde de  los  rMitos  sobre  los  productos  del  Fondo. 

'4.  Que  el  Ai /obispo  y  los  Obispos  de  aquella  Iglesia  son  las  par- 
les á  quienes  toca  demandar  y  re -¡bir  esos  réditos. 

<5.  Que  en  este  asunto  e-^Uhi  interesados  todos  los  habitantes  del 
Kstado  de  California  y  aun  l.i  población  entera  de  los  Estados  Unidos, 
y  este  caso  debe  tratarse,  por  tanto,  con  la  iatervención  diplomática 
del  Gobierno  de  los  Estados  l' nidos. 

«Siendo  estas  pro¡)osiciones,  como  lo  fueron,  rrs  jnfficafn, no  habien- 
do pagado  el  Gobierno  mexicano  nin^íún  rédito  sobre  el  l^'ondo  desde 
que  se  hicieron  los  pagos  en  virtud  del  fallo  de  la  Comisión  Mixta, 
respetuosamente  Hamo  la  atención  de  Vuestra  Excelencia  hacía  este 
hecho,  suplicando  que  se  me  informe  de  los  propósitos  del  Gobierno 
Mexicano  con  respecto  á  esta  reclamaeíón.  > 

Los  bastados  Unidos  dirigieron  Yarias  comunicaciones  diplomáticas 
á  México  acerca  de  esta  reclamación,  desde  1891  á  1897.  No  se  dió 
respuesta  á  ninguna  de  ellas,  hasta  que  el  Sr.  Clayton  escribió  la  men- 
cionada nota  al  Sr.  Mariscal.  El  Sr.  Mariscal  contestó,  pág.  6  de  la 
Correspondencia  Diplomática,  en  una  nota  en  que  dijo: 

«Por  lo  tanto,  las  reclamaciones  que  se  originaron  ó  entablaron 
contra  cualquiera  de  los  Gobiernos  contratantes,  después  del  1**  de  Fe- 
brero de  1869,  no  fueron  objeto  de  dicha  Convención,  ni  pudieron,  en 
consecuencia,  ser  materia  del  arbitraje  concertado  en  ella;  ni  de  un 
modo  general,  las  cuestiones  que  no  versando  directamente  sobre  per- 
juicios resarcibles  con  dinero,  se  refiriesen  á  puntos  de  hecho  ó  de  de- 
recho, tales  como  los  enumerados  en  la  nota  que  contesto  y  que  Vues- 
tra Excelencia  considera  resueltos  en  el  laudo  que  el  Arbitro  pronunció 
el  1 1  de  Noviembre  de  1875.» 

Lo  que  equivale  á  decir  que  el  anterior  fallo,  por  su  propia  virtud 
y  íuerza,  no  obliiío  al  (¡obierno  tnexicano  á  hacer  el  pago  reclamado. 

Kl  Sr.  Maris(!al  continúa  die¡<>ii<lo: 

«Dicho  laudo  cíMidenó  á  la  lleiuiblica  Mexicana  á  pagar  á  la  Iglesia 
l^tólica  de  la  Alta  Calil'oi  ina  nna  determinada  smna  de  dinero  que 
ifuportaron  los  réditos  calculados  sobre  la  loitad  del  llamado  Fondo 
i'iadoso  de  las  Californias,*  correspondientes  á  loa  veintiún  años  com- 
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pTQQdido»  entre  las  fechas  de  la  firma  y  canje  de  ratificaeíoiies  de  la 
citada  CooTención.» 

En  otras  palabraíí,  desde  el  2  de  Febrero  de  1848.  fecha  de  la  firma 
del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  hasta  el  t*"  de  Febrero  de  1860,  fe- 
cha del  canje  de  las  ratificaciones  del  Tratado  de  1868,  transcurrieron 
precisamente  veintiún  años. 

El  Sr.  Mariscal,  por  tanto,  dioe: 

«De  lo  expuesto,  se  sigue  que  la  deuda  impuesta  á  la  República 
Mexicana  por  la  decisión  arbitral  de  11  de  Noviembre  de  187d«  ósea 
la  res  aijwiicata^  como  Vuestra  Excelencia  la  designa,  quedó  eitin- 
guida.» 

Ademáis,  dice  en  la  misma  página: 

«Si  loquo  hoy  se  alega  es  que  las  razones  en  que  diflio  laudóse 
fundó  jiistitií-uii  una  reclamación  análoga,  aiiinme  posterior  á  la  deii- 
dida  [»oi-  él,  tal  argumeolo  carece  de  la  eíicacia  (juc  se  le  atribuye.  h> 
bieu  sabido  que  sólo  la  ])arte  resolutiva  de  una  sculein  ia  ñ  hiudoiKLsi 
en  autoridad  d»-  rosa  juzgada.  Las  consideraciours  (jue  le  sirvir-ron  de 
premisas  (¡ucdau  expuestas  á  controversia  en  lo  futuro,  son  pcrfecta- 
yienle  inipuuMi.ihlc--  y  por  lo  Uuito  no  con.slituyen  la  verdad  legal.* 

V  más  adelante: 

«l'^l  Gobierno  mexicano  demostrará  con  la  amplitud  necesaria  i.i 
falsedad  6  injusticia  de  los  futir' iatueutoa  del  laudo  pronunciado  áia- 
vor  de  la  mencionada  Iglesia.  > 

Con  especialidad  recalco  la  palabra  «fundamentos.»  porque  el  Se- 
^r  Moríscal  opina  que  la  n'sjmUcata  no  se  aplica  á  los  fundamea* 
tos  de  una  sentencia,  en  tanto  que  nosotros  alegamos  lo  contrario. 
Insistimos  en  que  los  fundamentos  de  una  sentencia  orgánicameote 
forman  parte  de  ella. 

Esta  réplica  del  Sr.  Mariscal  fné  objeto  de  una  contraréplíca  pro* 
movida  ante  el  Secretario  de  Estado  por  el  Sr.  Doyle,  la  cual  poede 
verse  en  la  Correspondencia  Diplomática. 

Voy  á  leer  un  pequeño  párrafo  de  su  carta,  pág.  13,  en  que  dice: 

«Estas  indicaciones  del  Sr.  Mariscal  provienen  de  una  mala  inteli' 
gencia  del  fin  perseguido  con  respecto  á  la  doctrina  de  res  adjwH- 
cafa  invocada  por  el  Sr.  Powell  Clay  ion  en  su  comunicación,  á  la  cual 
contestó  el.  Secretario  mexicano.  Ksa  doctrina,  brevemente  expresada 
en  la  máxima  de  derecho  civil  res  mljwUoata  pro  verifaie  aeeitn- 
iWt.  ba  sida  considerada  por  eminentes  jurisconsultos  como  un  con' 
cepto  necesario  en  toda  jurisprudencia  y  es  aceptada  como  aiiomi- 
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tica  OD  todos  los  sistemas  de  derecho  que  han  prevalecido  niempre  en 
las  sociedades  civilizadas.  Ha  sido  invocada,  definida,  sostenida  y  co- 
mentada tan  á  menudo  por  los  más  altos  tribunales  judiciales  de  In- 
glaterra y  América,  y  expresada  en  el  lenguaje  de  los  más  eminentes 
juristas  del  mundo,  que  sería  presuntuoso  de  mi  parte  que  yo  la  es- 
tableciera por  mí  mismo.» 

Y  dice  además  (tercera  línea,  al  fin  de  la  [w^.  14): 

«El  principio  de  res  mljufiicafa  da  á  la  sentonnia  do  que  «e  trata, 
prueba  coiicluyeiile  en  cual(|uiora  conlroverHÍa  futura  entre  las  mis- 
mas partes  (ó  eiilie  las  parles  que  so  deriven  de  ellas)  no  solamente 
de  la  conclusKMi  lin.il  de  adeudo  oxistontc  eii  :u|iioll;i  época  sino  de 
ciuiu  uno  de  los  licultos  i.ou.nütutivos  de  los  que  resultó  esa  conclu- 
sión. De  hecho,  os  n  paren  te  A  poco  que  se  reflexione,  que  tal  es  el  re- 
siiUndo  It'igico  ncoesarit)  do  i-onohisión  con  respecto  á  deudas.  Por- 
qiio  t''st:i.s,  no  son  un  hochi»  prinuUvo,  sino  iiwo'jariMiiioi) lo  i'!  rosiUhuio 
di' otros  ho<*h()s  antoi  iorí^s.  I'n  individuo  adeuda  el  (liiioro(|iio  so  lo  ha 
prestado,  ¿i^or  qué?  linicauiente  porque  pidii')  proslado  ol  ditioro.  Kl 
tribunal  que  lo  sentencia  debe,  necesariamente,  determinar  la  causa 
de  tai  deuda,  esto  es,  el  hecho  del  adeudo  y  el  iuqwrte  de  lo  prestado; 
así  es  qne  lo  que  decide  el  adeudo,  que  es  la  consecuencia,  necesaria- 
mente determina  también  el  hecho  del  préstamo,  y*  el  importe  de  lo 
prestado,  que  constituye  la  causa.» 

1¿1  ¿ir.  Doyle  prosigue,  y  no  molestaré  al  Tribunal  ley ('i ídolo  lo  de- 
más qae  consta  al  principio  de  la  pág.  15,  continuando  al  fín  de  la 
pág.  17,  en  que  se  cita  un  número  de  conocidos  abogados  americanos 
que  han  tratado  esta  cuestión.  Concluye  al  fin  de  la  pág.  17  con  la 
cita  á  que  me  he  referido  desde  hace  algún  tiempo,  tomada  del  señor 
Black,  quien  dice  hablando  de  la  resjwHcata: 

No  es  detHosiwh  decir  qm  esta  máxima  es  nn  concepto  funda- 
mental en  la  organisación  fie  toda  Jurisprudencia. 

El  4f  de  Diciembre  de  1899,  en  una  nota  dirigida  por  el  Sr.  Hay,  Se- 
cretario de  Estado  de  los  Estados  Unidos,  al  Sr.  CJaylon,  ( págs.  46  y 
47  de  la  Correspondencia  Diplomática),  el  principio  de  res  judicafa 
está  tratado  en  1en<:uajo  no  menos  claro  y  vigoroso.  En  Jtinio  7  de 
1900,  el  Sr.  Hay  dirigió  al  Sr.  Clayton  una  exposición  de  Merignhac, 
que  fué  .sometida  al  Sr.  Mariscal  (  pá^r.  1 1 )  por  el  Sr.  Mc.Oeery.  Me- 
rijrnhac  dijo  que  «la  sentencia,  dictada  dentro  de  los  límites  de  la  Con- 
vención, decide  la  cuestión  ontre  las  parles  de  una  manera  deíinitiva.  ? 
Esá  esta  opinuíu  á  la  que  el  Sr.  Mariscal  se  reliere  al  decir:  «Tuui- 
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poco  se  disputa  que  im  tribunal  ó  juez  establecido  por  Arbitraje  Inter- 
nacional, coiniiiiie;i  á  sus  resoluciones  «pronunciadas  dentro  de  ios 
Hmilos  de  su  jurisdicción»  (como  lo  expresa  la  cita  hecha  por  el  se» 
ñor  Mc.Creery)  la  autoridad  de  res  judictUa,» 

Por  consiguiente,  terminamos  con  la  proposición  de  que  México  ha 
concedido  que  el  principio  de  resjudieaia  se  aplica  á  los  fallos  y  sen- 
tencias de  tribunales  internacionales.  En  verdad,  parece  que  así  eMá 
comprendido  en  el  protocolo,  que,  como  ha  dicho  Sir  Edward  Fry, 
constituye  el  Código  de  este  Tribunal. 

Pennitidme  que  lea  un  corto  pasiye  del  protocolo,  que  tarobíéa  se- 
ñalará algunos  de  los  puntos  que  México  concede  fueron  decididos  por 
el  anterior  Tribunal  de  Arbitraje: 

«Por  cuanto,  en  Tírtud  de  las  disposiciones  de  una  Convención  pos- 
tada entre  las  Altas  Partes  Contratantes  arriba  mencionadas,  con  fe- 
cha 4  de  Julio  do  I8G8.  y  siguientes  Convenciones  suplementarias  de 
olla,  fué  sDmelidu  á  la  Comisión  Mixta  e-slablecida  por  dicha  ConTen- 
Clon  una  roclainación  presentada  por  parte  y  en  favor  de  los  prelados 
de  la  Iglesia  ('.al(')lica  lioinana  de  California  contra  la  li»'[)ijblica  de 
México,  por  réditos  anuales  de  cierto  foniio  llamado  el  -  l*'ondo  Pia- 
doso do  las  Californias,»  los  cnalos  lédilos  se  consideraron  devenga- 
dos desde  el  2  de  Febrero  de  fecha  de  In  firma  del  Tratado  do 
(niadalupe  Hidalgo,  hasta  el  1"  de  Febrero  de  1869,  fecha  del  canje 
de  las  ratiliraciones  do  la  Coiivencióii  arriba  referida;  y 

^For  cuanto  la  indioada  ('.oiiiis-i(Sn  Mixta,  despiiéí?  de  examinar  ili- 
cha  reclamación,  que  fué  señalada  en  el  lilirt)  do  registro  con  ei  nú- 
mero 493  ó  intiluiada  *Thadeus  Amat,  Obispo  Católico  Romano  de 
«Monterrey,  por  la  Cor|>oración  unitaria  que  representa,  y  .loseph  S. 
«Alemany,  Obispo  Católico  Romano  de  .San  Francisco,  por  la  Corpo- 
«ración  unitaria  que  re  resenta,  contra  la  Kepúbl ica  de  México, >  de- 
cidió la  reclamación  (-on!r;i  la  República  de  México,  y  en  favor  de  di- 
chos reclamantes,  dando  un  laudo  por  novecientos  cuatro  mil  sete- 
cientos pesos  noventa  y  nueve  centavos  ( $  9()4,7(X).99) ;  ios  cuales, 
como  se  expresa  en  la  exposición  de  dicho  Tribunal,  fueron  el  importe 
de  réditos  vencidos  en  veintiún  años,  á  razón  de  cuarenta  y  tres  mil 
ochenta  pesos  noventa  y  nueve  centavos  ( $  43,000.99)  anuales  sobre 
la  suma  de  setecientos  dieciocho  mil  dieciséis  pesos  cincuenta  ceots- 
vos  ($718,016.50)  y  habían  de  pagarse  en  oro  mexicano;  y  dicha 
suma  de  novecientos  cuatro  mil  setecientos  pesos  noventa  y  naere 
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eeotaYOs  ($904,700.99)  fué  completameote  pagada  y  finiquitada  en 
conformidad  con  los  términos  de  dicha  Convención,  t 

Sut  EowARn  Fry. — Esas  cifras  no  son  may  exactas. 

El  Sr.  McErbrnby.— No.  En  In  petición  dererisión,  hecha  por  el 
Sr.  Avila,  indicó  que  había  habido  una  equivocación,  asi  es  que  el  Fondo 
fué  erróneamente  calculado  en  $  1,000  más  de  lo  que  en  realidad  era. 
Los  réditos  de  veintiún  años  al  6  por  ICO  sobre  $  1.000  son  $  1,260; 
la  mitad  hubiera  sido  $630;  así  es  que  la  sama,  en  vez  de  $90 (,700, 
babrfa  sido  $90i,700  menos  $630,  que  equivalen  ¿  $904,070.  Sir 
Edward  Thornton  corrígió  el  fallo  en  ese  sentido  (Tr.,  650). 

Continúo  la  lectura  del  Protocolo: 

«Por  cuanto  los  Estados  1" nidos  de  América,  por  los  Obispos  cató- 
licos roiuaiios  urril)a  nfniibrados.  y  sus  su  'osorcs  con  ol  misino  lítuio 
♦í  interés,  han  reí  l;ini;Hli»  á  México  despué.s  d.:»  (íirh  )  l;i  ¡do  los  sucesi- 
vos venciinioiitos  de  dichos  réditos,  y  han  insistido  en  que  la  expre- 
sada reciarnaciiHi  fué  definilivnfnonte  juzgada,  y  su  monto  fijado  en 
contra  Mrxieo  y  á  favor  de  los  pritnitivos  reclamantes  y  do  sus 
sucesores  con  el  mi^mo  título  (•  interés  conforme  á  In  primera  Con- 
vención mencionada  ile  |S<)S.  y  on  virind  de  didu,  !audo  como  res 
judicnid .  y  han  sostenido  udeuiiis,  que  independientemente  de  tal  lau- 
do su  reclainaci«)n  contra  iMéxico  era  justa:  aserciones  ambas  que  han 
sido  controvertida»  é  ímpugnadan  por  la  Kepúblíca  de  México,  y  las 
Altas  Partes  signatarias  de  este  compromiso,  animadas  de  un  vivo  de- 
<<eo  de  que  la  controversia  así  suscitada  sea  amigable,  satifactoria  y 
jusinmente  resuella,  han  convenido  en  someter  dicha  controversia  á 
la  decisión  de  Arbitros,  quienes  se  ajustaván  en  todo  lo  que  no  se  dis- 
ponga de  otro  modo  por  el  presente  instrumento,  á  las  prevenciones 
de  la  Convención  internacional  para  el  arreglo  pacífico  de  controver- 
sias internacionales,  comunmente  denominada  « Convención  de  La 
Haya,*  y  estarán  facultados  para  resolver: 

<l.  Si  dicha  reclamación  como  consecuencia  del  laudo  anterior 
está  regida  por  el  principio  de  resjudieaia;  y 

«2.  De  no  estarlo,  si  es  justa  la  misma  reclamación. 

«Y  para  pronunciar  un  fallo  ó  laudo  tal  que  sea  adecuado  y  con- 
veniente á  todas  las  circunstancias  del  caso.» 

Habiéndose  hecho  observar  que  México  concede  que  el  principio  de 
m  afljufiiüftia  se  aplica  á  los  arbitrajes  internacionales,  deseo  lla- 
mar brevcnieatc  vuestra  atención  hacia  la  ley  y  la  historia  del  prin- 
cipio de  res  adjudicata^  tíil  como  lo  entendemos. 
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A  este  fln,  leeré  algunas  citas  tomadas  de  Ghand,  sobre  ia  rM  ju- 
dicaiay  obra  que  tiene  gran  oirculación  en  América,  escrita  por  en 
juez  de  la  India  Británica. 

Sm  Edward  Fry. — No  entendí  el  nombre. 

El  Sr.  McENBRNBY.^Hokm  Chand.  El  Sr.  Chand  murió  hace  po- 
co tiempo,  después  de  haber  escrito  algunas  otras  obras  de  derecbo. 

La  obra  está  dedicada  al  Muy  Honorable  Barón  Herschell,  Lord 
Gran  Canciller  de  Inglaterra. 

El  Sr.  MaENsaifSY.— (continuando)  En  la  pág.  1  de  esta  obrase 
dice: 

*La  doctrina  de  res  adjuilicaia  es  de  aplicación  universal,  f  de 
heclio  (citando  otra  wv.  ol  lon«:u aje  que  laii  á  menudo  he  repetidoi 
un  concepto  fundamental  en  la  orvranización  de  toda  jurisprudencia. 
La  justicia  requiere  que  tmia  «  ¡ulsu  sea  de  una  vez  justamente  deci- 
dida, y  la  tranquilidad  púhliea  Uemnnda  que.^  hahieiido  sido  \:i  ialia- 
da,  todo  litigio  acerca  de  la  misma  concluya  para  siempre  entre  Iíls 
partes. 

*  VÁ  manleiiimionto  i  citando  al  ,\nv7.  '  .,iinpt)eli  uno  de       iinnier-  ¡ 
nos  jueceíí  do  In  Siinri-iiia  CnrUMie  los  Kstados  I  nidos,  y  ti»nabrc;  muy 
distinguido  y  de  ¡jran  ilustración  ^  ild  orden  púhlii'o,  la  tranqnilidati 
de  la  sociedad  y  el  hiericslar  do  las  lamillas,  requieren  que  lo  que  Iw 
sido  deünitivamenle  tallado  por  tribunales  competentes,  sea  recibida 
como  una  irrefragable  verdad  iegid.  Si  no  fuera  por  el  efecto  concia*  . 
yente  de  tales  determinaciones,  no  habría  (in  para  tiingún  Uiigionifle* 
gurídad  para  ninguna  persona;  los  dcreetios  de  las  partes  se  verísD 
envueltos  en  una  coiifusióji  interminable,  y  con  frecuencia  se  come- 
terían grandes  injusticias  á  la  sombra  de  la  ley,  mientras  qae  los  tñ* 
banales,  despoüjadoi»  de  sas  más  eficientes  facultades,  llegarían  áser  j 
poco  menoe  que  cuerpos  consultivos»  y  de  esa  manera,  la  más  impo^ 
tante  atribución  del  Gobierno,  la  de  asegurar  y  robustecer  los  dere* 
choSf  quedaría  nulificada.» 
En  la  pág.  2  dice  el  mismo  autor:  | 
«Elt  término  res  adjwUcaia  se  deriva  del  Derecho  Romano,  y,  eo 
su  más  obvia  y  general  acepción,  significaba  en  Roma,  como  significa 
en  Inglaterra  y  en  América,  que  un  asunto  en  disputa  ha  sido  coiisi* 
derado  y  fallado  por  un  competente  tribunal  de  justicia.  Una  seuten 
«ia  del  tribunal  entre  los  romanos  obraba  siempre  como  una  novacióp 
de  la  original  causa  de  acción  que  se  consideraba  incluida  en  ella...- 
Este  efecto  no  comp  endia,  sin  embargo,  las  decisiones  del  pretoria 
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que  eran  consideradas  como  eiitrai^eras,  pero  se  permitía  que  faemn 
defendidas  por  ta  yia  de  la  confesión  y  la  excepción.»  <, 

Y  se  dice  ( púg.  2 )  al  hablar  de  las  reglan  relati?:i8  al  Derecho  Ro- 
mano: 

Líf  conclusión  de  la  scntowia  se  extendía  á  torios  tos  ¿mnios  ne^ 
mariameiUe  decididos. 
Dice  laiiilnrii  ol  autor  (  pá<r.  2): 

Estas  UKÍ.rnitas,  liablvnío  pasd  la  ni  trnri-s  dr  los  siijlos,  rvuser- 
van  todavía  su  sitio  orif final  >  h  la  jniispni' Inicia  de  todos  los 
pufxes  f ionizados  dp  la  <i<  l iinHildd . 

K-t;in<l()  fstfihlof'iilo  la  /-f.s  a  ijn  iictda  s*'  aplica  á  las  sotitoii- 
cia.sde  l<»,s  tribunalp-  iiit*'riimñonMles,  la  cuestión  i|ih'  <l(*l)t'  considorarsc 
ahora,  es,  si  el  fallo  (iol  Tribunal  de  Arbitraje  creado  en  virtud  do  la 
(lotiveiicióii  de  I  de  .lulio  de  ISB^.  estuvo  dnnfro  do  ios  límites  de  su 
jdrij^dicción.  Observaréis  uua  vez  más  que  el  .Sr.  Mariscal  aliriua  que 
el  fallo  del  anterior  Tribunal  do  Arbitraje  no  esturo  dentro  de  la  ju- 
risdicción del  mismo  Tribunal.  Por  tanto,  invoca,  snbrrayando  la  li- 
mitación de  la  doctrina,  contenida  en  la  cita  hecha  por  el  Sr.  McCre^ 
ery,  que  el  fallo  anterior  no  tuvo  la  Uwva\\  de  /"''s  (vljadi'  ídfí.  á  menos 
qoe  el  mismo  fallo  estuviera  dentro  de  la  jurisdicción  del  Tribunal  que 
lo  pronunció;  siendo  la  idea  que,  sí  el  Tribunal  no  tiene  jurisdicción, 
sa  sentencia  es  nula  y  no  tiene  la  fuerza  de  res  wlpidiocUa  ni  ninguna 
otra.  Será  necesario,  por  consiguiente,  considerar  las  proposiciones 
jormuladas  por  el  Sr.  Mariscal,  de  que  el  anterior  Tribunal  de  Arbitra- 
je se  excedió  de  su  jurisdicción. 

Alegamos  que  el  Tribunal  tuvo  jurisdicción  sobre  cinco  fundamentes' 
diferentes.  El  primero,  es  que  el  Tribunal  decidió  que.  tesía  jurisdic-^ 
eión,  y  esta  decisión,  siendo  inherente  á  sus  funciones,  es- cono) Ufente 
ante  todos  los  tribunales  del  mundo.  ¿Qué  cosa  es  jurisdicción»?  La 
facultad  de  conocer  de  una  causa  y  de  fallarla.  La  posesión  de  juris-- 
dicción  no  envuelve,  por  fner/.a,  su  le;íítimo  ejercicio.  La  jiiri.sdicdón 
envuelve  la  facultad  de  cometer  errores,  poríjue  cuando  as<íjíuráis  (|uo 
lili  tribunal  tiene  jurisdicción,  necesariumonte  aliruiáis  (Jiia  tiene  fa- 
cultades, en  el  ejercirio  de  esa  jurisdicción,  para  interpretar  la  ley  eo- 
rreela  ó  incorrccUinculc.  ?ihí  romo  para  ct>m|H  (Mulia-  los  heclios,  es- 
!iaiarl(»s  y  pe»arlos  «le  cuahiiiicra  de  c-^as  dos  iiianeras.  Ha  llo^'ado  á 
iiii  axioma  (pie  la  p^aiiiri-a  m-a  <pic  un  ti'ibnual  decido,  v  (pie  la 
decisión  fundamental  de  todo  Iriltiuial  en  cualquier  país,  en  riialípiier 
lugar  y  en  cualquier  cu^o,  es  (|ue  ticue  jurisdiccióu,  porque,  cuaudu  un 
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tríbanal  va  á  conooei^  de  una  causa,  necesariamente  afirma  qoe  ti«ne 
facultades  para  hacerlo,  y  cuando  falla  en  esa  causa,  necesariamente 
determina  que  tiene  facultades  para  fallar. 

Por  tanto,  está  envuelUi  en  ol  conociinienlo  de  una  causa  y  en  ia 
decisión  do  la  misma,  una  determinacicn  judicial  (comprendida  usual- 
mente)  por  el  Tribunal,  de  que  tiene  facul ludes  para  conocerla  y  fa- 
llarla. 

A  mediodía  se  suspendió  la  sesión  para  continuarlas  hts  dos  de  la 
tarde. 

Sexta  sesión. 

22  de  Septiembre  de  1902  (en  la  terde.). 

Se  abrió  la  sesión  á  las  2.20,  bajo  la  presidencia  del  Sr.  Matzen. 

F^L  8e.\or  l^iiEsiDRNTK. — Tícuc  la  palabra  el  Agente  de  los  Estados 
Unidos  de  la  América  dc^l  Norte. 

El  Sr.  Ralston. — Necesito  decir  sólo  una  palabra  en  respuesta  á  la 
observación  hecha  esta  mañana  por  el  8r.  Beernaert,  palabra  que  quizá 
es  enteramente  innecesaria,  porque  como  esa  observación  ha  sido  he- 
cha varias  veces,  me  parece  que  nuestros  fundamentos  quedarían  asi 
absoluta  y  completamente  indisputables. 

El  Protocolo,  en  virtud  del  cual  obramos,  previene  que: 
« todas  las  alegaciones,  testimonios,  pruebas,  informes  en  derecho  y 
conclusiones  ó  laudos  de  los  Comisionados  ó  del  tercero  en  disco^ 
día,  presentados  ante  la  Comisión  Mixta  arriba  referida,  ó  acordados 
por  ella,  son  de  aducirse  como  pruebas  ante  el  Tribunal  (|ue  ahora  s« 
nombra,  juntamente  con  toda  la  correspondencia  habida  entre  los  dos 
países  concerniente  á  los  puntos  comprendidos  en  este  arbitramento; 
exhibiéndose  al  nuevo  Tribunal  dichos  documentos  originales  ó  copias 
de  ellos,  debidamente  certificadas  por  los  Departamentos  de  Estado 
respectivos  de  las  Altas  Partes  Contratantes.» 

El  expediente  del  anti<ruo  caso,  (pie  nosotros  llamamos  en  inglt-s 
)v'ro/v/y  que  se  le  (lermmiiiuf/o.v^/í'ren  el  Continente,  se  liallaba  en  jxwier 
del  Departamento  de  Estado  de  los  Estados  l  'nidos,  y  pi»r  esta  única  ra- 
zón y  no  porque  hubiera  una  osfieeial  inleli^enri  i  ontre  las  Partes.  h>- 
Eslados  Ufíidos  íTian<larr.n  imprimir  ese  dossivé',  ese  expediente  deqnt' 
tenéis  conocimiento.  í.os  Estados  I  nidíís  solamente  lian  maridado  im- 
primir una  copia  completa  de  la  eurrespondencia  diplomática  cambiada 
entre  las  Parles,  contenida  ea  el  núsmo  volumen;  perú  deseo  establecer 
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y  poner  do  inanifícslo  que  esa  impresión  no  fiió  hecha  en  virtud  de 
que  ios  Estados  Unidos  tuvieran  mayor  ol (ligación  que  México  de  ha- 
cerlo, porque,  como  se  previene  que  « dei)eráu  presentarse  al  nuevo 
Tribunal,  los  origínale»  ó  copias  de  ellos  debidamente  certificados  por 
el  Departamento  de  Estado  de  tas  Altas  Partes  Contratantes,»  Tiene 
áser,  por  consecuencia,  también  obligación  de  México  presentar  copia 
certificada  de  aquella  correspondencia  diplomática.  Los  Estados  Uni- 
dos prefirieron  cumplir  esa  obligación  y  México  no;  pero  eso  no  ha  en- 
vuelto ninguna  molestia  ó  dilicultad  para  el  Tribunal,  desde  el  mo- 
mento en  que  se  presentó  una  copia.  Tal  vez  lo  que  estoy  diciendo 
sea  enteramente  innecesario;  pero  deseo  aclarar  la  situación  de  los 
Estados  Unidos.  Creo  que  ha  habido  entre  nosotros  una  confusión  con 
motivo  de  la  aplicación  de  la  palabra  dofssier.  Cuando  hemos  dicho 
que  teníamos  obligación  de  presentarlo,  nos  referimos  al  dcssier  del 
antiguo  caso,  y  fué  nuestra  oljiigacióii  presentarlo,  porque  se  hallaba 
en  nuestro  poder.  Teii fainos  el  especial  dobtii-  de  hacerlo:  pero  en  lo 
que  concierne  á  lu  que  Ihiináis  el  dossicr  del  presente  caso,  entondc- 
inos  que  cada  parlo,  tanto  México  pomo  los  Kstiuios  Unidos,  debe  pre- 
sentar á  este  Tribunal  lo?í  (locmiit'nlc»-.  ale«rMc¡()iio.s  y  argumentos  que 
sean  nofosarios  y  quccíHi.sidtM'cii  cuíiduceiites  ó  útiles.  Necesito  escla- 
recer <>i<>  de  una  inaiuM"!  absoluta  para  que  mis  aini^iosde  la  otra  parte 
lio  piensen  -pie  nos  cori  espoiide  una  obligación  (pie  en  realidad  no  te- 
uetuos  en  virlud  del  l'rotocoio.  IIcüjos  estado  pi-onl<»s  n  cuniplir  la 
'•bli<jfari()n  que  nos  impone  el  l'rotocolo.  Todavía  estamos  listos  i)aiíi 
hacerlo,  pero  no  deseamos  que  imeslra  buena  disposición  sea  el  fun- 
diunenio  de  la  alegación  de  un  derecho. 

El  Sbñok  I'hksidsmtb.— Tiene  la  palabra  el  Agente  de  los  Estados 
luidos  Mexicanos. 

El  Sr.  F^.milio  Pardo.— Creo  que  el  incidente  que  acaba  de  ser  pro- 
movido por  el  iSeáor  Agente  de  los  Estados  Unidos  no  tiene  más  que 
una  importancia  muy  secundaria,  porque  podemos  decir  que  está  ya 
agotado,  una  veas  que  la  reclamación  de  los  Estados  Unidos  y  la  res* 
puesta  del  Gobierno  mexicano,  con  las  piezas  que  la  acompañan,  han 
:«ido  presentadas  á  la  Corte.  Sin  embargo,  como  hay,  más  ó  menos 
oculta,  una  especio  de  reproche  contra  la  conducta  del  Gobierno  me- 
xicano en  este  asunto,  debo  llamar  la  atención  del  Tribunal  sobre  un 
panto  que  me  parece  perfectamente  bien  establecido  en  el  Protocolo 
de  22  de  Mayo  último.  Dice  este  Protocolo  en  su  articulo  Vil: 

«Dentro  de  cuarenta  días  después  de  la  entrega  del  memorial  á  \k 
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Embajada  mexicana,  el  Agente  ó  Abogado  de  la  República  de  México 
entregará  al  Departamento  de  Estado  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica, de  la  misma  manera  y  con  iguales  referencias,  on  memorial  de 
sus  alegaciones  y  razones  de  oposición  á  la  redamación  dicha.» 

De  acuerdo  con  este  articulo,  mi  Gobierno,  dentro  del  plazo  fijado 
por  el  Protocolo,  ha  depositado  en  el  Departamento  de  Estado  de  los 
Estados  Unidos,  la  respuesta  de  la  República  de  México.  Ha  deposi- 
tado esta  respuesta  y  la  ha  acompañado  de  un  libro  impreso  que  se 
encuentra  á  disposición  del  Tribunal. 

Guando  nos  hemos  enterado  de  que  la  respuesta  del  Gobierno  me- 
xicano no  había  sido  enviada  por  el  Departamento  de  Kstado  de  loe 
Estados  Unidos,  hemos  tenido  muy  justos  motivos  para  asombramos, 
tanto  más,  cuanto  que  no  habiendo  sido  remitida  dicha  respuesta,  el 
libro'  impreso  se  encontró,  sin  eml)ai  ií(>,  on  manos  dol  Agente  ameri- 
cano y  fué  presentado  ante  hi  Corte,  sin  huccr  notar  que  esta  pieza 
pertenecía  ú  la  rc-¡)iiosta  Ho!  ríobierno  moxicanu,  y  que  si  el  anexo 
estaba  pros(Mitt\  el  mrmoi  ial  que  contiene  la  respuesta  de  uii  Gobier- 
no (¡(  ;m:i  asiiiii'-iiio  rstarl<i. 

Tai  VL'/  no  hi'iiio^:  »'i mipi-ciiilKlo  bíeu  los  Irraunos  dol  rrotoi-olo,  pe- 
ro podemos  citar  en  apoyo  de  la  combi*  ta  del  (iobierno  mexicanos! 
texto  sobre  el  cual  acabo  de  llamar  la  atención  del  Tribunal.  Habla- 
mos entendido  y  comprendido  que  todas  las  piezas  presentadas  al  Tri- 
bunal forman  el  ifossíer  común,  y  esta  es  justatnente  la  observacióo 
que  el  Sr.  Rcernacrl,  nuestrí)  aboffado.  ha  tenido  ocasión  de  hacer  ante 
el  Tribunal  t  u  la  audiencia  de  hoy,  os  decir,  que  esle  dossier  no  pue- 
de ser  considerado  como  perteneciente  exclusivamente  á  los  Kstados 
Unidos,  sino  que  contiene  las  piezas  y  documentos  que  México  tiene 
el  honor  de  presentar  al  Tribunal,  con  su  respuesta  y  los  anexos  que 
la  acompañan. 

Creo  que  el  incidente,  como  acabo  de  decirlo,  no  tiene  ninguna  im* 
portañola  y  puede  considerársele  como  enteramente  terminado;  pero 
me  considero  obligado  á  justificar  ante  este  Tribunal  la  conducta  de  mi 
Gobierno,  invocando  el  texto  tan  preciso  y  claro  del  articulo  que  aca> 
bo  de  leer. 

El  Sr.  Ralston. — Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros: 

«Deseo  aiíre^rar  una  palabra.  Convenfro  del  todo  con  el  Honorable 

Agente  de  México,  cu  «pie  el  incidente  es  de  importancia  enteramente 
secundaria,  y  no  hubiera  pensado  en  molestaros  con  la  li^^ora  referen- 
cia que  sobre  él  be  hecho,  ai  no  iiubiera  sido,  en  diferentes  ocasiones, 
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objeto  de  aparente  queja  contra  los  Estados  Unidos.  I*or  esta  única 
razón  lo  menciono,  no  porque  tenprn  mIlíuuíi  iniportacia.  Sentiría  mu- 
cho, por  tanto,  que  alfjuna  de  las  palabras  (pío  lio  }>rotniiiriutlo  hubie- 
ra envuelto  de  alí?ini:i  manera  un  reproche  al  <  .obx hk»  ¡oexicano,  por- 
que está  muy  loins  (io  mi  rtir-nte  tal  idea.  Suiion^n»  qne  el  A^'-ente  de 
México  ciuiiph>  >us  ohli^ac¡(*nes  tal  como  ¿4  rnticutle  que  d  <^aso  lo 
requiero.  (  )(  u¡)aró  viiosíra  atención  por  un  momento  más.  l'roto- 
'^o!n.  on  niie.'^lra  opiruón,  no  requiere  que  México  nos  pre.sente  el  do- 
cumento escrito  áque  se  ha  hecho  alnsión:  el  del  ^  Pleito  de  Rada.>  Se 
me  rntregó  antes  de  que  saliera  íle  Washinjjfton,  aunque  el  IVotocolo 
sólo  previene  ({ue  sea  depositado  en  la  Embajada  mexicana  y  (pie  teñ- 
éramos oportunidad  de  examinarlo;  pero  habiéndonos  sido  entre^^ado, 
bemos  creído  de  nuestro  deber  traerlo  aquí  tan  pronto  como  ha  sido 
posible,  y  salvar  nuestra  responsabilidad  depositándolo  ante  el  Secre- 
tario General  de  este  Tribunal.  £stá  enteramente  á  la  disposición  de 
ambas  partes;  todo  lo  que  hemos  traído  ante  esto  Tribunal  está  á  la 
dtspostctdn  del  mismo,  y  de  nuestros  amigos  de  la  otra  parte. 

El  Señor  Prbsidbntb. —  La  primera  cuestión  es  que  todos  los  do- 
camentos  están  á  disposición  de  las  dos  partes;  la  otra  cuestión  no 
tiene  importancia;  solamente  haremos  figurar  en  el  acta  las  declara- 
ciones de  los  Seftores  Agentes. 

El  Ss.  Emilio  Pardo. — Puesto  que  estamos  en  vía  de  hacer  recti- 
ficaciones, me  permitiré  llamar,  algo  tardíamente,  la  atención  del  Tri- 
bunal sobre  un  punto  que  puede  tener  cierta  importancia.  Debo  co- 
menzar confesando  que  debía  haber  hecho  esta  obí^ervación  antes; 
pero  siempre  es  tiempo  de  reparar  una  falta,  y  me  apresuro  á  hacer 
la  siguiente  rectificaciím :  En  las  Actas  verbales  que  han  sido  leí- 
das en  la  Audiencia  de  esta  mañana,  se  hace  constar  que  yo  tenía  la 
honra  de  coiiipaiecor  ante  el  'l'nlMinal  en  calidad  de  Ministro  t^leni- 
potenciarii)  y  l'jiviadu  I',xtraordmari(Mlc  la  Koi)iiMi(%a  Mexicana  corra 
'le  laC.orfo  (!<•  lo-  l'aíscs  linjos.  I'll  hecho  no  os  completaniotite  exacto. 
Aunque  ho  rccibidodu  mi  (robicnio  mi  nombramiento  do  Ministro  Ple- 
iiipotencuirio,  no  estoy  todavía  acreditado:  por  oon<i;;iiiriito,  en  este 
momento  m»  comparezco  ante  el  t  ribunal  ma-  (juc  oni-alidad  df  Ajxente 
fi*^l  Gobierno  mexicano,  y  no  con  el  carácter  do  Knviado  Lxlríiordina- 
no  de  la  Kepública  de  México  que  todavía  no  ton^n),  j>or(|ue  no  he  te- 
nido ocíusión  de  presentar  mis  credenciales.  Ksta  olxservación  tiene 
importancia,  porque  una  vez  establecido  mi  carácter  diplomático  y 
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presen  la  (i  n=!  mis  credenciales,  no  podré  continuar  la  represen  lacióa 
(lo  mí  (ii»l)iorn(i  (•<>mo  Aírente  de  la  Hepública  de  M('xi<'o. 

lliioizo  al  Tribunal  que  hajiii  eonslar  en  la  Aeta  verh-il  esta  rooti- 
íicacióii,  })ürque  la  considero  absolutamente  como  de  una  imfwrtan- 
cía  especial. 

Kl  Sn.  DK  Martens. — Pero,  Sr.  Pardo,  habéis  firmado  la  Acta  verbal. 

El  Sr.  Emu.io  Pardo. — Se  hace  en  ella  varias  veces  mención  d« 
mí  carácter  de  Ministro  Plenipotenciario  y  Enviado  Extraí)rrliiiamy 
Rc  mo  atribuye  on  nombramiento  que  no  tengo  todavía  ante  el  Tri* 
bunal. 

El  Sr.  db  Martbns. — Entonces,  ¿deseáis  que  se  suprima? 

El  Sr.  Emilio  Pardo. — Absolutamente. 

El  Sb^or  Presidbntb. — Entre  tanto,  el  incidente  está  terminado, 
y  tiene  la  jialabra  el  Abogado  de  los  Estados  Unidos  de  la  América 
del  Norte. 

El  Sr.  McEjíerney. — Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros: 
«Cuando  se  levantó  la  sesión  del  Tribunal  esta  mañana,  me  eslal» 
refiriendo  al  primero  de  los  cinco  fundamentos  sobre  los  cuales  ale- 
gamos que  el  Tribunal  de  Arbitraje  de  1868  tuvo  jurisdicción  para 
diciar  el  fallo  que  pronunció  en  favor  del  Arzobispo  y  del  Obispo  de 
California  contra  la  República  de  México.  Recordaréis  que  el  ar^- 
Miento  en  apoyo  de  esta  proposición  fué  que  el  anterior  Tribunal  de 
Arliitraje  decidió  y  tuvo  fiu  ultades  inherentes  para  deoidir  que  tenia 
jurisdifM'itni  para  conocer  de  ese  caso  particular.  La  decisión  de  ur, 
Tribunal  de  tpie  tiene  jurisdiicií'm  on  una  eausa,  no  es.  con  frecuen- 
cia, conr'liivente.  No  es  ron  (rf^-iicnria  cnntduyente  en  el  sentido  rio 
(|np  <ii  iler¡-;i()ii  (lo  (jiio  tiriic  jiir¡silii'>-i<'»n  e«:tá  sujeta  á  la  revií^ióv 
do  un  Triiiinial  Sn|)erior.  Ksto  no  puedo  tenor  lii;iar  en  un  Tribuna! 
ínternarioiial,  jmrque,  por  la  naturale/a  misma  do  las  cn*jns.  no  hay 
otro  Tribuna!  al  que  se  pueda  someter  la  depisirtii  do  una  (  itrte  In- 
ternacional que  dice  tener  jurisdicción  para  conocer  de  un  caso  par- 
ticular. Esta  projmsición  está  absolutamente  fundada  y  sostenida  |v>r 
precedentes  amplios  en  el  memorial  de  lo.s  Kstados  Unidos,  escrüit 
por  ol  ¡lustrado  Agente  de  dicho  país.  No  me  detendré  á  considerar 
el  alegato  que  hace,  ni  me  referiré  á  las  citas  con  que  sostiene  su  pro 
posición.  Hay.  sin  embargo,  un  precedente  sobre  el  que  deseo  llamar 
la  atención  del  Tribunal  y  que  no  se  encuentra  en  el  memorial  del 
ilustrado  Agente  de  los  Estados  Unidos.  Puede  verse  en  el  tomo  2*  de 
los  «Arbítriyes  Internacionales,»  por  Moore,  pág.  1,242.  Se  refiere  á 
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la  Gonrención  entre  los  Estados  Unidos  y  México  celebrada  en  YÍrtud 
del  Tratado  de  (839.  > 
Sm  EowARD  Fry. — ¿Qué  vdaroen? 

El  Sr.  M&Enbrnby. — ^El  2*^  de  «Arbitrajes  Internacionales,»  por 
Moore,  pag.  1,242. 

Desde  1821  basta  la  fecha  había  habido  cinco  Tratados  entre  Mé- 
xico  f  los  Estado!*  Unidos.  Cuatro  de  ellos  faeron  ratiBcados,  el  res- 
tante no.  Estos  Tratados  fueron  los  de  11  de  Abril  do  1839,  30  de 
Enero  de  1843,  20  de  Knero  de  1H4H  ( no  oonclindo).  2  de  Febrero 
de  18i8,  4  de  Julio  de  IH(Í8  y  22  iiv.  Al  de  liM)2.  Ku  la  obra  del 
Sr.  Moore  sobre  Arbitrajes  Internaeioiiales  i  págs.  1,209  y  t,28{))  pue- 
de encontrarse  una  historia  de  lodos  estos  t  ratados,  así  como  de  los 
procediiiiieiilos  de  los  misinos. 

f  >iinníle  las  sesiones  de  la  Comisión  Mixta  creada  oii  virtud  del  Tra- 
tado de  1889,  se  presentaron  varias  reclaioaciones  contra  México  por 
daños  que  se  dijo  habían  sido  siitridos  con  motivo  del  ctiibaríio  de  la 
íiiolc'ta  americana  llamada  <  Topaz.^  Este  embargo  había  sidi>  objeto 
do  negociaciones  diplomáticas  entre  los  Estados  Urndos  y  México,  para 
el  arrecrio  de  aljíimas  reclamaciones  presentadas  por  los  listados  l'nir 
dos  fomo  soberano.  Los  coníisif>nados  mexicanos  se  diri^rieron  á  Da- 
niel Webster,  entonces  Secretario  de  Kstado  de  los  Estados  Unidos, 
para  saber  si  estas  ne^rocinciones  diplomáticas  excluían  de  la  consi- 
deración de  la  t>nnisi<'m  .Mixta  las  re<'lamaciones  presentadas  por  par- 
ticulares, por  daños  sufridos  con  motivo  del  embargo  de  la  «Topaz.> 
El  sígoiente,  es  un  pasaje  de  la  contestación  del  .Sr.  Webster,  dirigida 
i  loA  Comisionados  mexicanos: 

<  l..a  Comisión  Mixta  dreada  por  la  OmYención  con  esa  República 
ba  sido  considerada  siempre  por  este  Gobierno,  esencialmente  como 
un  Tribunal  Judicial,  con  atribuciones  independientes  y  con  las  fa- 
cnlfades  inherentes  á  sus  funciones  peculiares.  Por  tanto,  sus  dere- 
chos y  obligaciones,  como  las  de  otras  corporaciones  judiciales,  deben 
delerminarse  por  la  naturaleza  y  extensión  de  su  propia  jurisdicción, 
y  debe  considerar  y  fallar  en  vista  de  los  méritos  de  las  r^Kilamaciones 
que  ante  ella  se  presenten.» 

Y  con  respe^'to  á  otras  reclamaciones  presentadas  ante  dicha  Co- 
misión, 'lij(»  el  Sr.  Webster,  como  lo  menciona  el  Sr.  Moore  en  el  mis- 
mo volumen  y  en  la  misma  página: 

«Esa  C<»rporación  es,  en  efecto,  una  corporación  judicial,  y  sólo  á 
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saa  miembros  corresponde  determinar  los  derechos  de  los  reclaman* 
tes,  en  virtud  de  la  Convención.  > 

Con  la  cita  de  este  precedente,  paso  al  segundo  fundamento  en  qine 
apoyamos  nuestra  afirmación  de  que  el  Tribunal  de  Arbitr^'e  de  1868 
tuvo  jurisdicción  para  dictar  el  fallo  que  pronunció. 

Llamo  la  atención  del  Tribunal  hacia  el  art.  3*  del  Tratado  de  1868, 
pág.  32  del  Apéndice. 

En  dicho  Tratado  se  estipula  que: 

«  Los  Comisionados,  de  común  acuerdo,  ó  el  Arbitro,  .si  ellos  difirie- 
ren, podrán  docidir  en  cnhi  caso  si  una  reclamación  ha  sido  ó  no  de- 
bidameníe  hecha,  comuiiicada  y  souielida  ú  la  (Ioihísíími,  ya  sea  en.su 
totalidad  ó  en  parte,  y  ciiál  sea  ésta, con  arreglo  al  verdadero  espíritu 
y  á  la  letra  de  esta  Convención.  > 

Kn  i)tr;i<  palabras,  era  deher  de  la  Comisión,  y  se  le  dieron  lai  iil- 
tades  para  ello,  por  el  arrcfrlo  entre  las  partos  contraf antes.  Méxieoy 
los  Estados  Unidos,  dt cidir  si  una  reclamación  estaba  hecba  den  tro  del 
verdadero  espíritu  y  letra  de  la  Convención. 

La  cuestión  de  jurisdicción,  promovida  por  el  Sr.  Mariscal,  es  si  In 
reclamación  sobre  la  cual  .se  dictó  el  anterior  fallo,  fué  hecha  dentro 
del  espíritu  y  letra  de  la  Convención  de  é  de  Julio  de  18ü8. 

Este  es,  por  consinruiento.  nn  punto  que  su  Gobierno  expresamente 
estipuló  que  debía  decidir  el  Tribunal. 

Nuestro  tercer  punto  es  que  México,  después  que  nuestra  reclamación 
había  sido  presentada  y  mientras  estaba  bajo  la  consideración  de  ta 
Comisión  Mixta,  prorrogó  la  existencia  de  la  Comisión,  extendió  el  tiem- 
po en  que  debía  terminar  sus  tralugos,  y  á  instancia  suya,  se  reanudóla 
Comisión  después  de  que  había  expirado  el  plazo  respectivo.  La  Con- 
vención por  la  cual  se  reanudaron  los  trabajos  de  la  Comisión,  después 
de  que  había  expirado  el  término,  puede  verse  en  la  pág.  38  del  Apéndice. 

Dicho  Tratado  expiró  el  31  de  Enero  de  1B73,  mientras  que  el  Tra- 
tado que  se  encuentra  en  la  pág.  38  fué  ratificado  hasta  Marzo  de  1873. 
y  no  fué  canjeado  ni  promulgarlo  sino  hasta  Julio  de  1873.  Así  es  que. 
después  de  que  esta  reclamación  había  sido  presentada  al  Tribunal 
de  Arbitraje  para  su  deeisi^ni.  y  después  de  (pie  habían  terminado  las 
facultades  concedidas  á  ese  Tribunal,  ponpie  había  expirado  el  tér- 
mino en  que  debía  fallar  y  en  que  debía  existir  dicho  Tribunal,  Méxi- 
co ajustó  y  arre«iló  la  reanudai  ii'>n  de  los  trabain^  del  mismo. 

SiR  Edward  Fry. — No  he  oído  la  lecha  exacta  de  la  presentacióu 
del  meinoriaL 
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El  Sr.  McEnbrnby. — La  encontraréis  en  la  primera  página  de  la 
lista  de  anotaciones,  pág.  3  del  TraHserqd.  Es  Hl  de  Diciembre  de 

1870.  Debéis  observar,  y  de  paso  debo  llamar  vuestra  atención  sobre 
elle,  los  tres  primeros  párrafos.  El  Tribunal  de  Arbitnge  de  1868  de- 
bía reunirse  dentro  de  ocho  meses  después  del  canje  de  las  ratificacio- 
nes. £1  término  para  su  reunión  expiró  el  31  de  Julio  de  1869.  Aquel 
día  estaba  presente  un  comisionado  que  continuó  las  sesiones  hasta 
el  10  de  Agosto  de  1869,  en  que,  estando  presente  el  otro  comisio- 
nado, se  organizó  el  Tribunal  (2,  Moore,  1296—1297). 

Por  el  primer  párrafo  de  la  lista  de  anotaciones,  se  verá  que  en  13 
de  AfTosto  de  1869  i  tres  días  después  do  la  orgauización  del  Tribu- 
nal de  Arbitraje),  el  Departamento  de  K.stado  de  los  Kstados  Unidos 
presentó  la  reclamación  del  Ar7:ol)ispn  y  el  Obispo  de  ('aliíornia  al 
Tribunal  de  Arhilrajo  ÍTr.,  pá?.  íi.).  l-n  aíiucll.i  lo<  lia.  esto  es.  el  13 
lie  AjTOsto  do  ISiH).  haln'a  otra  reclainariíMi  pnidifute  ante  el  De- 
partatuciilü  K-tadu,  excepto  la  de  íVu-ha  2<>  do  .Iiilio  ilc  1859  ÍTr., 
págs.  f)  y  8.).  (jm  posterioridad,  el  Hl  de  Mar/«»  ilc  lS7i>.  .se  l  Oíristró 
nnn  constancia  ^  7V..  pá^r.  H  *.  Ivsta  piicdt»  verse  on  d  cxpedieiilo  [  pá{ri- 
nas  í5  y  9.),  K\  iioMiioi  ial  «trmiaal  U\r  ri';:isifa(l(t  t«l  M  de  Dicieiiíbrc  de 
de  1870,  y  se  cnciierilra  en  el  Tntu.sm/ti  {  púgs.  9  y  l.o. ).  Kl  24 de  Abril 

1871.  el  Sr.  ("ushinp  |)respntó  una  moción  para  que  se  desechara  la 
reclamación;  así  como  un  memorial  en  a|)(>yo  de  dicha  fiioción.  Fn 
••oulestación  á  c.stos.  se  formuló  una  réplica  en  nombre  de  los  basta- 
dos Unidos,  el  V  do  Marzo  de  1H72  (7V.,  páj?.  3.).  Todos  estos  pasos 
se  habían  dado  antes  do  la  expiración  del  Tribunal  de  Arbitnye  que 
tUYO  lugar  el  81  de  Knero  dr  IST:».  i  ti  virtud  del  tratado  que  puede 
Terse  en  la  pág.  8ó  dol  Apéndice.  Al  ratificar  ol  tratado,  que  se  en- 
cuentra en  la  pág.  38,  México  resucitó  el  Tribunal  de  Arbitraje.  In- 
sistimos en  que  bizo  esto  para  que  fueran  fallados  los  casos  que  no  lo 
habían  sido.  De  esto  se  deduce  que  México  convino  en  que  la  Comi- 
sión tenía  facultades  para  decidir  los  casos. 

SiR  Edward  Fry. — Algunos  de  ellos. 

Ell  Sr.  McEMeRNEY. — Nosotros  decimos  que  convino  en  que  el  Tri- 
banal  de  Arbitraje  tenía  facultad  para  decidir  todos  los  casos  Si  no 
fué  la  intención  de  México  (x>n venir  en  que  el  Tribunal  de  Arbitraje 
tenía  facultad  para  decidir  todos  los  casos,  debió  haber  especificado 
aquellos  que  alegaba  no  tenía  la  Oomisión  facultad  para  decidir.  Por  * 
supuesto  que  no  alegamos  que  México  convino  eu  que  la  Comisión  la- 
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liaría  iegalmmte  todos  ó  alguno»  de  los  casos  c(»9ira  él.  Paro  insÍHU'' 
mos  en  que,  al  resucitar  el  Tribunal  de  Arbitraje  y  al  no  retirar  ó  ex* 
ceptuar  de  su  consideración  algunos  de  los  casos  pendientes  entonces 
ante  el  mismo,  México  necesariamente  convino  en  que  dicho  Tribu- 
nal imfa  facilitarles  para  conocer  fie  Mos  ellos  y  falktrlos. 

£1  cuarto  punto  sobre  el  cual  sostenemos  la  jurisdicción  del  Triba- 
nal  de  Arbitriye  de  1868  requiere  una  corta  relación. 

Nos  fundamos  en  la  proposición  de  que  la  jurisdicción  de  un  Tríba> 
nal  de  Arbitriye  se  establece  en  virtud  del  arreglo  entre  las  partes.  La 
máximadequeel  consentimiento  no  puodedar  esa  jurisdicción,  no  tiene 
aplicación  á  un  Tribunal  creado  por  el  arredilo  ó  ooi i sentimiento  de  Ins 
partes  litigantes  y  cuya  jurisdicción  e>tú  deliiuda  por  ese  arreglo  y  por 
ese  conscntiinioiito. 

Ks  un  principiv»  de  dereclio.  niiiversalinenlc  retv)noctdo,  que  lurati- 
licación  equivuló  ;i  l¡i  autorizuritin  pre<ícdt;iitc.  í.">  qno  M«'xico  hubiera 
oonvoiiidu  en  hacer  con  anterioridad,  lo  habría  ratifK'ado  despiií^s  d*^ 
bocho.  Si  México  tenía  facultad  para  conh  i  ¡r  jiirisdit ción  á  lar.oiiu- 
siiMi  do  1868,  la  t^nía  para  ratificar  el  ejercicio  de  t  <a  jurisdicción  {Hir 
dicha  (loniisii'iii.  Sii  ratiticación  podía  haber  sido  d»-  palabra  ó  |>üdía 
dedtii  ii  sc  dr  •^u  rejíla  de  conduela.  Su  rehila  de  condncl;i  hubiera  aca- 
rreado contra  el  lo  que  en  las  Jurisprudencias  inglesa  y  aujericanase 
comiee  por  una  excepción  in  imis  ú  otro  iinpediuiento  de  este  «lénero. 
£n  virtud  de  ese  impedimento,  no  podría  asegurar  que  el  Tribunal  no 
tuviera  jurisdicción. 

Atinnamos  que  México  no  puede  alegar  que  aquel  Tribunal  no  tuvo 
jurisdu'ción.  Méxiíío  no  hizo  (d»jecióa  alguna  á  hi  Jurisdicción  del  Tri- 
bunal de  Arbitraje  formado  por  la  Convención  de  4  de  Julio  de  1868. 
sino  basta  en  la  nota  del  Sr.  Mariscal  de  28  de  Noviembre  de  1900,  coa- 
renta  y  dos  años  después  de  la  Convención  de  1868,  y  diez  años  después 
de  que  había  hecho  el  último  pago  dimanado  del  anterior  fallo.  Dicha 
nota  se  encuentra  en  la  pág.  27  de  la  Correspondencia  Diplomática. 
Durante  la  controversia  de  la  causa  ante  el  anterior  Tribunal  de  A^ 
bitraje  no  se  dijo  que  México  alegaba  ó  alegaría  que  la  anterior  Comí* 
sión  no  tenia  facultad  para  decidir  el  caso. 

La  moción  del  Sr.  Cusbing  [lai-a  ipie  se  desechara  la  reclamación,  «ixir- 
que  los  daños  alegados  tuvieron  lugar  antes  del  mes  de  Febrero  de 
y  esta  Comisión  no  tiene  jurisdicción  en  este  caso»  (Tr.,  pág.  68 },  m- 
plica  que  la  Comisión  tenía  facultad  para  conocer  y  fallar  la  cuestióo 
de  si  la  reclanmción  estaba  dentro  del  verdadero  espíritu  y  lu  letruJe 
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la  í^onvención  de  t  de  Julio  de  18(58.  El  hecho  misino  de  someter  di- 
chu  moción  ante  la  Comisión,  implicó  la  facultad  y  el  deber  de  ésta 
para  decidirla. 

La  objeción  no  fué  hecha  á  la  jurisdicción  del  Tribunal  pura  fallar 
en  !a  reclamación,  aunque  se  expresó  en  esa  forma,  sino  que  fué  un 
ale^'ato  por  México  de  que  la  demanda  del  Arzobispo  y  el  Obispo  de  Ca- 
lifornia no  estaba  dentro  de  las  estipulaciones  de  la  Convención.  Por 
coasíguiente,  la  moción  del  Sr.  Cushlng  no  fué  un  ataque  contra  la 
jurisdicción  del  Tribunal.  Por  el  contrarío,  fué  una  afirmación  de  su 
jurisdicción  para  decidir  sí  la  reclamación  de  que  se  trata  estaba  he- 
cha dentro  del  espíritu  y  la  letra  de  la  Convención  de  4  de  Julio  de 
1868. 

De^ipués  de  que  había  sido  fallada,  hub  >  un  cambio  de  representa- 
ciones diplomáticas  entre  Im  dos  Gobiernos,  pero  en  esa  cuestión  no 
se  mencionó  la  jurisdicción  del  Tribunal  de  Arbitraje.  Al  contrario, 
como  más  adelante  lo  demostraré,  la  jurisdicción  fué  afirmada  por  Mé- 
xico. 

Me  referiré  ahora  á  la  Correspondencia  Diplomática,  comenzando 
en  la  pág.  77  y  concluyendo  en  la  8i{. 

LaC(iinisión  croada  '^ii  virtii<l  de  la  Convención  de  1808  y  de  las  Con- 
venciones .supküueiilaria.-i  de  Ja  misma,  terminó  sus  trabajos  el  '2i)  de 
Noviembre  de  1876.  Al  día  siguiente.  2i  de  Noviembre  do  I87ü,  el  se- 
ñor Avila.  .Agente  de  .Méxi(!0,  dirigió  una  nota  al  Sr.  Mariscal,  entonces 
Kdviadu  KxLraordinario  y  Ministro  rieiiiiiotenciario  en  Washington, 
en  que  llamaba  i>n  aten<  u'»a  sobre  tres  asunlo.-  :  primero,  la  reclamu- 
ciun  de  Weil  y  la  C.oiupañía  Minera  í.a  Abra:  segundo,  el  Fondo  Pia- 
tltiso;  y  tercero,  lo-  casos  en  que  el  Arbitro  había  hecho  concesiones, 
siijeta.s  ú  la  prueba  de  que  los  reclauiaules  gozaban  de  la  ciudadanía 
americana. 

El  Sr.  Avila  dijo  lo  siguiente:  (Correspondencia Diplomática,  pági- 
na 77.) 

♦^En  el  raso  núm.  41).'^,  de  Thuddeus  Amat  y  otros  eontra  Mé.xico,  la 
eclamación  presentada  al  (¡obiernode  los  lislad»)s  ruidos  el  20  de 
Julio  de  y  á  esta  Comisión  durante  el  térniiuo  lijado  en  la  (in- 
vención de  i  de  Julio  de  1808  para  la  presoutución  de  reclamaciones, 
fué  con  el  fin  de  que  el  «Fondo  Piadoso»  y  los  réditos  del  mismo,  fueran 
entregados  á  los  reclamantes;  y  aunque  e)  fallo  final  en  el  caso  sólo  se 
reSere  á  réditos  provenientes  de  un  período  lijado,  dicha  redamación 
debía  ser  considerada  como  fallada  en  definitiva,  y  cualquiera  otra  re- 
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cliiinafión  i>ostcrior  con  respecto  al  capital  de  dicho  fruido  ó  sus  rédi- 
tos, vencidos  ó  por  vencerse,  sería  siempre  inndmisible.  > 

Kn  hi  ñola  núm.  2  (Correspondeiitíia  Diplomática,  pájr.  78  )  el  Soñor 
Mariscal  transmitió  la  nota  del  Sr.  Avila  á  Mr.  Hamilton  Fish.  Secre- 
tario de  I^lado  de  los  Estados  Unidos,  quien  contestó  con  fecha  4  de 
Oicicjnbre  de  187<).  Kn  su  notailiceqiiecn  virtuddeiart.2**del  tratado 
de  1868,  México  había  convenido  en  considerar  los  asuntos  falladospor 
la  Comisión  como  finales  y  conclUyentes,  etc. 

El  Sr.  Fish  añadió: 

«Debo,  sin  embargo,  rehusar  el  tratamiento  de  una  cuestión  que 
envuelva  la  violación  ó  abandono  de  las  estipulaciones  de  la  Conven^ 
ción,  en  lo  que  se  refiere  á  la  naturale/ia  concluyente  de  los  fallos,  ó 
pasar  sobre  cualquier  intento  de  determinar  el  efecto  de  una  aenten- 
cía  particular,  ó  someterme  á  ella  por  el  silencio.» 
A  esto  contestó  el  Sr.  Mariscal  cuatro  días  después: 
«En  su  sejrnnda  proposición  Ha  relativa  al  Fondo  Piadoso)  el  Se- 
ñor Avila  trató  solamente  de  expresar  la  opinión  de  su  Gobienm  res- 
jíccloá  la  iínposihilidad  de  reclamar  en  lo  tuíuro  el  capital  del  Fotiflo 
Piadoso,  cuyos  intereses  vencidos  van  á  ser  pairados  de  conforniiiiaíi 
culi  el  fallo.  Trilla  de  evitar,  en  lo  posilíle,  un.'i  futura  re«  lani;u  i»)ii(i'' 
las  |iai'tes  inliM'esada-:.  ^or  i-oiiihicíi >  ild  (  n  iljieriin  de  h»s  Kstados  Liú- 
dos: Jii  ri>  lff>  fifrl  I- ¡n  ¡  II )  ¡)inli  r  III  ihnld  I  !  fiVi'^f  lili'  ((l/'fo.t 

\\\]  nfi;ts  ¡»alahras,  t-i  .Si*.  .Mariscal  ii'»  •l;itiu'iilo  lu»  disputa  la  vali- 
de/, de  aquel  fallo.  s¡n<>  ijue,  cuando  el  Secretario  <lc  llst  tdo  de 
Kslados  (  nidos  le  declara  (pjc  él  íel  Secretario  )  no  emprenderá  de- 
terminar por  la  vía  diplomática  cuál  pueda  ser  el  efecto  de  a<pjel  ía- 
llo,  ni  permitirá  al  Sr.  Mariscal,  euíplearulo  para  ello  su  silencio  ó 
aquiescencia  (los  del  Secretario,)  que  dé  interpretación  á  dichn  f  ilio, 
el  Sr.  Mariscal,  en  nomltre  y  representacitín  ic  México,  contenta  en 
seíTuida  que  únicamente  trata  de  inter|>retar  el  tallo,  pero  (¿Kf  ito¡>r''- 
iemie  poner  cu  duda  sh  m/itfr:  Un  de  la  pá;í.  HíK*  K1  Sr.  Maris  ai 
trnnsmitió  la  correspondencia  al  Ministerio  de  Relaciones  Kxteriores 
de  México.  l*or  tanto,  tenemos  la  opinión  del  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  de  México,  (al  ini  de  la  páj?.  81,)  fechada  el  1*  de  Mayoiie 
1877,  cinco  ó  seis  meses  después,  en  que  dice: 

«Con  relación  al  caso  de  los  Arzobispos  y  Obispos  de  California,  el 
Gobierno  mexicano,  lejos  de  potter  en  dnda  el  efecto  fiunt  *lc  lasficu- 
fencia«,ha  declarado  en  la  segunda  de  dichas  exposiciones  que,  de  con- 
formidad con  el  art*5^de  la  Convención,  la  reclamación  presentada  á la 
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CuiiiisKHi  debe  ser  considerada  y  tenida  eunio  arroírlada  fiiialinonto.» 

Ka  otras  p:il;ii)ras:  México  alirinó  quo  el  íallo  era  válido.  Insistió 
fii  (|iie  la  seuLejicia  liabía  r;orrado  el  p;iso  á  (o  l  h  las  roftlaiaaeiones 
-  Imí'  pa'ios  posteriores.  l*or  íuedio  de  eslu  la.-isteiieia  n\o<ró  hi  bon- 
dad del  f  nlo:  nle-ff)  que  era  váliil  *.  (aiando  el  Sr.  Avila  c-^<  ri})i<)  su 
nota,  tnit'i  de  evitar  otras  rerlaina*  iono<  |>osteriores.  l*rev<d;i  el  efec- 
ti)  de  ta  dtM'i-íitMi,  ponjiie  dijo  en  la  sec<aon  lóO  de  sn  ar^riinu  nto  en 
apoyo  de  una  petioicni  de  revisión  '  Trdnxrripf.  Un  de  la  pág.  ()  R) ): 

«Si  se  sí»<fitMie  el  fallo  pronunciado,  los  reclamantes  pretenderán 
rtrobablomente  darle  ini  efecto  permanente,  alegando  que  en  virtud 
(ie  él  se  Ies  ha  declarado  con  derecho  á  recibir  una  suma  determinada 
anualmente.» 

losisiimos  en  que  la  decisión  debe  tener  efecto  permanente,  y  que 
por  ella  se  ha  declarado  que  los  reclamantes  tienen  derecho  á  recibir 
anualmente  una  suma  determinada. 

El  Sr.  Avila  tuvo  por  cierto  que  alegaríamos  esto,  y  por  tal  razón 
I  trató  de  interpretar,  por  la  vía  diplomática,  una  sentencia  ó  fallo  cuya 
validez,  á  pesar  de  su  completo  conocimiento  del  caso,  nunca  soñó 
que  sería  puesta  á  discusión. 

Pasaré  á  la  cuestión  de  la  jurisdicción  del  anterior  Tribunal  de  Ar- 
bitraje, con  las  siguientes  breves  observaciones:  México  no  tuvo  fa- 
cultad p.ira  conferir  esa  jurisdicción,  sino  para  ratiGcar  el  ejercicio 
de  ella.  No  sería  compatible  con  la  dignidad  de  una  nación  ni  con  las 
obligaciones  de  nn  Htiíxunte,  ace|>tar  una  oportnn¡d;id  de  buen  éxito 
s^in  las  naturales  j)robabilidades  de  derrota.  México  nunca  ne{í<')  la  ju- 
risdicción del  Tribunal,  (juo  fué  creado  on  virtud  de  un  decreto  solem* 
uc  suyo,  y  ante  el  cual  fué  á  e^|)crar  un  fallo,  al  que  nos  habiiaaios 
sujetado  si  bubiéramos  perdido,  y  por  el  (pie  Aléxir'o  está  obli^rado  en 
virtud  de  que  le  fué  adverso,  Ks  una  reírla  fmidaiuental  de  la  jnris- 
|>radenc¡a  c<m  l;i  ounl  ostoy  faniili;iri/ado.  y  debe  ser  un  prin^inio  íuu- 
datnental  de  tod:i  j iir¡s[>ri(íiencia,  que  la  ms-  j)iflinif)(  y  las  »'xrr]>i  ¡()- 
ne^suii  <:r'neralmente  mutuas.  En  lo  que  obligan  ú  uno  de  los  litigantes, 
oblií:an  al  ofro. 

Si  hubiéramos  sido  derrotados  ante  el  Tribunal  de  Arbitraje  de  18B8, 
habriatnos  quedado  |)or  siempre  inulilizadoji  para  alegar  la  validez  de 
nuestra  reclamación,  l^or  consiguiente, debe  «tsimismocst.-ir lo  México, 
en  vista  de  (jue  él  fué  quien  perdió  y  nosotros  los  que  triunfamos. 

Con  relación  á  este  pmito,  permitidme  que  lea  dos  ó  tres  renglones 
de  Chand  sobre  la  rea  jwlicaia,  pág.  46: 
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«La  regla  gener.il  de  derecho  puede  establecerse  brevemente  así: 
cuando  una  deuda  es  ol  objoto  do  la  reclamación,  habiéndose  provia- 
nHíiiledesechado  )a petición  en  virtud  do  fmulatnentos  rpio  están  próxi- 
mos al  orjcren  mismo  del  derecho  en  que  so  mihivu  la  reclama(!i('>n.  no 
puede  obrar  lu  /v.s-  Jic/icafa  :  /u  ro  si  esa  srnlruria  prrn'a  nirqn  el 
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)H(i  vnrsfiúii  (le  (Jorfrf/o  ¡K(r<(  obir)i<  r  (  ompcusdcioiH'ü  2>or  un  snh- 
SCCUnifc  copihiht  (Ir  lo  ohUf/ítrión .  > 

Si  Iiiibi»  r:iinn-:  sitluld  derrotados  atite  el  Tribunal  de  Arbitraje  dr 
I  siN.  p(»r(|iic  iiiio^tro  c;iso  careciera  de  méritos,  habríamo'?  qnedndo 
parii  siempre,  legalmente,  sin  derecho  m  apelación.  Si  se  decidiera  que 
no  tenemos  derecbo,  y  que  la  decisión  del  anterior  Tribunal  uo  es 
justa  ni  debe  ser  regida  por  el  priti^ipio  de  res  jioUcaUt.  ¿sería  con- 
forme con  )a  jurisprudencia  de  todus  los  países  del  mundo  pedir  que 
nuestro  Gobierno  n  n  riera  á  México  para  el  paíjode  réditos  anuales, 
comenzando  en  "J  i  de  Octubre  de  H>í)H.  fund.'unlose  oti  que  esos  pa- 
gos no  habían  sido  objeto  de  la  consideración  de  este  Tribunal?  Esta 
es  la  cuestión  que  debe  decidirse  aquí. 

El  quinto  punto  sobre  el  cual  sostenemos  la  jurisdicción  del  Tribu- 
nal de  1868,  es  que  es  una  cuestión  fuera  de  dudn  que,  en  virtud  de 
la  Convención  de  4  de  Julio  de  1868,  tuvo  ella  jnrisdícción  para  cono- 
cer y  fallar  el  caso  del  Fondo  Piadoso.  ¿Cuál  fué  la  reclamación  he- 
cha ante  e)  Tribunal  anterior?  Fue  la  de  que  el  24  de  Octubre  de 
18'i8,  y  en  la  misma  fecha  de  los  veinte  años  subde<?uentes,  ó  sean 
veintiún  años,  había  habido  motivo  para  que  ciudatlanos  americanos 
reclamaran  contra  México.  Precisamente  para  el  arreglo  de  tales  re- 
clamaciones fué  creado  y  organizado  el  Tribunal  de  1868. 

El  Tratado  hace  mención  de  los  daños  que  se  originaron  dentro  df 
los  veintiún  años,  i'or  supuesto,  ora  atribución  de  la  Coinisíón  deci- 
dir lo  que  era  dafio.  Kl  Tribunal  podrá  ver  en  las  pái^s.  í)3  y  do' 
Trdii^scnpl  tni  alcjíato  del  Sr.  Doyle,  (pío  me  parece  incontostabie. 
Se  retiere  á  (pie  dentro  del  espíritu  do  la  ley,  es  un  agravio  la  reten- 
ción, i>or  una  persona,  del  dcri  ciio  de  otra. 

r.s  verdad  que  la  Convención  de  4  de  Julio  de  Í8ü8  contenía  la  si- 
guiente cláusula  ÍApéndice.  pá^. 

«Se  coiivitMio  (;n  que  iiiti>juna  reclamación  proveno'tiic  ilc  transar- 
ci«')n  licclia  cou  anteriorida<l  al  2  de  l'('!>roro  de  1848,  .será  admiUda 
en  virtud  de  esta  Convención.*  (  Apéndice,  li'i.) 

Pero  en  la  Convención  suplementaria  de  8  de  Febrero  de  1872,  los 
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Estados  Unidos  y  México  dieron  á  esta  cláusula  una  amplia  interpre- 
tación. Se  dice  en  la  ConTeución  suplementaria,  que  la  Convención 
de  1868  era  «para  el  arreglo  de  las  reclamaciones  pendientes  que  se 
habian  originado  desde  la  firma  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo, 
en  2  de  Febrero  de  184-8.»  (Apéndice,  36.) 

Esta  es  la  verdadera  letra  de  la  Convención  de  1868.  y  es  la  que 
filé  a(ló|>ta(la  ¡)or  Sir  Edward  Thornton  en  este  caso  y  también  en  el 
iict  Belden  contra  México,  asimismo  fallado  por  él.  (Transcribí  588.) 

El  anterior  Tribunal  de  Arbitraje  tuvo  facultad  para  interpretar  la 
Convención  de  1868.  8í  no  ia  hubiera  tenido,  habría  resultado  que 
desde  el  momenlo  en  (jiie  se  hubiera  hecho  hi  indicación  de  que  unn 
reclamación  no  e.sl;il):i  dontru  de  los  límites  de  hi  ( '.on vención,  el  Tri- 
bunal hubiera  cesado  fio  considerarla;  porque  si  no  tenía  facultades 
pjira  decidir  que  la  reclainaci^'in  estaba  dentro  de  los  términos  de  lu 
(ionvención,  tanijíuco  las  l(;iiía  para  ficcidir  lo  contrario.  l*ero,  como 
lu  liemos  ya  demostrado,  se  convino  ex}»resauíenle  vwive  México  y 
Ins  i>.sla<lns  I  iiido-  (MI  (|iio  p1  Arbitro  te?iía  facultad  para  decidir  en 
rada  cn-i»  >i  una  reclamaci«)n  «había  sido  i)  no  hecha  debidamont«\ 
íorinnirtda  y  exhibida  ante  ellos,  on  ludo  ñ  en  parte,  de  ai  iicido  <mhi 
el  verdadero  espíritu  y  la  letra  de  esta  Convención.  >  (  Apcndn'e,  \V1.  ) 

Soy  de  opinión  que.  en  vista  cío  los  cin»^o  fundanienlos  que  ac;d»o 
de  presentar,  el  Tribunal  de  Arbitraje  tuvo  jurisdicción  para  pronun- 
n:ir  el  fallo  que  dicl<).  Para  la  coiisider.ición  <le  este  asunto  de  juris> 
licüión,  os  rucíTo  Señor  l*ro-i  lente  y  Honorables  Arbitrfifi,  que  recor- 
déis que  la  jurisdicc¡é)n  es  la  facultad  que  se  tiene  para  conocer  de 
una  causa  y  para  fallarla.  í^a  jurisdicción  no  depende  de  su  ejercicio 
IftSRil  ni  de  la  letialidad  del  fallo.  Si  fuera  de  otro  modo,  nadie  sabría 
si  un  lri])unai  ha  tenido  ó  no  jurísdicci('>n.  Debería  decirse,  por  tan- 
tf»:  ¥á  Tribunal  tuvo  jurisdicción  si  falló  el  caso  de  una  manera  per- 
fecta; pero  no  la  tuvo  si  lo  hiiso  en  sentido  contrarío. 

Paso  ahora  á  la  tercera  proposición  de  nuestro  caso,  en  lo  qne  con- 
cierne á  la  res  judicata^  á  saber: 

15.  Es  una  regla  establecida  en  las  jurisprudencias  inglesa  y  ame- 
ricana qne  el  principio  do  rea  jwíicala  se  aplica  no  solamente  ¿  la 
cosa  directamente  fallada,  sino  á  todos  los  puntos  necesariamente 
comprendidos  en  ella,  es  decir,  en  la  cosa  directamente  juagada. 

El  Agente  de  los  Estados  Unidos  ha  empleado  todo  su  saber  é  ilus- 
tración para  e<}tablecer  la  proposición  deque  e.<%ta  misma  regla  forma 
^irte  del  derecho  de  todcs  ios  países  europeos.  Hablaré  de  csla  cues- 
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tión  muy  brevemente,  dejando  á  diclio  Agente  la  exposición  üe  la  doc- 
trina. Trataré  de  esta  repla  tal  como  exisste  en  las  jurisprudencias  id- 
j^le^a  y  americana,  y  procuraré  demostrar  que  tiene  su  fundamento 
en  una  «sabia  iiloíiona  que  debe  estar  por  encima  de  lodos  los  sistema? 
dejuri.sprudonciaf  y  que  debe  existir  entre  todos  los  pueblos  de  la  tierra. 

Dejo  á  la  discuí^ión  del  ¡lustrado  Agente  de  los  Kstados  Unidos  la-> 
citas  que  se  encuentran  en  las  págs.  48  y  49  de  la  obra  de  Chand,  que 
tratan  de  los  casos  en  que  están  comprendidos  los  pagos  y  lasdeadiiff 
semejantes  á  los  que  envuelve  el  presente  caso. 

Deseo  llamar  vuestra  atención  sobre  el  falto  en  el  caso  de  Outram 
contra  Moorewood,  3  T.  R.,  346.  por  Lord  EllenborouÉíli,  cuando  era 
Justicia  Mayor  do  liifílalerra,  y  citada  por  í'hand,  pág.  4. 

Lonl  Klionboroiiííh  dijo: 

*l:iia  roslitm  iüü  oii  cualquier  juicio,  (Mi  virtud  do  una  transacción 
sobro  tíluliK  (')  dorochoH  os  ij^'ualnionto  fonrluvüulo  ro>(>ecto  del  asun- 
to (|ue  o:^  tti>jeli>  lie  los  mismos;  v  un  fallo  respcítio  á  la  violación  dol 
d(  roohí».  no  s<»lan>onle  obra  como  itiijM  dimonto  on  lo  futuro  para 
reooljiar  duioro  por  daños  á  rau<a  de  (><;i  vii)l;irn'»n.  sino  que  eiorra 
la  puerta  á  toda  a<!ci<>n  con  motivu  dd  mismo  suiMit  -tn  dercho  df 
posesión .  .  .  .  V  no  os  la  rostilueH)M.  suio  el  punto  aie^^'ido  por  la  jmrlo 
y  en  virtud  del  cual  procedo  «lidia  restitución,  el  que  cierra  la  puerta 
á  toda  acci<'m.  La  rccupcra.dón  c(ui  motivo  de  una  violación  de  de- 
recho es  solamente  un  impedinuínto  en  lo  futuro  para  pedir  satisfac- 
ción por  daños:  poro  ese  imiiediiaento  da  lugar  ,'i  las  partes  y  á  sa«; 
so  io-  ¡lara  contender  con  el  contrario  acerca  del  punto  rjue,  híit)ion- 
do  sido  una  voz  transado  por  ellos  en  l)iones  ó  en  dereolio,  ha  sido, 
por  tal  transacción,  solemnemente  fatlado  contra  ellos.» 

Cliand  dice  (p<ig.  40,  sec.  28): 

«Un  punto  fallado  en  un  juicio,  es  diferente  del  punto  principal  y 
del  objeto  del  juicio,  como  de  la  satisfacción  que  pueda  pedirse  y  de 
la  causa  de  acción  en  que  pueda  fundarse;  y  el  principio  de  res  ju- 
dienta,  requiriendo  la  indentidad  del  asunto  fallado,  se  aplicará  aun 
cuando  el  punto  principal,  el  objeto,  la  satisfacción  y  la  causa  deao* 
ción  sean  di  ferentes.  \  lay  una  conformidad  general  respecto  al  punto  fa- 
ltado, siendo  todos  independientes  del  carácler  interior  del  punto  prin- 
ciiwl  del  juicio.» 

Permitidme  citar  un  caso  observado  por  mí.  Hace  varios  anos  mu- 
rió en  San  Francisco  un  hombre  mny  r¡<ío,  Lna  mujer  ale«?ó  ser  s-i 
viuda,  y  al  efecto  presentó  un  ocurso  ante  la  (^orte  de  Adrnmistraiiiúü 
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pidiendo  se  le  asignaran,  para  sa  manutención,  cinco  mil  pesos  men- 
suales. Los  hijos  del  finado  formularon  una  respuesta,  en  que  ncga- 
bao  que  aquella  mujer  fuera  la  viuda  del  difunto  y  que  hubiera  jamás 
sido  casada  con  él.  La  tramitación  de  este  juicio  duró  cuarenta  y  cin* 
co  dias.  La  única  cuestión  que  se  ventilaba  era  sí  habían  existido  re< 
iacíones  de  marido  y  mujer  entre  la  demandíinte  y  el  finado.  Cuando 
el  caso  llesró  al  estado  de  sentencia  el  juez  dictó  un  auto  negando  el 
fie  rocho  que  alegaba  la  pelicionaria.  Rl  auto  dice  así:  «Por  el  pie- 
í-onte.  se  decreta  que  la  petición  de  (el  nombre  de  ella  i  sea  desechada 
y  queda  deseclinda  por  el  presente  >  La  parte  c(»ii<irn:it(»ri;i  do  la  sen- 
tencia fué  siíii¡tlomente  una  detiegjic;úü  de  la  poli<  ióii.  i.a  úiu<*a  »u)sa 
que  se  ütiírnha  era  la  cuestión  de  si  la  mu,|(»r a(|iitd!?i  era  ó  no  la  es- 
|iii«a  del  tinado.  K^ic  ;iiit(i  l'i té  nccesarianiente  incluídi i  en  la  senten- 
tia,  piTíjiM'  -i  o«n  Tnujor  linl'ifra  sido  la  f-iMisa.  so.  Ir  !iul)íora  cotisido- 
raiii)  con  dororho  ;d  dinoio  (jiio  i-orlainalia ;  <lc  In  ci uif  racio  no.  Así  os 
(|iie  en  ol  fallo  estaba  or{ráni<'anit  nto  iníduída  la  cuo-li*'-!!  (!(>  si  olla 
tía  ó  no  la  osiH)<ri.  Con  posterioridad,  en  virtud  de  una  |»etición  íic- 
t  lin  ante  el  tribunal  competente  para  hi  dislrilmción  de  los  bienes,  la 
mujer  compareció  de  nuevo  y  dijo:  «Soy  la  viuda.  Al  i  anterior  |)eti- 
dón  era  para  que  se  me  concediera  mía  pensión  de  viuda;  ahora  es  pa- 
ra que  me  den  los  intereses  compleUw  de  los  bienes. > 

La  Corte  sostuvo  que  debía  aplicarse  la  rcsjndkaia  y  dijo  en  con- 
seriiencia: 

«La  decisión  por  la  cual  se  neg(í  á  lid.  una  pensión  de  viuda  fué 
pronunciada  sobre  el  fundamento  de  hecho  de  que  no  era  Ud.  la  viu- 
da del  finado,  y  como  ese  fundamento  estaba  necesariamente  incluido 
en  la  decisión  por  la  que  se  nc{;ó  á  el  dinero  que  reclamaba  .para 
50  manutención  durante  la  administración  de  lo»$  bienes,  queda  Ud. 
imposibilitada  para  alej^ar  su  calidad  de  viuda  en  cualquier  litigio  en- 
tre Ud.  y  los  bijos  del  tinado,  cualquiera  que  sea  la  forma  que  tome 
este  litigio.* 

Este  es  el  principio  que  tratamas  de  establecer  como  resjttdicala 
aplicable  á  esta  controversia. 

I'n  escritor  americano  citado  por  Chand,  y  bacia  el  cnal  se  referirá 
sin  duda  el  Agente  de  los  Kslados  l  nido.s%dico  (jiie  la  res  ¡ntUcafa  no 
tendría  efecto—  ciertamente  no  tendría  eloolo  on  América,  donde  for- 
itia  [¡arte  de  su  jurisprudeuoia  - si  í'ucra  limitada  solamente  á  la  parle 
Oondetialoria.  Todijs  ó  casi  todos  los  litigios  á  los  cuales  se  a))li<'a  la 
i'c^jmlicaUiy  envuelven  cases  en  que  es  invocada  para  dar  por  ler- 
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minados  lo.s  juicios  sobre  pantos  que  forman  las  bases  fundaroenlales 
de  la  parte  condenatoria  de  una  sentencia  previamente  pronunciada. 
Paso  ahora  al  punto  siguiente: 

16.  De  los  hechos  necesarios  para  un  fallo  á  favor  de  los  Gstadiin 
Unidos,  el  único  que  no  es  res  jwlicata  en  virtud  de  la  sentencia  del 
anterior  Tribunal  de  Arbitraje,  es  el  de  falta  de  i)ago  de  los  réditiw 
desde  el  de  Febrero  de  1869.  Ento  está  concedido  en  el  protocolo. 
El  caso  todo  está  regido,  en  consecuencia,  por  el  principio  de  res  Jh* 
dienta. 

L:i  validez  ele  esl.i  propofiicióri  requiere  la  coiisidoi*a<íión  de  uuusola  , 
cuestión  que  es  muy  soiicilla,  ¿Qué  cuestión  encatniiuuia  aquí  ú  iio- 
gar  nuestro  derecho  no  h.iÍM  Ía  sido  «loliufala  en  el  anterior  'rribuii;tl 
de  Arbitraje?  Ninguna.  L<m'i1  la  ojíinióii  del  Arbitro  así  cumo  de  lí»- 
Comisionados  aiiuM-icanos.  La  del  Arbitro  I'ik''  necesariamente  brevi». 
en  razón  de  que  tenía  centenares  de  casos  (jue  considerar  deíítra  del 
año  anterior  al  li'írniino  de  la  ( '.oinisi«jii.  l'ero  leed  cada  una  de  esa-*  ; 
opiniones  y  entonces  os  i>re;i untaréis  qué  liecho  nocesario  para  una 
sentencia  aquí  no  io  fué  en  a(|nol  tribunal.  ¿Qué  cuestión  inie<ie  s^t 
litigada  aquí  que  no  lo  hubiera  sido  allá?  ¿Qué  cuestión — excepto  lu 
de  la  ley  t^obre  prescripción  —  tratada  aquí,  no  lo  hubiera  .sido  alia, 
totnaíla  en  consideración  por  Sir  Edward  Thornion  y  el  Tribunal  de 
Arbitraje  en  virtud  de  la  Convención  de  18138,  y  formulada  entonces  : 
y  ahora  por  México?  Algunos  puntos  de  hecho  y  algunos  de  dereeiio  \ 
estuvieron  comprendido.s  allá,  así  como  ahora  lo  están  acá.  Aquel 
Tribunal,  como  éste,  fué  una  corporación  judicial.  Así  lo  dijo  el  Seour  '. 
Webster  y  así  lo  han  dicho  todos  los  publicistas  al  tratar  de  este  asunto.  ¡ 

¿Qué  cuestión  decidida  entonces  por  aquel  Tribunal  contra  México, 
puede  ahora  ser  decidida  en  su  favor  sin  que  se  exprese  en  la  decisióo 
que  la  sentencia  del  anterior  Tribunal  de  Arbitraje  fué  imperfecta, 
ora  en  los  puntos  de  hecho,  ora  en  los  de  derecho?  Esta  es  la  caes-  • 
tión.  Sí  no  hay  ninguna  proposición  necesaria  para  nuestro  caso  qoe  ; 
no  io  fuera  para  el  anterior  fallo,  entonces  no  hay  ningún  punto  no  '. 
regido  por  el  principio  de  res  jwimtla.  , 

El  punto  décimoséptimo^  y  [uiramente  lo  doy  á  conocer — es  quo: 

17.  Las  objeciones  hechas  por  México  á  la  decisión  del  anterior  Tri-  | 
bunal  de  Arbitraje  no  afectan,  como  lo  sostiene,  á  la  jurisdicción  de  • 
aquel  Tribunal,  sino  que  parece  que  atacan  á  lu  justicia  de  la  .senlen-  : 
cia.  sobre  los  méritos  do  la  misma. 

Todo  ol  alégalo  de  México,  si     le  analiza,  so  reduce  á  que  el  au- 
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teríor  Tribunal  de  Arbitraje  falló  mal  en  el  asunto.  He  tenido  ya  oca- 
sión de  decir  que  la  jurisdicción  de  un  Tribunal  no  depende  del  cger- 
cicío  legal  de  la  misma. 

18.  Paso  ahora  al  punto  formulado  en  la  respuesta  de  México,  á 
saber,  que  esta  reclamación  está  excluida  por  la  ley  de  prescripción. 

En  virtud  del  Tratado  de  1868  y  de  algunas  disposiciones  suple* 
mentarías  del  mismo,  se  estipuló  que  el  Gobierno  que  resultara  deu- 
dor al  terminar  la  ComisiiSn  pastaría  al  ( lohierno  at^reetlor  una  deter- 
minada suma  iIl'  dinero  el  ^51  Kncro  de  1877,  asi  como  el  saldo  en 
abonos  añílalos  no  nioiiores  de  $HO(),(.K)()  de  allí  oii  adelante.  iMóxico 
hizo  su  primer  abono  oii  hi  í'enha  esli|>ulada,  osío  es,  el  31  de  Enero 
do  1877.  Su  último  ¡ibono  lo  hizo  ol  21  de  Enero  de  1890.  Cuarenta 
(lías  después  de  aquella  U'>-\\:\.  ú  sea  e!  1**  de  Marzí»  de  1890,  el  Sena- 
dor W'illiam  M.  Stewart,  abo;r;idi)  de  !os  Olusjtos  do  California,  .se  di- 
ri;iió  al  r>o[>artamenlo  de  Kst.idu  [udirudole  tjuc  (»■  urrieraal  Gobierno 
de  Mrxico  ;i  !¡ii  dr»  que  hieiera  el  pago  de  ios  últimos  abonos.  Esto 
puede  verse  al  liii  de  la  pág.  23  de  la  Correspondencia  Diplomática, 
cii  el  Tran.srripf.  La  fecha  de  esta  nota  fué  l''  de  Marzo  de  1890,  cua- 
renta días  después  de  que  México  había  hecho  su  último  abono  en  vir- 
tud del  anterior  fallo.  El  3  de  Agosto  de  1891  (páir.  :i3  de  la  Corres- 
pondencia Diplomática  ),  la  cuestión  de  estos  abonos  llegó  á  ser  objeto 
de  representaciones  diplomáticas  bochas  á  México  por  los  Estados 
l'túdos,  y  fué  asunto  de  negociaciones  diplomáticas  hasta  el  22  de 
Mayo  de  1902.  Llamo  vuestra  atención  sobre  esto,  á  fin  de  demos- 
traros que  no  ba  liabido  negligencia  por  parte  de  los  interesados  en 
esta  reclamación.  Dentro  de  cuarenta  dias  después  del  último  pago 
hecho  en  virtud  del  faUo  anterior,  ellos  solicitaron  la  intervención  de 
m  Gobierno,  y  dentro  de  dieciocho  meses  después  de  dicho  áltimo 
pago  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  intervino  en  el  asunto. 

México,  entre  otras  alegaciones,  dice  que  la  demanda  es  improce- 
dente en  virtud  del  art.  1,103  de  ku  Código  Civil,  y  de  su  decreto  ex- 

Aiáo  en  1894,  tres  años  después  de  (|ue  esta  reclamación  había  sido 
(•l)jeto  de  representaciones  diplomáticas  de  un  Gobierno  ante  el  otro* 

Nnesiras  contestaciones  á  este  alegato,  basado  en  la  ley  sobre  pres- 
cripción, son  estas:- 

1.  Tal  ale^^•leión  es  inadmisible  en  virtud  del  protocolo  de  22  de 
.\luyu  de  1902. 

Por  Ciáte  convemo  Imn  í>idu  fíomelidas  á  decisión  dos  cuastioncsí 


^fí  Fondo  Piadoio  db  las  Caufornia». 


(a)  La  reclamación,  como  consecuencia  del  fallo  anterior,  ¿debe 
ser  regida  por  el  principio  de  m  ¡wlicata?  y 

(h)  De  no  ser  así,  ¿es  justa  la  misma  reclamación? 

Una  reclamación  que  ha  sido  excluida  por  prescripción  es  tan  justa 
como  la  que  no  lo  haya  sido. 

2.  Una  ley  sobre  prescripción  es  una  ley  privada.  En  este  caso,  cual- 
quiera que  sea  en  Mélico  la  ley  sobre  prescripción,  es  sólo  una  ley  para 
los  Tribunales  mexicanos  y  no  [jara  los  Tribunales  internacionales. 

3.  Alegamos  que  no  debo  ser  y  no  os  permitido  á  un  soberano,  ea 
virtud  del  derecho  internacional,  mientras  la  reclamación  de  un  ciu- 
dadano de  otra  potencia  es  objeto  de  no^í  )ciaoiones  diplomáticas  en- 
tre las  (los  naciónos,  expedir  nna  ley  de  prescripción  y  por  razón  de 
ella  tialar  de  excluir  esa  reclamación.  Ksla  retílainación  fué  objeto 
de  nejTociaciones  di|»loruátic;is  desde  el  17  de  Agosto  do  1891.  (Ir.. 
( '.orrc-s'|)ondeii<-i;t  l>i]»loiii;if ica,  8.) 

V  sm  embargo,  México  ase>,nira  en  su  resntiesta  que  esta  reclauri- 
eión  (juedó  excbiída  en  virtud  de  la  ley  de  prescripción  que  expidió  el 
6  de  Septiembre  tie  1891.  (  Hcplicn.  '50.  )  I 

4.  No  hav  ley  de  prcsi-i-ip;'h»ii  cu  »'l  i|tM-<'i-||i)  intciaiacional.  excepto 
aípiellas  en  (pie  se  couveri¡j;a  ó  existan  para  un  caso  particular,  ea  ima 
Convención  entre  dos  ó  más  potencias. 

l*or  supuesto  (pie  aquí  hago  la  distinción,  hecba  por  todos  los  au- 
tores, entre  la  prescripción  que  es  un  medio  de  adquirir  derecho^  v)- 
bre  terrenos  ú  otras  propiedades,  por  ocu^iacíón,  y  un  decreto  formai 
que  e.xcluye  el  recurso  pero  no  destruye  el  derecbo. 

5.  La  ley  mexicana  sobre  prescripción  no  tiene  efecto  extraterri- 
torial y  no  puede  destruir  la  reclamación  de  acreedores  que  no  resi-  < 
den  en  su  territorio. 

6.  Si  México  hubiera  deseado  aprovecharse  del  alegato  de  so  ley 
sobre  prescrii)ción,  habría  rehusado  someter  el  asunto  á  un  Arbitra- 
je ó  (sin  hacer  esto)  habría  insistido  sobre  una  estipulación  del  Pro- 
tocolo, por  la  cual  podría  hal>er  obtenido  la  decisión  y  fallo  del  Tri- 1 
bunal  sobre  la  cuestión  de  si  la  reclamación  estaba  efectivamente  en' 
duída  de  un  tribunal  internacional  con  motivo  de  una  ley  local  de 
México,  limitada  territorialmente  y  decretada  para  que  los  procedi- 
mientos y  recursos  tuvieran  lugar  en  sus  propíos  tribunales.  Feto  no 
díó  paso  alguno  en  ninguno  do  esos  dos  sentidos. 

7.  De  acuerdo  con  las  leyes  de  México,  la  reclamación  uo  es  im- 
procedente. 
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J9.  He  llegado  ya  ú  la  iiltima  .sulnlívisión  del  alegato,  tal  como  me 
propuse  presentáronlo,  Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros*  No 
trataré  de  considerar  este  punto  de  una  manera  muy  detallada,  aun- 
que lo  be  preparado  muy  ámpliamente  para  someterlo  á  la  conside- 
ración del  Tribunal.  Se  reduce  á  que  las  defensas  presentadas  por  Mé- 
xico en  su  respuesta  no  son  suficientes  para  hacer  fracasar  el  fallo  que 
esperan  los  Estados  Unidos.  Esas  defensas  están  consideradas,  una  por 
uoa,  en  mi  memorial.  No  necesito  tratar  de  ellas  Torbalmente.  Por  lo 
tanto,  pasaré  á  la  última  ]  ir()i>o8ÍcÍ4Sn  hecha  por  México  en  su  respuesta, 
y  que  se  refiere  al  punto  que  constituye  el  volumen  llamado  « Pleito 
de  Rada.» 

Oeo  que  estaremos  en  aptitud  de  esclarecer  ante  el  Tribunal  la 
naturaleza  é  liisloria  de  eso  litifrio.  Mcxico,  en  el  séptimo  párrafo  de 
í^ii  contesi ación,  declara  que  no  duda  (juo  ol  A'/ente  de  los  Kstados 
l  nidos  se  sorprenderá  demasiado  al  sainn  quu  el  tit  i  ocho  á  los  bienes 
cedidos  al  i'nmli»  ri;MÍit>*i  por  el  testamento  de  Villa|>ucuie  y  Uc  Hada 
fü  '  pci'li(l«t  «  n  el  liti'^Mo  y.  por  tjinto,  perdido  |)ara  el  Kondo.  Si  el  de- 
reciio  liubteru  salo  ponluio  ou  el  Hti^rio,  eso  in>  ¡mpliraría  nada  para 
nuestro  caso,  porque  aqui  cslauiob  recluniaudo  en  virtud  de  una  veota 
hecha  por  México. 

Las  propiedades  de  Villapuente  y  de  Rada,  por  (dra  parte,  estaban 
(MI  poder  del  Obispo  de  las  Californias  en  1812.  La  posesión  es  una 
!»nieba  de  derecho,  el  cual  no  puede  perderse  por  una  sentencia  inter- 
iocutoria  y  no  ejecutada  ó  dictada  noventa  años  antes.  México  alega 
que  el  derecho  fué  invalidado  en  1719,  noventa  y  tres  años  antes  do 
!:i  fecha  en  que  el  Obispo  huMt  ra  oslado  en  posesión  pacifica  de  los 
liienes  y  de  que  hubiera  entregádolos  á  Méxicc».  Sobre  lo  que  nos  fun- 
díamos aquí  es  sobre  la  venta  de  esas  propiedades  hecha  por  México. 
Nada  importa  si  vendió  un  título  bueno  ó  malo.  En  cualquier  caso  se- 
ría  siempre  responsable  del  importe. 

Más  adelante  os  demostraré,  sin  embargo,  que  el  sentido  que  ol  ilus- 
trado Agente  de  la  otra  parte  da  á  este  litigio  no  es  sostcnible  en  ma- 
nera alguna. 

¿Cuáles  fueron  los  hechos? 

£1  Marqués  de  Rada  murió  en  1713,  ciento  treinta  años  antes  del 
deerelo  de  24  de  Octubre  de  1842. 

So  viuda,  la  Marquesa  de  Rada,  reclamó  todos  sus  bienes  ante  el 
Tribunal  respectivo.  Fundó  su  reclamación  en  su  viudedad  y  en  sus 
derechos  como  tulora  de  dos  hijos  de  su  anterior  marido,  así  como  en 
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ciertas  oirás  dendus  del  Marqués  para  ella.  Ale^íó,  qae  el  Marqués  le 
debía  más  del  importo  de  lodos  sos  bienes.  Éstos  fueron  valuados.  Ea 
vista  de  In  pcticióa  de  la  Marquesa  y  de  la  prueba  de  que  los  bienes 
eran  insuficientes  para  pagar  su  deuda,  así  como  de  la  comparaciÓD 
que  se  hizo  entre  ésta  y  el  valor  de  aquéllos,  todos  los  bienes  fueron 
adQudicados  á  la  Marquesa.  Esto  ocurrió  en  el  año  en  que  murió  so 
esposo,  1713.  En  17 18,  los  herederos  del  Marqués  de  Rada  entabls- 
ron  un  litigio  é  hicieron  dos  cargos— ocultación  y  menosprecio  de  los 
bienes.  Insistieron  en  que  el  Marqués  hobia  tenido  otras  propiedades 
que  fueron  ocultadas  y  que  los  valuadores  habían  menospreciado  las 
exhibidas.  Alegaron  que  no  era  cierto  que  los  bienes  fueran  insuficien- 
tes para  pagar  la  deuda,  y  aseguraron  que  eran  más  que  suficientes  pan 
hacerlo.  Insistieron  en  que  el  resultado  de  la  ocultación  de  esas  pro- 
piedades y  de  su  menosprecio  por  los  valuadores,  fué  que  la  Marquesa 
de  Rada  hubiera  oblenido  los  bienes  todos  de  su  marido,  cuando  éstos 
no  sólo  eran  suficientes  para  \yd¡¿-dv  su  deuda,  sino  para  que  les  que- 
dara algo  á  los  herederos.  Por  tanto,  pirlieroii  que  f  i  ir  ra  desechado  p! 
avalúo  y  que  se  volviera  á  ventilar  el  juicio.  Lns  herederos  perdu  ru;i 
el  pleito  en  todas  las  instancias,  iiasta  (jut'  el  í  msí»  pa<n  al  l»ea!  y  Su- 
protiK)  (  'oiisejo  de  las  Indias  eu  Madrid,  donde,  en  17i!>.  fiieroii  des-  , 
echados  h)s  inventarios  y  la  causa  fué  rninitida  al  Jir/^Mih>dp  1' Ins- 
ta ncin  para  que  eonooiera  y  fallara  sobre  h).s  derechos  de  las  Parles. 
Ilasla  aquella  feehn  relata  la  historin  del  litigio  el  volumen  llamado 
«IMeilo  de  Kada  ^  prescntaílo  por  .Mcxico. 

Si  consultáis  el  Tr(f}tsrri¡)f.  pá--.  518  á  o2H.  encoíitrarcis  ini;ie\- 
posici()n  hecha  por  Pedro  Hamírez,  como  abogado,  sobre  este  punte 
del  litigio.  La  exposición  del  Sr.  Kann'rez  continúa  la  historia  del  li- 
tigio hasta  el  año  1812,  Aparece  de  dicho  documento  que  en  31  dr 
Kncro  de  1829  el  Fondo  Piadoso  fué  condenado  ¿  pagar  ál  lóH.lTáá 
los  herederos  del  Marqués  de  Rada.  La  antigua  decisión  de  la  Corte 
de  última  instancia,  como  recordaréis,  fué  pronunciada  en  1749,  y  el 
Último  fallo  en  1829,  ochenta  años  después,  Naturalmente  se  pregunta 
uno  ¿qué  sucedió  entre  tanto  para  que  en  este  lit^ío  se  decretara  qoe 
los  herederos  del  Marqués  de  Rada  debían  recibir  del  Fondo  Piado:» 
de  las  Californias  la  cantidad  de  $  158,175?  lüsta  pregunta  puede  ser 
fácilmente  conte^»tada.  La  Marquesa  había  transferido  sus  bienes  ai ' 
Foudo  Piadoso  de  las  Californias.  Gl  Fondo  Piadoso  do  las  Californias 
fué,  en  tal  virtud,  el  sucesor  de  los  derechos  o  intereses  de  la  Marque-  j 
sa  de  Rada.  £1  Tribunal,  evidentemente,  encontró  que  los  bienes  del 
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Marqués  excedían  á  lo  que  debía  á  la  Marquesa  en  $  158,175.  £1  Tribu- 
nal por  tanto»  necesariamente  confirmó  los  derechos  de  la  Marquesa 
traosferidos  ya  al  Fondo  Piadoso  y  sujetos  á  un  derecho  de  retención 
de  1158,176. 

Esto  no  es  lo  último  que  sabemos  acerca  de  esos  $  158,175.  No  te- 
nemos  motíTOS  para  asegurar  si  Re  hizo  ó  no  aquél  pago,  si  se  apeló 
de  la  sentencia  recurriendo  á  otro  litijíio,  si  aquélla  fué  sometida  al 

TriljiiiKiI  que  la  pronunció  ó  fué  desechada  ó  anuluda. 

Kn  1842  íaé  cinbarírndíi  la  «Ciénega  del  l*uslor,*  acerca  de  cuyos 
bienes  hnblé  esta  maíiaiia.  y  los  cuales  alegamos  deben  ser  agregados 
ni  cn[»iíal  (iel  Fondo  Piadoso,  si  In  oausa  no  se  rige  por  el  principio  de 
)>:^  ¡Hflirída^  para  í»atisfacer  la  sentencia  que  impuso  el  pago  de.. , . 
í  158.175. 

Ksliis  tuei'oii  las  i>ruol)as  prpsentadas  ante  el  aiitorior  'rrilmnal  de 
Arbitrnjp.  r'.Oti»''  sucedió  entonces?  El  (loini^ionailo  americano  dijo, 
píííT.  ó"J6,  que  la  «Ciénega  del  Pastor»  porlonocía  al  Fondo  Piadoso, 
pero  que  encontraba  que  estaba  sujeta  á  un  embargo  por  $  168,175, 
decretado  en  el  litigio  de  que  se  ha  hecho  referencia,  y  coino  no  ha- 
bía pruebas  para  demostrar  que  Méxi -n  vendió  las  propiedades,  ú  ob- 
tuvo algo  por  ellas,  se  rehusó  á  admitir  que  la  «Ciénega  del  Pastor» 
fuera  considerada  como  parte  del  capital  del  Fondo  Piadoso.  La  prueba 
•leoesaria  ha  sido.  ah4)ra,  rendida  por  nosotros  para  demostrar  que 
México  Tendió  dicfia  propiedad  en  $218,750,  y  á  no  ser  que  pruebe 
que  pagó  los  $  158475,  tenemos  el  derecho  de  añadir  el  producto  de 
esa  Tenta  al  capital,  á  menos  que  el  caso  se  rija  por  el  principio  de  res 
judicata. 

Alegamos  que  en  vez  de  perder  la  donación  hecha  en  virtud  del 
«Pleito  de  Rada,»  encontramos  que  México  dejó  de  darnos  en  el  últi- 
mo arbitvaje  los  $  213,750  para  satisfacer  la  única  reclamación  que  los 
herederos  del  Marqués  de  Rada  hicieron  sobre  la  donación  hecha  por 
la  Marquesa  de  Rada  y  el  Marqués  de  Villapuente  al  Fondo  Piadoso. 

Voy  á  dar  fin  á  este  alegato  ya  tan  prolongado. 

Al  hacerlo,  deseo  expresar  mi  profundo  aprecio  al  Señor  Presidente 
y  i  los  Honorables  Arbitros  por  la  paciencia  y  atencióri  (¡ue  me  han 
concedido. 

Debe  ser  muy  grato  para  las  Altas  Partes  Contratantes,  por  las  cua- 
les se  ha  constituido  el  presente  Tribunal,  que  después  de  tantos  anoá 
fie  disputa,  la  contienda  entre  ellas  está  próxima  ú  terminar  para 
siempre. 


Dlgrtizeij  Ly  <jOOgle 


¿30 


l*eri>  no  son  únit  amcnlr  las  dos  pr¡iicí|mies  iiopúhliens  ilel  Niifrn 
Mundo,  qiift  han  Iraídonl  Vínjo  Mundo,  p^ira  ileeLsíón  una  controTer 
sia  que  envuelve  anuntos  de  aquél;  no  son,  ái^Oy  e^a»  dos  Repúblicaü 
las  únícaH  interesadas  grandemente  en  este  arbitraje. 

Sería,  á  no  dudarlo,  altamente  grato  á  las  Potencias  signatarias  de 
la  Convención  que  creó  la  Corte  Permanente  de  Arbitraje  de  La  Haya 
que  en  el  primer  caso  sometido  á  la  decisión  de  juristas  encogidos  por 
las  Altas  Partes  Contratantes  de  entre  los  mas  distinguidos  de  toda  la 
Europa  con  la  simple  mira  de  esperar  una  decisión,  que  ésta,  en  vista 
de  la  reconocida  ilustración  de  los  que  han  de  pronancíarla,  recibiera 
universal  aceptación. 

Por  el  elevado  pro()ósíto  de  que  estas  dos  Altas  Partes  Contratantes 
estuvieran  animadas,  merecen  el  respeto  y  elogio  de  toda  la  sociedad 
ctvili^Jida. 

No  es  sohnnonlo  por  la  ciiantiusii  suma  que  envuelve  este  caso,  ni 
en  raz'iii  dt;  cjiie  va  á  leriniii;ir  una  dispula  entre  dos  naciones  cnn-- 
pieaias  del  mundo,  por  lo  (¡uc  este  caso  es  de  universal  interés  y  <li' 
traseendenlal  iinporlaiifia:  sino  es  iinpi  >rLan  te  (aul  uiá.s  al  to  /rado. 
poiouceslá  íntinni!n<Mife  relaciouadi »  con  el  inoviniicnto  de  lo.s  Uciu- 
pos  niodrnio-  qiir  licii<lcá  poner  en  comiinicacif'in  á  !:»s  naciones  en  un 
terreno  clcvailo  y  permanente  compalible  con  la-  miras  de  loiio  Imeti 
(iobierno.  ([ue  soík  la  paz  del  iiiinido  y  c!  bienest.ii' de  la  hnmanid;vi 

En  manos  de  este  í  ribunal  está,  cu  no  escasa  medida,  el  porvenir 
de  ese  gran  movimienlo. 

Y  al  someterle  nuestro  caso,  cualesquiera  que  sean  los  resultado> 
estamos  seíruros  de  que  el  'IVibunal  entrará  á  considerarlo  y  fallarlu 
con  la  ilu<f  i-a(  ióii.  ro< üiiid  de  ünes  y  espíritu  de  responsabilidad  que 
sa  magnitud  é.  importancia  demandan. 


Informe  deJ  Sr.  JaH'son  H.  Ralston,  A(/eiiÍ4f  fir  los  Ksfaffoft  ünidoit 

fh  Amérira. 

(Sesiones  dol  22  y  23  do  Septiembre  de  ii)Ú2.) 

El  Sr.  Ralston; — Señor  Presidente  y  Honorables  Arbitros: 
A  fin  de  presentaros  este  caso  de  un  modo  adecuado  y  ordenado, 
á  los  Estados  Unidos  les  ha  pnrecido  conveniente,  que  en  primer  la- 
gar sean  expuestos  y  dilucidados  con  bastante  énfasis  y  después  de 
una  larga  discusión,  lo^  elementos  diversos  que  motivaron  el  laudo 
anterior. 
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Personalmftnte,  creo  poder  felicitarme  que  Ion  elementos  diversos 
qne  ocasionaron  la  determinación  de  dicho  laudo,  han  recibido  ya  ante 
rosotros  una  discusión  amplia  y  elaborada.  Creo  que  se  ha  puesto  de 
manifiesto  en  los  argumentos  aducidos:  que  hubo  un  Fondo  Piadoso 
de  las  Californias,  que  este  Pondo  era  de  considerable  extensión,  que 
era  bien  conocido;  ({ue  el  Administrador  ó  Comisario  fué  la  Iglesia 
(Jatólica  por  medio  do  sus  diversos  Aj^eiites;  que  uua  vez  que  México 
tomó  para  sí  el  manejo  del  foiido.  asumió  voluntariau)enle  determi- 
nadas relíH'iones  con  dicho  FoihÍo:  (|ii<'  cu  virUul  de  estos  hechos  esa 
Nación  se  comjironietió  con  S)Mi;i1.i<I;i  luuia  ile  la  l<íles¡;i  referida,  á  ¡  a- 
?;ir  á  sus  represen tau les  el  rédito  del  .susodicho  [•'oiido.  Todoí^  esos 
hwhos.  |f>  repito,  creo  (pie  hati  sido  ya  deniost l  ados  oti  su  totalidad. 
Klln<  tiicrou  prohados  ;iiito  el  Tnhuual  arUerior.  Todo-  los  fiiiiduiuen- 
tüs  que  aquí  y  hasta  ahora  han  sido  discutidos  en  el  cur-o  di'  los  ale- 
íwXm.  fueron  considerad" •>  por  el  primer  rribunal:  los  puntos  secún- 
danos respecto  á  la  Iglesia  y  el  tCstado,  las  obligaciones  que  pudo  haber 
-contraído  el  Estado  á  Mu  de  prestar  ciertos  servicios  ó  de  pagar  can- 
tidad alguna  pecuniaria  á  determinada  corporación  religioso,  todos 
ellos  se  consideraron  entonces  con  detenimiento.  De  manera  que, 
mientras  nosotros  crcemo--.  {x  nnnibrí*  de  los  Ksiados  Unidos  qu©  debe 
h;icerse  una  narración  la  más  detallada  y  completa  de  loa  hechos  arri- 
ba citados,  á  la  vez  no  dejamos  de  reconocer  que  la  cuestión  capital 
T  sobre  la  cual  debe  girar  esta  causa,  es  si  el  laudo  del  Tribunal  an- 
terior de  Arbitraje  determinó  ese  estado  del  asunto  que  en  inglés  Uá-' 
mase  res  jwUcafa,  tomando  el  término  del  latín,  y  que  es  mejor  co- 
nocida en  el  Continente  y  en  la  jurisprudencia  del  ramo  civil  con  el 
nombre  de  la  chomjugée. 

Hemos  creído  que  los  hechos  que  acabo  de  relatitr,  al  ser  estableció 
d<is  en  una  sentencia,  tra^n  de  por  sf  esa  condición  ó  fuerza,  que  es 
lo  que  constituye  la  cosa  juzgada  y  lo  que  debe  regir  este  caso;  y 
fsta  es  la  at^titud  que  desde  un  principio  hemos  asumido. 

Dícese  que  se  funda  el  principio  de  la  cosa  j  izgada — dándole  una 
iaterpretación  Ubre  á  las  máximas  latinas — en  estas  dos  eonsidera- 
ctones:  primera,  que  el  ínteres  del  púhlico  exige  (p>c  se  ponga  un  liii 
á  los  litigios,  y  la  segunda,  es  (pie  nadie  debe  ser  dos  veces  procesado 
por  la  misma  f  iusa,  é  invocamos  este  principio  en  heneücio  de  los  ac- 
tuales re(damaiilí;s. 

La  primera  cuesti'ui  que  se  [)lautea,  k  fin  de  que  sea  tomada  en  (Con- 
sideración por  esle  alto  Tribunal,  es  hasta  cierto  punto,  nueva,  á  sa« 
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ber,  si  deben  concederse  á  los  laudos  de  un  Tribunal  de  Arbitnye,toáa 
la  autoridad  que  en  lo  general  se  confiere  á  los  Tribunales.  Y  esta  es  la 
primera  proposición  que  roy  á  examinar. 

Insistiremos  en  que  un  Tribunal  de  Arbitraje  es  un  tribunal  de  alta 
jerarquía,  y  que  en  favor  de  su  jurisdicción,  todas  sus  deducciones  de- 
ben ser  consideradas  con  indulgencia,  y  que  sus  laudos  deben  recibir 
tanta  autoridad  como  si  hubiesen  emanado  de  cualquiera  otro  tribonal 

Digo  que  en  la  jurisprudencia  internacional,  croo  que  esta  cuestión 
debe  considerarse  como  del  todo  nueva.  No  jjuedo  citar  á  este  Tribu- 
nal un  caso  en  el  cuiil  coubte  de  una  matiora  precisa,  i(ue  á  los  laudin 
do  los  Triitunalos  de  Arbitraje  en  conliictos  de  Xticion  á  Nación  seKs 
conceda  la  misma  santidad  que  se  los  conliere  á  los  Tri  bu  nales  culmi- 
nes en  las  controversias  más  trivialos  que  se  diriman  entre  los  indi- 
viduos particulares.  Lo  dij^o,  y  séame  permili<lo  docirlo,  que  es  iin 
asunto,  que  por  haber  venido  á  tan  buena  hora,  es  de  la  más  seria  im- 
portancia para  el  interés  público,  el  internacional,  por  que  este  es  el 
primer  (;aso  (luo  se  presenta  ante  este  Tribunal,  en  el  cual  o'-tá  com- 
prendido un  punto  de  tan  vital  importancia  y  dignidad,  y  que  envuelva 
en  gran  parte,  como  lo  abarca  el  actuaU  el  bueu  éxito  de  los  csaos 
venideros  de  arbitraje. 

Porque,  como  á  nosotros  se  nos  ocurre,  si  á  los  laudos  de  los  Tri- 
bunales de  Árbitnge  no  se  Ies  concede  cuando  menos  la  alta  santidad 
que  se  les  confiere  á  los  de  un  tribunal  común  por  más  ínúma  que  sea 
'su  categoría,  entonces  no  debemos  esperar  que  en  lo  venidero  se  re- 
curra á  tales  Tribunales  de  Arbitraje. 

Ha  señalado  á  vosotros  el  Sr.  Mc.Enerney,  en  su  completo  y  magis- 
tral discurso,  el  hecbo  de  que  el  mismo  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  México,  admitió  que  los  laudos  de  los  Tribunales  de  A^ 
bitraje  merecen  el  beneficio  de  la  excepción,  según  se  denomina  en 
el  lenguaje  europeo  por  regla  general,  y  que  para  ellos,  la  excepción 
de  la  cosa  ju/gada  es  acreedora  de  gran  estimación,  dándole  la  misma 
autorid:id  que  á  las  sentencias  de  cualquiera  otra  naturaleza. 

Mas  el  lenguaje  empleado  por  México,  no  ha  sido  siempre  uniforme. 

A  fin  de  comprender  con  más  claridad  este  cambio  de  posición,  vof 
á  referirme  á  la  respuesta  de  México,  contenida  en  los  anexos  de  la 
réplica,  en  la  c  ual  se  hace  una  cita  de  la  carta  del  Secretario  Bayard 
Dice  así  en  la  |)ág.  26. 

«Los  laudos  de  Comisiones  Internacionales   no  se  considera 

que  tengan  autoridad  sino  en  el  caso  particular  decidido ........  £n 
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ninguna  fnanorn  liaran  al  Gobierno  de  los  Kstadus  Unidos,  excepto 
eii  aqticllos  caso.s  en  «[ue  tuvieron  aplicación.» 

Al  calce  do  la  pág.  26,  he  puesto  todo  lo  que  sobre  el  particular  dijo 
el  Sr.  Bayard,  y  que  lo  cito  por  el  momento. 

<MaSf  fuera  de  esta  crítica^  permítame  Üd.  recordarle  que  no  se 
considera  que  los  laudos  de  las  Comisiones  internacionales  establez- 
can principios  de  Derecho  Internacional.  Tales  laudos  son  ajustados 
por  la  naturaleza  y  términos  del  tratado  de  arbitraje,  que  á  menudo 
preceptúa  determinadas  reglas,  que  en  sí  son  desviaciones  del  Derecho 
laternacíonal,  para  el  régimen  interior  de  la  Comisión.  Aun  cuando' 
no  tuvieren  dichas  limitaciones,  los  laudos  de  los  Comisionados  no 
han  sido  considerados  hasta  hoy  como  autoritarios,  excepto  en  el  caso 
particular  decidido.  Véome  obligado,  pues,  á  no  tomar  en  cuenta  las 
decisione.«  á  que  hace  Ud.  referencia,  no  sólo  porque  no  sostienen  la 
posición  invocada,  sino  porque,  aun  cuando  pudiera  dársele  esa  inter- 
pretación, de  manera  alguna  obligan  ellas  al  Gobierno  de  los  Estados 
L'nidos,  excepto  eii  aquellos  casos  así  decididos.» 

Me  parece  oportuno,  y  con  referencia  á  la  cita  de  la  nota  del  Señor 
Rayard,  hacer  ahora  alguna  explicación.  En  las  legislaciones  ingle* 
sa  y  americana,  es  conocida  la  doctrina  llamada  atare  decisiSy  doctri- 
na que,  entiendo  que  tal  vez  no  existe  en  la  jurisprudencia  del  Con- 
ijuente. 

Est(»  es,  üuestiüs  Iribuuales  se  consideran  obligados  i)ür  los 
íallus  judiciales  de  los  casos  anteriores.  La  regla  no  es  uniforme  en 
todos  sus  delíilles.  Si  un  tribunal  cree  que  los  fuuUaníentus  leizalcs 
anteriores  no  ostúu  coníoriac  á  derecho,  con  frecuencia  .se  aparta  de 
ellos,  pero  á  menudo  se  decreta  que  os  iii-(^lVrihlc  adherirse  á  un  fun- 
damento iogal  LM'rónoo  (juc  on  lo  g^eneral  ha  sido  acatado  y  reconocido 
l)ur  el  público,  (]ue  el  do  apartarse  de  61,  y  estalilecer  i^u  procedimiento 
nuevo  en  el  fallo. 

Concédese,  en  las  prácticas  inglesa  y  atnoricana,  que  cuando  se 
diclan  sentencias  relacionadas  con  la  ley,  el  público  en  getieral  dei)e 
estar  obligado  por  ellas  en  lo  concerniente  á  la  propiedad,  apartarse 
de  ellas,  ocasionaría  trastornos.  Este  modo  de  raciocinar  no  puede  ser 
admitido  con  relación  á  la  doctrina  de  la  cosa  juzgada,  ni  hay  la  más 
remota  conexión  entre  ambas. 

Refiérese  la  cosa  juzgada  á  la  controversia  que  ha  habido  entre  las 
mismas  partes  y  que  tienen  relación  con  el  mismo  asunto  en  general. 
Entonces,  la  doctrina  de  la  cosa  jmssgada  requiere  la  adhesión  de  los 
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he<!hos  de  que  se  Irntn,  ó  de  la  ley  qae  se  relaciona  con  los  hechos,  una 
vez  que  éstos  han  sido  cerciorados  por  el  Tribunal.  La  doctrina  áestarr 
decíais,  que  es  realmente  la  doctrina  sostenida  por  el  Sr.  Mariscal,  se 
aplica  y  se  refiere  á  los  fundamentos  generales  de  la  ley,  y  nunca  afecta 
á  los  procedimientos  subsecuentes  que  se  suscitan  entre  las  mismis 
partes  y  que  tienen  relación  con  la  misma  materia,  objeto  de  la  contra* 
versia.  Cuando  llegamos,  por  ende,  á  examinar  con  esta  explicación, 
el  párrafo  que  se  cita  del  Secretario  Bayard,  encontramos  que  bo- 
bo un  esfuerzo  de  parte  del  Gobierno  español  para  inrocar  en  sa  fa?or 
un  fallo  que  en  un  caso  concreto  fué  decidido  entre  los  Estados  Uní* 
dos  é  Inglaterra.  Los  hechos  en  los  dos  casos  no  fueron  los  mismos, 
y  las  partes  fueron  distintas. 

De  manera  que,  si  al  Sr.  Muruaga  le  pareció  conveniente  recurrir 
ú  un  laudo  habido  entre  loí-  F'stados  Unidos  é  Inglaterra  con  el  pro- 
pósito de  querer  üjar  determinado  principio  de  ley  con  él.  de  ninu'úii 
modo  jmodc  hacer  otru  tiuito  el  Sr,  Mariscal  con  la  expresión  del  Se- 
ñor li.iyard  respecto  á  la  cosa  juzgada.  Aíjiiello  fué  un  asunto  etitrc 
otras  l^artes,  y  distinlo.s  fueron  los  motivos  que  dieron  Uigar  á  dicho 
laudo.  No  estamos  ob)i'/ados  á  discutir  si  el  Secrelurio  H;iyard  tuvo 
ó  no  razón  al  decir  que  eierlas  eniuiciaciones  le;iales  no  podrían  con- 
siderarse como  obiigatorias  eu  las  relaciones  internacionales  poste* 
riores. 

De  este  punto  ahora  hago  mención,  y  en  osle  lugar  sobre  todo,  por- 
que el  mismo  error,  la  misma  confusión  continúa  existiendo  en  ia 
mente  del  Sr,  Mariscal,  como  puede  verse  en  la  correspondencia  catn- 
biada  entre  ambos  Gobiernos,  así  como  en  el  ejemplo  que  acabo  de 
referirme  y  según  consta  en  su  contestación,  á  tal  grado,  que  el  Se* 
ñor  Mariscal  manifiesta  que  no  le  parece  que  los  laudos  arbitrales  ten- 
gan la  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Mas  ¿cuál  es  la  regla  que  prevalece  en  las  jurisprudencias  inglesa 
y  americana  sobre  leireajudicata?  Cito  de  mi  propio  alegato,  que  obra 
ya  en  poder  de  este  Tribunal  (pág.  20):  «Pueden  resumirse  las  prác- 
ticas inglesa  y  americana,  según  puede  verse  en  la  1*  edición,  del 
Aínerkan  and  EnglUHi  Enciclopctedia  of  Lnw,  título  resjudicala. 
vol  21,  pág.  128,  del  modo  siguiente: 

«Cuando  un  asunto  ha  sido  juzgado  debida  y  definitivamente,  sin 
que  haya  habido  fraude  ó  colusión,  por  un  tribunal  competente,  u  otro 
de  igual  jurisdicción,  pasa  á  la  autoridad  de  cosa  juzgada  y  no  puede 
ser  presentado  otra  vez  por  las  mismas  partes  ni  considerado  de  nuevo.» 


biyitizca  by  GoOgle 


Ri:cr.AMAanR  contra  México.  235 


Y.  á  este  propósito  citamos  el  art.  I.Hól  del  Código  Civil  Francés, 
qiic  entiendo  ha  sido  adoptado  por  los  otros  países  europeos: 

L;i  aiiíoridad  ilo  la  cosa  Juzgada  no  da  lugar  sino  respecto  de  aque- 
üoqiifi  ha  sido  ohjcLuile  la  sentencia.  Es  menester  que  la  cosa  deman- 
dada sea  la  luisjna,  que  la  controversia  sea  entre  las  nusina  Parles,  y 
formada  por  y  contra  ellas,  en  los  mismos  términos.  > 

La  declaración  de  la  ley,  que  acaijo  de  mencionar,  es  del  todo  apli- 
cable á  las  jiirisprudoneias  ii);r'Gsa  y  americana. 

El  primer  punto,  jiucs  que  es  de  preguntarse,  al  considerar  espe- 
cialmente la  delinición  inglesa  y  americana,  es,  si  el  asunto  que  fué 
decidido  anteriormente,  lo  fué  por  un  tribunal  competente  ó  que  tu- 
viera igual  jurisdicción.  En  otros  términos:  ¿era  competente  el  Tri- 
bunal anterior  para  decidir  en  el  asunto  que  conoció?  8u  jiirisdIiT  ¡(')ii 
fué  determinada  por  el  Tratado  de  18(58.  Que  hubo  la  iotención  de 
que  sus  laudos  fuesen  definitivos  y  finales,  creo'yo,  que  es  ahora  un 
punto  de  suma  importancia,  y  vemos  que:  cEl  Presidente  de  la  Re- 
pública Mexicana  y  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América, 
íse  comprometen  solemne  y  sinceramente  en  esta  Convención,  á  con- 
siderar la  decisión  de  los  Comisionados  de  acuerdo  ó  del  Arbitro,  se* 
vÚD  fuere  el  caso,  como  absolutamente  final  y  definitiva,  respecto  de 
cada  una  de  las  reclamaciones  falladas  por  los  Comisionados  ó  el  Ar- 
bitro, respectivamente,  y  á  dar  entero  cumplimiento  á  tales  decisio- 
nes, sin  objección  evasiva,  ni  dilación  ninguna.» 

Y  luego  en  la  última  parte  del  párrafo  II  del  arL  3^  en  la  misma 
página: 

«Los  Comisionados  de  común  acuerdo  ó  el  Arbitro  si  ellos  difieren, 
podrán  decidir  en  cada  caso  si  una  reclamación  ha  sido  ó  no  dobida- 

menle  he«'lia,  comunicada  y  sometida  á  la  C'oniisi()n.  ya  sea  en  su  to- 
talidad ó  en  parte,  y  mal  sea  ésta,  con  arreglo  al  verdadero  espíritu 
y  á  letra  de  esta  Convención.» 

En  otras  palabras:  se  le  conürir»  plena  jurisdicción  para  fallar  on  los 
asuntos  que  fuesen  sometidos  ante  dicho  Tribunal. 

Sni  Kdward  Fi;v — ¿Ua  permite  í'd.  que  lo  internmipa  en  este  lu- 
gar? Ku  el  artículo  jf  se  convino  (jiio  ninguna  reclaiuaciiMi  (pin  ema- 
mro      Mn  íCDnlociniiento  de  fecha  anterior  al  2  de  Febrero  de  1848, 

adinilu  ía  cou  arreglo  á  ese  coiiirenio  ¿Qué  la  reclamación  de  Ud. 
no  emanó  del  decreto  de  1842  ? 

Sr.  Halston. — Es  ésta  una  cuestión  que  fué  discutida  extensamen* 
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lo  011  d  Tribunal  anterior,  y  lo  que  entonces  se  determinó,  entieudo 
yo  qno  fnó  al  tenor  sijrnionto: 

Es  cierto  que  el  acontociiniontí»  onmnó  antes  de  ol  nía!  'i''» 

las  relaciones  de  las  l*arto8:pero  lo  que  motivó  la  reclamación,  ha  sulu 
la  suspensión  posterior  del  pago  del  censo  parte  de  México,  la  sus 
pensión  del  pago  pecuniario  después  de  canjearse  las  ra  tifian  cienes  del 
Tratado  de  18i8.  Esta  es  la  base,  si  hemos  de  ir  desde  el  principio, 
y  qae  datA  mucho  antes  de  181-8;  pero  el  acontecimiento  que  originó 
ta  reclamación,  fué  la  suspensión  del  pago  pecuniario. 

El  Sr.  Hc.Enerney  me  llama  la  atención  á  esto,  que  puede  verse  en  ! 
la  pág.  35  del  Apéndice,  donde  dice: 

«Considerando  que  fué  concluida  en  4  de  Julio  de  1868  una  Con- 
vención entre  los  Estados  Unidos  Mexicanos  y  los  Estados  Unidos  de 
América,  para  el  arreglo  de  las  reclamaciones  pendientes  que  se  ha- 
bían  originado  después  de  firmado  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  : 
en  2  de  Febrero  de  1848,  por  medio  de  una  Convención  Mixta,  cuya  ' 
duración  fué  limitada  por  el  término  de  dos  años  y  medio,  etc.> 

En  el  mismo  sentido  en  que  podría  decirse  que  este  caso,  emanó  de 
un  acontecimiento  anterior  al  3  de  Febrero  de  18i8,  y  el  cual  se  refiere, 
digámoslo,  á  la  República  Mexicana,  podía  también  decirse  que  ema- 
nó de  un  acto  anterior  de  España,  relativo  al  mismo  asunto,  ó  de  íil-  I 
gún  acto  que  tuvo  aQnidad  con  la  constitución  ó  erección  del  Fondo 
Piadoso. 

En  estos  momentos  lo  que  discuto,  es  lo  relativo  á  la  jurisdicción 
de  este  Tribunal.  El  8r.  Mc.Enerney  hizo  referencia  en  su  argumcnlo, 
al  becho  de  que  Mcxif»  adniilió  la  jiui-dicción  del  Tribunal  para  doci- 
direl  punto  arriba  meiicionado,  así  comode  todos  aquellDí-  (ju»'  potlrán 
suscitarse  ante  ól.  En  la  primera  parle  de  mi  alefrato.  y  pi  ineipiaiui'  ! 
en  la  pág.  6,  lio  procuradu  ooordinni'  las  fechas  do  tal  niMiiora,  que  h  i 
actitud  de  Mt'xit  o  en  diversas  fechas,  y  la  condición  de  este  caso  con-  ; 
creto,  aparezcan  juntas. 

En  la  época  de  la  primera  prórroga,  presentó  el  Sr.  Cushing  una  mo 
ción  al  efecto,  de  que  fuese  dcsec!iada  esta  demanda,  la  cual  moción 
dió  origen  á  que  se  promoviera  la  cuestión  sobre  las  facultades  de  aquel 
Tribunal  para  proceder,  y  suscitóse  la  propia  cuestión  que  acaba  do 
mencionarse.  He  citado  en  mi  alegato,  en  la  pág.  4,  esa  moción  del 
Sr.  Cushing.  Se  halla  en  la  pág.  67  del  Transcript. 

SiR  Edward  Fuy. — ¿Cuál  fué  la  fecha  de  esa  moción? 

Sr.  Ralston.'EI  24  de  Febrero  de  1871,  y  por  ser  de  importancia 
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voy  á  leer  esa  moción.  El  Sr.  Cushing  propuso  que  fuese  desechada 
e?<a  retilamación: 

1°  Porque  el  acto  de  inrorporación  de  los  pelicionario^í  no  los  <ia 
el  dorocho  fie  renlitiiar  propiedad  que  se  halla  fuera  de  loá  líuiitcs  del 
Estado  do  ('.¡ilifoniia. 

2*  Porque  los  peticionarios  no  demuestran  tener  interés  ni  título 
alguno  en  el  Fondo  Piadoso  de  que  se  trata. 

3**  Porque  los  peticionarios  tuvieron  un  recurso  legal  en -los  tribu- 
nales mexicanos,  cuyo  recurso  debían  haber  adoptado  y  agotado  antes 
de  presentarse  aquí. 

4**  Porque  los  daños  de  que  se  quejan  fueron  causados  antes  del 
mes  de  Febrero  de  1848,  por  lo  cual  esta  Comisión  no  es  competente 
para  conocer  de  ella.» 

Esta  misma  cuestión  fué  iniciada  y  estuvo  ante  la  decisión  del  Trí- 
bnoal  cuando  hubo  de  fallarse.  Sabiendo  México,  como  lo  sabía,  sa- 
biendo que  se  había  interpelado  respecto  á  la  jurisdicción  del  Tribu- 
nal, por  haber  ella  misma  promovido  esa  interpelación,  procedió  á 
aj listar  una  prórroga.  La  Convención  que  proveía  para  la  prórroga 
del  término  dentro  del  cual  la  Comisión  Mixta  debía  decidir,  fué  firmada 
por  los  dos  países  el  19  de  Abril  de  1871.  Esto  es,  cinco  días  antes  de 
la  moción  y  las  ratifícaeíoncs,  porque  el  Convenio  no  tenía  naturalmen- 
te ningún  valor  hasta  el  canje  de  las  ratificaciones — las  ratificacio- 
nes fueron  celebradas  el  8  de  Febrero  de  1872.  Nótese,  además,  con 
relación  á  este  pnnto,  al  hecho  de  que  el  canje  de  ratificaciones  tuvo 
lu^'nr  odio  días  despu('s  de  que  la  primitiv;i  Convención  había  caducado. 

Sm  Edward  Fry. — ;.í/as  ratilicacioucs  de  Diciembre  de  1871? 

Sr.  Ralston. — No  creo  haberme  equivocado. 

SiR  lí^i»wA!i¡>  Fry. — La  promulagación  es  de  Febrero  de  1872. 

Sr.  Ralston. —  Fu  la  firmada  en  Abril  19. 

Sr.  Mc.Fnf.rnky. — Al  principio  do  la  pái?.  .^8  está  el  Tratado  que 
ftió  ratificado  despiirs  (pio  el  otro  h.ihín  caducado. 

SiR  FinvARD  Fhv. — áegún  el  libro  de  üd.,  fué  rutiíicado  en  Diciem- 
bre de  1871. 

Sr.  Hat.tson.— Si  el  'í'rit»iin;il  so  sirve  ver  la  p:í;z-  '1;'t.  allí  consta  que 
filé  íiriiiado  el  III  (le  Abril,  liatiticado,  quiere  decir,  raliticado  por  el 
Sonado  de  los  Fslados  Unidos,  pero  un  tratado  no  entra  en  vigor  con 
la  ratificaci»')!!  del  Senado  de  los  Estados  Fiiidos.  Eao  sólo  concierne 
ú  la  acción  de  los  Estados  Unidos  y  no  ó  la  de  México,  y  l-i  acción  uni- 
da que  dio  vida  á  la  Convención  y  que  antes  no  la  tenía,  se  realizó  el  8 
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de  Febrero  de  1872.  y  fué,  por  lo  tanto,  ocbo  dias  después  que  había 
cesado  de  ejercer  algún  poder  el  Tribunal  primitÍTO,  y  mientras  que 
estaba  pendiente  aquella  moción  ante  dicho  Tribunal;  México,  por  el 
canje  de  ratificaciones,  dió  nueva  vida  y  fuerza  al  Convenio,  y  á  ioAsí 
las  cuestiones  que  ante  ella  estaban  pendientes. 

Sigamos  adelante.  Celebróse  un  segundo  Convenio.  Este  prorrogó 
las  facultades  de  la  Comisión  hasta  el  31  de  Enero  de  1873,  como  po- 
drá verse  en  la  pág.  6.  Ahora,  en  31  de  Enero,  la  fecha  en  la  cual  ca- 
ducó el  segundo  Convenio,  al  cnal  ya  se  ha  hecho  referencia,  la  mo- 
ción del  Sr.  Cushing  al  efecto  de  que  fuese  desechada  la  demanda,  es- 
taba aún  pendiente  y  por  resolverse,  si  bien  Oí>  cierto  que  en  Marzo  V 
de  1872  so  había  exhibido  por  los  roclamanles  la  respuesta  á  dicha 
mori'Mi.  Aliora  l)ien:  con  esa  moción  pendieule  por  más  de  un  año 
diíN'iocho  nif'sos  autos,  on  27  do  Noviembrf*  de  1872,  se  ajustó  otr- 
Convenio  prorro^Miido  las  funinuncs  de  Ui  Comisión  Mixta  por  un  i^- 
ríodo  que  no  ext  eilioia  «lo  (ios  anos.  ote. 

Tenemos,  por  lo  tanto,  un  sc-iimh»  acto  de  M»'xico.  al  rcíertrde 
nuevo  —  poique  ostn  os  oí  rosiillado  prái-tico  de  él  — á  la  anlijina  Co- 
mí^iiHi,  á  íin  de  que  detenniiuira  si  era  ó  no  do  dosooharso  esta  nii<- 
ma  moción.  Ahora  el  punto  viene  á  tener  bastante  importancia,  i  De- 
bo yo  tal  vez  ser  perdonado  por  apartarme  por  un  instante  del  or- 
den que  me  había  propuesto  seguir  en  mi  ar^^u meato.)  Digo  que  ol 
punto  viene  á  tener  cierta  importancia,  cuando  tenenos  en  cuenta  la 
regla  invariable  relativa  á  los  Tribunales  de  Arbitraje,  al  efecto  de  qao 
la  parle  que  sonieto  la  cuestión  tiene  el  derecho  de  retirarla  déla 
jurisdicción  del  Tribunal  ante  el  cual  la  ha  sometido.  Pudo  México, 
ho  obstante  su  primera  sumisión^  si  se  quiere,  estaba  dentro  de  m 
facultades  haber  dicho:  <  Estamos  conformes  en  prorrogar  las  fao- 
clones  de  la  Comisión ;  pero  retiramos  de  ella  lo  relativo  al  Fondo 
Piadoso,  porque  no  creemos  que  esté  comprendido  dentro  de  sos  fa- 
cultades.» Esto  nunca  lo  dijo  México.  Creo  que  el  lenguaje  de  todos 
los  jurisconsultos  que  han  disertado  sobre  el  Arbitraje  (he  menciona- 
do á  muchos  de  ellos  en  mí  alegato  que  he  exhibido  ante  vosotros)  e& 
en  lo  substancial,  que  antes  deque  se  rinda  el  laudo  arbitral,  cualquie- 
ra de  las  Partes  puede  retirarse  del  arbitraje,  y  con  este  hecho,  retirar 
la  jurisdicción.  Tal  medida  nunca  la  hizo  México. 

Ahora,  leyendo  do  mi  alegato,  en  la  páíí.  B,  «lije: 

«En  27  de  Noviembre  de  1872,  se  ajustó  otro  Convenio  por  el  cual 
se  revivió  y  prorrogó  el  lérnuno  de  la  Comisión  .Mixta  por  un  jíeríodo 
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que  no  excediese  de  dos  años  desde  la  fecha  cu  que  huliicro  cesado 
<us  funciones,  según  el  ('.onvenio  de  19  de  Abril  de  1871.  En  oíros 
términos,  la  («omisión  fué  prorrogada  hasta  Enero  31  de  1876.  Las 
ratificaciones  de  este  Convenio  fueron  canjeadas  en  Julio  17  de  1873, 
cerca  de  seis  meses  después  que  la  Comisión  había  caducado  en  vir- 
tud del  Convenio  de  Abril  19  de  1871.  y  fué  promulgado  el  24  de  Ja- 
lío  de  1873.» 

Por  lo  tanto,  tenemos  este  estado  de  cosas,  no  una,  sínodos  veces, 
en  que  México  estuvo  conforme  aun  después  de  que  habían  caducado 
las  atribuciones  de  la  Comisión,  en  prorrogar  sus  poderes  y  en  com* 
pletar  todo  lo  que  ante  ella  estaba  pendiente  de  fallar  en  el  caso  pre- 
.^Qte,  pues  la  prórroga  no  significa  sino  ésto.  Hubo,  pues,  un  término 
de  ocho  días,  un  segundo  ténnino  de  seis  meses,  durante  el  cual  la 
Comisión  estaba  finid hs  officio. 

Cuando  tuvo  lugar  la  segunda  prórroga — sigo  leyendo  de  mi  ale- 
^'ato.  píig.  ()— :il  haber  caducado  las  funciones  de  la  Comisión,  por  el 
Convenio  íirniudo  el  27  de  Abril  de  1872  y  ratificadu  en  17  de  Julio 
fie  IS73,  á  saber:  el  31  do  Enero  de  1875,  los  últimos  argumentos  de 
os  rec!nin;intos  y  su  anexo  corresp  Hidiente,  fueron  exhibidos  por  el 
Ajenlo  do  h)~  listados  Unidos.  (Enero  25  de  1875.) 

La  pntiíosicií'in  primitiva  -órnotida  por  Mí'xico  pii"i  desecharla  re- 
clainacióii  [)ormanecía  aun  (KMidiente  y  sin  resolverse. 

De  nuevo  encontrarnos  (pie  un  C.onveiuo  a  liclonal,  ajuslado  el  20 
Je  Noviembre  de  1874.  cuyas  ratilicaciones  fueron  canjeadas  en  28  de 
llnero  de  1875,  y  promulgíi  las  on  Enero  de  1875.  y  las  fnn  'iones  de 
!  i  Comisión  fueron  prorrogadas  hasta  el  31  fie  Enero  de  1876.  Venan- 
do tuvo  verificativo  esta  prórroga,  el  caso  del  Fondo  Piadoso  estaba 
lún  pendiente  y  por  resolverse:  el  desacuerdo  entro  las  opiniones  de 
los  Comisionados  fué  anunciado  en  19  de  Mayo  de  1875.  A(pií  debe 
hacerse  notar  un  cambio  en  las  condiciones.  Había  ocurrido  el  des- 
:)ntterdo  entre  los  Comisionados  que  dio  por  resultado  el  envío  del  ca* 
»  )  al  Arbitro  y.  mientras  que  existía  este  nuevo  estado  de  cosa.<i,  México 
ajustó  una  nueva  Convención,  en  virtud  de  la  cual  se  estipuló  que  el 
Arbitro  decidiera  la  propia  cuestión  reí^pecto  de  la  cual  había  habido 
inconformidad  entre  los  Comisionados,  y  se  pronunció  el  laudo  del 
tercero  en  discordia  el  1 1  de  Noviembre  de  1875,  como  diez  meses 
después  del  canje  de  las  ratidcaciones,  y  sin  ese  canje  no  habríase 
decretado  tal  laudo  en  ese  caso,  por  que  no  se  hablan  puesto  de  acuer- 
do los  Comisionados,  y  el  caso  permanecía  sin  resolverse.  De  manera 
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que  dijío  yo,  pnsd  á  p.iso,  no  uno,  ni  dos  ni  tres  fino  cualro  veces.  Mé- 
xico rocoiioció  la  jiiri.sdiecióii  del  Tribunal  aiilerior  sobre  la  psí^neia 
iiiibina  de  este  as-inito:  ó  ¡usistiinos  nosotros  que  no  os  líi'ito  ahora  á 
México,  df^yiiiL's  de  haberso  soinoLido  repetidas  voeerf  á  la  jurisdicción 
del  'l'ribunal  anterior,  alegar  que  hubo  falta  de  Jurisdicción,  ó  que  esla 
roolaniaeion  tuvo  su  origen  antes  de  1848,  ó  que  los  heclios  sean  dis* 
Untos  de  como  los  encoDtró  el  Arbitro,  ni  puede  presentar  otra  deíen* 
saque  tenga  por  fundamento  un  hecho  anterior  á  la  fecha  de  caaiMlo 
el  ler(!ero  en  discordia  pronunció  su  laudo. 

M.  ui^  Maktens.— Permítame  Ud.,$r.  Ralston.  ¿Pudo  México  haber 
eludida  el  laudo  del  Arbitro? 

Sr.  IUlston. — Sí  Señor. 

M.  DB  Martens. — ¿Cómo  pudo  efectuarlo?  ¿Tenía  obligación  de 
someterlo  ante  el  Arbitro?  , 

Sr.  Ralston. — No,  sí  me  lo  perdona  Ud.  Conrengo  en  que  esta!» 
obligado  á  someter  la  primera  cuestión  ante  el  Arbitro,  pero  que  no  , 
estaba  obligado  ¿  seguir  el  caso  ante  el  mismo,  después  de  que  por  m 
términos,  había  caducado  la  primera  ConTención.  Pudo  México  hai)er 
dicho:  Sí  consentimos  en  una  nueva  Convención,  pero  no  creemosque 
este  caso  particular  quepa  dentro  de  la  órbita  de  la  primera  Conveu' 
ción,  y,  por  lo  tanto,  rehusamos  permitir  que  la  Comisión  Mixta  co- 
nozca más  en  el  asunto.  Ksta  es,  brevemente  nuestra  opinión. 

M.  Dii  Mautkns — Pero  yo  creo  (jue  México  estaba  obligado  á  acep- 
Uw  la  jurisdicción  del  Arbitro  en  todo  el  caso.  ¿No  lo  cree  lid.  asi?  ; 

Si{.  ííalston.— Precisamente.  Creo  yo  (jue  en  lo  absoluto,  porque 
creo  que  el  Arbitro  tetiía  el  derecho  absoluto  de  decidir  sobre  su  jurb- 
dicción  y  de  decidir  cuantas  cuestiones  pudieran  suácitaiáe  anle  él 
con  relación  á  esle  asunto.  Creo  que  e!  Tribunal  tenía  el  derecho  de 
decidir  todas  las  cuestiones  de  jnrisdieeióii.  precisamente  como  e>t«' 
Tribuiml  tiene  el  dereebo  e.\presode  determinar  cualquiera  cueslióo  j 
que  se  presente  ante  él.  • 

8ni  KnwAR»  Fry.  —  Si  tiene  la  facultad  expresa. 

Sh.  Ralston.  —Sí,  la  fneultad  expresa  se  concede  en  el  arl.  ÍS  i> 
esta  Convención.  Sin  embargo,  el  Tribunal  la  tendría  sin  tiil  artícu- 
lo, y  voy  á  someter  algunas  observaciones  sobre  el  particular. 

Dije  hace  un  momento  que  nuestra  opini<')n  y  nuestra  contienda 
que  un  Tribunal  de  Arbitraje  tiene  el  derecho  de  decidir  sobre  su  com- 
petencia según  el  compromiso.  Esta  facultad  se  concede  expresameo- 
te  á  este  Tribunal  en  el  art.  48.  iüsta  parte  de  nuestra  tesis,  y  uno  de 
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loaprimeros  principios  que  establecemos  es,  que  un  Tribunal  de  Arbi- 
traje posee  la  facultad  inherente  de  resolver  acerca  de  su  propia  ju- 
risdic.  ión,  y  creemos  que  el  Tribunal  anterior,  el  de  hace  treinta  años, 
poseyóla  facultad  de  resolveracercadesu  propia  jurisdicción.  Ordina- 
riamente, como  lo  sabemos,  en  el  curso  debido  de  las  leye^j,  se  faculta  á 
los  tribunales  superiores  para  que  puedaa  reyisar  losactosde  los  tribu- 
oaleii  inferiores.  Eu  este  caso  (el  que  turo  lugar  según  el  Conveuio  de 
1868),  no  se  confirió  tal  facultad  de  revisión.  Tenía,  pues,  que  estar 
depofifitada  en  el  propio  tribunal  ¿porque  quién  otro  podía  determinar 
sobre  el  incidente  de  jurisdicción?  Seguramente  que  las  Partes  no 
podían  hacerlo.  Porque  si  ellas  mismas  fuesen  á  ejercer  la  facultad 
de  revisar  los  laudos  de  los  Tribunales  de  Arbitnye  respecto  á  los  in- 
cidentes de  jurisdicción,  daría  por  resultado,  que  para  nada  había  ser* 
ridoel  arbitraje.  No  un  Tribunal  Superior,  porque  no  lo  había;  tam- 
poco un  Tribunal  posterior  que  tan  sólo  podía  tener  las  facultades  ex- 
presas que  Hc  le  concediesen  según  el  Protocolo.  Si  tal  facultad  fuese 
concedida  expresamente  por  el  Protocolo,  enhorabuena,  pero  de  nin- 
guna utrii  numera,  y  esa  facultad  no  ha  sido  coníorida  aquí. 
Al  discutir,  por  consiguicnlo.  esta  materia,  dije  en  niiale^Mt  >: 
«Hemos  observado  que  esa  íucullad  debe  esta  radicada  en  ulgana 
l'at  le  para  delerniinar  sobre  la  jurisdicción  de  un  Tribunal  do  arbi- 
traje, y  en  el  caso  de  ífiie  se  trata,  esa  facultad  como  no  fué  re>orvada 
á  inn^nina  otra  autoridad,  debe  considerarse,  eotao  la  creuuios  uos- 
olros,  que  está  radicada  en  el  propio  Tribunal.' 

«La  aiiaio^'ía  (jiie  existe  entre  arbitrajes  inteniaeionales  y  los  de 
particulares  es  tal,  que  estamos  justiticados  para  creer  que  si  los  Ar- 
bitros particulares  poseen  el  poder  para  determinar  sobre  su  propia  ju- 
ri.^dicción  y  de  interpretar  el  instrumento  que  los  establece,  con  mayor 
abundamiento  de  razones  debe  considerarse  que  se  reserva  el  mismo 
poder  á  los  Tribunales  internacionales  de  arbitraje,  cuerpos  que  son 
de  mucha  mayor  dignidad  é  importancia,  y  de  cuyos  actos  pueden  nacer 
consecuencias  de  mayor  trascendencia  para  el  bienestar  de  la  huma- 
nidad.» 

Leo  ahora  del  principio  de  la  pág.  33  del  «Memorial  de  los  Estados 
Unidos. »  La  primera  cita  es  del  Réitertoire  Géner<üe  Alphabetique 
du  DroU  franqaU: 

«Todo  Tribunal  tiene  el  derecho  y  deber  de  determinar  sobre  su 
propia  oompetencía.» 
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<  Los  jilecos  del  orden  civil,  como  lo  encont  rntiios.  h;ui  resuelto  con 
frecuencia  acerca  de  los  poderos  de  los  Fri banales  de  Arbitraje  á  e- 
te  respecto,  y  han  sostenido:  Que  los  Arbitros  puedeo  conocer  sobre 
su  competencia,  aunque  no  se  les  haya  conferido  expresamente  en  el 
Compromiso,»  que  es  precisamente  lo  que  nosotros  sostenemos.  Aun 
cuando  no  se  ha  conferido  autoridad  expresa  en  el  Compromiso,  sin 
embargo,  los  Arbitros  deben  resolver  sobre  esta  cuestión;  deben  tener 
esa  facultad. 

«No  es  jugarla  fuera  de  los  términos  del  Compromiso:  el  derecho 
de  juzgar  de  su  propia  competencia  es  la  consecuencia  natural  del  ca- 
rácter de  jueces  de  que  están  ¡nveistídus  las  Parles.» 

De  aquí  se  deducen  las  consecuencias  naturales  que  se  expresan 
bfgo  el  mismo  título  en  el  párrafo  60: 

«Cuando  el  Tribunal  se  declara  competente,  debe  necesariamente 
decidir  sobre  el  caso  mismo  que  le  es  sometido,  so  pena  de  denega- 
ción de  justicia.» 

La  regla  que  asi  han  establecido  las  autoridades  del  orden  cítíI  es 
la  que  se  sigue  también  en  los  Tribunales  del  Connnon  Law,  He  leído 
ya  una  cita  del  volumen  U  del  Amcrimn  and  Englifsh  Encklopot' 
(lia  of  Jmw.  Hice  encuadernar  de  esa  obra  el  título  sobre  «Arbitra- 
je y  Laudos,»  que  está  á  disposición  del  Tribunal.  Leo  en  la  página 
795,  lo  siguiente: 

«Cuando  las  Partes  convinieren  ásoiiict*  i  (  i(  i  las  cuestiones  le^'a- 
les  á  la  decisión  de  un  Arbitro,  y  desputs  una  de  ellas  denianda  á  ¡  i 
otra  y,  si  la  materia  del  conflicto  es  la  misma  acerca  de  la  cual  ^e 
resolvió  en  el  laudo  arbitral,  se  ha  sostenido  que  el  laudo  la  ley  que 
rige  en  el  caso.»  i 

En  otro  lujíar.  d ícese  que:  ' 

«Según  el  arbitraje  conforme  al  Cotiinton  Lnw  no  .se  requiere  que  j 
un  lando  venga  á  ser  complementado  por  un  fallo  judicial.  Dicho  laúd  i  i 
es  obligatorio  para  las  Partes  hasta  que  se  pronuncie  sentencia  ulie- ; 
ríor  que  lo  revoque,» 

lo  que  no  podría  ser,  si  el  Tribunal  de  arbitraje  no  tuviese  la  facuilati 
de  resolver  sobro  su  propia  jurisdicción,  i 
Ahora  la  tesis  acerca  del  derecho  de  una  Comisión  Mixta  ó  do  nn^ 
Junta  Internacional  de  Arbitros  para  resolver  sobre  sus  propias  (acul- ! 
tades  ha  sido  varias  veces  considerada.  El  primer  ejemplo  en  la  prác- 
tica americana  está  discutido  en  Moore's  IfUernaihnaiArhUratíimSj 
y  se  relaciona  con  la  Comisión  formada  según  el  art  7^  del  Tratado 
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enlre  los  Estados  Unidos  y  la  Gran  Bretaña,  fechado  el  de  Noviem» 
brc  de  1874  (estoy  leyendo  en  la  púj;.  23  del  alegato).  En  este  caso 
los  Comisionados  británicos  se  esforzaron  en  retirarse,  negando  al  Tri- 
bunal el  poder  para  determinar  solire  su  propia  jurisdicción,  pero  el 
Gobierno  británico  rehusó  sostenerlos  en  su  actitud. 

Hemos  citado  á  grandes  rasgos  la  opinión  del  Sr.  Gore,  uno  de  los 
Comisionados  americanos. 

*E1  poder  de  decidir  si  una  reclamación  sometida  á  un  Tribunal  cabe 
dentro  de  su  jurisdicción,  me  parece  que  es  inherente  por  la  esencia 
misma  de  su  constitución,  y  necesariamente  iadispeosable  para  el  cuta* 
pluniento  de  cualquiera  de  sus  atribuciones.» 

«A  fin  de  decidir  respecto  á  la  justicia  de  una  reclamación,  es  ab- 
solutamente necesario  determinar  si  es  un  caso  tai«  cual  fte  describe 
en  el  artículo.  Ksto  es  lo  esencial  que  debe  buscarse  en  el  examen. 
Decir  que  ese  poder  ha  sido  <  onferido  para  decidir  sobre  la  justicia  de 
la  reclamación  y  conforme  <á  los  méritos  del  caso,  y  que  sin  embargo 
carezca  de  la  facultad  de  decidir  ó  examinar  si  la  reclamación  tenga 
algo  de  justicia  ó  mérito  su6ciente  para  ser  tomada  en  cuenta,  es,  ofre- 
cer tan  sólo  una  substancia,  es  un  fantasma.» 

«A  mi  entender,  no  puede  haber  mayor  absurdo  que  el  de  conce- 
bir que  estas  dos  Naciones  nombrasen  Comisionados  con  facultad  de 
examinar  y  decidir  reclamaciones,  prescribir  las  reglas  por  las  cuales 
debían  examinarlas,  autorizados  por  las  mismas  á  fin  de  recibir  libros, 
documentos,  testimonios,  tomar  declaraciones  baj  >  juramento,  fallar 
cantidad  alguna  pecuniaria,  y  de  comprometerse  solemnemente  una 
con  otra  que  el  caso  fuese  definitivo  y  final,  tanto  respecto  á  la  jus- 
tieía  de  la  reclamación  cuanto  al  monto  de  la  suma  que  debe  pagar- 
se, y  que  no  obstante  esto  carezcan  dichos  Comisionados  de  la  facul- 
lad  para  decidir  si  debe  existir  (al  reclamación.» 

<Es  una  antinomia,  en  sus  pri>pios  térniiiios.  deííir  (iiio  una  medida 
adoptada  debo  terminar  todas  las  diforoncias,  y  que  esta  propia  me- 
dida, jiresuponga  una  nueva  negociación  sobre  cuáles  sean  estas  di- 
ferencias. ' 

'La  ol)jc(V'i<'in  de  ([ue  los  (^'omisionados  no  son  competentes  para 
dcfidir  si  estos  rasos  ó  alguno  de  eliívs.  (juepaii  dentro  de  \n  deseri¡)- 
ción  sometida,  cesa  y  detiene  todo  procedimiento,  y  de  hecho  viene 
ú  hacer  nulo  é  ilusorio  dieho  artículo.» 

«^Decirque  la  rnmi«?i()n  ejorce  autoridad  para  determinar  si  un  ca- 
so no  está  comprendido  dentro  de  su  jurisdicción  y  que  no  tenga  fa- 
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cuitad  p!ir;i  denidir  que  un  caso  estó  dentro  de  su  jurisdicción.  paro<^ 
ser  UHíi  contr.Mdicpir'in  demasiado  clara  para  in.sislir  más  en  olla.  Oha 
los  CoDiisinii.idos  Lieuen  el  dorr>r>ho  do  decidir  solamente  á  favor  <1(^ 
una  do  las  I'arlo<.  on  favor  do  la  parte  demandada,  pero  no  de  la  del 
demandante,  no  puede  .-^er  cierto.» 

Siguió  el  Sr.  Pinkney,  el  otro  roinisionado  nmorioano.  cpiien  expre- 
só las  mismas  ideas.  V  nuestro  modo  de  oj)inar,  con  respecto  á  la 
actitud  asumida  por  los  Comisionados  aiiiori'Muos,  se  robustece  aiíii 
más.  con  el  hecho  de  que  cuando  esta  cuestión,  la  misma  que  se  ha  pre- 
sentado en  este  caso,  se  llevó,  como  lo  fué,  ante  el  Lord  Chancellor 
Loughborough  de  Inglaterra,  éste  dijo: 

«í*a  duda  respecto  á  la  autoridad  de  los  Homisionado^  para  decidir 
RObre  su  propia  jurisdicción  era  absurda;  y  forzosamente  tenían  que 
decidir  sobre  si  el  caso  cabía  ó  no  dentro  de  su  competencia.  > 

Nos  encontramos,  pues,  en  la  misma  posición  que  tomaron  losCo* 
misionados  americanos,  al  efecto  de  que  el  Tribunal  era  competenli^ 
|)nra  decidir  sobre  su  propia  jurisdicción,  cuando  los  Representaotcs 
británicos  se  retiraron;  y  habiendo  referido  el  punto  á  Lord  Loogh- 
borough,  ó  mejor  dicho,  por  el  Departamento  de  Estado  Británico  á 
este  funcionario,  se  resolvió  en  favor  de  la  actitud  americana  y  nos 
adherimos  á  esa  posición,  y  decimos  con  Lord  Loui^hborough  que  es 
absurdo  abrigar  alguna  duda  respecto  á  la  autoridad  de  los  Comisio- 
nados para  decidir  sobre  su  propia  jurisdicción.  Deben  tener  ese  de- 
recho. Y  esta  es  la  primera,  la  cuestión  primordial  que  debe  disentine, 
cuando  consideremos  si  el  caso  que  se  ventila  ante  este  Tribunal  es 
de  res  jndicaia  ó  no. 

¿Tuvo  el  Tribunal  anterior,  la  facultad  de  decidir  sobre  su  propia 
jurisdicción?  Segriín  Lord  Lougborou^^h,  anibas  cuestiones  debían  de- 
cidir.se  afirmativamente.  El  Tribunal  anterior  tenía  la  facultad  de  re- 
solver sobre  su  jurisdicción.  Así  lo  hizo  y  resol v¡(')  que  la  tenía. 

Me  he  referido  á  uno  (')  dos  casos,  que  son  taniln'''n  americanos,  uno 
entre  los  Ivstados  Unidos  y  Voneznola.  oií  el  cual  sn  pi  osentaron  varios 
incidentes  nr-erca  de  si  el  Ti'il)iu)al  ora  ó  no  «  onipetenlo  en  dotenai- 
nada  reclamación,  y  en  esto  caso  especial,  declaróse  eompeÍPiit»*  el 
Tribunal.  Si  se  hubieran  declarado  incompetentes,  lo  hubieran  ln  «  lio 
.seguramente  dentro  del  ejercicio  de  sus  facultades.  La  conversión 
esta  tesis  debe  y  tiene  que  ser  cierta,  es  decir,  que  obraba  dentro  de  sos 
facultades  ai  declararse  competente. 

Me  tomo  la  libertad  de  leer,  porque  creo  que  es  importante,  desde 
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el  punto  de  vista  histórico,  y  en  relación  con  el  art  48  antes  citado 
nn  extracto  del  Chromqm  des  faiis  intemationaux  Revue  Généror 
¡e  de  Lroii  International  contenida  en  la  pág.  25  del  alegato:  Dice 
así:  «El  Arbitraje  tiende  á  ser,  dia  á  día,  el  derecho  común  interna- 
cional para  la  solución  judicial  de  los  conflictos  entre  los  Estados.  Si 
esto  es  así,  ¿no  debe  en  la  duda  pronunciarse  por  todo  lo  que  pueda 
Earorecer  á  su  extensión? 

Los  árbitros  deben  ser,  pues,  los  únicos  jueces  respecto  á  su  com- 
petencia. Esta  doctrina  está  conforme  con  la  naturaleza  de  las  cosas, 
la  afirinacióu  de  sus  poderes  es  un  atributo  natural  de  toda  autoridad. 
La  regla  que  el  juez  de  la  acción  es  también  el  de  la  excepción  es  ad- 
mitida universalmente  en  las  relaciones  del  derecho  civil,  ¿porqué  ha  * 
de  ser  diferente  en  el  orden  iiilernacional? 

Tal  es.  además,  la  ojíinióti  de  la  mayor  parle  de  los  escritores  del 
derecho  de  ;.^eMtes,  y  el  Instituto  de  Derecho  Internacional,  rennión  de 
los  jurisconsultos  más  notahles  de  lodo  el  inundo,  ha  dado  á  esta  tesis 
el  apoyo  de  su  autoridad.  Kn  2H  de  Agosto  de  ÍHTñ  t  n  su  sesión  en 
Kl  H:iya,  lia  dechirado,  en  efecto,  y  por  unanimidad,  que  los  Arbitros 
lieben  pronunciar  sobre  las  excepciones  interpuestas  con  motivo  de  la 
incompetencia  del  Tribunal  de  Arbitraje.  En  el  caso  en  que  la  duda 
sobre  la  competencia,  dependa  de  la  interpretación  de  una  cláusula 
del  Compromiso,  se  considera  que  las  Partes  confirieron  á  los  Arbitros 
la  facultad  de  resolver  la  cuestión,  salvo  cláusula  contraria,  (art.  14, 
secciones  2  y  4.) 

M.  DB  Martbns. — Creo,  Sr.  Ralston,  cpie  toda  esta  cuestión  fué  ini- 
dada  en  el  asunto  del  arbitraje  del  «Alabama.»  Ella  dió  margen  á  to- 
do lo  que  se  ha  escrito  sobre  la  materia  de  jurisdicción,  desde  que  fué 
presentada  en  1873. 

Sr.  Ralston.--Sí,  la  cuestión  que  se  presentó  ante  el  Tribunal  de 
Arbitnge  fué  si  los  Estados  Unidos  tenían  el  derecho  de  insistir  sobre 
los  dafkos  y  peijuicios  indirectos,  y  esa  misma  cuestión  nunca  fué  so- 
metida formalmente  al  Tribunal  de  Ginebra,  pero  no  obstante  que  los 
Arbitros  convinieron  en  expresar  su  opinión  acerca  de  ella,  ésta  no 
fué  dada  exactamente  sobre  el  incidente  de  jurisdicción,  sino  que  di- 
jeron que  no  creían  que  debía  permitírsela  concesión  de  tos  dafios  y 
perjuicios  indirectos. 

La  cuestión  es  aliora  interesante,  y  la  he  discutido  extensamente 
011  mi  aleírafo.  desde  este  punto  de  vista.  En  efecto,  Inglaterra,  dijo 
entonces,  que  si  se  insistía  en  esa  cuestión,  (pie  se  retiraría,  ó  tal  vez 
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inflifltiria  en  un  nnevo  conrenio.  Por  sapaesto  qae  podría  haberse  re- 
tirado. No  consintió  en  que  se  rcsoWiera  ene  punto. 

En  la  leclura  que  he  podido  hacer  de  Tarios  de  los  escritores  solire  , 
Derecho  Internacional,  he  encontrado  solamente  uno  que  niegoe  el 
derecho  de  Inglaterra  para  retirarse  del  Tribunal  bajo  tales  condicio- 
nes, 81  á  ella  le  hubiese  sido  conveniente  haberlo  verificado.  Esta  es 
nuestra  sugestión  respecto  á  la  actitud  de  México  cuando  firmó  asas 
nuevas  diversas  Convenciones,  ó  aun  sin  haberlas  firmado,  que  si  hu» 
hiera  querido  retirar  el  caso,  pudo  haberlo  hecliu. 

SiH  Kdwaiiu  FíiY. —  Hctitasí' /^íp?  caso.  No  pudo  haber  retirado  rf 
cano.  I.o  quo  lid.  quiere  decir  es  que  pudo  hib^rdc  retirado  y  d^ar 
'  al  Tribunal  para  que  éste  hioiore  lo  ({iie  cjuisiere. 

Sa.  Ralston.  — Sí  señor.  Y  creo  c|uo  esfa  o>'  In  opinión  prúetica- 
niente  de  todos  los  escritores  de  Derecho  Interaaciotial  qupvoí'v 
nozco.  con  una  excepción  que  va  más  allá  do  lo  {[tic  es  nff  -;:uia  y 
de  la  que  nosotriH  hemos  tomado,  pues  él  niega  el  derecho  de  Ingla- 
terra aun  de  retirarse.  Porque  dice,  quo  supuesto  que  Inglaterra  se  | 
había  comprometido  al  Arbitraje,  una  vez  que  lo  hizo,  cslaba  obli;.M- 
da  á  sujetarse  á  la  interpretación  que  el  Tribunal  diese  al  propio  Con- 
venio. Kn  otras  palabras,  que  habiéndose  sometido  á  la  jurisdicción 
del  Tribunal,  eo  el  mismo  sentido  que  un  particular  se  sonicle  á  la  ' 
juri.sdicción  de  un  Tribunal,  que  no  tenía  Inglaterra  el  derecho  de  re* 
tirarse  bajo  ninguna  circunstancia.  Es  M.  Rolin-Jaequemyn^  qaíeii 
es  de  este  parecer,  pero  entiendo  que  es  el  único  que  así  opina. 

En  lo  que  nosotros  insistimos  á  este  respecto,  es  en  lo  que  enten- 
demos que  es  el  lenguaje  universal  de  los  escritores  sobre  Deroch>> 
Internacional,  á  saber:  que  para  eludir  un  fallo  sobre  la  cuestión  de 
competencia,  debe  separarse  la  Parte,  y  no  separándose,  hay  una  sa- 
misión  completa  y  absoluta  al  juicio  de  los  árbitros,  y  finalmente,  del 
tercero  en  discordia,  para  la  resolución  del  mismo  incidente  de  juris- 
dicción ó  de  competencia.  Ahora,  opina  Calvo  sobre  el  derecho  de  in- 
terpretar el  Compromiso  como  sigue:  (Véase  la  p:lg.  25  de  mi  alegato.) 

«Tienen  el  derecho  de  interpretar  el  Compromiso  previamente  ajús- 
tado  entre  las  Partes,  y  por  ende,  de  pronunciar  sobre  su  propia  com- 
petencia.» 

Mas,  sin  dejar  el  punto  hacia  el  cual  deseo  llamar  particularmente 

la  atención  del  Tribunal,  tenemos  en  seguida  lo  (pie  declararon  ¡xir 
unanimidad  los  jurisconsultos  reunidos  en  El  Huya,  por  haberlo  con- 
ceptuado ser  un  principio  de  Derecho  internacional  m  aquella  feolm: 
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en  Í875.  Eslo  es,  que  los  propios  árbítros  deben  pronuncírr  sobre  las 
excepciones  relativas  á  la  incompetencia  del  Tribunal  de  Arbitraje. 
Creo  que  podemos  considerar  esa  expresión  de  opiniones  como  el  pre- 
cursor inmediato  de  la  que  e»tá  incluida  hoy  en  ta  Convención  de  Paz 
de  El  Haya,  según  ta  cual  funciona  este  Tribunal. 

Si  retrocedemos  otro  año,  vernos  que  M.  Goldschmilh,  al  discutir  esta 
cuestión  on  1874,  dijo:  í  Véase  la  pág.  26  de  in¡  alegato.)  «El  peligro  de 
un  exceso  de  competencia,  no  jiislifica  en  nada  que  el  Tribunal  ofi- 
■lal  toiiK»  iitKi  in^ieroiiuia  perjuilu  i.ii,  el  ArhitrMje  Internacional, 
híi)'  adoinás  osta  ra/ún,  que  en  un  procedimiento  judicial  preliminar 
es  iiriposible. » 

(ú  deseo  de  fatij^aro-^  más  con  lu  U^-Lura,  tenemos  luego  la  au- 
tf*rui:id  de  M.  Pradier-Fodcré.  Dico  *\(iv  en  principio  losárbitm-  son 
jueces  de  su  competencia  y  que  tienen  derecho  de  interpretar  mx 
Cmipíoniiso.  Y  así  contitnia: 

^  í.os  arbitros  deben  considerarse,  por  consiguiente,  (^omojuecesdesu 
•oaipetencia  con  el  consentimiento  tácito  de  las  Ecartes,  en  el  silencio 
del  Compromiso  y  en  ausencia  de  toda  cláusula  ulterior;  además,  este 
ronsontimiento  tácito  produce  su  efecto  tan  luego  como  las  Parlesdan 
cabida  ai  arbilrnje  sin  haber  manifestado  una  voluntad  contraria.» 

Ahorn  nos  apoyamos  en  este  principio.  Tenemos  el  consentimiento 
(áeito  do  Mé.xico  de  que  el  Tribunal  debe  determinar  sobre  su  propia 
jurisdicción.  Podemos  decir  que  tenemos  el  consentimiento  absoluto 
ó  expreso  de  México  deque  la  jurisdicción  debía  así  determinarse,  por* 
que  tenemos  sus  repetidas  prórrogas  de  loa  poderes  á  aquel  Tribunal, 
aún  después  que  habían  cesado  de  tener,  de  por  sí,  facultades.  Se  ha 
invocado,  por  lo  tanto,  de  nuevo  y  se  le  ha  resucitado. 

He  creído  que  es  justo  y  equitativo  al  Tribunal,  que  citara  yo,  co- 
mo lo  he  hecho  en  el  curso  de  este  alegato,  las  únicas  autoridades  que 
pudieran  concebirse — las  únicas  fuentes  que  al  menos  be  podido  en- 
contrar después  de  una  investigación  muy  minuciosa,  que  pueden  con- 
(ieptuarse  estar  en  contraposición  con  tas  facultades  que  sostemos  nos- 
otros pertenecen  á  todos  los  Tribunales  de  Arbitraje — á  la  Comisión 
de  1870,  en  virtud  de  la  cual  presentamos  esta  reclamación,  así  como 
á  este  Tribunal,  á  ambos  igualmente.  Las  únicas  dos  autoridades  que 
,  u*le  encontrar  que  dilieren  en  al;;o,  son  las  de  Rivier  y  Hoaüls.  lie 
•  itado  ya  un  número  de  autoridades  que  sostienen  lo  contrario.  Gréo- 
ine  justificado,  al  descan.sar  en  la  opinión  unánime  de  los  juriscon- 
sultos reunidos  en  El  Haya  en  1875.  Créome  justificado,  como  me  es- 
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forzaré  en  demostrarlo,  en  considerar  la  declaración  contenida  en  h 
Convención  de  El  Haya  como  una  decliraeión  de  leyes  anteriores,  y 
no  de  nuevas  reglas  en  este  sentido. 

El  Sp.  Rivier  considera  una  reunión  de  árbítros  como  simplemente 
una  asamblea  de  mandatarios  y  no  la  de  un  tribunal,  actitud  que  ape- 
nas pucdü  concebir  que  merezca  un  aaulisi.s  favorable. 

No  obstante  esto,  y  aunque  el  Sr.  Uivier  íoinu  esta  actitud,  él  se 
unió  con  1(ks  otros  .Señores  nombrados  al  calce  de  la  pág.  26  de  un 
alegato,  al  referir  lo  (jiie  acabo  tío  leer,  y  lo  que  creo  que  es  la  ley  su- 
prema y  de  peso  en  este  caso  particular. 

£1  Sr.  Ilivier  dice,  al  menos  dice  la  Comisión,  de  la  cual  íormuk 
parte  ese  Señor: 

«Las  excepciones  interpuestas  relativas  á  la  incapacidad  de  io?; ar- 
bitros, deben  ser  presentadas  antes  que  cualquiera  otra.  En  el  silen- 
cio de  las  Partes,  se  excluye  cualquiera  otra  contesLición  ulterior, 
salvo  los  casos  de  incapacidad  que  han  sobrevenido  con  posterioridad. 
Los  árbitros  deben  resolver  acerca  de  las  excei)ciones  presentadas  con 
motivo  de  la  falta  de  competencia  del  Tribunal  de  Arbitraje,  salvo  el 
recurso  de  que  se  trata  en  el  art  24, 2**  a/,  y  conforme  á  las  disposicio- 
nes del  Compromiso.  Ningún  recurso  de  apelación  tendrá  cabida  con- 
tra los  fallos  preliminares  sobre  la  competencia,  si  ésta  no  es  acumo- 
lativa  con  el  recurso  interpuesto  contra  el  fallo  final  del  arbitramentow» 

Ningún  tribunal  de  revisión  se  estableció  para  la  antigua  ComísiÓD ; 
Mixta.  Continúa,  ó  mcyor  dicho,  la  Comisión  continúa  diciendo:  > 

«En  el  caso  en  que  la  duda  sobre  la  competencia  dependa  de  la  in- ' 
terpretación  de  una  cláusula  de  Compromiso,  las  Partes  se  consideran 
haber  conferido  á  los  árbitros  la  facultad  de  resolver  dicha  cuestióo, 
salvo  cláusula  contraria.»  que  concuerda  exactamente  con  la  decía* 
ración  de  £1  Haya,  formando  aquella  de  hecho  parte  de  la  de  1875. 

Creo  que  ahora  podemos  citar  esta  misma  proposición  á  M.  Ririer 
contra  la  que  él  hizo  en  otro  lugar.  Y,  cuando  vemos  que  M.  Rivier  es- 1 
tá  conforme  como  miembro  de  la  Comisión,  con  el  gran  número  desa* 
toridades.  nos  creemos  justilicado.s  para  decir  que  tuvo  razón  en  esa 
vez.  Dije  (pie  existía  un  autor,  cuyas  expresiones  tienden  á  negar  el  ¡ 
derccbo  de  los  arbitros  que  resuelvan  sobre  su  propia  jurisdicción. 
el  Sr.  bontiis.  (Se  levantó  la  sesión.)  
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Sesión  del  23  ffe  Septietnbre  de  1902.  (En  la  mañana.) 

Sr.  Halskí.n:  Sonor  Presidente  y  Sefiores  Arbitros: 

Por  un  Í!is(;into  d  -seo  resumir,  al  abrirle  la  so«ión,  nljrunns  do  las 
fii'iiiioiie.s  liania  las  ciialos  llam»'  ayer  la  atención  «leí  Tril)inial.  Des- 
pués <ie  las  observaciones  preliminares  y  de  diseulit-  oí  oriíjon  de  e-ta 
demanda,  considerr  la  e()mí)eteneia  d(;  la  Comisión  Mixta,  tal  cual  fué 
establecida  por  el  Convenio  de  isr>8,  y  reconocida  por  México,  en  vir- 
tud de  sus  repelidas  prórrogjís  á  las  funciones  de  la  primitiva  Comi- 
sión Mixta,  sin  que  ese  país  objetase  en  algo  al  dereclio  de  los  Esta- 
dos t'nidos  para  mantener  esta  actitud  en  vista  de  las  estipulaciones 
del  Convenio  original  de  I8GH. 

Sm  KDWAftD  Fry. — ¿No  llegó  IJd.  á  hablar  de  ello  ayer? 

Sr.  Ralston. —  Sí  señor.  Lo  que  antecede  lo  he  dicho  conno  preám- 
bulo. Deseo,  sin  embargo^  llamar  ahora  la  atención  del  Tribunal  al 
hecho  que  no  llegué  ayer  á  tocar,  pero  que  se  halla  en  el  proyecto 
original  de  M.  Goldsohtnidt,  citado  en  la  pág.  80  de  mi  alegato.  En  él 
se  verá  que  considera  dicho  escritor  ser  el  deber  de  la  parte  qae  ob- 
jetare á  ia  competencia  del  Tribunal,  el  interponer  ese  recurso  en  la 
primera  oportunidad  que  se  le  presente.  El  lenguaje  especial  que  aquél 
emplea  y  hácia  el  cual  llamo  vuestra  atención,  es  el  siguiente: 

<Si  la  excepción  por  falla  de  competencia  no  se  interpone  en  la  pri- 
mera ocasión  oportuna,  ó  si  la  excepción  interpuesta  en  tiempo  há- 
bil ha  sido  desechada  por  el  Tribunal  de  Arbitraje,  y  además,  las  par- 
tes no  hicieron  reserva  alguna,  queda  desechado  todo  recurso  ulte- 
rior relativo  á  la  jurisdicción.» 

Llamo  la  atención  de  este  Tribun:il  á  que  las  partes  no  lucieron  ad- 
vertencia alguna  respecto  á  la  cuestiéui  de  í-ompctencia  iii  formularon 
ninguna  reserva  de  sus  derechos  ¡i  hm  lo  luiuto, 

Voiiíiís  que  M.  iiulm-Jacqut  iii\  iis  abriera  la  niisina  n[(inión.  según 
jtu.'dc  verseen  dicha  páu.  de  mi  alegato.  Lo  mismo  diuc  Calvo,  cunto 
puede  verse  por  lo  si<ítucnt<': 

«í,a  Parte  qiic  nsí  infcr]» 'iie  atifr'  Iks  arbitros  una  oxceitción  por 
falta  de  conipelencia,  tiene  el  dcrcídio  de  ajirc^Mi  lc  Ins  resorvns  for- 
males de  nulidad  total  ó  i)arcial  de  ia  sentencia,  para  el  evento  de 
la  excepción  fuere  desetrhada  por  los  arbitros.  A  falta  de  formu- 
lar tales  reservas,  la  parte  (pie  interpono  l.i  rx  -cpción,  se  la  conside- 
ra corno  haber  aceptado  de  antemano  el  laudo  arbitral  como  final  é 
inapelable.» 
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Repitiendo  lo  que  he  dicho,  vemos  que  aquí  las  partes  pasaron,  ño 
advertencia  alguna,  la  cuestión  y  sin  haber  fornuilado  reserva  algu- 
na para  el  evento  de  que  la  excepción  fuere  dosochada  por  los  Arbi- 
tros, Sin  leerla  en  su  totalidad,  vemos  que  M.  Pradier-Fodéró  sostie- 
ne la  misma  tesis,  según  la  cita  que  de  él  se  hace  en  la  pág.  31. 

De  manera  que,  desde  nuestro  punto  de  vista,  la  cuestión  de  juris> 
dicción  7  la  del  derecho  del  Tribunal  anterior  para  resolver  del  todo  y 
finalmente  sobre  su  competencia,  están  decididas  por  haber  celebrado 
Convenios  posteriores  y  por  la  falta  de  reservas  formuladas  por  Mé- 
xico respecto  á  la  finalidad  de  dicho  caso. 

El  punto  que  se  discutió  ayer  se  refirió  á  las  diferencias  de  opinión 
sostenidas  por  M.  Rívier  en  dos  ocasiones,  y  til  jo  que  sólo  pude  encoo- 
trar  dos  autores,  MM.  Rivier  y  Bonfils,  (jue  sostenían  la  opinión  de 
que  un  Tribunal  de  Arbitraje,  de  hecho,  no  es  un  verdadero  iribanal. 

Llamo  la  atención  al  lenguaje  de  M.  Bonfils,  que  puede  verse  en  la 
pág.  27  de  mi  alegato,  donde  entre  otras  cosas,  dice: 

«liOs  úrbiLrüs  no  pueden,  de  por  sí,  decidir  sobre  sus  poderes  y  de- 
Lorininai-  ios  límites  de  su  competencia.  Hhmtschli  poiisaba  de  olra 
manera,  pero  es  errónea  su  opinión.  ITn  mandalario  no  puede  úc\w 
sí  íijar  el  límite  y  extensión  de  su  nuindalD.  Si  se  produjesen  (imb-. 
los  árlnlros  deben  referirlas  á  sus  mandantes  y  jx^lirles  la  exten-^;'!!! 
de  sus  poderes  y  el  límite  más  neto  y  preciso  del  objeto  del  Compro- 
miso.» 

Por  lo  tanto,  las  dos  teorías  relativas  A  los  tribunales  de  arbit'Mje 
son,  por  una  parte,  que  eoiistil iiyen  verdaderos  tribunales  con  Unios 
los  poderes  y  atribuciones  de  tribunales,  y  que  gozan  del  poder  ó  fa 
cuitad  de  resolver  sobre  el  instrumento  que  los  creó  ó  determinar  sus 
propias  facultades,  como  lo  haría  cualquier  tribunal  de  última  ins- 
tancia. Por  otra  parte,  se  les  considera  como  simplemente  una  agrupa- 
ción de  agentes,  quienes  en  en  el  caso  de  presentarse  una  duda,  tie- 
nen que  referirla  para  su  solución  á  sus  mandantes. 

Entre  estas  dos  opiniones  paréceme  que  hay  poca  duda  acerca  de 
cuál  sea  la  correcta.  Y  me  encuentro  que  tal  es  la  opinión,  aparente- 
mente, del  editor  de  la  obra  de  M.  Bonfils,  al  decir  que  el  art.  48  de  la 
Convención  de  El  Haya  «ha  consagrado  el  parecer  de  Bluntschü,»  qae 
los  árbitros  pueden  determinar  sobre  sus  propios  poderes  y  resolver 
sobre  la  cuestión  de  competencia. 

He  hecho  citas  en  mí  alegato,  al  principiar  la  pág.  28,  de  algano$ 
autores  de  Derecho  Internacional  que  tratan  esta  misma  cuestión.  Te* 
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nemos  una  autoridad  eminente  inglesa,  la  de  Hall,  quien  está  de  acuer- 
do con  nuestras  ideas,  al  decir  que:  «  El  árbitro  ó  tribunal  de  arbitraje 
forma  un  verdadero  tribunal,  autorizado  para  decretar  un  laudo  obli- 
gatorio á  las  partes,  referente  á  la  cuestión  presentada  ante  él.  Éste 
determina  su  propio  procedimiento,  cuando  ninguno  ha  sido  prescrito 
en  el  tratado  preliminar,  y  cuando  está  compuesto  de  algunos  miem- 
bros, la  mayoría  de  votos  debe  prevalecer. > 

Y  la  opinión  de  <]lalvo  apoya  este  parecer.  Dice  así:  «Los  arbitros, 
iin;i  vez  que  han  sido  nunibnidas,  forman,  aiitiquc  no  se  deriven  sus 
poderes  sino  de  las  partes,  un  cuerpo  indei>endiente,  un  tribunal  ver- 
dadero judicial.  Tienen  el  derecho  de  interpretar  el  compromiso  pre- 
viamente ajustado  entre  las  partes,  y  por  con-secuencia,  de  fallar  so- 
bre su  propia  competencia.» 

Cité  en  mi  ale<ralo.  como  en  electo  consta,  á  M.  Descamps.  Apenas 
tengo  que  explicar  á  este  Tribunal  que  cuando  |»reparé  mi  alégalo  en 
América,  estaba  yo  imiy  lejos  de  pensar  que  M.  Descatnps  compare- 
ciera en  este  caso  ó  que  pudiera  tener  conexión  alguna  con  él.  El  ale- 
gato fué  impreso  en  la  Oticina  del  Gobierno  en  Washington  hace  seis 
semanasódos  meses;  de  manera  que  cuando  cito  la  opinión  de  M.  Des- 
camps,  entiéndase  que  no  me  refiero  á  la  del  abogado,  sino  la  de  Mon- 
síeur  Descamps  como  jurisconsulto,  ante  una  Asamblea  de  jurisperi- 
tos eminentes,  y  con  referencia  á  la  acción  de  este  conjunto  de  pu- 
blicistas. Dice  así: 

«El  arbitr^e  no  es  una  tentativa  de  conciliación.  Gl  árbitro  es  juez 
f  falla  con  tal  carácter.» 

Ante  todo,  el  lenguaje  que  basta  abora  se  ba  citado,  como  podemos 
verlo  después  de  un  examen  más  detenido,  está  exactamente  deacuer» 
do  con  el  de  la  ley  civil  que  se  cita  en  el  alegato.  Y  sobre  la  cuestión 
de  arbitraje,  vemos  en  el  Vol  IV  del  Réperíoire  Général  de  JuriB- 
prudence: 

<E1  derecho  de  resolver  sobre  su  propia  competencia  es  la  conse- 
cuencia natural  del  carácter  de  jueces  con  el  cual  han  sido  investidos 
por  las  partes.» 

Vemos,  por  lo  tanto,  (pie  las  mejores  autoridades  sobre  derecho  ci- 
vil y  la  mejor  colección  de  autores,  al  menos  que  conozco,  los  llaman 
jueces. 

«Es  cierLü  que  los  arbitros  no  están  revestidos  de  funciones  públi- 
cas y  que  sus  poderes  no  tienen  otra  fuente  que  la  voluntad  de  las 
partes.  Mas  es  menester  anotar  que  el  legislador  no  considera  á  los 
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árbitros  como  simples  inandalaritíH:  dilirieiulo  ou  lo  absoluto,  como 
80  observará  más  adehuile,  de  la  opinión  do  lüvier  y  Bonfils,  s^ún 
las  cita>^  (jne  ya  hemos  hecho,  f  ".ontiiiria  el  Répertoire  du;ieudo: 

«.Su  fallo  tiene  de  por  sí  la  aiit(n  ¡ilad  df»  oosa  juzgada.  Adein;i<.  iih 
puede  sor  revisado,  en  cunnti)  al  t'omlo.  pt»r  el  juez  oia-ar^ado de  pro- 
mnlfjarlo.  Por  lo  tanto,  los  Tirliitros  iiosoii  solaiiieiito  luaiidatarios.sino 
también  jneros.  y  oii  tai  virtud^  su  laudo  debe  teuer  la  misma  fuerza 
probatoria  que  los  juieios.» 

Y  según  nuestra  opinión,  esa  fuerza  probatoria  que  se  agrega  á  las 
sentencias  es  conduyente  por  su  naturaleza.  Determina  todas  las  cues- 
tiones presentadas  propiamente  ante  el  Tribunal,  como  veremos  más 
adelante.  Para  reforzar  más  la  opinión  que  hemos  omitido,  nos  ha  pa- 
recido conveniente  llamar  la  atención  de  este  Hon.  Tribunal,  á  la  re- 
gla general  de  interpretación  aplicable  al  Compromiso,  y  que  se  rede* 
re  con  toda  . exactitud  al  Cuerpo  ante  el  cual  tenemos  la  honra  de 
comparecer,  y  la  cual  regla,  á  nuestro  juicio,  se  refería  con  igual  f^e^ 
za  y  vigor,  á  los  procedimientos  de  la  Comisión  de  1868. 

Encontramos  que  esto  se  ha  discutido  de  la  manera  siguiente:  (Leo 
de  mi  alegato,  pág.  29). 

«Algunos  escritores  de  Derecho  Internacional  han  establecido  la  re- 
gla para  la  interpretación  del  Cotupromíso.  la  cual  nos  parece  que  es- 
tá de  acuerdo  con  el  sentido  común  y  con  las  necesidades  de  la  sítaa- 
ción,  y  nos  presenta  el  punto  de  vista  desde  el  cual  la  Comí«>íónMiKU 
anterior  pudo  con  pr(>|>iedad  haber  considerado  el  instrumento  respec- 
to del  cual  tuvieron  que  determinar.» 

«Kn  todos  los  casos  en  quo  el  Tribunal  de  Arbitraje  tiene  duda^ 
acerca  do  la  oxtensión  del  Compromiso,  debe  interpretarlo  en  su  sen- 
tido más  amplio. . 

En  otros  t<'nniuos:  dobí'  iiibM-prcíai'se  cu  el  sentido  ciuiUrmatorin 
de  sus  propios  poderes.  No  dei)e  dársele  una  inter|)retación  estrecha 
y  restrictiva  al  instrumento  soíjún  el  cual  funciona. 

Por  último.  t<Mioinos  la  opinión  de  M.  Uoliu-Jacquemynís  Véase 
pág.  2'-*  do  lili  alejíatuj: 

«La  cn("sti()n  de  competencia  no  debe  ro-ol verse  por  una  interpre- 
tación estricta  del  Compromiso,  sino  que  es  menester  que  en  caso  de 
duda,  se  resuelva  por  la  alirmativa. * 

Ahora,  concediendo  que  hubo  tal  duda  iniciada  por  México  ante  el 
Tribunal  anterior,  entonces  vino  á  ser  el  deber  de  la  Comisión  Mix- 
ta anterior,  de*  interpretar  el  instrumento  de  sa  origen  en  el  sentido 
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más  amplío,  y  no  darle  una  interpretación  entricta.  Pero  sí  por  una* 
l>:irte  dijéramos  que  era  el  deber  de  la  primera  Comisión  Mixta,  el  de 
interpretar  su»  poderes  de  un  modo  amplio  y  extensivo  para  el  cam- 
plimíento  de  \oñ  fines  i)ropuestos  por  los  dos  países,  y  si  por  otra  parte 
dijéramos  que  no  obstante  que  la  interpretación  así  emitida,  ella  sería 
considerada  como  nusfaloria,  nos  colocaríamos,  romo  lo  sometemos, 
en  una  posición  del  todo  i'<>iiti*adictoi'¡:i  y  falsa.  No  podemo*?  decir,  por 
un  lado:  «conceded  ú  este  instrumenti)  unii  inter[)retueioii  liberal,»  y 
por  otro:  «si  le  concedéis  una  interpretar  u  m  liberal,  no  haremos  caso 
a  lo  que  vosotros  liaj^ái-. »  De  moiio  (iiie.  lo  (pie  prctoiKloiiios  para  la 
acción  é  interpretación  do  l;i  (  iomisióii  Mixla  os  cpie  se  le  con- 

cMñ  todos  los  aféelos  que  emaíieu  naluralmente  de  un  fallo  decretado 
\m-  cunl((iiior  Tribunal  que  es  cotopefeitle  para  dictaminar  acerca  de 
sus  propias  facidladcs,  como  aíjuél  lo  fué. 

He  insertado  en  este  lugar,  por  tener  cierta  fuerza  en  apoyo  del  ar- 
gumento que  acabo  de  exponer,  una  cita  del  fallo  del  Tribunal  Su- 
perior f Corui  ofAppealsJ  de  Inglaterra,  que  aparece  en  el  LawJouT' 
nal,  62>  (pág.  29  de  mi  alegato).  Gueret  vs.  Andoury,  en  el  cual  se 
'(}r^tuvo,  (pie  cuando  las  partes  en  un  contrato  han  sometido  á  arbitros, 
el  punto  de  su  formación,  su  laudo  es  conduyente  en  cuanto  á  esta  in- 
terpretación en  un  litigio  subsecuente  presentado  por  otras  violacio- 
nt^  del  mismo  contrato.  Y  si  esta  regla  puede  prevalecer,  como  sin 
duda  prevalece,  en  controversias  que  se  dirimen  entre  indívidaos  y 
eo  los  cuales,  el  Arbitro  no  está  investido  con  ninguno  de  los  poderes, 
procedentes  del  consentimiento  de  los  gobiernos  de  por  sí  soberanos, 
e?idente  es  que  ta  misma  regla  debe  aplicarse  con  tanta  más  fuerza 
ea  el  caso  de  tribunales  que  funcionan  para  dirimir  conflictos  susci- 
tados entre  dos  países. 

Otra  cuestión  á  la  cual  deseo  llamar  la  atención  de  este  Tribunal, 
es:  ¿La  doctrina  de  res  pidiccUa  es  aplicable  en  los  laudos  arbitrales? 
A  nosotros  nos  parece  que  sin  necesidad  de  un  argumento  extenso,  de- 
be darse  una  respuesta  afirmativa,  por  las  consideraciones  que  hemos 
ya  expuesto.  Mas  no  nos  hemos  creído  estar  en  libertad  para  pre- 
sentar ante  este  Honorable  Tribunal  este  caso  con  meras  presuncio- 
nes de  derecho  ó  de  hecho,  sino  que  por  fortuna,  podemos  s(»sLenerlo 
con  múltiples  referencias  tanto  del  Derecho  Civil  como  del  Conimon 
Laiv.  Por  lo  tanto,  v  >y  á  nioleslaros  con  citas  que  sostienen  esta  tesis, 
y  que  me  detendrán  pocos  momentos.  En  el  iiéperloire  Genérale  (h 
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Jurisprufience,  vol.  IV,  (pág.  31  del  alegato),  encontramos  esta  regla 
del  Derecho  Civil: 

«Loa  landos  de  arbitraje  adqaieren  autoridad  de  cosa  juzgada  como 
cualquiera  otra  sentencia,  cuando  por  la  expiración  de  los  término 
establecidos,  vienen  á  ser  invulnerables.» 

Y  en  otro  lugar,  bajo  otro  titulo  (pág.  32  de  mi  alegato)  dice: 

«Los  laudos  de  los  árbitros  son  verdaderas  sentencias;  están  inves- 
tidos, por  16  tanto,  con  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.» 

Como  se  ha  indicado,  la  consecuencia  necesaria  que  emana  de  1»! 
existencia  de  la  condición  precedente,  es  que  son  verdaderos  tribu- 
nal o^j. 

Además,  tengo  la  buena  suerte  do  decir  (pie  en  una  proposición  de; 
esta  importancia,  al  discutir  una  tosis  do  osla  in:i;íiiitu(l,  ol  Common. 
Laro  de  In^daterra  y  América  e-^tán  de  uuííjoiio  cotí  el  Derecho  Civil' 
del  Continente  europeo.  Ln  fleclaracióu  que  liice  eu  nu  alegato  (págí* 
na  32)  de  la  re^la  del  ('ounnou  f/nr     Ir  sip^iiietile: 

«Hn  Iruido  iirltitral  '"ori  jurisdicción  i]o  puede  ser  dc*?virtnado  colate 
raímente  por  errores  u  irregularidades  habidas  eu  el  procediuúeulo.» 

Kn  otro  lugar,  d ícese: 

«Guando  se  confiere  á  una  persona  ó  autoridad  para  oir  y  fallar  sor 
bre  una  cuestión,  el  fallo  que  aquella  persona  pronuncie,  es,  en  efec- 
to, lina  sentencia  que  posee  todas  las  propiedades  de  una  senteii<  a 
que  ha  sido  decretada  por  un  tribunal  de  jurisdicción  limitada  y  esta-¡ 
blecido  legalmente.  > 

Por  el  momento  deseo  robustecer  lo  dicho,  y  que  consta  ya  en  otn^ 
cita  que  no  está  en  mi  alegato,  y  que  agradecería  yo  al  Tribunal  qocj 
tuviera  la  bondad  de  anotarla.  ReQérome  al  Af»erkan  and  En^ifk 
Encyclopaedia  ofLaw^  en  su  capitulo  sobre  «Arbitraje  y  Laudo»  t.péj 
gina  735),  donde  se  dice  que:  «Aun  cuando  sea  erróneo  el  laudo,  d 
ha  sido  decretado  rectamente,  tiene  fuerza  obligatoria.» 

No  sé,  pero  creo  que  puede  inferirse  que  México  sostendrá  que^ 
laudo  anterior  fué  erróneo;  que  el  Tribunal  d^ó  de  apreciar  debidai 
mente  alguna  de  las  indicaciones  ó  implicaciones  de  prueba,  considej 
radas  desde  el  punto  de  vista  mexicano.  . 

Mas  cuando  concediéramos  eso — lo  que  los  Estados  Unidos  no  con^ 
ceden — habiéndose  decretado  con  rectitud  él  fallo,  sostenemos  qne 
obligatorio,  y  nos  da  gusto  decir  que  la  rectitud  con  que  se  pronun' 
ció  el  laudo  anterior,  nunca  ha  sido  atacada  en  lo  más  mínimo.  N  » 
venimos  aquí  haciendo  insinuación  alguna  acerca  da  la  lalta  de  recü- 
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tud  en  el  asunto,  ni  acerca  de  la  exhibición  de  pruebas  falsas  ante  el 
Tribunal,  ni  liunpoco  acerca  de  que  alguien  hubiese  observado  una 
conducta  fraudulenta;  y  en  tales  círcanstanciaa,  habiéndose  dado  con 
rectitad  el  fallo,  sostenemos  qae  es  obligatorio. 

Además,  leo  en  el  Enctfclopaedia  of  Latv  (pág,  796)  qae  no  cité 
eo  mi  alegato,  lo  siguiente:  * 

«La  regla  es  que  un  laudo  es  una  sentencia  definitiva  en  derecho  y 
en  equidad,  respecto  á  todas  las  materias  contenidas  dentro  del  limite 
del  arbítriye  lyustado  entre  las  partes,  que  en  todo  tiempo  les  obliga, 
á  RO  ser  que  se  estipulase  expresamente  que  tuviera  fuerza  obligatoria 
y  sos  efectos  tan  aó\o  por  un  período  determinado.  > 

Y  más  adelante  (pág.  32  de  mi  alegato):  «La  mayoría  de  autorida- 
des en  la  materia  en  los  Estados  Unidos,  se  inclina  ¿  considerar  abso- 
luta la  regla  de  que  el  laudo  arbitral,  cuando  se  pronuncia  de  buena 
fe.  es  definitivo,  y  que  no  puede  discutirse  ni  anularse  por  un  error  de 
hecho  ó  de  derecho. » 

Voy  á  leer  en  scí^iiida  lo  que  dijo  uno  de  los  más  eminentes  juris- 
ta-^ de  América,  cuyu  nombre  {?oza  do  faina  nacii>ual  on  los  Kstados 
fnidos,  cuyas  palabras  siempre  se  cilun  respeto,  y  quien  presidió 
ti>r  iin  lar-ro  Irrmiiío  de  aíios  el  Tribunal  más  alto  dol  Kstado  de  Mas- 
sutiiussotts,  y  ([Ilion  contribuyó  sobremanera  á  establecer  la  jurispru- 
dencia en  ese  Estad  >,  así  como  la  de  los  Ksfados  Huidos:  el  .Insticia 
M;íyor  Shaw.  Al  hablar  sol)ro  el  peso  qnc  debe  conferirse  á  los  laudos 
arbitralc-,  el  .Insticia  Mayor  Shaw,  dijo: 

«Cabe  dentro  del  principio  de  la  cosa  juzgada.  Es  la  .sentencia  de 
última  instancia  de  esa  causa  y  entre  aquellas  partes.  Sería  tan  con- 
trario á  los  principios  que  un  tribunal  de  derecho  ó  de  equidad  vol- 
riese  á  conocer  de  esa  misma  cuestión,  como  si  un  tribunal  inferior 
TÍnieseá  conocor  de  la  sentencia  de  un  superior,  ó  que  un  tribunal 
revocase  ol  fallo  de  otro  donde  la  ley  no  le  ha  conferido  jurisdicción 
de  revisión  ó  el  poder  de  revisar  que  ataña  directamente  sobre  la  sen- 
tencia, que  se  alega  ser  errónea,* 

Existen,  además,  varias  citas  americanas  y  europeas  que  se  encuen- 
tran en  la  pág.  805  del  Encydapadia  of  Law  arriba  citada,  al  tenor 
siguiente:  «donde  el  laudo  es  i)ermitído  como  prueba,  es  concluyen  te 
eotre  las  partes,»  y  ese  es  el  lenguaje  mismo  del  excelentísimo  escritor 
inglés,  citado  ayer  en  varias  ocasiones  por  el  Sr.  McEnerney  en  ávl 
liabilísima  exposición  de  este  caso: 

«La  sentencia  decretada  en  un  juicio  anterior,  de  acuerdo  con  el 
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laudo  arbilral,  ante  quien  debía  haberse  presentado  la  cuestión,  sería 
re8  jndicafa;  tal  laudo,  teniendo  como  ha  observado  el  .lustiriii  Bell, 
en  Lloyd  vs.  Barr,  el  misino  efecto  legal  que  un  veredic'to  de  jurado 
y  de  un  juicio  acerca  de  él  en  una  cuestión  que  habitase  sido  estricta' 
mente  formulada.  I¿1  Sr.  Hermán  al  hablar  de  la  ley  de  los  tribuna- 
les americanos,  dice  que  una  sentencia  sobre  un  laudo  es  á  todas  lu- 
ces exactamente,  y  que  disfruta  de  la  misma  fuerza,  que  un  fallo  sobre 
un  Teredícto.» 

■  Sm  Edward  Fry. — ¿De  qué  libro  lee  Ud? 

Sr.  Ralston. — De  la  obra  de  Chand,  sobre  Law  on  res  judicata 
(pág.  125),  á  la  cual  refirióse  ayer  el  Sr.  McGnerney,  en  su  hábil  pre-' 
sentación  del  caso. 

La  cue-'itíón  siguiente,  en  el  desarrollo  normal  del  argumento  que' 
me  he  propuesto  seguir,  ch:  ¿La  doctrina  de  rea  Judicata  tiene  apli- 
cación en  los  fallos  arbítrales  internacionales? 

Podemos  referir,  como  viniendo  incidenlalmente  á  colación  con  este 
argujnento,  el  art.  18  del  Convenio  de  El  Haya,  el  cual  er  nü  mente, 
es  más  bien  una  declaracicMi  de  principio  que  una  mera  exposici*m 
de  la  ley,  cuya  aplicación  es  para  los  casos  futuros  de  arbitraje.  Por- 
que dicho  artícult)  di<!e  i  pá^r.  '-V^  del  alégalo): 

«La  Coinoución  de  Arbitraje  implica  el  compromiso  de  someterse 
de  buena  íe  á  la  s(>ntoiiria  arbitral,* 

M.  OK  Mahtkns. —  Creo  ijue  ya  tenemos  esto  presente. 

Sm  Ki)\v  \mi  Fiiv. —  Kntiendo  que  todos  hemos  leído  sju  alegato.  | 

M.  DE  Mahtiíns  — Sí,  todos.  ' 

Sr.  Kalston. —  De  ser  a<í.  ahicviaíá  bastante  mi  argumento,  lie 
discutido  este  punto  con  m  lyor  extensión  en  mi  alegato,  y.  j'or  lo  tanUí, 
no  tondró  tpip  o  ñiparme  mucho  tiem[)o  sobre  la  tesis  relativa  a  ciiári-' 
do  pueden  ser  atacados  b)s  laudos  arbitrales.  I\Io  be  esforzado  en  in- 
tar  las  autoridades  que  he  podido  encontrar  sobre  la  materia. 

Sin  FdwardFry.— No  tengo  conocimiento  de  impugnación  ningu- 
na hecha.  México  no  ha  impugnado  el  laudo. 

Sr.  Ralston.  —  Sí.  si  me  es  permitido  dr^pirlo.  Hay  una  iotiraación] 
por  cierto  bien  fuerle,  en  la  respuesta  de  México,  de  que  se  propoiM¡ 
impugnar  este  laudo  arbitraL  Lo  impugna  cuando  dice  que  carleé 
de  fuerza,  que  puede  rehusarse  á  acatarlo,  y  que  es  acreedor  á  pedir  de 
vuestras  manos  la  revisión  de  los  hechos  que  motivaron  el  lando  anterior. 
Esto  es  lo  que  nos  parece  ser  un  ataque  directo  al  laudo  arbitral  de  k 
Comisión  Mixta  de  hace  treinta  años,  y  en  virtud  de  ello,  es  por  lo  que  he 
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c  insumido  tanto  tiempo  y  trabajo  como  lo  lie  hecho,  al  discutir  esta 

rue^lión.  Teiiecnos  que  considerarla  desde  el  punto  de  vista  de  si  el  lau» 
do  arbitral  anterior  fué  delinitivo  respecto  á  los  hechos  de  este  caso. 

Dijío  que  iMéxico  lo  ha  uUicado.  Necesnriamnite  tenía  que  hacerlo, 
i'imio  nparece  despué-s  de  una  lectura  cuidadu.su  de  su  respuesta  que 
va  adjunta  á  e'^ta  réplica,  piioá  si  se  admiti(?ra  la  jurisdicción  (iol  'IVi- 
bmial,  lo  rjiic  á  juit:io  iiiío  \n  nie?a  en  su  respucsta^ — s¡  se  admitiera 
l;i  j'iri^diciaón  del  Tribunal  —  entoiK'c^  \n  ihiíc  >  que  permanecería 
'MMidieiilc-  -  como  se  me  ocurre  — á  la  fotisidcraciiMi  del  Tribunal,  se- 
ría si  son  ciertas  las  consecuencias  que  pretendoinos  que  iumnan  del 
kiudü  anterior,  y  á  esto  es  lo  que  voy  ahora  á  referirme. 

.México  sostiene  que,  aun  concediendo  la  jurisdicción  del  antiguo 
Tribunal,  (;on cediendo  qu^*  tuviese  el  poder  de  íailar  lo  que  entonces 
decretó,  no  obstante  esto,  el  fallo  que  decretó  no  es  obligatorio  en  el 
porvenir  respecto  al  monto  que  ella  debe  con  justicia  por  los  pagos 
posleríoreH  al  Obispo  de  California,  quien  está  aquí  representado  por 
los  Estados  Unidos.  Dos  son,  pues,  sus  argumentos:  l^  que  el  laudo  an- 
terior no  disfruta  del  carácter  obligatorio  sobre  este  Tribunal;  y  2*^, 
:  que  cualquiera  autoridad  que  se  le  confiriese,  que  de  esto  no  se  des- 
I  prende  la  consecuencia  que  alegamos  nosotros,  al  efecto  de  haberse 
fijado  el  monto  anual  del  interés  ó  rédito  que  México  debe  satisfacer. 
■  Sostiénese  á  favor  de  México  en  la  nota  del  Sr.  Mariscal,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  y  que  se  halla  en  la  correspondencia  diplo- 
mática, ([ue  solamente  hay  ana  parte  de  la  sentencia  que  debe  ser  con- 
siderada como  resolatiyaen  su  carácter,  y  quedebemos  rechazar  todos 
los  Considerandos  encaminados  al  único  punto  de  la  parte  final  reso- 
lutiva. Rn  su  nota,  el  Sr.  Mariscal  sostiene  que  sólo  la  parte  deciso- 
riti  de  una  sentencia  tiene  la  autoridad  de  cosa  juz;i;ada.  Preparamos 
y  presentamos  al  Departamento  de  Estado  la  contestación  al  argu- 
aoiilo  anterior  do  .Mt'xico,  diclia  conte-^tación  «e  encuentra  al  princi- 
l'io  en  la  pág.  .')1  do  la  (lorrespoiidriii-i;!  Diplomática.  Rn  la  página 
->í^  se  discute  el  orodo  de  la  referencia  que  se  hace  de  Laurent,  á  quien 
?e  le  citó  como  .sigue: 

<Un  acrecídor  demanda  á  su  doiidor  por  el  interés  do  la  suma  prin- 
cipal, el  }\\o7.  fondona  al  deudor  quo  p  i;:iio:  ¿Ha  habido  res  judicata 
ri""«pocto  al  principal?  Supónese  (pie  la  parte  resolutiva  del  fallo  de- 
terminó el  monto  del  principal,  y  se  lia  decidido  que  un  fallo  dado  en 
bles  términos  no  goza  de  la  autoridad  lie  cosa  juzgada  respecto  ai  mis- 
mo principal.»  (Cita  de  Dalloz  sobre  la  cosa  juzgada.) 
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Abajo  se  encaentra  la  cita  exacta  de  Dalloz,  hacia  la  cual  se  refirió 
Laureni,  y  como  entonces  sostorimoe,  creemos  que  al  examinarla,  se 
comprueba  que  en  nada  sostiene  ese  argumento,  y  que  además,  como 
se  anota  abajo,  vemos  que  en  la  misma  página  de  Lanrenl,  existe  una 
discusión  del  principio,  que  lo  establece  en  los  términos  que  podrán 
aplicarHe  á  csLa  causa. 

«Un  fallo  confiere  á  umi  persona  los  alimentos  en  calidad  de  me- 
nor. ¿Ha  habi(ii)  ¡luLoridad  de  cosa  jiizgadu  s  tbre  el  incideute  tie  iiiia- 
ción?  Si  el  ineidiMifo  ha  nido  ya  motivo  de  un  litigio  entre  las  parles, 
en  nada  es  dudo<a  mía  s(>lu(  ¡(')n  alinnaliva.» 

Lo  qile  se  (li^^cali;)  oii  ni  'rril)iin:il  aiitoi'ior,  nomo  lo  c^dioi/'o  e^le 
Tribuna;,  fiit' SI  existii')  ol  Koiido.  que  encon(r/)'>o  ser  un  iiocho:  los  obje- 
tos para  ios  cuales  fué  inslituídít  diclio  Fondo,  qiio  fnoroti  noniprohados- 
la  obligación  de  México  á  pagar  á  los  Obispos  de  California  la  parte 
proporcional  de  la  renta  de  ose  Fondo,  que  fué  también  comprobada; el 
monto  que  debía  pngarse,  que  fué  fijado  é  incluía  un  tanto  por  cíenlo 
anual.  Todos  estos  punios  fueron  establecidos,  y  además,  el  númer  í 
de  aftos  en  que  estuvieron  suspensos  lo<3  pagos;  y  al  sumar  estos  di- 
versos elementos,  se  llegó  á  la  conclusión  que  $^3.0  )0  por  cada  año 
sería  la  cantidad  que  debía  pagarse  á  los  Obispos  de  C  ilifornia.  El  ar* 
gumento  de  México,  si  lo  comprendo  bien,  es  que  si  el  laudo  anterior 
debe  considerarse  como  rea  judiectta^  que  fué  decisorio  meramente 
en  cuanto  á  la  parte  resolutiva,  y  que  dicha  parte  referíase  al  man* 
dato  de  que  pagara  $9(H,OÜO;  pereque  no  fué  resolutiva  respecto  á  loi 
diver.sos  elementos,  sin  los  cuales,  aquella  parle  resolutiva,  no  podi 
haber  existid  i.  Nuestro  argumento  en  respuesta  á  lo  anterior  reviste 
un  carácter  doble:  1*,  que  de  hecho,  el  laudi,  en  cuanto  al  rédito 
anual  e^tá  incluido  en  la  p  trte  resolutiva  de  ese  laudo,  pues  vemos eo 
el  laudo  del  xVrbitro  superior,  que  se  encuentra  en  la  pág.  609,  la  ase- 
veración al  tenor  siguiente: 

*l*or  consiguiente,  la  suma  de  los  réditos  anuales  que  debe  recaer 
en  favor  de  la  Iglesia  G  itólica  Romana  do  la  Alta  (california  asciende 
á  $i3.()S').í)í),  y  la  sumí  total  p  )r  veintiún  años  $ 90K7(K).7ír . 

Naturalmente,  éstas  no  son  la.s  úlLiina.s  palabra-^  dol  laudo,  peropi^r- 
tenecen  tanto  como  puodt^  ser  posible  á  la  parte  resolutiva.  Kllas  re- 
sanen, en  lüris  cuantas  palabras,  el  contexto  del  laudo,  aunque  las 
palabras  íiiiales  son : 

« En  consecuenf^ia,  el  Arbitro  fallaque  se  pague  por  el  (lohiernodeMé- 
xico,  por  razón  de  e-»tu  reclamación,  la  suma  de  $90í,7UÜ.7Ü  sin  réditos. 
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Naestro  primer  argamento,  por  lo  tanto,  es  que  el  propio  laudo  in- 
cluyó precisamente  esto  en  su  parte  resolutira.  y  dentro  de  este  arga- 
mento esti  comprendido  aún  el  otro,  que  se  estipuló  en  el  Protocolo, 

bijrt  el  cual  fué  r»»imida  la  Comisión,  que  eáte  mismo  hertho  fué  com- 
probado por  los  Arbitros  según  puede  verse  en  la  páír.  48  del  Apén- 
dice, y  con  referencia  al  Protocolo,  según  el  cual  funciona  este  Trí- 

btinul. 

M.  üK  Marti:ns.  — ¿Qué  pá{rina? 

Sr.  Hai.s ton.  —  ( 'n:irr'iit:i  y  odio,  donde  dícese: 

«Por  ouaiito  líi  iti<li(M.(l:i  (lomisión  Mixta,  despiirs  do  oxaiiiiiiar  di- 
ch;i  reclamación  q  ie  fu soiVüada  en  ol  libro  d»^  ro;z:¡siro  con  el  núme- 
ro lO'V  é  intihihuia:  ^ Tliridd'^ns  Ama!,  Obispo  Cut*')!i('o  de  Monterrey, 
*  por  Incorporación  unitaria  (pie  representa,  y  .íosepli  S.  Aleinnriy,  Obi*?- 
«pn  <  lalólico  RomtinodeSrin  Francinco.  por  la  corporación  unit.trKuiue 
«representa,  contra  la  Kcpública  de  México, >  decidió  la  relamación 
contra  dicha  l?*^  >úbli('a.  y  en  favor  de  los  reclamantes  referidos  dando 
un  l  i  l  i  >  p  >r  *í>  '  í  , 700.99  ;  lo3  cuales  como  se  expresa  en  la  exposi- 
ción de  dicho 'i\  ibunal,  fueron  el  importe  de  réditosvencidos  en  veintiún 
años,  á  razón  de  $4^,080.99  anuales  sobre  la  suma  de  $718.016.50, 
y  habían  de  pagarse  en  oro  mexicano,  y  dicha  suma  de  $904,700.99 
filé  completamente  pagada  y  Qniqutlada  en  conformidad  con  los  tér- 
minos de  dicha  Convención,  etc.» 

De  tnodp  que,  creo  yo,  que  estamos  justificados  para  decir  que  de 
hocho.  el  pimto  de  que  se  trata  está  fuera  de  discusión  por  los  propios 
términos  del  Protocolo;  pero  supuesto  que  en  ta  Contestación  de  Mé- 
xico se  renueva  en  so  favor  este  punto,  nos  vemos  obligados  á  con- 
tinuar su  discusión  un  poco  más  allá  de  lo  que  hasta  ahora  había  lle- 
gado. Gomo  es  familiar  á  este  Honorable  Tribunal  el  alegato  exhibido 
ante  él»  me  limitaré  solamente  á  decir  que  las  citas  contenidas  en  di- 
cho aloíj^alo,  de  las  autoridades  sobre  el  Common  Law  y  el  Derecho 
Civil,  llegan  á  la  conclusión  que,  lo  que  necesariamente  se  implica  ó 
emana  como  una  consecuencia  necesaria  del  contexto  del  fallo,  debe 
considerarse  como  parle  íntegra  del  fallo,  y  no  debe  divorciarse  de 
él:  tal  ha  sido,  cu  efecto,  el  lenguaje  de  mtich os  tribimale^  franceses 
é  ingleses  citados  en  mi  alegato,  y  ta!  e^,  ip:ii;iln)enté,  el  lenguaje  que 
emplea  Cliand.  setjún  puede  verse  en  su  obra  arriba  citada — que  m) 
he  citado  erj  mi  alegato  —  fon  lo<  ejemplos  que  él  d;i.  Voy  á  leer  eu 
un  momento  estas  citas,  (pie  no  se  hallan  en  el  alegato,  y  principio 
ea  la  pág.  47  de  lu  obra  de  Chand: 
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«En  el  caso  de  Gftrdner  vs*  Backbee,  también  se  trataba  de  uoa  de- 
manda sobre  el  campHrniento  de  un  pagaré.  El  demandado  alegó  que 
ese  pagaré  con  otro  que  había  dado  como  precio  de  la  tienda,  lacaal 
fué  vendida  fraudulentamente  por  el  demandante.  Este  contestó  que 
el  asunto  respecto  á  que  la  venta  había  sido  fraudulenta,  había  sido 
decidida  en  contra  del  demandado  en  un  juicio  anterior,  relativo  al  ¡ 
otro  pagaré,  y  esa  decisión  se  consideró  como  resjudicata^  En  Van 
Dolsen  vs.  Abendroth  y  Cleveland  vs.  Creinston,  un  fallo  á  favor  del  ' 
demandante  por  la  cantidad  de  los  réditos  reclamados  y  relativos  áao 
.  bono,  fué  considerado  ser  rea  judicata,  en  un  juicio  sobre  el  monto 
del  bono,  desechándose  la  excepción  inlerpuesta  al  efecto  de  que  se 
había  invalidado  el  bono  á  consecuencia  de  un  fraude,  porque  se  ilijo 
que  dicha  excepción  debió  liabí^rse  presentado  en  el  juicio  anlerit>r.  I 
El  Sr.  llcrmaii,  al  citar  un  iiúiiioro  de  causas,  n;iro;:a:  lai  una  denuui-  i 
da  presentada  cuu  molivo  do  un  pa^^aré,  en  In  <Mial  la  dcroii-^a  alegó 
que  hubo  íVaiKlc.  y  v\  jiíici.)  j'iu';  rav()rab!c  al  doinandado:  el  veredic- 
to que  se  promiiicii»  en  otra  causa  y  por  oíros  im divos,  pero  (>!nanada 
de  la  misma  operación,  díjose  qu3  había  habido  plena  prueba  acerea 

del  fraude  Sejrúu  el  mismo  priin  ipio,  en  mía  aí^cKjii  de  as- 

su m pfi ¿t  ipor  objetos  vendidos  y  entregados,  un  veredieio  (''»iitraei 
vendedor,  fundado  en  que  tal  acción  es  fraudidonta  con  respecto  á  los 
acreedores  del  vendedor,  se  consideró  que  es  conclusivo  en  lo  relati- 
vo al  delito  defraude  en  una  demanda  ulterior,  promovida  entre  Ulí 
mismas  parles  por  otros  objetos  que  no  estaban  comprendido:!  en  la 
primera  demanda.» 

Hay,  además,  numerosas  citas  ni  mismo  efecto,  con  las  cuales  no 
fatigaré  al  Tribunal,  y  únicamente  las  hago  constar. 

En  la  discusión  general  de  esto  asunto,  contenida  en  la  Respiieí^ta 
de  México,  se  hace  referencia  á  Griolet  como  autoridad  sobre  la  mu* 
teria  de  la  cosa  juy.gada;  á  la  discusión  de  Savigny,  que  es  de  suma  i 
importancia  para  la  historia  do  la  Jurisprudencia,  y  á  Pan  toja  sobre  | 
algunos  puntos  secundarios.  Diré  que,  por  desgracia,  creo  que  todas  ¡ 
las  citas  de  México  fueron  erróneas.  Debo  hacer  una  excepción :  la  ' 
relativa  á  la  carta  del  Secretario  Bayard.  Con  bastante  díücultad  he- 
mos comprobado  todas  ellas,  exceptuando  la  de  Pantojn,  que  no  nos 
fué  dable  verificar,  porque  no  pudimos  dar  con  las  páginns  citadas.  ■ 
Llamo  la  atención  del  Agente  mexicano  ahora  sobre  esto,  suplicán- 
dole que  nos  suministre  con  la  cita  exacta  de  Fantoja.  F.as otras,  co- 
mo ya  dije,  las  encontramos  después  de  mucho  trabajo. 
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La  autoridad  discutida  primero  por  México  sobre  el  principio  jarídi* 
co  que  la  cosa  juzgada  se  relaciona  solamente  con  la  parte  resolutiva 
del  laudo,  y  que  los  Considerandos  no  están  comprendidos  en  él,  es  la 
de  Savigny.  Esa  no  es  la  doctrina  de  Savigny,  aunque  quizá  pudiera 
así  inferirse,  por  el  tnodo  como  el  impresor  ha  presentado  la  respues- 
ta de  México.  Pero  la  discusión  promovida  por  Savigiiy  acerca  del 
principio  fundamental  es  de  tal  naturaleza,  que  estoy  seguro  que  el 
Tribunal  la  babrá  encontrado  sumamente  interesante,  porque  entien- 
do  que  dicha  discusión  con  frecuencia  la  refieren  los  escritores  eurO" 
¡jWs.  L  i  conclusión  de  Savigny  puede  resumirse  en  unas  cuantas  pa- 
labras, á  s:iljor:  (jiKí  l;i  fuerza  de  la  cosa  júzga  la  debo  aplicarse  á  lo 
que  (A  dcmutiina  las  jtai  tcs  objetivas  de  la  sentencia:  esto  es,  los  lie- 
éhis  íjue  deben  i otrioraise  por  un  tril»;inal,  á  ün  de  que  en  vista  de 
filos  so  llo<¡;ue  á  detinniiiada  conclusión,  como  por  ojomplo,  concre- 
táii  ionos  á  esta  causa,  el  jiumtodol  rédito  anual  (juo  hubo  de  cercio- 
rarse autos  de  íijarso  In  snnja  Iota!  por  veintiún  años.  Mas  no  puede 
t-'iier  cal)¡Ja  á  lo  que  Saviijiiy  üatna  las  razones  subjclivas  ó  las  que 
uiotivaron  a4  tribunal  á  llegar  á  la  condusiíju ;  esto  es,  que  tuvieron 
lunar  ciertos  hechos,  eseuciales  en  la  deteruiinación  del  fallo,  por 
ejeaíplo,  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada.  Sogun  la  doctrina  de  Savgny, 
:  aplicaríase  al  hecho  comprobado  que  $  413,000  es  la  cantidad  que  Mé- 
'.  xico  tendrá  que  satisfacer  anualmente  á  los  Obispos  Católicos  Roma- 
nos de  Clalifornia;  pero  no  podría  aplicársela  á  las  razones  particulares 
que  indiyeron  al  Tribunal  á  formar  tal  conclusión,  es  decir,  á  los  he- 
,  chos  concretos  y  determinados,  los  que  entran  y  hacen  parte  íntegra  é 
i  inseparable  del  fallo,  y  que  forma  parte  de  la  cosa  juzgada.  Dice  así: 
«Los  motivos  (significando  con  esto  conforme  á  mí  contienda  y  co^ 
mo  aquél  los  explicó),  esto  es,  que  los  motivos  objetitm  forman  par- 
te integrante  de  la  sentencia,  y  que  la  autoridad, de  la  cosa  juzgada 
'  llene  por  limites  el  contenido  de  la  sentencia,  comprendiendo  en  ella 
á  los  motivos.» 
Dice,  además: 

«Este  principio  importante,  conforme  á  la  misión  del  juez,  fue  re- 
«■onocido  de  una  manera  formal  en  el  Derecho  Romano,  y  aplicada 
en  toda  su  extensión.» 

De  manera  que,  podemos  referir  con  toda  contiauza,  por  lo  que  co- 
rrO'íi)ande  á  nuestra  contienda,  á  Savigny,  aulorde  la  más  íilla  repu- 
tíi'  i  iii.  Ks  í'ierto  (|uo  otro  escritor,  Ciriolel.  <lo  ((uien  podtiuios  decir 
^■M.i  iuiparcialid  id  y  justicia,  que  d.sfrutade  uienos  fama,  lia  sido  ci- 


262 


Fondo  Tiadoso  de  las  CAUFonNUS. 


tudo  á  favor  de  México,  porque  no  está  de  acaerdo  con  Sarignj,  y  co- 
mo para  marcar  la  diferencia,  se  encuentran  en  la  Contestación  de 
México  las  frases  empleadas  por  Griolet;  pero  como  aparece  en  la  re- 
ferencia que  se  haya  en  la  Réplica  de  los  Estados  Unidos,  Griolet  mo- 
difica esos  conceptos  en  los  cuales  critica  á  Savigny,  y  de  tal  modo 
que  su  crítica  pierde  su  fuerza,  pues  vemos,  si  nos  referinfos  al  calce 
de  la  pár;.  5  de  la  Réplica,  que  al  mencionar  las  distinciones  hechas 
por  Savigny  entre  los  motivos  objetivos  y  subjetivos,  que  Griolet  dice: 

«Esta  teoría  es  exacta  en  su  mayor  parle,  porque  se  ha  visto  qae 
SAvigny  considera  como  motivos  objetivos  do  la  sentencia  á  las  rela- 
ciones de  derecho  en  virlud  de  las  cuales  so  ha  pedido  la  cun  ieiia.  r 
á  las  relaciones  de  derecho  que  el  (i¿;u  uidado  opone  al  acloí  pnm 
neutralizar  de  ali^ún  modo  ol  efecto  de  las  relaciones  de  derecho  que 
se  invocan  en  contra  suya,  y  de  evitar  ó  atenuar  la  condena.» 

S'>";guinius  nuestra  cita  de  líriolet,  con  los  casos  elucidados  por  ól  t 
(jue  tienden  á  sostener  la  misma  doctrina  que  uosotro-^^ubrii^amos  \m. 
y  que  demtieslran.  como  aptire'^p  de  los  exlnictos  pubiir'ados  en  la  \y\- 
«,'ina  O  (que  no  fatigaré  á  vosotros  con  su  lectura  ),  que  ciiando  Gri 
let  viene  á  aplicar  su  propia  teoría  de  ley,  lo  hace  exactamente  *ií 
acuerdo  con  la  de  Savigny,  y  concuerda  con  la  que  nosotros  estaniü6¡ 
hoy  apoyando. 

Deseo  ahora,  y  con  respe  Ho  á  la  polémica  de  esta  cuestión  en  e>t* 
particularidad,  referir  ai  Tribunal  algunas  de  las  enunciaciones  da 
este  principio  que  se  encueniran  en  otra  obra  sobre  la  misma  mafí^ 
ría,  en  la  de  l^combe,  intitulada  De  V autor iié  de  la  choae  jngéi, 
Voy  á  leer  del  §  68,  páj^.  67,  donde  se  ve  palpablemente  que  Lac^nt 
be  cree  en  la  necesidad  absoluta  de  su  aplicación,  por  lo  que  yo  la* 
fiero  que  es,  en  lo  substancial,  partidario  de  Savigny  en  esta  materia, 
aunque  como  lo  anotaré  más  tarde,  dirige  algunas  criticas  de  poct 
importancia,  y  que  carecen  de  efecto  6  fuerza  en  lo  que  se  relarioi 
na  con  esta  causa,  en  vista  dd  resumen  que  de  su  doctrina  se  hsti 
más  adelante.  Dice: 

«Debo  comenzar  por  decir  que  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.  H 
mitada  sólo  á  la  parle  expositiva,  no  daría  satisfacción  alguna  álH 
necesidades  sociales  en  virtud  de  las  cuales  se  han  establecido,  qoeloí 
autores  y  los  tribunales  que  han  proclamado  en  principio  esta  restricl 
ciiMi  jamás  han  podido  aplicarla  rigurosamente  en  la  práctica,  y  h.H 
tenido  necesidad,  al  proclamarla  en  la  teoría,  de  hacer  en  Ui  prácti 
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diversas  derogaciones  que  por  su  importancia,  la  han  hecho  casi 
desaparecer  por  completo. 

Creo  que  lo  precedente  se  relaciona  muy  directamente  con  lo  asen- 
tado por  Griolet  en  sq  obra  sobre  esta  materia,  esto  es,  el  principio 
que  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada  se  aplica  sólo  á  la  parte  expositiva 
de  uoa  sentencia,  é  inmediatamente  procede  (como  lo  hace)  á  dar  un 
numero  de  casos — que  se  citan  en  la  República  de  los  Estados  Unidos — 
que  demuestran  á  todas  luces  que  la  aplicación  en  toda  forma  de  tal 
regla,  á  un  conjunto  de  hechos  análogos  á  los  que  se  han  presentado 
ante  este  Hononible  Tribunal,  es  absolutamente  imposible.  No  parece 
que  aplico  la  re<;la  que  ha  establecido  cuando  lo  requiere  la  necesidad. 
Kl  escritor  á  quien  cito  ahora,  I^ecombe  (pág.  08),  indica,  sin embíirgi), 
el  camino  haci.a  el  cual  han  recorrido  otros  escritorc'H,  como  Griolet, 
nara  ovatlir  el  efecto  de  la  regla  que  sse  lia  esforzado  á  mantener,  y  en 
una  iKita  este  escritor,  dice: 

«  Atieinás,  ilübeuiu.s  aiípe«rar  inmediatamente  que  la  jurisprudencia 
¡ipiica  la  facultad  de  inter|>i*elíir  la  parte  ex|)ositiva  por  los  motivus 
do  nnn  manera  niny  lata,  lo  qiio  trac  por  re.suUudo  que  se  rcstrnif^o  en 
gran  proportiún  los  inconvenientes  do  la  doctrina  que  nu.sotros»  com- 
batimos,»  en  otros  términos.  f[ue  se  descinlxnman  do  su  propia  doc- 
iritiu  por  medio  de  la  niterpelución,  á  lin  de  que  los  iribunalcji  puedan 
llegar  á  un  resultado  razonable. 

Otra  contienda,  véase  pág.  7 i,  §  74. 

«Es,  por  ende,  en  el  eonjmito  de  la  sentencia  sin  considerar  jju di- 
visión en  diversas  parles  donde  es  necesario  atender  á  todas  las  no- 
cíones  que  harán  conocer  si  es  ó  no  aplicab'^  !  i  excepción.» 

£1  resumen,  en  pocas  palabras,  de  la  teoría  de  este  autor,  se  halla 
en  uoa  nota  al  calce  de  la  pág.  74,  donde  se  dice: 

«La  autoridad  de  la  cosa  juzgada  comprende  no  sólo  la  solución 
propiamente  dicha  que  ha  sido  decretada  por  el  juez,  sino  también  las 
antecedentes  de  derecho  que  e.>tán  ligadas  á  esta  solución,  por  razón 
del  principio,  y  poco  importa  á  este  respecto,  que  la  opinión  del  juez 
se  encuentre  manifestada  en  la  parte  expositiva  de  la  sentencia  ó  en 
sus  motivos. 

Por  consiguiente,  tenemos  la  opinión  de  los  escritores  europeos  de 
más  fiama,  quienes  soistienen  la  posición  asumida  por  los  Estados  Uni- 
das, al  efecto  de  que  los  elementos  que  están  incluidos  necesariamen- 
te en  una  sentencia,  forman  parle  de  la  cosa  juzgada.  Tenemos  las 

decisiones  de  los  tribunales  franceses,  un  sinnúmero  do  ellas,  las  más 
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citadas  en  mi  alegato,  y  determinadas- en  el  mismo  sentido.  Tenemos 
la  opinión  de  Savígny,  qnien  es  de  igual  parecer,  y  tengo  la  buena 
suerte  de  agregar,  como  lo  hice  en  una  nota  en  la  pág.  7  de  la  Reli- 
en, que  los  Tribunales  de  los  Países  Bajos  opinan  del  mismo  modo,  r 
como  vemos  en  el  alegato,  es  exactamente  lo  que  han  declarado  Ifi^ 
Tribunales  de  los  Estados  Unidos  de  América  y  de  la  Gran  BrelaAa. 

En  efecto;  cuando  se  hace  un  análisis  cuidadoso  de  la  situación.  U» 
objetado  por  México  en  este  respecto,  parece'que  desaparece  por  com- 
pleto, pues  de  ser  de  otro  modo,  ¿cuándo  habría  entonces  fin  al  liti- 
gio? Suponed  que  la  posición  asumida  por  México,  suponed  que  p  i- 
diera  decir.se  que  la  parte  exposilivu  de  un  fallo  es  lo  único  que  debe 
considerarse,  y  que  en  esa  parle  expo-^itiva  deberemos  concrelarrhtó 
á  un  sólo  hof'ho.  á  saber:  que  el  demamlado  estuvo  oblijiado  á  pagar 
uiui  cantidad  dcienninada  sin  tener  la  libertad  do  oxamiiiar  esa  reso- 
lución en  sus  partes  respectivas  y  necesarias,  las  (juo  unidas  fonn;iii 
el  todo,  ivx.imiiif'inos,  por  lo  tanto  y  por  un  moruí^nto,  l:i  |)o-iriÚ!i  en 
que  se  cii('oiitr;iri;i  IMéxiro.  Roíiii¡('i-<v-i>  r\  ojorcicio  (If  la  iuiaginaciuii. 
como  entiendo  yo  (pío  doho  coivodorso.  Obtuvimos,  digámoslo  se¡iri!i 
la  pritnnra  ('.onvciu  ii'»u  de  Arbitramento  un  laudo  contra  M'-xk  "  p  T 
lUüí^,U(X).  Seíiún  loque  pretendo  Mé.\ico.  nadase  delennuio  porli 
parto  expositiva  de  aquel  laudo,  excepto  ese  sólo  hecb(».  Aliorabieii. 
Los  Eütadub  l  nidos,  en  una  ocasión  posterior,  ó  los  Obispos,  bajo  cual* 
qniera  clase  de  demanda  (pie  fuere  adecuada  á  las  circunstancias  del 
caso,  entablan  una  demanda  por  imo  de  los  Tenciniientos  compren- 
didos en  los  expresados  veintiún  años.  Si  fuere  correcta  la  d  h  trin  i  de 
México,  ¿qué  le  impedía  hacerlo?  Entonces  México  podría  decir:  us- 
tedes obtuvieron  una  Tez  un  laudo  en  contra  nuestra  por  $904,000. 
y  la  respuesta  de  los  Estados  Unidos,  en  vista  de  aquella  actitud  de 
México,  sería:  Sf;  recibimos  un  laudo  por  $90^,000,  i»ero  no  pueden  . 
ustedes  alegar  dicho  laudo  pDrque  el  tribunal  no  tiene  facultades  ¡ki* 
ra  descomponerlo  en  sus  partes  á  fin  de  averiguar  cuántos  años  nhut- 
caba  aquel  laudo.  Por  C0n«iigniente,  aceptando  la  misma  posición  de 
México,  no  podría  ella  alegar  que  el  laudo  anterior  en  una  demanda 
ulterior  que  comprendiera  parte  dsl  mismo  período,  hecho  por  tos  Es- 
tados Unidos,  á  no  ser  qnsel  segundo  tribunal  tuviera  el  poder  de  tener , 
á  la  vista  todo  el  expediente  y  determinara,  en  virtud  de  dicho  expe* 
diente,  que  la  cuestión  de  que  se  trata  fu«'?  de  heclio  presentada,  dis- 
cutida y  resuella  por  el  tribunal  anterior.  Do  manera  (\\u\  á  nusotn^'j  . 
nos  parece  que  lo  .sustenido  por  México,  si  ahora  so  anaU/^a  deteni'la- 
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mente,  que  puedo  redunirse  á  lo  que  lógicamente  puede  denominarse 
un  absurdo,  y  esto  lo  digo,  iia.iuralmente,  con  todo  re/spetoá  mis  amigos 
de  la  otra  liarle. 

Auntjue  no  es  mi  ánimo  fatigar  al  Tribunal  con  la  lectura  de  los 
punto-  (¡ne  ya  he  sometido,  en  mi  alegato  inqjreso,  séame  permitido 
el  invitar  de  nuevo  vuestra  atención  con  especialidad  á  las  decisiones 
holandesas,  las  cuales,  á  nuestro  entender,  concuerdaii  del  todo  y  con 
sobrada  razón  con  las  nueslras  en  este  punto,  y  en  ellas  vemos  una 
(•ausa  presentada  ante  la  Corte  Suprema  de  los  Países  Bajos,  en  la  cual 
el  Procurador  General  pidió  que  en  cualquier  fallo  decretado  judicial- 
mente,  en  que  por  razón  de  los  argumentos  de  las  Partes,  ha  podido 
y  ha  decretado  con  respecto  á  sus  derechos,  que  sea  incluido  en  la 
materia  objeto  de  un  fallo  así  decidido,  sin  que  para  ello  sea  obstácu* 
lo  el  lugar  en  donde  se  hubiese  pnefito  en  dicho  fallo. 

Además,  en  la  disca<3ión  que  hizo  el  Dr.  Opzoomer,  éste  dijo: 

«La  qae  haya  pasado  por  todas  las  fórmulas  de  un  juicio,  y  ha  si- 
do decidido  legalmente  por  el  juez,  nunca  debe  ser  materia  de  algu- 
na duda.» 

Y  más  adelante,  dijo: 

«Por  lo  que  aqui  se  ha  discutido,  aparece  que  como  las  bases  le* 
gales  son  partes  fundamentales  de  la  sentencia  judicial,  deben  ser  en* 
lelamente  independiente  del  lugar  en  que  se  encuentran  en  tal  sen* 
tencia.  Es  del  todo  indiferente  que  se  halle  en  lo  que  se  llama  <  parte 
«positiva»  ó  que  se  encuentre  en  cuaUjuier  otro  lugar.  Vienen  á  te- 
ner autoridad — no  por  el  lugar  en  que  aparezca — sino  en  virtud  de 
la  conexión  insej)arable  en  qup  se  encuentran  con  la  decisión  inme- 
•liata.  Quienes  apartan  las  bases  legales  de  una  sentencia  siguen  el 
nii'todo  abstracto  de  tratar,  ¡lue  en  la  naturaleza  de  las  cosas,  se  con- 
sidera como  estar  dividido  aquello  que  nuestras  facultades  de  racioci- 
namionto  diviilcn. » 

Existen  otras  ¡ácntencias  que  he  citado  al  mismo  tenor,  y  estas  sen- 
tencias han  sido  puestas  ya  en  práctica  por  los  tribunales  holandeses, 
así  como  yo  diría,  por  los  de  Inglaterra,  Fran -ia  y  América,  y  por  los 
de  Alemania,  si  concedemos  como  autoritaria  la  opinión  de  Savigny. 

Hay  un  punto  hacia  el  cual  deseo  invitar  vuestra  atención  no  más 
por  un  momento,  un  punto  que  entiendo  yo  que  no  se  mencionó  en 
ios  argumentos  anteriores,  y  hacia  el  cual  puede  hacerse  una  men- 
ción brevemente,  y  es  la  posición  jurídica  que  ocupaba  el  Obispo  de 
California,  cuando  tuvo  lugar  la  cesión  de  la  Alta  California  á  los  £s* 
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tados  Unidos.  Nosotros  sostenemos  qae  entonces  era  el  Obispado  una 
corporación,  y  tal  os  también  el  lenguaje  empleado  por  el  Represen- 
tante mexicano  en  los  alegatos  anteriores,  pues  dijo,  según  puede 
se  en  el  Transcripta  png.  395,  §  126,  lo  siguiente: 

«La  erección  meramente  canónica  de  la  Iglesia  de  las  Caliioroúu 
le  habría  dado  título,  dentro  de  la  Iglesia  iiniver<^al,  en  el  orden  reli- 
gioso, mas  no  habria  bastado  para  que  ella  obtuviese  el  reconocimien- 
to del  soberano  del  país.  I*or  eso  se  instituyó  diclci  líjlesia  en  virtud 
de  un  ticcreto  del  C.onjíreso  Mexicano.  Y  esto  que  -e  voi  iíicaha  cu  una 
nación  olicialnieiito  cahilica,  es  lo  mismo  que  esíiible  -f'ii  l:is  leyes  de 
los  Estados  Unidos  |)ara  el  recíMiocimien  to  do  tina  eorpDracióu  por  la 
ley  pública,  según  se  li.i  declarado  por  ie[)cUdas  ejecutorias,  de  acuer- 
do con  e!  d(M(v  ho  priblieo  de  todas  las  naciones.» 

Ksto  punto  es  de  poca  importancia,  pero  ante^^  de  concluir  deseaba 
yo  llamar  vuestra  ateneión  respecto  á  ó!,  ú  liu  d-»  ¡xmor  de  niauiliesto 
que  cuando  la  cesi.ui  de  la  Alia  (lalilornia  tuvo  lugar,  el  Obispo  Cató- 
lico Komano  de  Caliíornia  era  una  corporación  acreedora  á  tndo':  lo< 
derechos  inherentes  á  tal  cariácter,  y  que  cuando  la  Alta  (California 
pasó  á  poder  de  los  Listados  Unidos,  entonces,  como  asunto  de  Dere- 
cho lulernacional  l^úblico,  su  capacidad  de  persona  moral,  establecí-  ] 
da  conforme  á  las  leyes  mexicanas,  aún  lo  estaba  adherida.  Verdad 
es  que  no  había  ni  hay  Iglesia  oficial  en  lo.s  Estados  Unidos,  pero  las 
iglesias  son  reconocidas  en  los  Estados  como  personas  morales.  Posible 
es  que  las  leyes  de  cada  Estado  estipulen  que  se  incorporen,  á  fin  de 
que  puedan  ser  demandadas  y  puedan  recibir  legados  de  bienes  raíces 
y  hacer  contratos  de  translad  t  de  dominio  y  acepten  donaciones  como 
lo  hacen  individuos  particulares. 

SiR  Edward  Fry. — Supongo  que  Ud.  demostrará  la  sucesión  délos 
Obi  ;|)iM  at^tu  les  á  los  Obispos  de  1875. 

Sa.  Ralston. — Esto  ya  consta  en  la  prueba. 

SiR  Edward  Fry. — No  lo  considero  así. 

Sr.  Ralston.  —  Perdóneme  Ud.;  esto  se  ha  presentado,  pero  no  im' 
preso.  Entiendo  que  se  entregó  al  Secretario  General  antes  de  la 
apertura  del  Tribunal,  pero  que  no  se  ha  impreso.  No  hemos  dado  mu* 
cha  importancia  á  este  hecho,  porque  oficialmente,  al  menos  los  de- 
mandantes son  aquí  los  Estados  Unidos  de  América,  y  hemos  asamiJo 
(pie  puede  inferirse  que  dÍL'hi)s  K.sLados  Unidos  de  América  son  lapfir- 
te  acLora,  ípiieiies  han  doinandado  á  nombre  de  todos  los  iiitíM-esados.  >. 
y  q-iieneá  ejtarían  encargados,  en  el  e  ento  de  un  iaudu  á  ¡-n  favor, 
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con  el  deber  de  repartir  los  fondos  á  los  interesados  sin  estar  obliga- 
do de  presentar  una  lista  detallada  de  todas  esas  personas  ante  este 
Tribanal.  Hemos  obrado  conforme  á  esta  leoria,  al  menos  la  abri«ra- 
mos  mis  bien  que  proisedemos  conforme  á  ella.  La  bemos  nionlenido, 
p  jrqtie  fué  adoptadri  en  el  1  ludo  de  Ginebra.  Se  recordará  que  se  de- 
cretó ana  í?ran  suma  de  dinero  contra  Inglaterra,  porque  se  comprobó 
que  se  habían  causado  delernii nados  daños  y  perjuicios  á  ciudadanos 
americanos.  La  cuest¡<íii  re-ípecto  á  qué  ciudíidanos  aMiericanos  les 
fueron  causados,  ó  PC<p.^cU)  á  las  pruebas  do  dichos  daños  y  perjuicios 
('■A  algunas  causas,  no  fueron  disculidas  ante  aqoel  Tribunal,  sino  que 
apareiitemeule,  si  mal  no  recuerdo,  dec'aii'i^o  que  esto  era  más  bien 
cuesh'ón  entre  los  K<t;uios  Tiiidos  y  sus  ciudadanos,  y  qtie  pnr  lo  tanto, 
no  (lobiMÍa  considerarse  por  el  Tribunal  de  Arbitraje,  lio  expuesto 
[1  le-íro  mod  >  <\(^  pf»!is;ir  acerca  del  principio  que  ri^e  á  osla  causa,  no 
•  (b^anleqn^  li^oios  presentado  las  pruebas  condiiceufos  á  la  sucosión. 
En  vista  de  l  iss  razones  expuestas,  no  le  bemos  dado  importancia  á  es- 
la  cuestión. 

De  prererencía  á  todas  las  que  hemos  apoyado,  ó  cuando  menos,  las 
que  yo  he  sometido,  consta  el  hecho  y  muy  substancial,  de  la  justicia 
innata  do  la  reclamación,  y  sin  esfor;sarnos  referir  aún  á  los  detalles 
contenidos  en  la  prueba,  que  han  sido  presentados  aquí,  por  cierto 
magistral  mente,  por  el  Senador  Siewarl  y  el  Sr.  Mc.Gnerney,  deseo  yo 
t  in  sólo  tomarme  la  molestia  de  llamar  vuestra  atención  hacia  estos 
hechos:  que  existió  el  Fondo  Piadoso  que  era  de  gran  cuantía,  que  los 
Obispos  disfrutaban  de  esa  propiedad,  la  cual  estaba  dedicada  á  de- 
terminados usos  eclesiásticos,  por  ser  ésta  la  intención  de  los  diver- 
sos donantes,  q;ie,  contribuyeron  á  dicho  Pondo  por  un  período  poco 
mis  ó  menoi  de  ciento  cincuenta  años,  y  que  sin  previo  aviso  ó  ra- 
z')n  alguna,  á  no  ser  la  que  existiera  por  las  necesidadtjs  de  la  rovo- 
luctón  ó  guerra,  por  las  cuales  entonces  atravesaba  México,  se  hizo 
uüo  de  ese  Fondo,  destinándolo  á  un  objeto  muy  lejano  del  cual  se 
legó,  dedicándosele  enteramente  á  otrosíincs.  y  permanece — hasta 
donde  nos  consta,  con  excepción  de  la  cantidad  satisfecha  en  virtud 
del  laudo  de  187.o  —  permanece  hasta  hoy,  dedicado  á  otros  fines,  de 
manera  que  Mcxico  ha  puesto  á  un  lado  la  voliuitad  de  los  donantes 
y.  .seíTÚn  nosotros  sostenemos,  ha  hecho  á  un  lado  la  juslicj.t  natural 

intrínseca  de  esta  o;uisa.  Y  desprendómonos  por  el  tnofnonto  to- 
das las  cousidoraciortps  do  la  cosa  juzírinh  (¡iie  son  de  por  sí  de  peso 
y  autoridad,  y  lijémono.^  en  este  solo  heciio; — el  pueblo  y  las  instila- 
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ciones  religiosas  han  sido  despojados  del  Fondo  que  les  fué  donado 
originariamente.  Y  nquí  nosotros  nos  presentamos,  en  nombre  del 
Gobierno  de  los  testudos  Unidos,  el  cual  no  puede  inferirse  que  tenga 
más  bien  simpatía  especial  por  una  que  por  otra  iglesia;  nos  presenta* 
raes  aquí,  lo  repito,  en  favor  do  esas  instituciones  y  á  nombre  del  Go- 
bierno de  los  Estados  Unidos,  pidiendo  á  este  Tribunal  que  rectifique 
lo  que  creemos  ser  un  gran  perjuicio  causado  á  ciudadanos  america- 
nos, acreedores  á  la  ayuda  é  intenrención  de  su  gobierno.  Además, 
pretendemos  que  no  se  pierda  de  vista  este  hecho  substancial,  como 
no  podemos  creer  que  se  perderá,  en  ninguna  de  vuestras  deliberacio- 
nes respecto  de  esta  cuestión,  y  que  anotaréis — como  fr^toy  seguro 
que  tendréis  el  placer  de  hacerlo — que  mientras  por  una  parte  po- 
dáis sostener  la  sentencia  de  la  antigua  Comisión  Mixta,  y  con  ello 
dar  dignidad  y  solemnidad  á  los  laudos  de  cada  Comisión  y  Tribunal 
de  Arbitraje  que  en  lo  venidero  se  decreten,  que  mientras  esto  cabe 
dentro  vuestras  facultades,  ese  grande,  glorioso  poder  que  en  vuestras 
manos  podría  yo  decir  que  casi  está  depositado,  (}uc  á  la  vez.  á  voso- 
tros 08  será  poíjiblo  luiccr  uso  de  él  en  m  msis  amplia  esíV  :  .i  y  sin  qno 
se  deroguen  en  lo  uuis  míninio  los  jíriucipios  de  derecho  Jiaturul  y  la 
justicia  intrínseca  que  iuvocauios  siempre  con  placer. 

Se  me  ha  dicho  (j  le  aulCíí  de  concluir,  no  dobo  omitir  dcc¡ro>  qne 
esta  demanda  fué  presentada  desde  luengo  á  la  con<ideraci '»n  del  Ou- 
bierno  mexicano,  una  vez  que  nquclla  parte  de  México  fué  segr^adu 
y  pasó  á  |K)der  de  los  Estados  ('nidos. 

Señor  IVesidente  y  Honorables  Arbitros,  vosotros^  habréis  encontra- 
do que  en  el  laudo  del  íSuperúrbitro  se  hace  referencia  á  que  el  Arzo- 
bispo había  manifestado  que  en  1852  había  presentado  esta  reclama- 
ción ante  el  Gobierno  mexicano,  quien  lo  desechó,y  que  el  m'mio 
Arbitro  no  quiso  que  tal  presen  tac  i  imi  fuese  considerada  como  habr 
inaugurado  el  derecho  á  pedir  el  interés  compuesto  desde  la  fecha  de 
tal  presentación,  en  virtud  de  que  no  constaba  alguna  prueba  escrin 
de  ello.  Aunque  ahora  no  ofrezco  al  Tribunal  pruebas  que  pudieran 
,  considerarse  como  nuevas,  se  ha  depositado  ante  el  Secretario  gene- 
ral (que  aun  no  se  imprime)  la  declaración  del  Sr.  Doyle,  y  viene 
anexo  á  ella  la  carta  original  de  los  funcionarios  mexicanos  que  con- 
testaron la  demanda  que  entonces  hizo  el  Arzobispo,  en  1852.  De  ma- 
nera que  lo  que  sólo  se  sostuvo  de  palabra  en  1875,  y  por  cuya  razón 
no  estuvo  dispuesto  el  Superárbitro  para  fundar  sobre  ello  parle  algu- 
na de  su  laudo,  ahora  se  ha  probado  plenamente,  y  robustece,  si  eso 


RECLAMAaÓN  COKTKA  MÉXICO. 


269 


fuere  necesario,  la  foerza  del  laudo  decretado  por  el  Arbitro  en  1875. 

Al  mismo  tiempo,  esto  justifica  llamar  vuestra  atención  todavía  á 
otra  novedad  del  laudo  de  1875,  y  es,  la  liberalidad  con  que  el  Ar- 
bitro trató  á  México.  Desechó  entonces  el  pago  del  interés  compues- 
to por  falta  de  las  pruebas  hoy  exhibidas,  y  aceptó  como  equitativa, 
bajo  todas  las  tases  de  la  caasa,  una  distribución  igual  entre  la  Alia 
y  Baja  Cnlifomia,  división  que  hoy  no  podría  ser,  como  más  tarde  se 
demostrará  con  las  pruebas  conducentes  (las  cuales  estarán  en  poder 
del  Tribu  nal  autos  do  terminar  esta  sotnana  K  porque  oii  tanto  que  en 
;;i  Maja  Calilo;  nía  iuiy  una  p'>blaí'i'' n.  sogún  .«^e  desprende  de  las  prue- 
bas exhibidas  ante  este  Tribiuial,  que  no  pasa  de  2,()00  indios  — si  la 
base  ha  de  ser  entre  los  indios  —  mioiitras  qim  en  el  Estado  de  Cali- 
fornia hay  l."),00(),  y  en  el  Territorio  que  nosotros  consideramos  co- 
mo formando  parte  de  la  Alta  California,  soj^nui  el  Tratado  de  Guada- 
lupe Hidalgo,  hay  ()8,<KXJ.  De  manera  que  si  hemos  de  considerar  el 
nriinero  de  indios  en  la  primera  hipótesis,  tendremos  la  proposición 
de  7  á  1.  y  si  tomamos  como  i)ase  la  otra  hipótesis,  será  de  2  á  68. 

M.  AssRR. — ¿Qué  todo  eso  comprende  el  Territorio? 

Sr-  Ralston. — Sí,  es  todo  el  territorio,  excepto  que  nosotros  en- 
tendemos que  las  reclamaciones  españolas  comprendían  á  Oregon, 
Washington,  Idahoy  parte  de  Montana  y  VVyomin.  Ese  gran  territo- 
rio llamado  la  Alia  California  bajo  el  dominio  de  México,  incluía  Ca- 
lifornia, Nevada,  Utah,  parte  de  Colorado,  Wyoming  j  Nuevo  México 
T  toda  la  Arízona. 

• 

Sm  Edward  Fry.— ¿Qué  todo  eso  era  considerado  como  California 
en  la  fecha  de  su  segregación? 

Sr.  Ralston. — Si  Señor,  en  la  fecha  del  Tratado  de  Guadalupe  H¡. 
dalgo,  en  1848. 

SiR  EnwARo  Fry. — ^¿Qué  el  Territorio  de  Washington  no  formaba 
parte  de  los  Estados  Unidos  antes  de  1848? 

Sr.  Ralston.— Si  SeAor,  el  Estado  de  Washington  tal  como  es,  tiene 
por  límites  Puget  Sound  y  las  posesiones  británicas  (exhibiendo  un 
mapa).  Voy  á  daros  una  idea  de  la  extensión  de  aquellas  regiones, 
comparando  el  Estado  de  Nevada,  que  es  solo  la  mitad  del  área  de  Cali- 
fornia con  la  Holanda.  Dicho  Kstado  do  Nevada  es  oc  ho  veces  másgran- 
deque  la  Holanda,  y  el  Fstado  de  California  es  quince  veces  más  grande 
que  la  Holanda.  Hay  poco  mas  ó  menos  80.000  millas  cuadradas  en  el 
Litado  de  California  y  90,000  en  el  de  Nevada. 
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De  mod )  que  sostenemos,  al  pedir  al  Tribunal  primeramente,  lo  de 
la  cuestión  de  la  cosa  juzgada,  que  es  algo  que  en  verdad  favorece  á 
los  intereses  mexicanos,  pero  á  la  vez  que  pedimos,  como  lo  entende- 
mos nosotros,  la  afirmación  de  un  principio  de  la  más  alta  trascen- 
dencia  en  Iddos  los  conQictos  internacionales  venideros.  Señor  Presi- 
sidente  y  Honorables  Arbitros,  doy  á  vosotros  las  gracias  por  vuestra 
atención. 


Infonne  del  6V.  DeíacroiXt  Abogado  de  México. 

Audioiicia  d.'l  marloa  2.i  do  Soplicmbrc  do  lí)02.  (l^n  la  tardo.) 

Señores: 

Habéis  escuchado  varios  y  muy  bellos  discursx>s  en  favor  de  1o>  Es> 
tados  Unidos  del  Norte,  y,  si  hubiese  de  juzgarse  por  la  multitud  M 

folletos  (jiie  se  han  dislrihiiiMo,  la  causa  de  México  parecería  compn>  i 
metida.  Sin  embnr^n).  puedo  decir  desde  aliora  á  la  Corte  que  sere- j 
mos  mivlio  monos  extensos  que  nuestros  luuiorables  contradictores. ' 
ponjue  niioslra  tesis  se  defiende  en  cierta  manera,  por  sí  ini.-nuu 

Imposible  nos  |>:ireoe  admitir  que  los  cuuu»*ules  jurisconsulto.s  qii- 
componen  el  'rnlumal  Arl>itial  no  hayan  notado  el  vi<-in  dp  la  ar;^.- 
mentación  de  niit\stros  Iionoi-ables  coninidietores.  liólos  .señores 
asenlado, —  y  lo  li:in  liei  lio  con  Imen  éxito,  y  con  fundamento— (|u 
el  (Míbiorno  moxi<*ano  no  re;ili/:i  hoy  la  voluntad  primitiva  de  los  di»- 
nantes  del  Fondo  Pindoso  de  la  California.  Kslamos  de  acuerdo  y  n  ' 
solo  eslainos  de  acuerdo,  sino  que  refi)rzatm)s  aún,  si  posible  fii'-ri.  j 
la  tesis  (pie  sobre  este  pinito  se  os  ha  presentado  en  nombre  de  1- 
Estados  Unidos.  En  efecto,  los  donantes  primitivos  han  tenido  por  nw 
ra  el  hacer  nna  donación  á  los  jesuítas.  Tan  «írnnde  era  su  preocupíi- 
clón  de  querer  que  única  y  escluaivanieule  pudiesen  disponer  dee¡íp 
fondo  los  jesuítas,  que  en  la  escritura  de  donación  de  la  nmrquc^s 
Villapuente,  se  dice:  "que  ni  las  autoridades  seglares,  ni  regulan^, 
ni  políticas  ni  eclesiásticas  podrían  entrometerse."  Por  tanto,  puesto 
que,  la  voluntad  de  los  donantes  era  la  de  instituir  á  los  jesuítas.  M 
claro — y  debemos  confesarlo — que  su  voluntad  en  este  punto  non^  ' 
realiza  hoy,  pues  aquellos  ya  no  existen. 
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Los  donantes  han  querido  aplicar  el  Fondo  Piadoso  á  las  misiones 
que  definiré  en  seguida:  son  una  obra  de  conquista  espiritual  y  tem- 
poral; son  obra  de  reducción.  Se  quiere  subyugar  á  California  no  so* 
lo  desde  el  punto  de  vista  político  sino  también  del  religioso;  reduc- 
ción política  al  mismo  tiempn  (pie  reducción  religiosa;  ya  no  pueden 
existir  misiones  en  el  suelo  de  la  iibre  América,  y  por  tanto,  ya  las 
misiones  no  existen,  y  en  este  segundo  punto,  no  se  Jia  respetado  la 
Tolantad  primitiva  de  los  fundadores. 

En  fin,  los  donnnto.s  han  tenido  por  mira  favore<'er  ú  las  poblacio- 
nf's  más  desliereiladas  de  la  tierra;  los  imlios,  los  salvajes,  esas  gen- 
tíos (jiie  se  eiicuohlraii  aún  en  las  tinieblas  del  paganismo. 

FeiiziiieiíLo  para  la  California,  ya  no  hay  uUi  de  estas  pentes. 

Kn  este  tercer  pinito  tampoco  ha  podido  realizarse  la  vohnitad  de 
\o<  dañantes  primitivos. 

Tero,  señores,  si  estamos  de  aí^iordo  con  nnesUos  lumorahles  con- 
tradictores sobre  e^las  pre!nis  ;s,  no  lo  estamos  sobre  la  conflusión  qne 
de  ella  deducen  ó  má-  1ií(mi  -ubre  la  seírnnda  premisa,  cuando  dicen: 
'Los  jesuítas,  somos  nosotros;  las  nii.sione.s,  somos  nosotros;  los  In- 
jdiüs,  somos  nosotros."'  Ahí  falla  por  completo  la  prueba  jurídica. 

Señores,  ciertamente  os  habrá  llamado  la  atención,  aun  antes  do 
abordar  el  fondo  de  este  debate,  que  parece  que  la  historia  trndicionnl 
de  ios  pueblos  condena  la  reclamación.  Os  habrán  alarmado  ia.^  con- 
secuencias de  la  decisión  que  se  solicita,  porque  deberéis,  p  jr  vuestra 
<cnletic¡a,  reví.sar  la  historia. 

En  efecto,  si  leemos  la  historia  del  siglo  XVIII  vemos  que  todo  el 
íegundo  período  de  este  siglo  se  encuentra  agitado  por  el  hecho  uni^ 
versal  de  la  supresión  de  los  jesuítas.  En  torno  de  este  acontecimien- 
to  se  multiplican  las  intrigas,  las  diligencias^  las  luchas  de  toda  da- 
te: ¿deben  conservarse  ó  suprimirse  los  jesuítas?  Luis  XV  en  Francia, 
con  sa  primer  Ministro  Choiseul,  temía  á  los  jesuítas,  parecían  una 
potencia  demasiad(Lgrande  en  el  Estado.  El  mismo  Carlos  lll  en  Es- 
paña, subdito  fiel  de  la  iglesia,  en  las  mejores  relaciones  con  el  Papa, 
Hegó  á  decidir  la  supresión  de  los  jesuítas. 

Basta  abrir  la  historia  de  esta  cpoca  para  ver  á  (pié  querellas,  áqué 
libelos,  á  qué  discusioties  de  lodo  íícnero,  dieron  orií,'en  las  luchas  en- 
tre los  partidarios  y  advérsanos  de  los  jesuítas.  Cuando  los  sobera- 
nos católicos  siip:iiiueron  á  los  jesuítas  se  oncuiilraron  al  principio 
^ii  adversario  en  el  l'onUlicado,  eu  el  l*apa  Cleuiente  XUl.  i*ero  su 
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sucesor,  Clemente  XIV  iadinándoae  del  lado  de  los  advenaríos  de 
los  jesuítas,  saprimíó  éstos. 

Sus  considerables  riquezas  fueron  una  de  las  causas  que  detenni- 
naron  su  supresión.  He  aquí  que  en  todos  estos  pueblos,  las  riqottas 
de  los  jesuítas  pasan  no  á  manos  de  la  iglesia,  á  manos  de  los  Arzo- 
bispos ó  de  los  Obispos  de  la  época,  sino  que,  sin  protesta  alguna,  pt* 
san  los  bienes  de  los  jesuítas  á  poder  de  los  soberanos. 

Esto,  Señores,  fué  recibido  sin  protestar  por  el  Papa  Clemente  XIV, 
quien,  seis  años  después  del  decreto  de  Carlois  III,  suprimió  la  «den 
de  los  jesuítas. 

En  todos  los  pueblos,  en  todos  los  países,  ha  habido  supresiones  de 
órdenes  religiosas  ú  órdenes  á  la  vez  militaros  y  religiosa^,  y  siem- 
pre, el  (lobierno,  el  soLeratio,  es  quien  se  ha  apropiadi)  sus  bienes. 
¿.Se  trataría  hoy  de  pediros  que  reviséis  esta  jurisprudencia  tradicio- 
nal de  la  historia? 

En  ningún  país  dejará  de  tener  resonancia  la  decibióu  que  daríais 
en  el  sentido  solicitado  por  la  parte  contraria. 

Permitidme  que  os  cite  un  ejemplo,  sobre  el  cual  reclamo  la  aten- 
ción de  mis  honorables  contradictores.  Había  en  Krancin.  en  Alsada 
Lorena.  bienes  eclesiásticos;  había  jesuítas,  había  comunidades  reli- 
giosas cuando  se  expidieron  los  decretos  de  confiscación;  el  decreto 
de  Luis  XV  de  1763,  la  ley  de  2  de  Noviembre  de  1789. 

Al  apropiarse  esos  bienefí,  los  gobiernos  decían  siempre  que  ten- 
drían en  cuenta  las  voluntades  de  ios  fieles,  que  aplicarían  los  biene.s 
al  servicio  del  culto,  á  la  manutención  de  ios  ministros  y  al  alivio  de 
los  pobres. 

Después,  la  AIsacia  y  la  Lorena  han  sido  objeto  de  una  conquista 
análoga  á  la  de  la  California;  ha  habido  un  tratado  semejante  al  de 
Guadalupe  Hidalgo. 

Y  bien,  si  la  analogía  entre  los  dos  casos  es  completa — y  ojalá  to- 
do fuera  como  insistir  en  esta  comparación—  y  bien,  digo,  muy  posi- 
ble sería  hoy  que  á  raíz  de  la  sentencia  que  pronunciáseis,  los  Obis- 
pos de  AIsacia  viniesen  á  decir:  babfa  antaño  bienes  de  comunidades 
religiosas.  Estos  bienes  fueron  donados  para  fínes  piadosos;  estos  bie- 
nes pertenecían  á  la  iglesia  cuyos  sucesores  somos;  por  consiguiente, 
pedimos,  que  se  nos  aplicpien  esos  bienes. 

En  nuestro  sentir,  la  analogía  es  completa;  y  sin  embargo,  ¿quién 
nos  haría  decir  que  una  reclamación  de  la  ifjlesia  de  AIsacia  Loreoa 
ó  del  Gobierno  de  Berlín  tenía  un  carácter  serio? 
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Hay  im  hecho  aún  que  os  habrá  dado  en  cara:  aún  antes  de  abor- 
dar el  iado  jurídico,  habéis  dicho  que  esta^j  donaciones  considerables 
que  habían  formado  el  Fondo  Piadoso  de  California  emanaban  de 
mexicanos;  se  nos  dice  hoy  que  eran  cristianos,  que  eran  gentes  pia- 
dosas, lo  creo:  la  preocupación  religiosa  debía  determinar  en  gran  par- 
te el  sacrificio  que  hacían.  Lo  que  deseaban,  era  hacer  de  los  indios 
paganos,  soldados  de  Dios;  esto  es  innc^íablo,  pero.  Señores,  ¿quién  osa- 
ría doiMr  ({ue  estos  personajes  no  eran,  á  la  voz  patriotas?  ¿quién  se 
atrevería  á  (le(Mrt|iio  cslus  mexicanos  no  teníau  la  preocupacÍQU  de  ha- 
cer de  es!ns  indios  bárbaros,  soldados  del  rey? 

Cómo,  enloiifc-;,  ha  podido  decir  uno  de  niis  honorables  eoutradic- 
lure-".  t'ii  una  audiencia  precedente,  que  la  voluntad  de  los  donantes 
era  !o  (jue  se  necesitaba  invesli^^ar  para  deducir  que  el  Fondo  debía 
darse  á  los  Estados  Unidos  y  para  condenar  á  México  á  pagar  un  tri- 
buto (terpetuo,  tributo  destinado  á  alimentar  el  presupuesto  de  caitos 
de  un  estado  extranjero. 

Pero  Iiay  aún  un  hecho  (pie  ha  debido  sorprenderos:  California  que- 
dó dividida  en  1818:  la  mitad,  la  Alta  California,  se  anexó  á  los  Es- 
tados Unidos  y  la  Baja  California  siguió  perteneciendo  á  México.  Exis- 
te un  obispo  en  Baja  California,  obispo  mexicano. 

No  me  será  difícil  demostraros,  Sonoros,  que  si  se  presentase  por 
el  Obispo  de  la  Baja  California  una  reciamación  legal,  ésta  sería  des- 
echada. ¿Cómo  pues  concebir  que  en  esta  copropiedad,  en  esta  índi- 
Tisión,  entre  un  mexicano  y  un  extranjero,  la  parte  del  mexicano  no 
pueda  reclamarse  al  Estado,  mientras  la  parte  del  extranjero  sí  pue- 
da serlo? 

Desde  el  punto  de  vista  jurídico,  hay  una  cuestión  previa,  en  la  que 
08  habréis  ^jado  sin  duda,  y  que  es  ésta:  ¿Cuál  es  el  derecho  que  de- 
be aplicarse;  cuáles  han  sido  las  leyes  (¡ue  rigen  nuestra  Corte  de  Ar- 
bitraje? 

En  esta  materia,  Señores,  es  necesario  que  no  haya  confusión. 

¿Cuáles  son  las  partes  que  están  ante  vosotros?  ¿Los  Estados  Uni- 
dos son  los  demandantes?  No.  Los  Estados  Unidos  comparecen  en  es- 
te juicio  jíara  apoyar  la  rcnlauiación  de  uno  ó  de  varios  desús  ciuda- 
danos; no  comparecen  sino  para  prestar  sus  buenos  oficios. 

Se  ha  dicho  que  los  Estados  1  nido-,  cotuparecían  en  el  juicio  j>ara 
representar  á  los  Obispos  de  Calilornia.  Si  la  palabra  rpprfsentar  se 
ha  empleado  en  el  sentido  jurídico,  es  evulcnteinenle  inexacta.  Los 
Estados  Unidos  nada  reclaman  paru  ellos  misinos. 
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Lamento,  Señ  ares,  r-on  rns|>oolí>  ;i  l.i  facilulad  de  mi  causa,  que  no 
sean  los  Kslaiius  l'uulns  Ids  (liMiKui'lantcs. 

Les  diríamos:  Hay  no  traladu  cuit  e  oo.si»lro.s,  os  i  l  Trafndo  «le  Cnia- 
dalupo.  Sogún  los  lérminos  <íf  pMo  Irnlado.  los  I'^LhIos  I  iiiilus  reco- 
no('i«"»ron  qtio  ya  nada  los  dobiaiiios.  I^a  ciencia  misiiM  ile  esle  Ir.ih- 
do  e>  la  (le  dar  lio  á  toda  reivindicación  ó  ro(;!ainación  recíproo:i.  Pur 
oslo  tralínlo  ile  lSÍ-8,  los  lisiados  Unidos  o;)  solo  roeonocon  que  ya  m» 
lieiion  erédito  al^ínno.  como  (iobitírnOyGii  contra  de  México;  sino  que 
pagan  á  los  Estudo-s  Unidos  Mexicanos  quince  millones  de  pesos. 

Tendré  ocasión  al  examinar  el  Tralado  de  (inadalupe,  de  dcmodra- 
ros  cuál  fue  la  nienlode  los  plenipotenciarios  que  lo  discolieron.  Me 
limitaré,  por  ahora,  á  deciros  que  por  este  tratado  los  Estados  Uni- 
dos de  América  pagaron  quince  millones  de  pesos  á  los  Estados  Unidos 
Mexicanos  á  causa  del  apoderamientodel  territorio  superior  de  Méxi- 
co y  sobro  lodo  de  Gnlirornia.  Por  con.siguiento,  los  Estados  Unidos 
no  tenfan  otro  crédito,  pues  si  alguno  hubiesen  tenido  lo  habrían  des 
contado  de  la  snmn  por  pa^ar.  Poro  no  debo  insistir  respecto  á  1(k 
Estados  Unidos;  nnda  piden  para  ellos,  ni  hoy  nieu  la  época  de  laGo> 
misión  Mixta  en  1870.  Si  se  necesitase  demostrar  este  punto,  me  per 
mitíría  tomar  la  primera  carta,  la  de  17  de  Agosto  de  1S91  que  obra 
en  el  libro  rojo,  en  la  correspondencia  diplomática,  pág.  58. 

En  esta  carta,  el  Ministro  de  los  Estados  Unidos  en  México,  escri- 
be al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  lo  siguiente: 
"Señor  Ministro: 

Tengo  insirnceiones  formales  para  llamar  la  atención  de  Vuestra 
Excelencia  sobre  la  reclamación  ' 

Y  más  adelante,  en  la  carta  se  dice:  "á  los  Obispos  y  al  Arzol)is:i<) 
de  esta  iglesia  es  á  ((iiiein  s  pertenece  reclamar  y  recibir.  Los  F-<(a'í"« 
L'niilos  son  los  que  lo  dicen,  l'l  (  as  )  es  de  aquellos  en  que  se  puede 
ejen^ilar  la  intervención  diplomálii  a. 

Son  buenos  oficios,  es  una  intervención  diplomática;  no  es  olru 
cosa. 

Dispensad,  Señores,  si  he  nisistido  en  ello  por  un  momento,  porqu' 
creo  que  esto  no  ha  sido  objeto  de  controversia.  No  es  un  conflif'l  ' 
entre  dos  Estados:  es  un  conflicto  entre  ciudadanos,  por  una  parte  y 
un  Gobierno  por  la  otra.  De  ello  resulta  que  vuesl-a  Corle  no  tiene 
por  objeto  un  arbitraje  internacional  propiamente  dicho,  porque  an 
verdadero  arbitraje  internacional  supone  necesariamente  un  conflicto 
entre  dos  Estados,  dos  Gobiernos  soberanos. 
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í,n  oiiesUón  es  de  vital  itnj;ort;ui.''in.  porque  si  -^o  tratase  Ue  un  coii- 
%'U)  entre  do^  Fstados,  no  habría  ley  alguna  que  aplicar.  No  so  po- 
dría aj)licar  la  ley  de  un  país  más  bien  que  la  del  otro.  No  podrían 
ser.  en  todo  caso,  sino  las  disp  isicionr-  comunes  á  ambas  legislacio- 
nes. Por  lo  demás,  en  el  fondo  coinúu  dela^  nociones  jurídicas  de  la 
hiimanidad,  es  en  donde  tendrían  que  buscar  los  arbitros  los  elemen- 
tos que  debiesen  regir  y  guiar  su  decisión. 

Pero  no  se  trata  de  eso;  se  trata  de  un  conflicto  que  normalmente 
hubiera  debido  resolverse  por  los  tribunales  de  México*  Los  árbitros 
internacionales  han  tomado  el  lugar  de  los  jueces  mexicanos,  que 
eran  los  jueces  naturales  del  caso.  Juzgáis  en  su  lugar,  y,  por  consi- 
guiente» juzgareis  adoptando  de  las  reglas  y  los  principios  que  bubie* 
ran  debido  regir  su  tribunal,  si  este  hubiese  debido  fallar. 

La  cuestión  que  nt>s  ocupa  no  es  tampoco  una  cuestión  de  derecho 
público;  en  el  curso  de  este  debate  no  puede  haber  sino  cuestiones 
accesorias  de  derecho  público.  No  se  trata  de  actos  de  soberanos  en 
conflicto.  Se  trata  de  derechos  civiles  y,  por  consiguiente,  las  reglas 
del  derecho  internacional  privado  son  las  que  deben  regiros:  se  tra- 
ta de  un  ciudadano  que  dice:  Tengo  un  derecho  contra  el  Kstado  Me- 
xicano, soy  extranjero,  lo  reivindico  y  lo  ejercito.  Y  el  Elatado  Mexi- 
cano, responde:  ¿Cuál  es  vuestro  título? 

Este  es  el  juicio.  Luego  es  derecho  jm  ivado,  derecho  civil,  derecho 
positivo  y  derecho  positivo  iin  xi .  ano,  porque  las  leyes  mexicanas, 
(•'iiitinúun  rigiendo  el  Koiido  de  California.  Los  dí'in;ui(iaiilc.s  han  ad- 
Miit.iílo  (jiie  este  Fitiidii  ({iicdó  en  manos  del  (iohiorno  moxicano.  TtMi- 
dré  que  explicaros,  Süü»>res,  el  gciicsis  i'i  oi'i;^'en  ilr?  la  reclanKición  ac- 
t'r.d  V  pnr  (pir  so  ha  presentado  bajo  o-^ta  forma:  (!-te  será  otro  pinito 
It^  mi  iiiforiiu;.  Pero,  por  ahora,  hago  notar  ospeoiaimente  al  Tribu- 
luii  Arbitral  que  los  Kstados  Unidos  admiten  que  este  Kondo  Piado.so 
de  California  jíermanezca  en  poder  del  (  lobierno  mexicano,  quien  con- 
tinuará administrándolo,  salvo  la  obligación  de  pagar  nn  interés  de 
6  por  100  en  oro.  De  esto  rosullti  ([ue  la  ley  mexicana  debe  continuar 
rigiendo  píte  fondo.  Además,  se  trata  de  una  reclamación  que  hubie- 
ra debido  presentarse  ante  el  Triliunal  mexicano,  por  este  capítulo,  la 
loy  mexicana  es  aún  la  que  debe  aplicarse. 

Y  bien.  Señores,  el  hecho  que  señalo  merece  toda  vuestra  atención 
y  lo  juzgaréis  así  cuando  tenga  yo  que  hacer  la  exposición  de  las  di- 
versas leyes  por  las  que  tiene  que  regirse  el  Tribunal.  También  nos 
dicen  nuestros  honorables  contradictores;  no  es  la  ley  lo  que  hay  que 
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citnsiderar;  ea  necesario  tan  solo  inTostigar  si  la  reclamación  es  jus- 
ta ó  si  no  lo  es.  Y  se  invor-a  el  compromiso  de  22  de  Mayo  de  1902, 
reproducido  (;n  oí  pequeño  volumen  que  conocéis,  en  la  página  47, 
para  deducir  de  v\  que  el  Tribunal  Arbitral  no  puede  resolver  más 
cuestión  que  la  de  saber  si  la  reclamación  es  justa. 

Se  pretende — quizá  os  sorprenderéis^-que  la  justicia  excluya  al  de- 
recho, qiie  la  justicia  excluya  á  las  leyes  mexicanas,  que  la  justicia 
excluya  al  dececho  positivo.  Creíamos  que  el  Juez  administraba  jus- 
ticia conforme  á  las  leyes.  Es  la  primera  vez  que  oigo  deducir  de 
esta  frase:  ¿es  justa  la  reclamación?  La  consecuencia  es  que  tendríais 
que  hacer'  abstracción  del  derecho  y  de  la  justicia  en  este  juicio.  Se 
ha  invocado  la  equidad.  « Equidad  >  es  una  palabra  peligrosa;  las 
Ck>rles  de  Arbitraje  no  deben  juzgar  arbitrariamente.  Necesitan  re- 
gios. ¿Cómo  sería  posible  decir  que  ambas  partes  han  querido  otor- 
gar á  los  Señores  Arbitros  el  mandato  de  que  se  emancipen  del  de- 
recho? Cómo,  Señores,  ¿hubieran  p xlido  llegar  los  Estados  Unidos 
Mexicanos  á  poner  su  lirnia  al  calce  de  un  compromi-o  en  el  cml  i 
se  dijese  quo  lo>  arbitros  tendrían  que  hacer  abslraoción  del  derecho 
incxiraao?  ICsio  e.s  ijnposible.  I 

Pero,  este  es  un  terreno  ilomasiado  quimérico  para  que  mis  hon  » 
rabie?  nonlradictorcs  puedan  aven  turarse  en  él  con  íiriueza.  C.uaiido 
se  abandona  el  derecho,  ya  no  bay  .seguridad.  Es  casi  un  axioma.  Per- 
mitidme que  lo  aplique  al  caso. 

El  soíjundo  de  uíis  honorables  eotitiMdiclores  os  decía:  La  equidad, 
e.s  la  voluntad  de  los  donantes,  ilulonccs  preguntaba  yo :  ¿Pero  exis- 
ten aún  los  jesuítas?  rSi  ('.lómente  XIV  los  suprimió  por  su  breve  de 
1773,  Pío  Vil  los  restableció  por  una  I)ula  de  1774-.  Ellos  son  los  pri- 
meros que  debieran  reivindicar  el  Fondo  Piadoso. 

Aún  hay  más:  ¿no  ordenaría  la  equidad  al)solula  el  que  se  admi- 
tiese á  los  lioroderos  de  los  donanles  prittiitivos  á  reivindicar  el  Fon- 
do? En  efeclo,  si  los  íbniaiítes,  el  Marqués  de  Villapucnte  y  oIms, 
han  hecho  el  sacrificio  de  fortunas  considerables,  han  marcado  su  iO' 
tención  de  dar  esos  bienes  á  los  jesuítas;  en  provecho  de  éstos  y  eo 
provecho  de  las  misiones  es  en  lo  que  sacrificaban  sus  bienes.  Y  bien, 
si  ya  no  existiesen  las  misiones  los  herederos  de  estos  donantes  po* 
drían  en  equidad  reclamar  el  Fondo  que  ya  no  tenia  objeto.  ¿Es  e$- 
ta  la  equidad  cuya  aplicación  solicitarían  los  demandantes? 

Ante  nosotros  tenemos  jueces,  el  Sr.  Descamps  lo  ha  dicho:  «El 
árbitro  es  Juez  y  determina.  > — ^¿  Puede  suponerse  que  las  partes  ha- 
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yan  proliilñdo  implícilamente  á  los  árbi  tros  que  digan  el  derecho  por- 
que los  han  encargado  de  decúdir  si  la  reclamación  es  justa?  Seria 
una  conclusión  que  irla  más  allá  de  las  premisas. 

Así  pues,  Señores,  váís  á  decir  á  los  demandantes:  <  Estableced  el 
fundamenlo  jurídico  de  muestra  reclamación.  Sóís  el  demandante,  á 
TOS  09  toca  probar;  debéis  justificar  vuestro  título.» 

Véis,  Señores,  que  estas  cuantas  nociones  van  á  limitar  inmediata- 
mente el  debate  y  á  formarle  un  cuadro.  Ya  podré  descartar  todo  lo 
que  se  ha  dicho  á  propósito  de  la  voluntad  vaga  de  los  fundadores. 
¡  Se  necesita  precisar. 

Pediré  permiso  á  la  Ck>rte  para  hacer  una  exposición  sucinta  de  los 
heehos,  no  porque  tenga  yo  la  intención  de  recordároslos — porque  se 
os  han  expuesto  con  mucha  lucidez; — sino  porque  creo  que  es  indis- 
;>ensab1e  que  caractericemos  cada  uno  de  los  hechos  en  el  punto  de 
'  vista  jurídico,  á  fin  de  que  la  Corte  pueda  apreciar  inmediatamente 
nuestra  divergencia.  Tomaremos  cada  uno  de  los  hechos,  los  men- 
cionaremos tal  cual  los  enuncian  nuestros  adversarios  y  diremos  en 
seguida  como  los  coniprendomos. 

EsLaiiins  de  acuerdo  sobre  la  materialidad  de  los  hechos  en  su  con- 
junto. Pero  diferimos  do  apreciación  en  cuanto  a!  carácter  jurídico 
do  cada  uno  de  ellos,  y  e.sla  es  una  diferencia  esencial  que  quiero  ha- 
cer resaltar. 

En  1534-  el  conquistador  Cortés  plantó  la  bandera  española  en  Ca- 
lifornia; pero  cs!a  no  era  sino  una  conquista  nominal  poco  efectiva. 

La  hislorin  nos  enseña  quf»  ('alifornia  eUaba  liabitada  por  indios; 
las  costas  eran  inia  ^marida  de  c<(rsarios  y  la  navegación  se  enconira- 
bn  coníífanlemenle  interrumpida,  sobre  todo  hacia  las  Filipinas.  Kl 
rey  de  España  se  preocupó  por  crear  un  refugio  para  la  navegación 
I  en  las  costas  de  California,  por  asegurar  estas  costas  y  hacer  posible 
!  la  navegación  comercial. 

Las  esfuerzos  del  rey  se  manifestaron  por  expediciones  militares 
costosas  que  fracasaron  todas;  los  militares,  cuya  influencia  era  eíí- 
mera,  no  pertenecían  al  país,  no  habían  echado  en  él  raíces  suficien- 
temente profundas. 

En  29  de  Diciembre  de  1779  se  hizo  por  última  vez  un  ensayo  de 
eipedición  militar  en  California.  Esta  expedición  costó  $225,400  y 
fracasó  por  completo. 

Pero,  se  había  visto  que  los  jesuítas  habían  alcanzado  gran  éxito 
en  el  Perú,  en  Paraguay  y  en  el  Brasil.  Entonces  e)  rey  propuso  á  los 
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jesuítas  que  hiGieseD.la  conquista  de  California  en  sa  nombre  y  áso 
cosía.  El  proyecto  del  rey  era  servirse  de  los  jesuítas  como  agentes 
directos ;  estos  rehusaron  porque  si  estuviesen  á  sueldo  del  rey  esta- 
rían tan  mal  como  los  militares  y  sé  renovarían  las  razones  que  ha- 
bían determinado  el  fracaso  de  las  expediciones  precedentes.  Decían: 
no  podremos  tener  éxito  si  no  somos  dueños  de  escoger  nuestra  gen- 
te y  despedirla.  El  rey  vaciló,  pero  las  instancias  de  dos  Padres  Je- 
suítas, los  padres  Salvatierra  y  Kino,  lo  decidieron. 

El  decreto  de  5  de  Febrero  de  1697,  reproducido  en  la  pág.  iOdel 
libro  rojo,  coniió  ñ  los  jesuítas  la  misión  de  conquistar  espiritual  r 
tenipor.ilineiile  la  California.  1-Ma  conquista  espiritual  y  temporal 
— esto  es  innegable — los  jesuítas  son  quienes  la  hacen.  El  rey  sólo 
interviene  en  ella ;  ¿pero  de  qué  manera?  Desde  hie^jo  permitiéndo- 
les ir  á  ese  país  y  dándoles  el  poder  exorbitante  de  tener  administra- 
ción militar  en  California,  adniini>li-a('i('»n  militar  hasta  el  punto  d^' 
que  ellos  nombraltan  á  los  oficiales,  los  destituían  y  pagaban.  K!  roy 
les  dijo:  Iréis  allá;  plantaréis  mi  bandera:  el  estandarte  de  España 
el  que  debe  dotar  al  establecerse  las  luisioties.  Pero,  añadió  el  rey: 
Iréis  en  mi  nombre:  estos  términos  se  encuentran  en  el  de^^reto. 

Aún  hay  más:  el  rey  va  á  facultarlos  para  administrar  justicia. 

Así  es  como,  en  la  parte  final  del  decreto  de  5  de  Febrero  de  1697. 
se  puede  leer :  «  Si  hay  delincuentes,  instruiréis  sus  causas,  los  jQ2- 
garéis  en  mí  nombre  y  sancionaréis  las  (Ipcisiones; »  es  decir,  que  el 
derecho  de  castigar  á  sus  seniejantes,  este  derecho  de  juzgar,  que  i>er- 
tenece  al  rey  por  derecho  divino,  como  representante  de  Dios,  va  á 
delegarlo  á  los  jesuítas. 

He  ahí,  Señores,  en  qué  condiciones  se  dirigió  el  rey  ú  los  jesuítas. 
Pero  se  necesitaba  el  nervio  de  la  guerrn:  se  necesitaba  dinero.  ¿Dón- 
de encontrarlo?  El  pensamiento  del  rey  era  decirles:  Iréis  á  costa 
mía.  Pero  acabo  de  indicar  las  razones  por  las  cuales  no  querían  lo» 
jesuítas  aceptar  esta  combinación.  Dijeron :  Iremos  á  expensas  nues- 
tras, es  decir  con  los  fondos  que  podamos  recoger,  que  obtengamos 
de  la  generosidad  de  los  fíeles.  Al  rey  toca  sólo  autorizarnos  para  re- 
coger limosnas,  y  esta  facultad  se  las  confiere  el  rey  en  dicho  decre- 
to de  5  de  Febrero  de  1B97. 

Y  aquí  lo  digo  de  paso,  la  iglesia  no  tiene  intervención  alguna  en 
el  nacimiento  de  esas  misiones.  Tampoco  la  tendrá  en  la  supresión 
de  éstas. 

Losjcsuítas  van, pues,  ú  Uahíorniacomo  subordinados  del  rey.comv) 
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sus  delegados,  sus  agentes,  y  virtud  del  poder  que  el  rey  les  ha  con* 
feriilo,  van  á  hacer  la  conquista  temporal  y  espiritual  de  California. 

Los  jesuítas  no  habfan  esperado  el  decreto  para  empezar  á  recoger 
limosnas.  Las  misiones  absorbieron  todas  las  cantidades  que  habian 
recibido  en  los  primeros  años;  capital  c  intereses.  Tan  cierto  es  esto, 
que,  ya  en  1700 el  padre  Salvatierra,  primer  jesuíta  que  partió  para  Ca- 
lí foruia,  se  ve  obligado  á  dirigir  nna  petición  al  rey  y  ¿  decirle:  Nece- 
i;ito  recursos,  hemos  llegado  al  último  extremo.  Por  dos  decretos  su- 
cesivos el  rey  concedió  do  su  tesoro  particular,  primero,  una  suma 
anual  de  seis  mil  pesos  y  después  trece  mil  pesos  para  las  misiones 
de  California.  Al  cabo  de  algún  tiempo,  loi^jeáuílas  triunfaron  allLcomo 
habían  triunfado  en  todas  partes.  Causaron  la  admiración  del  rey.  .En 
México,  la  generosidad  cristiana,  que  en  todo  y  en  todas  épocas  se  re- 
vela, la  caridad  cristiana  contribuyó  largaiiiento. 

Deberíamos,  se  dice,  asoírurar  la  perpetuidad  de  la  obra.  Se  nece- 
sitan, para  Li  inaiiiifcnrHíu  anual  de  cada  misión,  S  ÓOÜ  .Y  biou,  sietn- 
pn»  (pje  aijíunu  (piiera  dar  $10,000,  esLe  capital  .se  colocará  á  interés 
aló  por  1(K)  y  c«»n  el  prodiirto  de!  capital  se  podrá  crear  una  misión. 

En  estas  condiciones,  señores,  tuú  como  se  estableció  la  primera  mi- 
sión. 

¿Ou(''  cosa  es  una  iiiisii>nV  f>a  misión,  os  la  acabo  de  definir  en  el 
punto  de  vista  jurídico,  era  una  obra  reli;íi()-a  y  polílit  a.  Lina  misión 
se  componía  de  un  establecimiento  en  el  que  se  encontraban  uno  ó 
'ios  padres  jesuítas  y  los  neófitos,  aquellos  á  quienes  se  habían  conce- 
I  do  los  beneficios  de  la  religión  cristiana.  Allí  era  á  donde  se  civi- 
lizaban á  los  indios.  Además,  había  los  presidios,  "el  cuartel;'.' allí  era 
donde  se  encontraba  la  autoridad  militar,  el  capitán  y  sus  soldados, 
-  Inordinados  todos  al  jefe  jesuíta.  Hay  el  pueblo,  la  aldea,  en  donde 
los  indios  se  ejercitan  en  los  trabajos  agrícolas.  Son  los  neófitos  de 
ayer,  siempre  bajo  la  dirección  y  el  poder  del  padre  jesuíta  de  la  mi- 
sión. 

Tal  es  la  misión  propiamente  dicha.  Es  una  obra  de  conquista;  pe- 
ro no  insisto  en  ello,  porque  no  hago  sino  caracterizarlos  hechos. 

En  eata  época  se  consideraba  la  California  como  una  isla,*  y  los  je- 
suítas jamás  establecieron  misiones  más  que  en  la  California  de  en- 
tonces, es  decir,  en  lo  que  llamamos  hoy  la  antigua  ó  Baja  California. 

En  el  curso  de  este  debate  tendremos  ocasión  de  examinar  las  di- 
ferentes escrituras  de  donación  que  sirvieron  para  constituir  el  Fon- 
do Piadoso. 


280 


Se  habla  de  la  voluntad  de  los  donantes;  debe  probarse  con  docu- 
mentoe;  pero  do  poseemos  mas  que  la  e«icrítura  relativa  á  la  donación, 
considerable  por  cierto,  del  marqués  de  Villapuente  y  de  la  marquesa 
de  la  Torres  de  Rada,  de  1735.  Nuestnis  honorables  adyersarios  quie- 
ren tomarla  como  escritura-tipo — esto  facilitaría  quizá  su  demostra- 
ción—pero reremos  luegb  si  debe  admitirse  esta  manera  de  raciocinar. 

Voy  »in  embargo  á  analizar  esta  escritura.  El  marqués  de  Villa- 
puente  da  en  ella  á  los  jesuítis  bienes  considerables,  más  de  cuatro- 
cientos mil  pesos.  Este  documento  es  muy  interesante  en  el  juicio  que 
nos  ocupa,  está  reproducido  en  la  página  152  del  libro;  dá  á  los  jesuí- 
tas los  (ierochos  más  absolutos,  sin  rcsoi  va.  ()ara  siempre,  sin  posibi- 
lidad de  interveiiciúü  ó  de  vigilancia,  sea  por  la  autoridad  religiosa, 
sea  por  la  autoridad  civil. 

Los  donantes  se  despojan  de  sus  l>iniics  en  favor  de  las  misionos 
California,  pero  las  cirrunslancias  i)iie(len  canibiar;  ya  sea  porque  la 
conversión  de  los  indios  se  hafra  nomj)letM,  lo  que  haría  la  obra  inú- 
til. «>  que  aljiuria  revoliici(')ii  haíra  insostenible  la  situación  delosjp- 
sullas.  Kn  esto  naso  poiirún  llevar  su  í)))ra  á  otra  parlo,  no  solo  :í  Ame- 
rica sino  al  liniverso  mundo.  Los  bienes  están  á  su  discreción,  los 
donantes  tienen  en  ellos  plena  coníiaoza,  liarán  lo  que  quieran,  sólo 
á  Dios  tendrán  que  rendir  cuentas. 

Pero  esta  confianza  es  enteramente  personal;  y  ios  jesuítas  son  los 
únicos  que  están  investidos  de  este  poder  discrecional. 

Jamás,  antes  de  su  expulsión  habían  salido  fuera  de  ios  límites  de 
la  Baja  California,  y  todas  las  misiones  se  enconfraban  en  elterrit^ 
río  que  es  aún  hoy  mexicano.  Así,  no.se  ha  realizado  la  eventualidad 
prevista  por  los  donantes,  no  hubiera  podido  serlo  sino  por  voluntad 
de  los  jesuítas. 

Tul  es  pues  la  donación  Villapuente,  la  escritura-tipo  según  los  de- 
mandantes: Concede  facultades  omnímodas  á  los  jesuítas.* 

En  el  punto,  de  vista  del  derecho  ¿á  quién  pertenece  la  propiedad 
de  las  cosas  donadas? 

Sobre  la  voluntad  del  marqués  de  Villapuente  hay  un  poder,  el 
del  rey,  lo  que  se  llama  en  derecho  moderno  el  dominio  eminen- 
te del  soberano.  Cuando  se  trata  de  un  establecimiento  de  manos 
muertas,  de  una  personalidad  civil,  de  una  fícefdn  legal,  de  ana  enti- 
dad jurídica  que  no  tienen  existencia  sino  por  voluntad  del  soberano 
el  que  ha  dado  la  vida,  se  ha  reservado  siempre  el  derecho  de  modi- 
ficar las  condiciones  de  existencia  de  la  institución  ó  aun  de  suprimir 
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la,  haciendo  entrar  en  su  dominio  lo  que  había  permitido  qife  se  des- 
tínase á  an  objeto  especial.  Esta  es  una  calificación  moderna,  pero  la 
noción  ha  existido  en  todas  las  edades:  tendremos  ocasión  de  citaroe 
an  decreto  de  Carlos  V,  de  1520,  donde, — soberano  tanto  de  £spaña 
eomo  de  los  Países  Bajos — preocupado  con  las  manos  muertas— decía 
que  las  personas  morales  no  podrían  adquirir  sin  su  consentimientoi 
Esta  ea  la  noción  jurídica  que  concebís  mejor  (jue  yo,  señores,  y  se-» 
(!iín  la  cual  desde  el  momento  en  que  se  trata  no  de  un  ser  fie  carne 
y  hueso,  sino  de  un  ser  que  no  tiene  más  existencia  que  la  que  ha  que- 

i  rido  darle  el  rey,  éste  conserva  siempre  el  derecho  de  quitársela. 
Vuelvo  de  nuevo  á  mi  exposición.  Las  misiones  continuaban  sien- 
do prosperas. . .  demasiadu  prosperas:  la  prosperidad  despierta  siem- 
pre celos. ...  y  los  jesuítas  tuvieron  tal  éxito  que  inquietaron  á  los 
{lobierno.s.  el  período  al  quo  aludía  yo  hace  poco,  es  el  período  en 
que  los  soberanos  que  habían  favorecido  á  los  jesuítas,  que  les  habían 
dado  los  medio-;  do  h:iperse  poderosos  y  proísiioros,  so  conmueven  .  . . 
IfH  solfpraoos  c;iti'>liros  al  nioiios,  pues  fenómeno  curio.so,  quienes  dan 
a<ilo  á  los  jesuítas  cuando  ios  arrojan  los  gobiernos  católicos,  son  los 

,  soberanos  protestantes.  ¡esCalnüim  11,  os  Federico  dn  IVnsia! 

En  1763,  Luis  XV,  toma  la  iniciativa;  el  27  de  Febrero  de  1767, 
Carlos  111  expulsa  á  los  jesuítas  de  todo  su  imperio.  Este  documento 
muy  importante  está  reproducido  on  ia  página  410  del  volumen  rojo. 
F.n  él  proclama  el  rey  de  Ksp:ifia  dos  cosas:  la  expulsión  de  los  jesuí- 
las  y  la  apropiación  de  su.s  bienes  temporales.  |¿n  el  título  de  este  do* 
cumento,  cuando  el  rey  mismo  lo  resume,  dice: 

"Decreto  real  de  27  de  Febrero  de  1767  que  comprende:  t?  La  ex- 
pulsión de  ios  miembros  de  la  Sociedad  de  Jesús;  2?  La  toma  de  po- 
iíesión  de  sus  bienes  temporales.'* 
El  rey,  expulna,  pues,  á  los  jesuíta-t,  y  emplea  con  ellos  las  medidas 

i  más  rigurosas;  no  solo  los  destierra,  sino  que  quiere  que  no  quede  uno 

¡  iiolo  en  su  territorio,  dicta  las  penas  inás  severas  contra  los  Gobema« 
dores  que  los  toleren  aún,  quiere  meterlo.^  á  todos  en  un  buque  y  tras* 
portarloH  á  los  Estados  Romanos.- 

Entonces  el  Papa  Clemente  Xlll  protesta.  Escribe  á  Carlos  111,  su 
iiijo  fiel,  su  Rey  muy  amado,  le  dice  que  el  mayor  pesar  de  su  pontí'^ 
eado  seria  la  supresión  de  loe  jesuítas,  que  jamás  hnbiese  creído  ca- 
al  rey  de  España  de  cometer  semejante  acto,  y  le  suplica  en  los 
términos  más  confnovedores  que  revoíjue  su  decisión.  Alude  al  de- 
•  reto  real  de  21  de  Febrero  de  1767  que  Curios  ül  le  liabía  enviado; 

3»  . 
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ha  visto  en  él  que  Oírlos  líl  que  va  á  tomar  posesión  de  los  bieaes  tem- 
porales (le  los  jesuítas,  ha  decidido  dar  á  cada  uno  de  ellos  una  |x>ii- 
siÓQ  alimenticia  de  SlOO  al  año  y  dice  al  Bey:  no  recibiré  á  los  jesaí- 
tas  que  decís  me  vaia>á  mandar;  no  los  recibiré,  porque  una  ves  tu 
mis  Estado»  será  necesario  alimentarlos;  decís  en  vuestro  Decreto  «jue 
les  daréis  una  pensión  de  $100  al  ano,  pero  ¿quién  me  garantiza  qae 
la  pagaréis? 

No  tomo  de  este  libro  sino  lo  que  acabo  de  citaros. 
£l  Sr.  Asser. — ^¿Guál  es  el  título  de  la  obra? 
£l  Sr.  Dblacroix. — "Historia  del  Pontificado  de  Clemente  XIW* 
pág.  82. 

El  Sr.  ds  Martbns. — ^¿Quién  es  su  autor? 

El  Sr.>  Dblacroix. — No  lo  sé,  es  un  autor  de  la  época. 

Intervino,  pues,  un  decreto  que  revolucionó  al  mundo;  ¿quédecín? 

"Que  se  tome  posesión  de  todos  los  bienes  temporales  pertenecíeif 
tes  á  la  orden  en  mis  posesiones." 

Y  más  lejos,  párrafo  5:  "Además,  declaro  (}iie  hi  toma  de  posesión 
de  los  bienes  temporales  perlcneeienles  á  l:i  orden,  comprende  su> 
propiedades — literalmente  reales  y  personales,  es  decir,  raíces  y  mué 
bles  — así  como  las  rentas  eelcsiáslicas  (iiit;  ¡íjiialmenle  les  perteneren 
en  el  reino,  pero  sin  perjuicio  de  las  cargas  que  puedan,  haberles  im- 
puesto los  donantes,  ele." 

He  ahí  un  decreto  de  apropiación  ó  de  confiscación. . . .  Tendré 
honor  de  demostrar  en  segruida  á  la  Corte  y  á  mis  honorables  eoiitra- 
dictores  que  la  palabra  me  es  indiferente;  que  sea  el  uso  de  un  dere- 
cho preexistente,  que  el  rey,  apropiándose  los  bienes  de  los  jesuítas  ha- 
ya hecho  lo  que  tenía  derecho  de  hacer  por  leyes  existentes,  por  prin- 
cipios existentes  ó  bien  que  haya  hecho  lo  que  rigurosamente  no  \emn 
derecho  de  hacer,  es  decir,  que  en  lugar  de  ser  una  apropiación  sea 
una  confiscacióni  en  ambos  casos  es  un  acto  soberano  y  por  consi* 
guíente  un  acto  que  impone  aqui  respeto.  £s  un  acto  soberano,  y  oi 
á  la  Corte  Arbitral  ni  á  mis  honorables  contradictores  pertenece  ét 
cutir  un  acto  soberano,  es  decir,  discutirlo  útilmente,  porque  coroose 
trata  de  un  conflicto  de  derecho  positivo,  así  como  lo  indiqué  al  oo' 
menz&r,  son  leyes  que  nos  rigen  á  todos,  que  podemos  interpretar,  que 
podemos  discutir,  cuya  aplicación  podemos  pedir,  pero  no  asi  su  re- 
visión. 

Si  me  he  permitido,  Señores,  evocar  por  la  lectura  de  este  docaueD- 
to'U  historia  del  pontificado  de  Clemente  XIV,  y  si  he  hecho  esU  di- 
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gresión  y  os  he  hablado  de  la  carta  en  que  el  Papa  snplieaba  al  rey 
que  revocase  »a  decisión,  es  porque  veo  en  ella  qae  el  Papa  que  sa- 
pilcaba  no  pensaba  en  criticar  esta  parte  del  decreto,  relatiira  á  la 
apropiación  ó  confiscación  de  los  bienes:  estimaba  que  era  un  acto 
soberano  que  daba  tan  poco  origen  á  un  crédito  civil  exigible  ante  loS 
tribunales  civiles  y  á  un  dereciio  privado,  que  ni  aun  estaba  seguro 
do  que  el  rey  piiguría  los  SKXXOO  de  pensión  anual  á  cada  jesuíta,  y 
que  decía:  ¿cómo  podré  compelerlo  á  ello? 

¿No  es  esta  la  prueba  de  que  no  se  trata  de  derechos  civiles,  sino 
lie  un  acto  soberano  que  no  debe  recibir  más  ejecución  que  la  que  el 
rey  quiera  darle? 

En  1768.  al  año  siguiente,  el  decreto  real  se  ejecutó  en  México.  Las 
súplicas  del  Papa  no  detuvieron  al  rey  soheratu).  Carlos  líl  va  á  or- 
denar qne  su  decisi^ni  se  cumpla  on  México,  que  se  expulse  á  los  je- 
''uítas  de  California,  va  á  confiscarles  sus  bienes:  es  la  aplicación  del 
principio  que  proclamó' el  17  de  Febrero  de  1767, 

Acabo  de  demostrar  que  la  iglesia  no  intervino  en  el  nacimiento 
del  Fondo  Piadoso:  he  allí  que  este  Fondo  Piadoso  qne  estaba  en  ma- 
nos de  los  jesuítas,  va  á  pasar  ñ  olrns  manos;  ¿va  á  intervenir  en  ello 
la  iglesia?  Tampoco.  ¿Por  qué?  Porqne  la  iglesia  jamás  consideró 
^ic  Fondo  como  bien  eclesiástico,  pues  lo  que  caracteriza  aun  en 
derecho  canónico  el  bien  eclesiástico,  es  la  intervención  de  la  igle- 
sia ó  de  sus  representantes  para  permitir  su  constitución,  es  la  con* 
servación  por  la  iglesia,  de  la  facultad  de  pedir  cuenta  del  ejercicio 
de  este  derecho.  Ni  en  el  nacimiento  ni  en  el  fin  interviene  la  igle* 
sía,  y  váis  á  ver  que  en  1773,  por  un  documento  nuevo,  es  decir,  por 
la  bula  del  Papa  Clemente  XIV  qne  está  reproducida  en  la  pág.  332, 
texto  español,  libro  rojo,  este  Papa  va  á  suprimir  á  los  jesuítas;  va  á 
hacer  alusión  al  decreto  del  rey  Carlos  III,  va  á  ratificar  esta  decisión; 
va  á  decir  que  obra  á  petición  de  los  principes  cristianos.  Notad  que 
estamos  en  177B;  ya  desde  1763,  Luis  XV  habfa  expulsado  á  los  je- 
suítas, confiscándoles  sus  bienes,  como  os  lo  diré;  ya  desde  1767  Car- 
los III  había  confiscado  sus  bienes;  el  Papa  conoce  los  decretos,  ¿qué 
es  lo  que  va  á  hacer?  Ha  visto  que  estos  decretos  procl!iriian  la  con- 
fiscación por  el  rey,  la  apropiación  de  los  bienes  por  él:  ¿va  á  protes- 
tar? No.  Señores:  va  á  ratificar,  y  esta  bula  se  va  á  publicar  en  Ca- 
lifurnia,  en  virtud  de  una  cédula  real  que  [uitoriza  su  publicnción. 

De  tal  suerte,  Seuures,  que  hi  iglesia,  representada  por  sus  mÚH  i  ini 
uentes  autoridades,  va  á  admitir  la  tesis  criticada  hoy,  va  á  admitir 
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qae  no  se  trr\t a  -ie  bienes  eclesiásticos,  sino  que  se  trata  de  bienes qne 
9i  rey  ha  tenido  derecho  de  apropiarse;  va  á  ratificar  este  acto  sobe* 
rano  en  lugar  de  pedir  su  revisión  y  de  protestar,  y  ¿será  neresario 
(esperar  que  quede  constituida  vuestra  Corte  Suprema  ó  establecida  la 
Ck>misióti  Mista  para  que  estos  derechos  y  estos  principios  se  pondao 
en  duda? 

.  SiR  EbWÁRD  Fry.— En  el  libro  rojo  no  existe  la  fecha  de  la  bala. 

El  Sr.  Dblacroiz.— En  la  página  332  está  en  español.  - 

El  Stt  Ralston.— No  está  traducida  al  inglés;  hay  un  sumario eo 
el  que  está  indicada  la  pieza. 

El  Sr.  Dblacroix. — Es  un  documento  que  haremos  traducir. 

SiR  EbwABD  Fry. — No  es  necesario. 

El  Sr  Dblacrouc — Creo  que  podrá  ser  interesante  para  el  Tribu* 
nal,  y  esta  es  la  razón  por  la  cual  he  pedido  yo  mismo  la  tradnceiÓD 

que  doy  á  la  Corte.  Será  útil  que  la  tenga. 

Ved  pues,  Señares,  que  el  Papa  Clemente  XIV  suprime  sin  protes- 
ta á  los  jesuítas,  y  para  <  );iipi  (>l)ar  esta  ausencia  de  protesta,  es  para 
Jo  que  sirve  é  interesa  el  clocimioiito. 

Pero,  me  diréis,  hav  nn  (IfíToto  de  darlos  111  una  iiulir-aciúii  que 
omitís:  Carlos  111.  cuaudu  cimíistui  los  IjÍiMH'-í.  cuando  so  lu'^  apropió, 
tuvo  cuidado  de  añadir  quo  lo  hacía  sin  |)erjuiiíio  de  la<  (•nr;ía.s  que 
hubieren  sido  impuestas  por  los  donantes  y  de  los  medioá  de  existen- 
cia de  los  jesuítas,  v  estns  far;jns  his  asumió  el  rey. 

Ciertamente.  Habia  pura  el  rey,  aún  antes  de  que  enuneia^e  esta 
voluntad,  una  obligación  moral;  había,  si  puedo  emplear  esta  expre- 
sión, una  obligación  de  conciencia  de  pnr'e  del  soberano,  que  confis. 
eaba  los  bienes,  de  decir:  Debo  darles  un  destino  conforme  á  la  volim- 
iad  de  los  que  constituyeron  el  Fondo  Piadoso.  Era  una  obligacióo 
«loral  ó  de  conciencia  preexistente,  y  el  rey  católico,  el  rey  de  dor^ 
clío  divino,  el  rey  que  tiene  el  mayor  interés  en  que  aumente  el  nú- 
jnerp  de  los  subditos  católicos,  va  á  tener  cuidado  de  decir:  Respeta' 
sé  esta  obligación  moral,  re.s;>elaré  la  voluntad  de  los  fundadores;  me 
.BDcargo  de  ello. 

Pero,  Sefiores,  en  la  historia,  cuando  un  soberano  confisca  bienes, 
es  un  aditamento  que  siempre  emplea.  He  tenido  la  curiosidad  de  bafi- 
isar  la  ley  de  2  de  Noviembre  de  1789  por  la  cunl  nacionalizó  la  rero- 
lueión  francesa  todos  los  bienes  eclesiásticos.  Al  confiscarlos  tuvoeui* 
4ado  de  decir.  (Copio  el  texto  mismo  de  la  ley): 
;  i  Todos  los  bienes  eclesiásticos  quedan  á  disposición  de  la  nació». 
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con  la  carga  de  atender  de  una  manera  conveniente  á  los.gasioe  del 
culto,  á  la  manutetición  de  sus  mínintros  y  al  alivio  de  los  pobres.» 

Y  bíeo,  os  pregunto  ¿podría  uno  dirigirse  A  un  tribunal  y*  pedir  con 
ese  documento  qué  se  condene  al  Estado  á  pagar  á  los  ministros  del 
culto,  á socorrer  á  los  pobres  y  á  sostener  á  las  iglesias?  Evidentemente 
no;  ¿porqué?  Porgue  no  es  un  contrato,  porque  no  es  un  acto  que  da 
origen  á  un  derecho  civil:  es  una  ley,  un  acto  soberano,  un  acto  del 
poder  legislativo^  es  un  acto  quo  da  origen  á  obligaciones  para  los  sáb- 
ditos,  pero  no  á  derechos  civiles  en  su  provecho.  Por  consiguiente, 
si  en  el  decreto  de  Carlos  111  hay  l¡i  expresión  de  una  voluntad  real, 
es  la  iiiteiición,  es  la  voluntad  soberana  la  que  hace  coirocer,  i)cro  dc- 
pendedeél  realizarla,  es  un  nclo  soberano,  del  cual  es  por  conr-iaruienle 
«nlM'tano  juez,  tanto  en  el  punto  de  vista  de  su  promulgación  conio  de 
su  ejecución. 

Ved.  señores,  el  carácter  jurídico  de  este  decreto.  Lo  que  el  rey  hace 
en  él  <'s  enunciar  una  ¡nt(Mición,  una  voluntad  respetable  ({ue  corres- 
pondía á  una  oblijzaiMÓn  moral  como  correspondía  á  un  interé.<  bien 
coíiiprendido.  Debía  desear  que  se  mantuviesen  las  misiones  de  Cali- 
fornia; tan  cierto  es  esto,  que  cuando  50  años  luás  tarde  el  Gobierno 
desconoce  sus  obligaciones  morales,  ia  California  no  está  lejos  de  es- 
capá^^:ele;  el  acontecimiento  lo  ha  probado. 

Prosigo.  En  176Ü  la  admii^tración  del  Fondo  Piadoso  se  confió  por 
el  l  oy  á  comisarios  laicos.  Era  una  necesidad.  El  rey  confisca  los  bie- 
neade  los  jesuítas,  es  necesario  que  los  haga  administrar;  confín  su  ad' 
ministración  á  comisarios  reales  y  el  producto  del  Fondo  á  los  íraji^ 
^iscanos,  es  decir,  decide  á  quiénes  escoge  para  sus  delegados  y  para 
cumplir  la  obra  primitiva  de  las  misiones  6  lo  que  es  lo  mismo,  la  con<- 
qnisla  temporal  y  espiritual  de  California.  Se  dirige  á  los  francisca* 
nos,  éstos  se  instalan  allí  en  1769.  El  rey  les  dice  que  les  dará  $400 
por  persona,  esto  es,  que  cada  padre  franciscano  recibirá  para  su  sos* 
tenimiento  y  el  de  su  misión  $400;  después.les  dará,  cuando  á  bien  lo 
teuga,  un  suplemento  de  mil  pesos  para  las  distribuciones  que  se  ha«- 
gan  de  vestidos,  alimentos,  etc.,  á  los  habitantes  de  las  misiones. 

En  t772  los  dominicos  quisieron  también  instalarse  en  California, 
les  pareció  que  era  una  obra  que  merecía  su  atención;  tomaban  tnm* 
bién  en  consideración  los  emolainentos  reales  que  iban  unidos  á  la 
tarea:  así  es  como  los  dominicos  vinieron — me  voy  á  servir  aquí  de 
una  expresión  que  pido  se  me  dispense— á  hacer  competencia  en  la 
buena  cuus  i  á  los  franci.icunos  cu  Ckiiiíurnia.  .  v  -^r 
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Entonces  se  resolvió  hacer  una  división.  ¿Qatén  va  á  hacer  la  di- 
visión? El  rey,  el  gobierno;  éste  va  á  decir:  Los  franciscanos  irán  al 
Norte  y  los  dominicos  al  Sur;  es  decir,  que  á  los  dominicos  se  les  m 
á  confiar  las  misiones  de  la  Baja  California  y  á  los  franciscanos  las 
que  quieran  constituir  en  la  Alta  California.  Esta  división  se  realizó 
por  decreto  de  30  de  Abril  de  1772. 

Debo  abrir  aquí  un  paréntesis  para  exponer  otro  hecho  bastante 
caracteríslico  que  tuvo  su  desenlace  en  1783.  Se  trata  del  juicio  á 
que  dio  lugar  la  sucesión  Argiielles.  Va  os  he  dicho  que  el  Fondo  Pia- 
doso se  constituyó  por  donaciones  diversas,  principalmente  por  lado- 
nación  considerable  del  uKirqués  de  V'illapucnle  y  también  por  unn 
donación  de  Doña  Josefa  de  Argüelles.  Kstn  señora  muy  deseosa  fi. 
favorecer  á  los  je-uitus,  decidió  darles  (^uiiulo  poseía.  Dispiiso  queli^ 
jesuítas  de-:finasoii  la  cuarta  parte  de  su  fortuna  para  sus  colejfior 
sus  peiisiunistas,  sus  ostaldociniicotns  .dp  instrncoión,  y  que  las  otr.i< 
tres  cuartas  partes,  es  decir,  el  resto  do  su  fortuna,  se  eutroíia'on  ;i 
los  jesuítas,  mitad  para  las  misiones  de  California  y  mitad  para  !  !• 
misiones  de  Filipinas.  Pero  acaeció,  señores,  que  este  juicio  se  pro 
longo  mucho;  no  existía  aún  el  procedimiento  de  ios  tribunales  inter- 
nacionales de  arbitraje  y  ios  juicios  de  entonces,  como  muchos  de 
nuestros  «lía-  duraban  largo  tiempo;  de  manera,  que  no  se  había  aáo 
terminado  el  Juicio  cuando  fueron  expulsados  los  jesuítas.  El  juicio 
continuó  y  los  herederos  dijeron:  «Puesto  que  la  autora  de  la  heren- 
cia hizo  donación  á  los  jesuítas  y  que  estos  ya  no  existen,  que  bin 
sido  expulsados  por  el  rey.  qne  su  orden  ha  sido  suprimida  por  el  Pft- 
pa;  el  testamento  es  nalo  y,  por  consiguiente,  la  fortuna  es  para  nos' 
otros.» 

Entonces,  Señores,  la  Corte  de  Testamentarías  é  Intestados,  á  con- 
secuencia de  ana  decisión  del  Consejo  Real  de  Indias,  decidió  por  ana 
sentéhcia  de  4  de  Junio  de  1783,  reproducida  en  la  pág.  456  del  volu- 
men rojo,  lo  siguiente:  «En  lo  que  concierne  á  la  cuarta  parte  de b 
fortuna,  que  se  había  legado  á  los  jesuítas  para  sus  colegios,  la  di^po* 
sición  no  es  válida,  esta  cuarta  parte  será  para  la  familia,  por  noen?- 
tir  ya  los  colegios  de  los  jesuítas,  porque  en  todo  caso  no  hnj  ya 
personalidad  capaz  de  recibirla;  esta  donación  es  nula,  y  por  consi- 
guiente el  heredero  legal,  es  decir,  el  pariente  más  próximo,  dice  Is 
sentfMicia.  es  el  que  va  á  recibir  esta  cuarta  parte.  Hay  que  obsern.' 
que  nadie  piensa  en  reivindicar  para  la  iglesia  ese  legado  hecho  en 
proveclu)  de  los  jesuítas  expulsados.  En  cuanto  á  las  tres  cuartas  par- 
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tes  resLantos,  el  Consejo  de  Indins  decide  que,  esas  tres  coartas  partes 
que  se  habían  dado  por  voluntad  de  la  donante  á  los  jesuítas,  se  Tan 
á  ])oner  <á  disposición  de  Su  Majestad  á  la  cual  pertenecía  la  suce- 
sión originalmente.*  Uso  los  propios  términos  de  la  sentencia. 

Se  Te  pues,  que  en  una  época  en  que  se  podía  apreciar  mejor  qné 
hoy,  cuál  liabia  sido  la  voluntad  de  los  donantes,  sobre  todo  por  las 
circunstancias  ambientes,. se  decide — y  quien  lo  decide  en  el  Consejo 
Real  de  Indias  d&spués  de  un  largo  procedimiento— que  esos  bienes 
(jiie  se  habían  destinado  á  las  misiones  de  California  y  Filipinas,  se 
pusiesen  á  disposición  de  Su  Majestad  á  la  cual  pertenecíala  sucesión 
originariamente. 

V  lo  que  es  más  aún: 

*.Se  ordena  finalmente,  dice  el  fallo,  qne  se  someta,  por  duplicado, 
la  copia  de  la-  doliberaciones,  es  decir,  de  los  procedimientos,  a  Su 
Majestad,  á  íiii  do  *|iií'  piioda  siítnificar  su  soberiuiu  beneplácito  en 
cuanto  á  la  diro<  i'jijii,  siibsisloiicia  y  segundad  de  los  fondos  consa- 
grudus  á  la  obra  de  las  misiones  piadosas.» 

Así  pues,  p!  4-  de  Junio  de  178r>  oslaba  ya  juz'^'ada  la  cuestión  que 
hoy  .se  •Irbalo  aiüe  vosotros;  se  liabía  jiiz;:a(ii>  (jiie  l(>s  bifiifs  destina- 
áo^  á  la-<  misiono-;,  por  baber  dosaparecido  ('slas,  así  coaio  ios  josuí- 
tas.  debían  e>tar  á  diaposición  del  rey  para  que  los  usase  según  su  so- 
berano beneplácito. 

Prosigo.  Llegamos  así  al  fin  del  siglo  XVIII  y  al  principio  del  si- 
glo XIX.  Ilemo.s  termin.ado  el  estudio  del  período  de  prosperid  id  y 
grandeza  de  las  misiones,  de  su  período  de  buen  éxito,  del  período  du- 
rante el  cual  podía  decir  el  rey  que  en  California  su  pueblo  le  era 
adicto.  Pero  va  á  comenzar  un  periodo  turbulonto;  es  el  momento  en 
que  México  estima  que  se  la  puede  pasar  sin  la  interTención  de  la  me- 
trópoli. £n  este  momento  comienzan  los  gérmenes  de  turbulencia,  los 
gérmenes  de  agitación  en  México.  Esto  da  origen  á  las  preocupacio- 
nes del  rey,  no  sólo  con  respecto  á  México  y  California,  sino  á  toda 
esta  comarca;  constantemente  se  Te  obligado  á  enviar  expediciones 
militares  para  imponer  respeto  á  los  subditos  reTolucionarios;  eso 
cuesta  dinero  y  parece  que  ya  desde  entonces  las  mesas  de  los  fran- 
ciscanos no  se  pagaban  con  regularidad.  Vemos  en  las  obras  de  la 
época  que  los  franciscanos  se  (i  nejan  y  .se  ven  pronto  ^obligados  á 
abandonar  ciertas  misiones.  N<i  se  les  imparte  la  ayuda  que  solicitan, 
y  llega  mee  asi,  se&ores,  al  i)eriodo  de  la  independencia  mexicana,  que 
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data  de  1827.  Es  la  época  en  que  México  va  á  subslituírse  al  rey  de 
EspaAa. 

Había  allí  un  fondo  conslituído  por  mexicanos,  compuesto  de  bie- 
nes mexicanos;  este  fondo  va  á  pasar  al  nuevo  Estado,  es  decir  al  Es- 
tado nuevamente  constituido,  al  Estado  mexicano  independíente,  que 
va  á  substituirse  al  rey  de  España.  El  Estado  mexicano  va  á  tener  que 
dictar  inmediatamente  disposiciones  para  administrar  este  Fondo.  ¿Qoé 
va  á  decir?  Son  bienes  de  la  Ij^lesia,  voy  á  entregarlos  á  la  Iglesia? 
No.  Expide  la  ley  de-  25  de  Mayo  de  1832,  ley  que  está  publicada  con 
el  concurso  de  nuestros  honorables  contradictores  en  el  pequeáo  fo- 
llet<»  amarillo  que  poseéis — es  la  primera  ley  que  se  publica. — Ed  esta 
ley  el  Gobierno  de  México  afirma  su  voluntad  soberana  como  la  había 
alirmado  pref^edenlemente  el  rey  de  España.  Kn  esta  ley  se  traía  casi 
en  cada  artículo  del  derecho  exclusivo  del  gobierno;  éste  crea  un¡i 
juiiUt  encargada  de  adininiíitrar  las  propiedades  y  compuesta  de  Ires 
personas. 

Mishonorablt'scoiif radií'tores  cpceii  (niinfar  porquo  oiifro  rsl:is  tre? 
personas  lüiy  una  eclesiástica;  [icro  qué,  ¿[¡orque  de  los  tres  adinini'- 
tradores  uno  de  ellos  viste  -otaiia:  pierde  el  Gobierno  sus  deiecliosf 

Kl  (iobierno  afirma  su  dere<"tio  «mi  fada  artículo.  En  el  art.  8^  dice, 
que  esta  juntase  compotidrá  de  tres  individuos  «nombrados  por  el  Go- 
bierno. *  En  el  art.  10  dice,  que  á  nombre  <lel  Gobierno  .se  remitirá" 
Ins  cantidades  á  cada  una  de  las  Californias.  Lu  junta  está  encargada 
de  *  ¡)r oponer  al  gobierno  las  cantidades  que  puedan  remitirse  á  cada 
una  de  las  Galifornías;»  |>eroel  Gobierno  o-  siotnprc  quien  dispone,  j 
él  es  quien  dice  en  qu«'  condiciones  se  han  de  alquilar,  adjudicar  ó  ven- 
dér  los  bienes.  Todo  esto  se  hace  públicamentet  según  las  reglas  apli* 
cables  á  los  bienes  dd  Estado. 

-Como  os  lo  decía,  el  gobierno  llega  á  no  preocuparse  lo  bastante  df^ 
las  misiones.  Las  ha  dejado  peligrar.  Hacia  mal;  e^tas  misiones,  aban- 
donadas así,  producen  gérmenes  de  discordia  y  al  cabo  de  poco  tiempo 
Gálífomía  se  separa  de  México  de  hecho,  antes  de  separarse- de  de- 

•Tanto  el  rey  de  España  como  México  obraron  con- torpeza,  pero  am- 
bos hicieron  loque  tenían  íncontentable  derecho  de  hacer;  sí  admi- 
nistraron mal,  lo  hicieron  en  ejoreicio  de  su  derecho;  si  en  uso  de  m 
podér  soberano  cometieron  faltas,  diré  que  estriban  en  su  derecho  pan 

corneterla«. 

Os  pregunto,  ¿obraba  el  Estado  como  gobierno  ó  como  particular? 
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La  pregunta  se  impone.  ¿Quién  obraba,  hi  persona  públina  ó  la  per- 
sona civil  de  Estado?  ¿Necesita  níspuestn  la  pre<íLiulaV  Sin  duda  al- 
guna todos  estos  son  antos  soberanos;  son  leyes,  decretos;  ¿no  basta 
estopara  resolver  la  cuestión  V  VA  rey  obraba  como  le  parecía;  si  ()l»ra- 
l>a  innl,  cometía  una  falta,  (pie  ern  una  falla  política;  pero  que  no  po- 
día dar  Inorar  á  nna  demanda  por  daños  y  perjuicios. 

l'uando  el  izobierno  administra])a  ninl  la  Califtírnia.  le  enviaba  muy 
p(X'os  fondos  y  se  preoeni)aba  muy  poco  de  ella,  dedicando  toda  su 
^ft'iieión  á  otra  parte  y  destinando  todos  recursos  de  ([ue  podía  dis- 
poner á  otro  punto  de  hu  terrritorio,  quizá  hacía  mal  ¿pero  se  le  po- 
dían exigir  por  esto  daños  y  perjuicios  conforme  al  art.  1,382?  Noeo 
derecho,  jurídicamente  esto  no  so  pnede  discutir  en  serio, 

Pero  el  17  de  Agosto  de  1833  y  el  16  de  Abril  de  1834,  el  Gobierno 
mexicano  expide  decretos  de  secularización.  El  mismo  había  instalado 
i  los  franciscanos  eu  CaUfornia,  y  sin  embargo  dicta  disposiciones  por 
las  cuales  seculariza,  suprime  á  los  franciscanos;  les  permite  que  sub- 
Bísfan,  pero  como  curas  interinos,  es  decir,  que  no  serán  ya  religiosos 
los  que  estén  allf ,  nó,  serán  curas;  el  Gobierno  no  reconoce  ya  religio- 

;  sos.  Es  lo  que  resulta  de  los  dos  decretos  que  acabo  de  citar* 

Cotonees,  Señores,  hubo  muy  mala  organización,  porque  ya  no  ha- 
bía jefe,  no  había  ya  dirección,  no  había  ya  unidad  de  miras.  Era  una 
^ta  política  de  que  no  tardó  en  darse  cuenta  el  gobierno,  y  venios 
aparecer  desde  luego  b  ínterTención  política  de  los  Estados  Unidos  en 
Califomia;  como  siempre— es  la  historia  de  todos  los  pueblos— cuando 
un  territorio  está  revuelto,  consternado,  interviene  un  vecino  más  po- 
deroso y  se  aprovecha  de  su  intervención  para  convertirla  en  obra  de 
conquista.  Es  lo  que  hicieron  los  Estados  Unidos. 

'  Entonces  el  Gobierno  mexicano  comprendió  su  falta  y  (juiso  crear 
un  jefe.  Esco;,nó  á  este  jefe  de  entre  los  antiguos  misioneros,  de  entre 
los  antiguos  franciscanos,  fué  García  Diego;  lo  designa  como  Obispo: 
puesto  que  los  franciscanos  se  habían  vuelto  curas,  su  jefe  debía  ser 
Obispo. 

Así  es  como  el  gobierno  llegó  á  expedir  el  decreto  de  19  de.Sep- 
liendjre  de  1836,  por  el  cual  preparó  la  creación  de  un  episcopado;  y 
solicitó  la  intervenciíMi  del  Papa  para  la  eonstituciiín  do  este  episco- 
pado. En  dicho  decreto  preparatorio,  vemos  f(ue  se  va  á  decidir  que  se 
confíe  á  este  nuevo  Obispo  la  administración  del  Fondo  Piadoso,  dol 
Fondo  de  las  misiones  y  esta  medida  quedará  justificada  por  lanece* 
sidad  de  defender  á  CaUfornia  contra  los  EstadoK  Unidos. 

37 
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Tal  es  la  razón  del  decreto  de  19  de  Septiembre  de  1836.  Ya  cono- 
céis este  decreto,  se  ha  hablado  de  él  bastante,  pero  nos  referirenun 
&  él  de  naero  caando  examinemos  el  lítalo  de  los  demandantes. 

El  arl.  6^  es  interesante,  ponjue  decide  que  los  bienes  pertenecien- 
tes al  Fondo  Piadoso  so  pnníran  a  disposición  del  nuevo  Obispo  para 
que  los  aJiuimsire  é  invierta  fii  ciertos  objetos — más  tarde  examinaré 
tí.stas  palabras,  las  indico  aliora  a!  ox[)onerlas: — 

«Kstüs  bienes  so  pondrán  á  disposición  para  ser  administrados.» 

Quiüá  me  anticipe,  pero  recuerdo  que  en  los  decretos  de  la  rcvolu- 
ciini  francesa,  cuando  el  <(.íbierno  coníiscó  todos  los  bienes  eclesiúti- 
cos,  todos  los  bienes  de  la  iglesia,  casi  obr()  así:  estaba  muy  emb tra- 
zado con  las  catedralc»-',  las  nietr(>¡>o!is  y  las  i^^lesias  que  «e  había 
lomado  y  de  las  que  no  podía  s.iear  rentas  útiles:  entonces  las  puso 
«á  disposición  de  los  Obispos,  -  esto  se  encuentra  en  todos  los  decretos. 
Sin  oaibar^'o,  jamás  se  consideró  que  los  Obispos  fuesen  propietario^ 
de  ellas,  y  la  jurisprudencia  unánime  decide  que  quienes  son  propie- 
tarios de  las  catedrales,  las  iglesias,  etc.,  son  las  ciudades  y  los  mu- 
nicipios. No  obstante  esto,  se  encuentran  las  mismas  palabras  en  el 
Concordato  del  26  messidor  año  IX. 

Así  pues-,  Señores,  en  virtud  del  decreto  de  1 9  de  Septiembredo  1836. 
K6  va  á  nombrar  un  Obispo.  En  la  mente  del  gobierno  es  un  fancío* 
nano  á  quien  se  va  á  dar  un  sueldo  de  seis  mil  pesos.  El  art,  4*^  lo 
dice:  « Se  le  acudirá  del  erario  público  con  seis  mil  pdsos  anoales.* 
El  art.  5*  dice:  «que  se  le  auxiliará  del  propio  erario  con  tres  mil  pe- 
sos para  la  expedición  de  las  bulas  y  translación  á  su  silla  episcopal» 
Estos  son  los  emolumentes  que  se  le  designan. 

Más  tarde  tendremos  que  exatninar  las  consecuencias  jurídicas  que 
mis  honorables  contradictores  deducen  de  este  decreto.  Dicen  qued^ 
este  decreto  obtienen  un  derecho  de  crédito,  que  por  el  decreto  de  19 
de  Septiembre  de  18*36  el  (xobierno  mexicano  al  poner  los  bienes  del 
Fondo  Piadoso  á  disposición  del  Obispo  para  que  los  administrase,  no 
substituía  un  nuevo  manager  h  las  comi.siones  creadas  por  la  ley  de ' 
23  de  Mayo  de  1832,  niño  que  se  despojaba  de  sus  derechos  de  propie- 
dad en  provecho  del  Obispo. 

Responderemos  más  tarde:  direnos  es[)e(  ialuiente :  olvidáis — 
es  un  flecreto.  que  cá  una  ley,  ua  aido  del  poder  soberano  y  que  nn  es 
un  título  do  reconocimiento  civil,  y  que  no  es  una  enajenación  de  pro- 
piedad. Di.scuÜremos  eso. 

Así  pues,  Señores,  el  10  de  Septiembre  de  Ibíiü  el  (.iobicruo  confió 
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la  administración  do  los  bienes  del  Pondo  Piadoso  al  Obispo;  pero  hay 
probablemente  en  la  historia  de  México  lo  que  encontramos  en  la  his- 
toria de  otros  pueblos,  la  lucha  de  los  partidos;  qiiísá  había  ya  con- 
flictos entre  clericales  y  liberales;  no  conozco  bastante  la  historia  de 
México  para  afirmarlo;  pero  sé  que  un  decreto,  el  de  8  de  Febrero 
de  18 i2,  va  á  quitar  al  Obispo  la  administración  que  se  le  había  con< 
fiado  en  1886.  So  poder  fué  efímero,  porque  en  realidad  no  se  le  nom- 
bró sino  hasta  1810,  y  ya  á  principios  de  18i>2  el  Gobierno  le  retira 
el  poder  de  administración  que  le  había  confiado. 

Más  tarde  tendremos  que  decir:  l*ero  qiio  ¿pretendéis  que  ol  19  de 
Septiembre  de  1886  haya  traii^forido  el  (Jobiertio  ínexicano  un  dere- 
ch  »  privativo,  un  derecho  do  j)rapiedad,  uu  derecho  do  crédito,  uu  de- 
rochocivil  al  Obispo?  Mas  oiitonees,  sise  lo  relira,  debo  oxpi-opiarlo:  si 
el  derecho  ha  entrado  a¡  dominio  del  Obispado  forma  parto  de  sa  pa- 
trimonio,  sea  el  título  el  que  fuí^ro,  y  si  se  le  quila,  es  una  expropia- 
ción por(fiio  (lar  y  retener  so  excbiyen. 

Pero,  setiores,  el  (¡obierno  inexieano  no  1(>  croe  así:  rcfohra  senei- 
llamento  por  un  aeto  del  poder  soberano  de  8  de  b'ebrero  de  ÍSÍ'J  lo 
que  había  cuucedidu  por  otro  acto  del  poder  soberano  el  de  11)  de  Sep- 
tiembre de  I83().  Rs  que  los  netos  del  poder  soberano  nunca  son  per- 
I>etu()s;  en  materia  política  sobre  todo,  nada  hay  eterno;  |)or  consi- 
guiente, la  administración  que  sucedió  á  la  precedente,  suprimió,  de- 
rogó, según  la  expresión  textual,  el  decreto  do  19  do  Septiembre  de 
1836.  £i  Estado  recobró  la  ad  uinislración  de  los  bienes,  y  dijo:  Yo 
mismo  me  encargaré  de  ella,  yo  mismo  emplearé  los  fondos  en  el  ob- 
jeto á  que  estaban  destinados,  yo  mismo  haré  eso  más  directamente. 

Entonces  por  el  decreto  de  24  de  Octubre  de  1842  queriendo  el  Go- 
bierno acabar  de  una  vez,  nacionalizó  loü  bienes,  los  incorporó  al  era- 
rio nacional  y  dijo  que  pagarla  un  interés  de  6  por  lOO  ó  más  bien 
dijo  que  destinaría  un  interés  de  6  por  108  los  banéQcos  y  nacio- 
nales objetos**  que  habían  sido  el  punto  de  mira  de  los  donantes. 

Tendremos  que  examinar — indico  la  cuestión,  no  la  resuelvo — si 
esto  decreto  de  24  de  Octubre  de  18(2,  que  se  invoca  especialmente 
por  los  demandantes,  confería  á  alguien  un  derecho  civil,  ai  cuando  el 
Gobierno  decía  "reconoceré  al  rédito  de  6  por  100,"  habría  alguien  que 
quedase  investido  del  derecho  á  este  6  por  100,  si  en  otros  términos, 
el  gobierno,  al  firmar  el  decreto  se  despoja  >  de  un  derecho  para  darlo 
á  otro,  y  nos  i)reguntaremos  quién  era  este  otro.  No  era  el  Obispo, 
pues  precisamente  este  decreto  tenía  por  efecto  quitarle  lo  que  se  le 
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había  dado  en  1836|  ao'era  la  iglesia,  no  eran  los  índioe;  examinar^ 
naos  eso  y  diremos  que  no  había  acreedor  constituido  en  eoaUa  del 
Estado  por  este  decreto  de  1842. 

Veréis  entonces  que  los  hechos  se  van  á  complicar  y  precipitar  bas- 
ta 1848.  Esta  es  una  época  de  fiebre  y  agitación  para  México;  la  enes* 
tión  de  his  Californias  preocupó  mocho  á  los  gobiernos,  esla  sucesión 
de  decretos  lo  pruebe.  Uft  representante  del  Obispo  Ramires,  estaba 
encargado  de  administrar  los  bienes  en  México.  Los  bienes  estaban 
situados  en  México  y  el  Obispo  tenía  que  ir  á  California,  con  las  di- 
ficultades de  comunicación  de  entonces;  por  lo  tanto  el  Obispo  no  po- 
día á  la  Tez  administrar  las  misiones,  desempeílar  su  apostolado  y  ad. 
ministrar  los  bienes  de  México;  necesitaba  tener  ún  representante  en 
este  lugar;  y  lo  fué  Ramírez. 

Ramírez  había  envejecido;  estaba  asistido  por  un  abogado,  Rodrí- 
guez de  San  Miguel;  cuando  vieroti  que  el  8  de  Febrero  de  1842,  el 
Gobierno  quitaba  al  Obispo  la  uiliiiinistraeión  del  Fondo  Piadoso, que 
el  21  de  ()(ítubre  de  1812  lo  naírionali/.aba  é  incorporaba  al  erari". 
Katnírez  y  su  con.sejfíro  San  Miji^iiol,  dijoron  al  Gobierno  mexicano: 
iCuidudo!  la  (ti  l  a  (|ue  cumplís  es  una  obra  nefasta  porque  consúmala 
ruina  de  las  misiones. 

En  esta  época,  señores,  forzoso  es  reconocerlo,  los  envií)s  de  fon'lo': 
á  lo.«  antiguos  franciscanos  se  hacían  más  y  más  raros;  el  Gobionioj» 
más  bien  los  fj;obiernos sucesivos  tenían  otras  preocupaciones.  En  18Í') 
en  un  documento  importante,  toma  la  palabra  el  abogado  de!  Obi-?;»*) 
y  le  pide  cuenta  al  Gobierno  de  sus  actos;  le  señala  el  peligro  de  su 
actitud,  del  abandono  de  las  misiones,  en  el  memorable  documeai> 
que  está  reproducido  en  la  página  385  del  volumen  rojo  (Memoria  del 
Sr.  Azpíroz  núin.  77  y  anexo  núm.  25)  y  por  primera  vez  vamos  á  m 
lo  que  piensa  el  Obispo.  Por  voz  de  su  patrono  autorizado  para  hablar 
en  su  nombre,  dice: 

«Ni  el  prelado  de  California  ni  sus  agentes  de  hecho  han  preten- 
dido ni  sodado  pretender  á  la  propiedad  del  Fondo  para  el  rereresdo 
Obispo  ó  para  la  mitra. ...  El  reverendo  Obispo  no  ha  formulado  ni 
formula  pretensión  semejante.  Le  han  sido  arrancados  los  bienes  qae 
una  ley  del  régimen  republicano  habla  puesto  en  sus  manos,  ha  ele- 
vado la  voz  ante  el  Congreso,  suplicándole  mida  la  injusticia  de  este 
acto  y  sus  consecuencias;  ha  colocado  ante  él  los  documentos  j  1<» 
contratos  que  demuestran  tanto  el  origen  como  el  destino  del  Powlo: 
si  el  Congreso  decide  que  el  Departamento  ha  obrado  bien  y  que  el 
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Pondo  es  de  propiedad  nacionat»  el  reverendo  Obispo  habrá  cumplido 
con  sus  deberes.  El  representante  del  Obispo  no  se  considera  tampoco 
como  propietario  del  Fondo,  así  como  el  Diputado  no  lo  es  de  su  de- 
[Mirlamento.» 

Tenemos  ahí,  pues,  señores,  un  testimonio  importante,  el  testimo- 
nio del  Obispo  d  de  su  re[)resentante.  Lo  han  despojado  de  los  bienes, 

va  á  decir  lo  que  piensa,  va  á  protestar,  va  á  matizar  bien,  va  á  de- 
cir: Protesto  iiurtjLio  os  uii;i  taita  política  enorme,  porque  si  no  os  preo- 
cupáis de  Iris  misiones,  no  respondo  de  las  consecuencias. 

Rodn'sfuez  de  San  Miguel  tenía  razón:  fué  una  falta;  pero  lo  dice 
re^potuosamente,  condenan<io  con  anticipar-ión  la  tesis  que  se  ha  pre- 
sentado aípií:  No  pretendo  una  propiedad  quo  no  i)L'rlcneee  á  la  mi- 
tra, no  soy  propietario  de  olla,  así  como  no  lo  os  un  dipiilado  do  su 
tlepartamento,  en  esto  no  soy  más  que  un  funcionario.  Ks  decir,  quo 
caracterice  la  situación  jurídica  dol  Oitispo,  su  mandanto:  por  consi- 
guiente, osle  documento  tiene  una  autoridad  incontostablo. 

Se  suspendió  la  au  iioaeia  á  las  cinco  para  conliauarla  ai  día  si- 
guiente á  Las  diez  de  la  mañana. 


24  de  Septiembre  de  190¡i  (mañana)  9^  audiencia, 

I 

(Couiinuacióu  ílcl  informe  <lel  Sr.  Delacruix.) 

Señores,  continuaré,  con  permiso  de  la  Corte,  la  exposición  que 
comencé  ayer. 

La  Corte  habrá  notado  por  la  rápida  revista  de  los  hechos  que  pa- 
samos ayer,  que  mientras  los  jesuítas  permanecieron  á  ta  cabeza  del 
Fondo  Piadoso,  ellos  fueron  los  únicos  que  dispusieron  de  él  y  que  la 
¡nterrención  del  rey,  del  soberano,  no  tuvo  más  objeto  que  el  de  au- 
torizarlos, dirigirlos  ó  á  lo  sumo  vigilarlos.  Pero  desde  el  momento  en 
que  se  abolió  la  orden  de  tos  jesuítas,  en  que  éstos  fueron  expulsados, 
el  rey,  el  poder  soberano,  es  quien  dispone  de  los  bienes  do  lo.^  jesuí- 
tas como  estos  habían  dispuesto  de  ellos  anteriormente. 

Otro  hecho  que  ciertamente  no  habrá  pasado  desapercibido  pnra  vo- 
sotros, es  que  mientras  vemos  aparecer  constantemente  esta  interven- 
ción del  rey,  ya  aún  desdo  quo  los  jesuítas  disponían  del  Fondo,  por 
una  inspección,  una  vigilancia,  una  intervención,  una  autorización,  y 
más  tarde  por  un  derecho  de  disposición  y  de  asi^jnación,  la  iglesia 
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jamás  interriene  ni  en  el  nacimiento  de  la  orden  de  los  jesuítas  en  Ca- 
lifornia, ni  en  la  supresión,  ni  en  momento  alguno  más  tarde. 

Ast  llegamos,  Señores,  al  período  que  tiene  su  punto  final  en  18 U. 

Debo  exponer  aquí  á  la  Corte  la  sucesión  de  los  hechos,  relatiroBal 
incidente  llamado  asunto  de  las  Islas  Filipinas.  Recordáis  que  Dolía 
Josefa  Argüelles,  que  había  dispuesto  en  provecho  del  Fondo  Piadosu 
de  una  suma  cuyo  monto  se  cifra  en  ochocientos  mil  pesos,  había  di- 
vidido su  fortuna  en  cuatro  partes  dándolas  todas  á  los  jesuítas,  pero 
una  cuarta  parle  se  destinaba  á  sus  colegios,  mientras  que  bis  tres 
cuartas  partes  restanles  se  destinaban,  mitad  á  las  misiones  de  las  Fi- 
lipinas y  mitad  á  las  misiones  de  Calirornia.  En  1827,  cuando  se  pro- 
(;lamó  )m  IiidepcndeticiH  do  México,  ciuiiido  México  se  separó  de  Espa- 
ña, el  (loliiei  no  mexicano  se  ciicoairó  con  o.^le  coiijuiilo  de  bienes  que 
recibió  en  nombre  del  blondo  Piadoso,  que  habín  sido  constituido  por 
mexicanos  y  (pie  se  cf)inpouía  de  bienes  situados  cu  Mcxico.  El  Gi>- 
bierno  mexicano  ^c  apropio  esos  bienes,  es  decir,  fpic  de  su  in(Mu 
proprio  se  subsüi  uyó  al  rey  de  Espaúa  en  los  derechos  que  éste  pudie-  , 
ra  tener  sobre  dichos  bienes. 

Pero,  Señores,  si  el  rey  de  España  había  dejado  hacer,  no  había  aún  | 
ratificado  esta  situación.  .Se  presentaron  entonces  reclamaciones  por  \ 
parte  de  los  dominicos  encargados  de  las  misiones  de  las  Islas  Eilipi-  i 
ñas.  Estos  querían  hacer  valer — y  debe  reconocerse  que  lo  hacían  con 
justo  título— que  si  el  rey  de  España  tenía  la  disposición  del  conjun- 
to del  Fondo  Piadí)so  para  misiones  situadas  en  dos  partes  de  sus  Es- 
la<Ios,  unas  en  California,  las  otras  on  las  Islas  Fdipinas:  si  entonces 
la  California  contigua  á  Mé.xico  se  había  desprendido  de  blspaña  y  $i 
se  podía  admitir  que  el  Gobierno  mexicano  o3upaba  el  lugar  del  rey  \ 
de  España  en  sus  derechos  sobre  el  Fondo  en  lo  relativo  á  las  Mísio-  i 
nes  de  California,  no  se  concebía  que  el  rey  de  España  abdicase  sos 
derechos  sobre  el  Fondo  en  lo  concerniente  á  la  parte  destinada  á  las 
Islas  Filipinas.  El  rey  de  España  tenía  el  conjunto  de  los  derechos  so-  i 
bre  la  totalidad  del  Fondo  Piadoso,  pero  al  mismo  tiempo  tenía  qoe  | 
dirigir  y  mantener  á  las  misiones  en  su  conjunto;  podía  pues  conce- 
birse que  por  ser  bienes  mexicanos  de  un  fondo  mexicano  constituido 
por  mexicanos,  el  nuevo  Gobierno  de  México  se  substituyese  al  rey  de 
España,  pero  solamente  que  estos  bienes  no  so  hubiesen  destinado  á 
las  misiones  de  las  Filipinas;  el  rey  debía  conservar  esta  parte  puesto 
que  tenía  la  integridad  de  los  derechos  hasta  entonces. 

Eran,  sotiores,  debemos  confesarlo,  razones  profundamente  jurídi- 
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cas  y  profundamente  justas  las  que  hacían  las  misiones  de  Fili- 
pinas por  órgano  del  Ministro  del  rey  de  Lispaiiii.  VA  (lobiorno  mexi- 
cano así  lo  cornpi  <  ii  iii)   ¿Qué  digo?  el  Gobierno  mexicano  se 

CdMsiJeró  muy  í(  i/,  ii  que  el  rey  de  Kspaña  tuviese  á  bien  recono- 
cer que  e!  rfobiernu  im  \icano  i>e  substituía  á  él  en  la  parte  del  Fon- 
do l'iU  luso  que  cnrrrs[i( nidia  a  California  con  la  única  condición  de 
que  reconociese  al  rey  de  Kspaña  la  conservación  de  la  parte  del  Fon- 
doqiio  estaba  destinado  A  las  Islas  Filipinas.— Así  pues  señores,  el  (lo- 
bicriio  niexif-aiK)  aceptó  celebrar  el  tratado  de  14  de  Octubre  do  1H'J6, 
por  el  cual  reconoció  al  rey  de  Kspaña  ei  dereclio  sobre  la  parte  del 
Fondo  destinado  á  las  Islas  Filipinas. 

Esto  era  muy  justo:  el  rey  de  España  era  dueño  del  todo;  conser- 
vaba una  parle  de  la  carga,  conservaba  por  lo  mismo  la  propiedad,  la 
disposición  de  ana  parle  del  Fondo-  Kaia  única  razón  hubiera  debido 
b:Lstar  para  que  el  Gobierno  mexicano  se  apresurase  á  aceptar  las  pro- 
posiciones  que  le  bacía  España  b  ijo  forma  de  reivindicación;  pero  es- 
taba  tanto  más  dispuesto  á  ello  cuanto  que  venían  á  apoyar  estas 
ofertas  otras  consideracionesde  orden  político.  El  Gobierno  mexicano 
que  se  había  declarado  independiente  desde  1827,  se  preocupaba  siem- 
pre por  hacer  que  se  reconociese  osta  independencia  por  el  rey  de  Es- 
paiia,  por  el  Gobierno  español  del  cual  se  había  emancipado,  del  cunl 
se  h»bía  seimrado  y  por  esto  se  apresuró  A  celebrar  este  acuerdo  que 
debía  ser  seguido  del  acuerdo  relativo  al  reconocimiento  de  su  inde- 
pendencia. 

Tan  cierto  es  esto»  Señores,  que  apenas  se  celebró  el  tratado  de  14 
de  Octubre  de  1H36  relativo  á  la  división  del  Fondo  Piadoso,  cuando 
el  28  de  Diciembre  de  1836,  es  decir,  dos  meses  y  medio  después,  un 
tratado  reconocía  la  Independencia  de  México.  Lo  véis,  estas  dos  ne- 
;íoeiaciones  eran  concomilantos  y  el  Gobierno  mexicano  tenía  dema- 
siadas razones  para  no  apresurarse  ú  dar  esta  satisfacción  |)ecunaria 
al  Gobierno  español. 

Pero  si  este  tratado  de  M  do  Oídubre  de  1ft3f>  reconocía  los  flcre- 
ch'is  del  (rohierno  español— el  cual  se  babía  doscar^fado  (1(>  las  misio- 
nes de  las  Filipinas  con  los  misionero-  dominicos  -ú  lodos  los  bienes 
f|iie  se  habían  destinado  n  las  misiones  dd  lu.s  Filipinas,  la  tradición 
de  estos  bienes  no  se  efectn;')  de  una  manera  definitiva  clara  y  efec- 
tiva desde  1830,  y  vamos  á  ver  (pie  al'^unos  años  íiespucs  se  vendió 
uno  de  los  bienes  (jue  se  liabían  destinado  á  las  misiones  de  las  Islas 
Ftiipinas,  que  pertenecían  á  estos  inisione.s  ó  al  rey  de  España-  para 
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las  mismas  misiones.  Entonpea  en  .T^rtad  de  la  declaración  de  prin- 
cipio, del  reconocimiento  existente  en  el  tratado  de  14  de  Octubre  de 
i 836,  el  Gobierno  español  representado  por  su  Ministro  j  las  misioDe» 
dominicas  representadas  por.el  padre  Morán,  reclamaron  á  México  di-  ' 
ciéndole:  Habéis  vendido  im  bien  qne  estaba  destinado  á  las  Islas  Fi- 
lipinas, aaí  lo  habéis  reconocido,  liabéia  cometido  una  falta,— y  era 
incoiileslablemento  una  falla.  | 

Kl  ítoliiorno  mexicano,  .Scuores,  pur  la  Convención  de  7  de  Novieiii- 
ere  de  IHí  i  consinlió  en  transiijir  y  enlreíró  para  las  misiones  de  h> 
Islas  Filipinas  una  bUina  principal  de  citMito  quince  mil  po>íos  y  uiu 
suma  ac 'osoria  de  treinta  mil  pesos  á  título  de  indemnización  óíica 
un  total  do  $  1  íó,00O.  p'né  una  transacción. 

Todo  lo  que  acabo  de  decir.  Se  ñores,  se  encuentra  narrado  ou  a 
memoria  del  Sr.  Azpíroz,  piig.  397  del  libro  rojo  bajo  el  núui.  I.!'». 

¿Cu(ii  era  la  importancia  de  los  bienes  de  las  Islas  Filipinas?  IV 
mi  parle  no  conozco  como  bienes  del  Fondo  Piado.so  destinados  csi»?- 
cialmente  á  las  Islas  Filipinas  sino  la  mitad  de  las  tres  cuartas  |>arle< 
déla  sucesión  de  la  Sra.  Arguelles.  F.sUi  sucesión,  hace  poco  os  lo  dije, 
debía  elevarse  á  más  de  ochocientos  mil  posos,  y  si  lo  digo  es  porq  ue 
en  una  relación  de.  23  de  Agosto  de  1871.  un  inventario  de  eso.s  bie- 
nes nos  hace  conocer  esta  comprobación  que  fué  hecha  por  el  Nokirio 
de  la  época.  De  tal  manera  que  si  una  cuarta  parte  pertenecía  á  l  >' 
jesuítas  para  sus  colegios  y  tres  cuartas  partes  para  sus  misiones,  ha- 
bía por  lo  menos  una  suma  do  seiscientos  mil  pesos  que  debía  diri- 
dirse  entre  las  misiones  de  California  y  las  de  Filipinas.  Esto  fué  lo 
que  sirvió  de  base  para  la  transacción. 

Parece  que  había  también — aunque  esto  no  pueda  precisarse-^tri» 
bienes  de  menor  cuantía  que  se  habían  dado  también  á  la  vez  peíala 
California  y  para  las  Islas  Filipinas  y  que  se  debieron  comprenderen  la 
transacción  á  que  me  acabo  de  referir.  En  todo  caso  este  punió  no 
tiene  más  interés  que  el  de  la  cronoloj^ía  do  los  hechos.  Mis  honora- 
bles contradictores  han  hablado  de  él  i)orque  lo  consideraban  como 
un  argumento,  decían:  Nosotros  estamos  en  la  situación  de  Inslslu 
Filipina.s,  estamos  en  la  misma  situación  que  las  misiones  doniinias. 
y  puesto  que  el  Gobierno  mexicano  reconoció  el  derecho  de  losmiíi)- 
ñeros  de  las  Islas  Filipinas,  ¿por  qué  no  reconoce  ol  de  los  mi.sioüero- 
de  California? 

No  ten^o  necesid.id  tl»^  deuiostrar,  Señores,  que  la  analujíia  que  *^' 
sostiene  no  existe  absolutamente.  La  situación  es  nuiy  difercnle,ileí-  , 
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de  lu^o  puedo  decírosla:  Argumentáis  con  una  transacción,  y  el  ca- 
rácter esencial  de  las  transacciones  es  precinamenle  el  de  descarlar  el 
reconocimiento  del  derecho  que  hubiera  podido  disculirse. 

Pero,  aun  fuera  de  e^ta  consideración,  que  os  habrá  saltado  á  la 
rista,  habréis»  pencado  seguramente  que  la  situación  es  distinta  porque 
aquel  con  el  cual  se  transigía  tenía  lodos  los  derechos;  estaba  dispues- 
to á  abandonar  la  mayor  parte  de  ellos,  se  le  dejaba  una  débil  parle 
para  las  misiones  cuya  carga  conservaba.  No  es  ésta  seguratnente  la 
situación  actual  de  los  demandantes;  ellos  no  tendrán  «todos  ios  de- 
rechos puesto  que  ninguno  tienen,  y  que  reivindican  derechos  que  cier^ 
tamente  no  poseían  antes. 

£slo  fué.  Sefiores,  el  hecho  que  concluyó  con  la  Convención  de  7  de 
Noviembre  de  1844.  Recordáis  que  en  esta  época  los  dos  decretos 
de  1842,  del  8  de  Febrero  y  del  24  de  Octubre,  formaban  la  legisla- 
ción que  regía  esta  cuestión  de  las  misiones.  Por  virtud  de  estos  de- 
cretos, el  Gobierno  mexicano  había  ijuitndo  al  Obispo  de  ('.alifornia  la 
administración  del  Fondo  l'iaddsn  qu»»  ;inlcs  le  confiara,  se  la  quitó 
liiciendo  (jue  el  tnisino  se  encar<r.'n  ¡;i  tic  mhrir  los  gastos  de  esas  ini- 
siones,  ó  (^iir  él  mismo  se  en<mr^'ari;t  do  las  necesidades  de  la  situación 
("n  Gaoiocüi.i:  lni)ía  atuinciadti  Lauibién  que  destinaría  á  ese  objeto  el 
b  por  10  >  sohr.'  ci  va!i)r  d  -  ese  Pondo. 

Pero  Scnort  -  ■  n  1 S  í-f)  se  prodiicc  iiii  cambio  t'n  la  lejíislacMÓn.  Va 
licclui  nicncion  de  la  circunstancia  de  tu»  sci'  jKM'ixdiias  las  formas 
fie  gobierno,  cuino  no  lo  son  «lernas:  se;íuraiiienle  México  nos  da  de 
un  ejciniflo  en  este  período  de  la  historia.  Vemos,  pues,  fjiie  so 
Vil  á  V()lvt>r  cu  18 Vó  á  la  situación  que  se  había  creado  en  principio  en 
I83ft,  y  de  hecho  en  1840,  y  que  se  había  abolido  en  18i2. 

Kl  3  de  Abril  de  1845  interviene  un  nin  vo  d'  <  roto;  en  virtud  de  este 
(ieerelo,  el  Uobierno  va  á  devolver  al  Ubispo  lu  adioini-^lrai  ii')!!  del 
Fondo  Piadoso;  es  decir,  la  administración  de  lo  que  queda  del  Fondo 
Piadoso,  porque  es  necesario  no  olvidarlo,  el  Gobierno  había  decidido 
en  1842  la  venta  de  los  bienes,  do  manera  que  ya  no  podía  disponer  en 
1B45  sino  de  lo  que  quedaba  de  los  bienes  del  Fondo  Piadoso.  Así  es 
como  dice  que  confia  al  Obispo  la  adininistra<ñón  de  lo  que  queda,  sin 
perjuicio  del  derecho  del  Gobierno  para  disponer  en  lo  concerniente 
á  la  demasía. 

La  demasía,  ¿cuál  era?  La  demasía  no  era  sino  el  6  por  100  que 
quedaba  aún,  y  sobre  el  cual  había  manifestado  el  Gobierno  la  in- 
tención que  tenía  de  emplearlu  m  las  necesidades  de  las  misiones  de 
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California.  Esto  era  lo  que  aán  quedaba.  Y  bien,  en  cnanto  á  este  m- 
lo,  en  cuanto  á  este  6  por  100»  anuncia  que  el  Congreso  dispondrá  de 
él  según  lo  resuelva. 

Era  un  decreto  de  importancia  secundaria,  ó  de  una  consecueDcia 
relativa,  puesto  que  este  decreto  de  3  de  Abril  de  1845  no  restituía  en 
realidad  mI  Obispo  más  que  la  disposifión  ó  la  Administración  de  los 
bienes  que  no  habían  sidc*  eii»jen?ido>:. 

Este  decreto,  Señores,  no  fué  de  larga  aplicación,  |>or«{ue  nos  acer- 
camos á  la  fecha  final  de  la  conquista  de  California  por  los  Estados 
Unidos. 

En  1842.  i)orno  ser  los  medios  do  cormmicanión  Um  rápidos  como 
lo  son  hoy,  hubo  un  nioiiieiito  oii  (|iic  so  (M'oy(í  (\\\o.  los  Estado"? l'ni* 
dos  .se  habían  (¡ÍUMldln  \;i  con  la  ( '.alilnmia :  lar  una  falsa  alarma 
se  convirtió  en  roalidaíl  en  IH'tO:  MvMilerroy  íuó  ocnpati»»  i'Orla«lr«>- 
pas  de  los  KsUuicts  linitlos.  y,  ¡«or  consignicnle,  este  lieeh«>  liii-  ol  qii>  ^ 
tnsts  tarde  se  consagró  por  el  di  i  t  cho:  á  partir  de  IH'j-H  r.nim  la'la'i- 
fornia  optaba  (K'upada  por  U)s  Kstados  Unidos,  se  consideró  comui'Oi* 
quistada  p<tr  e^^ta  iia(M<'iii. 

Ksta  siliiacKiii  (io  li<c!iit.  esta  coiupiisla  dn  California  por  los  Ksta- 
dos Unidos  realizada  en  I8i(i,  (pied()  lejíalmente  consafrrada  ei  2  de 
Febrero  «le  18ÍH  por  el  tratado  de  (oiadalupe  Hidaljio. 

Este  tratado  bahía  sido  objeto  naturalmente  de  discusiones  pr^-h 
minares  numerosa.  Era  un  tratado  ¡mjiortante.  Hacía  ya  vanos  a:Mi^ 
que  existían  numerosos  <.^órnienes  d»^  discordia  entre  los  Kstados  Uni- 
dos y  México,  cuando  se  llevó  á  cabo  la  conqui^^ta.  lie  leído  en  un  ¡ 
cuinentd  cpie  emana  de  mis  con Iradiot  ores,  que  la  California  fué  cuín- 
pradu  á  México  por  los  Estados  llnidon;  era  una  de  esas  ventas  en  la^ 
cuales  la  parte  vendedora  no  tiene  facultad  de  disponer  ó  elegir.... 
Se  había  conquistado  y  era  necesario  ver  con  qué  condiciones  se  qn^ 
ría  hacer  ratificar  la  conquista,  pero  ésta  estaba  hecha;  el  hecho  bro-  ■ 
tal,  el  hecho  de  la  fuerza  sobreponiéndose  al  derecho,  estaba  cumplido. 
Pero  se  celebra  un  tratado. 

Este  tratado  debía  reemplazar  á  otras  convenciones  inlernacionale» 
que  se  habían  ilrmado  entre  los  dos  paísss,  ó  que  habían  sido  pro;»!»^ 
tos  para  arregar  los  conflictos  cpie  había  entre  ellos.  Se  había  «wn- 
probado  que  entre  ambos  países  existía  una  serie  de  conflictos  pecu- 
niarirjitque  venían  á  agravar  aún  más  la  situación  irritante  de  las  re 
laciones  entre  estos  dos  Estados,  y  para  darle  término  se  discutedfisJf 
luego  que  se  pa>;uo  una  indoinnizacióii  pecuniaria  por  los  Estados  Udí* 
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d06  ¿  México.  La  conquista,  la  segregación  de  México  de  toda  la  parte 
de  territorio  de  Naevo  México  y  que  comprendía  la  California,  eran  un 
hecho  consumado  sobre  el  cual  no  admitínn  discusión  los  Estados  Uni- 
dos; estos  Estados  se  segregarían  de  México  para  incorporarse  &  los 
Estados  Unidos,  pero  se  necesitalm  tratar,  ratificar,  dar  una  solución. 
Se  discute  una  indemnización. 

En  otra  audiencia  tendré  el  honor  de  indicaros  cuáles  fueron  los 
preliminares  de  este  trabido,  poro  os  digo  desde  ahora  que  se  había 
indicado  cuál  debía  ser  la  base  para  lijar  esta  indemnización,  flalifor- 
riia  y  los  Estados  desprendidos  de  México,  eran  á  la  vez  \k\vii  éste  una 
carga  y  uii  Huiiiantial  de  recnrs<>s.  Ksta  consid«'raciüu  eru  la  que  de- 
i)ía  servir  de  base  á  la  di<fusión.  Así.  p<ir  cjoinpio,  México  tenía  una 
•lendn  rtaridiial.  esta  deuda  u.i*'ioii;il  so  liahía  creado  f>ar;i  ia<  noccsi- 
(lados  del  lerrilorio  ph  so  r«oiijmifi>,  la  totaliiirid  del  territorio  se  ha- 
hh\  nprovpcliítdo  do  olla  y  ot  a  clai  o  (|iio  si  se  desprendía  una  parte  de 
>^^to  terrilorit».  se  iie<'esitaba  «[ih'  p-ta  deuda  Fiacional  que  [lesaba  eii- 
luiH'Os  sobre  la  parle  rcsiante.  recibiese  Ufi  sostén,  una  contril)u<'i<'»ri 
de  pat  t»'  (lo!  país  que  babía  contiuisíndo  ol  nuovo  torritorio.  Ksta  era 
una  noción  profinulainente  justa  y  jurídica.  Para  determinar  el  mon- 
to de  esta  contribución  era  necesario  tomar  en  cuenta  no  sólo  las 
cargas  que  México,  empequeñecido,  iba  á  soportar  so ío,  cuando  antes 
\H>ám  repartirlas  sobre  la  totalidad  de  su  territorio,  sino  que  también 
deltían  tomarse  en  cuenta  las  ventajas  que  podían  sobrevenir  á  Nuevo 
México;  es  decir,  las  cargas  de  ({ue  se  desembarazaba  y  se  las  pasaba 
el  nuevo  gobierno  conquistado. 

Esta  discusión  dió  por  fruto  el  tratado  de  2  de  Febrero  de  1848.  Se 
ñjó  una  indemnización:  quintie  millones  de  pesos.  El  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  deseaba  sin  duda  alguna  decir:  arreglemos  definitiva* 
mente  las  cuestiones  pecuniarias  de  Estado  á  Estado.  Vamos,  pues,  á 
fijar  una  suma  debatida,  fija. quince  millones  de  pesos,  y  mediante  esta 
suma  ya  no  habrá  diferencias  pe^Mmiarias  de  Estado  á  Estado,  ya  no 
habrá  deudas  ni  créditos,  parque  e^tas  deudas  ó  créditos  quedarán  sal- 
dados por  ol  pago  de  la  suma  que  constituye  la  diferencia  que  haya 
entre  el  debe  y  el  haber. 

Esta  08  la  primera  estipulación  esencial  del  tratado  de  2  de  Febrero 
de  1848:  liquidación  de  los  derechos  de  Estado  á  Estado. 

Pero,  Señores,  queriendo  ¡r  aún  más  lejos  las  partea  contratantes, 
Y  queriendo  obrar  de  modo  que  no  bubiese  ya  motivo  de  conflicto  en- 
tre ambos  l-^atados,  dijeron:  Veamos  ú  creur  una  situación  excepcional. 
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Ka  siluaciiMi  (|iie  acabo  de  indi<»ar.  nra  hVica,  era  anormal.  ptí«Ip 
en  la  mayor  parte  de  los  tratados;  pero  aquí  se  quiso  ir  ¡lún  más  le- 
jos, y  se  dijo:  Hay  ciudadanos  de  un  Rstado  que  tienen  derechos  in- 
dividuales, civiles  ó  privados,  en  contra  del  otro  Estado;  esto  es  üuu-  | 
biéii  un  motivo  de  conflicto,  porque  estos  ( iudadanos  acreedores  de  i 
iin  Estado  solicitan  la  intervención  diplomática  ó  los  buenos  oficios  I 
deau  Gobierno  para  con  el  otro  Estado;  eslo  es  también  motivo  i- 
discusión  ycausa  de  acrimonia  entreambos  países.  Para quitarlade  raíz 
se  decide  que  el  Gobierno  de  tos  Estados  Unidos  exonere  al  Gobierno 
mexicano  de  todos  ios  créditos  que  pudieran  tener  los  ciudadanos  de 
los  Estados  Unidos  contra  el  Estado,  mexicano. 

Era  una  cosa  anormal,  porque  los  Estados  Unidos  no  tenían  perso* 
nalidad  para  dar  finiquitos  por  los^ créditos  civiles  que  sus  ciadada* 
nos  pudiesen  tener  en  contra  de  los  ciudadanos  de  otro  Estado,  pero 
aceptan  tomar  el  lugar  del  Estado  mexicano  con  relación  á  ellos,  ^ 
decir,  que  dicen:  Tú.  (Vos)  Estado  mexicano,  vas  á  pagarme  nnasn* 
ma,  á  precio  alzado  de  tres  millones  doscientos  cincuenta  mil  i>esi»' 
($3.250,000.00),  y  mediante  esta  suma  me  encargo  de  pagar  todos  los 
créditos  que  contra  tí  tengan  mis  nacionales. 

Es  pues,  una  exoneración  absoluta  por  la  substitución  de  un  deo- 
<lor  á  otro:  es.  si  puedo  emplear  esta  expresión  de  Derecho  Civil,  una 
novnción  la  que  se  ha  efectuado  y  que  implica  una  ex()noración  ib- 
solulii;  !a  exoneración  se  encuentra,  en  efecto,  en  el  art.  l  í-  del  Trata- 
do de  1848. 

Así  pues,  los  iUx  I'",-^tados,  queriendo  allanar  todas  las  (liliriilladr-«, 
suj)rimir  t'nlos  los  motivos  de  confli'"lo.  haluaii  hecho  r-osa><  pxlt'a><r- 
(linarias:  el  ilobionio  *\o  los  Estados  lliiidos  aceptaba  pa;j:ar  ludas  la> 
doiid  is,  cualesquiera  que  fuesen,  del  (iohiorno  mexicano  á  fav<»r  d.^ 
ciiidailanos  americanos.  Del  tratado  mismo  se  entendía  (jiie  se  iii^li- 
tuiría  una  comisión  afuericnna  ciicar^rada  de  ju/irar  el  valor  de 
créditos,  presentados  por  ciudadanos  americanos  en  contra  del  Esta- 
do mexicano,  de  apreciarlos,  de  lijar  sn  motito.  El  Gobierno  anión 
cano  tendria  que  arreglarlos,  cualquieru  que  fuese  la  cantidad  á  que 
ascend  í  ran  los  créditos. 

¿Podría  aún  México  creer. — en  vista  de  esta  doble  exoneración,  ex^v 
neración  que  parte  del  Estado,  exoneración  que  parte  de  los  ciudada- 
no-í  americanos,  al  lirmar  el  tratado, — que  conservaba  una  deuda  áf;i 
vor  de  este  Estadr»  abandonado,  segregado  de  su  territorio,  á  favor 
la  Iglesia  de  la  Alta  California? 
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Más  tiirde  examinaremos  este  tratado,  y  voi  Pinos  que  si  había  de- 
rechos pertenecientes  á  una  colectividad  cualquiera  en  la  Alta  Cali- 
fornia, quien  asumía  ciertamente  su  carga,  era  e¡  ilobionio  amortea- 
rii>.  piíosto  qur-  rl  era  (}in>ii  lofunlm  e-^te  Estado  bajo  sti  tiiteln.  (|iii(Ti 
ro¡*r('Spi)l;iha  esta  colectividad,  t'-l  ri-;)  ciorlaiiieiito  (juioii  hubiera  de- 
ludo hacer  valer  esos  derechos  en  el  Tratado  do  (Ju(M-ólaro. 

.Señores:  el  (iobierno  mexicano  debía  estar  tanto  más  trai»quilo, 
cuanto  que  en  un  primer  texto  del  Tratado,  especialmente  en  el  art.  9, 
se  había  índi<>ado  que  las  aitocínciones,  comunidades  eelesiá'^ticas  ú 
otras,  las  instituciones  que  gozaban  de  personalidad  civil  en  México, 
continuarían  gozándola  en  el  nuevo  Estado;  pero  el  Senado  america- 
no no  aceptó  esta  fórmula.  No  acept<5  estar  ligado  por  una  legislaci<m 
que  no  era  la  suya,  no  aceptaba  que  los  ciudadanos  del  nuevo  Esta* 
do  de  California,  pudiesen  acogerse  aún  ¿  una  legislación  que  no  era 
la  suya;  el  Senado  americano  exigió,  pues,  que  el  texto  deBnitivo  del 
Tratado  fuese  el  que  está  en  vuestro  poder;  y  todo  lo  que  consintió  en 
decir,  fué  que  cada  uno  tendría  el  derecho  de  tener  las  creencias,  la 
religión  que  le  conviniese,  sin  que  se  atacase  la  libertad  de  concien» 
cia;  pero  lo  que  no  quiso  reconocer  el  Gobierno  americano,  fué  una 
personalidad  civil  proveniente  de  una  legislación  extranjera. 

Por  lo  tanto,  parece  que  el  Gobierno  mexicano,  ptirel  Tratado  de 
Qnerétaro,  debía  estar  al  abrigo  de  toda  preocu|)ación;  debía  decir 
No  puedo  tener  acreedores  con  derecho  á  hacer  valer  sus  créditos;  y 
si  existiese  aún  algún  ciudadano  americano  qno  pudiese  tenor  un  cré- 
dito contra  mi,  dicho  crédito  se  encuentra  extinguido  por  el  Tratado 
de  Querc'taro  y  porln  voluntad  del  Gobierno;  es  negocio  concluido. 
Debía  creerlo,  todo  el  nuuido  lo  creyó. 

Prosigo.  Kn  1850  aparece  un  ser  nuevo  en  la  Alta  California,  la 
iglesia  americana,  primero,  un  ar/  >hispado  después  un  arcliiepisco- 
pado  amerií*aiio.  Naturalmente  este  nuevo  .ser  deberá  su  existencia 
á  la  legiblacii'iii  aiiiericnnR.  .A  partir  de  IHíH,  el  (lobionio  tío  lo^  Ks- 
lados  Unidos  obraba  como  le  paiav  ía  on  cl  nuevo  territorio  couípus- 
lado:  aplicaba  allí  sus  leyes,  y  en  virtud  de  ellas  creí)  seres  nuevos, 

decir,  ficciones  legales,  enlídadcs  jurídicas  que  íormau  parte  de  la 
nación  nueva. 

Así  es  como  nacía  en  1880  la  Iglesia  afuericana  de  California. 

En  esta  época,  el  nuev(»  prelado  que  estaba  ul  frente  de  la  también 
nueva  iglesia  de  California,  ha  debido  informarse  necesariamente  de 
la  exteosión  de  sus  dereclios,  porque  para  un  prelado  sus  derechos 
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son  á  la  Tez  sus  deberes:  debía,  pues,  informarse.  Kso  fué  lo  que  hizo. 

Parece  aun  que  se  presentó  en  México  en  1852,  f  que  allí  formafá 
ana  redamación  terbal:  él  lo  dice,  él  lo  Afirma;  debe  pues,  ser  me- 
to. Pero,  Señores,  era  evidentemeote  una  reclamación  anormal  en 
materia  administrativa,  en  donde  las  reclamaciones  se  hacen  siempre 
por  escrito,  y  las  demás  no  tienen  valor  alguno. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  de  1850  á  1859  no  hubo  reclamación,  tam- 
poco la  habrá  hasta  1 870.  Pero,  si  no  ha  habido  reclamación  por  par* 
te  de  los  nuevos  Obispo^t  de  California  en  contra  del  Kslado  mexica- 
no, de  1850  á  1870,  puede  haber  habido  preocui>ación  por  su  parte:  se 
preguntan  si  tendrán  pretensiones  que  hacer  valer. 

Digo  quese  lo  preguntan,  porque  ensayan  presentar  una  reclamación 
contra  las  autoridades  mexicanas.  Mabín  en  la  Alta  Califomín  bienes 
que  propiamente  no  fornial)an  parte  <iel  Fondo  Piadoso  de  la  Califor- 
nia; sobre  todo,  había  allí  tot  reuos  que  fueron  adquiridos  por  los  mi- 
sioneros, los  franciscanos  en  la  Alta  lialifoniia.  Habiendo  sido  siipn- 
midi)s  los  franciscanos,  el  iiuovo  Obispo  de  (laiifornia,  dijo:  Yo  .soy 
quien  debo  herc  iiar  esos  bienes  udqiiiiiil»j.^  por  los  franciscnnos. 

.Se  siguió  un  juicio  (MI  Im  Alia  r.alifornia.  juicio  americano,  al  «nial 
México  (lié  absoliilaiiicnle  ajeno,  l-lslc  juicio,  relatado  en  la  p;iff,  HIH 
del  libro  rojo,  ternunó  en  Octubre  ib»  ISóí);  (M-a  iiíi  jnicií»  titulndo 
Nobile  rersns  Ttpfman.  í,co  solo  la  noticia  de  la  decisión  que  .se  en- 
cuentra á  la  cabeza  del  párrafo: 

«Las  níisiones  establecidas  en  la  (ialib»rnia  antes  de  su  adquisición 
«por  los  Estados  l'nidos,  eran  eslableciniientos  políticos,  y  no  teiií:tit 
«en  manera  alguna  relaciones  con  la  iglesia.  ICI  hecho  de  qu^  psIu 
«viesen  ni  frente  de  esas  instituciones  padres  ó  monjes,  uadu  prueba 
«en  favor  de  la  redamación  de  la  iglesia  con  respecto  á  su  propiedad 
«universal» 

Y  bien,  ¿qué  quiere  decir  esto?  Que  en  1856  los  Rstndos  rniditsde 
América,  representados  por  sus  instituciones  nacionales,  babían  jiiz 
gado  la  pretensión  de  la  iglesia  y  habían  dicho:  ¡Cómo!  ¿pretendéi>  | 
ser  los  sucesores  de  los  misioneros,  de  los  aplastóles,  de  aquello»  que 
eran  conquistadores?  Pero  no,  esto  es  un  error:  el  hecho  de  quee- 
tuviesen  al  frente  de  esas  instituciones  sacerdotes  ó  monjes,  nodaá 
esas  instituciones  la  naturaleza  de  propiedades  eclesiásticas,  como 
tampoco  cuando  Kichelieu  ó  Mazarino  estaban  á  la  cabeza  del  Go- 
bierno adquiría  lo  que  tocaban  el  valor  de  bienes  eclesiásticos:  eran 
agentes  del  rey,  agentes  del  Gobierno. 
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Ved,  Señores»  una  apreciación  formulada  por  instilaciones  ameri* 
canas  y  que  condenan  naturalmente  la  pretensión  de  los  actuales  de- 
mandantes; es  una  apreciación  de  los  tribunales. 

;Ah!  Sé  que  se  nos  dijo  en  la  audiencia  precedente,  que  los  Arzo- 
bispos y  Obispos  de  Cntífornia  habían  presentado  á  una  oficina  insti* 
ttit.ia  por  la  ley  americana,  la  indicación  de  las  propiedades  que  reí- 
viridii  ahan,  que  (consideraban  que  los  pertenecían  cnmo  sucesores  de 
íds  rnisiotioros  y  que  se  reeonoeieroii  sus  dereelios.  No  dejo  de  con- 
venir en  ello;  sin  rvnbarjro.  Señores,  si  doy  esta  indicación  de  do  i- 
sKJii,  es  porque  véis  (jue  mi  Ahk  rica,  es  donde  los  derechos  habían 
«itio,  i:  parece-.  sanci(Hi;nl« en  favor  di;  los  obi.-«p(js  americanos,  Iq 
qn»'        aipii  ha  sjiio  juzgaihj  por  lus  tribunales  americanos. 

Ksla  «•irciiiistuncia.  Señores,  cniuc»  otras  cpic  voy  á  indicaros  (lol)ía 
íiacer  que  se  desechase  la  prctcu-HMi  «if  los  ( )b¡spos  aineriCítiio->  si  se 
iii:i»if<e  presentado  ante  una  itirisihc'KHi  aiiicnraua  r/'nal  jnris<ii«'i«ín 
lunericiuia?  ( ireemos fpie  la  |iii-i-ihccion  coinpeloiitc  en  primer  termino 
para  juzgar  de  esta  cuestión  era  la  comisión  americana  á  «|ue  aludí 
hace  pocos  instantes.  Os  decía,  (pie  el  Tratado  de  (luudalu[>e  Hidalgo 
había  previsto  la  institución  de  una  coiniaión  americana,  encargada 
(le  juzgar  los  contlicítos  entre  ciudadanos  :imericanos  y  el  Kstado  me* 
xicano  y  encar^jado  rio  arreglarlos  meihante  una  suma  determinada. 
liOs  Kstados  ruidos  hubiesen  sido  entonces  los  demandados  ó  los  in- 
teresados en  este  dek>ate.  Los  Obispos  americanos  hubieron  debido 
decir:  Somos  los  sucesores  de  los  Obispos  Mexicanos,  éstos  tenían  un 
crédito  proTeniente  del  decreto  de  181'2  ó  del  de  1845  ó  aun  del  de 
1836;  nuestro  crédito  tuvo  su  origen  en  un  derecho  anterior  á  1848; 
éramos  acreedores  entonces  del  Estado  mexicano;  puesto  que  tú,  Esta- 
dos Unidos,  te  has  substituido  por  una  novación  á  las  obligaciones  del 
Estado  mexicano,  vas  á  arreiirlar  nuestro  crédito,  y  la  comisión  encar- 
giida  de  las  reclamaciones  es  la  que  va  á  ocuparse  de  esto.  No  lo  hicie- 
ron así. 

Pero  sabemos  qne  en  1859  el  honorable  Mr.  Doy  le,  que  era  el  pa* 
trono  de  los  Obispos  de  entonces,  presentó  al  Secretario  de  Estado  de 
los  Elst-idos  Unidos  la  reclamación  actual;  esta  reclama  nón  fué  pre- 
sentada por  Mr.  Doyie  en  escrito  He  fecha  20  de  Julio  de  1859,  el  pri- 
mero del  libro  rojo  í  [>ágs.  5  y  si<;uienles  ).  Kste  escrito  de  reclamación 
iha  acompañado  de  una  memoria  admirablemente  bien  concebida  por 
cierto,  en  la  cual  constaban  l;i  r»!claiuación  y  todos  los  element(js  que 
l)*KÍiaii  servirle  de  fumhimento.  Los  Estados  Unidos  eran  Jueces  en 
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esta  oeasiÓD,  ílian  á  ver  si  tenía  valor  la  pretensión  de  los  Obispos. 
Era  tiempo  de  redamar:  estamos  en  i  859,  el  tratado  es  de  1848,  ai  se 
presenta  una  reclamación  por  parte  de  ios  ciudadanos  convertidos  ea 
americanos,  por  parte  de  ona  ínstitnoión  ó  de  una  colectividad  de  ta 
Alta  Calírornia}  es  decir,  del  territorio  desprendido,  los  Estados  Uni- 
dos se  apresurarían  á  volverse  contra  México  f  á  decirle:  h<;mosce*  ^ 
lebrado  un  tratado  eii  1848,  nos  hemos  dado  una  exoneración  abso- 
luta«  pero  aún  hay  algo,  hay  una  obligación  que  no  puede  determinarse 
en  cifras  pero  que  va  á  ser  objeto  de  negociaciones;  tenemos  ea  la  , 
Nueva  Califoniia  la  carga  de  un  servicio  público  que  es  el  Presiipucs-  i 
to  de  Cultos;  aiiUiño  recibiste  fondos  que  nacionalizaste  y  cuyo  des-  | 
tino  anterior  era  precisamente  el  .sostenimiento  del  culto;  nos  debes  í 
una  parle.  • 
Demostraré  que  los  Kslados  Tnidos  como  gobici  no  hubieran  sido  ; 
los  únteos  que  tenían  persoiiulidail  para  reclamar,  liubieran  debuin 
tofnar  iiniiodialamenle  el  lugar  de  los  í  )l»]S[>osy  re^'K-unar  si  hiibie'^í'ii 
tenido  (it\-(!('lio  (ic  ha«*erlo  al  Gobierno  lucxic^mo.  l'ero.  Si-ñures.  cun 
el  silencio  es  con  lo  (juc  se  acoge  es  tu  reclamación, — se^ún  lo  que  sa- 
bemos.— [luesnonos  consta  (jue  se  baya  dado  curso  á  dicho  esertt') 'i^- 
20  dt!  Julio  de  18f»9;  y  á  juzgar  por  los  documentos  que  se  nos  li  in 
presentado,  el  (¡<d)ierno  de  los  distados  Unidos  no  contestó,  ó  no  dio 
curso  á  la  reclamación.  Kn  todo  caso  lo  que  hay  de  cierto,  es  que  el  j 
Gobierno  de  los  Estados  I  nidos  no  pensó  durante  más  de  diez  años 
en  reclamar  nada  al  testado  mexicano.  La  reclamación  hubiera  debí-  ' 
do  nacer  en  1848,  hubiera  debido  aparecer  al  menofen  1850,  en  1859  i 
era  quízi'i  demasiado  tarde;  poro  ¿cómo?  podía  uno  esperar  aún  ám 
años  antes  de  que  se  tiiciese  á  México  una  representación  diplomática 
cual(|uiera? 

Cl  30  de  Marzo  de  1870  es  cuando  vemos  que  por  nii  escrito  que  se 
encuentra  en  el  libro  rojo  en  la  pág.  8,  otro  abogado  de  los  Obispos, 
Mr.  Cnsserly,  dirige  al  Secretario  de  los  Estados  Unidos  Americanos^ 
al  honorable  Hamílton  Fish,  la  reclamación  que,  supongo  fué  despaés 
presentada  á  México  por  ifitermedio  de  la  Comisión  Mixta.  Digo  que 
lo  supimgo,  porque  no  he  encontrado  en  el  libro  la  nota  por  la  cual 
se  dirigiera  el  Gobierno  americano  al  Gobierno  mexicano. 

El  Sr.  Ehilío  Pardo  — No  la  hubo. 

El  Sr.  DiiLACRoix.-*Esto  explica  por  qué  no  la  encontré!.. 

En  este  escrito  de  30  de  Marzo  de  1870  la  reclamación  se  presen- 
taba en  la  forma  que  veréis:  Tenía  por  objeto  las  propiedades  del  Foa* 
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do  y  teaía  i)or  objeto  el  crédito  integro,  tan' o  el  capital  como  los  in- 

La  ! o<'!;iiiin<Mrin  así  pre.soiit:i<l-i.  «lehía  Iropc/zir  con  uuu  exf'cpeión 
<|p  iix  onipotoiM  (¡i  por  parte  do  la  Comisión  MiAta,  y  conun  no ká  lu- 
gar que  V(ty  á  iinlicar. 

Dijío.  COI)  una  exceprión  de  ¡ncotn(>eleiM!¡;t.  poniue  l.i  (Jioiiiisión  Mix- 
ta in.stiliiída  por  la  Convención  do  4  de  Julio  de  I8ü8,  no  podía  coiio- 
ror  sitio  de  las  re(Maina<'ionesquo  tenían  un  ori,:^!)  posterior  al  Tratado 
de  IbkS:  januis  hubiera  íí miado  México  una  Convención  que  hubiera 
[lennitido  discutir  una  preten^fión  ó  un  derecho  anterior  á  18i8;  hu> 
biera  dicho:  tenig^o  una  exoneración,  el  Tratado  >le  18  i8  me  permite  no 
escuchar  reclamación  que  provenga  del  otro  lado  de  la  Frontera  y  que 
tenga  m  origen  en  un  hecho  anterior  á  1848. 

Pero  había  reclamación eít  de  origen  posterior  á  1848. — Había  un 
enredo  en  las  relaciones  entre  los  ciudadanos  de  ambos  Estados,  ciu- 
dadanos anierícanoH  pretendían  c<mHtnnteincnte  tener  reclamaciones 
que  formular  contra  el  Kstado  mexicano;  ex  necesario  decir  que  la  se- 
paración entre  ambos  países,  la  separación  de  los  dos  territorios  no 
había  puesto  fin  á  esas  dificultades. 

Hay.  j)ues.  hechos  posterioren  á  18^8  que  se  pretende  van  á  dar  de- 
rechos á  ciudadanos  americanos  <tonlra  México.  Entonces  se  celebra 
una  Convención  por  la  cual  se  encarga  á  una  Comisión  Mixta  com- 
puesta de  representantes  ó  delegados  de  ambos  Estados  que  juzgue 
lasdiforenciají  de  ciudadanos  de  im  Kntado  contra  el  (  iobierno  del  otro, 
y  recípro.íaiiienlo:  poro  cími  la  con<lición  do  qiio  las  rcclauiaciones 
tt';ig;ui  .siciujJi'c  uii  ui  igen  posterior  al  2  do  Fohrero  de  1848. 

l*or  tanto,  Sofioi  es.  si  se  hubiese  luaiiliMiido  la  reclamarliMi  tal  cual 
fué  prp^ontnda  oii  ol  escrito  ilc  .'50  de  Mar/o  do  1870  p(u-  Mr  C.Mssor- 
ly.  abu;íaiii»  de  lo-  ( »lii>|.i>-,  c-Lt  icclunia('i<>n  liuiíiera  tropezado  con  la 
fX<^ep('i<')n  de  incompt'N'iii  i:i  ¡Mtr  ipn-  !a  f!ouiisi<)u  Mixta  hubiera  debi- 
tlo  decir:  Deuiaiuiáis  el  capital.  dtMnaini.ii-^  las  propiedades  (iel  Komlo. 
ü>  íuinlúis  en  decretoij  anteriores  á  li>i8,  es  imposible;  no  soy  coni- 
^>etenle. 

Hubiera  agregatlo:  Pero  vuestra  reclainncjíui  os  inadmisible,  ponpie, 
lonioiido  una  Ikisc  anterior  al  Tratado  do  Ouoiclnro  y  habiendo  los  lis- 
iados Tiiidos  exonerado  sí  .México  do  lt»das  las  ro<  l  imnciones  anlerio- 
ros  á  I8i8,  tanto  porparte  del  Cobiorno  <le  los  Kstados  Unidos  cuanto 
fie  ciudadanos  americanos,  no  há  lu;íar  á  vuoslra  reclamación. 

Esto  eM  lo  que  hubiera  dicho  la  Comisión  Mixta: 
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Así  pues,  lü  reclamariói)  no  so  présenlo  defiintivamente  en  estos 
términos  y  los  dematidnikles  do  entonce*  se  limitaron  á  exígii*  los  iti- 
terosüs  anuales;  era.  pptis^ban, — creo  que  so  oquivooaban, — el  medio 
de  eludir  la  excepción  de  inoontpetencia  y  el  no  lid  lugar,  \nieAo(\w 
decían:  Demandamos  h^tñ  interesen  vencidos  cada  año,  el  derecho  oa- 
C6  oada  año,  en  1848  no  éramos  acreedore.s  y  no  hemos  podido  dar 
finiquito  de  un  crédito  que  no  existía;  \yero  demandamos  los  intere- 
ses. Y  como  babia  en  1870  veintiún  año»  de  inlerenes  vencidos  no  «e 
pedían  más  qae  2t  añas' de  intereses.  Conforme  á  esta  tesis  es  como 
hoy  se  piden  treinta  y  treís  años  de  intereses,  pero  no  se  pide  el  capital. 

Así  es,  Señores,  como  se  presentó  la  reclamación  en  1 870  á  la  Co- 
misión Mixta:  demanda  de  21  años  de  réditos. 

Entonces  resuelve  la  Comisión  Mixta.  Ya  lo  sabéis,  cada  uno  de  los 
delegados  de  los  Kstados  emite  una  opinión  contradictoria.  Se  nece- 
sitaba recurrir  á  .un  tercer  árbitro:  á  Sir  £dward  Thornton,  Ministro 
Plenipotenciario  de  Inglaterra  en  Washington,  es  á  quien  seencargrt 
de  resolver  la  diferenciti  ;  relativamente  á  esos  21  años  de  réditos, re- 
suelve en  favor  de  los  demandantes. 

Voy  á  leer  inmcdialameiite,  para  no  v(>lver  á  ocuparme  yadoeÜa 
esta  sentencia  que  creemos  no  <lebe  diseulirse  aquí,  pues  pensamos 
que  la  Corlo  de  Arbitraje  actual  -/o/a  de  la  laá.-  absoluta  indopoinloii- 
cía  y  que  .ju/*:a  de  una  oue^tiíHi  nuova  y  ticno  oloniciiíds  uuovos:  i^er.» 
SeiHHes.  itnposible  me  os  al  pasar  no  hacoros  lu-íar  que  el  bonoralat 
arbitro  de  IH75  comenzaba  su  sontoíH'iti.  (lii  icuilí) : 

<FJ  árbitio  se  encuentra  en  la  iin]>ii-ili¡li<iai.l  do  discutir  ios  varifi> 
ar^iuuH  iilos  (pío  s"  han  formulado  por  una  y  (►tra  (lo  las  partos  soljr»^ 
la  reclamación  do  Amat.  Ub¡s|)o  de  Monterrey  y  Alcmany,  Arzobisjx»,' 

Este  honorable  tercero  dice  al  cíMiienzar:  ;no  puedo  examinar  tinl  ^ 
esos  argumentos!  Quizá  no  era  jurisconsulto:  lo  ignoro,  j^roen  t(nlíi 
caso  si  no  ha  examinado  los  argumentos  va  á  decirnos  en  qué  fundó 
su  convicción. 

Dice:  el  único  punto  que  debo  examinar  es  ésto:  ¿los  donan  tos  pri- 
mitivos que  constituyeron  el  Fondo,  que  dieron  bienes  en  mira  de  un 
fin  determinado  para  una  conquista  espiritual  v  temporal,  para  uii:i 
obra  piadosa  y  nacional,  han  tenido  más  bien  un  pensamiento  piadoso 
que  un  sentimiento  político?  El  honorable  tercero  ha  querido  pesar  lo? 
móviles  que  habían  determinado  á  los  donantes  primitivos,  ha  querido 
precisar  estos  móviles  y  se  ha  dicho:  ¿Eran  cristianos  an^tes  que  patrio- 
tas, ó  eran  patriotas  antes  que  cristianos? 
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Y  bien,  Señores,  creo  qae  eraa  tan  patriotas  como  cristianos  y  que 
el  fin  que  perseguían  era  una  couquiüti  espiritual  j  temporal,  que.  por 
consii^uiente,  no  se  podían  separar  de  esos  mtWiles,  y  que  en  todo  caso 
era  difícil  adivinarlos  y  saber  caál  era  la  preponderancia  que  tenian 
unes  sobre  otros. 

Creemos  que  había  otros  elementos  que  debían  tomarse  en  const- 
deríición,  tanto  por  el  Tribunal  de  entonces  como  por  el  Tribunal  de 
hoy  para  detormiiiar  su  convicción:  estos  elementos  son  los  que  ten- 
dré el  honor  do  someter  á  vuestra  consideración. 

A<1  pues,  los  demandan  les  triunfaron,  obtuvieron  satisfacción;  una 
coiuif'iiación  do  S'JOV. •>()(). 

Oiiodi)  lijado  el  monlt)  de  la  coiideiiafi(')i).  y  esto  me  permite,  por 
•oiisi;;  iiente,  hacer  una  recfiíi«^ari(')ti  de  pa.si>.  Uno  de  ñus  Jionqrables 
contradictores  decía  en  la  audiencia  precedente,  que  México  aceptaba 
un  arbitraje  <'oii  la  intención  de  someterse  á  él  si  le  era  favorable,  y 
de  sustraerse  si  le  era  adverso.  No;  había  un  juicio  relativo  á  una  su- 
ma de  SUOi.CKK),  se  nos  condenó,  pagamos;  pero  decimos  que  es  to- 
do lo  que  .se  ha  juzgado. 

Señores,  pido  excusa<  por  haber  entrado  ai  dominio  de  lacosajuz* 
^ada,  no  os  hablaré  más  de  ello,  porque  esta  parte  de  la  discusión  se- 
rá tratada  exclusivan)ente  por  mi  eminente  compañero  el  Sr.  Beer- 
naert. 

Cuando  se  pagó  la  suma  fué  necesario  dirídirla:  ¿cómo  se  dividió? 
Lo  sabemos  hoy  porque  han  tenido  á  bien  comunicárnoslo  nuestros 
honorables  contradictores.  Kii  un  pequeño  folleto  que  se  os  ha  dis- 
tribuido, veréis  en  la  pág.  5,  indi<;ada  la  división  que  se  hizo  con  in- 
tervención de  Su  Santidad,  el  4  de  Marzo  de  1877.  Se  recurrió  á  esta 
atla  autoridad  pontiGcia  para  hacer  la  división  de  la  suma  objeto  de 
la  condena.  Vemos  entonce<i,  qne  la  congregación  sobre  la  que  des- 
cargó el  Papa  el  estudio  de  este  asunto  y  la  indicación  del  reparto, 
efectuó  éste  de  la  manera  signíente: 

Después  de  deducir  los  gastos,  lo  primero  que  figura  en  él  es  una 
suma  de  826,000  qiie  .se  pa'.n')  á  la  familia  Aguirre— no  sé  por  qué — 

Se  destinan  $24,0(K)  para  las  misiones  del  Üregon  ¿por  qué  del 

OregonV  -  La  cantidad  de  8  t^  '^Oí)  se  deslina  á  los  padres  francisca- 

ríos  y  á  los  padres  de  la  Sociedad  de  .le-a'is  Antaño  lo  tenían  todo; 

hogaño  so  les  ilan  s<»Ií)  S'»<^.000.  K1  resto  se  divide  en  siete  partes,  de 
las  cuales  se  aplican  -eis  á  los  Obispados  de  la  Alta  California,  y  una 
séptima  parle  ú  las  misiones  del  territorio  de  ülah. 
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Flste  reparto,  Scífiores,  h:i  provociulo  sin  duda  cu  vosotm-  un  sjgtio 
do  inlorri>«r:HM<>ii:  ;|u)i-  (|iié  s»*  raparlo  el  Fondo  IMíuIoho  de  ( iaiiforuiu 
entre  inisium  s  t\o  nlros  territorios? 

Así  pues.  ""«'('llores.  t;n  1877  se  efe'-luí*  rr|)arto. 

Per(>  oiiaiiil(»  sr  hizo  el  paj;  ),  ¿aciiso  se;  di(«>:  ;Ali!  pero  los  21  afios 
expiraron  desde  1S70.  y  lian  iraiis<'nrrido  oíros  seis  anos,  es  necesa- 
rio pn'^'arlos  también?  No,  y  se  os  dirá.  Señores,  cuál  fué  la  única  pa- 
labra proininei;ida  en  esto  asniito.  fné  la  aíírni:iei<>n  por  el  abogado  do 
México  de  que  medíanle  el  arreglo  de  \o<  Sí'MH.OOD  había  terminado 
in  tolOy  que  ora  nn  arre;íio  lin.il,  qno  ya  no  había  reclamación  que  lor- 
mulareti  el  n<:unto  del  Finido  f'iiidoso.  Kespomlieron  los  Kstados  Uni- 
dos: ¿Xo  nos  debéis  los  cinco  años  Ir.inscnrridos,  más  nn  interés  per- 
petuo'-' No.  Kl  ríobierno  americano  dijo:  Xo  quiero  discutir  el  alcaiDr 
del  fallo  de  la  Comisión  Mixta:  y  el  Gobierno  luexií^nfi  respondió:  Nu 
queremos  discutir  el  alcance  de  la  decisión  de  la  Comisión  Mixta. 

Señores:  después  de  este  cambio  de  miras,  hasta  el  17  de  Agosto 
1891  no  se  formuló  reclamación;  el  Otibieriio  de  los  Estados  Unidiis 
lio  redamó,  ni  dijo  nte  debéis  anualmente  $-(3,000.  Ya  en  1877.  cuan- 
do recibió  la  suma  de  $90f,000  p(»r  21  años,  de  tos  cuales  el  último 
venció  eu  1870:  Faltan  aun  7  anos,  que  f(»rman  7  veces  cuarenta  y  tres 
mil  pesos.  No  lo  dijo;  y  no  sólo  no  lu  dijo,  sino  que  no  reclamó  hasta 
el  17  de  Agosto  de  1891.  Hasta  e-tta  época  es  cuando  va  á  a|iarecer 
la  reclamación;  mientras  que  hoy  se  pretende  que  se  debía  una  smiia 
anual  cu  virtud  de  un  juicio  defíníttvo  y  del  cual  ya  no  debia  volrer* 
se  á  tratar. 

Lle<ro  así.  Señores,  al  fin  de  esta  exposiciiíu. 

111  22  de  Mayo  de  10O2  se  (*onstiliiy<)  nn  Tnliiui.il  Arbiiral  para  ¡iiz- 
srar  y  ¡I*  *  idir  las  diferenc  ias  »'.\islrnles  entre  nm[/os  países,  y  juzgar 
lio-  i'uestiimes:  «mi  primer  Inorar,  si  había  res  jifliraia  en  cnanfo  á  l;i 
sentencia  arbitral,  en  cnanto  al  derecho  perpetuo;  y  en  segundo  lugar 
si  era  fundada  l  i  i  c  •l.-unación. 

Voy  ú  ser  lH)y  nuicíio  más  breve,  pues  (pn/á  me  lie  extendido  tieiii:i- 
siado  en  el  examen  de  los  diíerenles  hechos  cuya  sucesión  debeotMi- 
par  vuc  '  a  itenciém.  - Kxaininaré  en  seguida  los  i'unUamenlo^  de  la 
demanda,  el  título,  la  pretensión. 

La  cuestión  qued<d)'  ¡s  resolver,  os  lo  Ik?  dicho  ya,  es  ialeresanto  por 
ser  la  misma  que  puede  apíirecer  en  lodos  los  Kstadas  y  especialmen- 
te en  los  listados  c  ir  »peo«;.  No  hay  estadí)  alu^mm,  ni  en  Ingratern, 
ni  en  Alemania,  ni  eu  l¿spaña  ó  Francia,  en  donde,  en  un  momento  da- 
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do,  no  se  hayan  apropiado  bienos  de  pornoiins  civiles;  de  comunidades 
relijíiosas.  militares  ú  otras  cuííl*'S(]iiir»r;>.  Ksto  casi  se  ha  hf'hi»  oii  los 
mismos  Icrniiiios.  La  ciiesti(Mi  ijiio  ln-v  >c  imftiine  es  la  de  s;il»pr  si 
[Hieden  ponerse  á  disriisii'ui  los  :ictii->  ;i<í  ciitiiplidos  jior  los  (iohiprnos, 
si  í'orrespi (iitlet-.i  ;i  iiii  Tt  iliiiii:il  dr  A rluhMpi  revisar  esos  actos  del  po- 
der soberano,  y  por  t'sU*  iiiisiiio  íi.'  -!i.(  r''vi-ar  h  historia. 

La  ciiesli"'»!!  es  muy  grave  t>ii  otrci  '-cnf  idn.  porípif.  Señorea,  tal  ctial 
se  ha  prc<ci)t;i(|u.  rh"'CA^-,-\rio  es  dr'firlu.  drltc  croar  <'(intrn  Mr-xico  inm 
'•arga  moral  rnás  bien  que  pcíMiniaria  que  será  sie  uprc  muy  penosa. 
Méxicn  n<>  tiene  i)resupuesto  de  cultos,  cree  <pie  los  tieles  de  la  reli- 
'ji'i'm  católica  son  suficien  temen  te  generos4»s  jiara  tnantener  su  culto, 
^.y  México  que  para  sí  mismo  no  tiene  presupuesto  de  cultos^  debería 
mantener  perpetuamente  un  presupuesto  de  ouUo.s  para  el  extmn- 
jeroV  Ksla  será  sienipre  una  carga  moral  que  se  soportará  muy  dolo- 
rosamente,  sobre  todo  cuando  se  considere  que  esto  presupuesto  ex« 
tranjero  que  debe  sostener  es  el  de  un  país  conquisladu! 

Ln  reclamación,  ¿cuál  es  ella?  Antes  de  emplear  el  término  jurídi- 
co veré  lo  que  es.  Los  dmimudantes  nos  dicen:  Tenemos  un  derecho, 
derecho  perpetro,  absoluto  é  irrevocable  al  Fondo  Piadoso. 

Derecho  perpetuo:  ésta  es  pretensí<m;  es  nei'esario  que  se  pagué 
aimal  é  índenn  idamente  la  smna  de  pesos.  Derecho  absoluto: 
nad-i  de  vigilancia  por  parte  de  México;  ya  no  ha  de  intervenir  para 
nada  I.i  voluntad  mexicana  en  la  disposición  de  sus  fondos;  nada  dé 
administración  por  parle  de  Méxícci;  derecho  absoluto,  sin  condiciones 
y  lo  que  es  aún  más,  irrevocable,  puesto  que,  la  obligación  debe  sub- 
sistir indefínidametite,  sou'ún  los  demandantes,  cualesquiera  que  sean 
las  legislaciones  mexicanas  posteriores. 

¿Oué  cosa  son.  Señares,  estos  tres  atributos  que  acabo  de  indicaros? 
«íon  los  atritiutos  (le  la  propiedad;  s(tn  los  atributos  de  los  derechos  ci- 
viles, del  crédití»  civil,  y  puedo  ínedir  cuál  es  su  consecuencia.  Así  es 
pie.  los  demantlantcs  no  .st'»lo  pretenden  para  sí  lodos  los  derechos  so- 
l>re  los  productos  del  Fondo  IMndo-i».  sino  que  no  conceden  á  México 
<^l  más  tiiítiiiiio  «Icreclio.  \ada  de  derecho  de  vigilancia:  nada  de  de- 
recho de  admitiistración;  ningún  derecho,  en  Un.  Luego  es  la  propie- 
á:\<\  en  su  nombre. 

Se  nos  dice:  No  no  es  mi  derecho  de  propiedad,  es  im  derecdio  de 
fntsf,  los  jesuítas  eran  frmtces;  el  gobierno  era  trust,  y  también  nos- 
otros somos  trusteef! 

¡señores,  es  una  palabra  de  que  .se  usa  y  aun  se  abusa.  Sin  duda,  los 
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Obispos  son  los  truaiees  de  sus  diócesis;  los  gobiernos  son  los  irusfen 
del  Estado;  el  General  ó  el  provincial  de  los  Jesuítas  era  el  ¿malee  de 
Su  comunidad.  Pero  sí  dejamos  á  un  lado  las  palabras  y  recunrimos  á 
las  nociones  jurídicas  del  derecho  que  se  invoca,  Temos  que  el  truts 
no  es  el  contrato  de  que  se  habla. 

r  ¿Qué  cosa  es  el  truH?  un  mandato  mezclado  con  depósito.  El 
truaí  supone,  según  la  expresión  antigua,  un  ser  que  debe  poseer  la 
integridad  del  derecho  en  provecho  de  quien  existe  el  trusi;  en  una 
palabra,  se  necesita  un  propietario,  un  ser  sujeto  del  derecho  y  otro 

que  administrn,  que  tiene  el  mandato,  que  tiene  el  depósito,  cuyosde* 
rechüs  deben  ser  respetados  aún  por  el  mismo  propietario. 

Otro  elemento  del  Iruaí  os  "que  el  trusfee  debe  dar  cuentas.  Por 
coiibigüiente,  no  basta  decir:  di  l»e  dar  cuentas  á  Dios;  cuando  deeinioí 
"debe  rendir  cuentas."  esto  (juieie  de(!ir  que  tiene  ob!¡j?ación  civil (k 
hacerlo,  obligación  que  i>uede  llevarU»  ante  los  tribunales. 

Y  bien,  e'-o  no  existe  en  la  pretensión  de  los  demandantes.  Uslo; 
dicen:  no  tenemos  (jue  dar  cuentas.  No  indican  cuál  sería  f*!  [>ropi>t;í' 

rio,  cuál  sería  el  hujeh)  del  derecho  Hxaminarenn)s  al  in^l;i(!te 

quién  podríu  ser:  ¿lo  es  la  colectividad  de  los  ludios?  ¿lo  !a  ígiesii 
católica?  pero  si  lo  es  la  Iglesia  católica,  entonces  no  es  uu /rn»/;  elb 
es  la  propietaria,  ella  es  quien  demanda. 

No  confundamos  á  los  Obispos  con  los  obispados.  Quienes  demnii- 
dan  son  los  obispados,  es  decir,  la  Iglesia  católica  constituida  en  obiv 
pados,  esta  persona  moral  es  la  que  demanda  para  ella  la  propiedad, 
no  demanda  un  truts,  demanda  un  derecho  absoluto!  De  su  p  irio  lo- 
dos los  derechos,  de  nuestra  parte  ninguno!  Esta  es  la  pretensión. 

Entonces  decfaraos  á  los  demandantes  lo  que  ya  indiqué  en  ia  aa- 
diencia  precedente:  Invocáis  un  derecho  de  propiedad  ó  de  créditr)  ci* 
vil,  un  derecho  absoluto  en  contra  nuestra^  ¿cuál  es  vuestro  título? 
Justificad  vuestra  demanda. 

Es  necesario  presentar  este  titulo.  Estamos  en  materia  civil,  en  ma- 
teria jurídica;  debéis  presentar  vuestro  título.  No  se  permite  decir:  No 
presento  título  porque  me  fundo  en  la  equidad.  No«  nada  de  arbitra- 
riedades, nada  de  fantasías;  mostrad  el  título!  Nos  lleváis  ante  uo  Tri- 
bunal, y  no  basta  decir  voy  á  adivinar  la  intención  de  los  dooaotes. 

Y  bien,  Señores:  este  título  no  puede  encontrarse  sino  en  las  escri- 
turas primitivas  de  donación,  ó  en  los  decretos  mexicanos  de  lSB6á 
1848.  Examinarenn)s  sucesivamente  estos  dos  puntos,  y  veremos,  en 
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primer  lugar,  si  los  demandantes  pueden  sacar  un  título,  un  derecho 
de  las  escrituras  primitivas  de  donación. 

Y  puesto  que  hablamos  de  las  escrituras  primitivas  de  donación,  e) 
Tribunal  habrá  hecho  inmediatamente  esta  reflexión:  ¿Cuáles  son? 
¿Se  poseen  las  escrituras  primitivas  de  donación?  Véis  inmediatamente 
el  vacío:  no  se  ha  podido  presentar  más  que  la  escritura  del  marqaés 
de  Víllapuente.  Se  dice  entonces:  ta  consideramos  como  la  escritura 
tipo.  Lo  decií(,  pero  puesto  que  váis  á  derivar  un  derecho;  váis  á  mes- 
trar  la  existencia  de  una  intención  en  el  donante,  intención  que  va  á 
ser  difícil  discernir  Deberán  pensarse  los  móviles;  deberá  verse  sí  ha 
habido  una  intención  pisidosa  que  se  hafa  sobrepuesto  á  sus  preocu- 
|)aciones  políticas  ó  patrióticas.  Y  bien;  entonces  se  necesitará  el  tí- 
tulo j  ara  que  podamos  pesar,  y  no  tenemoíi  más  que  el  testamento  del 
niarqiu's  de  Villapuente. 

Señores:  estando  coiiiiirulKnla  la  ausencia  de  lílulo  para  la  mayor 
(Kirie  de  la  pretensión,  vamos  á  ver  (|uó  es  lo  hay  en  la  osí^ritiira 
riiisiiia  del  marqués  de  Viilapuenle  que  ios  demandantes  consideran 
"■uiiiu  la  «sen tura  tipo. 

Vonins.  Sr-norc^.  tpio  el  donante  desea  dar  todos  sus  Ijifucs  á  los 
•''-militas.  Ya  no  IfMi^io  rfppür  lo  que  ho  dicho  á  osle  rospecto:  os 
i\e  mostrado  que  lo  que  el  donante  |>rimitivo  quería,  era  el  abandono 
;'tjsoliitn  de  todo  su  dominio  á  los  josuíta>^.  y  á  és-tns-  exf^lusivamoiite, 
puesto  que  proliitie  intervenir  al  poder  seglar  y  al  poder  regular.  Va 
más  allá  de  sii  derecho,  y  marca  también  que  su  voluntad  es  la  de  fa- 
vorecer á  ios  jesuítas  exclusivamente-—  la  misión  de  los  jesuítas — que 
añade  queriendo  mostrar  su  pensamiento  fíual:  Sólo  á  Dios  tendrán 
que  dar  cuenta.  Nadie  piwáe,  por  tanto,  venir  á  pretender,  según  la 
escrilura  primitiva  de  donación,  un  derecho  mancomunado  con  el  de 

jesuítas  sobre  sus  bienes,  puerto  que  el  donante  desea  darlos  todos 
á  los  jesuflas;  no  reserva  nada  |)ara  nadie  en  mancomunidad  con  ellos. 

;  Alt !  Sin  duda  alguna,  Señores,  los  donantes  tenían  un  objeto;  una 
preocupación  al  darles  á  los  je^uílns;  sabían  bien  quiénes  eran  los  je- 
¡•uílss:  sabían  que  éstos  tenían  una  organización  en  California*  orga- 
tiiznción  que  he  caracterizado  cnnndo  hablé  de  sus  misiones;  sabínn 
(|ue  los  jesuítas  habían  ido  á  California  como  delej^ndos  y  mandatario» 
del  rey:  que  eran  allí  los  agentes  del  rey;  que  estaban  encarg  ido  de 
iidmínistrar  justicia;  que  estaban  encargados  de  la  dirección  militar^ 
que  estaban  encargados  de  la  conquista,  de  la  reducción  de  aquel 
pafs,  que  vananlente  basta  entonces  se  había  intentado  reducir.  Todo 
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rsto  lo  sabíiin;  .sabían  también  qtie  la  buudera  que  los  je.sniUi.s  iban  á 
plantar  cu  i'aliforiiia,  ora  la  hainlera  del  rey  de  R«?paña,  y  á  los  jesuí- 
ta^ es  á  quienes  han  (nn  ridii  (iunar! 

Se  nos  (iifo  h(!v:  os  á  la  Iglesin.  No;  nu  es  á  la  iiílosia.  o-s  á  los  ií*- 
Hdilas.  lo  han  prooisaiio;  á  ellos  .soioü  es  ú  quienes  han  queridu  donar, 
y  á  (inienes  han  donado. 

Pero,  se  agrega:  los  jesuítas  eran  inan*iatarjos  do  la  ijílesia.  No:  .-^i 
eran  manda  tai  ios,  lo  eran  del  rey ;  la  iglesia,  si  htibierasido  maiidnitle, 
hubiera  de.bido  iiilerveiiir  cuando  reunieron  fundos,  y  cuando  marcha- 
ron á  su  conquista;  nosotros  no  I<is  vemos  obrar  sino  como  manda- 
tarios del  rey. 

Pero  en  todo  caso,  Scúores,  en  la  escrilurano  vemos  siooá  los  je- 
suíta?, y  á  nadie  más. 

En  esos  títulos  loa  donantes  han  deseado  crear  una  obra  de  larg<i 
duración;  una  obra  que  han  creído  de  periodo  indefinido.  Por  coosi* 
guíenle,  han  previsto  eventualidades  numerosas:  previeron,  sej^unlM 
^íje  en  una  audiencia  precedente,  la  eventualidad  de  la  expulsión  de 
los  jesuítas  del  territorio  califórnico;  la  eventualidad  de  la  insurrec- 
ción de  los  indígenas:  pero  hay  una  cosa  que  no  previeron,  la  supre- 
sión de  la  orden  de  los  jesuítns.  Por  consiguiente,  cuando  queréis  en- 
contrar un  titulo  en  las  escrituras  de  donación,  debéis  adivinar,  debéU 
hacer  una  suposición  gratuít  i,  porque  la  eventualidad  realizada  no 
fné  previ.«ln  por  los  donantes,  pues  si  la  hubiesen  previsto,  la  habrían 
indicado  en  la  escritura. 

Necesario  es,  pnes,  adivinar  cuál  había  sido  la  voluntad  de  los  do- 
nantes para  el  caso  en  qne  se  hnbieran  suprimido  los. jesnítas.  ¿Que- 
réis adivinar?  Yo  sí  lo  (piiero,  aini  en  este  terreno  (piiero  seguiros. 

Supongo  ípie  bayan  tenido  rste  pensamienlo;  AI<riHi  día  .se  supri- 
mirá^ á  los  itsuítas.  ¿-pié  pasará  con  los  bienes?  Dol)íaii  conocerla 
bistoria  tradicional,  y  por  c iiisigiiicnte  la  legislación  Iradieiojjal; 
bian  pensar  (pio.  piio-to  tpio  los  jesuítas  habían  ido  á  iii-talar  allí  una 
obra  nacn)iial  en  nomlire  del  rey.  si  los  jesuítas  quedaban  suprimi- 
dos, el  rey  era  quien  recobraba  la  propiedad. 

Creo,  Señores,  qne  no  pensaron  en  ello;  pera  si  lo  hubiesen  peasi- 
do,  hubieran  debido  Hojear  á  esta  conclnsi,')n: 

Nos  dicen:  eran  bienes  eolesiáslifo^.  ;  Ali !  .N  .'  ¿Bienes  eelesiá.>:li- 
cos?  ¿Harían  mis  honorables  con U  adt<^Lo^c^  la  confusión  de  creer  que 
se  deben  considerar  como  bienes  de  la  iglesia,  los  bienes  que  pertc- 
^peoen  4  todas  la-s  comunidades  religiosas»  militares  y  otras,  desde  el 
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momento  que  ha  habido  algúa  pensamiento  piadoso  que  las  dirija? 
Es  imposible,  y  os  opongo,  aun  en  ostu  vez,  el  juicio  de  la  h-storia. 
¿Ha  reivindicado  alguna  vez  la  inrle.sia  los  bienes  de  cotniinidades  re- 
ligiosas? ¿No  hoinos  visto  en  toflo^-  los  países,  de?de  Felipe  el  "Her- 
moso" que  sui>riniió  á  los  Templarios,  á  niuehos  otros  soberanos  que 
han  suprimido  la  Orden  Teutónica,  la  Orden  de  los  Cíiballeros  de  Mal- 
ta, y  la  de  Nuestra  Señora  del  Monte  Carmelo?  ¿Ha  dicho  alguna  vez 
la  iglesia:  sus  bienes  son  míos?  • 

Por  lo  demás,  Señores,  en  los  documentos  mismos  del  juicio  en- 
cuentro la  prueba  de  que  no  es  así.  En  la  pñg.  18t  del  libro  rojo  en- 
contraréis un  documento  importante,  es  la  declaración  del  Ilustrísi- 
mo  Monseñor  Alemany,  Obispo  de  San  Francisco;  y  en  la  pág«  183, 
b^o  el  núm.  7,  veréis  esto:  que,  "en  virtud  del  decreto  del  Sínodo  de 
Bftltimore."  (Hay  que  saber  que  la  Iglesia  americana  se  halla  bajo  la 
tutela  inmediata  de  nn  Sínodo  formado  por  todos  los  Arzobispos  y 
Obispos  de  los  Estados  Unidos,  y  que  constituye  el  Sínodo  dé  Balti- 
more,  intermediario  entre  el  Papa  y  los  Obispos  individualmente.....) 

«En  virtud  del  decreto  del  Sínodo  de  Baltimore,  que  está  en  vigor 
«en  todos  los  Estados  Unidos,  las  propiedade.")  eclesiásticas  de  las  dió* 
«cesis  de  los  Estados  Unidos  pertenecen,  etc. . . .  excepto  los  que  puo* 
«dan  pertenecer  á  las  órdenes,  á  los  monasterios  y  á  las  congregacio* 
«nes  religiosas.* 

Se  re  que  cuando  la  iglesia  va  á  instituir  al  Obispo  de  San  Fran- 
cisco, cuando  va  á  conferirle  poderes,  y  cuando  el  Sínodo  de  llalti- 
inore,  autoridad  rolijriosa,  va  á  deter-mnar  las  facultades  del  Obispo, 
va  á  conferirle  el  derecho  de  reivindicar  todos  los  bienes  de  la  iglesia; 
pero  exceptúa  de  ellos,  entre  paréntesis,  como  una  co-^a  que  casi  no 
es  necesario  decir,  los  bienes  de  las  comunidarlns  reli^fiosas  y  de  las 
congregaciones.  Lo  niip  {¡rueba,  Señores,  ([iie  hoy  como  sienipre,  la 
i'ílesia  lio  ba  pretendido  la  propiedad  do  los  bienes  de  comunidades 
religiosa 

Ten»,  Sotiores.  no  tení¡:o  necesidad  de  decíroslo:  en  la  audiencia 
precedente  os  hice  ver  cuál  era  la  indicación  dada  por  el  consejo  del 
Obispo,  quien  decía:  '*No  pretendía  yo  la  propiedad  d«l  Fondo. " 

¿Puede  concebirse  que  si  una  persona  civil,  obrado  la  ley,  entidad 
jurídica  que  representa  á  una  colectividad,  á  una  parte  de  la  nación, 
desaparece,  puedan  pertenecer  sus  bienes  á  otro  qua  aquel  que  repre* 
senta  á  la  nación  entera?  ¿No  es  un  principio  de  derecho  común  ge- 
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neral,  que  los  bienes  que  quedan  siu  duefio  entran  al  dominio  de  la 
Nación,  al  de  su  rcpresenUnte,  es  decir,  al  rey  ó  al  Gobierno? 

Así  pues,  Señorea,  lo  que  se  encuentra  ei)ii(iraiido  ea  l:i  declara- 
ción del  h  DHorable  Monseñor  Aleinany,  es  una  verdad  de  derecho  co- 
nu'iu  y  de  principio  general.  Los  bienes  de  los  jesuítas  no  son  bienes 
eclesiásticos,  porque,  cuando  se  trata  de  un  bien  de  la  iglesia,  éslal*^ 
iniprime  su  sello.  Su  sello  es  su  intervención  en  la  constihu^ión  dci 
bien,  en  la  constitución  del  dereclio.  Cuando  so  trata  do  un  bien  de 
la  iglesia,  la  autoridad  interviene  siem])re  en  su  adquisición,  así  como 
en  su  supresión  ó  enajenación.  ¿Tendré  necesidad  de  haceros  noüir 
que  aquí  jamás  intervino,  confirinando  por  consiguiente  el  texto  de 
las  escrituras,  las  cuales  dicen:  "Los  jesuítas"  y  no  "la  iglesia/  j 
por  lo  taaio  la  excluyen  expresamente? 

Señores :  cuando  se  creó  esta  donación,  los  jesuítas  intervinieron 
por  medio  de  un  procarador,  un  mandatario;  al  Ünal  de  este  doca- 
mentó  interesante,  se  aceptan  los  bienes  por  los  donatarios. 

Se  Te,  pues,  que  los  donantes  desean  disponer  en  provecho  exclusivo 
de  los  jesuítas;  son  los  mandatarios  del  rey  en  todo  caso;  no  es  la 
iglesia. 

Se  dice  que  la  donación  se  hizo  en  provecho  de  las  misiones  de  los 
jesuítas.  En  una  audiencia  precedente,  se  os  decía:  Es  para  las  misio- 
nes: luego  es  para  una  obra  piadosa,  luego  es  para  la  iglesia.  Seño- 
res: las  misiones  eran  obras  nacionales,  políticas,  de  reducción  polí- 
tica y  religiosa,  donantes,  supieron  lo  que  hacían:  quisieron  dar 
para  una  obra  determinada,  una  obra  de  conquista,  á  la  vez  religiosa 
y  temporal.  Pero  esta  obra  no  existe  ni  puede  existir;  ¿sería  posible 
concebir  aún  misiones,  tales  cuales  las  concebian  los  donantes,  en  un 
pnís  en  donde  se  proclama  ia  iiberiad  de  conciencia  como  base  de  la 
Constitución? 

Veamos,  pues,  cuál  hubiera  sido  la  situaciiMi  de  lasjKirles,  porejem- 
pío  en  1818;  eKiubierno  mexicano  habría  dicho:  Tengo  londos'que.^e 
me  han  entregado  para  las  misiones  d*'  California;  os  apropiáis  l:i  <''í- 
lifornia;  yo  conservo  los  fondos,  pero  voy  á  continuar  las  misiaueí. 
El  (íobioi  no  de  los  listados  Unidos  habría  contestado:  ¿Cómo  es  po- 
sible concebir  (pie  continuéis  una  obra  incompatible  con  las  ideas 
nuestro  actual  Gobierno?  ¿V  cómo  hubiera  podido  pensar  México  ea 
continuar  e^as  misiones?  ¿Cómo  hubiera  podido  continuar  esas  mi- 
siones en  su  territorio  un  Estado  protestante?  £9  una  concepción  im- 
posible, porque  el  tiempo  y  las  circunstancias  han  cambiado. 
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Pero,  Señores:  en  las  escrituras  de  (Ioiimtíími  los  donnnles  quisieron 
fomentar  las  misionos  do  los  jesuítas  de  ( ".at  ifonii.i.  r.  í'uál^^s  eran  esas 
misiones  do  jesuítas  en  C.aliforniaV  Se  eucoutrabau  eu  la  península, 
en  e<la  parle  del  terriíitrio  llamado  hoy  antigua  ó  liaja  California,  ne 
e.sta  parte  que  lia  pormaneeido  mexicana;  solamente  allí  es  donde  los 
jesuítas  han  iiist:ila(io  misiones,  y  si  compulsamos  la?  escrituras  pri- 
mitivas de  donación,  vemos  que  los  donantes  han  tenido  por  mira  las 
misiones  de  los  jesuítas,  y  de  los  jesuítas  de  California;  de  lo  que  los 
jesuítas  consideraban  como  la  California,  de  aquel  país  que  era  la 
única  preocupación  de  los  jesuítas  de  entonces,  es  decir,  de  la  antigua 
California. 

Por  consiguiente:  ¿cómo  podrían  ios  demandantes  encontrar  en  los 
documentos  de  la  época,  en  las  escritaras  de  donación,  un  título  en 
su  favor? 

Señores,  os  pediré  permiso  para  dar  lectura  á  algunas  páginas,  es* 
to  me  permitirá  abreviar  lo  qne  tengo  que  deciros:  es  la  única  lectura  que 
me  permitiré  haceros,  sabiendo  cuán  preciosos  son  los  momentos  de 
la  Corte.  Tenéis  en  la  página  436  del  libro  rrtjo  un  documento  histó- 
rico: es  un  decreto  del  rey  de  13  de  Noviembre  de  1 734  que  eslá  tra- 
ducido en  la  historia  de  California  del  L^adro  Venegas;  es  un  docu- 
mento que  los  mismos  jesuítas  consideraban  como  de  importancia 
capital.  Ri  os  piti»)  permiso  para  leer  este  documento,  es  porque  quie- 
ro que  oi^i^áis  una  palabra  que  no  soa  la  mía,  sino  la  de  un  hombre  de 
la  épo^a  y.  que  va  á  deciros  cómo  se  comprendían  entonces  las  misio- 
nes. Veréis,  si  es  aún  posible  sostener,  después  de  (pie  los  donantes 
liua  diidio  que  á  las  misiones  era  á  las  que  querían  hacer  la  iloiiaeióu 

que  la  íj^^lesia  sea  la  favorecida  con  exclusión  del  (iobicrno.  Eyte  oh 
el  documento: 

•  EL  REY. 

^Don  Juan  Francisco  de  Guemes  y  llorcasítas,  Thcnienle  (  ieucral 
'de  mis  Reales  Exercitos,  Virrey,  Governador,  y  Capitán  General  de 
«las  Provincias  do  Nueva  España,  y  Presidente  de  mi  Real  Audiencia 
'de  ellas,  que  reside  en  la  Ciudad  de  iMexico. — En  13  de  ^íovtembre 
«del  año  1744,  se  expidió  al  Conde  de  Fuon-Clara,  vuestro  antecesor 
*en  easos  cargos,  el  Despaciiodel  tenor  siguiente: 
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«EL  REY. 

'(lítnde  de  Fuen -Clara,  Primo,  Cíuiillero  del  Insiprne  Orden  del 
«Toysón  de  Oro.  (Icntil-Hombre  de  mi  C:imapa,  Virrey,  Governador. 
<y  Capitán  Cenoral  de  las  Provincias  de  mi  Nueva  España,  y  Pre-i- 
< dente  de  mi  Autiioncia  lleal  de  ellas.  (\m  re«ide  on  mi  C¡ud:id  de 
«M(''xicü.  Con  moUvo  de  haver  iado  qnonta  el  Ar/  )bisp3  Virrey  vues- 
«tro  antecessor  en  cssos  cargos,  por  Carta  do  23  de  Abril  del  añi  de 
«t735,  y  10  dfíl  projiio  mes  de  el  de  1737,  da  io  acae^cid  )  en  el  !e- 
« vantamicnlo  (de  Provincia)  de  las  (Californias)  Indios  de  las  Nacio- 
«nes  llamadas  de  Pericú,  y  Guaycúra,  en  la  Provincia  de  las  Culirúr* 
<nia9,  y  de  las  providencias,  que  se  harían  tomado,  y  gastos,  que  haría 
«ocasionado  el  reducirlos  al  sossie^o.  en  que  yá  quedaban,  debido á 
<la  buena  dirección  del  Governador  de  Cinaloa,  se  vieron  en  mi  Con- 
«sejo  de  las  Indias  los  antecedentes,  que  paran  en  él,  y  ha  causado  el 
«ortgin,  progresso,  y  estado  actual  de  la  Conquista  espiritual,  y  te  n  ; 
«poral  de  la  referida  Provincia  de  California,  y  después  de  aprobar  á 
«instancia  del  Padre  Altamirano,  de  la  Compañía  de  Jesús,  y  Proco- 
«rador  General  de  sos  Provincias  de  las  Indias,  y  Especial  de  la^t  Mis- 
«síones,  que  su  Religión  tiene  en  \tfí  Californias,  las  diligencias  prac- 
«licadas  y  gastos  causados  en  la  pacificación  de  ellas,  como  lo  havrei^ 
«entendido  por  los  Despachos  expedidos  en  2  de  Abril  del  año  proxl- 
rmo  passado,8e  ha  tenido  por  conveniente,  entretando  que  venían 
•notictaB,  é  informes,  que  dimanaban  del  mesmo  Expediente,  y  todaria 
«se  esperan,  para  la  determinación  de  sus  respectivos  assumpfoíi,  el 
«conferir,  y  tratar  en  el  referido  mi  Consejo  de  los  medios,  que 
«conducen  á  conseguir  enteramente  la  enunciada  Reducción,  y  Con- 

♦  quista,  laque  habiéndose  intentado  desde  el  año  de  1523,  por 
«Fernando  Curtez,  Marqués  del  Valle,  y  primer  Virrey  de  e.ssas  Fn- 

♦  vincias,  y  después  por  al;,ninns  de  sus  successores,  y  por  otros  sa;:*- 
« tos  particulares  en  varios  tiempos,  y  con  grave  disiiondio  de  mi  Kw! 
«Erario,  nunca  pudo  trMier  efecto,  por  los  des^rrariados  sucressos.  qi)" 
«les  sobrevinieron,  y  por  las  insuperables  diíieullados.  que  se  encon- 
«traron,  sin  (Miiharfifo  de  que  estimulaba  tanto  á  la  meditada  Conqm- 
«ta  la  fcrlibilidad,  y  a!)iindancia  do  Perlas  on  aquellas  provincia*,  y 
«la  inolinarinn.  y  docilidad,  que  so  rooonocia  en  sus  Naturales,  pa-;. 
«recibir,  y  abrazar  nuestra  Keligion  Christiana,  y  la  vida  política. ci- 
erno entre  otros  Missioneros  Jesuítas  lo  informaron  los  Padres  Jtia» 
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«María  de  Salva-Tierra»  y  Eusebio  Francisco  Kino  eu  el  aflo  de  1698, 
<y  coD  mayor  indiyidaalidad,  y  distinción  el  Padre  Francisco  María 
«Piccolo  en  el  de  1716,  en  el  qiial  se  hallaban  yá  muy  adelantadas 
«aquellas  missiones,  y  conversiones,  por  medio  del  infatigable  zeto  de 
«los  Religiosos  de  la  Compañía  de  Jesús,  que  son  los  únicos,  que  se 
«handedtcadoá  ellas,  y  por  él  de  las  limosnas  de  los  fieles,  contribuyen- 
>do  lainbien  mi  lícal  llacionda  á  esta  tan  {Travo  obra,  con  el  situado 
«efectivo  de  trece  mil  pesas  al  año,  desde,  el  do  1703,  destinados  espe- 
«cialinento  á  la  manutención  de  la  Escolla  de  soldados  de  las  Missio* 
«nes,  y  de  la  tripulación  del  Barco,  que  desde  la  Costa  do  Ciiialoa  con- 
<diice  los  iiiissioneros  á  ellas;  y  habiéndose  vislo,  y  examinado  en  el 
«referido  mi  Consejo  do  las  Indias,  con  la  mayor  exactitud,  y  diligeii- 
«cia,  tüdus  los  aiiLeccdcrites  del  assumpto,  como  también  lo  informa- 
ndo por  la  Contaduría,  y  el  mencionado  i'adre  l*rocurador  General  Pe- 
ndro I;:iiacio  Altatiúnino,  y  otrosSugelos  de  su  l^eligion,  intcli|rontes,  y 
«prácticos  en  a(piellas  convcrsioncH,  y  lo  que  sobre  todo  dixo  mi  Fis- 
«cal:  jne  liizo  presente,  en  Consulta  de  12  de  Mayo  de  este  año,  lo 
«mucho  que  importa  el  que  se  apliquen  desde  luego  los  medios  mas 
«eficaces,  y  oportunos,  para  acabar  de  reducir  al  gremio  de  Nuestra 
«Snnta  Iglesia,  y  al  Dominio  mío,  la  enunciada  Provincia  de  las  Ca- 
«liíornias,  cut/a  friicfuosa  empr€88a  se  ha  tnálogrado  tantas  vcrrs, 
*ttO  obstan  fe  lo  mucho  que  la  promovieron^  COn  8U  catholico  selo^ 
*mis  glorioaos  Jt^redecesaoreSf  y  loe  Virreyes  de  easaa  Frovineias, 
*sin  haberse  podido  (tssegurar  un  palmo  de  tierra  estable  en  su 
«Muto  Territorio:  y  para  su  mas  prompto,  y  cumplido  logro,  me  ha 
< propuesto  en  la  citada  Consulta  el  mismo  Consejo,  que  debe  ser  la 
«base  fundamental,  y  sólida  la  conversión  de  aquellos  Naturales  á  nues- 
«tra  Santa  Fé,  por  medio  délos  propíos  Missioneros  Jesuítas,  que  tan- 
<to  han  adelantado  con  ellos,  y  con  quantas  Naciones  Infieles  han  to- 
«mado  á  su  cargo  en  toda  la  America,  y  consiguientemente  el  que  en 
«todoe  los  Puertos  capaces,  y  seguros,  (pie  en  el  terreno  pacifico  re- 
«ducído  se  vayan  descubriendo,  se  haga  población  de  Españoles  con 
«Fortaleza,  y  [^residió:  y  que  assimismoen  el  centro  déla  Provincia, 
«en  donde  fuere  el  terreno  mas  á  propósito,  se  forme  algún  Pueblo  de 
«Españoles,  que  pueda  ser  freno  de  los  Indios,  y  reíii;rio  delosMissio- 
«iieros,  si  sobreviniesse  algún  levantamiento;  y  porque  para  estas  Po- 
«blaciones  de  Españoles  sería  muy  costoso,  y  jrravoso  el  conducir  las 
'fiimilias  de  estos  lieynos,  fuera  de  que  bicieran  falta  para  otros  es- 
'tablecimientos,  se  tiene  por  conveniente,  el  que  se  lleven  de  essa 


318  Fondo  Piadoso  de  las  Californias. 


«Ciudad  de  México,  y  de  las  Provincias  vecinas:  sobre  cuyo  pautóte 
«aguardan  los  informes,  y  noticias  pedidas,  para  resolver  en  su  ráta 
«lo  qae  más  convenga.  También  me  propuso  el  Gonscgo,  que  paru  que 
«se  consiga  con  la  mayor  brevedad  la  Reducción  de  los  Indios  de  las 
«Californias,  será  muy  aprüi>ósito,  que  entren  Missioneros  JeauitascQ 
«aquella  Provincia  por  el  lado  opuesto  á  aquel,  por  donde  entraron 
«los  que  hay  al  presente,  esto  es,  por  la  parle  Septentrional,  pordon- 
«de  se  une,  v  confina  la  misma  Provincia  con  el  Continente,  v  l;i 
«tieiTíi  linnc,  respecto  do  havcrse  dcscubicrlo,  y  averiguado,  que 
«la  Pruviiicia  <ie  las  ( lalifoniias  no  es  Isla,  como  comunmente  se  te- 
«nia  creiflo,  sino  lion-a  tonliniinte  con  la  del  .\nf»vo-Mex¡co  por  b 
«parte  stiporinr,  ó  dol  .\ortc.  Coa  cuya  providüiicia  (piedarán  rodea- 
dlos, y  coiiiü  aislados  sus  Nalurnlos.  sin  tener  por  donde  salir,  ni  re- 

♦  lirar.sf  á  territorio  de  oli-<js  indios  bravos:  y  i'auiinaiido  los  Missio- 

♦  nerf»s  ¡K  stie  sns  establceiínientos,  y  lineas*  rcspeetivns-  todos  al  ccnin) 
«  do  la  Provincia,  no  puede  doxar  de  abreviarse  tnuclio  la  total  Reiint- 
«cion  de  ella.  Pero  que  para  conseguirlo,  con  el  supuesto  de  ser  muy 

♦  importante  el  «pie  en  todas  las  lleduecioiies  de  Indios  se  hallen  ht^ 
«Doctrineros  duplicados,  lo  es  mucho  mas,  y  aun  absolut-imonte  ne- 
< censarlo,  para  hacer  progresso  en  las  Reducciones  fronterizas  ¡1  lu^ 
«Indios  aun  no  reduciidos:  porque  en  ost  is,  ademas  de  las  utilidades 
«generales  de  todas  se  figura  la  esi>ecial.  de  que  pueda  uno  do  los  Mis* 
«sioneros  hacer  entradas  en  las  tierras  de  los  Inlteles,  para  irlos  atra- 
r  yendo,  y  ganando,  sin  que  queden  los  ya  poblados  sin  la  Doctrina,  y 
«régimen  que  necesitan,  y  les  dará  el  otro  Heligioso,  y  aun  tarobieu 
«imra  que  no  queden  sin  que  pueda  vigilar  á  Un  de  que  no  maquineit 
«alguna  traycion,  ó  levantamiento,  de  que  hay  tanto  riesgo,  quedan- 
«dose  ellos  solos:  do  que  se  sigue  precisamente  lograrse  con  brevedad 
«progressos  mucho  mayores,  y  con  la  solidez  de  que  sean  durables, 
«conviniendo  assimismo  el  que  en  las  propias  Reducciones  fronteríau 
«assista  Escolta  de  Soldados,  (|ue  guarde  la  persona  de  los  Missione- 
«ros,  y  los  lugares  i>egados  do  los  Indios,  y  que  acompañe  á  los 
«hicieren  entradas  á  los  fines  mismos:  estando  siempre  á  laobedien* 
«cía  de  los  Relijiiosos,  sin  emprender  acción,  que  ellos  no  les  manden, 
«para  que  algiui  castigo,  ó  invasión  imprudente  no  ateniorice.  ó ahii- 
«vento  á  los  In  lios:  ponpie  do  esta  manera  so  croe,  (pío  ¡tan  adelan- 
«Lando  murlio  lorrono  p  )r  acjurlla  j>arte,  en  ijue  oslan  ost;i])lecida5Íaí 
<Missi(»nes:  conviniendo  iifuabnoníe,  que  para  adelaniar  la  rioduccioii 
(do  aquella  Provincia  con  nuevas  Missiones,  vayan  bax  indo  por  la 
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«parle  opuesta,  á  encontrar  el  de  estas,  que  ván  subiendo:  y  que  se 
«pueden  practicar  con  facilidad  los  medios  arriba  expressados  en  las 
«BltsBÍones,  que  tiene  la  misma  Religión  de  los  Pimaa  alioa,  6  en  la 
«Provincia  de  Sonora,  poniendo  duplicados  Missioneros  en  cada  Re- 
«doccion  fronteriza  de  Indios  Infieles  y  dando  aquellos  Religiosos  la 
«suficiente  Escolta  eti  los  términos,  en  que  vá  expressado:  con  lo  qual, 
«adelantándose  las  Missiones  de  ios  Pimas  alto^.  á  rodiicir  las  Nacio- 
«nes  de  lo??  Coeomarieopas,  y  de  Yuinas,  que  llegan  hasta  el  Rio  del 
*Norte.i{ue  también  se  llama  Colorado,  cerca  de  donde  entra  este  en 
«el  Golfo  de  las  Californias,  de  las  (piales  Naciones  esperan  los  Jesui- 
«las  soffun  anteceden  les  nnt¡r¡a>  r  buena  acogida:  y  fundando  un  pue- 
«blü  de  Indios  reducidos  á  la  orilla  del  mismo  Rio  Cohrado.  tendrán 
*el  pasííO  fácil  á  la  otra  orilla,  que  es  yá  la  tiorr:i  de  Californias;  y  lo- 
«g^rando  allí  algún  progresso  con  Nación  de  los  ííoabonamas,  ó  con  la 
<de  los  Bajiopcts,  que  es  dócil,  y  de  buen  trato,  podran  fundar  otro 
«Pueblo,  para  tener  nssegurado  en  una,  y  otra  orilla  el  passo  del  inis- 
«mo  Rio,  y  la  comunicación  con  to  la  la  tierra  firme,  y  con  este  ci- 
«miento  irse  bajando  por  la  tierra  de  las  Californias,  á  buscar  losMis- 
«sioneros  antiguos:  y  para  la  Escolla,  que  se  necesita  en  las  Missiones 
«de  los  Pimns  altos,  podra  servir  la  que  quedo  puesta  en  Terrenate 
«por  orden  del  Virrey  Duque  de  la  Conquista,  por  bailarse  muy  cer- 
<ca  de  aquellas  Missiones,  ó  otra,  que  puso  el  mismo  Duque  en  PUi- 
«QU»;  pues  no  parece,  que  son  ambas  necesarias,  según  informe  de 
«Don  Agustín  de  Vildosola,  Governador  de  la  ProYíncia  de  Oinaloa: 
«ó  para  mayor  seguridad,  podra  passar  la  Escolta  de  PUiqui;  á  Ter' 
•rrenaie  y  la  de  este  paiage  á  las  Missiones  de  los  Pimas  AUoa:  por 
«cuyo  medio  se  puede  tener  la  Escolta  necessaría,  sin  aumento  de 
«gasto  á  mi  Real  Hacienda  en  las  nuevas  Missiones,  ni  en  las  antiguas 
«de  las  Californias:  poniéndola  en  las  reducciones  fronterizas  de  los 
«mismos  Soldados,  que  en  aquella  Provincia  se  mantiene  á  mi  costa. 
«Y"  al  múmo  tiempo  se  me  hizo  presente  por  el  Consejo,  que  aunque 
«se  aumente  el  gislo  de  Missioneros  se  debe  considerar,  que  por  ce- 
*dula  del  año  de  1702  mandé  assistir  á  los  Missioneros  de  las  Califor- 
<n¡as  con  lodo  lo  (jue  fuesse  condiicenlo  á  su  alivio,  y  al  logro  de  tan 
^*«uitü  lin:  y  pur  otro  leí  de  I7().')  ([ue  á  los  l{eli;iioso«.  que  assistics- 
<sfín  entonces,  y  en  adelante  en  las  Californias,  se  les  acudiesse  con 
'Ol  Synodo,  estipendio,  t')  limosna,  que  se  accosluinbra  d;ir  á  otro^;  de 
•m  Religión,  y  que  fue%se  |>ronto,  y  efectivo"  lo  ([nc  h(tstci  (litota  iio 
^se  ha  liedWj  ni  en  aquellaa  Missiones  se  ha  gastado  de  mi  cuen- 
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ta,  ni  se  les  ha  dado  dinero  álgunú  de  SifHadOy  óeatipendio:  Man* 
teniéndose  quince  MiasiomSt  que  exi^n  adualmenie  eu  ¡ae  Ca- 
iliforniae^  sin  el  mas  leve  dispendio  mió,  á  expensas  de  mu^ 
icrecidcte  limosnas  de  varias  personas,  conseguidas  por  el  stío,  p 
isficaeia  de  los  Religiosos  de  la  Compañía:  y  que  respecto  de  qne 
etos  medios  propuostoe  son  Uin  poco  gravosos,  y  de  tanta  utilidad, 
'Convendría  mucho  se  practiquen  todos,  y  cualesquier  otros,  que  tu* 
(Vieren  por  conducentes,  y  oportunos  los  Jesuítas  mas  prácticos  de 
testa  Provincia,  de  quienes  por  mano  de  su  provincial  tengo  pedido, 
'  y  se  esperan  los  informes:  y  que  desde  luego  se  assista  con  los  me- 
(dios  necessarios  para  todo  ello  pronta,  y.  efectivamente  por  las  caías 
(Reales  de  cssa  Ciudad,  ó  por  otras  de  sus  subalternas,  si  á  vos,  y  á 
tél  los  pareciere  convenicnlo,  el  situarlo  cii  las  mas  cercanas:  tlispo- 
fuiendose  el  aumento  de  MissiouerosJosuitas,  para  que  haya  ilos  eu 
ideada  una  de  las  reducciones  fronterizas  a  lus  Indios  no  reduciduíí; 
'y  t|iie  esto  soa  assi  en  las  que  ahora  existen  en  la  Provincia  de  las 
■  Californias,  como  en  la  de  los  Fimas  Altos,  y  también  en  la  do.V 
^nora,  por  la  parle,  que  una,  y  otras  se  inclinan  ázia  el  Iiiofli'f  Kor- 
te,  ó  ColorcKÍo,  y  á  la  misma  California:  y  que  á  los  Jesuítas,  que  se 
aumentaren  f)or  esta  razón,  (cuyo  numero  lia  de  declarar  el  Provin- 
tcial,  qne  reside  en  essn  Ciudad,  con  informe  de  los  Missionero.s  de 
'cada  parte,  que  están  fronterizosá  Indios  rebelados]  se  les  señale  y 
'pague  efectivamente  otro  tanto  estipendio,  como  á  los  otros  missio 
I ñeros  les  esta  señalado  en  essas  Provincias:  y  que  también  se  ha^ 
id  aumento  en  las  míssiones  de  Sonora,  ademas  de  los  Pimos  AUo^ 
para  que  los  primeros,  qne  puedan  llegar  á  la  entrada  del  Bio  del 
iNorte,  ó  Colorado,  le  poseen,  y  entren  en  las  Californias:  para  que  sí 
los  unos,  y  los  otros  llegassen  á  un  tiempo,  sea  la  obra  mas  solida  so 
dexando  á  las  espaldas  Nación  alguna  de  Indios,  qne  no  eeten  reda* 
cidos,  y  subjelos  á  mi  Real  Dominio,  á  cuyo  fin  en  todas  estas  Re* 
dttciones  fronterizas  se  les  baya  de  poner  la  Escolta  en  la  lorma,  qne 
va  expressada:  con  advertencia,  de  que  sobre  si  se  ha  de  quitar  para 
este  intento  la  de  Terranete,  ó  la  de  Pitiqui,  y  sobre  en  donde  Im  de 
quedar  situada  la  que  de  estas  no  fuere  con  los  Missioneros,  habéis 
de  oir  á  Don  Agustín  de  Víldosola,  Gobernador  de  Cinaloa,  subjeto 
muy  practico  de  aquellos  parages:  siendo  no  menos  preciso  el  que 
en  las  Escoltas,  assi  los  Soldados  de  ellas,  como  el  Cabo,  que  mande 
cada  una,  estén  á  la  orden  de  lo  qne  los  Padres  Missioneros  Jesuitas. 
sin  que  puedan  hacer  entrada  á  lus  indios,  insultos  ó  castigo,  ni  otra 
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«cosa  maa,  de  lo  que  los  raíamos  Padres  les  mandaren.  Y  fínalmenle, 
«que  para  que  esta  subordinación  sea  mas  firme  se  les  entregue  á  los 
«Missioneras  los  sueldos  délas  Escollas,  á  fin  de  que  ellos  por  su  mano 
«se  los  distribuyan :  y  que  sí  alguno  de  los  Soldados  fuere  alborota- 
«dor,  y  de  malas  costumbres,  le  puedan  los  Missioneros  embiar,  y  pe- 
«dir  ülro  por  el:  pues  sin  estas,  y  mayores  pronaucionos,  (pío  ;il;íunos 
tzelosos  Missioneros  mios  han  propiiestí»  desde  cssas  Pruvincias  en 
«diferentes  oclu  luues.  hiceraa  las  Kscollas  imichos  daños  para  la  rc- 
mIuccíou  do  los  Indios,  á  quienes  es  necesario  tener  en  temor,  y  res- 
'pelo,  para  que  no  intenten  alevosías;  y  tratar  con  alhago,  para  des- 
(vanecer  su  desconiianza  y  al  mismo  tiempo  darles  exemplo  de  buenas 
«co«tiiinbres.  > 
El  Su.  DE  Mautens. — ¿No  hay  un  error? 

í£n  el  libro* rojo  se  dice  que  este  documento  es  do  Noviembre  üe  1734. 

El  Sh.  Delacroix.— i¿s  el  documento  que  acabo  de  leer. 

Kl  Sr.  de  Martens. — No  es  posible;  porque  al  principióse  hablado 
1735.  ¿De  qué  año  es,  pues,  el  documento? 

El  Sr.  Delacuoix. — Este  documento  menciona  otro;  veréis  que  al 
principio  se  indica  que  se  refiere  á  un  documento  de  1734. 

Sa.  DB  Martens. — En  el  libro  rojo,  en  la  pág.  al  fin  del  do- 
cumento que  habéis  leído  so  dice  que  es  de  1734-;  pero  en  el  docu- 
mento mismo  se  habló  de  1735;  ¿habéis  corregido  diciendo  1735? 

El  Sr.  Dblacroix. — He  corregido  según  el  libro  rojo.  Hay,  en  efecto, 
una  anomalía.  Verificaré  y  procuraré  encontrar  la  clave  de  este  enig- 
ma. En  todo  caso  el  documento  es  anterior  á  1767,  puesto  que  es  la 
fecha  de  la  publicación  del  libro. 

El  Sr.  Bsbrnabrt.--Es  el  ejemplar  de  la  biblioteca  real  de  Bruse- 
las, edición  muy  antigua;  creemos  que  es  la  obra  del  padre  Venegas, 
aunque  no  so  le  menciona;  cosa  muy  curiosa  y  muy  notable,  se  dice 
que  ese  volumen  está  traducido  del  inglés.  Al  principio  del  volumen 
hay  una  anotación  de  una  escritura  borrada,  que  menciona  el  nombre 
del  padre  Buriel. 

El  Sr.  de  Savounin  Loiiman. — Esto  puede  explicarse  tomando  la  pá- 

;.'ina  tí 3. 

lÍL  Sa.  Dii  Mautens.— Entonces  habrá  iiaa  errata  de  itnpicnta. 
■  El  Sr.  Doyle. — Creo  que  la  focha  es  1741-. 

El  Sr.  ÍJeehnaert. — En  todo  caso,  eso  no  tiene  «íi-in  importancia. 

Se  suspendió  la  audiencia  al  mediodía  para  continuarla  á  las  dos  y 
medía. 

4» 
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24  de  Septiembre  de  1902  (tarde)  audiencia. 

Se  abrió  la  audiencia  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  bajo  la  presi- 
doiicia  (M  Sr.  Malzen. 

El  Se.nuu  Presidente. — Tiene  la  palabra  el  Señor  Agente  de  los  Es- 
tados Unidos  de  la  Ainúrica  del  Norte. 

pj.  Sr.  Hai.ston. — (Discurso  en  iuííir's.) 

El  Sh.  IJf.khnaf.ht. — Ln  Corte  .sabe  que  los  {)lazos  lijados  por  ol  l*rtí- 
tocolo  son  muy  curto.^  y  que  .'^ólo  heam.s  podido consajxrar  muy  pw-o 
tirmpo  a!  estudio  de  este  neu^ocio.  No  hemo??  podido  juies  pení?nr  en 
coulostar  con  una  memoria  extensa  A  la  nietnoria  ;le  la  parte  conlra- 
ria:  pero  hemo.s  mandado  imprinñr  conclusiones  quo  resumen  en  tér- 
minos sucintos,  pero  completos,  todos  los  elementos  de  nuestro  sis- 
tema (ie  defensa.  En  este  instante  voy  á  tener  el  honor  de  hacer  que 
se  diíílribuyan  estas  conclusiones  á  la  Corte»  ya  se  han  remitido sjem- 
piares  de  ella  á  la  parle  contraria. 

Me  permito,  Señores,  añadir:  Agradeciendo  infmito  á  la  Corte  el  que 
nos  haya  dejado  lomar  parte  mañana  en  los  funerales  de  mi  muy  sen* 
tida  reina,  á  su  Excelencia  el  Sr.  Pardo  y  á  mí,  debo  hacer  notar  que 
los  deberes  que  nos  incumben  en  esta  ocasión  nos  harían  extremada- 
mente penosa  la  obligación  de  volver  á  partir  para  El  Flaya  el  mismo 
día.  Si  le  fuese  posible  á  la  Corte  no  reunirse  sino  hasta  el  viernes  en 
lii  tanlc,  el  Sr.  Pardo  y  yo  te  quedaríamos  muy  reconocidos  y  obse- 
quiaría, al  mismo  tiempo,  el  deseo  manifestado  por  nuestro  honorable 
contradictor,  el  Señor  Senador  Doscamps. 

El  Seüor  PitBsiDENTB. — cau!«a  de  la  petición  de  aplazamiento  que 
acabii  de  hacerse,  después  de  esta  audiencia  se  reunirá  el  Tribunal  el 
viernes  á  las  dos  y  media. 

Ki,  Sh.  Hf.eunakut.— Lo  ajrradezco  vivametite  ú  la  Corle,  tanloca 
nííuibre  de  Su  Excolen,"!Ía  el  Sr.  l'ardo.  coino  eu  el  mío. 

El  Sk.n'ou  PuiiSHUíNTR.— Tiene  la  palabra  ol  al>i);;a(l(i  de  los  Flslados 
Unidos  Mexicanos  para  la  continuación  de  su  informe. 

Coníniuación  del  informe  M  Sr,  Delacroijc. 

Señores: 

Al  terminar  la  audicnria  de  ayer,  había  yo  tenido  la  liorna  dt^  leer 
ú  la  Corle  uu  documento,  que  creo  merecía  su  atención  y  que  csláfe- 
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chado  él  13  de  Noviembre  de  1744.  Por  error  habíamos  dicho  1734; 
el  texto  español  de  esto  documento  se  encuentra  en  la  pág.  196  del 
volumen  rojo,  y  tiene,  en  efecto.  In  fecha  de  1744-. 

Sefiores:  examinamos  esta  inaiiaiia  si  los  domandaiUos  podían  sa- 
car un  título  á  su  pretensión  de  lus  escrituras  primitivas  de  donación, 
liemos  conipf()l)ado  que  e>!as  escrituras  dabnn  los  dorecluH  niús  ab- 
siílulüs  á  los  jesuítas  de  California,  que  estos  derechos  excluían,  .según 
la  mPMtf*  de  los  donantes,  á  la  iglesia  y  al  poiler  civil  de  cualquiera  ¡n- 
terveiie;'')n.  I>ns  donaciones  se  linbían  hecho  con  el  fin  de  fomentar 
las  misiones,  obras  de  conquista,  y  Ids  misiones  fíe  Crdifornia.  He- 
mos dicho,  con  los  documentos  en  la  mano,  lo  que  era  la  California 
en  la  época  en  que  se  hicieron  las  donaciones  cuál  era  el  país,  cuál 
era  el  territorio  que  los  donantes  habían  tenido  presente. 

Fiemos  añadido,  Señores, — y  llegaba  á  esta  cuestión  cuando  se  le- 
vantó la  audiencia, — que  si  los  donantes  habían  atribuido  á  las  dona- 
tarios, es  decir,  á  los  jesuítas,  todos  los  derechos,  todas  las  facultades 
qne  podían  conferirles,  y  sí  por  su  parte  no  había  ninguna  restricción 
en  esta  atribución  de  derechos,  sí  habla  una  que  se  derivaba  de  la  ley, 
del  poder  soberano. 

Aquí  es  donde  entra  una  indicación  que  fugitivamente  había  yo  dado 
á  ta  Corte:  un  edicto  de  Carlos  V,  de  10  de  Noviembre  de  1520,  repro* 
ducidu  en  los  Placards  de  Brabante,  1*  parle,  págs.  80  á  84,  y  repro- 
ducido también  en  los  Placards  de  Plandes,  8*  parte,  págs.  10  á  17, 
decía  asi; 

«Entre  nosotros,  las  manos  muertas  no  i)odían  adquirir  por  causa 
«de  muerte  y  entre  vivos,  se  necesitaba  la  autorización  del  principe 
<ó  de  los  alcaldes  de  las  Ciudades.»  Es  decir,  que  ya  en  tiempo  de 
Carlos  V,  soberano  de  los  Países  Bajos  y  de  Espaíia,  se  consideraba 

quo  era  necesario  preocuparse  de  la  invasión  de  las  manos  muertas. 
Kl  soberano  debía  intervenir  para  liuiilur  el  derecho  de  poseer  de  esas 
personas  civiles  que  no  recibían  su  existencia  sino  de  la  ley  misma. 

Kste  dicto.  Señores,  fué  ratiliiímlo  [K»r  Muría  Teresa  el  28  de  Sep- 
tiembre de  1753,  y  con  motivo  de  esta  ratificación  por  María  Tere.'^a, 
es  conu»  encontramos  la  cita  que  acabo  de  hacer,  y  (¡ue  se  encuentra 
reproducitla  en  lus  Placards  de  Brabante  y  en  los  Hacards  de  Flan- 
des,  en  las  páginas  indicadas. 

Ved,  puc''',  Señores,  que  li  ley  había  ya  intervenido  desde  el  siglo 
\V1,  concurriendo  en  cierta  manera  con  los  derechos  de  los  beneli- 
ciarios  de  manos  muertas.  Lo  que  interesa  en  este  debate  es  que  .si 
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al  lado  d«t  derecho  del  donatario  hay  otro  derectio  que  se  le  viene  á 
mezclar,  no  es  el  derecho  de  la  iglesia,  es  el  derecho  del  soberano,  el 
derecho  del  que  représenla  á  la  nación,  al  conjunto  de  la  colecti* 
Tidad. 

Cuando  se  sometió  la  cuestión  i)resente  ú  la  Ctmiisíón  Mixta,  el  Ho- 
norable tercero  eslimó  que  los  bienes  de  que  se  trata  debían  ser  bie- 
nes eclesiásticos,  (como)  bienes  de  la  i^^lcsia,  únicamente  porque  el 
pensamiento  que  hab?a  dictado  esas  donaciones  era  un  pensamiento 
piadoso;  e.s  decir,  un  pensain tentó  cuyo  lin  piadoso  debía  predominar 
sobre  el  lin  político.  Y  bien,  Señ  >res;  creemos  que  iio  basta  que  se  ha-  I 
y;i  lici-ho  uii;l  duuacióii  con  una  preocupación  piiidosa  para  ({ue  el 
bien  pertenezca  á  la  iglesia,  esto  es  en  nuestro  sciiLir  íhki  confiisiún 
absoluta.  Kii  efecto;  cuando  examinamo-s  de  cerca  esta  e^crilura  de 
donación  do  ITHo,  no  vemos  (pin  locfue  baya  determinado  la  donación 
haya  sido  sin  duda  alguna  un  pen.'^amienlo  piadoso,  sino  tanibióa  uu 
ponsinnicnto  político. 

No  es  el  móvil  lo  (juo  doboinos  coasiderar;  es  el  hecho,  e-^'  el  obje- 
to de  la  donación.  V  bieu:  os  pregunto,  supongamos  que  yo  haga  una 
donación  á  persona  determinada,  que  le  diga:  os  doy  mis  bienes,  »)> 
los  doy  en  propiedad  absoluta;  pero  deseo  que  bagáis  partícipe  de  cM  \ 
á  tal  ó  cual  congregación,  que  mantengáis  á  tales  ó  cuales  pobres,  me 
guio,  en  una  palabra^  por  una  idea  de  beneflciencia  cualquiera: doy á 
esta  persona  el  poder  absoluto  en  lo  que  concierne  á  esos  bienes,  sal* 
vo  que  le  hago  una  recomendación. 

En  nuestra  legislación  moderna,  semejante  disposición  sería  peli- 
grosa porque  podría  tacharse  de  nula  la  donación  como  contraría  á 
ciertas  disposiciones  del  derecho  positivo;  pero  de  una  manera  abso-  \ 
luta  y  dejando  á  un  lado  esta  cuestión  de  nulidad  que  no  interesa  al 
debate  actual;  ¿no  es  evidente  que  el  beneficiario  de  esta  donación  se- 
ría incontestablemente  el  individuo  mismo  y  no  la  iglesia?  ¿liU  posi- 
ble sancionar  por  una  sentencia,  que  toda  donación  que  hubiese  sido 
determinada  por  un  móvil  religioso,  traería  consigo  una  propiedad  pa- 
ra la  iglesia?  Esto  no  sería  jurídico. 

Me  permito  en  este  punto  hablar  de  nuevo  de  lo  quo  pasó  eiiandu 
la  revolución  francesa  y  cuando  la  secularización  que  le  siguii).  Os 
hablaba  del  decreto  de  2í-  do  Noviembre  de  17b9,  diciendo: 

"La  Asaiulilea  Xaciunal  decreta: 

••(bie  todos  los  bienes  eclesiásticos  queden  á  disposición  de  la  ni- 
cíón,  con  la  carga  de  atender  de  una  manera  conveuieule  á  los  gasloá 
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del  culto,  al  sostén  de  sus  ministros  y  al  alivio  de  los  pobres,  bajo  la 
Tígitancia  y  según  las  instracciones  de  las  provincias:  que  en  las  dis- 
posiciones que  se  dicten  para  subvenir  á  las  necesidades  de  los  minis- 
tros de  la  religión  no  se  podrá  asignar  á  Ui  dotación  de  un  curato  me- 
nos de  1.200  libras." 

Y,  la  obra  que  tengo  en  este  momento  en  la  mano,  el  '  iieperlorio 
de  la  Adinin¡<1raf'ión,"  dice: 

••El  derecho  ([ue  1 1  Asainhloa  ConsLituyente  rcroiioee  á  la  Naoión, 
de  di-poner  de  loa  bienes  oc1e«iá<?licos  no  es  un  derecho  nuev  i  (¡  n  ha 
creado  p.\])rosnmente  para  la.s  circiinsfancias:  ya  exif«lía  ante-:  ui- 
liprrnte  á  toda  Nación  como  la  soberanía  de  que  .se  deriva:  In^dalerra 
y  Austria  lo  habían  ejercitado  anlcs  de  ella.  Rspaña  la  ejertMló  des- 
pués, y  todos  los  pueblos  lo  ejercitarán  cuando  la  necesidad  se  los  im- 
ponga como  un  deber.'* 

Y  más  lejos: 

'•En  vano  se  diría  que  la  Nación  no  tenía  derecho  para  suprimir  al 
clero,  á  la  noblezn  y  al  tercer  orden  como  cuerpos  políticos;  sería  re- 
husar á  una  Nación  el  derecho  de  constituirse  como  le  pareciese,  se- 
ría  imponer  á  los  pueblos  una  forma  de  gobierno  que  una  vez  estable- 
cida no  pudiese  cambiarse,  cualesquiera  que  fuesen  los  cambios  efec- 
tuados en  las  costumbres,  las  necesidades  y  los  intereses  de  la  sociedad; 
sería  barrenar  el  principio  sobre  el  que  reposan  todas  las  constituciones 
antiguas  y  modernas.  Digamos,  pites,  con  toda  seguridad,  que  la  Na- 
ción tiene  el  derecho  de  suprimir  todo  lo  que  no  existe  sino  por  su  vo- 
luntad expresa  ó  tácita,  y  que,  una  vez  suprimido  el  clero  como  cuer- 
po, los  bienes  eclesiásticos  que  estaban  á  su  disposición  no  podían 
pertenecer  sino  al  Estado»^* 

Entiéndase  bien  que  no  discuto  aquí  la  legitimidad  en  el  punto  de 
Tista  político  de  tal  ó  cual  medida,  como  por  ejemplo  la  supresión 
de  un  cuerpo  ó  de  una  comunidad  relií?¡()sa,  pero  digo:  Que  así  como 
todas  las  irislituciones  gubernamentales  están  sujetas  á  niodili<*ac¡o- 
nos  porque  las  coshi:ii!»:'o<  ciinbiai).  porqne  l;is  necesidades  se  ínodi- 
fican,  toda  institución  gubcruanicntal,  «'ualíjiiicra  quesea,  está  llama- 
di  á  do>*n¡>;ireror  y  á  ser  reemplazada  por  uLra;  las  entidades  jurídicos 
.suu  siempre  emanaciones  de  la  Nación,  ponjue  no  existen  sino  por 
voluntad  de  ella:  y,  por  consiVniieute,  á  la  Nación  pertenece  hacerlas 
desaparecer. —  con  aciei-to  ñ  sin  é! — y  siempre  la  Nación  es  la  que 
entra  al  dominio  completo  tiel  cual  había  abandonado  partea  una  ma- 
no muerla,  á  una  períjoDa  civil. 
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Y  bien,  Señores:  esta  eTeotualidad  no  la  previeron  los  donantes  pri- 
inilivos,  6  si  la  previeron,  la  aceptaron  con  todas  sus  consceaenciu 
fatales*  sobre  todo  con  la  consecaencia  de  que  los  bienes  debían  en- 
trar al  dominio  general.  ¡ 

Si  he  insistido  sobre  este  hecho,  Señores,  es  porque  he  querido  ser  i 
completo  en  mi  demostración;  pero  no  creo  que  esta  cuestión  tenga  : 
en  el  litigio  una  importancia  esencial.  En  efecto;  los  actos  prímitiros 
de  donación  han  cesado  de  tener  su  efecto,  su  virtud  jurídica,  desde 
el  día  en  que  el  rey  substituyó  á  ellos  actos  nuevos,  es  decir,  actos  de 
apropiación  ó  de  confiscación. 

He  creído  deber  demostraros  este  principio  que  es  la  base  de  todas 
las  legislaciones,  que  los  bienes  sin  dueño  perlenecen  al  Kstado:pero 
no  leníTO  necesidad  de  hacer  esta  demostración  porque  el  hecho  éxi- 
to: un  uclu  del  soberano  declaró  que  así  sería,  y  este  acto  del  sobe-  j 
rniK»  lo  conocéis.  Señores,  se  halla  en  el  decreto  de  Carlos  III  de  Ubi 
y  en  ci  decreto  de  ejccuciiin  de  17H8.  Desde  esle  momonlo  los  bie- 
nes, cualesquiera  tjue  fuesen,  (nialiiuioia  que  fuese  la  IcijitiiMidad  «1»^ 
su  poHOsióu  anierior.  enlrnrou  ai  dtuninu)  del  rey  que  re p rosen l.i  ál;i 
Nación.  i)>)n}ii('  el  rev  (jue.  solire  todo  en  esta  época  tenia  to<|u^  jo? 
(lereclios.  ha  eslimadi)  (luc  esos  hicfies  (pie  estaban  en  manos  do  l<»sje- 
suíUis,  tlchian  eiiirar  á  su  dominio.  Desde  enlouces,  como  os  lodo- 
cía,  en  mi  opinión,  los  actos  primil  i\ o^  de  doimcióu  no  podrían  niva- 
C4irsc  en  ningún  caso  por  micstros  honorables  contradictores.  No  po- 
dían serlo,  Señores,  y  en  efecto  no  lo  han  sido.  Este  argutnenlu  ii'^ 
carece  de  importancia  en  la  especie,  porque  si  los  demandantes  rei- 
vindican una  sucesión,  una  lieroucia,  si  npoyan  su  pretensión  en  In."? 
escrituras  primitivas  de  douaci«>n,  ¿en  qu  -  época,  osprej^unlo,  debían 
hacer  valer  su  reivindicación  ó  su  petición  de  herencia?  ¿No  en  el 
momento  en  que  los  jesuítas  dejaron  de  existir,  en  que  los  bienes  w 
podían  ya  pertenecer  á  los  jesuítas?  ¿No  entonces  cuando  debía 
aparecer  hi mediatamente,  aquel  en  cuyo  dominio  debían  entmr  los 
bienes?  ¿  E¿s  la  iglesia?  ¿  Ka  el  rey  ?  Sí  es  la  iglesia  ó  si  la  iglesia  lospre- 
tende,  no  va  á  dejar  que  estos  bienes  pasen  al  dominio  del  rey  tan 

protestar.  No  protesta  *'el  que  no  protesta,  consiente''  da 

su  aquiescencia,  acepta,  es  decir,  Señores,  que  ratifica  todo  lo  que  he 
tenido  ei  honor  de  decir  aquí. 

Este  es,  pues,  el  juicio  de  la  Historia,  el  juicio  de  la  Iglesia,  el  mi* 
solemne  y  el  más  poderoso;  porque  no  lo  olvídenlas:  este  juicio  dala 
lie  más  de  nn  siglo. 
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¿y  en  qué  condiciones  se  presenta  esta  aquiescencia?  Xo  quiero 
repetirlo  porque  conocéis  los  hechos,  y  la  benévola  atención  que  me 
halléis  concedido  no  me  permite  seguramente  repetir  lo  que  ya  he  di- 
cho, l^cro  me  permito,  sin  embargo,  recordaros  que  en  nuestro  sen- 
tir, la  bula  del  Papa  Clemente  XIV  que  suprimió  la  orden  do  los  jo- 
suítas  seis  años  después  del  decreto  de  Carlos  lll,  el  cual  produjo  la 
confiscación  de  los  bienes  de  los  jesuítas,  tenía  gran  importancia ;  y 
coánla  razón  creo  que  me  asistía  al  deciros  en  una  audiencia  prece- 
dente, que  si  la  iglesia  tenía  alguna  protesta  que  formular,  debía  ha- 
berla formulado  desde  1767  y  antes  de  1773,  y  que  desde  el  momen- 
to ea  que  el  Papa  había  sancionado  ese  decreto,  ya  nadie  podía  for- 
mular reivindicación  alguna  en  nombre  de  la  iglesia. 

Así  pues.  Señores,  en  concepto  nuestro,  la  demanda  tiene  por  ob- 
jeto revisar  un  acto  soberano,  un  acto  de  (/arlos  HI,  y  esta  revisión, 
además  de  que  no  es  admisible  en  derecho,  hubiera  debido  motivar 
una  pretesla  en  aquella  época:  no  habiéndose  hecho  esta  protesta  en- 
tonces, hoy  ya  es  (ardía. 

Sin  duda  el  acto  do  Carlos  III,  que  toma  el  lugar  del  acto  de  dona- 
ción, comprendía,  como  lo  dije  on  la  audiencia  precedente,  una  resjcr- 
va.  Carlos  III  decía  en  .su  decreto  de  1767,  que  toiiuiha  los  hionos 
"sin  perjiiieio  do  Ins  enrizas  impuoslas  por  los  donantes,"  -hí  (pie  mi 
hoiiuruble  contradictor  traducía,  diciendo  que  tomaba  los  bienes  cum 
onere. 

Y  bien,  Señores:  la  !raducci()ii  latina  no  iiio  jiarece  exacta,  porque 
implica  una  idea  <lc  derecho  civil,  y  en  nneslro  coneepto.  las  ideas  dQ 
ílerecho  civil  no  caben  en  un  decreto  de  derecho  público. 

Ks[o  decreto  de  1707  es,  incontestablemente,  un  acto  del  poder  so- 
l>erano.  Kl  soberano  que  expulsa  á  los  jesutías  obra  como  soberano, 
y  el  acto  que  decide,  que  decreta  que  los  bienes  portenecientes  á  es- 
ta mano  mnerta,  sean  del  rey.  es,  incontestablcuientet  un  acto  del 
poder  soberano.  Y  según  la  tesis  de  los  adversarios,  ¿en  es  le  ne(o,  que 
!onía  por  este  doble  título  el  carácter  de  aclo  soijcrano,  se  habría  des- 
lizado una  disposición  de  derecho  civil?  No,  jamás  lo  ha  creído  na- 
die, y  ciertamente  el  rey  no  lo  ha  querido. 

¿Qué  cosa  es  una  disposición  del  derecho  civil?  Supone  la  cesión  de 
Qti  derecho  que  pertenecía  al  Estado  en  favor  de  otro  sujeto  del  dere- 
cho; supone,  pues,  la  creación  de  un  crédito  en  favor  de  un  tercero  á 
caigo  del  Estado.  ¿Quién  es  ese  tercero?  Y  ¿es  concebible  que  el  rey, 
que  tenía  entonces  las  pretensiones  que  se  le  conocen,  que  obraba  con 


328 


Pondo  Piadoso  dr  la»  Campornias. 


aquella  omnipotencia  qae  se  atrilmia  por  derecho  divino,  hubiese  ad- 
mitido que  se  le  crease  un  acreedor  y  que  alguien  hubiese  podido  em- 
plazarlo ante  los  tribunales  de  entonces  para  reclamar  el  cumplimien- 
to de  esta  obligación?  ;Ah  no!.  . .  ora  una  disposición  que  emanaba  del 
derecho  soberano:  era  una  voluntad  la  que  expresaba,  que  estaba  des- 
tinada en  su  pensamiento  á  dar  satisfacción  al  pueblo;  pero  no  pen- 
saba en  enajenar  ó  disminuir  sus  derechos. 

Si  insisto  ahora  en  ella,  e?;  porque  la  misma  idea  vá  á  reapareceJ 
cuando  analicemos  ios  decretos  del  siglo  XIX. 

No  puede  concebirse  que  se  constituyera  así  un  crédito  á  cariiodol 
Estado  en  la  forma  que  conoeemos.  Un  crédito  no  resulta  de  un  de- 
creto, do  un  acto  unilateral  del  poder  soberano:  el  poder  soberano 
enuncia  una  voluntad  política.  ¿Hubiera  podido  al<:uno  pre-pntnrsp 
ante  los  tribunales  para  discutir  la  manera  en  que  el  poder  soberano 
ejercitaba  esta  intención  ó  esta  voluntad?  Evidentemente  no. 

Por  otra  parto:  ¿cuál  sería  el  acreedor  así  creado?  ¿Soria  la  iglesia 
católica?  Pero,  Señores,  no  hi  vemos  interrenir;  como  deí^ia  yo,  si  se 
dan  bienes  á  la  iglesia  debemos  siempre  ver  aparecer  una  autori  li ! 
eclesiástica  para  aceptarlos.  Tan  no  es  así,  que  el  rey,  al  díasignieD- 
te  del  decreto  instituye  comisarios' reales  para  administrar  los  bienes: 
después  los  da  á  los  franciscanos,  en  seguida  á  los  dominicos;  datá  á 
uno  lo  que  haya  quitado  al  otro.  ¿Podría  hacerse  esto  si  existiese  utt 
derecho  civil?  No. 

Hago  mal  en  insistir  sobro  nociones  tan  elementales  y  esenciales 
del  derecho. 

Además:  ¿cómo  se  produjo  el  derecho  de  los  demandantes?  ¿De  dón- 
de procede?  ¿Cual  es  su  filiación? 

Los  demandantes  hoy,  formularían  una  reivindicación  en  nombie 
de  la  iglesia,  fundándose  en  las  escritoras  primitivas  de  donación  ó 

en  el  decreto  de  Carlos  IIl;  serían  herederos  á  través  del  Gobierno 
mexicano,  á  través  del  Rey  de  España  para  renionlarse  hasta  los  Je- 
su  i  las,  lis  una  sucesión  muy  larga  y  difícil  mente  se  jMicde  imn^'inar 
que  este  período  de  miás  de  un  sijrlo  (jue  ha  Iranscurritlo  entreoí  uto- 
mentó  en  «pie  se  abriera  la  lierencia  y  el  momento  en  que  se  ha  pre- 
sentado la  leivindicacióti,  no  haya  dejado  una  huella  de  alirmación 
en  provec  ho  de  la  iglesia,  que  jamás  un  acto  cualquiera  haya  marca- 
do su  intervención,  su  dercí^lio,  su  poscsióit. 

Creo,  pues,  poder  deoidir  sobre  eslo  primer  puiilo  que  los  deman- 
dantes no  pueden  deducir,  ni  de  la  e-^critura  de  donación  ni  del  de 
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creto  de  Carlos  IÍÍ.  ningún  titulo,  ntns;ún  apoyo.  Pero  agrego,  para 
terminar  sobre  este  punto:  ¿IN)r  qué  seríala  Iglesia  de  GaUtorniaf  más 
bien  que  la  Iglesia  unirersal  la  que  pudiese  reclamar?  Parece  que  la 
(ülesia  universal  sea  más  bien  la  que  reivindique  ó  haya  reivindicado 

puesto  que  vemos  queouatulo  el  debate  y  la  coiidenneióii  preceden- 
les,  el  jefe  de  la  Iglesia  universal  es  el  que  ha  distribuido  el  monto 
de  la  Cüüdenación. 

Enfotíces  rno  pregunto:  ¿en  di'uide  está  el  lítalo  <pie  se  quiere  sarar 
de  las  escrituias  de  donación  pia?slu  ijih'  snboiiios  que  lo  qu(^  se  po- 
«lí't  feíier  poi-  mira  en  aquella  época  no  era  sino  la  ("alifoinia  de  en- 
luiices,  es  dci'ir,  la  península,  que  la  víspera  aún  se  tomaba  por  isla; 
iiH  era  la  Alta  California  de  hoy? 

Pero  aún  hay  más.  Los  donantes  queríati  dar  á  las  uiLsioncs  de  los 
Jeí^uítas,  y  Ins  misiones  de  los  Jesuítas  existieron  pero  tan  solo  en  la 
Baja  (líilifornia.  Sin  duda  los  donantes  |>ensaban  que  los  saeriíicios 
que  hacían  podrían  también  beneíieiar  á  las  misiones  de  otros  países 
si  estaban  fundados  por  los  Jesuítas,  es  decir,  que  se  dejaba  á  los  Je* 
suítas  la  facultad  de  que  estos  bienes  sirviesen  á  las  misiones  de  otros 
países,  pero  si  los  Jesuítas  no  usaron  de  esta  facultad,  si  limitaron  sus 
misiones  á  la  Baja  California,  se  pregunta  uno  ¿cómo  es  que  podría» 
encontrarse  hoy  un  título  en  la  escritura  de  donación  de  1785  para 
decir  que  la  Alta  California,  país  en  que  jamás  crearon  misión  algu- 
na los  Jesuitas,  era  la  que  podría  reivindicar  el  beneficio  de  las  dona- 
ciones? 

También  se  ha  dicho.  Señores,  que  el  Estado,  el  rey  de  España  ha* 
bía  ocupado  estos  fondos  en  calidad  de  truslee.  Si  esto  es  exacto  en 
un  sentido,  es  erróneo  en  otro  sentido.  Es  innegable  que  los  bienes 
en  cuestión — ^hablo  de  la  noción  jurídica  del  hecho — pertenecen  á  la 
Nación,  al  Estado  como  tal,  ó  á  la  Iglesia  como  tal.,  que  el  rey  puede 
ser  considerado  como  el  comisario,  el  administrador,  el  trutlee,  co- 
iQO  el  Obispo  seria  el  Administrador  ó  el  trmtee;  pero  no  se  puede 
tener  en  cuenta  esta  noción  de  irustee;  el  rey  como  tal,  es  decir  el 
Estado  español,  estaba  concentrado  entonces  en  la  pers  ma  del  rey, 
tenia  facultades  de  toda  clase,  tenía  los  poderes  más  absolutos  y  ¿por 
qué?  Porque  no  se  me  indicará  alguien  que  tenga  un  derecho  priva- 
Ui,'u  ó  exclusivo  del  suyo.  Si  hay  alguna  restricción  á  este  derecho 
del  Estado,  es  necesario  que  exisla  en  provecho  de  alguien.  ¿Quién 
íftría  este  al^ruien?  No  es  posiiilo  indicarlo.  Por  consiguiente,  los  de- 
rechos del  rey  son  absolutos,  ex  dusivos.  No  se  trata  de  un  mandato; 
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¡mandatario!  el  rey  ¿de  quién?  ¿De  la  colectividad  de  los  Indios?  N(k 

es  un  ser  jurídico! 

Asi  llego,  Señores,  á  los  decretos  de  18B6,  1842  y  1846. 

La  situación  jurídica  era.  pues,  en  esta  época,  la  que  acabo  de  indi- 
car; oroo  haber  demostrado — y  por  el  momento  supongo  que  ral  de- 
mostración es  completa— ^que  oii  ISHIi  la  ¡«rlesia  no  tenía  ningún  dere- 
cho á  esos  hii^nes.  qiip  los  puilt-ros  más  aiisoliitos  residían  en  la  persona 
del  rey  ó  del  Oslado,  y  y:i  eslaado  ht'clia  esa  deinoslración  ó  dándola 
por  hecha,  exaniiiioiiios  ol  alcance  del  prjiaer  (libérelo  que  se  inv<>oa. 
el  de  19  de  Septiembre  de  ISHH.  Conocéis  ya  esle  decreto,  tenia  [><)r 
olijelo  la  insfihirióii  eventual  de  un  obispado.  Conoc^ris  también  lar 
razones  políticas  que  determinaron  es(a  inslilii(M<)u:  estaban  allí  los 
curas  interinos,  los  antij^uos  franei.scanos  que  no  tenían  jefe,  hacíii 
falta  un  obispo,  se  había  sentido  su  necesidad  porque  ya  se  veía  apa- 
recer en  el  horizonte  la  intervención  extranjera. 

Se  decide  pues  que  se  necesita  un  Obisjio,  que  se  pedirá  la  inter- 
vención del  Papa.  Todo  esto  se  realiza  en  18i0;  se  señala  á  este  Obis- 
po un  sueldo  de  Síi,O0O,  tres  mil  pesos  de  viáticos,  etc.,  y  se  dice  qne 
el  producto  de  los  bienes  será  administrado  y  empleado  por  ét  según 
las  miras  de  los  donantes. 

¿Qué  co^a  es  eso?  &s  un  decreto,  no  es  un  contrato  sinalagmático 

Y  bien,»  Señores:  os  decía  que  cuando  un  decreto  confía  á  un  fun- 
cionario un  serricío  público,— y  sci^urainente  se  consideraba  en  1836 
—que  las  misiones  de  California  constituían  un  serTicto  público,  y  m 
servicio  publico  del  mayor  interés,  puesto  que  era  el  medio  de  evitar 
la  intervención  extranjera,  no  le  transfiere  derechos  civiles.  Eo  Bél- 
gica se  dedica  una  parte  de  los  impuestos  á  las  ciudades,  á  tos  maní* 
cípios,  es  el  fondo  comunal;  ciertos  ingresos  de  los  Estados  se  desti- 
nan á  los  municipios  y  se  distribuyen  entre  ellos;  pero  ¿esta  apropia- 
ción supone  un  derecbo  civil?  No.  ¿Acaso  no  podría  el  Gobierno  belga, 
por  una  ley  nueva,  cambiar  mafiana  lo  que  ha  decidido  hoy?  Si  bt 
convenido  hoy  que  el  fondo  comunal,  que  determinados  ingresos  del 
tesoro  se  destinen  á  los  Municipios  y  se  distribuyan  entre  ellos  para 
sns  necesidades — los  municipios  tienen  sin  embargo  personalidad  ci- 
vil —¿se  les  concede  i)or  esto  un  crédito  de  derecho  civil  ?  ¿Tendrían 
a<  eci«')n  «-ontra  el  Estailo  para  erigir  su  pago?  Ciertamente  que  no, por- 
que es  un  acto  de  los  poderes  i)rd)lieos;  es  un  decreto,  no  es  un  (Con- 
trato: es  un  acto  iinilatorul,  y  lo  que  es  más,  unilateral  del  soberauo 
que  decide,  que  decreta. 
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Supongo,  8ÍD  conceder,  que  el  Gobierno  de  1836  haya  tenido  la  in- 
tención de  ceder  al  Obispo  de  California  loa  derechos  que  él,  Estado, 
poseía  hasta  entonces,  que  haya  querido  darle  un  derecho  civil,  ha- 
cerle un  abandono  de  propiedad,  supongo  todo  eso.  ¿No  hubiera  en- 
tonces cuidado  de  celebrar  un  contrato?  Guando  el  Estado  enajena 
ana  de  sus  propiedades  en  favor  de  un  particular  hace  un  acto  de  ven- 
ta: si  reconoce  un  crédito  á  un  particular,  lo  hace  en  una  forma  que 
im|ilique  el  reconocimiento  de  obligaciones  recíprocas:  eso  se  hace 
siempre  cu  forma  distiiila  á  la  de  un  decreto,  r.l'ur  quéV  i*orque  se 
necesitan  condiciones,  porque  si  se  vende,  si  se  abandona  un  derecho, 
se  pide  algo  en  cambio,  se  imponen  condiciones,  obligaciones. 

¿Concebís,  Señores,  que  este  decreto  que  aún  no  nombraba  al  Obis- 
po, que  no  lo  instituía  aún,  mmo  que  anunciaba  la  intención  de  insti- 
tuirlo, hubiera  tenido  por  objeto  transferir  la  propiedad  ó  ceder  nn 
crédito  civil  en  favor  del  ObispQ  de  San  Francisco,  6  eü  favor  de  una 
persona  que  no  existía  aún?  Ks  inadmisible. 

Por  lo  demás,  el  texto  mismo  del  decreto  dice:  "Que  los  bienes  per- 
tenecientes al  Fondo  Piadoso  se  pongan  á  disposición  del  nuevo  Ubis* 
po  para  ser  administrados — Son  las  palabras  que  ya  he  indicado;  no 
puedo  volver  á  hablar  de  ello,  pero  ya  os  dye  que  habíamos  encontra- 
do las  mismas  palabras  en  la  legislación  francesa  cuando  por  el  de- 
creto del  26  Mecidor  año  IX,  art.  12,  decidía: 

^'Todns  las  Iglesias  metropolitanas,  catedrales,  parroquiales  ú  otras 
que  no  se  hayan  eniyenado  se  pondrán  á  disposición  de  los  Obispos." 

¿Ha  pensado  jamás  alguien  que  los  Obispos  se  convertían  en  propie- 
tarios de  las  catedrales  por  esta  decisión  del  Condardato?  Nadie  lo  ba 
pensado  así,  y  vemos  en  el  art.  91  de  la  ley  de  1793,  que  es  posterior, 
la  disposición  siguiente: 

*'Las  habitaciones  y  los  lugares  necesarios  para  el  servicio  de  la  co- 
munidad, que  se  empleen  como  tales,  como  las  cárceles,  los  presbite- 
rios, no  pueden  dejar  de  pertenecer  á  los  Municipios." . 

Véis  pues,  siempre  en  el  derecho,  pública  esta  noción  de  que  se  pon- 
gan bienes  á  disposición  de  alguno  para  el  ejercicio  de  un  servicio  pú- 
blico, como  el  culto  en  el  caso  que  indico,  y  jamás  se  ha  estimado  que 
eslo  sea  una  transmisión  de  propiedad. 

Tenemos,  por  otra  parle,  sobre  este  punto  autoridades  irrecusables 
que  no  pueden  ser  desechadas  por  nuestros  honorables  contradicto- 
res. En  efecto:  os  dije  ayer,  que  teníamos  por  nuestra  la  opinión  del 
Obispo  mismo;  os  cité  su  confesión  expresa  por  órgano  del  abogado 
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que  estaba  encargado  de  protestar  en  1842,  contra  las  medidas  deque 
tengo  que  hablaros.  Pero  voy  ahora  á  Indicaros  su  confesión  tácita, 
piios  si  un  decreto  de  19  de  Septiembre  de  183(i,  había  tmestolt» 
bienes  á  disposición  del  Obispo,  otro  decreto,  el  de  8  de  Febrero  de 
1842,  le  retiraba  lo  que  se  le  había  concedido.  Esto,  A  mi  entender, 
es  enteramente  decisivo,  porque  os  muestra  desde  liic^nj  lo  que  pen 
Haba  el  Gobierno  mexicano.  Ri  es  quien  expidió  el  decreto  de  IH'W: 
si  estima  que  ha  renunciado  á  sus  derechos,  í\í\í-  los  ha  ab  oidonüdtí 
en  favor  del  Obispo,  que  se  los  ha  cedido,  nn  puede  recobrar  loqn» 
le  ha  dado.  Pero,  con  la  mayor  facilidad.  ñ<\  coiiío  este<leerolo  sf  lir- 
inó  en  1830,  otro  (iecroto  va  á  refirar  1<>  ipio  ha  concedido,  y  van 
decir  que  el  Kstado  se  encar;¡;ará  directa incn Le  de  la  adniinistractúfi 
del  Fondo  y  de  la  aplicación  de  sus  productos. 

Como  lo  indiqué  ayer,  si  se  liiibiesa  creado  iin  dnrcchf)  civil  en  ía- 
vor  del  Obispo,  se  hubiese  necesitado  después  una  expropiación:  peM 
no  sólo  no  hace  el  Kstado  expropiación  a!<íuiKi.  sino  que  ni  siquiera 
reclama  el  Obispo,  porque  reconoce  el  derecho  del  testado,  que  no  se 
!e  ha  investido  de  derechos  sino  en  la  medida  del  servicio  que  se  Iul 
bía  confiado. 

Fn  1842,  el  Estado  encarga  al  General  Valencia  que  administreel 
b^'ondo.  £1  24  de  Octubre  de  1842,  el  Gobierno  decide  que  se  nacio- 
nalicen los  bienes,  que  se  incorporen  al  Erario  Nacional. — Son  las* 
palabras  de  qne  se  sirve  el  decreto. — Es  decir,  que  si  pudiese  aún  qoe- 
dar  duda  en  este  asunto,  este  acto  del  poder  soberano  de  24  de  Octu- 
bre de  1842  la  disiparía  y  la  haría  desaparecer  detinitivainenle.  Ri 
Estado  anuncia  que  va  á  deslinar  una  suma  que  representa  un  inte- 
rés de  O  por  100  del  producto  del  Fondo  á  objetos  de  beneficencia  y 
nacionales,  conforme  á  las  voluntades  de  los  donantes. 

Tocante  á  esto,  Señores,  pronto  acabaré,  porcfue  sólo  tengo  que  ha- 
cerme una  pregunta:  ¿Habría  dado  nacimiento  el  decreto  de  24  de 
Octubre  de  1842  á  un  crédito  civil  que  se  podría  hacer  valer  hoy? 

Sería  necesario  comenzar  [hív  prc  n:untar  cuál  es  este  acreedor :¿ le- 
lilí el  Obispo?  Pero  es  imposible,  puesto  (pie  la  ley  de  1842  ha  teni- 
do precia  iiii'^ntc  por  objeto  retirar  al  Obispo  la  administración  y  la 
dispi>sir'ióii  "l  ie  se  le  había  dado.  Hasta  1845  será  cuando  se  trátele 
devolverhí  una  parte  de  esta  admiiustración  ;  pero  en  18^2,  el  decre- 
to de  21  de  O 'tnbre,  lo  mismo  que  el  de  8  de  Febrero,  nacionaliza- 
ban, es  decir,  que  '^e  quitaba  al  Obispo  lo  que  se  le  había  dado;  noe> 
pues,  á  él,  ú  quien  se  va  á  instituir  acreedor  del  Estado.  Si  no  es  el 
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Obispo,  si  no  es  la  Iglesia,  ¿entonces,  quién  esV  No  son  los  Indios;  ya 
he  dicho,  en  efecto,  que  individuulmeule  no  tienen  ningún  derecho, 
pnlp(^fivatnente  nada  son,  pues  están  represenUido.?  por  la  Nación. 
Así  p  u  s.  Señores,  es  imposible  imaginar,  indicar,  el  acreedor  que  se 
hubie.se  creado  el  Kslado  en  IHí-2. 

Este  deerelo.  ¡pie  es  la  expresión  de  voliiiit.id  miilaleral  del  po- 
der soberano,  va  á  ser  reeinplazado  p^r  el  deeretd  de  B  de  Abril  de 
lí^ió.  Kn  esta  época  se  de -ide  volver  á  dar  al  Obispo  cierta  adminis- 
(ración,  la  de  h»  que  queda,  hi  de  Id  que  no  se  ha  enajenado. 

Kn  e*<te  punto,  no  hay  demanda;  mis  honorables  contradictores  no 
ivclainan  derechos  derivados  del  decreto  de  1845,  en  cuanto  restituía 
al  Obispo  la  adininistracióa  de  los  bienes  que  no  habían  sido  enaje- 
nados, porque  sería  la  reivindicación  de  un  capilaL;  así  es  que  esto  no 
se  nos  pide. 

¿Qué  es  entonces  lo  que  queda  del  decreto  de  H  de  Abril  de  1845? 
La  níirniacióu  del  poder  soberano,  del  derecho  del  Congreso  de  dispO' 
ner  del  Fondo,  como  le  parezca  en  la  parte  que  de  él  ha  enajenado. 
Pero  de  lo  que  se  había  enigenado,  lo  que  podía  subsistir,  era  una 
renta  que  el  Estado  había  indicado  que  debía  destinarse  á  objetos  de 
tieneficencia;  se  reserva  al  Congraso  el  derecho  de  disponer  de  ella, 
cosa  que  nunca  hizo.  • 

Pero  eso  no  basta.  Cunlesquiera  que  sean  las  consecuencias  de  es- 
te acto,  cualquiera  que  sea  la  disposición  que  se  tome  y  que  no  tene- 
mos que  discutir  aquí,  lo  que  tenéis  que  investigar  y  proclamar  es  el 
acto  soberano  de  todos  esos  decretos,  y  &<n,  Señores,  me  psirece  in- 
discutible é  incontestable.  ¿No  vemos  en  esta  sucesión  misma  de  de- 
cretos la  afirmación  constante  del  poder  soberano  con  respecto  al 
Pnndo?  ¿Acaso  estas  modiñcaciones  sucesivas  permiten  aún  que  se 
di^ra  que  existía  un  derecho  privativo  fuera  del  Estado  y  contra  el  Es- 
tado? Eso  es  imposible. 

Señores:  la  cuestión  había  sido  ya  examinada  y  resuelta  en  el  jui- 
om  al  cual  lii<'e  aliis¡.'»ii  en  la  aiulieneia  de  ayer,  el  juicio  relativo  á  la 
sucesión  de  Dnña  .ln^(»fa  Ar;íiielles.  Recordáis  que  el  C(»nsei«»  de  In- 
dias, por  seiileiK'ia  de  í  de  Junio  de  1785,  decidió  qne  los  btenes  de- 
pendientes de  os  i  sucesión,  en  cuanto  hubiesen  sido  ileslinados  á  las 
misiones  de  lo'^  josuílas,  quedaban  á  disposición  del  rey  y  á  su  bene- 
plácito. ¿Senleneia  semejante  lia  podido  nitervenir  sin  contradiceiíín 
por  parte  de  la  autoridad ^ligiosa,  y  es  punible  que  una  autoridad  re 
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ligiosa  diga  hoy,  que  haciendo  valer  derechos  de  su  aator,  tieae  de* 
rechos  contrarios  á  los  que  se  proclamaron  entonces? 

Me  parece,  SeAores,  que  esta  decisión  tiene  una  importancia  capi- 
tat  en  el  juicio  que  nos  ocupa.  No  hablaremos  de  la  cuarta  parte 
que  fué  abandonada  por  los  jesuítas^  á  la  cual  renunciaron,  que  alta- 
ba destinada  á  los  colegios  y  que  no  se  les  aplicó.  Pero  quedan  lia 
tres  cuartán  partes  de  la  sucesión  que  por  la  donación  se  destinabaa 
á  los  jesuítas.  Era  una  cantidad  considerable.  Y  bien:  hé  aquí  qae 
loe  jesuítas  son  expulsados  desde  t768,  que  han  desaparecido;  la 
milta  impugna  la  donación»  pide  que  se  le  apliquen  esos  bienes;  eo- 
tonces,  si  la  iglesia  es  la  heredera  de  los  jesuítas,  si  tiene  los  derechos 
de  los  jesuítas,  ¿no  es  ella  la  que  va á  intervenir?  ¿Y  se  concibe  que 
sin  protesta  por  parte  de  la  autoridad  religiosa,  la  Corte  Suprema  de 
entonces  haya  podido  decidir  que  esos  bienes,  por  el  hecho  de  estar 
destinados  á  las  misiones  de  los  jesuítas,  perlenonían  onjíiiuihiiente 
al  rey,  que  debí¿ia  emplearse  á  su  discreción?  ¿No  es  esta  ausencia 
de  protesta  el  reconocimiento  más  completo  que  pned.i  (leso,u.->e? 

No  os  liabluré  nífis.  jx^que  ya  os  dije  algo  esta  iiiañaiia:  pero  re- 
tendréis su  importancia,  del  proceso  jiizt^ado  en  la  misma  América,  en 
la  Alia  (lalifoniia,  después  de  la  supresión  de  los  jesuítas,  y  en  el  cual 
liemos  visto  In  formal  afirmación  de  qne  las  misiones  eran  obras  po- 
liticas  y  no  obras  religiosas;  y  esto  se  juzgó  después  de  la  separacioo 
de  la  California. 

Además:  ¿cstíoncebible  que  alguien  pueda  deoir  aún  hoy:  se  dona- 
ron á  las  misiones  unas  cantidades  de  dinero,  y  yo  las  reivindico  en 
nombre  de  la  Alta  California?  ¿Cuál  sería  la  significación  de  tal  de- 
manda? El  Gobierno  mexicano,  el  16  de  l«Inerode  1849,  por  medio  de 
su  Ministro  de  Negocios  Eclesiásticos  — es  un  documento  que  se  en- 
cuentra reproducido  en  la  defensa  del  Sr.  Azpíroz,  pág.  39ü  del  Libro 
Rojo — se  habfn  expresado  en  Ioa  términos  siguientes: 

<  La  Biga  California  debe  ser  ahora  objeto  de  toda  la  solicitud  del 
Gobierno,  en  lo  que  concierne  á  sus  necesidades,  tanto  civiles  como 
eclesiásticas,  porque,  habiendo  sido  desmembrado  ese  territorio  enTi^ 
tud  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  la  parte  que  nos  queda  nett- 
sita  legislaciones  especiales  para  su  buena  administración.  Por  sí  sola 
no  puede  evidentemente  constituir  el  Obispado  que  se  creó  por  decre- 
to de  19  de  Septiembre  de  1886.  FÁ  Gobierno  dirige  su  atención  so- 
bre los  habitantes  de  la  región,  y  hará  uso  fie  Moa  am  poderes  coi»- 
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liluLiOHñles  ron  tal  fin,  y,  en  caso  neresano,  soUcUará  la  ayuda  y 
el  (ipoifo  fin  hs-  reprcsrntanfes  de  la  Nación. 

Es  decir.  Señores,  que  en  1849.  á  raíz  del  Tratado  que  arrebató  á 
M»'xi(  C)  los  territorios  de  Nuevo  México  y  de  Ift  Alta  r.alifortiia,  el  Mi- 
nistro de  Netjocios  Eclesiásticos  que  tenía  en  sus  alrihiu  ioiies  el  Fon- 
di»  Piadoso,  decía:  *  Es  necesario  ahora  empeñarse  en  defender,  en 
prole^rer  la  íínja  California.»  El  Ministro  de  entonces  se  daba  cuenta 
lie  la  taita  de  política  que  indiqué  ayer;  no  se  habían  cuidado  io  bas* 
laiite  de  las  necesidades  de  esos  países  de  la  costa;  había  que  preocu- 
parse ahora,  sobre  todo,  de  la  Baja  California,  porque  la  lección  había 
üído  fructuosa. 

Y  bien,  os  pregunto:  ¿cuando  el  Gobierno  de  México,  como  poder 
íioberano,  va  á  destinar  todo  lo  qne  tenga  disponible  al  sostenimien- 
to de  la  Baja  California  y  que  llegará  aun  hasta  pedir  á  la  Nación  ayu- 
da  con  este  fin,  se  permitirá  á  un  tercero,  á  un  extranjero  que  ren- 
ga á  decirle:  ¿No  váis  á  emplear  el  producto  del  'Fondo  Piadoso  en  la 
Alta  California?  Es  inadmisible.  Y,  comodeciayo:  ¿Es  posible  fun- 
dar una  reclamación  semejante  en  la  voluntad  de  los  donantes  primi- 
tivos, en  la  voluntad  de  los  mexicanos  de  entonces,  de  los  que  debían 
ante  todo  preocuparse  del  territorio  de  México,  de  la  raza  mexicana, 
de  la  raza  española,  de  los  qne  no  podían  conocer  entonces  más  que 
á  la  Baja  California?  ¿No  hay,  por  consiguiente,  fuera  de  todas  las  con- 
sideraciones jurídicas  que  acabo  de  presentaros,  una  antinomia  abso- 
latn  en  venir  á  reclamar  en  nombre  de  un  Estado  extranjera,  ó  más 
bien  en  nombre  de  Obispáis  extranjeros,  la  aplicación  del  producto  del 
Kondo  Piadoso  en  provecho  de  la  parte  extranjera,  del  territorio  an- 
tiguo, con  detrimento  de  lu  parte  del  territorio  que  Im  pennauecido 
nacional? 

Es  importante,  porque  se  ve  inmedintamento  qoe  la  iutcncitui  de  la 
demanda  es  la  de  inmiscuirse;  se  quiere,  en  suma,  impedir  al  Gobier- 
no moxicano,  que  ha  sido  siempre  propietario  ó  titular  de  ese  Fondo, 
que  lo  emplee  para  C-alifornia  Alta  ó  l^aja,  como  le  parezca:  nt>  le  que- 
da sino  la  Raja  f'aliforiiia,  le  han  ("oiKjuistado  la  otra  y  no  podría 
emplear  en  la  que  le  (px^da  los  rondos  (pie  tiene  á  su  disposición! 

Paso,  Señores,  al  examen  de  un  punt(»  muy  diferente,  pero  (pie  á 
ni  juicio  constituye  una  respuesta  decisiva  y  perentoria  á  la  deman- 
í  formulada  ante  vosotros:  esta  respuesta  está  sacada  del  Tratado 
de  1848. 

No  debo  volver  á  hablar  de  las  circunstancias  en  las  coales  se  ce- 
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lebró  este  Tratado:  las  c.»noctiis;  pero  debo  indicar  á  la  Corle  coál  ha 
sido  el  pensamiento  de  las  Partes  en  el  inomenlo  en  que  lo  celebra- 
ben,  f  sobre  todo  lo  que  han  abandonado,  las  exoneraciones  que  se 
han  dado  y  que  son  incompatibles  con  la  demanda  actual 

Como  os  lo  he  dicho,  Señores,  una  reclamación  por  parle  del  Go- 
bierno americano  seria  enteramente  imposible.  Cuando  el  Tratado  fué 
debatido»  lo  fué  palmo  á  palmo,  tenía  en  gran  parte  por  objeto  una 
cuestión  de  dinero;  la  conquista  se  había  realizado  ya  desde  1846.  \m 
territorios  debían  ser  abandonados:  esto  se  sobreentendía;  los 
dos  Unidos,  vencedores,  no  admitían  discusión  sobre  este  iiunlo:  pero 
había  un  i  cuestión  de  equidad,  una  cuestión  do  dinero  que  deb  Uir 
cDino  lo  habéis  visto.  Señores,  ora,  ea  suma,  con  relación  ú  la  sii|H»r- 
íi(ai:,  la  mayor  jtarto  ilel  lerritorii»  inexioauo  la  <}ae  se  cedía  á  los  ¥A:i 
dos  Unidos:  eia  un  abandono  considerable  que  tenía  por  conseiaaMi'it 
dejar  loila-  las  carjias  do  Mí''xíí*o  á  la  parte  que  de  él  qne<laba  Es  I- 
{\\u'  pon-^ai-on  los  rieiii[)oLunciarios  que  intervinieron  fn  la  pcletmi- 
cnin  del  Trat.ido.  Dijeron:  hay  una  po^^a  razonable;  debemo.s  mtervt- 
nir  no  para  comprar  el  territorio,  ('(uno  se  lia  dicbo  —  no  se  tratitb;i 
do  OSO  —  sino  para  reembolsar  una  douda  que  afoi-latra  ese  torriti^ri.i 
y  se  dejaría  á  car^o  de!  país  venoido;  por  consif^niiente,  era  necesari«t 
lijar  esta  indemnización.  Todos  los  elementos  se  han  discutido,  tía  ha- 
bido naLuralineiite  numerosos  preliminares,  se  han  debido  hacer -ál 
cubui^  asentar  cifras  y  así  es  como  se  ha  llo;rado  á  í^ar  defínitivamen!* 
la  suma  de  quince  millones  de  pesos  que  fué  ia  que  se  pagó.  Se  h  i  i>i<» 
aun  más  lejos:  se  ha  exonerado  al  Ciobíerno  mexicano  en  nombre  de 
\m  ciudadanos  americanos  que  pudiesen  ser  .sus  acreedores. 

¿A  qué  se  re<tuce,  os  pregunto,  la  pretensión  actual  en  estas  condi- 
ciones? 

En  aquel  entonces,  tas  dos  partes,  después  de  dos  años  de  debates 
llegaban  ¿un  acuerd<»,  A  una  exoneración  recíproca  absoluta;  iban  tan 
lejos  como  era  posible  en  loí  esfuerzos  intentados  para  suprimir  tod» 
motivo  de  conflicto  en  el  porvenir  y  ¿hubieran  qnerido  reservar  píI^ 
elemento  de  discordia  actualmente  debatido?  ¿es  esto  posible? 

¿Habría  alguien  á  quien  se  hubieran  reservado  derechos  contra  Mé- 
xico? ¿quién  era?  Seguramente  el  únicOt  en  caso  de  haberlo,  hiibíen 
sido  el  Estado  americano  el  que  hubiera  podido  pretender  eati  reser- 
va; hubiera  podido  decir  á  México.  Tenéis  un  Fondo,  tenéis  los  bienes 
que  antaño  se  donaron  para  el  conjunto  del  Territorio  mexicano  y 
más  especial men le  para  la  California,  heiuos  tomado  una  parte  del 
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Territorio,  dadnos  ana  parte  de  este  Fondo.  A  loque  probablemente  el 
Gobierao  mexicano  hubiera  contestado:  Eso  si  no,  tomo  toda  la  deu- 
da, tomo  todas  las  cargas,  y  no  tengo  por  qué  daros  una  parte  del 
Fondo. 

Por^tra  parte:  ¿es  concebible  que  se  haya  formulado  tal  pretensión 
cuaodo  se  trataba  de  determinar  la  suma  que  tenían  que  pagar  los 
Estados  Unidos?  Hubieran  podido  hacer  valer  esta  circunstancia  cuan* 

do  se  discutía  el  monto  de  la  indemnización,  no  sé  ai  se  formuló  esta 

pretensión,  creo  que  no  lo  fué;  pero  eu  todo  (ííujo,  entonces  y  sólo  en- 
tonces es  cuando  podía  hacerse  valor  iililiiioiile.  l'ero  terminada  este 
dt^batc,  y  hal)it''iui(>stí  exoiiurado  rccíprocuuiciiLe,  ¿qué  podía  reclamar 
aún  el  (iobieniu  de  los  Kstad(Ks  l  ¡nidos,  que  represonlaba  naluralmen- 
¡aeiíte  la  coieclividad  sea  de  los  Imiius,  sea  de  los  católicos  que  hu- 
bieran teríido  derechos  contra  el  (lol)ierno  nioxicaiio? 

rpro  Señores,  el  (lohieriio  auierieaiio  da  liriiquito,  exonera  sin  re- 
serva aliíiiiia;  r.e(')tiio  ima'^'inar  aún  (jiie  México  tenrja  una  deuda  sea  á 
favor  del  (lohierno  americano  ('>  á  Cavor  de  las  colectividades  que  re- 
presenta? Tampoco  podría  tenerla  en  favor  de  ciiidanos  americanos. 
Sobre  este  punto  los  adversarios  no  negarán  ciertamente  lo  que  dije 
esta  mañana,  porque  lo  dice  expresamente  el  texto  del  arl.  14  del  Tra- 
tado: 

'El  Gobierno  exonera  en  nombre  de  los  ciudadanos  de  los  Estados 

ruidos." 

Y  esto  lo  confirma  aun  más  el  texto  del  art.  t5,  puesto  que  el  Go- 
bierno americano  tomaá  su  cargo  todas  las  deudas  que  el  (iobierno 
Mexicano  pudiera  tener  en  favor  de  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos, 
mediante  la  entrega  de  una  suma  de  $3,250,000. 

Asi  pues,  ni  el  Estado,  ni  los  ciudadanos  americanos  podían  tener 
derecho  alguno  reservado  contra  el  Estado  mexicano. 

¿Qué  quedaba?  Se  nos  dice:  la  Iglesia.  Ya  he  contestado  diciendoos: 
la  Iglesia,  la  colectividad  de  los  católicos  ó  la  colectividad  de  los  In- 
dios; la  Nación,  el  Gobierno  era  quien  los  representaba,  quien  debía 
hacer  una  reserva  para  ellos.  Pero  á  partir  del  Tratado  de  Guadalupe 
Hidalgo  de  1846,  habiéndose  emancipado  el  Gobierno  mexicano  de 
de  toda  deuda  para  con  ciudadancis  y  el  Estado  americano,  ya  no  ha- 
bía deudas  del  otro  lado  de  la  Frontera  ni  podía  haberlas: 

¿Qué  podía  quedar  si  el  Estado  y  sus  subditos  no  tenían  ya  crédito 
ulgunoV  ,Ya  nada  quedal 

Pero  se  dice;  No  son  ciudadanos;  es  una  personalidad  civil,  no  exis- 
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tía;  pues  la  Iglesia  como  personalidad  civil  en  la  Alta  California  mi 
nace  sino  hasta  1854  en  virtud  de  una  Ley  Americana;  así  puei,  en 
1848,  nd  existía,  y  por  lo  tanto  no  podía  ser  sujeto  del  derecho  ni  te- 
ner crédito  contra  el  Estado  mexicano. 

Os  he  recordíido  esta  circunstancia  carnclerística  que,  en  un  primor 
proyecto  de  tratado  se  había  eslipuiadi»  que  las  comuiiidade??  que  go- 
zaban de  personalidad  civil  en  1848  hubieran  contiiiuíido^ozándolM 
mornentáneainente  después  de  1848.  es  decir,  despnt's  de  la  incorii  » 
ración  americana:  pero  el  Senado  de  Washingtoti  doscclió  esta  dispt. 
<i<  i<jn  y  la  reemplaz»)  por  otra  plair)iii<:a  que  no  era  sino  la  coiiliriua- 
ciún  del  principiu  «Ui  la  liln^rlMd  d  •  i-MiKMPfinja  df  todo-;. 

De  tal  manera.  Señori-s.  ([ue  ilcsalid  ;i<pií  á  mis  lioiií>rables cui- 
tradictorcs  parn  «pío  di;:an  ¿«-uál  era  en  la  cpo<;a  «leí  Tratado  de  IM'^ 
la  persona  qnc  po  lía  tener  derechus  contra  el  Kstado  mexicau')?  S 
on  Í848  no  tema  deudores  el  Kstado  mexicano,  nadie  puede  del  oír 
lado  de  la  tronlera.  reclauiar  l:i  cjeciK  i '»n  M  una  obligación  correla- 
tiva de  los  derechos  de  un  deudor  de  1848. 

Si  el  Gobierno  mexicano  no  ha  contraído  compromisos  dendeei 
Tratado  de  (iuadalnpe  Ifidal^'o,  si  no  ha  intervenido  para  crearse  una 
carga  en  la  Alta  California  después  de  l84iS,  es  necesario  que  se  iii- 
demuestre  que  en  la  fecha  del  2  de  rebrero  de  1848  existía  alguien 
que  teiu'a  un  derecho;  no  se  me  podrá  nombrar  á  este  alguien,  ptrque 
no  existía,  i porque  no  podía  existir! 

En  los  preliminares  de  este  tratado  de  1848  encuentro  en  Iok  do- 
cumentos oficiales,  en  los  informes  que  se  habían  rendido  ai  Gobifr- 
no  mexicano  las  indicaciones  siguientes: 

*'Los  15  millones  convenidos  en  el  art.  12  y  las  estipulaciones  ét 
los  arts.  18  y  14  son  la  indemnización  más  clara  que  podamos  obte- 
ner como  compensación  de  los  daños  sufridos  por  la  República;  dis- 
minuida ésta  por  el  aumento  de  Territorio  adquirido  por  sn  veciita. 
las  mismas  obligaciones  que  tenia  antes  van  á  pesar  ahora  sobre  on 
número  menor  de  habitantes  y  sobre  un  país  menos  grande  y  son 
consiguiente  más  onerosas;  así  es  como  nuestra  deuda,  interior  y  ex- 
terior deberá  satisfacerse  en  totalidad  por  la  parte  del  pueblo  mexi- 
cano que  conserva  este  nombre,  mientras  (pie  sin  la  cesión  scextoi- 
doria  sobre  toda  la  liepública  tal  cual  vi-a  antes. 

Los  perjuicios  de  esta  naturaleza  son  los  que.  en  la  medida  do  k» 
posible,  se  li;m  rcparndt»  por  la  iiidcumizacif'm.  ' 

Veis,  Señores,  que  lo  que  os  decía  hace  un  instante  noesmievo, 
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no  que  era  la  idea  del  Tratado,  pues  aparece  en  los  trabajos  prelimiim- 
res.  Kra  un  pensamiento  de  tiiaroha  normal.  Cuando  un  territorio  se 
desprende  de  otro  á  continuación  de  una  conquista,  hay  cuentas  que 

íirrejíliir,  y  si  la  roclatnaciún  actual  hubiese  tenido  valor  habría  (igu- 
rado  en  osas  ciienlas.  I'ero  hoy  que  esas  cuentas  están  liquiiiadrts, 
no  sooiinrilM^  (jíie  una  nación  ven«ía  á  decir  á  la  utra:  Tenemos  un 
l:at:iii(>.  iit  iiKis  (iisputido,  hemos  arreglado  cuentas,  hemos  llegado  á 
iHia  suma  do  (jiiiiict'  rnilUmes  depesüs  y  exigimos  aún  tioy  nuevos  mi- 
lloiios.  Kslo  es  imposible, 
til  los  mismos  trnhnÍDs  prelimiiinrcs  leo  lo  siiTiii(Mjle: 
'  \/,\  venladcr;!  utilidad,  decía  el  rionipotonoiarin  mpxionno.  de  los 
arreglo,--  foiitoiiid<is  «mi  l"ts  tros  artículos,  no(!onsistt'  prccisamenleen 
(jue  í^e  oxoiicrfí  á  la  llepúl)lica  del  [ímíío  de  las  sumas  á  las  cuales  se 
Hílieren.  cual(piiera  que  sea  su  monto  pequeño  ó  elevado,  sino  en  o! 
arreglo  do  todas  esas  cuentas  con  la  nación  vecina  y  en  que  uo  que- 
de pendiente  nada  que  sea  susceptible  de  alterar  la  buena  inteligen- 
cia entre  ambos  gobiernos  y  de  dar  lugar  á  cuestiones  embrolladas  y 
peligrosas.  Esto  es  ciertamente  de  importancia  capital. 

Es  decir,  Señores:  que  el  pensamiento  que  había  animado  á  los  pie* 
nipotenciarios  era  el  pensamiento  que  debe  guiar  siempre  á  los  que 
tienen  el  honor  de  discutir  an  tratado  entre  dos  naciones  que  estu- 
vieron en  guerra.  Debe  suprimirse  toda  cansa  de  conflicto,  es  necesa- 
rio  no  soto  allanar  las  dificultado»  del  pasado,  sino  aun  hacer  d^  ma* 
ñera  que  no  puedan  ya  nacer  otras  nueras.  Este  pensamiento  es  el 
que  encontramos  también  aquí,  y  contra  este  pensamiento  pugna  la 
demanda  actual. 

¿Cuáles  son  las  objeciones  que  se  formulan?  Porque  en  fin,  eso  pa* 
rece  tan  evidente  (pie  hay  que  preguntar,  ¿cómo  es  posible  sostener 
qite  el  tratado  de  t848  haya  mantenido  á  cargo  de  México  una  deuda 
á  favor  de  la  Nación  ó  de  una  parle  de  la  Nación  de  los  Gstidos  Uní- 
do»? 

Se  noH  hace  una  doble  objeción;  In  primera  es  éstn,  se  nos  dice:  Pe- 
ro los  demandanles  son  los  Obispos  de  California,  ó  más  bien  son  los 
Obispados  de  California:  no  existen  como  persona  moral  sino  desde 
IHái,  no  existían  en  líSÍ^H  y  por  consiguiente  no  han  podido  dar  exo- 
neración en  esta  fecha. 
;Ali!  S(Mion^s.  iba  :'i  (\i''ñv  y  pido  por  ello  excusas: 
;Cóm(»'  (;uaudo  inv3-itigamus  -a  en  la  época  riel  tratado  había  una 
reserva;  es  deuir  ai  habia  aún  un  sujeto  de  derechos  que  pudiese  te- 
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nerun  crédito  cualquiera  contra  México  y  que  pudiese,  por  consi^ruien- 
te  recibir  unn  obligación,  de  México,  detniiestro  que  tío  lo  había  y  que 
no  podía  existir,  y  he  aquí  que  luia  honorables  coiüríidiclores  qup  de- 
bían negar  lo  que  acabo  de  decir,  ¡nvocan  las  im.siiiits  circunstancia?, 
pero  para  pretender  que  no  podían  renunciar  un  derecho  porque  no 
existía.  Lo  que  equivale,  Señores,  á  (pie  después  de  haber  reconocido 
así  itnplícilatnenlfi  el  valor  de  nuestro  argumento,  cuando  decíamos: 
No  podéis  tener  derecho  jiorque  no  existíais  aún:  eludía  el  arirutnento 
diciendo:  No  teníamos  derechos,  y  por  consiguiente  no  podíamos  re- 
nunciarlos. 

Pero  no  podíais  renunciar  porque  no  teníais  derechos,  y  no  teníais 
derechos  porque  no  existíais.  Volvemos  [>ues  siempre  á  íni  tesis  pri- 
mitiva, á  saber,  que  cuando  el  Tratado  de  1848  ao  había  nadie  que  tu> 
viese  derecho  privativo  contra  México 

La  otra  objeción  es  esta:  se  nos  dice:  No  teníamos  crédito  alguno 
en  1848,  nuestro  crédito  no  nació  sino  posteriormente.  Y  para  dar  al* 
gona  apariencia  de  fundamento  á  esta  tesis,  se  nos  hace  observar  que 
lo  que  se  pide,  son  los  intereses  y  no  el  capital;  «como  los  intereses 
corren  de  aflo  en  año  ise  puede  no  haber  tenido  crédito  en  1848  y 
tener  derecho  á  los  intereses  en  1849!» 

No  tengo  necesidad,  Señores,  de  demostraros — salvo  el  respeto  que 
debo  á  miift  honorables  contradictores — cuán  pocojuridtca  me  parece 
esta  tesÍH,  porque  tengo  por  imposible  que  si  no  teníais  dererhos  de 
crédito  reservados  en  1848.  y  sí  desde  entonces  México  no  ha  inle^ 
venido  para  conferírosla,  podáis  tener  alguno.  ¿Si  no  teníais  crédito 
en  1848,  como  lo  habríais  adquirido  después  y  como  es  posible  decir 
que  porque  no  se  reclaman  sino  los  intereses  y  no  el  capital  no  se  en- 
cuentra uno  comprendido  en  la  exoneración  de  1848?  ¿No  es  ehtro. 
Señores,  que  si  se  deben  intereses,  es  en  virtud  de  un  derecho  preexis- 
tente á  1848?  Ksto  aparece,  tanto  más  evidente  cuanto  que  he  pedid" 
poco  lia  ú  mis  honorables  eontradictores,  el  títjih),  el  fimdainenfo  dp  su 
crédito:  éste  título  no  lo  lí»niitn  sino  <le  los  decretos  de  1836  á  Í8l*i. 
ó  de  líis  esf  rituras  primitivíis  de  don;i«  i-ni.  es  decir,  de  ditr  imionto». 
de  derechos  .'interiores  á  IHíH,  Kl  i-rtMÍilo  debía  existir,  de  pl.iz  »  cum- 
plido ó  no  (  uuijdido,  antes  de  184-8,  y  si  entonces  no  existía  ya  desputs 
no  podía  nacer. 

Notad  que  h\  tesis  de  los  ;i(ivers;tri'»s  e(|nivnle  á  decir:  qiie^ii  títu- 
lo se  fundaría  en  una  ley  americana  y  que  .sin  la  intervenciún  de  Mé- 
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xieo  la  ley  americana  sería  la  que  hubiera  dado  origen  al  crédito  de 
que  se  prevalecen  hoy. 

Y  en  efecto,  esta  es  su  tesis  puesto  que  dicen  que  no  exi^^tían  nn- 
les  de  1854  y  que  sus  derechos  no  podían  nacer  sino  á  partir  de  la  ley 
americana  que  les  ha  dado  personalidad  rivil. 

De  esto  rosnila  desde  hieoro  que  si  no  se  hnliipso  (n  ui  rido  al  Ilutado 
iimerit'Uiio  crear  esta  nueva  enluiad  JiinMica.  no  Inibieraínus  tciiidd 
n^^reedores.  ¿Pero  de  (jtic  It^  linya  parcrido  vniílajosa  c.vgiw  este  ser 
iiiiovo,  si;jae  que  dohaiiKK  sor  su  jiadriiio  oblitrndo  v  que  lenífamos 
<j(ie  alimentar  perpetuamente  este  ser  que  le  plugo  crear?  Esloes  im- 
pfwible. 

¿Es  plau>il»lp  (|ii<'  una  ley  d<í  un  Kstado  exlranjtn'o  pueda  crc-ir  luia 
t»bligafión  civil  privada  á  raríro  do  otro  K<tafl(>?  Sr  no  teníais,  dere- 
chos antes  de  1848,  ya  no  podíais  adquirirlos,  y  si  aljíuno  teníais  este 
quedó  extin^ruido  por  el  tratado  de  1848  que  concede  la  exoneración 
más  absoluta. 

En  la  tesis  misma  de  los  demandantps.  los  intereses  son  la  contra- 
prestación  de  la  exonorar'ión  do  la  voluntad  de  b>s  fiuidadores:  los  fun- 
dadores primitivos  habían  tenido  la  intención  deque  el  rédito  de  los 
bienes  que  donaban  se  aplicase  anualmente  á  un  objeto  de  beneficen- 
eía  y  de  religión,  á  la  exoneración  de  una  misión.  Pero  deben  reco- 
nocer que  no  existían  de  1848  á  1854;  son  pues  impotentes  para  ser 
sujetos-  del  derecho,  como  lo  son  para  exonerar  una  fundación,  y  á  po- 
sar de  ello,  tendrían  derecho  año  pur  afio  á  esim  intereses,  aun  duran- 
te el  periodo  en  qtie  no  existían! 

Veis^  Señores,  á  qué  error  jurídico  nos  condnce  la  tesis  de  los  de- 
mandantes.  En  1848,  decimos,  México  tenía  derecho  para  creer  que 
ya  no  había  deuda  alguna  del  otro  lado  de  la  frontera,  que  ya  no  ha- 
bía ser  alguno  qiie  pudiese  formular  una  reivindicación  contra  él.  Ha- 
bía sido  exonerado,  había  aún  tenido  el  cuidado  de  constituir  un  deu- 
<lor  en  su  lugar  y  este  deudor  era  el  Gobierno  de  los  Kstados  (Inidns: 
\f  había  oiitrcp[ado  una  suma  de  ^H.i'óO.OdO  para  que  so  encartrase  de 
l'njrar  en  su  luíar  todas  las  deudas  (pío  pudiera  tenor  del  otro  lado 
lo  la  friuileta.  ¿Se  eonedio  <pie  en  e-las  ••(mdicioues  li  ivii  un  seríjiie 
pueda  doeir:  Yo  no  existía,  ni>  Ituía  dere-dios.  y  porqu<í  una  lev  pos- 
terior inr  lia  beclio  na-  er  pu»'«l<>  -near  <lo  este  n.a(;iuuento  hi  base  de 
ona  reí vii)dicaeión"r'  ;SeiVM*e'<.  esfo  es  impfv<ible! 

Cree.nos.  pues,  quo  en  cst»»  s^'^undo  punto  d»'  vi^tn  tampoco  está 
fundada  la  tesis  de  los  demandantes,  que  hay  en  el  tratado,  al  lado  de 
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un  elemento  jurídico  que  debo  hacer  desechar  la  demanda,  un  elemeii- 
to  moral  cnyo  alto  alcance  no  escapará  á  ta  Corte  de  Arbitraje. 

Hay  una  apreciación  del  tratado  que  debe  ser  hecha  por  vosotros 
Debéis  daros  cuenta  de  los  dlfíciiltades  que  han  podido  nacer  á  raíz  de 
conflicto!)  tan  agudos  como  los  quo  existieron  entre  México  y  los  Ks- 
tados  (Inidos  y  del)é¡s  deciros  aun  ciian<lo  quedase  un  rastro  de  iiu»l  i 
eii  vuestras  tnonlos.  que  ios  autores  dci  tratado  liuu  debido  tenerla  j 
idea  de  extirpar  lotln  motivo  do  fonllictu.  | 

Creemos  lml)er  puditlu  deiutihlraros  ([ue  no  solamente  era  (^tu  la 
idea  de  México,  sino  tan)bién  la  de  lus  lisiados  Unidos.  Os  he  Uiuu  i- 
tío  en  electo,  (uiando  tuve  el  honor  de  ('xtunioros  Ids  lifi  has,  que  l.» 
dr  uianda  actual  se  liabía  ya  instaurado  |mm-  Io.i  i  ignorables  ahogail  »- 
de  la  Alta  Califiu'nia  á  partir  de  IH52  ó  l8o9,  fu.indo  la  I»mI)Í:ui  e:<lii 
diado  V  presentado  á  los  Kslados  Tiiiflos:  v,  Símuu  os.  el  ( itdut'nu)  J 
los  Kstados  Unidos  no  hubiera  espera<lo  ciertamente  que  los  nileres;i 
dos  le  dirigiesen  comunicaciones  oliciales  si  hubiese  creído  que  li.thi  i 
habido  un  olvido  en  el  tratado,  si  hubiese  creído  que  había  habíA» 
un  olvido  en  el  tratado  si  hubiese  habido  en  él  una  reserva  que  no 
se  hubiese  expresado  pero  que  fuera  implícita. 

Pero,  nnda  hace  durante  veinte  años.  Diez  años  después  del  trata» 
do,  los  Obispos  dirigen  ásu  Gobierno  una  reclamación,  y  van  á  tr  ns- 
currir  aun  otros  diez  años  sin  que  el  Gobierno  de  los  Estados  L'nidos 
formule  reclamación  alguna  contra  el  Gobierno  de  México;  se  nei!esi* 
tó  la  casualidad  de  que  se  instituyese  una  comisión  mixt-i  destinada 
precisamente  al  arreglo  de  todn  una  serie  de  conflictos  nacidos  ))ost«' 
nórmente  á  1848,  para  que  los  demandantes  encontrasen  un  tribunal 
ante  el  cual  pudiesen  presentar  au  demandn;  si  no,  el  Gobierno  de  k« 
Estadoí»  Unidos  no  la  hubiese  tomado  entre  manos  y  hubiese  acepta- 
do pt>r  consiguiente  esta  interpretación  amplía  pero  racional  queda* 
mos  al  tratado  de  1848. 

Paso,  Señores,  a  otra  proposición.  So  trata  de  una  terrera  respues- 
ta que  damos  á  la  demanda,  decimos:  I^s  leyes  moxican*!S  son  apli- 
cables al  Fondo  i'íadoso  de  California  y  han  nacionalizado  los  biene;:  , 
eclesiásticos.  Kslas  leyes  de  1857  y  1859  se  han  distribuido  día  Cor- 
le y  se  encuentran  entre  lf>R  documentos  de  los  atilos. 

Según  los  tcruí¡tu>s  de  esla  Iciiislación,  posterior  al  tratado  <ie  184á. 
hay  en  México  proliii)ici(')ti  abs(>luL;i  de  poseer  para  las  comunidjide* 
relÍKÍ<'sas,  estns  no  pueden  tener  personalidad  civil.  I.a  ley  de  IH')7, 
cuyos  términos  veréis,  es  de  una  vudencia — bien  puedo  exprcsianne 
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extraoriliiiarin.  Tfiiíatiio-»  Ims  It-yes  ti::  la  Rov()lii-'i('»ti  Pranoesa 
tiup  <o  habían  cxiu  es  uiu  en  el  nsmilo  de  los  bienes  ccle.siástií^os,  en 
fóruiüMi^  rnórírii'os*.  pr^fíi  \ns  Itnc-  de  México  do  IH57  v  de  1859  son 
absolata'ii(Mi!('  í  a'ln'.iir'^:  pi  '>hilion  f<M*fninarilemento  fl  p¡>sr'er  iíienes. 
ya  sea  qiio  so  tr  ito  do  (íoHíuiiidudeí;  religiosas,  de  iglo-sias,  de  eclesiás- 
ticos, soglariis  ó  repujares 

Son  leyes  cuyo  iiu'írili)  ú  oportunidad  polítiea  no  tenemos  que  dis- 
enlir.  es  la  ley:  ley  ^ruiada  por  un  pensamiento  de  orden  públieo.  l)ien 
<)  mal  entendido,  oportuno  ó  iiioporluno,  ¿pero  no  será  aplicable  la 
ley  al  fondo  piaiiosoV 

Ha^'amos  eonslar  desde  luej^o  qite  según  los  mismos  demandantes, 
el  Fondo  Piadoso  perleneoía  en  parle  á  la  lirlesia  de  la  Alta  California 
y  en  |)arte  á  la  Iglesia  de  la  Baja  California;  no  ha  inueho  se  dividió 
{lor  mitad:  se  reclaman  hoy  «crea  de  nueve  décimas  partes. 

Y  como  la  ley  Mexicana  se  aplicarla  forzosamente  á  la  i>arte  del 
Pondo  Piadoso  que  se  de^^tínase  á  la  B  ija  California;  el  Obispo  de  és- 
ta no  podria  presentarse  ante  el  Gobierno  mexicano  y  decirle:  Tengo 
an  crédito  en  ta  contra,  me  debes  tal  suma,  y  para  obtenerla  me  di> 
rijo  á  las  autoridades  instituidas  para  juzgar  al  Gobierno  mexicano. 
Sin  duda  alguna,  sometidos  á  la  ley  mexicana,  los  fondos  que  recla- 
maban debían  regirse  por  la  aplicación  de  la  ley  de  1857  y  la  doman- 
dn  debía  desecharse  irremisiblemente.  Asi  pues  no  llegó  á  formularse* 

¿Se  concibe  entonces  la  lógica  del  sistema  que  consistiese  en  soste- 
ner que  esta  ley  no  es  aplicable  á'la  otra  parte  del  Fondo?  Se  trata  de 
un  fondo  compuesto  en  otro  tiempo  de  bienes  raíces  realizados  en  su 
mayor  parte  y  representados  hoy  por  un  crédito  hipotecario.  Digo  hi- 
potecario, porque  el  decreto  de  !836  «írava  la  renta  del  tabaco  en  ga- 
rantía del  pajio  de  la  suma  á  título  de  bipoleea;  es  de  'ir,  que  el  Go- 
bierno ha  transformado  un  mueblo  en  iinnueble  por  su  deslino,  v  ba 
hecho  ufi  crédito  real,  de  lo  que  hubiera  podido  ser  un  c'r«'dito  perso- 
nal. Ved.  |)ues.  (pie  en  todo  easo  se  trata  de  un  londo  tnexioano  que, 
^Pírúu  la  teoría  rui.siua  de  los  adversarios  pennanoí-e  ou  poder  de  Mé- 
xico V  euvos  pnidu^to«  delx»  Móxi  !o  se^nin  la  hinúSc-is  <|o  b>.s  adver- 
sarios: V  liit'ii.  os  pi-<'<i,uhío  r  no  •^or;i  aplir-nhlo  esla  ley? 

SiR  TanvAHi»  l  u\. — -r. Kn  ditmlo  ''s(a  esla  leyV 

Kí.  Sr.  DKT  Ar.Hoix.  — 1  )obo  obrar  eti  poder  del  Señor  Seta'elario  (le- 
neral.  está  entre  los  <looumenlos  del  expediente  que  beatos  deposita«lo. 

.\sí  pues.  Señores,  esta  ley  deb(^  recibir  su  aplii-acitm  «jenoral  por- 
que es  de  orden  público;  deberá  aplicarse  por  ios  tribunales  mexifta- 
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nos  cuyo  lugar  ocupáis,  á  los  cuales  habéis  substituido.  Ks  indudablt 
que  sienrio  México  el  detnandado,  ^i<Mido  el  crédito  á  su  cargo,  y  me- 
xiciiiios  los  futidos  que  se  reivindican,  esta  ley  debe  aplicarse  forzo- 
samente. 

¡Ah!  Señores,  he  debido  decirlo  al  (MJineuzar;  es  de  aquellas  leye^ 
cuya  oportunidad  puedo  criticarse,  y      puede  admitir  que  haya  alíio 
de  vejatorio  en  que  la  ley  de  un  país  piicd.i  dafiar  intereses  del  e.ftrfli- 
joro:  esto  tl;i  lugar  entonces  á  rcprcsontacionos  dq)lotiifitir-a^:  IKtu  a;, 
por  eso  es  menos  cierto  que,  en  rigor  de  justicia,  esta  ley  deba  ¡ipli 
carse.  ¿No  e.xiste  en  ciertos  países,  por  t\jenq)lo,  prohibición  para  que 
los  judíos  posean  y  en  otros,  de  unn  manera  general,  interdicción  de  ] 
poseer  á  los  extranjeros?  V  bien,  tat  pregunto:  si  un  extranjero,  por  ¡ 
ignorancia  de  esas  leyes  ó  por  virtud  de  ciertas  circunstancias,  se  en-  : 
contrase  en  p'>so<¡ón  de  bienes,  sería  duro  aplicarle  la  ley.  pero  len-  i 
dría  que  aplicársele  -  dura  lexítedlex, — Esto, á  lo  más,  podría  acarrear 
una  intervención  diplomática;  pero  no  por  ello  es  menos  cierto  que  no 
podría  justificarse  jurídicamente  la  exclusión  de  la  aplicación  de  esta 
ley  al  Pondo  de  que  se  trata. 

Gomo  os  decía  yo,  hay  aquí  nn  principio  de  derecho  internacional 
privado,  por  esto  desde  el  principio  indiqué  á  la  Corte  que  era  indis- 
pensable  tener  en  cuenta  el  derecho  que  regía  al  crédito;  el  que  se 
hace  valer  es  crédito  privado,  un  derecho  civil,  es  el  que  funda  la  de- 
manda de  los  promoventes,  y  por  consiguiente  es  un  derecho  civil  qa<> 
debe  apreciarse  segán  las  leyes  civiles. 

Esta  ley  se  ha  dietado  en  términos  generales:  es  de  aplicación  ge- 
neral, y  especialmente  en  lo  que  concierne  al  Pondo  Piadoso  es  impo- 
sible dejar  de  aplicársela.  Esta  ley  se  titula  «Ley  de  Nacionalicéis 
de  Bienes  Eclesiásticos,»  y  si  en  el  hecho  de  que  pueda  aplicarse áao 
fondo  reivindicado  parcialmente  por  extranjeros,  hay  una  anomalía: 
esta  anomalía  desaparece  si  se  relloxionan  por  qué  razones  este  Fon- 
do, que  se  pretende  pertenezca  á  extranjeros,  .se  encuentra  aún  po- 
seído i>or  iMéxico. 

•  Pero.  Señores,  ¿no  es  evidente  —  y  esN)  viene  á  conlinnar  loque 
poco  ha  dije  á  propósito  del  Tratado  «I*'  (riiadalupe  Hidaljro  —  que  >i 
los  listados  Unidos  hubiesen  tenido  dereclio  dt>  prelf  oder  el  Fondo. yít 
para  ellos  mismos  >'>  para  las  eolecti vidades  qut^  representaban,  'lehían 
hacerlo  valer  en  seguida?  ¿No  era  por  parle  los  Kstados  l^nidii^.  ^^i 
puedo  expresarme  así,  cuando  menos  una  inq»rudencia  dejar  este 
do  Piadoso  que  pertenecía  á  ellos  ó  á  su  colectividad,  poseído  por  Mé- 
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xico?  El  dejarlo  á  la  disposición  ó  á  la  discreción  de  México  debía  tener 
por  resultado  el  que  más  tardo  pudiese  México  dictar  una  ley  funesta 
á  los  extranjeros. 

Así  pues,  Soñorcs.  si  liay  alíro  en  esta  argumentación,  en  ostc  me- 
dio, que  pueda  ser  vejaLoriu, — el  hecho  de  que  una  legislación  lan  ra- 
dical se  imponga  á  un  extranjero  y  pueda  perjudicar  sus  inti^reses, — 
esto  proviene  de  un  liecUo  de  los  mismos  Estados  Unidos,  que,  si  hu- 
biesen teñirlo  derecího  en  1848,  hubieran  debido  toíuar  este  Fondo  y 
administrarlo  ellos  mismos  independientemente,  hacerlo  valer,  impi- 
diendo así  que  México  pudiese  más  tarde  dictar  una  legislación  que, 
aunque  no  se  daba  esperialniente  para  este  caso  excepcional,  pudie* 
se,  sin  embar^'o,  perjudicar  á  extranjeros. 

Agrego  que  en  la  época  en  que  se  dictaron  estas  leyes  mexicanas, 
no  había  aun  reclamación  relativa  al  Fondo  Piadoso.  La  primera  re- 
clamación no  se  hizo  á  México — salvo  una  reclamación  verbal  sobre 
cayo  carácter  no  tenemos  que  hablar— sino  hasia  1 87U  ó  1871 ;  de  tal 
suerte  que,  cuando  en  1857  y  1859  México  ado})t(')  esas  legislaciones 
que  excUiian  toda  clase  de  reivindicación,  lo  hacía  en  la  plenitud  de 
su  derecho,  porque  esta  legislación  le  parecía  oportuna  y  muy  conve- 
niente para  los  intereses  de  su  Nación. 

Esa  legislación,  especialmente  para  México,  debía  tener  por  conse* 
cttencia  impedir  ó  nulificar  la  reclamación  actual;  por  esto  es  por  lo 
que  cuando  México  se  presentó  ante  la  primera  Comisión  Mixta,  hizo 
valer  la  circunstancia  de  que  los  Obispos  de  California  no  gozaban  de 
personalidad  civil  sino  en  ciertos  límites,  que  el  decreto  que  les  había 
dado  personalidad  civil  limitaba^sus  facultades  á  los  bienes  situados 
en  sus  Diócesis,  que  por  consiguiente,  no  podían  tener  derechos  sobre 
los  bienes  situados  en  el  extranjero. 

No  reproducimos  este  medio  como  tal,  porque  nos  parece  ya  inútil. 
Las  legislaciones  de  ambos  países  son  concurrentes  y  no  excluyen  tes; 
así  como  México  dijo:  Ningún  eclesiástico  puede  no  sólo  poseer,  pero 
ni  siquiera  administrar,  los  Estados  Unidos  también  habían  decidido 
que  la  personalidad  concedida  á  los  Obispos  se  limitase  al  ejercicio  de 
los  derechos  situados  en  sus  Diócesis. 

Aquí,  Señores,  reparo  una  omisión  de  que  adolece  mi  informe  que 
he  tenido  la  honra  de  hacer.  líe  olvidado  deciros  que  los  Jesuítas,  se- 
gún su  orden,  no  tienen  derecho  de  poseer;  los  Jesuítas,  scíiún  sus 
rendas,  lu)  pueden  tener  bienes;  si  han  tenido,  pues,  bienes  en  un  nio- 
meato  dado,  si  han  tenido  este  permiso  excepcional  y  contrario  á  las 
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reglas  de  su  orden,  no  ha  sido  para  la  Iglesia,  suponiendo  que  hubie- 
sen tenido  personalidad  para  representarla,  era  para  la  obra  á  la  cual 
se  b«.bía  entregado  especialmente»  y  os  be  demostrado  que  esla  obra 
tenía  un  carácter  político  y  nacional  de  conquista  militar.  Creo,  pues, 
haber  demostrado  que  por  las  tres  razones  que  he  desarrollado  hasta 
aquí,  no  puede  acogerse  la  reclamación  de  los  demandantes. 

El  Sr.  db  Martens.— Permitid  que  os  haga  una  pregunta:  ¿Rehusó 
México  discutir  estas  pretensiones  ante  las  dos  (Amisiones  que  se  nom- 
braron en  virtud  del  arreglo  de  1868  ó  más  tarde?  ¿discutió  México 
esas  prcLensiones  ?  ¿se  rehusó  á  ello  abiertamente,  ó  bien  admitió  la 
posibilidad  de  discutir  esta  cuestión  de  la  que  hoy  uonoce  este  Tri- 
bunul? 

Kl  Sh.  Delacroix.— ¿Qué  cuestión? 

El  Su.  de  Mautü.ns. — £s  decir,  precisamente  la  pretensión  de  los 
Obispos  de  Cal  i  Ion  lia. 

El  Sr.  Diílaciioix  -Ciuuido  la  Comisión  I^Iixta  el  Gobierno  se  re- 
sistió, discutió.  Itligó,  se  deíendió  y  sucuMihió. 

El  Su.  ue  Mahtens. — Dorís  que.  soíúii  ol  Tratado  d^^  Guadalupe 
Hiilal<ío,  Mi'xico  tenía  derecho  de  desechar  todas  las  pretensiones  an- 
teriores á  1848.  .  .  . 

El  Sr.  Delacroix. — Perfectamente. 

£l  Sr.  i)t  Martens. — Ahora  bien^  ¿se  ha  hecho  valer  esta  preten- 
síón  ante  la  Comisión? 

El  Sr.  Dblacroiz. — ^Perfectamente. 

El  Sr.  dc  Martens. — ¿Rehusó  el  Gobierno  mexicano  entrar  en  dis* 
cusión?  Podría  haberse  negado  abiertamente,  y  decir  que  era  una  pre- 
tensión que  no  tenía  fuerza  legal. 

El  Sa.  Dblacroix. — ^Esta  es  la  respuesta.  Gomo  he  tenido  el  honor 
de  decíroslo,  el  Tratado  de  1848  excluye,  según  nosotros,  toda  recia* 
mación  por  hechos  anteriores.  Pero  los  demandantes,  en  lugar  de  re* 
clamar  el  capital  como  lo  hicieron  en  la  carta  de  1850  y  en  la  de  13 
de  Marzo  de  1870,  es  decir,  el  Fondo  mismo,  el  crédito  cuyo  origes 
era  evidentemente  anterior  á  1848,  han  reclamado  solamente  los  in- 
tereses, diciendo:  Los  intereses  tienen  un  origen  posterior  á  1848  y, 
por  consiguiente,  tenemos  derecho  para  pedir  su  reclamación  ante  U 
Comisión  Mixta.  Este  es  el  punto  que  se  discutió,  se  trataba  de  saber 
si  se  podrían  demandar  los  intereses  por  tener  un  origen  posterior  á 
1848  y  por  no  estar  cubicrtoá  por  el  Tratado.  Lísle  punto  se  discutió 
ante  la  Comisión  Mixta;  la  cuestión  del  crédito  no  pouiu  discutirse 
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átílmente  por  la  razdQ  que  ftnttcípAdamento  había  expuesto  la  parte 
contraría.  No  reclamó  el  crédito,  lo  que  reclamó  son  los  intereses  de 
año  en  año,  posteriormente  á  1818. 
El  Sr.  db  Martbns. — Gracias. 

El  Sr.  Dblacroix. — Tengo  ahora  qae  examinar,  Señores,  algunos 
medios  subsidiarios,  que  indico  porque  se  derivan  de  la  naturaleza 
misma  de  las  cosas,  que  son  profundamente  jurídicos  f  no  sería  yo 
completo  si  no  los  indicase. 

Se  trata  de  otras  leyes  mexicanas,  de  1 885  y  de  1894.  Sabéis,  Seño* 
res,  que  en  la  primera  mitad  del  si<ílo  pasado,  México  atravesaba  por 
un  período  de  turbulonciii  y  de  :i;zitación,  gobiernos  sucesivos  habían 
ocupado  el  poder,  liabía  habido  ali^nnos  vacíos  en  la  Adrninistpación, 
cosa  muy  concebible  por  tratarse  de  un  írobieruo  joven,  que  s(')U)  con- 
taba alguno.s  añ»)s  ile  existencia.  Kn  inSó,  estimó  México  que  no  po- 
díi  arreglar  bien  au  ll  icienila  Pública  si  iio  la  ordenaba  coiivenieiitc- 
mente.  y  para  esto  esliinó  que  so  necesitaba  convocar  a  tod  -  sus 
acreedores  para  que  viniesen  a  justificar  el  monto  de  sus  créditos.  Mé- 
.xico  instituyó  entonces  una  Comisión  especial,  en  los  términos  de  las 
l'^yes  de  1885  y  de  189  i  — .mn  creo  que  Su  Excelencia  el  Sr.  Pardo 
eríi  Piesidente  de  esa  Comisi(jn  ([uo  estabn  encargada  do  examinar  to- 
dos ios  créditos  que  existían  contra  el  Gobierno  mexicano,  de  manera 
que  éste  pudiese  conocer  el  monto  de  su  deuda  y  convencerse  de  que 
no  había  más  deudas  que  las  que  se  hubiesen  reconocido. 

El  Gobierno,  con  el  fin  de  sancionar  la  medida  que  acababa  de  dic- 
tar, decidió  que  los  que  no  presentasen  sus  créditos  en  un  plazo  de- 
terminado, fijado  primero  en  ocho  meses, y  en  seguida  en  once  meses» 
perderían  su  derecho  de  acreedores.  Esto  era  radical,  pero  era  un  acto 
liel  Poder  soberano.  EU  Estado  mexicano  había  estimado  que  esto  ora 
para  él  nna  necesidad;  y  así  como  hemos  visto  á  algunos  Gobiernos 
se  encuentran  obligados  en  un  momento  dado  á  reducir  su  deuda, 
«8  decir,  á  disminuir  la  deuda  que  habían  contraído  primítíTamente, 
con  el  fin  de  consolidar  su  Hacienda  Pública,  de  la  misma  manera  po- 
día aquí  el  Gobierno  dictar  esta  disposición,  sujeta  á  crítica  si  perju- 
dicaba á  extranjeros,  y  que  podía  provocar,  como  dije  antes,  una  in- 
tenrención  diplomática,  pero  que  debía  ser  aplicada  en  todo  caso  por 
los  Tribunales. 

Esta  ley  se  aplicó  á  los  extranjeros:  había  deudas  á  favor  de  ingle- 
ses, á  favor  de  habitantes  do  la  Alta  California,  todos  han  debido  aceptar 
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esta  lef  y  sotneter^d  á  ella»  e?  decir,  presentar  sus  créditos  á  la  oficÍij&¡ 
constituida  para  hacer  el  tmlance  de  las  deudas  del  Estado.  ¡ 

A  esta  legislación  no  se  sometieron  los  demandantes;  y  es  tanto  más 
extraño  que  no  se  hayan  sometido  á  ella,  cuanto  que  precisamente  os 
lo  indiqué  en  la  aíudiencía  precedente, era  increíble  que  si  losderoaD* 
dantes  creían  tener  un  crédito  anual  tan  considerable  á  cargo  del  Es- 
tado mexicano,  no  lo  hubiesen  exigido  en  cada  vencimiento,  y  que 
desdo  1870  hasta  1891  no  se  haya  formulado  demanda  alguna. 

Este  argumento  que  os  citaba  yo  en  términos  {reiioralos  en  una  au- 
diencia precedente,  queda  reforzado  por  la  cireiuislancia  de  que  exis- 
ten en  México  leyes  de  caducidad  para  los  que  ím  formulen  sus  rech- 
maciunes  eti  un  plazo  determinado.  ¿Puede,  pues,  compadecérselo^ 
porijuc  no  hayan  hecho  lo  necesario  para  mantener,  proteger  y  con- 
servar sus  derechos? 

¿Pero,  Señores,  es  tan  excepcional  esta  legislación?  ¿No  exis'^. 
acaso,  en  toíios  nuestroá  códigos  una  prescripción  de  veinte  t)  trein*^ 
años  que  excluyo  las  reivindicaciones  tardías?  Tenemos  también  eui 
la  le«TÍslaciün  mexicana  una  prescripción  de  i;inco  años,  aplicable  á  kd 
anualidades  que  no  se  han  reclamado  en  ese  período.  De  tal  manera, 
Señores,  que  bajo  todos  conceptos  comprobamos  aquí  la  existencia  d* 
prescripciones  3ucesi?as  que  constituyen  la  nulidad  de  la  reclamaciói 
actual. 

Vemos  que  nos  es  casi  indiferente  que  se  invoquen  estas  disposh 
cienes  generales  de  todos  los  códigos  civiles,  de  todas  las  legislaoi^ 
nes,  Ó  que  se  invoque  esta  legislación  e^^pccial  mexicana  de  1885  f 
18d4.  Veis  que  todo  eso  mina  por  su  base  la  reclamación  de  los  de- 
mandantes. ¿No  03  prueba  todo  eso  que  el  crédito  no  formaba  parta 
del  patrimonio  de  los  demandantes  como  la  formaría  un  crédito  » 
dinario? 

¿Y  coando  se  piensa  que  los  demandantes  han  sostenido  que  do 
sólo  tenían  un  crédito  á  su  favor,  sino  que  este  crédito  estaba  reco- 
nocido por  un  juicio  internacional,  que  había  cosa  juzgada  sobre  li 
cuestión!  ¡Y  no  la  presentan,  y  á  pesar  de  este  juicio  dejan  extinguir 
sus  reclamaciones  por  las  prescripciones  sucesivas,  especiales  y  gene- 
rales que  acabo  de  indicar! 

Todo  esto  08  demuestra,  Señores,  que  la  reclamación  carece  de  fao- 
damento  en  todos  conceptos  y  que  se  nulifica  por  los  diversos  medioa 
que  acabo  de  indicaros. 
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El  Sr.  Asseu.— Doscaría  prefrunUip  al  Sr.  Delacroix  cuál  es  la  fe- 
cha de  )fi  loy  rtílativa  á  prescripciones. 
El  Su.  Kmilio  Paudd. — 1884. 

El  Sr.  Delacroix. — Todos  los  artículos  á  los  cuales  acabo  de  refe- 
rirmei  han  sido  remitidos  por  el  Señor  Ministro  Pardo  en  el  expediente 
que  posee  el  TrÜMUjal  y  que  obra  en  poder  del  Honorable  Secretario 
General.  No  he  dado  lectura  ú  todas  estas  disposiciones,  porque  ya 
estoy  mortificado  por  haber  abusado  de  la  atención  de  la  Corte  y  del 
poco  tiempo  de  que  ésta  puede  disponer;  pero  esas  disposiciones  se 
encuentran  en  el  expediente;  tenemos,  además^  copias*  £ncontraréís 
todas  esas  disposiciones  que  son,  repito,  comunes  á  la  mayoría  de  las 
i^íslaciones. 

Ku  Sa.  AssBR.—¿  Antes  del  Código  CítíI  de  1884  no  existía  la  pres* 
eripcíón  para  los  réditos? 

El  Sr.  DaLACaots. — ^El  primer  Código  Civil  que  se  promulgó  en  Mé- 
lico, data  de  1871 ;  el  Código  de  188i  no  hizo  otra  cosa  sino  reducir 
el  plazo  de  la  prescri|ición. 

El  Sr.  Asser.— Os  lo  agradezco  mucho. 

£1  Tribunal  citó  para  el  viernes,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde. 


26  de  Septiembre  de  1902  (tarde)  11''  audieiicia, 

ii!;  Tribunal  se  reunió  á  las  dos  y  media  de  la  tarde,  estando  pre- 
sentes todos  los  árbitros. 

El  Sr^or  PREsmENTB. —  Tiene  la  palabra  el  Señor  Agente  de  los  Es- 
tados Unidos  de  la  América  del  Norte. 

El  Sr.  Kal.ston. — El  día  21  de  Agosto  el  Encar^rado  de  Negocios  de 
México  en  los  Estados  Unidos,  dirigió  una  petición  á  éstos  para  que 
averiguase  lo  siguiente:  »S¡  es  cierto  que  hay  indios  que  no  son 
aüii  cristianos,  ó  que  están  por  eomi^leto  fuera  de  la  obediencia  de  las 
autoridades  del  Estado  de  California.^  Preparamos  nuestro  informe, 
lo  mandamos  imprimir,  y  depositaré  con  permiso  de  la  Corte,  el  orí- 
gioal  y  los  documentos  certificados,  asi  como  copias  impresas,  y  por 
nuestra  propia  cuenta  deseamos  que  se  haga  la  luz  ante  la  Corte.  Aña- 
diendo una  palabra,  y  es  que  los  documentos  fehacientes  que  acom- 
paftan  á  las  cartas  certificadas  por  el  Secretario  de  Estado,  están  to- 
mados del  AnnHol  B^^oH  ofthe  Commmioner  ofindian  Affair$^ 
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del  nfio  que  terminó  el  30  de  Junio  do  1901,  que  es  ol  docunipnlo  oficial 
que  entregaré  al  Secretario  General.  Los  documentos  expresados  prue- 
ban que  hiy  en  las  escuelas  católicas  páralos  indios,  situadas  dentro 
del  territorio  que  se  considera  como  parte  de  California,  1,177  iodios. 

Sm  EowARD  Fhy. — ^¿No  en  el  Estado  de  California? 

El  Sn.  Ralston.— No  en  el  Estado  de  California.  En  este  Estado 
hay  234  alumnos.  El  total  es  el  que  ya  he  manifestado.  Además,  hay 
en  el  Estado  de  California  cerca  de  15,377  indios,  y  en  los  limites  de 
California  que  aparecen  en  el  mapa  que  se  presentó  al  Tribunal  hace 
dias — en  Alta  California—  hay  68,397  indios,  y  en  el  territorio  adicio- 
nal que  nosotros  consideramos  que  primiti7amente  fué  reclamado  por 
Espafta  con  el  nombre  de  California,  hay  como  20,000  indios  más.  Pero 
con  seguridad,  limitándonos  al  territorio  cedido  por  el  Tratado  de  Goa- 
dalupe  Hidalgo,  hay  más  de  60,000  indios. 

El  SaftoR  Presidente. — Tomamos  nota  de  vuestra  comunieaeiÓD. 
El  Señor  Secretario  General  comunicará  este  documento  á  la  parte 
contraria.  Tiene  la  palabra  el  ahogado  de  los  Estados  Unidos  Mexica* 
nos,  Sr.  Delacroix. 

Fin  del  inforíne  del  Sr.  Delacroix. 

Señores:  i 

Para  terminar  mi  informe  sobre  el  fondo  del  proceso,  no  tenpo  ya 
que  analizar  ante  Uds.  sino  un  documento  de  la  mái»  alta  imporUin- 
cia,  que  consideramos  por  sí  solo  cuniu  decisivo:  creemos  que  si  h.i 
podido  quedar  después  de  estos  debates  alfrunn  duda  en  el  espíritu  de 
la  Corte  con  respecto  al  fundamento  de  la  tesis  que  leneni'>-s  la  hon'a 
de  presentarle  en  nombre  de  México,  esta  duda  se  disipará  poreidni- 
cumonto  que  váis  á  conocer. 

En  el  libro  rojo  que  poseéis,  hay  en  la  página  343,  un  documento 
del  cual  voy  á  hacer  un  corto  análisi»*,  porque  váis  á  notar  iomedii- 
mente  su  importancia. 

Antes  de  presentar  la  reclamación  de  que  actualmente  conoce  el 
Tribunal,  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  California  había  formulado  nna 
pretensión  análoga  ante  el  Tribunal  americano  de  la  Alta  California 
Su  pretensión  era  esta.  Decía:  Hay  en  la  Alta  California  bienes  de  mi- 
siones, tierras,  huertos,  propiedades,  establecimientos  de  todogénerd 
i|ne  fueron  adquiridos  en  otro  tiempo  por  las  misiones,  somoe  nosl 
otros,  Iglesia  Católica,  Obispados  de  la  Alta  California,  los  socesoreJ 
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de  ias  mi'^iones,  y  por  cousiguieote,  á  nosotros  es  á  quienes  pertene- 
cen esos  bienes. 

Estos  bienes,  Señores,  tenían  una  importancia  considerable.  La  cues- 
ttÓD  se  sometió  al  Tribunal  americano  en  Octubre  de  1856,  la  Corte 
encontrará  en  las  páginas  343  á  350,  la  exposición  que  se  presentó 
ante  el  Tribunal  americano  por  la  Iglesia  de  la  Alta  California.  Lee- 
réis esta  exposición,  Señores,  pero  pido  permiso  de  indicaros  y  de  ana- 
lizar ante  vosotros  la  respuesta  que  se  dió,  no  por  el  Estado  amorica* 
BO^  sino  por  todos  aquellos  que  estaban  interesados  en  que  no  fuese 
la  iglesia  de  California  quien  tuviese  la  atribución  de  la  propiedad  de 
los  bienes  de  las  misiones. 

La  cuestión  era  importante,  ha  sido  estudiada  en  derecho  muy  cui- 
dadosamente, y  ved  cusí  fué  la  respuesta  que  dió  el  abogado  que  re- 
presentó á  las  partes  demandadas.  Se  decidió  ante  los  Tribunales 
americanos  de  la  Alta  California,  que  la  Iglesia  americana  no  tenia 
capacidad  jurídica  de  poseer. 

Este  argumento  es  absolutamente  decisivo,  puesto  que  hemos  dis* 
cutido  hasta  aquí  el  panto  de  saher  si  las  autoridades,  el  poder  sobe- 
rano de  México  ó  de  España,  habían  transferido  derechos  civiles  en 
íavor  do  la  iglesia,  y  creo  haber  demostrado  con  I)aon  éxito  que  nada 
do  eí5()  l'.a  lialudo.  Pero  ved  (jiio  ahora,  por  una  demostración  absolu- 
tamente perentoria,  lleudamos  á  poder  alirnuir  que  no  .sólo  no  ha  trans- 
ferido nada,  sino  que  la  I<ilesia  era  impotente  para  recibir.  He  aquí, 
(página  350),  algunas  de  las  eonsideraeimics  que  se  han  presentado: 

«1. — í.n  Ijilesia.  nos  dice  Mr.  Horace  Harver.  era  originalmente  in- 
«capaz  de  adfpiirir.  de  j)oseer.  de  enajenar  bienes  raíces.» 

*2. — Suhsecuenlenie?Ue,  cuando  este  i)oder  de  adquirir  y  de  po.seer 
«fpero  no  de  enajenar;  biene?  tetn|)orale'^.  fué  conferido  á  la  Iglesia, 
«lo  fué  con  grandes  restricciones,  y  no  podía  ejercitarse  sin  la  sanción 
«expresa,  para  cada  adquisición,  del  poder  soberano.» 

«3.— Los  medios  por  los  cuales  podía  adquirir  la  Iglesia,  ó  los  tílu* 
«loa  y  documentos  necesarios  para  conferirle  el  derecho  (de  propie- 
«dad)  son  ios  mismos  que  se  requieren  en  el  caso  de  particulares  ó  de 
«otras  personas  civiles,  más  el  agregado  de  la  sanción  soberana.» 

«4. — Sin  embargo,  á  diferencia  de  los  particulares,  el  derecho  de  la 
«Iglesia  de  adquirir  bienes  ó  fondos,  no  le  es  inherente,  ni  de  origen 
«divino,  sino  puramente  de  orden  civil,  creado  por  leyes  civiles  y  su* 
«jeto  á  las  limitaciones  que  éstas  puedan  imponer.» 

Vemos,  pues,  que  el  notable  abogado  que  defendió  entonces  los  ío- 
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tereses  que  ahora  están  á  nuestro  cargo,  eran  los  mismos.  rVf^í;r.  «L;\ 
«Iglesia  no  tiene  por  esencia  el  derecho  de  poseer  ó  de  adquirir  bie- 
«nes,  es  necesario  que  haya  una  ley  que  se  lo  atribuya.  Vamos  á  in- 
«restigar,  dice,  cuál  es  la  ley  civil  qae  haya  dado  á  la  Iglesia  el  dere- 
«cho  de  poseer:  y  atrrega: 

<5.»Aunqiie  la  Iglesia  como  cuerpo  espiritual,  restringida  á  los  ob- 
«jetos  espirituales  de  su  institución  divina, existe  independientemente 
«y  fuera  del  dominio  del  Estado;  sin  embargo,  considerada  comoeor* 
«poraoión  y  propietaria  de  bienes  temporales*  es  simplemente  ana  eo- 
«munidad  política,  una  parte  de  la  organización  política  de  la  socie- 
«dad,  sin  más  derechos  qae  los  de  sa  categoría,  y  sujetos  á  todos  los 
«cambios  y  modificaciones  qae  paedan  hacerse  en  ellos.» 

•6. — Las  adquisiciones  de  la  Iglesia,  como  las  de  las  otras  comani> 
«dades  políticas  y  al  contrario  de  las  personas  civiles,  fundadas  con 
«un  fin  comercial,  no  son,  jamás,  ni  en  todo,  ni  en  parte,  propiedad 
«de  sus  miembros;  tampoco  están  destinadas á su  beneficio  individosl, 
«sino  á  los  usos  de  utilidad  pública  que  la  corporación  tiene  por  ob- 
«jeto  perseguir.  > 

Se  re,  pues,  que  demuestra  que  la  Iglesia,  si  ha  podido  por  un  mo- 
mento poseer,  no  posee  con  el  mismo  título  que  un  particular  ó  una 
sociedad  mercantil.  Cuando  una  sociedad  comercial  desaparece,  todos 
los  elementos  que  la  componen,  todas  las  personas  que  forman  parte 
de  ella,  tienen  una  porción  del  producto  de  la  liquidación;  mientras 
que  la  iglesia  Católica  nada  tiene  para  sus  miembros,  no  puede  po- 
seer sino  como  cuerpo,  en  vista  del  deslino  que  se  ha  tenido  por  mira. 

«7. — La  ifílesia,  considerada  bajo  el  aspecto  de  que  eí.lá  revestida 
«en  las  proposiciones  procedentes  es,  pues,  hablando  propiamente,  una 
«simple  administradora  de  propiedad  |)úblir'R.  colocada  bajo  esa  ges- 
«tión  por  razones  políticas  y  que,  en  caso  de  disohiciim  de  la  existen- 
«cia  política  ó  civil  de  la  Iglesia,  vuelve  ordinariamente  á  la  masa  de 
♦  la  propiedad  pública,  con  reserva  de  todos  los  derechos,  de  reversi- 
«bilidad  existentes,  llegado  el  caso,  en  favor  de  los  que  representan  á 
«los  donantes.» 

Señores,  en  la  demanda  que  se  presentó  en  nombre  de  la  Iglesia 
Cat()lica,  se  dijo:  Kn  Espada,  y  más  tarde  en  México,  estuvo  en  yigor 
el  derecho  canónico,  al  menos  para  todas  las  disposiciones  que  no  eran 
contrarías  al  derecho  civil;  así,  pues,  según  el  derecho  canónico,  la 
Iglesia  tiene  el  derecho  de  poseer;  por  consiguiente,  la  Iglesia  Mexi- 
cana hubiera  sido  susceptible  de  recibir  una  transmisión  de  propiedad 
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<'  de  adquirir  uii  crédito  corUra  el  Gobierno.  A  esto,  Señores,  es  á  lo 
que  va  a  responder  el  abogado  de  io.s  demandantes. 

«Los  miembros  de  las  órdenes  reliírio«as,  llamados  clero  regular,  que 
«fueron  los  únicos  empleados  como  misión  pros  de  las  Indias,  se  con- 
«sideran  en  derecho  como  civilmente  muertos  i'inuertos  pura  el  mua- 
<do)  é  incapaces  do  adquirir  ó  de  poseer  en  manera  al;íuna.» 

«Cas  misiones  no  eran  Corporaciones,  sino  establecimientos  fun- 
«dados  por  el  Gobierno,  para  el  progreso  de  la  población,  de  la  cm* 
«lizaeióo  y  del  cristianismo.  El  poder  eclesiástico  no  tenía  dominio 
<sobre  ellas,  ni  ninguna  posesión  de  tierras  ú  otra  propiedad  depen- 
<diente<!  de  ellas,  y  esta  posesión  no  estaba  tampoco  investida  en  los 
«padres  ó  misioneros  religiosos.» 

«La  única  posesión  distinta  de  la  de  los  miembros  de  la  comuoi* 
«dad,  era  la  poseaión  del  Gobierno;  las  misiones  mismas  y  los  padres, 
«las  escoltas  militares  y  adminia^adorea,  eran  simples  instrumen- 
«tos  y  agentes  del  Gobierno.» 

Y  entonces,  Señores,  vemos  que  este  docamento  nos  enseiUt  que 
por  un  decreto  español  del  27  de  Septiembre  de  1820,  decreto  pro- 
mulgado en  Nueva  Espatta  el  30  de  Agosto  de  1836,  se  decide  que  las 
fiestas,  monasterios,  conventos  y  comunidades  eclesiásticas  de  toda 
clase,  de  órdenes  tanto  seglares  como  regulares,  hospitales,  casas  de 
asilo,  hospitales  generales,  cofradías,  encomiendas  y  otros  estableci- 
mientos permanentes,  tanto  eclesiásticos  como  laicos,  conocidos  con 
el  nombre  de  manos  muertas,  no  tendrán,  en  lo  de  adelante,  ningún 
poder  de  adquirir  bienes  inmuebles  en  ninguna  provincia  de  la  Monar- 
quía, ni  por  testamento  ni  por  donación,  compra,  permuta,  etc. 

Vemos,  pues,  que  un  decreto  español,  promulgado  en  Kspaña,  en 
la  época  en  que  México  íoruiaba  aún  parte  de  esta  nación,  es  decir, 
el  27  de  Septiembre  de  1820,  decide,  que  ninguna  iglesia,  ninguna  co- 
munidad relifriosa,  tanto  secular  como  regular,  puede  poseer,  ni  puede 
adquirir,  ni  por  testamento  ni  por  donación:  por  consiguiente,  si  ha- 
bía carencia  de  capacidad  para  recibir,  en  v-^ie  decreto,  es  domie  en- 
contramos, su  promulgación  más  absoluta  y  oticial.  De  tal  suerte,  q'ie 
«i  •^f'  nrcf  (Midiere  que  por  los  documentos  sucesivos,  por  los  decretos 

ió5t3,  lHi-2  y  IHito  ia  iglesia  había  adquirido  un  derecho,  se  debe- 
na  reconocer  que  se  había  modiUcado  una  legislacióa  promulgada  en 

mo. 

Continuando  la  lectura  de  este  documento,  encontramos  en  la  pá- 
gina 352: 
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<  Arguelles,  en  su  Diccioíntrio  de  Hacienda,  Artículo  Yenins.  wv 
«dica  á  propósito  de  las  uiemorias  deOuvrard  publicadas  en  París  en 
«1806,  que  en  Noviembre  de  1804,  el  Papa  Pío  VII,  aprueba  una  cé- 
«dula  Heal,  firmada  por  Carlos  IV,  por  la  cual  se  ordenó  la  venta  de 
«toda  propiedad  eclesiástica  en  España  y  en  las  Indias." 

En  la  continuación  de  este  documento  vamos  á  ver  la  demostra- 
ción de  lo  siguiente: 

El  derecbo  canónico,  no  tenía  sino  nn  valor  rutinario  ó  de  costum- 
bre en  España  que  ocupaba  el  último  escalón  en  la  escala  de  las  le» 
yes;  y  ved  la  importanria  de  este  hecho:  se  había  dicho:  Según  el  de- 
recho Canónico  de  la  ij^lesia,  los  Obispados  pueden  tener  propiedades. 
A  esto  se  responde:  sf,  según  el  derecho  canónico,  pero  siempre  qoe 
éste  no  sea  contrario  á  una  ú  otra  de  las  disposiciones  de  las  leyes  ci- 
viles, que  deben  prevalecer  sobre  él.  Así,  pues,  se  establece  que  en  el 
orden  de  estas  leyes,  vienen  en  primera  categoría  las  leyes  naciona- 
les subsecuentes  á  la  Independencia,  después  las  leyes  españolas  pro- 
mulgadas antes  de  la  Independencia,  después  los  reglamentos  Reales^ 
después  los  reglamentos  de  los  Alcaldes,  luego  tales  ó  cuales  leyes,  y 
en  último  lugar  las  Partidas,  De  manera  que  no  hay  duda  alguna  de 
que,  según  la  ley  española»  todo  eso  se  desarrolla  aquí  con  una  mi- 
nuciosidad que  no  podrá  pasar  desapercibida  del  Tribunal  cuando  se 
digne  consultar  este  documento — la  Iglesia  no  podía  poseer,  no  tenía 
capacidad;  y  si  no  tiene  capacidad  el  juicio  está  resuelto. 

Hemos  demostrado  hasta  aquí  qne  no  se  le  había  donado,  pero  sí 
era  incapaz  de  recibir,  toda  di<icnsión  se  hace  supérflua. 

Después  vemos,  además,  que : 

« Todas  las  bulas,  breves  y  rescriptos  de  los  concilios  generales  ú 
«otras  disposiciones  eclesiásticas,  aun  ios  concernientes  á  asuntos  de 
« fe  y  de  disciplina  deben  somelerse  y  recibir  cljjosedel  gobierno an- 
« tes  de  poder  ser  promul^^adas.» 

Esto  era  aún  con  el  íin  de  probar  que  la  ijílesin  no  había  podido  dar 
por  un  breve  derecho  civil  á  una  autoridad  eclesiástica,  porque  talas 
bulas  no  podían  tener  valor  sino  con  la  condición  de  ser  publicadas  y 
no  pueden  serlo  sino  con  una  autorización  del  poder  civil. 

Por  otra  parte,  Seiioreé»,  hay  una  distinción  que  está  muy  claramen- 
te establecida  por  este  documento:  es  la  distinción  en  la  autoridad 
eclesiástica  entre  el  carácter  civil  y  el  carácter  religioso.  Todo  loque 
concierne  á  la  parte  religiosa  de  los  poderes  de  la  autoridad  eclesiás- 
tica proviene  del  Papa,  con  la  intervención,  más  ó  menos  precisa  de 
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la  autoridad  civil:  pero  en  lo  que  concierne  á  los  derechos;  civiles,  que 
puedo  tener  una  autoridad  religiosa  ó  una  coínunidad  religiosa,  esto 
proviene  del  Rey:  la  ley  e?,  pues,  la  que  debe  prevalecer  en  la  inter- 
pretación que  buscamos  aquí. 

Ved  un  nuevo  decreto  que  no  habíamos  citado  hasta  aquí. 

«  Por  ílecreto  del  Congreso  Mexicano,  de  fecha  16  de  .Marzo  de  1822, 
'  los  bienes  temporales  de  las  órdenes  religiosas  se  pusieron  en  vén- 
eta, y  el  prodncto  de  esta  venta  se  consagró  al  sostenimiento  de  las 
« tropas. » 

He  tenido  el  honor  de  exponeros  ayer,  cuando  hacía  la  historia  de 
los  hechos,  que  en  1820,  .sobre  todo — era  un  i^eríodo  de  agitación  y 
de  turbulencias — Espaúa  estaba  angustiada  por  ver  desmembrar  su 
territorio  á  causa  de  la  independencia  que  se  proclamaría  en  México. 
Estaba  en  un  momento  de  necesidad.  ¿Qué  hacer?  Toma  los  bienes 
de  las  órdenes  religiosas,  y  lo  hace  para  sostener  las  tropas. 

Por  otro  decreto  del  mismo  Congreso,  de  fecha  30  de  Junio  de  1823, 
se  ordenó  que  la  propiedad  de  San  Lorenzo  se  entregue  á  los  eluda* 
dancH  de  Chitpalcingo,  según  un  modo  justo  y  equitativo  de  distribu- 
ción, etc. 

Se  re  al  Estado  distribuirse  los  bienes:  esto  demuestra  cómo  el  Es- 
tado disponía  de  todos  los  bienes  sin  que  la  Iglesia  protestase. 

« Por  otro  decreto,  el  mismo  Congreso,  de  5  de  Mayo  de  1823,  se 
«ordena  que  los  bienes  raíces,  del  Tribunal  de  la  In([uisición,  y  otras 
« comunidades  extinguidas,  se  cedan  por  lotes  pequeños.  El  16  del 

<  mismo  mes,  se  renueva  la  disposición,  y  se  extiende  á  todos  los  bie- 
nes lein^)orales,  por  la  ley  general  de  'y  de  Agosto  de  182i,  se  decía- 

«ra  que  los  bienes  temporales  (de  las  órdenes  extinguidas  y  de  la 
« ex-Inquisición)  pertenecen  á  la  Nación.» 

Este  documento,  que  quiero  yo  hacer  pasar  bíijo  vuestra  mirada,  no 
es  un  alegato,  no  es  nn  comentario,  sino  heciios.  son  decretos  (jue  nos 
muestran  hfista  qué  punto  .se  considera  el  Estado  propietario  aiempre 
de  todos  los  bienes  de  (jae  se  trata.  Dispone  de  ellos,  y  en  esta  oca- 
sión dispone  de  ellos  sin  resei  v:i  ;ilgtina,  para  el  sostenimiento  de  las 
tropas,  para  distribuciones  diversas,  dispone  de  ellas  como  dueño,  sin 
protesta  alguna. 

«  Por  decreto  del  Congreso  General,  de  25  de  Mayo  de  1832,  la  po- 

<  sesión  y  administración  de  este  Fondo  Piadoso  se  pusieron  exclu- 
«sivamente  en  manos  del  Gobierno.» 

Esto,  lo  conocéis:  es  la  ley  que  hemos  analizado  ayer,  y  que,  no- 
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tadlo  bien,  es  invocada  por  americanos;  se  trata  de  un  juicio  que  se 
sigue  en  la  Alia  ("alifornia  Americana,  y  esta  ley  ha  sido  invof^adaen 
el  mismo  sentido,  á  saber  que  es  un  acto  por  el  etial  el  Gobieriio  mai  - 
cu  su  intención  de  disponer  de  los  hicnos  y  arréglalas  condiciones  en 
las  cuales  los  alcjuilará,  los  administrará,  etc. 

Ved  ahora,  Señores,  que  siempre  en  el  ini^^mo  documento,  kc  va  á 
definir  el  carácter  de  las  misiones.  Se  ha  discutido  entre  vusotrus  el 
lniMti)  ele  si  las  mi'^ionpy  tenían  carácter  político  ó  religioso,  si  uno  de 
estos  caracteres  predominaba  sobre  el  otro:  como  se  trata  de  un  h'li* 
jjio  andlago  al  nuestro,  el  mismo  carácter  se  discutió  ante  el  Tribu- 
nal Americano  de  hi  Alta  California,  y  ved  que  un  informe  americano 
va  á  decir.  (Pág.  354): 

«El  carácter  de  estos  establecimientos  está  exactamente  indicado 
« en  el  informe  oficial  rendido  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  por 
»¡Wm.  Carey  Jones,  en  1849.» 

El  nuevo  Gobierno,  el  Gobierno  conquistador  ba  tomado  poscstóu 
de  la  California ;  encarga  á  un  agente  americano—  que  es,  pues,  el  ór- 
gano de  la  parte  contra  la  cual  tenemos  el  honor  de  litigar  aqui^que 
rinda  desde  1849  un  informe  oficial  al  Gobierno  americano,  sobre  el 
carácter  de  las  misiones;  en  él  se  lee  lo  siguiente: 

« En  el  real  *'Keglamento"  para  los  presidios  de  la  península  deCa* 
« lifornia,  la  ereccídn  de  nuevas  misiones,  el  desarrollo  de  la  población 
Y  y  la  extensión  del  establecimiento  de  Monterrey,  aprobado  por  el  Rey 
«el  24  de  Octubre  de  1781, se  encuentran  disposiciones  minuciosas 
*  concernientes  á  las  misiones  ya  fundadas  en  la  Alta  California;  basta 
« consultarlas,  particularmente  el  título  XV,  para  comprobar  que  to- 
€  das  las  misiones  en  este  Estado,  eran  en  la  acepción  más  e^rtrietade 
>la  palabra,  establecimientos  gubernamentales,  fundados,  regla  mea- 
»tados  y  gobernados,  hasta  en  los  más  íntimos  detalles  por  el  poder 
«civil  y  sostenidos  exclusivamente  por  el  Tesoro  Real.» 

Vemos,  pues,  cómo  aprecia  el  agente  oíicial  álas  misiones. 

EnwARn  Frv.  ¿Fai  dónde  habéis  encontrado  eso? 

El  Sr.  Delacrüix,  en  la  página  354  del  Libro  Rojo.  Siempre  en  el 
debate  seguido  ante  el  Tribunal  amerinano,  y  en  el  cual  se  di.sculió 
la  misma  cuestión,  que  hoy  se  presenta  ante  vosotros,  es  en  donde 
encontramos  esta  serie  de  docnmentos  oíiciales,  por  los  cuales  de>ea- 
ría  yo  terminar  mi  informe,  á  fin  de  mostraros  (pie  todo  loque  hemos 
dicho  se  encuentra  apoyado  por  documentos  que  emanan  precisamen- 
te de  los  Estados  Unidos. 
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'Del  informe  de  una  comisión  esniecial,  nombrada  por  el  Gobierno 
«mexicano  para  presentar  un  plan  de  reglamento  aplicable  á  las  mi- 
«siones  de  la  Alta  y  de  la  Baja  California,  fechado  el  6  de  Abril  de 
«1825,  extractamos  lo  siguiente: 

«La  Junta  reconoce  que  el  gran  ppojjreso  hecho  por  las  misiones 
«estableciHas  por  los  Jesuítas  de  la  antigua  California,  como  por  las  es- 
«t:ibleeidas  cii  la  nueva  por  los  Fernandinos  (ó  Franciscanos)  es  atri- 
«biiible  al  si.stcma  español  de  descuhriiniouto.s  y  de  conquistas  csíutí- 
«tiKiles;  sabe  también  los  elogios  que  liati  merecido  estos  estableci- 
*rnientos,  no  sólo  por  parte  de  los  españoles,  sino  también  de  los 
«extranjeros  ilustrados. 

*EI  estado  en  que  se  encuentran  las  tnisioncs  actuales,  no  corres- 
«pondo  al  «rran  progreso  que  hirieron  al  principio.  Esta  decadencia 
'pf?  notable  on  la  Baja  California,  bastará  {«ara  probar  que  el  si>tenia 
«debe  modificarse  y  reformarse.  Pero  entre  estas  reformas,  es  indis- 
*pensable  la  que  tiene  por  causa  la  desviación  que  los  misioneros  han 
«tenido  que  sufrir  de  su  ministerio  esencial;  teniendo  que  ocuparse 
«de  los  intereses  temporales  de  cada  misión,  de  su  administración  y 
«gobierno.  Independientemente  de  que  esto  perjudica  el  fin  y  destino 
«principales  de  las  misiones,  (las  cuales  fueron  enteramente  políticas 
«y  de  orden  temporal),  la  cosa  no  es  realizable,  sino  trayendo  con- 
«sigo  una  relajación  sensible  de  los  rotos  profesados  por  los  hijos  de 
«San  Francisco  en  oposición  con  el  espíritu  y  la  letra  de  la  Bula  de  Ur- 
«baño  Vil  de  22  de  Febrero  de  1633,  la  cual  ordena  que  los  Monjes 
«misioneros  se  abstengan  de  todo  lo  que  pueda  tener  color  de  negó- 
«cios,  mercancías  ó  tráfico.» 

Es  decir,  que  en  un  momento  dado,  un  inft»rme  oficial  dice:  EIs  una 
torpeza  conservar  á  estos  misioneros  su  carácter  de  administradores; 
bacen  negocios,  esto  es  contrario  á  su  esencia  religiosa;  ejercen  el  co- 
mercio, se  entregan  á  los  negocios,  venden  mercancías,  desempeñan 
el  gobierno,  la  administración,  el  arte  militar,  la  justicia;  pero  enton- 
ces no  son  religiosos,  olvidan  su  carácter  religioso,  esto  es  contrario 
á  las  reglas  de  su  orden.  Todo  esto  se  encuentra  en  un  informe  oficial. 

Continúo  y  leo  en  la  página  355,  en  un  informe  de  una  Comisión 
de  la  misma  Junta,  fechado  el  13  de  Mayo  de  1827,  concerniente  á  los 
reglamentos  por  adoptar  para  el  gobierno  de  las  Californias:  dice: 

'Aún  la  orden  del  Gobierno,  en  vidad  de  la  cual  comenzó  esc  país 
«á  ser  gobernada,  fuó  original;  los  misioneros  eran  á  la  vez  Goberna- 
« dores  Civiles  y  Padres  e?piriluales;  establecieron  misiones,  y  pue- 


m 


FOKOO  PlADOtO  OS  LAI  CALtPORKtAS. 


«blos,  pero  de  todos  eran  gobernadores  y  el  superior  de  las  nitsio- 
«nes  reunía  en  su  persona  la  Autoridad  civil,  eclesiástica  y  militar, 
cías  tropas  de  protección  estaban  bajo  sus  órdenes,  de  suerte  que  la 
«renovación  de  hi  catástrofe  que  se  prodigo  en  el  Paraguay  no  hubiese 
«sido  sorprendente.» 

En  este  documento  oficial  se  demuestra  que  los  Padres  Jesuítas  eran  j 
considerados  como  Agentes  del  Gobierno.  i 

No  os  leo  las  reflexiones  que  se  hicieron  entonces  y  las  dedúcelo-  i 
nes  que  se  sacaron  por  el  abogado  de  los  Estados  Unidos,  ó  del  de- 
mandado en  este  juicio,  porque  voy  á  limitarme  á  citas  de  documen- 
tos oficiales.  Ved,  pues,  otra : 

«En  1844  Manuel  Castañares  residía  en  México  en  calidad  de  Di- 
«pntaiio  electo  al  Congreso  General  por  el  Departamento  de  ia  Alta 
«(L'ulirornia.> 

Este  Diputado  de  la  Alta  California,  es  quien  va  á  tomar  la  palabra 
en  México,  y  dice  lo  is¡;:uieMte  el  13  de  Mayo  de  1844: 

«No  es  dudoso  que  á  estos  eslablecitnientos  debe  esta  Península  el  ' 
*ori;;en  de  su  existencia  política:  qne  las  misiones  constituían  siigo- 
«biertio  primitivo:  (pie  so  lian  considerado  siempre  como  aliados  con 
'las  formas  anteriores  de  su  administración,  y  qne.  en  todo  caso,  ei 
«sistema  que  puede  adoptarse  en  cuanto  á  las  misiones,  constituye 
«una  parte  esencial  de  lo  que  puede  hacerse  para  la  prosperidad  y  el 
«desarrollo  del  país.  El  mayor  mal  que  haya  podido  causarse  á  mi  De- 
«partameiito.  fué  la  enajenación  de  la  propiedad  perteneciente  al  Fondo 
«Piadoso  de  Califoraia  por  el  Gobierno  Provisional.  Eíste  Fondo  en  5Í 
«mismo  constituía  una  palanca  suficientemente  poderosa  para  dar  im- 
«pulso  general  á  ese  país,  sin  descuidar  por  esto  el  objeto  primitiTO 
«de  su  institución.» 

Se  hacen  otras  citas  igualmente  interesantes  j  que  no  puedo  me- 
nos de  indicaros.  En  otro  discurso  de  este  mismo  Diputado  de  Cali* 
fornia,  que  era  persona  muy  competente  para  tomar  la  palabra  en 
nombre  de  California,  por  su  calidad,  encontramos  lo  siguiente: 

«Daré  á  Vuestra  Excelencia  (el  Ministro  de  Relaciones)  otra  indi- 
«cación  en  cuanto  á  los  fondos  que  pueden  consagrarse  en  parte  áestt 
«medida,  la  cual  es  la  salvación  para  el  territorio  nacional:  todos  tos 
«bienes  temporales  de  las  misiones  son  una  propiedad  que  les  perle- 
«nece  en  común  y  en  la  cual  los  misioneros  y  las  órdenes  religiosas 
«de  que  éstos  dependen,  no  tienen  más  que  la  misión  de  administnir- 
«los  por  delegación  del  Gobierno.» 
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El  Diputado  da  California  es,  pues,  quien  va  á  decir  en  persona  cuál 
es  ci  papel  de  ios  misioneros.  No  tienen  nada,  dice,  salvo  la  adminis- 
tración en  nombre  del  Gobierno. 

Y  bien,  creo.  Señores,  que  estas  citas  no  son  inútiles,  sino  que  muy 
por  el  conlrario,  son  decisiyas  en  lo  que  concierne  al  juicio  de  que  te* 
neis  que  conocer. 

Se  dice  aún  en  la  página  356 : 

<E1  reglamento  general  sobre  la  colonixación,  de  fecha  21  de  No- 
cTÍembre  de  1828,  artículo  17,  estipula  que  en  los  territorios  en  que 
«existan  misiones,  las  tierras  que  éstas  ocupen  no  se  colonizarán  ac- 
«toalmente  sino  hasta  que  se  decida  si  deben  considerarse  como  pro- 
« piedades  de  las  redueeioneSf  neófitos,  catecúmenos  ó  colonos  mexí- 
«canos.  Esta  sitaación  transitoria  terminó  por  un  decreto  del  Congreso 
«de  26  de  Noviembre  de  1833  que  disponía,  que  el  Gobierno  está  au- 
<toríüado  para  dictar  todas  las  medidas  capaces  de  asegurar  la  coló- 
>nización  y  de  realizar  la  secularización  de  las  misiones  de  la  Alta  y 
«de  la  Baja  California,  quedando  igualmente  facultado  para  emplear 
«ea  este  objeto  y  de  la  manera  más  eficaz  los  bienes  de  las  óbrcbspias 
«de  dichos  Territorios,  á  fin  de  suministrar  recursos  á  la  Comisión, 
«así  como  á  las  familias  destinadas  para  esos  Territorios  y  que  actual- 
«mente  están  en  esta  capital.» 

Esto,  Señores,  es  sumamente  interesante.  En  1828,  el  Gobierno, 
preornpado  por  la  decadencia  de  las  misiones,  encarga  á  familias  me- 
xicanas que  vayan  á  poblar  la  California;  ¿qué  es  lo  que  se  hace?  Se 
da  al  Gobierno  el  dereclio  de  disponer  de  todo  lo  que  pertenece  á  las 
mi.siones  para  sostener  h  estas  familias.  l-]s  otra  aplicación  del  Fondo. 
¿No  es  esta  una  aíírmnr-iíui  efectiva  del  derecho  que  precisamente  po- 
seía f\  Kstado  de  disponer  de  todos  estos  fondos? 

'Va\  ios  reglamentos  provisionales  dictados  por  Figueroa,  el  9  de 
«Agosto  de  1834  para  ejecutar  la  ley  del  Congreso,  se  previene  quo 
«los  viñedos,  huertas  y  campos  de  trigo  se  cultiven  por  los  indios  en 

«común  hasta  que  el  Gobierno  Supremo  dicte  una  medida  deíi- 

«nitiva.» 

Es  decir,  que  en  todas  las  disposiciones  legislativas,  en  toda  la  se- 
rie de  decretos  que  se  enumeran  aquí,  véis  siemi^rc  que  se  afirma  á 
cada  paso,  á  cada  página,  que  el  Gobierno  es  quien  dispone;  y  dis* 
pone  en  las  formas  más  variadas,  dispone  según  le  parece.  ¿  Podría 
dar  esta  serie  de  decretos  si  se  tratase  de  bienes  de  la  Iglesia?  ¿No 
constituye  esta  serie  de  decretos  que  acabo  de  enumerar  ante  vosotros 


aeo 


Fondo  Piadoso  de  las  Califoujcus. 


el  derrumbe  míin  absoluto  de  toda  ia  tesis  que 86  pueda  presentar ¡wr 
la  parto  oDiitrarin? 

»Sui>t'r{luo  sería  mencionar  en  particular  cada  dispos-icióti  de  I05 
«Goljienios  fjeneral  ó  departamentales,  ó  del  Congreso  sol)re  b  cues- 
«tión;  los  diversos  reglamentos  de  Figueroa,  de  Alvarado,  de  Michei- 
«torena  y  Pío  Pico,  de  los  cuales  los  más  íint)0riantes  están  in  extenso 
«en  Rockwell,  155-477,  y  analizados  en  el  informe  de  Jones,  8  á  22, 
«prueban,  sin  dejar  vestigio  al^^nno  de  duda,  que  ni  lo*i  Padres  misio- 
«ñeros,  ni  la  Iglesia  han  tenido  jamás  título  ni  propiedad  alguna  á  las 
«tierras  de  las  misiones,  sino  que  los  primeros  las  administraban,  para 
«emplear  los  mismos  términos  de  Castañares  ya  citado:  eit  virtuide 
«tttia  comisión  del  Gobierm.» 

El  Sr.  Asser,— Veo,  en  las  páginas  35B  y  359,  el  juicio  de  la  Corte 
pronunciado  en  apelación  en  este  asunto,  confirmando.  ¿No  es  cierto 
el  juicio  de  primera  instancia? 

El  Sr.  Delacroix. — Perfectamente. 

El  Sr.  Assbr. — Quisiera  preguntaros  sí  )a  demandante  era  la  Igle- 
sia, ¿quién  era  el  demandado? 

El  Sr.  Delacroix. — No  lo  he  dich  \  porque  precisamente  eso  no 
consta  allí.  El  Sr.  Horace  Harver  es  el  que  se  presenta  por  los  demao- 
dados,  los  cuales  debian  ser  todos  los  interesados  en  la  posesión  del 
Fondo. 

No  se  trataba  sin  :)  de  un  solo  negocio,  de  la  misión  de  Santa  Cia- 
ra, era  un  juicio  particular  á  propósito  de  un  uegucio  determinado: 
pero  no  es  necei^ario  decir  que  esta  decisión  debía  tener  un  alcance 
eonsideralile  como  precedente,  y  por  esto  es  por  lo  (pie  la  cuestión  se 
trató  en  su  con  junto  y  se  discutió  toda  ia  íaz  del  dereciio,  pero  no  afec- 
taba al  conjunto  de  las  misiones. 

El  íSii.  AssEn.— ¿No  sabéis  quién  era  el  demandado? 

Kl  Su,  I)i;i,.\gr()I\. — No. 

El.  Sfi.  Beernai:ut. —  V.^  uno  de  los  puntos  sobre  los  cuale»  heiaas 
pedido  datos  á  ]\Iéxico;  pero  ia  distancia  e'?  tal  y  los  plazos  que  «enr>s 
conceden  son  tan  cortos,  que  la  respuesta  ilegaráprobablemealecuaado 
hayáis  pronunciado  vuestra  sentencia. 

El  Su.  DELACRorx. — En  lo  que  concierne  al  demandante,  voy  á  da- 
ros los  datos  siguientes,  que  se  encuentran  en  el  libro  rojo,  en  la  pá- 
gina 340,  y  esto  responde  parcialmente  á  la  pregunta  del  Señor  Arbitro: 

•  Las  tierras  ocupadas  por  estas  misiones  no  se  transfirieron  á  na- 
die, sino  que  permanecieron  de  la  propiedad  del  Gobierno;  y  aun  los 
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edificios  de  las  Igiesias  erigidas  sobre  esas  tierras  no  entraron  al  do- 
minio de  la  corporación  de  ia  Iglesia  antes  del  decteto  de  seculariza* 
cíóndelBdd.» 

i  La  demanda  expone  que  el  demandante  es  el  sacerdote  católico 
romano  y  pastor  debidamente  encargado  de  la  misión  y  de  la  Iglesia 
de  Santa  Clara  y  que,  según  las  reglas  y  la  disciplina  de  la  Iglesia  ca- 
tólica romana»  tiene  la  administración  de  los  bienes  temporales  de  la 
Iglesia  Y  misión  expresadas  y  el  derecho  á  la  posesión  de  su  propiedad 
mueble  é  Inmueble;  que  el  demandado  se  ha  apoderado  ilegalmente 
de  un  lote  de  terreno  situado  en  dicho  Condado  y  conocido  con  el  nom- 
bre de  ilfcftartf,  perteneciente  á  la  antigua  misión  de  Santa  Qara  y 
hoy  propiedad  de  dicha  Iglesia,  y  para  recobrar  la  posesión  de  dicho 
lote  fué  para  lo  que  presentó  su  demanda  el  actor.  La  única  cuestión 
en  el  caso,  es  el  derecho  de  la  Iglesia  católica  romana  á  \-ds  tierras  Ue 
hs  misiones  en  este  Mstado.» 

Así,  líucs,  en  lo  concernieate  al  demandante,  no  hay  duda,  es  el  re- 
presentante de  la  Iglesia,  el  cura,  el  presbítero  secular,  quien  diré: 
Ksle  es  un  bien  que  pertenece  á  las  misiones,  lo  reivindico,  por(jue 
len^o  personalidad  para  obrar  en  nombre  de  la  Iglesia.  Y  entonces  el 
que  está  en  posesi(')n  del  Fondo,  responde:  No,  no  eres  la  iglesia,  no 
tienes  derechos.  Ks  pro!)ahle  que  el  demandado,  Redman — es  un  dato 
que  debiéramos  lener  — estaba  autorizado  para  poseer  por  el  Oobierno. 

Otro  decreto  que  no  carece  de  ititerés,  está  copiado  en  la  página 
3Ó7:  El  decreto  de  Pío  Pico  de  28  de  Octubre  de  18éó  disponiendo  lo 
siguiente: 

Art.  1°  Se  venderán  en  esta  capital,  al  mejor  postor,  las  misiones 
de  San  Rafael,  Solares,  Soledad,  San  Miguel  y  la  Purísima,  que  están 
abandonadas  por  sus  neófitos.  (F^ste  decreto  se  promulgó  debidamente 
de  conformidad  con  el  decreto  de  2B  de  Mayo  de  1845.) 

Así  pues,  el  Gobierno  decide  la  renta  de  los  bienes  pertenecientes 
á  ciertas  misiones. 

Esto  es  interesante,  porque,  cuando  una  misión  quedaba  abandona- 
da por  sus  neófitos,  era  natural  que  la  Iglesia  reivindicase  los  bienes 
si  tuviese  derecho  á  ellos.  Nada  dice,  el  Gobierno  es  quien  dispone  sin 
qae  la  Iglesia  proteste. 

Y  el  art  14  del  decreto  de  28  de  Octubre  de  1845,  dice: 

i£l  arrendamiento  de  las  misiones  de  San  Diego,  San  Luis  Rey,  San 
Gabriel,  San  Antonio,  Santa  Clara  y  San  José,  se  hará  cuando  se  ha- 
yan vencido  las  dificultades  que  actualmente  existen  á  causa  de  las 
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deudus  de  estos  establecimientos  y  entonces  se  dará  a?Í80  al  publico.» 
Y,  en  la  página  368: 

«Vemos  pues  que  todos  los  actos  del  Gobierno,  desde  el  período 
más  remoto,  sin  exceptuar  el  decreto  de  Micheltorena  y  la  ordenan- 
za alegada  del  Gobierno  de  Bustamante,  de  17  de  Noviembre  de  1640, 
independientemente  de  la  aquiescencia  constante  del  clerOf  tienden  á 
confirmar  y  á  sostener  sin  controversia  posible,  que  las  tierras  délas 
misiones  de  toda  clase,  cultivadas  ó  no,  jardines,  huertas  y  viñedos, 
sin  exceptuar  los  edificios,  eran  propiedad  de  la  Nación  y  sujetos  áeer 
administrados,  vendidos,  arrendados,  distribuidos  á  los  colonos  ó  des- 
tinados á  otros  usos  por  el  Gobierno  conforme  á  las  leyes;  ndemis 
que  los  Padres  d  el  clero  seglar,  ó  la  Iglesia,  tm  solamente  no  tenían 
ni  han  pretendido  jamás  tener  derecho  de  propiedad  á  olios,  sinoquA 
jamás  los  lian  jíoseído;  ó  para  expresar  osla  conolnsión  de  »in:i 
nera  aún  más  clara,  en  los  términos  misinos  de  Castañares  y  qiieii" 
íitíii  sino  repetición  de  los  do  la  sabia  .liinta  ya  citada:  »Las  inií^nt- 
nos  (')  his  ordenes  Kelijriosas  de  que  dependen,  no  tenían  otra  cosa  í;i- 
no  su  adiuiiiist ra'  ión  en  virtud  de  luia  delegación  del  Gobierno. 

Así  he  tenniiruío,  Señores,  el  examen  do  osfo  procedimiento.  lo  he 
hecho  rápidaiiiontc.  pero  la  Corle  analizará  estos  docujnentos;  veino* 
en  ellos  una  serie  de  cita*' de  la  más  alta  importancia,  la  enuinerafíióii 
de  los  decretos  reales  desde  ISln  hasta  1818  que  son  el  testitnonio 
más  formal  deldereclio  del  (lobierno  así  como  del  reconocimientoim- 
pli(  ito  de  su  derecho  insultante  para  ser  observado  sin  protesta  algu- 
na por  parte  del  clero. 

La  cuestión  llevada  así  ante  el  Tribunal  Americano  so  resolvió  en 
favor  de  la  tesis  que  defendemos  aquí  y  que  defendía  Mr.  lioraceHar- 
ver.  Ved  la  sentencia  del  Consejo  Snprenjo  de  California: 

<La  opinión  de  la  Corle  fué  dada  por  el  Juez  Ileydeofeldt,  y  apro- 
bada por  el  Presidente  Murray. 

« El  demandante  que  es  el  pastor  de  la  Iglesia  Católica  de  Santa  Cla- 
ra, pide  la  posesión  de  un  lote  del  terreno  llamado  «Archard»  que 
pertenecía  á  la  ex-misíón  de  Santa  Clara,  alegando  que  las  tierras  de 
las  misiones  son  propiedad  de  la  Iglesia  y  que  por  las  reglas  de  ésta, 
él  es  el  administrador  de  los  bienes  temporales  de  ésta  Iglesia  y  dela< 
misiones  en  particular. 

«Hubo  largas  discusiones  sobre  la  cuestión  del  derecho  de  ta  Igle- 
sia, para  adquirir  la  propiedad  bajo  los  sistemas  Español  y  Mexicano 
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y  sohr-p  o!  doiToho  del  iletn;iiul:uitr'  paiM  t rumiar ;  |>ero  la  opinión  que 
rae  lie  tonnrtdo  hace  este  examen  siunVlluo. 

«Según  todas  las  autoridades  Españolas  y  Mexicanas  (las  cuales 
fueron  bien  compiladas  en  ct  alegato  del  demandado),  las  misionea 
eran  e.slablecim¡entoa  políticos  sin  liga  alguna  con  la  Iglesia. 

«El  hecho  de  que  los  monjes  y  los  Padres  estuviesen  á  la  cabeza  de 
éstas  instituciones;  nada  prueL^  en  favor  del  derecho  de  la  Iglesia  á  la 
propiedad  absoluta.  Innecesario  es  determinar  aqní  dn  qué  manera  y 
porjqué  medio  de  transferir  podía  tener  título  legal  la  Iglesia,  como  cor- 
poración o  persona  civil.  Basta  que  se  haya  necesitado  algún  modo 
de  hacerlo  para  poder  quitar  su  título  al  Gobierno  ó  á  los  particula- 
res y  conferirlo  á  la  Iglesia  y  ciertamente  no  se  ha  demostrado  la 
existencia  de  nada  semejante  á  esto.  Si  se  pretende  sacar  una  ex- 
cepción de  que  el  Padre  ó  Monje  tenían  la  Administración  y  el  gobier- 
no de  la  misión,  la  respuesta  es  simplemente  que  eran  sus  Goberna- 
dores civiles;  y  aunque  combinasen  con  el  poder  civil  las  funciones 
de  Padres  espirituales,  ésto  no  era  sino  para  asegurar  la  ejecución 
más  eficaz  del  objeto  de  dichos  establecimientos,  objeto  qne  era  la  con 
versión  y  la  cristianización  de  los  Indios.  Aparece  plenamente  de  to- 
das las  investigaciones  hechas  en  la  organización  española  y  mexica- 
na en  lo  concerniente  á  las  misiones,  que  ni  éstas  ni  sus  padres  esta- 
ban incorporados  á  la  Iglesia  ¿  colocados  en  manera  alguna  bajo  el 
«ul/ierno  y  la  dirección  de  sus  eclesiásticos  diocesanos,  r-uya  supre- 
inaeía  era  completa  sobre  todos  sus  subordinados.» 

Esto  confirma  lo  que  tenia  yo  el  honor  de  decir  en  unn  audiencia 
precedente,  á  saber,  que  lus  Jesuítas  como  Orden  no  tenían  oapa'-idad 
para  ¡loseer.  que  ésto  era  contrario  á  su  instituci()n ;  si  pue.-<  se  les  atri- 
buían bienes,  era  sólo  para  la  obra  que  realizaban,  em  para  el  Gobier- 
no del  con!  eran  administradores  ó  delegados. 

•  Al  contrario,  las  misiones  lun^ieron  directamente  por  la  acción  y 
la  autoridad  del  Gobierno  del  país  ^  • 

;Notad  hjeñores  (jue  es  una  Corle  Americana  la  que  dice  eso! 

«  Se  les  aplicaron  leyes  y  re<íI:itnentos  por  su  autoridad  le- 
gislativa sin  referirse  ni  consultar  la  autoridad  de  ia  iglesia ;  las  tie- 
rras ocupadas  por  ellos  no  .se  transfirieron  á  nadie,  ni  l*adre.  ní  neó- 
fito, sino  que  quedaron  de  la  propiedad  del  Estado;  en  tóelos  los  actos 
ó  decretos  del  (iobierno  no  hay  una  sola  palabra  que  demuestre  que 
ni  aún  los  edificios  de  Iglei^ia  consagrado  al  Culto  Divino  únicamente 
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fuesen  jamás  propiedad  de  la  corporación  de  la  Iglesia  hasta  el  decre- 
to de  secularización  de  1883. 

Se  inf^inúa  por  el  a})elante  que  el  decreto  se  derofi*'t  por  otro  poste- 
rior y  que  por  consiguiente  jamás  se  aplicó  á  las  misiones  de  Califor* 
niá. 

«En  ese  caso,  como  la  Ijílesia  no  tenía  derechos  en  la  misión  antes 
del  decreto  de  ÍH'óS,  permanece  sin  derecho,  puesto  que  solainentet 
por  dicho  decreto,  se  le  hubieran  podido  conferir  derechos,  en  caso  de  ' 
conferírsele:  por  nfra  jiarte,  si  pretende  tomar  algún  derecho  en  vi^  ' 
tud  de  este  decreto,  las  limitaciones  que  contiene  no  conferirían  áli 
Iglesia  derechos  sobre  la  propiedad  objeto  del  presente  Juicio. 

<  Nuestra  conclusión  es  que  el  demandante  no  tiene  derecho  á  la  pro- 
piedad en  cuestión»  y  por  consiguiente  se  confirma  el  juicio  del  infe  . 
rior.  (Copia  del  tomo  VI  de  la  compilación  tiluluda:  «Informe  de  los 
procesos  seguidos  y  juzgados  ante  la  <  '.orte  Suprema  de  California,  pá- 
ginas 325  y  siguientes).* 

Este  documento  es  uno  de  los  anexos  de  la  memoria  del  Sr.  Azpiroz. 

Me  he  empeftado,  Señores,  en  haceros  su  análisis,  no  sólo  á  etm 
de  su  autoridad  que  es  incontestable,  puesto  que  se  trata  de  an  juicio 
seguido  y  fallado  ante  la  Corte  Suprema  de  California,  sino  aun  á  cau- 
sa de  las  autoridades  múltiples  que  en  él  se  citan  por  el  abogado  délos 
demandados  ante  ese  Tribunal  y  que  son  decisiras.  De  él  resulta  que 
el  derecho  de  la  Iglesia  que  discutimos  aquí,  hn  sido  discutido  en  lo^ 
Estados  Unidos,  que  lo  ha  sido  palmo  á  palmo,  que  las  autoridadt»' 
han  hablado  y  que  su  decisión  ha  sido  la  que  será  seguramente  ¡a  j 
vuestra.  | 

Tengo  ahora  <iue  deciros  al*ríHias  palabras  do  una  cuestión  siiIm-  ■ 
d"ar¡a,  es  decir,  del  monto  de  la  dcuianda,  ó  de  las  cantidades  que  íor-  i 
maban  el  Pondo  Piadoso  de  California.  | 

Señores,  en  lo  concerniente  al  uiuato  de  la  demanda,  el  documen- 
to más  importante  que  podamos  discutir  y  consultar  e«!  seíjnrainentf 
el  inventario  formado  por  el  Sr.  luimírcz.  el  cual  estaba  encargado  de 
la  administración  del  Fondo  en  noinhi  e  (ir!  ( )hispo  de  Mé.xico.  con  fe 
cha  28  do  Abril  de  1842.  VA  texto  de  este  documento  imporlanle 
encuentra  en  el  volumen  rojo,  ea  inglés,  páginas  512  á  523,  y  eoes* 
panol  páginas  i78  á  498. 

Desde  luego,  .Señores,  necesario  e?  que  os  diga  cuáles  fueron  \^ 
circunstancias  en  la«  cuales  «e  formó  e-le  documento.  Record.iis  que 
por  un  decreto  de  19  de  Septiembre  de  1836,  el  Obispo  García  Diego 
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había  quedado  eticargudu  de  la  udmiiii.stración  del  Fondo  Piadoso,  y 
que  hnbía  ido  iMitoiicfis  á  ¡nslalarse  en  MoiiNm  i  ov.  on  IBí-O,  Sede  Epis- 
fopal.  (iomo  los  bienos  de  que  se  trataba  estaban  ubicados  en  Méxi- 
co, se  encargó  á  un  hombre  respetable,  al  Sr.  Rninirez,  de  la  udnunis- 
Iración  de  este  Fondo  en  México.  Por  decreto  (h»  8  de  Febrero  de 
1842,  se  doro;:'  »  i  1  decreto  anterior,  y  el  Sr,  Ramírez,  (|ned(')  en<';iri¡;ado 
d»^  devolver  los  bienes  al  Gobierno:  é  hi/.o  de  ellos  una  t;iinnier:iei<»n, 
un  inventario  pormenorizado.  Ksfa  es  In  bnse  de  la  deinanda:  los  de- 
mandantes no  tienen  i»lra  cosa  para  Huln^irnos  lo  cpic  seria  el  Fondo 
Piadoso  de  California;  me  reliero,  pues,  ú  este  documento. 

Desde  luego  encontramos  en  él  la  indicación  de  los  hienas  raices 
(página  512):  estos  bienes  raíces  se  dividen  en  bienes, urbanos  y  bie- 
nes rústicos:  1 1^  '^asasde  Vergara  fueron  las  donadas  por  Doña  Josefa 
Paula  Arguelles.  Fista-  casas  estaban  alquiladas  en  $3,000.00,  nos 
ce  el  Sr.  Ramírez ;  estaban  en  muy  mal  estado  y  se  vendieron  mediante 
una  renta  anaal  de  1 3,500.00  pagaderos  por  trimestres  adelantados. 
Como  08  lo  he  indicado  ya,  los  bienes  de  la  sucesión  Argüelles  perte* 
cían  en  una  cuarta  parte  á  la  familia  Argüelles,  á  causa  de  la  nulidad 
de  la  disposición  hecha  en  favor  de  los  Colegios  de  los  Jesuítas,  y  en 
las  tres  cuartas  partes  restantes  al  Fondo  Piadoso,  mitad  para  las  Islas 
Filipinas  y  mitad  para  las  misiones  de  California, 

La  renta  de  estas  casas  es,  pues,  de  $3,500.00;  pero  debe  deducir- 
se  de  ella,  según  lo  explica  muy  bien  el  Sr.  Ramírez,  una  cuarta  parte 
para  la  familia  Argüelles,  ó  sean  $875.00;  quedan  Iils  tres  cuartas 
partes  restantes,  es  decir  $  2,625.00,  de  los  qne  la  midad  pertenece  á 
las  misiones  de  California  y  la  otra  mitad  á  las  Islas  Filipinas. 

El  Sr.  Ramírez  nos  enseña  también  (página  513)  que  pesaba  un 
embargo  sobre  esos  bienes. 

La  primera  renta  es,  pne^:.  de  lif -.620.00.  H  ty  los  biein^s  rústicos 
cuya  eiuuneración  so  encnciitra  en  la  pá^nna  513.  Existe  la  haeiendu 
'Je  Ciénega  del  í'astor:  era  luia  linea  iui|)ortanle  que  estaba  arreiaia- 
da  en  $  IT.IOO.OV)  al  año:  ¡)r(»venía  tambiérj  de  la  sucesión  Arguelles: 
por  eonsiguiente,  la  cuarta  parto  eorre-;iondía  á  los  berederos  y  la 
familia,  sean  $4.H75  <)U,  quc^laba,  pues,  una  renta  finiial  de  $  12.825. 
Kxistía  también  sobre  e»ta  hacienda  un  eaibargu  del  que  hubluremus 
más  tarde. 

El  segundo  bien  n'i^tico  era  la  hacienda  de  San  l'edro  de  Ibarra, 
alquilada  on  $2,(K)0.U():  después  las  haciendas  de  San  Agustín  de 
Amóles,  El  Custodio,  San  Ignacio  del  Buey  y  La  Baya,  alquiladas  to- 
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das  por  1 12,025.00  aim:iles.  Kl  Sr.  Uainírez  nos  hace  sabor  (lue  pu- 
dú rescindir  el  antiguo  arrendainienlo  y  hacer  u>»o  nuevo  |>or..., 
$12.705.00  anuales. 

También  había  créditos  hipotecarios:  existía  uno  de  I  í-2,000.nifi| 
5  por  100,  á  cargo  de  José  narrienlos  y  garantizado  con  hipoteca  de 
la  hacienda  de  Santa  Lii[jrarda  y  sus  dependencias. 

Existía  otro  rrt'fhlo  hipotecario  de  $  }'), 000.00  al  (i  p^i-  Kjk.  ¡i car- 
go (h^  los  hanf|iioi'os  [{«H'illn,  del  cual  haitia  raído-;  consuierabies:  Se 

doblan     26,8OÜ.<)0  do  ¡lllot•ose'^•  vencidos  sobro  e.ste  crédito  de  

$  Kí.OOO.OO,  lo  que  re[)resenta  un  nútnero  de  años  con.siderable.s.  ti 
Sr.  Ramírez  nos  dice  que  se  han  intentado  variaí»  demandad,  pereque 
no  han  dado  resultado  alguno. 

En  fui,  había  $3,000.00  al  5  por  100  sobre  la  hacienda  de  Sao  Jo- 
sé Munyó,  cuyos  interppos  no  .se  habían  pagado  desde  1827  estamos 
en  1842!  8e  debían  $2,275.00  de  réditos. 

Estando  todo  esto  perfectamente  enumerado  en  el  inventario  for- 
mado por  Ramírez,  me  remito  al  resumen  hecho  por  éste,  que  no  se 
encuentra  traducido  en  el  texto  inj^tés,  pero  que  encontraréis  en  el 
texto  español,  página  493. 

En  él  se  mencionan  los  $2,625  de  las  casas  de  la  calle  de  Vergani 
los  $  12,825.00  de  la  hacienda  deCiénega  del  Pastor,  los  $2,00(100 de 
San  Pedro  de  Ibarra,  los  $  12,705.00  de  las  haciendas  de  San  Agustín 
otras,  los  $  2  J 00.00  producidos  i)or  ei  capi  tal  h  i  po  tecario  de  $ 42,000.00 
más  los  $2,400.00  producidos  por  los  $40,000.00  que  debía  la  casi 
Revílla;  esto  forma  un  total  de  $34,655.00. 

Aceptamos,  Señores,  estn  cifra,  pero  haciéndole  una  reducción  que 
seguramente  os  parecerá  lo^itimar  es  la  relativa  á  los  $40,000.00  que 
deliía  la  casa  Revilla:  los  negocios  de  esta  casa  eran  tan  malos  que 
nunca  \rd<¿ó  un  centavo  y  sobre  el  capital  de  $ 40,000.00  se  debían  do 
réditos  atrasados  :?  iM. 700.00;  debéis  admitir  que  era  un  crcJilu  de  di 
fíoil  cobro  y  qiio  <oría  ptco  admisible  y  equitativo  cargar  á  México 
este  cródilu  Hi<'ol)i-ablo.  l'or  otra  parto,  el  Sr.  Kiimírez.  en  laenuuine 
raci')!!  cjuo  haco  <'iiatido  iliscuto  óslo  crr  lilo,  dice  que  es  tan  malo,  (pie 
ha  nombrado  nn  abou'ado  para  que  lo  roolame  judicialmonto  y  tud  i 
lo  que  se  puede  osp  rar  es  que  se  hagan  de  tiempo  en  ticnipo  peque- 
nos  abonos  á  cuenta  de  ól. 

Así  pues,  deduzco  los  i:i,  íiM).O0  quo  no  -^'^  fi  iu  pagado  y  ll^ó  ate- 
ner una  renta  del  Kondo  l'iadoso  de  2^32,200.00. 

Coutonne  á  la  tesis  de  los  demandantes,  es  necesario  capitalizar  esta 
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reala  al  6  por  lüO  para  tener  el  valor  del  capital.  Esto  da  exactamen^ 
te  $537,583.00.  Tal  era  el  valor  del  Fondo  Piadoso  con  relación  á  los 
inmueblea.  Pero  manifiesto  inmediatamente  que  de  éste  capital  debe 
deducirse,  la  cantidad  qne  se  pagó  para  el  Fondo  de  las  Islas  Filipinas, 
es  decir  $145,000.00. 

Señores,  acabo  de  enumerároslos  inmuebles  que  formaban  el  Fondo 
de  California,  y  de  indicaros  su  origen,  sobre  todo,  en  lo  concerniente 
á  la  hacienda  de  Ciénega  del  Pastor  y  á  las  casas  de  la  calle  de  Verga- 
ra.  Sabéis  que  los  bienes  de  la  sucesión  Argüelles  pertenecían,  por  mi- 
tad al  Fondo  de  las  Filipinas  y  por  mit;id  al  Fondo  de  ('alifornia.  Como 
á  causa  de  un  arreglo  que  los  deuiandanles  aprueban  hasta  el  puiUu 
de  que  ven  en  él  nn  precedente  á  su  favor  se  lia  convenido  que  los  bie- 
nes que  locaron  á  las  Islas  Filipinas  ([lUMlai  iaii  de  la  propiedad  del  Rey 
•le  K.spañia  ó  de  las  misiones  de  ivspana,  esta  oantidail  de  $  I  \  :\.íhH).(H) 
íltAiv  iiK'onteslablemenle,  y  como  mínininm,  dedti<  irse  del  inonlo  del 
íui.do  inmueble,  es  decir  de  los  $537, 583.1  K).  Dijio  (pie  es  ún  nn'niinum 
porque  la  sucesión  Ai  <iiielles  se  componía  de  otros  elementos  y  que  en 
la  convención  de  2  í  de  Octubre  de  celebrada  entre  España  y  Mé- 
xico se  convino  que  todos  los  bienes  j)r<ive!iientes  de  la  sucesión  Ar- 
guelles pertenecerían  por  mitad  á  l^^spaña  para  las  Islas  Filipinas. 

El  fondo  inmueble  se  componía  pues  de  una  suma  de  $892,588.00. 
Veamos  ahora  cuales  eran  los  créditos  activoií  del  fondo,  que  el  Se- 
ñor Ramírez  enumera  en  seguida  en  su  inventario. 

En  la  página  614  » Créditos  activos  del  Fondo  debidos  por  el  Te- 
soro PublicOf>  encontramos  desde  luego  un  capital  de  $20,000.00  al 
5  por  100  que  debía  el  Gobierno  español.  Este  había  tomado  presta- 
da esta  suma  del  Fondo  Piadoso  y  no  había  pagado  los  intereses,  se- 
$ún  lo  dice  el  Sr.  Ramírez,  desde  1813.  El  Sr.  Sr.  Ramírez  manifiesta 
en  seguida  que  desde  esa  época  hasta  la  presente— es  decir  basta  1842 
—no  se  ha  recibido  nada  ni  por  capital  ni  por  intereses;  de  tal  ma- 
nera, dice,  que  los  intereses  devengados  desde  1812  basta  1842  repre- 
sentan $29,000.00. 

Pero  Señores,  hiiy  una  reflexión  que  no  os  habrá  pasado  inadverti- 
iIh;  es  que  los  Obispados  de  los  Estados  Unidos  que  nacieron  en  1850 
ó  1854  Tan  á  poder  reclamar  para  ellos  los  intereses  devengados  desde 
1812  cuando  en  esta  época  es  innegable  que  el  Gobierno  español  y 
despué.s  el  Gobierno  mexicano  era  dueño  del  Fondo  y  di.sponía  de  sus 
productos:  ¿Pretenden  <piizá  los  d» maudarítes  exiííir  cuentas  á  Méxi- 
co y  ai  Gobierno  espaiiol  sobre  lu  numera  como  disponían  de  los  pro- 
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duelos  del  Fondo  durante  esas  épocas  en  las  cuales  seguramente  do  , 
tenían  que  dar  cuentas  á  nadie  y  menos  á  los  Obispos  de  California? 

Así  pues,  cuando  se  reclaman  los  intereses  me  parece  incomprensi- 
ble. Pero  Teamos  ahora  lo  relativo  al  capital.  Se  trata  de  uua  suma 
debida  por  el  Gobierno  español.  No  cabe  duda  alguna  que  México  do 
puede  reclamar  una  sutiia  al  Gobierno  español  para  darla  á  los  Esta» 
dos  Unidos  ó  á  los  Obispos  de  California. 

VA  Sr.  llamíie/,  no  uus  dice  en  qué  époeu  lomó  el  Gobiei  iio  español 
ese  capital  de  $  2ü,U00.(K),  perú  sí  nos  dif-e  que  desde  1812  España  n*» 
paj^ó  los  inlereses.  Y  lo  coinpi  ondo:  r  Por  qué?  Kl  Rey  de  España  m 
dueño  (lo  psi  e  fondo,  disponía  (le  rl  eoino  le  parecía;  tomó  los  $2O,0OC>.(X' 
y  dijo:  Li>.s  destino  al  sosleniniitMito  de  las  tropas  ó  á  cualquier  ntro 
«fasto,  no  tendría  hoy  íjne  dar  ciiriiUi  a  los  Obispos  (Ip  r'nlifornia.  ,Y 
sin  embarcro.  no  solo  doboría  dar  cuenta  sino  que  debería  los  iniere- 
sos  que  no  se  han  pa^^ado!  ¿imaginaos  esto  (Tt'dito  civil  creado  m 
España  en  provecho  de  los  Obispos  de  California  nacidos  en  iUbit 
Esto  es  verdaderamente  insostenible. 

Quizá  se  nos  contestará  que  cuando  México  tonm  el  lugar  de  Ks- 
paña  asumió  las  deudas  y  las  obligaciones  de  España.  Pero  sería  oe- 
cesario  demoslrar  que  Empana  hubiera  querido  contraer  y  reconocer 
una  deuda  en  favor  del  Eondo. 

Pasoá  la  reclamación  siguiente:  se  trata  de  un  capital  de  $  20  l,856.0<i 
que  el  Gobierno  español  se  había  apropiado  para  sus  necesidades.  £1 
Sr.  Ramírez  nos  dice  (página  514)  que  era  para  necesidades  urgen- 
tes. A  partir  de  1812  el  Gobierno  español  no  ha  destinado  los  inlere 
ses  de  este  préstamo  á  los  objetos  del  Fondo  Piadoso.  Desde  1812  basta 
1842,  loa  intereses  vencidos  se  elevan  según  Ramírez  á  $294,434.00: 
sumo  y  resultan  $496,291.00. 

No  repetiré,  Señores,  todas  las  observaciones  que  he  presentado  coa 
rei«pecto  á  la  cifra  precedente  y  que  deben  aplicarse  aquí.  Sí,  en  una 
época  de  su  historia,  España,  por  necesidades  urgentes — esta  palabra 
es  muy  vaga — con  respecto  á  los  cuales  no  tenía  que  dar  explicacio- 
nes j)ucsto  que  era  poder  soberano,  tomó  $200,000.00.  ¿Nosotros. 
México,  tendremos  que  dar  cuenta  de  ellos  á  los  Obispos  de  Califo^ 
ma? 

¿Pero  cuáles  son  los  (íUilos  de  todos  estos  documentosV  Es  eviden- 
te (|ue  á  nuestros  adversarios  toca  indicar  cuáles  son  los  títulos  que 
coíislit-iiveu  la  deuda  de  España. 

Llego  al  tercer  párrato  de  este  documento,  página  515;  se  trata  de 


Digitizeu  Lj  vjüOgle 


RBCLAMAGIÓII  CORTftA  Máxifio. 


360 


un  capital  de  1 162,618  ()0,  reconocido  por  el  antiirin)  Tribunal  del 
Consulailu  tie  Mt'xico  ul  (i  por  100.  ¿Qué  cosa  es  el  Tribunal  del  Con- 
sulado de  México?  Era  el  Tribunal  del  Comercio:  así,  j)ues,  un  Tri- 
hnnal  «eria  el  que  habría  reconocido  es(¡i  deuda  de  $  KViJíiS.OO  al 
t)  por  100;  pero  el  .Sr.  l»auiíroz  nos  ciisefia  que  el  (íohierno  había  to- 
mado á  su  cargo  este  crédito.  ¿8e  servirMu  drcirnos  do  dinide  re^<ulta 
o<to?  Sobre  todo,  sabemos  que  desde  Irt'JO  no  se  ha  pa<:ado  interés 
alguno.  .Supongo  que  en  1820  el  rey  de  Kspaña.  por  una  razón  políti- 
ca cualquiera  haya  dicho  al  Tribunal  del  Consulado  de  México:  Os 
exonero  de  esta  deuda,  os  perdono  loa  intereses.  ¿Tendría  México  por 
Tentora  que  dar  cuenta  á  los  Obispos  de  California  de  éste  acto  del 
poder  soberano  de  España? 

Desde  1820,  los  intereses  so  elevaban  á  1206,525;  se  suman  con 
el  capital  y  se  obtiene  un  total  de  $369,143.00. 

Señores,  si  en  contra  de  todo  lo  que  hemos  sostenido,  el  Tribunal 
Arbitral  fallase  que  México  está  condenado  á  una  restitución  al  pago 
de  capital  é  intereses  ó  sólo  de  intereses  del  Fondo  Piadoso,  es  indu- 
dable que  no  os  conformaríais  con  afirmaciones  tan  ligeras  como  és- 
tas, provenientes  del  representante  de  un  Obispo  de  quien  se  proteo* 
den  sucesores  los  reclamantes  actuales. 

Pero,  Señores,  hay  aún  más.  Vamos  á  rer  aquí  la  confirmación  de 
todo  lo  que  acabo  de  decir.  Se  trata  de  la  cantidad  de  $38,500.00 
que  debía  el  Colegio  de  San  Gregorio,  al  3  por  100,  y  el  Sr.  Ramfres 
nos  dice  que  esta  suma  se  debía  antes  de  la  expulsión  de  los  jesuítas; 
a.sí,  pues,  antes  de  1767.  Añade  que  el  Gobierno  tomó  á  su  cargo  este 
crédito,  según  lo  que  dijo  el  Sr.  Don  Antonio  Tcaza.  Así,  pues,  Don 
Antonio  Icaza,  en  conrersación,  dijo  al  Sr.  Ramírez:  El  Gobierno  ha 
tomado  á  su  cargo  esta  deuda  del  Colegio  de  San  (Iregorio ....  ¿Y 
este  a.serto  hipotético  sería  bastante  i);ira  que  el  Gobierno  mexicano 
fuese  condenado?  ....  Y  esto,  cuando  se  trata  de  un  crédito  antiguo 
aiilerior  á  la  exj)ulsión  de  los  jesuítas,  cuyos  intereses  no  se  han  pa- 
z!\d()  (lí  -  lo  ti  ioe  nnieho  tiempo.  Poro,  Señores,  esto  es  lo  caracterí.sti- 
•o:  Si  estos  íondus  tenían  la  vitalidad  que  j)arece  dárseles  por  la  parte 
nontraria,  si  estos  créditos  eran  reales— y  notad  qne  no  se  ha  presen- 
tado título  ninruno  en  npoyo  de  cada  nna  de  estas  demíindiis  ó  de  es- 
tus  créditos  — si  todo  esto  tuviese  un  íondo  serio,  es  evidente  que  se 
hubieran  pairado  los  intereses. 

Desde  1811.  nada  se  ha  pagado,  pero  oslo  no  impide  qne  el  Sr.  Ra- 
mirezhagaso  cálculo  y  diga:  hlaio  represente  $34,000.00.  Agrega 
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esta  suma  al  capital,  lo  que  hace  que  se  reclame  al  Gobierno  un  to- 
tal de  $73,342.00. 

Después.  Señores,  viene  una  suma  de  108,160,00  que  se  deposiió 
en  1825  eu  la  Casa  de  Moneda  por  José  Ildof<insi)  González  del  '"hs- 
tillo.  Siempre  bajo  el  Gobierno  español,  una  suma  de  $ü8.10a0üqut' 
provenía  de  la  deuda  de  los  Revilla,  se  Jiabía  Uepositado  en  la  Osa 
de  Moneda:  y  se  no.s  dice  que  -i;  debe  esta  suma. 

Aquí,  Señores,  la  ciiestión  es  tnás  deli(*ada:  i'oiifieso  que  lu»  lie  po- 
dido comprender  bien  -r  itido  do  este  párraío,  pues  .se  dice  que  el 
Sr.  Ksteva  dispuso  de  esos  totidos.  Ks  un  punto  sobre  el  cual  demos 
pedido  aclaraciones  que  quizá  os  podremos  dar  más  tarde;  en  tolo 
caso,  lo  que  nos  dice  Ramírez,  es  que  esta  suma  se  deijositó  en  la  Ca- 
sa de  Moneda  en  tiempo  del  Gobierno  español.  Es  un  depósito  del  qoe 
dispuso  el  Sr.  Esteva ;  esto  es  muy  vairo.  Dicha  sutna  en  lodo  caso  no 
producía  íntere.ses.  ¿Deberá  preducirlos  boy  ?  Estos  son  elementos á 
propósito  de  los  cuales  se  hace  necesario  una  vez  más  el  título  res* 
pectivo. 

En  lo  que  concierne  al  número  siguiente,  se  trata  de  la  cauttdad 
de  $7,000.00  pagada  por  los  Sres.  Revilla  el  20  de  Octubre  de  1829. 
Se  les  exigía  el  pago  de  $20,000.00,  no  tenían  más  que  $7,00a00; 
dieron  un  pagaré  contra  la  Compañía  Alemana  Mexicana  que  no  biso 
honor  al  giro.  En  estas  condiciones,  no  pueden  deberse  estos  $7.000 
puesto  que  no  los  recibió  el  Fondo. 

En  fin,  aparecen,  $3,000.00  prestados  con  promesa  de  reintegro,  nos 
dice  el  Sr.  Ramírez,  para  cubrir  los  gastos  mencionados  en  el  art  5' 
del  decreto  de  19  de  Septiembre. 

Ved  lo  que  era.  Cuando  el  Gobierno  mexicano  decidió  la  erección  de 
un  Obispado  en  California,  resolvió  asignarle  un  sueldo  anual  de . . 
i  6,000.00  y  una  suma  de  $  3,000.00  para  viáticos;  pero  sucedió  qoe 
el  Gobierno  tomó  esta  última  cantidad  del  Fondo  Piadoso. 

Pero,  Señores,  si  se  trataba  de  un  bien  de  la  Ij^lesia,  parece  que  era 
un  gasto  que  podía  entrar  en  las  obligaciones  del  Fondo;  los  viáticos 
de  un  Obispo  eran  uu  ga.sLo  justificado,  .so  dir  é:  el  (lobierno  era  quien 
debía  pagar.  Por  una  de  esas  deducciones  uji  puco  amplias  que  Ra- 
inirez  a(U)stumbraba  bacer,  ll«'<ra  á  decir  que  hay  promesa  de  reinte- 
gro, porque,  en  un  decreto  se  decidió  que  el  Obispo  recibiría  5;i3,uOO.OO 
para  viáticos. 

Fn  ün,  Seíiores.  *u\]íi  sintia  de  si.)  '.17.'), '>o  en  forma  de  certilicatlt» 
pagadero  con  loa  recursos  existentes  del  l'  ondo  ai  10  por  lüO,  furiua* 
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ba  parle  de  un  empréstito  de  $  60,000.00  que  el  Gobierno  tiegoció  con 
hipoteca  de  los  bienes  del  Fondo  de  California.» 

Comprendo  bien  lo  que  acabo  de  leer,  el  Gobierno  mexicano  tomó 
en  préstamo  $60,(XX).00  y  dio — el  Sr.  F»;unírez  es  siempre  quien  ha- 
bla—  en  hipoteca  los  bienes  del  Fondo  hasta  hi  concurrencia  de. . . . 
I1.Ó.9H7.00:  y  se  dice  hoy:  el  íli.hicrtui  ¡iehc  r«^ctnl)f>lsar  esa  cantidad, 
l'ero  inia  hipoteca  es  una  tí:ii'anl¡a;  ¿Se  ha  realizado  la  prenda? 

Hay.  por  parle  del  Sr.  Ramírez,  f>n>peTisión,  tendencia  á  exagerar 
->ieni[)rc  la^^  cantidades  <\\\o  funnaii  ol  Koiuh»  l'iadnso:  miando  se  trata 
(le  mi  capital  de  $  2(),(hk»  oo.  lo  ]v.ico  subir  á  $4y,(J<K).U(>,  ngrejíándole 
ln«  intereses:  á  otro  de  2u<MJuu.UU  le  afíMdf»  $  'i9ri,ünO.<H)  de  réditos, 
K.S  una  teich^m  ia  onojoísn  que  justilica  plenamente  lo  que  decimos,  por 
lo  demás,  á  todo  demandante:  ¿Formuláis  una  reclamación;  presen> 
tad  vuestros  títulos. 

Los  demandante»  han  demostrado  que  para  ellos  no  había  secretos, 
hasta  los  archÍTOs  mexicanos,  han  sido  explorados  por  ellos,  todo  lo 
han  visto;  ¡que  se  sirvan  darnos  todos  los  datos  necesarios! 

Se  trata  aquí  de  un  crédito  civil  y  se  fundan  sobre  actos  del  poder 
soberano.  El  Rey  de  Kspaña,  no  solamente  ha  dicho  en  los  decretos 
que  he  analizado  de  1767  y  de  17G8  que  se  apropiaba  los  fondos  de  los 
Jesuítas  y  que  dispondriu  de  ellos  según  sus  miras,  sino  que  sobre  todo 
aún  en  el  decreto  de  t772  que  obra  á  fojas  456,  afirma  de  nuevo  sus 
derechos  absolutos.  Ved,  en  efecto,  lo  que  leo  en  el  segando  párrafo, 
pág.  i56. 

<  A  fin  de  obviar  estas  dificultades  y  de  evitar  el  peligro  que  pudie- 
ran crear  la  duda  y  la  ignorancia,  y  en  vista  también  de  la  opinióu 
emitida  por  mi  procurador  José  Monno  y  de  la  declaración  contenida 
en  mis  reales  cédulas  del  t4  de  Agosto  de  1768  por  las  cuales  mi  (bo- 
rona y  mi  Persona  se  subrogaban  en  todos  esos  derechos;  y  de  la  petl- 
ción  de  mi  Consejo  de  dar  las  órdenes  correspondientes  á  los  VirreVes 
y  Gobernadores  de  mis  dominios  de  Itídias.  de  las  Filipinas  y  de  las  Is- 
las adyacentes,  declarand  »  que  había  yo  subrogado  en  mi  Real  perso- 
na todos  los  derechos  que  perteiier-íati  ú  los  rc^^ulares.  así  como  los 
que  pudiesen  aún  [>osc(  r  cu  «•i)mrui  cotí  otras  órdenes,  sin  perjiucio  de 
los  que  están  consagrados  al  mi-mo  lin  que  tenían  antes  de  la  época 
déla  expulsióji,  y  que  ambos  tiehen  ejecutarse  por  mis  Virreyes  v  (lo- 
hernadoro^  en  nouibre  nn'oeouio  pi>r  el  personal  de  mi  Corona  lleni, 
tenieiMÍo  en  cu<'nla  cada  una  de  las  transacciones  contenidas  en  los 
libros  y  archivos  de  losDeparlunientos  en  donde  deben  hacerse  las  ins- 


372  Fondo  PiAoogo  de  r.AS  Californias. 


crípcioDOB.  He,  pues,  consentido  en  baoer,  qae  se  ejecute  éste,  mi  de- 
creto, por  mí  consejo  de  Indias.  Ordeno  y  mando  que  cada  uno  de  w 
otros  cumpla  respectivamente  son  la  parte  que  le  corresponda  y  que 
haga  que  mí  Real  Orden  reciba  su  debido  cumplimiento.» 

Me  he'empefiado,  Señores,  en  recordaros  los  términos  en  que  se  ex- 
presaba el  Rey  de  España;  decía:  me  he  apropiado  los  bienes  de  esas 
corporaciones.  Y  en  el  texto  de  1675  no  hace  reserva  alguna  para  los 
Lítalos  (le  los  donantes  priimlivos;  él  es  quien  dispone.  Y  os  pregunto: 
¿Si  ea  ios  momentos  difíciles  porque  atravesaba  lu  historia  de  España 
ha  dispuesto  de  ellos,  qué  reproche  se  le  puede  hacer,  y,  sobre  lodo,  se 
puede  reprochar  hoy  á  México,  que  no  ha  heredado  estos  fondos,  y  que 
en  todo  caso  no  los  ha  percibido? 

Poso  nhora  á  los  créditos  activos  contra  particulares.  Lo  primero 
que  eiicuenlro  es  la  cantidad  de  S 00  que  estaba  garantizada 
con  hipoteca  v  que  se  encuentra  ya  mencionada  en  el  cálculo  que  in- 
diqué al  habhir  de  los  bienes  imnuebles;  es  una  primera  suma  que  de- 
be sustraerse,  está  ya  comprendida  en  las  cifras  anteriores. 

Viene  en  seguida  la  cantidad  de  $  13,000.00.  I¿1  Sr.  Ramírez,  que  ha 
hojeado  los  libros,  ha  descubierto  que  un  antiguo  Administrador  de  la 
hacienda  de  Ciénega  de!  Pastor,  Don  Juan  de  Dios  Navarro,  «parece 
que  salii)  debiendo  $  1 3,(X)0.00,  por  descubierto  en  el  tiempo  do  su  ad* 
ministracióo,  y  después  de  repetidas  reconvenciones  se  nombró  un  su- 
jeto qae  le  cobrase  y  hasta  ahora  nada  se  ha  podido  conseguir.»  Sin 
embargo,  ¿se  va  á  cargar  esta  cantidad  al  pasivo  de  México?  El  Se> 
ñor  Ramírez  no  se  atreve  á  afirmar  que  haya  habido  desfalco,  dice  que 
esto  parece  resultar  de  sus  investigaciones,  sobre  el  carácter  de  las 
cuales  no  nos  da  dato  alguno.  He  aquí  una  cantidad  que  parece  deber* 
se  por  un  antiguo  administrador  de  una  hacienda  y  que  figura  ae- 
tualmente  como  debida  por  México.  Pero,  después  de  todo,  hubo  un 
administrador  infiel — esto  acontece  á  todos  los  propietarios. — ¿De* 
berá  México  soportar  las  consecuencias  de  la  falta  de  este  administra- 
dor,  sobre  todo  cuando  esa  suma  se  ha  tomado  probablemente  de  loe 
productos  de  hacienda? 

Viene  en  seguida  la  cantidad  de  $33,728.00  reconocida  por  Don  Es. 
teban  Vélez  Escalante,  síndico  del  Colegio  de  San  Fernando.  Ramírez 
nos  dice:  Apuradas  todas  las  diligencias  amistosas  que  estaban  de 
mi  parte  para  conseguir  el  pago  ó  entrar  en  alguna  transacci«jn,  no  pu- 
de lograrlo,  y  demandé  en  juicio  á  su  iiijo  y  alb.icea  l)on  José  María 
ante  el  Sr.  Juez  de  Letras  Don  Agustín  l*érez  de  Lebrija;>  pero  esto 
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no  dió  resaltado  alguno.  Este  es  un  crédito  mulo.  No  estamos  infor- 
mados, porque  no  tenemos  títulos;  Ramírez  nos  dice  que  hay  un  cré- 
dito de  S3S,782.00,  pero  agrega  que  es  malo,  que  se  ha  ido  ante  el 
Juez  de  Letras  y  que  esto  no  ha  dado  más  resaltado  que  erogar  nue- 
vos gastos,  ¡Y  deberíamos  no  solamente  pagar  estos  gastos,  sino  reem- 
bolaar  el  capital!  ¿Es  esto  posible?  ¿&s  acaso  admisible? 

Aparecen  en  seguida  pequeñas  cantidades  que  indico  porque  fijan  el 
carácter  de  la  demanda:  $325.00  que  debían  las  híjan  del  General  Co- 
sío por  la  habitación  que  ocupaban  en  una  de  las  casas  de  la  calle  de 
\'eiííara  :  Ramírez  apfrega,  que  estas  deudoras  estaban  en  insolvencia; 
(leberíais,  no  obstante,  comprender  esta  suma  en  el  reembolso  al  cual 
debiera  condenársenos.  Figura  en  seírnida  la  canLidad  de  §416.00  so- 
bre la  cual  se  habían  abonado  S  lUU.UO,  de  manera  que  Don  Manuel 
Prieto,  á  quien  jamás  pudo  volver«ie  á  ver,  (|ued(')  debientlo  §316.00. 
S19Ó.0U  que  se  debían  por  el  arrendamiento  de  una  liuerta;  esto  es 
aún  más  monstruoso:  el  deudor  mega  au  deuda  y  ea  imposible  probar- 
le su  existencia  I 

En  fin,  figura  la  cantidad  de  S  IH.VíuT.OO  que  debía  Don  Kamón  Vér- 
tiz,  por  arrendamientos  de  la  hacienda  de  .San  Agustín  de  los  Amóles 
y  Anexas,  en  la  recisión  del  contrato  celebrado  el  31  de  Diciembre 
de  1841,  y  del  que  salieron  fiadores  Don  Joaquín  Gutiérrez  y  Don 
Francisco  Mora,  quienes  no  llegaron  ú  pn^ar  un  solo  centavo. 

Esto  es  lo  que  nos  hace  conocer  Ramírez  en  lo  concerniente  á  los 
créditos  contra  los  particulares.  Se  ve  claramente  que  este  Fondo  Pia- 
doso, que  se  os  quería  hacer  aparecer  al  principio  como  considerable, 
ha  valido  á  México  muchos  sinsatmres  y  trabacuentas. 

Pero  no  es  esto  todo, Señores;  lo  que  queda  por  ver  es  el  pasiro  del 
Fondo.  Aquí  el  Sr.  Ramírez,  en  la  pág.  515,  con  el  título  de  créditos 
pasivos  del  Fonáo^  indica  lo  que  hay  que  deducir  del  activo  que  aca- 
bo de  indicar. 

En  primer  término  figura  una  suma  de  $5,780.00  que  se  debían  á 
Don  Enrique  Eduardo  Virmond  por  libramientos  á  su  favor  de  los  pa- 
dres misioneros,  ac  eptados  unos  por  la  extinguida  Junta  en  17  de  Manso 
de  1840f  y  otros  pur  mí  en  h  de  Agosto  del  año  próximo  pasado.»  Ra- 
mírez nos  explica :  Que  en  ciertos  momentos  los  padres  tenían  nece- 
sidad de  fondos  para  las  misiones,  estaban  autorizados  por  la  .lunta 
que  tenía  á  su  cargo  la  Administración  del  Fondo  Piadoso  para  hacer 
eierlos  libramientos,  utio  de  los  cuales  es  el  ((ue  diú  origen  ú  esta  deu- 
da de  j¿5,780.00.  Esta  deuda  no  podría  negarse. 
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En  el  párrafo  siguiente  se  dice  que:  «Que  á  Don  José  Antonio  Agui- 
rrb,  vecino  de  Te[)íc,  por  18  libranzas  de  los  Padres  Misioneros  de  la 
Alta  Galirornia,  que  endosó  á  favor  de  Don  José  María  García  Sancho 
y  aceptó  la  extinguida  Junta  en  10  de  Junio  de  1840,  se  le  debia  la 
cantidad  de  $22,200.00.  Recibió  S  2.000.00  en  abono,  se  le  restan... 
$20,200.00  A  los  que,  agreíradí.s  S  í  , 400.00  de  otra.s  9  libranzas  quf 
presentó  después,  las  que,  no  pudiendo  pagar  en  los  plazos  que  quería 
el  librador,  las  retiró  con  las  anteriores  y  el  fondo  quedí)  responsable 
de  $ 24,600.(X). »  Esta  cantidad  debe  (ItiUíicirse  también;  por  fin,  á  Don 
Ignacio  Cortina  íihávez  se  le  deben  í3;2.000.<>0.  resto  «lo  non  libranz;i 
de  $H,0(>O.U(),  ([lio  ásu  favor  giró  [Um  ICiiritpii'  IMuardo  Virniond,  ct»u- 
tra  el  Fondo  en  cuenta  de  pnífo  do  mayor  (  aiitidíul. 

Todas  las  (leudas  (fuo  acabo  do  indicar  so  coriiriijeroii  cii  1810. 
decir,  cuando  el  Obispo  de  ( '..•difornia.  do  (juiou  se  dicen  sucesoras  l<r 
reclamantes,  eslaba  enea '  irado  ])rovisionalrnente  de  la  administracióu 
y  de  la  disposiciiui  di^l  Kondo  l'iadoso;  contrajo  deudas  ó  autorizó  qui- 
las coiilrajei  an  las  Padres,  y  por  consiguiente  se  deben.  Todo  esto  r*^- 
presotila  una  suma  de  más  $30,000.00.  habrá  que  deducirlos  cuaodii 
bagamos  la  cuenta  final. 

Pero  entonces,  Señores,  viene  un  elemento  que  tiene  una  iniportin- 
cia  capital  en  esto  juicio  y  que  es  decisivo  en  cuanto  á  la  importancia 
del  Fondo:  se  trata  del  negocio  de  la  Marquesa  délas  Torres  de  Rada 

Os  suplico  me  dispenséis  si  asoma  á  mis  labios  una  sonrisa,  Seño- 
res, porque  tengo  que  daros  cuenta  de  un  litigio  novelesco,  de  un  jai 
cío  que  es  digno  de  figur¡ir  en  las  novelas  de  Gaboriau  ó  *de  Paul  de 
Kock,  la  sucesión  de  la  Marquesa  de  las  Torres  de  Rada,  díó  lugar  e» 
España  y  en  México  á  nn  litigió  que  duró  más  de  un  siglo.  Voy  á  ex- 
tractar  rápidamente  lo  que  os  interesa,  y  es  el  fallo  final  que  ordena 
que  el  Fondo  restituya  una  suma  considerable.  Así,  pues.  Señores, 
después  de  haberos  demostrado  que  el  fondo  no  pertenece  á  los  de- 
mandantes, os  habré  demostrado — lo  que  hubiere  podido  parecer  in- 
comprensible ~  que  no  ha  habido  absolutamente  fondo  alguno. 

He  aquí  cuál  era  ese  juicio.  Es  relativo  á  la  donación  hecha  {x>r  Is 
Marquesa  de  Villapuente  en  1735. 

La  Marquesa  de  Villapuente  fué  casada  tres  veces,  (^.uando  oacíó 
se  llamaba  Doña  fíerlrudis  de  la  Peña  ;  se  cas<')  primero  con  Don  Mar- 
tín Amor  Ortafiez;  tuvo  de  esle  malrimonio  dos  bijos.  Su  mando  mu 
rió  el  12  de  Mayo  de  U)94,  quedó,  pues,  viuda  con  dos  hijos.  Se  hiz" 
la  liquid  ición  de  la  sucesión  de  su  marido,  y  resultó  que  tenia  ella  de 
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recho  á  $33,347.00,  suma  relativamente  módica  que  la  joven  había 
aportado  ai  matrimonio  y  que  recobraba  después  de  la  muerte  do  su 
marido.  Además  de  eso,  tenía  la  tutela  de  sus  hijos,  y  con  esta  per- 
^Dualidad  recibía  cantidades,  cuyo  manto  no  se  indica  y  que  me  re- 
servo por  ahí>ra. 

Eii  17(X).  Doña  (íertrudi.s.  viuda  de  Don  Marlíi)  Amor  Ortañez  con- 
trajo segundas  nuiicias  :  se  casó  con  el  Mai  qués  de  las  Torres  de  liada. 
Los  ducuiuentos  del  jui<  k»  nos  li.K  Bn  s  iber  que  quien  se  encargó  (le 
arreglar  esle  nialrinioino  fué  su  pruuu  el  Marqués  do  Villapuente:  éste 
se  Iransladó  á  Veraci  iiz.  á  doncU?  se  onr-ontraba  el  Marques  de  las  To- 
rrea de  Hada.  . . .  Veremos  tjue  o\  Martjiii's  de  Villapiienlo  tenia  gran- 
des atenciones  para  su  prima,  t|m'  ella  ei;i  ci  objeln  do  todas  sus  SO- 
I¡i  ilu«l('>^.  K,l  Mar(im''>  de  \'illaput'iilr'  ha'-o,  pues,  e!  viajo  á  Veracruz  y 
.irreiíla  uii  matri-iionio  brillante  para  la  viuda.  >u  i>riina;  un  seguida 
arregla  también  algunas  cuestiones  relativas  ;'i  la  situación  financiera, 

Kl  Marqués  de  las  Torres  de  liada  da  en  dote  á  su  projnetida  

ál39.8Ht.<X).  Sabemos  que  ella  no  tenía  más  que  $3^,^47.00. 

Kl  Mnrqiiós  de  las  Torres  de  Hada  murió  repeniinamente  el  21  de 
Abril  de  1713.  Parece  que,  cuando  unirió  el  Marqués  de  las  Torre» 
de  Kada,  el  Marqués  de  Viilapuente,  el  primo — el  indispensable  primo — 
se  hallaba  en  la  pieza  contigua  y  que  inmediatamente  hojeó  los  doep- 
loentos,  los  papeles,  y  escudriñó  el  escritorio. 

Se  procedió  violentamente  á  la  liquidación  de  la  sucesión  del  Mar- 
qués de  las  Torres  de  Rada;  el  primo  intervino  siempre  en  favor  de  la 
viuda.  No  hubo  hijos  de  ese  segundo  matrimonio,  no  hubo  testamea- 
U>;  de  manera  que  la  herencia  debía  corresponder  á  loe  colaterales,  ó 
más  bien  á  un  sobrino  que  se  hallaba  en  España,  Don  José  Lorenzo 
de  Rada.  A  solicitud  del  Marqués  de  Viilapuente,  mandatario  natu- 
ral de  la  Marquesa  de  tas  Torres  de  Rada,  se  formó  un  inventario  de 
In  sucesión.  Se  comprobó  que  la  fortuna  del  Marqués  de  las  Torres 
de  Rada,  que  era,  según  la  fama,  considerable,  resultó  mucho  menos 
importante  de  lo  que  se  hubía  creído;  se  notó,  además,  que  las  deu- 
das de  la  sucesión,  eran  mucho  mayores  que  lo  que  Imbiera  debido  es- 
|)erarse.  Así  es  que.  Señores,  la  sítua«MÓn  que  aparecía  de  este  inven- 
tario era,  que  en  lugar  de  haber  activo  no  había  más  que  pasivo,  es 
flecir,  que  la  Marquesa  de  las  Torres  de  Rada,  que  tenía  que  recobrar 
el  moiilu  dv  su  habor  cpie  se  elewiha  ;'i  S  UíU.OOÓ.O),  reconocidos  [>or 
su  contrato  de  iihitiiMionio.  que  tfiiia  «pie  recobrar  lainbién  los  bie- 
ues,  cuya  tutela  tenia,  y  cuyo  usuiVucto  había  pasado  auluraluiente  á 
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SU  segundo  marido,  no  podía  recobrar  la  integridad  de  las  sumas  qoe 
se  le  debfan.  El  total  de  la  fortuna  se  elevaba  á  $284,880.00;  había 
que  deducir  de  allí  los  gastos  de  los  funerales^  las  deudas  de  todo  gé- 
nero, las  misas  dichas  por  $9,869.00,  de  manera  que  quedaba  una  sa- 
ma líquida  de  $204,390.00.  Ck>n8taba  que  la  viuda  por  lo.sS139,(X)0.<H» 
de  su  haber,  y  por  sus  diversos  créditijs.  sobre  todo,  los  provenientes  de 
los  bienes  de  <niva  tutela  oslaba  eiicaríjada.  tenía  un  crédito  toUil  tle... 
§252,000.00;  iiat>ia,  pues,  un  pasivo  no  cubierto  de  S4-7,6O0.0O. 

¿Qué  pasi)  entonces?  La  iMarípiosa  de  las  Torres  do  Hada,  exigió  quf 
so  hiciese  con-tnr  (íoii  gran  cuidado  que  c!  inventario  se  había  forma- 
do inmuciosíimente  y  sin  fraude,  y  «pie  se  !c  re-ierva^en  todu>  sus  (le* 
rechos  para  el  caso  deque  aitarecieran  (lird.s  bienes  no  inventariados; 
aceptó  tomar  a  su  car^ío  tanto  el  atítivi»  romo  el  pasivo.  Así  arrp?la- 
da,  á  solicitud  del  Marqués  <le  Villapuente,  la  liquidación  de  la  suce- 
sión del  Marqués  de  las  Torres  de  Kada,  la  viuda  decía:  Me  haré  cargu 
de  las  deudas;  no  se  me  ha  cubierto  mi  dote,  hay  un  déficit,  pero  me 
reservo  hacer  valer  mis  derechos  llegado  el  caso. 

Poco  tiempo  después,  se  verificó  un  acontecimiento  que  era  quizá 
esperado:  El  Marqués  de  Villapuente,  se  casó  con  la  viuda:  es  el  ter- 
cer matrimonio. 

Pero  sé  entabló  entonces  un  juicio  por  el  sobrino,  heredero  por  b 
sangre,  Don  José  de  las  Torres  de  Rada;  pretendió  que  su  tío  tenía  ana 
fortuna  considerable;  era  Gobernador,  canciller,  desempeñaba  muchos 
cargos;  parecía  inadmisible  que  su  sucesión  hubiese  resultado  que- 
brada. 

£1  juicio  tenia  por  objeto  la  discusión  del  inventario.  Se  le  contesló 
qoe  la  fortuna  del  Marqués  de  las  Torres  de  Rada,  se  había  perdido  en 
la  expedición  de  la  Invencible  Armada  en  la  bahía  de  Vigo,  que  la  tero- 
'  pealad  se  había  tragado  sus  bienes.  Replicó  que  los  bienes  habían  sido 
muy  bien  vendidos  en  Espufta. 

Se  interrogó  á  la  Marquesa  para  preguntarle  si  su  marido  tenia  li- 
bros, ella  contestó  que  no.  Hubo  testigos  que  declararán  que  sí  los 
tenía,  y  continúo  el  juicio.  En  1795.  el  Marqués  y  la  Marquesa  de  Vi- 
llapuente olorj^aron  la  escritura  de  donación  á  favor  de  los  Jesuítas,  quf 
ya  conocéis.  Estas  donaciones  considerables  hubieran  podido  muv 
bien  tener  su  origen  en  la  fortuna  del  marqués  de  las  Torres  de  Ra- 
da, pero  e.sta  es  la  cuestión  (juo  va  á  dilucidar  el  juicio. 

Todo  eso,  Señores,  no  tiene  shhí  un  interés  histórico,  y  no  me  hu- 
biera yo  permitido  insi.slir  en  ello  sino  me  hubiese  parecido  que  era 
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necesario  que  el  Tribunal  conociese  el  alcance  de  las  decisiones  ju- 
diciales que  se  pronunciaron  y  las  cuales  si  le  interesan  en  sumo  grado. 

En  el  libro  que  poseéis,  veréis  el  título  siguiente,  leo  textualmente: 
''Memorial  formado  á  petición  de  Don  José  de  Rada,  y  en  virtud  de 
mRndarniento  del  Consejo  Supremo,  con  citaeidn  del  Procurador  y  la 
del  ya  citado  Don  José,  de  su  instancia,  de  los  autos  seguidos  por  él 
V  sus  otros  coherederos,  como  herederos,  ab-inteslado  del  marqués 
lie  las  Torres  de  Hada,  su  tío,  primero  ante  los  Jueces  de  testamen- 
taría é  intestados  de  la  Ciudad  de  México  y  en  seguida  en  esta  au- 
diencia." 

El  Sr.  Asser. — ¿Kn  donde  está  psoV 

El  Sr  DRLAnRoix.  -Rs  un  libro, cuyo  original  se  ha  encontrado  y  vá 
unido  á  la  respuesta  Wepítsitada  por  México;  es  un  libro  del  íáigioXVllI 
quo  <o  ha  encontrado  por  casualidad. 

.SiK  lÜJWAiUi  Fry. — ¿Podremos  tener  copias  de  él  r' 

El  Sr.  Dfxacroix.  < Yertamente  que  sí.  No  daremos  copia  de  la 
traducción  de  todo  el  libro,  por  que  no  tiene  interés,  es  solamente  un 
punto  de  historia  el  que  he  expuesto.  Lo  que  tiene  interés,  son  lasde- 
cisiones:  vamos  á  ver  lo  que  resolvió  el  Tribunal. 

El  Sr.  Ralston. — ^¿Tenéis  la  traducción? 

El  Sr.  Bbbbrabrt. — La  traducción  no  comprende  todo  el  libro. 

El  Sr.  Dblacroix. — A  ello  voy. 

He  hecho  traducir  el  título  de  cada  uno  de  los  capítulos  del  libro, 
porque  en  ese  libro  como  en  ciertas  novelas  se  hace  en  el  título  del 
capítulo,  el  análisis  del  texto. 

Capítulo  1^  **En  donde  se  ven  aparecer  las  mentiras,  vicios,  defec* 
ios  y  nulidades  cometidos  en  la  ejecución  de  los  inventarios  y  valúes 
de  los  bienes  que  quedaron  á  la  muerte  del  Marqués  de  las  Torres  de 
Rada,  y  en  el  juicio  que  ios  entregó  á  Dofia  Gertrudis  de  la  Peña,  su 
mi^er.** 

Capitulo  2'  '*En  donde  se  descubre  que  la  fortuna  del  Marqués  de 
las  Torres  de  Rada,  era  mucho  más  considerable  de  lo  que  aparecía 
en  los  inventarios. 

Capítulo  3**  "En  donde  se  prueba  (pie  el  monto  del  pasivo  del  Mar- 
quí's  de  las  Torres  de  Rada,  era  mucho  menor  de  lo  que  aparece  en 
los  inventarios. 

Canífuli»  í  "  '  (hieaún  cuamiu  la  ínituna  del  Marqués  no  hubiese 
.«|il«t  liiiis  f'onsiflerahle  íIo  !<>  qtio  los  invrtilai  ios  la  reconocen,  habría 
bastado  sin  tocar  ú  lo.s  cargos  y  tiiulos  para  el  pago  íntegro  de  la  do- 
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te  de  Doi&a  Gertrudis  de  la  Peña,  y  i  la  tutela  de  los  hijos  del  primer 
matrimoDio  que  era  mucho  menor  de  lo  que  aparecía  en  los  docnmen- 
tos  presentados  por  ella/* 

En  este  capitulo  se  asienta  que  aun  suponiendo  que  el  acÜTo  no 
fuese  superior  á  lo  que  se  había  indicado,  como  el  pasivo  sea  mocho 
menor  de  lo  que  lo  hacía  aparecer  la  viuda,  resultaría  de  ahí  que  no 
había  déficit;  y  se  indica  la  consecuencia: 

Capitulo  b"  **Que  aún  suponiendo  que  la  fortuna  no  hubiese  basta- 
do para  el  pago  de  la  dote  y  de  la  tutela,  la  a^iudicacidn  nodebia  com* 
prender  el  título  y  la  dignidad  de  Marqués,  ni  los  cargos  de  CaaciUer 
y  administrador.'" 

Esto  exif^e  una  explicación.  El  Marqués  tic  las  Torres  de  liada  fue- 
ra de  su  fortuna  considerable,  desenipeñabu  un  cargo  en  la  Cancille- 
ría, que  le  producía  $5,<'00.00  anuales.  Rra  un  car;i;()  inherente  ai 
Marquesado,  y  que  tenía  la  itarliciilaridad  deque  aun  su»  herederos  v 
sucesores  jíodían  percibir  itcrpet uauieiile  éstos  §5  000.0'.»  aiiuale< 
Y  entonces  se  dijo:  Suponiendo  que  la  lortima  no  fuese  considerablr. 
en  todo  caso,  tu»  era  la  viuda  (juicii  hubiera  tenido  el  derecho  de  apr-r 
piarse  los  S  ó,0(A>.(M>  anuales  afectados  á  la  í*oiitiuuaen)n  del  cargt», 
eso  pertenecía  á  los  herederos,  al  heredero  natural  Don  José  de  Rada. 

Kntonces  es  euando  interviene  el  documento  relatado  por  Mr.  Kals*  ¡ 
ton  y  que  se  halla  en  la  réplica  en  la  página  40. 

No  tengo  aquí  su  traducción  á  la  vista,  pero  puesto  que  Uds.  tieneo 
ese  documento  en  su  poder,  quizá  sea  preferible  que  haga  de  él  un 
análints,  sin  perjuicio  de  que  os  lea  en  seguida  los  términos  de  la  sen- 
tencia definitiva.  Se  pronunció  sentencia  en  1749,  en  los  términos  de 
la  cual  no  se  resolvió  sino  sobre  una  parte  del  juicio.  Ese  Uti^o  en 
considerable,  acabo  de  indicaros  sn  carácter  algo  novelesco;  setra* 
taba  de  ir  á  buscar  á  grandes  distancias  testigos  que  viniesen  á  decli* 
rar  en  cierta  manera  por  fama  pública  cuál  era  el  monto  de  la  fortu- 
na del  Marqués  de  las  Torres  de  Rada;  se  trataba  de  probar  que  el 
Marqués  de  Villapuente  había  entrado  en  la  recámara  del  finado  ia- 
mediatamente  antes  de  que  se  pusiesen  los  sellos  ó  de  que  se  iomaM 
medida  alguna,  que  había  podido  hacer  desaparecer  los  libros  y  do* 
eumentos  que  comprobaban  el  monto  de  la  fortuna;  se  trataba,  en  un» 
palabra,  de  un  juicio  complicado  bajo  todos  conceptos. 

Se  pronunció  sentencia  en  1749  de  la  cual  resultaba  que  en  todo 
caso,  el  cargo  de  Canciller,  es  decir  el  producto  anual  de  S  5,000.00 
que  se  había  atribuido  á  la  Marquesa  viuda,  no  le  pertenecía  y  debía 
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corresponder  al  heredero  por  la  sangre,  á  Don  José.  Es  lo  que  se  deci- 
dió eü  una  sentencia,  cuya  parte  resolutiva  dice: 

"Debemos  revocar  y  desechar  ios  actos  

  .....   .....  ordenamos  y  firmamos. 

tsta  sentencia  se  pronunci('i  por  la  Corte  .Suprema  de  Indias  en  Ma- 
drid en  1(3  de  Al)ril  de  171  i).  Tenía  por  consecuencia  el  que  por  un 
período  de  .^7  'dñi><  i;t  Marq.iesa  ó  sus  eaiir^ahabientíís  debían  devol- 
ver I  ó.  (x>0.oo  por  ano:  es  decir,  8  185.0^  )' ».i  x).  Ks  lo  que  aparece  en 
el  documento  que  c.^fov  analizando.  Después  de  esta  digresión,  Seño- 
re»,  llegó  á  iij.ir  el  pa.sivo  del  Fondo  Piadoso,  las  restituciones  impor- 
tantes debidas  por  él  y  que  van  á  formar  las  samas  que  voy  á  indi- 
caros. 

Estas  sumas,  nos  las  indica  el  Sr.  Ramírez  en  la  página  517,  Desde 
laego  figura  la  cantidad  de  $  t85,(X)0,(X)qae  se  debe  de  acuerdo  con  lo 
que  acabo  de  decir'  Pero  el  Sr.  Ramírez  nos  enseña  que  hay  otra  sen- 
tencia más  reciente,  una  sentencia  definitiva  del  Bi  de  Enero  de  1829, 
y  dice: 

*'Se  debe  al  Sr.  D.  José  Jáur^ui   

Así  pueft,  el  Sr.  Ramírez  nos  dice  que  una  sentencia  de  31  de  Ene- 
ro de  1829,  condenó  al  detentador  del  Fondo  Piadoso  á  pagar  una  pri* 
mera  suma  de  1 156,876.00,  más  los  intereses,  lo  que  forma  un  total 
de  •443,875.00. 

Sumo,  Sefliores,  las  cifras  que  he  indicado  17,580.00,  S 24,600.00, 
12,000,00,  $443,875.00,  y  llegó  á  un  total  de  i  475,255.00.  Así  pues, 
hamos  comprobado,  que  el  monto  razonable  del  Fondo  Piadoso,  capi- 
talizado, según  lo  piden  los  reclamantes,  al  6  por  100,  se  elevaba  tan 
solo  á  $392,583.00.  De  manera,  que  llegamos  á  este  resultado,  que 
el  Fondo  Piadoso  en  lugar  de  representar  un  activo  consistía  en  un 
pasivo  que  representa  la  diferencia  entre  los  I  475,255.00  indicados 
por  el  Sr.  Ramírez,  y  el  activo  de  1 392,.ó83.00,  ó  sea  un  déficit  de 
más  de  $82,000.00.  qiiR  podrían  en  rigor  cubrir  los  .$68,000.00  du- 
doívos  t>  inciorlos  fjue  os  he  indicado  como  depositados  en  la  Casa  de 
Moneda  de  México. 

VA  Sr.  Ramírez  agrega,  que  está  en  una  situación  muy  diUcil,  y  yo 
lo  comprendo. 

Vaá  consultar.  Escribo  pomposamente  la  carta  cpio  encontrareis  en 
el  übro  rojo  en  la  p,iunn;i  ñlS.  y  consuUa  á  un  abogado  sobre  el  mo- 
do de  paliar  $  17r>  nuo.ou  con  un  capital  indeterminado  que  yo  hees- 
Umado  en  $392,000.00  '  i  Difícil  problema! 
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Pero,  señores,  loa  consejeros  á  los  cuales  se  dirijío  el  Sr.  Ramírez 
están  más  embarazados  aún  que  él;  le  contestan  qiio  no  conocen  el 
expediente,  y  que  son  incompetentes  para  darle  la  solución  que  le»  pide. 

El  Sr.  Ramírez  había  pensado  entonces  en  una  tninsac'iíHi  y  en  i»a- 
gar  los  $475,0(X).00  con  la  cantidad  de  $210,000.00  á  título  do  ajuste 
deÜHilivo;  sobre  la  oportiini<lad  de  esta  transacción,  era  sóbrelo  que 
había  pedido  la  opinit'm  de  .lurisconsultos  honorables  de  !a  época,  en 
número  de  tres.  Y  estos  tres  sefiores,  le  responden  (jtie  no  tienen  lo- 
dos los  documentos  nef^e^^arios  para  darle  una  oi)¡nión  acertada.  Ni» 
sé  qué  era  lo  (jiie  e-sperabun.  Quizá  el  descubrimiento  del  libro  que  el 
Tribunal  posee  actualmente.  Sea  de  ello  lo  (jue  fuere,  Señores,  teue* 
mos  ahora  el  monto  del  activo  y  pasivo  del  Fondo  Piadoso,  según  los 
documentos  que  conocéis  y  por  lo  tanto  me  prep^unto,  en  toda  hipó- 
teüis,  como  .seria  posible  aun  condenar  á  México  al  pago  de  una  su- 
ma cualquiera. 

No  podemos  sin  duda  comprobar  que  haya  habido  un  arreglo  defi- 
nitivo con  los  herederos  de  la  Marquesa  de  las  Torre»  de  Rada:  re- 
mos por  el  documento  del  Sr.  Ramírez  que  había  un  embargo,  un  se- 
cuestro pedido  por  Don  José  Jáoregui  en  nombre  de  los  herederos  d** 
Enpaña;  se  habían  embargado  primero  las  casas  de  la  calle  de  Ver- 
gara,  después  se  consintió  en  levantar  este  embargo  y  en  embargar 
la  hacienda  de  Ciénega  del  Pastor.  Por  Ramírez,  sabemos,^ésto  es 
interesante— que  se  reclama  la  anualidad  debida  por  el  cargo  de  ia 
cancillería  durante  37  años,  más  los  intereses  hasta  la  fecha  del  em- 
bargo.  Esto  supone,  que  el  embargo  ha  dado  un  resultado  sobre  el 
monto  del  cual  no  puedo  informar  á  la  Corte. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  que  el  Gobierno  mexicano  haya  pagado  ó 
no,  que  sea  deudor  ó  gue  no  lo  sea,  hay  una  co.sa  cierta,  es  que  cuari 
do  se  os  llame  á  determinar  cuál  es  el  monto  del  Fondo  Piadoso,  e- 
imposible  que  hasrais  abstracción  de  las  deci.siones  jndiciale.s  que  se 
han  presentado  en  los  docutncnlos  de  la  causa,  y  de  las  niales  resal- 
la que  el  tnonto  del  pasivo  del  Fondo  Piadoso  e.s  de  I  i 7.").<li )().(». 

Es  impusiijíe  iijar  el  monto  de  l;i>  -unías  deijue  nos  habríamos  apro- 
vechado, sin  deducir  del  activo  el  monto  del  pasivo:  esto  es  absolu- 
tamente elenií  ntal. 

Así  pues,  reclamando  la  indnIiiiMi.  la  de  la  Corle  por  la  sobriedad 
de  los  datos  que  be  podido  darle,  la  creo  sulicientemonte  instruida 
ahora  sobre  1"  jm»'  constituía  el  Fondo  Piadoso,  para  (jue.  sabiendo 
que  los  demandantes  son  quienes  deben  lijar  su  monto  y  justiñcar  su 
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iílulo,  ilíga  que  este  Fondo  no  le  parece  que  tenga  la  importancia 
que  se  le  atribuye  para  que  se  pueda  pronunciar  condenación  contra 
México  en  esas  condiciones. 

Pero  hay  seguramente,  á  propósito  de  éstas  cifras,  una  consideración 
que  os  habrá  llamado  mucho  la  atención:  es  que  en  realidad,  el  úni- 
co lítulo  que  se  ha  presentado,  que  se  ha  invíK^ado  para  apoyar  la 
demanda,  es  el  tíUiU»  de  donación  del  Marqués  do  Villapuenlc:  fuera 
de  él,  los  demandan  les  nu  puseeu  iiiugún  tílulo,  Fiiii{rúii  dudiiniciito 
q\m  venjta  en  apoyo  de  su  reclamación.  Esla  dunaciun  del  Maríjucs 
(le  Villapuenle,  es  la  que  precisamente  se  ha  fundido  como  bula  de 
nieve. 

Llego  ai  Un  de  las  coiisidcraciones  (jue  leiií^o  que  presentaros.  Se 
nos  dice:  Ks  necesario  dividu*  el  Koiido  entre  la  Alta  v  la  Baja  Cali- 
íoniia  y  corresponde  ú  la  Corte  decir  en  qué  proporción  debe  hacer- 
íje  la  división. 

Digo  desdo  luego:  ¿Porque  una  proporción?  Los  donantes  han  te- 
nido por  mira,  la.s  misiones  de  los  Jesuítas  de  California;  he  indicado 
á  k  Corte  en  donde  estaban  las  misiones  de  los  Jesuítas;  no  e.\istie- 
ron  sino  en  la  Baja  California;  entonces,  ¿en  dónde  encuentra  titulo 
ia  Alta  California?  Exi^e  una  división,  pero  para  dividir,  es  necesa* 
rio  consultar  el  titulo.  Así  pues,  este  título  no  oníiere  derechos  sino 
á  las  misiones  de  los  Je.<4uitas,  establecidas  en  la  tíi^a  California. 

El  título  preveía  una  eventualidad,  era  el  establecimiento  por  los 
Jesuítas  de  misiones  en  otros  países,  pero  como  loa  Jesuítas  jamás 
establecieron  misiones  sino  en  la  Baja  California,  y  p4>r  consiguien- 
te esta  eyentualidad  no  se  ha  realizado,  es  cierto  que  la  Btya  Califor- 
nia es  la  única. que  puede  tener  derechos. 

Otra  consideración  me  viene  á  la  mente:  los  demandantes  se  fun- 
dan en  un  título  en  el  cual  leo  lo  siguiente:  Sólo  Dios  podrá  pedir 
cuenta  del  empleo  de  los  Fondos.  En  provecho  de  los  Jesuítas  se  ha- 
ce  la  donación.  ¿Entónces,  si  sólo  Dios  puede  pedir  cuentas,  por  qué 
08  arrogáis  ese  derecho? 

En  lin,  Señores:  la  parte  contraria  nos  dice:  Para  la  proporción 
debe  tenerse  por  base  la  población.  No  creo  que  se  pueda  encontrar 
en  los  elementü.s  de  la  causa,  indicacióri  alguna  que  apoye  éste  aser- 
to. En  la  Alta  California  hay  una  población  próspera,  muy  rica,  una 
pol)laci<Mi  (lo  fieles  católicos  y  de  protostaiites.  ¿Acaso,  en  íuvor  do 
e-!a  |)ol»ia<'iiMi  de  líele-;  de  la  l}»ltísia  üalulica  hubieran  ijiierido  dispo- 
ner ios  donantes?  ¿Tero  no!,  era  todo  lo  contrario,  quisieron  dis- 


poner  ea  firovecho  de  nm  población  de  salvajes,  de  indios,  de  gentes 
de  color.  Hay  en  todos  los  países  de  América,  indios;  es  ana  pobla- 
ción  que  nadie  confundirá  con  otra.  Ellos  eran  el  objeto  de  ia  solici- 
tud de  los  Jesuítas.  jCómo  en  éstas  condiciones  podría  servir  la  po- 
blación entera  de  orilerio  para  determinar  la  proporción  de  lo  qoe 
pueda  deberse  á  la  Alta  ó  á  la  IJaja  California! 

Se  trata  hoy  de  prohibir  al  (íobierno  iiiexic.anu  que  emplee  lodo  el 
producto  de  este  fondo,  por  lo  demás  hipotético,  en  la  Raja  (laliíor- 
nía:  no  po  lr  tn  ivj  encontrar  en  ningún  documento  base  jurídica  para 
esta  pretensión. 

FA  único  doenmento  interesante  es  el  relativo  la  división  dp  la 
primera  suma  destinada  á  los  Obispos  de  California.  Vemos  que  si 
ciertas  sumas  se  lian  atribuido  á  las  *  misiones  del  Uregón,»  á  las  «mi- 
siones de  ütah»,  en  lo  concerniente  á  California,  la  suma  se  da  á  la 
iglesia  para  que  la  empleen  los  Obispos»  tan  sabia  y  útilmente  como 
sea  posible.» 

Lejos  de  mí  seguramente  (1  pensamieato  de  poner  en  duda  qaelos 
honorables  Obispos  de  (^ilifornia  no  hayan  empleado  los  Fondos  en 
interés  de  sus  iglesias,  tan  sabia  y  tan  útilmente  como  fuera  posible: 
pero  no  es  esta  la  cuestión :  se  tratarla  de  saber  Ío  que  han  hecho  df 
estos  fondos  en  favor  de  los  indios. 

flay  otro  punto  que  es  necesario  examinar,  es  éste:  ¿Debe  pagarw 
en  oro,  como  pretenden  los  reclamantes?  ¿En  oro?  ¿Que  es  lo  que 
justifica  este  pago?  El  talón,  lo  sabéis,  en  México,  es  el  talón  de  pis- 
ta, todo  el  mundo  puede  pagar  en  plata;  y  libertarse  así,  es  su  mone- 
da liberatoria.  La  moneda  de  oro,  es  una  moneda,  que  se  compra  á 
precios  variables,  al  precio  del  cambio,  que  no  será  el  precio  de  la  re- 
lación de  antafto  de  15^  á  1,  sino  probablemente  de  32, 34, 35.  ¡Co- 
mo podría  hoy  condenarse  ¿  México  á  que  comprase  esta  moneda  de 
oro  que  no  es  su  moneda  liberatoria  para  pagar  una  deuda  ({ue  se<i^ 
cretase  en  su  contra  I  Existen  en  el  Códii^o  de  Comercio  de  México 
los  artículos  635  y  636,  que  me  permito  leer: 

*' Artículo  635.  La  base  de  la  moneda  mercantil  es  el  peso  mexica- 
no y  sobre  esta  base  se  harán  todas  las  operaciones  de  comercio  y  I* 
cambios  sobre  el  extranjero. 

**  Artículo  [h\'y.  Kf^la  misma  h  \se.  serv  irá  para  los  conlralos  hcoho- 
en  el  extranjero  y  que  deban  cumplirse  en  la  República  Mexicana, a.s) 
CíMiio  los  giros  que  se  hnf?an  de  otros  jiaíses." 

Poco  importa  pues,  que  se  trate  de  un  extranjero  ó  de  un  niexica- 
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no,  este  como  el  Gobierno  mexicano  puede  liberarse  en  plata,  la  l0y 
lo  dice.  Por  taiito,  Señores,  ¿Como  podrían  los  demandantes  jusliíi- 
i-ar  sil  pretensii'iti  de  suslraor.se  ;t  la  aplicación  de  esta  ley  general  y 
¡  edir  para  ellos  el  pa^o  en  una  moneda  dislitiia  Ue  la  moneda  de  A|é- 
xico,  en  una  moneda  excepcional  que  habría  que  comprar? 

Notad,  Señores,  (pie  eslo  es  tanto  niás  iniiHilficahlñ,  cuanto  que 
cuando  México  realizó  las  propiedades,  recibió  su  producto  en  jilata. 
Indicí)  aún  esto,  (jue  provocará  quizá  una  explicación  de  mis  lioiiora- 
bles  contradictores  en  otra  audiencia:  ¿Por  (pu'  el  Obispo  de  Grass- 
Valley.  cuya  dióccHs  e«  una  de  lai=!  tre?^  de  la  California,  no  fiíjura  en 
ei  juicio?  De  las  tres  diócesis  de  la  California,  solo  dos  están  repre- 
seotadas:  las  de  San  Francisco  y  de  Monterrey,  hay  necesariamente 
aoa  tercera  que  no  está  representada  y  que  no  puede  obtener  senten- 
cia en  su  favor. 

Cuando  se  verificó  el  primer  debate  ante  la  Corte  Mixta,  esta  tuvo 
ante  ella  á  los  tres  Obispos  que  representaban  las  tres  Diócesis  de  Ca- 
lifornia; ignoro  por  qué  razón  el  tercero  no  está  representado  hoy;  pe- 
ro hago  esta  indicación,  con  referencia  al  monto  de  la  demanda, 

En  fin,  hay  una  consideración  que  en  todo  caso,  no  habrá  pasado 
inadvertida  á  Jurisconsultos  que  conocen  especialmente  esta  materia 
del  derecho  internacional.  Cierto  es  que  si  un  pueblo»  en  un  momen- 
to dado,  contrae  una  deuda,  esta  deuda  debe  repartirse  sobre  el  con- 
junto del  territorio.  Si  pues  en  1842,  ó  en  1845,  ha  empleado  México 
fondor  con  un  fin  político  cualquiera,  el  conjunto  de  su  territorio,  es 
el  que  debe  reembolsar  la  cantidad,  porque,  el  conjunto  del  territorio, 
es  el  que  se  considera  que  se  ha  aprovechado  de  ella;  aíií  pues,  como 
una  gran  parte,  más  de  la  mitad  del  territorio,  se  ha  quitado  á  Méxi- 
co, realmente  Mr.  Elalston  debiera  en  ciertos  momentos  cambiar  de 
Isdo  y  venirse  á  sentar  al  nuestro  como  demandado  por. una  parte 
de  la  reclamación,  porque  losKstados  Unidos  serían  naturalmente  los 
que  liabicudo  sucedido  tanto  en  los  derechos  como  en  las  obligaciones 
de  esta  parle  del  territorio,  deberían,  por  consiguiente,  soportar  esta 
carga:  en  ello  lial)i  íu  una  (li.strilMii'i()n  (pie  es  tan  jurídica  como  ele- 
inealal,  y  cjue  seírurainctUt!  no  será  negrada  por  los  Kstados  Unidos. 

A  todas  nuestras  observaciones  juridi<  as,  han  contestado  lus»  de- 
uiandaiites:  ¿Ks  jíí.-^IoV  V  bien,  si  henu)s  demostrado  (pie  es  conforme 
íil  dercí'ho.  es  justo,  ponpie  es  justo  lo  (|ue  es  contoruie  ;i  dereciiíK 
l>ecinios  put^s.  que  si  debiera  decidirse  <pie  poi-  el  le^  did  de  que  se 
acepte  ua  Tribunal  Arbitral,  hc  haae  ab«>lracciúa  de  su  legitilucióu  ua- 


Digitized  by  Google 


d8i  Foimo  Piadoso  de  la§  Caufornias. 


cioiiiil,  és  evidente  que  esto  sería  el  derrumbe  de  todas  las  nocmne^ 
que  podemos  tení^r  sobre  el  Tribunnl  ítilcmacionil,  y  no  es  cierta- 
mente así.  como  1  u le i  j treta rú  éste  su  competencia. 

He  dicho. 

f.R  sesión  se  levantó  á  las  5  y  el  Tribunal  citó  para  el  día  siguien- 
te á  las  10. 


informe  de  M.  Beeru<tert,  Abogado  de  México. 

(Sesión  di'l  27  de  Septiembre  de  1901.) 

Señores  de  la  Corte: 

Numerosas  cuestiones  de  hecho  y  de  derecho  acaban  de  agitane 
ante  yosotros;  estáis  ya  en  posesión  de  tos  elementos  completos  del 
debate,  seguramente  grave  y  complicado,  á  que  da  logar  el  Fondo 
Piadoso  de  California,  y  ahora  resultaría  que  todo  ha  sido  trabajo 
inútil. 

Ha  poco,  ante  la  Comisión  Mixta,  no  se  ha  defendido  la  causa,  poes 
no  hubo  sino  cambio  de  notas,  sin  que  intervinieran  esas  explioacto* 
nes  contradictorias  que  siempre  esclarecen  tan  ventajosamente  una 
controversia  j  udicial.  Lasentencia  del  superárbitro — séanos  lícito  de- 
cirio — no  da  sino  escasa  claridad,  y  asi  admitiríamos  ^ue  el  debate 
actual  se  haya  de  antemano  juzgado  para  siempre;  que  todo  se  haya 
dicho  y  vuestra  tarea  quedase  limitada  á  declarar  que  no  tenéis  nada 
que  juzgar! 

Estimo,  señores,  que  esta  excepción  de  cosa  juzgada  carece  de  todo 
fundamenté),  y  apoyo  nu  opinión  en  tres  puntos  diferentes:  el  primero 
es  que  la  actual  deuíanda  no  ha  sido  juzgada:  y  no  lo  ha  >^ido.  por  la 
sencilla  razón  de  que  no  ha  siilo  pre¿<Mitada:  ahora  hini.  jamá^  l?i  au- 
toridad do  la  cosa  juzgada  pasa  loí¿  líoiilos  do  la  rosolucit'm  <lc  iiiin  •^en- 
leticia  y  este  mií^rno  fallo  m»  puede,  so  [>eiia  dt^  rovocaficMi  v  aun  áe 
nulidad,  cxrodcr  <le  lo-  Iri-mmos  de  la  demanda  sdiiietida  al  juez. 

Kn  ^O'jíwnái)  lii'^'ar.  dÍLíó  (|iio  110  hay  cosa  juzgada  porque  el  nbjelode 
la  demanda  de  ayer  era  diferente  del  objeto  de  la  demanda  de  hoy. 
Kh  fin,  digo  que  entre  la  deníaiida  do  ayer  y  la  demanda  actual  n-» 
puede  haber  identidad  de  causa,  puesto  que  se  alega?i  d-^rechos  suce- 
sivos que  vencen  cada  año,  esto  es  lesiones  de  derecho  diferentes;  en 
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estas  cütidiciones,  la  eausa  no  puede  ser  la  misma,  estando  sujetos  los 
hechos  y  el  derecho  á  incesantes  é  inevitables  thictuaciones. 

Tal  es,  señores,  la  triple  demostración  que  quiero  hacer. 

Pero  antes  de  abordar  los  elementos  tle  ella,  permitidme  recordaros 
en  algunas  palabras,  las  circunstancias  en  que  se  emprendió  el  primer 
proceso,  y  aquellas  en  que  ha  surgido  la  segunda  demanda,  pues  en 
mi  sentir  muy  poco  se  conforman  con  el  carácter  perpetuo  y  preten- 
didamente indiscutible  que  se  pretende  atribuir  al  derecho  que  se  re- 
clama. 

Sabéis,  señores,  que  los  Estados  Unidos  se  apoderaron  de  la  Alta 
California  en  1846,  y  que  tal  anexión  se  consumó  el  2  de  Febrero  de 
1848.  No  había,  en  esa  época,  más  que  un  solo  Obispado  para  las  dos 
Californias,  y,  á  consecuencia  del  tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  qae« 
dó  este  obispado  sobre  ambos  territorios,  extendiéndose  la  diócesi  en 
una  parte  del  territorio  mexicano  y  en  otra  del  territorio  vuelto  ame- 
ricano. La  sede  episcopal  se  hallaba  establecida  en  Monterrey,  es  de- 
'  cir,  en  la  Alta  California  Tuelta  americana. 

Pero  precisamente  el  obispo  D.  Dl^o  falleció  el  30  de  Abril  de  1646 
en  el  momento  en  que  ocurrían  tales  sucesos.  Parece^dígo  que  pa- 
rece, porque  no  he  encontrado  en  el  expediente  documentos  á  este 
respecto — que  la  sede  episcopal  de  Monterrey  fué  ocupada  entonces 
por  nn  TÍcarío  apostólico,  con  carácter  de  interino. 

En  1852  se  fraccionó  esta  única  diócesi.  Hubo  en  lo  sucesivo  un 
obispo  mexicano  para  la  Baja  California,  y  se  establecieron  dos  dió- 
cesis en  la  (California  americana:  una,  arquiepiscopal,  en  San  Fran- 
cisco, y  otra,  episcopal,  en  Monterrey.  Esta  nueva  institución  fué  re- 
gularizada, como  era  debido,  por  un  breve  ponlincio  fechado  el  29  de 
Julio  de  1853,  que  se  encuentra  eu  el  libro  rojo  publicado  por  nueS' 
tros  muy  honorables  contradictores. 

Sabe  la  Corte  que  más  tarde,  en  1868,  hubo  un  nuevo  fracoiona- 
miento,  y  que  entonces  se  desprendieron  de  la  diócesi  de  Monterrey 
ciertos  territorios  para  formar  con  ellos  la  diócesi  de  Grass  Valley. 

De  admitirse  la  tesis  de  los  demandantes,  habrían  nacido  en  1848 
fierechos  indiscutibles  en  favor  de  las  nuevas  diócesis  católicas  de  la 
Alta  California;  había  allí  una  indivisión  qno  era  urgente  arreglar,  y 
esta  necesidad  debía  aparecer  más  vivamente  el  día  que  se  encontró 
regularizada  la  Iglesia  americana. 

Ahora  bien,  es  un  hecho  que  ni  el  vicario  apostólico  que  desempe- 
ñó el  interinato  de  la  sede  episcopal,  ni  Monseñor  Alemany,  coyoce- 
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lo  es  bien  conocido,  promovieron  reclamación  de  ningún  género  antes 
de  1859.  De  suerte  que  se  dejaron  pasar  más  de  diez  años  sin  hacer 
valer  un  derecha  que  se  considera  evidente  I 

Monseñor  Alemany  ha  dicho  en  un  affidaitü  publicado  en  el  libro 
rojo,  que  en  1852  se  había  dirigido  á  México  y  había  hecho  á  este  res- 
pecto alguna  reclamación.  M.  Thornlon,  en  su  sentencia,  dice  que 
atendiendo  á  la  calidad  del  personaje  de  quien  provione  esta  afirma- 
ción, no  puede  dudarse  de  .su  cxiiclitud,  pero  agregando  ((ue  no  hay 
rastros  (io  la  dtli;:onria  ale^M  la.  Haciendo  mies' ra  esta  declaración, 
preguntamos  ¿cómo  se  puede  dar  la  menor  consideración  á  un  áu-ho 
de  que  no  queda  iiingutia  prueba  escrita  y  cuyo  objeto  no  se  puede  íq* 
dicar  con  exacUlud? 

Ni  en  los  archivos  episcopales,  ni  en  ios  del  Gobierno  mexicmo 
queda  n influí  documento  referente  &  las  negociaciones  ((ue  debieron 
establecerse  entonce?.  Y  la  mejor  prueba  de  que  el  hecho  carece  <ie 
importíincia,  es  que  ni  siquiera  se  hace  alusión  á  él  en  el  trabajo,  tan 
notable  por  lo  denuis,  que  M.  Doyle  ha  presentado  en  apoyo  de  la  re- 
clamación de  los  obispos  de  1859, — M.  Doyle,  á  quien  tengo  el  senti- 
miento de  no  ver  aquí,  debido,  supongo,  á  su  avanzada  edad,  y  á  quien 
BU  hijo  me  hará  el  favor  de  trasmitirle  mi  saludo  al  otro  lado  del 
Atlántico. 

Olvidábame  de  agregar  esta  otra  consideración:  en  1852  Monseñor 
Alemany  no  habría  tenido  ninguna  representación  para  reivindicar  un 
derecho  en  nombre  de  una  diócesi  americana,  puesto  que  en  esaépo- 
ca  no  hay  ninguna  constancia  de  que  esa  nueva  Iglesia  se  hubiese  be- 
cho  incorporar  y  tuviese,  por  tanto,  la  existencia  oGcialque,  conforme 
á  la  legislación  americana,  le  permitiera  poseer  y  recibir.  La  decía- 
ración  de  los  obispos  y  su  incorporación  con  los  derechos  que  de  ella 
resultan  no  datan  sino  de  1854  (dicho  documento  se  encuentra  en  el 
libro  rojo)  y  se  comprende  que  se  haya  esperado  para  obrar  así  á que 
estuviese  regularizada  la  Iglesia  americana  por  so  separación  del 
obispado  mexicano;  hasta  entonces,  la  incorporación  habría  producido 
qué  sé  yo  que  existencia  híbrida  expuesta  á  diflcultades,  que  sin  da- 
da se  trató  de  evitar. 

Así,  [tiies,  señores,  niii^juna  reclamación  hubo  de  18 íó-í 848 hasta 
18ÓÍ-,  y  la  Iglesia  reconstituida  no  piensa  más  eti  ello  antes  de  18ó9. 

Y  cosa  seguramente  ex! raña,  aguarda,  para  hacer  valer  el  derc  >ho 
que  so  atribuye,  á  (jue  precisamente  la  legislación  mexicana  hubiera 
acabado  de  privarla  de  él. 
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Sabido  os  ([lio,  en  efooto,  una  ley  del  5  do  Febrero  de  1R57,  rensii- 
miendo  las  disposiciones  do  la  ley  española  de  que  sacaba  ayerargu- 
inpntos  M.  nelacroix,  nncionaliztV,  ronfí-<có.  si  ¡^o  (luicre,  todo?; los  bie- 
nes de  la  iglesia.  Fue  necesario,  á  lo  que  parece,  que  esle  grave  hecho 
interviniese  para  que  los  obispos  se  acordasen  que  desde  hacía  diez 
a&os  tenían  fundamento  para  reclamar  ana  parte  considerable  del  fon- 
do piadoso  de  California. 

La  primera  reclamación  es  de  20  de  Junio  de  1859,  y,  cosa  curio* 
sa,  ¿á  quién  la  dirigen?  ¿Acaso  á  México?  ¿Le  reclaman,  como  cosa 
natural,  el  arreglo?  ¿Se  excusan  de  no  haber  pensado  antes  iiacerlo? 
Nada  de  esto:  se  dirigen  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  por  me- 
dio de  una  memoria  muy  notable  de  Mr.  Doyle. 

Pero  esle  Gobierno  pareció  no  conceder  ninguna  atención  al  asun- 
to, y,  cuando  menos,  no  le  dió  curso. 

La  Corte  sabe  que  en  este  proceso  estamos  en  una  situación  rerda- 
deramente  difícil:  el  expediente  se  haya  lejos  de  estar  completo,  y  ca- 
si no  tenemos  más  que  los  documentos  sometidos  ha  poco  á  la  Comi- 
sión mixta  y  que  fueron  impresos  en  Washington  como  expediente 
común;  faltan  numerosos  documentos;  los  hemos  pedido  con  insisten- 
cia á  México,  poro  la  Corte  sabe  que  de  aquí  á  allá  se  necesita  largo 
licropo  para  escribir  y  obtenor  respuesta;  nuestro  expediente,  pues, 
no  es  tal  como  yo  quisiera  que  fuese.  Pero  el  hecho  es  que,  con  el  li- 
bro rojo  en  la  mano,  podemos  aíirmar  que  la  carta  del  20  de  Junio  de 
IH59,  priuieru  expresión  de  la  reclamación  episooi)al,  no  fue  .se,¿uida 
ui  de  una  reclamación  al  (fobici  iio  mexicano,  iiidcuna  respuesta  del 
(lobienio  de  los  F'stados  Unidos  á  los  obispos,  ni  siquiera  de  un  sim- 
ple acuse  de  reciiJo. 

Lo  que  todavía  parece  más  extraño  os  quo  Sus  Señorías  los  obis- 
pos dejaran  pasar  dioz  arlos  sin  sorprenderse  de  esto  silencio  y  sin  di- 
rigir cuando  menos  ai  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  una  carta  re- 
cordándole el  asunto. 

Poro  oambió  entonces  la  situación.  Sabe  la  Corte  que  habían  so- 
brevenido numerosos  conflictos  privados  desde  la  separación  de  la  Ca- 
lifornia del  territorio  mexicano;  había  ciudadanos  de  ios  Estados  Uni- 
dos que  alegaban  reclamaciones  contra  México  y  viceversa.  Se  con- 
vino en  instituir  una  Comisión  mixta,  y  se  le  dieron  poderes  cuasi 
arbitrales. 

Importahacer  constar,  Señore.^,  y  no  necesito  insistir  en  ello,  que  los 
poderes  de  dicha  Comisión  mixta  no  se  referían  sino  á  coníltctos  en- 
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tre  dudadanos  y  uno  de  los  dos  Gobiernos,  pero  que  en  ningún  punto 
de  vista  y  por  ningún  título  podía  la  Comisión  mixta  haber  dictami- 
nado sobre  una  diferencia  cualquiera  entre  los  dos  Estados.  *sü  se  hu- 
biera podido  dirimir  bajo  esta  fortna  una  diferencia  internacional. 

Hubo,  pue^í,  intólilución  de  una  Comisión  mixta  para  dictaminar  so- 
bre diferencias  entre  ciudaii.uios  mexicanos  y  los  Estados  Unidos,  y 
ciudadanos  americanos  y  México.  • 

Los  obispos  se  deciden  á  sf{Tiiir  el  camino  así  abierto  y  á  someter 
á  la  Comisión  mixta  sus  preLensiuiies,  recurriendo  aún  en  estavezá 
los  buenos  oficios  de  Mr.  Doyle,  que  rodrtr^tó  para  ellos  una  memoria 
en  qne  recuerda  la  carta  de  1859;  reclamando,  entonces,  en  nombre 
de  los  tres  obispos  interesados,  pues  el  obispo  de  Grass  Valley  figura 
al  lado  del  arzobispo  de  San  Francisco  y  del  obispo  de  Monterrey. 

Pero  todavía  esa  vez,  la  reclamación  no  va  dirigida  al  Gobierno 
mexicano.  En  esa  época,  en  1870,  aun  no  ha  tenido  conocimiento  de 
nada;  Mr.  Ooyle  se  dirige  á  Mr.  Hamilton  Fi.scb,  Secretario  de  liistadu 
de  los  Estados  Unidos,  y  éste  da  ingerencia  á  la  Comisión  mixta,  en 
este  asunto  como  en  otros  pendientes,  por  un  simple  traslado. 

Así  pues,  desde  1846-1848  hasta  1870,  es  decir,  durante  22  ó  23 
añoe,  nada  se  pidió  á  México,  y  no  hubo  sino  una  sola  reclamación 
de  que  ni  siquiera  se  le  dió  conocimiento:  la  carta  de  1859  dirigida á 
los  Estados  Unidos.  Elstos  hechos,  seguramente,  aun  en  el  punto  de 
vista  de  la  tesis  que  sostengo  en  este  momento,  no  carecen  de  impo^ 
tancia. 

Mas  en  cuanto  á  la  cosa  juzgada,  lo  que  sigue  es  quizás  más  inte- 
resante. 

La  sentencia  de  Sir  Thomton  es  de  21  de  noviembre  de  1875.  Ha 
fallado  sobre  la  única  cosa  que  redamaba  la  demanda ;  nada  en  ctum- 
to  al  capital  del  fondo  ó  á  los  intereses  que  hubieran  substituido  al 

capital  primitivo;  ni  una  palabra,  en  la  decisión,  de  un  derecho  per* 
petuo,  de  una  renta  perpetua,  de  una  oblipración  perpetua  de  parte  de 

México  hacia  los  obispos  anicricanos.  La  sentencia  no  afecta  niásq;ie 
io  que  sü  había  reclamado,  es  decir  laa  21  aaualidados  corridas  desát 
1848  hasta  1870. 

Hago  notar  de  paso,  señores,  que  la  indemnización  decretada  en  vir- 
tud de  la  primera  sentencia  partía  del  día  mismo  en  que  se  separaron 
los  dos  territorios,  reconociendo,  puos,  á  ia  iglesia  americana  un  de- 
recho que  ella  no  podía  hacer  valer  mientras  no  estuviera  incorpora- 
da: hasta  entonces,  en  efecto»  carecía  de  existencia,  y  no  podía  aduu- 
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lirBele  que  hiciera  valer  dereclio  alguno.  Sólo  de  paso  hago,  por  lo 
demás,  esta  obserYacíón,  porque  México  ha  pagado  y  nada  reclama. 

Si  la  sentencia  condena  al  pago  de  intereses  desde  18i8,  se  detie- 
ne en  1870,  cosa  bastante  sorprendente  en  verdad,  puesto  que  fué  de 
1875.  (ütieo  íiños  habíun  transcurrido  desde  la  deiiiitiiJa,  cinco  nue- 
vos «derechos  anuales»  se  habían  producido,  ¿qué  cosa  más  sencilla, 
puo>,  que  hacerlos  valer,  pidiendo  á  los  jueces  que  resolviesen  al  mis- 
uio  tiempo  que  sobre  lo  demás?  Pues  bien,  no,  no  lo  hacen,  y  voy  á 
deciros  porqué.  Tamii  M  O  á  este  respecto  debe  hal)er  la  menor  reserva. 

Inmediatamente  después  de  la  senlenoia,  el  Gobicniu  mexicano  re- 
cibió una  carLu  de  su  abc^udo  el  Sr.  Avila.  Este  declara  (  V.  Gorres- 
«pondencia  diplomática,  pá{;inas  77  y  78)  que  «aunque  la  decisión 
«linal  se  reüere  solamente!^  intereses  acumulados,  en  período  fijado, 
«la  reclamación  debe  considerarse  como  arreglada  in  tolo,  y  que  por 
< consiguiente  cualquiera  nueva  reclamación  relativa  al  capital  del 
«fondo  ó  á  intereses  uUeríoree,  Tencidos  ó  por  Teocerse,  será  síem- 
«pre  inadmisible.» 

La  obeervación  era  categórica  y  emanaba  del  abogado  del  Gobier- 
Do  mexicano  que  había  dirigido  la  causa.  Parece  que  Avila  se  inspiró 
especialmente  en  la  antigua  teoría  romana,  mucho  mejor  conocida  en 
Espafia  7  en  México,  según  la  cual  nanea  puede  dar  lugar  un  derecho 
á  más  de  una  acción.  No  necesito  recordaros,  señores,  la  fórmula  ex- 
pedida por  el  pretor  j  la  regla  invariablemente  s^uída  que  no  permi- 
tía fundar  una  segunda  acción  sobre  la  misma  base. 

Avila,  pues,  acabando  de  sostener  la  causa,  dice  á  su  Gobierno  que 
el  asunto,  por  lo  menos,  ha  quedado  concluido;  que  no  volverá  á  to* 
earee,  y  que  pagados  los  veintiún  añoe  de  intereses,  no  habrá  más  de 
(]ué  hablar. 

El  Gobierno  mexicano,  supongo  que  desde  el  sigoiente  día,  transmite 
á  los  Estados  Unidos  dicha  carta,  haciendo  suyos  sus  términos. 

¿Qué  va  á  suceder?  Si  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  es  de  pa- 
recer (pie  hubo,  por  el  contrario,  una  decisión  de  principio,  de  efecto 
permanente,  va  á  encontrar  la  carta  casi  impertinente  de  scfruro.  jCó- 
luu!  ^íietendéis  que  todo  está  concluídol  VA  iuUu  relativo  á  21  aflos  do 
intereses  es  una  resolución  ¿n  tato?  ¡Nada  de  eso!  Lo  resuelto  es  el 
principio;  lo  que  so  ha  reconocido  es  un  derecho  perpetuo.  Y  yo  os 
recuerdo  á  vo'^olros,  señores  de  México,  que  vciiís  ú  decir  que  ya 
QUQca  tendréiiá  que  pagar  nada,  yo  os  recuerdo  que  además  de  las  21 
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annatidades  declaradas,  quedan  cinco  que  se  deben  aún,  y  por  consí* 
guíente,  os  ruego  que  inmediatamente  las  cubráis! 

Tal  respuesta  era  de  esperar  si  la  convicción  do  los  KsLados  Unidos 
hubiera  sido  la  que  hoy  se  aíirma.  Pues  bien,  señores,  nada  de  eso 
ocurrió:  el  Secretario  de  Estado  (hu  cart;i  se  encuentra  igualrDciile 
en  el  libro  rojo  pág.  79)  declara  que  no  quiere  explicarse;  que  no  pue- 
de hacerlo:  pues  se  trata,  dice,  de  una  decisión  de  justicia  que  es  lo 
que  e-'.  y  f-n  la  que  nada  puede  cambiarse.  S'do  que,  si  él  nada  di  p 
no  qiiu  re  t\\\o  su  luita  de  respuesta  se  tome  como  asentimiento  y 
yo  nu  mu  enipcño  en  sostenerlo. 

A  esa  caria  que  nada  dice,  pero  que  precisamente  no  alptra  nin'iún 
derecho  perpetuo  y  (pie  ni  siquiera  reclama  nada  en  cuanto  ú  los  in- 
tereses vencidos  desde  1870,  el  .Sr.  Mariscal  se  limitó  á  contestar  ( pá- 
gina 60)  qae  ni  Avila  ni  él  piensan  <en  volver  á  tratar  una  cuestión 
terminada  poniendo  en  duda  el  carácter  defínitivo  y  concluyeme  dpla 
resolución  que  recay<).  *  Nueva  afirmación  del  mismo  pensamiento. 

La  correspondencia  paró  allí. 

Pero  es  sin  duda  ninguna  interesante  que  los  Estados  Unidos  ya  no 
reclaman  después,  y  más  extraordinario  aún  que  SS.  SS.  los  Obispoe. 
que  acaban  de  ganar  su  demanda,  y  á  quienes  se  habrían  debido  ya 
cinco  años  desde  entonces,  no  pidan  que  se  les  paguen ;  y  esta  indi* 
ferencia  de  los  Obispos,  este  silencio  dura  desde  1875  hasta  i89l. 
Aguardan  á  que  haya  de  nuevo  2  i  aftos  de  intereses  Tencidoü,  como 
la  primera  vez,  de  1870  á  1891. 

Así  pues,  Señores,  mientras  que*Mó»co  dice,  que,  para  él,  so  ha  ce- 
rrado el  debate,  que  ha  habido  fallo  in  Mo,  los  obispos  nada  dicen,  y 
no  reclaman  sino  después  de  acumularse  21  anualidades,  hasta  que 
han  transcurrido  16  años  de  la  primera  sentencia. 

La  carta  de  Mr.  Hyan,  que  abre  nuevamente  el  debate,  tiene  la  fe- 
cha del  17  de  agosto  de  1891. 

Corren  luego  seis  años,  y  con  fecha  del  l"  de  Septiembre  de  1897. 
Mr.  Clayton  llama  otra  vez  la  atención  de  México  sobre  la  reclama- 
ción de  los  obispos. 

La  (lorie  sabe  que  esta  correspondencia  ha  venido  á  parar  á  l  i  con 
vención  de  arbitraje  debido  á  la  cual  hemos  tenido  el  muy  grande  ho- 
nor de  aborrar  en  este  momento  ante  ella. 

Es  fuerza  reconocer,  .Señores,  que  en  las  circunstancias  qne  acabo 
de  recordar,  la  alegación  de  la  co«a  ju/gada,  de  un  derecho  indiscuti- 
bie  al  que  nada  habría  que  objetar,  no  deja  de  ser  extraúa:  cuánto 
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tiempo  habría  habido  para  darse  cuenta  de  este  derecho'  y  proearar 
sacarle  fruto! 

Mas  lo  que  yo  tengo  que  examinar  es  la  cuestión  misma. 

Nuestros  honorables  contradictores  han  empleado  mucho  tiempo  y 
iuuclio  U'ilento  en  establecer  principióos  que  no  pensamos,  en  modo  al- 
guno refutar. 

Se  aleara,  desde  luego,  la  legitimidad  de  la  ficción  que  eleva  la  cosa 
juzgada  ú  Id  dignidad  de  una  verdad.  Existe,  se  dice,  en  todas  las  le- 
gislaciones; os  necesaria. 

F^stov  de  acuerdo:  no  se  debe  volver  á  poner  en  litigio  lo  que  lia  si- 
do juzgado  y  yo  sé  que  ya  Cicerón,  defendiendo  á  Scylla,  decía  que 
esta  ficción  es  el  más  lirnie  sostén  de  la  República. 

Pero  si  es  una  ficción  necesaria,  no  es  nicás  que  una  ficción.  Toda 
obra  humana  está  sujeta  á  error  y  nuestra  pobre  razóu  no  tiene  ¡ayl 
nada  de  común  con  lo  absoluto. 

Mírase  á  la  justicia  modiücar  incesantemente  la  interpretación  de 
l;i  ley,  á  lo  que  se  llama  variaciones  de  la  jurisprudencia.  Mírense  los 
mismos  hechos,  las  mismas  circunstancias,  establecidos,  apreciados  é 
interpretados  del  modo  máft  diverso;  el  mismo  contrato,  dar-  lugar  á 
proceso^  sucesivos  y  á  aspecto  cuteramente  opuesto. 

Cl  juez,  por  consiguiente,  se  engaña  á  menudo,  pero  la  verdad  de 
la  cosa  juzgada  no  deja  por  ello,  lo  proclamo  con  vosotros,  de  ser  una 
ficción  necesaria. 

Pero  ¿cuál  es  el  verdadero  carácter  de  esta  noción,  cuál  es  su  al* 
canee?  ¿Se  ha  tenido  la  imposible  presunción  de  que  la  obra  de  la  jns* 
licia  apareciera  única,  sin  tacha,  sin  debilidad,  sin  contradicciones? 
; Nada  de  esto!  La  empresa  hubiese  sido  imposible. 

No  solamente  los  jueces,  sino  qne  un  mismo  juez  puede  variar  por 
completo  en  la  apreciación  de  los  mismos  hechos  ó  de  un  mismo  punto- 
de  derecho.  Los  tribunales  no  tienen  ni  pueden  tener  á  este  respecto 
más  que  un  solo  guía,  que  es  su  conciencia. 

Tero  lo  inadmisible  es  que  las  mismas  disputas  vuelvan  á  comenzar: 
lii  paz  pública  no  lo  permite. 

¿Qué  es,  pues,  la  cosa  juzgada?  ¿  Todo  lo  que  un  juez  haya  dicho? 
No.  únicamente  lo  que  ha  ordenado.  La  cosa  juzí?ada  reside  sola  y  ex- 
cltivivamente  en  la  parle  resolutiva  de  la  sentencia,  pues  que  allí  es 
dunde  aquél  habla  como  juez. 

Y  todavía  en  estos  límites,  no  se  trata  sino  de  una  verdad  relativa; 
lo  juzgado  no  es  verdadero  sino  en  lo  referente  á  la  demanda  misma, 
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f ocfon»  gueglio, — si  está  fondada  en  la  misma  cansa  y  se  debate  eatie 
las  mismas  partes  obrando  en  su  calidad  de  tales. 

Y  porque  tal  es  el  carácter  de  nuestra  ficción  están  conformes  los 
autores  en  decir  que  no  hay  cosa  juzgada  ni  en  cuanto  á  las  afirmacio- 
nes de  hecho  ni  en  cuanto  á  las  ¡de  derecho.  No  consiste  sino  en  la 
aplicación  empírica  del  derecho  ú  un  caso  determinado  con  resperloú 
las  |>artes  contendientes:  es  una  cuestión  de  relaciúu  y  no  otra  cosa. 

Tal  es,  Señores,  lo  que  dice,  y  en  muy  buenos  términos,  un  aulor 
que  se  ha  citado,  sobre  cuya  autoridad  tendré  que  volver,  Griollet,  en 
su  Disertación  sobre  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada^  principal- 
mente  en  las  págs.  7  y  8. 

Otra  consecuencia  grave  y  profuudainoufp  jurídica  de  estas  premi- 
sa?: Kl  juez  no  crea  el  derecho  ni  lo  ha  o  cesar;  el  derecho  es  de  la 
esfera  de  lo  absoluto;  casi  no  lo  alcauzainos,  {^ro  io  absoluto  existe 
y  no  corresponde  al  hombre  tocarlo. 

El  derecho  e^tá,  pues,  sobre  las  decisiones  humanas,  es  lo  4[ae  es,  y 
el  error  del  juez  no  puede  cambiarlo  en  nada. 

Pero  con  su  fallo,  el  juez  eleva  una  presunción  que  es  imposible 
franquear  desde  el  momento  en  que  ha  juzgado,  no  es  permitido  decir 
que  el  derecho  sea  distinto  de  lo  que  so  ha  juzgado.  Mas  tan  lejos  se 
halla  esto  de  ser  absoluto,  que  no  es  lícito  al  juez  suplir  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada;  si  las  partes  no  la  invocan,  el  juez  no  tiene  de* 
recho  de  hacerlo;  por  más  que  encuentre  en  los  autos  la  prueba  de 
que  lo  demandado  ha  sido  juzgado  ya  y  en  las  condiciones  requeridas 
para  establecer  la  cosa  juzgada,  no  puede  tomarlo  en  cuenta  si  nos» 
lo  piden;  ¿por  qué?  porque  no  es  sino  una  presunción  de  valor  reía* 
Uvo  y  exclusivamente  reservada  al  interesado.  Si  éste  tiene  algún  es* 
crúpulo  de  conciencia,  si  estima  que  la  cosa  juzgada  en  su  favorita 
sido  mal  juzgada,  puede  no  hacerla  valer  en  otra  instancia,  sin  que  el 
juez  se  oponga  (Griollet). 

Y  yendo  más  lejos  todav¡a«  uno  de  los  gigantes  del  antiguo  derecho 
francés,  Cujas,  decía  que  la  cosa  juzgada  no  equivalía  siquiera  á  la 
obligación  natural;  expresión  enérjíica  de  la  idea  de  que  nada  hay  en 
esto  que  corresponda  al  derecho  en  sí  mismo,  sino  sólo  una  preaun- 
ciuii  (^uc  permite  al  que  ha  obtenido  sentencia  impedir  que  su  derecho 
se  objete. 

Puede  suceder  y  sucede  que  en  un  mismo  juicio,  á  propósito  de  h 
misma  demanda,  haya  á  la  vez  presunción  absoluta  do  verdad  pam 
lo  blanco  y  lo  negro,  y  no  es  difícil  encontrar  un  ejemplo,  l'ersegui- 
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moB  éoB  el  mismo  derecho,  una  suceBÍón,  una  reivinclicación  de  pro- 
piedad ;  el  pri  mer  j  uez  nos  desecha,  declarano  fundada  nuestra  reclama- 
ción, aquí  tenemos  lo  negro.  Uno  de  nosotros,  más  tímido,  se  abstiene 
de  apelar;  el  otro  recurre  al  juez  superior  para  someterle  la  misma 
eoestión,  y  éste  la  reforma.  He  aquí  lo  blanco.  Y  la  misma  presun- 
ción de  absoluta  verdad  ampara  las  dos  decisiones  <^ue  se  contradicen. 

¿No  establece  todo  esto,  Señores,  la  verdad  de  lo  que  yo  afirmaba: 
que  aquí  se  trata  de  una  tícción  necesaria,  pero  que  se  debe  reducir  á 
sus  verdaderos  términos,  y  que,  como  lo  dice  GrioUet  ( pág.  68),  es  pre- 
ciao  interpretarla  restrictivamente  como  toda  excepción? 

Pero  volvamos  á  lo  que  es  la  cosa  juzgada.  La  defin¡ci()n  que  lu;  da- 
do hace  poco  está  tomada  del  art.  1,351  del  Códi^iio  Napoleón;  pero 
creo  que  puede  considerarse  como  de  derec  ho  universal. 

El  texto  del  art.  1,351  fué  tonuido  casi  literalmente  de  una  de  las 
lumbreras  de  la  jurisprudencia  universal,  de  Fothier,  quien,  á  su  vez, 
con  los  grandes  juristas  de  los  siglos  XVI,  XVU  y  XVlll,  lo  había  de- 
ducido del  derecho  romano. 

Poco  hablaré  del  derecho  romano,  Señores,  porque  en  esta  m;iteria 
tal  vez  se  preste  á  alguna  confusión;  á  la  noción  de  la  cosa  juzgada 
fíene  á  unirse  otra  regla:  que  un  mismo  derecho  no  puede  dar  más  que 
una  acción,  y  que  esta  acción,  una  vez  puesta  en  ejercicio,  cesa  ai  con- 
sumarse. 

Atengámonos  mejor  al  art  1,361  del  C()digo  Civil. 

La  verdad  judicial  do  se  aplica  sino  á  lo  que  ha  sido  juzgado,  y,  por 
eonsiguiente,  á  lo  que  ha  sido  reclamado,  pues  el  juez  no  puede  nun- 
ca exceder  la  demanda,  no  se  apoya  sino  sobre  la  resolución  de  la  sen- 
tencia y  no  existe  sino  en  las  condiciones  que  he  indicado.  Es  nece- 
sario que  haya  habido  identidad  de  demanda,  identidad  de  decisión, 
identidad  de  objeto  y  de  causa,  identidad  de  partes,  identidad  de  ca- 
lidad en  la  acción  de  las  partes. 

Ahora  bien,  en  nuestra  opinión,  hay  tres  elementos  de  la  cosa  juz- 
gada que  faltan  en  el  caso  que  nos  ocupa: 

La  cuestión  actiml  no  ha  sido  juzgada,  ni  habría  podido  serlo  pues- 
to que  la  demanda  es  nueva;  el  objeto  de  la  demanda  es  diferente,  y, 
en  fin,  las  dos  demandas,  al  fundarse  en  causas  sucesivas,  no  pueden 
tener  sino  apariencia  de  identidad. 

Tales  son  los  puntos  que  voy  á  examinar.  Según  nuestros  adversa- 
rios, la  cosa  juzgada  resultaría,  no  de  la  parte  resolutiva  de  la  seuten- 
cia  de  Thorntou,  que  solo  falla  sobre  loa  intereses  acumuladus  eu  21 
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aftos,  sino  de  sus  motivos,  que  establecerían  implici lamente  un  dere- 
cho permanente;  habría  habido  cosa  juzgada  implícita  para  el  porve- 
nir, aun  en  ausencia  de  toda  demanda. 

Hay  una  observación,  señores,  que  pudiera  prescindir  de  hacer  ante 
vosotros,  que  tan  grande  experiencia  tenéis  de  las  cosas  y  del  derecho 
universal,  y  es  la  diferencia  de  forma  que  existe  generalmente  entre 
las  sentencias  del  continente  europeo  y  de  una  parte  de  la  América,  y 
las  que  emanan  de  los  tribunales  americanos  ó  ingleses.  Entre  noso- 
tros, —hablo  con  la  extensión  que  acabo  de  indicar, — hay  y  debe  ha- 
ber división  entre  los  motivos  y  la  disposición;  está  prescrito,  es  ne- 
cesario. Kii  Inglalerra  y  en  América,  el  juez  tiene  ú  este  respecto,  niá» 
libertad,  V'  sucede  que  motivos  y  resolución  se  mezclan  en  una  redac- 
ción única.  I 

Pero  en  este  caso,  coiiio  lo  ha  alcírado  ol  Sr.  Delaci-Dix,  Hfbemn- 
tener  en  cnenta  la  forma  de  las  seuteucias  <N)nliiienlaltís.  por  serla 
usada  en  México  y  porque  es  la  legiijlución  mexicana  la  que  debe  apli- 
ca rse.  I 

Ahora  bien,  hay  un  punió  que  no  (Micile  dar  lu^ar  á  duda,  y  es  que 
en  Francia,  en  Hél;:i'  a,  on  Holanda,  on  l'^spaíia,  om  M*'>xico,  !os  muU- 
vos  no  tienen  fuerza  de  cona  jiizp^ada.  Como  he  dictio  hace  poot».  loí 
motivos  expresan  cuál  es  la  comprobación,  cuál  es  la  apreciacifín  del 
hecho,  cuál  es  el  tema  de  derecho  que  dicta  \  \  sentancia;  pero  no  son 
la  sentencia,  no  son  el  fallo  del  Juez,  sino  la  razón,  la  explicación  de 
él  y  nada  más.  Ahora  bien,  la  verdad  jurídica  ampara  no  lo  que  dice 
el  juez,  sino  lo  que  ordena  cuando  personifica  el  poder  publico,  del  . 
cual  es  expresión  su  palabra. 

Lo  que  digo,  Seftores,  constituye  en  el  derecho  francés  ó  en  el  bel- 
ga la  enseñanza  de  todos  los  autores. 

Dalloz  (V.  Sentencias,  324,959,  etc.): 

«La  parte  resolutiva  constituye  la  sentencia  propiamente  dicha... 
La  parte  resolutiva  es  lo  único  que  constituye  la  sentencia.» 

M.  Larombiere-r-sabe  la  Corte  cuál  era  la  muy  alta  autoridad  de  , 
este  ex-prímer  Presidente  de  la  Corte  de  Casación  de  Francia — se  ex- 
presa así: 

M.  Dbscamps. — Qué  pasaje? 

M.  Bbbrnaert.— Sobre  el  art.  t,351,  núm.  18: 

«La  cosa  juzgada  reside  exclusivamente  en  la  pai  te  resolutiva  del» 
sentencia,  y  no  en  sus  motivos.* 

Las  Pandectas  belgas  la  Corte  sabe  quizás  quo  es  ésla  ana 
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compUactón  muy  importante,  que  ya  llega  á  su  volumen  70^  y  que 
roereee  seguramente  mucha  atención. .....  se  expresa  lo  mismo  (V. 

Coia  Juzgada  núms;  120  y  siguientes.) 

Uno  de  nuestros  jurisconsultos  más  notables,  M.  Arniz,  profesor  de 
la  Universidad  de  Bruselas,  dice  en  el  tomo  3*  de  su  Derecho  dvU 
página  404: 

•«La  cosa  juzgada  resulta  solamente  de  la  parte  resolutiva  de  la  sen- 
tencia, no  do  sus  m()tivo^^.  cuakinicra  <|nc  pueda  ser  la  opinión  que  se 
encuentra  otiunciuda  sobre  el  punto  en  cuestión.» 

LaureiiL  uiúni.  29.  t.  XX)  es  aun  mÚH  enórfiiro: 

«üs  de  principio  que  solo  la  parte  resolutiva  de  las  sentencias  ten- 

autoridad  de  cosa  juzíradn."  No  discute,  sino  afirma.  «Los  motivos 
que  da  el  juez,  nada  resuelven,  de  modo  que  no  puede  resultar  de  ellos 
eosa  juzgada.  Tiene  estn  su  fundamento  racional:  se  aplica  la  pre- 
sunción de  verdad  á  los  fallos,  á  íin  de  poner  tértnino  á  los  juicios  y 
evitar  que  una  seí,ninda  sentencia  venga  á  contradecir  á  la  primera. 
La  cosa  juzgada  implica,  pues,  la  existencia  do  una  decisión  judicial. 
Puco  importa  que  los  motivos  expresen  alguna  opinión  sobre  un  pun- 
to controvertido,  si  la  parle  resolutiva  no  acoge  tal  opinión  admitien- 
do ó  desechando  la  opinión  enunciada  en  los  considerandos,  no  hay 
cosa  juzgada.  Una  sentencia  reconoce  en  sus  motivos  que  el  terreno 
en  litigio  es  baldío  y  que  debe  reputarse  (propietaria  de  él  á  la  comuna 
demandante,  pero  la  parte  resolutiva  nada  dice  á  este  respecto,  Hmi' 
tándose  á  ordenar  un  examen  pericial  y  reservando  el  derecho;  la  co- 
muna pretende  que  hay  eqm  juzgada  sobre  la  naturaleza  del  terreno 
y  sobre  la  cuestión  de  propiedad,  fundándose  en  los  motivos  de  la  sen- 
tencia. El  tribunal  de  casación  de  Francia  ha  decidido  que  la  cosa 
juzgada  debe  inducirse  de  la  resolución,  y  no  de  los  motivos.»  Y  el 
autor  prosigue  bjí  el  mismo  sentido. 

Otro  jurisconsulto,  quizás  uno  de  los  más  notables  que  ha  escrito 
sobre  el  derecho  civil  francés,  Zachariie,  profesor  de  la  Universidad 
de  Heidelberg»  se  expresa  aun  con  mayor  energía.  He  aquf  lo  que  leo 
eo  el  tomo  8  de  su  obra,  párrafo  769: 

«La  cosa  juzgada  no  resulta  de  los  motivos,  sino  sólo  de  la  reso- 
lución de  los  fallos;  asi  pues,  aunque  los  motivos  expresen,  con  res- 
pecto á  cualquiera  punto  de  las  controversias,  una  opinión  explícita 
y  formal,  no  hay  acerca  de  dicho  punto  cosa  juzgada  sino  en  tanto 
que  lo  haya  admitido  ó  desechado  una  disposición  ile  la  sentencia. 

«La  parte  resolutiva  de  un  fallo— y  esto  llama  la  atención,  seño- 
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res,— no  tiene  autoridad  de  cosa  jiugada,  sino  relatiyamente  al  pan-  I 
to  que  en  ella  se  decide.  A  esto  se  debe,  por  ejemplo,  que  un  fiülo  qoe, 
á  demanda  de  un  acreedor,  condena  al  deudor  á  pagar  los  intensM 
de  los  intereses  ya  vencidos  de  un  capital  cuyo  monto  se  consigna,  oo 
tiene  efecto  de  cosa  juzgada  en  cuanto  al  fondo  de  ese  capital.  (Es 
casi  la  cuestión  que  nos  ocupa.)  Asi  también,  si  un  falto  concede  ali-  I 
mentos  al  demandante  (es  la  hipótesis  señalada  por  Laurent  en  un 
pasaje  discutido  por  ^\.  Kalston)  eii  ralidad  do  padre  ó  de  hijo  del  de- 
nmndudi),  carece  do  autoridad  de  cosa  juzgada  en  cuanto  ;i  la  eoes- 
lión  de  paternidad  ó  do  filiación,  cuando  este  punto,  por  no  haber 
sido  ohjpfo  (h  conchisioues  respectivamente  tomadas  por  Impar-  ' 
tes  no  ha  sido  ¿H(ii<  n'lo  ji  resuello  por  una  disposición  especial  y 
explícita  de  ¡n  sentencia^ 

M.  Descamps. — i  Es  claro' 

M.  Bekrnaeht. — ¿íK  partMto  claro  este  pasaje? 

M.  Drscamps. — ¡r.iertamente! 

M.  Bkkhnakrt. — ¡Pues  me  encanta  saberlo,  porque  rae  parece  de- 
cisivo! Os  ruego  ahora  que  nos  mostréis  esa  demanda  á  un  derecho 
perpetuo,  que  pretendéis  que  ha  sido  juzgada'  Mostradnos  lasooocto* 
siones  ó  e)  moniorial  oi)  que  liayáis  reclamado,  á  lo  menos  en  el  ó!* 
limo  estado  do  la  causa,  intereses,  no  por  veintiún  años,  sino  para 
siempre!  O  decidme  cómo  pudo  serle  poeible  al  juez  fallar  sobre  una 
demanda  que  no  se  había  hecho! 

Seftores,  puesto  que  nuestros  honorables  contradictores  parecen  es' 
tar  de  acuerdo  con  lo  que  acabo  de  decir,  puedodíspensarme  de  acu- 
mular autoridades. 

Que  la  cosa  juzgada  no  se  atribuye  á  los  motivos,  es  de  jurispru- 
dencia constante  así  en  Francia  como  en  Bélgica.  Tengo  reunida  so- 
bre el  particular  una  larga  serie  de  sentencias  judiciales;  pero  fiitigs- 
ría  á  la  corto  leyéndolas;  me  permitirá,  sin  embargo,  que  ponga  eo  so 
poder  algunas  indicaciones  á  este  respecto. ' 

Y  el  mismo  principio  se  halla  adoptado  en  Espafta  y  en  México. 
Hubiéramos  cpierido  demostrarlo  asf  con  la  colección  de  Pantoja,  ci- 
tada en  el  memorial  que  el  Sr.  Azpíroz  presentó  á  la  Comisión  Mixta; 

I  C.  C.  r..  5  junio  de  1S31,  S.  V.  l.,  341,  21  de  Diciembre  de  1830;  31,  i,  15a; 
(»  .!<•  rint  ro  <lc  1S3S.  I,  550;  23  (le  Juliií  ik-  1839,  I.  560:  8  <k"  Junio  tk-  1842,  l.  321;  JO 
tic  Agosto  tie  1S50,  I,  497,  etc.,  /'///  /.  M  .  Wa-c  Cota  //«¿Wrt,  ntíius.  144^  159;— V&- 
se  también  C.  C.  iSde  l<Uiero  lU-  1S77.  I'.  1,  S5:  25  de  Marxode  t88(»,  ele;  Ihwe- 
las,  I?  <b'  \\Atii>  de  1849.  I'.  136;— 3  lie  Ajíosto  ilc  1855;  P.  a,  453,  ele. 
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DOS  la  han  enviado,  pero  me  temo  que  llegae  demasiado  tarde,  y  ea 
caanto  al  ejemplar  que  nuestros  adversarios,  más  felices  que  nosotros, 

poseen,  parece  que  por  sa  paginación  no  está  concorde. 
M.  Rai.ston. — Queda  á  vuestra  disposición. 

M.  Bei'.hnaert. — (iracias. 

La  misma  regla  se  halla  consagrrada  por  una  decisión  formal  de  la 
Algemeine  Gerichis  Ordmiug  de  Aleinania.  í(iio  si«rue: 

'Los  oologiot»  de  jueces  y  lo«?  reilarloros  do  sontciioias  deben  dis- 
lintruir  nuidadosamente  la  dpn¡si()ii  real  de  sii-^  molivos  y  darles  lu- 
diferente,  sin  confundirlos  ianuis,  pues  los  simples  motivos  no  de- 
ben nunca  tener  la  autoridafl  do  oíísa  juzíjadn.» 

Aquí  tenemos,  por  lo  (jue  respecta  á  Alemania,  dos  declaraciones 
sef'iramnnte  intere-^antcs :  -  los  simples  motivos  no  deben  nunca  te- 
ner la  autorida<l  de  cosa  juzgada*,  y  se  prescribe  al  juez  que  no  debe 
confundir  arabas  cosas;  que  debe  separar  los  motivos  de  la  parte  re- 
solutiva. 

Savigny,  qao,  como  sabéis,  enseña  una  opinión  diferente  de  que 
pronto  hablaré,  se  declara  en  nuestro  sentido  por  otras  razones,  re- 
concce  que  en  lo  tocante  á  motivos  la  mayor  parte  de  los  autores  ale- 
manes son  de  parecer  diverso  del  suyo,  y  cita  en  su  libro  decisiones 
de  la  jurisprudencia  alemana  que  resuelven  la  cuestión  como  la  ju* 
rísprudencia  belga  y  la  francesa. 

T  otro  autor  citado  con  complacencia  por  nuestros  honorables  co- 
legas, M.  GrioUet,  que  trata  extensamente  la  cuestión,  refuta  la  tesis 
de  Savigny,  é  insiste  en  ello  en  varios  logares  de  su  libro*  Para  Grio- 
Uet  no  hay  que  tomar  en  cuenta  los  motivos:  ellos  no  tienen  más  que 
la  autoridad  del  jues,  y  de  ningún  modo  comportan  la  presunción  de 
verdad  atribuida  á  la  cosa  juzgada;  lo  dice  en  la  página  7. 

He  aquí,  pues,  la  cuestión  precisada  y  muy  claramente;  pero  agre* 
ga  (y  vuelve  á  lo  mismo  en  la  pág.  9): 

"El  error  de  Savigny  comienza  desde  el  punto  en  que  extiende  la 
aatoridad  de  la  cosa  juzgada,  ya  no  sólo  á  las  informaciones  de  dere- 
cho consideradas  como  motivos  de  la  sentencia,  sino  á  bachos  y  aun 
á  derechos  que  no  constan  en  autos^ 

Y  en  la  pág.  102,  con  más  preoisióii,  leemos: 

■  Eli  nuestros  usos  como  en  derecho  romano,  la  sanción  ó  la  deue- 

pción  de  sanción  constituye  la  resolución  de  la  sentencia  

Xingnno  (If-  niiastroH  anfores  ha  cnseñ  tdo  un  sisletna  análogo  al  de 
M.  de  Savigny  sobre  la  auiori<lad  de  los  motivos;  y  la  jurisp;udencía 
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reconoce  en  principio  que  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  no  n  ei* 
ÜBná»  á  ninguno  de  loa  moHvoe  de  la  decUtión*^ 

Encontraréis  aun  en  otros  pasitos  esta  misma  tesis,  pero  do  qoíero 
abosar  de  las  citas  

Sm  Edward  Frt.— -Queréis  prestarme  el  libro? 
•  'M;  Bbbrnabrt.— Con  mucho  fausto,  pero  como  volveré  á  neceailar- 
lo.  Vuestra  Señoría  se  servirá  devolvérmelo. 

SiR  KinVARD  Fry. —  Es  sólo  por  un  instante. 

M.  ükkrnm:ií  i  , — Decía  yo,  pues,  que  la  obra  de  Griollet  confirma  mi 
tesis  en  lo  concerniente  á  la  absoluta  distinción  que  debe  hacerse  entre 
los  motivos  y  la  resol ucióiu 

M.  Dbscamps. — Tendréis  la  bondad  de  indicarme  las  pitginasáque 
liacéis  referencia,  jiorque  es  muy  imixtrlante. 

M.  BgüRNABRT. — He  indicado  varias;  ved  también  las  pt'igs.  lu2, 183 
y  aun  señalaré  otras. 

El  principio  que  acabo  de  iiidiear  ha  sido  objeto  de  diversas  aplica- 
ciones que  lo  csclareicen  mejor.  No  solamente  no  tienen  ninfiirna  mita- 
ridadde  fallo  los  motivos  de  unudecisión  judiaial,  pero  ni  siquiera  ha- 
cen responsable  al  juez  de  quien  emanan. 

En  razón  de  esta  regla  fimdamental  es  cotno  el  auto  interlocuto- 
rio  na  hace  responsable  ai  Juez.  Jude¡»  ab  interloctUaris  diaceden 

Y  M.  Larombiére  (núm.  16)  advierte  que  para  que  sea  así,  hny  ia 
KUEÓn  decisiva  que  entre  el  objeto  de  la  demanda  juzgada  por  íntor! 
catorío  y  la  decisión  que  admite  ó  rechaza  esta  demanda  en  el  fondo. 
RopuOde  haber  identidad  "y  que  la  idenddad  deót^jeio  es  siempre  una 
de  las  condiciones  esenciales  y  fundamentales  de  la  cosa  juzgada.''  Sio 
duda  el  juez  ha  expresado  su  sentimiento,  y  puede  haberlo  hecho  « 
las  condiciones  más  explícitas  y  formales»  en  donde  no  falta  ya  más  (pK 
sacar  la  conclusión:  mas  poco  importa,  pues  sólo  se  trata  de  un  psre- 
cer,  de  un  prejuicio,  y  mientras  no  halla  falto,  el  juez  es  libre  de  cam- 
biar de  opinión. ' 

r  No  quiero  citaros  más  que  una  sentencia  muy  reciente  de  nnestn 
Corte  de  Casación  ( IB  de  Julio  de  1901 ),  que  tiene  en  jurispradeocis 
grande  y  muy  sería  autoridad.  Varios  de  los  miembros- de  laAlU 
Corte  puedeii  confirmar  lo  que  digo» 

I  V.  c  e.  F.  Judío  lodc  185O  (l).  V.  56,  1,  425;)  C.  C.  B.  Einero  s8  de  iS^i?,^ 
I.  296;)  Mayo  29  <le  1898  (9*$.  191;;  Julio  tS  de  1901  (i9qi.  1,  349.) 
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«Considerando,  dice  la  sentencin,  que  el  fallo  de  19  de  Noviembre 
de  1868  sebalimiladoáadiiutir  la  piuebade  ciertos  hochos;qui:  id  sen- 
tencia es  purnmonto  inteHocn loria:  que  las  apreciaciones  que  contie- 
ne áübre  el  íuiuii»  (id  prorcso  no  coristituyen  de  ningún  modo  la  cosa 
^uzí^ada,  por  rcaldir  ésta  exclusiva  mente  en  la  parte  resoluiiva  de 
los  faltos. ...» 

Luego,  la  presuin  i'Mi  <lo  un  fallo  simplemente  interlocutorio  no  tie- 
iip  niníTuna  fuerza  jiii  itin  a  y  se  ha  venido  á  reforzar  mi  argumenta- 
ción (ic  hace  un  momento. 

Otra  consecuencia  del  mismo  principio:  Kn  los  Estados  donde,  co- 
mo en  Francia,  en  Bélgica,  y,  si  no  me  engaño,  en  los  Países  Bajos, 
ia  Corte  Suprema  no  tiene  que  juzgar  más  que  el  derecho  y  la  exacta 
aplicación  de  la  loy,  sin  preocuparse  del  hecho,  ningún  recurso  en 
ca.saci6a  puede  admitirse  contra  un  error  de  derecho  de  los  motivos, 
si  dicho  error  no  vicia  al  mismo  tiempo  la  resolución. 

Los  motivos  erróneos  no  pueden  por  si  mismos  dar  lugar.á  casación, 
pues  no  oreando  responsabilidad  para  el  jues,  no  expresan  el  doreobos. 

Como  esta  cuestión,  Señores,  tiene  quizás  relación  más  directa  con 
la  lesÍB  que  defiendo,  me  permitiré  indicaros  algunas  de  las  decisiones 
de  tribunales  supremos  que  así  lo  han  Callado.  Son  las  decisiones' de 
la  Corte  de  Casación  de  Bélgica  de  los  días  3  de  Marzo  de  1863  (Pá^ 
mriaie  de  Beigiqm,  1353,  tom.  (,  pag.  249),  13  de  Febrero  de  1866 
y  5  de  Noviembre  de  1888  (Pastorisie,  1889,  tom.  l  pag.  20).  hsíCoF- 
te  de  Casación  de  Francia,  lo  ha  resuelto  con  igual  claridad  en  sos 
fallos  más  antiguos  de  los  días  8  de  J^ebrero  y  8  de  Agosto  de  1837, 
13  de  Marzo  do  1838,  etc. 

Tan  escasa  es  ta  importancia  de  los  motivos  desde  el  punto  de  vista 
de  la  cosa  juzgada,  que  iiingún  recurso  de  casación  es  siquiera  admi* 
sibie  cuando  hay  contradicción,  contradicción  absoluta  entre  los  mo- 
tivos y  la  resolución  de  una  misma  decisión  judicial.  Si.  pues,  el  fa- 
llo dice  hlaiico  en  sus  moliv<»s  y  negro  en  su  resolución,  la  contra- 
d¡oc¡<'»n  OH  íibsoluta,  poco  importa  el  error  couielido,  no  hay  que  tomar 
en  coiisidt'i-ación  más  <foe  la  parte  resolutiva.  Así  os  como  se  ha  pro- 
nunciado ia  Corte  de  ('.¡isación  de  Frani-ia,  — nte  apenuí»  oslas  cila.s, 
f>ero  tal  vejasen  necesaria^'  espe<'ialiiientc  el  ti  de  Febrero  de  1807, 
el  y  de  Febrero  .le  1839.  el      do  .hilio  de  IHHÍ),  el  'A  de  Mayo  de  1843. 

rren,  jmos,  Señores.,  podci-  inienr  de  lo  qiio  acabo  do  ox|)oneros 
que,  á  lo  menos  en  el  punto  de  vista  de  las  legislaciones  procedentes 
del  derecho  romano,  y  especialmente  de  la  legislación  hispano-iime- 


Digitizcü  by  Google 


400  FOHDO  PlAOOtO  OB  LAS  GALIFCWIIIAt. 


ricana,  puede  aíirmar.se  que  la  cosa  juzjíada  reside  exclusivainenle  en 
la  parte  resolutiva  y  no  se  extiende  jamás  a  lu.s  motivos  de  una  seo- 
tencia. 

¿Ks  esto  decir  que  los  motivos  no  loiijran  en  semejante  caso  ningu- 
na importancia?  No  es  tal  mi  pensamiento.  Los  ínotivos  pueden  in- 
vocarse útilmente  para  determinar  el  sentido  de  la  resolución,  para 
darlo  su  verdadera  signiücación,  para  inlerpretarla  si  es  obscura;  eslo 
también  es  de  jurisprudencia,  pero  los  motivos  no  tienen  aquí  otro 
alcance. 

Más  aún:  los  autores  y  la  jurisprudencia  están  conformes  en  que. 
aun  en  la  parte  especial  de  la  sentencia  que  constituye  la  resolucióo. 
no  alcanza  la  fuerza  de  cosa  juzgada  más  que  á  lo  que  el  juez  ordena 
j  qoe  es  preciso  que  las  disposiciones  sean  ciertas,  8enientia  deibH 
€88$  certa.  Las  simples  enunciaciones  ó  una  condenación  ímpncia 
no  participan  de  la  presunción  de  verdad. 

Tal  era  ya,  Señores,  lo  que  disponía  la  ley  romana,  y  Pothier  lo  ha 
tomado  de  ella.  Podéis  consultar  también  lo  que  dice  Larombeire 
(Tratado  de  las  obligaciones,  tom.  III,  núm.  19.) 

Ya  he  tenido  el  honor  de  deciros  que  en  esta  cuestión  relativa  i  la 
fuerza  de  los  motivos,  existe  la  opinión  divergente,  y  digna  segaramen- 
te  de  llamar  la  atención,  de  Savigny. 

Yo  menos  que  nadie,  Señores,  podría  no  hablar  de  este  ilustre  jaría* 
consulto  con  todo  el  respeto  que  se  le  debe,  pues  soy  quizá  ano  de  los 
últimos  oyentes,  que  aun  viven,  de  su  curso  de  Berlín  y  conservo  deél 
los  más  gratos  recuerdos. 

M.  de  Savigny  no  extiende  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  á  todos 
los  motivos,  hace  una  distinción  un  poco  nebulosa,  quizás  demasiado 
nebulosa,  entre  los  que  él  llama  los  motivos  subjetivos  y  los  motivos 
objetivos,  y  sólo  á  los  últimos  concede  la  fuerza  de  la  cosa  juzgada.  Pa- 
ra él,  el  motivo  subjetivo,  es  únicamente  accesorio,  puede  haber  teni- 
do al^'una  indiicncia  en  el  áiiinto  del  juez,  pero  sin  lle{j:ar  á  determinar 
su  resolut'i()ii :  en  camliio,  el  niotiví»  objetivo,  es  el  motivo  determÍDau- 
te,  y  debería  parti('i[)ar  de  la  verdad  de  la  cosa  juzgada. 

Ve  la  Corte  qué  |)eligro  presentaría  en  la  práctica  la  admisión  dese- 
mejante tesis  y  cnán  delicada  investigación  psicológica  habría  queha- 
cer para  d¡.scernir  los  uíotivos  decisivos  y  los  que  sólo  tienen  un  vahir 
accesorio!  Tal  c-  con  todo,  la  opini^in  de  Savigny,  y,  para  precisarla 
bieu,  se  apropia  lo  que  dice  Bohmer. 
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«Los  motivos  que  se  deben  retener  ^on  los  que  constituyen  el  alma 
de  la  sentencia*» 

Esta  es  la  tesis  que  condena  GrioUet  con  gran  fuerza  de  razonamien- 
to, pero  pronto  vamos  á  ver  que  por  otras  causas  nos  daría  la  razón 
Savign  y  si  fuese  uno  de  nuestros  jueces. 

Oe  lo  que  hasta  ahora  he  dicho,  creo.  Señores,  poder  deducir  que 
la  excepción  de  cosa  juzgada  no  podría  alegársenos  más  que  en  el 
caso  en  que  la  prioiera  sentencia,  la  sentencia  de  M.  Thornton,  la 
hubiera  fundado  en  nuestro  caso;  M.  Thornton  habría  necesitado  de- 
clarar el  derecho  de  los  Obispos,  no  sólo  á  las  veintiuna  anualida- 
des que  falló,  sino  á  un  capilal  ó  á  la  renta  perpetua  que  ese  capital 
representara. 

Ahora  bien,  Soñoros;  vosotros  sabéis  que  lo  contrnr m  os  lo  quo  re- 
sulta del  texto  preciso  del  laudo  del  superárbitro,  quo  no  condena  más 
I  que  al  pago  de  veinliún  años  lie  intereses. 

V  aun  más  decisivo  parece  esto  cuando  se  relaciona,  como  siempre 
es  uidispensable  hacer,  la  cosa  de  tal  modo  jitz<?adíi  con  la  demanda 
que  se  presentó  al  juez.  Kh.  cmi  efeeto,  re«j;I;i  tan  elemental  como  uni- 
versal, que  jamás  puede  el  juez  exceder  los  iínntes  de  la  demanda.  La 
demanda  es  la  base  de  la  sentencia,  no  es  posible  .salir.se  de  ella;  es  el 
viejo  aforismo:  TaiUumjudicatumquanfum  Utigatum.  Y  bajo  otra 
forma,  es  el  principio  proclamado  por  el  art.  1,531  del  Código  Civil: 
(No  hay  ni  puede  haber  cosa  juzgada,  sino  sobre  lo  que  ha  sido  o6/e- 
to  de  la  demanda.  *  Tal  es  «el  aliña» — ^válgome  á  mi  vez  de  esta  ex- 
presión— del  art.  1,351. 

En  derecho  francés,  belga  ó  español,  si  el  juez  ha  fallado  sobre  co- 
sas  no  demandadas,  hay  lugar  á  apelación,  y  él  mismo  debe  declarar 
nula  su  sentencia.  Esto  prescriben  los  Códigos  de  Procedimientos  fran- 
cés y  belga,  art.  480,  nums.  3  y  4. 

Lsurent  va  más  ley  os:  ni  siquiera  admite  que  sea  necesaria  una  re- 
tractación formal,  sino  que  dice:  «no  debe  tomarse  en  consideración 
(Tomo  20,  núm.  13)  la  sentencia  en  lo  que  falla  uUra peiita,» 

Y  no  debo  insistir,  puesto  que  mis  honorables  contradictores  mis- 
mos han  reconocido,  en  los  documentos  distribuidos  por  ellos,  que  si 
tos  árbitros  hubieran  fallado  más  allá  de  la  demanda,  no  sería  obliga- 
toña  su  decisión.  Savigny  es  del  mismo  parecer. 

Luego,  los  primeros  jueces  no  habrían  podido  reconocer  un  de- 
recho |>ci-petuo  y  consagrarlo  sino  en  el  caso  de  que  se  les  hubiese  pe- 
dido semejan  le  cosa;  era  imposible  que  su  sentencia  sobrepasara  los 
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'  limites  d«  la  demanda,  ñn  ser  nula.  Tal  es  )a  regla;  regla  absoluta  y 
uniTersal. 
Veamos  lo  que  se  ha  demandado. 

Al  principio,  SS.  SS.  los  obispos  habían  anunciado  una  reelamacióo 
de  capiUil;  en  su  primera  carta  al  Gobierno  de  los  Elstados  Uoidos, 
manifestaban  tener  contra  México  reclamaciones  muy  importante 

que  alcanzaban  muy  grandes  sumas — hablaban  de  1.400,000  ó  

1.500,000  pesos  oro.  Pero  hi  parle  reclamante  cambió  más  larde  com- 
pletamente de  actitud,  para  no  pedir  ya  más  que  veintiuna  auualida- 
deü  á  partir  del  año  1848  hasta  el  ano  1870,  y  más  tarde,  como  hace 
un  momento  lo  he  recordado,  no  extendieron  siquiera  «u  demanda  á 
las  anualidades  vencidas  en  el  curso  de  la  instancia,  como  hubiera  sido 
tan  natiirnl  hacerlo,  y  ni  reservas  expusieron  á  ese  respecto.  Reduje- 
ron, pues,  su  reclamación  á  veintiuna  anualidades,  y  cuando SirThorn- 
ton  dió  su  laudo,  se  limitó  e.xactamente  á  lo  demandado,  pues  no  ie 
hubiera  sido  ]']ñ\n  ir  más  lejos  sin  que  su  obra  fuese  nula. 

¿Cómo  admitir,  desde  entonces,  que  sus  motivos  hubiesen  sobrepa- 
sado tanto  su  resolución  cuanto  lo  que  le  pedían  que  resolviera? 

En  hecho  como  en  derecho,  era  cosa  absolutamente  i:nposible. 

¿Y  porqué,  Señores,  cambió  de  actitud  la  parle  demandante?  ¿Po^ 
qué  todavía  hoy  ante  vosotros  se  reclama,  no  el  reconocimiento  de  un 
derecho  perpetuo,  sino  sólo  treinta  y  dos  anualidades?  La  razóoiie 
esto  es  del  mayor  interés  y  ya  os  ha  sido  indicada. 

Es  que  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  habia  eximido  á  México 
desde  un  doble  punto  de  vista:  de  parte  del  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  constituía  un  reglamento  formal,  definitivo  y  completo  que  ale- 
jaba todo  motivo  de  disputa,  toda  posibilidad  de  conflicto;  y  cosa  mis 
importante  desde  nuestro  punto  de  vista,  este  mismo  Tratado  abolía 
todas  las  reclamaciones  que  hicieran  ciudadanos  de  los  Estados  Caí- 
dos contra  el  Gobierno  mexicano,  mediante  el  pago  por  México  al  Go- 
bierno americano  de  una  suma  de  3.250,000 dollars ;  los  Estados  Unidi» 
exonerando  al  Gobierno  mexicano,  se  encargaban  de  atender  por  sí 
mismos  á  todas  las  redamaciones  que  se  reconocieran  con  fundamenta 
De  suerte  que,  en  lo  sucesivo,  ya  no  habría  reclamación  posible  de  parle 
de  ciudadanos  de  ninguno  de  los  dos  países  contra  el  Gobierno  del  otro 
desde  el  momento  en  que  el  priucipio  ó  la  razón  de  ser  de  tales  recla- 
maciones procediera  de  hechos  ó  actos  anteriores  á  lu  iatiíkacióndel 
Tratado. 

En  estas  condiciones,  ¿cómo  podía  presentarse  la  reclamación  de  una 
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parte  del  Fondo  Piadoso?  ¿Cómo  reclamar  en  razón  de  hechos,  los 
unos  que  databan  de  un  siglo  ó  sigio  y  medio,  más  recientes  los  otros, 
pero  procedentes  del  (robierno  mexicano  y  de  decretos  por  los  que 
sucesiva.nciile  ha  dado,  y  Iupíio  quitado  al  übi'^i^o  de  California  la  ad- 
ministración de  los  bienes,  pero  todos  nuiy  anteriores  á  la  fecha  del 
Tratado?  Era  imposible;  ei  texto  era  formal,  y  lo  que  no  podían  hacer 
los  Obispos  americanos  evidentemente  mucho  meaos  hubiera  podido 
hacerlo  el  Gobierno  do  los  Estados  Unidos. 

Sin  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  una  reclamación  hecha  por 
el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  se  hubiera  presentado  en  condi* 
ciooes  jurídicas  más  ventajosas  que  la  de  los  obispos.  Quizás  hubie- 
ran podido  decir:  «Hay  aquí  un  fondo  con  objeto  público,  destinado 
á  grandes  intereses,  para  el  beneficio  de  un  territorio  hoy  dividido  en- 
tre nosotros:  repartámonos  los  recursos  como  habremos  de  repartir^ 
nos  en  lo  socesiro  los  cariaos.» 

Pero  el  texto  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  prohibía  semejan- 
te lenguaje. 

Así  se  comprendió,  y  por  eso  mismo  los  obispos,  deapiés  de.  haber 
anunciado  su  pretensión  á  un  capital  ó  ¿  una  renta  que  representaba 
ese  capital,  se  limitaron  á  reclamar  Tientiuna  anualidades,  diciendo 
que  se  trataba  de  derechos  no  causados  antes  de  1848  y  que  nacen  ca- 
da afto  por  la  falta  de  pago,  y  que,  por  consiguiente,  no  había  sido  re- 
nunciado. 

El  superárbitro,  Señores,  reconoce  la  verdad  de  lo  que  acabo  de  de- 
cir, según  esto  que  leo  casi  al  principio  de  sii  laudo: 

<Las  reclamaciones  anteriores  á  lu  ratificación  del  Tratado  de  Gua- 
dalupe Hidal:¿o,  que  se  hubieran  podido  presentar  antes  de  esa  fecha, 
no  podían  sotneferse  a  la  Comisión,  pero  son  admisibles  las  reclama- 
lonea  posteriores;»  y  así  es  como  falla  que  se  pa^^ien  «ios  intereses 
vencidos  del  30  de  marzo  de  I8i8  hasta  este  día.» 

«Hasta  este  día  »constituía  una  distracción  — las  (jne  suelen  ocurrir 
aun  en  !rts  prácticas  de  justir-ia — pues  C'^lahan  en  lH7ñ,  y  en  la  resolu- 
'"ión,  el  arbitro  no  concede  sino  los  intereses  demandados, — los  únicos, 
[»or  de  contado,  que  pudo  otorgar— es  decir,  hasta  1870.  Este  conside- 
rando, á  lo  menos,  no  se  ha  invocado  con  valide?,  de  cosa  juzgada. 

No  era  posible,  pues,  reclamar  ufi  derecho  al  capital;  no  se  ha  hecho 
ni  ha  sido  estipulado.  cosa  notable,  todavía  ahora,  se  reconoce  que 
esto  no  es  posible!  M.  Kalston  dice,  en  su  carta  del  21  de  Febrero 
de  1901  á  los  Estados  Unidos: 
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« No  heinosreclnínado  nunca  los  bienes  ni  el  Fondt».  Ksto  luibiera  sido 
¡íapo.sil)le,  porque  lascüníiscaoi<^neRdecreta(lns  fueron  notos sobeninos» 

Se  veía,  i)ues,  un  motivo  de  iiiadinisibilidaU  que  reconocía  como 
insuperable,  por  lo  cual  se  transformó  la  acc¡«'»n  reduciéndola  á  vein- 
tiún años,  so  pretexto  de  que  sólo  de  año  en  año  se  violaba  el  derecho, 
y  que  bahía  liir;ar  á  tantas  demandas  anuales  diferentes  cuantos  fue- 
sen  los  vencimientos. 

Confieso,  Señero?,  que  aun  en  sí  tnisma  me  parece  injustiíicablo  c-- 
ta  transformación  de  la  demanda.  ¿De  qué  manera  concebir  un  dere- 
cho anual  que  carecería  de  principio?  os  hubiera  satisfecho  que  no 
86  fallara  ese  derecho, que  no  se  hubiera  reconocido?  ¿Pretenderéis T]ue 
Tuestro  título  se  imponía,  que  tenía  fueza  legal,  que  ni  necesidad  ha- 
bía de  hacerlo  valer  cuando  tan  formalmente  os  lo  dispataban?  £s 
preciso  que  esto  sea  lo  que  sostengáis,  pues  de  otra  manera  la  tram- 
formación  de  vuestra  acción  seria  inconcebible. 
•  Por  otra  parte,  ¿en  qué  consiste  ese  extraño  respeto  á  los  derechos 
y  actos  soberanos  de  México,  ya  que  tal  es  la  palabra  que  se  emplea? 

México  nacionalizó  los  bienes  del  Fondo  Piadoso  como  nacionalizó 
más  tarde  todos  los  bienes  de  la  Iglesia,  siguiendo  al  hacerlo  más  deon 
precedente.  Podemos  deplorar  y  sentir  tales  actos,  como  dice  el  Señor 
Ralston,  y  debo  decir  que  en  este  punto  nos  pondríamos  fácilmente  de 
acuerdo;  pero  él  reconoce  que  es  en  vano  que,  fílosóftca  ó  híslóricatneii' 
te,  se  les  lamente,  puesto  que  tales  la  ley,  y  en  efecto,  no  estamos  aquí 
como  hombres  políticos,  sino  como  juristas ;  debemos  inclinamos  ante 
la  ley  sin  contradecirla,  pues  la  ley  es  como  las  cifras,  no  se  díseuten. 

¿Pero  qué  manera  de  indinarse  es  ésta? 

Reconocéis  que  México  es  propietario  del  Fondo  Piadoso,  que  nada 
tenéis  que  reclamar  á  ese  respecto:  y  ni  siquiera  le  sería  lícito  desp>- 
jarse  de  esa  propiedad,  estaría  condenado  á  ser  propietario  á  perpe- 
tuidad,— als^o  así  como  una  túnica  de  Noso! — ^  Pero  en  qué  consistiría 
este  derecho  <iiie  á  vuestro  juicio  respetáis  escrupulosamente?  En  h 
vcnlajade  tener  (pie  pagar  perpetuanioiile  un  iiilcrcs  do  (3  pt)r  Í0() so- 
bre el  í-apital  (juese  aleg'a  representado,  y  esto  de  uti  modo  indeüiii  lo. 
perpetuo,  y  en  oro,  y  sin  conceder  á  México  nint^nma  intervención  en 
lo  relativo  al  empleo  de  loa  fondos,  sin  que  se  le  permita  la  menor  in- 
gerencia i 

No  reclamáis  el  capital  ¡oh  nol,  respetáis  la  ley  mexicana,  rooonn 
céis  que  no  podéis  discutirla,  que  se  la  debe  obedecer,  pero  reclamáiá 
todos  las  ventajas  que  los  bienes  os  darían  y  aun  mucho  más! 
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Sea  lo  que  fuere  esta  cuestión  que  hago  mal  on  tocar,  puesto  que 
M.  Delacroix  la  trató  ayer  del  modo  más  nomplclo,  hay  on  ella  algo 
que  Tie  parece  inadmisible  y  sobre  lo  (pie  me  permito  llanuir  tuda  ki 
atención  de  la  Corte:  el  hecho  de  alegar  a  la  vez  que  no  se  puede  re- 
clamar el  capital  y  que  se  ha  tenido  buen  cuidado  de  no  hacerlo  y  se 
si'srne  teniéndolo, — y  qi:»'  a  einbarifo  so  ha  adjudicado  implícitamen- 
te dicho  capiln!  bajo  la  íorina  de  una  renta  perpetua.  Loque  no  jiuede 
ser  es  pretender  al  mismo  tiempo  librarse  de  la  declaración  de  no  ha 
lugar  que  tieroHariainente  recaería  contra  la  demanda  del  capital,  y 
decir  que  este  mismo  principio  ha  sido  juzgado! 

Dícese  que  no  se  trata  sino  do  un  derecho  que  nace  cada  año,  i  y  se 
fallaría  ad  fuiurum  á  perpetuidad,  relaÜTamente  á  derechos  qae  aun 
no  han  nacido! 

Esforzáos  en  poner  acuerdo  en  todo  esto. 

Por  mi  parte,  me  declaro  en  la  imposibilidad  de  hacerlo. 

Señoree:  se  han  pronunciado  hacia  el  Gobierno  mexicano  algunas 
frases  un  poco  vivas;  no  quiero  yo  decirlas  semejantes.  La  solemni- 
dad de  esta  instancia  que  por  primera  vez  pone  en  movimiento  una 
insUtucidn  á  la  que  tengo  ¿  grande  honor  haber  podido  contribuir,  la 
personalidad  de  nuestros  jueces,  la  elevada  esfera  en  que  discutimos 
deben  excluirlas.  Pero  permítaseme  decir  que  hay  aquí,  de  parte  de 
nuestros  adversarios,  una  habilidad  de  actitud  que  no  resistirá  al  exa- 
mea.  En  mi  opinión,  no  es  correcto  querer  acumular  las  venb^as  de 
dos  situaciones  contradictorias.  Hai)éis  pedido  veintiuna  anualidades 
y  las  habéis  obtenido;  sea,  la  cosa  ha  sido  juzgada  y  se  ejecutó  la  sen- 
tencia; pedís  ahora  treinta  y  dos,  habéis  sido  admitidos  á  ejercitar 
Tueslra  acción,  no  lo  nieiío;  pero  dijro  que  en  cuanto  á  esta  segunda 
demanda  que  ha  seguido  tan  lejos  á  la  primera,  ten}ro  el  derecho  de 
defenderme  sin  que  so  me  pueda  oponer  la  cosa  juzgada,  y  vosotros 
Mo  podéis  hacerlo  sino  modilicando  id  carácter  de  vuestra  demanda,  y 
iútidole.  desde  la  priincra  iiislanoia,  este  carántfr  permanente  y  per- 
petuo que  la  hubiera  licclu»  aUsolulanuiiitc  dosprliablo. 

Se  ha  manifestado  cxtrañeza  de  ver  agilar.se  dos  veces,  no  la  misma 
demanda,  sino  la  misma  cuestión.  ¿í'.<>nm,  dicen,  si  se  ha  juzgado  (pie 
.se  debían  interesen,  ahora  que  hay  otros  devengados,  se  necesita  un 
nuevo  juicio? 

¿Pero  de  quién  es  la  ciil[i;i?  De  vosotros,  sólo  de  vosotros.  ¿Qué  os 
impedí  i,  si  os  creíais  con  derecho  fundado,  el  mantener  la  forma  que 
originariamente  habíais  dado  á  vuestra  reclamación?  Por  qué  no  pe* 
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dír  el  reconocimiento  del  derecho  alegado  primero?  Por  qué  ni  ahora 
lo  hacéis?  Por  qué  no  pedís  más  quo  treinta  y  dos  anualidades?  Por- 
que no  lo  podéis,  porque  no  os  atrevéis,  porque  si  dié^eis  á  vuestra 
deinaiid.i  un  alcance  fl:eneral,  se  alzaría  el  Tratado  de  Guadalupe  Hi* 
dalgo  ante  vosotros  para  cerraros  el  camino. 

Luego,  no  debéis  ioculparnos  á  nosotros  por  eso  que  os  parece  tan 
extraño! 

Y  ya  que  estoy  en  este  terreno,  permítaseme  responder  á  otros  re- 
proches que  me  ha  sorprendido  oír  en  boca  de  nuestros  contradicto- 
res. Se  lia  dicho  que  no  e«!{á  bien  aceptar  una  sentencia  cuniido  es 
favorable,  |iara  rechazarla  en  el  caso  contrario;  que  no  so  puede  re- 
chazar la  COBO,  juzgada  so  pretexto  de  que  emane  de  arbitros  ó  poner 
en  duda  su  compotencia. 

En  d(5nde  se  ha  visto  semejante  cosa!  En  dónde  ha  faltado  México 
á  sus  deberes  de  nación  ó  indicado  que  estaría  dispuesta  á  faltar  á 
ellos?  Admitió  una  primera  vez  el  arbitraje,  y  con  fundamento  se 
recordado  que  ha  tenido  después  diez  ocasiones  de  substraerse  á  él, 
puesto  que  ha  sido  preciso  prorrogar  sucesivamente  los  plazos.  El  Go- 
bierno mexicano,  lejos  de  pensar  en  ello,  ha  reconocido  honrado  y  leal- 
mente ^que  había  lugar  á  prolongar  el  término  del  compromiso:  y  cosa 
curiosa,  se  ha  pretendido  sacar  de  ello  un  argumento  contra  dicho  país! 

En  este  arbitnye,  México  no  ha  desconocido  la  competencia  de  la 
Comisión,  no  ha  discutido  sino  la  pretensión  de  hacerla  conocer  de 
una  reclamación  á  que  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  había  puesto 
término;  y  México  tenía  razón,  puesto  que  estas  consideraciones  son 
las  que  os  determinaron  á  modificar  la  demanda  dándole  otro  carie- 
ter.  Tal  es,  señores,  lo  que  el  Sr.  Azpíroz  ha  hecho  notar  en  el  nota- 
ble alegato  reproducido  en  el  libro  rojo  y  sobre  el  que  me  permito  lia* 
mar  la  atención  de  la  Corte  como  complemento  de  nuestra  defensa:  d 
apunto  es  demasiado  complicado,  demasiado  complexo,  demasiado  IuT* 
go  para  que  podarnos  exponerlo  todo. 

Kl  Sr.  Azpíroz  decía  que,  aun  reduciendo  la  demanda  ácicrlas  anua- 
lidades, su  naliiralcza  era  la  misma:  <No  reclamáis,  decía,  más  que 
los  intereses  devengados  en  veintiún  años:  ])cro  e^tos  veintiún  años 
supuiien  una  base,  un  fondo,  y  (piizás  más  tarde  vendréis  á  dci  iriios 
que  h  a  sido  reconocido  esto  derecho,  cuando  ni  siquiera  puede  ser 
alegado.» 

Y  ya  vemos  cómo  se  ha  realizado  precisamente  el  temor  así  expues- 
to. Tenía,  pues,  nuevamente  razón. 
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U  defensa  de  México  ha  sido,  en  mi  sentir,  absolutamente  correcta. 
Pero  sucambió;  el  superárbitro  se  declaró  competente  para  la  con- 
teslacídn  limitada  que  sólo  ha  tenido  en  cuenta.  Y  ha  fallado,  y  fa- 
llado sin  grande  examen,  ó  á  lo  menos  sin  examen  detallado,  puesto 
que.  de  todos  los  medios  y  de  todas  las  cifras  que  habéis  oído  discu* 
tír,  no  se  trata  en  la  sentencia.  Pero  no  se  había  ilustrado  el  deba- 
te con  estas  discusiones  contradictorias  que  dan  lux  aun  á  loe  me- 
jores jueces. 

El  Gobierno  mexicano  ha  respetado  y  plenamente  ejecutado  esta 
sentencia:  pero,  sin  fallar  al  respeto  al  juez  que  la  pronuuciu,  permí- 
ta¿eiiü.-;  decir  que  no  revela  sino  conocimientos  jurídicos  un  poco  su- 
marios. I*ür  lo  demás,  el  mismo  juez  lo  reconoce  al  principio  de  su 
seuteiicia:  Sir  Tliornton  dechira  (jue  no  puede  discutir  los  argumentos 
expuestos  por  las  dos  parles  y  que  decide  conforme  a  lo  que  considera 
juslri  Y  eí}ii ilativo. 

Sea  lo  que  íuere,  México  se  somelió  y  pagó  como  debía,  y  todavía 
hoy  reconocemos  :l  esa  sentencia,  que  quiero  conpsiderar  como  arbi- 
tral, fuerza  de  cosa  juzgada  en  m  parle  resolutiva. 

Pero  alegamos,  y  tenemos  el  derecho  de  alegar,  que  la  cosa  juzga- 
da así  se  limita  á  la  demanda,  que  no  ha  fallado  para  lo  porvenir,  y 
<fiie  la  nueva  demanda  de  que  conocéis,  nos  encuentra  en  posesión  de 
todos  ntie>lros  medios  de  defensa. 

Por  lo  demás,  Señores,  la  conducta  de  México  será  en  lo  futuro  lo 
que  hasta  ahora  ha  sido.  Su  Gobierno  cuida  demasiado  de  la  dignidad 
nacional  y  del  .sentimiento  de  I09  deberes  que  tal  dignidad  exh^e,  para 
que  sea  lícito  dudarlo,  y  mi  honorable  y  excelente  colega  Su  Excelen- 
cia el  Sr.  Pardo  no  habrá  de  contradecirme. 

Las  críticas  á  que  respondo  en  este  momento  carecen,  pues,  hasta 
de  pretexto. 

Pero  YueWo  á  mi  asunto.  Creo  haber  demostrado  que  no  se  debe 
tomar  en  consideración,  desde  el  punto  de  vista  de  la  autoridad  de  un 
fallo,  más  que  su  resolución,  lo  que  ha  decidido  ó  podido  decidir,  y  no 
803  considerandos;  pero  os  he  anunciado  que  aun  tengo  á  este  respec- 
to algunas  palabras  que  deciros  de  Savigny. 

He  dicho  que  si  Savigny  fuera  nuestro  juez,  nos  daría  la  razón,  no 
obstante  su  teoría  contraria  á  la  nuestra  en  cuanto  á  los  motivos,  y 
7oy  á  exponer  bajo  qué  doble  punto  de  vista. 

El  mismo  Saviijny  sostiene  que  el  juez  no  puede  fallar  sino  sobre  lo 
pedido  en  la  demanda,  sin  que  .su  .sentencia  pueda  jamás  excederse 
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de  los  limites  de  aquélla,  y  expresa  sa  pensamiento  haciendo  suyos  es- 
tos términos  de  Bachlca: 

c£l  jaez  puede  y  quiere  fallar  sobre  todo  lo  que  está  fijado  como 
«objeto  del  litigio  por  los  actos  del  procedimiento.» 

M.  Dbscamps. — ¿Qué  página? 

M.  BaaRNABRT. — Os  la  indicaré. 

Esto»  Señores,  es  la  reproducción,  con  otras  palabras,  de  la  porto 
esencial  del  art  1351  del  Código  Civil  á  que  os  he  llamado  la  aten- 
ción, y  que  se  refiere  al  objeto  de  la  demanda  y  al  objeto  del  juicio. 

Vixes  bien,  Señores;  si,  como  lo  dice  Savigny,  el  juez  noha  podido  res(»l- 
ver  sino  sobre  ol  objeto  del  litigio  determinado  por  los  actos  del  proce- 
dimiento, f.cóinu  se  nos  potii  ía  desechar  por  virtud  de  (Mjsa  jiiz;:  ida? 

Existo  uti  segundo  punto  áo.  vista  on  que  Savigny  vuelvo  á  darno- 
la  razón:  según  él,  también,  la  cosa  juz;Tada  jamás  puede  inlluir  í^obre 
lieehos  posteriores.  jno/,  aplit^a  ol  deroclio  á  un  lioi-ho  efectuado, 
pero  no  piiode  resolver  de  antemano  cuál  sorá  ol  deroolio  en  um  hi- 
pótesis dada.  1-1  juez  no  puede  fallar  ad  fufunmi.  Ksto  nu  ps  pasible. 

lV)dría¡s  además.  Sonoros,  consultar  áosto  rosponto  en  Laurcnt  t,  2n. 
luim.  íM,  un  fallo  de  la  Corte  de  Casación  de  Francia  del  12  de  Abril 
do  1851)  (í)  P  1,  260),  etc. 

Hay  un  caso  á  jiropiisito  del  cual  se  ha  puesto  á  menudo  en  claro 
esta  verdad  jurídica :  cuando  las  partes  solicitan  y  el  juez  decreta  ei 
nnvoMiio;  previendo  que  pudiera  algiuia  de  las  partes  no  someterse 
á  su  decisión,  la  obliga  do  antemano  á  los  daños  y  perjuicios  calcula-  i 
dos  por  día  de  retardo  ú  otra  cosa.  Se  ha  negado  la  fuerza  obligatoria  ' 
de  la  cosa  así  juzgada.  Kstá  en  la  parte  resolutiva,  y  sin  embargo,  se* 
mejante  disposición  nada  tiene  de  obligatoria. 

Tomada  ad  fulurum,  en  razón  de  un  hecho  que  aun  no  se  haproda- 
cido,  no  tiene  sino  la  apariencia  de  la  cosa  juzgada,  y  es  segare  que 
lo  resuelto  de  esa  manera  se  puede  discutir  al  día  siguiente  y  volverse 
á  poner  en  duda. 

Fáltame,  Señores,  desarrollar  mis  otras  dos  proposiciones,  pero  po* 
dré  ser  más  breve. 

(Se  levantó  la  audiencia  ¿  las  12  para  proseguir  los  debates  á  las 
2}4  p.  m. ) 
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2?  de  Septiembre  de  1902  (tardej.  Áudkíicia  13* 

El  Prrsidbnte. — Tiene  la  palabra  el  consaltor  de  los  Estados  Uni- 
dos Mexicanos,  Sr.  Beernaert. 

M.  BLiüRNAr.RT. — Señores:  creo  que  esla  mañana  he  tenido  el  honor 
do  cloinostrar  que  la  cosa  juzgada  no  abarca  sino  la  orden  del  juez, 
urden  ({uo  no  puede  jamás  extralimitarse  de  la  demanda,  y  que  en  este 
soló  punto  de  vista  no  puede  oponérsenos.  Creo  haber  demostrado 
también,  y  siti  neoesidad  de  volver  á  insistir  en  ello,  que,  en  el  caso 
m  cueslión,  hace  igualmente  falta  una  de  las  otras  condiciones  esen- 
ciales de  la  cosa  juzgada,  y  es  qup  entre  las  dos  demandas  no  hay 
ifientiilad  de  objeto.  Tratábase  en  la  primera  de  veintiuna  anualida- 
des bien  determinadas,  en  1848  á  1870,  y  ahora  de  otras  treinta  y 
dos  anualidades,  igualmente  determinadas,  de  los  años  1870  á  1902. 
Entre  las  doa  demandasi  no  podría  concebirse  la  identidad  de  objeto, 
á  DO  ser  que  se  hubiera  pretendido  ó  se  pretendiese  aún  á  un  derecho 
perpetuo,  puesto  que  entonces  se  podría  decir  que  todas  dichas  anua* 
lidades  no  constituyen  más  que  partes  de  un  mismo  todo;  mas  bien 
sabéis  que  no  ha  sido  esto  lo  reclamado  antes,  que  no  es  esto  lo  que 
se  reclama  hof ,  y  sabéis  también  por  qué  no  podria  reclamarse;  no 
hay  para  qué  insistir  en  ello. 

T  entro  en  el  tercer  orden  de  ideas  que  debo,  á  mi  juicio,  quitar 
de  en  medio  la  cosa  juzgada.  •  t 

Dado  que,  según  los  demandantes,  se  trata  de  acciones  múltiples 
que  se  producen  de  año  en  año,  causadas  por  falta  de  pago;  dado,  di- 
go yo,  que  se  tratara  de  acciones  independientes  unas  de  otras,  no  pue- 
de haber  entre  estas  dos  demandas  sucesivas  y  múltiples  la  absoluta 
identidad  de  causa  que  la  cosa  juzgada  comporta  necesariamente;  po- 
drían negarse  unas  anualidades  y  conferirse  otras,  sin  que  entre  el  fallo 
que  admite  y  el  que  desecha  hubiese  contrariedad. 

Esta  observación  mo  parece  decisiva  por  sí  sola. 

Veinte  veces  se  ha  considerado  este  lilip:¡o  como  si  se  tratara  de 
un  ( :i¡iif:ii  que  se  debiera  y  deveníjase  intereses,  una  pucte  del  cual, 
aun  por  determinar,  correspondería  á  los  obispos  de  la  Alta  Califor" 
nia  ó,  si  se  preíiere,  como  si  se  tratase  de  una  renta  perpetua. 

Y  partiendo  de  tales  premisas,  se  dice:  ¿Cótno  sería  posible  que 
despn<í'S  de  ordenar  el  pago  de  intereses  por  algunos  unos,  no  se  con- 
cedieran para  los  años  siguientes? 

£s$ta  es  una  confusión  que  importa  disipar.  Aijuí  no  se  trata  de  un 
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capital  Mi  colega  el  Sr.  Delaeroiz  os  ha  demostrado,  á  mi  jntcrá, 
qae  en  este  proceso  no  se  trata  en  manera  alguna  de  un  contrato  ci- 
vil,  que  no  hay  en  el  origen  y  base  de  la  reclamacidn  ni  depódlo,  ni 

préstamo,  ni  venta,  ni  nada  semejante;  trátase  de  un  fondo  coostitatto 
anteriormente  con  objeto  de  interés  público;  y  á  una  parte  de  este  fon* 
do  se  pretende  tener  derecho. 

Pero,  aun  liacieníla  abstracción  de  todo  lo  que  he  alegado  esta  n  a- 
ñann,  véamos  cuál  es  desde  luoíro  la  situación.  Pretendéis  tener  de- 
recho á  una  proporción  dada,  85  por  100  según  vosotros,  de  la  renta 
del  capital  que  constituye  hoy,  decís,  el  Fondo  Piadoso  de  California. 
Pues  bien,  para  que  podáis  hacer  válida  tal  pretensión  necesitáis  sa- 
tisfacer tres  condiciones,  y  satisfacerlas  sucesivamente  cada  ano.  á 
propósito  de  cada  demanda;  tenéis  primt  inmetile  que  acre<iilar  vues- 
tra personalidad,  y  vuestra  personalidad  debe  resuitíir  de  la  existen- 
cia do  una  Iglesia  Católica  en  California  y  del  apoyo  de  la  legislación 
americana  actual  que  da  á  esta  Iglesia  personificación  civil.  Quiero 
esperar  que  la  legislación  americana  continúe,  en  materia  religiosa, 
inspirándose  en  ias  consideraciones  amplias  y  generosas  que  han  de- 
terminado á  ese  gran  país  á  aplicar  la  misma  regla  tan  ominen teineotc 
liberal  á  todas  las  confesiones  religiosas;  pero  esto  no  sería  más  que 
una  esperanza,  no  ana  certidumbre,  y  los  hechos  pueden  contrarm- 
tarlo.  Todo  cambia  en  política ;  diversas  ideas  llegan  á  presidir  te  ges- 
tión de  los  negocios  públicos,  como  ha  sucedido  y  sucede  en  Enropo. 
Ahora  bien,  de  la  personalidad  civil  de  la  Iglesia  depende  so  carácter 
legalf  sin  el  cual  no  puede  asumir  ningún  derecho.  Por  consecuencia, 
aun  sólo  desde  este  punto  de  vista,  ¿cómo  hi  de  ser  posible  pretender 
á  una  renta  perpetua? 

Sabéis.  Señores,  lo  que  ha  pasado  en  Francia  cuando  la  RevotueiÓD 
en  lo  concerniente  á  los  derechos  feudales.  Existía  i  ese  respecto  ooa 
serie  de  cosas  juzgadas  y  derechos  que  parecian  bien  adquiridos.  Pe* 
ro  con  la  nueva  legislación,  todas  aquellas  verdades  jurídicas,  todos 
aquellos  derechos,  todas  aquellas  rentas,  créditos  constituidos,  y  qaé 
sé  yo!  han  venido  á  desaparecer.  Pues  lo  mismo  podría  suceder  en  el 
caso  presente. 

Ks  necesario,  en  sesrundo  lugar,  para  que  podáis  tener  derecho  á  una 
parte  del  foudo  piadoso,  que  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  Colifornia. 
en  las  circunstancias  del  momento,  esté  en  posibilidad  de  realizarlas 
intenciones  de  los  donadores,  puesto  que  tal  es,  sobre  todo,  en  lo  que 
86  basa.  Hago  punto  omiso,  para  no  repetirlo,  de  lo  que  os  han  dicho, 
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y  maf  bien,  respeGto  al  fin  patriótico,  á  la  mira  nacioniil  tanto  coipio 

religiosa  de  los  donadores;  supongamos,  por  hipótesis  gratuita,  que  su 
pensamiento  haya  sido  exclusivamente  religioso,  que  no  hayan  teni- 
do otro  propósito  las  misiones  qiio  hi  conservación  de  los  indios;  pues 
bien,  para  que  la  Iglesia  de  la  Alia  California  pueda  reclamai'  una 
parte  del  fondo,  es  preciso  que  se  halle  en  el  caso  do  d  ar  i  innj  limien- 
toátales intenciones.  ¿Y  puede  hacerlo?  Aun  hny  nuiios  q  ip  convertir 
en  raliíoniia?  Nos  aseguran  qne  sí,  y  nos  presenlan  un  documento  en 
qui  rí.nsta  la  cifra  de  la  población  indígena  que  había,  si  no  me  equi- 
voco, en  la  fecha  en  que  so  pació  el  Tratado  de  ti ua(hiliipr>  Hidalgo. 

¿Cuál  fs  la  situación  actual  ?  Ouednn  aún.  y  si  aun  oxislcn  hoy, ¿los 
habrá  mañana?  Todos  saben  que  la  política  de  los-  Kstados  Unidos, 
relativamente  á  los  indios,  dttiere  de  los  hábitos  obiicrvados  en  Méxi- 
co, y  de  los  seguidos  generalmente  en  la  América  española,  en  el  Bra- 
sil Y  en  otras  partes.  Ea  esas  vastas  regiones  quedan  muchos  indios 
todaTÍa,  van  dvilizándoBO  gradaalmente  y  aun  se  efectóan,  entre  los 
blaneoe  y  ellos,  algunos  matrimonios.  Pero  en  loa  Sstados  Unidos, 
quiérase  ó  no.  débase  á  la  política  adoptada  á  prorenga  de  la  fuerza 
de  absoreióa  de  ta  raga,  loe  iodios  Tan  desapareeiendo.  Y  ruehro  á 
preguntar:  si  tzistaa  iilgonos  en  Galifomia  ¿cuátttOB  habrá  maAana? 

Y  después,  no  bastarla  que  hubíem  indios,  é  indios  por  cooFerti^ 
habría  aún  que  probar  que  para  este  objeto  poedea  y  deben  aerrir  las 
sumas  que  se  reelaman. 

Deberían  decirnos,  pues,  coAles  son  las  misiones  restantes,  iMjo  qné 
forma  existen,  dónde  están  eslaMeoidaa,  y  iaago,  también,  de  qué  ma- 
nera la  iegislaeión  de  los  Estados  Unidos,  en  materia  teligioaa,  oonsi- 
deraría  aán  la  obra  de  las  misiones  en  el  orden  4s  ideas  en  qne  los  , 
donadores  la  instituyeron. 

He  aquí,  pues,  una  segunda  condición  que  cumplir.  Y  cumplida  hoy, 
[  odría  no  serlo  ya  mañana:  si  no  hay  más  indios,  si  todos  están  con* 
vertidos  ó  si  laobranopued(3  ya  efectuarse,  ¿en  dónde  estarían  vuestros 
derechos?  Solamente  los  jesuítas,  según  his  actas  de  donación,  hubie- 
ran podido  destinar  el  fon  Jo  á  otra  (-Ofm.  Para  este  derecho  eutera- 
iiiente  personal  no  tendríais  d»^  seguro  ningún  título  y  e  taríais.  por 
lo  tanto,  en  la  imposibilidad  de  satisfacer  la  condición  á  que  vuestro 
liorccho  quedaría  subordinndo:  en  este  segundo  punto  do  vista,  tnnto 
•oniD  f  [1  e!  primero,  ¡no  se  comprendería,  pues,  una  condenación  ad 
futurum  con  oinnfos  perpetuos! 

Mas  no  ea  todo.  Hecunocéis  que  á  propósito  de  este  Fondo  Piadoso 
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hay  una  partición  que  liacer:  se  neeesifaria  repartir  los  fondos  entre 
la  Baja  y  la  Alta  California:  México  por  una  porte,  los  Estados  Unidos 
por  otra.  Para  eí>ta  repartición  no  hay  base  alguna.  Faé  en  contra  de 
las  pretensiones  de  SS.  SS.  los  Obispos  como  se  admitid  en  la  primera 
sentencia  una  parlición  por  mitad.  Sir  Thoriiton  consideró  equitati- 
va semejante  repartición.  No  sería  justo,  dice,  tener  en  cuenta  que 
la  población  do  la  Alta  California  en  mucho  más  considerable  que  la 
de  la  Baja  Caiiíorma;  io  que  sobre  todo  ha  de  verse  es  la  obra  reli- 
giosa eii  perspectiva,  y,  ésta,  seí^ún  él,  puede  considerarse  como  de 
igual  importancia  en  las  dos  pai  ten  d<>  ]n  antiirua  California. 

Esa  sería,  en  todo  caso,  la  verdad  de  ayer,  nacida  de  consideracio- 
nes del  momento;  y  las  circunstancias  aquí  son  esencialmenlo  varia- 
bles y  tnoviltles.  Vosotros  mismos,  sí,  vosotros  mismos  no  aceptáis  ya 
la  solución  de  .Sir  Thorntoii  y  vuestras  pretcnsiones  son  mucho  más 
vastas!  Desearíais  obtener  85  por  100  del  total.  Os  fundáis  en  fir.r». 
base  que  es,  en  nuestra  opinión,  absolutamente  inadmisible:  la  de  la 
población.  Pero  supongámosla  equitativa*  ¿  no  está  muy  sujeta  á  cam- 
biar? Hoy  pretendéis  que  la  población  do  la  Alta  California  propor- 
cionalmente  á  la  de  la  Baja  es  como  8d  á  15;  pero  mañana,  podría  ser 
la  proporción  de  90  ó  95.  Mucho  más  variable  sería  la  apreciacHki  de 
las  condiciones  respectivas  de  los  dos  países,  en  cuanto  á  los  indios, 
que  es,  ssgún  nosotros,  la  que  debería  hacerse. 

No  puede,  pues,  haber  cosa  juzgada,  puosto  que  sería  invariable  á 
propósito  de  cosas  que  deben  necesariamente  cambiar. 

Hay  otro  hecho,  Señores,  que  demuestra  la  importancia  de  la  obser- 
vación que  acabo  de  presentaros.  Os  demostraron  ayer  cuán  injuslífi- 
cable  es  la  pretensión  de  exigir  que  Mésico  pague  en  oro  lo  que  pudiera 
deber. 

Cuando  Sir  Tbornton  lo  &lló  asi,  no  hubo  discusión  por  parte  de 
México,  y  no  la  hubo  porque  en  esa  época  no  había  ningún  interés 
de  por  medio;  la  antigua  proporción  establecida  por  la  Unión  latina 
coiiio  representación  del  valor  relativo  de  los  dos  metales  era  aún 
conforme  á  la  verdad  ó  poco  difería  de  ella;  por  consecuencia,  (.qué 
podía  importarle  á  México  pagar  en  una  ii  otra  uioneda?  Pero  ahora 
han  cambiado  á  tal  grado  las  circunstancias,  que  la  deuda  do  Mélico 
llegaría  á  mucho  más  del  doble  si  hubiera  de  pagarse  en  oro.  y  dicha 
circunstancia,  indiferente  en  lo  pasado,  seria  hoy  de  la  mayor  impor- 
tancia. 

Y  en  semejantes  condiciouea  se  alega  la  cosa  juzgada;  de  suerte  que 
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Sír  Thornton  habría  resuelto  de  antemano  que  medio  siglo  más  tarde 
se  pngarfa  en  oro,  pasara  lo  que  pasara.  Asimismo  se  eonsíderarín  si  la 
diferencia  de  valor  entre  los  dos  metales  acreciera  todaTia  más. 

Otra  observación.  Todas  las  legislaciones  mantienen  ciertas  pres- 
rripeionos  oii  iiialoria  de  censos,  de  todo  lo  que  se  [kv¿h  de  añii  en  afio, 
y  pnrooo  ovidoiito  que,  en  el  caso  en  cuestión,  las  prescripciones,  á  lu 
int'tios.  se  habían  verificado.  Os  recordaba  esta  inañaiui  los  veinte  años 
transcurridos  sin  que  el  pretendido  acreedor  hubiese  dicho  una  pala- 
bra á  su  pretendido  deudor!  Mas  no  tcn<ro  que  insistir  en  lo  (jue  so  os 
ha  dicho  ya.  ¿I*ero  cómo  podría  trinipoco  haber  cosa  juzgada,  puesto 
que  para  cad;i  unn  de  eí^a?  anualidades  ^'-  pi-^seutaría  la  cuestión  en 
las  uiisiniis  diff^rentos  condiciones  de  hecho  y  que  la»  unas  habrían 
prescripto  mieulras  liis  otras  noV 

Qué  bien  demuestra  todo  esto  la  razón  que  tienen  los  autores  y  la 
jarisprudencia  en  no  admitir  que  el  juez  falle  para  en  lo  porvenir,  sino 
sólo  en  cuanto  á  hechos  establecidos,  que  han  producido  sus  efectos 
jurídicos  y  que,  por  eonsigaienle,  pueden  ser  apreciados  por  entero. 

Por  lo  tanto,  Señores,  creo  haber  demostrado  que  no  hay  cosa  juz- 
gada, y  esto  en  diversos  puntos  de  vista:  ni  resolución,  ni  identidad 
de  demanda,  ni  identidad  de  objeto,  ni  identidad  de  causa. 

Todavía  me  parece  que  hay  otra  consideración  que  confirma  mi  te- 
sis: todo  derecho  da  una  acción,  todo  fallo  lleva  consigo  una  orden 
de  ejecución;  cuando  la  sentencia  ha  sido  pronunciada,  no  queda  nada 
ya  que  pedir  al  juez;  ha  hablado,  ha  ordenado,  y  el  poder  público  debe 
ase¡(urar  la  ejecución  de  lo  que  aquél  ha  resuelto. 

Pues  bien,  Señores;  supongamos  que  en  el  caso,  SS.  SS.  los  Obispos, 
en  vez  de  tener  frente  á  ellos  un  Estado,  sé  encontrasen  ante  un  par- 
ticular; ¿á  (|ué  recursos  hubieran  apelado  para  hacer  valer  el  derecho 
de  que  se  pretenden  investidos?  Hubieran  entregado  su  tfiulo,  es  de- 
cir, el  laudo  de  Sir  Thornton  á  un  actuario  para  exigir  su  ejecución. 
Pero  el  actuario  hubiera  dicho:  Veo  claramente  que  deben  ser  ¡)aga- 
das  veintiuna  anualidades;  ahora  bien,  están  pagadas,  yo  no  puedo  re- 
clamarlas de  nuevo,  y  ¿cómo  podría  yo,  que  no  soy  sino  un  agente 
ejecutor,  encontrar  en  este  títido  un  medio  de  coerción  paru  obligar  al 
deudor  á  que  pague  una  cosa  de  que  no  se  dice  ni  una  sola  palabra? 

Es  ésta,  Señores,  una  considerarjí'in  más.  Ella  confirma  (|uo  no  hay 
fOsa  juzgada,  pues  la  cosa  juzgada  <íoiii|»ürta  un  mandamiento  judicial; 
es  decir,  una  orden  ejecutiva,  y  nada  paro«  i(|o  hay  aquí. 

En  realidad,  Señores,  lo  que  se  invoca  no  es  verdaderamente  la  cosa 
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Juzgada;  es  una  especie  de  presancióiif  ea  decir  de  cosa  juzgada  im* 
plfcita,  diciendo:  Es  una  acción  análoga,  y  los  moUros  que  la  bície' 
ron  admisible  por  primera  vez,  deben  hacerla  admitir  de  nuem 

Reconozco  sin  dificultad  que  la  sentencia  de  Sír  Thornton  consti< 
tuve  en  manos  de  nue^ílros  adrersarios  un  argumento  que  tienen  de- 
recho ú  invocar;  es  una  autoridad  cuyo  valor  respeto;  nos  ol)Uo;aá 
demostrar  imiy  estrictamente  que  el  fallo  no  es  jurídico,  nos  hemos 
impuesto  esta  taren  y  creemos  haberla  lle\  ;i  i  >á  término,  i'eroloque 
me  es  imposibio  adiuitir  ni  pienso  que  adtiuliréis  vosotros,  es  que  di- 
cha sentencia  cousiituyu  por  sí  sola  esta  cosa  juzgada  que  no  admite 
ya  examen  ni  discusión. 

Sería  á  lo  más  una  presuii 'ion,  y  creo  haber  demostrado  que  la 
presunción,  ni  aun  en  la  parle  resolutiva  liga  al  juez,  aun  cuando d« 
él  mismo  emane. 

Hablase  de  cosa  juzgada  implícita,  y  se  invoca  sobre  todo  el  Iüko 
de  Savigny. 

Ya  09  he  demostrado  que  la  autoridad  de  Savigny  puede,  por  lo 
contrario  ser  invocada  por  nosotros  desde  doble  punto  de  vista:  cosa 
futura  é  imposibilidad  para  el  juez  de  exceder  la  demanda.  Pero,  aun 
en  el  fondo  y  sobre  la  misma  te^^is  de  la  cosa  juzgada  impUcila, 
davia  podemos  inyooar  su  sentimiento,  y  vais  á  ver  lo  que  me  pe^ 
mite  afirmarlo. 

Hay  una  cuestión  de  derecho  especial  á  menudo  tratada  tanto  en 
derecho  romano  como  en  derecho  moderno;  he  aquí  dicha  cuestíóo: 
¿Es  posible,  después  de  haber  demandado  en  justicia  un  objeto  y  de 
haber  fracasado  en  la  pretensión,  interponer  una  nueva  demanda  más 
amplia  y  que  comprenda  la  pretensión  ya  desechada?  Savigny  dta 
el  caso  que  sigue: 

Un  gran  dominio  comprende  varias  tierras;  yo  reclamo,  sea  como 
propietario  ó  por  reivindicación,  ya  como  heredero  y  conforme  la  aceidn 
hereditaria,  la  propiedad  de  la  tierra  A,  y  soy  desechado;  se  decide 
que  mi  reivindicación  ó  mi  acción  hereditaria  no  está  fundada;  se  re- 
(lelió,  pues,  la  demanda.  Hay  cosa  juzgada.  Pero  en  cuanto  á  la  tie- 
rra B  que  está  al  lado,  puedo,  desde  el  siíjuiente  día,  emprender  exac- 
tamente el  mismo  Juicio  co»ilra  los  misinos  adversarios,  en  virtud  de 
los  mismos  títulos.  Lr  contienda  es  la  nu.-uui,  1*ls  pai  Les  y  derechos  los 
mismos,  idénticos  los  títulos  y  argumentos.  Poco  importa,  la  acción 
es  válida.  Nadie  manifiesta  duda  á  este  respecto.  Tal  es  lo  que  dice 
Savigny. 
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Pero  hay  otra  cuestión  sobre  la  cual  no  es  tan  completo  el  acuerdo, 
y  cuya  controversia  data  de  U»  romanistas:  ¿Puedo,  después  de  haber 
reclamado  sin  éxito  la  tierra  A,  reclamar  todo  el  dominio  entero,  es 
decir,  las  tierras  A,  B,  C?  SaYÍgny  estima  que  no,  porque  la  demanda 
así  presentida,  dice,  comprendería  la  ya  repelida  en  cuanto  á  i4  y,  por 
consiguiente,  podría  haber  contradicción  entre  la  decisión  que  conce- 
diera el  dominio  entero  y  la  que  ya  me  hubiera  denegado  el  derecho 
á  la  tierra  A. — Identidad  de  demanda,  de  objeto,  de  cau.sa,  de  partes, 
de  condiciones. 

Muchos  autores,  y  de  los  más  ikislres,  no  son  del  parecer  de  Sa- 
vigny  en  este  respecto,  y  pretenden  (jue  después  de  frustrada  la  acción 
en  cuanto  á  la  tierra  .4,  nada  imiiide  reclamar  por  vía  de  acción  nueva 
la  propiedad  de  A,  Jí,  C;  y  se  fundan,  en  que,  si  hi  parle  está  com- 
prendida en  el  todo,  el  todo  no  está  comprendido  en  la  parte,  por  lo 
que  la  segunda  acción  es  diferente  de  la  primera,  aunque  ella  com* 
prenda  á  ésta. 

Tal  es  lo  que  ense&aa  Larombiére,  TouUer,  Zachariae,  Arntz  y  mu* 
ches  otros. 

Gn  esta  controversia,  que  no  es  la  nuestra,  no  quiero  examinar  si 
es  Savigny  ó  sus  contradictores  quienes  tienen  razón;  bástame  que 
todo  el  mundo  se  muestre  unánime  en  reconocer  que  puede  promo- 
verse por  segunda  vez  un  debate  idénticamente  el  mismo,  si  se  rcfíore 
á  un  objeto  materialmente  diferente.  Y  poco  importa  que  se  trate  de 
la  propiedad  B  después  del  dominio  A,  ó  de  ciertos  intereses  de&pués 
de  otros  intereses  ú  otras  rentas.  El  debate  es  siempre  el  mismo,  pero 
se  dirige  á  on  objeto  materialmente  diferente. 

Y  no  tendría  nada  de  más  extraordinario  el  que  se  llegara  así  á  dos 
contradicciones,  que  sí,  en  el  caso  de  que  Monseñor  de  Grass-Valley, 
que  no  está  en  el  debate, — no  sabemos  todavía  por  qué — emprendíen- 
do  por  sí  mismo  el  juicio  actual,  llegase  la  nueva  instancia  á  una  so- 
lución opuesta.  Entonces  se  trataría  evidentemente  de  la  cuestión  en- 
tera y  podría  él  fracasar  en  lo  que  Monseñor  de  San  Francisco  hubiera 
ganado,  ó  recíprocamente. 

Tal  es  la  consecuencia  de  la  naturaleza  especial  de  la  verdad  de  la 
cosa  juzgada,  y  de  la  presunción  que  resulta,  sobre  la  que  he  insistido 
al  principio  de  mi  alegato. 

Se  ha  iüvocado,además,aquí,la  autoridad  deGriollet,loquevueh  d  ,1 
considerar  por  última  vez.  Sería  verdaderamente  pasmosoqueGriolU  l, 
que  tan  enérgicamente  combate  la  doctrina  de  Savigny  en  cuanto  á  la 


iiñ  Fondo  Piadoso  de  las  CAuroRKiAS. 


con  rasión  que  éste  querría  establecer  entre  la  resolución  de  una  seo-  > 
tencia  judicial  y  sus  motivos  objetivos,  no  fuese  de  nuestro  parecer. 
ISsta  mañana  cité  ya  algunos  pasnjesde  su  libro,  diciendo  que  hay  otroa. 
Et  Sr.  Descampa  ha  pedido,  á  este  respectó,  indicaciones  más  comple- 
tas. Voy  á  llenar  esa  laguna.  En  la  pág.  1 14,  GríoUet  aprueba  que  la 
Corte  de  Casación  de  Francia  resolviera  que  una  decisión  que  zanja 
un  litigio  en  lo  relativo  á  competencia  alegando  la  calidad  de  comer* 
cíanle,  no  constituye  cosa  jazt^ada  en  cuanto  á  esta  calidad. 

Hfibía  habido  declaración  de  quiebra,  y  la  quiebra  supone  necesa- 
riaiiieiile  que  se  trata  de  un  comerci¿uite.  Pero  no  íi.ibia  a  este  res- 
pecto cosa  juzgada.  Alégase  que  estaba  implícita.  No,  dice  la  Corle 
do  C.a^ución;  eáe  es  un  considerando  y  nada  más,  luego  no  Imy  cosa 
juzgada. 

Di^nuios  oír,  Seijurcá,  lo  que  añade  Griollet  en  la  pág.  1 14  de  su  libro, 
re-.üiuiondo  lo  que  precede: 

*VA  Ise'-Ii')  jurídico  que  ha  dado  origen  al  derecho  juzgado,  no  ptiwle 
ser  alirnuuio  por  el  juez  sino  como  causa  de  este  derecho  y  como  mo- 
tivo do  la  decisión;  aliora  bien,  no  se  emite  fallo  sobre  la  causa  mis- 
ma; la  declaración  de  la  sentencia  no  se  extenderá,  pues,  á  los  dere- 
chos nacidos  de  esta  causa  que  no  hayan  sido  ellos  mismos  oligetode 
una  sentencia  pronunciada.» 

Aquí  tenéis  lodo  mi  alegato,  que  vuelvo  á  hallar  resumido  eu  cua- 
tro líneas  que  encuentro  en  la  pá^!;.  17. 

«Los  fallos  que  declaran  iu  quiebra,  que  pronuncian  la  interdicción, 
la  separación  de  cuerpos,  la  separación  de  bienestf  afirman  ó  niegan 
los  beciios  que  dan  nacimiento  á  la  quiebra,  que  autoris^n  ta  i^le^ 
dicción,  la  separación  de  cuerpos  y  la  separación  de  bienes,  pero  nn 
hay  cosa  juzgada  sobre  ninguno  de  estos  hechos.» 

Y  en  la  pág.  123: 

«Es  cosa  bien  cierta  que  el  juez  ha  fallado  sobre  la  existencia  de  un 
derecho  cuando  ha  sancionado  ó  rehusado  sancionar  ese  derecho;  se 
conocerán  siempre  y  de  una  manera  segara  las  declaraciones  dictadas 
por  el  Juez  interpretando  la  sanción  ó  la  negativa  de  sanción,  la  con- 
denación ó  la  absolución,  es  decir,  buscando  las  declaracioDes  de  de- 
recho que  en  cada  caso  se  aplican  por  la  decisión  de  la  parte  resolo- 
liva. » 

Creo  haber  dado  .satisfacción  á  mi  honorable  contradictor,  quien 
tendrá  la  boí»dud  de  dispensarme  que  no  lo  haya  hecho  desde  esta  ma- 
ñana. 
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Tan  cierto  os  que,  según  Griollet.  no  puede  haber  cosa  juztjada  sino 
sobre  lo  quo  lia  sido  demandado  en  alj.'(ina  conclusión  formal,  que, 
apoyado,  )>nr  lo  deiiuís,  en  miiiiorosas  aut(»ridades,  ensefia  qiio  no  le 
está  permitido  al  juez  dar  la  vdzón  al  demandante  que  omite  ese  re- 
quisito. Kl  juez  puede  encontrar  la  {¡riieba  de  su  derecho  en  los  docu- 
mentos de  la  parte  contraria,  puede  haber  allí  algún  titulo  irrecusable 
y  formarse  la  convicción  del  juez.  Pero  hallándose  éste  en  posibilidad 
de  declarar  H  derecho,  no  puede  hacerlo,  y  por  qué?  Porque,  como 
lo  dice  Grioilei,  debe  haber  conclusión  y  pedimento. 

'  El  jupz  fifí  ocupa  del  derecho  de  que  el  deniawkmte  mismo  hace 
mérito.»  (Págs.  127  y  186. 

Como  se  ve,  lo  que  enseña  Griollet  casi  no  díQere  de  la  doctrina  de 
Laurent,  cuya  autoridad  había  sido  más  especialmente  invocada  por 
e(  Gobierno  mexicano  en  la  correspondencia  diplomática,  y  que  mis 
honorables  contradictores,  permítanme  que  se  lo  diga,  han  leído  mal: 
Lanrent  es  categórico,  y  casi  no  tenemos  sino  que  repetir  su  opinión 
en  otros  términos.  Hay  que  leer,  sobre  todo,  su  núm.  32  todo  entero: 

«¿Tiene  la  parte  resolutiva  de  una  sentencia  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada  con  respecto  á  todo  lo  que  allí  se  encuentra  enunciado?  No; 
fli  la  parte  resolutiva  constituye  cosa  juzgada,  es  debido  á  que  decide 
una  contestación.  Tal  es  el  principio  que  rige  esta  materia.  Todo  lo 
que  sea  extraño  á  la  decisión,  es  igualmente  extraño  á  la  autoridad  que 
atribuye  la  ley  &  la  cosa  juzgada.  Así,  pue^,  los  simples  enunciados, 
no  tienen  jamás  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.  Esto  tiene  su  fun- 
damento en  razón ;  la  ley  atribuye  presunción  de  verdad  á  las  resolucio- 
nes^ judiciales,  porque  supone  que  el  j uez  las  ha  deliberado  maduram en  to 
y  que  ha  pesado  todos  los  términos  de  su  sentencia.  Esta  razón  no  se 
aplica  á  las  simples  enunciaciones,  pues  no  son  sino  opiniones  que  el 
juez  emite  .sui  haberlas  sometido  á  su  deliberación.  Si  una  sentencia 
concede  á  una  persona  alimentos  en  calidad  de  h  jo,  ¿tiene  autoridad 
de  cosa  juzgada  sobre  la  íiliación?  Si  esta  cuestión  se  ha  debatido  en- 
tre las  partes,  no  es  dudosa  la  aürmativa.» 

Y  más  adelante: 

«Se  objeta  qne  el  demandante  ha  reclamado  los  alimentos  en  cali- 
dad de  hijo  y  que  no  podía  obtenerlos  sino  con  este  titulo.  Sin  duda, 
el  juez  no  fia  concedido  los  alimentos,  sino  suponiendo  qne  aquel  era 
hijo  del  demandado,  pero  suponer  no  es  juz^rar.  La  razón  está  de  acuer- 
do con  la  sutileza  del  derecho;  el  estado  de  hijo  legitimo  es  la  base  del 
orden  civil,  etc> 

Si 
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En  nota,  eiivia  Laurent  á  la  autoridad  de  ToulUer,  diciendo:  2^- 
Uier,  t.  V.,  y  todos  los  autores;*  luego  pasa  á  su  segundo  ejemplo: 

r  El  acreedor  reclama  contra  su  deudor  los  intereses  de  un  oipi- 
tal  » 

He  demostrado  que,  en  nuestro  caso,  no  se  trata  de  un  capital,  pero 
supongámoslo  así: 

«El  acreedor  reclaurt  contra  su  deudor  los  intereses  de  un  cnpiCil; 
el  juez  condena  al  deudor  á  pagarlos;  ¿hay  cosa  juzgada  en  cuanto;!! 
capital?  Se  supone  que  la  parte  resolutiva  anuncia  el  monto  del  r.t- 
pital.  Se  ha  juzííado  que  la  decisión  no  tenia  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada  en  cuanto  al  capital.  Se  puede  objetar  que  el  juez,  al  conce- 
der los  intereses,  dpcide  implícitamente  que  se  debe  el  ca|)ital.  pue>l  » 
que  no  puede  haber  mtereses  sin  capital.  Sin  duda,  pero  la  cuestiia 
es  saber  si  hay  cosa  juzgada,  y  el  juez  nada  ha  resuello  en  cuanto  al 
capital.  > 

Pasa  todavía  á  otro  caso  que  merece  vuestra  atención: 
«Se  entabla  una  demanda  sobro  una  adjudicación;  el  adjudicatario 
alega  que  hay  ciertos  acreedores,  el  juez  fija  )a  cifra  de  estos  créditos 
y  enuncia  la  cifra  que  constituye  el  precio;  posteriormente  el  ai^udi* 
catado  sostiene  qtie  se  le  había  concedido  una  remisióni  y  le  oponen 
la  cosa  juzgada.  La  Corte  ha  decidido  que  no  había  cosa  juzgada  en 
cuanto  al  precio  de  adjudicación,  pues  dicho  precio  no  había  sido  olh 
jeto  de  ninguna  conclusión  ante  el  juez,* 

Tal  es  lo  que  dice  Laurent,  quien,  como  veis,  no  puede  ser  más  ex- 
plícito. 

En  este  mismo  orden  de  ideas,  Señores,  fáltame  citaros  dos  antori- 
dades  poderosas.  Primeramente,  ana  sentencia  de  la  Corte  de  casa- 
ción de  Francia,  del  6  de  Febrero  de  1883,  consignada  en  la  Colección 
periódica  de  Dalloz,  1883, 1, 461 :  decide  que  después  de  una  demanda 
por  pago  de  alquileres,  puede  reproducirse  el  litigio  entre  las  mismas 
partes  por  alquileres  Tencidos  en  otras  fechas,  sin  que  pueda  alegarse 
la  cosa  juzgada. 

He  aquí  el  segundo  caso,  que  es  del  todo  reciente:  se  trata  de  un 
fallo  de  la  Corte  de  casación  de  Bélgica  con  fecha  5  de  abril  de  1900 
(Pasicrisie  belge,  1900,  l,  2ol.)  Era  un  viejo  debate  que  se  remonta- 
ba al  antiguo  régimen;  unas  rentas  que  se  reclamaban  contra  la  co- 
muna de  Jupille  lez-Liége,  por  el  Consejo  de  beneficencia  de  Lieja. 
Ahora  bien,  por  mía  primera  sentencia,  la  coumua  de  Jupille  había 
sido  condenada  en  lo  relativo  á  una  mitad  del  capital,  pero  la  otra  mi- 
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tad  no  había  sido  objeto  de  una  decisión  formal;  no  había  á  este  res- 
pecto más  qiio  f (m(lcnaci()n  ituplíciln.  Después  de  dictada  la  sentencia 
ei  consejo  de  beneficencia  de  Lieja  descubrió  nuevos  documentos  que 
modificaban  la  situación,  dáudole  esperanza  de  conseguir  lo  que  no 
había  logrado.  Volvió  á  abrirse  el  debate  y  naluralniente  se  opuso  la 
cosa  juzgada.  La  (lorte  de  f^ieja  la  adiniti(3,  pero  la  Corte  de  casación 
la  sometió  á  las  verdaderas  regla.s  del  derecho,  casando  la  decisión,  y 
he  aquí  lo  que  leo  en  el  fallo: 

«Considerando  que  dentro  de  los  tér-ninosdel  art.  1.351  del  Códigfo 
Civil,  la  autoridad  de  la  eosa  juzgada  no  lieae  lugar,  sino  respecto  á 
lo  que  ha  sido  objeto  de  la  sentencia: 

«Considerando que  se  aplica  igualmente  este  principio  cuando  la  co- 
sa acerca  de  la  cual  ha  sido  adoptado,  es  un  objeto  determinado  en  su 
integridad,  como  cuando  no  es  sino  una  parte  indivisa;  que  al  compro-* 
bar  la  indivisión  de  la  deuda,  la  sentencia  atacada  no  comprueba  de 
ningún  modo  la  indivisibilidad,  y  que  las  partes  indivisas  de  un  todo 
son  susceptibles  de  atribuciones  jurídicas  muy  diversas ; 

«Considerando  que  al  resolver  que  lo  que  se  había  estatuido  m^er- 
nUnia  para  la  mitad  indivisa  de  la  deuda,  lo  había  sido  implícita,  pero 
necesariamente,  para  la  otra  mitad,  la  sentencia  atacada  ha  extendi- 
do la  autoridad  de  la  cosa  juxgada  á  una  parte  de  la  deuda  que  no 
había  sido  objeto  de  la  instancia  anterior,  contraviniendo  así  dicho 
art  1,351.» 

La  Corte  hubiera  podido  fallar  de  otro  modo  si  se  hubiera  tratado 
de  una  cosa  indivisible,  mas  para  una  cosa  indivisa,  no  había  cosa 
juzgada.  . 

Hay  afin,  Sefiores,  otras  autoridades  sobre  las  que  desearía  llama- 
ros la  atención,  especialmente  las  citadas  por  el  Sr.  Azpfroz  y  en  la 
correspondencia  del  Seftor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  Maris- 
cal, con  los  Estados  Unidos. 

Pero  debo  limitarme  á  rogar  á  la  Corte  que  tenga  presentes  los  do- 
cumentos que  acabo  de  citar.  Hay,  en  cambio,  ciertas  autoridades  ci- 
tadas por  la  parte  contraria  que  confieso  no  conocer,  no  obstante  mi 
larga  práctica  del  derecho,  por  ejemplo  el  Diccionario  general  de 
Bertheau.  El  Sr.  Descamps  es  acaso  nuis  feliz  que  yo. 

Acabo  de  decir  que  no  hay  que  tomar  en  cuenta  un  simple  prejui- 
cio. Elstoes  particularmente  cierto,  tratándose  de  sentencias  arbitrales. 
No  quiero  negar,  Señores,  que  las  sentencias  arbítralos  tf  ugan  fuerza 
de  cosa  juzgada;  sé  que  autores  recomendables  han  sostenido  lo  contra- 
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rio.  y  el  Sr.  Rajiston  ha  citado  principalmente  la  autoridad  de  RiTier,qae 
era  sin  duda  un  jurisconsulto  de  importancia,  y  la  de  Bonfils;  pero  no 
es  esa  mi  opinión;  creo  que  las  sentencias  arbitrales  tienen  la  misma 
autoridad,  la  misma  fuerza  de  cosa  juzgada  que  las  decisiooes  de  loft 
jueces  ordinarios;  y  México  ha  pensado  tan  poco  en  disputarlo,  que 
ha  ejecutado  la  sentencia  de  Sir  Thprntou.  Pero  si  es  verdatl,  Seño- 
res, que  huy  aquí  cosa  j  uzgada,  nosotros  decimos,  como  lo  hemos  di* 
cho  siempre,  que  la  Comisión  Mixta  no  ha  podido  fallar  sino  sobre 
lo  que  le  han  demandado,  y  que  tratándose  de  cuasi  árbitros,  la  au- 
toridad de  la  coea  j  uzgada  debe  comprenderse  en  este  cuso  de  un  modo 
más  estricto. 

La  jurií-dicción  arbitral  no  emana  del  poder  público,  no  es  sina 
una  delegación;  el  arbitro  no  tiene,  como  el  juez,  el  encargo  de  liecb- 
rar  el  derecho,  no  esesasn  función,  i'ií^ne  solamonto  que  declarar  el 
derecho  en  un  caso  delerniin.uio,  y  por  haber  sido  Hariiado  á  este  ho- 
nor por  el  consentimiento  privado  y  libre  de  las  parles  que  de  él  lo 
encai  jían;  su  función  procedo,  pues,  no  do  la  ley,  sino  del  conseiiti- 
niieiilo  d»'  las  partos  y  del  mandato  privado  que  ellas  les  han  conferi- 
do. Y  vn  razón  de  esto  hecho  es  como  las  sentencias  arbitrales  dic- 
tadas en  lio  país  extranjero  tienen  en  el  exterior  la  misma  autoridad 
que  en  el  ini.-nio  juiís. 

La  autoridad  de  un  juez  se  detiene  eii  las  fronteras,  porque  allí  se 
detiene  el  poder  púidico,  F*er(»  un  colejiio  arltitral  tiene  otro  carácter: 
mandatario  de  las  parles,  obra  y  juzga  en  virtud  del  consentimiento  de 
ellas,  este  consentimiento  no  considera  fronteras,  y  por  consiguiente, 
la  cosa  juzgada  vale  fuera  lo  que  valía  en  el  interior. 

Dice  con  razón  Larombiére  que  el  arbitraje  considerado  como  cod- 
vención  pertenece  al  derecho  de  gentes  y  establece  un  lazo  de  dere* 
cho  entre  los  contrayentes. 

A  la  conTención,  pues,  hay  que  referirse,  y  vosotros  sabréis  si  es 
posible  encontrar  en  la  correspondencia  cambiada  antes  algún  pleoo 
poder  dado  á  los  miembros  de  la  Comisión  mixta,  que  les  hubiera  per- 
mitido exceder  los  límites  de  la  demanda;  hay,  pues,  impo«bUidadd« 
admitir  ningún  prejuicio.  Los  poderes  de  los  árbítrpaae  hallan  estríe* 
ta  y  rigurosamente  circunscriptos  dentro  de  los  límites  de  la  deman- 
da; juzgan,  pero  no  pueden  pr€ju^r. 

Voy  á  concluir.  En  los  diversos  puntos  de  vista  que  acaho  sucesi* 
▼amenté  de  examinar,  estimo  que  el  terreno  jurídico  del  actual  debate 
aeencuentraahsolutamentelibre  de  obstáculos.  Sin  duda  ninguna,  hay 
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aríTumentos  en  favor  de  la  pnrtc  (•ontmria,  y  la  .seiilenciM  Thorntoíi  es 
uno;  pero  no  es  una  barrera,  no  es  la  eosa  juz^rada.  v  tora,  Señores,  á 
l:i  muy  alta  jurisdicción  ante  quien  [ile^jo  en  este  momento, — lo  que 
tengo  por  uno  de  los  grande??  honores  do  mi  vida  judicial, — toca  á  la 
Corte,  digo,  sólo  á  la  Corte  declarar  el  derecho. 


Informe  del  Lic.  D,  Emilio  Fardo,  Affenie  del  Gobierno  de  México, 

(Sanonea  del  27  y  89  de  Septiembre. ) 
I 

1.  La  reclamación  propuesta  en  la  demanda  de  los  Rstndos  Unidos 
se  funda  en  el  decreto  del  Gobierno  mexicano»  de  24  de  Octubre  de 
1842,  que  incorporó  al  Tesoro  Nacional  los  bienes  del  Fondo  Piado- 
so; dispuso  su  enajenación  por  un  precio  igual  al  resultado  de  la  ca- 
pitalización al  6  por  100  de  sus  productos,  y,  ordenó,  en  fin,  que  sn 
rédito  de  6  por  100  calculado  sobre  el  valor  de  las  venias  fuese  desti- 
nado á  loe  objetos  sefialados  por  los  donantes. 

%  Que  el  decreto  de  24  de  Octubre  es  el  título  invocado  por  los  re- 
clamantes para  fundar  la  acción  que  ejercitan,  no  es  dudoso,  supuesto 
lue  la  demanda  versa  precisamente  sobre  el  pa^o  de  los  réditos  alu* 
didos,  correspondientes  á  cierto  número  de  años,  y  no  sobre  el  valor 
de  los  bienes  que  pertenecieron  al  Fondo,  ni  sobre  la  tradición  de  los 
que  no  hubiesen  sido  enajenados. 

3.  Discurriendo  sobre  esta  base,  el  Sr.  Mariscal  afirma  que  en  vano 
los  reclamantes  se  acojien  á  los  preceptos  de  la  ley  de  19  de  Septiem- 
bre de  IHH^j,  que  mandó  poner  á  la  disposición  del 'Obispo  de  Califor- 
nia los  bienes  pertener!ientes  al  Fondo  Piadoso,  para  quo  los  adminis- 
trara y  los  aplicara  al  objeto  á  que  habían  sido  destinados  ó  á  otros 
análogos,  porque  ese  decreto  fué  modificado  por  el  de  8  de  Febrero  de 
1842,  y  porque  nadie,  hasta  hoy,  ha  suscitado  duda  sobre  la  facultad 
soberana  del  Gobierno  de  México  de  modificar  sus  leyes. 

4-.  Tocante  al  decreto  de  8  de  Abril  de  1845,  quo  ordenó  l:i  íUívoUi- 
ción  al  ()!ji«po  de  California  de  todos  los  bienes  del  I  on  i  »  Piadoso,  á 
la  sazón  no  enajenados,  él  no  parece  alegado  en  la  demanda,  como 
titulo  de  la  acción  en  ella  propuesta,  y  en  manera  alguna  pudiera  ser- 
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▼Ir  al  intento  de  los  reclamantes,  ya  que  no  piden  la  devolución  (k'.m 
bienes  ú  que  se  refiere  la  ley  citada,  sino  el  pa^ro  de  los  n'íditos  al  ü  i>or 
100  calculados  sobre  el  precio  que  arbitrariamente  atribuyen  á  lo- 
dos los  bienes,  valores  y  créfiitos  que,  según  se  los  imaginan,  forma- 
ba» el  mencionado  Fondo.  Tal  prelensi<')n,  ó  es  enteramente  cRpri- 
chosa  (')  se  funda  sobre  un  título  cualquier,  y  como  hay  que  opt  sr. 
sejíuramente,  por  el  «ejfundo  término  del  dilema,  como  el  único  ad- 
misible, de  buena  voluntad,  ó  por  fuerza,  habrá  (jiie  convenir  on  tjiie 
ese  título  es  el  frecuenteinente  citado  decreto  de  24  de  Octubre  de 
1812. — Los  reclamantes  han  repetido  hasta  el  cansancio,  que  no  exi- 
gen por  modo  alguno  la  entrega  de  los  bienes;  que  reconocen  el  de- 
recho soberano  que  México  ejercita  con^ervnmlo  en  su  poder  cuanto 
actualmente  pudiera  pertenecer  al  Fondo  P¡adt)so  y  que  reduce  sus 
pretensiones  al  pago  de  intereses  al  6  por  100  sobre  el  valor  que  \ts 
place  atribuir  al  capital. 

5.  Bien  pudo,  pues,  áevÁ?  el  Sr.  Mariscal  qae,  debiendo  ser  aprecia- 
da la  redamación  según  las  leyes  mexicanas,  los  demandantes  oada 
tienen  qae  exigir  al  Gobierno  de  México.  £1  razonamiento  que  se  re- 
suelve en  esa  conclusión  es  extraordinariamente  sencillo.  El  decreto 
de  24  de  Octubre  de  1842  ordenó  la  constitución  de  un  censo  consíg- 
nativo  con  el  producto  de  los  bienes  que  formaban  el  Fondo  Piado- 
so, con  el  objeto  de  aplicar  las  pensiones  de  dicho  censo,  al  6  por  100 
á  los  fines  de  la  fundación  primitiva. — Y  bien,  ¿conce<lió  esta  ley  al 
Obispo  de  California  ó  á  sus  sucesores,  la  facultad  de  recibir  esas  pen- 
siones y  de  aplicarlas  á  su  objeto? — No,  sin  duda  alguna.  El  decreto 
de  24  de  Octubre  no  creó  titulo  alguno  eficaz  á  favor  de  aquel  prela- 
do ó  de  sus  sucesores.  El  Gobierno  mexicano,  que  tenía  el  manejo  y 
la  administración  del  Fondo — los  reclamantes  no  se  han  atrevido  á 
negarlo — continuó,  por  lo  mismo,  con  la  facultad  de  administrar  y  de 
invertir,  por  medio  de  los  funcionarios  que  tuviera  á  bien  designar  al 
efecto,  los  rendimientos  que  produjera  el  Fondo.  Es,  consiíjuienle- 
mente,  una  verdad  palmaria  que  el  decreto  de  24-  de  Octubre  de  1842 
no  otor;fa  títuli)  íil;i-imo  á  los  actuales  Obispos  de  California. 

6.  ¿Cúuiu  contradicen  los  rcclauiaiites  argumentación  tan  decisin? 
— Dicen,  en  primer  lu¡xar,  que  el  Obispo  de  California  y,  por  tauUi.  .mh 
sucesores,  tenían  dcreclios  k'fjdívs  y  de  equiflad,  y  añaden  que,  in- 
dependiente (leí  dccrefo  de  24  de  Octubre,  el  Gobierno  cli.s|>u<o  (|iiesf 
hicieran  al  {  )bis|)o  vai'ios  paji:os  á  cuenta  del  Fondo  Piadoso. — Tocante 
al  primer  punto,  sin  esfuerzo  se  nota  que  no  es  más  que  una  atirma- 
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ción  írratuita,  supuesto  que  no  está  demostrada.  ;Cónio!  Los  recla- 
mantes admiten  sin  vacilar  que  no  pueden  combatir  ni  la  validez  ni 
la  eficacia  de  las  leyes  mexicanas  sucesivamente  dictadas,  sobre  el  Fon- 
do l'iudoso;  las  invoí  an  en  abono  de  sus  pretensiones;  sin  rcíjerva  pro- 
claman que  no  pueden  desconocer  la  facultad  soberana  del  Gobierno 
que  las  promul?«>:  pero,  perdiendo  de  vista  que  esan  leyes  establecen, 
cambian,  níodilican,  alteran  la  administración  del  Fundo,  la  encomien- 
dan y  la  retiran  al  Obispo  de  California,  alegan  todavía  derechos  le- 
fjahs  de  este  último  á  hacerse  cargo  de  lix  administración. — |Tumaña 
incoii^eciienciíi  es  inexplicable! 

7.  Kn  lo  ({ue  concierne  á  las  diversas  iWdenes  de  pngo  expedidas 
por  el  Gobierno  mexicano,  después  de  haber  sido  promulgado  el  de- 
creto de  24  de  Octubre  do  1842,  ¿qué  es  lo  que  ellos  demuestran? — 
Seacillamente  que  el  Gobierno,  en  uso  de  su  derecho,  tuvo  por  coii- 
renienle  dar  cierta  inversión  á  los  rendimientos  del  Fimdo.  Y  lejos 
deque  esas  órdenes  de  pago  autoricen  la  deducción  de  que  de  esa  ma- 
nera fué  reconocido  el  derecho  de  los  Obispos  de  California  á  admi^ 
nistrar  el  Fondo,  ios  iiechos  alegados  sirven  solamente  para  compro- 
bar qne,  segan  queda  dicho  ya,  el  Gobierno  de  México  ejercitó,  cada 
rez  que  lo  tuvo  á  bien,  su  fucullad  soberana  de  manejar  el  Fondo  y 
de  disponer  sobre  la  inversión  de  sos  productos. 

8.  Con  sobrada  razón  observa  el  Sr.  Mariscal  que,  si  bien  el  decre- 
to de  3  de  Abril  de  1845  proporcionó  un  pretexto  al  superárbitro  de 
la  Comisión  Mixta,  para  afirmar  que  en  el  texto  de  esa  ley  aparece  re- 
conocida la  obligación  de  entregar  al  Obispo  los  productos  del  Fondo, 
en  esta  ocasión  los  reclamantes  se  han  abstenido  de  aducirlo  en  abo- 
no de  su  actual  demanda,  por  motivos  que  conviene  examinar  cuida- 
dosamente.—Imposible  será,  desde  luego,  negar  esta  verdad:  la  ley  de 
24  de  Octubre  de  1842  no  confiere  título  alguno  eGcaz  á  los  reclaman- 
tes para  pretender  que  tienen  derecho  á  administrar  y  á  percibir  los 
réditos  al  6  por  100  del  valor  que  les  place  asignar  A  los  Bienes  del 
Fondo  Piadoso.  Si  alguna  duda  pudiera  subsistir,  á  este  respecto,  dis- 
ciparíala  completamente  la  respuesta  del  Aírente  de  los  Kslados  Uni- 
dos y  de  su  eminente  abojíadu  el  Sr.  Mari-cal.  Alúdese  en  ese  d(K-u- 
rnenlo  á  derechos  letjales  y  de  equidad,  cuyo  origei»  no  se  precisa — 
no  se  ha  explicado  quién  los  coníirió  ni  cuál  es  su  título — y  á  la  ley 
(le  de  Abril  de  1845,  que  los  reclamantes  se  deciden,  al  íin,  á  alegar 
como  base  de  su  demanda.  —  Ksl adiemos,  pues,  e^a  ley. 

9.  Ella  dispone  que  los  créditos  y  demás  bienes  del  Fondo  Piadoso 
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de  California,  qué  no  hubieran  sido  enapenados  á  ¡a  écuán^  (ttmn 
de^aeltos  desde  luego  al  Obispo  y  á  sus  sucesores,  para  los  fines  de 
que  habla  el  arL  6  de  la  ley  de  29  de  Septiembre  de  1836;  jsinper-  , 
juicio  de  lo  que  resueivw  el  Coi^freaOt  sobre  los  bienes  eno/efia*  ¡ 
dosffa,. 

¿Qué  es  lo  que  irresistiblemente  se  infiere  de  esta  disposición  legis- 
latíra,  sobre  coya  validez  no  se  d¡sputa?^Que  el  Gobierno  mexicano 
prosiguió  haciendo  uso  de  su  facultad  soberana  de  disponer  sobre  Ift 
administración  del  Fondo,  y  sobre  la  inversión  de  sus  frutos. — ^Bslo 
es  indiscutible.  En  segundo  lugar,  que  los  bienes  no  rendidos  ya,  ha- 
bían de  ser  entresjados  al  Obispo  de  California  y  á  sus  sucesores,  y 
por  ulliino,  que  el  Congreso  se  reservó  disponer  sobre  los  bieneáya 
enajenados. 

10.  Debido  es.  por  tanto,  estudiar  sucesivaiuenLe  esos  tres  pantos, 
únicos  á  que  se  roliei  o  el  decreto  en  que  nos  estamos  fijando. — Algo 
hay  que  aurregrar,  sin  einl)argo,  á  lo  que  se  ba  dicho  respecto  al  prime* 
ro.  r)(»  nuevo  el  liobierno  niexicatio  dispone,  como  lo  cree  convenien- 
te, de  la  administración  del  Fondo  y  de  su  inversión,  y  como  los  re- 
clamantes ni  atacan  ni  podrían  atacar  la  facultad  soberana  oiorf^itr^d  i 
al  ser  proiiiiilgada  la  ley  en  que  me  oonpo,  porque  de  liarerlo, -t- cua- 
tradecirían,  parece  evidente  (jne  en  osle  punto  ta  discusión  seria  ociosa. 

11.  La  sejinnda  de  las  disposiciones  del  decreto  ordena  que  los  bie- 
nes hasta  entonces  no  enajenados,  fuesen  devueltos  inmediatamente 
al  Obispo  de  California  y  á  sus  sucesores,  para  ios  objetos  que  men- 
ciona el  art.  6°  del  decreto  de  29  de  Septiembre  de  18íír>.— ¿Contiene 
esta  disposición  algún  titulo  en  favor  de  los  reclaman  tea? — Ln  res- 
puesta se  impone.  No:  sencillamente,  porque  sí  ella  fuese  un  titulo, 
serviría  para  motivar  la  jíretensión  de  que  el  Gobierno  mexicano  en- 
treí^ara  á  los  actuales  Obispos  de  la  Alta  California  una  parte  de  lo8 
bienes  no  vendidos^  y  una  parte,  digo,  porque  alguna  tendría  que  co- 
rresponder al  Obispado  de  la  Baja  California,  supuesto  que  los  reelar 
mantés  se  dignan  admitir  que  un  ]  5  por  100  del  todo,  pertenece  á  la 
Iglesia  Católica  de  la  Península  California. — ¿Los  reclamante»  solici- 
tan la  entrega  de  algún  bien,  de  algún  valor,  de  algo  de  lo  que  forman 
el  Fondo?  No.  Piden  que  se  les  pague  los  intereses  del  capital  qoo 
suponen,  y  nada  más  que  esos  intereses.  En  consecuencia,  la  reda- 
mación no  recae  sobre  los  bienes  que  existen  aún,  no  enajenadotf 
del  Fondo  Piadoso, 

Desde  este  punto  de  vista,  pues,  la  ley  de  3  Abril  de  1845,  no  es  el 
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título  de  aoeíÓD  propuesta  en  la  demauda.  En  este  punto,  los  recia* 
mantés  y  nosotros  estamos  de  acuerdo,  y  reiteradas  ocasiones  han  ma- 
nifestado ellos  que  reconocen  el  derecho  del  Gobierno  mexicano  á  re* 
tener  indefinidamente  lu  propiedad  del  Fondo.— La  reclamación  recae, 
por  lo  visto,  nada  más  que  sobre  los  intereses  al  6  por  iOO  de  un  ca- 
pital cuya  cuantía  es  calculada  caprichosamente. 

12.  El  decreto  se  refiere,  por  último,  á  los  bienes  ya  enajenados,  y 
absteniéndose  de  disponer  de  ellos,  reserva  al  Congreso  la  determina- 
ción ulterior  sobro  Ion  bienes  ya  vendidos. — ¿Será  posible  deducir 
un  título  legal,  sea  el  que  fuere,  de  un  apUizuiniento.  que  nada  orde- 
na?— Bien  vistas  las  cosas,  h»  (jiie  naturalmente  se  deriva  de  la  últi- 
ma parle  del  decreto  que  analizo,  es  una  nueva  coníirmaeión  de  la 
facultad  que  tenía  el  Gobierno  mexicano,  y  de  la  eual  hacía  uso,  de 
disponer, según  le  parecía  conveniente,  de  la  administrnción  y  de  la  in- 
versión del  Fondo  Fiadoao.— Y.  se  i  de  ello  lo  que  fuere,  lo  cierto  es 
que  el  Oobierno  mexicano  nada  llc/ó  ú  determinar  sobre  los  bienes 
ya  enajenados,  hasta  que  fué  considerada  ui  íine.vión  de  la  Alta  (  -ali- 
fornia  á  los  Kstados  ['nidos.  De  la  nada,  nada  puede  resultar.  La  re- 
serva que  contiene  el  decreto  de  3  de  Abril  de  1845  sobre  los  Ijienes 
ya  enajenados  en  esa  época,  no  es,  no  puede  ser  un  título  para  nadie 
ni  de  nada,  y  la  abstención  del  Gobierno  de  México  de  toda  deterrai- 
oación  sobre  el  empleo  del  producto  de  los  bienes  ya  enajenados  ni 
constituye  ni  puede  constituir  un  título,  á  despecho  de  todos  los  es* 
fuerzos  dialécticos  y  de  la  habilidad  de  nuestros  adversarios. 

IS.  Infiero  de  las  observaciones  anteriores,  que  ninguno  de  los  de- 
cretos diciados  por  el  Gobierno  mexicano  puede  proporcionar  una  ba- 
se á  la  reclamación  presentada  en  nombre  de  los  Obispos  de  la  Igle- 
sia Católica  de  la  Alta  California. — Pretenden,  sin  embargo,  por  la 
mediación  del  Agente  de  los  ICstados  Unidos  y  de  uno  de  sus  más  dis- 
tinguidos abogados,  que,  aun  coando  el  Congreso  mexicano  nada  de- 
terminara sobre  la  inversión  del  producto  de  venta  de  los  bienes  ya 
enhenados  en  3  de  Abril  de  1845,  que  cuentan  con  una  calidad  bas- 
tante para  reclamar  lo  que  demandan,  porque  una  interpretación  prác- 
tica y  oomprensíva  de  todas  las  materias  reservadas  por  la  citada  ley 
resalta  de  la  ley  de  Octubre  de  1842,  que  hacía  innecesaria  toda  ac- 
ción ulterior  del  Congreso,  el  cual,  por  lo  mismo,  nada  llegó  á  deter- 
minar á  este  respecto. — Confieso  ingenuamente  que  si  la  observación 
no  es  Qn  concepto  paramente  verbal,  que  nsda  significa,  no  puedo 
acertar  con  lo  que  se  ha  querido  decir.  Supongo  que  la  idea  de  núes- 
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tro3  adversarios  es  ésta:  la  ley  de  24  de  Octubre  de  1842  había  sido 
promulgada  ya,  ordenando  la  Constitución  de  un  cefwo  consignaUvo 
con  el  producto  de  la  venta  de  loe  bienes  del  Fondo  Piadoso  y  el  re- 
conocimiento de  un  interés  de  6  por  100  anuaU  y,  sin  embaído,  el  Go- 
bierno dispiisb  en  varias  ocasiones,  según  suponen  los  reclamantes— 
y  bueno  será  llamar  la  atención  sobre  la  frecuencia  con  que  se  entre- 
gan á  hacer  suposiciones,  sobre  las  cuales  fundan  prolijos  razonamien- 
tos— que  se  hicieran  algunos  pagos  al  Obispo  de  California,  por  cuenta 
del  Fondo  Piadoso. — Se  reconoció,  pues,  el  derecho  de  ese  Obispo,  á 
recibir  los  réditos  [)roiiiGti(los.  Este  es  el  título  que  los  sucesores  de 
ese  Obispo  invocan,  y  á  nada  conduce,  por  tanto,  alegar  que  nmgun.i 
disposici(jti  fué  dictada  sobre  los  bienes  no  enajenados  en  184-ñ,  por- 
que esa  disposirii')!!  fial)ía  sido  adoptada  de  antetnana:  pa«,'ar  al  Obis- 
po de  California,  y  á  sus  siicesorcís,  los  réditos  previstus  por  la  ley  de 
24  do  O 'tillare  de  18Í-2.  Por  lo  visto,  bien  laborioso  es  el  razonamiento 
desenvuelto  para  obtener  aquella  conclusión,  y  muy  obscuro  debe  de 
ser  un  título  que  no  <?e  funda  sino  sobre  una  aríyiimenta('i<>n  tan  tra- 
bajosa y  á  mayor  abutiUaniiento,  viciosa  desde  cualquier  punto  de 
vista. 

15.  ¿Qué  signiílca  este  concepto  de  la  ley  de  3  de  Abril  de  I84ó. 
sin  perjuicio  *de  lo  que  el  Congreso  decida  sobre  los  bienes  vendidos?* 
Es  evidente  que,  enajenados  ya  y  estando  legítimamente  en  poder  de 
los  compradores,  el  Congreso  no  podía  disponer  de  ellos.  Incorporados 
previamente  al  dominio  nacional,  por  obra  de  una  ley  regularmente 
promulgada,  fueron  comprados  por  particulares.  Los  reclamantes  no 
atacan  la  validez  de  las  enajenaciones,  y  lejos  de  combatirla  reconó- 
cenia  expresamente,  pidiendo  que  se  les  pague  loe  intereses  causados 
por  un  capital,  que  no  es  sino  el  precio  de  aquellos  bienes. ^  Cierto 
es,  entonces  que,  respecto  á  los  que  ya  habían  sido  vendidos,  ninpmfl 
resolución  podía  tomar  el  (ingreso  mexicano;  y  como,  ello  no  obs- 
tante, la  ley  de  B  de  Abril  de  1846  le  reservó  la  facultad  de  áispantr, 
respecto  á  esos  biene.?,  es  evidente,  por  ser  inadmisible  cualquiera  otra 
interpretación,  que  quiso  referirse  el  legislador  á  los  intereses  del  em- 
80  que  la  ley  de  24  de  Octubre  de  1842  mandó  imponer  !>obre  la  Renta 
del  Tabaco.  Ahorabien:  esaleyanteriorde24deOctubredel842,dispo- 
soque  los  intereses  del  Censo  Consignativo  formado  con  el  capital,  pro- 
ducto de  la  venta  de  los  bienes  del  Pondo  Piadoso,  fuesen  aplicados 
á  los  objetos  de  la  primitiva  fundación.  Ordenando  la  ley  de  1845  qae 
el  Congreso  dispondría  en  lo  futuro  sobre  el  capital  mismo  del  censo 
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y  sobre  sos  intereses — supuesto  que  á  esto  se  habían  reducido  los  bie- 
nes ya  enajenados — evidente  parece  que  el  decreto  de  24  de  Octubre 

fué  substancíalinente  modificado  en  este  punto,  porque  la  ley  de  3  de 

Abril  de  1845  encomondó  al  Congreso  í.i  adopfióri  de  provitlencias  so- 
bre lo  que  habí  íit  de  hacerse  respecto  á  los  bienes  ya  enajenados  ea 
esa  fecha. — Si,  pues,  deniandantes  y  demandados  o( invienen  en  que 
ninguna  otra  ley  fué  expedida,  sobre  la  materia,  después  de  la  de  1845, 
podremos  alirmar  seguramente,  que,  cotno  ni  la  24  de  Ootiihre  ni  l;i  de 
3  de  Abril  pueden  proporcionar  título  nlfiino  á  la  reclamación  de  (jue 
se  trata,  no  existen  más  que  eso'í  «tierechos  lejrales  y  equitativos»  á 
que  se  refiere  la  réplica  del  Agente  de  ios  Rstados  Unidos  es  de- 
cir» algo  vago,  indeterminado,  equívoco.  Concepto  vertml  y  uo  título. 

II 

16.  Los  reclamantes  comprenden  la  irremediable  debilidad  de  su 
causa  por  este  motivo  y,  admitiendo,  por  vía  de  suposición  que  la  Igrle- 
sia  Católica  de  la  Alta  California  carece  de  todo  derecho  á  adminis* 
trar  el  Fondo  Piadoso  de  California  ó  á  reclamar  una  renta  perpetua, 
sostienen  que  un  tribunal  de  equidad  que  aplicara  en  el  caso  amplios 
principios  jurídicos — hroadprindpUssof  right — tendría  que  recono* 
cer  á  Ift  referida  Iglesia  una  calidad  bastante  para  recibir  los  rendi* 
míenlos  de  dicho  Fondo.—Discutamos  esta  tesis.  Háse  dicho,  en  efecto, 
que  este  Tribunal,  lo  es  de  equidad,  ó  lo  que  es  igual,  si  no  me  enga- 
ño, que  para  resolver  la  cuestión  que  le  está  Hometida,  no  necesita 
acudir-á  preceptos  legales,  ni  tomar  en  consideracídn  lo  que,  emplean^ 
do  un  eufemismo  verdaderamente  curioso,  es  designado  con  la  pala- 
bra tecnicalUieSj  y  que  sin  atenerse  al  rijror  del  derecho,  debe  de  fallar 
ex  equo  tt  bono.  Rechazo  esta  pretensión  con  toda  la  energía  de  que 
soy  capaz,  porque  está  desprovista  de  fundamento.  Sí  las  partes  in- 
teresadas hubieran  querido  encontrar  una  solución  de  equidad  para 
la  divergencia  entre  ellas  suscitada,  así  lo  hubieran  estipulado,  y  en 
vano  se  buscará  en  el  Protocolo  de  22  de  Mayo  algún  pacto  autori- 
zando la  creencia  deque  fué  intención  de  las  Altas  Partes  Contratan- 
tes eximir  á  los  jueces  elegidos  para  dirimir  el  eonflicto  del  deber  de 
acudir  al  Derecho,  á  las  leyes  aplicables  al  caso,  en  solicitud  del  cri- 
terio de  decisión  indis])ensable.  Siempre  que  surge  una  contienda  del 
orden  jurídico— nadie  negará  que  la  cuestión  actual  pertenece  á  esa 
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<¡a'tegoría — y  que  los  interesados  apelan  á  los  jueces  eonstitatdcs  ó 
nombrados  por  ellos  para  decidirla,  sin  necesidad  de  expresarlo,  que- 
da entendido  qiie  deben  esos  jueces  acudir  al  Derecho,  á  menos  que  lo 

contrario  sea  convenido.  ¿El  Protocolo  de  22  de  Mayo  creó  una  Corle 
de  cHjuidad? — ¿Instituyó  un  tribunal  dispensado  de  aplicar  leyes  y 
aulonzado  para  fundarse  en  consideraeiones  de  equidad? — ¿Cómo  ex- 
plicarííe,  entonces,  oí  liecho  de  haber  elegido  para  jueces,  jurisconsul- 
tos de  reputación  universal? — ¿Qué  significa,  entonces,  el  iinponenté 
aparato  de  abojíudos  que  han  desfilado  ante  la  Corte,  cada  uno  más 
«locuente  que  el  otro,  y  que  han  discutido  la  cuestión  bajo  todos  sos 
aspectos  jurídicos? 

17.  E?npero  se  ha  dicho  que,  además  do  la  cuestión  relativa  á  la  efi- 
cacia del  fallo  de  In  ('omisión  Mixta  de  \\'asliin<iton,  la  Corte  tendrá 
que  resolver,  si  niega  la  existencia  de  la  res  Judie  ata,  sobre  la  jusfi- 
cia  ó  injusticia  de  l:i  reclamación  de  la  líilcsia  ('atólica  de  California, 
y  que  esta  cuestión  no  debe  de  ser  examinada  desde  el  punto  de  vi«ta 
de  la  ciencia  del  Derecho  ni  con  el  criterio  de  tales  ó  cuales  leyes  po- 
uitivas,  sino  mediante  consideraciones  de  equidad.  Para  formarse  con- 
cepto de  la  audacia  de  esta  tesis,  bastará  llamar  la  atención  sobre  que. 
lojustOy  quiere  decir,  lo  que  es  conforme  con  la  justicia,  idem  sowU 
jure  et  rUe,  y  encomendando  el  Protocolo  á  este  Tribunal,  la  misión 
de  resolver  si  la  reclamación  que  le  está  sometida  es  ó  no  justa,  leba 
impuesto  el  deber  de  decidir  si  se  conforma  con  la  justicia,  y  la  jus- 
iicia  de  toda  reclamación  desde  el  panto  de  vista  jurídico,  no  puede 
eer  apreciada  sino  jurídicamente. 

18.  No  se  debe,  pues,  escuchar  los  llamamientos  de  nuestros  ad* 
Tersarlos  á  la  equidad,  y  urge  recordarles  que  no  estamos  en  los  Es- 
tados Unido.s  para  que  no  pierdan  su  tiempo  invocando  precedentes 
de  la  jurisprudencia  de  ese  pafs,  sobre  los  asuntos  cuyo  conocimieo* 
to  incumbe  á  las  Cortes  de  Equidad,  ni  sobre  el  criterio  que  ellas  de- 
ben aplicar  al  decidir  las  cuestiones  que  les  son  sometidas. 

19.  Sin  invadir  el  terreno  reservado  á  los  distinguidos  Abogados  de 
México  ante  este  Tribunal,  me  permitiré,  sí,  hacer  constar  que,  como 
la  reclamación  de  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  California  habría  de- 
bido ser  sometida  á  los  Tribunales  mexicanos,  únicos  competentes  pa« 
ra  decidir  sobre  reclamaciones  de  ciudadanos  extranjeros  contra  el 
Gobierno  nacional,  la  buena  voluntad  de  mi  país  de  prescindir  del  in- 
cuestionable derecho  que  tenía  de  exigir  esa  sumisión  á  sus  jueces, 
de  una  demanda  propuesta  contra  la  Bepública,  no  implica  oi  puede 
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implicar  la  renuncia  al  derecho  de  exigir  que  la  cuestión  sea  resael* 
ta  según  liis  leyes  roexicana!*,  únicas  aplicables  al  caso.  Esas  ley  os, 
como  lo  demostrarán  en  brere  los  Al«ogados  de  México,  son  las  que 
la  Corte  deberá  consultar,  é  imposible  sería  admitir  la  existencia  de 
renuncias  á  este  respecto,  si  es  una  verdad  que  ellas  no  se  presumen^ 
sino  que  deben  constar  p<>r  modo  expreso. 

20.  Si  no  he  comprendido  mal  las  obíicrvaciunes  de  la  réplica  del 
Agente  dejos  Esladus  Unidos  á  la  re-spuesta  del  Sr,  Mariscal,  se  le  re- 
procha más  ó  menos  recalad.-imeule  que,  al  cilar  la  escritura  do  do- 
nación, que  lia  sido  cont^ider:ida  couioel  instrumerito  constitutivo  del 
Fondo  riadoso,  no  reprodujo  <ino  los  pasajes  propicios  á  su  propósi- 
to. Fl  carino  e.s  inmprecido. —  La  Corte  está  en  aptitud  de  conocer  el 
documento  de  que  se  trata,  uiejor  (pie  por  los  párrafos  copiados  pop 
el  Sr.  Mariscal.  Sabe  bien  el  Miuistro  de  Nejinnins  Fxtranjeros  de  mi 
país,  que  la  escritura  áque  me  refiero  íonna  parte  de!  expediento  for- 
mado ante  la  Comisión  Mixta  y  que,  por  lo  mismo,  el  texto  completo 
estaría  á  la  disposición  de  nuestros  jueces.  En  gracia  de  la  brevedad 
copió  aquello  que,  según  su  parecer,  convenía  más  al  fin  propuesto; 
es  decir,  á  la  demostración  de  que  ese  documento  no  podía  servir  de 
base  á  la  reclamación  americana,  pues  que  el  texto  de  los  pasajes  fíei- 
mente  reproducidos  no  permite  dudar  de  que  el  hecho  mismo  de  es- 
tarse discutiendo  sobre  este  asunto,  es  una  infracción  manifiesta  de 
la  voluntad  de  los  donantes,  cuya  voluntad  explícita  fué  que  jamás 
juez  alguno,  secular  Ó  eclesiástico,  «se  entromeía — este  vocablo  tie- 
*  ne  en  espafiol  no  común  energía — á  investigar  si  sé  cumple  d  no  en* 
«condición  de  esta  donación,  por  ser  nuestra  voluntad  que  no  dé  lu- 
«gar  á  ninguna  pretensión,  y  que,  cumpla  ó  no  la  Sagrada  Compañía 
«con  el  fin  de  las  Misiones  en  esta  materia,  sólo  á  Dios  Nuestro  Señor 

« tendrá  que  dar  cuenta  »  Si  ley  es  la  voluntad  así  expresada  de 

los  primitivos  donantes,  podemos  decir  que  en  estos  mismos  instan- 
tes se  la  está  quebrantando,  y.  que  es  México  el  que  pretende  que 
sea  respetada,  en  tanto  que  los  representantes  de  la  Iglesia  Católica 
de  California,  intentan  hacerla  olvidar. 

21.  La  afirmación  es  motivada,  porque  los  reclamantes  y  nosotros 
estamos  de  acuerdo  en  reconocer,  que  á>lo8  Jesuítas, — á  quienes  na- 
die tendrá  derecho  de  pedirles  cuento  de  la  inversión  del  Fondo  Pia- 
doso—sucedió el  Gobierno  español,  substituido,  á  su  vez,  por  el  me- 
xicano. -  I 
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22.  Seria  esta  la  ocasión  de  discutir  el  ponto  relativo  á  saber  si  el 

fa)lo  de  la  Comisión  Mixta  tiene  6  no,  la  virtad  de  cosa  juzgada;  pe- 
ro debiendo  ser  ampliamente  tratada  esta  cnestión  por  los  Abogado<> 

de  MU  país,  me  abstendré  de  abordarla,  iio  sin  hacer  constar  que  nues- 
tros adversarios  han  hecho  extraordinario  esfuerzo  para  demostrar 
una  tesis  que  nadie  ha  combalido:  toda  sentencia,  sin  recurso,  dic- 
tada por  juez  competente,  tiene  fuerza  de  cosa  juzgada:  y  éntrelas 
sentencias  que  tienen  esa  eficacia,  se  cuentan  las  de  los  tribunales  ar- 
bitrales, sean  ó  no  internacionales.  Fste  principio  no  ha  sido  impug- 
nado, y  es,  ciertamente,  de  jurisprudencia  universal:  pero  en  esta  oca- 
sión ol  problema  es  de  beclu).  más  bieu  que  de  derecho.  ¿Se  han 
realizado  en  esta  vez  las  couiík  i  nes  indispenvahles  para  que  una  sen- 
tencia produzca  la  cosa  juzf::ada  y  He  aquí  la  cuestión  reservada  á  los 
Abojiados  de  México.  Do  mi  p&rle  diré  solamctitc  que,  siendo  eviden- 
te é  innegable  que  el  fallo  de  la  Comisión  Mixta  no  contiene  declara- 
ción alguna  expresa,  en  su  parte  resolutiva,  ni  sobre  la  cuantía  del 
capital,  ni  mucho  menos  sobre  una  obligación  futura  y  perpetua  de 
pagar  intereses  por  ese  capital,  si  tales  declaraciones  no  fueron  ex- 
presadas, solamente  se  las  puede  considerar  contenidas  en  la  decisión 
por  modo  implícito.  Ahora  bien:  la  Comisión  Mixta,  que  no  pudohn- 
cer  esas  declaraciones  explícitamente,  tampoco  pudo  hacerlas  implí- 
citamente. 

23.  El  artículo  II  de  la  Convención  de  4  de  Jalío  de  1868,  creado- 
ra de  la  Comisión  Mixta,  excluyó  expresamente  de  las  reclamacicoes 
que  le  fueron  sometidas,  cuantas  emanaran  de  hechos  anteriores 
al  2  de  Febrero  de  1848. — «SecooTiene  que  ninguna  reclamación  que 
«emane  de  acontecimientos  de  fecha  anterior  al  2  de  Febrero  de  1848 
«se  admitirá  con  arreglo  á  esta  convención» — Y  bien:  la  incorpora- 
ción al  Tesoro  Nacional  de  los  bienes  del  Fondo  Piadoso,  con  h^;»te* 
ca  de  la  Renta  del  Tabaco,  el  encargo  confiado  ai  Obispo  deadmiais-  j 
trar  el  Fondo,  la  disposición  que  se  le  retiró,  la  devolución  al  misnio  j 
prelado  de  la  administración  de  los  bienes  que  no  hubieran  sido  ven- 
didos, todo  ello  emana  de  acontecimientos  anteriores  al  8  de  Febre- 
ro de  1848,  y  por  tanto,  las  exigencias  irresistibles  de  la  lógica  impo- 
nen la  condusión  de  que,  reclamaeiónalgona  emanada  de  tales  saeem 
pudo  ser  sometida  á  la  Comisión  Mixta  ni  resuelta  por  ella,  implicita- 
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mente.  De  un  modo  expreso  ningana  resolución  sobre  loe  puntos  in- 
dicadofl  aparece  en  la  decisión  d^  tercero  en  discordia,  Mr.  Thornton. 
Indirecta  ó  implícitamente,  ninguno  de  ellos  pudo  ser  materia  de  su 

decisión.  c'Cómo,  entonces,  se  podrá  ¡UTOcar  la  teoría  de  la  cosa^ juz- 
gada, y  .se  nos  habla  de  la  efícacia  de  las  decisiones  implícitas? 

24.  Tocante  á  prestaciones  fnturas.  es  decir,  ¿  la  obligación  que 
seguro  se  supone,  fué  implfcilaiiH  iile  impuesta  al  Gobierno  mexicano, 
de  pagar  no  solamente  las  sumas  dcuiaíui.ulas  unte  la  Comisión  Mix- 
ta, sino  también  los  intereíres  sucesivos,  perpetua  é  iudefinidatnenle, 
esa  obligación  no  fué,  de  cierto,  compreiRÍida  en  la  demanda,  ni  fué 
materia  de  la  defensa  ni  objeto  del  cunsi-conlruto  judicial,  ni,  en  lin, 
fué  resuelta  por  modo  expreso,  por  la  Comisión.  rJ-<o  sería  implíeita- 
ineiite?  Imposible,  porque  io  meiu)s  (pie  se  puede  ase^íurar  á  este  res- 
pecto es,  que  la  sentencia  no  puede  ir  más  allá  de  la  demanda,  y  que 
los  falsos  iflfra  peííia  son  nulos  de  pleno  derecho. 

'25.  ¿Kn  donde  está,  entre  los  capítulos  de  la  demanda  de  los  Obis- 
pos de  la  Alta  California,  la  petición  de  que  se  declareque  Méxicoes- 
tá  obligado  á  pagar  perpetuauíente,  los  intereses  de  que  se  trata?  Si 
ana  declaración  sobre  este  punto  no  fué  ni  pudo  ser  materia  del  liti- 
gio, no  pudo  ser  hecha  por  la  Comisión  Mixta  ni  explícita  ni  implíci- 
tamente. 

26.  Las  facultades  mismas  de  los  árbitros  nombrados  en  virtud  de 
la  Convención  de  1808;  es  decir,  los  propios  términos  del  compromi- 
so eran  insuperable  obstáculo  á  toda  tentativa  de  reclamación  sobre 
intereses  futuros.  Cualquiera  duda  que  pudiese  subsistir  á  este  res- 
pecto, la  disiparía  el  art,  1**  de  la  Convención  aludida.  «Todas  laa 
«reclamaciones  hechas  por  Corporaciones,  Compañías,  ó  individuos 
«particulares,  ciudadanos  de  la  República  Mexicana,  procedentes  de 
«peijuieios  tufrtdoB  en  sus  personas  ó  propiedades  por  autoridades 
«de  los  Estados  Unidos,  y  todas  las  reclainaciones  hechas  por  corpo- 
«raciones,  compaflías  ó  individuos  particulares,  ciudadanos  de  los 
«Estados  Unidos,  procedentes  de  peijuieios  stf/ridos  en  sus  personas 
«ó  en  sus  propiedades  por  autoridades  de  la  República  Mexicana,  que 
>hayan  sido  presentadas  á  cualquiera  de  los  dos  gobiernos,  solicitan- 
«do  la  interposición  para  con  el  otro,  con  posterioridad  á  la  celebra- 
«ción  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo ...  se  referirán  á  dos  eomi- 
«sionados. .  •  •  >  Es  evidente,  por  tanto,  que  la  Comisión  Mixta  no 
debió  de  ocuparse  sino  en  reclamaciones  por  peijuieios  sufridos,  ó  lo 
que  es  igual,  que  no  estaba  dentro  de  sus  facultades  conocer  de  estas 
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demandas  sobre  prestacioDds  futuras  cualesquiera  qae  ellas  fuesen, 
ni  resolver  sobre  obligaciones  de  complimtento  faturo. 

27.  Por  una  parte,  pues,  los  reclamantes  no  solicitaron  que  se  de- 
clarase que  México  estaba  obligado  á  pagar  intereses  futuros;  por  la 
otra,  aun  en  e!  caso  de  que  esa  solicitud  hubiera  sido  presentada  á  Is 
Comisión  Mixta,  ésta  habría  tenido  que  abstenerse  de  resolTer  sobre 
ella,  por  falta  de  competencia,  y,  por  último,  el  fallo  de  esa  Comisión 
no  contiene  declaración  al<]^una  sobre  este  punto.  ¿Cómo  hay  quien 
se  atreva  todavía,  á  invocar  resoluciones  iinplicila.s  sobre  obligacio- 
nes futuras  á  cargo  de  la  República  Mexicana? 

28.  Merced  á  un  pubterfujíio  ingenioso,  los  Obispos  de  California 
obtuvieron  de  la  Connsión  Mixta,  que  diera  entrada  á  una  reclama- 
ción precisa,  (ija,  puntualizada,  reducida  á  una  cifra.  El  fallo  de  la  O)- 
niísioii  Mixta  recayó  sobre  esa  reclatnaeión.  Mé.xico  fué  condenada 
injustamente  á  pagar  una  cantifiad  'if^lerniinada  en  la  sentencia.  Mé- 
xico pagó;  la  sentencia  íav.  ejecutadit  en  todas  sus  partes,  y,  tanto  p<L»r 
estos  motivos,  cnanto  por  las  estipulaciones  de  la  Convención  de  18í>H, 
contenidas  en  los  arts.  2**  párrafo  2  y  5,  los  fallos  de  la  CornisiiMi  dcljen 
ser  considerados  como  el  arrearlo  completo,  lAorfec^to  y  linal  de  toda  re- 
clamación contra  cualquiera  de  los  dos  (Gobiernos,  procedente  de  acon- 
tecimientos anteriores  á  la  fecha  del  canje  de  las  ratilicacioncs  de  la 

-  Convención.  Las  Altas  Partes  contratantes  se  comprometieron,  ade- 
más,  á  que,  *toda  redamcKSión,  ya  sea  que  se  haya  presentado  ó  no 
«ála  referida  (^omisión,  será  considerada  y  tratada,  concluidos  loí^pro- 
«cedimíentos  de  dicha  Cotnisión,  como  finalmente  arreglada,  deseciia> 
«da  y  para  siempre  inadmisible.» 

29.  Una  palabra  más,  antes  de  abordar  otra  cuestión.  No  obstante 
que,  entre  la  presentación  de  la  demanda  de  los  Obispos  de  la  Alta  Ca- 
lifornia y  el  fallo  del  Arbitro  Tercero  de  la  Gomisidn  Mixta,  iranseu' 
rrió  un  período  de  cinco  años,  durante  los  cuales,  á  ser  verdadera  la 
tesis  sustentada  por  los  atMigados  de  la  parte-contraría,  siguteron  can- 
sándose los  intereses  del  capital  que  conslitufa  el  Fondo  Piadoso,  ew 
&llo,  sin  atreverse  á  hacer  declaraciones  para  el  futuro,  se  abstaro 
da  ordenar  el  pago  de  más  réditos  que  los  que  considerá  vencidos  du- 
rante los  veintiún  años  transcurridos  desde  el  2  de  Febrero  de  1848, 
haata  la  fecha  de  la  reelamación. — ¿Por  qué  se  guardó  el  Arbitro 
de  hacer  declaración  sobre  los  réditos  devengados  durante  los  cinco 
afios  empleados  en  substanciar  el  litigio? — ¿Porqué  no  hizo  algo* 
na  indieaeión'-sobre  la  liquidación  por  practicar,  para  que  los  recia*' 
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mantés  recibieran  una  cantidad  que  habría  pasado  de  doscientos  mil 
pesos? 

30.  De  cierto»  porque  consideró,  como  lo  considerara  el  comisio- 
nado americano,  que  esa  declaración  estaba  fuera  de  la  competencia, 
limitada  á  resolver  sobre  perjuicios  «ii/WdEew,  hasta  la  fecha  del  canje 

de  ratificaciones  de  la  Convención  de  1868,  y  porque,  en  una  palabra, 

le  estaba  vedado  fallar  ultra  petUa. 

31.  Por  lo  visto  la  obligación  de  pagar  una  renta  perpetua  é  iiide- 
linida  á  la  Iglesia  Católica  de  California  no  fué  ni  demandada,  ni  de- 
batida ni  declarada  expresa  ó  implícitamente. — En  consecuencia,  la 
cosa  juzgada  por  el  fallo  de  la  Comisión  Mixta  quedó  Of/otada,  esta 
cá  la  palabra,  en  cuanto  (¡ue  la  Republica  Mexicana  hubo  pagado  la 
cantidad  á  que  fué  condenada. 

82.  Paróceme  (pie  he  conseguido  poner  de  relieve  la  importancia 
de  referirse  no  solamente  a  las  enseñanzas  de  los  Autores  sobre  la  ex- 
tensión de  la  res  juAícdla  y  á  los  principios  de  la  teoría  jurídica  en 
esta  materia,  .sino  también,  supuesto  que  se  trata  de  un  laudo  arbi- 
tral, á  los  términos  del  compromiso  y  á  la  voluntad  de  los  otorgantes 
sobre  los  efectos,  sobre  la  extensión  de  la  sentencia,  porque  sobre  es- 
tos pontos,  la  voluntad  de  las  partes  es  y  prevalece  sobre  el  dere- 
cho positivo,  sobre  las  teorías  cíentíOcas  y  sobre  las  doctrinas  de  los 
jurisconsultos! 

33.  La  contestación  del  Gobierno  mexicano  opone  á  la  demanda  la 
excepción  perentoria  que  se  deduce  recta  y  naturalmente  de  los  ar- 
tículos XIV  y  XV  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo.— Se|^n  el  pri- 
mero: «los  Estados  Unidos  exoneran  á  la  República  mexicana  de  todas 
«las  redamaciones  de  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  no  decidida 
«aún  contra  el  Gobierno  mexicano»  y  que  puedan  haberse  originado 
«antes  de  la  feeha  del  presente  Tratado:  esta  exoneración  es  definiti- 
«va  y  perpetua,  bien  sea  que  las  dichas  reclamaciones  se  admitan, 
«bien  que  se  desechen  por  el  tribunal  de  Comisarios  de  que  habla  el 
«artículo  siguiente,  y  cualquiera  que  pueda  ser  el  monto  total  de  las 
«queden  admitidas.  >  Elartículo  XV añade:  «Los  Estados  Unidos  exone* 
«ran  á  México  de  toda  responsabilidad  por  las  reclamaciones  de  sus 
«ciudadanos,  mencionadas  en  el  artículo  precedente,  y  considerándo- 
«los  completamente  canceladas  para  siempre,  sea  cual  fuere  su  mon- 
«lo,  toman  á  su  cargo  satisfacerlas,  basta  una  cantidad  que  no  exceda 
«de  tres  millones  doscientos  mil  pesos»  ¿Cómo  resulta  de  los  artícu- 
los citados,  la  excepción  alegada?  A  juzgar  por  la  replica  de  los  re- 
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clamantes  á  la  respuesta  del  Sr.  Mariscal,  no  han  camprendido  el  il- 
canee  de  la  defensa  en  que  me  ocupo.  El  texto  inglés  del  artículo  XIV, 
que  es  el  que  se  debe  tener  presente,  porque  es  presumible  que  ta  [larte 
oontratante  que  hizo  la  renuncia  contenida  en  dicho  artículo^  midió 
la  significación  exacta  de  los  conceptos  empleados  para  enuactarla, 
dice,  que  la  liberación  otorgada  á  México  recae  sobre  toda  clase  de  re- 
clamaciones ó  créditos — daims—qw  tuTieron  un  origen  anterior  i 
la  firma  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo.  ¿  Es  ó  no  cierto  que  la  re- 
damación relativa  al  Fondo  Piadoso  es  de  un  crédito — ctoim— que  se 
supone  existente  antes  de  ese  acontecimiento? 

Imposible  sería  negar  que  los  elementos  todos  de  ese  supuesto  eré 
dito  consisten  en  iiechos,  actos  ó  disposiciones  del  Gobierno  mexicano, 
anteriores  á  18  í  8,  y  siendo  así,  á  menos  de  cerrar  los  ojos  á  la  luz  de 
la  evidencia,  se  tendrá  que  convenir  en  que,  esta  reclamación— c/:<im 
— según  la  autoridad  len<rüística  más  aceptada  en  inglés,  tuvo  su  ori- 
gen, nació,  surgió  antes  de  la  firma  del  Tratado  de  rjtiadalupe.  Este 
concepto  se  halla  comprendido  en  la  liberación  amplia,  absoluta,  ili- 
mitada, estipulada  á  favor  de  México  en  el  artículo  XIV  de  dicho  Tra- 
tado. Así  lo  entendieron  los  negociadores  fuexicnnos  del  Tratado  de 
paz  de  1848,  y  es  de  ello  la  mejor  de  las  pruebas,  lo  que  hicieron  cons- 
tar en  el  informe  presentado  á  su  Gobierno  dándole  cuenta  del  resul- 
tado de  su  misión.  Copio  los  pasajes  relativos  de  ese  informe,  que  fué 
presentado  á  la  Corte  como  uno  de  los  anexos  de  la  respuesta  de  mi 
Gobierno  á  la  reclamación  de  los  Estados  Uuidos,  pág.  245.  «Los  quin- 
tce  millones  pactados  en  el  art.  12  y  lo  que  importen  las  estipulacio- 
«nes  del  13  y  14,  son  la  indemnización  más  alta  que  pudimos  obtener 
«como  resarcimiento  de  los  daños  que  resiente  la  República.  Dismi- 
«nuída  ésta  por  el  acrecentamiento  que  en  territorio  adquiere  su  re* 
«ciña,  Tan  á  pesar  sobre  menor  número  de  habitantes  y  sobre  un  ink* 
«blo  menos  grande  las  mismas  obligaciones  que  antes  tenia  y  que. 
«por  consiguiente,  son  ya  más  gravosas.  Así,  nuestra  deuda  interior ; 
«exterior  habrá  de  satisfácerse  exclusivamente  por  la  porción  del  ps^ 
«blo  mexicano  que  conserva  este  nombre,  cuando  sin  la  cesión  sede* 
«rramaría  sobre  la  República  toda,  tal  como  era  antes.  DaAos  deesLi 
«especie  son  los  que  en  parte  posible  se  reparan  con  la  indemDízs- 
«ción.»  Pág.  247.  «La  verdadera  utilidad  de  los  pactos  ccintenidoseo 
«los  tres  artículos — 13, 14  y  15--no  consiste  precisamente  en  que  la 
« República  se  exima  de  pagar  las  cantidades  á  que  ellos  se  refieren, 
«sean  de  poca  ó  mucha  monta,  sino  en  saldar  todas  síts  cuentai  m 
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*la  Nación  vec¿n<i  y  en  no  tener  pendipnfe  cmn  nhjinui  que  pueda 
«alterar  la  buena  inteligencia  entre  ambos  ;xí»bierii()s  y  dar  lugar  á 
«contestaciones  ocasionadas  y  peligrosas.  Este  es  un  bien  de  impor- 
«tancia  suma.» 

34.  Así  fué  como  comprendieron  los  negociadores  mcxicíinoH  el  al- 
cance y  la  singnificación  de  los  arts.  13,  1-^  Y  ^5  del  Tratado,  y  cierto 
esqae  la  tesis  del  Gobierno  de  México  de  que  por  lo  relativo  á  recia- 
mnciones  ó  créditos  por  hechos  anteriores  al  S  de  Febrero  de  1848,  la 
Bepública  quedó  absolutamente  libre  y  exonerada,  no  es  más  qae  el 
resoltado  de  la  interpretación  que,  desde  entonces  fué  considerada  co* 
me  la  que  correspondía  á  los  citados  artículos. 

35.  Pero  los  reclamantes  intentan  substraerse  al  inflexible  rigor  de 
las  dedaoeiones  que  derivan  de  los  textos  invocados  alegando  que,  en 
2  de  Febrero  de  1843,  ningún  eiodadano  americano  podía  proponer 
reclamación  contra  el  Gobierno  de  México  por  causas  6  motivos  más 
ó  menos  estrechamente  relacionados  con  el  Fondo  Piadoso.  I^a  libe- 
ración consentida  á  favor  de  México  no  podía  pues,  comprender  la  de* 
manda  actual,  como  tampoco  pudo  ser  aplicada  á  la  demanda  some- 
tida á  la  comisión  mixta.  Bl  argumento,  no  obstante  su  ostensible 
energía,  es  notorialmente  especioso. 

88.  Aceptando,  en  efecto,  el  punto  de  vista  de  nuestros  adversarios 
podremos  dedr  con  ^los  que,  en  1848,  ningún  ciudadano  de  los  Esta- 
dos Unidos  tenia  reclamación  alguna  que  proponer  sobre  los  bienes 
del  Fondo  Piadoso.  ¿Cómo,  en  el  transcurso  de  los  tiempos,  algunos 
ciudadanos  de  los  Kstados  Unidos  pudieron  adquirir  un  interés  sobre 
ese  Fondo?  Esto  es  lo  que  los  roclo  maules  no  han  podido  explicar  sa- 
tisfacloriaiuente.  (lomenzaron  por  titularse  dueños  de  cuanto  corres- 
pondía á  dicho  Fondo,  véase  la  carta  del  Arzobispo  Alemanyal  Departa- 
mento de  Estado  de  los  EE.  HIT.,  en  1859,  y  á  la  hora  de  espeniticar 
Hu  demanda  auto  !r  (>>nii«iüii  Mixta,  abandonan  esa  pretensión  y  la 
reducen  á  los  interés*  <  que  suponen  causados  por  el  capital  que  capri- 
chosamente calculan  como  resultante  del  Fondo  á  contar  desde  la  fe- 
cha del  Trntíido  (]p  Pnz. 

37.  Para  dar  a|)ariencia  de  eficacia  a!  subterfugio  discurrido  con  el 
objeto  de  aludir  las  estipulaciones  del  mismo  Tratado,  se  dice  que,  co- 
mo los  intereses  de  mandados  fueron  devengados  y  no  pagados  después 
de  Febrero  de  1848,  el  perjuicio  sufrido  por  esta  cansa,  el  perjuicio  cu- 
ya reparación,  exigen  sobrevino  después  de  esa  fecha  y  á  ciudadanos 
americanos.  Para  llegar  á  esta  conclusión,  que  hace  más  honor  á  la 
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haliilidad  de  los  qcLB  la  substentan,  qae  á  bu  justileaeidii,  se  intetfa 
separar  la  prestación  demandada,  es  decir,  una  serie  de  anualidades 
de  réditos,  de  la  obligación  general  de  pagarlos,  como  si  esas  dos  cosas 

fuesen  diferentes  y  capaces  de  existir  una  sin  la  otra.  Quienquiera  que 
se  tome  el  trabajo  de  estudiar  friamente  la  situación  se  persuadirá  de 
que  la  obligación  de  dagar  unjnterés  periódico  es  una  só!a.  es  la  que 
contrae  el  deudor  que  se  impono  ese  gravamen,  y  son  los  vencimien- 
tos de  esa  obligación  los  sucesivos  y  diferentes.  No  so  puede  decir  ra- 
cionalmente que  hay  tantas  obligaciones  como  vencunientos  periódi- 
cos de  intereses.  Ei  vínculo  jurídico  es  uno,  pero  con  esta  modalidad, 
que  las  prestaciones  á  que  se  obliga  el  deudor  no  son  exi}jib!o>^  de  una 
sola  vez  sino  en  épocas  consecutivas.  Cada  ocasión  que  ocurre  un  ven- 
cimiento, se  puede  pedir  la  ejecución  de  la  obligación  primitiva  que 
es  la  única  exigible. 

38.  Si  las  anteriores  observaciones  son  exactas  y  dado  muchotpie 
puedan  ser  discutidas  de  buena  fe  se  llega  necesariamente  á  esta  con- 
clusión: la  obligación  cuyo  cumplimiento  exigieron  los  reclamantes 
ante  la  Comisión  Mixta  y  la  que  ahora  tratan  de  hacer  efectiva  de  Mé- 
xico, son  una  misma;  es  la  que  la  República  se  impuso,  según  el  cri- 
terio de  los  representantes  de  la  Iglesia  Católica  de  California,  cuando 
expidió  el  decreto  de  24  de  Octubre  de  1842,  ó  cuando,  en  3  de  Abril 
de  1845,  ordenó  la  devolución  al  Obispo  de  california  de  los  bienes  no 
vendidos  aún  del  Fondo  Piadoso.  Y  bien,  esa  obligación:  cualquier 
que  sea,  quedó  absolutamente  extinguida  por  obra  de  las  cláusulas  XIV 
y  XV  del  Tratado  de  Guadalupe,  y  no  ha  podido  renacer  solamente 
por  el  hecho  de  que  la  Iglesia  católica  de  California  haya  adquirido  la 
calidad  de  corporación  norte-americana  en  1854.  Podemos,  pues,  aíu^ 
mar  que  los  actuales  reclamantes  no  pueden  sostener  sus  pretensio- 
nes en  presencia  de  un  tratado  que,  como  lo  dice  el  Seflor  Mariscal  en 
su  contestación,  es  el  más  solemne  de  los  que  ligan  á  México  y  á  los 
Estados  Unidos,  tratado,  merced  ul  cual,  según  lo  comprendieron  los 
negociadores  Mexicanos  desde  1848,  todas  nuestras  cuentas  con  esüi 
última  Nación  quedaron  saldadas,  sin  que  subsistieranadaque  en  losu- 
cesivo  pudiera  motivar  controversias  complicadas  y  peligrosas. 

39.  Se  ha  dicho,  que  gracias  á  la  invención  de  un  subterfugio  más 
ingenios(í  que  jurídico,  los  Obispos  de  la  Alta  California  consiguieron 
iiacer  cuber  dentro  de  las  previsiones  de  In  convención  de  1S»>S.  sus 
reclamaciones-  y  priréceme  útil  insistir  sobre  este  particular.  Ei  soas- 
ma  del  razonamiento  empleado  con  ese  ün,  descansa  sobre  una  coo- 
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randn  deliberada  de  lo  que  constituye  el  origen  téonicaneafte  Ut  causa 
de  una  obligación,  con  los  hechos  qae  pueden  deterroinar  sn  vencimien- 
to. Causa,  dice  la  ley  romana  II  de  rerb.  sig.  D.  primum  enimnego- 
Hum  signifiúot,  eé  quarnUbel  cbUgaHonum  migimm*'  Cama  pro 
tihUo  leg,  U  pár  4  D,  de  exeept  rei  jud.  scottbt  bt  Hamacctas,  verb. 
Causa.  El  Tencimiento  de  una  obligación  á  pUuBO  ó  cuando  consiste 
en  prestaciones  periódicas,  no  es  el  origen,  ni  la  causa,  ni  el  principio 
de  la  obligación,  sino  solamente  )a  oportunidad  de  hacerla  efectiva 
mm  diez  cedil  sin  otros  términos  el  veneimiento  no  es  el  acontecimien- 
to de  que  procede  la  obIi<;:i(>ión,  sino  el  hecho  deleruanante  de  la  oca- 
sión de  exigir  el  cumplimiento. 

40.  Insistir  sobre  este  punto,  iinle  un  Tribunal  compuesto  de  juris- 
tas eminentes,  sería  abusar  de  su  atenc¡()ii,  y  aplicando  al  caso  con- 
creto las  anteriores  observaciones,  ineludible  será  convenir  en  (pie 
Ii»s  dííerentes  actos  de  «robinmos  español  y  fuexicano  cuya  Inslu- 
riíi  ha  sido  hecha  ampiiamotito  d:iri?ite  estas  audiencuis.  lodos  ellos 
anteriores  á  los  años  de  IcSis  y  IhbS.  serían  la  causa,  el  principio  de 
!:i  obl ¡ilación  cuyo  cumplimiento  se  está  exigiendo,  y  procediendo 
de  ellos  la  reclamación,  esta  es,  desde  cualquier  punto  de  vista,  inad- 
misible, porque  ante  ella  se  le?aata  el  insuperable  obstáculo  de  dos 
pactos  internacionales  igualmente  respetables  y  obligatorios. 

IV 

él.  &n  proTÍsión  de  que,  contra  lo  que  se  debe  esperar,  la  Corte 
decida  que  la  excepción  perentoria  deducida  de  las  estipulaciones  del 
Tratado  de  Guadalupe,  no  es  eficaz,  el  Sr.  Mariscal  propone  otra  de 
igual  carácter,  fondada  sobre  diversas  leyes  mexicanas  cuyos  textos 
eitán  á  la  disposición  del  Tribunal,  por  haber  sido  exhibidos  con  la 
respuesta  de  mi  Gobierno,  y  reservando  á  los  distinguidos  abogados 
de  México  el  desenvolvimiento  de  las  cuestiones  jurídicas  planteadas 
con  la  excepción  en  que  me  ocupo,  voy  á  permitirme  algunas  obser- 
vaciones que  juzgo  indispensables. 

42.  La  cantidad  reclamada  es  una  renta  de  6  por  100,  garantizada 
con  hipoteca  de  l»  Renta  del  Tabaco,  y  siendo  la  garantía  prometida 
una  hipoteca,  que  no  puede  recaer  sino  sobre  inmuebles  ó  derechos 
reales,  es  notorio  que  el  derecho  constituido,  si  un  derecho  es,  lo  cual 
es  muy  discutible,  vendnu  á  ser  ua  valor  inmueble. 
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43.  El  art  684  del  Código  Cxfil  mextcano,  dice  qae:  imm 

«ínmuebleB.  Fnc.  DL  los  ámáñ  derechos  refties  edm  ia- 

« muebles.  Et  arL  t,883  del  mismo  Código,  eslá  redactado  asi:  «La  hi* 
«poteca  es  ua  dereclio  real  qae  se  oonstituye  sobre  bieaes  inmosiilM 
<ó  derechos  reales,  para  garantir  el  camplimiealo  de  una  obligaeiÓD 
«y  80  preferencia  en  el  pago.»  En  consecuencia,  así  á  causa  de  la  Ín- 
dole misma  de  la  operación,  como  á  causa  de  so  garantía,  una  hipo* 
teca,  la  obligación  atribuida  al  Gobierno  de  México  constituye  juridi- 
cimente  un  bien  inmueble, porque  se  supone  que  dio  el  será  un  derecho 
real,  y  los  darechos  reales  son  innuiebles,  según  la  legislación  mexicana. 

44.  ¿Cuál  es  la  ley  ai»li(  Mble  á  ese  dereciio  real?  Indisculiblemenle 
la  ley  mexicana,  porque,  en  la  época  en  que  ese  derecho  comenzó  á 
existir,  las  personas,  las  cosas,  el  lugar  del  supuesto  contrato  y  el  de 
la  ubicación  del  objeto  del  contrato,  eran  mexicanos. 

45.  Y  bien;  ¿>e^¿ún  los  principios  del  Derecho  Internacional  privado, 
el  estatuto  real,  es  decir,  ol  conjunto  de  leyes  aplicables  á  loa  biews 
iiiiHuebles,  es  el  único  aplu  abli"'  en  caso  de  contienda,  porque  sin  dis- 
crepancia se  admite  que  cada  histado  soljorano  tiene  derfcho  á  legis- 
lar sobre  los  inmuebles  ubicados  en  su  territorio.  De  acuerdo  con  este 
elemental  principio,  el  art.  13  del  Código  Civil  del  Distrito  t'ederal  de 
México,  dispone  que:  «Respecto  de  los  bienes  inmuebles  sitos  en  el 
«Distrito  Federal  y  en  la  Biga  California,  regirán  las  leyes  rneucanaa, 
«aunque  sean  poseídos  por  extranjeros.»  Y,  no  obstante  el  temor  qae 
me  inspiran  las  proposiciones  absolutas,  me  atrevo  á  afirmar  qaeeee 
principio  es  de  jurisprudencia  universal. 

46.  Sin  conceder,  por  supuesto,  que  la  Iglesia  Católica  de  Califo^ 
nia  fuese  acreedora  por  el  censo  constituido  por  el  Gobierno  merieano 
sobre  ki  Renta  del  Tabaco,  con  hipoteca  de  esa  misma  Renta,  sosteogo 
que  las  leyes  mexicanas  son  las  únicas  aplicables.  Si  ellas  no  lo  fse- 
sen,  ¿cuáles  podrían  serlo? 

47.  Disposiciones  del  Congreso  Mexicano  obligan  á  considerar  oo* 
mo  extinguidos  por  la  prescripción  negaUva  los  derechos  que  los  re* 
clamantes  intentan  hacer  valer,  y  á  esta  prescripción  oponen  ellos 
solamente,  que  Jamás,  hasta  hoy,  se  ha  sostenido  ante  tribunal  algano 
internacional,  que  una  recUunación  puede  ser  rechazada  por  causa  de 
prescripción. 

48.  Afirmación  tan  absoluta,  es  temeraria,  porque  sería  necesario 

poder  alegar  y  demostrar  qué  precedentes  de  jurisprudencia  interna* 
cioaai  huu  estubieeidu  iu  regla  de  que  la  excepción  de  prescripción  es 
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iDadmisible  contra  reclamaciones  eometidas  á  tríbanalee  tntemacio» 
Dales,  y  eato  no  podrán  establecerlo  jamás  nuestros  adversarios.  ¿Cuál 
es  la  relación  existente  entre  la  nnturalexa  día  especie  de  jurisdloGión 
ante  la  cual  ha  sido  propaesta  alguna  acción  y  el  valor  de  tal  ó  cual 
sistema  de  defensa?  Los  reclamantes  formulan,  sin  embargo,  como  un 
dogma,  el  principio  según  el  cual,  las  leyeü  relativas  á  la  prescripción 
negativa  carecen  de  autoridad  ante  los  tribunales  internacionales;  pero 
hasta  este  uiuineiito  en  esta  materia  se  han  conten  liul o  con  puras  afir- 
maciones. Pruebas  son  las  que  deberíamos  esperar.  No  será  ocioso,  á 
pesar  de  todo,  para  plantear  bien  la  cuestión,  recordar  que,  por  obra 
del  ProtMcoId  rie  22  de  Mayo,  mediante  el  consentimiento  de  las  par- 
le- iiiteresadMs,  el  Tribunal  creado  por  e^^e  parto  se  ha  substituido  al 
Tribunal  prestablecido  que,  á  falta  de  estipnhi!  nm,  habría  iií  l)[rb)  co- 
nocer de  la  cuestión.  Afirmamos  que  e.se  Tribunal  habría  debido  ser 
mexicano,  é  invocando  el  arl.  1)7  de  la  Constitución  federal  mexicana, 
presentada  con  los  anexos  de  la  contestación  de  la  República,  soste* 
nemos  que  ante  uno  de  eso.s  Tribunales  habrían  tenido  que  exigirlos 
reclamantes  el  cumplimiento  de  la  obligación  atribuida  al  Gobierno 
de  México.  ¿Habría  podido  el  demandado  invocar  la  prescripción,  si  la 
demanda  hubiera  sido  propuesta  ante  ese  Tribunal?  Imposible  sería 
negarlo.  Y  ¿por  qué  esa  defensa,  regular  ante  un  Tribunal  prestable- 
cido, no  babría  de  ser  aducible  ante  otro,  creado  especialmente  para 
decidir  la  diferencia,  medíante  un  compromiso  arbitral?  En  primer  lu* 
gar,  dicen  nuestros  adversarios,  porque  el  objeto  de  la  ¡.resoripción  no 
fls  extinguir  el  derecho  sino  impedir  ¡a  acción.  Ignoramos  si  en  loe  Es- 
tados Unidos  ese  principio  es  jurídico,  pero  según  la  tradición  romana 
y  según  las  legislaciones  ciTiles  del  Código  Napoleón,  la  prescripción 
negativa  es  precisamente  un  medio  legal  de  ezUndán  de  las  obliga- 
ciones, ó  lo  que  es  igual,  produce  una  excepción  perentoria  que  des- 
truye la  acción,  y  no  una  defensa  dilatoria  que  estorbe  su  ejercicio. 
En  segundo  lugar,  añaden  los  reclamantes,  el  deudor  de  una  prestación 
caalqniera  puede  acogerse  ó  no  á  la  prescripción  ;  pero  por  el  hecho 
de  consentir  en  que  la  reclamación  sea  sometida  á  arbitraje,  se  desis- 
te de  la  defensa  fundada  en  el  transcurso  del  tiempo.  ¿Por  qué?  No 
lo  sabemos,  pero  la  teoría  de  nuestros  adver.sarios,  formulada  in  ter- 
minis,  podría  servir  igualmente  para  eliminar  todos  los  demás  medios 
de  defensa.  ¿Nada  más  que  por  haberse  prestado  México  á  que  la  re- 
clamación fuese  sujeta  á  arbitraje,  se  declaró  vencido  do  ¡uiInmanM,  y 
firmó  la  sentencia  condenándolo  á  pagar  cuanto  se  le  demanda?  \\^o\ 
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Pretensión  tan  absurda  no  puede  ser  acogida  por  nadie,  porque  equi- 
vale á  decir  que  al  ajustar  un  compromiso  arbitral,  el  demandado, 
por  ese  hecho  único,  conviene  en  que  no  podrá  proponer  excepción 
alguna. 

49.  Con  este  motivo,  volvemos  á  encontrar  una  alegación  que  ya 
ha  sido  estudiada  y  que  consiste  en  suponer  que,  según  las  estipula- 
ciones del  Protocolo  de  22  de  Mayo,  por  tener  la  Corte  á  cuya  juriíj- 
dicción  so  cometían  las  Altas  Partes  (Contratantes  la  fucullad  de  re- 
solver sobie  la  justicia  de  la  reclamación  en  el  caso  de  que  no  estu- 
viese regida  por  el  principio  de  la  res  judicata,  la  defensa  fundada  ec 
el  transcurso  del  tiempo  quedó  fuera  de  cuadro.  La  injusticia— se  dice 
— no  puede  transformarse  en  justicia,  por  la  sola  acción  del  tiempo, 
sin  culpa  del  acreedor,  ó  por  actos  del  deudor  que  declaren  prescripta 
la  reclamación, 

50.  Ocioso  seria  demostrar  que  en  el  lengueje  jurfdicOi  justo  es  lo 
que  se  conforma  con  la  justicia,  y  que  en  cuestiones  del  orden  jurí- 
dico, como  la  actual,  Justicin  quiere  decir  Derecho.  Ahora  bien:  la 
ley  positiva  autoriza  la  prescripción  como  unode  los  medios  legílimos, 
esto  estj^tsias,  de  extinguir  obligaciones,  de  manera  que,  si«l  deador 
quiere  invocarlo  y  consigue  probarlo,  el  juez  que  de  la  cansa  conoee. 
tendrá  que  admitirlo,  y  nadie  podrá  decir  que  es  ii^usta  la  sentencia 
que  deseche  la  acción  intentada. 

51.  El  transcurso  del  tiempo  puede  producir  el  efecto  de  que  la  jus- 
ticia se  convierta  en  justicia,  y  el  fenómeno  se  opera  diariamente  por 
obra  de  las  prescripciones  positiva  y  negativa,  sancionada  por  todas 
las  legislaciones,  como  institución  de  orden  público,  que  ha  sido  lla- 
mada por  los  jurisconsultos  peUrona  del  género  humano. 

52.  La  parte  contraria  deja  entender  que  el  acreedor  no  tiene  colpa 
alguna  que  reprocharse,  si  el  tiempo  indispensable  para  la  pres( op- 
ción ha  transcorrido;  pero  cuando  así  se  discurre,  se  olvida  que,  á  este 
respecto,  la  ley  no  imputa  al  acreedor  más  culpa  que  la  de  haber  de- 
jado que  su  acci»3n  se  extin{;a  por  obra  de  la  prescripción. 

53.  Los  Obispos  de  Caliíoi  lua  tenían  á  su  disposición  los  tribunales 
mexicanos,  ante  los  cuales  podían  i»resentar  .su  demanda  (^)iiti-ael  Oo- 
bierno  de  la  República.  Kepetirernos  que  una  de  las  fracciones  del  ar- 
tículo 97  de  la  Con.stitución  tiene,  precisamente,  por  objeto,  lit-lenni- 
nar  la  coin()etencia  del  tribunal  llamado  á  conocer  de  his  demandas 
de  fincio!);íles  ó  extranjeros  contra  la  Nación.  Jamás  los  Obispo?' de 
Califurniu  propuüieroii  demanda  alguna  ante  el  juez  competente  para 
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conocer  de  ella,  ni  la  formularon  directamente  ante  el  Gobierno  de 
México,  sino  que,  la  primera  reclamación  fué  deducida  ante  ta  Comí* 
«ion  Mixta  de  Washington,  y  habiéndose  considerado  con  derecho  á 
hacer  valer  otras,  acudieron  á  la  vía  diplomática,  de  todo  punto  injus- 
tificada en  el  caso,  supuesto  que  nadie  podfa  quejarse  de  denegación 
de  justicia  ó  de  injustificado  retardo  en  administrarla. 

51.  Los  reclamantes  dejaron,  pues,  voluntariamente,  que  pasara  el 
tifnipo  npfcsario  para  la  prescripción  negativa,  y  en  vano  pretenden 
aliora  que  ninguna  culpa  le»  es  reprochalile.  porque  la  que  basta,  sola 
ella.  «e?ún  In  ley.  para  motivar  la  prescripción,  el  no  ejercicio  de  la  ac- 
f  lón.  les  es  imputable.  Si  la  República  Mexicana  hubiese  expedido  una 
ley  espacial  de  prescripción  para  la  reclamación  del  Fondo  Piadoso,  la 
parte  contraria  podía  alegar  que  un  acto  del  deudor  es  insuficiente 
para  extinguir  m  obligación,  pero  es  preciso  hacer  constar  que  invo- 
camo'-- In  ley  apli':'able  á  todas  las  reclamaciones  jurídicas  que  sean 
obligaciones  ejecutables  en  México. 

55.  Esa  ley  forma  parte  del  (!ód¡go  Civil  de  México  y  establece  la 
prescripción  negativa  alegada  para  substraerse  á  nna  reclamación  cuya 
injusticia  ha  sido  demostrada  ya,  por  otros  conceptos.  Esta  ley  es  obli* 
gatoria  para  todos,  mexicanos  y  extran  jeros,  tocante  á  relaciones  ju- 
rídicas nacidas  en  México  y  que  allí  deban  obtener  una  realización 
práctica.  He  aquí  por  qué,  los  Obispos  de  California,  que  han  d^ado 
pasar  tiempo  bastante  para  que  su  acción  esté  prescrípta,  tienen  que 
someterse  á  las  consecuencias  de  su  omisión,  y  entre  ellas  á  la  extin- 
ción de  las  obligaciones  que  se  intenta  imponer  á  México,  por  respon- 
sabilidades procedentes  del  Fondo  Piadoso  de  California. 

V 

56.  De  una  sola  plumada,  los  reclamantes  querrían  borrar  de  la  de- 
fensa  mexicana  todas  las  excepciones  subsidiarias  fundadas  qobre  los 
preceptos  de  las  leyes  expedidas  en  23  de  Junio  de  1885  y  en  6  de  Sep- 
tiembre de  1894.  Merced  á  estas  leyes,  la  República  Mexicana  pudo 
liquidar  sus  deudas  interior  y  exterior,  reconocer  sus  obligaciones,  de- 
purarlas y,  en  pocas  palabras,  restablecer  su  crédito  y  ocupar  lugar 
honorable  entro  los  países  respetados  por  su  exactitud  y  su  fidelidad 
eij  el  cumplimiento  de  sus  compromisos. 

57.  La  primera  de  dichas  leyes  invitó  á  todos  lo^  que,  nacionales 
ó  extranjeros,  se  reputasen  acreedores  del  üobierno  mexicano,  ¿  jus- 
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tifiear  sos  créditos,  que,  una  vez  reconocidos,  serían  liquidados  y  eon- 
vertidos  en  títulos  regulares,  con  derecho  á  percibir  on  interés  perió- 
dico. Estas  disposiciones  no  tenfan  carácter  obligatorio,  pero  el  aeree- 
dor  que  se  rehusara  á  someterse  á  ellas,  no  podría  pretender  quedat 
más  favorecido  que  los  que  acudieran  al  llamamiento  de  la  ley,  y  too- 
dría  que  resignarse  al  aplazamiento  de  su  acreencia. 

58.  Sistema  de  la  ley  det885  no  produjo  el  resultado  tan  com- 
pleto que  de  ella  se  esperaba.  Muchos  acreedores  de  México,  en  la 
aUcniaUva  de  .soineterse  á  Ut  ley  ó  de  substraerse  á  ellu,  untaron  por 
este  último  extremo  y  el  resultado  fatal  fué  que,  no  obstante  los  es- 
fuerzos del  Gobierno  para  regularizar  la  deuda  nacional,  eslablecien- 
do  su  cuantía,  para  pagar,  esas  intenciones  fueron  irrealizables,  hasta 
que  se  obligó  á  los  acreedores  á  presentar  sus  ertulitos. 

59.  No  era  bastante,  empero,  declarar  que  lodos  los  acreedoreji  de 
México  estaban  obligados  á  presentar  sus  acreencias,  ante  la  Oficina 
al  efecto  establecida;  era  indispensable  sancionar  eficazmente  el  cum- 
plimiento de  ese  deber.  La  sanción  fué  creada  por  la  ley  de  6  de  Sep- 
tiembre de  1894,disponiendo  que  los  acree<iores  que  dejaran  transcu- 
rrir los  plazos  señalados  para  presentar,  liquidar  y  convertir  sus  cré- 
ditos, sin  Uenar  esas  formalidades,  perderían  todo  derecho  á  preoeotar 
veclaciones  ulteriores,  que  para  siempre  quedaban  prescriptas. 

60.  Esta  ley  produjo  resultados  sorprendentes.  La  República  se 
halló  en  situación  de  conocer  sus  responsabilidades  y  laciíra  á  que 
ascendían;  las  reconoció,  las  liquidó,  expidió  los  títulos  respectim 
que  devengan  un  rédito  bastante  remunerador  y  que  son  aceptados 
en  casi  todos  los  mercados  importantes  de  Europa  y  América. 

61.  Todoa  los  acreedores  de  México  acudieron  ai  llamamiento^  t 
debido  es  hacer  constar  que  entre  esos  acreedores  se  cuenta  á  aqué- 
llos que  tenfan  créditos  reconocidos  por  convenios  internacionales, 
mediante  los  cuales,  el  Gobierno  se  había  obligado  á  pagar  su  desdi 
en  determinada  forma  y  bajo  ciertas  garantías.  Figuraron  entre  esos 
acreedores  los  portadores  de  obligaciones  procedentes  de  la  céldm 
CouTención  del  Padre  Morán,  en  U  cual  México  ajustó  una  tranaae- 
ción  con  el  Gobierno  Español,  obligándose  á  pagar  cierta  cantidi4 
para  desinteresar  á  las  Misiones  de  Filipinas. 

62.  Los  Señores  Obispos  de  California  no  se  consideraron  obligad*» 
á  someterse  á  la  ley.  Creyeron  sietnpre  que  tenían  ;i  síu  alcance  el 
medio  de  obtener  preferencia  sobre  los  mexicanos  y  sobre  los  extran- 
jeros que  habían  acudido  ul  ilanmuncuto  honorable  del  Gobierno  de 
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México,  y  esperaron  que  la  intervención  diplomática  les  asegurase  una 
^iUmción  única  y  privilegiada,  en  la  cual  no  se  halla  acreedor  algu' 

no  del  país. 

63.  ¿Cómo  explicarse  tal  actitud?  ¿Sobre  qué  se  funda  esta  preten- 
sión irritante,  de  substraerse  á  una  ley  por  todos  obedecida?  Desde 
luego  se  dice  qae  la  caestión  al  debate  es  sencillameate  la  de  saber 
sí  ta  reclamación  es  ó  no  justa  y  que,  para  hacer  esta  apreciación  es 
inútil  tomar  en  cuenta  la  ley  que  declara  prescríptos  y  caducos  los 
créditos  no  presentados  &  la  conversión  dentro  de  los  plazos  al  efec- 
to señalados.  Se  añade  en  seguida  que  actos  del  deudor  no  pueden 
sdoB  producir  la  extinción  de  la  deuda. 

64.  En  cuanto  al  primer  punto,  paréceme  ocioso  repetir  que  jamás 
uo  criterío  claro  é  imparcíal  podrá  admitir  que,  al  firmar  el  Gobierno 
mexicano  el  Protocolo  de  22  de  Mayo  último,  renunció  á  hacer  valer 
todas  las  defensas  qae  estuvieran  á  su  alcance  contra  la  demanda  de 
la  iglesia  Católica  de  California. 

65.  En  cuanto  al  segundo  punto,  sin  esfuerzo  se  advierte  que,  me* 
diante  un  procedimiento  de  generalización  bastante  llano,  se  quiere 
aplicar  á  un  Estado  soberano  un  principio  que  podría  ser  invocado 
contra  un  particular.  Según  los  principios  generales  d^  Derecho,  ac- 
tos exclusivos  del  deudor  en  nada  pueden  alterar  la  obligación  á  su 
cargo,  pero  tratándose  de  un  Estado,  en  el  ejercicio  de  su  soberanía, 
esos  mismos  principios  pierden  su  inflexibilidad,  á  causa  de  exigen- 
cias de  orden  superior.  A  las  voces  la  existencia  misma  de  la  Nación 
la  defensa  de  sus  instituciones  fundamentales  imponen  disposiciones 
que,  en  un  particular,  serían  imposibles.  Nada  más  fácil  que  citar  ejem- 
plos en  apoyo  de  las  anteriores  observaciones;  pero  con  el  objeto  de 
no  dar  á  este  trabajo  inmoderadas  proporciones,  me  contentaré  con 
llamar  la  atención  sobre  que,  la  facultad  soberana  de  que  el  Gobirmo 
mexicana  hiciera  uso  al  expedir  la  ley  de  6  do  Septiembre  de  ISÜi, 
no  está  sometida  á  csfe  Tribunal,  y  agrcgaró  que.  ruando  un  Estado 
independiente  contraía,  en  su  calidad  de  persona  jurídica,  y  se  impo- 
ne una  responsabilidad  capaz  de  obligarle,  no  pierde  por  ende  su  con- 
dición de  Soberano,  investido  de  la  facultad  de  legislar  sobre  todas  las 
cuestiones  de  orden  interior. 

66.  Cierto  es  que  la  lef  de  6  de  Septiembre  es  posterior  á  la  fecha 
en  que,  por  la  primera  vez,  dictado  ya  el  veredicto  de  la  Comisión 
Mixta,  los  Señores  Obispos  de  California  intentaron  nuevas  reclama* 
clones  sobre  los  intereses  del  Fondo  Piadoso,  por  conducto  del  Depar* 
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lamento  de  Estado  de  los  Estados  Unidos  y  de  su  representante  en 
México;  pero  todos  los  acreedores  de  éste,  invitados  á  hacer  valer  sus 
derechos  se  hallaban  en  idéntica  situación,  es  decir,  que  t(»dos  ef<ta- 
hati  en  posesión  de  derechos  adquiridos  ó  que  se  suponía,  adquiridos 
con  anterioridad  al  6  de  Septiembre  de  Esta  ley,  por  otra  par- 

te, por  su  naturaleza  propia,  no  podía  referirse  sino  á  los  créditos  ya 
existentes  y  no  á  los  futuros,  por  ser  los  primeros,  los  úaicos  suscep- 
tibles de  liquidación  y  de  conversión. 

67.  En  resumen :  por  obra  de  un  acto,  ó  para  decirlo  mejor,  de  una 
omisión,  los  reclamantes jse  encuentran  colocados  en  la  situación  de 
que  deriva  la  excepción  opuesta  á  su  demanda.  Si  hubieran  obedecido 
al  llamamiento  de  la  ley,  procediendo  como  procedieron  todos  los  de- 
más acreedores  de  México,  liabrían  tenido  ocasión  de  hacer  valer  su$ 
derechos.  Optaron  por  abstenerse,  aspirando  á  una  situación  excepcio* 
nal  y  privilegiada — aspiración  cuyos  motívos  y  futidamentos  no  perci- 
bimos;—deben  de  soportar  las  consecuencias.  £s,  por  tanto  uno  de 
sus  propios  actos,  un  acto  del  supuesto  acreedor,  el  que  determinó  la 
extinción  definitiva  de  los  derechos  que  creía  tener. 

VI 

fe 

68.  Difícilmente  hallaría  ocasión  m¿s  propicia  que  ésta,  para  llamar 
la  atención  sobre  las  disposiciones  legales  mexicanas  que  establecen 
la -incapacidad  radical  de  la  Iglesia  católica  de  U  Alta  California,  co* 
mo  corporación  religiosa,  para  ejercitar  los  derechos  que  pretende 
hacer  valer  contra  México,  en  razón  de  bienes  situados  en  México. 

69.  La  personalidad  civil  que  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  Califo^ 
nia  pueda  tener  en  ese  Estado  de  la  Unión  Americana  le  servirá  en 
los  Estados  Unidos,  y  con  relación  á  bienes  ubicados  en  terrilorto  ame- 
ricano ;  pero  tocante  á  bienes  inmuebles — y  el  censo  consignativo  crea- 
do por  la  ley  mexicana  de  24  de  Octubre  de  1842,  con  hipoteca  déla 
Keutii  del  Tabaco,  es  un  bien  ininueble — esa  capacidad,  según  las  re- 
glas del  Derecho  iiiternaciuiutl  privado,  se  rige  por  las  leyes  de  México. 
Y  bien:  estas  leyes  no  reconocen  á  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  Califor- 
nia la  persojialidad  necesaria  para  poseer  y  para  administrar  hieu<-- 
inmuebles  en  México.  La  ley  suprema  de  este  país,  su  (^onsliluciun 
política,  art.  27,  establece  la  incapacidad  civil  de  las  asociaciones  re- 
ligiosas para  poseer  y  admistrar  bienes  inuiuebies  o  capitales  impu&>* 
tus  sobre  ellos. 
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70.  En  algunos  Estados  de  la  Unido  Ainerlcami  está  prohibido,  por 

Cljeinplo,  que  las  asociaciones  religiosas  posean  ó  adquieran,  dentro 
del  territorio  de  esos  Estados,  propiedad  por  un  valor  que  supere  al 

establecido,  y  la  legislación  de  otras  naciones  ha  con.siderudo  necesa- 
rio impuiior  restricc¡t)nes  sonu jantes,  [tfiru  impedir  el  acaparamiento 
de  la  propiedad  raíz  por  la  miiiio  muerta.  Ivsiis  restricciones  forman 
j>artedt'l  Derecuo  público  de  esos  pueblos.  ¿Quién  se  atreverá  á  sos- 
tener razonablemente  que  e.se  derecho  público  pierde  su  elicaeia  cuando 
e»  una  corporación  extranjera  la  que  a.spi ra  á  crearse  una  siluaciión  pri- 
vilegiada ó  excepcional?  Nadie,  seguramente,  porque  tiil  pretensión 
implicaría  el  desconocimiento  de  la  soberanía.  México  reclama  laapli- 
oación  de  estos  [)rincipios  v  invoca  ahora,  además  de  su  Constitución 
política  las  dispo.^icioiies  de  dos  leyes  orj^ánicas  que  rehusan  las  aso- 
ciaciones religiosas,  de  cualquier  credo  y  sea  la  que  fuere  su  denomi- 
aación,  la  capacidad  civil  para  poseer  y  administrar  bienes  inmuebles 
ó  derechos  reales  en  México  y  para  exigir  la  ejecución  de  obligacio- 
nes de  cumplimiento  futuro.  Me  reliero  á  los  preceptos  de  la  ley  de  lé 
de  Diciembre  de  1874,  cuyo  texto  ha  sido  presentado  al  Tribunal,  y 
especialmente  á  los  arts.  14,  15  y  16  cuya  traducción  al  francés  tam- 
bién ha  sido  exhibida.  En  presencia  de  tales  textos,  imposible  será  re- 
conocer á  la  iglesia  Católica  de  la  Alta  California  una  personalidad  ci- 
vil que  la  permita  presentar  la  actual  reclamación. 

Vil 

71.  £n  ^ercicio  de  su  soberanía,  la  República.  Mexicana  decretó  en 
12  de  Julio  de  1859,  la  ley  de  nacionalización  de  los  bienes  eclesiás- 
ticos. No  es  de  sazón  indagar  si  esa  ley  fué  justa  ó  no  lo  fué,  desde 
un  punto  de  vista  abstracto  ó  desde  el  Derecho  Canónico*  Es  una  ley 
dictada  por  Poder  Soberano,  y  por  tanto,  es  una  ley  obligatoria.  Le- 
yes semejantes,  por  otra  parte,  han  sido  promulgadas  por  casi  todas 
ias  naciones  de  ambos  continentes,  obedeciendo  á  exigencias  de  orden 
público  que  no  es  oportuno  examinar  ahora. 

72.  Por  obra  de  esa  ley  de  nacionalización,  todas  bis  asociaciones 
religiosas  que  poseían  bienes  inmuebles  ó  derechos  reales — inmuebles 
igualmente — fueron  irrevocablemente  privadas  de  esos  bienes.  ¿Al- 
canzáronlos efectos  de  esa  ley  á  las  corporaciones  religiosas  extranje- 
ras? Sostenemos  que  sí;  pero  nuestros  adversarios  lo  niegan,  fundan- 
do su  denegación  eu  que,  al  upeiuise  la  anexión  de  la  Alta  California 
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á  los  Estados  Unidos,  México  se  hallaba  ligado  por  la  obligaci<3n  de 
pairar  cierto  interés,  calcuiíido  sobre  el  importe  de  los  bienes  del  Fondo 
Piadoso,  á  los  obispos  del  territorio  anexado.  En  el  transcurso  del  tiem- 
po, la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  California  obtuvo,  se  nos  asegura, 
la  calidad  de  corporación  americana,  y  de  esta  suerte  quedó  substraída 
al  alcance  de  las  leyes  mexicanas,  concernientes  á  la  Iglesia  católica 
mexicana,  porque  de  no  ser  así,  se  atribuiría  á  esas  leyes  efecto  ex- 
traterritorial. La  Iglesia  de  California,  en  la  época  de  la  cesión  de  ese 
territorio,  añádese,  tenía  existencia  legal,  según  el  derecho  internacio- 
nal. Conservó  e^^a  existencia  y  In*--  leyes  mexicanas  dictadas  COQ  pos- 
terioridad fueron  nnpotentes  para  arrebatársela. 

73.  El  razonamiento  que  antecede  descansa  sobre  una  confusión 
de  ideas  y  sobre  un  sofisma  cuyos  vicios  es  fácil  descubrir,  porque  el 
precepto  del  art.  18  del  Código  CítíI  mexicano,  según  el  cual  son  las 
leyes  del  país  las  únicas  aplicables  en  todo  lo  que  concierne  á  biene» 
inmuebles,  aun  cuando  sean  poseídos  por  extranjeros,  no  es  sino  la 
aplicación  de  un  principio  de  Derecho  Internacional  privada  cuya  de* 
mostración  ha  sido  hecha  yá  y  no  hay  para  qué  repetirla  ante  este 
Tribunal, 

74.  Las  leyes  mexicanas  de  nacionalización  de  bienes  eclesiásticos, 
aplicables  á  todos  los  bienes  de  esa  especie  existentes  en  México,  lejos 
de  aspirar  á  una  aplicación  extraterritorial,  tienen  un  carácter  estricto 
y  rigurosamente  territorial,  supuesto  que  tienen  por  objeto  propieda* 
des  ubicadas  sobre  el  territorio  nacional,  y  así  como  una  asociación  re* 
líglosa  mexicana  se  opondría  con  razón  á  que  el  Gobierno  de  México 
intentara  aplicar  la  ley  de  nacionalización  de  bienes  de  mano  muerta 
á  propiedades  situadas  en  el  extranjero,  asi  ese  Gobierno  tiene  per- 
fecto derecho  á  exigir  que  una  corporación  religiosa  extranjera  se  so- 
meta á  las  leyes  de  México  en  lo  concerniente  á  propiedades  inmue- 
bles situadas  en  territorio  nacional. 

75.  El  principio  científico  dominante  en  la  cuestión,  es  éste:  tmla 
nación  tiene  derecho  á  legislar  sobre  los  bienes  raíces  ubicados  en  su 
territorio,  .sean  nacionales  ó  extratijeros  los  poseedores,  jiorciue  do  no 
admitir  este  principio,  resultaría  necesariamente  la  aplicación  extra- 
territorial denunciada  por  nuestros  honorables  adversarios;  la  ley  ame- 
ricana, por  ejemi>lo.  pone  nn  límite  fi  la  capacidad  de  las  corporacio- 
nes religiosas  para  adfjuirir  bienes  inmuebles  cuyo  valor  supere  áciert<^ 
máximum,  ¡loríjue  se  ha  creído  en  los  Estados  Unidos  que  este  siste- 
ma es  el  más  adecuado  para  impedir  el  acaparamiento  de  bieaes  raí- 
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ees  por  la  roano  muerta.  ¿Qué  diría  el  tribunal  de  los  Estados  Unidos 
ante  quien  alguna  congregación  religiosa  extranjera  fuese  á  sostener 
Ib  pretensión  de  que  el  estatuto  que  Umita  la  capacidad  para  poseer 
bienes  inmuebles  no  rige  dno  á  las  corporaciones  americanas,  y  no  á 
las  extrai^eras?  Diría,  con  razón,  que  tratar  de  hacer  extensiva  la  ca- 
pacidad ilimitada  de  una  congregación  religiosa,  según  las  leyes  de  su 
país,  á  bienes  ubicados  en  los  Estados  Unidos,  equivaldría  á  pedir  la 
aplicación  extraterritorial  de  esa  ley,  y  que,  todo  poseedor  de  bienes 
raíces  eti  territorio  [iinerieano,  se  .somete,  tácita  pero  iiievitablenienLe 
en  todo  lü  que  mira  ú  esos  bienes,  ú  la  soberanía  americana. 

76.  Desde  este  punto  de  v  isla,  pues,  ios  reclauiatites  aspiran  á  colo- 
carse en  una  situación  excepcional  y  privilegiada.  Corporación  alguna 
religiosa,  católica,  protestuute  «j  de  cualquiera  otra  confesión,  puede 
poseer  en  México  bienes  inmuebles.  Su  incapacidad  A  este  respecto  es 
absoluta,  radical,  de  orden  público,  y  sin  embargo,  ¿la  I;ílesia  católica 
de  la  Alta  Caliturnia,  corporación  extranjera,  podrá  quedar  substraída 
al  Derecho  público  vigente  de  Méxic  )?  Solamente  la  enunciación  de 
tamaña  exigencia  basta  para  condenarla  como  un  ultnije  á  la  sobera- 
nía de  un  Estado  iudependienle. 

VIH 

77.  Alégase,  por  nuestra  parte,  que  no  hay  ya  indios  idólatras  á  quie- 
nes cristianizar  en  la  Alta  California,  y  que,  aun  suponiendo  inefica- 
ces todas  las  demás  excepciones  propuestas,  esta  última  sería  suficiente 
para  hacer  sufrir  completa  repulsa  á  la  reclamación,  y  se  contesta  que, 
ssgón  la  Toluntad  de  los  fundadores,  aun  realizada  la  previsión  en  que 
la  defensa  se  funda,  los  rendimientos  del  Fondo  deberían  ser  emplea- 
dos en  atender  á  las  necesidades  de  los  indios;  pero  que  la  suposición 
DO  es  escacta,  porque  existen  todavía  muchos  no  civilizados  en  la  Alta 
California. 

78.  Si  se  invoca  la  voluntad  de  los  donantes  para  pretender  que  hay 
aun  indios  á  cuya  subsistencia  se  debe  proveer,  habrá  que  conformar- 
se estrictamente  con  esa  voluntad,  cual  fué  expresada.  La  escritura  de 
donación  otorgada  por  el  Marqués  de  V^ilUquiente  estipula  en  términos 
expresos  y  ler  minantes,  que  la-  propiedadesque  menciona. sy»i  donadas 
álw^  ¡nisiones  de  la  dompdñt'd  de  Jrstisde  las  Cafifornias  (pág.  105, 
volumefi  impre-íoj,  concepto  que  aparece  conlirmado  más  adelante  (pág. 
i()6).  Ku  lo  concerniente  á  ladonaci<')n  Ar^oielles,  según  el  real  decreto 
de  25  do  Julio  do        su  aplicación  debería  ser  hecha,  según  loa  tqr* 
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minos  de  la  real  cédula,  en  la  forma  de  «distribución  entre  los  religio- 
eos  que  sirven  las  misiones  que  eraban  á  cargo  de  los  jesuiUu  en 
aquellos  parajes,*  (pág.  319) 

79.  Sin  cesar  se  nos  habla  del  respeto  debido  á  las  voluntadas  de 
los  donantes  del  Fondo  Piadoso.  A  toda  hora  se  nos  recuerda  que  al 
ocupar  los  Gobiernos  español  y  mexicano  los  liicnes  de  los  jesnítaf?  y  i 
al  disponer  de  los  que  formaban  ese  Fondo,  ambas  declararon  su  pro-  ¡ 
pósito  de  someterse  á  osas  voluntades;  pero  parece  que  esa  sumisión 
oblijia  solamente  á  México  y  en  lo  que  puede  perjiiHioarle,  porque  en 
cuaiitu  s  '  trata  (1p  lo  (}iie  le  favorece.  ?=c  pasa  sobro  !:ís  dociaraoionAí 
de  los  bieiiiiechores  y  se  afecta  olvidar  ó  no  comprender  su  verdade-  - 
ra  sijrnilicafión.  , 

80.  ¿Cuál  de  las  misiones  monoinnadas  en  el  documento  distribuí-  ' 
do  por  el  Hoii.  Mr,  Ralston,  es  de  las  fundadas  por  los  jesuítas?  ¿No  < 
es  notorio  que  ellos  fundaron  solamente  misiones  en  la  Baja  Califor- 
nia? ¿No  lo  es  igualmente,  que  las  donaciones  tuvieron  en  cuenta  las 
mÍHiones  fundadas  ó  que  fundaran  los  jesuítas? 

IX 

81.  Si  el  Fondo  Piadoso  de  California  hubiera  podido  sohreTivírá  \ 
las  Leyes  de  nacionalización  de  bienes  de  manos  muertas,  legítima*  j 
mente  expedidas  por  la  República  Mexicana,  la  facultad  de  emplear  , 
los  rendimientos  de  ese  Fondo  y  de  aplicarlos  según  pareciera  más  j 
conforme  con  los  objetos  de  la  institución,  correspondería  exclusin*  | 
mente  á  su  Gobierno.  De  esa  indiscutible  facultad,  reconocida  por  j 
nuestros  adversarios,  pues  admiten  como  emanados  de  una  autoridad  | 
soberana  y  legitima  los  diferentes  decretos  expedidos  hasta  el  año  1845. 
resulta  la  libertad  de  disposición  que  invoco,  que  es,  por  otra  parte* 
consecuencia  natural  é  inevitable  de  un  hecho  tampoco  negado:  qw- 

A  virtud  de  la  supresión  de  la  Compañía  de  Jesús  y  de  la  ocupación 
de  sus  temporalidades,  el  Gobierno  español  tomó  el  lugar  de  los  je- 
suítas, á  quienes  sucedió  á  su  vez  el  Gobierno  de  México  cuando  és* 
te  conquistó  su  independencia.  Setrúu  la  voluntad  de  los  ¡irimitivo? 
fundadores,  los  jesuítas,  aun  concediendo  (|ue  hiibioran  sido  inverti- 
dos de  lo  que  se  ha  querido  llamar  un  trust,  quedaron  autorizado* 
para  disponer  do  las  rentas  dol  Fondo  lUadoso  como  lo  esLinuiraii  nú^ 
conveiíiento.  v  en  el  concepto  do  que  no  tendrían  que  rendir  cuenti 
alguna  de  su  gestión,  y  de  que  ninguna  autoridad  secular  ni  eclesiás* 
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tica  podría  intervenir  en  ella,  por  habérseles  confiado  sin  restricción 
ai  fiscalización. 

82.  Si  las  exigencias  de  la  lógica  no  han  perdido  su  vigor,  y  si  se 
conviene  en  que  el  Gobierno  español  primero,  y  el  moxicauo  después, 
se  .suhrofraroii  oii  el  hv^-dv  do  los  primeras  misioneros,  en  todos  sus 
derechos  y  en  todas  sus  facultados,  habrá  que  admitir  que  de  una  so- 
la vez  y  en  toda  su  plenitud,  adquirieron  las  ilimitadas  atribuciones 
que  la  voluntad  de  los  donantes  del  Fondo  Piadoso  había  concedido 
á  los  Jesuítas.  El  Rey  de  Kspaña  hizo,  á  este  respecto,  inumorables 
declaraciones,  no  todas  leíd  is  durante  estas  audiencias,  v  el  (íohiorno 
Mpxtcano  legisló  y  decreto  constanteinento  sobre  la  administración 
d"l  Fondo  y  sol)ro  la  inversión  de  sus  productos,  siendo  de  e\l<>  uua 
de  las  mejores  pruebas,  <[ue  los  reclamantes  se  esfuerzan  en  encon- 
trar un  título  en  alguna  de  las  leyes  expedid  is  por  dicho  Gobierno. 

88.  Desconocen,  sin  embargo  el  derecho  del  Gobierno  mexicano  y 
aseguran  que  la  inversión  y  la  disposición  del  Fondo  Piadoso  corres- 
ponden exclusivamente  á  los  Obisi)os  de  la  Alta  California,  según  lo 
demuestra,  nada  menos  qae  el  decreto  de  8  de  Abril  de  1845  tan  fre- 
cuentemente invocado  durante  este  debate. 

84.  Inútil  me  parece  detenerme  á  repetir  la  refutación  del  argnmen* 
to  que  se  intenta  deducir  de  esa  ley,  que,  según  lo  han  demostrado  por 
modo  conduyente  los  abogados  de  México,  no  implica  en  manera  at' 
gooa,  un  contrato  sinalagmático,  fuente  de  obligaciones  exígibles  ante 
cualquier  tribunal.  Ese  decreto,  por  el  cual  tomara  alguna  providen- 
eia  la  autoridad  soberana  de  México,  no  pudo  dar  el  ser  ¿  un  derecho, 
eo  la  acepción  técnica  del  Tocablo,  como  no  lo  produjeron  las  demás 
leyes  que  la  República  expidió  con  fines  idénticos,  disponiendo  de  la 
administración  del  Fondo. 

85.  Desde  un  nuevo  punto  de  vista  aparece  inconsecuente  hasta  el 
último  extremo,  la  actitud  de  nuestros  honorables  adversarios.  Al  mis- 
mo tiempo  que  invocan  la  lef  mexicana  que  encomendara  al  Obispo 
de  California  y  á  sus  sucesores  la  administración  y  la  inversión  del 
Fondo  Piado.so,  y  que  reconocen  yadmiten  el  carácter  de  afrentes  ó  de- 
legados de  ese  mismo  Gobierno,  proclaman  eii  voz  muy  alta  que  se 
reputan  dispensados  del  deber  de  rendir  cuenta  de  su  ^restión  y  pre- 
tenden que  nadie  tiene  derecho  á  pedírsela.  ¿Ks  explicable  que  una 
corporación  extranjera,  substraída  á  la  jurisdicción  de  las  autoridatles 
mexicanas,  asuma  la  calidad  de  agente  ó  delegado  del  Gobierno  do  la 
República?  £1  Obispo  de  Caiiforniaá  quien  la  ley  de  d  de  Abril  de  1845 
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confió  la  admÍDÍstración  y  ia  inmersión  del  Fondo  Piadoso,  era  uti  fon* 
cionario  mexicano,  pero  gracias  á  la  anexión  de  la  Alta  Califoriida  i 
los  Estados  Unidos,  los  sucesores  de  ese  Obispo  tienen  'nacionalidad 
americana.  ¿Cómo,  entonces,  podrían  conservar  un  encargo  que,  sin 
tener  en  cuenta  su  carácter  precario,  les  colocaría,  á  ellos  ciudadanos 
extranjeros,  no  residentes  en  territorio  mexicano,  en  la  condición  de 
empleados  ó  agentes  de  un  Gobierno,  que  no  es  el  mismo  á  quien  deben 
fidelidad?  ¿El  acta  de  incorporación  de  que  deriva  la  personalidad  civil 
atribuida  á  la  Iglesia  Galóiica  de  California  nu  implica  necesariamente 
la  siunisión  aij.sohila  á  las  leyes  y  á  las  autoridades  de  los  Estados 
Unidos  y  ia  ruptura  de  todo  vínculo  de  dependencia  hacia  el  Gobier- 
no á  que  estaba  sujeto  el  territorio  anexado,  antes  de  que  la  fuese? 

86.  Insisten,  ello  no  ob^^lanto.  los  reclamantes  en  que.  el  Gobierno 
de  México,  en  su  calidad  de  ¿nisfer  tiono  el  deber  de  jiajrar  una  renta 
per|)etua  de  6  por  100  anual  sobro  cierta  suma,  y  añaden  (pie  ese  mis?- 
mo  Gobierno  ha  reconocido  ia  obligación,  cuyo  cumplimiento  juiede 
exigir  el  ()bis[)o  de  California,  Para  apreciar  la  eficacia  de  estas  ale- 
gaciones, basta  suponer  por  un  momento  que  la  [Compañía  de  Jesús 
no  ha  sido  suprimida  y  que  los  bienes  que  administrara — inclusive  los 
de  las  misiones  de  California — no  han  pasado  á  otras  manos»  ¿Quién 
tendría,  en  tal  hipótesis,  el  derecho  á  exigir  á  loe  Jesuítas,  esos  trus- 
teeSy  según  la  estimación  de  nuestros  adversarios,  que  invirtieran  los 
productos  de  esos  bienes  en  el  mantenimiento  de  las  misiones  ó  del 
culto  católico  en  California?  Nadie,  sin  duda  alguna,  porque  fué  vo- 
luntad de  los  donantes  que  ninguna  autoridad  secular  ni  edestásties 
se  entrometiese  ni  pidiese  cuenta  á  los  Jesuítas  del  cumplimiento  de 
la  condición  impuesta  á  la  donación.  Y  bien :  el  Gobierno  Español  su- 
cedió ¿  la  Compañía  de  Jesús  en  toda  la  plenitud  de  las  facultades  de- 
talladas en  la  escritura  de  fundación  del  Fondo  Piadoso,  y  al  Gobierno 
Español  sucedió  el  de  México,  sin  restricción  alguna.  Asi,  pues,  el  Go- 
bierno mexicano  que  asumió  el  trwti  á  cargo  de  los  Jesuítas,  según  lo 
entienden  los  reclamantes,  lo  recibió  en  las  mismas  condiciones  en 
que  aquellos  lo  tenían,  Ó  lo  que  es  igual,  con  la  facultad  de  disponer 
de  los  rendimientos  del  Fondo,  como  mejor  le  pareciera,  para  inver- 
tirlos como  lo  considerara  más  provechoso. 

87.  Fara^sostener  lo  contrario  sería  necesario  que  se  nos  mostrase 
el  acto  jurídico  que  modificara  el  trust  prifnilivo,  confiado  á  los  Jesuí- 
tas, y  ese  acto  Jurídico  no  ha  sido  presentado  ni  podría  serlo,  porque 
kenios  visto  ya  que  las  leyes  mexicanas  expedidas  en  diferentes  época» 
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y  de  las  cuales  se  intenta  deducir  que  el  Gobierno  mexicano  se  im- 
puso oblig.inione*»,  no  tienen  ni  pueden  tener  el  cará^'ter  de  rontratos, 
fuente  de  dorechot?  cuyo  ejercicio  correspondiera  á  los  actuales  Obis- 
pos de  la  Alta  California.  Por  añadidura,  sin  contar  con  que  so  trata 
de  actos  unilaterales,  que  excluyen  por  completo  toda  idea  de  vínculo 
jurídico,  ellos  fueron  actos  de  soberanía,  sometidos,  por  su  natural 
índole,  á  la  voluntad  del  soberano  de  quien  emanaron. 

88.  Debido  será,  antes  de  proseguir,  examiiuir  la  cuestión  actual 
desde  un  punto  de  vista  bastante  interesante,  y  que  me  parece  nue- 
vo. Oigase  lo  que  so  quiera  sobre  la  facultad  del  Gobierno  mexicano, 
cpn  respecto  á  la  adininístración  y  la  inversión  del  Fondo  Piadoso, 
ni  una  sola  palabra  ha  sido  pronunciada  sobre  el  uso  que  se  hace  de 
ius  productos  ni  cuál  es  su  destino.  La  observación  no  resiste  el  aná- 
lisis, por  dos  razones  igualmente  poderosas. 

89.  Es  la  primera,  que  ya  se  ha  demostrado  cómo,  aun  consideran* 
do  al  Gobierno  mexicano  trufes,  no  tiene  que  dar  cuenta  á  nadie  de 
la  ejecución  ó  inejecución  de  la  condición  impuesta  por  los  primeros 
donantes,  porque  siendo  sucesor  de  los  iruskea  originarios  (los  jesuí- 
tas), disfruta  de  la  ilimitada  libertad  á  ellos  concedida* 

90.  La  segunda  es,  que  habiendo  tenido  la  fundación  dos  fines,  po- 
lítico uno  y  religioso  el  otro,  el  primero  es  imposible,  por  haber  deja- 
do de  ser  la  Alta  California  una  dependencia  mexicana.  No  sería,  pues, 
posible  ya  obsequiar  en  todas  sus  partes  las  voluntades  de  los  donan- 
tes. Por  otra  parte,  la  Iglesia  Católica  de  California  es  una  corpora- 
ción rica  establecida  en  una  comarca  célebre  también  por  su*riqueza 
y  que  se  halla  sometida  á  la  autoridad  de  uno  de  los  gobiernos  más 
poderosos  de  la  tierra,  de  suerte  que  las  previsiones  de  los  donantes 
del  Fondo  no  son  ya  realizables.  I  lay  que  agregar  cá  lo  expuesto  que  las 
leyes  de  orden  públco  de  la  Nación  Mexicana,  principios  de  su  Cons- 
titución política,  le  impiden  reputar  subsistente  un  Fondo  que,  desde 
1859  y  por  obra  de  la  ley  de  12  de  Julio  de  e.se  misaio  año,  fué  defi- 
nitiva é  irrevocablemente  nacionalizado,  quedando  por  completo  in- 
subsistente. Ninguna  corporación  eclesiástica,  sea  cual  fuere  su  de- 
nouiinaci(ui.  puede  tener  en  México  los  derechos  que  intenta  ejerci- 
tar por  medio  de  sus  Obispos  ó  de  alííuno  de  ellos,  por  lo  menos,  la 
Ijrlesia  (Católica  de  ( California.  Kxtranjera.  como  loes,  en  lo  que  mira 
á  propiedades  situadas  en  territorio  mexicano,  está  sometida  á  las  le- 
yes del  país,  á  cuya  obediencia  no  puede  substraerse  alegando  que  e9 
una  corporación  de  nacionalidad  americana. 
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91.  El  Tribunal  puede  apreciar  la  importancia  que  tendría  para  la 
República  Mexicana  una  decisión  que  viniera  á  sancionai  las  pretea« 
siones  de  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  California,  porque  no  pueden 
escapar  á  su  reconocida  sagacidad  que  existen  en  México  numerosas 
empresas  creadas  por  compañías  extranjeras,  y  que  cada  atta  de  días 
se  considera  autorizada  para  eximirse  del  acatamiento  debido  á  las  le- 
yes del  país,  sencillamente  alegando  una  nacionalidad  extranjeni. 
Surgiría  así,  en  el  territorio  mexicano,  una  multitud  de  Estados  den- 
tro del  Estado,  cada  uno  con  su  régimen  propio  y  exigiendo  cada  uno 
que  las  leyes  de  su  respectivo  país  fuesen  las  únicas  aplicables  y  no 
las  mexicanas.  Pretensión  lan  exorbitante  sería  iusustcnible.  y  ella 
es,  sin  embargo,  la  que  nuestros  adversarios  quieren  hacer  triuníar 
ante  este  Tribunal 

92.  Y  ya  que  me  ocupo  en  las  leyes  constitucionales  mexicanas, 
peniíítasenie  ex)>licar  ahora  la  oportunidad  de  las  disposiciones  de  la 
ley  de  14  de  Diciembre  de  1874,  que  es  uno  de  los  anexos  presenta- 
dos con  la  contestación  á  la  demanda  de  los  venerables  Obispos  de 
la  Alta  California, 

98.  Establece  esa  ley  los  únicos  derechos  correspondientes  á  las 
asociaciones  religiosas  en  México,  y  como  no  figura  entre  ellos  el  de 
tener  personalidad  civil  para  exigir  el  cumplimiento  de  obligaciones 
de  ^ecución  futura,  estando,  por  otra  parte,  declarado  que  esas  obli- 
gaciones son  nulas  y  de  ningún  valor,  parece  evidente  que  la  Igleaii 
Católica  do  la  Alta  California  no  es  persona  ante  la  legislación  cons^ 
titucíotMil  de  mi  país  y  nada  puede,  por  tanto,  reclamarle. 

94.  La  excepción  derivada  de  la  ley  constitucional  á  que  me  refiero 
no  pudo  ser  alegada  ni  considerada  por  la  Comisión  Mixta,  senetlla- 
mente  porque  esa  ley  de  14  de  Diciembre  de  1874,  fué  posterior  á  la 
reclamación  que  fué  sometida  á  dicha  Comisión.  Se  trata,  pues,  de 
una  excepción  superveniente  que  no  podría  estar  sujeta  á  la  res  /a* 
dicaia  con  tanta  energía  alegada  por  nuestros  honorables  advena* 
rios. 

95.  En  vano  se  dirá  que  esa  ley,  posterior  en  algunos  añoe  á  la ane- 
xión  de  la  Alta  California  á  los  Estados  Unidos,  es  inaplicable  á  la 
Iglesia  Católica  de  ese  Estado  de  la  Unión  Americana,  porque,  aun 
cuando  se  trate  de  una  corporación  extranjera,  la  cuestión  recae  sobre 

derechos  de  las  asociaciones  religiOíJis  en  México,  y  es  evidente  que 
para  justipreciar  esos  derechos  y  la  capacidad  de  las  personalidades 
que  los  ejercititu,  hay  necesidad  de  acudir  á  las  leyes  de  México.  De 
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otro  modo  se  atribuiría  efecto  extraterritorial  á  las  leyes  norteainerí- 
ñas,  aplicándolas  á  relaciones  de  derecho,  nacidas  en  México,  sobre  co- 
sas existentes  en  México,  y  que  imponen,  según  se  dice,  obligaciones 

a!  Gobierno  establecido  en  México. 

96.  Fácil  es  formarse  idea  de  los  abusos  á  que  se  prestaría  la  san- 
ción de  principios  opuestos  á  los  que  estoy  defendiendo,  y  para  no  pre- 
sentar más  de  un  ejenjplu,  me  conformaré  con  suponer  (jue,  para  elu- 
dir el  derecho  público  de  mi  país,  las  asociaciones  religiosas  en  él 
cslablecidas  obtuvieran  su  incor|)(>ración,  con  arreglo  á  la  Ififrislación 
(le  n!;j;uiu)  de  los  Kstadus  de  la  Liiión  Americana.  A  la  sombra  de  esa 
in  ^»t  ¡)ora('i('in,  que  les  daría  personalidad  civil,  en  los  Estados  Unidos, 
c  )Mse^nurían  sin  diíicullad  evadir  la  aplicación  de  las  leyes  mexica- 
nas que  prohiben  á  las  asociaciones  de  duración  perpetua  o  indefini- 
da aflquirir  bienes  raíces  y  derechos  reales,  y  la  mano  muerta  reinaría 
(le  nuevo  en  México  con  todo  su  cortejo  de  inconvenientes  políticos  y 
económicos,  sin  que  el  Gobierno  pudiese  atajar  el  mal,  porque  ante  él 
surgiría  el  insuperable  obstáculo  de  la  nacionalidad  americana  de  esas 
corporaciones. 

X 

97.  Abordando  los  pormenores  de  Ja  reclamación,  y  en  preyisidn 
de  que,  contra  lo  ({ue  es  de  esperarse,  llegase  á  declararse  que  México 
debe  las  cantidades  que  se  le  reclaman,  el  Sr.  Mariscal,  en  nombre  del 
Gobierno,  se  queja  de  las  exageraciones  de  la  demanda,  figurando  en- 
tre ellas  la  exigencia  del  pago  en  oro.  Esta  cuestión  ha  sido  tratada 
ya  por  los  distinguidos  ab(»gados  de  México,  y  no  tengo  el  ánimo  de 
agregar  algo  á  sus  observaciones,  pero  no  será  ocioso  llamar  la  aten- 
ción sobre  los  fundamentos  de  una  tan  ininotiirada  pretensión.  Redú* 
cense  ellos  á  esto:  México  es  un  truake  del  Fondo  Piadoso,  ó  más 
bien  de  los  intereses  al  6  por  100  que  son  objeto  de  la  demanda.  Con 
tal  calidad,  debió  pagar  esos  intereses  en  las  fechas  convenidas,  no  lo 
ha  hecho  y  debe  soportar  las  consecuencias,  entre  ellas,  la  de  pagar 
en  oro  en  los  momentos  en  que  su  moneda— la  misma  en  que  reci- 
biera el  producto  de  la  venta  de  los  bienes  que  formaron  el  Fondo  y 
la  misma  también  en  que,  según  se  pretende,  se  obligó  á  satisfacer  los 
intereses  reclamados — sufre  una  depreciación  considerable.  Dos  cir- 
cunstancias serían  necesarias  para  (|iie  tuviera  eficacia,  aparente  al 
menos,  el  argumento.  De.sde  luego,  que  la  falLu  de.  pafro  que  se  supo- 
ne, de  ciertos  réditos  prometidos  en  plata,  hubiera  podido  determinar 
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U  novación  de  la  obligación  primitiva,  convirtiéndola  en  un  compro* 
miso  de  pagar  en  oro,  el  de  hacerlo  en  plata.  En  segaída,  que  la  «te' 
manda  hubiera  abrazado,  además  de  la  prestación  principa),  pago  de 
intereses  vencidos,  la  reparación  de  perjuicios.  Y  bien:  la  inejecuciÓD 
de  uua  obligación  no  allera  su  modalidad  ni  sus  condiciones,  y  la  re 
clamacíón,  por  su  parte,  no  comprende  indemnización  de  menosca- 
bos. En  consecuencia,  la  pretensión  en  que  me  ocupo  está  desprovis* 
ta  de  fundamento. 

98.  Pretendiendo,  por  otra  parte,  el  pajío  en  oro  de  las  sumas  de 
inainl¡id;ií^,  se  pierde  de  vi.sla  qiu'  es  de  priiicipius  cii  dcreclio  civil, 

el  deudor  dobe  do  pa^ar  en  la  especie  de  moneda  en  que  se  obligó  á  h  s- 
cerlo.  do  tal  suorLo  tpie.  si  sufre  depí  oi  iat  ión,  debe  repurtarla  el  acree- 
dor, eoiiio  aprovecharía  el  aunienlo  do  valor,  si  la  previsión  contraria 
fee  realizara.  Supónfríise  que.  eoinu  .sucedió  en  1859,  la  plata  tuviera 
prima  sobi  e  el  oro,  ¿sería  motivada  la  pretensión  de  México  de  pagar 
PM  oro?  No,  y  por  idéntica  razón  no  se  le  puede  obligar  á  cumpliré: 
compromiso  de  (pie  se  le  supone  responsable,  pagaudo  en  oro,  8<> pre- 
texto que  su  moneda  oí>tá  depreciada. 

XI 

99.  lile  veo  en  la  necesidad  de  hacer  constar  que  los  reclainanles 
no  han  medido  el  alcance  de  la  defensa  subsidiariamente  propue«bi 
por  México,  al  invocar  la  sentencia  pronunciada  en  el  litigio  Hada, del 
cual  tanto  se  ha  hablado  ante  este  Tribunal.  Háse  crefdo  que  la  ex- 
cepción se  refiere  al  embargcí  de  la  Hacienda  «Ciénega  del  E^astor,» 
finca  cuyo  valor  dedujo  el  superárbltro  en  la  Comisión  Mixta,  á  caosa 
del  secuestro  de  que  fué  objeto,  cuando  se  intentó  ejecutar  una  seo- 
tencia  que  no  fué  la  dictada  por  el  Supremo  Consejo  de  Indias— fun- 
damento de  la  excepción — sino  por  un  Juzgado  de  Distrito  deMéxica 
muchos  años  después  de  la  Independencia.  Los  reclamantes  dicen  que 
en  vano  es  alegada  la  defensa  de  que  se  trata,  porque  es  constante 
que  á  pesar  del  embargo  de  la  Hacienda  «Ciénega  del  Pastor,»  esU 
propiedad  fué  vendida  por  el  Gobierno  de  México,  quien  recibió  el  pre- 
cio, de  manera  que  su  deuda  no  puede  ser  reducida  por  ese  concepto. 
La  excepción  queda  en  pie,  aun  suponiendo  fundada  la  anterior  ale- 
gación, porque  descansa  sobre  el  hecho.  perfeet;nnente  demostrado 
por  la  sentencia  del  Consejo  de  Indias,  de  haber  sido  declarada  nula 
y  de  ningún  valor  la  adjudicación  á  favor  de  la  Marquesa  de  Httiia,  de 
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los  bienes  procedentes  de  la  sucesi(')n  del  Marqués.  A  ostos  bienes  se 
refiere  la  donneión  que  ha  sidu  considerada  como  el  origen  del  Fondo 
Piadoso.  Notorio  os,  |)or  tanto.  ({u<^  si  por  virtud  de  la  senteaeia  eje- 
cutariada  do  que  se  habla,  la  marcpiesa  tío  adrpiirió  la  propiedad  do 
\m  biene'<  que  más  tarde  donara  ;i  la  Compañía  de  Jesús,  no  pudo 
transmitir  e??rí  propiedad  á  los  donatarios  y,  en  consecuencia,  habría 
qae  deducir  del  Fondo  Piadoso  todos  los  bienes  {>ertenecientes  á  la 
sucesión  Rada. 

100.  Para  substraerse  á  la  deducción  que  acabo  de  hacer,  de  la  sen- 
tencia dictada  por  el  Consejo  de  Indias,  los  recia  nantes  dicen  que  ese 
fallo  no  atacó  al  derecho  de  la  Marquesa  de  las  Torres  de  Kada  y  de 
sus  sucesores  sobre  las  propiedades  de  qae  hizo  donai^ión  á  los  Jesuí- 
tas, f  que,  todo  lo  resuelto  por  aquel  Supremo  Consejo  se  redujo  á 

i  ciertas  declaraciones  sobre  los  cargos  de  cancillería  afectos  al  titulo 
•  del  Marquesado  de  las  Torres  de  Rada  y  sobre  los  productos  de  esos 
oficios. 

101.  Predso,  será,  por  lo  Tisto,  acudir  á  ta  sentencia  invocada,  pa- 
ra demostrar  el  error  enque«de  buena  fe,  seguramente,  incurren  nues- 
tros honorables  adversarios.  «Y  declaramos  por  nulos  y  de  ningún  ?a- 
<lor  ni  efecto  los  Inventarios  y  aprecios  de  los  bienes  que  quedaron 
«por  muerte  del  Marqués  de  las  Torres  de  Rada,  y  la  adjudicación  he* 
«cha  de  ellos  á  la  referida  Marquesa,  y  reservamos  á  los  sucesores  de 
«esta  y  al  referido  Don  Josepb  Lorenz  de  Rada  y  sus  Colitigantes,  su 
«derecho  á  salvo  para  que  usen  de  él  como  les  convenga,  sobre  los 
«respectivos  derechos  deducidos  en  aquella  Audiencia,  donde  lo  de- 
<berán  ejecutar.»  Siguen  las  declaracionés  relativas  á  la  transmisión 
de  la  propiedad  civil  y  natural  del  título  y  de  la  ditrnidad  de  marqués 
y  de  los  oficios  de  Canciller  y  Refristrador.  Es.  ])or  tanb).  indudabie 
que  la  adjudicación  en  favor  de  la  -Marquesa,  de  los  bienes  de  la  su- 
cesi<)u  del  Marqués  de  liada,  fué  anulada,  y  como  esos  bienes, — fuerza 
es  repetirlo — fueron  los  donados  á  los  Jesuítas,  es  claro  que  ladonación 
quedó  necesariamente  insubsistente  encuantoque  fué  anulado  el  título 
de  la  donante,  porque  nadie  puede  trasmitir  más  derechos  (pie  los  (pie 
posee,  y  la  Marquesa  de  las  Torres  de  Kada  jamás  fué  dueño  de  bis 
bienes  de  que  se  trata.  Estas  explicaciones  permitirán  apreíUiir  el  va- 
lor del  sistema  puesto  en  prñ(.'ti''a  por  los  reclamantes  para  combatir 
\\  excepción  eu  (pie  me  ocupo.  La  cuestión  relativa  á  los  oficios  ane- 
jos al  marquesado  de  las  forres  de  Rada  y  á  sus  emolumentos,  es  in- 
dependiente de  la  que  se  reHere  á  la  nulidad  de  la  adjudicación  hecha 
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á  la  marquesa  de  los  bienes  de  la  sucesión  de  su  segundo  marido,  no 
obstante  que  ambos  puntos  fueron  decididos  en  una  sola  sentenca 

102.  En  el  estado  actual  de  las  cosas,  no  apareciendo  que  la  refe- 
rida marquesa  haya  recobrado  la  posesión  de  los  bienes  cuya  adjiidi- 
c:icióii  fué  anulada  por  el  Supremo  Consejo  de  Indias,  la  verdadera 
cosa  juzgada  es  que  los  bienes  donados  pur  esa  .So ñora  á  los  Jesuí';i^ 
no  le  pertenecían  y  que,  por  lo  mismo,  no  pudo  trasmitir  una  propie- 
dad que  no  era  suya. 

103.  Do  ciorU)  (jue  esa  situación  no  lia  cambiado.  por(|uo,  todavía 
á  mediado.s  del  siglo  pasado,  la  s^^nfoneia  del  ("on-^ojo  do  Indias  estatta 
en  vía  de  apremio,  en  lo  concernienle  á  los  einoliimontos  do  los  oti-  i 
cios  de  Cuticiller  y  Hp^ristrador,  correspondientes  al  marquesado  de 
las  Torres  de  Hada.  No  ha  sido  posible  averiguar  con  certeza,  noobr 
taiile  los  esfuerzos  de  que  hay  constancia  en  el  expediente  de  la  ('•*• 
misión  Mixta,  cuál  fué  el  desenlace  del  litigio  relativo  á  esos  emolo- 
mentoe,  aun  cuando  se  sabe,  sí,  que  si  bien  á  consecuencia  del  lili?i(í 
la  Hacienda  de  Ciénega  del  Pastor  fué  objeto  de  secuestro,  el  Gobier- 
no de  México  enajenó  esa  propiedad. 

104.  La  Justicia  exige  que  si,  como  lo  pretenden  los  Obispos  de  is 
Alta  California,  el  precio  de  aquella  Hacienda  debe  ser  agregado  al 
justiprecio  del  Fondo  Piadoso,  de  la  estimación  total  se  deduzca  el 
importe  capitalizado  de  las  propiedades  donadas  por  la  Marquesa  de 
las  Torres  de  Rada,  que  no  pudo  enigenarlas,  supuesto  que  no  le  per- 
tenecían. El  Gobierno  mexicano  será  responsable  del  valor  de  esa« 
propiedades,  respecto  á  los  berederos  del  Marqués  de  las  Torres,  j  » 
se  presentaran  á  reclamarlos,  los  actuales  propietarios  tendrían  que 
dirigirse  á  aquel  Gobierno,  que,  en  definitiva  seria  el  único  obligado, 
en  su  calidad  de  sucesor  de  los  Jesuítas  y  de  dueño  de  los  bienes  qoe 
formaron  el  Fondo  Piadoso  de  California. 

105.  Por  las  consideraciones  expuestas,  el  infrascripto  tiene  el  ho- 
nor de  pedir  al  Tribunal  que  declare  justificados  los  medios  de  defen- 
sa itivocados  por  el  re[)resenlante  del  Gobierno  mexicano,  en  la  reo- 
puesta  á  la  demanda  presentada  á  nombre  de  la  Iglesia  Católica  de  U 
Alta  California. 
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Alegato  (íel  ( küjtiUero  DescampUy  Comejero  de  los  Katculos  Unidas 

de  América, 

(Sesiones  del  29  y  30  de  Sepliembre.) 

Va.  Sk.  Dbscamps. —Señores  Arbitros: 

IJainndoal  jiran  honor  de  defender  la  causa  de  los  Kstados  Unidos  de 
América  ante  una  jurisdicción  arbitral  internacional  y  á  litigar  en  dicha 
causa  ante  vosotros,  que  tan  dignamente  constituís  el  primer  tribunal 
de  arbitraje  establecido  conforme  á  la  Convención  de  La  Haya,  vengo 
á  pediros,  en  primer  lugar,  que  consagréis  en  nuestro  favor  la  mate- 
ria de  la  cosa  juzgada,  y  de  una  manera  subsidiaria,  que  aseguréis  el 
punto  referente  á  lo  que  nosotros  consideramos  como  compromisos 
inviolables.  Bb^o  la  egida  de  estas  dos  grandes  máximas  del  derecho; 
res  judieaia^  wHtaa  ínter  partea  pacía  aervandat  coloco  las  con- 
sideraciones que  voy  á  tratar  de  desarrollar  ante  vosotros. 

Yo  creo,  señores,  que  en  un  negocia  tan  complicado,  y  en  el  punto 
á  que  han  llegado  los  debates,  es  necesario  evitar  lo  que  hace  un  mo- 
mento se  ha  llamado  «digresiones  inoportunas.»  Importa  no  desviarse 
de  las  cuestiones  capitales.  La  historia  de  las  colonias  en  general,  y 
la  de  las  reducciones  en  particular,  es  sin  dada  interesante  y  quizá  no 
ae  me  dificultaría] hablar  de  ella,  entrando,  como  entra,  en  el  cuadro  de 
mi  enseñanza  universitaria.  Los  hechos  y  proezas  de  la  Revolucidn 
Francesa  son  objeto  de  estuiUos  curiosos  y  de  controversias  incesanr 
tes;  pero  no  veo  la  necesidad  de  ocuparme  ahora  de  ellos,  salvo  para 
hacer  mis  reservas  en  lo  que  concierne  á  ciertas  deducciones  y  apli- 
caciones desarrolladas  por  mis  honorables  contradictores.  FA  relato 
de  los  tres  matrimonios  de  la  Marquesa  do  Villapuento  ituedc  presen- 
tar aspectos  picantes,  aunque  el  móvil  quo  ha  determinado  á  nuestro 
colega  á  ornamentar  y  dramatizar  esLe  relato  no  me  parezca  muy  dig- 
no de  alabanza;  pienso  que  no  hay  para  qnú  desacre  litar  las  misio- 
iir-«!  californinnas.  También  yo.  si  fuora  tras  la  anécdota,  podría  reeor- 
riar  ciertos  incidentes  de  la  correspondencia  di|iloiiiútica  entio  los  dos 
ílobiernos  en  liti^no,  incidentes  de  los  (jii(>  [)(idrí;i  sacar  gran  partido 
y  quizá  atraería  de  im  parte  á  los  que  ríen.  ¿Pero  qué  se  ganaría  con 
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ello?  Limitémonos  á  los  elementos  pertinentes  de  la  causa  y  tratemos 
de  circunscribir  el  debate  en  vez  de  extenderlo  y  extraviarlo. 

Antes  de  entrar  en  ei  fondo  de  él,  debo  hacer  una  rectificación  re- 
lativa á  ciertos  alegatos  del  Sr.  Beernaert.  Mi  ilustre  adversario  ha 
insistido  largamente  en  su  discurso  sobre  el  silencio  y  el  apíirente  des- 
cuido de  los  causa-habientes  en  hacer  valer  sus  reivindicaciones.  Ha 
querido  recordar  el  pasaje  de  la  decisión  del  primer  arbitro,  en  que  se- 
supone  que  las  reclamaciones  y  las  respuestas  fueron  en  su  origen  siin- 
})leinente  verbales.  No  hay  huellas  de  reclamación  estM-ila,  se  nos  ha 
dicho.  Ks  un  error  completo  y  existe  en  el  expediente  una  pípza  que 
hoy  acaba  cut*  ramentecon  esta  hipótesis.  Esverda  l  (¡no  nu  tciieino<?la 
reclamación  del  arzobispo  de  San  Francisco,  pero  tenemos  algo  mejor; 
la  respuesta  oficial  del  ítobierno  mexicano  que  cnitiprueba  laexistenci;* 
de  demanda  escrita  y  que  se  excusa  del  relardo  habido  en  contestar, 
en  razón  de  tener  que  consultar  los  actos  anteriores  y  documentos  an- 
tiguos. Como  esta  pieza  se  ha  escapado  á  nuestro  honorable  contra- 
dictor, tengo  una  copia  de  ella  á  su  disposición.  Tiene  la  fecha  d«l 
29  de  Mayo  de  1852.  El  Gobierno  mexicano  rehusa  tomar  en  conaí* 
deración  la  demanda,  alegando  que  él  es  el  sucesor  de  los  misioneros 
y  añadiendo  que,  por  otra  parte,  le  sería  muy  difícil  acudir  en  ayuda 
de  los  jefes  de  la  Iglesia  de  la  Alta  California,  por  estar  las  misionen  de 
'  la  Baja  California  en  una  profunda  miseria  y  el  Tesoro  mexicano  no- 
toriamente en  mal  estado  (por  la  penuria  conocida  del  Erario  pú- 
blico).- 

£l  Sr.  db  Martbns.  ¿Dónde  se  halla  ese  documento? 

El  Sr.  Dbsc&mps.— Está  en  el  legajo  del  Sr.  Doyle  y  hé  aquí  la  tra- 
ducción inglesa  del  pasaje  que  acabo  de  citar:  *on  account  of  the 
well  known  penury  of  the  public  treasury  and  on  account  of  tbestate 
of  poverty  and  backwardness  in  which  the  missions  under  íts  protee- 
tíon  io  the  territory  of  the  Republic  are  found.»  (en  vista  de  la  bien 
conocida  penuria  del  tesoro  público  y  en  vista  del  estado  de  pobratf 
y  atraso  en  que  se  hallan  las  misiones  bajo  su  protección  en  di  terrí' 
torio  de  la  República.) 

La  refutación  dada  á  la  demanda  era,  como  se  ve,  categórica  y  aun 
comprobaba  la  imposibilidad  física  de  dar  muestras  de  buena  volun- 
tad, en  vista  del  estado  difícil  de  las  arcas  de  la  República. 

En  lo  referente  á  otro  punto  sobro  el  cual  también  ha  insistido  el 
Sr.  Beeniaert  relativo  ú  las  reclamaciones  posteriores  al  juicio  arbi 
tral  de  Lb75,  lo  que  ha  sucedido  exactamente  es  esto:  El  primer  pago 
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de  México,  condenado  á  saldar  su  deuda,  fuéTerificado  el  31  de  Ene- 
ro de  1871,  el  segundo  el  31  de  Enero  de  1878.  Se  han  hecho  trece 
pagos  pardales,  y  el  último  es  de  fecha  21  de  Enero  de  1890.  Inme- 
diatamente después  de  esta  liquidación,  desde  el  1*  de  Marzo  da  1890, 
comprobamos  que  el  Sr.  Senador  Stewart  dirigió  una  demanda  de  in* 
terreocíón  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  con  el  fln  de  obtener  del 
Gobierno  mexicano  el  pago  de  los  intereses  vencidos  desde  1869.  Y 
el  17  de  Agosto  de  1891  el  Sr.  Kyan,  Ministro  de  los  Estados  Unidos 
en  México,  formuló  una  reclamación  diplomática  en  regla. 
Esta  reclainuoión  docía: 

Mi  Gobierno  es  de  opinión  que  la  decisión  del  arbitro  ha  estableci- 
do en  fuerza  de  cosa  juzgada, 

1®.  La  deuda  del  Gobierno  mexicano  para  con  la  Iglesia  católica  ro- 
mana de  California,  de  la  parte  perteneciente  á  ella  en  la  renta  anual 
del  dicho  fondo  de  caridad: 

2".  FÁ  monto  anual  de  eí-ta  parte; 

8  .  (  hie  el  ar7ohisp()  y  ol)ispr»s  de  esa  iglesia  son  los  titulares  del 
derei  lií»      reclamarla  y  recibirla; 

V.  Oue  la  parte  demandante  es  una  corporación  de  ciudadanos  ame* 
ncarios  (Kstados  l'nidos); 

ó".  Que  la  causa  implica  propiamente  la  iBTaaTBNCiÓN  oiPU>iiÍTi- 

Ck  DBL  GOBIERNO  DE  LOS  ESTADOS  UNIOOS. 

Y  su  conclusión  es  esta: 

Tengo  orden  de  expresar  respetuosamente  á  V.  E.  la  esperanza  que 
tiene  mi  Gobierno  de  obtener  pronta  y  satisfactoria  aquiesoencia  á  es- 
ta demanda. 

Otro  punto  sobre  el  que  también  debo  insistir,  aunque  á  mi  pesar, 
■011  las  quigas  constantes  de  los  demandados  referentes  al  estado  de 
ooestro  expediente  documentarlo.  El  honorable  Sr.  Beernaert  nos  de- 
cía hace  unos  instantes:  {Estamos  ¿  este  respecto  en  ana  situación 
lamentable!  Pero,  ¿de  quién  es  la  culpa,  señores?  Y  en  toda  justicia; 
¿DO  ba  hecho  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos,  desde  el  punto  de 
vista  de  las  comunicaciones,  cíen  veces  más  que  el  Gobierno  mexica- 
no y  sus  agentes? 

Una  palabra  ahora  sobre  la  memoria  que  acaba  de  leer  el  Sr.  Par- 
do. El  Señor  Ministro  de  México,  si  lo  he  comprendido  bien  á  la  pri- 
mera audición,  se  coloca  en  un  terreno  bastante  singular.  Según  él,  el 
presente  tribunal 'no  debe  ser  internacional  sino  por  la  forma.  En  reali- 
dad es  preciso  considerarlo  como  un  tribunal  mexicano,  encargado  de 
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aplicar  exclufúTamente  las  leyes  de  México,  lasque  deberían  tenor  en 
todo  caso  y  sin  objeción  alguna,  nn  valor  absoluta  Este  punto  de  ris- 
ta  no  me  parece  exacto. 

Desde  luego,  por  encima  de  las  leyes  mexicanas  y  del  derecho  me- 
xicano existe  un  derecho  internacional  público  conforme  al  cual  de- 
ben conducirse  todas  las  naciones  y  el  que,  principalmente  en  raaterin 
de  obligaciones  pecuniarias  provenientes  de  contrato,  no  permite  á 
cada  Estado  obrar  siempre  á  su  manera,  aunque  estas  obUgaciones 
fuesen  contraídas  para  con  particulares  extranjeros.  No  todos  los  ac> 
tos  que  pluguiera  á  un  Estado  ejecutar  respecto  de  subditos  extranje- 
ros, serían  lícitos,  según  el  derecho  internacional  público. 

Existe  también  un  derecho  internacional  privado  que  supone  U 
coordinación  de  las  leyes  de  los  diversos  países,  según  una  regla  de 
justicia,  lii  que  no  sioinpro  permite  á  un  Estado  tomar  únicamente  en 
consideración  sus  propias  leyes.  |)or  ejemplo,  en  lo  que  se  refiere  al  es- 
tado y  capacidad  de  las  personas,  sean  físicas  ó  morales. 

Aquí  también  es  fácil  encontrarse  en  presencia  de  numerosas  é  im- 
portantes cuestiones  que  no  depende^  exclusivamente  de  una  sola  so- 
beranía. 

El  eminente  órgano  del  Gobierno  mexicano  pretendo  también  que 
el  tribunal  arbitral  debe  «cerrar  el  oído  á  nuestros  liainamientos  á  la 
-equidad.» 

l'ero  esto  no  podría  ser  establecido  sino  después  de  un  examen  ?u- 
mámente  atento  de  los  términos  del  compromiso,  los  que  están  lejo^ 
de  ordenar  al  presente  tribunal  que  estatuya  exclusivamente  según 
las  leyes  mexicanas.  Sin  embargo,  comprendo  el  interés  de  México  en 
solicitar  del  Tribunal  que  cierre  el  oído  á  la  equidad,  puesto  quesos- 
tiene  tesis  como  la  que  hemos  oído  desarrollar  no  ha  tnucbo  y  de  ia 
que  he  creído  ver  desprenderle  esta  conclusión:  si  el  crédito  reclama* 
do  no  hubiera  sido  garantizado  por  mí  con  la  renta  del  tabaco,  yo  no 
hubiera  podido  conliscarlo,  pero  como  lo  garanticé,  se  hixo  para  mi  ob- 
jeto de  confiscación.  Sin  contar  con  que  en  derecho  no  es  fácil  soste- 
ner que  lo  principal  sigue  la  ley  de  lo  accesorio  y  que  un  crédito  cam- 
bia de  naturaleza  porque  una  garantía  (la  renta  del  tabaco  erigida  en 
inmueble)  viene  á  unírsele. 

México  pretende  que  no  ha  entendido  renunciar  en  el  compromiso 
al  imperio  absoluto  de  sus  leyes.  Pero  los  Estados  Unidos  no  son,  se- 
gún parece,  de  esa  opinión,  y  el  tribunal  arbitral  es  quien,  de  oonfor^ 
midad  con  los  términos  del  art.  48  del  Acta  de  la  C!onferencia  de  La 
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Haya:  *está  autorizado  á  determinar  su  competencia  interpretando  el 
compromiso,  así  como  los  otros  tratados  que  puedan  ser  invocados  en 
la  materia,  aplica odo  los  principios  del  derecho  internacional. > 

Tales  son  las  facultades  de  la  Corte  y  qui/ásea  bueno  recordarlas. 
México  ha  objetado  muy  tarde  la  competencia  de  la  jurisdicción  ar- 
bitral de  18H8.  Puede  presentar  ante  la  de  1902  dicha  excepci  hi,  que 
lo  favorece,  per*>  la  re^Ha  ({iio  se  refiere  á  las  excepciones  de  iucoin- 
petencia  en  vista  del  compromiso,  es  é«n 

Después  de  haberse  colocado  en  un  terreno  poco  sólido,  según  nos- 
otros, y  haber  reclamado  la  aplicación  absoluta  y  exclusiva  de  las  le- 
yes mencaaas  en  la  presente  causa,  los  defensores  de  México  nos  ha- 
cen oonocer  las  leyes  cuya  aplicación  quieren  reiyindicar. 

Nos  señalan  desde  luego  una  serie  de  disposiciones constitncionales 
y  legislatíTBS  relatiTas  ¿  las  iostituoiones  religiosas  y  á  los  bienes 
eclesiásticos.  Pero  hay  que  observaren  primer  lugar,  qae  todas  estas 
disposiciones,  inclusive  la  última  ley  citada,  de  1874,  son  anteriores 
á  la  primera  decisión  arbitral  

El  Sa.  Pardo. — ^No. 

El  Sa.  Descáiips. — Hablo  de  las  leyes  de  proscripción  y  no  de  las  de 
prescripción,  en  su  calidad  de  simples  medios  de  prueba,  aunque  fue- 
sen nucTOs,  los  textos  inyocados  no  pueden  invalidar  la  cosa  juzgada. 

Por  lo  demás,  la  condición  de  las  personas  morales  extranjeras  en 
sus  relaciones  eventuales  con  los  diversos  paises,  es  una  cnestíón  mny 
delicada  cuya  solución  no  es  ton  iácil  y  que  no  puede  ser  tan  unilate- 
ral como  parece  pensarlo  el  honorable  representante  de  México. 

Si  México  quiere  que  sus  nacionales  gocen  en  el  extranjero  de  los 
beneficios  de  su  propia  ley  en  cuanto  á  su  estado  y  capacidad,  se  con- 
cibe que  las  demás  naciones  no  estén  completamente  desprovistas  de 
títulos  para  reivindicar  frente  á  frente  del  Estado  mexicano,  la  aplica- 
ción do  su  ley  propia  en  cuanto  al  estado  y  cap.icidad  de  las  personas. 
Hay  en  ello  más  ((ue  una  simple  cuestión  de  reciprocidad,  hay  una 
cuestión  de  coordinación  necesarut.  siguiendo  mía  regla  de  justicia. 

No  es  justo  que  las  nacioites  consideren  de  su  propia  competencia 
respectiva  lo  que  se  refiere  á  la  determinación  del  derecho  de  sus  na- 
cionales bajo  la  reserva  de  exigencias  propias  del  orden  público  inte- 
rior. ;r,-Mno,  pues,  en  realidad,  considerar  como  contrario  á  ese  orden, 
el  simple  pago  de  inia  deuda  en  numerario  |>rovenietite  de  contrato  con 
subditos  extranjeros  que  no  habitan  el  territorio  y  no  ejercen  en  él 
ninguna  acción  ni  inÜuencia? 
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Y  en  lo  que  concierne  á  las  fnndaeiones  extranjeras  de  diversa  na- 
turaleza que  existen  en  tantos  países  ¿pueden  creerse  loa  Estados an* 

torizados  á  proceder  por  vía  de  confiscación  pura  y  simple,  cuando 
vemos,  por  lo  contrario,  que  se  veriücan  intervenciones  »liplomática> 
para  asegurar  el  respeto  necesario  ó  llegar  á  reglamentaciones  ^ui- 
tativas? 

En  el  caso  presente  ¿quién  puede  sostener  ni  |h>i  un  momento  que 
el  hecho  áf^  jiacrar  !a  douda  cpie  se  ro(;laina  tenfj;a  una  relaci«m  cual- 
quiera  oo?i  rl  niaiil(Miimi(  nlo  del  orden  público  internacional  ó  nacio- 
nal ílü  Mf'XK'o'r^  nniramente  el  tesoro  pnede  rf«pntir  al^ún  perjuicio 
y  ¡qué  pequeño  en  vistíi  del  estado  florecienff  ;ietual  de  las  finanzas 
mexicanas!  Porque  es  bueno  hacerlo  eonstar,  y  me  alegro  de  rendir 
aquí  este  homenaje  á  la  República  Méxicana;  su  estado  financiero 
ahora  muy  próspero  y  el  sacrificio  de  dinero  que  se  le  pide  no  ticoe 
para  ella  nada  de  exorbitante  ni  puede  producirle  inquietud. 

Claro- se  ve  que  la  cuestión  de  la  confiscación  de  las  fundacioDe: 
extranjeras  en  un  país,  la  de  la  situación  de  las  personas  morales 
extranjeras  en  relación  de  simple  deuda  de  sumas  prometida <^  v  ;  v 
lantieadas  contractualitiente  no  son  de  las  que  se  dilucidan  ad  libi- 
Hmt  sin  hacer  surgir  cuestiones,  de  equidad  y  de  Justicia  internado 
nal  y  sin  provocar  legítimas  intervenciones  diplomáticas. 

Peroreamos  otra  serie  de  leyes  traídas  al  debate  por  nuestros  adrer- 
sartoe;  las  de  extinción  radical  deriYadas  de  la  faltado  cumplinirato 
de  tal  6  cual  formalidad.  Nuestros  adversarios  invocan  en  este  ordeo 
dos  de  ellas:  la  de  1885  que  no  es  pertinente  puesto  que  no  contienetioo 
una  invitación  á  un  acto  voluntario  y  la  de  1894,  la  cual  previene  que 
la  no  exhibición  de  los  créditos  á  cargo  del  Estado  mexicano  en  el  pla- 
co de  algunos  meses  ante  una  oficina  instituida  para  juzgar  de  la  rea- 
lidad-de elloíf,  tendrá  por  consecuencia  su  extinción  definitiva. 

Pero  aquí  es  oportuno  observar  que  la  renta  debida  á  los  Jefes  de 
la  Iglesia  Católica  de  California  había  sido  objeto  de  una  reclainaeiÓD 
diplomática  en  regla  con  fecha  17  de  Agosto  de  1891,  la  cual  yn  he- 
mos hecho  conocer.  Ksla  reclamanión  anterior  y  oficial  equivalía  mn 
niliestamente  á  la  exhibición  pedida;  y  en  todo  caso,  cuando créditof 
ó  derechos  son  objeto  de  un  recurso  diplomático  ¿autoriz;!  el  derech'' 
internacional  á  decretar,  respecto  de  ellos,  la  extinción  radi  'aldelgf 
ñero  por  la  simple  íalta  de  cumplimiento  de  tul  <'»  cual  f<>rm:iii<l.id  íiii 
razón  de  ser  en  la  especie,  tratando  la  reclamación  diplomática  coQit» 
si  no  e.\istiera?  Nos  permitimos  responder  negativamente. 
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Lle^o  á  niiu  tercera  serie  de  leyes  invocadas  contra  nosotros;  las 
que  establecen  la  prescripción — y  especial  méate  una  corta  prescrip- 
ción, cinco  años — respecto  de  los  intereses  vencidos  de  las  rentas. 

No  quiero  repetir  ahora  lo  que  se  ha  dicho  ya  sobre  el  punto  por 
mis  colegas  aitiericanos;  pei-o  si  quisiera  pedir  una  explicación  á  S.  E. 
e!  Señor  Ministro  de  México,  Las  conclusiones  de  los  Sres,  Beernaert 
y  Üelacroix  hablan  de  un  Código  Civil  Federal.  Pues  bien,  yo  no  tens^o 
conocimiento  de  tal  Código  y  según  los  términos  de  la  fracción  X  del 
art.  72 de  la  Constitución,  reformado  por  ley  de  14  de  Diciembre  1883» 
el  Con<;reso  no  tiene  facultad  para  expedir  Códigos  obligatorios  ento* 
da  la  República  sino  en  lo  que  atañe  á  la  minería  y  al  comercio  com* 
prendiendo  en  éste  á  las  instituciones  bancarifts.  Conozco  los  Códigos 
particulares  de  yarios  Estadoe  de  la  Confederación  mexicana.  Cn  los 
documentos  suministrados  por  nuestros  adversarios  encuentro  el  Có- 
digo Civil  del  Distrito  Federal  y  Territorio  de  la  Biga  (^lifornia.  ¿Es 
éste  el  Código  que  se  quiere  aplicar  á  las  relaciones  entre  los  extran- 
jeros y  el  Gobierno  mexicano  en  materia  de  deudas  contraidas  por  és* 
te  último  respecto  de  los  primeros. 

El  Sr.  PikiiDO. — Es  muy  cierto  que  los  Estados  Unidos  Mexicanos 
reconocen  en  cada  uno  de  ellos  el  derecho  de  legislar  sobre  las  mate* 
rías  civiles  y  penales,  pero  hay  leyes  que  son  obligatorias  en  toda  la 
República,  como  por  ejemplo,  las  relativas  á  la  propiedad  minera  y  al 
comercio.  Es  bien  sabido  por  la  Corte  mexicana  que  en  las  relaciones 
del  Gobierno  Federal  con  particulares,  nacionales  ó  extranjeros,  se 
someten  los  interesados  al  Código  del  Distrito  Federal.  Cualquiera  que 
sea  el  Código  espacial  del  Distrito  Federal,  es  la  ley  á  que  se  siyeta  la 
Federación  en  sus  relaciones  con  los  particulares. 

Kl  Sh.  DESGAMrs.— S.  E.  el  Sr.  Pardo  nos  dice  que  siempre  se  ha 
entendido  que  el  Código  especial  de  que  se  trata,  se  aplica  a  las  rela- 
ciones del  Gobierno  Federal  con  los  particulares,  nacionales  ó  extran- 
jeros. Noqnierodar  mi  opiui-m  desde  lupfio  sol)re  esta  cuestión.  Tam- 
poco quiero  insistir  sobie  las  observaci')nos  desarrolladas  por  mis 
colegas  americanos  tocante  á  la  inai)li<íabilidad  de  las  disposiciones 
que  se  invocan  al  cuso  presente,  con  especialidad  á  loque  sereliere  á 
la  prescripción  de  los  intereses  j)or  cinco  anus.  Pero  ienfro  que  hacer 
observar  cuán  injustificado  y  íuera  do  razón  sería  tratar  de  transfor- 
mar el  tiempo  cotK^edido  á  Mcxiro  para  saldar  un  atraso  de  intereses 
que  ha  obtenido  pagar  por  plazos,  en  medio  de  prescripción  de  los  in- 
tereses corrientes  durante  un  plazo. 
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Eso  sería  hacer  volver  el  serTÍeio  en  detrimento  del  que  lo  ha  pres- 
tado, no  ciertamente  con  el  fin  de  arruinar  al  deudor  por  una  recla- 
mación ulterior  de  intereses  acumulados,  sino  con  el  de  facilitarle  el 
medio  de  saldar  un  atraso  en  la  cuenta  que,  como  es  natural,  debía 
ser  liquidado  autos  dol  \y.i^o  de  otras  cargas.  Y  eso  no  solamente  por 
acuerdo  tácito,  sino  expreso  de  las  partes.  Ks  preciso  no  olvidar  que 
en  el  artículo  ÍII  de  la  (lonvetunóii  celebrada  después  de  la  deeisión  «iol 
síiperárbitro,  en  29  de  Abril  de  1H76,  empeñosamente  solir-ití)  y  oí»- 
tuvo  no  pagar,  efi  vista  del  estado  deficiente  de  sus  finanzas,  ninguna 
anualidad  que  excediera  de  S  300.000. Oí)  en  oro  ó  su  equivalente,  hn«- 
ta  que  estuviese  cubierto  el  total  de  las  condenas  que  debiera  liqui- 
dar. Y  conviene  observar  que  tan  fué  entendido  así  este  beneficio  Hel 
plazo  que,  menos  de  cuarenta  días  después  de  la  liquidación  de  la  ren- 
ta devengada  en  13  años,  io»  causa  habientes  formularon  aa  demanda. 

Todo  esío  es  le  una  correcoión  manifiesta  y  perfecta. 

Por  lo  demás,  de  ia  correspondencia  diplomática  cambiada  entre 
los  dos  Gobiernos  el  21  de  Noviembre,  4  y  8  de  Diciembre  de  1876,  re- 
salta hasta  la  evidencia  que  después  de  una  tentativa  sin  éxito  del  Go* 
bterno  mexicano  para  obtener  una  interpretación  auténtica  (según 
nosotros  muy>  errónea)  de  la  nentencia  arbitral  y  de  la  protesta  de  ios 
Estados  Unidos,  las  dos  partes  conyinieron,  reservando  todos  sus  de- 
rechos, en  abstenerse  de  hacer  sargir  entre  ellas  díficaltades  ó  con- 
flictos nueTOs  relativos  al  negocio  sobre  el  cual  había  fallado  el  Arbi- 
tro, antes  de  la  completa  ejecución  de  la  sentencia  de  éste.  Esto  es  lo 
que  se  ha  hecho  por  ambas  partes;  pero  es  también  lo  que  se  opooe 
á  que  se  pueda  invocar  el  silencio  de  los  demandantes  para  que  sír 
va  de  pnnto  de  partida  á  cualquiera  dase  de  prescripción.  Ya  sólome 
quedan  algunos  inslantes  antes  de  que  termine  la  sesión.  Solicito  de 
la  benevolencia  de  los  Señores  Arbitros  que  me  autoricen  para  notit- 
tar  de  la  cuestión  capital  de  la  cosa  juzgada  hasta  que  se  reanuden  los 
debates. 

El  Señor  Presidentk. — Continuaréis  vuestro  discurso  á  la  aperto- 

ra  de  la  audiencia.  Antes  de  levantar  la  sesión  concedo  la  palabra  al 
señor  Secretario  ííeneral  para  que  dé  lectura  ú  la  caria  que  ba  diri- 
gido al  Sr.  Pardo  tuanifestándole  que  el  expediente  americano,  .sin  ex- 
ceiKM.'ui  aljíuna,  se  en*  oiilraba  á  su  disposición  diariamente,  de  las  das 
a  las  CUICO  de  la  tarde. 

El.  Se^'or  Si'f.uKTARio  (¡i:Ni:M\r,. — La  rnría  que  dirigí  al  Sr.  Pardo 
en  15  de  Septiembre  de  este  año,  dice  así: 
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«Sefior.  Tengo  la  honra  de  poner  eu  Tuestro  conocimiento  qne  el 
expediente  americano  sometido  por  el  Adrente  de  los  Estados  Unidos 

de  América  al  Tribunal  de  Arbitraje,  instituido  en  virtud  del  tratado 
concluido  en  Washington  el  22  de  Mayo  de  1902  entre  los  Estados 
Unidos  de  América  y  los  Elslados  ('nidos  iMexicauos,  .se  halla  deposi- 
tado en  el  archivo  del  nionoioiiado  Tribunal,  71  Prisengrachl,  en  don- 
de V.  E.  ó  cualquiera  persona  que  tenga  á  bien  designar  al  efecto,  po- 
drá imponerse  de  él. 

Añadiré  qne  todos  los  doeinnentos,  sin  rxceix'ióii  al<,nin;i,  están  coni- 
prendido'í  cii  rl  (Wf^-diente  y  que  pueden  ser  examinados  ninnana  16 
de  Septieinbre  y  demás  álm  siíruienfes.  de  dos  á  cinco  do  la  tarde.» 

El.  Sf.ñor  Presidente. — Se  da  por  terminado  e«íte  incidente. 

(Se  suspendió  la  sesión  á  mediodía  para  reanudarla  á  las  dos  y  me' 
dia  de  la  tarde.) 

Sesión  XV. 

29  dé  Septiembre  de  1902  ( Por  la  tarde). 

Se  abrió  la  sesión  á  las  dos  y  media  bajo  la  presidencia  del  Señor 
Matzen. 

£l  SbíIor  PfiBsroENTE. — Ckmtinúa  en  el  oso  de  la  palabra  el  Seflor 
Consejero  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

El  Sr.  Dbscuiiíps. — Señores  Arbitros:  Una  cuestión  domina  este  de- 
batey le  da  una  fisonomía  particular  entre  todos  los  arbitrajes;  la  cues* 
tión  de  la  cosa  juzgada. 

Es  tan  capital  como  la  solución  misma  del  presente  litigio. 

Quizá  lo  es  también  desde  el  punto  de  vista  del  porvenir  de  las  ju- 
risdicciones arbitrales.  Creo  que  no  tendré  mucho  que  esforzarme  pa- 
ra demostrar  qué  trastorno  y  profunda  conmoción  podría  causar  en 
el  funcionamiento  normal  y  |)aciflcador  de  estas  jurisdicciones^  el  sis- 
tema que  quieren  hacer  prevalecer  (confío  que  sin  éxito)  los  defen- 
sores del  Gobierno  Mexicano. 

Esta  cuestión,  señores,  presenta  también  otro  carácter;  debe  ser 
resuelta  on  lo  absoluto  y  en  primera  líneíi.  Todas  las  demás,  aunque 
múltiples  y  complicadas,  vienen  en  orden  accidental  v  sidisidiario, 
sólo  deben  «er  resueltas  si  se  decide  (jue  la  cosa  juzgada  no  tiene  en 
esto  potencia  reguladora;  íf  not,  se^ún  la  (expresión  del  compromiso. 

Ll  problemít.  pues,  debe  abordarse  í'rancaniente  y  ponerse,  tanto 
como  sea  posible,  eu  plena  luz. 
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Esto  es  tanto  más  necesario  cuanto  que  se  ha  hecho  por.  naestriis 
adversarios,  al  principio  por  lo  meiioH,  una  confusión  bastante  éitm- 
fla.  Las  huellas  de  esta  confusión  se  encuentran  no  móIo  en  la  corres- 
pondencia diplomática  de  E.  el  Sr.  Mariscal,  Ministro  de  Negocios 
Extra t)je ros  de  México,  sino  también  en  varias  notas  publicadas  des- 
pués por  la  defensa  y  principalmente  en  la  respuesta  por  el  Gobierno 
mexicano  á  la  exposición  de  reivindicación  de  los  Estados  Unidos  ét 
América.  Esta  confusión  nos  parece  referirse,  sobre  todo,  á  la  aplicíi- 
cióii  iiuli^^titita  y  bástanle  etpiivocada,  del  término  *antorUUul>  áh 
cosa  jiiz^iuda  entre  las  parles  y  íx  los  antecedentes  judiciales  en  ge- 
neral, l'arece  que  sería  más  exartt)  hablar  de  la  (Autoridad  de  la  cosa 
juzgada  y  del  valor  de  los  antecedentes  Ju(ii«  iales.  El  pudor  públic-». 
por  razones  íle  alta  saltidun'a,  concede  de  inanora  inherente  á  los  fa- 
llos qne  han  lleiiado  á  sor  definitivos  entro  los  liüiranles.  una  presun- 
ción soberana  de  verdad,  con  objeto  de  no  eleruizar  ios  [>rocesos  y  «i- 
asegurar  á  las  decisiones  do  la  justifia  una  eficacia  lej^ífirna.  R^ta  vor- 
dnd  asf  pre^ntnida.  essiti  duda  relativa  en  el  sentido  de  (pie  no  obligj 
sino  á  las  partes  en  litit?io  (>  á  sus  causa-haliientes,  pero  para  ella.s»^^ 
intocable  y  se  encuentra,  dentro  de  ese  límite,  elevada  á  la  categori:i 
de  norma  reguladora  de  su  derecho,  l^or  esto  se  puede  decir  hablao- 
do  de  ella:  autoridad  de  la  cosa  juzgada. 

Los  antecedentes  judiciales,  |)or  el  (contrario,  tienen  un  valor  ^ene- 
ral  que  j>ermite  invocarlos  en  todos  los  casos  semejantes,  sin  dislm- 
CÍÓn  de  las  partes  que  estuvieron  en  lititrio  ni  de  los  jueces  que  dicta- 
ron la  sentencia,  rero  este  valor,  hecha  abstracción  de  la  función 
constíinie  de  la  jurÍ8pru<iencia  como  instrumento  de  cristalización 
del  derecho,  es  sólo  un  valor  de  razón  sometido  siempre  al  imperio  de 
ana  de  mayor  peso.  Las  decisiones  de  un  magistrado,  como  tales,  ou 
obligan  á  los  demás  magistrados,  ni  aun  al  mismo  que  las  ha  dictado 
en  las  causas  ulteriores  que  puedan  sometérsele  porque  puede  neo* 
nocer  que  se  ha  engañado  y  reformar  su  primera  jurisprudencia. 

Si  no  se  tratara  más  que  de  hacer  resaltar  el  valor  de  la  decisiÓD 
arbitral  de  1875  como.antecedente  judicial  con  relación  á  la  presen- 
te causa,  evidentemente  que  se  podría  elevar  hasta  la  más  alta  poten- 
cia, pues  los  casos  no  son  sólo  semejantes,  son  abe^olutainente  idén- 
ticos, lo  que  es  raro  en  jurisprudencia,  dada  la  infinita  diversidad  de 
hechos  con  que  tropieza  el  juez  diariamente. 

l^ero  no  es  esta  la  única  ventaja  que  nos  creemos  autorizados  i 
obtener.  Juzgamos  y  creemos  poder  demostrar  hasta  ta  evidencia  que 
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la  decisión  de  1875  constituye  cosu  juz^íadu  al  jíradí»  de  hacer  necesa- 
riamente ganada  para  nosotros  la  presonto  causa, 

cierto  que  nuoslros  aniversarios  no  (losnonucen  ol  principio  de  la 
cosa  juzgada,  aun  cuuiidü  so  puedan  notar  en  el  desarrollo  de  sus  argu- 
meiilacione.s,  huellas  deeiertas  dislineiones  Uiiuentables,  j)op  ejemplo, 
entre  los  faliof  ordinarios  y  lu.-^  arbiU  ales.  eierta-^  ^^xp^esiones  inexac- 
tas como  la  de  »cuasi  arbitraje»  y  aun  cirTta  tendtíii.  ia  .á  hablar  de 
materias  eontrovertibles,  de  lo  que  podría  rf^ultar  una  impresión  po- 
f'ü  agnidabie,  no  eran  las  declaraciones  categóricas  ulteriores.  Se  ii  d- 
n^',  ol  arbitro  es  juez  y  sus  decisiones  son  inviolables.  La  justicia  in- 
ternacional, por  lo  mismo  que  sus  medios  de  ejecución  son  en  ciertos 
easos  más  precarios,  tiene  necesidad  para  su  funcionamieoto  normal^ 
de  la  armadura  jurídica  de  ia  inviolabilidad.  Debe  moverse,  más  que 
DÍnguna,  otra  en  una  esfera  que  la  ponga  á  cubierto  de  ataques  poste- 
riíires  cuya  naturaleza  comprometa  su  carácter  inatacable  y  sagrada 
Es  necesario  velar  con  celoso  cuidado  para  que  nada  conmueva,  nada 
desvirtúe  la  cosa  juzgada  en  derecho  internacional. 

Todos  estamos  de  acuerdo  en  el  principio,  todos  admitimos  igual* 
mente  que  la  cosa  juzgada  puede  invocarse  tanto  por  el  demandante 
como  por  el  demandado,  por  el  que  ha  ganado  un  pleito  como  pDr  el 
qae  lo  ha  perdido,  tratando  éste  último  de  buscar  un  refugio  contra 
ana  condena  más  onerosa. 

Parece  nataral  que  de  igual  manera,  todos  debíamos  reconocer  que 
la  cosa  juzgada  está  destinada  á  cumplir  una  doble  función:  una  ne- 
gativa, en  que  se  invoca  la  existencia  de  un  fallo  anterior  para  excluir 
la  renovación  de  un  mismo  juicio;  la  otra  positiva,  en  que  se  hace 
valer  el  tenor  del  fallo  anterior  como  norma  reguladora  permanente 
de  las  partes  en  sus  otras  dificultades.  No  admitir  esta  segunda  fun- 
ción sería  casi  lo  mismo  que  volver  al  derecho  romano  del  período 
primitivo,  en  que  únicamente  se  admitía  que  la  acción  se  extinguía 
por  el  hecho  de  intentarla  en  todo  ó  en  menos  de  lo  que  comprendía 
el  fallo  pronunciado  sobre  ella,  Ksto  era  simplemente  el  non  bis  ¿n 
Ídem,  pero  no  la  verifas  iuf^'r  partes. 

í>as  divergeiH'iu.s  de  t»p¡nióii  se  hacen  más  serias  (;na;ulo  se  trata  de 
ieleruiiiiar  lo  que  debe  constituir  la  «'osa  juzffada  en  uu  tallo  consi- 
derado desde  el  punto  de  vista  de  la  diversidad  do  los  elesnentos  que 
puede  contener  (i  ([u<'  iMiedon  estarle  unidos. 

lina  respuesta  adt «  ua  la  y  luminosa  se  présenla,  sm  embargo,  al  es- 
pirito; la  autoridad  de  lu  cosa  juzgada  se  extiende  á  lo  que  ha  sido 
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realmente  estatuido  por  el  juez.  El  estatuto  real  del  juez  en  la  inte- 
j^ridad  de  lo.s  oleuieiitos  que  lo  constituyen  orgánica  y  necosariamento. 
hé  aquí  sin  duda  el  teri  íMio  do  aplicación  de  la  cosa  juzgada.  (Jue  la 
cosa  se  haya  decidido  ou  realidad,  no  importa  que  explicita  ó  implí- 
citamente, pues  esto  .sólo  se  reíiere  á  la  forma  externa  del  fallo  y  no 
afecta  á  su  verdadero  coutonido.  En  esto  es  uu  fallo  como  una  ley: 
su  regulador  es  la  voluntad  verdadera  del  poder,  por-o  importa  que  la 
manifeftacion  de  ella  revista  una  forma  explicita  ó  unplícita,  desde 
el  monieuio  que  es  real  y  eierta. 

El  lugar  que  ocupa  el  estatuto  del  juez  en  el  inslruinentumjudicii 
tampoco  es  por  si  mismo  absolutamente  decisivo.  En  ciertos  países  se 
acentúa  la  distinción  de  forma  entre  lo  que  se  llama  parte  dispositiva 
y  exposición  de  motivos,  en  otros  se  sigue  menos  rigurosamente  este 
formalismo.  Es  cierto,  en  todos  los  casos,  que  en  derecho  de  gentes 
los  juicios  no  están  sujetos  cá  formas  sacramentales,  que  por  tantees 
preciso  limitarse  á  la  realidad  de  las  cosas  y  preguntarse,  colocado  en 
ese  punto  de  vista,  cual  es  el  verdadero  estatuto  del  juez.  Si  en  el 
instrumento  que  éste  redacta  se  limitara  á  formular  únicamente  sa 
estatuto,  la  cuestión  se  resolverla  siempre  por  si  misma.  Perosaoede 
generalmente  (y  en  algunos  paiaes  es  obligatorio)  que  el  jiiez  al  desem- 
peñar su  misión  y  para  salvar  su  responsabilidad,  consigna  en  el  ína- 
'  irumentum  Judicii  los  elementos  expositivos  que  indican  como  ha 
sido  conducido  á  establecer  su  estatuto  y  cuales  son  las  consideracio- 
nes de  hecho  ó  de  deref^ho  que  lo  han  inducido  á  dictar  su  sentencia. 
Ni  por  sí  mismos,  ni  por  su  significación,  constituyen  estos  elementos 
expositivos  su  estatuto,  enuncian  simplemente  los  motivos  de  su  con- 
vicción. Y  aquí  surge  la  cuestión  ¿cómo  diferenciar  en  esta  mesda 
accidental  de  elementos  diversos,  lo  qne  constituye  el  verdadero  es- 
tatuto del  juez  y  lo  que  forma  la  simple  exposición  de  sus  motivos? 
¿Cómo  hacerlo  entonces,  sobre  todo  en  el  derecho  internacional  en 
que  no  existe  furnuilismo  iiuc  marque  lo.s  límites? 

Parece  á  primera  vista  que  la  solución  del  problema  no  sería  nmv 
diíít  il  tíu  los  países  en  que  es  inet/Mlica  la  distinción  de  forma  entrt 
la  pnrte  resolutiva  y  los  inoijvos,  ¿No  es  baslanto  (Considerar  ¡pie  la 
parle  resolutiva  contiene  ínte^^ra  y  e.xclusivainiMití»  ol  estatuto  del 
juez  y  que  lo  que  se  llama  motivos  ó  considerauuos  no  forman  partí- 
de  ella?  Es  cierto  que  cuarnio  se  admite  i>or  <Ui/inic¿ón  que  la  parte 
res(»lut¡v,i  dni  fallo  es  la  úni<'a  ijue  eontiene  el  estatuto  del  juez,  se 
puede  concluir  de  ello  que  écfte  está  propiamente  contenido  en  aqué- 
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lia.  Pero  basta  dar  tina  ojeada  á  las  grandes  colecciones  de  senten- 
cias de  los  países  de  que  hablamos  para  comprender  muy  pronto  que 
está  iejo'^  de  resolverse  todo  por  esa  tautolocría  ó  por  la  distinción  de 
forma  qut3  se  invoca  Por  nna  parle,  es  necesario  reconocer,  como  lo 
ha  hecho  el  Sr.  Beernaert,  que  pueden  deslizarse  en  la  parte  resolu- 
tiva elementos  nianiíiestamenle  de  'himple  exposición  que,  no  forman- 
do parte  del  verdadero  estatuto  del  juez,  conservarán  un  cará(;ter  di- 
ferente á  pesar  del  lugar  que  ocupan.  Por  otra  parte,  en  la  práctica, 
hay  necesidad  de  reconocer  á  ciertos  elementos  que  no  se  encuentran 
en  la  parte  resolutiva,  ya  un  poder  decisivo  necesario  para  el  sentido 
de  dicha  parte,  ya  una  relación  con  ella  de  tal  manera  íntima  que 
aparecen  ser  sus  fundamentos  esenciales  é  inseparables.  Así  ee  que 
aun  en  loe  países  de  que  hablamos,  se  viene  á  inquirir  por  un  rodeo 
cual  es  en  sa  fondo  y  realidad  el  verdadero  estatuto  del  juez,  recono- 
ciendo qae  la  distinción  de  pura  forma  no  suministra  siempre  los  ele- 
mentos indispensables  para  una  solución  adecuada  y  suficiente. 

En  lo  que  concierne  al  derecho  internacional,  ya  lo  hemos  oheer- 
redo,  se  plantea  la  cuestión  en  condiciones  que  no  permiten  decidir^ 
la  por  una  distinción  puramente  de  forma.  ^ 

Segón  nuestros  adyerearios,  sería  preciso  no  considerar  como  cosa 
juzgada  sino  el  resultado  práctico  inmediato  de  la  sentencia,  por  cjern* 
pío,  la  condenación  del  demandado  á  pagar  tal  soma  al  demandante. 
Esto  es  lo  que  se  llama  la  orden,  el  tnandaium  propiamente  dicho, 
en  relación  inmediata  con  las  vías  de  ejecución. 

Hagamos  á  un  lado  la  observación  (aunque  quizá  tenga  su  impor* 
tancia)  de  que  hay  fallos  cuya  esencia  no  es  propiamente  mandar  ó 
prohibir,  sino  que  son  sencillamente  declaratorios.  Examinemos  la  te- 
sis de  nuestros  adversarios  como  sí  fuera  irreprochable  desde  este  pri- 
mer punto  de  vista.  Conforme  á  ella  lo  que  no  se  podría  volver  á  po- 
ner en  disputa  es  el  resultado  práctico  inmediat«>  y  en  conexión  con 
ius  vias  de  ejecuciór».  el  resto  sip^uc  en  su  earácLcr  de  motivos  de  de- 
cisión y  no  tiene  nada  que  ver  con  la  cosa  juzstada. 

Esta  tesis  es  inadmisible.  No  s('»lo  reduciría  la  cosa  juztrada  á  pro- 
|Hirciones  irrisorias,  sino  (juc  con  frecuencia  la  dejaría  compuesta  do 
elementos  por  completo  inintelií^ibles  ¿Se  sostciiilrá  por  ejemplo,  en 
el  caso  presente,  que  el  demandado  si'>lo  fué  condenado  á  pagiir  al  de- 
mandante tal  suma  nnméricafnento  espeeilieada  y  qtie  la.  co<a  jnzjTa- 
fla  Sillo  nnpide  á  este  el  redamar  otra  vez  una  «urna  num«''ricamente 
la  misma,  aunque  sea  del  todo  diferente  por  su  carácter  individual  ó 
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por  la  causa  de  obligactÓD?  Esto  seria  absardo.  Entender  así  la  cosa 
juzgada  no  sólo  conduciría  a!  absurdo  sino  que  llegaría  hasta  hacer 
desconocer  la  naturaleza  del  po<ier  judicial  como  encargado  de  decir 
el  derecho,  jus  dicere.  Colocado  frente  al  litigio  que  se  le  ha  llama- 
do  á  resolver  en  curnplimionto  de  su  misión,  el  juez  no  lo  decide,  co- 
mo parece  creerse,  por  un  íii.uiaato  puro  y  simple.  No  crea  el  dere- 
Q.\\ií\  declara  en  un  caso  dado  el  de  las  parlen  en  litigio,  de  una  maiiera 
obligatoria  para  ellas.  Sin  duda  rpie  no  deben  confundirse  todas  la< 
razones  que  tiene  que  formular  para  explicar  su  decisión  y  salvar  su 
rtísjjuiisabilidad,  vxm  el  estatuto  judical  propiamente  di«;ho:  pero  por 
otra  parte,  no  debe  éste  mutilarse  y  truncarse  artificialmente  de  raa* 
ñera  de  desnaturalizar  la  obra  del  juez. 

Para  que  ésta  se  (conserve  lo  que  debe  ser,  tiene  que  con*<islir  esen- 
cialmente en  la  declaración  del  dercí^ho  de  las  partes  en  sus  oiemeii- 
tos  característicos  y  principales  con  las  consecuencias  prácticas  que 
de  ellos  se  deriven. 

Admitir  la  teoría  de  nuestros  adversarios  sería  no  solamente  des- 
naturalizarla misión  del  poder  judicial  sino  también  la  intención  real 
común  y  constante  de  las  partes.  ¿Qué  piden  éstas  en  una  instancia 
judicial?  Que  el  juez  declare  quién  posee  el  derecho  y  deduzca  las  con- 
secuencias prácticas  obligatorias  de  la  comprobación  de  ese  derecho, 
Cuando  tas  partes  se  presentan  ante  el  juez  no  le  piden  que  les  dé 
deede  luego  una  orden  ejecutoria.  Le  piden  que  declare  sus  respecti- 
vos derechos  de  una  manera  obligatoria  y  que  tes  conceda  como  con- 
secuencia,  los  resultados  prácticos  inherentes  á  aqaellos. 

Reducir  el  estatuto  del  juez  á  la  determinación  pura.y  simple  de  re- 
sultados es  tomar  la  parte  por  el  todo^es  transformar  en  exclusivo  un 
elemento  consecutivo  de  aquel  y  dar  frecuentemente  al  fallo  una  fiso- 
nomía impenetrable,  fuente  de  inextricables  confusiones. 

Es  preciso,  pues,  reconocer  que  existe  en  la  decisidn  del  juez,  rec- 
tamente entendida,  algo  más  que  el  resultado  práctico  inmediato  co- 
rrespondiente á  las  necesidades  de  la  ejecución;  el  reconocimiento  de) 
fundamento  esencial,  sobre  el  cual  reposa  dicho  resultado  y  que  forros 
un  cuerpo  con  éste  en  el  estatuto.  La  condenación  á  pagar  tantos  años 
de  intereses  de  determinada  renta  implica  la  existencia  de  ésta. 

Examinemos  á  la  luz  de  estas  observaciones,  que  nos  parecen  cía- 
ras,  el  caso  que  se  presenta  ahora  ante  nosotros. 

Y  desde  luego  desvanezcamos  una  equivocación.  No  decimos  que 
ahora  reclamamos  los  intereses  que  hemos  reclamado  yauntij^uamen- 
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te.  No  decimos  sea  insostenible  que  no  se  deben  los  intereses  que  ré** 
clamamos  por  tal  ó  cual  causa,  que  no  afecta  á  la  cosa  anteriormente 
jiizf^da,  por  ejemplo,  que  se  ha  reenibolsudo  la  renta  ó  que  se  han 
pa^Ho  íntegramento  los  intoi-O'^cH.  Todo  osu  no  afecta  al  primor  fallo. 

I'ero  lo  que  nosotros  os  podimos,  S(MH>ros  árltitros,  es  la  coiiipíoba- 
iMÓii  lie  (pie  el  primer  arbitro  declaró  que  el  testado  Moxieaiio  debía  á 
los  jefes  dt»  la  l^rlesia  (lalolu^a  en  California,  una  renta  anual  caractte- 
nzada  eti  sus  elonieiitos  esenciales  por  la  eonnurrencia  de  anualida- 
iles  vencidas  v  no  pagadas.  Os  [)cdiin()s  que  reconozcáis  que  ahora  se 
trata  taiuhién  de  la  reclamaci«Sn  de  una  renta  de  la  niisma  especie 
entre  las  mismas  partes;  (pie  teii^'^áis  en  cuenta  la  prnuera  decisión: 
que  nos  concerláis  ¡os  intereses  vencidos  y  no  pagados,  respetando  el 
estatuto  anterior  en  lo  que  necesaria  é  incontestablemente  resolvió. 

Nuestros  adversarios,  por  lo  contrario,  quieren  que  lodo  se  voelva 
á  poner  en  litigio,  hasta  la  existencia  misma  de  la  renta  cuyos  réditos 
de  21  a&os  fueron  condenados  á  p  i^'  ir 

En  vano  les  decimos  qae  defendiendo  esa  tesis  se  contradicen  á  sí 
mismos,  pues  por  una  parte  sostienen  que  la  cansa  del  pago  de  los 
intereses  no  puede  estar  comprendida  en  los  elementos  constitotiTOS 
de  la  cosa  juzgada?  y  por  otra,  señalan  la  identidad  de  causa  como 
elemento  esencial  de  las  verificaciones  que  hay  qne  establecer  para 
comprobarla. 

En  vano  lee  hacemos  también  notar  que  según  su  sistema  y  en  la 
hipótesis  de  que  fueran  aceptadas  sus  pretcnsiones  en  el  presente  liti- 
gio, habría  en  realidad  una  contradición  absoluta,  completa,  evideñ- 
te,  entre  el  fallo  anterior  y  el  de  ahora. 

.  En  vano  insistimos  en  hacerles  observar  que  su  manera  de  ver  do 
sólo  conduce  á  la  nulificación  de  la  cosa  juzgada,  sino  que  arruina  en 
sus  fundamentos  la  economía  misma  de  su  instituctón  y  contrarresta 
los  dos  fines  <[  i  |)ersigue  el  poder  [lublico  en  esta  materia:  no  éter? 
nizar  los  juicios  y  asegurar  entre  las  partes  una  eficacia  permanente 
á  las  decisiones  de  la  justicia.  De  otro  modo  se  nulificarla  la  senten-^ 
cia  del  primer  juez  en  su  tenor  esencial  é  inseparable  del  resultado 
práctico  inherente  á  ella  y  el  juicio  podría  recomenzar  indeíitddamen' 
le.  Salta  á  la  vista,  en  efect(>.  que  en  el  caso  presente,  si  no  hay  (losa 
pizcada  para  México,  lanquMM»  la  hay  para  los  Kslados  lírndos  y  (jue 
al  vericiiiiieiitu  de.  cada  año  de  intereses  i)odr;'i  volvei-  á  empezar  el  li- 
ti:zio  en  toda  re^la  y  con  inievos  gastos,  j  Ingenio-,. »  sistema,  sin  duda, 
de  asegurar  siempre  trabajo  á  la  Curte  Permanente  de  Arbitraje,  pero 
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al  cual  M  me  permitirá  seguramente  que  prefiera  otros  medios  de  rea- 
lizar el  mismo  objeto!  Por  toda  respuesta  nuestros  adversarios  dieea: 
no  reclamáis  los  mismos  intereses  que  antiguamente,  la  demanda  es 
diferente,  no  os  halláis  en  las  condiciones  de  aplicación  de  )a  cosa  juz- 
gada. Pero  nadie  sostiene  que  sea  necesaria  la  identidad  de  demandu 
ó  instancia;  las  leyes  hablan  de  la  idonlidad  de  objeto  y  de  la  de!  punto 
en  cuestión,  lo  cual  no  es  precLsamente  lo  mismo.  La  cuestión  iioej^ti 
donde  se  la  coloca.  Simplemente  se  trata  de  .saber  si  el  juez  en  supri* 
mer  estatuto  no  comprendió  y  debió  comprender  los  fundamentos esen-  i 
cíales  de  la  decisión  f  poco  ¡luporta  que  se  les  llame  motiv*>s  objetivos 
ó  se  les  dé  r-ualquier,!.  níin  donominación)  y  si  estamos  autorizndosá 
eliminar  de  ia  sentent  ia  elemeut  cuya  separación  uiíse  concibe,  para 
poner  en  duda  la  voluntad  patente,  consciente  é  indiscutible  del  pri*  ' 
mer  juez. 

Y  entonces  es  cuando  nuestros  adversarios  llegan  á  sostener  late- 
sis  inverosímil  de  que  en  materia  de  existencia  de  una  renta,  nunca 
se  puede  llegar  á  la  cosa  juzgada,  porque  la  no  exigibilidad  del  capital 
destruiría  fundamentalmente  la  unidad  de  la  obligación;  y  de  queaot 
encontrariamos  (según  una  vieja  teoría  que  ya  no  es  sostenida  por  na- 
die que  sepamos),  en  presencia  de  una  sucesión  de  obligaciones  sin  | 
ninguna  relación  entre  sí. 

El  Sr.  Beerrabrt. — Es  la  opinión  sostenida  por  vosotros. 

El  Sr.  Dbscamps. — Vuestra  es,  y  su  aplicación  se  os  vuelve  en  oon- 
tra.  Así  es  que  no  fué  el  2S  de  Octubre  de  1842  cuando  nació  para 
el  Gobierno  Mexicano  la  obligación  de  pagar  una  renta  anual  cuya 
exhibición  se  hace  ezígíble  á  cada  vencimiento,  sino  que  cada  año  naoe  | 
una  obligación  solitaria  y  completamente  independiente  de  las  otra&  | 
Pero  aquí  se  dividen  nuestros  adversarios,  y  el  Seílor  Ministro  de  Mé-  , 
xico  va  á  facilitar  mi  trabajo  replicando  al  Sr.  Beernaert  con  un  vigor 
cuya  honra  y  responsabilidad  dejo  á  su  cargo : 

«Se  trata  de  separar  la  prestación  demandada  en  una  serie  de  anua* 
lidadoH  de  intereses,  de  la  obligación  general  de  pagarlos,  como  sí  las 
dos  cosas  fueran  diferentes  y  capaces  de  existir  la  una  sin  la  otra.  Lo 
verá  quien  quiera  que  se  tome  el  trabajo  de  examinar  fríamente  la 
situación;  la  obligación  de  pagar  un  interés  periódico  es  una  sola,^ 
la  que  contrae  un  deudor  al  imponerse  los  cargos;  los  vencimientos 
de  dicha  obligación  son  los  diferentes  y  sucesivos.  Razonablemente 
no  se  puede  decir  que  baya  tantas  obligaciones  como  vencimientos 
periódicos  de  intereses.  La  relación  jurídica  es  una,  pero  con  la  mo- 
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dalidad  de  que  las  presfaeioDes  á  que  obliga  el  deudor  no  deben 
ser  satisfechas  de  una  sola  vez.  sino  en  épocas  oonsecutivas.  A  cada 
uno  de  los  vencimientos  convenidos  se  puede  exigir  el  cuiiípliuilento 
de  la  obligación  primitiva  que  es  la  única  exijíible. » 

Por  lo  demás,  el  Sr.  Hoornaerl  abaridoiia  albinias  veces  su  opinión 
para  abundar  en  las  ideas  del  Sr.  Pardo,  Así  es  que  puede  leerse  en 
la  pág.  6,  línea  1 1,  de  las  concliisionps  depositadas  por  él.  á  propósito 
de  la  renta  representativa  dol  fíMi  l  »  Piadoso  d<^  las  Californias:  ''El 
(iererho  á  los  intereses  presupone  un  doroL'ho  de  crédito."  Ks  preci- 
samente li)  que  dice  ei  h>r.  Pardo,  interpretando  el  derectio  mexicano. 

La  distiMuión  entre  los  elementos  adicionales  agregados  al  iiislru- 
mentum  judicii  como  simples  medios  de  exponer  ó  de  explicar  el  es- 
tatuto del  juez,  y  los  ulemcntos  cscneiale.^  que  forman,  orgánica  é  in- 
separablemente, parte  integrante  de  la  sentencia  y  que  no  se  reducen 
á  ios  resultados  prácticos  inmediatos  de  ella,  es  necesaria,  justa  y 
práctica.  Se  puede  interpretarla  mal.  pero  no  se  la  suprimirá. 

Los  más  ilustres  comentaristas  dei  derecho  romano  la  han  puesto 
de  manifiesto,  7  puede  decirse  qtie  es  de  jurisprudencia  universal. 

En  lo  que  concierne  al  derecho  romano,  al  cual  recurren  de  buen 
grado,  á  título  de  ratio  scripta,  los  intérpretes  del  derecho  de  gen- 
tes, la  autoridad  de  Savigny  ha  puesto  en  confusión  &1  Sr.  Beernaert. 
DespÉiés  de  haber  rendido  un  homenaje  sincero  y  elocuente  al  gran  ro- 
manista que  fué  su  maestro,  el  Sr.  Beernaert  lo  ha  menospreciado  por 
completo  declarando  que  su  opinión  era  aislada.  Desengáñese  nues- 
tro ilustre  contradictor.  En  una  obra  clásica  sobre  derecho  romano, 
el  célebre  profesor  de  la  Universidad  de  Berlín,  Dernburg,  no  vacila 
en  calilcar  de  «dominan te >  la  opinión  de  Savigny:  <Die  herschende 
Ansichte.»  Y  es  importante  hacerlo  notar  aquí,  porque  como  lo  hizo 
observar  el  eminente  agente  de  los  Estados  Unidos,  Sr.  Ralston,  Sa- 
vigny no  sólo  justificó  su  doctrina  con  razones  luminosas,  sino  que  la 
aplicó  precisamente  al  caso  que  nos  ocupa  en  los  términos  siguientes: 
«Cuando  el  demandado  ha  sido  condenado  á  pagar  los  intereses  de 
on  crédito  ó  los  atrasos  de  una  renta,  después  de  haber  objetado  el 
derecho  del  demandante  al  capital  ó  á  la  renta,  este  derecho  se  en- 
cuentra investido  por  la  sentencia,  de  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.» 
Y  esta  solución  está  tan  justificada  con  razones,  cumo  fnndad:i  í  ii  la 
realidad  de  las  eosas,  No  existe  la  generación  espontánea  de  intere- 
ses. El  hecho  de  deber  atrasos  venci<los  implica  la  existencin  de  la 
renta.  El  juez  está  obligado,  por  lo  mismo  que  hay  uííu  demanda  de 
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pago  de  atrasos,  á  ocQ(>arse  también  de  la  existencia  de  la  renta.  Debe 
examinar  esta  cuestión  por  completo,  disentiría  y  decidirla.  Por  eso, 
no  sin  razón»  el  poder  público  dará  á  su  estatuto  en  este  panto,  laav* 
toridad  de  la  cosa  juzgada  y  por  eso  podrá  serrir  de  fundamento,  co* 
mo  veriías  ínter  partea  reconocida  por  él,  á  demandas  ulteriores. 

Penetrémonos  bien  de  la  realidad  de  las  cosas,  y  observemos,  por 
otra  parte,  el  punto  de  vista  en  qae  se  coloca  el  juee  al  dictar  su  sen- 
tencia. Al  redactar,  por  lo  general  en  una  fórmula  corta  el  resolti- 
do  práctico  inmediato  de  su  estatuto,  no  piensa  el  jaez  reducirlo  n«* 
cesariamenle  á  eso  solo  punto,  sino  ([ue  dirige  con  especialidad  so 
atención  á  las  exigencias  do  eieeiioión  que  deben  sejíiiir  á  su  senten- 
cia. Por  eso  deteriiuuar;!,  reliriéndüse  á  una  deuda  cuyos  intereses 
reclaniaii,  lo  que  es  líquido  y  desde  luego  sujeto  á  ejoiMición.  ¿Quiere 
fsto  decir  que  la  existencia  de  la  deuda  sea  extraña  á  su  estatuto? 
No,  e''  la  bnse  substancial  ¿  iiiseparablp  de  ^u  lieoiNu'm,  mejor  dicho, 
es  la  ilri  ision  i  sí  ucial  á  la  cual  se  agrega  conio  corolario  el  resulta- 
do práctico  iruiiediato  de  liquidación  y  ejecución. 

La  opinión  que  sostenemos  aquí,  está  en  armonía  con  laa  grande? 
corrientes  de  la  jurisprudencia  en  ambos  ui nudos.  Mis  cologas  anreri 
canos  han  puesto  de  manifiesto  este  punto,  no  solamente  on  la  esfera 
anglo-americana,  sino  para  todas  las  partes  del  mundo  jurídico. 

Es  preciso  reconocer  que  bajo  la  denominación  de  motivos  .se  pue- 
den comprender  en  realidad  dos  cosas  muy  distintas;  los  simples  ele- 
mentos de  orden  e.xplirativo  y  las  bases  substanciales  de  la  decisión. 
Estas,  con  los  resultados  prácticos  inmediatos,  son  los  elementos  cons- 
titutivos esenciales  y  verdaderos  del  laudo  y  forman  el  terreno  de  apli- 
cación de  la  cosa  juzgada. 

£n  todo  caso,  importa  recordar  que  la  cueetión  no  se  presenta  en 
derecho  internacional  exactamente  lo  mismo  que  en  el  derecho  poei* 
tÍT0  de  tal  ó  cual  Estado.  l¿n  el  terreno  en  que  ahora  discutimos,  no 
existen  fórmalas  sacramentales,  únicamente  la  realidad,  el  sentido  co- 
mún y  la  buena  fe  nos  conducen  á  determinar  en  un  caso  dado,  el  m- 
dadero  estatuto  del  juez,  y  á  decir:  este  estatuto  es  intocable  y  no  se 
puede  rolver  sobre  él  atacándolo. 

Después  de  haber  tratado  de  poner  de  manifiesto  la  consistencia  ju- 
rídica de  la  cosa  juzgada  considerada  en  sus  elementos  naturales»  li- 
mitémonos á  seguir,  tan  estrictamente  como  sea  po.sible,  los  hechos  de 
esta  causa  y  en  ellos  encontraremos  una  brillante  confirmación  de  !■ 
tesis  que  defendemos. 
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Desde  ines^o  examinemos  la  senteacia  dictada  por  Sir  Edward  Thorn- 
ton  en  1875. 

Señorr=,  so  ha  tratado  duraíriente  al  superárbitro,  se  ha  (licho  (}Lie 
no  era  jurisconsulto,  que  su  decisión  carecía  de  claridad,  que  había 

sido  dictada  «sin  examen,  ó  por  lo  meaos  sia  un  examen  detenido.» 

El  Sr.  Beernaert. — ¡Puras  cifras! 

V.L  Sif.  Descamps. — ¡Seal  pprf>  en  este  asunto  tienen  su  importan- 
cia. También  se  ha  dicho  que  no  habiéndose  alegado  ante  él  en  la  cau- 
sa, como  ahora  se  hace  ante  esta  Corle,  sería  bueno  no  aceptar  esa 
primera  sentencia  sino  con  algunas  reservas.  Se  ha  ido  aún  más  le* 
jos  en  la  correspondencia  diplomáticft. 

En  cuanto  á  mí,  lo  digo  con  toda  sinceridad,  he  quedado  admirado 
de  la  maDera  como  dilucidó  el  superárbitro  claramente,  tantas  cueeh 
iionee  como  se  refieren  al  presente  litigio.  Su  sentencia  ocupa  apenas 
cuatro  páginas  del  Memorial  que  se  nos  ha  repartido  por  encargo  de 
los  Estados  Unidos.  {Qué  luminosa  y  substancial  se  nos  presenta!  ¡Y 
qué  concienzuda  la  investigación  del  ¿rbitro!  Señores,  hoy  todavía 
existe  en  la  ciudad  de  Londres  un  hombre  que  ha  sido  investido  por  su 
Gobierno  de  las  más  altas  funciones  públicas,  fué  nombrado  Ministro 
de  Inglaterra  en  Washington.  Y  fué  elevado  á  otra  dignidad,  desde 
cierto  punto  de  vista,  más  alta  todavía;  la  de  árbítro  internacional, 
como  lo  son  los  jueces  que  tengo  ante  mí.  T  ese  hombre,  después  de 
haberlo  examinado  y  estudiado  todo,  se  recogió  en  el  interior  de  su 
conciencia  y  pronunció  su  sentencia  en  estos  términos: 

«En  el  caso  de  Tadeo  Amat,  obispo  de  Monterrey,  y  José  S>  Alema- 
ny,  arzobispo  de  Sao  Francisco,  contra  México,  ndm.  493,  no  será  po- 
sible aquí,  al  superárbitro,  discutir  la  gran  variedad  de  argumentos 
que  se  han  producido  por  ambas  partes.  No  podrá  más  que  establecer 
las  conclusiones  (state  the  conclusions)  á  que  ha  llegado  después  de 
uti  prolongado  y  cuidadoso  estudio  de  los  documentos  que  se  le  han 
sometido.» 

Fijad  vuestra  atención,  seiiores.  en  las  palabras  «to  state  the  con- 
clusions.' Ateniétidoiios  cstrictanionto  á  la  tesis  del  Gobierno  mexi- 
cano, según  la  cual,  s(')I()  » la  parttí  rtisolutiva*  de  la  obra  del  juez  ten- 
dría fuerza  de  cosa  ju/.íí.i'ia,  habría  (lueconipreiitler  todo  el  iiislrimioiilo 
de  Síp  l^^dward  Thorultjn  en  s  i  t-statulo  propiamente  dicho.  No  iré- 
mos  basta  allá,  y  en  verdad  ello  no  os  necesario. 

El  superárbitro  continúa  declarando  que  va  «á  dictar  su  sentencia 
con  profunda  convicción  de  la  importancia  del  asunto,  de  conformidad 
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con  lo  que  él  considera  justo  y  equitativo,  en  la  medida  que  pueda  cod- 
tai'  con  su  juioio  y  su  conciencia.» 

lié  aquí,  señorns,  en  qué  términos  se  ha  expresado  el  árbilro  euva 
sentencia  se  os  pide  ahora  que  reviséis  radicalmente,  porque  so  dice 
fué  dictada  «sin  examen,  ó  por  lo  monos  sin  un  examen  detenido.*  i 
Sentencia  verdarleramonte  notable  por  lo  precisa  y  razonada,  en  la  ' 
que  se  cortan  de  raíz  todim  la  ciiestioops-  fjno  con  tanta  extensión  ae 
agitaron  antes  y  que  se  debaten  de  igual  manera  ante  vosotros. 

Y  mirad  desde  luego  cómo  lija  la  nacionalidad  de  los  demandantes 
y  determina  el  momento  en  que  la  Iglesia  Católica  de  la  AltaCaliíb^ 
nía  entró  en  el  dominio  de  los  Estados  Unidos: 

«La  primera  cuestión  que  hay  que  considerárosla  nacionalidad  de 
los  demandantes,  l^n  este  |)unto  oí  superárbitro  estima  que  la  Iglesia 
Católica  Romana  de  la  Alta  California,  se  hizo  una  corporación  de 
los  Estados  Unidos  el  30  de  Mayo  de  1848,  día  en  que  fué  ratificado 
el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo.» 

Y  decide  asi  la  cuestión  de  su  competencia  desde  el  panto  de  vUta 
del  compromiso  y  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo: 

«Para  toda  reclamación  cuyo  hecho  determinante  fuera  anterior  i  la 
feehadel  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo,  los  demandantes  no  tendrías 
derecho  para  comparecer  ante  la  Comisión  Mixta  instituida  porlaCoa- 
vención  deéde  Julio  de  t8d8,  pero  una  reclamación  cuyo  hecbo-detemií- 
nantees  posteriorádicba  fecha,  entra  en  lacompetenciadelaCkimisiÓD.» 

Una  vez  decididas  asi  las  cuestiones  de  la  nacionalidad  de  los  de- 
mandantes y  de  la  competencia  de  la  Comisión,  el  superárbitro  llega 
al  corazón  del  litigio  y  trata  del  interés  del  llamado  «Fondo  Piadoso  de 
las  Californias » del  adeudo  de  la  renta,  del  derecho  de  los  obispos  de  li 
Alta  California,  como  sucesores  de  Diego.  Y  hé  aquí  como  establece 
en  el  jefe  de  los  aclu;i!es  causíi-luibientes  el  derecho  de  exigir  el  pago 
del  interés  anual,  pateado  anteriormente  á  Diego. 

Si  es  verdad  que  dicho  interés  fué  pagado  al  Muy  Reverendo  Fran- 
cisco (iarcía  Diedro,  obispo  de  Calií"orni;i.  antes  de  la  separación  lie 
ella  de  la  República  Mexicnnu.  el  supera i  bilri>  s  í\o  ií¡tiiuüu  que  una 
buena  parte  tb^  ese  interés  del)e  |»a<;arse  alior;i  y  »lesde  el  30  de  Mayo 
de  1848  á  los  cpie,  se^nni  el  son  lus  sucesores  directos  de  aquel  obis- 
po, siempre  que  se  trate  de  la  A  i  ta  California.» 

En  otros  términos,  si  la  ohlif^aeión  de  pafr^r  la  renta  existió  para 
con  Diego  debe  persistir  para  con  sussucesoreSf  en  la  medida  que  efec- 
tivamente lo  son. 
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Se  ha  discutido  hasta  el  cansancio  sobre  el  carácter  propio  del  fondo 
de  las  Californias,  sobre  su  objeto  esencial,  ya  relijfioso,  ya  nacional, 
que  es  preciso  atribuirle.  El  superárbitro  trata  este  punto  en  estos 
términos : 

«El  Fondo  piadoso  de  las  Californias  lia  sido  el  resultado  de  dona- 
ciones hechas  por  vanos  i)articulares  con  objeto  de  establecer,  ayudar 
y  mantener  las  misiotieM  r'Ht<')li(M>-poiuanaa  en  California  y  de  con?er- 
tir  á  dicha  religión  a  \oñ  paganon  de  esa  reo^ión.»  «  K\  objeto  de  los  do- 
nantes, añade,  era  principalmente,  sin  duda  alguna,  el  avance  de  la  re- 
ligión católico-romana.»  Fácilmente  se c o m [tiende,  sigue  diciendo,  que 
el  Gobierno  español  se  ale^rrara  de  poder  aprovechar  los  sentimientos 
religiosos  de  sus  subditos  y  viera  con  gran  satisfacción  que  sus  dona- 
ciones contribuían  en  mucho  á  la  conquista  pacíücade  las  Californias, 

pero  el  objeto  de  los  donnntes  era  sólo  la  conquista  religiosa,  aunque 
también  ÍKiynii  sentido  quizá  cierto  orgullo,  sabiendo  que  al  mismo 

tiempo  contribuían  á  la  extensión  de  las  posesiones  de  España.» 

La  parte  de  la  renta  que  debía  adjudicarse  á  los  demandantes,  la 
fija  en  seguida  el  árbitro  en  la  «justa  mitad»  que  es  la  ba,se  general- 
mente adoptada,  á  fall^deotro  criterio  admisible  de  división.  Por  con- 
secnencia  queda  determinado  el  monto  de  la  suma  pagadera  anual- 
mente. Y  para  adjudicarse  se  le  añade  la  suma  total  que  se  debía  por 
21  años  fie  anualidades  vencidas  é  insolutas,  atinque  sin  réditos  de  los 
intereses. 

Tal  es  el  laudo  arbitral  en  el  conjunto  de  los  elementos  que  lo  com- 
ponen é  ilustran. .  Administra  clara  justicia  en  todo  lo  que,  según  las 
pietensiones  de  los  demandados,  podría  tender  á  alterarla,  enervarla 
á  desfigurarla. 

No  declaró  simplemente  el  árbitro  que  se  nos  debía  una  suma  de« 
terminada,  sino  una  renta  anual  y  21  anualidades  de  ella  vencidas  y, 
no  pagadas,  una  renta  que  forma  la  mitad  justa  del  producto  jdel  Fondo 
de  Californias,  capitalizado  al  seis  por  ciento  y  cuyo  monto  determinó 
valiéndose  de  las  pruebas  rendidas  y  conforme  á  la  equidad.  La  de*, 
fensa  ba  criticado  esos  datos  con  extrema  vivacidad  y  mucha  fantasía. 
Hasta  lia  llegado  á  decir  de  lo  que  el  mismo  Sr.  Mariscal  llamó  una 
«donación  magnifica,  >  que  era  una  simple  ilusión  de  óptica,  algo  así 
como  un  balance  equivocado  intencíonalmente.  Es  mucho  decir  para 
probar  muy  poco  y,  por  otra  parte,  el  procedimiento  de  demostración 
es  muy  elemental;  tatltar  lo  que  no  conviene  rompiendo  la  igualdad 
entre  el  activo  y  el  pasivo. 
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Hay,  aefiares,  una  parte  del  fallo  arbitral  que  no  os  he  lefdo  j  eslm 
ataques  me  obligan  á  hacerlo.  Oíd  lo  que  dice  el  árbitro,  apreciando  la 
actitud  de  México  en  lo  referente  al  monto  del  Fondo  piadoso  de  las 
Californias: 

♦  No  luty  duda  de  que  el  Gobierno  de  México  debe  tener  en  su  |>o- 
dcf  luda.s  las  cuentas  y  doeumentos  relativos  á  la  venta  de  los  bienes 
raíces  pertenecientes  a)  Fondo  Piadoso  y  á  sus  productos;  sin  embar- 
go, no  bau  sido  exhibidos  y  ia  única  conclusión  que  puede  deducirse 
del  silencio  sobre  este  punto,  es  que  e!  uiuiiLo  de  los  producios  acHuaN 
mente  reí  i  bulos  por  el  Tesoro  no  es  inferior  al  que  sosUeneii  que  es» 

los  demnndanf  es. » 

Si  el  Gobierno  inexi  cutio  no  acepta  ahora  (de  buena  fe  sin  duda, 
pero  sin  esclarecer  nada,  puesto  que  alega,  sobre  todo,  la  destrucción 
accidental  de  ios  documentos.)  el  monto  del  Ft>ndo  fijado  por  el  pri- 
mer árbitro,  bay  que  reconocer  que  en  el  origen  hubo  culpa  de  su 
parte  y  por  lo  mismo  parece  justo  aplicarse  la  máxima  usual  cubcri- 
bat  8Íbi. 

He  puesto  de  relieve,  señores  árbitros,  los  puntos  salieutes  de  la  de- 
cisión arbitral  de  1875.  acompañándolos  de  un  breve  comentario. 
Las  decisiones  del  árbitro  en  lo  relativo  á  las  demandas  de  revisión 
interpuestas  por  México,  y  especialmente  la  última  de  ellas  (24deOclu* 
bre  de  1876)  rectificando  un  error  de  aritmética  y  fijando  de  naovoel 
total  del  Fondo  (1.135,033),  la  mitad  del  interés  de  esta  suma  al  6  por 
100(49,050.99)  y  en' consecuencia,  la  suma  de  los  intereses  debidos  en 
21  años  ($904,070.29)  merecen  igualmente  que  se  Qe  la  atención  so- 
bre ellas. 

Creo  haber  demostrado  que  el  primer  árbitro  estatuyó  en  realidad 
y  no  podo  menos  de  haberlo  hecho,  sobre  el  adeudo  de  la  renta  anual, 
fnndaniento  jurídico  esencial  é  inseparable  del  hecho  de  haber  conos* 
dido  21  años  de  atrasos  vencidos  é  insolutos. 
Ved  ahora  la  objeción  de  nuestros  adversarios:  en  tal  caso,  dicen, 
árbitro  resolvió  uUra  peíüa,  porque  el  objeto  de  la  demanda  eiao 
simplemente  los  atrasos  de  algunos  años.  Es  imposible  sostener  ni  por 
un  momento,  que  la  exÍRtencÍR  de  la  renta  no  fué  objeto  de  los  deba- 
tes y  de  las  conclusiones  de  las  partes,  después  de  leer  los  memoriales 
de  ambas  para  los  comisionados,  las  opiniones  de  éstos,  especialmente 
la  del  mexicano,  y  los  nuevos  memoriales  presentados  por  los  abo- 
gados de  México  al  superárbitro,  después  del  desacuerdo  de  los  comi- 
sionados. 
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;La  existencia  de  la  obligación  do  pagar  una  rentn  anual!  Pero  si 
lií-  ItMMerto  pnntf)  de  vista  las  parte.s  uo  han  discutido  otra  rosa,  puesto 
que  nadio  objeto  la  ÍvlIííx  de  pa^o  de  atrasos  durante  '2\  años.  . 

¡f^as  í'oní^ecuencias  del  laudo  del  Juez  como  norma  de  las  futuras 
decisiones!  ;  Pero  si  han  sido  olaranjente  comprendidas  y  señaladas 
repetidas  veces  por  los  órjjnnos  autorizados  de  la  opinión  del  Gobierno 
de  México  y  por  el  miembro  mexicauo  de  la  (Comisión  Mixta! 

Escuchad  lo  que  dice  Ávila  el  defensor  más  inteliifente  de  México: 

"Sería  curioso  vernos  pagar  un  tributo  perpetuo  en  provecho  de 
los  Kstados  Unidos  y  de  una  secta  religiosal»  (Memorial  pé  651.) 

Y  Zamaeona  el  Comisionado  mexicano: 

''Y  ahora  loe  reclamantes  quieren  cambiar  la  situación  y  obliisar 
á  México  á  pagar  el  MbtUo  perpehio  de  una  rento  á  ciertas  corpcí- 

raciones  americanas.  > 

'  Los  defeasoree  de  México  tenían,  pues,  la  perfecta  olaritidencia  de 
las  consecuencias  de  un  fallo  arbitral  diisfarcrable  á  so  caasá;  Y  ellos 
mismos  daban  de  la  renta  anual,  cuyo  conocimiento  solicitaban  los 
demandantes,  esta  definición:  «Es  una  renta  perpetua,»  en  lo  onal  no 
se  eqaivosaban  y  estaban  de  antemano,  de  acuerdo  con  los  maestros 
de  la*  ciencia  del  derecho  que  definen  asi  precisamente  las  rentas  per^ 
petuas.  •  «Las  rentas  perpetuas  son  aquellas  cuyo  serricio  no  está  li- 
mitado á  una  duración  determinada.*  El  pago  de  los  atrasos,  dicen 
también,  es  la  ejecución  de  la  obligación  y  no  so  causa  generatriz 
Tomamos  estas  lineas  de  los  Sres.  Aubry  y  Bau  sur  Zachariae. 

Querría  ahora  señalar  un  hecho  sobre  el  cual  tengo  el  deber  de  lla- 
mar muy  especialmente  la  atención  de  la  Ck>rte,  porque  lo  considero 
coi)M>  decieiTO  contra  toda  tentativa  que  pudiera  hacer  ahora  México 
para  restringir  el  alcance  de  la  decisión  arbitral  de  1875  á  un  simple 
lando  sobre  los  intereses,  sin  relación  alguna  con  la  obligación  niisr 
ma,  referente  á  la  renta.  No  solamente  solicitó  México  del  arbitro  una 
decisión  sobre  este  punto,  sino  que  quiso  obtener  á  esto  respecto  en 
su  favor,  una  interpretación  auténtica  del  laudo  arbitral  en  condicio- 
nes ▼erdaderaniente  sm^tulares. 

Véanse  ahora  aliiunos  extractos  de  la  correspondencia  diplomátuia 
que  se  cambió  inmediatamente  después  de  la  de<'ís¡ón  arbitral  detini- 
tiva.  Leemos  pn  la  nota  dirigida  por  Ávila  al  .Sr.  Mariscal,  con  lecha 
21  de  Novieiiiljre  de  1870.  lo  «jauiento: 

«En  la  reunión  que  los  t^s  y  secretarios  tic  la  Comisiini  cele- 
braron ayer  para  publicar  itxa  ultimas  decisiouea  del  arbitro,  presenté 
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por  escrito  algunas  exposícionen  (^on  objeto  de  obtener  sa  inserción  en 
el  registro  de  las  dciiboraciones  de  ese  día,  pero  no  h\  obtuve  porque 
el  Agente  y  el  Secretario  de  los  Estados  Unidos  estimaron  que  no  de- 
bía hacerse.» 

Y  el  punto  cuya  inserción  reclamaba  Ávila,  es  este: 
«Que  la  reclamación  referente  al  Fondo  Piadosn  ^e  considerara  co- 
mo fínalmente  resuelta  in  fofo  y  que  cualquiera  olr  i  l  e  lamación  en 
cuanto  al  capital  del  mencionado  Fondo,  debiera  para  siempre  consi- 
derarse inadmisible.' 

Es  decir,  que  Ávila,  conforme  á  las  instrucciones  del  Gobierno  me- 
xicano, pedía  una  interpretación  oficial  y  auténtica  de  ía  senteocift 
dictada,  que  hiciera  constar  que  implicaba  decisión  en  lo  referente! 
la  suerte  de  la  renta  misma  y  tanto  de  los  intereses  por  ▼encereomo 
de  los  vencidos. 

El  Sr.  Hamilton  Fish  respondió  así  á  la  comunicación  en  cpie  el Se> 
ñor  Mariscal  le  hacia  saber  )a  nota  de  Ávila: 

«Desde  Inego  comprenderéis  mi  profundo  disgusto  al  rer,  eti  él  me- 
mento en  que  se  hace  perfecta  la  obligación  por  parte  de  cada  uno  de 
los  Gobiernos,  de  considerar  el  resaltado  del  caso  como  absolutamen- 
te final  y  concluyente,  que  el  Gobierno  mexicano  ha  hecho  ó  se  pro* 
pone  hacer  ciertai  diligencias  que  alterarían  su  obligación.» 

El  Sr.  Mariscal  desvió  la  cuestión  como  pudo,  respondiendo  oon  fe- 
cha 3  de  Diciembre: 

«El  Sr.  Ávila  solamente  ha  querido  expresar  la  opinión  de  su  Go* 
bierno  en  cuanto  á  la  imposibilidad  de  reclamar  en  lo  futuro  el  capi- 
tal del  Fondo  Piadoso,  cuyo  interés  acumulado  será  pagado  ahora  eos- 
forme  al  fallo.  Se  esfuerza  por  evitar  en  lo  posible  una  futura  recla- 
mación de  la  parte  interesada,  por  intermediación  de  lós  Estados  Unidos: 
pero  no  pretende  poner  en  duda  la  presente  decisión. » 

Es  inútil  insistir  sobre  la  diferencia  cutre  la  ])ritnera  >Uíjestión  de 
Avila  y  la  explicación  ulterior  de  sus  inleucioue.s.  después  de  la  res- 
puesta de  los  Estados  llnidíts.  Loque  liemos  quci  ido  poner  de  relievf 
son  las  instruccioues  dadas  por  el  Gobierno  mexicano  á  sus  agent»^ 
pnra  obteuer  una  Í!iter|)retaci<íu  de  lasenlencia  arbitral, que  implicara 
tiecisu>fi  s(»Lti  e  la  exi.-tencia  de  la  renta,  lo  que  me  parece  que  casi  no 
le  permite  sostener  lo  contrario  sin  asumir  una  actitud  difícil.  Lo  qut 
quizá  trunbién  es  bueno  hacer  constar  es  el  acuerdo  tácito  de  los  dos 
Gobiernos,  después  de  este  incidente,  para  no  hacer  surgir  entre  ellos 
complicaciones  relativas  al  Fondo  de  Californias,  antes  del  completo 
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campltmíeiito  de  las  obligaciones  contenidas  en  la  sentencia.  Y  esto 
no  carece  de  importancia,  pues  por  una  parte  se  explica  la  ausencia 
de  reclamaciones  antes  de  ese  cumplimiento,  y  por  otra  pone  de  ma- 
nifiesto la  imposibilidad  para  el  Gobierno  mexicano  de  Iraiisíoniiar 
este  silencio  ea  medio  de  prescripción. 

En  resumen,  no  sólo  dci  itlii)  oi  ¡irhitpo  de  manera  manifiesta  sobre 
l:i  oxistoticia  do  la  roiiLi  anual,  no  s('>lo  deinaiidante  y  demandado  lian 
dií5Ciiitii«)  :l  fondo  este  pimío  y  adoptado  cunclusiones  opuestas,  sino 
que  el  trolíierno  mexicmo  solicité)  una  interpretación  auténliíM  del 
fallo  (pie  implicara  estatuto  sobre  este  punto  eíieiicial.  ¿('ómo  podría 
ahora  este  írobierno  sosloner  eon  éxito  una  tesis  diferente? 

Quisiera  ahora  demostrar  liasta  qué  punto  el  sistetna  defendido  por 
nuestro'--  adversarios  es  contrario,  no  si')U)  al  espíritu  sino  á  dis[>osi- 
ciones  expresan  de  un  documento  del  que  no  renegará  ciertamente  la 
primera  Corle  de  Arbitraje  que  se  veriíica  en  La  Maya;  la  Gooveaciún 
para  el  arreglo  pacííico  de  los  coDÜietos  internacionales. 

La  Conferencia  de  La  Haya  se  ocupó  en  tres  ocasiones  de  la  cosa 
juzgada,  y  lo  hizo  en  condiciones  que  eslimo  de  mi  deber  recordar 
aquí  brevemente. 

El  art.  18  que  han  suscrito  las  dos  partes  hoy  en  litigio,  se  expre- 
sa como  sigue: 

«La  Convención  de  Arbitraje  implica  la  obligación  de  someterse  de 
buena  fe  á  la  sentencia  arbitraL» 

Y  el  comentario  del  informante  es  signififuilivo: 

«El  rasgo  oaracterístico  del  arbitraje  es  precisamente  la  sumisión 
convenida  por  los  Estados  á  un  juez  de  su  elección,  con  la  obligación 
que  de  ello  dimana  naturalmente,  de  conformarse  de  una  manera  leal 
á  su  sentencia.» 

Sí,  conformarse,  es  decir,  no  sólo  ejecutar,  sino  tener,  de  una  ma- 
ñera  permanente,  la  sentencia  como  norma  reguladora  de  las  relacio- 
nes jurídicas,  en  una  palabra,  considerarla  como  verUas  inierparíes 
y  lodo  ello  de  buena  fe,  sin  subterfugios  ni  ataques  ulteriores.  Evi- 
denteroente,  las  intenciones  quedan  á  salvo;  pero  por  otra  parte  los 
hechos  deben  hacerse  constar  en  su  tenor  objetivo. 

La  Conferencia  se  ocupó  por  segunda  vez  de  la  cosa  juzgada  en  el 
art.  55  á  propósito  de  la  cuestión  de  saber  si  era  neeesano  admitir  un 
procedimiento  e-peeial  de  revi.sión  y  en  qué  medida  debía  hacerse. 
Declaró  que  las  parles  podían  reservarse  esa  facultad  en  el  compro- 
miso, y  organizó  en  vista  de  esta  hipótesis  el  sistema  de  revisión  es- 
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triclamente  limilíido  en  (MiatUo  á  l;i  jiirisdiooión  lUimadfi  á  conomr 
de  él,  en  cuanto  ¡i  los  IioííIkis  que  pudieran  motivarla  y  on  cuanto  ai 
plazo  en  que  sería  uduiisible. 
lió  aquí  el  texto  del  art.  f)5: 

íí.;is  partes  pueden  reservarse  en  el  compromiso  el  derecho  de  pe- 
dir la  revisión  de  la  sentencia  nrhitral. 

En  este  cñ^o  y  salvo  pacto  en  contrario,  la  demanda  fifbf  dirigirse 
al  Tribunal  qiio  ha  dictado  la  sontencin.  No  pn^dp  •^er  tnolivada  sino 
por  el  de-.-ubrimiciito  de  un  nuevo  tiecho  de  naturaleza  tal,  que  hu- 
biera ojorrido  una  inlluencia  decisiva  sobre  la  sentencia,  y  que  en  b 
época  de  la  clausura  de  los  debates  fuera  desconocido  del  mismo Trl* 
bunal  y  de  la  parte  que  pide  la  revisión. 

El  procedimiento  de  revisión  no  puede  abrirse  sino  por  una  deci- 
sión del  tribunal  que  f^ompruebe  expresamente  la  exi'tlencia  del  nue- 
vo hecho,  reconociéndole  los  caracteres  previstos  por  el  párrafo  ante- 
rior y  declarando  admisdjle  la  demanda. 

El  compromiso  determinará  el  plazo  en  el  cual  debe  formularse  la 
demanda  de  revisión.» 

Se  ve  hasta  qué  punto  estuvo  penetrada  In  Conferencia  de  la  nece- 
sidad de  terminar  definitivamente  los  litigios  deferidos  á  la  justíeia 
arbitrali  y  de  no  afectar  ia  autoridad  de  las  sentencias  dictadas  por  los 
árbitros.  Pero  existe  en  la  Convención  de  La  Haya  un  artículo  más 
interesante  aún  y  que  acusa  claramente,  además  de  la  voluntad  déla 
Conferencia  de  poner  en  salvaguardia  en  todo  caso,  la  autoridad  de 
la  cosa  juzgada  su  designio  de  extender  los  efectos  reguladores  y  pa- 
cificadores de  ella,  no  sólo  á  puntos  de  hecho  sino  también  i  puntos 
de  derecho  que  sirvan  de  base  á  los  fallos;  no  sólo  entre  las  partes 
en  litigio  sino  entre  todas  las  que  accidentalmente  estén  interesa' 
das.  La  iniciativa  de  esta  ingeniosa  proposición  se  debe  al  Sr.  Asaer. 
Hé  aquí  sus  detalles.  La  cosa  juzgada  no  es  obligatoria  sino  éntrela? 
partes.  Pero  en  derecho  internacional,  con  especialidad  en  las  con- 
venciones llamadas  uniones  universales,  hay  numerosas  partes  con 
frecuencia  interesadas  de  ij;u;il  manera  on  la  solución  de  un  litip:io. 
Por  ejemplo,  un  E.stadu  ha  percibido  el  impuesto  postal  do  cierta  ma- 
nera, otro  le  objeta  esa  manera  de  proceder.  Es  preciso  recurrir  á  un 
árbitro,  Pero  su  decisión,  cualquiera  (|uo  sea,  no  constituiría  cosa 
juzgada  sino  jtara  las  partos.  Esto  puode  no  ser  conveniente.  De  ahí 
la  organización  de  un  sistema  en  que  se  inmiscua  á  todos  los  Esta* 
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tl'K  >i;:nalarios  de  1a  iiiisma  (lonveiición  con  objelo  de  obtener  una 
deci.siúii  judicial  (ine  obÜgue  todos. 
Hé  aquí  el  texto  áo\  arf,  50: 

<La  sentencia  arbitral  no  es  obligatoria  sino  para  ¡asparles  que 
han  firmado  ol  eoinprnmis'o. 

Cuando  se  trato  de  la  interpretación  de  una  convención  en  la  que 
han  participado  otras  Potencias,  además  de  las  Partes  en  litigio,  éstas 
notificarán  á  las  primeras  el  compromiso  que  han  concluido.  Cada 
una  de  dichas  Potencias  tiene  derecho  do  interveniren  el  juicio.  Si  una 
ó  varias  de  ellas  han  a[)rovechado  esta  facultad,  la  interpretación  con- 
tenida en  la  sentencia  es  igualmente  obligatoria  á  su  respecto.» 

Así  fué  como  demostró  la  Conferencia  de  La  Haya  su  voluntad  de 
consolidar  y  extender  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada. 

Por  el  contrario,  y  esta  es,  á  mi  entender,  una  observación  de  im* 
portancia  capital,  la  tesis  sostenida  por  nuestros  adversarios  tiende  á 
hacer  imposible,  salvo  en  irrisorias  proporciones,  la  existencia  misma 
de  la  cosa  juzgada  y  el  funcionamiento  necesario  de  su  autoridad  en 
los  inmensos  dominios  del  mundo  jurídico  práctico,  fin  efecto,  para 
todas  las  obligacionos  cuya  ejecución  sea  sucesiva,  según  osa  tesis,  ha- 
bría imposibilidad  radical  de  llegar  á  la  cosa  juzgada.  ¿Reclamáis  los 
elementos  exigibles,  los  plazos  vencidos  de  un  crédito  cuyo  capital  no 
puede  reclamarse  por  el  momento?  Pues  no,  hay  imposibilidad  radical 
de  llegar  á  la  cosa  juzgada  en  esta  materia.  Año  por  año  podrá  reco- 
menzar la  controversia  á  fondo  y  dar  lugar  á  fallos  sucesivamente  con- 
tradictorios, aunque  haya  sido  establecida  por  el  juez  la  existencia  del 
crédito  y,  por  lo  tanto,  sólo  haya  liquidado  los  intereses  exigibles. 

En  el  easo  presento,  en  que  de  ninguna  manera  se  objeta  (y  de  ello 
contieno  ana  confesión  ex¡>resael  compromiso  :  (pie  los  atrasos  de  la 
renta  no  hayan  sido  pagados  desde  hace  treinta  y  un  años,  y  en  que 
el  pnnio  en  litigio  se  refiere,  y  en  realidad  se  ha  referido  siempre,  á  la 
existencia  ó  inexistencia  del  derecho  á  la  renta  anual,  precisamente 
sobre  este  punto  dehía  descartarse  la  eosa  juzgada. 

Si  los  Estados  Unidi»s  obtienen  un  fallo  favorable  en  el  presente  li- 
tigio. México  podrá  dentro  de  un  año,  al  primer  vencimiento,  recomen- 
zar el  juicio  en  toda  roghi,  y  si  México  triunfa  podrán  entonces  los  Es- 
tados Unidos  hacer  lo  nii.smo.  ¿Ks  esto  admisilde? 

Y  aun  suponiendo  que  ello  fuera  posible  en  el  derecho  estricto  de 
tal  ó  cual  país,  ¿es  admisible  en  derecho  internacional,  en  el  que  do- 
minan estos  dos  grandes  principios;  el  de  la  buena  fe  que  excluye ias 
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solnriones  de  estricto  derecho  que  reposan,  ya  subro  un  ex;iu'pra(]t) 
iui  iiialisrnu,  ya  sobro  puros  expedientes  de  procedimiento;  y  el  de  la 
necesidad  imperiosa  de  teruuuar  ios  conflictos  en  vez  de  perpetuarlos 
y  multiplicarlo}»? 

Y  esto  me  conduce  á  presentar  á  la  (lorie  una  observaciÓTi  ayo  al- 
cance no  se  le  escapará.  Esa  observación  no  es  mía,  se  me  lia  Iioí-'h) 
por  uno  (le  uus  e  ninentes  colegas  del  In-^tituto  de  Dt'recho  Intema- 
cional,  cuyo  nombre  estoy  autorizado  á  citar,  pero  que  me  parece  inú- 
til mezclar  en  este  debate,  porque  basta  el  valor  intrínseco  de  dicha 
observación.  Ofd  lo  que  me  dijo:  «Cualquiera  controversia  (p¡e  puebla 
sur;;ir  entre  dos  países.  cual((uiera  cpio  sea  la  sutileza  que  se  invoque, 
la  presunción  en  los  arbitrajes  internacionales  debe  ser  siempre  que 
los  Estados  en  litigio  han  comprometido  la  cuestión  y  que  el  juez  la 
ha  resuello  en  condiciones  quo  la  terminan  por  completo.  Cualquiera 
otra  suposición  es  inadmisible  en  materia  de  procedimiento  arbitral 
internacional.» 

Se  puede  añadir  que  la  tesis  mexicana  es  muy  frecuente  y  expresa- 
mente contradicha  por  la  redacción  de  los  compromisos  de  arbitraje, 
los  que  declaran  querer  arreglar  de  manera  concluyen  te  los  diferes- 
dos  en  cuestión  y  no  eternizarlos  y  agriarlos  por  incesantes  rerÍJiiO' 
nes  de  perspectivas  contradictorias. 

Acabo  de  citar  la  opinión  de  uno  de  mis  colegas  en  el  Instituto  de  De- 
recho Internacional.  Si  lo  he  hecho,  es  sobre  todo  para  demostrar  que 
es  necesario  no  deducir  siempre  de  lo  nacional  á  lo  internacional  y  que 
ciertas  cuestiones  planteadas  en  el  terreno  del  derecho  de  gentes  pue* 
den  revestir  un  aspecto  particular  que  es  necesario  tomar  en  cuenla. 

Pero  en  el  fondo,  lo  que  se  discute  en  este  negocio  es  menos  una 
cuestión  general  de  alta  ciencia  que  una  cuestión  general  de  sentido 
común  y  buena  fe.  Que  se  haga  de  ello  una  experiencia.  Dígase  al  pri- 
mero que  llegue,  que  ha  surgido  un  conflicto  entre  los  Estados  Unidos 
y  México  referente  al  pago  de  una  renta  de  cerca  de  $  43,000,  que  los 
dos  Estados  convinieron  en  1868,  en  recurrir  á  una  jurisdicción  arbi- 
tral, que  el  árbitrocondenóá  México  á  pagar  21  años  de  atra.sos(2l  veces 
§4I5,0(X))  por  los  años  ya  vencidos  de  la  renta.  Si  se  añade  que  Mc.\ico 
después  de  la  sentencia  del  arbitro  ha  rehusado  pairar  anualmente  los 
$43,000  y  hoy  alega  cpie  la  i  ciiLa  nu  e.Kistc  ni  iia  existido  nunca,  el  in- 
terlocutor responderá  invariablemente: 

«Ks  cosa  juzgada,  el  primer  juez  evidentemente  decidió  lo  contra- 
rio. Asi  63  que  me  parece  que  lo  mejor  que  puede  hacor  México  es  pa- 
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gñf  de  buena  voluntad  los  atrasos  que  hoy  existan  á  lin  do  no  ser  con- 
denado á  pagarlos  por  la  via  judicial  como  en  otro  tiempo.» 

Esto  so  nsf»?nej;i  á  lo  que  respondieron  los  F.-^tados  T'nidos  á  México, 
cuan<lo  éste,  des|)ués  de  haberse  rehusado  á  liquidar  los  atrasos,  declaró 
que  no  había  tnás  que  tin  solo  camino  ¡¡ara  terminar  el  diferendo;  recu- 
rrir á  los  tribunales  mexicanos  para  que  interpretaran  soberanamente 
la  sentencia  del  priiner  árbitro.  Vosotros  novéis  masque  un  camino, 
respondieron  los  Estados  Unidos,  pero  nosotros  vemos  otros  tres:  pagar, 
transigir,  liti^^r  ante  una  jurisdicci<Sn  arbitra)  internacional.  Esta  es  el 
órgano  naturalmente  dest  i  nadoen  el  caso  presente  á  decidir  si  debe  con- 
servar y  en  qué  medida,  la  primera  sentencia  arbitral,  el  indeleble  se- 
llo, de  la  cosa  juzgada  y  ser  la  norma  reguladora  de  nuestradlferencla. 

De  esta  manera  nos  hemos  visto  obligados  á  discutir  á  fondo  ahora, 
ante  la  Corte  Permanente  de  Arbitrige  la  gran  cuestión  que  da  á  esta 
causa  una  fisonomía  distinta  entre  todas  las  demás  de  su  especie. 

Permitidme,  señores,  al  terminar  el  examen  de  esta  cuestión,  recor- 
dar un  acontecimiento  que  se  refiere  á  la  época  en  que  México  conquis- 
tó su  independencia.  En  esa  época  turbulenta,  en  que  todavía  se  agita* 
ban  las  pasiones,  y  la  pasión  es  á  veces  mala  consqera,  no  sólo  de  los 
individuos  sino  de  los  pueblos,  la  República  Mexicana  no  vaciló  en  tomar 
una  resolución  que  todavía  hoy  honra  á  su  Gobierno.  Dicha  resolución 
está  consignada  en  el  decreto  de  28  de  Junio  de  1824,  que  dice  as!: 

«El  soberano  Congreso  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  queriendo 
dar  un  testimonio  de  su  respeto  por  la  fe  pública  y  de  su  rigurosa  ob- 
servancia de  los  principios  de  justicia,  teniendo  en  cuenta  el  estable- 
cimiento del  crédito  nacional  sobre  bases  sólidas,  decreta: 

«Se  reconocen  las  deudas  contraídas  en  la  nación  ine.xicana  por  el 
Gobierno  de  los  Virreyes.» 

Entre  las  cargas  del  pasado  hay  una  que  tiene  un  carácter  que  yo 
llamaría  sarrrado,  la  que  se  refiere  al  fondo  de  las  California-;  y  á  su 
Talor  subs¡di;irio  representado  por  la  renta  anual  cuya  pre^taei<')n  re- 
clamamos. Las  sanciones  unidas  de  la  reüvri'ui  v  de  la  lov  han  puesto 
esta  deuda  al  abri{?o  de  liberaciones  contrarias  a  su  tiestino. 

De  buena  fe  el  Gobierno  mexicano  sostuvo  ante  la  primera  jurisdic- 
eión  arbitral  que  no  estaba  obli^^ado  á  pn «ra r  esta  deuda  á  los  eausa- 
habientes.  T,a  decisitin  arbitral  de  1875  le  probi)  (pie  debía  hacerlo. 

De  buena  fe  el  (robierno  mexieano.  después  de  la  primera  sentencia 
pidió  la  revisión  de  la  decisión  arbitral.  Salvo  la  rectifícación  de  un 
error  matemático,  no  se  le  concedió  tal  revisión* 
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De  toda  buena  fo  el  Gobierno  Mexicano  sostiene  de  nuevo  ahora,  la 
misma  tesis  que  uiiliguainente.  i'or  mi  parlo,  no  dudo  de  que  la  juris- 
dicción de  1902.  de  acuerdo  con  la  do  1875,  pruebo  a  'a  íiepúbiica 
Mexicana  que  hubiera  hecho  bien  en  litpiidur  loa  piiizu.s  vencidos  de 
uti  i  (»hUgación  de  renta  cuya  existencia  íué  hecba  conülar  por  el  pri- 
mer juez. 

Sin  embargo,  de  al^io  puede  servir  el  ppror.  Tongo  contian/a  en  q  i- 
de  las  deUbernciones  actuales  ro.sullurá  una  sentencia  que  lejos  dp  d*- 
truír  ó  dtísíigurar  la  cosa  juzgada,  la  consagrará  en  uíateria  inlcni  • 
cional  en  sus  elemiMilas  esenciales,  en  su  verdadero  alcatice,  en  c<in- 
diciones  en  (pie  pueda  cuin|>lir  elica/.niente  con  su  alta  misión:  terminar 
los  conlliotos  internacionales,  asegurar  al  contenido  de  los  i:uidi« 
de  los  arbitros  un  valor  |iennanentc  entre  las  Partes  y  [>revenir  \it< 
ataques  posteriores  que  comprometeríau  la  iuvialabilidad  soberana 
de  la  justicia  arbitral. 

Ruego  al  Tribunal  me  permita  continuar  mi  alegato  mañana  por  la 
mañana,  pues  me  siento  un  poco  fatigado. 

El  Sknor  I'kesiüente.— ¿No  podría  hablar  ahora  el  otro  Consejero 
de  los  Kstados  Unidos  de  América,  el  8r.  Penfíeld? 

£l  Sr.  Ualston. — El  Sr.  Peníield  no  se  halla  aquí  en  estos  momen- 
tos porque  se  le  había  anticipado  que  el  Sr.  De.scamps  necesitaría  to- 
da la  tarde  y  tenía,  además,  algún  trabajo  final  que  hacer.  Podría  y  » 
ayisarle  pero  creo  que  habría  un  ahorro  de  tiempo  no  haciéndolo  iu* 
terrumpirse  ahora. 

El  Sbñor  Paesidcntb. — Se  podría  avisarle  por  teléfono. 

Cl  Sr.  Ralston. — Puedo  hacerlo  inmediatamente,  pero  aseguro  á 
los  miembros  de  la  Corte,  si  en  algo  afecta  ello  á  su  decisión,  qae 
cuando  el  Juez  Penfíeld  hable  no  lo  hará  por  más  de  dos  horas. 

SiR  Edward  Fry. — Entonces  podría  adelantar  hoy  la  mitad  desa 
discurso. 

El  Sr.  Assbr. — Una  hora  hoy  y  otra  mañana. 

El  Sr.  Ralston.— Lo  cual  destruye  por  completo  la  continuidad  de 
su  discurso.  El  Juez  ha  tenido  mucho  empeño  en  aprovechar  uaaopor 
tunidad  de  hablar  de  una  sola  vez  y  yo  me  veo  obligado  á  hacer  esta 
declaración  á  la  Corte.  Antes  ya  me  ha  hablado  de  ello  aquí  mismo. 

El  Ssñor  Presidente. —  Es  de  desearse  que  esto  termine;  á  peti- 
ción del  Consejero  de  los  Elstados  Unidos  se  levántala  sesión  para  rea- 
nudarla mañana  á  las  9  y  45  de  la  máñana. 

(La  sesión  se  difiere  para  el  martes  30  de  Septiembre  á  las  9.46  a.  m.) 
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Sesión  XVI. 
30  de  Septiembre  de  1902.  (Mañana). 

El  1 1  ihunai  se  reunió  á  las  9,45  de  lu  inauuiui,  eijlaiidi)  presentes 
todos  los  arbitros. 

Mi.  Sknor  Prf.sidknte. — Declaro  que  desde  ahora  las  sesiones  con- 
tinuarán sin  interrufíf'ifín  en  las  horas  fijadas.  Además,  el  Tribunal, 
sin  querer  de  uiiiírniia  manera  re<lr¡ii<iir  la  libertad  de  los  oradores, 
exprf  sfi  el  deseo  de  que  los  (^>ní-o|t'rii-^  leoiiaii  á  bien  eviUir  eu  sus 
discursos  las  repeticiones,  en  In  uudid:»  que  -ra  |>(>sible. 

Continúa  en  el  mo  de  la  palabra  el  Consejero  de  los  Estados  Cuidos 
de  América.  Sr.  Descamps.  , 

Kl  Sr.  De-scamps, — Señores  Arbil  ro'í.  no  prolonjiaró  tan  lo  romo  po- 
dría hacerlo,  el  debate  relativo  á  la  autoridad  de  la  <!osa  juzírada  ha- 
n>tido  numerosas  citas  y  extensos  análisis  de  los  fallos  dictados  en 
lodos  lofi  países  Me  limiitoá  remitiros  á  las  obras  citadas  por  mis  cole- 
gas ameríoanos,  y  cuyos  principales  extractos  han  sido  reproducidos 
especialmente  por  el  .Sr.  Bulston.  Añadiré,  por  lo  que  toca  á  Francia 
y  Béljíica,  dos  grandes  colecciones:  las  Pandectas  francesas  y  las 
Pandectas  belgfiSt  en  las  cuales  es  fácil  la  orientación  y  proporcio- 
nan un  aspecto  en  conjunto  de  la  jurisprudcni  ia  de  esl<ís  países. 

Me  permito  hacer  notar  en  las  Pandectas  belgas,  V  Cosa  juzgada 
DÚm.  169,  el  pasaje  siguiente:  « La  rosa  juzgada  puede  resultar,  pues, 
de  una  decisión  simplemente  implícita  es  decir,  de  una  consecuencia 
necesaria,  aunque  no  formulada,  de  unadisposición  expresa. »  En  efecto, 
lo  mismo  que  puede  comprobarse  la  voluntad  real  y  cierta  de  un  le- 
gislador, bajo  una  forma  explícita  ó  bajo  una  implícita,  así  importa 
concretarse  á  la  voluntad  real  y  cierta  4el  juez  y  no  exclusivamente 
á  la  forma  implícita  ó  explícita  de  su  manifestación;  la  tesis  contra- 
ría  conduciría  é  consecuencias  tan  extrañas  como  injustlGcadas.  La 
voluntad  real  del  juez,  lo  mismo  que  la  voluntad  real  del  legislador;  hé 
ahí  tos  puntos  de  mira  de  las  investigaciones  del  intérprete. 

El  párrafo  425  de  las  Pandectas  francesas  formula  una  regla  se- 
mejante á  la  del  námero  169  de  las  Pandectas  belgas  y  el  419  se  li- 
mita á  darnos  una  guía  que  oriente  al  juez  en  la  solución  de  lá  cues- 
tión de  saber  sí  tal  ó  cual  ó  pretensión  de  las  partes  cae  ó  no  bajo  el 
dominio  de  la  cosa  ju/.gada.  En  el  fondo  no  es  sino  la  apliciición  del 
criterio  de  contradicción. 

El  Sr.  db  Martsns. — Podemos  hacer  uso  de  esos  volúmenes? 
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Kl  Sr.  Descamps. — Evi(iontoinoii!e,  En  ellos  se  hallan,  como  en  to- 
das ias  colecciones  Rpniejantos.  un  ('(tiijunto  de  docinnoiitos  que  no 
siempre  están  oii  porfecLu  conoordancia,  pero  no  ñor  oso  son  monos 
preciosos  sus  materiales  y  en  todo  caso  señalan  ios  aspeulos  de  la 
cuestión. 

He  tratado  de  darme  cuenta  práctica  «le  las  coniradineiones  a(*ciden- 
tales  que  podrían  sobrevenir  entre  la  an(¡<:ua  deci.iión  arbitra'  y  la 
nueva,  si  se  adtnitieran  las  pretensiones  de  los  demandados ;  lalcoia- 
paración  es  muy  instructiva. 

También  he  puesto  en  parangón  las  antiguas  consideraciones  coa  las 
de  ahora  y  salvo  algunos  nuevos  arbitrios  ó  medios,  (que  por  el  hecho 
de  serlo  no  pueden  afectar  á  la  cosa  juzgada)  he  comprobado  que  se 
reproducían  por  completo  los  mismos  argamentosá  los  cuales  yahiEO 
el  antiguo  juez  buena  y  definitiva  justicia. 

Buena  y  detinitÍTa  en  efecto,  pues  después  de  hal  ier  demostrado  qai 
hay  cosa  juzgada  en  este  ncírocio.  voy  probar  que  hay  cosa  bien  joz« 
gada  tomando  en  cuenta  todos  los  elementos  de  que  dispuso  el  snper- 
árbitro  cuando  dictó  su  sentencia,  y  esto  es  lo  más  que  se  puede  pedir 
á  un  juez. 

Ya  he  señalado  en  un  corto  análisis  los  puntos  luminosos  de  la  prí« 
mera  sentencia  arbitral,  los  que  dilucida  el  juez  por  medio  de  razones 
convincentes,  con  un  gran  sentido  de  justicia  y  desde  el  punto  de  vis* 
ta  de  la  buena  fe,  las  numerosas  dificultades  acumuladas  como  á  ca- 

■ 

pricbo  en  este  asunto. 

Sin  hacer  resaltar  todas  esas  dilicultades,  muchas  de  las  cuales  no 
son  pertinentes  al  litigio,  querría  señalar  y  en  cierto  modo  hacer  pal- 
pables, las  causas  de  error  que  vician  todo  el  sistema  de  argumenta- 
ción de  nuestros  adversarios  y  que  según  pienso,  deben  disuadir  ¿  la 
Corte  de  manifestar  signos  de  aceptación  de  sus  conclusiones : 

I.  Una  primera  causa  de  los  errores  en  que  incurren  nuestros  con* 
tradictores  (ya  la  señalé  en  anterior  alegato,  antes  de  tratar  la  cues- 
tión  de  la  cosa  juzgada)  es  la  idea  que  abrigan  de  la  preponderancia 
necesaria,  absoluta,  exclusiva  de  las  leyes  mexicanas  en  este  asunto. 
Ya  dernostré  sobre  este  punto  que  no  es  posible  hacer  abslracsión  del 
derecho  internacional  público  y  privado  ni  de  la  equidad  de  la  que 
también  son  ministros  los  árbitros,  según  los  términos  y  el  espirita 
del  compromiso.  No  insisto  m:ís  sobre  este  punto. 

II.  Una  segunda  cansa  de  error  que  puede  notarse  en  los  razona- 
mientos de  nuestros  contrarios,  es  la  noción  luexacla  (|utí  »e  han  for- 
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mtdo  del  (riMl  que  es  caraeterbtica  de  la^  fandaeioDes  californianas. 
El  derecho  francés,  que  parece  haber  sido  el  único  guía  de  nuestros 
adversarios,  desconoce  por  completo  esta  noción  ó  más  bien  la  insinúa 

én  el  cuadro  de  las  donaciones  sub  modo.  De  ahí  las  equivocaciones 
que  se  pueden  notar  en  el  principio  de  las  conclusiones  depositadas 
eii  vía  do  instancia  por  los  Sres.  Beernaert  y  Delacroix. 

El  frt(s;f  ini:l('»s,  la  stiftung  alemana,  la  fundación  propiamente  di- 
cha. i!ni)li(*nii  iifia  liiieralidad,  un  patrimonio  destinado  á  determinado 
1)011011(10.  11  ly  (los  personas;  el  ínistee  á  quien  se  le  dona  en  trust  y 
(íl  que  frnsf  ó  lUmíi  en  iruM.  ¿H  ly  iiooesidad  df»  proscpibir  esfa  for- 
ma de  liberalidad?  ¿iioes  más  lo  necesario  reirlampiit;irla  de  ma- 
nera de  evitar  his  abusón  y  de  ponnr  á  cubierto  el  orden  público?  ¿Lo 
(]ue  se  llama  dominio  eininente  del  Kstado  sobre  los  frust  Ilejía  hasta 
peruutirie  de  ir  ;'i  cada  momento:  El/ntó¿soy  yo?  Eso  sería  ¡anega- 
ción de  la  iiof'ióii  del  frusf. 

No  deben  confmidirso  el  do])  'i<ito  y  la  adfninistraeión  del  fon'Jo  que 
compone  el  trusl  y  el  podei-  de  ()!)'eiier  las  rentas  que  produce  y  dis- 
poner de  ellas;  estas  facuitades  pneden  encontrarse  reunidas  en  la 
misma  mano  y  pueden  también  estar  saparadas  y  crear  derechos  res- 
pectivos muy  distintos. 

El  acto  constitutivo  del  trust  puede  reconocer  á  tal  persona  ó  á  tal 
poder  el  derecho  de  proveer  en  cierta  eventualidad,  á  determinada 
designación,  por  ejemplo  á  la  de  quién  debe  recibir  las  rentas,  sin  con- 
ferirles por  ello  una  facultad  Cid  nutum  ó  el  derecho  de  disponer  so- 
beranamente del  trust  y  de  sus  renta."?  sejíun  sus  deseos,  eso  sería  tam- 
bién la  negación  del  trust  en  su  destino  propio  inherente  á  su  esencia. 

Por  otra  parte,  no  basta  afirmar  (y  muy  pronto  insistiremos  sobre 
este  punto)  que  el  soberano,  en  virtud  de  au  dominio  eminente,  tiene 
el  derecho  de  disponer,  personalmente  y  bajo  cualquier  aspecto  del 
trusit  para  probar  que  ha  usado  de  tal  derecho  y  sobre  todo  que  lo  hi- 
zo en  el  momento  decisivo  para  el  litigio,  es  decir,  en  el  caso  presen- 
te, en  el  que  precedió  á  la  desmembración  de  las  Californias. 

£1  desconocimiento  de  los  diversos  puntos  que  acabamos  de  señalar 
se  manifiesta  en  muchas  de  las  deducciones  de  nuestros  contrarios. 

lU.  Una  tercera  causa  de  error  para  elloe  es  el  alejamiento  en  que 
se  mantienen  con  mucha  frecuencia,  de  lo  que  puede  llamarse  el  co- 
razón de  la  cuestión,  el  sitio  propio  de  la  materia.  A  nuestros  ojos 
lo  que  importa  determinar  para  la  solución  del  actual  litigio  son  estos 
dos  puntos  fundamentales: 

I 
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1.  Comprobar  tan  claramente  como  sea  posible,  la  situación  jarí' 
díca,  y  con  especialidad,  in  actitud  del  poder  soberano  en  el  momento 
que  precedió  á  la  separación  de  las  dos  Californias: 

2.  Fijnr,  tan  exactamente  como  sea  posible,  las  consecuencias  ja- 
rídicas  de  la  desmembración  de  territorio  acaecida,  para  un  iruU  en  cu* 
yo  campo  de  actividad  conforme  á  su  destino,  se  encuentra  á  todas  Iq' 
ees  cortado  en  dos  partes  y  cuyo  (árgano  ejecutor  y  poseedor  del  dere- 
recho  á  las  rentas  se  onciienira  también  dividido  en  dos  organismos. 
Estos  dos  puntos  son  principalinenle  ios  que  hay  que  poner  en  claro. 

La  mayor  parle  de  las  demás  cnesliones  pueden,  sin  duda,  ilustrar 
más  ó  menos  al  juez,  pero  uo  lijarán  su  decisión  juriUieu;  los  desarro- 
llos que  de  ellas  se  han  hecho  soíi  en  cierto  modo  preámbulos  cuao- 
do  no  se  hallan  fuera  de  uj.iorluuidad. 

IV.  lina  cuarta  causa  de  los  errores  en  que  incurren  nuestros  ad- 
versarios es  el  desconocimiento  práctico  del  hecho  de  que  un:i  N'V.  un 
decreto,  no  son  sienipre  nn  acto  de  exclusiva  solnT.tnía  que  impone  | 
con  auloi'idad  ói-doiics  o  i»i(»liil)iciones,  sino  que  juuMlmi  contener  elo- 
mentosde  obligación  cuya  aceptación  (Sratificacióti  por  los  intereüütloá 
conduce  á  la  existencia  de  un  vciíhidoro  contrato. 

Desde  este  punto  de  v¡-la  debemos  lia^er  constar  (jue  la  inlerpreL'i- 
ción  dada  por  miesfrus  contradictnres  al  decreto  de  28  de  Octubre <le 
18i2,  que  es  de  importancia  capital  en  el  litigio^  es  siugularmeole 
erróneu. 

Ven  en  él  un  acto  de  confiscación  cuando  su  tenor  nos  indica  que 
no  contiene  sino  una  transbirinación  de  valores  ventajosa  para  el  lis- 
tado sin  duda,  pero  que  en  sí  no  diüere  mucho  de  los  actos  llamados 
conversiones. 

Y  la  combinación  buscada,  la  cotnbinazione  como  dicen  los  italia- 
nos, no  es  difícil  de  comprender;  vemos  ¿  un  Estado  necesitado  de 
recursos,  transformar  en  su  provecho  un  valor  realizable  inmediata* 
mente  en  otro  jiagado  en  plazos  futuros  bien  escalonados. 

Gracias  á  esta  combinación  se  hace  propietario  de  los  inmuebles  ; 
valores  del  Fondo  de  Californias  y  los  vende  para  disponer  de  su  precio. 
Pero  de  ninguna  manera  piensa  apropiarse  el  valor  subsidiario  que 
sustituye  á estos  bienes;  es  decir,  la  renta.  Sus  declaraciones  á  este 
respecto  son  formales,  absolutas.  Declara  expresamente  «querer  reali- 
zar con  toda  exactitud  los  fines  caritativos  y  nacionales  que  el  funda- 
dor se  propuso,  sin  la  menor  pérdida  de  los  bienes  destinados  á  esa 
insHíucián.» 
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•  Caracteriza  no  menos  claramente  el  medio  que  quiere  emplear  con 
ese  objeto  *oapUaligar  Iob  bienes,  que  pertenecen  en  propiedad  al 
fondo  piadoso  colocándolos  á  inierés^  con  rentas,  con.  las  debidas 
garantías.* 

Y  precisamente  es  lo  que  ejecuta  (pnes  en  este  caso  están  loa  ac- 
tos por  completo  de  acuerdo  con  las  declaración e»)  por  medio  de  una 

doble  operación  que  lo  hace,  por  una  parte,  propietario  con  ánimo  de 
vender,  de  Ioh  bienes  rústicos  y  urbnnos  y  otros  varios  que  componían 
el  fondo  piadoíjo  y  que  lo  constituye,  por  otra  parte,  deudor  de  una 
renta  anual  igun  al  rédito  de  G  por  iOO  del  capital  representativo  de 
los  bienes  vendidos,  lo  que  sinjpliíica  y  aun  hace  inútiles  loa  funcio- 
nes de  ndiniiii-^traiior. 

Y  ol  F>tail()  cíHisliluyo.  no  oii  (icinioi'  or^litmrio  sino  en  deudor 
con  las  debidas  «jarantías  cuhk»  rl  mi-^iiu>  lo  declaró.  A  título  de  pa- 
ranfía  nfcd/)  e«;pp(^inliiiOMt*'  la  renta  de!  tabaco  al  |)a;í{MÍ«  la  renta  fal 
fta-ro  de  los  rérlitos  eorrespond leii les  al  capital  del  referido  l''i)ii'b)  de 
Californias).  \  i-e^ilament»)  la  entrejia  do  los  mandatos  de  pago,  como 
sigue:  «Ln  l)irección  do!  1  )í^pnrtameiit(>  de  Hacienda  riifrpffarú  (en- 
tregará, hará  entrega,  pondrá  en  manos)  las  sumas  necesarias  pnra 
llenar  los  objetos  á  los  cuales  está  destinado  este  fon(k)  «sin  ninguna 
deducción  por  gastos  de  administración  ó  cnnlesquiera  otro.s.» 

No  es  necesario  tener  conocimientos  profundos  en  lengua  castella- 
na para  saber  que  al  ¡yapo  sígniíica  al  pago  y  no  á  la  donación,  y  que 
entregar  corresponde  al  latín  fradere  entregnr.  poner  en  manos,  ha-- 
cer  prestación.  Uniendo  esta  última  palabra  al  término  al  paíjo  no 
puede  quedar  ninguna  duda  en  cuanto  al  sentido  del  Decreto  de  1 842. 

Pero  esto  no  es  bastante;  podemos  comprobar  que  la  ejecución  de 
dicho  decreto  por  el  Gobierno,  respecto  de  los  causa-habientes  se  ve- 
rificó de  tm^manera  conforme  con  la  significación  que  acabamos  de 
darle.  En  efecí^ltHe^os  la  página  149  del  Memorial  comprobaremos 
la  existendu  de  una  oN^n  de  pago  contra  la  aduana  marítima  de 
Guaymas,  que  apareció  en  eK<  Diario  de  México»  con  fecha  23  de  Abril 
de  1844  y  cuyo  rubro  es  <.íudn  Rodrí$[uez  de  San  Miguel  como  repre- 
sentante del  Muy  Reverendo  Obispo  de  Californias.» 

Esto  por  lo  que  se  refiere  al  valor  subsidiario  de  los  bienes  vendidos. 
En  cuanto  á  los  no  vendidos,  en|  3  de  Abril  de  1843,  el  diario  de  esta 
fecha  ordena  su  restitución  á  los;  o&ispo9  de  esa  mitra  y  á  sus  suce^ 
sores.  En  presencia  de  tales  hecnos,  sostener  que  los  decretos  de  1842 
y  1845  no  contienen  ninguna  vierdadera  obh'gación  para  con  los  obis- 
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pos  de  California,  es  (usaré  uoíi  de  las  expresiones  del  Sr.  Pardo)  «ce- 
rrar los  ojos  á  la  luz  de  la  evidencia. » 

Rn  cuanto  ú  nosotrds,  toiietnos  Iji  clara  noci<)n  ile  esta  verdad  ju- 
rídica: en  el  momento  en  que  se  iban  á  lijar  por  vía  de  separaci*»n  los 
destinos  políticos  de  ambas  Californias,  el  Estado  Mexicano  sp  consi- 
deraba deudor  del  valor  subsidiariodc  las  fundaciones  californianas  ali- 
mentadas por  la  caridad  privada,  para  aplicarse  á  un  olijeto  apostóli- 
co cu  un  cainpo  particular  de  trabajo  (las  dos  California«'t  por  una 
organización  religiosa  particular,  no  menos  claramente  determinada 
y  representada  por  c!  Obispo  de  las  (  rtlifornias. 

Se  ha  sostenido  que  entre  el  ínonie  ito  cu  que  la  I;rlesia  Caltílica 
entró  en  la  jurisdicción  de  los  Estados  L  nidos  y  cl  inomonto  en  que 
pudo  regularizar  su  situación  en  el  Estado  de  (california,  México  tuvo 
facultades  suficientes  para  reasumir  sus  derechos. 

Pero  tratar  así  todas  las  situaciones  que  tienen  necesidad  de  cier- 
to tiempo  para  acomodarse  á  un  nuevo  estado  de  cosas,  serla  un  acto 
por  completo  falto  de  equidad  y  aun  notablemente  injusto.  No  esm 
como  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgoarregló  esa  situación  transitoria, 
y  en  él  encontramos-  precisamente  un  artículo  qiie  se  refiere  á  los  me- 
xicanos que  no  tienen  el  carácter  de  ciudadanos  de  México  y  que  no 
son  todavía  admitidos  al  i^oce  de  todos  los  derechos  de  ciudadanos  de 
los  Estados  Unidos,  y  que  dice  así: 

«Entretanto  serán  mantenidos  y  protegidos  en  el  goce  de  su  liber- 
tad y  de  sus  propiedades»  y  tendrán  garantizado  el  libre  ejercicio  de 
8u  religión  sin  restricción  alguna.» 

IV.  Pero  llego  ya  á  señalar  una  nueva  cuarta  causa  de  errores  que 
afectan  la  bañe  de  la  tesis  sostenida  por  nuestros  adversarios:  el  desco- 
nocimiento de  las  consecuencias  naturales  y  jurídicas  de  la  desmem- 
bración de  los  Estados.  Son  evidentes  estos  dos  hechos: 

1.  Por  la  cesión  de  la  Alta  California  á  los  Estados  Unidos,  el  cam- 
po efectivo  de  operación  de  las  fundaciones  californianas  se  dividió  en 
dos  partes. 

2.  Por  esa  misma  cesión  el  órgano  destinado  á  funcionar  en  dicho 
campo  y  |>oseedor  del  derecho  ai  pago  de  la  renta  representativa  de 
los  réditos  del  trust,  se  encontró  igualmente  dividido  en  dos  partes. 

Se  afirma  que  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  resolvió  este  caso, 
pero  esa  aOrmación  está  lejos  de  haber  sido  probada,  y  México,  en  nu- 
merosas convenciones,  ha  reconocido  lo  contrario,  pues  sus  objecio- 
nes de  incompelencia  no  datan  del  primer  ccupromiso  de  arbitnge 
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y  el  caso  de  los  di>lspos  de  la  Alta  California  estaba,  desde  hacía  lar- 
go tiempo,  sometido  á  arbitraje  en  las  épocas  que  el  compromiso  ini- 
cial fué  prorrogado  varias  veces  por  el  Gobierno  mexicano. 

Sería  más  exacto  decir  que  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalp^o  creó  la 
cuestión  sin  decidirla.  Pí>r  lo  demás,  es  biou  sabido  (pío  cu  las  cuestio- 
nes complicadas  de  toda  clane  a  que  i)iif'(leii  dar  lugar  la.s  anexiones, 
los  iiitítruüieüLos  diplomáticos  son  biciiipre  iiiipcrfectoH.  preciso 
arreglarlas  situaciones  nuevas  según  la  justicia  y  la  equidad. 

El  derecho  de  la  Iglesia  Católica  de  la  Alta  (lalifornia  para  recla- 
mar una  parte  del  valor  representativo  del  Fondo  de  las  Californias 
parece  ser  difícilnienlo  discutible.  La  cantidml  de  esta  parle  es  más 
delicada  de  establecer.  A  falta  de  otra  base  de  repartición  que  satis- 
faga plenamente,  la  ordinaria,  en  lo  general,  aceptada  y  practicada  e.s 
la  división  por  nutad.  Ks  una  regla  un  poco  grosera  si  se  quiere,  pero 
es  la  que  dictan  en  delecto  de  mejor  norma,  el  sentido  común  y  la 
equidad.  Es  la  que  aplicó  el  árbitro. 

V.  Una  quinta  fuente  de  los  errores  que  se  pueden  notar  en  los  dis- 
cursos de  nuestros  adversarios  re.side  en  la  tendencia  á  tío  tener  bastante 
en  cuenta  los  hechos,  y  en  oponerles  derechos  teóricos,  que  aunque 
hubieran  existido  con  el  carácter  y  la  extensión  que  se  Ies  atribuye,  no 
se  ejercieron  en  esa  medida.  No  se  trata  solamente  de  saber  lo  que 
los  Gobiernos  sucesivos  tenían,  en  principio,  derecho  de  hacer  respec« 
to  de  las  fundaciones  californianas.  Se  puede  sostener,  como  lo  han 
hecho  nuestros  contrarios,  que  á  un  soberano  le  está  permitido  tra- 
tar todos  los  trust  de  su  imperio  como  le  plazca.  - 

Preferimos  admitir  que  tiene  el  derecho  de  reglamentarlos  para  evi- 
tar los  abusos,  pero  en  los  limites  de  las  exigencias  del  orden  público. 
Pero  no  es  esta  la  cuestión.  Se  trata  de  saber  no  lo  que  ba  podido 
hacer,  sino  lo  que  ha  hecho. 

Suele  suceder  que  se  presentan  en  el  destino  de  los  trust  dificulta* 
des,  casos  imprevistos,  y  entonces  hay  que  aplicar  esta  sabia  máxima: 
jpatiusy  wUerpretandus  est  actus  ut  valeat  guam  ut  pereai. 

Se  presentan  también  situaciones  que  se  pueden  llamar  pasajeras  6 
de  transición,  entonces  se  practica  frecuentemente  respecto  de  los  ré- 
ditos, el  Ihimado  procedimiento  de  conservación. 

Puede  suceder  que  en  el  acto  de  la  fundación  se  prevean  cierta» 
eventualidades  extremas,  por  ejemplo,  la  extinción  de  los  sucesores 
regulares  de  los  favorecidos  con  la  renta,  y  que  para  tal  caso  se  au- 
torice para  proveer  á  la  sucesión.  r 
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Algo  semejante  eneontramos  en  el  acto  tipo  de  las  fundaciones  ca* 
lifoniiaiKis.  cierto  que  el  Gobierno  español  se  consideró  autori- 
zado para  designar,  en  defecto  de  la  línea  primitiva  de  los  misioneros, 
extinguida  por  supresión,  otra  línea  de  evangeli.sta.s. 

Tambión  está  fiici  :!  de  duda  que  en  un  luomento  dado,  el  jefe  de 
las  jnisiones  caliruniiaiias.  Difígo.  fué  nombrado  obispo  ie  las  Califor- 
nias á  iiistaiiciM  del  (loljieruo  inexicano,  todo  ello  en  r(>iiexu)n  indu- 
dable cim  la  realización  de  las  intenciones  de  los  fundadores  del  Fon- 
do Fiadoso. 

Está  probado  que  el  Kslado  uiexieano  contrajo  oblifraciones  ulterio- 
res, pues  no  (>s  {'áfil  ROsfiMier  ([uo  .siin[)leu)eiite  se  baya  conqíruiuelido 
á  vei'ilii'ur  pa^^os  de  especie  deseonocida  en  derectio,  pairos  sin  acreedor 
ni  deudor.  fOs  del  todo  evitleute  ((ue  estas  obligaciones  fueron  eonlrai- 
án.<.  cotno  lo  dice  el  decreto  de  1845,  «para  coa  los  obispos  de  dicha 
niitra  y  sus  sucesores.» 

Puede  ésto  criticarse,  si  bien  injustificadamente,  desde  el  punto  de 
vista  del  desarrollo  de  las  misiones,  ó  desde  tal  ó  cual  otro;  pero  el 
Esludo  que  soli(  ib)  el  establecimiento  de  esa  situación  y  que  la  con- 
sagró con  sus  actos,  me  parece  que  no  tiene  razón  en  venir  á  quejar- 
se de  ella.  Y  en  todo  caso  se  le  puede  aplicar  con  justicia  la  máxima: 
iFalere  legem  cuam  ipse  fec¡sfi'> 

hlsto  es  lo  que  quizá  han  olvidado  por  completo  nuestros  contra» 
dictores. 

VI.  Me  permito  en  fin  señalar  una  última  fuente  ú  origen  de  Ies 
errores  cometidos  por  elloe*  que  se  refiere  á  ciertos  procedimientos  de 
negación  que  en  nuestra  opinión  exceden  de  la  medida.  Oyendo  á 
nuestros  adversarios  negar  hasta  la  realidad  del  Fondo  Piadoso,  nos 
ha  venido  á  la  memoria  aquel  nihilismo  trascendental  cuya  expresión 
se  ha  consignado,  según  se  cuenta,  en  esta  célebre  constitución  ooq* 
cebida  en  tres  artículos:  artículo  I.  Ya  no  existe  nada;  articulo  II.  Es* 
to  es  todo;  artículo  III.  Nadie  está  encargado  de  la  ejecución  del  pre- 
sente decreto. 

Mirad  la  serie  de  negaciones  que  se  nos  han  prodigado: 

No  hay  arbitraje  internacional  en  este  negocio; 

No  hay  derecho  internacional  público  ó  privado  que  ponga  un  lími- 
te á  las  leyes  mexicanas; 

No  hay  equidad  que  invocar; 

No  hubo  Fondo  Piadoso  que  realmente  existiera; 

No  hubo  renta; 
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Ya  iH)  hay  indios; 

Ya  lio  hay  mhiones; 

Ya  iiu  existe  obligiición : 

Ya  !io  existen  cjuisa-habientes; 

>»o  liay  cosii  jiizíradn: 

No  hubo  competencia  en  el  arbitro;  en  fin,  como  conclusión  última: 
No  debemos  nada. 

Ksto  es  precisamente  lo  qne  la  Horle  tendrá  que  n¡)ro<  i:ir  y  decidir. 
Si  considera  el  íoiido  de  !a  cuestión  no  dudo  (¡iio  ciuuprobará  (jiie exis- 
ten iiidi<H,  !nisio!)es,  rentas  y  oau-a-hahioiiIoH.  Pero  á  mi  juicio  hará 
constar  antes  de  lodo  ésto,  lo  que  la  releva  de  tener  que  tomar  en  coa- 
sideracion  el  fondo  del  asunto:  (jiie  hay  cosa  juzj^ada. 

Unas  palabras  más  sobre  un  punto  importante;  el  de  hi  nionedaen 
que  deberán  pagarse  las  anualidades  vencidas.  Para  ésto  se  disputan 
la  palma,  el  oro  y  ia  plata,  pero  con  tnéritos  desij^uales. 

lié  aquí  las  razones  que,  según  yo,  deben  hacer  inclinar  la  balanza 
del  lado  del  oro. 

i.  La  sentencia  del  24  de  Octubre  de  IB76  nos  concede  definitiva- 
mente el  pago  en  oro.  La  moneda  es  una  mcrcaticía  que  posee  un  po- 
der adquisitivo  determinado;  cambiarla.  e((nivtile  á  niodilicar  grave- 
mente lo  que  nos  ha  sido  en  realidad  adjudicado  por  el  primer  árbitro. 

Nuestros  adversarios  no  están  de  acuerdo  con  nosotros  acerca  de 
laextencíón  de  la  cosa  juzgada;  pero  por  lu  menos  admiten  que  en  ella 
están  comprendidos  lo  que  llaman  «resultados  prácticos  inmediatos». 

Por  otra  parte,  el  pago  en  oro  está  comprendido  en  la  parte  del  pri- 
mer fallo  arbitral  que  no  ha  sido  impugnada. 

U.  Es  cierto,  como  nuestros  adversarios  alegan,  que  en  el  momento 
en  que  fué  dictada  la  primera  sentencia,  la  cuestión  de  la  moneda  en 
que  debía  saldarse  la  deuda  no  tenía  ninguna  im|>ortanGÍa,  puesto  qne 
los  dos  metales  se  equilibraban  en  valor.  Pero  desde  luego,  no  han  da-, 
do  prueba  exacta  de  este  hecho,  y  aun  cuando  así  fuera,  notamos  que 
el  compromiso  menciona  el  pago  «en  oro  ó  en  su  equivalente»,  lo 
que  no  deja  lagar  al  pago  en  plata  sino  con  la  reserva  de  que  se  man- 
tenga la  relación  entre  loa  dos  metales  teniendo  por  base  el  pago  en 
oro.  Por  otra  parte,  aunque  es  cierto  como  afirman,  que  los  bienes 
vendidos  en  otro  tiempo  les  fueron  pagados  en  plata,  no  lo  es  que  ésta 
tuviera  entonces  otra  relación  con  el  oro  distinta  de  la  actual;  ni  tam- 
poco tienen  razón  en  pretender  que  esta  diferencia  no  se  tenga  en 
cuenta. 
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IIL  Dejar  á  nuestros  adversarios  la  libertad  de  pagar  en  plata,  se- 
ria contrario  al  principio  jurídico  universalmente  admitido  de  que 
*2íemo  ex  s«a  culpa  comtnodum  aa¿n  ¿rere  débeí».  En  efecto,  el  he- 
.  cho  de  no  haber  pagado  las  anualidades  en  el  momento  que  debian 
haberlo  sido,  se  tornaría  en  título  para  pagarlas  en  una  moneda  de* 
preciada.  Lo  más  que  podrían  pretender  desde  este  punto  de  TÍsla,  se- 
ría pagar  cada  año  según  la  relación  entonces  existente  entre  el  oro 
y  la  plata,  la  cual  relación  no  es  difícil  de  averiguar. 

No  nos  encontramos  aquí  en  el  terreno  de  las  simples  convencio- 
nes de  derecho  privado  en  que  se  puede  tratar  de  hacer  prevalecer  | 
una  solución  cxclusivainonto  favorable  al  deudor:  se  trata  de  una  dfu-  ^ 
da  creada  por  la  ley.  Ahora  bien,  el  decreto  de  18i2,  aea  que  se  le 
considere  en  su  texto,  sea  que  se  consulte  su  espíritu,  no  es  favorable 
á  nuestros  adversarios.  Según  sus  términos,  la  anualidad  delie  .v?r 
puesta  en  nuestro  poder,  tal  es  el  sentido  de  la  palabra  rn(rr</(ir.  del 
artículo  111  de  dicho  decreto,  La  renta  debe,  pues,  ser  entregada  y  u>. 
requerida.  Y  después  de  la  desmefnbración  de  las  Californias,  conveni- 
da en  el  tratado,  nuestra  parle  de  deuda  exiiril)le  se  hizo  pagadera  re- 
gularuiente  en  nuestro  jiaís.  í.a  importancia  de  esta  observaciiHi  ii> 
escapará  á  los  que  estiman  que  la  ley  del  doniicilio  en  que  debe  eje*  i 
cularse  la  tibligacióri  e-*  !a  re¡^Milatiora  de  las  modalidades  de  ojeciiciófi.  ' 
Por  otra  pai  te,  basta  leer  el  di-ereto  de  1842  para  comprender  que  la 
intención  formal  del  U'^Mí?lad(jr  de  esa  época  fué  asegurarnos  un  con- 
travalor íntegro  de  los  bienes  vendidos,  queriendo  que  no  sufriésemos 
ninguna  pérdida  ni  aun  la  carga  de  gastos  de  administración  y  mucho 
menos  la  de  la  moneda  depreciada.  Quiso  asegurarnos  una  situación 
in  ¿nlegrum. 

Ciertamente  no  podemos  estar  á  cubierto  de  todas  las  causas  qne 
pueden  inlluir  en  un  país  sobre  el  valor  relativo  de  las  cosas.  Creemos 
simplemente  que  no  tenemos  que  soportar  la  que  se  refiere  á  la  depre- 
ciación de  uno  de  los  metales  instrumento  de  cambio.  Loqueesefi* 
dente  es  que  si  se  nos  hubiese  dejado  el  Fondo  Piadoso  en  Stt  constitu- 
oión  propia,  hubiéramos  estipulado  en  los  arrendamientos,  por  ejemplo, 
una  santidad  mayor  para  el  pago  que  se  hiciese  en  moneda  depreciada 
que  para  el  qne  fuera  hecho  en  otra  que  no  lo  estuviera. 

V.  El  oro  es  el  instrumento  general  de  los  pagos  internacionales...» 

El  Sr.  Pardo. — Ah! 

El  Sr.  Descampa — El  oro  lingote  y  el  oro  moneda  no  difieren  ma* 
cho  de  valor  y  así  se  adquiere  siempre  la  mercancía  por  su  valor  real 
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Habiendo  tomado  la  deuda  un  carácter  internacional,  implícitamente 
consagrado  á  consecuencia  deí  tratado  de  escisión  de  las  Californias^ 
procede  de  ello  pagarla  en  or^ . 

Todo  el  mundo  está  generalmente  de  acuerdo,  por  lo  menos  en  las 
liipiidaciones  de  deudas  de  carácter  internacional,  en  que  un  Estado 
DO  puede  saldarlas  en  pupel  moneda  de  su  propio  territorio.  Fues  bien, 
cuando  en  ese  territorio  se  atribuye  á  cierto  metal  un  valor  Huperior 
en  cerca  de  la  mitad  al  que  tiene  como  mercancía,  es  en  fste  í<entido 
un  verdadero  [)apel  moneda,  y  no  es  justo  ni  equitativo  tratar  de  im- 
poner su  valor  nominal  como  medio  de  liberación  de  los  pago.s  inter- 
nacionales. 

Vi.  I'^n  lili,  eqiiitativamonle  no  sería  ju.^lu  hacernos  resenlir  este 
doble  ilaña:  l '  La  falla  de  pajío  de  los  réditos  de  los  itilereses;  2'^  El 
pasro  en  una  tnonoda  depieriada.  Tanto  niás  cuanto  qno  ya  ah(*ru  no 
(](if'ilaii  (11  pi(^  iiiiij^uiia  de  las  dn<  ra/.oncs  \u>r  las  cuales  no  uíj.s  CíUi- 
cedió  el  :ii-¡Mtro  el  pa^ro  de  lo-  rT-fiitos  de  los  intereses. 

Lea] iiKMif e  hemos  rí'conociiio  ([in'  cii  el  Icrrejio  dt>  la  i-o-.:i  jn/^faila, 
esta  i;ircnnsta!n-ia  no  iio-<  lavore(.;e.  l'ero  si  en  ese  !»m-*  i'1ící  r-l.itnos 
ohü^rafiosá  iicrdcf  los  i>Hiirlicios  de  las  nuevas  ¡M-iirfi;i--  (|n('  fu'nio^  pro- 
(iiii'i'io,  o-i.  poi-  otra  parle,  una  razón  para  (jin'  no  pciiiamus  de  una 
.-iliiacitHi  ad(pnrida  v  ronsaírrada  por  e!  «¡irfum  det  ai  hilro.  l*or(pje  es 
preciso  insistir  sobre  ello.  b»Mnns  lo;^rado  en  esíe  :tsnní«t  una  posición 
que  tenemos  dererlio  i>ara  no  abandonar.  Me  1 8()S  á  ISTñ  luchamos 
en  alta  mar  pai  a  llegar  en  tin  ai  seguro  puerto  de  la  co>a  juzgada.  Po- 
cos arbitrajes  han  sido  más  largos,  más  «lisputados.  más  agitados,  opi- 
niones de  los  defensores  de  anibas  parles,  de  los  conusionados,  nuevas 
promociones  de  los  defensores,  laudo  del  arbitro,  tiemanda  de  revisión 
con  amplificación,  nueva  doble  decisión  del  árbilro;  nada  íalló  ul  pro- 
cedimiento arbitral  que  se  prolongó  siete  años. 

Ciertamente  que  aiiora  no  rehusamos  entregarnos  á  un  nuevo  com* 
bate  en  alta  mar  y  que  hemos  aumentado  considerablemente  nues^ 
tros  aparatos  de  guerra,  pero  conservando  siempre  el  derecho  de  re^ 
gresar  á  nuestro  puerto  de  defensa.  Kn  éi  no  pedimos  sino  el  respeto 
á  la  cosa  juzgada ;  fuera  de  él,  insistimos  en  que  se  dé  una  sanción  ex- 
tensa á  los  compromisoít  cuyos  alcances  y  consecuencias  nos  esforza- 
mos en  señalar  con  ayuda  de  nuevos  medios. 

La  Corte  apreciará  ambos  procedimientos,  de  los  cuales,  el  prime- 
rOy  tiene  un  carácter  principal,  y  subsidiario  el  segundo. 

Una  palabra  para  concluir.  Se  dice  que  un  rico  ciudadano  de  la  na- 
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ción  á  qaien  defiendo  en  estos  momentos,  se  prepara  á dotará  la  Corte 
Arbitral  de  un  magnifico  palacio.  Si  este  magnánimo  designio  se  rea- 
liza, qaizá  no  haya  más  bella  divisa  para  poner  en  el  frontispicio  de 
tal  palacio  que  la  del  Instituto  de  Derecho  Internacional:  JusUHa  ei 
Pace,  porque  bien  está  que  la  Justicia  y  la  Paz  se  estrechen  en  fra- 
ternal abrazo.  Y  si  el  palacio,  como  lo  espero,  se  engrandece  en  lo  por- 
venir, si  se  despliegan  á  sus  lados  departamentos,  y  nuevos  frontispi- 
cios requieren  otrns  divisas,  no  encuentro  inscripciones  más  lumino- 
samente expresivas  de  las  exigencias  fundamentales  del  orden  juridico 
internacional,  que  las  dos  máximas  en  que  he  tratado  de  resumir  mi 
pensamiento  al  comenzar  este  alegato:  Pacta  sermnda.  Res  Judi- 
co/a,  verüas  inter  partes! 


Infonne  del  Sr,  Fenfidd^  Abogado  de  los  Estadios  Unidos 

de  América. 

(Sesión  del  80  de  Septiembre  de  ISOá.) 
Cl  Sr.  Pcnpibld  : 

beíior  Tresidenle  y  linnorables  Arbitro"»: 

No  esperéis  que  al  terminar  la  defonsa  á^^  los*  Estados  Hriidos  inten- 
te tiacor  otra  cosa  que  reseñar  y  acentuar  brevemente  los  principa- 
les alegatos  de  mi  colega  asociado  y  predecesor,  y  formular  una  res- 
puesta adecuada  á  los  argumentos  de  los  que  han  tomado  la  palabra 
«tn  favor  de  la  República  de  México.  Por  lo  tanto,  en  el  curso  de  mi 
argumentación,  procuraré  referirme  únicamente  á  hechos  estableci- 
dos y  principios  determinados,  tan  sólo  con  el  objete»  de  ilustrar  nues- 
tro tema  y  reforzar  la  posición  ocupada  por  los  Estados  Unidos— po- 
sición que  ha  sido  francamente  descubierta  en  la  correspondencia  di- 
plomática, sin  ambajes  ni  evasivas,  y  con  el  espíritu  de  honradez  y 
candor  propios  de  un  gran  Estado. 

El  primer  deseo  que  inspiró  la  formación  de  la  Convención  de  La 
Haya,  fué  el  de  lograr  el  establecimiento  de  la  justicia  intemaetonal, 
Uno  de  sus  principales  objetos,  el  de  procurar  un  desagravio  seguro, 
por  cualquier  daño  que  pudiera  causarse  de  una  manera  arbitraría, 
por  el  Gobierno  de  un  Estado  contra  los  subditos  de  otro.  Desgraeia- 
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damente,  algunas  veces  se  ha  descuidado  ú  olridado  momentánea- 
mente que  la  autoridad  suprema  del  Estado  que  de  manera  arbitraria 

daña  el  derecho  de  propiedad  del  subdito  de  otro,  incurre  en  la  justa 
obligación  de  cumplir  con  los  deberes  de  tal  manera  contraídos. 

Estos  perjuicios  arbitrarios  contra  el  derecho  de  propiedad,  son  los 
que  constituyen,  desjíraciadaiiiente,  lu  gran  lista  de  cargos  que  en  el 
pasado  se  han  fortnulado  por  los  gobiernos,  en  favor  de  suss  subditos, 
contra  los  Estados  ofensores.  Algunas  veces,  han  sidi)  reparadas  su- 
mariíiniente  estas  injusticias  i)()rel  fuerte  briizo  de  un  gobierno,  obran- 
do en  favor  de  sus  subditos  ofendidos;  y  ésto  ha  dado  origen  á  graves 
liiineutaciones.  j)or  parte  del  distinguido  publicista  br.  Calvo,  sobre  el 
cobro  forzítso  de  indenuiizaciones  exorbitantes. 

I,()s  Kstados  del  Hemisferio  Occidental  celebraron  recientemente 
una  conferencia  infernncional  en  la  Hindad  de  México,  con  la  mira  de 
encontrar  alguna  solucitHi  justa  y  satisfaídoria  á  tan  grjive  problema; 
y  el  resultado  de  este  Congreso  fué  el  de  que  se  íirmara  por  los  dele- 
gados de  los  países  allí  representados,  el  proyecto  de  un  tratado  por  el 
cual,  las  controversias  surgidas  entre  dichos  Estados,  durante  un  pe- 
riodo de  cinco  años,  deberían  someterse  á  ia  corte  permanente  insti- 
tuida por  la  Convención  de  La  Haya. 

Por  eso,  puede  decirse  sin  exageración,  que  los  ojos  del  mundo  oc- 
cidental están  ahora  pendientes  de  este  veredicto;  pues  las  sesiones 
que  boy  celebra  este  alto  tribunal  y  sus  determinaciones,  de  gran  in- 
terés para  las  naciones  del  Viejo  Mundo,  lo  son  más  aun,  si  posible 
fuere,  para  las  del  Hemisferio  Occidental.  La  sentencia,  que  hará  mu- 
cho en  favor  del  reinado  del  derecho  y  de  la  justicia  entre  las  nacio- 
nes, y  entre  el  Estado  y  el  más  humilde  ciudadano,  tenderá,  por  su 
benigna  influencia  y  benéfico  ejemplo,  á  aumentar  el  respeto  hacífi  el 
derecho  privado  y  poner  fin  á  loe  mutuos  cargos  formulados  en  el  pa- 
sado por  actos  arbitrarios  del  Estado  contra  el  derecho  establecido, 
por  una  parte,  y  por  la  otra,  al  cobro  de  indemnizaciones  por  ejecu- 
ción militar — cuestiones  que  han  preocupado  de  una  manera  penosa 
á  la  diplomacia  en  el  pasado,  y  algunas  veces  han  puesto  en  peligro 
las  relaciones  entre  Estados  que,  de  otra  manera,  serian  amistosas. 

No  creo  abasar  demasiado  de  vuestra  indulgente  consideración  al 
decir  que  sobre  este  tribunal  pesa,  por  lo  tanto,  la  más  solemne  res- 
ponsabilidad— interesante,  por  lo  que  hace  á  los  Estados  litigantes 
partes  en  la  controversia,  y  de- importancia  incalculable,  por  la  dura; 
dera  impresión  que  sus  determinaciones  producirá  en  los  Estados  del 
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Viejo  Mundo  y  en  el  sentido  de  derecho  y  justicia  entre  los  pneblos 
del  mundo  occidental.  El  alto  precedente  que  establezca  vuestra  de- 
cisión, vivirá  por  sos  efectos  en  el  orden  social  del  Hemisferio  de  Oc- 
cidente, y  por  su  inflonoiü.  en  la  causa  del  arbitraje  internacional. 

Con  motivo  de  la  ijistalación  del  primer  tribunal  organizado  por 
la  Convención  do  La  Haya,  dobeiuos,  de  paso,  rendir  homenaje  á  Su 
Majestad  Imperial  el  Czar  de  ün-ia.  por  la  elovad.i  concepción  é  ini- 
ciativa (|ue  ha  conducido  íinauuenle  á  la  crcai  iún  del  preseiite  tribu- 
nal; á  la  .seguridad  establecida  por  la  protección  judicial  al  derecho 
privado  y  á  la  conservación  de  rclacioiies  parilicas  entre  los  Kstados. 

No  menor  honra  debe  el  mundo  á  la  niciiioria  de  Su  Majc^t.ul  l;i 
finada  lieinu  y  I-^uijieratriz,  p<»r  la  frene  rosa  cooi>eración  dei  Gobierno 
Inglés  á  líís  nuigiuínimos  proj^tísilos  del  Czar. 

I«;ual  honor  <l<-í»n  á  la  '-i¡ii;i;it jen  cniiriiicta  do  Su  Majestad  el  !¡pv 
(io  1  »inariiari'a.  país  ciivu  puel)lo  é  idioma  han  dejado  su  benéfica  y  da- 
radf'ta  tiiicUa  en  la  civilizacií'ni  de  los  Estados  Unidos;  y  iiuuorsin 
límiltís  también  sea  iribiitadt»  á  ^ii  Craciosa  Majestad,  la  Keinadelos 
F^aíses  Bajos,  cuya  raza  h  i  dado  dos  presidentes  ú  los  Estados  Uni- 
dos, por  el  gencr.iso  apoyo  ipie  su  Cobicrno  ha  prestado  á  la  idea,  y 
por  la  hospitalidad  do  que  dirimíamos  en  un  país  de  leyes  equitati- 
vas, cuyo  i)rorc(ico  c^pínlu  íué  expresado  por  la  pluma  de  Grotiuseo 
el  Derecho  Común  de  las  Naciimes* 

Afortunados  -^tm  los  Estados  <|ii  *  presentan  ante  un  tribunal  da 
tal  manera  constituido  é  inspirado  en  tan  grandes  tradiciones,  resu- 
midas en  la  sola  idea  de  justicia  tniernacional,  libre  de  los  estrechos 
tecnicismos  de  procedinm ni  ),  y  en  el  "summum  jus, "  la  **9umtiia 
injuria"  de  la  construcción  literal;  idea  l'ormulada  también  por  las 
inmortales  ))alal>(  as  de  .lustiníano:  *'Lajusticia  es  el  constante  y  per^ 
petuo  deseo  de  dar  á  cada  uno  lo  que  es  suyo."  Esajusticia  invoca* 
mos  aquí. 

Sería  fútil,  y  por  lo  tanto,  abuso  imperdonable  de  la  limitada  pa- 
ciencia de  este  Tribunal,  contestar  en  detalle  á  todos  y  cada  uno  de 
los  argumentos  y  alegatos  del  abogado  de  México,  ó  pasar  revista  en 
toda  su  extensión,  á  la  historia  del  Fondo  Piadoso  de  las  Gálifornías. 
Intentaré  tan  sólo  replicar  á  los  principales  argumentos  de  MézicOi 
que  p}«  recen  merecer  cierta  observación. 

Como  base  de  réplica,  se  me  permitirá  reseñar  brevemente  los  he- 
chos fundamentales  de  nuestro  caso. 

El  espíritu  militante  de  la  religión  Católico-Romana,  inspiró  inda- 
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dablemente  el  celo  de  sus  adeptos  al  contribuir  eon  munidcientes  do- 
nativos, eú  su  desinteresada  devoción  é  infinitos  trabajos  encaminados 
á  i)ropagar  las  verdades  del  Evangelio,  bajo  lo^t  ausp¡cio<<  del  Papa. 
El  poder  del  Pontífice  era  entonce:;  espiritaal  y  temporal,  y  cl  objeto 
principal  de  todas  las  órdenes  relisíiosas,  el  de  extender  este  dominio 
espiritual  del  Vicario  de  Cristo.  V  os  contrario  al  explícito  deseo  do 
los  donadores  del  Fondo;  contrario  A  las  pruebas  desarrolladas  ante 
el  Tribunal  y  contrario  á  la  verdad  histórica,  presumir  que  el  objeto 
do  los  doiuiLivos  era  nacional  ó  político,  (>  alü;íarqae  la  Iglesia  C;ító- 
lica  no  era,  inclusive  Indos  stis  miembros  y  órdenes,  la  iglesia  univoi- 
sal.  El  Rey  de  España  llamábase  su  Católica  Majcsta*!;  no  tenía  las 
llaves  de  San  Pedro,  pero  era  hijo  de  la  ijílesia,  y  por  lo  que  hace  á 
los  asuntos  espirituales,  fué  fiel  á  ella.  Cuale-^ijuiora  (juo  liayan  sido 
los  motiv'us(|ue  Ifí  movieron  á  la  í^xpulsióu  do  lo-  josuítas  y  á  Ir»  con- 
fiscación de  sus  jiropiedades.  soríii  incompatible  con  la  conspicua  loal- 
tad  de  su  carácter  religioso  y  ron  el  ionor  y  espíritu  de  su  dpcrolo  de 
r\pulsi»)n  suponer  que,  do-^puós  de  haber  despojado  á  los  j-v-uilas  y 
después  do  (pío  ol  l?ap:i.  por  inÜuencia  siivn.  su;>rittiió  la  (U'den  que  por 
estí'  lic<  ho  (juedi)  inhabilitada  para  ejercer  las  iiinciones  del  comisa- 
riato; sería,  re(nto.  lanzar  un  injusto  reproche  ásu  memoria,  presumir 
que  no  intentó  ni  llevó  á  cabo  la  admini^trnoión  del  legado,  de  acuer- 
do con  el  espíritu  de  sus  donadores.  Estas  observaciones  son  igual- 
mente  aplicables  al  Gobierno  «Ir»  México,  hasta  el  ano  de  1845,  con 
excepción  del  período  presidoncial  de  »Satita  Anna.  cuya  mano  expolla- 
dora  estuvo  refrenada  por  lu  conciencia  de  su  pueblo  y  marcada  por 
lo  que  fué,  en  ef  <  •  un  solemne  reconocimiento  <lel  carácter  arbi- 
trario de  su  mandato,  por  el  compromiso  que  contrajola  nación  de 
pagar  un  6  por  100  de  interés  sobre  el  ca|)ital  del  fondo,  consagrándo- 
le á  los  fines  piadosos  á  que  le  habían  dedicado  sus  propietarios. 

Entre  aquellos  que  contribuyeron  á  promover  la  obra  de  evangeli- 
zación,  que  se  emprendió  en  todas  tas  partes  de  la  tierra,  y  principal- 
mente,  en  las  regiones  inexploradas  del  Nuevo  Mundo,  se  contaban  los 
donantes  de  las  propiedades  consagradas  especialmente  á  los  usos  y 
objetos  que  por  lo  general  se  designaban  con  los  términos  de  «Fondo 
Piadoso  de  las  Californias.»  £1  objeto  principal  de  estas  donaciones 
fué  declarado  en  el  legado,  hecho  por  el  Marqués  de  Villapuente  y  la 
Marquesa  de  las  Torres  de  Rada,  en  1735,  de  las  vasta.4  propiedades 
expresamente  cedidas  á  la  Compañía  de  Jesús  «para  las  misiones  fun- 
dadas y  por  fundarse  en  las  Californias,»  de  manera  que  todas  las  ren- 
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tas  y  utilidades  derivadasi  de  ellas  deberían  «aplicarse  á  los  objetos  y 
propósitos  allí  especificados,  á  saber,  la  propagación  de  nuestra  santa 
fe  católica.» 

Kste  fué.  pues,  el  objeto  cardiDal  de  Ins  numerosas  donaciones  he- 
chas liuraute  el  período  de  16ÍI7  á  17()8  y  que,  como  lo  demuestran 
las  ])niol)as,  ascendieron  ú  la  simia  do  1.7(X),0(X).  Y  esta  suma  estt 
basaila,  no  en  (ieclaraciones  íictieias,  exa^n-^rarlas  y  falta<;  do  aiHiVo.  si- 
no Ifis  priiPbas  históricas  conservadas  en  ios  archivos  de  la  Repú- 
blica de  México. 

Sucede  con  frcciioncia  que  el  tfnn.scursa  del  tiempo  y  el  eambiode 
circunslancias  hacen  iniposiblo  cumplir  con  nn  lejrado  ó  con  aljrunas 
de  sus  disposiciones,  de  acnerdo  con  el  íiii  perse^ondo  por  su  fundador: 
pero  siein])re.  y  á  pesar  de  todo  t  raiisr-iirso  de  tieiiij)  »  y  <'and)io  de  cir- 
cunstancias, ha  sido  justa  y  saltia  pohtica  del  Estado,  en  favor  de  ha 
instituciones  de  caridad,  proveer  por  medio  de  sns  poderos,  ya  admi- 
nistrativo ó  judicial,  á  la  liel  ejecución  del  objeto  fundamental  del  le- 
gado. Y  es  una  luuira  para  los  gobiernos  español  y  mexicano  la  de 
que,  sea  cual  hubiere  sido  la  razón  política  ó  nacional  que  inspiró  h 
confiscaciÓTT  d(  1  Fondo  Piadoso,  han  reconocido  siempre  en  sus  h^ei 
y  decretos  el  objeto  principal  de  las  donaciones. 

De  esta  manera,  durante  un  p^rí  1  le  ciento  treinta  y  cince  años, 
se  ha  reconocido  por  las  autoridades  de  España  y  de  México  un  carác- 
ter substancial  y  uniforme  á  las  expresadas  donaciones,  así  como  h 
obligación  que  recayera  sobre  el  Gobierne,  como  resultado  de  laconSs* 
cación  por  parte  del  Estado  de  las  propiedades  que  habían  sido  irrero- 
cablemente  dedicadas  por  sus  donadores  á  objetos  piadosos. 

De  la  misma  manera,  es  un  hecho  concedido  que  no  admite  dísco' 
síón  el  de  que  la  Corona  de  España,  desde  1767  hasta  la  fecha  de  b 
independencia  de  México,  reconoció  la  sagrada  obligación  que  reca* 
yera  sobre  el  Gobierno  por  la  confiscación  de  la  mencionada  pro* 
piedad. 

Está  también  demostrado  por  sus  decretos  y  legislación,  cómo  el 
Gobierno  de  México,  después  de  consumada  su  independencia,  sucedió 
al  de  España  en  la  administración  del  legado,  y  decretó  solemnemea* 
te  que  sus  productos,  primero  en  forma  de  rentas  y  después  en  la  de 
intereses,  serían  consagrados  á  los  objetos  á  que  les  habían  destinado 
sus  donadores,  declarando  en  la  ley  de  1832  que  los  productos  de  las 
])ropíedades  confiscadas  serían  «única  y  exclusivamente  destinados  á 
las  misiones  de  las  Californias;»  declarando  en  la  ley  de  1836  que  «las 
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propiedades  pertenecientes  al  Fondo  Piadoso  de  las  Californias»  se- 
rian «administradas  y  empleadas  para  sus  fines,  ú  objetos  semejantes, 
respetando  siempre  loa  deseos  de  los  insiüuhrea  del  fondo,*  por  el 
obispo  nuevamente  creado  de  las  dos  Californias  y  sus  sucesores;  pro- 
veyendo por  la  ley  de  1**  de  Abril  de  1837  á  la  negociación  de  un  em- 
préstito por  parte  del  Gobierno  sobre  el  Fondo  Piadoso,  enajenando 
las  aduanas  niaritinias  para  íisegurar  el  pa^'o  de  lujuél.  y,  todavía  más, 
hipotecando  el  mismo  fondo,  «llegando  sobren  este  punto  á  un  arreglo 
con  la  autoridad  eclosiástica.  >  y  reconociendo  de  osla  manera  en  1B37 
la  propiedad  del  du  ho  íundo  por  las  autoridades  eclesiásticas:  decla- 
rando por  decreto  de  8  de  Febrero  de  1812  que  el  fondo  en  euesti/tn 
sería  adniitiistrado  por  el  (¡ohienio.  <eoii  ohjelode  realizar  los  deseos 
de  los  donadores,  rí^lativo-  á  la  civili/aei('»(i  y  conversión  de  los  indios 
bárbaros:»  y  conlirniando  ¡)or  los  decretos  de  18i2,  18í4-y  1815  el 
carácter  de  eoinisario  (pie  re-p(M'to  á  la  ¡nopicdad  del  fondo  ejercía 
aquél  de  acuerdo  con  el  objeto  ú  que  hubia  .sido  destinado  por  8us 
fundadores. 

Finalmente,  después  de  que  la  cuestión  se  ha  agiladi»  durante  uu 
período  de  cuarenta  años;  después  de  haberse  sometido  á  un  arbitra- 
je y  ser  ahora  objeto  de  otro,  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de 
México,  Sr.  Mariscal,  contesta,  en  el  caso,  admitiendo  solemnemente 
que  los  Jesuítas  eran  los  comisarios  [>rimil¡vos  del  Fondo  Piadoso; 
que  tras  la  expulsión  de  aquéllos,  efectuada  en  1767,  la  Corona  de  Es- 
paña tomó  posesión  y  administró  las  prf)f>iedades  quo  constituían 
el  Fondo  Piadoso,  hasta  que  se  consumó  la  independencia  de  México, 
y  que  el  Gobierno  Mexicano  sucedió  al  espafud  como  comisario  de 
aquél  con  todos  los  derechos  otorgados  por  los  fundadores  á  los  mi- 
sioneros. 

Y  puesto  que  ni  España  ni  México  alegaron  6  ^ercieron  jamás  un 
derecho  discrecional  de  posesión,  y  puesto  que  tal  derecho  era  perso- 
nal de  los  jesuítas,  que  habían  quedado  incapacitados  de  ejercerlo  por 
decreto  pontificio  que  suprimió  la  orden  en  1773,  y  que  hacía  im* 
posible  la  mencionada  posesión  personal,  se  sigue  que  si  México  tomó 
las  propiedades  grabadas  con  los  derechbs  subsistentes  de  los  Jesuítas, 
contrajo  los  deberes  que  corresponden  á  los  derechos  de  los  beneficia- 
rios del  legado. 

Tratándose  de  las  consecuencias  legales  inherentes  á  la  acción  de 
los  Gobiernos  Español  j  Mexicano,  no  tiene  importancia  la  cuestión 
de  si  la  acción  de  dichos  Gobiernos  fué  ejecutada  en  ^ercicio  de  una 
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ú  otra  prerrogativa  de  soberanía,  bien  en  ejercicio  del  despótico  poder 
de  Nerón,  de  vida  ó  muerte,  y  de  confiscar  mío  compensación  la  pro- 
piedad del  sübdito,  ó  por  legítimo  poder  de  dominio  eminente,  ó  bien 
por  o!  poder  regular  del  soberano,  de  expropiar  al  subdito  de  sus  bie- 
nes, en  interés  del  Estado  y  mediante  un:i  razonable  compensación 
posterior.  Pero  México  ha  negado  todu  propósito  roiitiscación,  y  no 
es  en  esto  caso  en  el  que  puede  invocarse  con  éxito  conio  \o<^:ú  y  jus- 
to, cualquiera  de  dichos  podopos.  Nuestros  honorables  ojxisitores.  con 
el  espíritu  que  en  todo  tiempo  ha  hecho  honor  al  carácter  del  juris- 
consulto, admiten  que  hi  condactH  del  (íobit'riiu  mexicano  al  secues- 
trar l;i«  propiedades  riel  i"<»iidí)  Piadoso,  fiié  ii  reíruhir:  y,  no  obstan!*», 
si  he  comprendido  -u  actitud,  |)iden  á  este  honorable  tribunal  que  cuia- 
safrre  otra  irre<riiUiridad  del  misuio  cará'^tep.  por  una  sentencia  que 
leíTíílice  hi  negativa  de  iMéxico  ñ  di^-'minufr  las  consecuencias  de  aquella 
irregularidad,  por  el  jiago  de  \o<  iidereses  del  Fondo.  Kl  primer  error  se 
consumó  en  18  Í-2:  el  error  subsecuenle.  que  ahora  condjatimos,  data  de 
1870  y  continúa  subsistiendo  hasta  el  presente.  Pero  contra  este  error 
— esto  es.  el  cometido  desde  la  celebración  del  tratado  de  (  niadalupe 
Hidalgo — es  contra  el  que  tenemos  derecho  legal  de  querellarnos. 

Va\  Derecho  Internacional,  no  tiene  el  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos fo'-fts  staufli  para  querellarse  de  ios  errores  legales  cometidos 
por  México  antes  del  tratado  de  paz.  No  puede,  le<$atmente,  reclamar 
una  indemnización  por  un  acto  del  Estado  contra  sus  propios  subdi- 
tos; y  aun,  si  dichos  súbitos  se  con viertoa  en  ciudadanos  de  los  Esta- 
dos Unidos,  después  de  cometido  el  error,  el  Gobierno  de  dicho  país 
no  puede  formular  una  demanda  relativa  ¿  hechos  cometidos  por  et 
gobierno  de  aquéllos  antes  de  adoptar  la  nueva  nacionalidad.  Son  tan 
notorias  las  razones  en  que  se  funda  esta  distinción  tan  familiar  del 
derecho  ínternacioaal  y  de  su  práctica,  que  apelo  á  la  indulgencia  de 
este  honorable  tribunal  si  dedico  mayor  empeño  al  asunto.  Mi  excu- 
sa es  la  de  que  nuestros  honorables  contrarios  han  dado  repetidas  ve- 
ces la  señal  de  romper  lanzas. 

El  distinguido  abogado  de  México,  Sr.  Beernaert,  arguye  que  el  prin- 
cipio ó  concepción  legal  incluido  en  el  término  de  chosejugeé^óret 
judicaia,  es  una  presunción»  una  ñccíón;  pero  en  seguida  añade  que 
es  una  ficción  necesaria.  Un  principio  que  se  condesa  necesario,  es. 
hablando  en  sentido  de  humanidad,  una  inexorable  regla  de  condacta, 
y  debe,  por  lo  tanto,  observarse  judicialmente.  La  necesidad  de  la  re* 
gla  es  su  propia  y  suficiente  justificación. 
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El  argumento  princii>al  de  nuestro  honorable  oponente,  se  basa  en 
tres  proposieiones:  Primera,  que  los  pagos  especiales  de  interés  de- 
mandados en  el  presente  caso,  no  ban  sido  decretados  por  sentencia 
alguna;  segunda,  que  el  objeto  de  la  presente  demanda  es  completa- 
mente distinto  del  de  la  primera,  y  que  no  hay  entre  ambas  identidad 
de  causa  ú  objeto,  porque,  se  arguye,  si  los  derechos  ó  créditos  de  in- 
terés vencidos  cada  año,  son  violados  sucesivamente  estas  violaciones 
constituyen  daños  á  derechos  sucesivos  y  diferentes. 

Los  derechos  dimanan  de  las  obligaciones.  Son  términos  correlati- 
vos. El  derecho  de  lo»  beneficiarios  para  reclamar  el  interés  en  el  pre- 
sente ca5?o,  se  funda  en  oblijíacioneís  idénticas  á  las  que  fueron  res 
judimta  por  el  laudo  de  la  Comisión  Mixta  de  1875.  Sostenemos  la 
existencia  continua  de  la  obllíración  de  México  que  fué  entonces  deter- 
minada por  la  í--entencia,  y  la  recíproca  exacta  do  dicha  ohli;.'a('i(Mi  es 
el  derecho  de  los  beneficiarios  que  está,  por  lo  tanto.  iiK'luidu  en  la 
res  judicata.  De  aquí  (jue,  suMido  falaces  por  sí  misriias  las  promisas 
en  que  se  basa  el  argumento  del  iíihIi  adu  ab(»gudo  de  México,  la  con- 
í'hjsKHi  deducida  do  el!as  dehe  también  ser  falaz.  No  se  puede  negar 
el  dereclii)  de  los  l'slados  Tiiidos  á  reclamar  este  interés  sin  atacar  y 
negar  la  obligac¡<')n  (juo  fué  solennieiiicnle  reconocida,  y  no  se  puede 
atacar  y  negar  la  mencionada  obliu':«ci('>n  sin  imputar,  dene;:af  y  anu- 
lar la  primer  sentencia.  Si  se  litiga  por  el  cobro  de  rentas,  se  establece 
la  premisa  de  (jue  el  quejoso  posee  la  ca-;a  «pie  ha  sido  arrendada  al 
demandatio  y  de  !a  cual  se  derivan  rentas  mensuales;  si  se  litiga  por 
el  cobro  del  interés*  anual  derivado  de  una  hipoteca,  la  acción  se  basa 
en  la  premisa  de  que  existe  un  capital  ó  censo  cuyo  monto  debe  ser 
determinado  pnr  la  sentencia  como  una  de  sus  bases  indispensables. 

El  abogado  de  México  alega  también  que  es  imposible  atribuirá  la 
sentencia  de  187d  los  efectos  de  res  judicata,  porque  todas  las  cosas 
están  sujetas  á  necesarias  é  inevitables  fluctuaciones.  Suargomeiito  es 
el  de  que  los  beneliciarios  del  Fondo  Piadoso  pueden  dejar  de  existir 
en  una  época  más  ó  menos  remota,  y  de  aquí  que  la  doctrina  de  res 
judicata  es  absolutamente  inaplicable. 

En  esta  transitoria  existeticia,  bien  pueden  dejar  de  existir  el  Go- 
bierno y  pueblo  mexicanos;  así  mismo  pueden  desaparecer  de  la  super- 
ficie de  la  tierra  el  Gobierno  y  pueblo  de  los  Estados  Unidos^  y  de  igual 
suerte  pueden  los  beneficiarios  del  Fondo  Piadoso  dejar  de  existir  en 
alguna  época  del  porvenir  lejano;  pero  ambos  gobiernos  y  pueblos 
existen  ahora;  los  beneficiarios  existen  también,  y  aun  en  mayor  nú- 
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mero  en  los  EsUidos  Unidos  que  en  México;  y  la  sentencia  del  bono> 
rabie  tribunal  debe  dictarse,  no  sobre  los  hecbos  supuestos  de  un  caso 
imaginario,  sino  sobre  los  bechos  concretos  del  caso  que  abora  hay 
que  decidir,  Pero  es  tal  la  inconsistencia  del  fundamental  error  de  ra» 
sonamiento  derivado  de  la  actitud  de  México,  que  su  abogado,  a) 
mismo  tiempo  que  niega  la  autoridad  de  cosa  juzgada  en  favor  de  los 
Elstados  Unidos,  afirma  la  posición  del  Sr.  Avila  é  invoca  la  doctrina 
de  res  jvdieala  argüida  en  favor  de  México  por  la  declaración  de) 
Sr.  Avila  en  su  nota  al  Ministro  de  México,  comunicada  por  éste  al 
Secretario  de  Estado,  respecto  á  que  el  efecto  de  la  sentencia  de  la 
Comisión  Mixta  fué  el  de  juzgar  y  arreglar  para  siempre  toda  cues* 
tión  relativa  á  la  oblignción  de  México  de  pagar  los  intereses  vencí* 
dos  y  por  x'encerse,  y  decretar  que  el  debate  quedaba  definitivanies- 
te  terminado.  De  esta  suerte,  en  el  momento  mismo  en  que  nuestro» 
honorables  opositores  atacau  la  doclrina  de  res  judicata  apoyan  y 
sostienen  la  propia  doctrina. 

Opino  en  absoluto  con  el  Sr.  Beernacrt,  respecto  á  que  hay  una  di- 
ferencia en  las  partes  de  forma  de  las  sentencias  dictadas  por  los  tri- 
bunales (jiio  ii(liniiiistr;tii  la  justicia  civil,  y  los  que  adíninistran  la  ley 
en  lii^laloi  i  a  y  los  instados  Unidos.  Pero  esta  diferencia  es  sólo  de  for- 
Uíu  y  su[MM  li(Mal.  lina  sentencia  se  compone  en  Inülaterra  y  los  EstadMS 
Unidos,  primero,  de  la  coniprubuciiHi  de  los  hcohos  en  litigio  entre  am- 
bas partes:  serruíido.  de  la  declaración  del  ti  ibunal  aplicando  la  Ipv  t 
los  lit'clios,  y,  tercer»»,  liel  fjillo  final  ó  parle  resolutiva  de  la  sí  iiteit' , 
Kn  las  sentencias  «Ip  derecho  civil,  las  decláracionesde  ley  y  los  hecli  b 
esfán  combinado^  'mi  los  -^oonsHlcraiKlos »  soi/iiidos  por  la  sciitenc!:i 
liiial.  Por  eso  pucdi'  fifcii'se  (pío  eiilre  las  s»"^iiltMicias  didatla'^  por  1"-^ 
trilMiiialrs  il»^  (icrt'cho  rivil  y  (■(tiiiúii  no  hay  sino  una  diferencia  d-^ 
fitrina.  una  (iivi-ión  entre  los  considerandos  ó  « motivos  objctivos>  del 
fallo  y  la  i»ai  te  dispositiva  dt'I  nusino.  Pero  no  es  la  íorma,  sino  h*. 
esencia  de  las  cosas,  lo  que  un  tribimal  debe  tener  en  consideración. 
En  ambos  sistemas  es  el  mismf)  el  principio  que  expresa  la  razón  vi- 
tal de  la  autoridad  de  la  res  judicata  — ó  sal>er,  queen  el  interés  ge- 
neral está  que  haya  un  fin  para  los  litigios. 

Suplico  á  los  ilustrados  ár!)ilros  se  me  pernnta  añadir  que.  lo  que 
se  designa  como  «motivos  ol<jc!ivos»  ó  considerandos  de  la  sentencia, 
incluye  en  ciertos  casos  los  hech(»s  decisivos,  así  como  la  aplicaciiin 
jurídica  de  la  ley  á  los  hr<  hos,  formando  ambos  las  premisas  del  si- 
logismo, de  las  que  se  deduce  lo  que  se  establece  en  la  parte  dis- 
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p08ili7a  de  la  aentencia  final.  Estos  «matÍTOs  objetivos»  forman  parte 
integrante  de  la  sentencia  y  están  incluidos  en  la  cosa  jabada,  inde- 
pendientemente del  hecho  de  que  el  juez  haya  tenido  6  no  razón  al 
comprobar  los  hechos  y  aplicar  la  ley. 

Pero  en  el  derecho  común,  el  juez  se  desvía  con  frecuencia  en  el 
enrso  del  litigio,  de  la  consideración  directa  del  caso  que  tiene  en  tela 
de  juicio,  y  rerisa  circunstancias  y  precedentes  más  ó  menos  análo* 
gos,  y  emite  opiniones  más  ó  menos  acertadas;  pero  desde  el  momento 
en  que  se  emiten  como  una  simple  ilustración  de  los  hechos  y  no  her^ 
manan  con  la  decisión,  se  califican  como  simple  «dicta»  y  no  tienen 
autoridad  obligatoria  ni  como  res  Judicata  ni  como  antecedentes. 
Según  yo  interpreto  á  los  autores  de  texto,  estos  «dicta»  correspon- 
den á  los  «motivos  subjetivos»  del  derecho  común.  El  Sr.  Beernaert 
señala  uno  por  uno  de  lo.s  pasos  sucesivos  del  tribunal  en  funciones, 
y  arííuye  que  sólo  al  llegar  á  hi  í;tón  tina!  del  juieio.  al  dictar  la  sen- 
tencia  definitiva  es  cuando  eljuez  pasa  ¡1  la  categoría  de  autoridad  púlíli- 
ca;  pero,  según  nuestro  entender,  el  juez  está  investido  de  autoridad 
pública,  al  nivestigar  los  bechos  decisivos  y  al  aplicar  la  ley:  investido 
déla  misma  autoridad  al  pruuiinciar  la  senieuuia  ünal,  y,  por  Ut  tanto, 
citando  las  palabras  del  distinguido  abogado  Sr.  Beernaert,  «Cuando 
el  juez  ba  pasado  á  la  categoría  do  autoridad  pública  su  sentencia  es 
absolutamente  obligatoria. « 

Si  al  atacar  eí'ecto'^  jiirídicos  de  la  «res  judicata  •  (lct)O  hacofse 
una  (listiurión  entre  las  .sentenfias  dictadas  |>or  tribunales  do  de- 
recho civil  y  los  de  derecho  común,  permítaseme  liarer  observar  (¡uo 
el  laudo  principal  de  la  Comisión  Mixta  fué  dictado  primeramente 
por  el  Comisionado  americano,  Sr.  Wadsworlh.  y  después  por  el  arbi- 
tro, Sir  l'Mwíirl  Tbornton,  no  tan  sólo  en  la  forma  nprobada  para  las 
sentencias  de  derecho  común,  sino  en  la  forir.a  usual  del  fallo  inter- 
nacional, y  que  si  se  apoya  el  argumento  de  nuestro  honorable  oposi- 
tor, haría  absolutamente  inpracticable  para  los  fallos  internacionales 
la  doctrina  de  «res  judicata»;  fallos  que  en  vista  de  las  susceptibilida- 
des de  las  partes  litigantes,  se  limitan  frecui^ntemente  á  la  parte  re- 
solutiva de  la  sentencia. 

En  el  curso  de  su  argumentación  ha  dicho  el  distinguido  abogado 
refiriéndose  al  primer  arbitraje;  «Mostradnos  las  conclusiones  ó  me- 
morial en  que  hayáis  dicho:  «No  reclamamos  interés  por  veinticinco 
años,  sino  por  toda  la  vida!»  Demostradnos  de  qué  manera  podría  el 
juez  decidir  una  demanda  que  nunca  habéis  formulado.» 


608 


Fondo  Piadoso  db  las  Calíforkias. 


La  obligación  de  México  de  pagar  intereses  está  evidenciada  y  de- 
clarada  en  sus  propias  leyes,  y  así  fué  reconocida  por  la  Comisióo. 
Entonces,  pregunto  á  mi  yez,  demostradnos  cómo  y  cuándo  fué  eztia- 
guida  la  obligación  de  pagar  intereses  anuales.  Intentarán  nuestros 
honorables  oponentes,  vindicar  ante  este  tribunal  algún  subsecuente 
acto  de  confiscación? 

Apelo  á  la  indulgencia  del  tribunal  para  presentar  un  «motivo  sub- 
jetivo,» una  opinión  individual  mia,  una  razón  por  la  que  no  se  ba  ei- 
tingutdo  esa  obligación  de  pagar  intereses  anuales.  En  Febrero  t7  de 
1634»  se  celebró  una  convención  entre  España  y  tos  Estados  Unidos, 
por  la  que  estos  últimos  convinieron  en  cancelar  los  créditos  de  sus 
ciudadanos  por  perjuicios  ori^^inados  por  la  captara  y  confiscación  de 
los  buques  y  cargamento  de  los  ciudadanos  americanos,  por  los  agen- 
tes del  (lobierno  español  durante  las  guerras  provenientes  de  la  insii- 
rroeci()?i  de  sus  colonias  americanas.  Se  convino  en  que  dichos  cré- 
ditos mont:ilt;ui  á  S()()(),()0().  y  que  Kspaña,en  lugar  de  pagar  el  monto 
de  :it[iirllns.  !()s  inscribiría  en  el  gran  lihro  de  su  doudii  coii^oluiuihi  y 
pagaría  una  vt-nta  perpetua  sobre  ell«»s.  :il  tipo  del  cnico  pur  ciento 
anual,  y  que  el  <  iohierno  de  los  Estados  IJindos  distríbnn  ía  dichas  ren- 
tas equilativaineiitr-,  entre  los  ciudadanos  que  tuvieran  dereclioá  ella». 
Así  pues,  en  lu^rtr  de  jinírar  una  indemnización  pecuniaria  por  lacón- 
fiscaci'in  «le  l;i  ya  expresada  pr*)|iiedad,  España  determinó  pagar  una 
renta  perpetua  sobre  aquélla.  Si  durante  el  período  de  veintiún  años 
que  siguió  á  la  feelia  de  dicho  tratado  se  hubiera  rehusado  el  n<>bierno 
español  n  pngnr  diehas  rentns  y  la  eue-ti(')n  relativa  á  la  obligación  en 
(|ue  t  sfalta  d*'  hacerlo  se  hid^iera  somcdidí»  á  un  tribuna!  internacio- 
nal (jue  hubiera  decretado  el  pngo  de  aquellas  renta-  birante  los  vein- 
tiún ;iños  mencionados,  podría  alegarse  que  por  haber  faltado  Ks^'nña 
posteriormente  á  su  compromiso,  y  someterse  el  caso  al  arbitraje  in- 
ternacional, el  Gobierno  de  los  Estados  Enidos  estaría  obligado  á  prf> 
mover  nuevamente  la  misma  transacción?  ¿No  podría  invocar  acer- 
tadamente la  aplicación  del  principio  de  res  jufliccUa,  siendo  la  obli- 
gación que  iiabía  sido  determinada  en  el  primer  caso  exactamente  la 
misma  que  daba  origen  á  la  demanda  interpuesta  en  el  segundo?  Pro- 
pongo este  caso  como  una  ilustración  como  un  «motivo  subjetivo»  I 
no  como  un  «motivo  objetivo,  >  para  la  decisión  del  asunto  que  se  en- 
cuentra ahora  ante  el  tribunal. 

Finalmente,  el  ilustre  abogado  de  la  parte  contr.irta  admite  franca* 
meo  le  que  los  motivos  ó  considerandos  de  la  sentencia  tienen  cierta 
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importancia,  y  pueden  considerarse  como  determinantes  de  la  parte 
resolutiva  de  la  miama  y  dándole  su  verdadera  consecuencia.  Este 
lenguaje  aparece  vago,  y  es  necesario  definirlo.  ¿Qué  debe  entender* 
se  por  «dando  á  la  sentencia  su  verdadera  consecuencia ?>  Lamento 
que  el  dislihguido  abogado  no  haya  ilustrado,  con  la  luz  de  su  claro 
talento  el  alcance  ó  signilícado  de  la  frase:  los  verdaderos  efectos  de 
la  sentencia.  La  sentencia  y  el  sígniñcado  de  la  sentencia  son  una 
misma  cosa.  ¿Qué  parte  litigante  inquiriría  acerca  del  si^^niricado  de 
la  sentencia?  ¿Porqué  formular  dicha  pregunta?  ¿Con  qué  objeto? 
¿Cui  bono?  Formular  la  pregunta  es  conlestarla, 

Pero  en  ta  armadura  de  Aquiles  &e  encontró  un  punto  vulnerable; 
y  el  ojo  avisor  del  honorable  abogado  descubrí*)  uno,  solamente  un 
¡•mito  que  encuentra  viilnerableen  la  armadura  de  la  c/í(?6"t'///|/ee.  Esto 
putilu  se  dice  ser  la  (alta  de  identidad  de  objetos  en  los  dos  juicios;  y 
se  declara  que  la  armudin-i  está  abierta,  purque  el  primer  jiiiíMo  fué 
por  veintiuna  anualidades  y  el  sef;uiido  por  treinta  y  tres;  <»  rn  otras 
palabras.  pv»rqutí  el  priiucr  veredicto  no  decretó  la  perpeLuiiiad  <iol  de- 
recho, de  ínnnera  de  incluir,  como  partes  de  un  todo,  el  íuterétí  ya 
vem  iílo  y  el  inter.'s  no  ve»»cido  aún  y  todavía  no  cobrable. 

SiH  Imíwaut  Fky. —  ¿No  son  Ik»  años.  <eñup  l*rocuriidüi'? 

Su.  Mc.Kni:mny. —  rrenila  y  tres  aiius,  es  cierto, 

Sr.  Pknfikli).  — Kslov  cilando  al  Sr.  Heernaert,  si  el  honornliie  ár- 
bitro  no  haya  inconveniente,  y  el  Sr.  Iteernaert  ha  dicho  (pie  el  pri- 
mer litigio  fué  por  21  anualidades,  y  el  presente  por  i{2  anualidades. 
En  realidad  es  por  33,  pero  esto  no  tiene  importancia. 

Siii  Edwart  Fry. — Realmente,  no  tiene  importancia,  pero  creía  que 
eran  33. 

Sn.  Penfield. — No  tiene  importancia  para  el  objeto  del  argumento. 
Por  lo  que  hace  á  esta  declaración  del  honorable  abogado,  parece  ha- 
ber fai  ta  de  precisión  en  cuanto  á  hecho  y  mala  interpretación  en  cuanto 
¿  derecho. 

El  Tnemorial  del  primer  litij^'io,  declaró  que  *á  consecuencia  del  de- 
creto de  venta  y  capitalización  de  propiedades  expedido  por  el  Presi- 
dente provisional  de  dicha  República,  fechado  el  24  de  Octubre  de  1842, 
la  mencionada  República  de  México  tomó  á  su  cargo  y  prometió  pagar 
intereses  sobre  dicho  capital  al  tipo  del  seis  por  ciento  anual  «en  lo 
de  adelante;»  tales  son  los  términos  del  memorial;  y  la  frase  «^en  lo  de 
adelante,»  inadecuada  é  ilimitada,  incluye  todo  tiempo  y  asegura  la 
perpetuidad  de  la  obligación.  £1  árbitro,  en  su  decisión,  (Transcripta 
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páj^s.  607  y  608),  estableció  que  el  Gobierno  español  se  convirtió  en 
comisario  del  L'oudo,  inaiiiíieslaincnte  con  todos  los  deberes  y  obliga- 
ciones iiiberentes  á  él;  que  México  sucedió  al  (lobierno  español  en  la 
comisión  y  declaró  que  al  ¡tsinnir  el  Gobierno  el  cuidado  y  adminis- 
tración del  Fondo  j'iadoso,  era  con  el  jtro[)(')sito  expreso  de  ciütiplir 
escrupulosaiiieiite  los  tines  que  se  iiropusiérati  los  fundadores,  y  ♦•su-? 
fines  eran  eternos  jior  su  naturaleza.  Asi,  pues,  la  cuestión  íué  co- 
metida al  árbitro,  quien  declafí)  que  la  oblii^jación  contraída  era  per- 
petua por  sn  naturaleza.  Con  relación  ú  este  punto,  me  referirt'  t;nn- 
bit'  n  al  inoinorinl  del  Sr.  Doyle,  páj?.  14.  y  á  la  declaración  del  Sr.  Avila. 
(Transcript,  jiá;:.  6t(),  sección  156). 

Va\  punto  H  derecho,  una  sentencia  sobre  reanudación  de  piíjo*!  de 
intereses  ó  rentas  vencidos,  tiene  el  eíecto  de  establecer  el  dcrccln» 
dereanutiaciini  del  jiajiode  rentasó  int(>reses  subsecuentes  den  vados  de 
la  obligación  en  cuestión,  por  haber  sido  establecidos  jurídicainentela 
existencia,  naturaleza  y  monto  de  la  mencionada  obligación.  Los  ac- 
tos pueden  ser  sucesivos  y  múltiples  en  forma,  pero  no  son  diferentes 
en  su  carácter  jurídico  esencial,  pues  todos  y  cada  uno  de  los  derechos 
de  acción  demandados  sucesivamente,  dependen  de  la  misma  obliga- 
ción y  hay  por  lo  tanto  absoluta  identidad  de  objetos  en  los  litigios 
sucesivos. 

Con  este  motivo,  cito  á  Chand  sobre  res  judicata,  sección  28,  pá- 
gina 40,  que  dice  que  «la  identidad  del  asunto  en  litigio  se  aplicará 
aun  cuando  el  punto  á  discusión,  el  objeto,  la  compensación  y  la  causa 
de  la  acción  sean  diferentes.»  Y  en  la  pág.  46  dice  que  si  el  deinnn- 
dante  es  condenado  por  una  sentencia  que  niega  su  titulo,  «no  puede 
Yolver  á  tratar  la  misma  cuestión  de  título,  litigando  para  obtener 
compensación  por  un  crédito  derivado  subsecuentemente  de  ta  misma 
obligación.»  El  texto  de  las  págs.  50  y  51  es  en  el  sentido  de  que  ta 
rea  judiccUa  no  es  anulada  por  un  cambio  en  la  forma  de  la  acción: 
y  al  final  de  la  pág.  65  declara  que  la  res  fudicaia  abarca  puntos 
esenciales  á  la  primer  sentencia. 

Nuestros  opositores  ban  declamado  con  cierta  yebemencia  contra 
lo  que  llaman  «rentas  perpetuas,  servidumbre  perpetua  de  México,  la 
túnica  de  Nesus,  que  no  puede  desprenderse.»  De  esta  manera  su  men- 
te, como  la  del  Sr.  Ávila,  confiesa  los  verdaderos  efectos  de  la  senten- 
cia, mientras  que  sus  palabras  combaten  su  más  íntimo  pensamiento. 
La  correspondencia  diplomática,  (apéndice  del  Transcript,  pág.  50. \ 
demuestra  que  el  Embajador  de  los  Estados  Unidos  en  México  recibió 
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el  18  de  JnUo  de  1901  instrucciones  del  Secretario  Hay,  para  sugerir 
ó  formular  un  arreglo  del  asunto,  medíante  un  convenio  hecho  una 
vez  por  todas,  respecto  al  crédito.  Quedó  abierta  la  puerta  para  un  con* 
Tenio  final  y  para  el  arreglo  de  los  intereses  anuales  ó  rentas  perpe- 
tuas como  nuestros  contrarios  les  llaiimn,  y  México  nunca  respondió 
en  sentido  alíjuno  al  ofrecimiento.  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
ha  sido  no  solamente  justo,  sino  hasta  generoso  hacia  México,  como 
]')  demuestra  su  conducta  en  el  asunto  Weil  y  La  Abra.  ¿Es  ésta,  por 
ventura.  la  túnií-a  do  Ncsus? 

Eti  apoyo  de  esta  parte  del  arjjumenLo,  invoco  las  siguientes  propo- 
sit'i{)nos: 

Primera.  Un  fallo  iutoriiacional  tiene  la  autoridad  de  res  juflícata. 

SfeíTunda.  Dicho  falh)  incluye  todos  los  motivos  objetivos  ó  consi- 
derandos sobre  los  rjup  '-o  pronuncia  la  sentencia  final.  V)a  esta  ma- 
nera, ¡rícluye  tantas  sentencias  distintas,  cuantas  son  las  l>,(sos  esen- 
ciales de  hecho  y  derecho  incluidas  en  la  sr  i  f  n  'ia  final,  de  la  misma 
manera  que  la  conclusión  en  nn  silorrismo,  nnphca  c  incluye  necesa- 
riamente las  i^reuiisas  tnayor  y  tueuor.  Para  llegar  fi  una  sentencia, 
tenemos  que  razonar,  y  no  podemos  razonar  sino  de  acuerdo  con  las 
formas  y  leyes  del  pensamiento.  Por  eso  procedemos  paso  .4  paso,  de 
premisa  en  premisa,  de  he  ího  y  de  derecho,  hasta  llej^ar  á  la  conclu- 
sión, que  es  la  declaración  formal  de  la  última  verdad  deducida  de  las 
premisas,  que  deben  .ser  verdaderas  ambas.  La  sentencia,  jior  eso.  in- 
cliiye  la  parte  resolutiva  y  todos  las  orgánicas,  y  constituye  de  hecho 
todas  las  sentencias  distintas  resumidas  y  denominadas  por  dicha  pa- 
1  tlira,  de  igual  manera  que  todas  las  razas  de  hombres  están  resumi- 
das y  denominadas  en  el  s(»lo  vocablo  de  «hombre.» 

En  apoyo  de  estas  teorías,  me  redero  á  las  autoridades  citadas  en 
el  mennorandnm  formulado  en  favor  <le  los  Estados  Unidos,  páginas 
49-54,  y  á  la  réplica,  pág.  4  y  notas  de  ia  pág.  7. 

A  la  luz  de  las  proposiciones  anteriores,  ¿qué  es  lo  que  fué  estable- 
cido y  decretado  por  el  laudo  de  la  Comisión  Mixta? 

Primero,  que  en  punto  á  hecho,  el  Gobierno  mexicano  tenia  en  su 
poder,  en  1842,  cierta  suma  de  dinero,  cuyo  monto  fué  fijado  por  el 
laudo.  SegundO|que,comocuestión mixta debecho  ydederecho,  México 
estaba  obligado  á  pagar  un  interés  anual  «en  lo  de  adelante»  sobre  di- 
cha suma,  al  tipo  de  seis  por  ciento.  Tercero,  que  en  punto  á  hecho, 
los  intereses  Tcncidos  de  1848  á  1869  quedaban  adeudados  é  insolu- 
tos por  el  Gobierno  de  México.  Cuarto,  que  en  punto  á  hecho,  el  Go- 
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bierno  de  los  Estados  Unidos  habla  demandado  á  México  por  el  |iago 
de  estos  intereses  vencidos ;  y  que  como  cuestión  mixta  de  hecho  y  de  i 
derecho,  el  primero  de  dichos  Gobiernos  había  sido  perjudicado  por  la 
falta  de  pago  de  dichos  intereses,  estando,  de  esta  manera,  autorizado 
á  reclamarlos  en  favor  de  sus  ciudadanos  perjudicados,  cuya  causa 
había  adoptado  y  hecho  propia. 

Todos  los  elementos  constitutivos  de  la  sentencia,  todas  las  «iden- 
tidades» mencionadas  por  el  Sr.  Beernaert,  concurren  aquí,  á  saber: 
identidad  de  parte  y  de  capacidades  en  las  que  las  niencionadas  par- 
tes demandan  y  son  demandadas,  esto  es,  el  Gobierno  de  los  Estado* 
Unidos  y  el  Gubierno  do  i\K'.xico;  identidad  de  causa,  es  decir,  la  obli- 
gación de  México  de  poner  á  los  Esladds  1  nidos,  en  representación  de 
sus  ciu(l!idan(ís.  ni  posesión  de  ius  derechos  de  las  propicdailes  relf?- 
nidas:  v  identidad  de  demanda  y  sentencia,  á  saber,  por  el  monto  adeu- 
dado y  no  pa;::idoque  resulta  de  una  simple  típeración  aritnirtica.  <  iiv - 
elementos  todo??  están  incluidos  en  la  sentencia.  /'/  a  rfuin  rsf  (¡uo  i 
redcli  certunt  prole^t.  Por  eso  las  bases  de  la  presente  deniaiiila  fi¡r 
ron  eonsideradas  y  determiiiíulas  judiciahnenlc:  uo  menos  <pit'  si  l;t 
í'omisiiMi  Mixta  hubiera  senlíMiPÍndo  íormahiicnte  sf)bre  i-ada  i>urit"> 
en  |>arli(Milar.  1.a  (loinisión  Mixta  de  bsTó  no  hubiera  podido  dictur 
el  laudo  ünal  (pie  einilit),  si  el  (jobierno  de  los  Estados  Cuidos  no  hu- 
biera demandado  al  (lobierno  de  México  y  si  la  misma  Comisión  no 
hubiera  dictaminado  que  los  Estados  Unidos  habían  sido  perjudicados  . 
por  México.  La  misma  Comisión  no  hubiera  podido  determinar  dicho 
daño  ni  en  el  monto  del  mismo,  sin  decretar  la  obligación  perpetua,  | 
y  el  monto  de  intereses  vencidos  cada  afio  y  el  monto  total  derivado 
é  insoluto  desde  1848  basta  1869;  y  no  hubiera  podido  determinar  el 
monto  de  los  intereses  vencido»  cada  año,  sin  comprobar  y  establecer 
el  monto  del  capital  y  el  tipo  de  interés  que  redituaba. 

Respecto  á  los  efectos  de  cada  una  de  estas  sentencias  en  particu- 
lar, invocamos  la  aplicación  del  principio  de  resjudicaia^  por  cuanto 
entre  los  dos  gobiernos,  están  decididos  judicialmente  y  para  siempre 
la  cueslidn  relativa  al  monto  del  capital,  el  tipo  de  interés  que  redi- 
túa, el  monto  de  los  intereses  vencidos  cada  año,  la  obligación  en  que 
el  Gobierno  Mexicano  está  de  pagar,  y  el  derecho  de  los  Estados  Uni- 
dos para  cobrar. 

En  las  «Conclusiones»  formuladas  en  favor  de  México  por  los  Sres. 
Beernaert  y  Delacroix,  se  alega  que  el  principio  de  res  judicaia  do 
puede  ser  aplicado  en  el  caso,  porque  el  laudo  pronunciado  en  Wh 
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y  pinanarlo  de  una  Comisión  Mixta,  ¡nvt^slidu  tan  sólo  de  autoridad  ar- 
bjtr.'il.  V  ol  poder  do  los  arbitros,  procedente  tan  S'')lo  del  eonsenti- 
niienlo  de  las  partes,  son  liniilarlos  por  oi  maiulato  partienlar  deque 
dimanan,  y,  por  lo  tanto,  no  pueden  constituir  una  adjudicación  an- 
terior. 

El  efecto  do  o-^fo  nrjiiiinoiito.  tiondo.  on  suma,  á  Tioír.'ir  al  principio, 
do  rfs  fffrft'r((f(i  toda  ícicÍími  al  .\rl)itraic  lnforiiar-i.)iial ;  y  como  ha 
sido  (Íprno<tra<io  |)<>r  el  Sr.  Kalslon,  está  en  ('oiifli''t')  con  ol  com^nRiis 
íTPnoral  do  la  <»i)itn'ón  do  los  publicistas  de  autoridad  reconocida,  i. a 
negación  de  la  aplicación  de  la  menrionada  doctrina  á  los  fallos  inter- 
nacionales, privaría,  en  verdad,  al  derecho  de  lus  naciones  de  uno  de 
PUS  má-?  provechosos  y  benéficos  principios,  siendo  sumamente  perju- 
dicial al  desarrollo  del  mismo  derecho,  así  como  A  la  formación  y  pre- 
servación de  las  relacior)os  pacificas  de  los  Estados,  relaciones  que  el 
mencionado  derecho  tiende  á  promover. 

Qué  se  implico,  entonces,  del  hecho  de  someter  un  caso  al  Arbitraje 
Internacional?  F-^táo  las  partes  lilíj^antes  en  lihcrtail  para  atacar  el 
fallo  después  de  tiaber  oiorj^ado  al  tribunal  amplia  jurisdicción  para 
rendirlo?  No  consienten  de  antemano  en  acatar  la  sentenctaf  y  no  so- 
lamente acatarla,  sino  aceptar  todas  las  consecuencias  judiciales  in- 
herentes á  ella?  Estas  con.secuencias  son  una  parte  tan  intei^rante  de 
ta  sentencia,  como  lo  son  las  bases  fundamentales  sobre  las  que  se 
dicta.  El  laudo  en  cuestión  debe.  pues,  tener  sus  efectos  jurídicos  com- 
pletos, y  el  paRO  relativo  es  sólo  uno  de  dichos  erecto.s.  Si,  desgraeia- 
damente,  apoyara  este  Honorable  Tribunal  el  argumento  en  cuestión, 
entonces  se  sefrulría  lógicamente  que  si  la  Comisión  Mixta  hubiera  dic- 
taminado en  el  primer  caso  en  contra  de  los  Estados  Unidos,  este  úl- 
timo país  hubiera  estado  desde  luego  en  libertad  de  promover  un  nuevo 
litigio  por  los  mismos  intereses  que  fueron  asnnto  del  primero,  y  en 
el  segando  litigio  podría  invocar  el  principio  cuya  sanción  os  pide  ahora 
México. 

La  aplicación  de  dicho  principio  es  apropiada  en  este  caso,  7  nos- 
otros la  invocamos  porque  estáis  expresamente  autorizados  para  apli- 
carlo: |n)i  (jiie  es  justo  y  obra  recíprocamente,  y  oblij^  de  la  misma 
manera  á  ambas  partes,  ya  sea  que  j^anen  ó  pierdan.  No  abusaré  de 
la  indulgencia  de  este  Honorable  Tribunal  pasando  una  extensa  revis- 
ta á  las  autoridades  ya  oiladas:  pero,  con  el  objeto  de  ilustrar  nues- 
tro toma,  {)eriiiita>eino  suponer  (pie  el  laudo  dol  ;irbilro  hubiera  sido 
iavorable  á  México  contra  los  Estados  Unidos.  El  tiobierno  de  este 
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Último  país  no  hubiera  vuelto  á  presentar  esa  demanda,  ó  la  que  ahora 
sosteneuios,  convencido  de  que  la  cuestión  de  responsabilidad  había 
quedado  dilucidada  por  aquella  decisión:  pero,  si  pudiéramos  suponer 
el  caso  tan  improb.iblr'  de  los  K.sladu.s  Ihiidüs  que  liubierau  fonuulado 
nuevamenlo  la  pi  iniera  ó  la  presente  demanda,  y  que  ésta  sesujetini 
al  actual  protocolo,  figurémonos  cuál  sería  la  posición  del  Gübierni. 
de  México.  r,N<»  hubiera  sostenido  que  la  cuestión  de  responsabili<bl 
había  quedado  detiuida  para  sitíin|)re  cu  favor  de  México?  Hubiera,  por 
ventura,  alegado  que  los  apuntos  que  entonces  estuvieron  en  litigio r 
fueron  decididos  (jucdaban  de  nuevo  á  discusión?  Si  los  argumento? 
que  aluH-n  lorninla  México  son  válidos,  destruyen  el  principio  vital  de 
res  jiidtcdía,  ó  mejor  dicho,  no  existirá  tal  principio,  que  quedará 
entonces  reducido  á  la  licclaración  del  simple  hecho  de  que  un<i  vpzsf 
estableció  que  determinada  cantidad  de  dinero  se  debía  (')  no  por  uisa 
parte  á  otra.  Si  el  ar<rumento  en  cuestión  fuese  válido,  las  declaracio- 
nes y  exposiciones  del  principio  contenido  en  tantos  libros  de  texto 
sería  una  palabrería  sin  sentido.  La  sentencia  de  un  tribanal,  como 
la  conclusión  de  un  silogismo,  descansa  sobre  premisas,  sin  la^;  cua- 
les no  podría  llegarse  á  ningana  conclusión,  y,  por  lo  tanto,  á  ningu- 
na sentencia.  Por  eso  el  arrúmenlo  de  nuestros  honorables  oposito- 
tores,  prueba  demasiado,  desde  el  momento  en  que.  sí  algo  prueba, 
que  jamás  se  ha  dictado  sentencia  alguna.  FJ  mi.smo  argumento  sin 
embargo,  reducido  á  su  último  análisis,  es  simplemente,  en  sus  efectos 
un  ataque  directo  contra  el  laudo,  por  error  supuesto  del  árbitroen 
su  apreciación  de  la  ley  y  de  los  hechos. 

Nosotros  invocamos,  por  lo  tanto,  la  aplicación  de  dicho  principio< 
aun  cuando,  como  lo  demuestran  las  pruebas  presentadas  al  tribunal, 
el  laudo  haya  sido  dictado  por  una  suma  menor  de  la  que  justamente 
tenemos  derecho  á  reclamar.  Pero  es  mucho  más  importante  por  90 
influencia  sobre  el  derecho  internacional,  y  por  lo  tanto,  sobra  el 
bienestar  de  las  naciones,  el  hecho  de  que  en  esta  ocasión  en  la  que 
el  presente  Honorable  Tribunal  determinará  solemnemente,  por  prime- 
ra rez  en  la  historia  de  las  naciones  los  efectos  jurídicos  de  una  seoteit' 
cia  internacional  la  decisión  á  que  se  llegue  esté  de  acuerdo  con  snnw 
principios  académicos,  sosteniendo  no  solamente  la  máxima  de  lo$ 
tribunales  locales  de  que,  en  interés  del  Estado  debe  haber  un  fin 
en  el  litigio  de  las  cuestiones  pendientes,  sino  (pie  inferesi  genHImt 
ómnibus  td  Ínter  civiUUis  omnes  Hi  finís  lítiunij  está  en  el  ieteré» 
y  bienestar  de  todas  las  razas  que  haya  un  fin  de  controversia  entre 
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todos  las  naciones.  En  el  elocuente  alegato  del  abogado  que  abrió  la 
defensa  de  México,  Sr.  Detacroix,  se  dice  que  « no  hay  misiones,  no 
puede  haberlas  en  el  libre  suelo  de  América;  menos  todavía  en  los 
Estados  Unidos,  donde  la  libertad  de  conciencias  es  ahora  completa  y 
absoluta,  (^ue  en  el  México  actíial,  donde  no  sería  mas  fácil  establecer 
estas  instituciones  de  conquista  religiosa,  que  las  de  conquista  po- 
lítica.» 

Aunque  convengo  en  la  declaración  del  ilustrado  abogado  respecto 
á  que  en  los  listados  Unidos  de  América  hay  completa  libertad  de 
conciencia,  así  como  de  fo  y  cultus  roligiosos,  confien  que  la  conclu- 
sión deducida  de  ello  está  de  razón  y  de  hecho  en  rara  oposición  con 
lü  gran  verdad  contenida  en  la  proposición  general;  porque  en  dicho 
país  ha  consafrrado  su  Iglesia  la  Reliírión  Clatólico-Griega;  ioá  monno- 
nes  bu  templo;  que  allí  lainbiéu  han  consagrado  lugares  de  culto  al  Ser 
Supremo  los  anglieanos,  los  ^;ermano-luteranos,  lus  holandeses  refor- 
mados, los  menonitas,  los  luesbiterianos  y  multitud  de  sectas  y  reli- 
giones; y  cada  secta  se  ocupa  en  la  propagación  de  su  íe  según  sus 
medios  y  recursos  :  y  allí  también,  en  la  completa  separación  de  la  Igle- 
sia y  del  listado,  lloreciendo  y  avanzando,  y  construyendo  nuevas 
iglesias,  hospitales  y  escuelas,  en  las  (jue  las  en'^eñanzas  humanitarias 
están  unidas  á  las  piadosas,  la  Iglesia  Gatólico-Komana  mantiene  sus 
misiones  y  funda  otras  nuevas,  no  sólo  en  las  ciudades — en  Nueva 
York,  Chicago,  San  Francisco— sino  en  las  villas  y  pueblos  y  entre 
los  aborfrrenes  de  las  serranías. 

Como  lo  ha  sugerido  el  honorable  abogado  á  que  me  refiero,  nada 
tenemos  que  hacer  aquí  con  la  cuestión  de  revisión  de  la  historia,  si* 
no  con  su  instmccidn  sobre  la  interpretación  judicial  de  los  hechos 
decisivos  del  presente  caso;  y  felizmente  para  el  género  humano,  no 
es  ya  posible  hacer  alzar  nue?a  llama  á  las  extintas  cenizas  de  la  con- 
flagración de  pasiones  que  desde  el  XVI  hasta  el  XIX  siglos  se  exten- 
dió sobre  la  Europa  occidental,  y  poco  nos  ilustrarla  aqui  la  cuestión 
de  si  los  jesuítas  debieron  ser  conserrados  ó  expulsados. 

Lqos  de  nosotros  la  idea  de  manchar  la  memoria  del  Rey  de  Es* 
paña,  suponiendo  que  la  codicia  de  sus  riquezas  fué  el  motivo  que  le 
impulsó  á  desterrar  á  los  jesuítas;  ahora  menos  que  nunca  podría  jus- 
tificarse tal  motivo,  en  una  época  de  leyes  equitativas,  en  la  que  la 
prosperidad  presente  y  futura  de  todos  los  pueblos,  depende  de  la  pro- 
tección del  derecho  privado. 

La  expulsión  de  los  jesuítas,  como  está  demostrado  por  el  decreto 
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de)  Rey  de  España,  tuvo  por  origen  no  codicia  á  hastilidad  hacia  la 
Iglesia  católíca-romana,  ni  hacía  los  fandadores  de  las  misiones.  Es- 
tos inotiTos  fueron  indadablemeote  políticos  y  no  económicos.  Pero 
las  consecuencias  finales  de  la  íi^aria  arbitraria  infligida  al  derecho 

de  propiedad  particular,  deben  juzgarse  por  el  hecho  consumado:  y 
vamos  á  determinar  é  interpretar  los  efectos  jurídicos  inherentes  al 
hecho,  y  que  eran  conocidos  tanto  por  la  Corona  de  España  como  por 
el  ííobierno  de  México. 

No  me  parece  iiprupiado  seguir  ante  este  tribunal  al  elocuente  abo- 
gado en  la  discusión  de  los  acontecimientos  que  condujeron,  señala- 
ron y  siguieron  á  la  Hevoluí'i(»ii  francesa,  y  á  la  guerni  1m  u  r-o-nru- 
suma.  Tal  discusión  seria  iurnicliiosa  aquí:  y  no  me  parece  opoiiiiiio 
distraer  la  atención  de  este  honorable  tribunal  sobre  las  consecuea- 
cias  de  dicho  caso  (•(»ncrelo. 

('ada  cast»  t;s[»ei-iul  tiehe  decidirse  |)i>r  sus  propios  hechos,  y  no  por 
lo'^  hechos  .sui)iiesto,s  de  oli'o  iinatiinario  que  se  dice  análopro.  ¿Puede 
ser  de  acuerdo  con  el  espíritu  cieiitiíico  de  investigación  de  la  verdad, 
hablar  de  una  supuesta  analo^ría  conio  si  fuera  completa,  sin  una  pre- 
via y  amplia  infortnación  y  una  exacta  declaración  de  todos  los  hechos 
del  caso  supuesto?  Al  terminar  In  guerra  Franco-prusiana  se  impuso 
á  la  parto  vencida  una  multa  destinada  á  sufragar  los  {fastos  de  la  vic- 
toria. Al  terminar  la  guerra  entre  México  y  los  Kstados  Unidos,  no 
sólo  no  «e  impuso  al  primer  pnís  indemnización  alguna,  sino  que  por 
el  contrario,  los  Kstados  Unidos  le  pagaron  la  suma  de  $  15.000,(XN) 
por  la  adquisición  del  territorio  cedido,  y  los  dos  países  estipularon 
en  la  última  ciáusula  del  arU  8**  del  tratado  de  paz,  que  «las  propie- 
dades do  toda  clase  que  ahora  pertenecen  á  mexicanos  no  estable- 
cidos allí,  será  respetada  é  inviolable.  Los  propietarios  actuales,  y 
los  herederos  de  éstos,  disfrutarán  respecto  á  aquélla  garantías  tan 
amplias  como  si  dicha  propiedad  perteneciera  á  ciudadanos  de  los 
tados  Unidos.» 

Kao»  propietarios  están,  por  lo  tanto,  autorizados  á  invocar  todas 
las  garantías  de  la  Constitución  Federal. 

Por  lo  que  hace  á  sus  derechos  de  propiedad,  fueron  colocados  en 
un  terreno  de  igualdad  en  todos  respectos,  con  los  ciudadanos  naci- 
dos en  los  Estados  Unidos. 

Y  las  altas  partes  contratantes,  estipularon  además  en  el  arL  9" 
del  tratado  en  cuestión,  que  «los  mexicanos  que  en  el  territorio  (ce* 
dido)  indicado  no  conserven  el  carácter  de  ciudadanos  de  la  Repó- 
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bliiia  Mexicana  »  «sei-ún  iii(:*urj);)r:i(lu.s  á  lii  Unión  de  los  E.sla- 

dos  Unidos  y  admitiilos  (mi  tiempo  adecuado  (á  juicio  del  Con^íre- 
?o  de  los  Kstados  ITuidos)  á  disfru'ar  de  todos  los  derechos  de  ciuda- 
duii05  de  dicho  país,  de  acuerdo  eon  los  priii<H()ios  de  la  Gonstitnción; 
V  a!  mismo  tiempo.  ■>  serán  mantenidos  v  pi  utetíidos  en  el  libre  goce 
de  sus  propiedades.^  Nuestros  lionornhlcs  oposiloreís  aloíjan  que  ésto 
retiere  s(')lo  á  las  prítpiodades  ubicadas  dentro  de  la  jm-isdicción 
territorial  (h>  los  dos  Kstados.  l'or  el  eoiitrario,  el  Gobierno  de  los  Es- 
tados Unidos  se  imjtuso  (d  deber  deprote^rer  todos  los  derechos  dn  pro- 
piedad de  cualquier  género  que  pudieran  pertenecer  á  los  ciudadanos 
mexicanos  desnacionalizados,  y  el  beneficio  de  esta  estipulación  al- 
canza no  sólo  á  las  personas  indicadas,  sino  á  sas  herederos  en  ios  Es- 
tados Unidos;  así  pues,  si  algún  gobierno  extraDjero  no  alendo  parte 
en  el  tratado  hiciera  en  lo  de  adelante  algún  perjuicio  á  cualquiera  de 
los  derechos  de  propiedad  de  dichos  ciudadanos  ó  de  sus  sucesores  en 
intereses,  negándoles  el  goce  de  los  mencionados  derechos  al  retener 
el  pago  de  alguna  obligación  fiduciaria  ó  pecuniaria  establecida,  el 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos  está  obligado  por  el  mencionado  tra- 
tado á  proteger  y  vindicar  dichos  derechos.  ¿Es  este  compromiso  me- 
nos obligatorio  para  las  mismas  partes  contratantes?  ¿Estipula  acaso 
que  México  quedará  en  libertad  de  negar  á  los  interesados  el  goce  de 
estos  derechos  de  propiedad  reteniendo  Is  propiedad  misma?  A  me- 
nos que  el  tratado  no  contuviera  una  excepción,  por  las  estipulación 
lies  del  mismo,  asi  como  por  los  principios  del  derecho  internacional, 
el  Gobierno  de  los  £.stados  Unidos,  á  cambio  del  deber  de  fidelidad  de 
sos  ciudadanos,  les  debe  la  reciproca  de  protección  así  como  á  sua 
sucesores  en  intereses,  con  relación  á  la  privación  de  todo  derecho  de 
goce  de  propiedad  que  en  lo  de  adelante  pudiera  retenérseles  arbitra- 
riamente. Y  que  debía  la  misma  protección  á  los  entonces  obispos,  fué 
solemnemente  declarado  por  el  árbitro.  ¿No  tiene  el  mismo  deber  pa- 
ra con  sos  sucesores? 

El  honorable  abogado  de  México  pregunta:  «¿Qué  ley  hay  que  apli- 
car en  el  caso?»  Y  la  solución  propuesta  á  esta  pregunta  fué  nada 
menos  que  ésta: 

Primero.  Que  no  es  este  un  arbitraje  internacional,  sino  particular 

entro  fiudadanos  de  los  Estados  Unidos  y  el  Gobierno  de  México,  por- 
que el  Gobierno  de  los  Kstados  Urndos  litiga  simplemente  en  favor  de 
los  prelados  de  la  iglesia  do  Galifornia. 

h>^undo.  Que  este  bonorubie  tribunal  ha  sido  comisionado  en  lugar 
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y  si^bütituciún  (]e  los  tribunales  nioxieano.s,  uiioptaniio  las  mismiis  re- 
glas y  principios  que  hubioiaii  «loboi  iiado  las  decisiones  do  a(juello«.  ' 

El  carácter  de  e-^ta  proposición,  iiue  no  creo  sea  aceptada,  mrrei  e 
un  momento  de  consideración.  8i  esta  réjala  fuere  adoptada  por  lo?  i 
tribunales  iiiternacionalGs,  atacaría  los  mismos  rimicntos  de!  arbitraje 
internacional,  y  destruiría  uno  de  los  principales  objelos  de  la  (!on- 
vención  de  La  Haya.  Aquí  nos  querellamos  de  una  falta  de  justicia. 
Un  Estado  puede  ne<íar  justicia  de  muchas  maneras  diferentes  á  los 
subditos  de  otro.  Puede  hacerlo  por  la  prisión  arbitraria  de  su  perso- 
na ó  por  la  conliscación  de  su  propiedad.  Puede  hacerlo  por  la  deci- 
sión final  de  un  tribunal  de  última  instancia.  En  suma,  una  negativa 
de  justicia  incluye  cualquier  mal  ó  injuria  arbitraria  cometida  por  las 
autoridades  supremas  de  nn  f'^stado  contra  los  derechos  personales  ó  ' 
de  propiedad  de  un  subdito  de  oiro  Estado.  Si  se  aceptara  la  opioiÓD  i 
emitida  por  el  Sr.  Delacroix,  respecto  á  las  negativas  de  justicia,  le- 
sultantes  de  la  intervención  ó  arbitraje  internacional,  ¿cuál  sería  el  | 
predicamento  del  gobierno  ofendido  y  de  sos  súbditos  injuriados,  si  dd 
tribunal  arbitral  se  substituyera  simplemente  á  los  tribunales  locales 
que  niegan  la  justicia?  ¿Está  este  honorable  tribunal  obligado  á  Iqd- 
gir  en  logar  de  los  tribunales  locales  que  se  han  negado  definitifa- 
mente  á  hacer  justicia,  y  á  adoptar  sus  mismas  reglas  y  principios? 
Si  así  fuere,  ¿para  qué  tendría  que  intervenir  un  gobierno  en  ningáo 
caso?  ¿Para  qué  someter  á  arbitraje  lo  que  se  ha  determinado  ya  de  | 
una  manera  conduyente?  Enunciar  la  cuestión  es  resolverla. 

El  argumento  del  honorable  abogado  parece,  además,  no  estar  en  ar  ; 
moníacon  los  bien  determinados  principios  de  derecho  internacional.  ! 
Vattel  y  los  publicistas  europeos  en  general,  enuncian  la  doctrina  de  qae 
el  Estado  que  interviene  en  favorde  sus  súbditos  perjudicados  hacecatt- 
sa  común  con  ellos,  y  la  cootroversiase  sostiene  entonces  entre  el  Estado 
ofensor  y  el  ofendido.  Este  litigio,  por  lo  tanto,  lo  es  entre  los  Estados 
Unidos  y  México.  El  soberano  es  el  que  demanda  y  representa  colecti- 
vamente á  todos  sus  súbditos.  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  ha 
intervenido  y  representa  á  lodos  los  ciudadanos  que  han  sido  perjudi- 
cados por  la  falta  de  pago  del  crédito  que  se  litiga.  Un  gobierno  puede 
inieryeniv  sua  spatite,  como  varios  lo  li;in  hecho  en  el  pasado,  eu  tir- 
cunstaneias  de  lla;.M'aiite  perjuicio  á  sus  subditos  y  de  ofensa  al  honor 
nacional,  i'uede,  sin  pedimento*')  sujieslit')!!  de  iiinn;uno  desús  ciudada- 
nos, detuandiir  uua  satisfacción  inmediata.  roparaci(3n  y  compensación 
en  favor  de  aquellos  de  sus  subditos  que  han  sido  perjudicados. 
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El  Estado,  por  oí  simple  ar-to  do  intervciuíión  y  sumisión  de  la  causa 
al  arbitraje,  cancela  la  acción  particular  de  todos  y  cada  uno  de  sus 
súb  ütos  coiUra  el  Estado  ofensor,  por  un  perjuioio  cometido:  y  cuan- 
do la  iiidomnización  se  cobra,  el  soberanía,  ó  on  su  caso,  el  Presidente, 
por  conduelo  del  Secretario  do  Rstado.  liui  t-  la  distribución  de  acuer- 
do con  los  principios  del  dereciio  iiilernacioual  v  ''oii  el  elevado  es- 
píritu de  equidad,  dando  á  v^ada  ojudadam»  lo  (pie  le  (íorresponde.  Ksto 
fué  lo  (pie  se  hi/o  con  el  dinero  cobrado  en  virtud  del  primer  laudo, 
cuyas  pruebas  estárj  ante  el  tribunal.  t\»r  lo  tanto,  la  cuestión  rela- 
tiva á  (piién  ó  cuál  de  los  reelamnntes  se  presentó  ante  el  Departa- 
mento de  Estado,  ó  de  si  se  presentó  ó  no  redamante  alfiuno,  no  es 
a.suntode  este  tribunal.  Si  establecemos  por  tnedio  de  pruebas  el  per- 
juicio hecho  á  ciudadanos  de  los  Estados  Unidos  y  el  (lobierno  de  este 
país  toma  el  asunto  por  cuenta  propia,  vosotros  no  podéis  hacer  otra 
cosa  qae  determinar  si  el  Gobierno  de  los  £stados  Unidos  tiene  dere- 
cho  á  una  tndemnizaeíón  en  el  litigio. 

Es,  pues,  este  un  arbitraje  internacional  y  no  particular.  Ante  este 
tribunal  aparece  por  una  parte  todo  el  pueblo  de  los  Estados  Unidos, 
f ,  por  la  otra,  el  pueblo  de  México,  representados  por  los  agentes  de 
la  autoridad  .soberana;  y  á  menos  que,  como  .sostenemos,  gobierne 
vuestra  decisión  el  principio  de  res  judicata^  el  tribunal  tendrá  que 
decidir  si  la  reclamación  es  yálida  según  los  principios  de  derecho  in- 
ternacional f  de  justicia. 

La  opinión  en  que  está  basado  el  argumento  del  ilustrado  abogado 
de  México,  se  encuentra  en  la  obra  de  un  célebre  publicista.  Sr.  Car- 
los CaWo,  escritor  al  que  estamos  obligados,  por  su  gran  erudición  y  su 
valiosa  compilación,  y  del  que  sólo  con  el  más  profondo  respeto  pue- 
do hablar  ante  todo  tribunal.  El  Sr.  Calvo,  sin  embargo,  nació  y  cre- 
ció en  un  Estado  ó  continente  cuyas  controversias  han  sido  objeto  de 
seria  consideración  por  parte  de  los  publicistas,  y  algunos  de  los  prin- 
cipios declarados  por  aquél  pueden  considerarse  propiamente  á  la  luz 
del  medio  ambiente  en  que  fué  criado.  El  Sr.  Calvo  enuncia,  en  suma, 
como  un  principio  el  de  que  el  Estado  es  absolutamente  soberano  res- 
pecto á  sus  asuntos  interiores,  y  que  ningún  otro  Estado  tiene  dere- 
cho alguno  para  intervenir  en  ellos,  sea  cual  fuere  el  motivo.  Bajo  su 
carácter  de  máxima  iKilitica,  no  e.s  éste  lugar  y  caso  apropiado  para 
considerarla.  Pero  bajo  el  aspecto  de  principio  declarado  de  derecho 
internacional,  aplicable  á  In  intervenciiui  de  un  Estado  extranjero  para 
la  protección  del  derecho  de  sus  subditos  [>erjudicudo.s.  sería  una  de.s- 
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gracia  para  la  cansa  de  \ñ  justicia  en  el  mundo  oí^rMilont.il  incorpürar 
dicha  doctrina  como  uii  principio  en  el  derecho  de  las  naciones.  Si 
e.slc  ¡iríumcnto  se  consajrra  como  \n\  principio,  acaba,  nna  vez  por  to- 
das, con  el  derecho  de  un  Estado  para  protcfrcr  á  í*ns  sútxütos  contra 
los  actos  do  injusticia — cnahpiiera  (piesea  sn  carácter — cometidos  p^r  ' 
un  Instado  con  Ira  los  fiacionalos  de  otros:  y  el  ahandoiio  \)<^r  parle  doiin 
Kstndo.  del  deber  de  prote;ier  á  sus  súbditoH,  implica  la  pérdida  de  lo-  i 
d()  derecho  á  la  fidelidad  de  éstos. 

Tenfio  |iresente  y  rel'eriré,  con  la  venia  del  tribunal,  nn  caso  con- 
creto (¡ne  ilustra  de  manera  sorprendente  los  efectos  del  principio  que 
apova  el  ar^uuiontu  del  honorable  abogado,  y  que  fué  enunciado  pi>r 
el  Sr,  Calvo. 

Había  estallado  una  revoluciórí  en  un  Kstado  americano.  Vn  jefe 
militar,  obrando  bajo  la  dire(uí¡ón  de  la  suprema  autoridad  del  Esta- 
do, embarjTÓ  y  confiscó  los  muebles  de  un  ciudadano  de  los  Estados 
Unidos,  no  porque  el  ciudadano  en  cuestión  se  hubiera  hecho  culpa* 
b)e  de  algún  acto  i lejíul  ó  contrario  á  la  neutralidad,  sino  única  y  .sim- 
plemente ¡tara  objetos  militares.  £1  ciudadano  en  cuestión  apeló  á  su 
{(obierno  para  lograr  una  indemnización.  Una  ley  local  auloriz^ibii  el 
Becnestro  de  la  propiedad  y  enlablecía  (pie  los  comandantes  milita- 
res  que  tal  hicieran  con  determinado  iin.  deberían  extender  un  coco* 
probante  indicando  los  objetos  tomados,  y  lijando  su  valor,  y  que  con 
este  documento  debería  presenlarse  la  demanda  de  compensación  en 
un  corto  período  de  tiempo,  ante  los  tribunales  locales;  que  dichos 
tribunales  deberían  aceptar  el  mencionado  documento  como  prueba 
concluyente  del  valor  de  la  propiedad  coníiscadii;  la  misma  ley  estipa* 
laba  además,  que  el  reclamante  que  se  rehusara  á  aceptar  el  documea- 
to  extendido  por  el  comandante  militar  ó  no  presentara  su  demanda 
ante  los  tribunales  locales  dentro  del  tiempo  limitado,  perdería  sa 
derecho  á  la  demanda.  El  oficial  en  cuestión  estaba  de  esta  roanem 
investido  con  el  poder  de  confiscación,  y  en  el  caso  á  que  me  refiero 
extendió  un  comprobante  al  ciudadano  indicado,  por  sólo  una  cuarta 
parte  del  valor  de  la  propiedad  confiscada.  El  Secretario  de  Estado 
presentó  la  demanda  diplomáticamente  y  pidió  el  pago  de  una  indem- 
nización razonable.  Se  rehusó  á  acceder  á  su  demanda,  sobre  la  bsM 
de  que  la  pí opiedad  secuestrada  lo  había  sido  bajo  la  dirección  del 
jefe  del  Estado,  y  de  acuerdo  con  una  ley  local;  de  qne  todo  Estad» 
es  absolutamente  soberano  respecto  á  sus  apuntos  interiores,  y  de  que 
una  ley  local  prohibía  á  todo  ciudadano  extranjero  apelar  á  sn  gobí•^ 
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no  en  demanda  de  |>roteccíón,  y  en  este  concepto  se  alegó  que  los  Es- 
tados Unidos  no  podían  intervenir  adecuadamente,  y  se  rechazó  la  de- 
manda. 

Si  se  adoptara  el  argumento  enunciado  por  el  distinr;uído  abogado 
de  México  y  gobernara  las  relaciones  del  Estado  para  con  sus  «óbdi- 

los  residentes  en  suelo  extranjero,  entonces,  según  las  palabras  de  un 
Dotable  estadista,  las  autoridades  supremas  de  un  Cstado  podrían  le- 
salrnoiite  azular  al  iiiocenlo  .súl)  lito  de  otro  Estado,  sin  que  su  go- 
bierno pudiera  protegerle.  Su  único  remedio  sería  el  do  recurrir  á  los 
tribunales  locales,  cuya  regla  de  conduela  eii  la  negativa  de  justicia, 
.se  ha  prescrito  de  antemano  por  las  leyes  locales. 

Otra  de  las  defensas  interpuestas  por  nuestros  lioriorables  op()<ilo- 
res,  es  l:i  de  (pie  la  demanda  está  exceptuada  por  la  preseripcHui. 

Kn  punto  de  heehu,  este  arguiiíonto  está  excluido  do  vuestra  con- 
sideración por  ios  términos  del  protocolo.  Nuestra  res|>uesta  es  la  de 
que  no  puede  un  Estado  ne^'ar  á  otro  justicia  por  sus  estatutos.  Y  el 
Kstado  el  que  litiga  aquí.  Si  se  hidáera  inl(Mi*'ulo  invocar  esta  de- 
fensa, entonces.  se;iún  los  iiriiu-ipios  que  gobiernan  las  relaciones  de 
Estados  amigos,  se  hubiera  expresado  así  en  el  protolo. 

Nuestra  posición  respecto  á  este  argumento,  está  deíinida  en  el  ale- 
;;ato  del  Sr.  McEnerney,  págs.  5t>-58,  á  las  que  remito  al  Honorable 
Tribunal. 

Permítaseme,  sin  embargo,  adadir  que  formular  tal  argumento  en 
este  período  del  juicio,  es  una  sorpresa  para  nosotros.  Esto  no  se  in- 
dicó ni  se  sugirió  remotamente  en  el  curso  de  las  negociaciones  en- 
tabladas entre  ambos  gobiernos,  cocno  puede  verse  por  In  correspon- 
dencia diplomática.  La  única  objeción  hecha  por  el  Sr.  Mariscal  fué 
la  de  que  el  caso  en  cuestión  no  estaba  dentro  del  principio  de  res 
judicaia,  y  de  que  la  demanda  no  era  Justa.  Se  convino  por  los  dos  pai> 
ses  qne  al  someter  la  causa  al  arbitraje  ínteraaeional,  se  excluiría  todo 
tecnicismo  y  se  decidiría  únicamente  no  que  pudiera  inTocarse  la  pres- 
cripción contra  los  efectos  jurídicos  de  una  sentencia  anterior,  sino 
si  la  comprobación  de  hechos  f  responsabilidad  del  primer  caso  fué 
tal  que  pudiera  dirigir  la  determinación  de  hechos  y  responsabilidad 
en  el  presente  caso,  y  de  no,  si  la  demanda  era  justa. 

Nuestros  honorables  opositores  se  aferran  á  la  decisión  dictada  en 
el  caso  de  Nobile  vs.  Redman.  En  nuestro  concepto  no  puede  la  men- 
cionada decisión  determinar  el  presente  caso,  porque: 

Primero:  la  mencionada  sentencia  fué  dictada  por  un  tribunal  in- 
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ferior,  y  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  ha  fallado  en  otro 
sentido  un  caso  semejante* 

Segundo:  en  el  caso  ahora  sometido  á  este  Honorable  Tributml  no 
está  incluida  cue<?tión  alguna  respecto  á  la  capacidad  de  los  demao* 

dantes  para  litigar,  pues  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  representa 
aquí  á  todos  sus  ciudadanos,  en  toda  su  capacidad  le¿;ul  para  litigar: 
ya  sea  natural  ó  judicial;  ya  sean  corporaciones  públicas  ó  partícula- 
rcrf,  sepila  res  ó  eclesiásticas. 

Kn  este  punto  me  refiero  al  Tmiiacripf.  ¡«ags.  589,  593,  5Ü9  y  6(i^r 

El  protocolo  rtoojele  á  la  determinación  de  los  honorables  arbitros  h 
decisión  de  la  cuestión  relativa  al  monto  pecuniario  del  laudo  y  dt>  la  ino 
neda  en  que  debe  pagarse.  Se  alega  en  las  «conclusioaes^queel  pagü  ifl 
laudo  en  ort).  cosa  que  en  otras  circunstancias  no  hubiera  tenido  impur- 
tancia,  sería  ahora  ruinoso  para  México:  (jue  el  patrón  monelarinde 
México  e.s  cxplusivainentc  do  phita:  (pie  en  esta  moneda  fué  en  la  qm 
el  Kstado  recibió  los  (irofliiclos  de  las  ventas:  y  que  el  listado  debe  en- 
tregar sólo  una  [larte  de  h»  que  lia  recibido  y  eotno  lo  iia  recibido. 

Si  el  caso,  en  su  conjunto,  no  está  gobernado  por  la  autoridad  d»' 
los  princiosde  res  jiifUatta,  esta  cuestión  será  entonces  determinada 
por  el  Honorable  Tribunal, á  la  luz  de  las  consideraciones  justas  y  equi- 
tativas entre  las  partes,  y  consonantes  con  la  reputación, crédito  y  dig- 
nidad de  los  Estados  litigantes.  En  ausencia  de  pruebas  que  deinuev 
tren  en  qué  moneda  fueron  pagados  á  México  los  productos  de  la' 
ventas  por  los  compradores  de  las  [)ropiedades  en  cuestión,  no  esta- 
mos en  libertad  de  presumir  que  dichos  pagos  se  hayan  hecho  en  oro 
ó  plata,  ó  en  ambos  metales;  pero  la  depreciación  de  la  plata  en  re- 
lación con  el  oro  á  que  venimos  asistiendo  desde  hace  treinta  años,  es 
asunto  de  pública  notoriedad,  que  el  tribunal  tendrá  en  cuenta. 

Como  se  expresa  en  las  «Conclusiones,»  fué  realmente  asunto  de 
poca  importancia  el  de  pagiir  el  laudo  de  1875  en  oro  ó  en  plata;  per» 
desde  aquella  fecha  ha  sido  tal  la  depreciación  de  la  plata,  que  el  la- 
lor  comercial  de  dicho  metal  bu  disminuido  comparativamente  basto 
menos  de  la  mitad  de  su  valor  anterior^  y  ahora  está  aproximadamente 
á  un  40  por  100  de  su  valor  en  1870.  Esta  depreciación  no  puede  im- 
putarse á  ninguno  de  tos  dos  gobiernos,  y,  por  lo  anto,  no  es  ésta  uos 
consideración  que  debiera  influir  en  la  sentencia  del  Tribunal  hasU 
hacer  subir  el  monto  nominal  del  laudo  á  un  150  por  100  más  de  üu 
valor  actual  en  los  mercados  monetarios  del  mundo.  Por  otra  parte 
el  valor  de  compra,  tanto  del  peso  de  oro  como  del  de  plata,  ba  dis- 
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ininaído  grandemente  durante  los  últimos  sesenta  años,  y  sí  se  mide 
por  90  valor  de  compra,  el  c^ipital  del  Fondo  Piadoso,  como  está  ahora 
en  poder  de  México,  excede  en  mucho  á  la  suma  nominal  actual. 

El  patrón  de  cambio  generalmente  aceptado  entre  las  naciones  ci- 
vilizadas es  el  oro,  y  en  un  Tribunal  Intoriiaciuiiul  y  á  falta  de  una 
e-^tipiilación  expresa  sobro  lo  cüuLrario,  debería  naturalmonto  adop- 
tarse dicho  metal  coniu  luedio  de  pago  del  laudo.  Entre  las  conside- 
raciones imparciales  que  deben  influir  justamente  en  la  sentencia  del 
Tribunal,  no  nos  parece  impropio  reíerirnos  al  precedente  establecido 
por  la  conducta  del  fiobierno  de  los  Estados  Enidos.  por  indicar  por 
li)  !np?u")s,  su  critorio  relativo  á  lo  que  ac  debe  al  honor  nacional.  Y 
con  relación  á  este  punto,  uie  reíiero  á  los  r-asos  W'eil  y  La  Abra. 

La  Comisión  Mixta  creada  por  la  Convención  do  i  de  Julio  de  181)9, 
dictó  sentencui  en  dos  casos  conocidos  con  el  nombre  de  ^  Keclama- 
cioues  de  Weil  y  de  la  Compañía  Minera  del  Abra,»  (pie  juntas  mon- 
taban á  la  sutna  de  $  1.130.506.55.  México  pidió  al  (lobierno  de  los 
Estados  Unidos  que  nulificara  estas  sentencias,  sobre  la  base  de  que 
la  Comisión  tmbía  sido  criminalmente  engañada  por  testimonios  arli- 
íiciales  y  perjuros  aducidos  por  los  reclamantes.  Según  estrictos  prin- 
cipios de  derecho,  México  no  estaba  justiQcado  para  pedir  una  revisión 
de  las  sentencias,  pues  no  había  estado  exento  de  negligencias  para 
presentar  al  Tribunal  las  prueban  que  ya  tenía  en  su  poder  y  que  de- 
mostraban el  fraude  del  que  tuvo  conocimiento  antes  de  que  se  ce- 
rraran los  debates;  pero  inmediatamente  después  de  haberse  dictado 
las  sentencias,  el  Gobierno  mexicano,  aunque  concediéndoles  su  fuerza 
obligatoria,  inició  una  campaña  diplomática  contra  la  justicia  de  las 
mismas,  y  en  seguida  presentó  nn  gran  volnnien  de  pruebas  en  apoyo 
de  sus  cargos  ante  el  Secretario  de  Estado. 

£1  Presidente  de  los  Estados  Unidos  recomendó,  por  último,  al  Con* 
greso  qae  expidiera  una  ley  confiriendo  á  la  Corte  de  Redamaciones 
de  los  Estados  Unidos,  instalada  en  el  Distrito  de  Columbia,  juris- 
dicción píira  atender  y  determinar  dichos  cargos.  Se  trigeron  los  he- 
chos ante  la  Corte,  y  fueron  sostenidos  por  un  abogado  legal  oficial 
nombrado  por  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  á  sos  expensas.  El 
resultado  de  los  procedimientos  fué  un  decreto  sobre  cada  caso,  sos- 
teniendo los  cargos  hechos  por  el  Gobierno  mexicano,  y  las  senten- 
cias dictadas  por  el  Tribunal  inferior  fueron  confirmadas  por  la  Su- 
prema  Corte  de  los  Estados  Unidos,  ante  la  que  se  llevaron  en  apela- 
ción. Entonces,  sin  petición  ó  sugestión  alguna  por  parte  de  México, 
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los  KstadoK  Tnidos,  swa  í<p(}nff\  dovolvioron  al  Gobierno  ^lexionno^n 
oro  d"  los  listados  Unidos,  ol  monto  t.olal  do  las  dos  sentencia'^. á  ppsiir 
de  liabor  sido  ya  pagada  y  disiribiiida  por  n(|i!el  (lohieriio  entre  lo-,  in- 
teresados en  loslitigio.s,  una  siiiiia  que  pasaba  de  medio  milbSn  de  peso»^. 
Por  lo  tanto,  el  Gobierno  de  los  Kstados  Tenidos  sufre  una  |)érdida  lie 
más  de  medir)  uiíIIími  de  pesos,  suma  que,  habiendo  sido  distribuida 
hace  veinte  anos  entre  los  reclamantes  y  sus  abogados,  está  fuera  de 
cobro  ante  los  tribunales  á  causa  de  la  muerte  de  algunos  de  aquello? 
y  de  la  insolvencia  de  sus  propiedades,  así  como  por  las  dificullade? 
legales  para  recoger  á  los  abogados  el  dinero  pagado,  y  recibido  hon- 
radamente por  ellos  mediante  su  fe  en  la  integridad  de  sus  clientes. 

Si  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  hubiera  querido  colocarse  en 
ese  terreno,  hubiera  ]i  lido  declarar,  (adoptando  la  teoría  enunciada 
ahora  en  las  «conclusiones»)  que  puesto  que  cuando  se  dictaron  in< 
sentencias  era  indiferente  para  México  pagar  su  importe  en  oro  ó  en 
plata;  desde  el  momento  en  que  durante  los  últimos  treinta  años  ha 
habido  tan  gran  depreciación  en  la  plata;  que  los  Estados  Unidos  ha- 
bían perdido,  siendo  inocentes,  tal  cantidad,  y  que  México  ha  adop* 
tado  un  patrón  de  plata,  aquel  país  podía  y  debía  devolver  á  Méxicu 
su  dinero  en  el  patrón  de  su  propia  moneda.  Si  debe  apoyarse  el  ar- 
gumento aducido  en  las  «conclusiones,»  el  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos,  al  pagar  á  México  en  oro  americano,  reintegró  una  sama  que 
monta  á  cerca  de  $3.000,000,  calculados  en  el  patrón  monetario  de 
México;  y  de  esta  manera  México,  según  su  propio  argumento  ha  acep- 
tado cerca  de  dos  millones  de  pesos  más  de  lo  que  tenía  derecho  á  re- 
cibir, al  mismo  tiempo  que,  por  otra  parte,  pide  á  este  Honorable  Tri- 
bunal que  adjudique  á  los  Estados  Unidos  menos  de  la  mitad  de  lo  que 
á  dicho  país  se  debe. 

Termino  mi  alegato  con  la  proposición  final  de  que  los  argumentos 
aducidos  ahora  por  México,  respecto  á  que  la  demanda  en  considera- 
ción está  impedida  por  la  prescripción:  de  que  los  reclamantes  debían 
liaber  acudido  á  los  tribunales  locales;  de  que  el  número  de  beneficia- 
rios del  Fondo  Piadoso  disminuye  de  año  en  año;  de  que  el  laudo  í1«' 
Sir  F'dw  ard  'riiornloa  luT'  err«3neo;  de  que  la  doctrina  de  res  jndicnUi 
no  puode  invocarse  contra  \\\\  soberano;  todos  estos  é  iguales  arjrti- 
mentos  de  México,  han  sido  excluidos  de  vuestra  consideración  p^ir 
los  lérniinos  del  proto^Milo,  que  son  ;i  sal»or:  si  el  caso  está  d;M)trofjel 
principio  de  /  '  .s'  jiciicafa  ;  y  de  no  estarlo  si  la  demanda  es  just;i. 

La  justicia  de  una  sentencia  se  mide,  no  por  el  lenguaje  y  rozones 
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de  la  opinión  aducida,  sino  por  los  efectos  del  decreto.  ¿Hace  éste 
justicia  á  las  partes,  y  liende  también  á  exaltar  la  opinión  general  de 

la  justicia? 

México,  según  los  hechos  comprobados  en  sus  propios  archivos, 
se  ha  apropiado  un  fondo,  cuyo  principal  monta  á  1 1 .7()0,0(X).  No  se 
ha  demostrado,  después  de  cuidadosa  lectura  á  inlerpretación  de  todo 
Irat.-ido  de  ostipulacióii.  que  México  liayii  sido  altíuiia  vez  exonerado 
órelevadu  de  la  obligación  de  jiaiiar  los  intereses  vencidos  desde  1869. 
Las  obligaciones  nacionales,  ya  sean  reconocidas  por  estatuios  ó  de- 
creto presidencial,  ú  por  un  compromiso  oscrilo  de  pago,  quedan  en 
último  análisis,  reducidas  al  mismo  término  jurídico.  Es  una  diferen- 
cia de  forma,  no  do  hecho;  y  el  deber  del  Lisiado  de  cinn[)lir  con  sus 
obligaciones  fiduciarias  y  pccnniarias,  respecto  á  los  subditos  de  otro 
Estado,  y  así  (ístcii  reronocidas  por  sus  bonos,  por  sus  estatutos  ó  de- 
cretos, ó  en  cualquier  otra  (orina  solemne,  está  establecido  por  el  dere- 
cho y  práctica  de  las  nnriones.  El  hecho  de  (jue  la  mencionada  obli- 
gación pudiera  recoiuH-er  en  parte  á  benelieiarios  de  la  Repú[)liea  de 
México,  y  en  parle  á  los  de  los  K^tados  (Ijiidos  después  del  tratado  ce- 
lebrado en  1848  entre  ambos  Estados,  no  jiiiede  aftsclar  la  validez  de 
la  obligación,  cuyo  pago  se  pide  jior  los  Estados  l'nidos,  simplemente 
porque  es  jusla  y  por<|ne  en  este  tribunal,  ante  el  que  todas  las  na- 
ciones son  iguales  sólo  es  poderosa  la  que  supera  en  derecho  moral. 

Para  terminar,  permítaseme  expresar  nuestra  gratitud  por  la  pa- 
ciente é  indulgente  atención  que  los  representantes  del  Gobierno  de 
los  Estados  Unidos,  los  reclamantes,  y  su  abogado,  han  recibido  por 
parte  de  este  honorable  tribunal,  tanto  como  por  los  muchos  y  valió- 
se» servicios  y  cortesías  dí.spen8adoB  por  el  distinguido  secretario  ge- 
neral, por  el  primer  secretario  y  por  el  resto  de  oficiales  del  tribunal; 
asi  como  nuestra  buena  impresión  por  la  bondadosa  consideración  que 
todos  hemo0  recibido  por  parte  de  los  distinguidos  representantes  y 
abogado  de  la  República  de  México. 

Aunque  momentáneamente  adversarios  en  este  litigio,  con  to- 
do, por  la  solución  de  la  controversia,  buscada  al  recurrir  á  este  al« 
to  tribunal,  las  amistosas  relaciones  que  unen  á  los  dos  Elstados  lit^^ 
gantes  continúan  imperturbables,  y  aun  han  sido  evidenciadas  por  la 
mutua  cortesía,  indulgencia  y  respeto  demostrado  en  todas  sus  negó- 
daciones;  y  es  ardiente  esperanza  y  firme  creencia  de  los  Estados  Uni- 
dos la  de  que  las  dos  naciones  continuarán  unidas  por  los  estrechos  y 
duraderos  lazos  de  simpatías  oomunes  y  «mistad  reciproca. 
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Réplica  de  M.  Delacroix, 
t*  de  Odii^  de  1902  (por  la  mañana) —itudiaficto  17** 

Señores: 

La  benévola  atención  que  el  Tribunal  se  ha  dignado  eoneedemoe 
hasta  ahora  no  nos  permitirá  de  seguro  inearrir  en  la  menor  repeti- 
ción, y  en  lo  que  á  mí  toca,  no  volveré  á  insistir  en  ninguno  de  los 
puntos  que  ya  he  tratado;  sino  que  rae  limitaré  á  responder  á  las  ob- 
servaciones presentadas  por  mis  dos  honorables  contradictores,  el  Sr. 
Senador  Descamps  y  el  Sr.  Pcnlield. 

El  Caballero  Descamps  ha  comenzado  su  alegato  y  lo  ha  terminado 
diciéndoos:  Pacta  servanda.  Mucho  me  complacía  tal  indicación,  pues 
me  hacia  pensar  (jno  al  iiu  iban  á  descender  los  adversarios  al  terre- 
no á  que  los  invitábamos,  y  que  irían  á  decirnos  cuál  os  el  pacf  um  es- 
tipulndo  entre  lalf^lesia  católica  poruña  parte,  y.  por  otra,  los  jesuíta?. 
f'\  rey  de  líspaña.  el  íiobierno  de  México;  cu  lUía  palabra,  á  mostrar 
nos  el  título  de  su  crédilc».  Mi  lM>norable  eontradiclitr  el  Sr.  Descami-N 
después  de  haber  dicho  Pacta  servatida,  apresuróse  á  agregar  que  lo 
(jue  reclamaba  al  Gnhierno  mexicano  era  el  pngo  de  un  crédito,  con 
lo  ( nal  confirmaba  nuestro  derecho  de  reclamar  la  exhibición  del 
padum. 

Pienso  que  mi  honorable  contradictor  ha  cometido  una  impruden- 
cia, pues  después  de  proclamar  el  derecho  que  nosotros  mismus  invo- 
camos, ha  omitido  someterse  á  él. 

Si  hubiera  un  principio  que  invocar  de  esta  parte  del  estrado,  seria 
ése  sin  duda.  En  efecto,  os  acordáis  seguramente  del  Tratado  de  Gua* 
dalupe  Hidalgo,  celebrado  entre  México  y  los  Estados  Unidos; confor- 
me á  lo  convenido  en  él.  los  dos  Estados,  que  tenían  que  arreglar,  co- 
mo tan  justamente  lo  decía  ayer  el  Sr.  Descamps,  las  consecuencias 
del  desmembraniientOl  que  dar  solución  á  los  diferentes  problemas 
que  resultaban,  por  los  términos  de  dicho  Tratado,  se  ha  dicho:  «Sede- 
clara  exoneración  recíproca,  no  sólo  de  un  Estado  al  otro,  sino  aun  de 
los  ciudadanos  americanos  respecto  al  Gobierno  mexicano.»  Yelho- 
norable  Sr.  Penfield  agregaba  que  si  se  hubieran  cometido  actos,  aun 
arbitrarios,  por  el  Gobierno  mexicano,  como  tal  .respecto  á  sus  subdi- 
tos vueltos  desde  entonces  súbditos  americanos,  loe  Estados  Unido» 
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no  podían  pedir  cuenta  de  ello  ai  dobicriio  de  México.  Do  .suerte,  se- 
ñores, que  el  Tratado  de  1848  iniplicabu  iiim  exonefacioii  absoluta. 

El  Tratado  de  4  de  Julio  de  1808  confirmaba  este  carácter  <lel  do 
1848,  dirieiuiü  que  se  bnbíii  eslal)leeido  ntm  ('.oniisiiín  únicamente  pa- 
ra arreglar  los  «daños»,  los  perjuicios  causados  posteriormente  á  di- 
cho Tratado  <le  1848.' 

Así,  pues,  Señores,  si  alguna  de  las  p.irles  tiene  el  derecho  de  decir 
Pacta  sfrvftnffa  es  de  sefruro  México,  que  ha  estipulado,  que  ha  so- 
inelido  á  reglas  las  cotiseeuencias  del  desinembramiento,  que  ha  lir- 
mado  un  |)aeto  ¡pie.  dentro  del  propósito  de  las  dos  parles,  debía  ser 
•  deíinitivo,  y  acerca  del  cual  hoy.  sin  embargo,  se  disputa. 

Hay  más  aún.  í.(»s  demandantes,  después  del  Tratado  de  1848  y  de 
la  convención  de  1868.  cuando  quisieron  ])reseniarsu  reclamación  ac- 
tual á  la  Comisión,  á  ün  de  hacerla  atendible  y  no  encontrar  un  obs- 
táculo en  el  texto  de  diebos  dos  tratados,  tuvieron  que  valerse  de  un 
expediente.  Viéndose  frente  á  un  tratado  que  contenía  el  descargo  ab- 
soluto de  todos  los  hechos  anteriores,  no  obstante  que  la  reclamación 
que  habían  presentado  tenía  por  objeto  un  capital,  á  saber  el  Fondo 
de  California,  modificaron  después  su  demanda,  diciendo:  «no  pedimos 
siao  los  intereses ;  los  intereses  son  cosa  posterior  al  Tratado,  puesto 
que  se  han  vencido  posteriormente  á  1848.» 

México  ha  respondido  que  esto  no  era  más  que  un  expediente,  y  que 
si  sólo  se  reclamaban  ya  los  intereses,  era  únicamente  para  esquivar 
las  consecuencias  del  Tratado  de  1848;  pues  no  pueden  existir  intere- 
ses sin  que  haya  un  derecho  preexistente,  sin  un  derecho  perpetuo. 

Se  encuentra  esta  respuesta,  Señores,  en  el  alegato  del  Sr<  Axpíroz, 
presentado  á  la  Comisión  mixta  en  1869  y  consignado  en  el  libro  rojo. 

El  Superárbitro  Hon.  Sir  Thornton,  así  como  todos  los  patronos  de 
las  partes  litigantes  en  1869,  se  abstuvieron  de  pedir  la  consagración 
de  un  derecho  preexistente  y  ()erpctuo,  porcpie  lo  hubiera  impedido, 
como  acabo  de  decirlo,  el  Tratado  de  1848,  y  tuvieron  que  recurrirá 
la  habilidad  de  formular  una  demanda  de  intereses,  Ungiendo  creer  que 
tal  demanda  no  creaba  un  derecho  preexistente. 

Hoy  sin  embargo,  el  caballero  Descnmps  os  ha  dicho  en  la  audien* 
cia  anterior:  Los  intereses  suponen  un  derecho  preexistente,  pues  no 
hay  generación  espontánea  de  intereses;  y  deesto  concluía,  que  nece- 
sariamente Sir  Thornton  debió  haber  proclamado  el  derecho  preexis- 
tente á  que  los  reclamantes  a.seguraban  no  pretender  eti  1868. 

Si  el  expediente  uluuuzó  buen  éxito  en  18tíU,  ahora,  si  vale  la  ex- 
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presión,  se  ha  desoiibierlo  la  mf<  lia;  vemos  que,  por  una  parte,  que- 
réis libraros  dei  ¡niricliincuto  qiio  resulta  del  Tnitado  de  1848  dicien- 
do: «No  liay  derci  hí)  preexi^5lento, »  y,  por  otra,  para  cortar  toda  dis* 
elisión:  aírre}r:'ii^' :  -íSi  hay  intereses,  existe  un  derecho  preexislente y 
hay  co.sa  jii/<fada.*  ¿No  es  á  nosotros  á  (juienes,  en  semejantes  con- 
diciones, rorrcsnoiide  decir:  hactu  servandaP 

Si  nii  hodoraiile  contradictor  el  Sr.  Descamps  ha  citado  esta  íra^r^. 
fué  para  llegar  á  decir  que  invocaba  la  buena  fe.  Me  había  propuf-^ 
to  replicará  esta  frase  con  la  que  qin'zá'í  hubiera  sentido  el  <iol»ipriio 
mexicano  lastitiiuda  sil  gnscepl  ibilidad :  ptM'o  el  muy  honorable  í>r. 
Penfield  me  lia  dispensado,  en  este  respedo.  de  rechazar  loquesehii 
dicho,  por  el  homenaje  que  ha  tributado  al  (iobierno  mexicano. 

Señores,  como  lo  habéis  oído,  el  Señor  Senador  Desea.iips  no  quie- 
re historia.  Nos  ha  dicho,  sin  embarí^fo,  y  ya  lo  .sabíamos  nosotros, 
que  conoce  muy  bien  la  historia,  pues  ella  forma  parte  de  la  enseñaoza 
que  imparte. 

Demostramos  que  nuestra  reclamación  tiene  en  su  abono  el  fallo  de 
la  historia.  Creo  que  era  este  argiunentodeal<^ún  valor.  Hecitado  he- 
chos precisos,  fechas,  acontecimientos  políticos,  y  mi  honorable  con* 
tradíctor,  que  conoce  muy  bien  todos  esos  hechos,  se  limita  á  coiites* 
tarme:  «No  hablemos  de  historia.»  Lo  comprendo I 

Al  Sr.  Penfield,  que  también  conoce  la  historia,  le  había  llamado  la 
atención  tina  especie  de  reto  que  le  dirigí  al  principio  de  estos  deba- 
tes,  diciendo:  «No  olridéis  que  si  la  corte  de  arbitraje  llegase  á  adop- 
tar vuestra  teoría,  la  situación  sería  la  misma  en  Prosía,  con  respecto 
á  la  AIsacia-Lorena;  y  manifesté  que,  en  mi  sentir,  esta  comparación, 
bien  madurada,  tendría  su  importancia  y  constituiría  un  argumento.» 
El  Sr.  Penfield  nos  dice:  «No  mezclemos  casos  diferentes,  no  hagamos 
comparaciones,  cada  caso  se  debe  examinar  aisladamente.  >  Y,  sin  em* 
bargo,  señores,  por  lo  que  dijo  después,  se  comprueba  que  ha  tenido 
á  bien  escudriñar  el  valor  de  esa  comparación,  pues  nos  dice:  «Los  ca- 
sos no  son  iguales,  hay  dos  diferencias.  La  primera,  agrega,  está  en 
que  la  Francia,  es  decir,  el  país  á  quien  se  quitó  un  territorio,  pagó 
una  indemnización  de  cinco  mil  millones,  mientras  que,  en  nuestro 
caso,  el  país  que  perdió  territorio,  es  quien  recibe  una  indemnisaciÓD 
de  quince  millones  de  dollars.' 

¿Y  qué  si«>:nifíca  esto?  ¿Qué  importa  que,  tras  un  arreglo  ñnaneie- 
ro  entre  dos  Kstados.  se  concluya  con  nn  déficit  ó  con  un  excedente? 

«La  segunda  diíereucia,  dice,  es  que  en  el  Tratado  de  Guadalupe  Ui- 
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dalgo,  último  artículo,  coiista  (luo  las  «los  naciones  respetarán  los  de- 
recho.? de  propiedad  de  sus  nuevos  ciudadanos,  es  decir,  que  los  Esta- 
dos Unidos  respetarán  las  propiedades  de  los  antiguos  ciudadanos 
mexicanos. » 

Ahora  bien,  ¿acaso  la  Alemania  y  la  Francia  tenían  necesidad  de  ha- 
cer con-far  en  el  tratado  que  respetarían  los  derechos  de  propiedad 
de  los  particulares? 

Tales  son  todas  las  diferencias  que  habéis  citado.  ¿No  puedo,  por  lo 
tanto,  decir  que,  en  estas  condiciones,  conserva  toda  su  fuerza  y  todo 
su  Talor  la  comparación  que  expuse?  Esle  paralelo,  con  situaciones 
que  nos  son  m^or  conocidas,  pone  de  resalto  el  carácter  exorbitante 
de  la  pretensión. 

Pero,  Señores,  si  M.  Descamps  rechaza  el  jui'  io  déla  historia,  tam- 
poco puede  aceptar  el  derecho,  que  le  es,  sin  embargo,  muy  familiar, 
como  es  familiar  para  el  Sr.  Penfíeld.  Con  todo,  uno  y  otro  de  mis  ho- 
norables contradictores  van  á  deciros:  «No  toméis  en  cuenta  el  de- 
recho.» 

El  Sr.  Descamps  agrega:  «Nada  de  derecho,  nada  de  ley  positiva,  na- 
da de  ley  mexicana,  porque  tenemos  el  derecho  internacional  público 
y  el  derecho  internacional  privado.» 

Ante  todo,  ¿cuáles  son  las  disposiciones  del  derecho  internacional 
público,  ó  del  derecho  internacional  privado,  que  conviene  aplicar? 
No  hubiera  sido  indiscreto  de  nuestra  parte  esperar  que  nos  lo  dije- 
sen, pues  no  es  con  palabras  con  lo  que  se  refutan  los  argumentos, 
mucho  menos  argumentos  de  esta  fuerza  

M.  Descamps.— El  respeto  de  los  contratos  hacia  los  extranjeros. 

M*  Dblacroix. — A  eso  voy. 

El  Sr.  Descamps  nos  dice  que  nos  opone  el  derecho  internacional 
público  y  el  derecho  internacional  privado;  permitidme  que  os  diga: 
no  uno  y  otro,  ¿no  es  verdad?  ¡uno  de  los  dos! 

M.  Descamps. —  ;Sí,  sí,  los  dos! 

M.  Df.lacroix. —  ¿Lo.s  dos;? 

M.  De-scamps. — ; Ab.sulülanicnle! 

M.  ÜELACRoix. — Entonces,  váis  á  pedir  á  la  Corle  declarar  á  la  vez 
que  las  relaciones  que  la  Corte  debe  apreciar  son  relaciones  de  dere- 
cho púl)lien.  relaciones  de  nación  á  naci(>n,  y  al  mismo  tiempo  que  se 
trata  de  nn  errdito  civil  *Miyo  pajío  reclamáis. 

La  aplifacií'iti  del  tiererho  internacionn!  púhlieo  supone  im  eonílic- 
lo  entre  dos  Í!lbtado.s,  y  una  discusión,  de  actos  soberanos.  Este  prin- 
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cípío  es  el  que  ha  desarrollado  Mr.  PenQeId;  á  ese  punto  llegaré,  pues 
no  deseo  otra  cosa  que  seguiros  á  ese  terreno  y  pedir  á  la  Corte  que 
resuelva  nuestro  caso  conforme  á  las  disposiciones  del  derecho  inter- 
nacional público. 

Pero  mi  honorable  contradictor  hn  agro^'aclo:  derecho  internacio- 
nal privado;  y  debió  decirlo,  puesto  (¡ue  reclama  el  arpearlo  de  un  cré- 
dito, de  un  derecho  civil.  ¿Cómo,  entonces,  sería  posible  que  aplica- 
seis el  derecho  internacional  público? 

Mi  adversario  dice,  pues:  «Dercho  internacional  privado.  El  dere- 
clio  internacional  privado  no  es  un  código  universal  de  reglas  uni- 
formes para  todas  los  ciudadanos  de  todos  los  Estados.  El  dero  -lio 
internacional  privado  está  pnearírado  do  delorininar  cuál  es  en  cada 
país  la  ley  positiva  que  liaya  do  aplicarse  á  propósito  de  cadii  raso  » 

Así,  pues,  Señores,  si  se  trata  de  la  forma  del  acto,  el  dorcelio  ui- 
ternacional  privado  nos  enseña  que  la  ley  aplicable  es,  conforme  á  a 
regla  locm  regit  adum,  la  ley  del  lugar.  Si  se  trata,  por  el  contra- 
rio, de  la  capacidad,  es  el  osiatulo  personal,  la  ley  de  la  persona,  con 
ciertos  temperamentos  dictados  por  principios  do  orden  público  y  so- 
Ixe  los  que  hay  numerosas  controversias.  Si  se  trata  de  inmuebles, 
de  bienes  ó  de  derechos  inmuebles,  es  la  ley  del  lugar  donde  se  eo- 
caeutra  el  inmueble.  Esto  es  lo  que  nos  enseña  el  derecho  iaterna- 
cional  privado. 

Por  éoDSÍgulente,  mi  honorable  contradictor,  no  bastaba  lanzamos 
á  la  cara  las  palabras  derecho  de  gentes,  derecho  internacional  piíbli- 
00,  derecho  internacional  privado,  sino  que  habia  que  precisar  la  dis- 
posición legislativa  que  me  impidiera  aducir  tal  6  cual  argumento. 

En  realidad,  si  se  invocaban  estas  palabras,  era  para  deciros  que 
no  había  derecho  que  aplicar,  y  se  os  pedía  prochimar  en  vuestra  sen- 
tencia que  la  Corte  de  Arbitraje  debe  hacer  abstracción  de  toda  regla 
de  derecho. 

Lo  que  os  piden,  pues,  es  que  os  lancéis  á  la  arbitrariedad,  so  capa 
de  equidad. 

El  Sr.  Peníield  ha  creído  que  él  también  debía  abordar  este  asoo- 
to,  cuya  importancia  no  ha  podido  escapar  á  tan  eminente  juríscon- 
sulto,  quien  nos  ha  dicho:  «Puede  suceder  que  un  conflicto  entre  ud 

particular  y  un  Estado  se  rija  por  las  reglas  del  derecho  internacio- 
nal público,  si  dicho  particular  lia  recibido  daño  de  parte  de  uu  Estado 
y  su  gobierno  lo  representa.* 

La  tesis  así  formulada  es  absolutamente  jurídica  y  nada  le  objeta* 
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mos.  El  ejemplo  citado  por  el  Sr.  Ponfiold  es  perfeftamenle  ex:i('to: 
I^n  jefe  militar  eon  jurisdicción  eii  una  colonia,  ordena  que  cuelguen 
ó  deca[)¡ten  á  ua  reo,  cuando  tales  procedimientos  son  deina^íiado  su- 
marios y  tal  justicia  demasiado  cxjieditiva:  sin  embaríro.  es  la  justicia, 
el  ejercicio  del  poder  soberano;  el  caso  se  ha  presentado  entre  el  Con- 
go y  la  Inglaterra,  a  propósito  de  un  oficial  congolés,  M.  Lothaire,  que 
hizo  justicia  un  lanío  sumaria  á  un  subdito  inglés;  el  gobierno  de  In- 
glaterra ba  dicho:  Es  quizá  aa  acto  «oberano,  pero  es  un  acto  sobera« 
no,  en  virtud  del  cual  pido  una  reparación.  La  reclamación,  Señores, 
era  admisible. 

Asimismo,  se  puede  aducir  esto  á  propósito  de  una  lef .  Vamos  su* 
poniendo  que  en  un  pafs  se  expide  una  ley  arbitraria  para  perjudicar 
á  un  extranjero  ó  á  una  categoría  de  extranjeros;  el  gobierno,  que  es- 
tá encargado  de  la  defensa  de  sus  subditos,  aunque  residan  en  otro  te- 
rritorio, podrá  decir:  Esa  ley  es  arbitraria,  y  somete  á  un  tribunal  de 
arbitraje  la  cuestión  de  saber  si  dicha  ley  puede  aplicarse;  en  este  ca* 
80,  ese  tribunal  será  llamado  á  juzgar  un  acto  soberano. 

Todo  lo  que  ba  dicho  á  este  respecto  mí  honorable  contrincante,  el 
Sr.  Penfield,  es  perfectamente  exacto;  sólo  que,  como  él  mismo  nos  lo 
ha  indicado  bien,  la  teoría  no  basta,  sino  que  hay  que  aplicarla  al  ca* 
so.  Díganos,  pues,  ¿cuál  es  la  ley,  cuál  el  derecho,  cuál  el  Código  me- 
xicano que  tacharía  de  arbitrario  y  que  pretendería  apartar  de  los  do- 
cumentos de  la  causa,  ó  que  simplemente  tacharía  de  arbitrario?  De 
seguro  que  no  lo  dice! 

Por  el  contrario,  Señores,  ahora  conocéis  la  demanda;  lo  que  se  re- 
clama es  el  reconocimiento  de  la  existencia  de  un  crédito,  de  un  de- 
recho privado,  de  un  derecho  civil,  ¿Cómo  es  posible,  desde  ese  mo- 
mento, invocar  semejante  derecho  sin  sujetarlo  á  las  reglas  del  dore- 
ciio  privado? 

Los  demandantes  son  los  obispos;  todos  los  memoriales,  todos  los 
documentos  que  conocéis  indican  (jue  los  obispos  son  los  verdaderos 
reclamantes  y  que  su  ^íobierno  no  interviene  sino  para  ayudarlos ;  ha 
iueurriilo  en  un  error  evidente  mi  honorable  contradictor  el  Sr.  Pen- 
íield  al  deciros  que  son  los  I*>'tados  Unidos  quienes  liti^^an. 

iNo,  los  Estados  Unidos  asisten  á  1í)s  ohis[)os.  No  se  trata  de  un  da- 
ño causado  á  un  ciudadano,  cuya  reparación  se  soli<'ila;  no  son  daños 
y  perjuicios  lo  que  se  reclama:  son  unos  obispos  que  creyéndose  con 
íundamento  para  reclamar  el  reembolso  de  un  crédito,  lo  demandan 
con  la  asistencia  y  el  apoyo  de  su  gobierno. 
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Me  ha  causado  bastante  sorpresa  oír  á  mis  honorable'?  contradicto- 
res deciros  en  glol)o:  No  hay  ley  mexicana  quo  a;)li''ar,  uo  hay  dere- 
cho positivo  mexicano.  V  aferran  on  ello.  Mas  cuando  les  pregun- 
tamos: ¿Cuál  es  vuestro  título?  Entonces  nos  exhiben  leyes  mexica- 
nas; ios  dooretos  do  IHHi)  y  de  18í>21  Kn  e>o  uioaicnto.  no  pude  im- 
pedir quo  Die  asomara  una  sonrisa,  que  reprimí  al  punto. 

M.  DescAMPs. — No  admitimos  el  imperio  absoluto  de  las  leyes  me- 
xicanas! 

Di-LACROTX. — Dejciii Olios  de  palabras:  hoi-hos.  0-;  rospiuidcré  con 
un  ejemplo:  liemos  invocado  la  ley  de  prescripción  quinquenal;  que 
es  una  disposición  escrita,  creo  poder  afirmarlo,  en  todas  las  legisla- 
ciones; cuando  se  trata  de  prestaciones  periódicas,  de  sumas  debidas 
por  año,  el  acreedor  tiene  ei  deber  de  no  dejar  que  transcurra  un  pe- 
ríodo de  más  de  cinco  años  sin  reclamar  el  pago,  so  pena  de  compro* 
meter  su  derecho.  Estoy  convencido,  aunque  no  la  conozca,  de  qne 
esta  disposición  debe  encontrarse  igualmente  en  la  legislación  délos 
Estados  Unidos;  se  halla  en  el  Código  mexicano  de  1870  corno  en  el 
de  1895;  es  una  disposición  existente  en  el  Código  de  México  desde 
que  lo  hay. 

Nos  han  preguntado  coál  código  era  este,  y  hemos  respondido  qae 
es  el  Código  del  Distrito  Federal  de  México,  porque  todas  las  reclama' 
clones  dirigidas  al  Estado  se  juzgan  en  Méxiso  y,  por  consiguiente, 
conforme  á  la  ley  de  ese  Distrito  Federal;  hemos  agregado  que  como 
la  Baja  California  no  constituye  un  Estado  distinto,  se  encontraba  ne* 
cesariamente  regida  por  la  ley  del  Distrito  Federal  Mis  honorables 
contradictores  comprenderán  muy  bien  esto,  puesto  que  también  tienen 
en  los  Estados  Unidos  territorios  que  no  constituyen  Estados  distin- 
tos. La  situación  de  la  Bsya  California  es  la  misma,  y  por  este  ido- 
tiro  le  son  aplicables  las  disposiciones  del  Distrito  Federal  de  Mé- 
xico. 

Os  decía,  repito,  que  el  principio  de  la  prescripción  quinquenal  es- 
tá inscrito  en  todas  las  legislaciones.  Es  además  un  principio  justo. y 
todos  los  autores,  todos  los  comentadores  os  dicen  que  se  le  reserva- 
ría al  acreedor  el  medio  de  arruinar  á  su  deudor  permitiéndolo  ([w 
dejase  á  éste  on  la  negligencia,  cu  la  iguoraueia  quizás  de  su  obliga- 
ción, para  decirle  a!  cabo  de  veinte  ó  treinta  años:  Me  debéis  sumaa 
considerables  por  hi  acumulac  ión  do  los  intereses  atrasados. 

Do  suerte.  Señores,  que  tudas  las  legislaciones  dicen  que  el  acree- 
dor debe  ser  bastante  vigilante  para  no  dejar  acumular  más  de  cíq- 
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coañns  (1.^  inlerosos.  Ksto  es  insto  y  legítimo,  y  porque  es  justo  y  le- 
gitimo coiHln  eii  ol  CVxlijío  rnoxioano. 

Nosotras  podiiiios  l;i  a[ili<'a('ii)ii  de  cíífa  nooiiui  elemental  ú  la  causa 
actUvil,  diciendo:  Como,  por  lo  inonos.  no  haliLMs  reclamado  nada  des- 
de 1870  hasta  1807,  se  impone  la  prescripción,  y  f^c  impone  hfiyaóno 
haya  cosa  juzgada,  puesto  que  ni  la  existencia  de  un  titulo  definitivo 
impide  que  la  prescripción  tenga  lugar.  Es  ésta  una  noción  elemental. 
Y  mando  pedimos  que  se  aplique,  el  Sr.  Descarops  nos  responde:  Na- 
da de  ley  mexicana:  derecho  internacional. 

Mas,  no  comprendéis  (jue,  para  invocar  el  derecho  internacional, 
deberíais  demostrar  que  la  ley  cuya  aplicación  reclamo  es  una  ley 
arbitraria,  que  es  una  ley  fraguada  para  atacar  á  algtmos  de  vuestros 
ciudadanos  y  que  está  en  conflicto  con  vuestra  legislación?  Pero  si 
existe  en  vuestra  legislación  comeen  las  de  todas  las  naciones,  ¿quién 
0:1  autorizaría  á  decir  que  es  arbitraria  y  i  pedir  en  nombre  del  Jus 
genitum,  del  derecho  internacional,  que  se  evitase  su  aplicación? 

La  única  objeción  posible  sería  ésta:  La  prescripción  quedó  inte* 
rrumpida  y,  por  consiguiente,  hay  un  período  de  intereses  que  se  de- 
ben á  pesar  de  In  prescripción.  Os  hubiéramos  contestado  entonces: 
El  art.  1,232  del  Código  dice  cómo  se  interrumpe  la  prescripción;  esto 
sucede  por  demanda  judicial  ó  por  cita  para  una  conciliación,  lo  que 
no  existe  en  nuestro  caso,  y  p  jr  consiguiente,  la  objeción  carece  de 
alcance. 

Hay  otro  ejemplo  que  pudiera  citar;  lo  tomaré  de  lo  que  se  ha  lla- 
mado ley  de  proscripción.  Es  el  caso  que  en  1857  ó  1859  expidió  una 

ley  el  Gobierno  mexicano,  una  ley  radical,  una  ley  que  prohibía  á  to- 
da autoridad  relij?iosa,  ora  fuese  secular  ó  roí^ular,  que  poseyese  pro- 
piedades en  el  territorio.  Podríais  decir:  Eso  es  demasiado  radical; 
podríais  empeñaros  en  de  nostrar  q;ie  esta  ley  se  expidió  para  lastimar 
los  iateroses  de  vuestros  ciudadanos,  y  pedir  que  se  recusara  su  npli- 
cación  en  virtud  délos  principios  del  derecho  internacional  público. 
Pero  si  os  deínue^ii'.)  ((iie  <e  ha  expedido  en  vista  del  iiilerés  geuLM*al. 
en  razón  de  circunstaii 'la-  ipie  se  consideraban  en  Mc.\ico  del  orden 
público,  acaso  diríais  que  es  ésta  una  ley  arbitraria? 

No  lo  fileíTÍis  así.  ni  siquiera  lo  pretendéis.  La  ley  se  votó  en  una 
época  en  rjuo  aun  no  se  h.ibia  formulado  vuestra  rt^dainaeiiMi,  y  en  la 
qiio  el  legislador,  seguramente,  no  pudo  tenerla  en  cuenta.  Luego,  no 
es  arbitraria. 

Nos  decís:  derecho  internacional  privado.  Áh!  bien  pudiérais  haber 


Digitized  by  Google 


534 


FOMDO  PlAOOM  DB  LAB  CAUPOUmAS. 


pedido  su  aplicación  diciendo:  Pero  esta  ley  rige  la  capacidad  de  las 
personas,  y  por  lo  misino  iio]mio(1o  aplicársonos  íi  los  extranjeros.  Hu- 
biéramos discntlflo  dt^sdo  ol  punto  de  vi.sta  del  derecho  iiitcrnar'ionai 
privado  si  se  {uiede  ai>licar  una  ley  de  capacidad  á  lo.s  extranjeras 
cuando  afecta  al  orden  públieí»  -ional;  habríamos  examinado  si,  ¡  ^r 
ejemplo,  cuando  en  Francia  se  expulsa  á  las  congregaciones  reli^i  j- 
sas.  le  sería  perinitido  á  una  eoiirrroírnei*'»!!  extranjera  presentarse  di- 
ciendo: Pido  la  ai)lii'aci('iii  de  im  estatuto  personal.  Ilabríanios  visto 
que  tratánílose  de  una  (lispDsieitHi  tle  orden  púitlieo,  ésta  es  aplicable 
en  todo  el  territorio  lauto  á  ios  extranjeros  como  á  los  oaciooaies. 
Pero  nada  se  nos  ha  precisado  á  este  respecto. 

Por  lo  demás,  desde  este  punto  de  vista  es  como  hemos  indicado  que 
la  pretendida  deuda  que  se  reclntna  tenía  origen  inmueble,  que  era  la 
represen taci{Sn  de  bienes  inmuebles,  representación  nacida,  en  la  te- 
sis de  la  parte  contraria,  de  una  renta  hipotecaría,  garantizada  por ei 
producto  del  impuesto  sobre  tabacos. 

Por  lo  tanto,  conforme  el  dereciio  internacional  privado,  la  lej  se- 
ria  aplicable,  porque  lo  que  se  reclama  era  un  derecho  real,  y  un  de- 
recho real  se  halla  necesariamente  regido  por  el  derecho  nacional. 

Pero,  Señores,  si  á  mt  honorable  contradictor  el  Sr.  Descampa  no 
le  gusta  la  historia,  sí  no  admite  el  derecho,  tampoco  aceptará  la  ja- 
rísprudencta.  Yo  había  presentado,  y  pido  excusas  por  ello,  un  poco 
de  jurisprudencia,  yo  había  citado  una  sentencia  española  relatira  á 
la  sucesión  de  Argüelles;  os  había  expuesto  que  la  cuestión  sometida 
á  la  Corte  por  los  demandantes  había  sido  resuelta  contra  ellos  sin 
protesta  de  la  Iglesia  en  el  siglo  pasado.  Cuando  se  expulsó  á  los  je- 
suítas, se  suscitó  la  cuestión  de  su  derecho  hereditario  á  propósito 
precisamente  de  una  sucesión  aun  sin  liquidar  cufa  atribución  les 
pertenecía;  la  cuestión  de  saber  si  á  la  Iglesia  ó  al  Estado  correspon- 
día heredarlos  se  había  sometido  á  las  jurisdicciones  espafiolas  de  en- 
tonces, y  por  sentencia  solemne  del  Consejo  de  Indias  de  4  de  Junio 
de  1783  se  decidió  que  el  rey  tenía  á  ello  no  sólo  derecho  de  fideico- 
misario, sino  hasta  poder  discrecional.  Quedó  resuelto,  pues,  que  di- 
chos bienes  estuvieran  sujetos  á  su  soberana  voluntad. 

Aljíuna  atención  merecía  semejante  jurisprudencia,  y  como  se  iia 
pasado  sobre  ella,  conserva  toda  su  tuerza  el  argumento. 

Pero  nu  honorable  contradictor  el  Sr.  Penfield  ha  estimado  impo- 
sible no  deeiros  alijo  sobre  otra  jurisprudencia  quo  he  rilado:  Se  tra- 
ía del  caso  Nobile  contra  Hedinau.  M.  Penlieid  ha  dicho:  Presento  uua 
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objeción:  invocáis  una  autoridad  americana,  una  decisión  de  la  Corte 
Suprema  de  California,  y  alogáis  que  la  cuestión  actual  fué  decidida 
por  esta  respetable  autoridad  de  América  contra  nosotros;  mi  obje- 
ción, dice,  es  la  siguiente:  que  tratándose  de  otro  negocio,  se  sometió 
ei  üiitíiao  oa.so  á  la  Corle  .Suprema  de  los  Estados  Ttiidos  y  se  resol- 
vió en  el  sentido  que  apoyo;  por  consicruiente,  hay  das  decisiones 
americanas  y  la  C(»rte  Arbitral  es  libre  de  escoger  una  de  ellas. 

Ya  había  indicado  yo  la  objeción,  poro  creía  haberla  contestado. 
Hallábame  ante  dos  decisiones  americanas  de  importancia  considera- 
ble; en  el  propio  país  de  mi  honorable  contradictor  encontraba  la 
cuestión  resuelta  contra  mi  tesis,  y  hallaba  lne;i:o  otra  decisión  en 
sentido  contrario.  Hice  luego  loque  In  situación  exigía:  analizar  el 
procediniicnfo  de  los  dos  casos  y  pedir  á  la  Corle  que  examinase  las 
razones  determinantes  de  uno  otro  fallo,  lo  único  (jue  podía  hacerse, 
puesto  que  os  hallabais  ante  dos  sentencias  americanas. 

Nos  dice  el  Sr.  Penfield:  Ei  mejor  es  el  de  la  Corte  Suprema  de  los 
Estados  ÜDidos.  A  lo  que  podría  responder  yo:  el  mejor  es  el  de  la 
Corte  Suprema  de  California,  que,  más  que  ninguna  otra,  conoce  las 
condicionen  de  hecho  y  puede  apreciarlas.  Pero  yo  no  pido  á  la  Corte 
que  pese  esta^^  dos  autoridades,  sino  sólo  que  examine  lasdos  resolucio- 
nes, que  las  lea  y  juzgue  cuál  le  parece  la  decisiva  por  su  dialéctica. 

Con  este  objeto  os  analicé  en  una  audiencia  pasada  el  memorial, 
que  yo  llamaría  conclusiones,  del  que  defendía  entonces  la  tesis  que 
hoy  be  tenido  el  bonor  de  defender  ante  vosotros;  os  he  expuesto  en 
qué  serie  de  documentos  y  decretos  sucesivos  se  ha  fundado  él  para 
establecer  que  no  sólo  la  Iglesia  carecía  de  capacidad  de  recibir  y  no 
tenia  derecho,  sino  que  además  únicamente  el  soberano  era  conside* 
rado  siempre  como  dueño  de  estos  bienes.  La  conclusión  me  parecía 
decisiva. 

Ahora  os  digo:  Haced  el  paralelo  examinando  la  otra  decisión;  se 
encuentra  reproducida  en  el  libro  rojo  á  páginas  586  y  citada  en  el 
memorial  de  M.  Doyle,  es  el  asunto  Terret  contra  Taylor. 

Desde  luego  os  advierto  que  la  cuestión  examinada  en  tales  decisio- 
nes era  ésta:  Ya  no  se  discute,  ó  casi  no  se  discute  si  la  Iglesia  tiene 
un  derecho,  se  lo  supone;  pero,  se  dice,  lo  que  hay  que  resolver  es  si 
un  desmembramiento,  una  revolución,  la  disolución  de  un  Estado  pue- 
de privar  de  su  derecho  al  propietario  anterior.  Presentado  así  el  caso, 
Señores,  no  podía  tener  más  que  una  soUn  ión.  Supónese  que  la  Igle- 
sia tiene  un  derecho  y  se  dice:  iíi  hecho  de  que  la  California,  y  por 
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consiguiente  la  Iglesia  californtana,  haya  sido  desmembrada,  diridida, 
le  qaita  loe  derechos  que  podía  haber  tenido  anteriormente?  Es  en- 
denté que  no.  Voy  á  leer  el  final  de  dicha  resolución,  que  se  encuen* 
tra  en  la  página  que  acabo  de  indicar: 

«La  disolución  de  la  forma  de  gobierno  no  produce  la  disolación 
de  los  derechos  civiles  y  la  abolición  de  la  common  law  que  rige  la  de 
las  herencias  en  cada  país.  El  Estado  mismo  no  ha  hecho  más  que 
buceder  á  los  derechos  de  la  eoroiia.  Se  ha  aiiriiiado  como  principio 
de  common  lan\  ([Uf  la  participación  de  un  imperio  no  acal)a  con  los 
derechos  de  projáedad  precedentemente  ¡idquií-itíos,  y  esta  máxima 
concuerda  igualmente  con  el  buen  sentido  de  la  humanidad  y  los  pre- 
ceptos de  la  justicia  eterna.» 

Esto  es  evidente,  Señores,  pero  no  es  ésta  la  cuestión  (jue  a(jní  dis- 
calimos:  jamás  hemos  pretendido  que  la  Iglesia.  repre-en!ada  }»or  un:? 
honorabh^s  '^onlradictoref^,  huhie -o  perdido  sus  dereeiios  por  la  con- 
quista; la  autoridad  de  la  (lorte  Suprema  es.  pues,  completa.  Pero  lo 
que  se  hubiera  necesitadi)  demostrar,  es  que  la  ('.i)r[e  Suprema  de  los 
Estados  Unidos  haya  encontrado  los  diferentes  argumentos  desarro- 
llados en  el  asunto  Nobile  contra  Redman,  y  combatido  la  solución 
dada  por  la  Corte  Suprema  de  California.  Las  cuestiones  resuellas 
eran  diversas,  y,  por  consiguiente,  nuestro  argumento  capital,  que 
consiste  en  decir  que  la  tesis  presentada  por  los- Estados  Unidos  ha 
sido  condenada  en  su  propio  pafs  por  los  americanos,  por  la  justicia 
americana,  conserva  toda  su  fuerza  y  no  habrá  de  escapar  seguramea* 
te  á  la  atención  de  la  Corte. 

fin  el  comentario  de  esta  resolución  del  honorable  ftL  Ooyie,  y  es- 
pecialmente también  en  su  memorial  ( página  90  del  libro  rojo),  en- 
contramos esta  idea:  Ninguna  conquista,  ninguna  revolución,  ningún 
acto  soberano  ha  podido  quitarte  á  la  Iglesia  lo  que  ha  sido  de  su  pro- 
piedad. Sentaba  él  esta  premisa:  la  Iglesia  era  propietaria.  Tal  era  so 
primera  premisa,  la  cual  no  ha  demostrado  en  mi  concepto»  punto  ace^ 
ca  del  cual  me  remito  á  las  precedentes  explicaciones. 

Pero  BQ  segunda  premisa  era  la  siguiente:  Si  la  Iglesia  era  propie- 
taria, ni  por  conquista,  ni  por  revolución  ni  por  un  acto  soberano  po- 
do quitársele  dicha  t)ropiedad,  luego  la  tiene  todavía  actualmente. 

Como  he  encontrado  asimismo  indicada  esta  noción  en  el  alegato 
del  honorable  Sr.  Descamps,  me  permito  insistir  un  momento  sobre  el 
particular. 

Mi  razonamiento,  desde  luego,  se  apoya  en  la  argumentación  pre- 
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sentada  por  el  Sr.  Peofieid,  quien,  sobre  eete  panto  lia  combatido  tíc- 
ioriosamente  al  Sr.  Descampe.  Según  Mr.  Penfield.  el  acto  soberano 
ejercido  por  el  Gobierno  de  México  con  respecto  á  un  ciudadano  me- 
xicano, aun  cuando  fuese  arbitrario,  debería  de  todos  modos  imponer- 
se al  respeto  de  mis  lionorable.s  contradictores.  Seguramente  recordáis 
esta  frase  del  Sr.  Penfield,  frase  justa,  jurídica  é  importante  porque 
pondena  todos  los  urgmnnntos  presentados  por  iu  parte  cuatraria  y  es- 
pecialmente los  de  M.  l)oyle. 

Quiero  suponer  que  el  Presidente  Santa-Anna,  en  184'2,  en  período 
de  revolución  mexicana,  ejecutara  un  acto  arbitrario,  un  acto  injusto, 
im  actf)  de  expoliación;  quiero  sup(»ner  qiíc  le  quitara  á  la  iglesia,  por 
odio  clerical  ú  otras  consideraciones,  lo  que  era  de  su  propiedad.  M. 
Doyie  dice:  Ki  acto  es  nulo,  la  usurpación  no  puede  arrebatar  un  de- 
recho. Yo  respondo  con  !\!.  l'enfield:  Aun  siendo  así,  como  sería  un 
acto  soberano  del  Gobierm»  mexicano  sobre  subditos  mexicanos,  los 
obispos  de  los  Estados  Umcios  de  1848  ó  de  LSóO  no  podrían  censurar 
dicho  acto  ni  pedir  que  fuese  reformado  por  un  tribunal  internacional. 
Tratándose  de  un  acto  soberano,  efectuado  por  un  testado  soberano 
sobre  sus  súbditos,  no  cabe  su  discusión^  sino  sólo  su  aplicación. 

No  sólo  se  encontraba  este  principio  en  el  alegato  del  Sr.  Penfield, 
que  escuchásteis  ayer,  sino  que  se  baila  igualmente  en  ano  de  los  fo- 
lletos de  M.  Ralston.  Esta  noción  no  admite  disputa. 

Debo  agreirar  que  no  puedo  considerar  como  acto  de  usurpación,  de 
expoliación,  el  acto  llevado  &  cabo  en  las  clreunstancias  que  acabo 
de  indicar. 

M.  Descampa  os  ba  dicbo  que  la  tesis  presentada  por  mí  tondría 
[Wf  consecuencia  el  permitir  aj  Estado  apropiarse  todos  los  bienes  de 
las  personas  civiles;  ba  dicho  que  la  tesis  demrroUada  por  mí  privaría 
de  toda  seguridad  á  las  personas  civiles.  Permitidme  que  rec^Qque: 
Cuando  se  trata  de  una  asociación  comerciali  de  un  ser  juridicp  com- 
puesto de  personas  que  adoptan  sus  derechos  individuales  para  hacer- 
los comunes  al  amparo  de  una  ficción,  bcgo  una  entidad  jurídica  dis- 
tinta; cuando  esta  entidad  jurídica  acaba  de  desaparecer;  cusndo  el 
Estado  que  le  ha  dado  ser,  le  quita  la  existencia,  los  bienes  que  per~ 
tenecían  á  esta  entidad  y  que  tenían  su  primitivo  apoyo  en  el  púdeo 
de  individuos,  deben  ser  divididos,  á  la  disolución  de  éste,  entre  los 
que  componían  la  asociación,  y  por  consiguiente,  estos  ciudadanos  con- 
servan sus  derechos. 

Pero,  Señores,  es  muy  diverso  el  carácter  de  una  comunidad  reli- 
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giosa,  de  una  asociación  de  beneficencia,  ó  de  un  establecimiento  que 
tiene  por  objeto  un  servicio  público  ó  de  utilidad  públina.  Cuando  «e 
da  á  uiKi  in.stitución  de  caridad,  en  este  caso  la  donación  se  hiu  c  á  unn 
colectividad,  os  decir.  ;'i  uiiu  parte  de  la  nación;  es  siempre,  pues,  li 
n;i<  i(')ii  inisiiia  quien  repre.seuta  este  dereclio.  quien  le  presta  el  fun- 
daiücnlu  primitivo,  y  desde  ese  momento,  cuando  este  cucrpv»  especial 
de  la  colectividad,  cuando  esta  enuinaci(')ii  do  la  narión  ha  cesado  (h 
existir,  el  Estado  soberano,  evidentemente,  es  quien  recobra  lo  conce- 
dido. 

Luego,  no  hay  en  este  caso  expoliación,  no  hay  usurpación:  ma- 
aun  hnhic iiilola.  como  lo  he  dioho  yn.  no  sería  ccnsurfible.  INtm  h*' 
necesitado  rectiücar  la  imputación  que  me  ha  hecho  el  honorable  Sr. 
Descamps. 

Os  encontráis,  pues,  en  presencia  de  actos  soberanos  y  de  aprecia- 
ciones soberanas  de  tribunales  americanos;  jamás  podrán  niis  hono- 
rables cotilnidictorcs  sentirse  lastimados  porque  los  honorables  miem* 
l)ros  de  la  Corle  de  Arbitraje  no  adopten  su  manera  de  ver,  puesto  que  i 
(le  tal  parecer  participan  sus  conciudadanos  y  quienes  entre  ell(»s  es- 
tán llamados  á  hacer  justicia  y  á  dictaminar  en  derecho. 

Hase  hablado  de  una  noción  á  que  se  recurre  con  abuso,  y  sin  em- 
bargo, no  insistiré  en  ella:  hase  dicho  que  no  comprendíamos  la  sig*  , 
nificación  que  ellos  daban  á  la  palabra  irusif  que  era  una  noción  qoe 
se  nos  escapaba. 

Señores,  cuando  tuve  la  honra  de  que  se  me  encomendase  tomar 
la  palabra  ante  vuestra  Corte,  sabiendo  que  tendría  que  discutir  sobre 
legislaciones  extranjeras  que  no  mesón  familiares,  me  había  propuesto 
no  abusar  de  vocablos,  y  buscar  más  bien  la  noción  jurídica  que  tes 
calificaciones  jurídicas,  que  pueden  variar  de  Estado  á  Estado. 

En  este  punto,  pregunto  á  mis  honorables  contradictores  que  han 
hablado  de  trust:  ¿En  provecho  de  quién  se  habría  constituido  dtcbn 
tmat?  ¿Kn  el  de  la  Iglesia?  En  tal  caso,  deberéis  sostener  que  el  Esta*  ; 
do  habría  sido  el  trustee  de  la  Iglesia,  que  el  Estado,  al  siguiente  día 
suprimidos  los  jesuítas,  habría  ocupado  los  bienes  para  la  Iglesia,  tt; 
falta  hacer  esta  demostración. 

Pero,  en  todos  casos,  ¿no  equivale  esto  á  lo  mismo?  Toca  á  los  de- 
mandantes establecer  su  derecho,  aun  cuando  sea  el  derecho  de  tmtl» 
es  necesario  siempre  que  este  derecho,  ya  lo  llaracmos  mandato,  trmi 
ó  propiedad,  provenga  de  un  título,  cualquiera  que  .sea  el  contratoque 
invoquéis. 
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Agrego,  Sofioros.  cjue  osla  noción  no  es  exacta,  porque  si  nos  remon- 
laziiüs  al  orjiron  de  la  euestióii,  veinoá  que  los  donadores  disponen  de 
linfi  manera  alisoluta  cn  provecho  de  los  josnítns:  les  dan  poderes  ta- 
le-^^.  que  no  les  queda  cuenta  que  rendir  «inu  ante  Dios.  ¿xNo  es  esto,  des- 
de el  punto  do  vista  civil,  el  abandono  más  absoluto?  No  tener  (¡ue 
dar  cuenta  sino  á  Dios,  c--  el  derecho  absoluto  de  disponer  sobre  la 
fierra,  esto  es  lo  que  llaioainob  en  nuestro  Código  civil  derecho  de  pro- 
piedad. 

Nosotros,  Estado,  habríamos  sucedido  á  los  jesuítas,  y  vosotros  lo 
admitís;  habríamos,  pues,  sucedido  en  lo  que  llamáis  un  trust,  ensan- 
chando singularmente  la  significación  del  término;  por  cousecuencia, 
debo  yo  tener  el  mismo  poder.  Y  cómo,  sí  en  la  intención  de  ios  do- 
nadores primitivos  no  hay  del  lado  de  los  jesuítas  quien  pueda  reivín* 
dicar  un  derecho  civil  en  oposición  al  de  ellos,  cómo  existiría  hoy  quien 
pudiera  reivindicar  un  derecho  civil  en  oposición  del  Estado?. 

Luego»  Señores,  esta  noción  no  tiene  sino  muy  secundaria  impor- 
tancia y  DO  ha  tenido  razón  el  Caballero  Descampeen  censurarnos  que 
no  lo  hayamos  comprendido. 

Desde  el  punto  de  vista  de  la  jurisprudencia,  hice  una  tercera  cita, 
y  á  este  respecto  se  me  lian  dirigido  duros  reproches.  Hablé  del  pro- 
ceso de  la  marquesa  de  las  Torres  de  Rada;  ¿por  qué  he  hablado  de  él? 

Porque  sucede  que  los  demandantes  no  producen  más  que  un  sólo 
documento  para  establecer  su  derecho  al  Fondo  Piadoso  de  Califor- 
nia; este  documento  es  una  acta  de  donación. hecha  por  el  marqués  de 
Villa  Puente  en  su  nombre  y  en  el  de  su  esposa  la  marquesa  de  las 
Torres  de  Rada;  era  pues,  el  documento  capital.  Y  hé  aquí,  Señores, 
({ueep  el  libro  rojo  encontramos  que  un  primer  fallo  de  1749  y  otro  se- 
gundo fallo  de  1823  han  anulado  el  efecto  de  la  donación  que  ellos  re- 
daman, y  que  estas  decisiones  han  pasado  bajo  fuerza  de  cosa  juzgadal 

Era  necesario,  pues,  que  conocíéseis  el  procedimiento  que  hahia  pre^ 
cedido  á  tales  sentencias,  ó  que  tuvieseis,  á  lo  menos,  alguna  noción 
del  proceso,  Esas  decisiones  minan  por  su  base  la  reclamación  pre- 
sen Lula  por  la  parte  contraria. 

Había  un  Fondtj  l'iadoso  cuya  restitución  se  pide  ahora.  Os  he  di- 
cho que  ese  Fundo  l'iadoso  se  componía  de  dos  partes,  pnv  uü  lado 
de  inmuebles,  de  créditos  lii|)ot(^<'apios,  por  otro  de  créditos  quirogra- 
farios; os  he  manifestado  (jue  la  primera  izarte  de  ese  Fondo  Piadoso 
era  prf>duclora  de  intereses  y  que  la  segunda  no  lo  era.  He  dado  acerca 
de  ese  punto  indicaciones  apoyadas  en  el  inventario  liechopor  el  ¡5eíior 
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Ramírez,  y  no  .se  me  han  refutado.  Esperaba  yo  que  mis  honorable- 
contradictore.s  relacionaran  lo  dicho  |ior  mí,  las  citas  que  tomé  del 
inventario  de  Ramírez,  ron  el  pretendido  título  que  alegan,  es  decir, 
con  loB  decretos  mcxieano.s  de  1836  á  íMñ.  El  trabajo  hubiera  sido 
interesante;  niRs  ya  que  mis  honorables  contradictore.s  no  se  dignn- 
ron  hacerlo,  como  me  propongo  ser  completo,  rue^o  á  la  Clorte  que 
me  conceda  diez  minutos  más  de  atención  para  emprenderlo  yo. 

Los  demandantes  se  apoyan  principalmente  en  el  decreto  del  24  de 
Octubre  de  1842  para  encontrar  un  título,  diciendo  que  por  dicho  de- 
creto efectuó  el  Gobierno  mexicano  un  abandono  ó  declaró  un  reco- 
nocimiento en  favor  de  ellos,  es  decir,  en  beneficio  de  la  Iglesia.  la 
hemos  indicado  cuán  inconcebible  es  que  precisamente  en  los  mo- 
mentos de  una  revolución,  cuyos  caracteres  expuse  ha  poco  y  el  Señor 
Penfield  expaso  antes  que  yo,  que  durante  ese  periodo  de  turbación 
en  que  un  viento  anticlerical  se  desataba  en  México,  el  Estado  sobe- 
rano se  hubiera  despojado  en  provecho  de  la  Iglesia,  cuando  no  to  ha- 
bía hecho  hasta  entonces 

Pero  consultemos  ese  decreto,  que  dice  (página  469  del  libro  rojo). 

c  Art.  1"  Las  fincas  rústicas  y  urbanas,  los  créditos  activos  y  demás 
bienes  pertenecientes  al  Pondo  Piadoso  de  Californias,  quedan  incor- 
porados al  erario  nacional.» 

Ya  de  por  sí  es  bastante  carioso  que  los  reclamantes  se  funden  en 
un  título  que  tiene  por  efecto  radical  incorporar  al  erario  los  bientt 
urbanos  y  rústicos,  créditos  y  demás  propiedades. 

Prosigamos: 

«Se  procederá  por  el  Ministerio  de  Hacienda  á  la  venta  de  las  fin- 
cas y  demás  bienes  pertenecientes  at  Fondo  Piadoso  de  CaUforniss, 
por  el  capital  que  representan  al  6  por  100  de  sus  productos  anuales.» 

No  se  repiten  en  este  segundo  artículo  las  palabras  «los  créditos 
activos»  que  se  encontraban  en  el  primero:  en  dicho  segundo  artículo, 
al  indicar  lo  que  ha  de  venderse,  se  (li(!c:  las  lincas  y  demás  bienes. 

Indicado  este  decreto,  volvamos  á  l;i  división  que  .señalé  liace  poco. 
La  primera  parte,  son  los  inmuebles,  los  créditos  hij)oteearios,  es  un 
producto  anual.  Dice  el  decreto:  Véndanse,  incorpórese  su  precio  al 
erario  y  designaré  el  interés  do  6  por  100  á  efectos  que  determinare 
luego. 

Pero  la  otra  parle,  las  dtuidas  del  Kstado,  ¿acaso  dice  el  decreto  que 
se  vendan?  ¿La dónde  lo  habéis  visto?  ¿F*odéis  siquiera  concebir  la  no- 
ción de  un  Estado  que,  siendo  él  mismo  deudor,  dijera  que  hay  que 
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poner  á  la  yeota  su  propia  deuda  y  ofreciera  pagar  6  por  100  sobre  el 

producto  de  esa  deuda  anua),  es  decir,  que  vendiéndola,  se  compro- 
metiese ú  pagar  6  por  100  á  dos  acreedores  diferentes? 

Ks  idea  imposible  de  concebir  que  el  Estado  hubiera  decretado  que 
He  vendieran  sus  propios  créditos,  con  lo  que  resultaría,  además,  acree- 
dor y  deudor. 

Voy  ahora  á  indicaros  las  cifras,  y  el  asunto  os  parecerá  más  evi- 
dente. 

El  Fondo  Piadoso,  según  Ramírez,  se  compuiu;*,  [ii  iinnro  de  iin  pro- 
ducto de  32,255  pesos,  lo  que,  al  G  por  100,  hace  5B7,OUU  pesos,  de  que  he 
deducido  los  145,000  pagados  á  las  Filipinas;  quedaban,  pues,  392,(XX) 
pesos.  He  aquí  loque  constituía  la  parle  inmueble,  la  parte  productiva. 

Había  tambié!»  «!í)s  créditos,»  que  representan,  según  M.  Doyle  (pá- 
gina 493)  1.100,UOU  pesos,  de  los  que  la  mitad,  ó  sea  550,(X)0,  repre- 
sentan intereses  vencidos.  Ahora  bien,  comprendéis  á  un  Kstado  que, 
no  habiendo  pagado  esos  intereses  atrasados,  se  resolviera  á  vender 
una  deuda  coDsisteate  en  réditos  veacidos  para  pagar  6  por  100  so- 
bre  los  mismos? 

Kesultaria,  pues,  Señores,  que  habiendo  dicho  Sir  Thornton  que  no 
pueden  reclamarse  intereses  de  intereses,  el  Estado  se  !mhría  obligado 
á  pagar  en  lo  futuro  6  por  100  de  interés  sobre  los  réditos  atrasa- 
dos ....  Preciso  es  confesar,  Señores,  que  semejante  interpretación 
del  decreto  hubiera  sido  muy  singular,  sobre  todo  si  se  recuerda  que 
emana  de  quien  no  tenía  inclinación  á  hacer  tales  obsequios  á  la 
Iglesia. 

Hay  más  aún.  Existían  deudas  malas,  cuya  nomenclatura  conocéis, 
que  nunca  habían  producido  nada.  Y  el  Gobierno,  sin  embargo,  se 
habría  resuelto  no  sólo  á  vender  esos  malos  créditos,  sino  que  los  ha- 
bría rescatado  á  la  par,  comprometiéndose  ¿  pagar  perpetuamente  un 
6  por  100  sobre  esos  malos  créditos  que  nada  valían,  que  nada  produ- 
cían 1 

La  aplicación  misma  del  titulo  que  invoca  mi  honorable  contradic- 
tor, es  decir,  el  decreto  del  24  de  Octubre  de  1842  relativo  al  Fondo 
Piadoso,  demuestra  que  su  Interpretación  es  absolutamente  inadmi- 
sible. 

El  Estado  se  habría  comprometido  á  pagar  perpetuamente  el  6  por 
100  de  un  capital  que  no  producía  nada,haciéndoloascenderá  1.100,000 

pesos!  No,  Señores;  he  llegado  á  la  demostración  por  absurdo,  y  ha- 
ría mal  en  seguir  insistiendo. 
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Fuerza,  es,  sin  embargo,  que  se  nos  diga  más  explícitamente  cómo 
comprenden  los  demandantes  el  decreto  de  1B42.  En  vano  hemos  pe- 
dido bnsta  ahora  á  nuestros  honorables  contradictores  que  nos  pre- 
senten una  indicación  clara:  en  ninguno  de  sus  numerosos  documen- 
tos se  encgentra.  Voy  á  deciros  la  razón  de  esto,  y  para  ello  procedo 
á  dar  lectura  al  decreto  del  3  de  Abril  de  1845.  Dice  asi: 
.  «El  Congreso  general  ha¿tecretado,  y  el  ESecntíro sancionado  lo  si- 
guiente: 

.  «Los  créditos  y  los  demás  bienes  del  Fondo  Piadoso  de  Californias 
que  existan  invendidos,  se  devolverán  inmediatamente  íil  reverendo 
obispo  de  aquella  mitra  y  sus  sucesores,  para  los  objelobclequeliablu 
el  art.  iV'  de  la  ley  de  '29  de  Setiembre  de  1836.» 

Si  debe  interpretarse  este  decreto  en  el  sentido  de  una  atribución 
de  los  créditos  ú  los  obispos,  lo  que  se  les  asigna  son  los  créditos  in- 
vendidos, por  lo  que  valían,  y  no  un  interés  de  O  por  IGO;  en  1859,  y 
posteriormente,  en  1870  reclatnásleis  oslo«!crédito.«5  capitalizados,  pero 
cuando  enten  ií  feis  que  tropezaríais  contra  lo  estipulado  en  e!  tratado 
de  Guadalupe  Hidalgo,  rennnciásteis  á  ello,  y  todavía  ahora,  para  evi- 
tar este  obstáculo,  no  reclamáis  más  que  los  intereses. 

Suponiendo  ([ue  el  decreto  de  1845  quisiera  decir:  »0s  daré  6  por 
100  sobre  los  bienes  vendidos  y  os  devolveré  los  bienes  invendidos.» 
no  podía  si<ruiiicar  nuás  que  esto:  «Os  tos  daré  tales  como  son,  os  los 
devolveré  en  capital.» 

Y  no  os  atrevéis  á  pedirlo,  por  la  razón  que  acabo  de  exponer,  lis- 
táis, pues,  encsrrados  dentro  de  una  argumentación  deque  os  desafío 
á  que  salgáis.  Si  vuestra  interpretación  es  exacta,  no  podéis  en  mane- 
ra alguna  pedir  otra  cosa  que  no  sea  esta  parte  del  Fondo  de  Califo^ 
nía,  la  parte  productiva  que  se  hubiese  vendido  para  quedar  represen- 
tada por  un  capital  al  ()  por  100;  dicha  parte  son  los  392,000  pesos 
que  sabéiSf  de  lo  que  hay  que  deducir  el  pasivo  y  especialmente  las 
consecuencias  del  proceso  de  la  Torre  de  Hada.  Luego,  desde  este  pun- 
to de  vista,  no  quedaría  nada. 

No  quedaría  entonces  más  que  la  parte  del  Fondo  de  California  que 
calilicáisde  importante» compuestade  los  pretendidos  créditosquirogra- 
farios;  mas  respecto  á  ella  Jamás  ha  dicho  el  Gobierno:  « Pagaré  el  6  por 
100  por  ella. »  Y  ni  siquiera  ha  podido  decirlo,  porque  sería  absurdo. 

Luego,  sí  algún  derecho  tenéis,  no  tenéis  ni  podréis  tener  sino  un 
derecho  al  capital,  y  este  derecho  al  capital  ni  siquiera  os  atrevéis  á 
reivindicarlo,  porque  sería  objeto  de  recusación  absoluta. 
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lo  concenüenle  á  l.i  cumposicii)!!  del  fondo,  so  nos  ha  dicho  tam- 
bién que  deberían  tomarse  aliora  como  base  la**  ciíras  duduíi  por  el  su- 
peiúrl)itro  Sir  Thornton. 

No  comprendo  eí  ni/<»!iamiento:  si  no  hay  cosa  jiiz^raíia — y  los  ad- 
versarios no  pueden  discutir  his  cifras  sino  ha  jo  esta  hipótesis — ¿por 
(pié  tomar  las  cifras  de  Sir  Thornton?  Dchen  lomarse,  pues,  las  cifras 
de  vuestro  mandatario,  del  mandatario  del  obispo,  el  8r.  Ramírez,  (|uc 
son  las  (]no  deben  servir  de  base,  y  dicho  señor  hacía  la  distinción 
que  acabo  de  indicar. 

Decís  vosotros:  Vamos  á  tomar  las  cifras  de  Su-  l'hornton  y  ú  a^^re- 
gar  S 2<X).(3<)0  por  el  producto  de  la  venta  de  la  (Ciénega  del  Pastor. 
¿Por  qué?  Os  lo  pregunto.  En  las  cifras  del  Sr.  Ramírez,  que  os  he 
citadOf  comprendí  el  producto  de  la  r.iénega  del  Paistor  y  lo  capitalicé, 
como  nparece  en  mi  cifra  de  S  •!U*2,<)00;  ¿  para  qué  contarlo  dos  veces? 

Vuestro  punto  de  partida  es  falso:  debíais,  como  lo  aconseja  el  bnen 
sentido,  si  queríais  reclamar  el  Fondo  de  California^  tomar  como  base 
el  inventarío  que  he  analizado. 

Señores,  puesto  que  he  hablado  del  decreto  del  24  de  Octubre  de 
1742,  os  llamo  la  atención  sobre  el  interés  que  se  desprende  de  la  lec- 
tura de  sus  términos;  la  exposición  de  molÍTOs,  ó  más  bien  el  consi- 
derando  que  forma  parte  de  dicho  decreto,  dice  lo  que  sigue: 

«Teniendo  en  consideración  que  el  decreto  de  8  de  Febrero  del  pre- 
sente ñño  que  dispuso  TolTÍera  á  continuar  al  cargo  del  supremo  go- 
bierno el  cuidado  y  administración  del  Fondo  Piadoso  de  Californias, 
como  lo  habfa  estado  anteriormente,  se  dirige  á  que  se  logren  con  tuda 
exactitud  los  benéficos  y  nacionales  objetos  que  se  propuso  la  funda- 
dora, sin  la  menor  pérdida  de  los  bienes  destinados  al  intento...» 

He  preguntado  á  mis  honorables  contradictores:  ¿k  quién  ha  pro- 
metido el  Elstado  pagarle  el  6  por  100?  Y  se  me  ha  contestado:  Á  la 
Iglesia.  Decía  yo:  No  se  habla  de  la  Iglesia  en  el  decreto.  Y  agrego: 
El  decreto  expresa  que  los  intereses  de  6  por  100  so  emplearán  en  oh- 
jetos  benéficos  y  nacionales.  Y  puede  concebirse,  Señores,  que  una 
iglesia  extranjera  pueda  encontrar  hoy  un  título  en  ese  decreto,  cuan- 
do  se  dice  que  el  6  por  100  se  empleará  en  objetos  de  beneficencia  y 
nacionales'?  No  se  destina  á  objetos  religiosos,  sino  á  objetos  de  be- 
neficencia, y  á  objetos  nacionales,  con  lo  que  se  e.xcluye  á  toda  Igle- 
sia extranjera:  desde  este  punto  de  vista  aún,  el  decreto  no  puede  te- 
ner el  alcan*'e  (pie  se  le  atribuye. 

En  una  audienciu  aiilerior.  disculicndo  la  composición  del  Fondo 
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Piadoso,  00  dije  que  cuando  el  rey  de  España  se  encontraba  ante  difi- 
cultades financieras  á  consecuencia  de  las  veleidades  de  independen- 
cia de  la  Nueva  Esjmña^  cuando  preveía  que  iban  á  escapársele  sus 
territorios  coloniales  y  principalmente  la  California,  pudo  haber  reco- 
rrido á  un  fondo  destinado  á  la  conquista  espiritual  y  temporal  de  la 
California. 

Si  más  larde  el  Gobierno  mexicano,  ya  independiente,  temiendo  la 
influencia  extranjera,  la  intervención  del  vecino,  sintiendo  que  l:i  Ca- 
lifoniia  ih:\  á  separársele,  h;i  empipado  el  fondo  en  la  defensa  del  le- 
rritorio,  ¿se  podrá  decir  que  el  decreto  del  2'k  de  Orhibre  de  1842  (pie 
deslinaba  tales  fondos  á  objetos  de  beneficencia  y  nacionales,  impedía 
al  poder  soberano  obrar  como  lo  ha  hecho?  ¿Sería  posible,  Señore:-í' 

Las  necrsidíides  urgentes,  las  necesidades  políticas  son  las  que  en 
ciertos  momentos  han  determinado  á  un  (jrohierno,  para  el  bien  de  la 
nación,  para  el  bien  de  la  California,  que  también  era  entonces  la  na- 
ción, á  disponer  de  ese  Fondo  Piadoso.  Y  qne  nos  ensefien  el  decrfii» 
que  autoriza  á  un  extranjero  á  reclamar  el  dinero  que  se  emplea  para 
reprimir  la  conquista! 

En  cuanto  al  decreto  de  1836,  que  confía  al  obispo  de  California  la 
administración  del  Fondo  Piadoso,  no  constituye  un  título  para  los  re- 
clamantes. Quedó  derogado  por  el  decreto  del  8  de  Febrero  de  1842; 
es  insubsistente. 

En  la  audiencia  de  esta  mañana  be  oído  á  mí  honorable  contrincan- 
te Sr.  Ralston,  decirnos  que  producía  ciertos  documentos  relativos  á  la 
institución,  por  el  papado,  de  \m  obispado  en  México;  tal  doeumento 
carece  de  importancia  si  es  anterior  á  1846,  si  tiene  por  objeto  regu- 
larizar una  situación  anterior  á  l84-'2  en  conformidad  con  el  decreto 
de  1836,  porque  el  decreto  de  8  de  Febrero  suprime  y  deja  abolido  el 
efecto  del  decreto  de  1836. 

Gl  Caballero  Descampa  nos  ha  dicho:  «Una  ley  no  sólo  tiene  un  efec- 
to general,  nn  efecto  político,  no  tiene  por  objeto  crear  obligadooe^ 
para  el  conjunto  de  los  ciudadanos,  una  ley  puede  crear  un  crédilo 
civil  en  contra  de  un  particular.» 

A  pesar  de  la  autoridad  jurídica  del  Sr.  Descamps,  debo  confesar 
que  esta  declaración  constituye  para  mí  una  roTelación:  jamás  hasli 
ahora  había  concebido  yo  que  un  crédito  civil  naciera  de  una  ley  gene- 
ral. Tal  afirmación  merecía  sin  duda  haber  reclamado  una  demoslra- 
ción,  mas  ésta  no  se  ha  presentado.  El  decreto  estipularía  en  provecho 
del  obispo  y  de  sus  sucesores;  ¿cuál  es,  pues,  el  beneficiario?  Lo  es  el 
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obispo  mexicano.  Por  yentura  los  que  votaron  esa  ley  pudieron  haber 
tenido  el  propósito,  como  lo  he  dicho  ya  en  una  audiencia  preceden- 
te, de  alimentar  perpetuamente  el  presupuesto  público,  el  presupuesto 
de  cultos  de  un  país  extranjero?  No;  nunca  pudieron  estipular  sino 
en  faror  del  obispo  mexicano  y  de  sus  sucesores  mexicanas. 

Sí  el  Gobierno  mexicano  confía  á  tal  ubispo  una  administración,  es 
á  condición  de  que  sea  su  delofíndo. 

¿Pero  se  concibe  que  una  ley  nacional  pueda  tener  por  efecto  orear 
una  deuda  á  cargo  del  Estado  y  en  proveciio  de  un  funcionario  ex- 
tranjero? 

En  el  mismo  decreto  el  Kstadosc  «oiiiiuoinete  á  pagar  al  obispo  ini 
subsidio  anua)  de  seis  mil  pesos.  ¿Llamaréis  también  á  e^^to  un  crédito 
civil? 

Fué,  sin  embargo,  un  comproniHo  (»1  que  se  croi):  y  ¿f^timo  iréis  á 
i\r\T  diferente  nplicación  al  «oMipromiso  de  pagar  seis  mil  i>esoi>  y  al 
compromiso  ilo  «  «(nfiar  la  n  lrmmstrnoi'Hi  dnl  Fondo  Piadoso? 

Señorea,  estoy  ;(bus:iii(li>  do  vuestros  instantes  porque,  como  lo  he 
dicho,  ese  decreto  se  expidit)  en  \H'M\,  y  lia  ípiedado  sin  valor  al  ser 
substituido  por  otro,  el  do  8  de  Febrero  de  1812,  que  lo  abolió. 

Es  imposible  que  sostengáis  que  ha  podido  entrar  en  el  espíritu  del 
legislador  de  1842,  ni  en  el  de  1880.  el  coníiar  la  administración  de 
un  producto  á  quien  no  hubiera  esfado  hnjo  su  vigilancia;  es  contra- 
rio á  toda  noción  de  derecho  polilico,  do  derecho  público,  de  derecho 
civil,  admitir  que  un  Estado,  gratuitamente,  por  un  servicio  público» 
por  un  objeto  determinado,  dé  á  una  persona  la  administración,  el  ent* 
pleo  de  una  renta,  sin  estipular  una  reserva;  esto  sería  un  caso  sin 
ejemplo,  cuyo  carácter  excep(ñonal  no  podría  encontrarse  en  la  legis- 
lación revolucionaria  de  1842. 

M.  Doy  le,  en  la  página  90  de  su  informe,  ha  dado  una  definición  de 
los  bienes  eclesiásticos;  hay,  dice,  los  bienes  que  sirven  directamente 
6  la  exoneración  del  culto,  por  ejemplo,  las  ij^lesias  y  tos  ornamentos 
que  sirven  para  el  oficio  divino;  e.stoK  son  los  bienes  que  no  producen 
rentas  y  que  se  emplean  directamente  para  los  oficios. 

Hay  en  seguida  bienes  que  producen  rentas  y  sirven  para  alimentar 
el  primer  servicio.  Tales  serán  las  tierras,  las  huertas  que  se  alquilan 
para  el  sostén  de  los  ministros  del  culto.  Hé  aquí  lo  que  ól  dice. 

Ahora  bien, ¿podríais  encontrar  en  algún  documento  de  la  causa  un 
título  que  haga  entrar  los  bienes  del  Fondo  Piadoso  de  California  en 
esta  segunda  categoría?  Se  ha  dicho  jamás  que  se  emplearán  estos 
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bienes  en  alimentar  á  los  ministros  del  culto?  En  dónde  se  encuentra 
esto? 

Vosotros  no  inrocáís  más  que  et  decreto  de  18^2,  el  cual  dice  que 
el  Gobierno  empleará  la  renta  para  objetos  de  beneficencia  y  naciona- 
les. Y  eso  no  puede  referirse  al  mantenimiento  de  los  ministros  del 
culto! 

Por  lo  tanto.  Señores,  aun  tomando  la  definición  de  Mr.  Doyie,  de- 
béis reconocer  que  los  bienes  de  que  se  trata  no  son  bienes  eclesiás- 
ticos. 

M.  Mac  Kiiet  tiey  nos  ha  dicho  que  lo>  hifínes  fueron  donados  á  lo> 
jesuítas,  y  por  consifruienle  debieron  d«  donarse  para  el  objulo  relijno- 
so  que  perseíTuían  los  jesuítas,  Ksto  t'(juivalo  á  resolver  la  cuestión  p«>r 
la  <Miesti('iii  mi>iiia.  Trátase  sieiii|>re  de  saber  si  dií*lios  icsuilas  ik»  mu 
más  bien  los  delegatlos  del  rey  que  del  papa,  y  -^i  su  obra  iio  era  más 
bieti  patriótica  y  de  conquista  (pie  exclu.sívauieiile  lelii^iosa. 

So  tio<  \m  dioh(»  ol  Fondo  INado.so  había  tenido  sioiii|iro  <'KÍslen- 
«•ia  distinta,  es  dei-ir  (]u<'  cuando  el  rey  de  Ksiiaña.  en  17<)7.  ^slí  apropió 
talos  bienes,  no  los  incorporo  iuuiodiatameiito  al  erario,  i-omo  poste- 
riormente bv  liizo  Santa  Anua,  sino  que  siempre  los  había  aflmitido 
como  especialmente  afectos  á  objetos  de  beneíii  oncia  y  de  piedad. 

Sí,  lo  aceptamos  de  buen  grado;  pero  hay  que  admitir  esto  teniendu 
en  cuenta  los  hecrhos,  atendiendo  al  carácter  que  dió  el  rey  á  su  acl" 
Os  he  citado  documentos  fehacientes  de  que  el  rey  había  dispuestu 
siempre  de  dichos  bienes  sin  comprobación  y  sin  reserva,  que  el  re? 
había  siempre  eslimado  —  como  lo  estimó  después  el  Gobierno  mexica- 
no — que  en  lo  concerniente  á  dichos  bienes,  píidía  hacer  lo  que  le  dic- 
taba^s^ún  la  expresión  del  Consejo  de  ludias  —  'SU  real  phi'^pr 
su  capricho.  Tenía  derecho  de  disponer  de  ellos,  sin  necesidad  de 
rendir  cuenta  más  que  á  l)í<ts! 

Los  reyes,  por  derecho  divino,  se  con.HÍderan — si  aceptái^i  la  palabni 
— trastees  (fideicomisarios)  del  tesoro  nacional,  y  estiman  que  del  em- 
pleo que  de  él  hai^n,  no  deben  dar  cuenta  sino  á  Dios.  Como  os  lo  h*" 
dicho  ya,  desde  el  punto  de  vista  del  derecho  civil,  es  esto  la  propiedad 
absoluta.  Por  consecuencia,  cuando  se  diga  que  el  Fondo  Piadoso  te- 
nía una  existencia  distinta,  yo  respondo:  Sí,  pero  con  el  carácter  qu« 
el  conjunto  de  los  decretos  le  ha  dado,  es  decir  con  derecho  absolat" 
para  el  soberano  de  disponer  de  él. 

Además,  junto  á  este  carácter  hay  siempre  otra  noción  que  se  les 
ha  escapado  á  mis  honorables  contradictores.  Deberían  determiiur 
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quién  es  aquél  ({ue  tiene  un  derecho  en  competencia,  en  contradicción 
con  el  derecho  del  soberano.  Deberían  probaren  este  punto  el  derecho 
de  la  Iglesia  durante  ese  largo  período;  deberían  demostrar  que  ya 

bajo  líi  administración  de  los  josuitas.  sobre  todo  dcspuéí?  de  su  expul- 
sión, adquirió  la  Iglesia  un  derecho  privativo  del  del  soberano.  Pues 
bien,  este  derecho  contra  el  derecho  del  soberano  es  1»)  que  no  han  lle- 
gado á  probar  nunca,  derecho  condenado,  además,  por  confesión  mis- 
ma de  la  Iglesia  y  por  el  fallo  de  la  historia.  .laiiK.s  ha  pretendido  la 
Iglesia,  no  ya  sólo  á  un  derecho  exclusivo  ó  privativo  del  del  soberano, 
pero  ni  siquiera  ú  un  derecho  indiviso,  á  un  derecho  de  vigilancia,  A 
iin  derecho  de  revisión.  VA  Estado  hi  < onliscado,  el  Estado  ha  dispues- 
to de  los  bienes,  y  jamás  ha  protestado  la  Ij^lcsia. 

Luorro,  tengo  dorci-ho  para  decir  A  mis  honorables  contradictores: 
La  Iglesia  dice  (jiic  es  heredera  de  los  jesuítas,  yo  he  demostrado  ({iie 
en  el  moinento  de  abrirse  el  juicio  hereditario,  debió  haber  becho  la 
petición  y  nada  hizo  durante  un  siglo! 

El  caballero  Descamps  ha  expuesto  que  el  desmembramiento  de 
1848  había  creado  una  diíicultad.  Yo  le  he  respondido  que  el  tratado 
se  encargó  de  resolver  tas  cuestiones  nacidas  del  desmembramiento  y 
que  la.s  había  resuello.  Pero  en  todos  casos,  aunque  pudiera  preten* 
derse  que  el  tratado  de  IS^-S  dejó  subsistente  una  persona  jurídica  pa- 
ra que  heredáseis,  ¿cuál  es  esa  persona  legal?  ¿Lo son  los  Estados  Uni- 
dos? No,  no  se  pretende  esto.  ¿Los  ciudadanos  americanos?  No,  pues 
consta  en  el  tratado  su  renuncia.  ¿Debería  serlo  entonces  la  Iglesia 
mexicana  subsistente  en  el  territorio  extranjero  con  su  personalidad  ci- 
▼il?  Esto  es  imposjblel  Figuraos  al  Estado  americano  admitiendo  en 
su  territorio  una  persona  civil  creada  por  un  Gobierno  extranjero. 
Precisamente,  señores,  cuando  el  Senado  de  Washington  modificó  el 
texto  primitivo  del  artículo  9  del  tratado,  fué  para  que  no  subsistiese 
ninguna  duda  á  ese  respecto:  no  quiso  admitir  derechos  opuestos  á  los 
suyos:  no  quiere  más  persona  civil  en  el  territorio  americano  que  las 
que  deban  su  existencia  al  soberano  gobierno  americano.  No  hay  pues 
tal  iglesia  con  personalidad  civil. 

Pero  quiero  suponer  que  haya  todavía  una  colectividad  de  fieles, 
una  colectividad  de  cristianos,  una  colectividad  de  antiguos  mexica* 
nos  llamados  á  ser  americanos,  con  derechos  indeterminados,  con  de* 
rechos  cualesquiera  al  Fondo  Piadoso  de  California.  Decís  vosotros 
quesoissas  sucesores?  Os  pregunto  quién  los  representaba  en  1848,  pues 
si  poseéis  un  crédito  que  habéis  heredado,  se  necesitaba  una  persona 


Digitized  by  Google 


648  Fondo  Piadoso  db  lkm  Cauforkias. 


legal  en  1848.  ¿C-iiál  es  ella?  Si  esta  colectividad  de  cristianos,  antes 
mexicana  y  americana  ahora,  existía,  aún  im  tenía  la  personalidad  ci- 
vil: r.y  quién  la  repre.scntabay  la  nación  amoricaiia;  el  gobierno  am^'- 
riraiio  ({ne,  cornt»  varias  veces  lo  he  dicho  en  el  curso  de  estos  débales^ 
representa  á  todas  la.s  colectiviza» les. 

A  partir  del  Iralaiii»,  «■uando  la  iia''¡('tn  ainoricana  .se  |>usesiona  de 
la  California,  los  caürnrtuaixH  se  lorn  in  sus  'Subditos:  si  hay  una  por- 
ción (le  individuo-  qiic  (•(justituyan  una  oolr-rlividad  no  dotada  aún 
de  la  personalidad  civil,  pero  que  exista  aunque  sea  con  derechos  em- 
brionarios, el  Kstado  es  quien  los  représenla.  Y  ocurre  (jue  el  K>l;ido 
se  da  por  refibnlo.  r,[)e  (pié  manera,  pues,  podréis  declararos  los  suce- 
sores do  una  |)ersona  civil  inexistenie? 

Me  he  preguntado,  Señores,  cuál  haliría  sido  la  situación  si  no  se 
hubiera  expulsado  á  los  jesuítas.  Puede  haber  dos  hipótesis.  Prime- 
ra: hubieran  permanecido  en  la  Baja  California  donde  estaban  acan- 
tonados. Sobreviene  el  desmembramiento;  ¿habrá,  por  acaso,  quien 
pueda  decir  en  nombre  del  gobierno  americano  ó  en  nombre  de  los 
obispos  de  la  Alta  California:  Nos  debéis  parte  del  Fondo?  De  nin- 
gún modo,  pues  los  jesuíta»  disponen  de  él  á  su  entender,  á  su  TOlun- 
tad,  no  han  sido  expulsados,  continúan  Tívíendo.  El  Gobierno  meit- 
cano  ha  sucedido  al  rey  de  España,  se  produce  el  desmembramiento, 
los  jesuítas  se  han  quedado  en  la  Baja  California,  ¿quién  pedirá  ana 
parte  del  Fondo  Piadoso  en  nombre  de  la  Alta  California? 

Segunda  hipótesis:  Supongo  yo,  y  fijaois  á  que  campo  hipotético  voy 
á  seguir  á  mis  honorables  contradictores,  supongo  que  los  jesuítas  ba* 
bian  avanzado  y  establecido  ciertas  misiones  en  la  Alta  Calfornia;  po- 
dría alguien,  una  vez  efectuado  el  desmembramiento  en  1848  recla- 
mar y  decir  á  los  jesuítas:  me  daréis  una  parte? 

De  ninguna  manera!  Primeramente  hubieran  podido  responderlos 
jesuítas:  No  queremos  quedarnos  en  la  Ubre  América,  preferimos 
los  países  españoles  ó  México,  nos  retiramos á la  Baja  California.  ¿Quién 
hubiera  tenido  la  facultad  de  impedirlo? 

Notad  que  aun  dentro  de  la  hipótesis  de  los  reclamantes,  existe  un 
sucesor  de  tos  jesuítas:  hay  un  Obispo  en  la  Baja  California.  Por  con- 
siguiente, lo  que  los  jesuítas  hubieran  podido  hacer,  pueden  hacerlo 
sus  sucesores. 

¿Cuál  es  el  derecho  civil  que  hubiera  podido  ejercitarse  contra  líw 
jesuítas — que  no  debían  cuentas  más  queá  Dios — ante  no  importa  qué 
jurisdicción  internacional.-'  Ninguno. 
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De  modo.  Señores,  que,  .iiiii  razonando  dentro  de  la  hipiUesis  más 
favorable  á  mis  fioiior:ii)lus  coulriiicaiitos,  suponiendo  qiio  ol  rey  no 
se  hubiese  apropiado  los  bienes  de  los  jesuítas,  la  acción  carecería  de 
fundamento. 

El  honorable  Mr.  Petilield.  á  lo  que  pienso,  no  .se  ha  penetrado bion 
del  ¡irjrumeüto  deducido  por  mí  de  esta  circunstancia:  que  las  misio- 
nes tales  como  se  concebían  en  la  primera  niitnd  del  siglo  XVlll  no 
podrían  ya  existir  on  AmórÍPíi.  pue«í  nos  h;i  dinho:  Kn  los  Kstados  Uni- 
dos la  libertad  de  coiiriori<'ia  es  ;il)soluta:  hay  i)r("<hitcriano.s,  hay  uia- 
htdnelanos  que  i)ucdfii  dedicarse  á  la  propatiaiida  de  su  fe. 

Sin  duda  alguna,  pero  no  me  podrá  rebatir  que  en  aquel  territorio 
nadie  podría  Secutar  una  obra  de  reducción,  como  lo  eran  las  mi- 
siones. 

Nos  dice  el  Sr.  Descamps:  La  cuestión  es  de  forma.  No  tanto  co- 
mo eso,  mi  honorable  contradictor;  ¿Hay  cuestión  de  forma,  cuando  se 
tratarle  la  libertad  deconciencia?  ¿hay  cuestión  de  forma  cuando  se  tra- 
ta de  convertir  subyugando  con  las  armas?  Los  misioneros  se  ayu- 
daban de  tropas;  no  se  concebía  el  establecimiento  religioso  sin  el 
cuartel,  sin  el  presidio;  las  misiones  de  ese  género,  llamadas  entonces 
reducciones,  serían  posibles  todavía? 

Un  último  punto:  El  Honorable  Mr.  Penfield  os  ha  hablado  del  pa- 
go en  oro.  Ya  M.  Descamps  nos  había  dicho:  El  crédito  es  transporta- 
ble, os  habéis  comprometido  á  pagarme  en  los  Estados  Unidos,  y  co- 
mo mi  moneda  es  el  oro,  debéis  pagarme  en  oro. 

Yo  respondo:  Vos  mismo  habéis  dicho  que  vuestro  título  se  encon- 
traba en  el  decreto  de  18^2.  De  esta  suerte,  pues,  el  gobierno  revolu- 
cionario hubiera  contraído  no  sólo  el  compromiso  de  pagar  6  por  100 
sobre  malos  créditos,  sobre  deudas  cuyo  interés  no  pagaba  el  Estado 
desde  hacía  largo  tiempo,  de  pagar  6  por  100  de  interés  sobre  los  in- 
tereses, sino  que  se  hubieran  comprometido  á  pagar  en  oro  su  tributo 
al  extranjero ....  No,  Señores,  no  debo  insistir  en  este  punto! 

•  Han  agregado  mis  honorables  contradictores:  Hubo  relardo  en  el 
pago  y  el  retardatario  no  puede  aprovecharse  de  ello;  si  hubiera  pa- 
irado al  vencimietito,  no  sufriría  hoy  las  consecuencias  del  cambio. 

Pero,  permitidme  que  os  lo  diga,  si  tenía  yo  la  obligación  de  pngar^ 
vosotros  teníais  la  de  reclamar,  y  si  no  porque  no  habéis  recíaiiiado? 

El  Sr.  Drscamps. — Hemos  reclamado. 

El  Sr.  Dklaghoix.^ — No  hal)éis  re 'lamadti;  no  iiabcis  reclamado  en 
1873,  cuando  el  coavemu;  existe  una  correspondencia  que  habéis  in- 
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terpretado  mal,  de  que  el  Sr.  Beernaerl  os  hablará  presto;  no  habéb 
reclamado  sino  hasta  1891,  y  por  consiguiente,  si  vuestra  respuesta 
sólo  consiste  en  la  interrupción  que  acabáis  de  hacer,  os  repito  qne 
durante  veinte  años  nada  habéis  reclamado. 
'  Señores,  hay  un  hecho  claro.  Hemos  recibido  en  plata  el  producto 
de  las  realizaciones.  Hay  otro  hecho  cierto:  el  talón  en  México,  es  el 
talón  de  plata.  Os  he  citado  la  legislación  relativa  á  este  punto:  el  Es- 
tado tiene  el  derecho  de  pagar  sus  deudas  en  plata,  salvo  estipalacióo 
contraria,  porque  todos  los  Estados  tienen  el  derecho  de  descargarse 
de  un  gravamen  en  su  moneda  nacional.  ¿Cómo  podría  justificarse 
entonces  que  habientlu  recibido  en  pUiLa  hayamos  de  reembolsar  eu 
oro? 

En  todo  ('USO,  esta  obligación  (lobería  nacer  del  título;  y  preojuntaré 
todavía:  Acaso  en  el  (IfciuLo  de  lí5  Í2,  cuaudu  estipuló  que  el  Catado 
paliaría  un  inturés  de  ti  |)or  KK) — y  de  que  decís  que  erais»  los  lieneü- 
ciarios — consta  que  se  pagaría  dirbo  inlerén  en  oro?  V  ai  no  consta, 
no  se  liulia  iin[)lícila  la  promesa  de  j)a<far  en  su  moneda  nacionalV 

í^a  depreoiacuMi  que  atiora  exilie,  se  Iiuliiera  ¡¡odido  |irodiieir  sobre 
los  inmuebles,  pue>  es  inherente  a  tuda  existencia  de  un  íondo;  y  ¿pre- 
tenderíais ([ue  nosotr(»s  \n  «nfrié'^emos  exclnsivaínente? 

Se  ha  ale;:ado  cpie  la  moneda  propia  de  lo^  arbitrajes  era  el  oro  y 
que  los  pa^os  ordenaduíi  por  uu  tribuual  internacional,  deberían  siem- 
pre cubrirse  en  oro. 

Cuando  se  tratii  de  que  lije  el  tribunal  la  reparación  de  alííúii  daño, 
puede  estipular  que  el  pago  se  efectúe  en  oro.  Lo  que  entonces  quie- 
re, es  la  reparación  de  uu  daño,  daño  que  para  él  representa  una  su- 
ma X  que  puede  determinar  á  su  arbitrio  y  en  la  moneda  que  elija; 
pero  trabuidose,  no  de  danos  y  perjuicios,  como  lo  he  dicho  ya.  sino 
de  un  crédito,  el  tribunal  que  reconociera  la  existencia  de  tal  crédito, 
debería  incontestablemente  iutiiar  en  su  título  la  justificación  del  pa- 
go en  oro.  En  el  caso  presente,  el  título  es  un  decreto  nacional  me* 
xicano;  ¿cómo  podría  justificarse  con  él  la  pretensión  del  pago  en  oro? 

Sir  Thornton  no  ha  discutido  el  punto,  en  primer  lugar  porque  en* 
tonces  carecía  de  importancia,  y  en  seguida  porque  no  ie  fué  proseo- 
tado  . . . .  ;  hay  tantos  puntos  que  no  se  le  sometieron! ....  Ni  vo* 
sotros  mismos  habéis  reclamado  el  pago  en  oro,  ni  esto  ha  dado  motiTo 
á  discusión  alguna;  y  ahora  venís  á  decir  que  es  cosa  juzgada  porque 
Sir  Thornton  dijo  que  se  pagaría  en  oro  mexicano  como  pudo  decir  eo 
plata,  ya  que  en  aquel  momento  era  del  todo  iguall 
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M.  Penfield  os  ha  dicho  que,  cuando  la  Gomisión  Mixta  condenó  á 
México  á  pagar  cierta  suma  en  oro  con  motilo  de  reparaciones  que 
resultaban  de  dos  procesos,  el  Senado  de  Washini^ton  resolvió  que  se 

restituyesen  las  sumas  recibidas  porque  el  fallo  había  provenido  de 
un  error:  encontráronse  posteriormente  documentos  por  los  que  apa- 
recía (jiie  la  Comisión  Mixta  se  había  equivocado;  el  Senado  recono- 
ció qiio  licliía  rc.stituír->e  la  suma,  la  qtic  se  devolvió  en  la  moneda  en 
que  hahia  sido  pa<íada,  es  decir,  en  oro. 

¿CiMiio  es  ii(>HÍhle alejiar  ose  ai%riimenL«»,  cuando  la  solución  debe  en- 
contrarle en  el  Ululo  <l«'l  cirdiUi? 

\'<»y  á  terminar,  .Seiuae>:  Kstoy  trarupiüo  de  la  i csolucioii  de  esto 
|iroc<'Sf>:  para  (pie  M/xico  su(íumba,  lu  i-í^sifará,  r-tiino  !i»  iia  iioclio  el 
super;'irl>itro  Sir  Tliorutuu  y  como  os  lo  iiu  [««linld  el  Sr.  ncscatnps, 
flcspntonilcrso  enl<'iaim'iitc  di»  lo  (jue  él  ha  llamatiu  tant  niOHlnim  ilr 
(pbjecionefi  que  he  levantado  auto  vosotros:  so  necesitaría  suponer  que 
todas  las  actas  de  doiiaci»)n,  si  las  ha  habido,  expresaban  las  mismas 
intenciones  que  !a  de  Villapuentc:  cslo  exigiría  construir  sobre  hipó- 
tesis;  se  necesitaría,  en  seiíuida,  decir  que  cuando  en  dichas  actas  ex- 
cluían expresamente  los  donadores  á  la  autoridad  eclesiástica,  no  te- 
nían otra  mira  que  donar  á  la  Iglesia;  sería  esta  una  interpretación 
muy  extraíla,  y,  sin  embargo,  así  es  como  os  la  piden! 

Teiulríais  que  decir  lue^rí»  que  cuando  el  rey  de  hispana  se  apropió  los 
bienes  de  los  jesuítas,  este  acto  .soberano,  que  ha  recibido  la  consa- 
gración de  los  siglos  y  de  la  Iglesia,  y  ha  sido  respetado  por  ésta,  de* 
bería  considerarse  par  vosotros  como  inaceptable;  y  tendríais  qne  de- 
cir que,  á  pe»ar  de  esta  confiscnción  ó  apropiación  del  poder  sot>era- 
no.  después  de  haber  estado  bis  bienes  durante  un  siglo  en  manos  del 
rey,  continuaron  siend(»  bienes  eclesiásticos,  no  obstante  la  confisca- 
ción anterior,  ¿Será  pcKsible  esloV 

Kn  tal  easf».  Señores,  tendríais  «pie  olvidar  qiio  los  jnsuítits  no  po- 
dían adquirir  bienes  para  sus  Une.s  espirituales,  y  que  si  hnn  podido 
tenerlos,  era  precisamente  como  delegados  del  rey,  en  vista  de  la  obra 
qne  deseai)an  acometer. 

Tendríais  que  olvidar  entonces  la  serie  de  resuluciones,  de  decretos, 
que  motivaron  la  sentencia  Nobile,  los  decretos  en  que  el  rey  afirma 
su  poder  para  disponer  del  Fondo  Piadoso.  Y  tendríais  que  olvidar,  so- 
bre todo,  el  decreto  real  de  1820  que  cité  en  una  de  las  audiencias  pa- 
sadss,  y  que  declaraba  la  incapacidad  de  la  Iglesia  para  adquirir;  lo 
que  prueba  que  los  decretos  do         1842  y  1845  no  podían  tener  por 
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efecto  el  conferir  an  derecho  á  la  Iglesia,  puesto  que  la  legislacíÓD  la 
había  proclamado  incapaz  de  recibir. 

Tendríais  entoncen,  Señores,  que  interpretar  los  decretos  soeesiros  ' 
que  conocéis,  como  contratos  creadores  de  obligaciones  civiles,  cuan- 
do nadie  en  el  territorio  mexicano,  ni  la  misma  Iglesia  mexicana,  ha 
llegado  á  formular  semejante  pretensión. 

Tendríais  que  aürmar  que  ol  decreto  de  24  de  Octubre  de  18  i2,  cu- 
yo ohifto  es  nacionalizar  los  biones,  incoriMtiarlos  al  erario,  llevaba 
el  übjt^lo  (lo  est.iblecer  un  rrt'ilito  civil  en  iuvor  de  la  Iglesia:  tendríais 
que  suponer  quo  el  «íobierno  ti.-iliía  resuelto  veiuler  tocios  los  créditos, 
aun  los  (jiio  oxistíaii  á  su  car^ío,  y  pagar  nu  sólo  sobre  el  ca¡>ital  de 
osos  r  tt''(lit()s  sino  auii  sobre  ios  intereses  de  intereses,  un  rédito  per- 
petuo do  6  por  i  00. 

Todo  esto  tendríais  ipit»  declarar.  Y  aun  no  es  lodo:  Tendríais  to- 
davía que  decir  que  el  I  robieruo  se  resolvió  á  rescatar  los  malos  cré- 
ditos iiintatuente  con  los  intorosos  atrasados,  y  que  se  comprometió 
á  pagar  perpetuamente  ú  por  100  sobre  es<>s  malos  créditos.  Ten- 
dríais que  decir  que  las  leyes  mexicanas  son  aplicables  cuando  las  in- 
vocan nuestros  honorables  contradictores,  y  no  lo  son  cuaado  somos 
nosotros  quienes  las  invocamos. 

Tendríais  que  decir  que  la  prescr¡pci<m  que  existe  en  todas  las  na-  , 
dones  es  nu  principio  que  ptiede  refutarse  por  vuestras  resoluciones 
y  con  el  derecho  internacional.  Tendríais  que  decir  que  esta  ley  de 
nacionalización  de  los  bienes  closiástícos,  que  no  deja  de  ser  comiÍQ 
á  muchas  legislaciones,  no  debería  encontrar  aplicación.  Todo  esto, 
señores,  repugna  á  la  conciencia  del  jurisconsulto. 

He  concluido.  Os  doy  las  gracias  por  la  benevolencia  con  que  me 
habéis  escuchado,  como  digo  á  mis  honorables  adversarios:  Gracias 
por  las  cordíalei,  correctas  y  corteses  relaciones  que  me  habéis  per- 
mitido mantener  con  vosotros. — He  dicho. 

La  sesión  se  suspendió  hasta  la»  2  y  media  de  la  tarde. 
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liéplim  de  M.  Beernaert. 
1^  de  Octabre  de  1902.— (Después  de)  mediodía.) 

Señores: 

He  prometido  no  .h  lípar  mnrho  tioni|H)  vuestra  afericióii  y  manten- 
dré mi  prumf'í^a.  TíiiiU»  más  iáeilinente  pueiio  liMfprlo  (Minnld  que,  por 
lo  que  mira  ri  !a  cuestión  do  la  «cosa  juzgada,»  de  que  um^  Iip  encar- 
dado especialmente,  creo  haber  dicÍH»  ya  lo  que  había  que  «U  »  ir. 

Desde  Uiepo.  dos  palabras  ai-tTca  de  lf)s  comienzos  del  litjfrio  y  acer- 
ca de  lo  que  liciic  de  iiie.xplicahir  el  )»roli»n^Mdo  silencio  de  los  obis- 
pos á  propi'isilu  (le  un  derecho  (pie.  scíiiiti  ellos,  ora  evidente. 

Había  yo  dicho,  de  acuerdo  con  la  sentencia  fie  Sir  Thoriiton,  que 
desde  1846  hasta  1870  no  .se  hallaba  huella  escrita  de  reclamación 
al^na:  sin  dejar  por  ello  de  estimar  cou  Sir  Thornton  que  debía  ad- 
mitirse la  afirntación  de'Su  Orandeza  el  obispo  de  liíltíiilerrey,  respecto 
á  una  tentativa  hecl)a  por  él  en  IHf^'i  ante  el  Gobierno  mexicano.  Hoy, 
como  sabéis,  preséntase  una  carta  del  Gobierno  nnexicano,  de  1852, 
relativa  al  asunto  con  la  que  se  querrían  jaclar  de  un  triunfo. 

Nosotros  estimamos  que,  por  lo  contrario,  lejos  de  debilitar  nues- 
tra tesiSf  esa  carta  la  fortifica.  Responde  por  su  contenido,  á  una  de- 
manda de  H(»corros  para  las  misiones  del  obispado  de  Monterrey  sobre 
el  Fondo  Piadoso  de  California.  Carecemos  de  la  carta  del  obispo;  no 
existe  ni  en  los  archivos  episcopales  ni  en  los  archivos  mexicanos;  pe- 
ro  se  puede  juzgar  de  su  tenor  por  la  renpuesta  que  á  ella  recayó. 
Ahora  bien,  vése  que  el  obispo  de  Monterrey  no  debió  hacer  ninguna 
alusión  á  un  derecho  cualquiera  de  propiedad;  no  reivindico  ni  ese 
derecho  ni  alguna  renta  perpetua  que  hubiese  reemplazado  al  capital; 
no  pidió  la  partición  de  un  fondo  indiviso  en  el  que  pretendiera  po- 
seer una  parte;  no  solicitó  un  socorro,  y  á  esta  demanda  el  Gobter* 
no  responde  con  una  urbana  n^ativa  que  funda  en  la  penuria  de  sus 
recursos.  Y  cual  si  hubiese  presentido  lo  que  había  de  seguir,  en  esa 
misma  carta  el  Gobierno  denega  todo  derecho  á  la  iglesia  de  la  Alta 
California  «de  hoy  más  separada  de  la  nación.» 

¿No  este  hecho  caracteriza  y  agraba  el  silencio  guardado  i>or  los 
obispos  durante  larguísimos  aftos?  Nótese,  que  sin  haber  sido  á  ello 
provocado,  el  Gobierno  mexicano  alirma  que  no  se  podría  intentar 
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coQtra  el  «Fondo  Piadoso»  pretensión  de  ningún  género.  ¿No  era  esto 
para  los  obispos  una  especii;  de  requerimiento  para  que  afirmasen  é 
hiciesen  valer  el  derecho  de  que  se  hubieran  creído  investidos?  ¿ao 
debieron,  cuando  ménos,  protestar  y  consignar  sus  reservas?  Pues  k) 
que  hicieron  fué  callarse  y  callarse  hasta  1870. 

Y  sin  embargo,  Señores,  ved  la  conclusión  que  se  desprende  de  esa 
carta  de  1852;  aparentemente,  sería  el  Gobierno  mexicano  el  reque 
rido,  y  una  demanda  de  auxilios,  sin  obsequiar,  sería  el  punto  de  par- 
tida para  los  intereses  que  ahora  se  reclaman  al  Gobierno  de  México! 

Si  en  la  carta  de  1852  pudiera  verse  una  reclamación  que  no  exÍ8> 
te,  aun  habría  otra  razón  ([ue  la  despojaría  de  toda  fuerza  jurídica;  es 
una  razón  que  ya  hice  valer:  pern  paréceine  que  nuestros  honorables 
contradictores  lian  perdido  de  visl;i  lo  que  dije  á  e.ste  respecto.  La  ni- 
zón  es  que  en  la  cpucu  aquella,  la  Iglesia  de  la  Alta  Californin  no  te* 
nía  una  existencia  de  hecln*;  para  c(»nvprtirse  en  'CorporaoniM.»  con 
el  deroí'ho  de  poseer,  de  reciluf,  <it'  r*i)Mi|i:nt  (  cr  en  juicio  con  IikIo- 
los  electos  que  ronsi<í0  lleva  la  persoiialitlaU  moral,  tall;il^iN*  liona:, 
antes  que  luida,  las  loruuilidades  presíM  it.is  por  la  leí.'islaci'Mi  aiaen- 
catia,  y  en  niiiííutia  pai  te  encueutio  iju»'  tal  «  uinpÜMiipnio  hubiese 
do  ll(n'a<ii»  ;'i  cal>u  antes  flp  1H5H.  fu  (|u.'  halucndo  uitorvcnido  la  au- 
toridad poiilificia.  la  situaciuii  de  la  l'^l«'sia  de  la  Alia  (!alilV)rnia 
regulari/<»  mediante  el  eslablci  iinieuto  del  arzobispado  de  buii  Fran- 
cisco y  del  obispado  de  Monterrey. 

¿Cómo,  pues,  en  18ó2,  Monseñor  Aleniany  podía  reclamar  un  de- 
recho á  título  de  un  obis|>ado  que  todavía  carecía  de  existencia  jurí- 
dica, que  aun  no  era  por  cierto  persona  moral,  cuya  existencia  misniit 
no  había  sido  consagrada  por  la  autoridad  pontiticiaV  ¿Cómo  coiiipa* 
recer  á  nombre  de  un  ser  que  no  existe? 

Vo  sé,  Señores,  que  conforme  á  la  sentencia  de  Sir  Thoriilon,  la  Igle- 
sia de  la  Alta  California  liat>ríase  convertido  en  corporación  america- 
na por  el  hecho  mismo  del  Trat  hIm  ie  Guadalupe  Hidalgo;  Sir  Thoro* 
ton  no  remonta  su  personificación  <  ivil  hasta  los  tienq)08  de  la  con- 
quista, üjadtt,  como  lo  sabéis,  en  el  7  de  Julio  de  1816:  pero  se^íún  ('1. 
á  la  fecha  de  la  ratificación  del  Tratado,  quiere  decir,  el  30  de  Müy<> 
de  Í848,i{i80  faciOi  la  Iglesia  calirorniana,  por  el  simple  hecho  denu 
haber  optado  por  la  nacionalidad  mexicana,  se  habría  convertido  en 
corporación  de  ciudadanos  de  loe  Kstados  Unidos. 

Señores,  la  sentencia  de  Sir  Thornton  constituye  cosa  juzgada:  de* 
bia  ser  obedecida,  y  lo  ha  sido  plenamente.  Pero  hoy  que  se  quiere 
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hacer  producir  á  esta  senfotini;i  nuevos  y  considerables  electos,  hemos 
podido,  pienso  yo,  sin  faltar  á  las  fonvenicncias  ó  la  cortesía,  declarar 
qiieSir  Tlmrnlon  no  era  in  ecisametüe  un  jurisconsulto. 

Nuestros  honorables  cdiitradicluren  aliriiian  lo  contrario,  finidán- 
dose  en  el  hecho  de  qiip  loriiKÍ  parte  de  la  Comisión  Mixta  y  tuvo,  por 
tal  tiiotivo.  que  decidir  diversos  asuntos — asilo  dice  el  señor  Ralston 
en  una  de  sus  última?*  notas. 

El  arícuniento  paréceine  in^uticieute:  y  -^in  ftnhlar  de  lo  que  al  co- 
•  mienzo  de  sn  senteneia  diee  Sir  Thoiaitou,  cuando  allrnui  que  no  se 
halla  en  estado  de  examinar  y  discutir  los  numerosos  puntos  de  dere- 
cho que  habían  sido  promovidos,  se  me  figura  que  su  sentencia  misma 
demuestra  que  sus  conocimientos  jurídicos  eran  un  tanto  superficiales 

Ved,  si  no.  este  doble  error.  Según  Sir  Thornton,  la  Iglesia  de  la 
Alta  California  habríase  convertido  en  per-n-v  moral  el  30  de  Mayo 
de  1848,  en  un  instante,  por  el  simple  hecho  de  no  haber  optado  por 
su  antigua  nacionalidad,  lo  que  á  todas  luces  parece  insostenible.  En 
ios  Tratados  que  regularizan  un  desmembramiento  territorial  ó  una 
conquista,  es  práctica  constante,  por  así  decirlo,  que  se  reserve  un 
derecho  de  opción  á  los  ciudadanos  del  país  anexionada,  teniéndose 
en  cuenta  por  este  medio  sus  sentimientos,  sus  hábitos,  sus  afectos: 
á  pesar  de  la  anexión  de  la  comarca  que  habitan,  se  les  permite  no 
cambiar  de  nacionalidad.  ¿Mas  dónde  se  ha  visto  conceder  derecho 
semejante,  no  ya  á  cíadadataos  de  carne  y  hueso,  sino  á  personas  mo- 
rales? ¿Dónde,  cuándo,  en  qué  Tratado  se  encuentra? 

Las  personas  morales,  la  Corte  lo  sabe  mejor  que  yo,  son  creacio- 
nes de  la  ley,  y  no  podrían  existir  en  virtud  de  una  ley  extranjera.  Sí 
el  país  cambia  de  amo  deben  someterse,  si  pueden,  á  la  nueva  ley  y 
llenar  sus  condiciones.  Quién  hubiese  admitido  que  un  municipio,  una 
sociedad  de  beneficencia,  un  seminario  ú  otro  cuerpo  colegiado  hu- 
biera venido  á  decir:  mexicanos  ayer,  queremos  quedar  mexicanos 
hoy.  ¿Cómo  habría  acogido  pretensión  semejante  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos,  y  qué  legislación  habría  sido  necesario  aplicar  á  esas 
personas  morales  establecidas  en  América,  pero  conservando  la  na- 
cionalidad mexicana? 

Kn  ese  sentido,  tanto  menos  habría  podido  sostenerse  tesis  seme- 
jante, cuanto  que  en  el  Tratado  de  fniadalupe  Hidalgo  México  había 
pedido  la  inserción  do  una  cláusula  (|ue  pudiera  pernutir  hasta  cierto 
punto  el  considerar  á  las  coipuraeiones  religiosas  como  conservadas 
pentro  del  límite  en  que  antes  existía.  Había  un  artículo  d  que  man* 
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tenía  en  el  pafs  anexionado  las  instilaciones  religiosas  y  las  relacio* 
nes  de  los  católicos  con  sus  superiores  eclesiásticos.  Pues  bien,  esta 
cláusula,  tan  poco  explícita,  y  que  no  decía  seguramente  que  tales  cor- 
poraciones pudiesen  ser  personas  morales  en  América,  aunque  siguie* 
sen  siendo  mexicanas;  esta  cláusula  tan  sencilla,  tan  anodina,  fué 
desechada  por  el  Senado  de  los  Elstadofi  Unidos;  no  figura  en  el  Tra- 
tado. 

Y  sí  se  consulta  el  texto  de  ese  documento,  texto  impreso  hajo  la  tí* 
gilancia  de  nuestros  honorables  contradictores,  que  se  lea  lo  que  cod- 
tiene  el  art.  8.  Da  el  derecho  de  opción  á  los  ciudadanos  mexicanos; 
y  es  tan  evidente  que  de  ciudadanos  se  trata,  ([iie  se  conviene  en  que 
podrán  ir,  venir,  alejarse,  cambiar  de  domicilio,  etc.,  ef^tipulaciones 
todas  estas  evidentemente  inaplicables  á  las  [)ersonas  morales.  Ya  esto 
lo  hizo  notar  en  su  alegato  impreso  en  el  libro  rojo(pág.  396)  el  Se 
üor  Azpíroz. 

l*an''C'ein(',  pues,  iiino<ral)Ie  (pío  ú  (^to  rospoolo  Sir  Tbornton  come- 
tió un  error;  la  l^Mesiu  do  ('.aliloniia  no  pcidido  convertirse  en  per- 
sona mora!  aiiuM-icaiia  dosilí;  el  30  de  Mayo  de  1848,  sólo  porque  üu 
hubiese  declarado  que  optaba  por  la  nacionalidad  niexicana. 

lie  aquí,  Seiioreá,  un  segundo  error  no  uumios  evidente.  Oniero  su- 
poner (pie  la  I¡:l<>.s¡a  os-tablerida  en  n;difornia  bubiese  tenido  e->le  rarr» 
derecho  de  optar,  como  si  hubiera  sido  un  ciudadano  ordniario,  y  <ie 
decir:  (Jiiiero  permanecer  mexicana:  todavía  supongo,  no  menos  gra- 
tnilriniente,  (juc.  <'orno  tal,  fm--<e  enlom-es  perdona  moral.  ¿Habría  co- 
rrespondido de  verdad  á  esta  Iglesia  el  convertirse  ///.so  furto,  jwr  el 
hecho  sólo  de  su  volunta  I,  en  persona  inoral  atnericaiia?  Sir  Tliorntoti 
lo  di(re,  pero  no  nos  muestra  le.xlo  ninginio,  sea  de  la  leg¡slac¡(>n  ame- 
ricana en  general,  sea  de  las  leye%f  califoraianas,  que  justifiquen  ta- 
maño aserto. 

No  existe  país  en  el  mundo  en  que  una  (!orpr)ración  pueda  asumir 
la  personalidad  moral,  aunque  no  deba  así  declararlo,  sin  tener  que 
llenar  alguna  formalidad. 

Y  en  el  expediente  tenéis  la  prueba  de  que  América  no  os  ana  ex- 
cepción: el  estatuto  de  California  se  encuentra  publicado  en  el  libro 
rojo  (pág*  52),  como  un  anexo  y  como  complemento  al  **memoríar' 
presentado  por  los  limos.  Señores  Obispos.  Y  allí  se  ve  que  el  estatu- 
to de  California — que  ha  permitido  á  la  Iglesia  católica  y  á  las  otra» 
Iglesias  el  erigirse  en  personas  morales — no  fué  obligatorio  sino  has* 
ta  el  13  de  Mayo  de  1854,  y  que  prescribe  una  declaración  previa  ante 
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autoridad  competeotet  por  el  jefe  de  la  diócesi  ó  de  la  Iglesia,  fista 
declaración  es  la  que  vemos  rendida  por  Monseñor  Alemany;  encuén- 
trase en  el  propio  documento. 

Segundo  error,  pues,  que  no  parece  menos  indiscutible  que  el  pri- 
mero: la  Iglesia  mexicana  no  se  ba  convertido  en  persona  moral  ame- 
ricana el  30  de  Mayo  de  1848 ;  creemos  que  antes  no  constituía  una 
corporación  legal,  pero  lo  que  sí  es  ciertísimo  es  que  desde  el  30  de 
Mayo  de  1848  no  hubo  ya  Iglesia  mexicana;  la  Iglesia  americana  que 
ocupó  su  lugar  no  era  sino  un  ser  de  hecho  sin  derechos  ningunos 
COMIO  porsona  inor.il:  osos  (Icroclios  no  los  adquirió,  no  pudo  adqui- 
rirlos sino  (lesi)iu'*s  de  la  l(!y  del  i'ó  iW  Mayo  dft  185-í  y  después  del 
cumpliníiento  de  la  formalidades  presoriptas  pur  la  ley. 

Y  á  esta  Iglesia,  que  ann  no  cxislía,  se  le  reconoció,  sin  embarjío.  el 
derechii  de  reclamar  y  do  recibir  desde  iHiH  lia.sla  IS.'íi:  esa  es  la 
cosa  juzgada  :  por'o  importa  el  error  del  juez,  no  hay  que  volver  sobre 
el  asunto,  do  l)oní-«imo  jyrado  lo  rocoiiozoo. 

Pienso,  pues,  Señores,  que  inÍ8  aiiteriure¿  observ  aciones  quedan  en 
[ño,  y  paso  á  ocuparme  en  \o  que  me  queda  por  decir — es  poca  cosa — 
acerca  de  la  cuestif^i  de  la  cosa  juz^rada. 

Tengo  que  (;ousignar  ante  lodo,  lo  mucho  que  lamento  no  lialter  po- 
did(>,  por  laMa  de  cotiocimienlos  sidicicnles  de  la  lengua  injrlesa,  sa- 
borear pleiiametíle  el  alegato  tan  nervioso,  tan  elegante  en  su  forma, 
tan  ex(!esi  va  mente  cortés,  del  ¿jr.  l'enlield;  le  ruego  crea  (pie  los  sen- 
timientos que  se  sirvió  expresar  con  respecto  á  nosotros  son  también 
punto  por  punto  los  míos. 

.Según  lo  ha  establecido  el  Sf.  Delacroix,  en  ningún  caso  podría  ha- 
ber aquí  (-osa  juzgada  s  no  ,í  beneíicio  do  lo.s  obispos,  nunca  al  de  ios 
Estados  Unidos,  que  s(»ii  los  (pie  se  trata  de  mezclar  en  el  asunto,  y 
se  comprende.  La  (Comisión  Mixta,  en  efecto,  que  es  de  quieit  emana 
la  primera  decisión,  incontestablemente  no  tenia  competencia  sino  por 
lo  que  mira  á  las  reclamaciones  que  ciudadanos  de  los  Estados  Uni- 
dos pudiesen  intentar  contra  México  ó  de  ciudadanos  mexicanos  con* 
tra  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos.  El  texto  lo  declara,  y  por  otra 
pártese  comprende,  que  caso  de  producirse  algún  diferendo  entre  los 
dos  gobiernos,  no  habría  sido  á  la  resoluclSn  de  una  Comisión  Mixta 
á  la  que  se  sometiera. 

Ésta,  por  lo  demás,  nada  juzgó  que  á  los  Estados  Unidos  se  refirie- 
ra; el  derecho  que  reconoció  es  el  de  los  obispos  de  la  Alta  California; 
á  beneficio  de  ellos  condenó  al  Gobierno  mexicano;  nada  concede  ni 


Digitized  by  Google 


668 


FoKuo  Piadoso  db  las  (Ialifounias. 


nada  podia  conceder  á  los  Estados  Unidos,  los  que,  hasta  estos  ijlti> 
mostíempoSy  conservaban  ana  actitud  exclusivamente  diplomática;  lo- 
terponfan  sus  buenos  oficios  en  obsequio  de  uno  de  sus  ciudadanos, 
recomendaban  sus  pretensiones  llamando  sobre  ellas  la  atención  del 
Gobierno  vecino ;  ejercían  un  papel  gubernamental  y  nada  más.  Oid, 
si  no,  lo  que  el  Sr.  Clayton  escribía  ai  Sr.  Mariscal  en  l'^de  Septíeni' 
bre  de  1897. 

Tengo  instrucciones  de  mi  gobierno  para  llamar  la  atención  de 
Vuecencia  sobre  las  reclamaciones  de  la  Iglesia  católica  romana  de  Ca- 
lifornia contra  el  Gobierno  mexicano,  á  propósito  de  los  Fondos  Pia- 
dosos de  California." 

Los  demás  documentos  del  asunto  se  hallan  concebidos  en  térmi- 
nos análogos. 

Lo  que  denuicstra  que  no  podría  liabor  cosa  juzjiada  sino  ;i  lieneli- 
ci(t  (io  lu.->  obisptís.  V  aun  si  los  K^sfados  linidos  figuraran  hi»y  en  d 
pi'ocoso.  de  nada  pofh  ian  provaler'-e.  siiiiiu^sto  que  sin  géiierf»  de  du- 
da no  tÍL'iiraron  cuando  los  (¡riincros  jirorcniiiiiieiitos,  y  supuesti>  tam- 
bién (piu  lio  es  discutido  ni  discutible  el  que  sólo  haya  cosa  juzgada 
entre  las  partes. 

Por  tratarse  de  un  conflicto  entre  una  persona  moral,  corporación 
de  (Miidiidanos  americanos,  y  México,  es  por  lo  que  estunanios  que, 
bajo  la  rortiui  de  un  arl)itr;iinenIo  internacional,  sólo  se  trata  en  rea- 
lidad de  un  conflicto  de  derecho  privado,  y  para  una  cuestión  de  De- 
recho Civil,  á  lo  que  hay  que  referirse  sejíún  mi  concepto,  es  á  la  le- 
gislación mexicana;  esta  legislación  es  el  Código  Pederal.  Kn  México, 
al  igual  de  los  Estados  Unidos  de  America,  cada  F.stado  posee  su  de- 
recho propio,  muy  especialmente  el  Distrito  Federal  de  México:  conio 
Washington  en  los  Fstados  Unidos.  El  hisirito  dirime  todo.s  los  liti- 
gios concernientes  al  Kstadcx  porque  sedo  á  México  puede  asignarse, 
y  confórmelo  veréis  en  el  Código  Civil  que  tenéis  á  la  vista,  una  dis- 
posición expresa  lo  declara  aplicable  al  territorio  de  la  Baja  Califor- 
nia, simple  Territorio  todavía  y  no  un  Estado. 

En  lo  que  se  refiere  á  la  cosa  juzgada,  el  derecho  mexicano  se  halla 
por  otra  parte  de  acuerdo  cóu  el  antiguo  derecho  español  y  con  lo  que 
puede  denominarse  el  derecho  europeo. 

Entre  los  puntos  tratados  esta  mañana,  hay  uno  sobre  el  que  me 
es  indispensable  volver  por  medio  de  algunas  palabras,  porque  es  la 
base  de  nuestra  argumentación.  Sin  embargo,  nadie  ha  aludido  á  él 
ni  siquiera  con  una  sola  palabra,  en  la  sentencia  primera,  y  no  ha  si- 


Digitized  by  Google 


Rbcuímagión  contra  México.  559 


do  mucho  más  cAiilicado  ante  vosotros  en  el  curso  de  estos  prolonga- 
dos alegatos:  me  reliercá  lo  concerniente  al  Tratado  de  Ciuadalupe- 
llidalgo. 

Querían  lt>s  litados  Hriidos  (|nc  este  l'raladu— que  les  abandonaba 
la  mitad  de  la  suj»  ríicir  tt  inlorial  iU"  México^ estableciese  para  lo 
futuro  entre  los  <|os  países  muy  buenas  relaciones:  se  quería  bruTar 
el  pasado,  no  debía  quedar  entre  ¡nnbos  ninjíún  (lilVieinlo.  iiiti<íún 
asunto  de  conllicto.  I^os  K<^tad<>s  Unidos  y  M^'xico  se  exuin  i  aii  de  toda 
carga  rí'ciproca,  completa  y  alwoltitamente;  y  luego  de  lialierse  arre- 
glado recíprocamente  las  pretensiones  mutuas,  México  recibe  de  los 
Kstados  l  nidos,  como  á  título  de  saldo  de  cuentas,  una  indemnización 
de  15  millones  de  dollars. 

Descártase  igualmente  toda  pretcnsión,  toda  reclamacirui  pendiente 
oque  contra  México  pudiesen  intentar  los  ciudadan(»s  del  otro  país,  en 
tanto  presenten  ellas,  como  b}i$(e.  hechos  anteriores  á  la  ratilicai  ii'ui 
del  tratado.  Mas,  com(»  no  se  pudiese  tan  llanamente  disponer  de  de- 
rechos de  terceros,  los  bastados  I  indos  se  encargan  de  regular  aqué- 
llos, I  para  ese  efecto  reciben,  á  título  de  precio  alzado  la  suma  de 
4  millones  y  250,000  doHars.  Sí  alpruíen  en  la  gmn  República  ameri- 
cana pretende  hacer  valer  algún  derecho  contra  México,  de  hoy  más 
debe  dirigirse  á  los  Kstados  Unidos.  Y  se  constituye  una  comisión — co- 
misión exclusivamente  americana — encargada  de  examinar  el  funda* 
mentó  de  las  reclamaciones  de  este  género. 

Así.  pues,  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  constituye  nn  descargo 
absoluto,  un  finiquito  de  gobierno  á  gobierno,  y  es  también  un  fini- 
quito dado  en  nombre  de  los  particulares  americanos  al  Gobierno  me- 
xicano. A  partir  de  ese  momento  todo  está  liquidadc»  y  concluido;  los 
procesos  sometidos  á  hts  tribunales  quedan  sin  efecto,  y  se  prohibe 
para  lo  [xa  venir  intentar  cualquiera  reclamación  originada  en  hechos 
de  la  misma  naturaleza. 

Sin  duda  que.  en  lo  porvenir,  podrán  surgir  nuevos  conflictos,  ele- 
varse pretensiones  nuevas,  or»  entre  los  dos  Kstados,  ora  de  ja  parte 
de  los  cindadani»s;  pero  lales  lití{]rios  deberán  hallar  sus  orígenes  y  su 
razón  de  ser  en  hechos  posteriores  a  la  ratilicación  del  Tratado. 

Yo  u(i  sé  SI  iiabré  «•oinpreiidido  bien  el  alegato  de  M.  renlieid:  pero 
parece  que  baya  alejíado  al  i<:ii  il  v  hasta  por  citna  del  derecho  de  los 
obispos,  nn  derecho  para  la  Ücprihlica  misma.  I.o  que  sería,  de  parle 
de  los  listados  l'iinhi  .  alirm  i.  n,ti  inieva  de  ese  eminente  domi- 
niOfde  ese  soberano  derecho  que  la  mayoría  de  ina  hlslados  se  lian  urro- 
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gado  sóbrelos  bienes  perlenecienles  á  las  personas  morales,  y  quizás 
esta  pretensión  no  estaría  muy  de  acuerdo  oon  lo  que  aquí  dilucida- 
mos. Tampoco  veo  muy  claro,  en  este  supuesto,  lo  (jue  sería  de  las 
misiones,  de  los  indios,  de  las  iiiteuciuaesdel  uiaiíjués  de  Villapueiile 

y  de  las  «lo  los  otros  íuiuludores. 

Mas.  desdo  el  punto  de  vista  en  que  ine  coloco  en  este  inotíi» uto, 
mi  razoiiaíiiieiito  no  seria  sino  aun  nuls  fuerte,  supuesto  que  es  i iidus- 
eutible  el  que  conforme  á  los  formales  términos  del  Tratado  de  ihm- 
dalupe  Hidalgo,  rualiniiera  rec!nma(i¡óu  de  los  Kstados  Unidos  (•oiilr;í 
México,  fundada  en  hechos  anteriores  al  1^18,  debería  ser  desechada 
sin  examen. 

T.o  que  por  otra  parte  no  es  menos  cierto  para  ios  ciiidadan(»s  y  para 
las  personas  morales  de  América:  no  debo  insistir  más  sobre  ello,  pues 
que  tenemos  aquí  la  autoridad  de  Sir  Thornton  que,  para  todos  estos 
pantos  debería  equivaler  á  cosa  juzgada.  Hecordad  sus  palabras: 

«Los  reclamantes  no  pueden  tener  el  derecho  de  apelar  á  la  Comi- 
sión»  establecida  por  la  Convención  de)  4  de  Julio  de  1868,  |)ara  todas 
las  reclamaciones  que  hubiesen  podido  ser  presentadas  antes  de  eM 
fecha. « 

Y  se  pregunta  uno  cómo,  ya  que  el  mismo  Sir  Thornton  declara  in* 
discutible  el  sentid«>  del  Tratado  de  Guadalupe  Hidalgo  para  desechar 
cualquiera  reclamación  de  principio,  cómo  un  capital,  del  que  no  pue- 
de ya  ni  hablarse,  habría  de  considerársele  como  sí  continuara  cau- 
sando intereses! 

Señores,  no  me  siento  inclinado  á  volver  á  hablaros  de  la  cosa  juz- 
gada, porque,  en  realidad,  el  asunto  hn  sido  apurado  y  yo  no  gusto  de 
las  repeticiones.  Ello  no  obstante,  y  á  pesa  r  de  todo  lo  que  se  ha  dicho, 
ó  tal  vez  á  causa  de  lo  mucho  que  se  ha  dicho,  parece  que  reina  en  el 
asunto  bastnnte  obscuridad  y  una  cierta  confusión,  que  yo  querría  eo 
última  tentativa  hacer  desaparecer. 

Para  traer  aquí  un  poco  mús  de  luz,  creo  que  no  podría  hacer  cosa 
mejor  que  analizar  aún  ante  vosotros  la  secuela  de  los  procedimientos, 
puesto  que  de  ese  modo  tendría  yo  la  ventaja  de  establecer  que  la  cosa 
juzgada  no  puede  alegarse  y  demostraría,  al  propio  tiempo,  que  la  ac- 
titud del  Gobierno  mexicano  ha  sido  completamente  correcta,  confor» 
me  á  sns  deberes  internacionales,  y  fundada  en  derecho.  Tai  justifica- 
ción será  casi  todo  mi  alegato. 

En  1859,  cuando  los  obispos  se  dirigen  por  la  primera  veza  los  Ks- 
tados l  nidos,  lo  que  aiiuncuui  es  una  reclamación  de  eapiLul,  tíeneo 
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un  derecho  á  la  propiedad,  ó  á  lo  menos,  á  una  parte  de  la  propiedad 
del  Fondo,  lo  que  México  les  adeuda  son  capitales,  cuyo  monto  aun 
fijan  en  su  cnrld  tlel  1851).  haciéndolo  ascender  hasta  2.H(X),000  pesosJ 
"ese  doemin^nto  se  h:illa  acotnpailado  do  una  céddia  qiu  da  el  porme- 
nor de  hi  suma.  ILs  esencial  nt»  olvidar  este  (•mito  de  partida. 

Sabe  la  Corte  rpie.  iioslernn-uiento  á  1859,  los  <d»ispo.s  jiuardaron 
silencio  hastn  la  const  ilación  de  la  (loniisión  Mixta,  y  (juc  í'iitonees  tor- 
nó á  abriise  la  campaña  con  la  carta  del  13  de  Marzo  de  1870,  que  fué 
transmitida  á  la  Comisión  Mixta.  íaie^'o,  la  situación  es  clara.  Los 
ohi-pos  de  la  Alta  ( lalil'oriiia  dicíMi  clara  y  exactamente  lo  que  (piieren  : 
el  h'oiido  PiadoHi).  si^gúu  ellos,  debe  dividir.se  entre  las  dos  üalitoriiias, 
y  reclaman  su  parte. 

¿Cuál  es  entonces  la  ac  t  itiul  de  México  ?  ¿Va,  como  tan  injustamente 
se  le  reprocha,  á  disputar  en  sí  misma  la  competencia  de  esa  Comisión 
Mixta,  que  ha  c<mtribuído  á  formar?  Así  .se  ha  dicho;  pero  no  hay  una 
palabra  de  verdad  en  ello.  Jumas  México  ha  puesto  en  duda  e.sa  com- 
pelencia:  pero  ante  la  Comisión  Mixta  ha  invocado  el  Tratado  de  Gua- 
dalupe llidal<ro  para  deducir  de  él  ifm-  >o  trataba  de  una  reclamación 
prescrita.  ¿Cuál  es,  pues,  decía,  el  derecho  que  pue<len  invocar  lo.s 
obispos  y  cómo  podría  no  ser  anterior  á  la  ratiítcación  del  Tratado  de 
Guadalupe  II¡dal{i;o?  Sería  imposible  suponer  otra  cosa.  Si  los  obis- 
pos pretenden  invocar  los  títulos  originarios,  el  acta  de  donación  del 
marqués  de  Víllapuente  ó  las  que  no  se  conocen,  no  hay  necesidad 
de  establecer  que  son  necesariamente  anteriores.  Sí,  sin  llegar  hasla 
allá,  derivan  el  origen  de  su  derecho  de  la  supresión  de  los  jesuítas  Ó 
de  las  disposiciones  tomadas  entonces  por  el  rey  de  EIspaña,  ocurre  lo 
mismo;  y  sucede  lo  propio  si  se  llega  hasta  los  actos  del  Gobierno 
mexicano,  al  decreto  de  1842  ó  al  de  18á6;  todos  hechos  anteriores, 
y,  desdo  luego,  se  trataría  en  todo  caso  de  un  derecho  extinguido  que 
ya  no  se  puede  hacer  valer,  y  á  propósito  del  cual  no  habría  ya  más  que 
un  solo  deudor  posible:  los  E-studos  Unidos,  contractualmente  substi* 
tuídt»  á  México  mediante  una  suma  otorgada  para  todos  los  créditos 
que  justificasen  los  ciudadanos  americanos. 

Tal  es,  Señores,  lo  que  decía  el  Gobierno  mexicano,  y  tal  es  lo  que 
seguramente  hubieran  dicho,  aun  con  mayor  enerj^ía,  los  Estados  Uni- 
dos en  su  caso. 

Ahora  bien,  ¿no  era  completamente  correcto  y  jurídico  este  siste- 
ma de  delensaV  l*reten(l(!r  (jue  no  subsistía  el  derecho  reclamado,  no 
era  ciertamente  desconocer  la  compctcn<ria  del  jue/.  /i  quien  ilocían: 

7« 
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La  reclamación  que  os  han  sometido  no  tiene  fandamento»  he  aquí  mi 
descargo  en  un  convenio  internacional  que  data  del  30  de  Majo  de 
1848;  no  existen  ya  derechos  en  mi  contra. 

¿Qué  cosa  más  legítima  que  semejante  argumento?  Y  es  fuerza  so- 
poner  que  los  defensores  de  los  obispos  consideraron  justa  y  aun  in- 
contestable la  objeción  de  México,  puesto  que  cambiaron  completa- 
mente de  aclitinl,  abatidonaion  toda  pretensión  á  una  parte  de  pro- 
piedad ó  á  iin  capital,  y  no  reelaniaron  ya  sino  los  intereses  vencido? 
ditsde  18 ÍS.  oxiiniéndoso  do  toda  prolonsión  al  capital. 

Tal  filó  tainhii'ii  hi  tesis  de  Mr.  Kalsl(Mi:  N<»  se  poilía  reclamar  el 
capital,  di<íe.  pnesto  (jne  liabía  sidfí  conliscado.  suceso  lamentable  é  in- 
justo, pero  ipie  procedió  do  un  a'  lo  s. ihcr.un)  (jin  iiu  había  ya  que  to- 
car. Y  de  allí  se  sac;il);t.  loinu  t^:«>uclusi*>n  que  antes  tle  It'SíH,  no  habla 
habido  tim^Miiia  lc>ioii  de  dcrei^hos,  y  (|no  ésta  no  so  produjo  .sinudi^ 
pués,  de  año  en  ano,  por  la  falta  de  pa^io  de  los  infcrcse.s. 

A  este  nuevo  sislenia.  adoptado  en  noiubic  de  los  ob¡sp<»s,  ¿(pt^ 
responderían  lo.s  abogadiís  ile  íMcxh  o^  I<o  (pie  dicen  lioy  los  aboyados 
americanos,  lo  que  ale<j:aba  el  otro  día  M.  Descamps,  casi  en  hrs  ^nl^- 
nios  ténnijios:  Keclaniáis  intereses,  pero  los  intereses  suponen  nece- 
sariamente un  titulo,  un  crédito  ...  y  aun  oreo  que  do  uno  de 
ellos  tomó  el  Sr.  Descamps  esta  frase,  que  no  parece  mala:  f  No  hay 
generación  espontánea  de  intereses.»  La  consecuencia  supone  un 
principio,  y  deüde  el  momento  en  que  ol  (a  édito  quedó  desechado  por 
el  tratado,  ¿cómo  se  podría  aceptar  la  demanda  de  intereses? 

Por  previsión  bastante  natural  de  lo  <[ue  ha  pasado,  añadían:  \.o 
que  ahora  nos  decís  re8|»ecto  á  esas  pretendidas  lesiones  de  derechos 
posteriores  á  1848,  p<HÍríais  alegarlo  mañana  á  pr(>)MJsilo  de  nuevos 
intereses,  y  continuando  de  tal  suerte,  Hegítríais  á  este  resultado:  que 
no  pretendiendo  nada  del  capital,  y  sometiéndoos  al  acto  soberano 
que  lo  nacionalizó,  vosotros  solos  sacaríais  todas  las  ventajas  hasta 
la  consumación  de  los  siglos! 

Tal  es,  Señores,  hi  confusión  que  Iiay  en  el  fondo  de  este  proceso 
y  que  únicamente  puede  explicarlo. 

Podríais  leer  la  defensa  de  los  abogadtts  de  México,  especíahnente 
en  el  alegato  del  Sr.  Azpíroz,  del  24  de  Abril  de  187.1,  se  pregunta 
cómo  se  podría  eiicontmrla  irregular  y  contraria  al  comproiuiso,  ó 
aún,  como  pare<'.e  que  se  ha  dicho,  contraria  á  la  buena  fe  que  debe 
reinar  en  las  relaciones  iiilor nacionales,  más  todavía  que  en  las  reía* 
cienes  entre  particulares. 
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Las  objeciones  del  Gobioriio  inexicjuio  quedaron  siii  respuesla,  ó, 
cuamlo  jneii')--.  no  encuentro  rastro  de  ella  en  el  expediento. 

En  estas  (••iiidii  ioiios  intoi  vin<>  la  sentoix  ia  del  árbilro.  IJeconocífl 
(|Ue  despiU's  del  Tralinlodt;  t  iiiadalii{»tí  ilidalír'».  las  re^Limacioiics  he- 
cli.ns  anhMiurjiíL'iile  á  18i8  no  erando  admitirse,  puesto  (juc  lian  aca- 
bado; ])ero  pasa  otra  cosa  o(m  las  reolainaciune-  do  in-i;:oii  postefior. 

No  nos  dice  cnúl  ^eu  este  t>ri;ren  pu-tci-jor  ni  cuál  pudiera  haber, 
ni  de  dt'tnde  emanaría  e!  derecho  á  los  Mit(M-(  <cs,  y  después  de  esta- 
blecer que  las  rodahiaciones  posliTiores  á  IS  ÍS  son  admisibles,  decla- 
ra fundada  la  pretensión  de  los  obispos,  olorüanio  intereses  desde  el 
30 de  Mayo  «hasta  este  día.»  ÍAiego.  en  la  parte  re<(»!iitiva  de  la  sen- 
tencia, lija  en  pesos  y  centavos  la  suma  que  ha  de  pagarse. 

Así  pues,  el  superárbitro  no  puede  fallar  con  respecto  al  h'ondo  ni 
esto  se  le  reclama,  como  él  mismo  lo  declara;  pero  otorga  en  intereses 
cuanto  se  le  pide. 

£1  Gobierno  mexicano  obedece  el  laudo  y  paga;  pero  entonces  sur- 
ge un  último  incidente,  que  os  he  señalado  yo,  y  que  con  sorpresa  he 
visto  á  mis  honorables  eoiogas  utilizar  á  su  vez.  México,  pues,  había 
alegado,  y  con  justicia,  á  mi  entender,  que  en  razón  del  Tratado  de 
Guadalupe  la  demanda  liabfa  dejado  de  ser  admisible  en  cuanto  á  los 
intereses  en  el  mismo  grado  que  uo  lo  podría  ser  con  respecto  al  fon* 
do;  que  dichos  intereses  no  eran  más  que  la  consecuencia  de  una  de- 
manda principal  abandonada, .«mpri mida,  con  Inquedebían  desaparecer, 
y  que  tal  rez,  en  lin,  despucs  de  reclamar  ciertos  intereses,  se  exigirían 
otros,  y  nada  se  había  contestado.  Dictada  la  .sentencia,  el  Sr.  Ávila 
dedujo  de  t:il  silencio  que  se  había  reclamado  cuanto  se  había  espera* 
do  conseguir,  que  la  sentencia  era  deGnítíva,  que  ya  no  se  intentaría 
fundar  una  .segunda  acción  sobre  im  capital  abolido,  ilay,  dice,  reso- 
lución in  loto.  Así  lo  escribe  á  su  (lobierno,  y  éste  comunica  inmedia- 
tamente la  nota  á  los  Estados  Unidos. 

Viene  entonces  la  respuesta  de  los  Kstados  Unidos,  respuesta  que  el 
Sr.  Descamps  ha  analizado;  el  Gobierno  no  piensa  en  quejarse  de  las 
observaciones  del  Gobierno  mexicano,  y  no  responde  á  la  interpreta- 
ción dada  á  la  sentencia  con  la  interpretación  contraria;  en  el  sistema 
alegado  hoy,  debió  decir:  ¡Cóniol  [)retenden  ustedes  no  deber  ya  na- 
da, siendo  que  se  ha  fallado  lo  contrario;  la  sentencia  es  definitiva  y 
producirá  {leríodicaé  indefinidamente  sus  efectos,  y  desde  este  momen- 
to hay  vencidos  otros  cinco  años  (pie  os  uivilo  á  pajiar. 

Ahora  bien,  Señores,  ni  una  palabra  de  todo  esto,  ni  la  menor  re- 
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serva;  limltanse  á  decir,  en  términos  poco  claros:  La  sentencia  es  lo 
que  es,  no  nos  corresponde  á  nosotros  explicarla  ni  la  podemos  tocar, 
Y  se  agrega  únicamente: 

«Sírvanse  ustedes  no  considerar  esta  nota  en  el  caso  de  poder  in- 
terpretarse como  un  asentimiento  á  lo  que  se  nos  dice.» 

Y  hé  aquí  qae  las  casas  suceden  como  el  (robiorno  mexicano  lo  ha- 
bía temido;  ved  cómo  después  de  un  l;irj?o  y  absoluto  silencio,  vienen 
á  reclamársele  treinta  y  dos  años  de  intereses,  algo  muy  superior  al 
capital. 

Sir  Thornton  ha  dii-liu  en  su  lando  (jno  oonnodía  intereses  deleniii- 
íKidos,  inlere.ses  '•liasla  este  día;  y  aliora  so  sosticno  que  debe  enten- 
derse que  ha  reconocido  un  derecho  perpetuo,  una  renta  perpetua,  cu- 
yos inlcroses  correrán  siempre. 

Mas  entoíices,  lo  reclamado  y  proclamado  habrá  sido  cicrlamente 
un  derecho  al  capital,  y  ni  fimdnmenlo  de  (al  derecho  estaría  ncfcsa- 
riamenlo  en  los  hochos  anteriores  al  Tratado  ilc  (rnadnlupo  llnial^o' 

Se  recurre  á  una  pretendida  intención  de  Sir  Thornton,  habiendo 
él  expresado  la  voluntad  contrarial  No  le  hubiera  sido  posible,  di(íe, 
dar  su  laudo  sobre  un  derecho  permanente,  y  su  fallo  sería  para  siein* 
pre  rcsjudicaia! 

Hay  aquí  un  dilema  que  he  señalado  ya  y  del  que  no  es  posible  li- 
brarse á  lo  que  parece:  Ó  bien  Sir  Thornton  no  ha  concedido  más 
que  lo  que  ha  dicho  que  concedía,  y  entonces  no  hay  cosa  juzgada: 
hii  dado  su  resolución  sobre  veintiuna  anualidades  de  intereses  y  na- 
da más;  ó  bien,  á  pesar  de  los  términos  de  su  laudo,  ha  querido  lo 
contrario,  entendiendo  reconocer  un  derecho  perpetuo,  y  entonce»  el 
falto  vendría  abajo  ante  las  razones  que  él  mismo  ha  proclaniadci  y 
debían  hacer  inadmisible  la  demanda. 

No  puedo,  pues,  ver  en  esto  más  que  una  mera  habilidad  de  acti- 
tud, que  no  es  posible  que  prospere.  Alirmo,  como  lo  ha  hecho  el  go- 
bierno mexicano  desde  el  primer  día,  que  no  pueden  deberse  intereses 
cuando  no  existe  un  crédito.  ¿Y  cómo  concebiríamos  que  un  trata- 
do internacional  hubiese  hecho  á  un  lado  un  derecho,  permitiendo 
trasmutar  semejante  estipulación  en  una  reclamación  anual  que  cons- 
tituiría exactamente  lo  contrario  de  lo  que  se  convino? 

En  1870,  no  se  lle{;ó  al  convencimiento  de  un  derecho  permanente, 
de  intereses  perpetuos,  y  csio  es  precisamente  lo  que  se  pretende  hoy: 
se  reclaman  treinta  y  dos  años  de  intereses,  sin  nada  más;  y  M.  Des* 
cauips,  sorprendiéndose  de  ello,  como  si  el  hecho  no  procediese  de  la 
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parte  que  representa,  decía:  «El  año  próximo  se  podría  volverá  em- 
pezar!—Sí,  porque  así  lo  pretendéis,  |>orque  no  os  atrevéis  á  invocar 
ttn  derecho  definitivo.  ¿No  se  opone  A  ello  el  Tratado  de  Guadalupe? 

¿Qué  es  lo  que  se  deduce?  Que  lo  que  consliluye,  lo  que  forma  el 
nudo  de  la  contestación,  del)erfa  quedar  fuera  de  toda  resolución;  ha* 
brfaque  considerar  el  litigio  en  el  fondo  como  no  existente;  ó  tendríais 
que  partir  de  una  noción  contraria  á  los  heohos:  que  el  derectio  al 
fondo  principal  nacería  de  sí  mismo,  qijod:íría  reconocido  ó  estableci- 
do; sin  iieoesitlad,  por  lo  mismo,  de  stn  :  i il.i.lu.  Y  esto,  cuando  toda 
la  c()ntesta<'ión  y  cuando  toda  !a  acción  suijrc  el  capital  se  encontra- 
rían irrcsistiblcincute  rechazada-  por  el  Tratado  de  Guadalupe  Hidalíro! 

FiSto  es  todo  lo  que  quería  yo  liccir  á  este  rt\s[)eclo,  y  tengo  yaque 
pedir  excusa  \)úv  haberme  repetido  taiit;i^'  veces. 

A  la  luz  do  estas  ol)scrvaí'ioues,  no  uie  queda  otra  cosa  más  t(uo 
recordaros  rápuianiciite  los  tliferentes  motivo.s  jurídico»  que  he  des- 
arrollado para  rechazar  la  cosa  juzgada. 

Está,  011  primor  liiírnr.  ol  motivo  capital  de  que  la  ilouiatiija  do  hoy 
no  es  la  deuianda  do  otro  licupo.  SirTfiornton  lo  ha  di(  Ik»:  la  rocia- 
mación  se  limitaba  á  veintiuna  ajinahdades  de  nitereses,  razón  por 
la  cual  pudo  juzgarla  admisible.  Hoy  se  reclaman  otras  treinta  y  dos 
anualidades  de  intereses,  y  no  se  puede  decir  que  las  dos  demandas 
son  idénticas  sino  sosteniendo  que  una  y  otra  se  refieren  al  fondo. . . . 
sin  decirlo,  porque  esto  daría  lugar  á  desecharlas. 

£sta  objeciiui,  Señores,  es  á  mi  parecer  la  más  grave  de  las  que  os 

presentado,  y  no  ha  recibido  res[)uosta. 

Diferencia  completa,  pues,  entre  la  demanda  anterior  y  la  presen- 
te,  y  no  .se  ha  desconocido  que  ios  jueces  no  pueden  nunca  sentenciar 
excediéndose  de  la  demanda;  el  sentido  de  un  fallo  se  encuentra  ne- 
cesariamente fijado  por  las  conclusiones  de  la  demanda,  zona  de  que 
el  juez  no  puede  pasar. 

De  la  no  identidad  de  las  dos  demandas  resulta  necesariamente  la  no 
identidad  de  la  cosa  jo7.gadft.  Y  resulla  asimismo  la  no  identidad  del 
objeto:  Veintión  años  de  intereses  determinados  por  una  parte,  trein- 
ta y  dos  años  de  intereses  por  la  otra.  Y  aquí,  como  siempre,  no  es, 
posible  eludir  esta  objeción  fundamental,  sino  pretendiendo  ver  tras 
estos  objetos  aparentes  otro  objeto  oculto,  guardado  en  las  bambali- 
nas, pero  que  pasaría  sin  indicarlo:  el  derecho  al  fondo. 

Pero  si  el  Juez  debía  suplir  aquí  el  silencio  de  las  partes,  ¿no  debe- 
ría haber  tenido  en  cuenta  ni  los  hechos  anteriores,  ni  el  Tratado  de 
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Gaadalape  Hidalgo,  ni  el  descargo  que  se  dió  á  México  y  la  obligación 
contraída  por  los  Estados  Unidos  de  encargarse  de  todas  las  pretensío* 
nes  fundadas  de  los  ciadadanos  de  su  país?. . . . 

Y  aun  sin  esto  ¿podría  decirse  que  hay  identidad  de  objeto?  Recor* 
dad  el  caso  tratado  por  Savigiiy:  las  tierras  cío  A  y  B  de  un  mismo  do- 
minio, sucesivamente  reclamadas  en  las  mismas  condiciones  por  la 
misma  causa,  entre  las  niisinas  parLe.s,  sin  más  diferencia  qiio  la  topo- 
grafía do  tal  {ií>rr'¡(')ii  tioi  ra  y  tal  otra  porción  vecina.  Kecordad  asi- 
mismo,  la  situación  coiicidcrada  por  numerosos  autores  desde  el  dere- 
cho romano:  despiir-^  de  haber  reclamado  en  vano  alumnos  años  de  al- 
quiler, se  pueden  reclamar  otros:  las  cuestiones  do  pnin  iiMo.  la  v?ili- 
dez  de!  arrendainicntí».  |)or  cioin[)lo.  lian  sido  juzgadas  la  primera  ver, 
poco  importa,  se  puede  recoinon/  ir  el  debate  para  los  años  siguieu- 
tes;  el  objeto  de  la  demanda  no  es  el  mismo. 

No  quiero  insistir  en  otros  ejemplos,  porque  me  he  salido  ya  délos 
limites  que  me  había  señalado. 

He  dicho,  pues:  No  hay  identidad  de  demanda,  no  hay  identidad  de 
cosa  juzgada,  no  hay  identidad  de  objeto. 

Y  también,  en  seguida,  no  hay  identidad  de  causa,  en  el  sentido 
propio  de  este  término,  puesto  que  la  causa  de  cada  una  de  vuestra*^ 
demandas  cst<á  en  la  falta  de  pago  sucesivo  de  anualidades,  causas  su- 
cesivas  y  múltiples.  ¿Cómi»  podría  ser  la  misma? 

Además  ¿no  son,  en  cada  anualidad,  diferentes  las  circunstancias? 
¿Y  no  hay  cada  vez  justificaciones  y  más  jusliítcaciones  que  dar,  lo 
que  excluye  la  posibilidad  de  una  resolución  anticipada  que  dehería, 
por  lo  demás,  aplicarse  á  cosas;  futuras? 

El  honorable  Mr.  Penfíeld  me  ha  respondido  qtie  sin  duda  los  Esta- 
dos Unidos  podían  desaparecer  de  la  superficie  del  globo,  pero  que  est» 
eventualidad  era  poco  verosímil ....  No  es  precisamente  la  que  yo  he 
señalado.  He  dicho  yo  que  se  trataba  aquí  no  de  un  derecho  civil  in- 
tangible, como  lo  es  el  derecho  por  su  esencia,  sino  de  una  parte  que 
reclaman  los  obispos,  en  una  masa  afecta  á  un  servicio  público. 

Ahora  bien,  cada  año  hay  que  justiGcar  este  derecho  y  el  monto  de 
este  derecho.  Ks  preciso,  primeramente,  verificar  cuál  es  la  ley  de  laCs' 
lifornia,  y  á  (pié  condiciones  somete  el  ejercicio  de  los  derechos  que  re- 
conoce. La  legislación  sobre  personas  morales,  como  lo  prueba  la  hi.s- 
toña,  está  sujeta  á  cambios,  y  el  alegato  de  Mr.  Penfíeld  podría  hacer 
creer  que  en  los  Kstados  Unidos  existe  quizás  algún  prejuicio  á  este 
respecto.  ¿L^n  dónde  se  encuentran  los  elementos  de  una  resoluciónaa- 
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ticípada?  Se  necesitarla,  además,  justificar  que  se  pueden  aplicar  los 
fondos  al  destino  pura  cuyo  objelo  se  reclaman. 

Nos  decís  que  ann  quedan  aljíniios  ituiios  en  l:i  (laliíoniia.  Supo- 
niéndolo exacto  hoy.  ¿será  verduil  uiañatiaV  Sabido  es  con  cuánta  ra- 
pidez desaparece  la  población  aborigen  en  b)s  Kstados  Unidus, 

¿Y  viven  reunidos  estos  imiios?  ¿Se  Icsdedicau  luisioaes?  ¿Se  con- 
sagrarían los  loiitlos  á  esas  misiones? 

liíViKráis,  en  iin,  mi  derecho  rt?l;ihvt).  Se  trafa  He  una  i  (»sa  cii  (|iie 
tendríais  un  dcrei-ho  imiel.L*rinina(l>>  i\\ir  !(  luh  ía  que  regirse  conforme 
á  rir«;unslaiicias  ab-ohitaincnh'  m()\  iMr-;  \  vrtriabh><. 

¿Como  admitir,  cu  semcjaiiU  s  <  «>ii(lii  luncs,  <pte  exista  uié  derecho 
á  perpetiinlad  ''  ¿(  'ótuo  aihuilir  que  Su-  I  iiornlon  haya  pinlido,  en  187o, 
jiiz;„'ar  aiitici|i;iilaiiiente  pa''a  sietnftrc,  sin  olra  e\|>lH'a<-iói>,  sin  otra 
jiistiilrai-KMi.tpie  tendríais  dereclio  á  la  mitad  de  lu  rea  tu  supuesta  que 
representa  el  fondo  l'iadoso  de  ( '.al  i  furnia? 

A  esta  observación,  Señores,  viene  á  agregarse  otra  que  me  circuns- 
cribo únicamente  ú  recordar:  es  ipie  Sir  l'hurntou  Uubna  fallado  so- 
bre cosas  futuras,  cuando  la  docririna  es  unánime  en  cuanto á  que  lodo 
fallo  supone  la  apreciaiMÓn  de  hechos  ctiiiiplidos;  no  existe  cosa  juz« 
gada  con  anticipación.  No  hay,  pues,  más  que  una  apariencia  de  fallo, 
sujeta  siempre  ú  revisión. 

Finalmente,  hemos  hecho  notar,  Señores,  que  lo  (¡ne  mejor  prueba 
que  no  li.iy  cosa  juzgada,  es  que  los  obispos  no  habrían  tenido  ningu- 
na vía  eje<Hitiva,  ni  nun  contra  simples  ])arlicu lares;  que  les  habría 
sido  imposible  obtener  judicialmente  la  ejecución  de  la  sentencia 
Thornton  tal  como  se  quiere  interpretarla. 

Kn  realidad, — y  |>erdóiieseme  esta  luieva  repetición — el  sistema  de 
nuestros  adversarios  se  reduce  ii  decir  que  se  trata  aquí  de  cosa  juz- 
gada  implícita,  porque  tal  debe  de  haber  sido  el  pensauiiento  del  juez. 

Para  esto,  se  necesitaría  primero  poder  admitir  que  Sír  Thornton  ha 
tenido  la  intención  contraria  á  lo  que  ha  expresado;  y  luego  que  pudo 
tener  semejante  intennión,  es  decir,  que  hubiera  admitido  la  deman- 
da sobre  la  que  hubiera  fallado  de  ese  modo;  en  fui,  tendrían  que  de- 
cirnos cómo,  en  semejantes  condici(mes,  podía  Sir  Thornton  apartar 
el  obstáculo  insuperable,  infrauquettble  del  Tratado  de  Guadalupe  Mi- 
dalijo. 

■ 

Mr.  Pentield  decía  ayer  que  no  se  comprende  un  silogismo  sin  pre- 
misas, y  que  en  una  sentencia  es  necesario  (Completar  la  resolución 
con  los  motivos,  sin  los  cuales  no  se  comprendería  aquélla.  Señores, 
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esto  es  suponer  que  todo  silogismo  es  necesaríainente  perfecto  y  que 
e)  falto  debe  ser  irre(>r()chab1e.  Sir  Thornion,  según  nosotros,  no  hu- 
biera  debido,  conceder,  seguramente,  los  intereses  reclamados,  y  no  lo 
podía,  porque  es  inadmisible  que  existieran  sin  derecho  al  capital;  mas 

sea  lo  que  fuere,  esto  es  li»  que  ha  hecho;  y  deducir,  de  que  haya  con- 
cedido los  intereses  equivocadamente,  el  ((uo  implícitamente  liaya  que- 
rido además,  opuestamente  á  lo  que  decía,  reconocer  un  derecho  al 
fondo,  es  injertar  un  error  de  principio  al  error  de  la  ct>n.secuencia. 

llim  lie  nuestros  honorables  contradictores.  M.  Descamps,  lia  invo- 
cado la  autorniaij  de  (ios  «ibras  accrea  de  las  cuales  diré  algunas  pa- 
labras: las  Vdiiilevíaa  Franct  sas  y  las  Pandectas  Belgas.  Añiláis 
son,  ante  tudu,  colecciones  analilii  as  de  jurisprudencia,  v  vosolrits 
satícis  (Mián  difícil  es  apreciar  análisis  de  st  ntciicias.  euaiidi»  ii«>  so'  "- 
nocen  exaclauiente  los  hechosy  el  iil>|fl()  del  litigio.  Toro,  »mi  ciialijuier 
caso,  hay  (pie  ver  lo  (pie  dicen  esos  hbros  de  la  cuestión  en  su  conjunto. 

Yo  nnsnio había  invopadf»  va  las  l^anflrrfas  íiefrfas:  en  el  número 
t  íí  v°.  '  f'o«a  iti'/gada.>  la  C.orti'  ver;!  ipic  (mi  Id  (pie  rcsppida  a  la  au- 
toridad del  fallo  sin  loinar  rn  rúenla  rn;'is  (pn-  la  parte  rcsolutlva,  h>8 
motivos  no  tienen  jamá-  e!  valor  de  la  rosa  juzgada. 

Del  núm.  1 14 al  109  hay  una  larga  serie  de  .sentencias  judiciales,  to- 
das fundadas  en  la  regla  que  acabo  de  recordar.  En  seguida  viene  el 
pasaje  cilado  por  M.  Descamps,  (pie  leo: 

«No  estando  prcs(>rila  la  íorma  de  la  resolución,  ésta  no  debe  ser 
expresa,  y  puede  interpi  t  l.ar-o  para  decir  lo  que  en  ella  debe  leer*<c.» 

Ksto  es  precismenle  lo  que  (engo  el  honor  de  alegar:  os  he  dicho 
que  si  los  motivos  no  constituían  cosa  juzgada,  era  de  jurisprud*  tk  ¡i 
tenerlos  en  cueuta  cuando  la  misma  parte  resolutiva  estaba  sujeta  á 
interpretación,  y  que,  en  caso  de  obs(;urida(J»  se  podía  esclarecerla  po* 
niéndoia  en  relación  con  Kis  in«>tivos.  Las  Palidecías  Belgas  no  di- 
cen otra  co.sa. 

LuH  Pandectas  Francesas  se  expresan  poci»  más  ó  menos  lo  mis* 
ino;  iMijoel  título  «Casa  juzgada, «  núm.  820,  veréis  afirmar  también 
que  sólo  la  ptirte  resolutiva  constituye  el  fallo,  sin  que  la  autoridad  de 
la  cosn  juzgada  se  extienda  á  los  motivos.  Y  tras  esta  declaración, 
encontraréis  60  ó  70  sentencias  que  lo  han  juzgado  asi. 

En  el  núm.  32 1  las  Pandectas  Francesas  confirman  otra  proposi- 
ción que  be  desarrollado  ante  vosotros:  que,  puesto  que  los  motivos 
no  constituyen  la  cosa  juz;?adu.  no  es  iiermítido  recurrir  á  casacíóo 
contra  los  errores  de  derecho  que  en  ellos  se  encuentren. 
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En  el  nám.  322  se  encuentra  confirmada  otra  proposición,  igual- 
mente desarrollada  por  mf:  qae  tti  contradicción  que  puede  haber  en- 
tre la  parte  expositiva  y  la  resolutíYa  de  una  sentencia  no  da  lugar  á 
casación. 

Bajo  el  núm.  360  se  lee,  como  en  las  Pandectas  Belgas,  que  si  la 
resolución  es  obscura,  se  puede  recurrir  á  los  motivos  para  interpretarla. 
Llego,  en  fin,  al  núm,  425,  invocado  por  M.  Descamps,  y  que  dice: 
«La  autoridad  de  la  cosa  juzgada  puede  aplicarse  aun  á  una  dis- 
posición iniplícila,  por  lo  menos  en  la  resolución,  cuando  es  consecuen- 
cia forzosa  de  una  disposición  explícitamente  formulada.» 

Y  el  núm.  419,  igualmente  citado,  que  reproduce  algunas  Hueas  de 
la  obra  de  (Triolet,  cuya  doctrina  me  habéis  (»ido  examinar. 

Y  esto  es  todo.  En  cuanto  á  iní.  Señores,  no  tenjío  empeño  en  citar 
más-  autoridades;  pero  permítame  la  Corte  decirle  que  lo  que  en  mi 
opinión  su  lia  escrito  más  substancial,  más  razonado  y  conciso  sohrc 
el  asunto,  es  todavía  el  Tratado  de  las  ObiKjacionea  de  Polbier^  el 
verdadero  autor  del  C<kligo  i  .ivú  en  esta  materia. 

He  dicho  yaque  en  el  caso  presento,  la  cosa  juzgada  implicMla  que  se 
alega,  no  serí:t  en  realidad  nuís  cpie  un  prejuicio,  y  que  el  prejuicio 
no  obliga  ni  aun  al  juez  de  que  emana,  aun  siendo  absolutamente  for- 
mal y  explícito;  .sería  sólo  una  opinión  expresada  por  él,  que,  aunque 
inserta  en  su  decisión,  nada  le  impediría  cambiarla. 

En  fin.  Señores,  creo  haber  demostrado  que  no  podía  tomarse  en 
consideración  el  prejuicio  en  el  caso,  por  el  hecho  sólo  de  tratarse  de 
una  sentencia  arbitral.  Conocéis  mi  manera  de  pensar  á  este  rea- 
pecto:  contra  lo  que  algunos  enseñan,  en  mi  opinión  el  árbitro  es 
un  juez,  su  sentencia  constituye  ana  decisión  y  debe  atribuírsele  la 
autoridad  de  cosa  juzgada;  pero  con  nna  restricción  que  creo  absolu- 
tamente jurídica.  El  árbitro  no  es  sino  un  juez  convencional  cuya 
autoridad  resulta,  no  de  la  ley»  sino  del  consentimiento  de  las  partes; 
procede  de  un  contrato;  es  juez  dentro  de  los  límites  de  ese  contrato, 
lo  es  completa  y  absolutamente,  pero  fuera  de  esto,  ya  no  es  nada; 
pues  no  es  autoridad  pública,  no  tiene  á  su  cargo  el  exponer  el  dere- 
cho; debe  juzgar  un  caso  determinado  en  virtud  de  una  convención 
determinada;  en  tales  condiciones  ¿cómo,  al  lado  de  lo  que  juzga,  po- 
día prejuzgar?  Esto  sería  contrario  á  la  esencia  misma  de  su  misión. 

M.  Descamps  ha  hecho  notar  que  no  hemos  citado  autoridades  ame- 
ricanas ni  mexicanas,  de  lo  que  ha  pretendido  deducir  que  abandoná- 
bamos, sin  hacerlas  nuestras,  las  consideraciones  desarrolladas  por 
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el'Sr.  Mariscal,  Ministro  de  Relaciones  Bxleríorea  de  México.  ¿Habré 
de  decir  qoe  no  hay  nada  de  eso? 

En  un  asunto  tan  complexo,  tan  largo  y  tan  peligroso  para  la  Corte 
— y  algo  también,  me  permitiré  agregar,  para  los  abogtidos — habría 
qée  evitar  repeticiones,  y  por  este  motivo  hemos  creído  que  no  nece- 
sitábamos decir  nada  de  lo  que  el  Sr.  Mariscal  había  consignado.  Y 
precisainenlt!,  á  i)i  típásito  del  arbitraje,  leed  lo  que  él  ba  dicho  en  la 
página  9  de  au  «Contestación  al  Memorial:» 

«LainefKüaci.Mde  loslaudosarbilrales.en  Derecho  Internacional,  paru 
«decidir  (t.isos  fiiUinKS,  aunque  sean  análogos á  los  qiui  ;i((uellos  retíol- 
«vieron,  sidu  ex  probamente  rccuncufida  por  el  Gobierno  dti  los  Ks- 
«tadüs  IJuiílos,  según  puede  verse  en  Moore,  «International  Aríjilra- 
*tions, »  con  motivo  de  la  Comisión  Mixta  r«inii<la  en  Ilulif.ix  :'i  con- 
«.secuencia  del  Trotado  de  \\';i>li¡n«rtou  que  coiiUuiió  á  los  lisiados 
4 ■nidos  á  pagar  al  dobieruu  liriláiiico  la  suma  de  cinco  nnlUme»  y 
«niodio  de  pi^'^os  por  daños  y  perjuicios  (  ¡ufados  |>í>r  pescadores  aine- 
«ricanos,  y  en  el  cuso  de  una  rechunaciún  presenlada  por  el  Ministro 
«de  Kspaña,  Sr.  Muruaga,  procedente  de  conliscación  de  algodón.  <:on- 

«siderado  ct  )  contrabando  de  guerra,  (pie  snlricroii  los  subditos  es- 

«pañoles Mora  y  Larrache.  Kl  Secretario  de  Kstado  T.  K.  Jiayard, decía 
«con  este  motivo  en  nota  de  3  de  Diciembre  de  188b:  «Los  fallos  de 

«Comisiones  Internacionales  no  se  considera  que  tengan  au- 

«toridad  aiiio  el  cano  ¡tarticular  ilechlith .  ...  un  ninguna  tna- 
'  Hpra  Hffan  al  Gobierno  de  los  EaUuhs  Unidos,  excepto  en  aque' 
' ¡loa  CLISOS  en  que  luoieron  u¡dieiiciú)i.*  (  Papers  relaling  to  Ihe 
«For.  Reí.  (»f  tlie  U.  S.,  ycar  1887,  p.  1,021.) 

«Kl  mismo  Honorable  Secretario,  en  el  documento  citado,  decía: 
«Tales  decisiones  se  acomodan  á  la  naturaleza  y  términos  del  tratado 
'  «de arbitraje,»  teniendo  en  cuenta,  sin  duda,  que:  <  Omne  tractaium 
*ex  camproínÍ880  sumendutn:  nec  enim  aliud  illi  (arbitro)  licebit 
*qnam  quod  ibi  ut  afficere  possU  caulum  est:  mm  ergo  qmdiibd 
*9laiu€re  arbUer  polerU^  nec  in  qua  re  libei,  nisi  de  qua  rk  cowbq- 

«HISSUM  BST.» 

Un  poco  antes  el  Ministro  invoc»  la  ley  romana,  como  sigue: 
*De  hia  reímaei  ratiomfmssent  itUereosqui  cotnpromittiierHnL,^ 
«non  quae  p<mtea  supervenermU  (L.  46  D.,  de  recepi.  qui  arb.,  T.> 
«L.  Pm  25),  y  tan  limitado  efecto  atribuía  el  derecho  Civil  á  los  lau«* 
«dos,  que  no  les  concedía  que  produjeran  la  acción  de  cosa  juzgada.» 
«La  ley  primera  del  Código  de  recepiy  se  expresa  en  estos  términos:» 
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«  ExaenlenUaarbÜriexcompromitsoJure  perfech<trbüri  apeHiori* 
^nonpasse  saepe  reccptum  est;  quia  hbc  judigati  agtio  indb  praest» 

«TARI  POTBST.» 

Una  última  palabra,  Señores.  Alégase  la  cosa  juzgada;  mas  si  fuese, 
necesario  admitirla  ¿sentiríais  satisfeclia  vuestra  conciencia  de  jue- 
ces? 

Numerosísimas  cuestiones  de  hecho  y  derecho  se  han  debatido  ante 
vosotros  y  se  habían  agiüido  ya  ante  la  (".umisión  Mixta.  ¿Han  que- 
dado resueltas?  ¿Sabemos  exactamento  porqué  hemos  sido  condena- 
dos, en  qué  título  se  fumhu  ía  el  deroi^ho  de  los  obispos  y  cómo  habrja 
podido,  on  r.'i.so  ¡ilrruno,  sobrevivir  al  Tratado  de  1H  Í8? 

Hay.  ponitra  parte,  importantes  cuestiones  de  cifras,  que  SirThom- 
ton  iiiiplícitainoiite  suprimió,  ¿pero  cómo?  ¿Podremos  decir  que  ha 
(jiiodado  l)ieti  delinida  la  consistencia  do)  Fondo  Piadoso,  que  la  dona- 
ción ílf  üada  formaba  parte  do  él,  que  debo  hacerse  responsable  al 
Gobiertio  inoxicauo  do  todos  los  créditos  irrecobrables,  de  los  inte- 
reses que  por  lar^ro  tiomi)0  hnbía  dejado  de  pagar  el  Gobierno  espa- 
fioi,  debiéndoselos  á  sí  iiii<mo,  y  que  por  fusi<')n  quedaban  oxtinguidos? 

Permitidme,  Señore.s,  recordaros  un  solo  punto.  Sabéis  que  las  mi- 
siones de  las  Filipinas  reclamaron  parte  del  Fondo  y  que  lo  recibie- 
ron. ¿Se  ha  deducido,  á  lo  menos,  del  total  esa  suma,  como  eraevi^ 
dente  que  doboria  hacer.se?  No,  pues  parece  que  Sir  Thornton  ni  pensó 
en  ello.  ¿Subsistiría  dicho  cálculo,  no  obstante  el  error  que  lo  vicia? 

Y  ¿qué  diremos  de  esos  intereses  acumulados  durante  anos,  que 
acrecen  el  capital?  Sir  Thorntcm  se  negó  á  conceder  el  pago  de  los 
intereses  de  intereses,  pero  lo  hizo!  Kl  capital  cuyos  intereses  resol- 
vi^  se  pagaron;  contiene,  en  más  de  su  mitad,  una  acumulación  de 
intereses  vencidos!  Sobre  todo  esto  habría  7erdaderamente  autoridad 
de  cosa  juzgada,  y  toda  rcYÍsión  sería  inadmisible. 
-  Otro  ponto  más:  la  cuestión  del  oro,  que  no  ha.  llegado  á  ser  discu- 
tida. Si  no  me  equivoco,  en  el  memorial  de  Mr.  Doyle  se  pidió  el  pa*! 
go  bajo  esa  forma,  pero  sin  la  menor  justificación.  Tal  deroanda  .no 
4uTo  contestación  ni  hubo  por  qué  oponérsela,  porque  entonces  exis- 
tía paridad  de  valor  entre  los  dos  metales,  y  era  indiferente  pagar  en 
oro  ó  en  plata.  El  árbitro,  por  su  parte,  determinó  el  pago  en  oro,  pe- 
ro sin  exponer  razones. 

Mas  de  esto  resultaría  hoy  para  México  un  gravamen  de  más  de  la 
mitad  de  los  cargos,  y  si  la  relación  entre  el  oro  y  la  plata  aumenta* 
ra  en  lo  porvenir,  ó  se  redijera  á  la  cuarta  parte,  en  vez  de  ser  menos 
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de  la  mitad,  continuaría  as!  indefinidamente:  resjudietUa!  Yonosési 
me  ofusque,  Señoree;  pero  cosas  son  éstas  qae  me  turban,  que  no  pue- 
den satisfacer  á  mi  conciencia,  y  que  considero  que  tampoco  podr&n 
satisbcer  á  la  vuestra. 

De  todas  maneras,  hay  por  lo  menos  una  cuestión  qne  no  ba  sido 
ni  podrá  ser  juzgada.  Se  han  agrcgudolos  intereses  corridos,  sin  exa- 
minar si  se  debían  ó  si  habían  prescripto  siquiera.  Sea  en  hora  buena! 
el  fallo  existe  y  no  lo  criticamos;  pero  á  partir  de  la  sentencia,  nada 
puede  fallaiHe. 

El  laudo  de  1875  otorga  intereses  hasUi  1870.  Trascurren  veinte 
•  años  Sin  ninguna  reelamación,  enando  la  ley  mexicana,  romo  toda-^ 
las  leyes  del  mundo,  castiga  con  la  ure.scripcií'm  t.'if  negligencia.  No  se 
quiere  que  un  acreedor  arruine  á  su  deudor  por  st'inej;ífíles  acutniiln- 
cione.s  de  itifcrenes,  y  casi-lodas  las  legislaciones  eslai>lecen  la  prcs- 
cnpciiMi  de  cinco  años.  Ahora  bien,  sin  qne  haya  liabido  citación  antf 
el  juez,  sin  notificación  previ  i  de  incurrir  en  mora,  aun  sin  rcdatna- 
ción  oficiosa,  tendríamos  que  pagar  82  años  de  intereses.  Kn  esto,  se- 
ñores, al  menos,  el  laudo  de  Sir  Thornton  es  indiferente,  y  es  s^uro 
que  tales  intereses,  por  nadie  reclamados,  ya  no  se  deben. 

Con  esta  última  observación  doy  fin  á  mi  réplica.  Os  prometí  .«;er 
breve,  y  me  he  esforzado  en  serlo;  quiero  aun  evitaros  el  faslidio  de 
una  peroración  que  considero  inútil,  tanto  más,  cuanto  que  puedo  to- 
mar fi  mi  favor  la  de  M.  Descampe  que  os  ha  propuesto  un  hermoso 
lema  para  el  futuro  palacio  de  la  Corte  de  Arbitriye;  uno  mí  solicitud 
á  la  suya,  y  habrá  un  punto  siquiera  en  que  ambos  habremos  estado 
confbrmesl 

El  Sbñor  pRBSiDBNTB. — Como  no  hay  quien  pida  la  palabra,  decía* 
ro  cerrados  Ins  debates.  Ahora  entra  el  tribunal  á  deliberar  y  votar; 
y  una  vez  redactada  y  firmada  la  sentencia  se  hará  pública  en  una 
sesión  del  tribunal,  á  que  serán  debidamente  citados  los  agentes  y  abo* 
gados  de  las  parles. 

A  las  cuatro  y  medía  se  levantó  la  senión,  difiriéndose  sine  die. 
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Laudo  pronunciado  por  rl  Tririinal  Permanente  dk  Akuitra.íb 
DB  La  Haya,  (¿l  II  de  Octübrc  ne  1902.  . 

Tribunal  Fermanente  de  Arbitraje  de  La  Ha¡fa, 

El  Tribunal  tle  Arbilraje.  rí)iislit(Hdo  en  virtud  del  Tratado  ¡iruui- 
do  en  Washington  el  22  de  Muyo  do  1902  entre  los  Estados  Unidos  de 
América  y  los  Kstados  llnido.s  Mexicanos; 

Rksultando:  que,  por  iin  Coniprorniso,  redfiolado  en  íoram  de  Pro- 
tocolo entre  los  listados  líuidos  de  America  y  los  Kslíido.s  Unidos  Me- 
xicanos, firmado  en  Washington  el  22  de  Mayo  do  1902,  se  convino  y 
arregló  que  la  diferencia  surgida  entro  ios  Kslados  Unidos  de  Amé- 
rica y  los  Estados  Unidos  Moxicanos  con  motivo  del  «Fondo  Piadoso 
de  las  Californias»  cuyas-  antinlidiides  se  habían  reclamado  por  los 
Estados  Unidos  do  América  á  lavor  del  Arzobispo  de  San  Francisco  y 
del  Obispo  de  Monterrey  al  Gobierno  de  la  Kepúblíca  Mexicana,  sería 
sometido  á  un  Tribunal  de  Arbitraje  que,  constituido  sobre  las  bsises 
de  la  Convención  para  el  arreglo  paoííioo  de  los  conflictos  internacio- 
nales, firmada  en  La  Haya  el  29  de  Julio  de  1899,  se  compondría  de 
la  siguiente  manera: 

El  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América  designaría  dos  Ar- 
bitros no  nacionales,  y  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos 
igualmenle  dos  Arbitros  no  nacionales.  Estos  cuatro  Arbitros  debe* 
rían  reunirse  el  1*^  de  Septic.nbre  de  1902  en  La  Haya  con  el  objeto 
de  nombrar  un  Superárbitro,  quien  seria  al  mismo  tiempo,  y  de  dere- 
cho, el  Presidente  del  Tribunal  de  Arbitraje; 

Resultando:  que  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  América 
ha  nombrado  como  Arbitros: 

Al  muy  honorable  Sir  Edward  Fry,  Doctor  en  Derecho,  ex-Mtein- 
bro  de  la  Corte  de  Apelación,  Miembro  del  Consejo  Privado  de  Su  Ma* 
jestad  Británica,  Miembro  de  la  Corle  Permanente  de  Arbitraje;  y  á 
.  Sa  Excelencia  el  Sr.  De  Murtens,  Doctor  en  Derecho,  Consejero  Pri- 
vado, Miembro  del  Consejo  del  Ministerio  Imperial  de  Negocios  Ex- 
tranjeros de  Rusia,  Miembro  del  Instituto  de  Francia,  Miembro  de  la 
Corte  Permanente  de  Arbitnye; 

Resultando:  que  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  ha 
nombrado  como  Arbitros: 

^  Al  Sr.  T.  M.  C.  Asser,  Doctor  en  Derecho,  Miembro  del  Consejo  de 
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Estado  de  los  Países  Bajos,  ex-Profesor  en  la  Universidad  de  Amsier- 
dam»  Miembro  de  la  Corte  Permanente  de  Arbitrnje;  y  al  Señor  Jon* 
kheer  A.  F.  de  Savornin  Lohman,  Doctor  en  Derecho,  ez-Minístro  del 
Interior  de  los  Países  Bajos,  ex-Profesor  en  la  Universidad  Libre  de 
Amsterdani,  Mieinbra  de  la  Segunda  ( láinara  de  los  Estados  Generales, 
Miembro  de  la  Corte  l'ermaiienle  do  Arbitraje; 

IjOS  cuales  Arbitros  elijíleroíi  en  su  reunión  de  1"  de  Septiembre, 
conforme  á  los  artículos  XXXIl  y  XXXIV  de  la  Convención  de  í^a  Ha- 
ya (ic  29  <lo  .lul¡(í  do  1891),  CAinui  .Su¡»er:irlntro  y  Presidente  de  Dere- 
cIkí  ílül  Tribunal  do  Arbitraje: 

Al  Sr.  Henniní?  Malzen,  Doctor  en  Derecho.  Profosoi-  on  la  Univer- 
sidad *ie  ( ^uju  iiiin^iio.  rionsojon»  lOxlraordiiiario  en  la  Suprema  (it»rle, 
i'residenic  del  Ijtndathty^  Mieuíbro  permanente  de  la  Corte  de  Arbi- 
traje: y 

lliisuLTANno:  fpio  en  virtud  del  rmtoi'ulo  do  Wasbinglíui  del  '11  <i»' 
Mayo  de  1902,  Ids  moncionados  Arbitros  reunidos  cu  Tribunal  de  Ar- 
bitraje doberífin  dooidir: 

1**  Si  la  monoinnada  roclainaolón  de  ios  Kstados  Unidos  de  AnuTÍca 
á  favor  dol  Arz()l)isp<)  do  San  Francisco  y  del  Chispo  do  Montorroy 
tá  regida  por  el  principio  de  res  jwlicata,  en  virlnd  de  la  sentencia 
arbitral  pronunciada  por  ÍSir  lulward  Thornton  el  11  de  Noviembre  <te 
1875  en  su  calidad  de  Superárbitro; 

2^  De  no  estarlo,  si  la  mencionada  reclamación  es  justa :  con  poder 
para  pronunciar  la  decisión  que  les  parezca  justa  y  equilaiiva; 

Hbbultakdo:  que,  habiendo  los  tnenoionados  Arbitros  examinado 
con  imparcialidad  y  cuidado  1<m1(»s  los  documentos  y  aota^  presPiMn- 
dns  al  Tribunal  do  Aibilrajo  i)im  los  Agentes  de  los  lisiados  Cnidosde 
América  y  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  y  habiendo  escuchado  con 
la  mayor  atención  los  alegatos  orales  presentados  ante  el  Tribunal  por 
loe  Agentes  y  Consejeros  de  las  dos  partes  litigantes: 

Cotisn>BRANDo:  que  el  litigio  sometido  á  la  decisión  del  Tribunal  de 
Arbitraje  consiste  en  nn  conflicto  entre  los  Estados  Unidos  de  Améri- 
ca y  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  que  no  podría  ser  decidido  más 
que  sobre  la  base  de  los  Tratados  Internacionales  y  de  los  principios 
dé  Derecho  Internacional; 

CoNsiDBRANQo:  quc  los  Tratados  Internacionales  concluidos  desde 
el  año  de  1848  hasta  el  compromiso  del  22  de  Mayo  de  1902  entre  las 
dos  Potencias  litigantes,  dan  carácter  eminentemente  internacional  á 
este  conflicto; 
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Considerando:  que  todas  las  partes  de  un  juicio  ó  de  un  auto  rela- 
tivo á  los  puntos  debatidos  en  el  litigio,  se  esclarecen  y  se  complelaD 

niutuiimente,  y  qiic  todos  sirven  para  precisar  el  sentido  y  alcance  de 
la  resolución  y  para  determinar  los  puntos  respecto  de  los  cuales  hay 
cosa  juzgada,  y  que  por  tanto  no  puede  ya  haber  cuestión; 

(loNsiüKííANDo:  que  esta  i'Lj^'la  .-'o  aplica  iu>  sohiineutü  ú  las  decisiones 
de  los  Trihunales  instituíd(»s  pav  i;l  li^stado.  sino  también  á  las  senten- 
cias arbitrales  proiiimciadas  dentro  do  los  iíunte«  de  competencia  li- 
jados por  el  CiíiapriHiiiso; 

( '.((NsiuKHANDo:  quo  osle  misino  [)riii(;ipu>  debe  aplicarse  con  mucha 
uiayur  mzón  á  los  arbtltujes  uiternacionales; 

C.oNsiDKKANDo:  quc  la  (loiivenfióii  del  4  d(í  .luliu  de  IHüiS,  celebra- 
da eutní  Ihs  dos  Kslados  litij^aiites,  había  f-mti-edido  tanto á  las  (lomisio- 
iies  Mixtas  iiDiiiliraílas  por  estos  Kstaiia.s,  como  al  Siiperárbitro  designa- 
do eventualiui'iilc,  el  dcrci-ho  de  decidir  sobrti  su  propia  coiiipetencia; 

(!oNsu>KRANi)o:  i|iit!  en  el  lili<rio  sometido  á  la  decisión  del  Tribunal  de 
Arbitraje  en  virtud  del  Compromiso  del  22  de  Mayo  de  1^02,  hay  no 
solamente  identidad  de  partes  lilijíantes,  sino  también  identidad  de 
materia,  juzgada  por  la  sentencia  arbitral  de  Sir  lldward  Tbornton  co- 
mo Superárbilro  en  1875,  y  corregida  por  él  el  2  de  Octubre  de  1876; 

CoNstOBRANOo:  (pio  cl  íiobieriu)  de  los  K.sfados  ('nidos  Mexicanos  ha 
acatado  concieu/udameute  la  sentencia  arbitral  de  1875  y  1876,  pa* 
gando  las  anualidades  asignadas  por  el  Superárbilro; 

CoNsi»KRANi)o:  que  desde  1869  no  se  lian  pagado  por  el  (iobierno 
(ie  los  hJstados  Unidos  Mexicanos  al  Gobierno  de  los  listados  Unidos  de 
América  treinta  y  tres  anualidades,  y  (|ue  siendo  las  reglas  de  la  pres- 
cripción  del  do:ninio  exclusivo  del  Derecho  CiviK  no  podrían  ser  apli* 
cadas  al  presente  conllicto  entre  los  dos  Elstados  litigantes; 

Considerando:  que,  en  lo  que  concierne  á  la  moneda  en  la  cual  de- 
he  hacerse  el  pago  de  la  renta  anual,  como  en  México  tiene  curso  le- 
gal el  peso  de  plata,  no  puede  exigirse  el  (lago  en  oro  más  que  en  vir- 
tud de  estipulación  expresa;  que,  en  el  présenle  caso,  no  existiendo 
tal  estipulucíóii,  la  parte  demandada  tiene  el  der«:oho  de  pagar  en  pla- 
ta; que,  con  relación  á  este  punto,  la  sentencia  de  8ír  Edward  Thorn- 
ton  no  tiene,  por  otra  parle,  autoridad  de  cosa  juzgada  más  que  pa- 
ra las  veintiuna  anualidades  respecto  de  las  cuales  el  Sujierárbitro 
decidió  que  el  pago  debería  verilicurse  en  pesos  de  oro  mexicano,  su- 
puesto que  la  cuestión  de  la  forma  de  [tago  no  concierne  al  fondo  del 
derecho,  sino  únicamente  á  la  ejecución  de  la  sentencia; 
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Considerando:  que  aogCui  el  artículo  X  del  Protocolo  de  Washíng» 
ton  del  22  de  Muyo  de  1902,  el  presente  Tribunal  de  Arbitraje  teiidri 
que  decidir,  en  caso  de  condena  en  contra  de  la  República  de  Héti- 
co, eo  qué  moneda  deberá  hacerse  el  pago. 

Por  e^to»  fundamentos,  el  Tribunal  de  Arbitraje  decide  y  pronun- 
cia unánimemente  lo  que  sigue: 

1^  Que  la  mencionada  reclamación  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica á  faTor  del  Arzobispo  de  San  Francisco  y  del  Obisp»  de  Monte- 
rrey se  rige  por  el  principio  de  resjudicaia,  en  virtud  de  la  senten- 
cia arbitral  de  Sir  Edward  Thornton  de  11  de  Noviembre  de  1875,  y 
corregida  por  él  el  24  de  Octubre  de  1876, 

2*  Que  conforme  á  esta  sentencia  arbitral,  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  dcbci  á  piiffaral  (iobiernode 
las  Estíidos  Unidos  de  Aiiiéricu  la  caiilidad  do  un  inillón  cuatrocien- 
tos veinte  íiiil  seiscientos  ocbenta  y  dos  pesos  de  México  y  se.se uta  y 
siete  centavos  (l.420J)82.67  pesos  nie.xicanos)  en  moneda  del  ciirsu 
legal  en  México,  dentro  del  término  fijado  por  el  artículo  X  del  Pro- 
tocolo de  Wasbington  de  22  de  Muyo  de  HK)2. 

Knin  cantidad  de  un  millón  cuatrocientos  v^untc  mil  seiscientos 
óchenla  y  dos  pesos  sesenta  y  siete  cenlavosCS)  1.420,682,67)  cons- 
tituirá el  monto  total  de  las  anualidades  vencidas  y  no  pagadas  por 
el  nobicrno  de  la  República  Mexicana,  oslo  os*  la  renta  anual  de  cua- 
renta y  tres  mil  cincuenta  pesos  de  México  noventa  y  nfjeve  centa- 
vos ($18,050.99),  desde  el  2  de  Febrero  de  1869  tiasta  el  2  de  Febre- 
ro de  1902. 

3°  E\  (lobierno  de  la  República  de  los  Kstados  Unidos  Mexicanos 
pagará  al  fiobíerno  de  los  Estados  Unidos  de  América  el  '2  de  Febre- 
ro de  1903,  y  cada  año  siri;uiente  en  la  misma  fecha  del  2  de  Febrero, 
á  perpetuidad,  ia  renta  anual  de  cuarenta  y  tres  mil  cincuenta  pesos 
de  México  y  noventa  y  nueve  <>entavos  (43,050.99  pesos  mexicanos) 
en  moneda  del  curso  legal  de  México. 

Hecho  en  La  Haya,  en  el  Talacio  de  la  (v>rte  Permanente  de  Arbi- 
traje, por  trii»l¡cado,  el  1  í  le  Octubre  de  1902. 

Henning  Mafzen. — bklw.  Fry, — Marieus. — 'i\  M.  O.  Asaer. — A. 
F,  de  Savomin  Láhman, 
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